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Prefacio 

La Comisión de la Aplicación de Normas de la Conferencia, órgano permanente de 

composición tripartita de la Conferencia y  mecanismo esencial del sistema de control de 

la OIT, se consagra, cada año, al análisis del informe publicado por la Comisión de 

Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones. Después del examen 

independiente y técnico de la documentación por parte de la Comisión de Expertos, las 

reuniones de la Comisión de la Conferencia brindan a los representantes gubernamentales, 

de los empleadores y de los trabajadores la oportunidad de examinar conjuntamente el 

modo en que los Estados cumplen con sus obligaciones establecidas en los convenios y 

recomendaciones o relacionadas con ellos. La Mesa de la Comisión levanta una lista de 

las observaciones contenidas en el informe de la Comisión de Expertos, respecto de las 

cuales considera conveniente invitar a los gobiernos a que proporcionen información a la 

Comisión. La Comisión de la Conferencia procede cada año al examen de más de veinte 

casos individuales. 

El informe de la Comisión se presenta a la Conferencia para su discusión en sesión 

plenaria y luego se reproduce en un apéndice de las Actas de la Conferencia disponibles 

en el sitio web de la OIT. Desde el 2007, a fin de dar una mejor visibilidad  a los trabajos 

de la Comisión de la Conferencia y para dar curso a los deseos de los mandatarios de la 

OIT, se decidió hacer una publicación separada, en una presentación más atractiva, 

recopilando las tres partes habituales de los trabajos de la Comisión. En el 2008, para 

facilitar la lectura de la discusión de los casos individuales que figuran en la segunda parte 

del informe, las observaciones de la comisión de expertos relativas a esos casos han sido 

agregadas al principio de esta parte. Este año, la estructura de la publicación se presenta 

de la manera siguiente: i) el informe general de la Comisión de aplicación de normas; 

ii) las observaciones de la Comisión de Expertos en aplicación de convenios y 

recomendaciones sobre los casos individuales seleccionados por la Comisión de 

Aplicación de Normas; iii) las Observaciones e informaciones de la Comisión de 

aplicación de normas acerca de ciertos países; iv) el informe de la Comisión de Aplicación 

de Normas: Presentación, discusión y aprobación. 
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A. Introducción 

1. De conformidad con el artículo 7 de su Reglamento, la Conferencia estableció una Comisión 

para considerar e informar sobre el punto III del orden del día: «Informaciones y memorias 

sobre la aplicación de convenios y recomendaciones». Integran la Comisión 228 miembros: 

115 miembros gubernamentales, ocho miembros empleadores y 105 miembros trabajadores. 

También formaron parte de la Comisión, 11 miembros gubernamentales adjuntos, 

81 miembros empleadores adjuntos y 166 miembros trabajadores adjuntos. Además, 

33 organizaciones no gubernamentales internacionales estuvieron representadas por 

observadores 1. 

2. La Comisión eligió a la siguiente Mesa: 

Presidente: Sr. Rorix Núñez Morales (miembro gubernamental Panamá). 

Vicepresidentes: Sra. Sonia Regenbogen (miembro empleadora, Canadá) y 

Sr. Marc Leemans (miembro trabajador, Bélgica). 

Ponente: Sr. Patrick Rochford (miembro gubernamental, Irlanda). 

3. La Comisión celebró 17 sesiones. 

4. De conformidad con su mandato, la Comisión procedió al examen de los siguientes asuntos: 

i) memorias sobre la aplicación de los convenios ratificados, presentadas de conformidad 

con los artículos 22 y 35 de la Constitución; ii) las memorias solicitadas por el Consejo de 

Administración en virtud del artículo 19 de la Constitución en relación con los instrumentos 

siguientes relativos al tiempo de trabajo: el Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 

1919 (núm. 1); el Convenio sobre el descanso semanal (industria), 1921 (núm. 14); el 

Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930 (núm. 30); el Convenio 

sobre las cuarenta horas, 1935 (núm. 47); el Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno 

(mujeres), 1948 (núm. 89); el Protocolo de 1990 relativo al Convenio (revisado) sobre el 

trabajo nocturno (mujeres), 1948; el Convenio sobre el descanso semanal (comercio y 

oficinas), 1957 (núm. 106); el Convenio sobre las vacaciones pagadas (revisado), 1970 

(núm. 132); el Convenio sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 171); el Convenio sobre el 

trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 175); la Recomendación sobre el trabajo nocturno de 

las mujeres (agricultura), 1921 (núm. 13); la Recomendación sobre las vacaciones pagadas, 

1954 (núm. 98); la Recomendación sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 

(núm. 103); la Recomendación sobre la reducción de la duración del trabajo, 1962 

(núm. 116); la Recomendación sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 178), y la 

Recomendación sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 182), y iii) las informaciones 

sometidas en virtud del artículo 19 de la Constitución sobre la sumisión a las autoridades 

competentes de los convenios y recomendaciones adoptados por la Conferencia 2. 

 

1 Para la composición inicial de la Comisión, véanse Actas Provisionales núm. 2. Para la lista de 

organizaciones no gubernamentales, véanse Actas Provisionales núm. 1A. 

2 Informe III de la Conferencia Internacional del Trabajo – Parte A: Informe de la Comisión de 

Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones; Parte B: Estudio General. 
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Sesión de apertura 

5. El Presidente de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia manifestó que le 

honraba poder presidir esta Comisión, que es una de las piedras angulares del sistema de 

control regular de la OIT. Esta Comisión es una instancia de diálogo tripartito en la cual la 

Organización debate en torno a la aplicación de las normas internacionales del trabajo y el 

funcionamiento del sistema de control. Las conclusiones adoptadas por la Comisión y el 

trabajo técnico de la Comisión de Expertos, así como la asistencia técnica de la Oficina, son 

herramientas esenciales para acompañar a los Estados Miembros en su aplicación de las 

normas internacionales del trabajo. El Presidente manifestó su confianza en que, en el 

transcurso de las dos semanas que dura la reunión de la Conferencia, la Comisión podrá 

desempeñar sus funciones con eficacia para aportar, con una actitud de diálogo constructivo, 

respuestas a las preocupaciones de los mandantes de la Organización. 

6. Los miembros trabajadores recalcaron que la misión de control de la aplicación de normas 

por parte de la Comisión participa del objetivo de la promoción de la justicia social que es 

una de las bases fundacionales de la Organización Internacional del Trabajo. Los miembros 

trabajadores indicaron que harían todo lo posible para que los trabajos de la Comisión 

incidan de una forma concreta en los casos de violaciones graves de los convenios 

internacionales del trabajo, cuyos efectos sobre la situación económica y social de los 

individuos y de sus comunidades son desastrosos. El impacto deseado de estos trabajos 

depende tanto de los métodos de trabajo de la Comisión como de la implicación en ellos de 

los tres Grupos que la componen y de la Oficina. Las conclusiones adoptadas por la 

Comisión no tienen un carácter jurídico vinculante, pero facilitan la participación de un 

número mayor de Estados en el debate. Estas conclusiones permiten asimismo iniciar un 

diálogo a nivel nacional que, de otro modo, sería difícil que se produjera. Si bien los 

miembros trabajadores manifestaron sentirse frustrados por tener que volver a examinar año 

tras año algunos casos sin observar progresos notables, están convencidos de que el diálogo 

tripartito en el seno de la Comisión constituye la mejor garantía de promoción de los 

instrumentos de la Organización. Los miembros trabajadores afirmaron su intención de que 

cada uno de los intervinientes citados adapte su manera de trabajar al objetivo común de 

reforzar la misión de control en la aplicación de normas asignado a la presente Comisión, y 

junto a esta misión fundamental, mantener la paz social, luchar contra las injusticias, la 

miseria y las privaciones. 

7. Los miembros empleadores señalaron que la Comisión de Aplicación de Normas ocupa un 

lugar central en el sistema de control de la aplicación de normas de la OIT. Si bien el informe 

de la Comisión de Expertos constituye la base del trabajo de la Comisión de la Conferencia, 

los miembros de la Comisión, tal como se refleja en las conclusiones de la misma, 

contribuyeron a la evaluación final del control normativo, con su propia evaluación jurídica, 

su conocimiento de los últimos desarrollos normativos y su experiencia en lo que se refiere 

a soluciones prácticas, viables y sostenibles. Los miembros empleadores recalcaron la 

importancia de que la Comisión de la Conferencia y la Comisión de Expertos establezcan 

un diálogo constante y directo, no sólo para que los mandantes mejoren su comprensión de 

los requisitos en materia de normas, sino también para facilitar la comprensión de la 

Comisión de Expertos de las realidades y las necesidades de los usuarios del sistema de 

control. 

8. En relación con la Composición de la Comisión, el miembro gubernamental de la República 

Bolivariana de Venezuela indicó que no apoyaba la candidatura del representante del 

Gobierno de Panamá a la Presidencia de esta Comisión puesto que no cuenta con el consenso 

del grupo de las Américas (GRUA). En tanto en cuanto el Gobierno de Panamá, como 

miembro del denominado «Grupo de Lima» ha decidido no apoyar ninguna candidatura 

venezolana en mecanismos y organizaciones regionales e internacionales, el miembro 

gubernamental indicó que, con arreglo al principio de reciprocidad, el Gobierno de la 
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República Bolivariana de Venezuela tampoco apoyaría ninguna candidatura proveniente de 

ninguno de los países pertenecientes al «Grupo de Lima», ni en concreto la candidatura del 

Gobierno de Panamá, que debería haberse acordado en el seno del GRUA por consenso, que 

es la regla fundamental por la que se rige este grupo. 

9. El miembro gubernamental del Paraguay, hablando en nombre del Grupo de los Estados de 

América Latina y el Caribe (GRULAC), señaló que este último está llevando desde hace 

varios meses consultas sobre la presidencia de la Comisión desde hace muchos meses, y 

recordó que, en 2015, el Grupo se comprometió a aceptar la rotación de puestos para asumir 

las funciones de vicepresidente y relator de la Comisión. En este sentido, señaló además que 

el GRULAC ha cumplido su papel de coordinación en reuniones formales e informales. 

10. El miembro gubernamental de Corea, hablando en nombre del Grupo Gubernamental, señaló 

que el Grupo había tomado nota de las reservas expresadas por el miembro gubernamental 

de la República Bolivariana de Venezuela, y de las explicaciones suministradas por el 

GRULAC. Explicó que el Grupo Gubernamental venía realizando consultas para el 

nombramiento de la Mesa de la Comisión desde enero de 2018, y confirmó que su Grupo 

seguía apoyando la nominación del miembro gubernamental de Panamá a la Presidencia de 

la Comisión. 

11. El miembro gubernamental del Brasil manifestó su apoyo sin reservas a la candidatura del 

miembro gubernamental de Panamá a la Presidencia de la Comisión. 

12. El miembro gubernamental de México, haciéndose eco de la información del representante 

del GRULAC, indicó que su Gobierno había participado en las citadas consultas en el marco 

de las cuales había prestado su apoyo a la candidatura del Gobierno de Panamá a la 

Presidencia de la Comisión. Reiteró su apoyo a esta candidatura. 

Trabajos de la Comisión 

13. Durante la sesión de apertura, la Comisión adoptó el documento D.1, que establece el modo 

en el que la Comisión lleva a cabo sus trabajos 3. En esa ocasión, la Comisión examinó sus 

métodos de trabajo, según se establece en el epígrafe siguiente. 

14. De conformidad con la práctica habitual, la Comisión inició sus trabajos con un examen de 

los aspectos generales de la aplicación de los convenios y recomendaciones y del 

cumplimiento por parte de los Estados Miembros de sus obligaciones relacionadas con las 

normas dimanantes de la Constitución de la OIT. En esta discusión general se hizo referencia 

a la Parte I del informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 

Recomendaciones (CEACR). En los epígrafes pertinentes de las secciones A y B de la Parte I 

del presente informe se presenta un resumen de la discusión general. 

15. La Comisión examinó a continuación el Estudio General sobre los instrumentos relativos al 

tiempo de trabajo. En la sección C de la Parte I del presente informe se resume la discusión 

que tuvo lugar al respecto. 

16. Al término de estas discusiones, la Comisión examinó los casos de incumplimiento grave 

por parte de los Estados Miembros de la obligación de presentar memorias e informes, así 

como de otras obligaciones relacionadas con las normas. El resultado del examen sobre esos 

casos figura en la sección D de la Parte I del presente informe. En la sección A de la Parte II 

 

3 Trabajos de la Comisión de Aplicación de Normas, CIT, 107.ª reunión, C.App./D.1 (véase anexo 1). 
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del presente informe figura información más detallada sobre la discusión que tuvo lugar al 

respecto. 

17. La Comisión examinó a continuación 23 casos individuales relativos a la aplicación de varios 

convenios. El examen de los casos individuales se basó principalmente en las observaciones 

contenidas en el informe de la Comisión de Expertos y en las explicaciones orales y escritas 

comunicadas por los gobiernos interesados. Como es habitual, la Comisión se refirió también 

a sus discusiones de años anteriores, a las observaciones recibidas de las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores y, en los casos en que hubiera procedido, a las memorias de 

otros órganos de control de la OIT y otras organizaciones internacionales. Una vez más, la 

Comisión tuvo que seleccionar un número limitado de casos individuales entre las 

observaciones de la Comisión de Expertos debido a las restricciones de tiempo. En cuanto a 

su examen de estos casos, la Comisión reiteró la importancia que otorga a la función que 

cumple el diálogo tripartito en su labor y confió en que los gobiernos de todos los países 

seleccionados harán todo lo posible por adoptar las medidas necesarias en cumplimiento de 

las obligaciones que habían asumido en virtud de los convenios ratificados. El resultado del 

examen de estos casos figura en la sección D de la Parte I del presente informe. El resumen 

de la información presentada por los gobiernos, las deliberaciones, y las conclusiones del 

examen de los casos individuales figuran en la sección B de la Parte II del presente informe. 

18. La adopción del informe y las observaciones finales figuran en la sección E de la Parte I del 

presente informe. 

Métodos de trabajo de la Comisión 

19. Tras la adopción del documento D.1, el Presidente precisó algunos puntos relativos a la 

gestión del tiempo, en particular sobre los límites de tiempo para las intervenciones orales 

durante la discusión. Recordando asimismo que todos los delegados tienen la obligación de 

atenerse al lenguaje parlamentario, confió en que la experiencia de todos garantizará el éxito 

de los trabajos de la Comisión. 

20. Los miembros trabajadores pusieron de relieve que los métodos de trabajo han evolucionado 

para poder dar cuenta de la reducción de los trabajos de la Comisión — y de la Conferencia — 

a un plazo de dos semanas, lo que obliga por tanto a un programa cargado. La gestión estricta 

del tiempo ha permitido a la Comisión concluir sus trabajos en el tiempo asignado, despejando 

así algunas dudas expresadas a este respecto. Si los diversos grupos que integran la Comisión se 

prepararan de forma más rigurosa y concertada, y se insistiera más en la pertinencia de las 

intervenciones, podrían disiparse también algunos temores suscitados sobre la calidad de los 

debates celebrados en estas condiciones. No obstante, es preciso que todos puedan expresarse y 

contribuir a los trabajos de la Comisión. La reducción del tiempo de los turnos de palabra de los 

participantes debería ser también una cuestión marginal. Además de en estos aspectos prácticos, 

los trabajos de la Comisión descansan en las aportaciones de la Comisión de Expertos, los 

gobiernos, los miembros empleadores y los miembros trabajadores de la Comisión y la Oficina. 

La calidad del informe de la Comisión de Expertos y su Estudio General condiciona la calidad 

de los trabajos de la Comisión de la Conferencia. La labor que realiza la Oficina es esencial para 

el seguimiento de las recomendaciones de esta Comisión. En este sentido, deberían hacerse 

públicos los informes de las misiones de seguimiento para que todos puedan tener conocimiento 

de los mismos. Además, convendría fortalecer los medios del Departamento de Normas 

Internacionales del Trabajo a fin de que pueda integrar de forma más estructurada el seguimiento 

de las conclusiones de la Comisión de la Conferencia. Los gobiernos, mediante la observancia 

de sus obligaciones de respetar y hacer respetar las protecciones previstas en los instrumentos de 

la OIT, tienen una función esencial en la resolución de los incumplimientos, así como a la hora 

de compartir su experiencia. 
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21. Los miembros empleadores manifestaron su deseo de que las opiniones expresadas durante 

las discusiones y reflejadas en las conclusiones de la Comisión de la Conferencia sean 

aprovechadas en otros procedimientos de control de la OIT, en el apoyo que presta la Oficina 

a los órganos de control, así como en otras iniciativas de la OIT dentro del marco de la 

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (Agenda 2030) de las Naciones Unidas. 

Recordando que la presente reunión de la Comisión de la Conferencia era la última antes del 

centenario de la OIT, esperaban con interés un diálogo tripartito constructivo que reafirme 

el papel central que cumple la Comisión de la Conferencia en el control de la aplicación de 

las normas internacionales del trabajo. A pesar de que tanto entre los mandantes como entre 

la Comisión de la Conferencia y la Comisión de Expertos existen divergencias de puntos de 

vista sobre cuestiones sustanciales, los miembros empleadores manifestaron su compromiso 

de dar voz a estas diferencias en un espíritu de respeto y entendimiento mutuos, y de trabajar 

en pos de resultados constructivos. 

22. El miembro gubernamental del Paraguay, hablando en nombre del GRULAC, lamentó que 

las posiciones de este Grupo no se hubieran visto reflejadas en el documento D.1, que a su 

juicio contiene elementos que no cuentan con el consenso tripartito, lo que no contribuye a 

la construcción de confianza ni a la credibilidad del sistema de control. Para defender el 

consenso tripartito efectivo en la Comisión, es preciso intensificar las consultas tripartitas 

informales sobre los métodos de trabajo de la Comisión. Por último, conviene que la 

Comisión examine los casos de progreso, ya que esto puede servir de ejemplo de buenas 

prácticas para otros Estados y así influir favorablemente en futuras ratificaciones. 

Adopción de la lista de casos individuales 

23. En el curso de la segunda sesión de la Comisión de Aplicación de Normas, el Presidente de 

la Comisión anunció que ya estaba disponible la lista de casos individuales para su 

discusión 4. 

24. Tras la adopción de esta lista, los miembros trabajadores resaltaron la gran importancia que 

reviste el momento de la adopción de la lista de casos individuales en el desarrollo de los 

trabajos de la Comisión al confrontar a algunos Estados con los incumplimientos que se 

niegan a considerar por sí mismos a nivel nacional y de los cuales deberán rendir cuentas 

ante otros Estados. Este año hay también numerosos casos seleccionados relativos a 

violaciones de convenios fundamentales, lo que refleja una vez más la presión constante a 

la que se ve sometido en todo el mundo el respeto de los derechos fundamentales en el 

trabajo. Si bien los miembros trabajadores se declararon satisfechos de haber podido adoptar 

de manera consensuada esta lista de casos individuales, lamentaron la decepción inevitable 

que esta lista supone para determinados miembros trabajadores que habrían esperado que la 

Comisión examinara su caso. A pesar de que los casos siguientes no serán examinados, los 

miembros trabajadores desean mencionar algunas situaciones preocupantes que afectan al 

mundo del trabajo y manifiestan el deseo de que éstas sean tratadas en el marco de otros 

mecanismos de control de la OIT. Se refirieron en concreto a las medidas adoptadas contra 

los derechos fundamentales en el trabajo en Kazajstán, las graves vulneraciones de los 

derechos fundamentales y las libertades civiles en Turquía, las situaciones que implican 

trabajo infantil en algunos sectores en Malawi, especialmente en los sectores del tabaco y 

del té, o incluso a la situación en la que se encuentran los servicios de inspección del trabajo 

en el Pakistán. A todo ello hay que sumar la represión violenta contra algunas 

manifestaciones pacíficas de trabajadores en Bangladesh y la falta evidente de progreso en 

la puesta en conformidad de la legislación y la práctica con las disposiciones del Convenio 

núm. 87, a pesar de que la Comisión de la Conferencia viene examinado de forma recurrente 

 

4 CIT, 107.ª reunión, Comisión de Aplicación de Normas, C.App./D.4 (véase anexo 2). 
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el caso de Bangladesh desde el 2000. En este sentido, los miembros trabajadores indicaron 

que deseaban seguir la evolución de la situación en el país desde ahora hasta el año próximo 

y, a la luz de la misma, plantearse eventualmente recurrir al procedimiento de queja en virtud 

del artículo 26 de la Constitución de la OIT. Por otra parte, los miembros trabajadores 

llamaron la atención sobre la situación de incumplimiento grave de los derechos 

fundamentales del trabajo en algunos países que no figuran en la lista preliminar de casos: 

por ejemplo, violaciones de la libertad sindical y del derecho de negociación colectiva en la 

Argentina y Colombia, o incluso en Egipto, donde una ley adoptada recientemente amenaza 

el movimiento sindical independiente. 

25. El miembro gubernamental del Paraguay, hablando en nombre del GRULAC, recordó la 

posición de su grupo sobre los puntos siguientes: i) la lista final de casos individuales debería 

ser divulgada con mayor antelación para que los gobiernos puedan prepararse para dar una 

respuesta adecuada; ii) los casos que revistan más gravedad deberían ser prioritarios; iii) el 

Presidente de la Comisión debería poder participar en la búsqueda de un consenso tripartito, 

y iv) convendría informar con suficiente antelación a los gobiernos interesados a fin de que 

puedan transmitir a las autoridades competentes toda la información que les permita adoptar 

las medidas adecuadas. En cuanto a la adopción de las conclusiones para los casos 

individuales, es importante alentar al gobierno concernido para que comunique su opinión 

sobre las conclusiones, incluidas las condiciones bajo las cuales poner éstas en práctica. 

26. El miembro gubernamental de Argelia manifestó su deseo de que las discusiones tripartitas 

informales sobre los métodos de trabajo contribuirán a la toma de decisiones en el marco de 

las reformas de los órganos de control, con el objetivo de reforzar el papel de la Comisión 

de Aplicación de Normas y la pertinencia de sus trabajos en la discusión de los casos 

individuales. Los métodos de trabajo actuales de la Comisión en la selección de los casos 

individuales es el fruto de una evolución tendente a mejorar la pertinencia de los mismos. 

No obstante, indicó que estos métodos tienen un efecto negativo que debilita los valores del 

tripartismo defendidos por la Organización y los trabajos de la propia Comisión. Recordando 

que su Gobierno ha presentado propuestas en el marco de las discusiones informales, se 

felicitó de las adaptaciones introducidas hasta el momento, en particular de que se transmita 

con anticipación a los gobiernos la lista preliminar de casos, así como la gestión rigurosa del 

tiempo de los turnos de palabra durante las discusiones. Si bien es cierto que ha mejorado la 

transparencia y la eficacia del procedimiento de selección de casos individuales, aún quedan 

progresos por hacer, en particular en lo que se refiere a la búsqueda de una fórmula apropiada 

para garantizar una participación tripartita equilibrada en dicha selección. El Grupo 

Gubernamental debería participar, junto a los miembros empleadores y trabajadores, en el 

proceso de determinación de los criterios de selección de casos individuales. Por otra parte, 

la lista definitiva de casos individuales debería estar disponible antes del inicio de la 

Conferencia, a fin de que los países que figuran en dicha lista puedan preparar sus respuestas 

y proporcionar las informaciones necesarias. Las discusiones sobre los métodos de trabajo 

de la Comisión deberían contribuir a la pertinencia de sus trabajos y todos los Estados 

Miembros deberían seguir trabajando con determinación en este sentido. 

27. El miembro empleador de la Argentina, al referirse a la intervención de los miembros 

trabajadores, recordó que su país no figura siquiera en la lista preliminar de casos y se 

interrogó sobre los verdaderos motivos de haberlo citado. 

28. La miembro gubernamental de la Argentina, al referirse a la declaración de los miembros 

trabajadores, señaló que respetaba las libertades de expresión y de opinión, pero 

consideraron que la mención a su país y la referencia a los posibles acuerdos económicos o 

reformas legislativas están fuera de lugar en el seno de la Comisión. 

29. El miembro gubernamental de Egipto, al referirse a la declaración de los miembros 

trabajadores, señaló que su país no figura en la lista preliminar de casos individuales, y 
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recordó que la nueva legislación, citada por los miembros trabajadores, ha sido objeto de 

consultas en profundidad, en particular con la OIT. 

B. Cuestiones generales relacionadas con 
las normas internacionales del trabajo 

Declaración de la representante del Secretario General 

30. La representante del Secretario General recordó que la Comisión de Aplicación de Normas, 

que se reúne anualmente desde 1926, es una comisión permanente de la Conferencia 

Internacional del Trabajo y que su mandato, que ocupa el núcleo de las actividades de la 

OIT, consiste concretamente en examinar y poner en conocimiento de la Conferencia reunida 

en sesión plenaria: i) las medidas adoptadas por los Miembros para aplicar los convenios en 

los que son parte, y ii) la información y las memorias relativas a los convenios y las 

recomendaciones presentadas por los Miembros a tenor de lo dispuesto en el artículo 19 de 

la Constitución. En virtud de este artículo, cada año, su Comisión examina un estudio general 

sobre la legislación y la práctica de los Estados Miembros en un ámbito determinado. El 

documento D.1 contiene toda la información necesaria para el buen funcionamiento de sus 

trabajos e informa además de las numerosas mejoras introducidas en los métodos de trabajo 

de su Comisión tras las consultas tripartitas celebradas sobre este tema desde 2006. 

31. A raíz de las últimas consultas tripartitas informales llevadas a cabo en noviembre de 2017 

y marzo de 2018, se acordó modificar ligeramente el procedimiento para la adopción de las 

conclusiones relativas a los casos examinados. Ahora se prevé que, en el momento de su 

lectura, las conclusiones puedan verse en pantalla en la lengua utilizada por el Presidente y 

que, al mismo tiempo, se proporcione al representante gubernamental interesado una copia 

en papel en alguna de las tres lenguas oficiales — español, francés o inglés — que elija. Si 

así lo desea, éste podrá hacer uso de la palabra cuando el Presidente anuncie la adopción de 

las conclusiones. Este año, al igual que el año pasado, los proyectos de actas de las sesiones 

se publicarán en versión trilingüe «mixta» (español y francés e inglés). Cada intervención 

sólo aparecerá en la lengua de trabajo en la que se ha realizado o en la lengua elegida por el 

orador al hacer uso de la palabra. Esta versión trilingüe «mixta» del informe final de la 

Comisión, en particular la Parte II dedicada al examen de los casos individuales, se someterá 

a la Conferencia reunida en sesión plenaria para su adopción, y las tres versiones del informe 

en cada una de las tres lenguas se publicarán en línea diez días después de que finalice la 

Conferencia. Además, todos los documentos de esta Comisión, incluidos los proyectos de 

actas de las sesiones, se publicarán en el sitio web de la Comisión. Esta página web será la 

principal forma de compartir documentos, con arreglo a la política de racionalización del 

uso del papel aplicada por la Oficina. Las enmiendas a las actas de cada sesión se podrán 

presentar por escrito o enviando un correo electrónico. Por otra parte, durante las últimas 

consultas tripartitas informales se decidió consagrar un tiempo adicional a la discusión del 

Estudio General a fin de permitir su examen en profundidad. Se invita a los miembros de la 

Comisión a que aprovechen al máximo esta ocasión para informar a la Comisión sobre los 

problemas y las prácticas relativas al tiempo de trabajo, teniendo en cuenta el examen 

realizado a este respecto por la Comisión de Expertos en su Estudio General. Este Estudio 

General y el resultado de las discusiones celebradas en el seno de esta Comisión servirán de 

base para el examen que realizará con posterioridad el Grupo de Trabajo tripartito del 

mecanismo de examen de las normas (MEN). 

32. Este año la Organización celebra el 70.º aniversario de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 

(núm. 87), ambos adoptados en 1948. Se conmemora asimismo el 60.º aniversario de la 

adopción del Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), (núm. 111), en 1958. 
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Por último, este año se celebra también el 20.º aniversario de la Declaración de la OIT 

relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo, adoptada en 1998. Hay que 

destacar asimismo la interdependencia y pertinencia de todos estos instrumentos. Además, 

el hecho de que gran parte de los objetivos e indicadores de la Agenda 2030, adoptada por 

las Naciones Unidas, estén consagrados a la igualdad, la diversidad y la inclusión, así como 

al Estado de derecho y la buena gobernanza, pone de relieve la importancia que revisten la 

igualdad y la libertad sindical para el futuro del trabajo y el desarrollo sostenible. La 

Declaración Universal de Derechos Humanos es el documento emblemático en el que se 

fundamentan y se reconocen universalmente estos dos principios indisociables. El 

reconocimiento que se hace en esta Declaración de que todos los seres humanos tienen 

derechos y libertades fundamentales sigue siendo pertinente y esencial. Este mensaje 

universal también se recoge en la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos 

fundamentales en el trabajo, adoptada en 1998, a fin de destacar, entre otras cosas, el carácter 

indisociable de los cuatro principios y derechos fundamentales. Sin embargo, a pesar del 

camino recorrido desde la adopción de estas dos Declaraciones, queda mucho por hacer para 

erradicar del mundo las violaciones de los derechos humanos, incluidas las violaciones en 

materia de libertad sindical y no discriminación. El Convenio núm. 87 forma parte del ADN 

de la OIT, ya que sin él sería imposible hablar de tripartismo y diálogo social. Se dice con 

frecuencia que sin libertad sindical no puede existir la igualdad, porque el diálogo social y 

la negociación colectiva contribuyen de forma determinante a promover la igualdad y a 

ofrecer protección frente a la discriminación. Al día de hoy, el Convenio núm. 87 ha sido 

ratificado por 154 países. Sin embargo, el Convenio núm. 87 sigue siendo el menos 

ratificado de todos los convenios fundamentales de la OIT. El informe recurrente sobre el 

diálogo social, que se debatirá durante la presente reunión de la Conferencia, así como el 

informe recurrente del año pasado sobre los principios y derechos fundamentales del trabajo, 

ponen ambos de relieve la necesidad de promover en mayor medida la ratificación y 

aplicación de los convenios fundamentales, en particular en el ámbito de la libertad sindical, 

especialmente en vísperas del centenario de la OIT. El Convenio núm. 111 se adoptó en 

1958, en pleno período de descolonización y de movimientos cívicos históricos. En 

particular gracias a la adopción de la Declaración de 1998 y a la posterior campaña de 

ratificación, este Convenio ha sido ratificado por 175 Estados Miembros. A pesar de ello y 

de los importantes progresos realizados desde la adopción del Convenio, estamos lejos de 

que la erradicación de la discriminación sea un hecho y persisten discriminaciones de todo 

tipo, basadas, entre otros motivos, en la raza, el color, el sexo, la religión, la opinión política, 

la ascendencia nacional y el origen social. De esta inquietante realidad surge uno de los 

compromisos de la Agenda 2030, el de no dejar a nadie al margen. 

33. En cuanto a la cuestión de las mujeres en el trabajo, en particular, tal y como afirma el 

Director General de la OIT en su Memoria, que dedica este año a ese importante asunto, 

«[l]a realidad innegable es que las desventajas que las mujeres siguen experimentando en el 

trabajo, pese a los progresos reales que se han registrado, inclusive gracias a la OIT, 

constituyen tal vez la mayor y más flagrante violación de la justicia social». Por lo tanto, 

resulta oportuno que en la primera discusión de la Conferencia Internacional del Trabajo se 

examine este año la adopción de un instrumento nuevo sobre la violencia y el acoso en el 

trabajo, que, por desgracia y como se ha resaltado en los medios de comunicación 

últimamente, son realidades muy extendidas en el mundo del trabajo. En este sentido, el 

Director General ha instado a todos los miembros de la comunidad de la OIT (no sólo las 

personas que trabajan en la Oficina, sino también los miembros del Consejo de 

Administración, los expertos, los delegados y los participantes en las reuniones y 

conferencias de la OIT) a que tomemos conciencia de toda manifestación de acoso sexual o 

violencia, y la evitemos. Nos corresponde a todos velar por que la Conferencia Internacional 

del Trabajo sea una referencia ejemplar en esta materia.  

34. Al resumir brevemente los progresos realizados en el marco de la iniciativa del centenario 

relativa a las normas, la representante del Secretario General recordó que esta iniciativa 



  

 

ILC107-Actas 9A-Parte I-Sp.docx 9 

consta de dos componentes, de los que está a cargo el Consejo de Administración de la OIT. 

El primer componente se refiere al mecanismo de examen de las normas y su Grupo de 

Trabajo tripartito, cuyo objetivo es contribuir a garantizar que el corpus normativo de la OIT 

esté al día y se adapte en función de los cambios del mundo del trabajo. La labor al respecto 

avanza de forma constructiva. En su tercera reunión, celebrada en septiembre de 2017, el 

Grupo de Trabajo realizó el primer examen detallado de 19 instrumentos relativos a la 

seguridad y salud en el trabajo (disposiciones generales y riesgos específicos). En este 

examen, el Grupo de Trabajo se basó en el resultado de la discusión de la Comisión de la 

Conferencia sobre el Estudio General del año pasado relativo a la seguridad y salud en el 

trabajo. El Grupo de Trabajo ha observado, en particular: i) la necesidad de fomentar el 

Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 

(núm. 187); ii) el hecho de que la Recomendación sobre la prevención de los accidentes del 

trabajo, 1929 (núm. 31) ha quedado obsoleta y debería retirarse; iii) el hecho de que 

diez instrumentos requieren la adopción de medidas con vistas a mantener su pertinencia en 

el futuro. El Grupo de Trabajo tripartito ha detectado dos lagunas en términos de protección 

relativas a la ergonomía en el trabajo y los riesgos biológicos, respectivamente. Con el fin 

de garantizar el seguimiento de las recomendaciones del Grupo de Trabajo, la Oficina ha 

tomado medidas para respaldar la elaboración de planes de acción nacionales tripartitos 

sobre las normas internacionales del trabajo. El segundo componente de la iniciativa relativa 

a las normas trata del refuerzo del sistema de control de la OIT. Las discusiones en la materia 

progresan adecuadamente tanto de forma bipartita como tripartita. En la próxima reunión, el 

Consejo de Administración examinará diversas mejoras que pueden introducirse en el 

mecanismo de control, en particular la de ampliar de cinco a seis años el ciclo de 

presentación de memorias relativas a los convenios técnicos y reforzar la planificación de 

las solicitudes de memorias por tema. 

35. Al considerar la estrategia de la Oficina para proporcionar una asistencia técnica que permita 

realizar progresos tangibles a nivel nacional, la representante del Secretario General señaló 

que, gracias a dos planes de acción y promoción puestos en práctica por la Oficina, en los 

últimos dos años se registraron 14 ratificaciones del Convenio sobre el trabajo marítimo, 

2006, y otras 14 de instrumentos sobre seguridad y salud en el trabajo. En la memoria del 

Director General sobre la aplicación del Programa de la OIT 2016-2017, que se somete a 

consideración de la Conferencia en la presente reunión, se describen los resultados 

completos obtenidos gracias a la labor llevada a cabo por la OIT en los últimos dos años, 

particularmente en el ámbito de las normas internacionales del trabajo. Tal como se decidió 

en las consultas tripartitas informales sobre los métodos de trabajo de este foro, este año, al 

igual que en años anteriores, se ha publicado información en el sitio web correspondiente 

sobre las medidas adoptadas por la Oficina para dar seguimiento a las recomendaciones que 

formule esta Comisión; dicha información se actualizará periódicamente. De conformidad 

con las conclusiones y recomendaciones adoptadas el año pasado por esta Comisión, se 

llevaron a cabo una misión tripartita de alto nivel en Kazajstán, dos misiones de contactos 

directos en Egipto y El Salvador, una misión de alto nivel en Mauritania y una misión de 

asistencia técnica en Belarús. Además, otros países han solicitado y recibido asistencia 

técnica de la Oficina. Las memorias presentadas por los gobiernos beneficiarios suelen poner 

de relieve hasta qué punto los debates y las conclusiones de la presente Comisión sirven para 

que la Oficina pueda prestar un apoyo específico y verdaderamente eficaz. La Oficina ha 

ofrecido asistencia técnica adaptada específicamente a las necesidades de los Estados 

Miembros que han incurrido en incumplimiento grave de sus obligaciones de presentación 

de memorias. A raíz de ello, algunos de estos Estados Miembros han cumplido, al menos en 

parte, sus obligaciones a este respecto. Por último, a través del Centro de Formación de 

Turín, la Oficina sigue impartiendo cursos a medida sobre las normas internacionales del 

trabajo en los planos nacional, regional e internacional. Este año se celebró la segunda 

edición de la Academia sobre las Normas Internacionales del Trabajo, y la Academia se 

propone difundir información y herramientas sobre las normas internacionales del trabajo 
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entre los mandantes tripartitos de la OIT, así como entre jueces, abogados, profesores de 

derecho y profesionales de los medios de comunicación. 

36. La Representante del Secretario General concluyó asegurando que la Oficina está decidida 

a apoyar y consolidar la participación constructiva de los mandantes tripartitos en un sistema 

de control que inspire confianza y del que todos sean interlocutores. El Departamento de 

Normas Internacionales del Trabajo pone de esta forma toda su experiencia al servicio de 

esta Comisión para que pueda desempeñar la función primordial que le incumbe en el marco 

constitucional de la OIT. 

Declaración del Presidente de la Comisión de Expertos 

37. La Comisión dio la bienvenida al Sr. Abdul Koroma, Presidente de la Comisión de Expertos, 

que expresó su agradecimiento por la oportunidad de participar en la sesión de apertura de 

la Comisión. El Presidente de la Comisión destacó la importancia de la sesión especial 

celebrada por la Comisión de Expertos con los dos Vicepresidentes de la Comisión de la 

Conferencia. Además de contar con la participación del Presidente de la Comisión de 

Expertos en los trabajos de la Comisión de la Conferencia, esta sesión constituye el marco 

institucional y una buena práctica mediante la cual los representantes de los dos órganos 

intercambiaron sus opiniones sobre cuestiones de interés mutuo. En la última sesión especial, 

la Comisión de Expertos tomó debida nota de las preocupaciones expresadas por el 

Vicepresidente de los empleadores en cuanto al aumento del número de casos de grave 

incumplimiento de presentación de memorias, por lo cual había decidido la adopción, a partir 

de su próxima reunión, de la práctica de poner en marcha «llamamientos urgentes», en los 

casos que correspondan a los criterios siguientes: i) incumplimiento de presentación de las 

primeras memorias por tercer año consecutivo; ii) incumplimiento de respuesta a graves y 

urgentes observaciones formuladas por las organizaciones de empleadores y de trabajadores 

durante más de dos años, y iii) incumplimiento de respuesta a las repeticiones relacionadas 

con proyectos legislativos si se hubieran producido cambios. En estos casos, la Comisión 

podría incluir un párrafo inicial en sus comentarios, informando al Gobierno de que, de 

seguir incurriendo en el incumplimiento de no presentar una memoria o no responder a los 

puntos planteados antes del 1.º de septiembre del año siguiente, la Comisión de Expertos 

podría proceder al examen de estos casos sobre la base de la información de la que ya dispone 

y formular un nuevo comentario. De igual forma, la Comisión de la Conferencia podría hacer 

también un llamamiento a los gobiernos implicados para que comparezcan ante ésta, así 

como informarles de que la Comisión de Expertos podría examinar el fondo del asunto en 

su próxima reunión si persistieran en el incumplimiento de su obligación de presentar 

memorias, lo que reforzaría asimismo las sinergias entre estos dos órganos de control. 

38. Por otra parte, la Comisión de Expertos agradeció también la información recibida durante 

su última reunión sobre los métodos propuestos para fortalecer el impacto del mecanismo 

de control, en el marco de la iniciativa relativa a las normas, en concreto los siguientes: i) la 

agrupación temática de los convenios a efectos de la presentación de memorias; ii) la práctica 

de comentarios consolidados; iii) la introducción de un documento electrónico y un sistema 

de gestión de la información para los órganos de control, y iv) la extensión del ciclo de 

presentación de memorias para los convenios técnicos, de cinco a seis años. En este sentido, 

la Comisión de Expertos indicó su disposición a considerar la manera en que podrían 

ampliarse los criterios estrictos actuales para romper su ciclo de examen, en caso de recibir 

comentarios de las organizaciones de trabajadores o de empleadores sobre un país 

determinado, en virtud del artículo 23, párrafo 2, de la Constitución de la OIT. La Comisión 

decidió que, en este sentido, podrían servir de inspiración los criterios utilizados para 

solicitar memorias anticipadas. 
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39. En su informe, la Comisión de Expertos destacó que seguía aumentando el número de 

observaciones recibidas de las organizaciones de empleadores y de trabajadores sobre la 

aplicación de los convenios y recomendaciones, lo que indica la vitalidad del mecanismo de 

control y supone una gran ayuda para poder llevar a cabo su evaluación. La Comisión de 

Expertos reiteró asimismo su preocupación, planteada desde hace tiempo, por el escaso 

porcentaje de informes recibidos a fecha de 1.º de septiembre, y se propone examinar con 

mayor detalle en su próxima reunión el tratamiento que debe darse a los informes recibidos 

una vez transcurrido dicho plazo. Además, el orador añadió que la Comisión de Expertos 

había exhortado una vez más a todos los gobiernos a garantizar que suministrarían copias de 

las memorias sobre los convenios ratificados a las organizaciones representativas de 

empleadores y de trabajadores a fin de salvaguardar este importante aspecto del mecanismo 

de supervisión. Por último, el Presidente de la Comisión de Expertos llamó la atención sobre 

el Estudio General del presente año sobre el tiempo de trabajo. Este Estudio es especialmente 

ambicioso en su alcance ya que cubre todos los aspectos del tiempo de trabajo (horas de 

trabajo, descanso semanal, vacaciones anuales, trabajo nocturno y trabajo a tiempo parcial) 

regulados por los instrumentos de la OIT, esto es, nueve convenios, un protocolo y 

seis recomendaciones sobre el tiempo de trabajo. Mencionó además que el Estudio General 

de 2018 plantea tendencias positivas y algunos retos, entre otros los que han propiciado los 

nuevos mecanismos laborales. En relación con el contenido del Estudio General, señaló, 

entre otros asuntos, la importancia del diálogo social y de la negociación colectiva en la 

aplicación de los convenios sobre el tiempo de trabajo, así como la necesidad de que los 

servicios de inspección del trabajo sean efectivos y se impongan sanciones disuasorias en 

caso de incumplimiento de las disposiciones relativas al tiempo de trabajo. 

40. La Comisión de Expertos está decididamente comprometida con el hecho de mantener un 

diálogo fructífero con la Comisión de la Conferencia y con los demás órganos de control en 

aras de un sistema de control reconocido y fehaciente y, en última instancia, de que las 

normas internacionales del trabajo de la OIT y los principios de la justicia social prevalezcan 

en todo el mundo. 

41. Por último, el Presidente de la Comisión de Expertos anunció la despedida del profesor 

Mario Ackerman y del juez Aiit Prakash Shah, de la Comisión de Expertos, y rindió 

homenaje a su dilatada e inestimable contribución a los trabajos de la misma. 

Declaración de los miembros empleadores 

42. Los miembros empleadores celebraron la presencia del Presidente de la Comisión de 

Expertos en la discusión general de la presente Comisión. Recordaron que la Comisión de 

la Conferencia ocupa un lugar central en el sistema de control de la aplicación de normas de 

la OIT desde hace noventa años. La Comisión proporciona periódicamente un foro para el 

diálogo entre los mandantes tripartitos sobre la aplicación de los convenios ratificados y 

otras obligaciones normativas. El diálogo tripartito en la Comisión de la Conferencia se basa 

por una parte en el informe de la Comisión de Expertos y, por otra, en las contribuciones de 

los Estados Miembros de la Comisión de la Conferencia, que aportan su propia evaluación 

sobre la aplicación de los convenios en la legislación y en la práctica, su comprensión real y 

práctica de la situación económica y social en los Estados Miembros de la OIT, el 

conocimiento de su propia evolución legislativa reciente y una sólida experiencia en materia 

de asuntos laborales y sociales. A juicio de los miembros empleadores, esto resulta 

fundamental para llegar a conclusiones equilibradas, pertinentes y prácticas en la Comisión 

de la Conferencia que aconsejen a los gobiernos interesados sobre métodos realistas y 

concretos de aplicar plenamente los convenios ratificados por la OIT y, por tanto, para un 

mejor cumplimiento de las obligaciones de los Estados Miembros en aplicación de las 

normas internacionales del trabajo. La consecución de este objetivo sería más factible si se 

contase con la participación activa y plena de los mandantes tripartitos de la OIT en todas 
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las fases del procedimiento de control. Con miras a lograr un mejor cumplimiento no sólo 

se precisa señalar las deficiencias para una aplicación adecuada, sino arrojar también más 

luz sobre los casos de progreso y recalcar cuáles son las mejores prácticas. Pese a que en la 

Comisión de la Conferencia se examinaron unos 24 casos con sus correspondientes 

conclusiones, los miembros de la Comisión formularon también algunas observaciones 

sobre problemas de aplicación general, por ejemplo, la provisión de orientaciones a la 

Comisión de Expertos para llevar a cabo su trabajo preparatorio. A fin de garantizar plena 

gobernanza y adhesión, habría que considerar la posibilidad de adoptar otras medidas para 

ampliar el control tripartito de ámbitos del sistema de control que hasta ahora correspondían 

exclusivamente a la Comisión de Expertos. 

43. Los miembros empleadores destacaron una serie de aspectos positivos que figuran en el 

informe de la Comisión de Expertos. En primer lugar, el mandato de la Comisión de Expertos 

se ha reproducido nuevamente en el párrafo 19 de la parte general del informe, aclarando 

que sus opiniones y recomendaciones no son vinculantes. En segundo lugar, la referencia 

sistemática formulada por la Comisión de Expertos en sus observaciones sobre las 

discusiones y conclusiones de la Comisión de la Conferencia refleja la creciente integración 

de los dos principales órganos de control, un hecho que debería tener continuidad. En tercer 

lugar, acogieron favorablemente la decisión adoptada por la Comisión de Expertos, basada 

en la propuesta de los miembros empleadores del año pasado, de instituir un procedimiento 

para los «llamamientos urgentes» en los casos de incumplimiento grave de la obligación de 

presentar memorias, así como de llamar la atención de la Comisión de la Conferencia sobre 

esos casos. Esto permitiría a la Comisión de la Conferencia advertir a los gobiernos 

implicados de que, en caso de no presentar la memoria, la Comisión de Expertos podría 

examinar el fondo del asunto en su próxima reunión. Los miembros empleadores 

consideraron que esta nueva práctica va a tener probablemente una gran repercusión en los 

trabajos de la Comisión de la Conferencia a partir de 2019. 

44. Los miembros empleadores formularon además una serie de propuestas para que el 

mecanismo habitual de control de las normas sea más efectivo, transparente y pertinente: 

i) en vista de la necesidad de que el informe de la Comisión de Expertos sea más ameno y 

transparente, éste debería hacer uso de un lenguaje más accesible, conciso y directo, y 

contener propuestas concretas de medidas; ii) sería deseable que el informe incluya 

hipervínculos en la versión electrónica de los comentarios de la Comisión de Expertos que 

remitan a observaciones previas de ésta y a discusiones anteriores de la Comisión de la 

Conferencia, así como a los textos de las reclamaciones formuladas por las organizaciones 

de empleadores y de trabajadores a la Comisión de Expertos, siempre y cuando estas 

organizaciones deseen que se hagan públicos y que podrían publicarse posteriormente en la 

base de datos de NORMLEX, y iii) tal como se afirmó en la posición conjunta del Grupo de 

los Trabajadores y el Grupo de los Empleadores en 2017, los informes de las misiones 

relativas a las conclusiones de la Comisión de la Conferencia, o un resumen con los 

resultados concretos no confidenciales de estas misiones, deberían ser publicados en la 

página web de la Comisión y/o en la base de datos de NORMLEX. Los miembros 

empleadores solicitaron específicamente que se incluyan una serie de cuestiones en el orden 

del día en la próxima reunión sobre los métodos de trabajo de la Comisión de la Conferencia, 

en particular: a) cooperación y diálogos más directos entre los miembros de la Comisión de 

Expertos y de la Comisión de la Conferencia; b) considerar la posibilidad de que la Comisión 

de la Conferencia examine la implementación de las conclusiones adoptadas en los años 

anteriores en vez de colgarlas simplemente en el sitio web de la Comisión de la Conferencia, 

así como la mejora de su página web, añadiendo información, por ejemplo, sobre las 

deliberaciones tripartitas, y autorizando acceso completo a las reclamaciones formuladas por 

los mandantes durante el período de los trabajos de la Comisión, y c) mejorar el suministro 

de información por parte de los Estados Miembros en los documentos de tipo D, por ejemplo, 

alentando a los Estados Miembros implicados en casos que figuren en la lista preliminar de 

casos a que remitan información actualizada sobre sus casos con un mes de antelación al 
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inicio de la Conferencia Internacional del Trabajo, de forma que la Oficina pueda hacerla 

pública en la página web de la Comisión. De este modo, los interlocutores sociales contarían 

con la información más actualizada del Gobierno para disminuir el número de casos de la 

lista preliminar, y los mandantes tripartitos podrían preparar con antelación sus 

intervenciones para la discusión en la Comisión de la Conferencia con toda la información 

actualizada necesaria. 

45. Los miembros empleadores plantearon también una serie de preocupaciones relativas al 

control regular de la aplicación de normas: i) dado el incumplimiento persistente por parte 

de muchos gobiernos de su obligación de presentación de memorias, confiaron en que las 

medidas adoptadas para racionalizar este procedimiento, incluida la presentación electrónica 

de las mismas tal como consideró el Consejo de Administración en marzo de 2018, 

contribuirían a agilizar el proceso y a incrementar las tasas de presentación de memorias en 

el futuro. No obstante, es preciso adoptar otras medidas más fundamentales para hacer frente 

a esta cuestión, en particular, la consolidación, concentración y simplificación de las propias 

normas de la OIT. Señalaron que esto ya se ha logrado en buena medida en el ámbito 

normativo de los convenios marítimos, y añadieron que confiaban en que la labor del 

Grupo de Trabajo tripartito del mecanismo de examen de las normas permitiría avanzar en 

este sentido en otros ámbitos normativos; ii) los criterios relativos a las diferencias entre las 

observaciones y las solicitudes directas, en los términos con los se describen en el párrafo 41 

del informe de la Comisión de Expertos, a saber, que las solicitudes directas sean 

«principalmente de orden técnico» y que las observaciones se utilicen para indicar 

«discrepancias importantes», no son totalmente claras y dan lugar a alguna confusión. En 

muchos casos resulta difícil comprender por qué un comentario ha sido clasificado en una 

categoría y no en otra. Esto es importante porque las solicitudes directas no se incluyen en 

el informe de la Comisión de Expertos. Al formular comentarios y recomendaciones a los 

gobiernos bajo la forma de solicitudes directas se sustrae de la supervisión tripartita una gran 

parte de las cuestiones relativas a la aplicación de los convenios ratificados. Así pues, los 

miembros empleadores pidieron a la Comisión de Expertos que formule todos los 

comentarios relativos a las cuestiones sobre cumplimiento y las recomendaciones 

correspondientes en forma de observaciones; iii) manifestaron también su preocupación 

respecto a la decisión de la Comisión de Expertos de apartarse del ciclo regular de 

presentación de memorias en algunos casos y no en otros. Pese a que reconocieron que la 

Comisión de Expertos goza de discrecionalidad en este aspecto, destacaron también que, en 

aras de una buena gobernanza, deberían ser más transparentes las razones por las que se 

altera el ciclo de presentación de memorias. En futuros informes, la Comisión de Expertos 

debería proporcionar la información relevante sobre casos similares, y iv) los miembros 

empleadores plantearon su preocupación con respecto a las discrepancias que pueden 

plantearse entre las conclusiones de la Comisión de la Conferencia y las conclusiones y los 

comentarios de la Comisión de Expertos, e hicieron referencia en este sentido a un caso, en 

relación con el cual la Comisión de Expertos había tomado nota con satisfacción de la 

medida adoptada por el Gobierno, una medida que desatiende claramente las propias 

conclusiones de la Comisión de la Conferencia; exhortaron a la Comisión de Expertos a que, 

al formular evaluaciones, tome debidamente en consideración las conclusiones de la 

Comisión que reflejan el consenso tripartito. 

46. Por último, los miembros empleadores manifestaron nuevamente su convicción de que los 

principios y derechos fundamentales en el trabajo, incluida la libertad sindical, constituyen 

el fundamento de la democracia. No obstante, hicieron hincapié en que persisten en su 

discrepancia con la vinculación directa creada por la Comisión de Expertos entre el 

Convenio núm. 87, la afirmación expresa del «derecho de huelga» y su interpretación 

extensiva a este respecto. Destacaron el hecho de que, en el informe de la Comisión de 

Expertos, de las 49 observaciones sobre el Convenio núm. 87, 33 se ocupan de una forma u 

otra del derecho de huelga, incluyendo una serie de observaciones que tratan exclusivamente 

sobre «el derecho de huelga». Los miembros empleadores consideraron necesario dejar 
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constancia de que no reconocen el poder de interpretación de la Comisión de Expertos sobre 

el derecho de huelga en virtud del Convenio núm. 87 y que mantienen firmemente su postura 

discrepante a este respecto. Además, expresaron su preocupación por las frecuentes 

referencias de la Comisión de Expertos a los casos examinados por el Comité de Libertad 

Sindical. Reiteraron que la Comisión de Expertos y el Comité de Libertad Sindical tienen 

fundamentos jurídicos y mandatos distintos. Si bien el Comité de Libertad Sindical y la 

Comisión de Expertos podrían verse confrontados a menudo a situaciones que son similares, 

al hacer esas referencias no deberían dejar de tenerse en cuenta estas importantes diferencias 

entre los dos procedimientos. 

Declaración de los miembros trabajadores 

47. Los miembros trabajadores se congratularon de la presencia del Presidente de la Comisión 

de Expertos en la discusión general de la Comisión de la Conferencia. Recalcaron que el 

mundo está experimentando numerosas transformaciones de gran calado: i) la globalización 

de las economías permite la libre circulación de capitales con el único objetivo de maximizar 

beneficios, a menudo con repercusiones negativas de orden social y medioambiental; ii) los 

cambios climáticos y el problema medioambiental inciden cada vez más en el ámbito laboral, 

y iii) algunos conflictos armados devastan regiones enteras del mundo. Estos tres fenómenos 

están íntimamente ligados y se encuentran en el origen de los flujos migratorios masivos que 

plantean verdaderos problemas sobre el modo de abordar las cuestiones relativas al trabajo, 

en un contexto donde por otra parte surgen en algunos países poderes autoritarios poco 

respetuosos con las libertades públicas y los derechos fundamentales. Estos problemas 

constituyen también un desafío para la OIT y la Comisión, que debe desempeñar un papel 

importante por cuanto constituye uno de los dos pilares del sistema de control de las normas 

internacionales del trabajo junto a la Comisión de Expertos. 

48. Los miembros trabajadores, se congratularon de que el informe de la Comisión de Expertos 

contenga numerosas referencias a las conclusiones de la Comisión, lo que consideraron 

como un avance notable. No obstante, sugirieron a la Comisión de Expertos que examine de 

forma más detallada en qué medida los Gobiernos ponen en práctica alguna de sus 

recomendaciones. Por otra parte, acogieron favorablemente la iniciativa de la Comisión de 

Expertos de garantizar un mejor equilibrio entre los diversos tipos de convenios en la 

selección de casos de doble nota a pie de página. Es conveniente que la Comisión de 

Expertos preste la mayor atención posible a los convenios denominados técnicos. 

49. Los miembros trabajadores compartieron la preocupación de la Comisión de Expertos sobre 

las demoras de muchos gobiernos en la presentación de sus memorias. Hasta el 1.º de 

septiembre de 2017 únicamente se habían recibido el 38,2 por ciento de las memorias, lo que 

representa un paso atrás respecto al porcentaje del año pasado. Estos retrasos perjudican la 

calidad de los trabajos de la Comisión de Expertos. Invitaron a los gobiernos a atenerse a 

sus obligaciones de enviar las memorias dentro de los plazos requeridos. No obstante, son 

conscientes del hecho de que estos incumplimientos no se deben siempre a una mala 

disposición por su parte sino a dificultades de orden práctico. Precisamente por ello, la 

asistencia técnica que garantiza la Oficina puede ser muy valiosa. En este sentido, indicaron 

que conviene reflexionar sobre la mejor manera de reforzarla. Además, se hicieron eco del 

comentario de la Comisión de Expertos de que numerosos gobiernos siguen incumpliendo 

sus obligaciones de comunicar previamente sus memorias a las organizaciones de 

trabajadores y de empleadores. Por otra parte, el mero hecho de que existan estos casos de 

incumplimiento da idea de la importancia que se otorga al diálogo y la concertación social 

en los países implicados. 

50. En su respuesta a algunas propuestas formuladas durante las discusiones, los miembros 

trabajadores señalaron que: i) las observaciones del informe de la Comisión de Expertos se 
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dirigen a los interlocutores habituados a este vocabulario específico, así como a los 

gobiernos y los interlocutores sociales. Así pues, estas observaciones no deberían obedecer 

más que a imperativos de claridad y de una mayor precisión. La solicitud de los miembros 

empleadores de que se simplifique el vocabulario empleado en dicho informe debería ser 

objeto de una discusión en profundidad; ii) no eran favorables a la propuesta de los miembros 

empleadores para que se publiquen las observaciones transmitidas a la Comisión de Expertos 

por las organizaciones de empleadores o de trabajadores que lo deseen, por cuanto se podría 

debilitar el ejercicio de la facultad de decisión y la independencia de la Comisión de 

Expertos; iii) el párrafo 64 del informe de la Comisión de Expertos parece aclarar y explicita 

suficientemente las circunstancias que podrían llevar a interrumpir el ciclo de presentación 

de memorias, cuya mención constituye una medida de salvaguarda destinada a preservar la 

eficacia del mecanismo regular de control, y iv) consideraron que las ocasiones de 

intercambio entre la Comisión de la Conferencia y la Comisión de Expertos que ya existen 

son suficientes y no parece necesario multiplicarlas. 

51. Manifestando su interés en responder a los comentarios de los miembros empleadores, que 

recordaron su posición en lo que se refiere al Convenio núm. 87 y el derecho de huelga, los 

miembros trabajadores recordaron, a su vez, que consideran que el derecho de huelga está 

reconocido en el marco del Convenio núm. 87. Este derecho está asociado con el ejercicio 

de la libertad sindical, que no es solamente un principio y un derecho fundamental de la OIT, 

sino también un elemento fundamental de cualquier democracia. En este sentido, los 

miembros trabajadores recordaron que el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los 

derechos de reunión pacífica y de asociación indicó que el derecho de huelga está consagrado 

en el derecho internacional y que su protección es necesaria para garantizar sociedades 

justas, estables y democráticas. Recordaron el trabajo constructivo y consensuado que se ha 

llevado a cabo por la Comisión desde 2015 para establecer mecanismos regulares y eficaces 

de control eficaz y manifestaron su deseo de que sigan fortaleciéndose estos mecanismos, 

más allá de las discrepancias, con miras a alcanzar los objetivos de la OIT. 

Declaración de los miembros gubernamentales 

52. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea (UE) y 

de sus Estados miembros, los países candidatos, Montenegro, Serbia y Albania, y los 

candidatos potenciales, Bosnia y Herzegovina, y Georgia, destacó que un control periódico 

y satisfactorio de la aplicación de normas internacionales resulta esencial para garantizar el 

mandato y la autoridad de la OIT, y acogió favorablemente los nuevos cambios introducidos 

en el funcionamiento de la Comisión de la Conferencia. Habida cuenta de que está ya en 

curso la mejora de los métodos de trabajo de la Comisión de la Conferencia, la oradora 

formuló algunos comentarios y recomendaciones al respecto: i) a fin de evitar la duplicación 

de tareas, en esta Comisión no deberían examinarse, siempre que sea posible, las cuestiones 

de las que ya se ocupa el procedimiento de quejas previsto en virtud del artículo 26 de la 

Constitución de la OIT; ii) al leer el informe de la Comisión de Expertos, no siempre es fácil 

evaluar la gravedad de algunos casos, toda vez que el informe no cuenta con información 

actualizada. En consecuencia, la oradora exhortó encarecidamente a los gobiernos que 

figuran en la lista preliminar a que proporcionen a la Oficina toda la información de la que 

dispongan en el momento de publicar la lista, información que debería compartirse con todos 

los mandantes de la OIT. En este sentido, sería útil contar en cada caso con una evaluación 

clara de la situación por parte de la Comisión de Expertos. En algunos casos, la evaluación 

del informe se refiere únicamente a determinados aspectos, lo que impide hacerse una idea 

general y precisa del nivel de cumplimiento de un determinado convenio. En otros casos, la 

Comisión de Expertos se refiere únicamente a las observaciones de los interlocutores 

sociales y es difícil evaluar la gravedad de la situación a la luz del informe; iii) pese a que 

son comprensibles las restricciones que pesan sobre los trabajadores y los empleadores 

debido a las consultas internas, resulta muy problemático con vistas a la preparación el hecho 
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de que la lista llegue cuando la Comisión de la Conferencia ya ha comenzado. Por esta razón, 

resulta crucial disponer en cada caso de una clara descripción de cuál es la cuestión que se 

está examinando por la Comisión, junto con la información más actualizada y la evaluación 

de la Comisión de Expertos, y iv) los Estudios Generales deberían servir de ayuda y 

fundamento para la discusión del Grupo de Trabajo tripartito del mecanismo de examen de 

las normas, en su tarea de actualizar y modernizar el conjunto de los convenios y 

recomendaciones. Asimismo, las conclusiones del Grupo de Trabajo tripartito podrían 

incorporarse también a la discusión sobre el Estudio General de la Comisión de la 

Conferencia. Los resultados de las discusiones en el marco del Grupo de Trabajo tripartito 

del mecanismo de examen de las normas y sobre los Estudios Generales podrían 

comunicarse a continuación al Consejo de Administración para que sean objeto de otros 

debates. 

53. El miembro gubernamental del Brasil apoyó la solicitud formulada por los miembros 

empleadores para que la Comisión de Expertos suministre información sobre aquellos casos 

individuales de países que se hayan apartado del cumplimiento del ciclo periódico de 

presentación de memorias. Hizo hincapié en que de este modo se daría respuesta a la 

necesidad de transparencia y una mayor certidumbre jurídica en el procedimiento existente 

de control sobre la aplicación de normas. 

Respuesta del Presidente de la Comisión de Expertos 

54. El Presidente de la Comisión de Expertos recordó que su presencia en las discusiones 

generales y en la discusión sobre el Estudio General es un elemento que forma parte de los 

acuerdos establecidos desde hace tiempo en virtud de los cuales la Comisión de la 

Conferencia y la Comisión de Expertos — como los dos pilares del mecanismo habitual de 

control de normas — participan en un diálogo constructivo desde hace años. El orador señaló 

que, como se recalca en el Informe General de la Comisión de Expertos y se vuelve a 

demostrar en la presente discusión de la Comisión de la Conferencia, el diálogo en marcha 

entre ambas Comisiones se desarrolla en un espíritu de respeto mutuo, cooperación y 

responsabilidad. El informe de la Comisión de Expertos ha motivado numerosos 

comentarios, algunos positivos y otros menos favorables, pero las innovaciones introducidas 

durante el año en curso demuestran que dicho diálogo es un aspecto provechoso e importante 

para el funcionamiento satisfactorio del mecanismo de control de la OIT. 

55. Señaló que le habían llamado poderosamente la atención los comentarios formulados por los 

miembros de la Comisión de la Conferencia, en particular las solicitudes de clarificación 

sobre los criterios para el examen de los casos fuera del ciclo de presentación de memorias 

y las sugerencias formuladas por los miembros empleadores, las cuales transmitiría a la 

Comisión de Expertos. En este sentido, la Comisión de Expertos seguiría examinando 

detenidamente las opiniones expresadas por los mandantes tripartitos en la Comisión de la 

Conferencia, pero también en el marco de los trabajos del Consejo de Administración. En 

este contexto, recibió con agrado el hecho de que los miembros empleadores hayan insistido 

en la importancia de la libertad sindical como fundamento de la democracia y hayan 

reconocido el derecho de los trabajadores y de los empleadores a recurrir a acciones 

sindicales en apoyo de sus legítimos intereses laborales legítimos. En relación con las 

constantes preocupaciones de los miembros empleadores en relación con el Convenio 

núm. 87 y el derecho de huelga, se refirió al párrafo 17 del informe de la Comisión de 

Expertos, en el que se reflejan las importantes consideraciones formuladas por dicha 

Comisión en esta materia. Reiterando que, a pesar de que únicamente el artículo 9 del 

Convenio núm. 87 deja que sea la legislación nacional la que determine el ámbito de 

aplicación de las garantías previstas en el Convenio — para las fuerzas armadas y los cuerpos 

de seguridad —, la Comisión de Expertos había recalcado que había examinado atentamente 

la información útil que contienen las memorias de los Estados Miembros y los comentarios 
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formulados por las organizaciones de empleadores y de trabajadores sobre el modo en el que 

se regula este derecho a nivel nacional. Por último, el orador señalo que Comisión de 

Expertos había destacado también que esta cuestión era solamente una entre muchas 

cuestiones importantes que cabe plantearse en virtud del Convenio núm. 87. En lo que se 

refiere al Estudio General, la valiosa discusión mantenida en la Comisión de la Conferencia 

en esta materia, es sólo otro ejemplo de cómo los Estudios Generales y las discusiones a las 

que dan lugar en este marco puede influir en procesos y tripartitos y discusiones más amplias, 

sobre todo, en relación con las actividades normativas. 

Respuesta de la representante del Secretario General 

56. La representante del Secretario General recibió con agrado el reconocimiento por los 

miembros de la Comisión de la Conferencia de la utilidad de la asistencia técnica de la OIT 

para resolver las cuestiones pendientes desde hace tiempo relativas a la aplicación de los 

convenios ratificados y la petición a la Oficina para que fomente aún más su actividad en 

este ámbito. En ello se refleja el examen que la propia Oficina llevó a cabo, en el marco de 

la memoria de aplicación del Programa y Presupuesto para 2016-2017, presentado a la 

Conferencia, en concreto del resultado 2 relativo a la ratificación y aplicación de las normas 

internacionales del trabajo. Sobre la base de las lecciones aprendidas, en el presente bienio 

se procederá de acuerdo a tres prioridades: i) dar un mayor alcance a las normas 

internacionales del trabajo gracias al aumento del número de ratificaciones; ii) intensificar 

las medidas adoptadas por los mandantes tripartitos y otros actores a nivel nacional para 

mejorar la aplicación de las normas internacionales del trabajo, con el apoyo de marcos de 

planificación nacionales y multilaterales, como los Programas de Trabajo Decente por 

País (PTDP), los Marcos de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo (MANUD) 

u otros marcos análogos de planificación, y iii) compromiso e identificación efectivos de los 

mandantes tripartitos con el proceso de elaboración, adopción, seguimiento y revisión de las 

normas internacionales del trabajo y apropiación de los procesos por los mandantes 

tripartitos. Estas prioridades aumentan la efectividad del impacto de las normas 

internacionales del trabajo y permiten a los Estados Miembros avanzar hacia la consecución 

de los objetivos relevantes fijados en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones 

Unidas. 

57. La Oficina ha tomado buena nota de las numerosas sugerencias concretas formuladas 

respecto a cuestiones sobre las que se debatirá más a fondo en el marco de la iniciativa 

relativa a las normas, en particular durante las consultas informales tripartitas sobre los 

métodos de trabajo de la Comisión de la Conferencia. Por último, la representante del 

Secretario General señaló que la Oficina no ahorrará esfuerzos para dar seguimiento a estas 

sugerencias dentro de los límites de sus recursos disponibles. La lista, el alcance y el 

contenido de las intervenciones de los miembros de la Conferencia sobre el Estudio General 

relativo al tiempo de trabajo habían confirmado la gran actualidad e importancia de este tema 

para el futuro del trabajo. El resultado de la discusión de la Comisión de la Conferencia, 

junto con el informe sobre sus discusiones, se comunicarían a la Reunión tripartita de 

expertos sobre el tiempo de trabajo y el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada, de 

la OIT, programada provisoriamente para 2019, así como al Grupo de Trabajo tripartito del 

mecanismo de examen de las normas cuando examine los instrumentos relativos al tiempo 

de trabajo. 

Observaciones finales 

58. Los miembros trabajadores agradecieron las discusiones mantenidas sobre los papeles 

respectivos de la Comisión de la Conferencia y de la Comisión de Expertos y sobre las vías 

de mejora para las interacciones entre los dos órganos. Recordaron que estas discusiones 
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deberían desarrollarse en el respeto mutuo hacia la independencia de cada órgano y pensando 

exclusivamente en mejorar el funcionamiento del mecanismo habitual de control de las 

normas internacionales del trabajo. Los miembros trabajadores insistieron asimismo en que 

la relación con la Comisión de Expertos se inscribe en un proceso de colaboración y no de 

integración. Destacaron que la Comisión de la Conferencia no debe ejercer ninguna forma 

de tutela sobre los demás órganos de control. Por otra parte, consideraron que la 

reproducción de las observaciones del Comité de Libertad Sindical no plantean ningún 

problema. Antes bien, conviene establecer vínculos necesarios entre los órganos de control 

con miras a velar por un enfoque coherente de las normas que son objeto de su control. 

59. Los miembros empleadores consideraron que la labor de la Comisión de Expertos es 

primordial para el funcionamiento satisfactorio de la labor de la Comisión de la Conferencia, 

y constituye también un elemento clave del mecanismo habitual de control de las normas en 

su conjunto. El diálogo en marcha entre la Comisión de Expertos y la Comisión de la 

Conferencia reviste una gran importancia, no sólo para que los mandantes de la OIT 

comprendan mejor sus obligaciones normativas, sino también para facilitar la comprensión 

de la Comisión de Expertos sobre las realidades y necesidades prácticas de los usuarios del 

sistema de control. Coincidieron con los miembros trabajadores en que conviene mantener 

siempre la independencia de la Comisión de Expertos, e hicieron hincapié asimismo en la 

importancia de que estos dos pilares del sistema de control sean comisiones abiertas y estén 

dispuestas a escucharse tanto entre sí como a los mandantes tripartitos, y se apliquen medidas 

para hacer que el sistema habitual de control de normas sea más manejable, efectivo y 

transparente a fin de que todos puedan trabajar juntos para facilitar el entendimiento y la 

mejor aplicación posible de las normas internacionales del trabajo. La discusión sobre el 

Estudio General había sido una oportunidad para examinar la diversidad de Estados 

Miembros de la OIT en relación con la legislación y la práctica en materia de tiempo de 

trabajo, lo que refleja los diversos niveles de eficiencia y culturas del trabajo, los múltiples 

requisitos sectoriales, las necesidades dispares de lugares de trabajo, como las 

microempresas, y los diversos enfoques jurídicos. El análisis realizado había sido muy 

instructivo y destacaron algunos de los desafíos que aguardan en el futuro en relación con la 

reglamentación en materia de tiempo de trabajo. 

C. Memorias solicitadas en virtud del artículo 19 
de la Constitución 

Estudio General sobre los instrumentos relativos 
al tiempo de trabajo 

60. La Comisión discutió el Estudio General realizado por la Comisión de Expertos relativo a 

los siguientes instrumentos sobre el tiempo de trabajo: el Convenio sobre las horas de trabajo 

(industria), 1919 (núm. 1); el Convenio sobre el descanso semanal (industria), 1921 

(núm. 14); el Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930 (núm. 30); el 

Convenio sobre las cuarenta horas, 1935 (núm. 47); el Convenio (revisado) sobre el trabajo 

nocturno (mujeres), 1948 (núm. 89); el Protocolo de 1990 relativo al Convenio (revisado) 

sobre el trabajo nocturno (mujeres), 1948; el Convenio sobre el descanso semanal (comercio 

y oficinas), 1957 (núm. 106); el Convenio sobre las vacaciones pagadas (revisado), 1970 

(núm. 132); el Convenio sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 171); el Convenio sobre el 

trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 175); la Recomendación sobre el trabajo nocturno de 

las mujeres (agricultura), 1921 (núm. 13); la Recomendación sobre las vacaciones pagadas, 

1954 (núm. 98); la Recomendación sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 

(núm. 103); la Recomendación sobre la reducción de la duración del trabajo, 1962 

(núm. 116); la Recomendación sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 178) y la 

Recomendación sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 182). 
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61. En el Estudio General se tuvo en cuenta la información sobre la legislación y la práctica 

facilitada por 124 gobiernos en virtud del artículo 19 de la Constitución de la OIT así como 

la información facilitada por los Estados Miembros que han ratificado los convenios en sus 

memorias en virtud de los artículos 22 y 35 de la Constitución. El Estudio General reflejó 

también los comentarios recibidos de 30 organizaciones de trabajadores y de 

11 organizaciones de empleadores de conformidad con el artículo 23 de la Constitución. 

62. El Presidente de la Comisión de Expertos indicó que es la primera vez que un Estudio 

General se ocupa de todos los aspectos del tiempo de trabajo en su conjunto. El Estudio 

General señala aspectos positivos, en particular en lo atinente a la legislación de muchos 

países, la cual está en conformidad con aspectos esenciales de los convenios de la OIT 

relativos a las horas de trabajo, el descanso semanal y las vacaciones anuales pagadas. 

También destaca el Estudio General los esfuerzos realizados en muchos países por fomentar 

y regular el trabajo a tiempo parcial. Con todo, la Comisión de Expertos ha constatado que 

subsisten muchos problemas en la práctica, como las largas jornadas de trabajo con su 

repercusión en la salud y el bienestar de los trabajadores. Otros tienen que ver con la 

compensación económica prestada en sustitución del descanso semanal, los largos períodos 

de calificación exigidos para que los trabajadores tengan derecho a vacaciones anuales 

pagadas y la división de las vacaciones anuales en muchas partes o su aplazamiento durante 

períodos prolongados. Con respecto al trabajo nocturno, a menudo la legislación nacional 

no contiene medidas de protección necesarias como la limitación de las horas 

extraordinarias, la protección de la maternidad y los servicios sociales. En el caso de los 

trabajadores a tiempo parcial, el Estudio General subraya la necesidad de avanzar en la 

igualdad en materia de condiciones de empleo y mejorar la cobertura de la protección social. 

La Comisión de Expertos también ha señalado problemas emergentes como el aumento del 

recurso al trabajo por llamada y la incidencia de las tecnologías de la información y la 

comunicación en la organización del trabajo y en la ordenación del tiempo de trabajo. El 

Estudio General señala la función que la negociación colectiva y el diálogo social 

desempeñan en la aplicación de los instrumentos de la OIT sobre el tiempo de trabajo. Por 

último, la Comisión de Expertos ha recordado la importancia de garantizar que haya 

mecanismos efectivos para velar por que se cumplan las disposiciones relativas al tiempo de 

trabajo, principalmente mediante la inspección del trabajo y la aplicación de sanciones que 

disuadan de su incumplimiento. 

Observaciones generales sobre el Estudio General 
y su actualidad 

63. La Comisión saludó la oportunidad de discutir el Estudio General, que abarca de manera 

amplia todos los aspectos del tiempo de trabajo. Tanto los miembros trabajadores como los 

miembros empleadores, así como algunos miembros gubernamentales, subrayaron que es 

particularmente oportuno ocuparse de este asunto, teniendo en cuenta los cambios que están 

teniendo lugar en el mundo del trabajo. 

64. Los miembros trabajadores señalaron que el Estudio General contiene importantes 

conclusiones en apoyo de la labor de la Comisión en pro de garantizar un tiempo de trabajo 

efectivo y decente para todos los trabajadores. Indicaron que la aplicación efectiva de los 

límites al tiempo de trabajo de 8 horas diarias y 48 horas semanales, que ya estaban 

contemplados en el Tratado de Versalles, sigue siendo un desafío en la actualidad. 

Subrayaron que los límites al tiempo de trabajo tienen que tomar en cuenta la seguridad y la 

salud de los trabajadores así como la necesidad de garantizar un equilibrio entre su vida 

laboral y su vida privada. Son demasiados los trabajadores privados de esa protección. 

Resaltaron que el Estudio General proporciona detalles sobre el modo en que los Estados 

Miembros de la OIT aplican la normativa sobre el tiempo de trabajo, tanto en la legislación 

como en la práctica. 



  

 

20 ILC107-Actas 9A-Parte I-Sp.docx 

65. Los miembros empleadores señalaron que el Estudio General es el primero que enfoca 

integralmente todos los aspectos del tiempo de trabajo. Indicaron que el Estudio General 

cubre 16 instrumentos, aunque parece abarcar los convenios mucho más detalladamente que 

las recomendaciones. Habida cuenta de la discusión en curso sobre este tema en el Consejo 

de Administración, los miembros empleadores subrayaron que la función de un Estudio 

General es la de examinar las normas de la OIT seleccionadas y no un tema en particular. Al 

arrojar luz sobre las dificultades que surgen para la aplicación o la ratificación de los 

instrumentos seleccionados, así como las posibles lagunas en su alcance, los Estudios 

Generales permiten a la OIT adoptar decisiones sobre cualquier medida necesaria en relación 

con los instrumentos examinados. Consideraron que el Estudio General confirma la 

diversidad existente en los Estados Miembros de la OIT en cuanto a la legislación y la 

práctica sobre el tiempo de trabajo, reflejo de diferentes niveles de productividad, culturas 

de trabajo, necesidades sectoriales y enfoques jurídicos. El tiempo de trabajo es un tema que 

está sujeto a cambios constantes y exige una adaptación regular a las nuevas realidades. Las 

mejoras en las tecnologías y las comunicaciones están cambiando las tradicionales 

dimensiones espacio-temporales del trabajo. También hay otros factores, como el 

crecimiento de la feminización de los mercados de trabajo, que están cambiando los 

tradicionales esquemas del tiempo de trabajo. La flexibilidad en el lugar de trabajo, en lo 

que se refiere tanto al tiempo de trabajo como a la ubicación, es la característica más notable 

del nuevo mundo del trabajo. La flexibilidad facilita la vida a muchas personas que tienen 

responsabilidades familiares o de otro tipo y les permite poder controlar el equilibrio entre 

su trabajo y otras obligaciones de la vida. Subrayaron que la organización del tiempo de 

trabajo tiene una importancia fundamental para la productividad, el rendimiento, la 

competitividad, la sostenibilidad y la capacidad de las empresas de crear puestos de trabajo. 

Cualquier regulación del tiempo de trabajo ha de equilibrar con cuidado tanto las necesidades 

de protección de los trabajadores como las necesidades cambiantes y en evolución de las 

empresas, particularmente en los siguientes aspectos: el uso eficaz de la maquinaria y el 

equipo; las preferencias de los mercados y los clientes en materia de tiempo; la escasez de 

mano de obra especializada en los mercados de trabajo, y la necesidad de contener los costes 

de la mano de obra. 

66. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea (UE) y 

de sus Estados miembros así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro 

y Serbia, señaló que el número de horas trabajadas y su organización tienen importantes 

repercusiones en la vida de los trabajadores y en particular en su salud y seguridad y en el 

equilibrio entre su vida laboral y su vida privada. Además de salvaguardar la salud y la 

seguridad de los trabajadores, políticas efectivas en materia de reglamentación del tiempo 

de trabajo desempeñan una función crucial en el sostenimiento del rendimiento, la seguridad, 

la productividad y la competitividad de las empresas, y para asegurar reglas de juego 

equitativas para las empresas. El Estudio General muestra que en muchas partes del mundo 

se han hecho progresos en la legislación relativa a los límites semanales, el descanso semanal 

y las vacaciones remuneradas pero que subsisten muchos desafíos. Debido a la evolución de 

las nuevas tecnologías, existe la amenaza de que se difuminen los límites entre el tiempo de 

trabajo y los períodos de descanso. 

67. La miembro gubernamental de Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, indicó 

que las cuestiones relativas al tiempo de trabajo se encuentra en el centro mismo de los 

debates y el diseño de las políticas y en los países nórdicos están en gran medida reguladas 

a través de convenios colectivos entre los interlocutores sociales. Se hizo énfasis en la 

importancia de incorporar las cuestiones sobre el tiempo de trabajo a la discusión de la 

iniciativa relativa al futuro del trabajo. Los miembros gubernamentales de Bélgica y Kenya 

subrayaron que el Estudio General brinda un claro panorama general de las nuevas 

tendencias y novedades mundiales en el campo del tiempo de trabajo.  
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68. El miembro empleador del Brasil y un miembro trabajador de Colombia resaltaron que, en 

el marco del futuro del trabajo, hoy es preciso prestar particular atención al tiempo de trabajo. 

La miembro trabajadora de la República de Corea declaró que es esencial regular las horas 

de trabajo para alcanzar la justicia social, que es un valor fundamental de la OIT. 

Importancia de los instrumentos de la OIT 
sobre las horas de trabajo 

69. Algunos miembros de la Comisión hicieron comentarios sobre el valor y la pertinencia de 

los instrumentos de la OIT sobre el tiempo de trabajo que abarca el Estudio General. 

70. Los miembros empleadores resaltaron que la gran variedad de Estados Miembros de la OIT 

y la evolución del mundo del trabajo hacen difícil establecer normas internacionales 

universalmente reconocidas sobre el tiempo de trabajo y crear unas reglas de juego 

equitativas en esta esfera a nivel mundial. El común denominador de las normas 

internacionales del trabajo en esta esfera parece pequeño. El hecho de que en general los 

convenios de la OIT sobre el tiempo de trabajo tengan bajos niveles de ratificación, 

particularmente en Asia y en la región del Pacífico, puede ser un indicador de que han ido 

más allá de un denominador común.  

71. Los miembros trabajadores declararon que desde su creación en 1919 la cuestión del tiempo 

de trabajo está en el centro del mandato y el programa de la OIT y de sus actividades 

normativas a lo largo de su primer siglo. El Estudio General muestra que incluso el primero 

de sus convenios, el Convenio núm. 1 sobre las horas de trabajo, dista mucho de ser aplicado 

universalmente, lo que demuestra la necesidad de adoptar medidas vigorosas en este ámbito. 

Es necesario aclarar los malentendidos de los que informa la Comisión de Expertos en 

relación con los 16 instrumentos abarcados por el Estudio General. Debe promoverse la 

ratificación y la aplicación efectiva de estos instrumentos. 

72. La miembro gubernamental de Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, subrayó 

que los instrumentos sobre el tiempo de trabajo están en el centro de las normas 

internacionales del trabajo. Hacerlos más pertinentes y actualizarlos es un desafío actual para 

la OIT. En medio de las nuevas tendencias en el mundo del trabajo, es importante aferrarse 

al hecho de que las normas relativas a las horas de trabajo diarias y semanales, el descanso 

semanal, las vacaciones anuales pagadas, el trabajo a tiempo parcial y el trabajo nocturno 

mantienen su pertinencia y su importancia para promover condiciones de trabajo decente y 

una competencia leal. 

73. La miembro gubernamental de la Argentina consideró que el tiempo de trabajo representa 

uno de los pilares más pertinentes de las normas internacionales del trabajo. El miembro 

empleador de la India declaró que el examen de los instrumentos sobre el tiempo de trabajo 

debía haberse hecho hace mucho tiempo. La miembro trabajadora del Reino Unido, 

hablando también en nombre del miembro trabajador de los Estados Unidos, señaló que los 

actuales problemas que experimentan los trabajadores muestran por qué siguen siendo 

pertinentes las normas de la OIT sobre el tiempo de trabajo. 

Horas de trabajo 

74. Los miembros trabajadores reafirmaron la importancia del doble límite de ocho horas diarias 

y 48 horas semanales e indicaron que la reglamentación del tiempo de trabajo es una 

herramienta esencial para conseguir la justicia social. La definición de horas de trabajo no 

siempre se aplica de conformidad con el Convenio núm. 30. En algunos países sólo se aplica 
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el límite diario o el límite semanal. Es vital reglamentar el tiempo de trabajo y fijar límites 

al horario de trabajo diario y semanal. Resaltando que los horarios prolongados afectan a la 

salud y el bienestar de los trabajadores, subrayaron que los límites a las horas de trabajo han 

de tener en cuenta la salud y la seguridad de los trabajadores y la necesidad de velar por el 

equilibrio entre la vida laboral y la vida privada. Es necesaria una protección adecuada para 

impedir el exceso de fatiga y garantizar que los trabajadores puedan descansar y participar 

en actividades sociales. Con respecto a la posibilidad de exclusiones y excepciones a las 

horas normales de trabajo, los miembros trabajadores declararon que el alcance de los 

convenios ofrece considerable flexibilidad, permitiendo que los países puedan excluir a 

determinadas categorías de trabajadores de las definiciones y la aplicación de disposiciones 

importantes. Reviste especial preocupación el importante número de excepciones excesivas 

a las normas fijadas en los convenios sobre el tiempo de trabajo, que puede exponer a los 

trabajadores al síndrome de agotamiento profesional. El diálogo social y la negociación 

colectiva tienen una importante función que desempeñar en la fijación de límites a las horas 

de trabajo. Los miembros trabajadores expresaron la esperanza de que haya un rápido 

incremento del número de ratificaciones de los Convenios núms. 1, 30 y 47. Exhortaron a la 

OIT a que inicie una campaña para promover la ratificación y la aplicación efectiva de estos 

instrumentos y a que proporcione, cuando sea necesario, explicaciones jurídicas, asistencia 

técnica y formación sobre este tema. 

75. Los miembros empleadores recordaron que en el Estudio General de 2005 sobre las horas 

de trabajo ya se señaló que los Convenios núms. 1 y 30 no reflejan plenamente las realidades 

modernas de la reglamentación del tiempo de trabajo y que en algunos aspectos están 

claramente desactualizados. No ha habido ninguna nueva ratificación de esos convenios 

desde entonces. Las disposiciones de los dos convenios son demasiado detalladas y 

restrictivas, y en particular: se definen demasiado estrictamente el máximo de horas de 

trabajo normales, su distribución variable y las posibles excepciones temporales o 

permanentes; el cálculo promedio de la duración de las horas de trabajo sólo se permite en 

casos excepcionales; las excepciones a las horas normales de trabajo a menudo exigen su 

regulación por el Gobierno o las autoridades públicas, dejando margen insuficiente a los 

convenios colectivos o los acuerdos individuales entre los empleadores y los trabajadores; y 

las disposiciones sobre compensación de las horas extraordinarias son indebidamente 

restrictivas. Los miembros empleadores consideraron que si bien la salud es un concepto 

relativamente objetivo y ampliamente aceptado que se puede utilizar para determinar los 

límites al tiempo de trabajo, no puede decirse lo mismo con respecto al «bienestar» o al 

«equilibrio entre vida laboral y vida privada». Estos conceptos, utilizados en el Estudio 

General, son subjetivos y demasiado vagos para ser utilizados en la definición de los límites 

al tiempo de trabajo. En su opinión, el tiempo de trabajo no es un buen indicador del 

rendimiento laboral y debe ponerse la atención en los resultados. Por último, indicaron que 

el Convenio núm. 47 que establece el principio de la semana de 40 horas sólo fue ratificado 

por 15 países, evidenciando que incluso después de 83 años desde su adopción este principio 

no ha sido aceptado por la gran mayoría de los Estados Miembros de la OIT. Hace falta un 

nuevo enfoque sobre la reglamentación del tiempo de trabajo que no sea rígido y que permita 

a los empleadores, los trabajadores y las instituciones responder a necesidades dinámicas y 

encontrar el equilibrio apropiado en todo momento de su vida laboral o en cualquier fase del 

desarrollo de la empresa. 

76. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y sus 

Estados miembros así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, resaltó que el número de horas trabajadas repercute de manera importante en la vida 

de los trabajadores, en particular en su salud y seguridad y en el equilibrio entre su vida 

laboral y su vida privada. La Directiva de la UE sobre el tiempo de trabajo es el principal 

instrumento normativo en esta esfera. Esa Directiva protege la salud y seguridad de los 

trabajadores y al mismo tiempo ofrece reglas de juego equitativas. La protección de la salud 

y la seguridad de los trabajadores así como el derecho al equilibrio entre la vida laboral y la 
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vida privada también figuran entre los principios del Pilar europeo de derechos sociales 

proclamado en noviembre de 2017. La legislación de la UE sólo permite determinadas 

excepciones a las horas de trabajo, por ejemplo el establecimiento de largos períodos de 

referencia sobre el tiempo de trabajo, mediante convenio colectivo. 

77. Los miembros gubernamentales de la Argentina, India e Irán resaltaron que el número de 

horas trabajadas, junto con la manera en que se distribuyen, afectan a la calidad del trabajo 

y la vida fuera del trabajo y señalaron el posible efecto que un exceso de horas de trabajo 

puede tener en la salud de los trabajadores. Al mismo tiempo, las horas de trabajo son 

esenciales para determinar la productividad y sostenibilidad de la empresa.  

78. La miembro trabajadora de la República de Corea indicó que la desreglamentación de las 

horas de trabajo y las muchísimas excepciones permitidas en la aplicación de las normas 

sobre tiempo de trabajo son perjudiciales para la salud y la seguridad de los trabajadores. 

79. Algunos miembros gubernamentales facilitaron una visión general de su legislación nacional 

y su cumplimiento de las disposiciones de los convenios relativos a las horas de trabajo. La 

miembro gubernamental de la República de Corea indicó que en virtud de una enmienda a 

la Ley sobre Normas del Trabajo, introducida en marzo de 2018, el máximo de horas de 

trabajo se redujo de 68 a 52 por semana.  

80. El miembro trabajador de Ghana indicó que los trabajadores de la economía informal, que 

representan alrededor del 90 por ciento del total de la fuerza de trabajo, trabaja hasta 70 horas 

semanales a pesar del límite legal de 40 horas. El miembro trabajador de Filipinas indicó 

que a pesar de recientes estadísticas según las cuales una parte importante de la fuerza de 

trabajo está sobrecargada de trabajo, el Parlamento nacional aprobó en 2017 un proyecto de 

ley sobre la semana laboral comprimida que aumentará de ocho a 12 las horas diarias de 

trabajo. La miembro trabajadora de la República de Corea declaró que cada año se reconoce 

oficialmente que unos 300 trabajadores se ven afectados por enfermedades relacionadas con 

el exceso de trabajo y que hay muchos casos de suicidio relacionado con el trabajo. El 

miembro trabajador de Suiza indicó que en su país el alto número de casos de síndrome de 

agotamiento profesional revela el exceso de horas de trabajo. 

Descanso semanal 

81. Los miembros empleadores señalaron que los Convenios núms. 14 y 106, sobre el descanso 

semanal, tienen una tasa de ratificación más elevada que los convenios sobre las horas de 

trabajo. El Convenio núm. 14 es un instrumento relativamente flexible en cuanto a que 

permite excepciones totales o parciales casi incondicionales al día normal de descanso 

semanal así como excepciones a la compensación en los casos en que no sea posible 

garantizar los días de descanso semanal. Puesto que el Convenio núm. 106 permite 

excepciones al descanso semanal sólo en condiciones mucho más estrictas y no prevé 

excepciones con respecto a la disposición relativa a la compensación, su aplicación puede 

ser problemática, especialmente en determinados sectores. En su opinión, empleadores y 

trabajadores deberían en determinados casos limitados poder optar por sustituir el descanso 

compensatorio por una compensación económica. Por último, señalaron que parece que vale 

la pena que el enfoque aplicado en recientes instrumentos marítimos, que prevé que se pueda 

optar entre fijar un máximo de horas de trabajo o un mínimo de horas de descanso, sea 

estudiado también en otros sectores. 

82. Los miembros trabajadores indicaron que a pesar de la mayor tasa de ratificaciones de los 

instrumentos sobre el descanso semanal, muchísimos trabajadores se ven privados de su 

derecho a 24 horas semanales de descanso debido al recurso excesivo a las excepciones 

contempladas en los convenios. Esto produce especial preocupación, habida cuenta de la 
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repercusión que la falta de descanso semanal tiene en la salud y seguridad de los trabajadores 

así como en el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada. 

83. Algunos miembros gubernamentales facilitaron una visión general de su legislación nacional 

en aplicación de las disposiciones de los convenios. El miembro trabajador de Suiza indicó 

que en la actualidad se están estudiando proyectos de enmiendas a la Ley del Trabajo que en 

gran parte abolirán el límite máximo de horas semanales de trabajo y la prohibición de 

trabajar en domingo para los trabajadores en puestos de dirección. Una observadora, en 

representación de la Organización Mundial de Trabajadores, indicó que debido a la crisis 

que afecta a Venezuela muchos trabajadores se ven obligados a trabajar en sus días de 

descanso con el fin de compensar el bajo poder de compra de su salario en un contexto de 

hiperinflación. 

Vacaciones anuales pagadas 

84. Los miembros trabajadores indicaron que debido a las numerosas excepciones a las normas 

previstas en el Convenio núm. 132, muchísimos trabajadores se ven privados del derecho a 

vacaciones anuales remuneradas. Esto es preocupante, pues tiene una repercusión en su salud 

y seguridad y en el equilibrio de su vida laboral y su vida privada. 

85. Los miembros empleadores consideraron que el Convenio núm. 132 es indebidamente 

detallado y fija límites que parecen estar lejos de ser universalmente reconocidos. Tomaron 

nota de que este instrumento no ha sido clasificado como actualizado por el Consejo de 

Administración de la OIT. Tal es el caso, por ejemplo, del límite de seis meses fijado para 

el período de calificación para tener derecho a vacaciones anuales, límite que no se respeta 

en muchos países. Con respecto a la compensación monetaria en lugar de vacaciones, 

señalaron que el Convenio no limita esta posibilidad a los casos de terminación de la relación 

de trabajo, como sugiere el Estudio General. Una compensación monetaria que no afecte al 

mínimo de tres semanas laborales de vacaciones anuales estaría en armonía con el Convenio. 

86. La miembro gubernamental de la República de Corea señaló que, al contrario de lo que dice 

el Estudio General, los trabajadores del sector agrícola tienen derecho a vacaciones anuales 

pagadas. También ha de señalarse que, en virtud de la Ley sobre las Normas del Trabajo, a 

los trabajadores que trabajan ininterrumpidamente durante menos de un año se les da un día 

de vacaciones pagadas por cada mes completo de asistencia al trabajo, y que los períodos 

durante los cuales un trabajador se toma tiempo libre debido a una lesión o enfermedad 

producida fuera del trabajo y los períodos de baja por maternidad y cuidado de los hijos se 

consideran períodos de asistencia al trabajo a los efectos del cálculo de las vacaciones 

anuales. 

87. El miembro empleador de Australia indicó que los empleados están pidiendo una mayor 

flexibilidad en su trabajo y que con frecuencia solicitan trasladar de un año a otro las 

vacaciones no utilizadas y tomar vacaciones anuales en días sueltos.  

88. La miembro trabajadora del Reino Unido, hablando también en nombre del miembro 

trabajador de los Estados Unidos, indicó que en los Estados Unidos no existe ninguna ley 

sobre vacaciones y que en el Reino Unido es frecuente que los trabajadores no reciban el 

pago correspondiente a sus vacaciones. Un miembro trabajador de Colombia indicó que 

debido a las condiciones de empleo en el país muchos trabajadores no han gozado de 

vacaciones anuales pagadas durante muchos años. 
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Trabajo nocturno 

89. Los miembros empleadores declararon que según el Estudio General los cambios 

tecnológicos y económicos han producido un aumento de la demanda de prestación de 

ciertos servicios las 24 horas del día. No obstante, parece que no existe una tendencia clara 

hacia un aumento general del trabajo nocturno, y que la proporción de trabajadores nocturnos 

sigue siendo relativamente baja. La baja tasa de ratificación del Convenio núm. 171 indica 

que sus disposiciones son demasiado estrictas y no lo bastante prácticas para ser aceptadas 

por un elevado número de países. De manera general, el enfoque que consiste en regular de 

manera integral en un convenio de la OIT una determinada forma o aspecto del trabajo, como 

el trabajo nocturno, no parece haber tenido mucho éxito, como lo prueban las bajas tasas de 

ratificación de algunos convenios más recientes. A la espera de nuevos debates y 

conclusiones en el MEN, los miembros empleadores sugirieron que el Convenio núm. 171 

se pueda revisar en el contexto de una refundición de todos los instrumentos relativos al 

tiempo de trabajo. Toda futura norma que trate del trabajo nocturno debería limitarse a 

establecer un marco amplio de política y orientación sin tratar de regular los detalles. Con 

respecto al trabajo nocturno de las mujeres, en recientes décadas se ha tendido hacia la 

supresión de la prohibición del trabajo nocturno de las mujeres en la industria a la luz del 

principio de no discriminación y de igualdad de trato. Normalmente, las medidas de 

protección de las mujeres que trabajan de noche no deberían ir más allá de la protección de 

la maternidad. 

90. Los miembros trabajadores señalaron que según el Estudio General existe una tendencia a 

que aumente el trabajo nocturno, mientras que al mismo tiempo cada vez más estudios 

científicos dan cuenta de las repercusiones negativas del trabajo nocturno en la salud de los 

trabajadores afectados. El Estudio General también resalta los riesgos del trabajo nocturno 

para las mujeres embarazadas y la falta de disponibilidad de servicios sociales para los 

trabajadores nocturnos. 

91. El miembro gubernamental de la India indicó que se debería examinar la actual prohibición 

del trabajo nocturno de las mujeres habida cuenta de las limitaciones que ello genera para 

las oportunidades de empleo de las mujeres. A éstas se les debería permitir trabajar de noche 

con las debidas protecciones de seguridad, servicios de transporte y médicos y un entorno 

de salud que garantice su protección. Deben revisarse en consonancia la legislación nacional 

y los instrumentos internacionales. El miembro empleador de la India declaró que se está 

recomendando el levantamiento de la prohibición del trabajo de las mujeres en turnos de 

noche a la luz de consideraciones económicas y sociales. El miembro gubernamental de 

Filipinas aludió a la adopción de reglamentaciones sobre el trabajo nocturno, como respuesta 

al aumento del trabajo nocturno y a la necesidad de procurar la protección necesaria a los 

empleados que trabajan de noche, los cuales ven considerablemente trastocada su vida 

familiar y sus actividades sociales y experimentan fatiga, ansiedad, depresión y efectos 

cardiovasculares adversos. 

Trabajo a tiempo parcial 

92. Los miembros empleadores señalaron que el trabajo a tiempo parcial se ha convertido en 

una forma de empleo regular en todo el mundo. La compilación de datos estadísticos podría 

ayudar a entender mejor las cambiantes necesidades tanto de los trabajadores como de los 

empleadores en relación con el trabajo en general y con el trabajo a tiempo parcial en 

particular. Señalando la baja tasa de ratificación del Convenio núm. 175, recordaron el 

controvertido proceso de su adopción durante el cual los empleadores consideraron que 

restringía indebidamente la necesaria flexibilidad del trabajo a tiempo parcial y por lo tanto 

su potencial de creación de empleo. Pusieron en entredicho la opinión incluida en el Estudio 

General de que los bajos salarios sean para los empleadores una motivación importante para 

dar empleo a los trabajadores a tiempo parcial. El empleo a tiempo parcial es ante todo para 
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los empleadores un medio de contar con flexibilidad operativa y retener a los trabajadores 

que desean trabajar a tiempo parcial. Responde a la flexibilidad que necesitan empleadores 

y trabajadores para satisfacer las necesidades de la economía y del mercado de trabajo y 

permite que accedan o vuelvan a acceder al mercado de trabajo ciertos grupos de 

trabajadores, por ejemplo las mujeres y las personas con problemas de salud. En promedio, 

los trabajadores a tiempo parcial trabajan lo bastante para obtener ingresos suficientes. Los 

miembros empleadores también señalaron que el Convenio no contempla un derecho de 

traslado desde un trabajo a tiempo completo a un trabajo a tiempo parcial y viceversa, sino 

que sólo estipula que tal traslado puede ser realizado voluntariamente según sea apropiado, 

lo que significa que cualquiera de tales traslados sólo puede ser tenido en cuenta dentro de 

las posibilidades de la empresa. 

93. El miembro gubernamental del Brasil dio cuenta de los recientes cambios en la legislación 

del trabajo que prevén que todos los trabajadores a tiempo parcial disfruten de 30 días de 

vacaciones pagadas con independencia de su carga de trabajo semanal, frente a los 18 días 

como máximo antes de la reforma. El miembro gubernamental de Argelia señaló que el 

trabajo a tiempo parcial responde con frecuencia a la necesidad de conciliar mejor el trabajo 

y las responsabilidades familiares, lo que repercute positivamente en el empleo, 

particularmente el de las mujeres. 

94. La miembro trabajadora de Italia indicó que a la luz de la distribución tradicional de las 

responsabilidades familiares, las tres cuartas partes de quienes trabajan a tiempo parcial son 

mujeres. Para muchas de ellas el trabajo a tiempo parcial no es una opción. El miembro 

trabajador del Brasil indicó que las reformas legislativas adoptadas en 2017 introdujeron 

varias disposiciones que contradicen los principios de tiempo de trabajo decente, incluyendo 

la modalidad de contrato llamada trabajo intermitente. El miembro gubernamental de Brasil, 

ejerciendo su derecho de réplica, expuso los principales objetivos y el impacto positivo de 

la reforma de la legislación laboral en su país, incluidas las cuestiones relativas al tiempo de 

trabajo. 

El tiempo de trabajo en formas no tradicionales 
de organización del trabajo 

95. Algunos miembros de la Comisión resaltaron la importancia de reflexionar sobre la 

ordenación del tiempo de trabajo en el contexto de formas no tradicionales de organizar el 

trabajo. 

96. Los miembros empleadores indicaron que durante las últimas décadas los cambios 

económicos y sociales han producido modalidades de ordenación del tiempo de trabajo cada 

vez más diversas. Se adoptaron sistemas de tiempo flexible tanto para facilitar el equilibrio 

entre la vida laboral y la vida privada, la educación y el aumento de la participación como 

por determinados motivos empresariales. Como estas nuevas realidades pueden dar lugar a 

nuevos desafíos, se debe investigar sobre los factores que influyen en la evolución de 

diversos tipos de ordenación del tiempo de trabajo. Lo cual debe incluir el examen de las 

cuestiones específicas relativas a los trabajadores discapacitados. 

97. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y de sus 

Estados miembros así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, consideró que los nuevos desafíos derivados de las transformaciones en materia 

económica, demográfica y tecnológica exigen que la ordenación y la reglamentación del 

tiempo de trabajo así como las cuestiones relacionadas con el control de su aplicación sean 

objeto de constante atención. Cabe felicitarse de las referencias positivas que en el Estudio 

General se hace de las disposiciones de la legislación de la UE sobre el trabajo por turnos y 

las horas de guardia. 
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98. La miembro gubernamental de Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, indicó 

que hay que tener en cuenta la evolución y las tendencias en el mundo del trabajo y los 

efectos de las nuevas tecnologías, junto con las presiones derivadas de la globalización, las 

cuestiones relativas al equilibrio entre la vida laboral y la vida privada y el aumento de la 

«gig economy» y la economía asistencial o del cuidado en el hogar, que suelen exigir un 

trabajo ininterrumpido. 

99. Algunos otros gobiernos, como los de la India, República Islámica del Irán y Kenya, 

señalaron que es necesario examinar los efectos de temas del tiempo de trabajo que están 

emergiendo como los contratos de cero horas y otras formas de trabajo por llamada así como 

el teletrabajo. 

Sistemas de tiempo de trabajo flexibles en la legislación 
y la práctica nacionales 

100. Los miembros trabajadores indicaron que cuando los sistemas de promediación de las horas 

de trabajo se aplican durante períodos demasiado largos, se corre el riesgo de que pongan en 

peligro la salud y el bienestar de los trabajadores, así como el equilibrio entre su vida laboral 

y su vida privada.  

101. El miembro gubernamental de Filipinas aludió a la reglamentación nacional sobre la 

aplicación de sistemas de semanas de trabajo comprimidas que alientan a los empleadores y 

los trabajadores a llegar a acuerdos voluntarios para adoptar sistemas mutuamente aceptables 

de semanas de trabajo comprimidas.  

102. La miembro trabajadora de Italia se refirió al acuerdo adoptado por Amazon, en mayo de 

2018, sobre la organización de turnos de trabajo, que fue el primero de su clase firmado por 

la empresa con organizaciones sindicales. 

Efectos de las nuevas tendencias y de la tecnología 
en la ordenación del tiempo de trabajo 

103. Los miembros trabajadores consideraron que es inaceptable que las plataformas digitales, 

impongan que los trabajadores concluyan contratos que no son contratos de trabajo con el 

propósito de eludir la legislación laboral. Recordaron que la Recomendación núm. 198 

estableció el principio de la «primacía de los hechos» según la cual la determinación de la 

existencia de una relación de empleo debe guiarse por los hechos relacionados con el 

desempeño real del trabajo y no sobre la base de cómo las partes describan la relación. 

104. Los miembros empleadores consideraron que la cuestión planteada en el Estudio General de 

las nuevas formas de trabajo como el trabajo por llamada o según la demanda y el teletrabajo 

tiene poco que ver con las normas examinadas, las cuales no regulan estos aspectos. Estas 

nuevas formas de trabajo tienen en común que proporcionan más autonomía y flexibilidad, 

incluso en la organización del tiempo de trabajo. Esto ha llevado a que se difuminen las 

líneas que separan una relación de empleo y el empleo autónomo. La clasificación de 

actividades como empleo o autoempleo se puede considerar como un proceso abierto que 

exige la observación constante de la evolución de estas actividades y, de ser necesario, la 

adaptación de los criterios de demarcación. No obstante, los miembros empleadores 

advirtieron que la tendencia a imponer mecánicamente a las nuevas formas de actividad el 

modelo tradicional de relación de empleo y a regularlas en consecuencia podría entorpecer 

el desarrollo de esas nuevas oportunidades de trabajo. Subrayaron que, si bien la OIT es 

competente en las relaciones de empleo, no lo es en materia de contratos comerciales y 

trabajo independiente. Las nuevas formas de trabajo están trayendo ventajas generales para 

las empresas y para los trabajadores. Entre las ventajas que aporta a los trabajadores el 

teletrabajo figuran la reducción en los tiempos de desplazamiento, una mayor autonomía y 
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flexibilidad en la organización del trabajo, un mejor equilibrio entre la vida laboral y la vida 

privada y una mayor productividad. También puede haber ciertas desventajas, como la 

tendencia a trabajar jornadas más largas, a que el trabajo remunerado invada el espacio de la 

vida personal (injerencia del trabajo en la casa) y a la intensificación del trabajo. No obstante, 

consideraron que estas posibles desventajas dependen en buena medida de las percepciones 

y preferencias individuales. En relación con la injerencia del trabajo en la casa y con la 

cuestión de si existe la necesidad de un «derecho a estar desconectado», las respectivas 

percepciones parecen estar sujetas a un cambio generacional. 

105. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y de sus 

Estados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, señaló que, con respecto a la «gig economy» y el trabajo a demanda, la Comisión de 

Expertos ha indicado que cabe tener en cuenta la Recomendación sobre la relación de 

trabajo, 2006 (núm. 198). Se ha reconocido la necesidad de proteger a los trabajadores 

cuando sus acuerdos contractuales les priven de sus derechos con respecto al tiempo de 

trabajo. Dando seguimiento al Pilar europeo de derechos sociales, en la actualidad la UE está 

examinando la posibilidad de una nueva legislación con el fin de establecer el derecho básico 

de los trabajadores a la previsibilidad del trabajo y asegurar el control efectivo de la 

aplicación de los derechos de los trabajadores a la información sobre sus condiciones de 

trabajo. 

106. El miembro gubernamental del Senegal señaló que los nuevos arreglos de trabajo sujetos a 

la influencia digital están transformando las relaciones laborales y la reglamentación del 

tiempo de trabajo. Esos nuevos arreglos, como el teletrabajo, plantean dificultades en 

materia de protección laboral, de imprevisibilidad del horario de trabajo y de inseguridad en 

los ingresos. Con frecuencia se considera a los trabajadores afectados como emprendedores 

independientes, por lo que no disfrutan de los mismos derechos que los trabajadores sujetos 

a relaciones laborales tradicionales. Al mismo tiempo, esos arreglos pueden permitir 

determinada flexibilidad en el tiempo de trabajo. 

107. La miembro trabajadora del Reino Unido, hablando también en nombre del miembro 

trabajador de los Estados Unidos, indicó que el aumento del trabajo precario genera nuevas 

dificultades para la gente trabajadora, por ejemplo los contratos de cero horas, el trabajo por 

medio de agencias o el autoempleo mal pagado. Lo imprevisible de las horas de trabajo hace 

que sea imposible organizar el cuidado de los hijos, mientras que la incertidumbre acerca 

del salario neto hace que los trabajadores tengan que luchar por gestionar las facturas del 

hogar. Los trabajadores de cero horas también carecen de la protección básica que necesitan 

para hacer frente a las malas prácticas en el trabajo y están a merced de la intimidación y los 

tratos degradantes. En partes de la «gig economy» los trabajadores se enfrentan a una 

vigilancia excesiva y a la intensificación del trabajo y no disfrutan de vacaciones pagadas. 

108. El miembro trabajador del Uruguay señaló que la tecnología ha permitido un aumento de la 

productividad. Sin embargo, los cambios en la organización del trabajo facilitados por la 

tecnología han desembocado en la falta de protección de los trabajadores. Éstos se 

encuentran más aislados y no tienen sindicatos que los defiendan. En varias reformas 

laborales, por ejemplo en Francia, Brasil o Argentina, no se consulta a los trabajadores. En 

el Mercosur, la Declaración Sociolaboral debería estar por encima de las reformas laborales 

llevadas a cabo en la región. Un ejemplo de buena práctica en este campo es la reducción de 

la duración de la jornada laboral en el sector metalúrgico del Uruguay, en el que se ha 

repartido el trabajo gracias a la tecnología. 

109. La miembro trabajadora de Francia declaró que las nuevas herramientas digitales han 

desdibujado los límites entre el tiempo de trabajo y la vida privada. En la economía digital 

se debe reforzar la reglamentación de las condiciones de trabajo a fin de evitar abusos en 

nombre de la flexibilidad. Es esencial el derecho a estar desconectado para fijar los límites 
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entre la vida privada y la vida profesional. También están desdibujados los límites entre 

trabajadores y empleadores mediante la creación de zonas grises en las que los trabajadores 

se convierten en empleados autónomos sin acceso a los derechos laborales. También esto es 

una forma de impedir que los trabajadores se organicen colectivamente contra condiciones 

de trabajo regresivas. 

110. La miembro trabajadora de los Países Bajos se refirió a nuevos arreglos de tiempo de trabajo 

flexible cuyo punto en común es la imprevisibilidad de las horas de trabajo y la ausencia de 

límites claros entre el tiempo de trabajo y el tiempo libre. Los modelos de trabajo 

interrumpido, los contratos de cero horas, las novedades en las tecnologías de la información 

y de la comunicación (TIC) y los horarios flexibles de la «gig economy» entrañan arreglos 

del tiempo de trabajo imprevisibles e indefinidos que hacen muy difícil conciliar el trabajo 

con las responsabilidades familiares. 

111. La miembro trabajadora de Italia indicó que las recientes leyes sobre el teletrabajo y el 

trabajo inteligente (smart working) han afectado profundamente a la organización del trabajo 

y contribuido al progresivo desmantelamiento de la protección prevista en el marco de una 

relación de trabajo normalizada. La sustitución de trabajadores por robots o la inteligencia 

artificial plantean la cuestión de la redistribución del trabajo restante. Un miembro trabajador 

de Colombia expresó su preocupación por la generalización de formas atípicas de empleo. 

Un observador, en representación de la Federación Internacional de Trabajadores del 

Transporte, indicó que incluso en los casos en que los tribunales han sostenido con razón 

que los conductores de servicios de taxi basados en plataformas no son auténticos 

autónomos, la naturaleza del trabajo basado en plataformas está planteando interrogantes 

como el de qué cuenta en realidad como tiempo de trabajo. Esto se puede abordar ampliando 

los principios generales que sustentan el tiempo de trabajo al trabajo basado en plataformas. 

112. El miembro empleador de Australia consideró que determinadas formas de trabajo 

perfectamente legítimas y legales, que ofrecen flexibilidad y empleos, están siendo 

deliberadamente vilipendiadas y distorsionadas. Estas opciones de trabajo revisten una 

importancia crucial para satisfacer las preferencias de los empleados en materia de tiempo 

de trabajo, cada vez más diversas e individuales. 

Diálogo social y negociación colectiva 

113. Los miembros trabajadores indicaron que el Estudio General muestra la importancia del 

diálogo social, concretamente para fijar límites a las horas de trabajo y asegurar el equilibrio 

entre la vida laboral y la vida privada. Los acuerdos entre las organizaciones de empleadores 

y de trabajadores podrían, por ejemplo, fijar el período de referencia para promediar las horas 

de trabajo semanales o determinar las circunstancias en las que es posible hacer horas 

extraordinarias. Más en general, el diálogo social debe proteger a los trabajadores en caso 

de excepción a las normas básicas. Dado que muchas categorías de trabajadores no disponen 

de la oportunidad de participar en el proceso de diálogo social ni de designar 

democráticamente a sus representantes, muchos trabajadores se están encontrando en una 

posición de debilidad frente a las peticiones de flexibilidad de los empleadores. La situación 

suele ser difícil en las empresas más pequeñas, en las que no hay sindicatos. En el caso del 

trabajo a demanda o de la «gig economy», también es limitada la presencia sindical. El 

Estudio General ha señalado la importancia y la significativa contribución de los convenios 

colectivos para proteger la salud y el bienestar de los trabajadores y para fortalecer la 

cohesión social. 

114. Los miembros empleadores señalaron que la mayoría de los convenios de la OIT sobre el 

tiempo de trabajo exigen consultas entre los interlocutores sociales a la hora de aplicar sus 

disposiciones en la legislación y la práctica nacionales. Varios convenios también prevén 

convenios colectivos en tanto que medio de aplicación. Por tanto, los interlocutores sociales 
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desempeñan una función esencial en la regulación y la organización del tiempo de trabajo. 

Los miembros empleadores saludaron la tendencia que se da en muchos países de 

descentralizar la negociación colectiva, incluso en aspectos relacionados con el tiempo de 

trabajo, al nivel de la empresa y de permitir que los convenios de empresa sustituyan a 

convenios colectivos de rango superior. Ese modo de proceder permite que a nivel de 

empresa las partes determinen soluciones relativas al tiempo de trabajo que se ajustan más a 

sus necesidades. Con el fin de dar margen suficiente a los convenios de empresa, es necesario 

que el marco jurídico sea lo suficientemente flexible. Si bien están de acuerdo en que la 

legislación y la práctica nacionales, incluidos los convenios colectivos, tienen que estar de 

conformidad con los convenios ratificados, recordaron que la responsabilidad del 

cumplimiento de esos convenios corresponde sólo al gobierno y no a las partes en un 

convenio colectivo. 

115. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y de sus 

Estados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, saludaron que en el Estudio General se reconozca la importancia del diálogo social 

y la negociación colectiva para la regulación del tiempo de trabajo. El diálogo social efectivo 

constituye la clave del modelo social europeo y un requisito previo para el funcionamiento 

de la economía social de mercado de Europa. Esta es la razón por la que se consulta a los 

interlocutores sociales sobre la orientación y el contenido de los instrumentos previstos en 

la UE en la esfera de la política social. En consecuencia, cierto número de acuerdos, incluida 

la Directiva sobre el trabajo a tiempo parcial y la mayoría de las directivas sectoriales sobre 

el tiempo de trabajo, se acuerdan directamente entre los interlocutores sociales. 

116. La miembro gubernamental de Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, señaló 

que en sus países el tiempo de trabajo está regulado en gran medida por los convenios 

colectivos entre los interlocutores sociales. Existen pocas normas obligatorias sobre este 

tema. La reglamentación del tiempo de trabajo constituye una cuestión compleja y es 

necesario que sea equilibrada, tanto para la protección de los trabajadores como para la 

promoción de empresas sostenibles. La legislación del trabajo y los modelos de mercado de 

trabajo delegan en la negociación entre los interlocutores sociales la mayor parte de esta 

reglamentación, con excepción de los límites superior e inferior de las horas de trabajo, los 

períodos de descanso y las vacaciones pagadas. 

117. La miembro gubernamental de la Argentina declaró que las horas de trabajo se fijan 

mediante negociación colectiva, dado que ello es esencial para asegurarse de que se 

satisfacen las necesidades de ambas partes. El miembro gubernamental de Argelia señaló 

que el diálogo social, ya sea a nivel nacional, de rama o de empresa desempeña una 

importante función en la reglamentación del tiempo de trabajo. El miembro gubernamental 

de Kenya señaló que, dada la transformación que está teniendo lugar en el mundo del trabajo, 

la reglamentación del tiempo de trabajo se hace por ello más importante y puede conseguirse 

mediante la adopción o el fortalecimiento de las leyes y políticas nacionales y garantizando 

el derecho a organizarse y a la negociación colectiva, de modo que puedan encontrar su lugar 

los intereses de todas las partes interesadas. El miembro gubernamental del Senegal subrayó 

la centralidad de la negociación colectiva en el proceso de diseñar la reglamentación del 

tiempo de trabajo. 

118. El miembro empleador de Australia consideró que existe la necesidad de estimular más el 

recurso a la negociación colectiva a fin de que arroje innovaciones en la organización del 

tiempo de trabajo en el país. Eso ayudará a mejorar la productividad y la eficacia en más 

empresas y el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada para más trabajadores. Las 

leyes nacionales aprovechan cada vez menos el poder de las relaciones positivas entre 

empleadores y trabajadores. Esto es preocupante, pues la aplicación cada vez más técnica de 

las complejas leyes sobre el trabajo puede poner en peligro la flexibilidad y la confianza 

entre los interlocutores sociales. 
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119. La miembro trabajadora de Italia señaló que en la práctica de su país la negociación colectiva 

desempeña una función central en la definición de la mayoría de los horarios de trabajo y 

está reconocida como fuente de derecho en el sistema nacional de relaciones de trabajo. 

Habitualmente, los convenios colectivos de nivel nacional determinan los ámbitos de la 

ordenación y la flexibilidad en materia de tiempo de trabajo que se traspasan a la negociación 

colectiva de los territorios y a la negociación en las empresas. El miembro trabajador de 

India indicó que el aumento del trabajo precario ha tenido un impacto en la posibilidad de 

negociar colectivamente los términos de empleo. Un miembro trabajador de Colombia 

consideró que la negociación colectiva es el mecanismo idóneo para fijar el tiempo de 

trabajo. 

Medidas adoptadas para velar por el cumplimiento 
de la legislación nacional sobre el tiempo de trabajo 

120. Los miembros empleadores señalaron que el control de la aplicación incluye una variedad 

de medidas entre las que figuran el mantenimiento de registros del tiempo de trabajo, la 

inspección del trabajo, la necesidad de obtener la autorización de las autoridades 

competentes, la participación de los interlocutores sociales y las sanciones por 

incumplimiento. Consideraron que racionalizar la reglamentación estatal, por ejemplo 

limitándola a lo que es de interés público, como la protección de la salud de los trabajadores, 

en contraposición a aquella que además apunta a mejorar el equilibrio entre la vida laboral 

y la vida privada o el bienestar de los trabajadores, podría contribuir a reducir los esfuerzos 

necesarios para asegurar el control de la aplicación de las normas y así garantizar su mejor 

respeto. También deberían estudiarse las posibilidades de delegar esas medidas en los 

interlocutores sociales, los acuerdos individuales u otros mecanismos. El control de la 

aplicación por parte de las autoridades públicas de determinadas disposiciones sobre el 

tiempo de trabajo podría no siempre ser necesario, a condición de que los trabajadores 

puedan acudir a los tribunales. Además, los esfuerzos de las autoridades competentes por 

controlar la aplicación de la legislación se pueden concentrar en aquellos ámbitos en los que 

las infracciones pueden tener efectos especialmente perjudiciales y donde habitualmente 

dicho control es difícil, como en el sector informal o en la agricultura. Señalaron que sólo 

los Convenios núms. 1 y 30 prescriben el control de la aplicación de la normativa por medio 

de sanciones. Dado que esos dos instrumentos contienen en gran medida normas desfasadas 

e inadecuadas sobre el tiempo de trabajo, parece problemático insistir en las sanciones para 

controlar su aplicación. Los convenios más recientes sobre el tiempo de trabajo no prescriben 

específicamente sanciones sino que permiten cualquier medio para asegurar el control de la 

aplicación de las normas. Esto puede apuntar a un cambio de percepción al efecto de que ya 

no se consideran indispensables las sanciones en el caso de las infracciones de la 

reglamentación del tiempo de trabajo y que a menudo existen medios de control de la 

aplicación más adecuados. Finalmente, observando que el Estudio General subraya la 

necesidad de que las sanciones sean disuasorias, los miembros empleadores consideraron 

que es necesario señalar que las sanciones, cuando se impongan, no han de ser 

desproporcionadas. En particular, las sentencias a penas de prisión deben constituir 

excepciones absolutas aplicables sólo en caso de delitos de extrema gravedad. 

121. Los miembros trabajadores señalaron que hasta la mejor legislación es impotente si no existe 

un mecanismo de control que garantice su aplicación, la haga vinculante y, de ser necesario, 

imponga sanciones por infracciones graves. Esto también redunda en interés de los 

empleadores, pues sin este mecanismo sufrirían una competencia desleal de los empleadores 

que son menos escrupulosos a la hora de aplicar las normas. El Estudio General señala que 

la carencia de personal y de recursos consagrados a los servicios de inspección es un 

problema que se repite en todas las regiones del mundo. Además, es imposible vigilar el 

cumplimiento de las normas aplicables si no existe ningún sistema fiable para notificar y 

registrar las horas de trabajo y los períodos de descanso. 
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122. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y de sus 

Estados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, señaló la importancia de aplicar una combinación de actividades de prevención y de 

control de aplicación para conseguir el cumplimiento de las disposiciones legales 

relacionadas con el tiempo de trabajo. 

123. El miembro gubernamental de Egipto apoyó la adopción de nuevos mecanismos y técnicas 

para hacer respetar las disposiciones sobre el tiempo de trabajo mediante la realización de 

inspecciones del trabajo y la imposición de sanciones disuasorias. La miembro 

gubernamental de la Argentina declaró que es esencial contar con registros rigurosos del 

tiempo de trabajo y realizar inspecciones oportunas. A este efecto, los países deben 

aprovechar las nuevas tecnologías. El miembro gubernamental del Senegal señaló que los 

inspectores del trabajo tienen una función primordial que desempeñar en el control de la 

aplicación de las disposiciones sobre el tiempo de trabajo a nivel nacional, motivo por el 

cual el Gobierno se ha embarcado en una política de fortalecimiento de los servicios de 

inspección del trabajo en términos de recursos humanos, financieros y materiales. El 

miembro gubernamental de Côte d’Ivoire indicó que las disposiciones encaminadas a 

garantizar un tiempo de trabajo decente normalmente corresponden al departamento de la 

inspección del trabajo y que los controles se centran particularmente en el respeto de los 

principios de ocho horas de trabajo diario y del descanso semanal, en la prohibición del 

trabajo nocturno para determinadas categorías de trabajadores, en las necesidades de los 

trabajadores con discapacidad y en todas las actividades que suponen un riesgo para la salud 

y la seguridad de los trabajadores. 

124. La miembro trabajadora del Reino Unido, hablando también en nombre del miembro 

trabajador de los Estados Unidos, indicó que un débil control de la aplicación de la 

reglamentación del tiempo de trabajo significa que las empresas que respetan la ley hacen 

frente a la competencia desleal de aquellas que menoscaban las normas o que clasifican 

falsamente a las personas como empleados cuentapropistas. 

125. También se pusieron de relieve, por ejemplo por los miembros trabajadores de Colombia, 

determinados desafíos con respecto al control de la aplicación de las disposiciones sobre el 

tiempo de trabajo en la economía informal. 

Desafíos a que se enfrenta la aplicación de 
los instrumentos en determinados sectores 

126. Algunos miembros de la Comisión resaltaron los actuales desafíos relacionados con el 

tiempo de trabajo en la economía informal. También aludieron a las dificultades que hay en 

ciertos sectores como los de la salud, el transporte, el trabajo doméstico, la manufactura y la 

seguridad. 

Economía informal 

127. El miembro trabajador de Ghana subrayó que los trabajadores de la economía informal 

representan el 90 por ciento de la fuerza de trabajo y que debido a su precaria situación y 

bajos salarios les es difícil pedir un horario de trabajo razonable y tiempo de descanso. Un 

miembro trabajador de Colombia indicó que la informalidad constituye un obstáculo para la 

aplicación de la reglamentación sobre las horas de trabajo. Un observador, en representación 

de la Confederación Sindical Internacional (CSI), subrayó que los trabajadores de la 

economía informal carecen de un horario fijo y que los empleadores suelen negarse a 

pagarles las horas extraordinarias. 
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128. Los miembros empleadores indicaron que los esfuerzos de las autoridades competentes para 

controlar la aplicación de la normativa deberían concentrarse en sectores tales como la 

economía informal, en la que las infracciones causan especial daño y el control resulta difícil. 

129. La miembro gubernamental de Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, destacó 

que a la hora de abordar el tiempo de trabajo se ha de tener en cuenta la creciente 

informalidad. El miembro gubernamental de Filipinas señaló que con frecuencia la 

legislación en materia de tiempo de trabajo no se aplica a la economía informal, y esperó 

que prosiguieran las discusiones sobre este tema. 

Sector de la salud 

130. Con respecto a los servicios de salud, el miembro trabajador del Togo recordó que en este 

sector la actividad es ininterrumpida, lo que se traduce en largas horas de trabajo durante la 

noche. Como el sector sufre escasez de mano de obra, los trabajadores tampoco tienen la 

posibilidad de tomar períodos de descanso o de vacaciones, a expensas de su salud y de su 

vida familiar. La fatiga acumulada de los médicos también pone en peligro las vidas de los 

pacientes. Hace falta un nuevo instrumento internacional del trabajo para conseguir en el 

sector de la salud un horario de trabajo decente. Un miembro trabajador de Colombia puso 

de relieve que, además de las horas realmente trabajadas, a menudo se exige a los 

trabajadores de los servicios médicos que permanezcan de guardia. 

Transporte 

131. El miembro trabajador de Filipinas subrayó la importancia que tiene el tiempo de trabajo en 

sectores con un alto coeficiente de mano de obra como el del transporte. Un miembro 

trabajador de Colombia aludió a la situación de los pilotos, a quienes se obliga a trabajar en 

turnos prolongados y permanecen de guardia después. Un observador, en representación de 

la Federación Internacional de los Trabajadores del Transporte, subrayó que las normas 

internacionales del trabajo sobre el tiempo de trabajo conservan su pertinencia para esos 

trabajadores. Poner a disposición de los conductores de camiones un número suficiente de 

áreas de descanso y aplicar tasas de remuneración normalizadas son medidas importantes 

para proteger a los trabajadores y reducir la presión para trabajar un número excesivo de 

horas. En algunos casos, el exceso de horas extraordinarias se debe al funcionamiento 

ininterrumpido de infraestructuras como el Canal de Panamá. Los trabajadores de la pesca 

comercial también suelen padecer un exceso de horas de trabajo. 

Trabajadores domésticos 

132. El miembro empleador de la India subrayó que necesitan especial atención los trabajadores 

domésticos, que a menudo trabajan para más de un empleador. Un observador, en 

representación de la CSI, llamó la atención sobre las duras condiciones de los trabajadores 

domésticos, que a menudo trabajan en la economía informal. Carecen de horarios de trabajo 

fijos y en ocasiones trabajan las 24 horas del día. En la mayoría de los casos no disfrutan de 

vacaciones anuales, se les paga menos del salario mínimo y se les despide sin preaviso. 

Manufactura 

133. Un observador, en representación de la CSI, subrayó que los trabajadores del sector 

manufacturero carecen de horario fijo y no se les remuneran las horas extraordinarias 

trabajadas. Un observador, en representación de la IndustriALL Global Union, subrayó que 

los graves problemas de horarios de trabajo en el sector manufacturero tienen que ver con el 

modelo de actividad, basado en la tercerización de la producción. Esto genera una carrera 

mundial por rebajar las condiciones de trabajo a fin de atraer inversiones extranjeras a 

expensas de los trabajadores. Los gobiernos no asumen responsabilidad por las actividades 
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de sus empresas en el extranjero y con frecuencia las autoridades locales no tienen la 

voluntad o la capacidad de controlar la aplicación de la legislación sobre el tiempo de trabajo. 

Hacen falta normas vinculantes y acuerdos de obligado cumplimiento para mejorar la 

trazabilidad y la responsabilidad en las cadenas de suministro y para velar por el 

cumplimiento de las normas fundamentales del trabajo. En muchos países de producción no 

existen disposiciones relativas al descanso semanal y las vacaciones anuales. Además, los 

trabajadores acumulan horas extraordinarias que se pagan por debajo de las tasas obligatorias 

y los registros de las horas no reflejan el número de horas realmente trabajadas. Como 

resultado de las largas horas de trabajo, los trabajadores de estos sectores acumulan fatiga y 

se ven altamente expuestos a riesgos de lesiones ocasionadas por el trabajo. Otro problema 

es el de la incapacidad de los trabajadores de ejercer su derecho de libertad sindical y de 

negociación colectiva. Reviste especial preocupación la situación de los trabajadores de las 

zonas francas de exportación. Han de adoptarse medidas para que en el lugar de trabajo 

mejore el cumplimiento de la legislación nacional y de los convenios colectivos en materia 

de horas de trabajo en la industria del textil y las prendas de vestir. 

Sector de la seguridad 

134. Un miembro trabajador de Colombia indicó que se obliga a los guardias de los 

establecimientos penitenciarios a trabajar más de ochenta horas semanales, lo que tiene 

graves consecuencias para su salud. Un observador, en representación de la CSI, subrayó 

que los guardias de seguridad también trabajan sin horario fijo y no perciben remuneración 

por las horas extraordinarias. 

Posible acción de la OIT 

135. Los miembros de la Comisión indicaron la posible acción que podría realizar la OIT como 

seguimiento del Estudio General. 

1. Acción normativa 

136. La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en nombre de la Unión Europea y de sus 

Estados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Georgia, Montenegro y 

Serbia, indicó que están a la espera del examen por los mandantes de la OIT de las medidas 

que podrían tomarse para seguir promocionando los convenios objeto de examen a fin de 

que estos instrumentos puedan alcanzar su pleno potencial y, de ser viable, refundirlos y 

actualizarlos sin disminuir su nivel de protección. Esperó que la discusión del Estudio 

General aporte una contribución provechosa a la reunión tripartita de expertos sobre el 

tiempo de trabajo y el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada y a la labor del 

Grupo de Trabajo tripartito del mecanismo de examen de las normas. 

137. La miembro gubernamental de Marruecos subrayó la importancia de que se actualicen las 

normas de la OIT sobre el tiempo de trabajo refundiéndolas en un nuevo instrumento que 

pueda tener en cuenta las novedades en el mundo del trabajo y adoptando nuevos 

instrumentos que regulen modalidades modernas como el teletrabajo. El miembro 

gubernamental de Kenya afirmó que apoya la elaboración de un instrumento refundido que 

tome en consideración todos los elementos fundamentales proporcionados en el Estudio 

General, incluida la igualdad para trabajadores y trabajadoras, con el fin de garantizar que 

las normas sobre el tiempo de trabajo aporten su contribución al enfoque a la regulación de 

estos temas según los derechos humanos y que además haga posible que los trabajadores 

puedan conciliar el trabajo con su vida privada y familiar. La miembro gubernamental de 

Noruega, hablando en nombre de los países nórdicos, consideró que la discusión del Estudio 

General aportará una contribución importante a la reunión tripartita de expertos sobre el 
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tiempo de trabajo y el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada y a la labor del 

Grupo de Trabajo tripartito del mecanismo de examen de las normas. 

138. Los miembros empleadores subrayaron que es necesario abordar la falta de pertinencia y de 

aceptación de las normas sobre el tiempo de trabajo que se están examinando. Los Convenios 

núms. 1 y 30 están más o menos desactualizados. El Convenio núm. 47 ha sido ratificado 

sólo por 15 países. Además, el caso de anteriores convenios sectoriales sobre el número 

máximo de horas de trabajo para determinados sectores, como el textil y las minas de carbón, 

que nunca fueron ratificados y que fueron retirados por la Conferencia, demuestra que la 

fijación de normas de la OIT sobre el número máximo de horas de trabajo no tuvo éxito. Los 

dos Convenios más recientes examinados, los Convenios núms. 171 y 175, también arrojan 

una tasa de ratificación muy baja, lo que plantea dudas sobre su pertinencia real. También 

consideraron que el enfoque de fijar normas sobre determinados aspectos del tiempo de 

trabajo, por ejemplo sobre trabajo nocturno y trabajo a tiempo parcial, ha llegado a un punto 

muerto. Además, el Convenio núm. 132 no obtuvo una amplia ratificación y no fue 

considerado actualizado por el Consejo de Administración. El Convenio núm. 14 ha atraído 

un número relativamente significativo de ratificaciones, lo que puede indicar que las normas 

sobre períodos mínimos de descanso reciben más aceptación que las normas sobre el número 

máximo de horas de trabajo. Los miembros empleadores concluyeron que la función de las 

normas internacionales del trabajo en la esfera del tiempo de trabajo es probablemente 

mucho más limitada de lo que puede haberse considerado hasta la fecha. 

139. Los miembros trabajadores se opusieron a las propuestas que diluyan las normas mínimas 

existentes a través de cualquier proceso de refundición o revisión, ya que las normas 

existentes son extremadamente flexibles y autorizan excepciones que hacen posible tomar 

en cuenta plenamente situaciones nacionales. Dados los desafíos que plantean los 

instrumentos existentes, los que no obstante prescriben principios básicos claros y una 

protección importante para todos los trabajadores, es inútil dedicar tiempo a la elaboración 

de un nuevo instrumento. El enfoque adoptado por los instrumentos sectoriales, tales como 

el Convenio sobre duración del trabajo y períodos de descanso (transportes por carretera), 

1979 (núm. 153) y Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006, en su versión enmendada 

(MLC, 2006), que permitieron fortalecer los principios generales sobre el tiempo de trabajo 

en instrumentos adaptados a sectores específicos, sigue siendo válido. 

2. Cooperación para el desarrollo y asistencia técnica 

140. Los miembros trabajadores alentaron a la OIT a iniciar una campaña para promover la 

ratificación y la aplicación efectiva de los convenios abarcados por el Estudio General y a 

proporcionar las aclaraciones jurídicas, la asistencia técnica y la formación que sean 

necesarias. La Oficina debería reforzar su asistencia técnica, particularmente en lo relativo 

a la creación de capacidad y al apoyo político. 

141. El miembro gubernamental de Kenya señaló que será necesaria asistencia técnica para 

garantizar el control de la aplicación de las disposiciones relativas al tiempo de trabajo y 

para hacer uso de nuevas tecnologías para la medición de las horas de trabajo. 

Observaciones finales 

142. Los miembros empleadores señalaron que en el programa de trabajo inicial del Grupo de 

Trabajo tripartito del mecanismo de examen de las normas (MEN) figuran 12 instrumentos 

relativos al tiempo de trabajo. Cuando examine las cuestiones que se están considerando, se 

le pedirá al Grupo de Trabajo tripartito del MEN que evalúe el valor añadido específico de 

las normas en este ámbito y que estudie una mejor sincronización y la división de las 

funciones con otros medios de acción de la OIT, entre ellos los materiales de orientación. 

Debería tenerse en cuenta la arquitectura de conjunto de las normas futuras de la OIT. Dado 
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que no existe una aceptación universal de la mayoría de las normas relativas al tiempo de 

trabajo que aparecen en el Estudio General, no parece que las revisiones individuales de 

estas normas, que de manera aislada se ocupan de aspectos concretos del tiempo de trabajo, 

constituyan un ejercicio significativo a emprender. Una posible manera de avanzar puede 

ser la de adoptar un instrumento marco que se ocupe de las políticas y principios en materia 

de tiempo de trabajo, de manera aislada o en el contexto de las condiciones generales de 

trabajo. Más que fijar límites máximos o mínimos al tiempo de trabajo, el instrumento puede 

especificar las consideraciones que sea necesario tener en cuenta para fijarlos, por ejemplo 

las necesidades de flexibilidad de los empleadores, las necesidades de protección de los 

trabajadores y las necesidades de los gobiernos de alcanzar resultados globales en el mercado 

de trabajo. Este instrumento marco debería estar abierto a la evolución en el campo del 

tiempo de trabajo y ser de fácil adaptación. Podría ser complementado con materiales de 

orientación sobre determinados aspectos del tiempo de trabajo, por ejemplo repertorios de 

recomendaciones prácticas, manuales y estudios monográficos sectoriales y bases de datos 

sobre reglamentaciones en materia de tiempo de trabajo. Un instrumento marco de la OIT 

que sustituya a todos los instrumentos actuales en la esfera del tiempo de trabajo podría 

llegar a ser un importante instrumento que refleje y compile la competencia de la OIT en 

este ámbito. 

143. Los miembros empleadores consideraron que, a la espera del examen del Grupo de Trabajo 

tripartito y de cualquier acción que se emprenda siguiendo las recomendaciones del MEN, 

parece necesario tomar algunas medidas provisionales. En lo que respecta a los Convenios 

núms. 1 y 30 la situación es especialmente problemática, dado que los países que los 

ratificaron probablemente estén tratando de eludir silenciosamente determinadas 

obligaciones de los Convenios y los órganos de supervisión de la OIT pueden encontrarse 

en la incómoda situación de tener que criticar prácticas actuales aceptables en materia de 

tiempo de trabajo que no están en sintonía con las disposiciones desactualizadas de los 

Convenios. Esto puede tener efectos negativos para la credibilidad de las normas de la OIT 

en general. Por tanto, los miembros empleadores sugirieron que, a título de medida 

provisional, se dejen de lado ambos Convenios y que los países que los ratificaron puedan 

considerar su denuncia. En lo que respecta a los demás convenios examinados en el Estudio 

General, consideraron que deberían estudiarse las maneras de concentrar el envío de 

memorias sobre disposiciones cruciales y agrupar su supervisión. 

144. Los miembros trabajadores alentaron a la OIT a lanzar de manera urgente una intensa 

campaña de promoción de ratificaciones e implementación efectiva de los instrumentos 

examinados en el Estudio General y a ofrecer explicaciones jurídicas, asistencia técnica y 

formación sobre este tema, cuando sea necesario. Es necesario que los órganos competentes 

de la OIT jueguen un rol proactivo con el fin de clarificar los malentendidos que señala la 

Comisión de Expertos en su Estudio General en relación con los 16 instrumentos. 

Recordando que la regulación del tiempo de trabajo es esencial para el logro de la justicia 

social, celebraron el reconocimiento de los límites de ocho horas de trabajo por día y de 

48 horas de trabajo por semana. Al tiempo que tomaron nota de que el ámbito de aplicación 

de los convenios presenta una considerable flexibilidad que permite a los países excluir 

algunas categorías de trabajadores de las definiciones y de la aplicación de importantes 

disposiciones, expresaron su preocupación por el amplio número de excepciones excesivas 

a las normas fijadas por los convenios y recordaron la importancia de consultar a los 

interlocutores sociales antes del establecimiento de regímenes especiales o excepciones. Los 

acuerdos colectivos juegan un importante rol en la protección de la salud y el bienestar de 

los trabajadores y fortalecen la cohesión social. Las horas extraordinarias y otras formas de 

flexibilidad ponen en peligro la salud y bienestar de los trabajadores y el equilibrio entre 

trabajo y vida privada. Los miembros trabajadores enfatizaron que la falta de personal y de 

recursos de los servicios de inspección es un problema recurrente en todas las regiones del 

mundo. Con el fin de controlar el cumplimiento de las normas aplicables, se necesitan 

sistemas fiables para la notificación y el registro del tiempo de trabajo y los períodos de 



  

 

ILC107-Actas 9A-Parte I-Sp.docx 37 

descanso. Es importante que las autoridades garanticen el establecimiento de medios 

efectivos de control de la aplicación de las disposiciones sobre el tiempo de trabajo, 

principalmente a través de la inspección del trabajo y de la imposición de sanciones 

disuasivas en caso de violaciones. 

145. Los miembros trabajadores recordaron su oposición a las propuestas que diluyan las normas 

mínimas existentes a través de cualquier proceso de refundición o revisión, ya que las normas 

existentes son extremadamente flexibles y autorizan excepciones que hacen posible tomar 

en cuenta plenamente situaciones nacionales. Dieron su apoyo a la organización de una 

reunión tripartita profundizada sobre las cuestiones de conformidad con los instrumentos 

sobre el tiempo de trabajo. 

*  *  * 

Conclusión de la discusión del Estudio General 
sobre los instrumentos relativos al tiempo de trabajo 

146. La Comisión examinó el proyecto de conclusión de la discusión del Estudio General 

relativo a los instrumentos sobre el tiempo de trabajo. 

147. La Comisión aprobó la conclusión de dicha discusión, cuyo texto se reproduce a 

continuación. 

Introducción 

1. Recordando que el tiempo de trabajo ha sido un elemento central de la actividad 

normativa de la Organización a lo largo de su primer siglo, la Comisión saludó la oportunidad 

de abordar este importante tema de actualidad en el contexto de su examen del Estudio General 

relativo a los siguientes instrumentos sobre el tiempo de trabajo: el Convenio sobre las horas de 

trabajo (industria), 1919 (núm. 1); el Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 

1930 (núm. 30); el Convenio sobre las cuarenta horas, 1935 (núm. 47); la Recomendación sobre 

la reducción de la duración del trabajo, 1962 (núm. 116); el Convenio sobre el descanso semanal 

(industria), 1921 (núm. 14); el Convenio sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 

(núm. 106); la Recomendación sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (núm. 

103); el Convenio sobre las vacaciones pagadas (revisado), 1970 (núm. 132); la Recomendación 

sobre las vacaciones pagadas, 1954 (núm. 98); el Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno 

(mujeres), 1948 (núm. 89); el Protocolo de 1990 relativo al Convenio (revisado) sobre el trabajo 

nocturno (mujeres), 1948; la Recomendación sobre el trabajo nocturno de las mujeres 

(agricultura), 1921 (núm. 13); el Convenio sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 171); la 

Recomendación sobre el trabajo nocturno, 1990 (núm. 178); el Convenio sobre el trabajo a 

tiempo parcial, 1994 (núm. 175), y la Recomendación sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 

(núm. 182). 

2. La Comisión tomó nota de que la organización del tiempo de trabajo repercute de 

manera importante en la salud física y mental de los trabajadores, el equilibrio entre la vida 

laboral y la vida privada, la contribución de los trabajadores a la sociedad, la seguridad en el 

lugar de trabajo, y la competitividad, agilidad, productividad y viabilidad de las empresas. La 

Comisión reconoció que encontrar el equilibrio adecuado entre la protección de los trabajadores 

y las necesidades de las empresas en la organización del tiempo de trabajo sigue siendo un 

objetivo importante para el logro de la justicia social. La Comisión consideró que esto cobra 

toda su importancia en el contexto de los importantes procesos de cambio por los que atraviesa 

el mundo del trabajo. 

Realidades y necesidades de los Estados Miembros 

3. La Comisión tomó nota de que las transformaciones que actualmente tienen lugar en 

el mundo del trabajo, facilitadas por la evolución y las mejoras en la tecnología y las 

comunicaciones, están cambiando muchas de las tradicionales dimensiones espaciotemporales 

del trabajo y repercuten en la organización de éste. La Comisión mencionó en particular las 
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nuevas modalidades de trabajo que están emergiendo, por ejemplo el teletrabajo y el trabajo 

basado en plataformas digitales. La Comisión tomó nota de que en el marco de la iniciativa 

relativa al futuro del trabajo se están también considerando esas nuevas modalidades. 

4. La Comisión consideró que, la adopción de un marco normativo apropiado sobre el 

tiempo de trabajo es importante tanto para proteger a los trabajadores como para asegurar reglas 

de juego equitativas para los empleadores. La Comisión tomó nota también de que los 

interlocutores sociales a través del diálogo social y la negociación colectiva tienen un importante 

papel que desempeñar en establecer reglas y aportar directrices y garantizar así que las 

modalidades del tiempo de trabajo se ajusten mejor a las necesidades concretas tanto de los 

empleadores como de los trabajadores. 

5. La Comisión tomó nota de los desafíos que plantea la adaptación equilibrada de la 

normativa sobre el tiempo de trabajo y el control de su aplicación, en particular en el contexto 

de las nuevas modalidades de trabajo. Subrayó la necesidad de redoblar los esfuerzos en estos 

ámbitos así como la oportunidad de examinar diversas medidas a este respecto.  

Medios de acción de la OIT 

1. Acción normativa 

6. La Comisión consideró que las conclusiones del Estudio General y su discusión 

podrían servir de aportación a la reunión tripartita de expertos, en caso de que tuviera lugar, tal 

como está contemplado en el párrafo 21, a), de las conclusiones relativas a la discusión 

recurrente sobre la protección social (protección de los trabajadores) adoptadas por la 

Conferencia en 2015. 

7. La Comisión consideró también que el Estudio General, junto con el informe y la 

conclusión de la presente discusión, contribuirán a la labor que sobre este asunto realizará el 

Grupo de Trabajo Tripartito del mecanismo de examen de las normas. 

2. Cooperación para el desarrollo y asistencia técnica 

8. Observando que algunos Estados Miembros se han referido a la necesidad de 

asistencia técnica en relación con las cuestiones relativas al tiempo de trabajo, la Comisión 

esperó que la Oficina proporcione la ayuda solicitada y siga realizando los estudios necesarios 

para identificar las posibles respuestas a las realidades actuales y emergentes en este ámbito, 

incluyendo enfoques integrados e innovadores encaminados a reconciliar las necesidades de los 

trabajadores, en cuanto a la conciliación de la vida laboral, la vida privada y la vida familiar con 

las necesidades de las empresas en una economía crecientemente integrada y competitiva. 

D. Cumplimiento de las obligaciones específicas 

1. Casos de incumplimiento grave por los Estados Miembros 
de la obligación de enviar memorias o de otras obligaciones 
relativas a las normas 

148. Durante una sesión especial, la Comisión examinó los casos de incumplimiento grave por 

parte de los Estados Miembros de su obligación de envío de memorias y de otras 

obligaciones relativas a las normas 5. Tal como se explica en el documento D.1, parte V, se 

aplican los siguientes criterios: incumplimiento durante al menos los dos últimos años de la 

obligación de envío de memorias sobre convenios ratificados; incumplimiento desde hace al 

menos dos años de envío de las primeras memorias sobre la aplicación de convenios 

ratificados; incumplimiento de la obligación de enviar información referente a todas o la 

mayor parte de las observaciones de la Comisión de Expertos; incumplimiento durante los 

últimos cinco años de la obligación de enviar memorias sobre convenios y recomendaciones 

 

5 Puede encontrarse información detallada sobre el examen de estos casos en la sección A de la Parte II 

del presente informe. 
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no ratificados; omisión de la obligación de someter a las autoridades competentes los 

convenios y recomendaciones adoptados por la Conferencia en al menos siete reuniones; y 

omisión de la obligación de indicar las organizaciones representativas de empleadores y de 

trabajadores a las cuales, de conformidad con el artículo 23, párrafo 2, de la Constitución, se 

han comunicado copias de las memorias e informaciones proporcionadas a la Oficina en 

virtud de los artículos 19 y 22. La Presidenta explicó los métodos de trabajo de la Comisión 

con miras a la discusión de estos casos. 

149. Los miembros empleadores recordaron que el funcionamiento del sistema de control de la 

OIT se basa fundamentalmente en la información proporcionada por los gobiernos en sus 

memorias. Por ese motivo, el cumplimiento de las obligaciones en materia de presentación 

de memorias es crucial para poder realizar un control adecuado y efectivo de las normas de 

la OIT. Sigue siendo reducido el número de memorias presentadas en virtud del artículo 22 

de la Constitución de la OIT que se recibieron hasta el 1.º de septiembre de 2017 y sigue 

siendo elevado el número de casos en los que no se ha proporcionado información en 

respuesta a los comentarios de la Comisión de Expertos. Lamentaron que, pese a los 

esfuerzos realizados, no se haya podido avanzar de forma notable en lo relativo a este 

problema pendiente desde hace tiempo. La presentación de información por parte de las 

organizaciones de trabajadores y de empleadores puede añadir datos y servir de verificación 

de la realidad, pero no sustituye a las memorias de los gobiernos. Si bien la Oficina, dentro 

de sus capacidades financieras y de recursos humanos, debe continuar prestando asistencia 

a los gobiernos para que cumplan sus obligaciones, la presentación de memorias es, en 

última instancia, responsabilidad de los gobiernos. Corresponde a los gobiernos la decisión 

sobre la ratificación de los convenios, y la ratificación entraña obligaciones en materia de 

presentación de memorias. Los miembros empleadores mostraron su preocupación porque 

15 países no han presentado las memorias debidas desde hace al menos dos años. Además, 

61 de las 95 primeras memorias que debían presentarse llegaron cuando la reunión de la 

Comisión había finalizado, y 13 Estados Miembros no han presentado primera memoria 

durante al menos dos años, a pesar del oportuno diálogo al respecto entre la Comisión de 

Expertos y el Estado Miembro en cuestión sobre la aplicación de los convenios ratificados. 

Alentaron a los gobiernos en cuestión a solicitar la asistencia técnica de la Oficina y a 

presentar sus primeras memorias sin más demora. Los miembros empleadores acogieron con 

agrado la decisión que ha tomado la Comisión de Expertos, a raíz de una propuesta 

formulada por los miembros empleadores, de instituir la práctica de emitir «llamamientos 

urgentes» en los casos de incumplimiento grave y señalar a la atención de la Comisión de la 

Conferencia esos casos, de manera que se pueda convocar a los gobiernos antes de la reunión 

de la Comisión de la Conferencia; a falta de memoria, la Comisión de Expertos podrá 

examinar el fondo de la cuestión en la siguiente reunión. En cuanto a las memorias que se 

presentan en virtud del artículo 19 de la Constitución de la OIT, son 38 los países que no 

han presentado memorias sobre los convenios ratificados y las recomendaciones durante los 

últimos cinco años, a pesar de la importancia de éstas para que los Estudios Generales sean 

exhaustivos. En lo concerniente a la presentación de instrumentos adoptados por la 

Conferencia ante las autoridades competentes, los miembros empleadores expresaron su 

preocupación por el hecho de que 31 Estados Miembros no hayan cumplido esta obligación 

constitucional, al tiempo que elogiaron los esfuerzos desplegados por varios países para 

presentar sus memorias a tiempo. 

150. Los miembros trabajadores señalaron la necesidad de celebrar esta sesión especial, ya que 

pone de relieve el gran número de países que no cumplen sus obligaciones constitucionales. 

Estos incumplimientos ponen en peligro el buen funcionamiento del sistema de control de 

la OIT. Esta reunión brinda la ocasión de invitar a los países que no cumplen sus obligaciones 

a hacerlo. La disminución del número de memorias recibidas con respecto al año pasado se 

ha visto confirmada. Además, hay 15 países que no han presentado las memorias solicitadas 

desde hace al menos dos años y 13 países no han transmitido la primera memoria desde hace 

al menos dos años. Las primeras memorias que se deben presentar tras una ratificación son 
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muy importantes ya que permiten realizar una primera evaluación de la aplicación de los 

convenios en cuestión. Por otra parte, 43 países no han respondido a las observaciones y las 

solicitudes directas formuladas por la Comisión de Expertos. Esta negligencia tiene un impacto 

negativo sobre el trabajo de los órganos de control. Los miembros trabajadores instaron a los 

países en situación de incumplimiento a presentar toda la información solicitada. Los Estudios 

Generales también se basan en la información presentada por los Estados Miembros de la OIT. 

Así pues, es primordial que se presente dicha información para hacerse una idea general de la 

aplicación, en la legislación y en la práctica, de los instrumentos de la OIT, incluso en los 

países que no han ratificado los convenios en cuestión. En este sentido, los miembros 

trabajadores observaron que, en los últimos cinco años, 38 países no han presentado 

información alguna para los Estudios Generales redactados por la Comisión de Expertos. Esto 

es lamentable, ya que, de haberlo hecho, estos Estados habrían contribuido a enriquecer el 

Estudio General. Los miembros trabajadores expresaron su preocupación por estas cifras y 

solicitaron que se refuercen las iniciativas positivas, que ya está desarrollando la Oficina para 

mejorar el seguimiento de los países en situación de incumplimiento grave de sus obligaciones 

constitucionales, para invertir la tendencia negativa observada este año. 

151. En relación con la obligación constitucional de indicar las organizaciones representativas de 

empleadores y de trabajadores a las que han transmitido copias de las memorias sobre los 

convenios ratificados, los miembros trabajadores recordaron a dichos Estados que el 

tripartismo constituye el fundamento de la OIT y que es esencial que los interlocutores sociales 

estén implicados en el control de la aplicación de las normas internacionales del trabajo en sus 

países. En cuanto a los casos de falta grave de sumisión, los miembros trabajadores recordaron 

que esta obligación es esencial para garantizar, a nivel nacional, una participación tripartita en 

el proceso de elaboración de las normas de la OIT. Los miembros trabajadores lamentaron en 

sus conclusiones que tan sólo una veintena de países Miembros de los 66 países invitados a 

manifestarse hayan transmitido sus informaciones a la Comisión en relación con los casos de 

incumplimiento grave que se les han atribuido. Tomaron nota asimismo de las dificultades de 

orden práctico que algunos países Miembros han tenido que superar para cumplir con sus 

obligaciones. En este sentido, la Oficina debería garantizar un seguimiento continuo y 

minucioso en los países Miembros con objeto de proporcionarles toda la asistencia que 

precisen para el cumplimiento de sus obligaciones. Los miembros trabajadores tomaron nota 

asimismo de la necesidad de formación manifestada por algunos países Miembros y hacen un 

llamamiento a la Oficina para que se comprometa a intensificar las ofertas de formación en la 

materia. Los miembros trabajadores concluyeron con un llamamiento a todos los Estados 

Miembros en situación de incumplimiento de sus obligaciones constitucionales a que la 

resuelven lo más pronto posible. 

1.1. Incumplimiento de la obligación de someter 
los convenios, protocolos y recomendaciones 
a las autoridades competentes 

152. De conformidad con su mandato, la Comisión examinó la manera en que se había dado 

cumplimiento a los párrafos 5, 6 y 7 del artículo 19 de la Constitución de la OIT. Esas 

disposiciones exigen que los Estados Miembros sometan, en el término de doce meses o, 

excepcionalmente, de dieciocho meses a partir de la clausura de cada reunión de la 

Conferencia, los instrumentos adoptados en dicha reunión, a la autoridad o autoridades 

competentes en ese asunto para que promulguen legislación o adopten otras medidas, informen 

al Director General de la OIT sobre las medidas tomadas a tal fin, e indiquen cuál es la 

autoridad competente. 

153. La Comisión observó que, a fin de facilitar sus deliberaciones, el informe de la Comisión de 

Expertos sólo mencionaba a aquellos gobiernos que no han proporcionado a las autoridades 

competentes ninguna información sobre la sumisión de los instrumentos adoptados por la 

Conferencia durante, por lo menos, las últimas siete reuniones (desde la 95.ª reunión (2006) a 
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la 104.ª reunión (2015)), debido a que la Conferencia no había adoptado ningún convenio ni 

recomendación durante las 97.ª (2008), 98.ª (2009), 102.ª (2013) y 105.ª (2016) reuniones. Se 

estimó que ese periodo de tiempo era suficientemente largo como para justificar que se invitara 

a las delegaciones gubernamentales a una reunión especial de la Comisión de la Conferencia, 

en la cual podrían explicar los motivos de los retrasos en la sumisión. 

154. La Comisión tomó nota de la información y las explicaciones suministradas por los 

representantes gubernamentales que hicieron uso de la palabra durante la sesión especial. 

Tomó nota de las dificultades específicas mencionadas por los delegados de algunos países 

para el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales y, en particular, de su intención de 

cumplir a la brevedad con su obligación de someter los instrumentos adoptados por 

la Conferencia Internacional del Trabajo a las autoridades competentes. Algunos gobiernos 

han solicitado la asistencia de la OIT para clarificar cómo proceder y completar el proceso de 

sumisión de los instrumentos adoptados por la Conferencia a sus parlamentos nacionales en 

consulta con los interlocutores sociales. 

155. La Comisión expresó su profunda preocupación por la omisión en el cumplimiento de la 

obligación de sumisión de convenios, protocolos y recomendaciones a las autoridades 

competentes nacionales. Recordó también que esta obligación constitucional es un requisito 

de la máxima importancia para garantizar la eficacia de las actividades normativas de la OIT. 

La Comisión recordó asimismo que los gobiernos podían solicitar asistencia técnica a 

la Oficina a fin de subsanar sus dificultades a estos efectos. 

156. La Comisión tomó nota de que los siguientes países están aún en situación de incumplimiento 

grave de la obligación de sumisión de los instrumentos adoptados por la Conferencia a las 

autoridades competentes, a saber: Azerbaiyán, Bahamas, Bahrein, Belice, Comoras, 

Croacia, Dominica, El Salvador, Fiji, Gabón, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Haití, 

Islas Salomón, Kirguistán, Kiribati, Kuwait, Liberia, Libia, Pakistán, Papua Nueva 

Guinea, Saint Kitts y Nevis, Samoa, Santa Lucía, San Vicente y las Granadinas, 

Seychelles, Sierra Leona, República Árabe Siria, Somalia y Vanuatu. La Comisión 

expresó su firme esperanza de que los gobiernos adoptarán las medidas necesarias para cumplir 

sus obligaciones constitucionales de sumisión. 

1.2. Omisión de la obligación de enviar memorias 
e informaciones sobre los convenios ratificados 

157. La Comisión tomó nota de la información y las explicaciones suministradas por los 

representantes gubernamentales que hicieron uso de la palabra durante la sesión especial. 

Algunos gobiernos solicitaron la asistencia de la OIT. La Comisión recordó que el envío de 

memorias sobre la aplicación de los convenios ratificados constituye una obligación 

constitucional fundamental y la base del sistema de control. Reiteró asimismo la importancia 

crucial que reviste el hecho de enviar las primeras memorias sobre la aplicación de los 

convenios ratificados. La Comisión recalcó la importancia de observar los plazos previstos. 

Además insistió en la gran importancia que tiene para la continuación del diálogo con los 

gobiernos interesados que la información transmitida en respuesta a los comentarios de la 

Comisión de Expertos sea clara y completa. En este sentido, la Comisión expresó su profunda 

preocupación por la omisión en el cumplimiento de estas obligaciones y reiteró que la OIT 

puede ofrecer asistencia técnica para contribuir a dicho cumplimiento.  

158. La Comisión tomó nota de que, a la fecha de la reunión de la Comisión de Expertos de 2017, 

la proporción de memorias recibidas (artículo 22 de la Constitución) fue del 66,5 por ciento 

(69,5 por ciento para la reunión de 2016). Desde entonces, se han recibido otras memorias, lo 

que ha aumentado la cifra hasta el 74,1 por ciento (frente al 77,3 por ciento en junio de 2017). 
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159. La Comisión tomó nota de que ninguna memoria sobre los convenios ratificados ha sido 

proporcionada desde hace al menos dos años por los Estados siguientes: Dominica, Gambia, 

Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Haití, Islas Cook, Islas Salomón, Malasia – Sabah, 

Santa Lucía, Somalia, Timor-Leste y Vanuatu. 

160. La Comisión tomó nota también de que algunas primeras memorias sobre los convenios 

ratificados no han sido proporcionadas, desde hace al menos dos años, por los Estados 

siguientes: Belice, Comoras, Congo, Gabón, Guinea Ecuatorial, Guyana, Islas Cook, 

República de Maldivas, Nicaragua, San Vicente y las Granadinas, Serbia y Somalia. 

161. La Comisión tomó nota de que no ha recibido todavía información alguna referente a todas 

o a la mayoría de las observaciones y solicitudes directas formuladas por la Comisión de 

Expertos, respecto de las cuales se había pedido una respuesta para el período que finalizó 

en 2017 a los países siguientes: Barbados, Belice, Botswana, Brunei Darussalam, Chad, 

Djibouti, Dominica, Gambia, Granada, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Haití, Islas 

Salomón, Kirguistán, Kiribati, Liberia, Malasia, Malasia (Malasia Peninsular, Sabah 

y Sarawak), Malawi, Mozambique, , Papua Nueva Guinea, San Vicente y las 

Granadinas, Santa Lucía, Sierra Leona, Singapur, Somalia, Timor-Leste, Trinidad y 

Tabago, Vanuatu y Yemen. 

1.3. Envío de memorias sobre los convenios no ratificados 
y las recomendaciones 

162. La Comisión destacó la importancia que concedía a la obligación constitucional de envío de 

memorias sobre los convenios no ratificados y las recomendaciones. En efecto, estas memorias 

posibilitan una mejor evaluación de la situación en el contexto de los Estudios Generales de la 

Comisión de Expertos. A este respecto, la Comisión expresó su profunda preocupación por la 

omisión en el cumplimiento de esta obligación y reiteró que la OIT podía brindar asistencia 

técnica para contribuir al cumplimiento de esta obligación. 

163. La Comisión tomó nota de que, en los últimos cinco años, ninguno de los siguientes países ha 

suministrado las memorias sobre los convenios no ratificados y las recomendaciones 

correspondientes, solicitadas en virtud del artículo 19 de la Constitución, a saber: Afganistán, 

Angola, Armenia, Belice, Botswana, Chad, Congo, Dominica, Emiratos Árabes Unidos, 

Eswatini 6, Granada, Guinea-Bissau, Guyana, Haití, Irlanda, Islas Cook, Islas Marshall, 

Islas Salomón, Kiribati, Liberia, Libia, República de Maldivas, Papua Nueva Guinea, 

Santa Lucía, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Somalia, Sudán del Sur, Timor-Leste, 

Tonga, Tuvalu, Vanuatu y Yemen. 

1.4. Comunicación de copias de las memorias a las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores 

164. La Comisión ha tomado nota de que no ha recibido todavía información alguna por parte del 

Estado Plurinacional de Bolivia ni de Rwanda en relación con el nombre de las 

organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores a las cuales, de conformidad 

con el artículo 23, 2), de la Constitución, se habrían comunicado copias de las memorias 

enviadas a la OIT en virtud de los artículos 19 y 22, en los últimos tres años. La Comisión ha 

recordado que el respeto de la obligación de los gobiernos de comunicar memorias e 

informaciones a las organizaciones de empleadores y de trabajadores es una exigencia de la 

 

6 Antiguamente Swazilandia. 
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máxima importancia para garantizar la participación de éstas en los mecanismos de control de 

la OIT. 

2. Aplicación de los convenios ratificados 

165. La Comisión tomó nota con interés de las informaciones suministradas por la Comisión de 

Expertos en el párrafo 54 de su informe, en el que se enumeran los nuevos casos en que la 

Comisión ha expresado su satisfacción con las medidas adoptadas por los gobiernos como 

consecuencia de los comentarios formulados sobre el grado de conformidad de las legislaciones 

o prácticas nacionales con las disposiciones de un convenio ratificado. Además, la Comisión de 

Expertos enumeró, en el párrafo 57 de su informe, los casos en los cuales se tomó nota con interés 

de las medidas adoptadas que garantizan una mejor aplicación de los convenios ratificados. Estos 

resultados representan una prueba tangible de la efectividad del sistema de control. 

166. En la presente reunión, la Comisión de la Conferencia examinó 23 casos individuales relativos 

a la aplicación de varios convenios 7. 

2.1. Casos especiales 

167. La Comisión recuerda que sus métodos de trabajo prevén la posibilidad de llamar la atención 

de la Conferencia sobre las discusiones que tuvo respecto de los casos cuyo resumen completo 

figura en la Parte II del presente informe. No ha recurrido a esta posibilidad el presente año. 

2.2. Casos de falta continua de aplicación 

168. La Comisión reiteró que sus métodos de trabajo ofrecen una lista de casos de falta continua de 

aplicación durante varios años para eliminar graves deficiencias en la aplicación de convenios 

ratificados sobre los que la Comisión ha discutido previamente. 

3. Participación en la labor de la Comisión 

169. La Comisión expresó su gratitud a los 45 gobiernos que habían colaborado con ella, 

proporcionándole informaciones sobre la situación en sus países, y participando en la 

discusión de los casos individuales. 

170. Sin embargo, la Comisión lamentó que los gobiernos de los siguientes países no tomaron parte 

en las discusiones relativas a sus países en relación con el cumplimiento de sus obligaciones 

constitucionales de enviar memorias o de otras obligaciones relativas a las normas: 

Afganistán, Armenia, Azerbaiyán, Barbados, Botswana, Brunei Darussalam, Chad, 

Comoras, Congo, Croacia, Djibouti, Fiji, Gabón, Guinea Ecuatorial, Kuwait, Libia, 

Papua Nueva Guinea, Seychelles, República Árabe Siria, Somalia y Trinidad y Tabago. 

171. La representante del Secretario General informó a la Comisión de que la delegación del 

Gobierno de Samoa no está acreditada en la presente Conferencia. El Gobierno envió una 

comunicación a la atención de la Comisión de Expertos en relación con su cumplimiento del 

Convenio núm. 182. En esta comunicación, el Gobierno justificó también la ausencia de su 

delegación a la 107.ª reunión de la Conferencia Internación del Trabajo en razón de 

restricciones financieras e hizo hincapié en su compromiso de suministrar una memoria 

exhaustiva a la Comisión de Expertos antes de finales de agosto del año en curso. El Presidente 

 

7 El resumen de la información presentada por los gobiernos, las deliberaciones, y las conclusiones 

del examen de los casos individuales figuran en la sección B de la Parte II de este informe. 
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anunció que, como se indica en la parte VII del documento D.1, el último día de la discusión 

de los casos individuales, la Comisión trata los casos en que los gobiernos no hubieran 

respondido a la invitación. La negativa de un gobierno a participar en los trabajos de la 

Comisión constituye un obstáculo significativo para la consecución de los objetivos 

principales de la Organización Internacional del Trabajo. En el caso de los gobiernos que no 

están presentes en la Conferencia, la Comisión no debatirá sobre el fondo del caso, aunque 

pondrá de relieve en el informe la importancia de las cuestiones planteadas. Cuando se dan 

estas circunstancias, se recalcan especialmente las medidas que deberán tomarse para reanudar 

el diálogo.  

172. Los miembros trabajadores lamentaron la ausencia de la delegación del Gobierno en la reunión 

actual de la Conferencia, que ha impedido el examen del caso por la Comisión. La 

participación del Gobierno en la Conferencia es esencial para el funcionamiento efectivo del 

sistema de control. Los miembros trabajadores destacaron algunos aspectos fundamentales de 

los comentarios de la Comisión de Expertos que requieren medidas de seguimiento por parte 

del Gobierno con miras a corregir la situación del trabajo infantil en el país. Un estudio piloto 

de la OIT reveló que alrededor del 38 por ciento del trabajo infantil en Samoa lo realizan 

menores de 15 años, lo que pone en riesgo el desarrollo de estos niños, y puso en entredicho 

la capacidad del Gobierno y su compromiso para corregir las peores formas de trabajo infantil. 

Las leyes en materia de protección de la infancia son inadecuadas y la ausencia de cualquier 

protección para los jóvenes entre 16 y 18 años de edad deja a éstos particularmente expuestos 

a riesgos de explotación. Las instituciones para la protección de los niños no funcionan 

correctamente y las reformas legislativas se han estancado. No han avanzado los procesos 

normativos para los proyectos de ley, por ejemplo para los proyectos redactados en 

conformidad con los Protocolos facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño, 

que el Gobierno había ratificado en 2016. Es preciso hacer más para atajar las preocupaciones 

relativas a las peores formas de trabajo infantil. Los miembros trabajadores instaron al 

Gobierno a suministrar a la Comisión de Expertos, en su próxima reunión, una memoria 

detallada sobre la aplicación del Convenio. El Gobierno debería recurrir a la asistencia técnica 

de la OIT para cumplir con sus obligaciones de presentación de memorias y eliminar las peores 

formas de trabajo infantil. 

173. Los miembros empleadores se hicieron eco de la declaración de los miembros trabajadores y 

manifestaron que lamentaban que el Gobierno no haya asistido a la Conferencia. En relación 

con el incumplimiento del Convenio, que es una gran preocupación, la Comisión de Expertos 

ha definido tres aspectos principales: la disparidad entre las ratificaciones de los Protocolos 

facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño y la protección real que reciben los 

niños en el país; la ausencia de una lista de trabajos peligrosos para los jóvenes, y la prevalencia 

de menores de 15 años explotados como vendedores ambulantes y sujetos a otras prácticas 

abusivas. El hecho de que el Gobierno no haya presentado respuestas ante la Comisión sobre 

estas cuestiones, con independencia de su ausencia de la misma, es un motivo de profunda 

preocupación. Los miembros empleadores instaron al Gobierno a comunicar sus respuestas y 

a comprometerse a participar plenamente en la próxima reunión de la Conferencia 

Internacional del Trabajo. 

174. La Comisión lamentó observar que los gobiernos de los siguientes países no estuvieron 

representados en la Conferencia y no estuvieron en condiciones de participar en las discusiones 

relativas a sus países en relación con el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales de 

enviar memorias o de otras obligaciones relativas a las normas: Belice, Dominica, Gambia, 

Granada, Guinea-Bissau, Guyana, Islas Cook, Islas Marshall, Islas Salomón, 

Kirguizistán, República de Maldivas, Rwanda, Saint Kitts y Nevis, Samoa, San Vicente 

y la Granadinas, Santa Lucía, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Timor-Leste, 

Tonga, Tuvalu y Vanuatu. 
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E. Adopción del informe y observaciones finales 

175. La Comisión aprobó su informe en su tenor enmendado. 

176. Los miembros empleadores declararon que los trabajos de la Comisión se habían  

desarrollado, una vez más este año, con un espíritu constructivo y abierto. Pese a que 

persisten las discrepancias entre los mandantes tripartitos en el seno de la Comisión, y entre 

la Comisión de la Conferencia y la Comisión de Expertos, éstas se han expresado con un 

talante de respeto mutuo y ateniéndose siempre al compromiso con un sistema de control 

sólido y equilibrado. La Comisión ha demostrado una vez más su capacidad para propiciar 

un diálogo tripartito significativo y orientado a la obtención de resultados, así como para 

adoptar conclusiones claras, consensuadas y explícitas. Esperaban que estas conclusiones 

contribuyan a un mayor entendimiento de las medidas recomendadas con miras a lograr el 

cumplimiento de las normas internacionales del trabajo. 

177. La última reunión de la Comisión antes del centenario de la OIT en 2019 constituye una 

oportunidad única para seguir mejorando la transparencia, la eficiencia, la pertinencia y una 

firme gobernanza tripartita del mecanismo periódico de control. Los miembros empleadores 

reiteraron varias propuestas con miras a alcanzar el objetivo que habían formulado durante 

la discusión general. Estas propuestas recomendaban: i) hacer el informe de la Comisión de 

Expertos más ameno y accesible, incluyendo propuestas concretas de medidas correctivas 

que sean prácticas, sencillas, concretas y verificables; ii) incluir hipervínculos en la versión 

electrónica de las observaciones de la Comisión de Expertos que remitan a comentarios 

previos de ésta y a discusiones previas de la Comisión de la Conferencia, así como a las 

copias de las observaciones de los interlocutores sociales; iii) la publicación de la 

información y/o de los resultados concretos de las misiones de seguimiento de las 

conclusiones de la Comisión de la Conferencia (esta información deberían ser publicada en 

la página web de la Comisión y/o en la base de datos de NORMLEX); iv) desarrollar más la 

página web de la Comisión de la Conferencia en la medida en que sea necesario; v) buscar 

más oportunidades de cooperación y de diálogo auténtico entre la Comisión de la 

Conferencia y la Comisión de Expertos con miras a mejorar la comprensión de la Comisión 

de Expertos sobre las cuestiones prácticas a las que deben hacer frente los empleadores y las 

organizaciones de empleadores; y vi) alentar a los Estados Miembros incluidos en la lista 

preliminar de 40 casos a que suministren la información solicitada un mes antes del inicio 

de la próxima Conferencia Internacional del Trabajo con objeto de preparar con antelación 

a los mandantes tripartitos para las discusiones que tendrán lugar. 

178. Los miembros empleadores destacaron asimismo que la Comisión de Expertos tan sólo 

debería apartarse del ciclo regular de presentación de memorias en casos excepcionales, y 

cuando así suceda, explicar y motivar tal decisión. Además, la Comisión de Expertos debería 

exponer las razones para introducir una doble nota a pie de página en un caso y sobre su 

decisión de designarlo como un caso grave. Los miembros empleadores lamentaron que no 

se hayan debatido más casos de progreso en la Comisión de la Conferencia desde 2013 y 

sugirieron que se tomase el centenario de la OIT como una oportunidad para incluir casos 

de progreso entre los 24 casos individuales. Habida cuenta de que las conclusiones de la 

Comisión representan un consenso tripartito sobre las cuestiones relativas al cumplimiento 

de los convenios por los Estados Miembros, en ellas se debería determinar y explicar en 

términos generales el alcance de la asistencia técnica de la Oficina y de las misiones de 

seguimiento al respecto. Los especialistas de ACTRAV y ACT/EMP deberían participar en 

este seguimiento en sus respectivos países con miras a lograr el cumplimiento de un modo 

que tenga en cuenta las necesidades tanto de las organizaciones de los empleadores como de 

los trabajadores. Esperaban con interés la discusión sobre las propuestas formuladas 

anteriormente en la próxima consulta tripartita informal sobre los métodos de trabajo de la 

Comisión. 
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179. Tras la adopción de las conclusiones de la discusión del Estudio General, los miembros 

empleadores reiteraron que el tiempo de trabajo es una cuestión sujeta a cambios constantes 

y que exige la adaptación periódica a las nuevas realidades. A tenor de la diversidad entre 

los Estados Miembros, resulta difícil establecer normas internacionales sobre el tiempo de 

trabajo. La organización del tiempo de trabajo es crucial para la competitividad, la agilidad, 

la productividad y la sostenibilidad de las empresas. Por lo tanto, cualquier reglamentación 

de esta cuestión ha de equilibrar cuidadosamente tanto las necesidades de protección de los 

trabajadores como las necesidades variables y cambiantes de las empresas. Para concluir, 

los miembros empleadores recalcaron que el centenario de la OIT debería servir de impulso 

adicional para seguir mejorando la eficacia del sistema de normas internacionales del trabajo 

en su conjunto. 

180. Los miembros trabajadores se congratularon del éxito de los trabajos de la Comisión y, en 

particular, de la riqueza de los debates y la calidad de las contribuciones. La discusión 

general ha brindado la oportunidad de reiterar que la coherencia y la estabilidad de los 

mecanismos de control de la Organización exige dedicar una atención especial a su cohesión. 

Los miembros trabajadores han insistido sobre la necesidad de garantizar que la Comisión 

de Expertos y la Comisión de la Conferencia, los dos pilares del sistema de control, 

funcionan de forma independiente, respetando al otro órgano y garantizando un diálogo. A 

este respecto, los miembros trabajadores lamentaron que se haya cuestionado 

periódicamente el trabajo de la Comisión de Expertos durante los debates. Señalaron que la 

Comisión de Expertos proporciona explicaciones suficientemente detalladas en su informe 

sobre las características de su mandato o incluso sobre las situaciones en las que decide 

interrumpir el ciclo normal de presentación de memorias para un país. No resulta aceptable 

que, durante los trabajos, algunos gobiernos hayan intervenido para poner en entredicho el 

trabajo de la Comisión de Expertos o para preguntarse por una presunta manipulación de la 

cual sería objeto la Organización en su conjunto. Además, los miembros trabajadores 

reiteraron la necesidad de que los debates de la Comisión se desarrollen con respeto y 

haciendo uso de un lenguaje parlamentario. 

181. Los miembros trabajadores observaron que algunos gobiernos siguen indicando que están 

dispuestos a pedir explicaciones sobre el proceso de elaboración de la lista de casos 

individuales o indican que no comprenden los motivos de su inclusión en la lista, los 

miembros trabajadores recordaron que, inmediatamente después de la adopción de la lista 

definitiva, se había previsto una sesión de explicación dedicada a esta cuestión, en la que 

participaron los dos Vicepresidentes de la Comisión. Algunos gobiernos no se quedaron 

satisfechos con estos elementos y pidieron una mayor participación del Grupo 

Gubernamental en el desarrollo y la preparación de la lista de casos o en el proceso de 

redacción de las conclusiones de la Comisión. En este sentido, los miembros trabajadores 

llamaron la atención sobre la necesidad de garantizar que esa participación no conduzca a 

una situación en la que los gobiernos se conviertan en jueces y partes. Por otro lado, no 

dejaría de plantearse la cuestión de la independencia de la Comisión aunque los gobiernos 

decidieran sobre los países que deben figurar en la lista o sobre las conclusiones. No 

obstante, los miembros trabajadores insistieron en el lugar de los gobiernos en la labor del 

Comité y pidieron una participación aún más activa en los debates. Además, los miembros 

trabajadores subrayaron la necesidad de que los gobiernos interesados por las conclusiones 

del Comité muestren buena disposición y determinación para implementarlos. Recordando 

la posibilidad de solicitar la asistencia técnica de la Oficina, los miembros trabajadores 

solicitaron a ésta más recursos para ponerlas en práctica.  

182. Recordando la importancia fundamental que revisten los instrumentos de la OIT sobre el 

tiempo de trabajo, los miembros trabajadores se felicitaron de la adopción de conclusiones 

conjuntas sobre este tema y consideraron que es indispensable una próxima reunión tripartita 

de expertos en la materia. Esta reunión, al tiempo que velaría por la protección de los 

derechos de los trabajadores que figuran en los instrumentos en cuestión, podrá aportar las 
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explicaciones jurídicas necesarias y poner de relieve la pertinencia de estos instrumentos y 

la flexibilidad suficiente que pueden ofrecer.  

183. Los miembros trabajadores lamentaron que, este año también, algunos gobiernos, que por 

otra parte no son ejemplares en su cumplimiento de las normas internacionales, hayan 

incurrido nuevamente en la práctica de apoyarse mutuamente. Esta actitud representa una 

solidaridad con los incumplimientos que se opone por completo a los objetivos de la 

Organización. Por otro lado, deploraron ciertas intervenciones que exigen la denuncia de los 

convenios que son objeto de examen y la actitud de los gobiernos que han amenazado con 

denunciar los convenios ratificados a fin de evitar el control de la Organización. Al tiempo 

que recordaron que la denuncia de los convenios ratificados no liberaría necesariamente a 

los gobiernos interesados de los mecanismos de control, señalaron además que la ratificación 

de un convenio representaba para un gobierno un compromiso frente a otros mandantes e 

implicaba la aceptación de un mecanismo de control capaz de verificar la observancia de 

dicho compromiso. En cuanto a la gestión del tiempo en los turnos de palabra en los debates, 

los miembros trabajadores acogieron con satisfacción que haya prevalecido la disciplina a 

lo largo de los debates por parte de todos los oradores. Sin embargo, la limitación a tres 

minutos por orador inscrito a partir de 17 oradores ha demostrado ser una medida restrictiva, 

que podría solucionarse con su propuesta de aplicar una limitación de tiempo para el uso de 

la palabra por Grupo. Los miembros trabajadores valoraron positivamente que la Comisión 

haya logrado una vez más llegar a conclusiones consensuadas sobre los casos, lo que 

confirma su dinamismo. Los miembros trabajadores y los miembros empleadores mantienen 

sus discrepancias sobre determinadas cuestiones, como el derecho de huelga y su relación 

con el Convenio núm. 87. La composición de la Organización explica las diferencias de 

opinión expresadas. Sin embargo, se trata de reivindicar y defender esta especificidad de la 

Organización, que reúne intereses y puntos de vista que a veces son contrarios a un objetivo 

común. 

184. El Presidente agradeció a la Vicepresidenta empleadora y al Vicepresidente trabajador, al 

Ponente y a todos los miembros gubernamentales, empleadores y trabajadores su 

participación en los trabajos de la Comisión y en el rico debate generado. Se refirió asimismo 

a la importancia de defender y valorar los instrumentos jurídicos que constituyen los 

fundamentos de la Organización, así como el consenso logrado en los debates a pesar de las 

dificultades. Por último, agradeció asimismo a la Secretaría su colaboración y su apoyo 

constantes. 

 

 

Ginebra, 7 de junio de 2018 (Firmado) Sr. Rorix Núñez Morales 

Presidente 

 Sr. Patrick Rochford 

Ponente 
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Anexo 1 

Trabajos de la Comisión 

I. Introducción 

El presente documento (D.1) expone la forma en que se efectúan los trabajos de la 

Comisión de Aplicación de Normas. Éste es sometido a la Comisión para su adopción, al 

inicio de sus labores en cada reunión de la Conferencia 1. El documento refleja los resultados 

de las discusiones y de las consultas tripartitas informales que han tenido lugar, desde 2002, 

sobre los métodos de trabajo de la Comisión, en particular sobre las siguientes cuestiones: 

la elaboración de la lista de casos individuales para su discusión por la Comisión, la 

preparación y adopción de las conclusiones relativas a estos casos individuales, la gestión 

del tiempo y el respeto de las reglas parlamentarias de decoro. 

Este documento tiene en cuenta los resultados de las últimas consultas tripartitas 

informales sobre los métodos de trabajo de la Comisión de Aplicación de Normas celebradas 

el 4 de noviembre de 2017 y el 17 de marzo de 2018. 

II. Mandato y composición de la Comisión, 
procedimiento para las votaciones 
e informe a la Conferencia 

De conformidad con su mandato, definido en el artículo 7, párrafo 1, del Reglamento 

de la Conferencia, la Comisión está encargada de examinar: 

a) las medidas adoptadas por los Miembros para dar efecto a las disposiciones de los 

convenios en que sean parte, así como las informaciones proporcionadas por los 

Miembros sobre el resultado de las inspecciones; 

b) las informaciones y memorias relativas a los convenios y a las recomendaciones 

enviadas por los Miembros de conformidad con el artículo 19 de la Constitución; 

c) las medidas adoptadas por los Miembros de conformidad con el artículo 35 de la 

Constitución. 

De conformidad con el artículo 7, párrafo 2, del Reglamento de la Conferencia, la 

Comisión presenta un informe a la Conferencia. Desde el año 2007, en atención a los deseos 

formulados por los mandantes de la OIT, el informe de la Comisión ha sido publicado en las 

 

1 Desde 2010, el presente documento se anexa al Informe General de la Comisión. 
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Actas Provisionales de la Conferencia y en una publicación separada para mejorar la 

visibilidad de las labores de la Comisión. 

Las cuestiones relacionadas con la composición de la Comisión, el derecho de 

participar en sus labores y el procedimiento de votación están reguladas por la sección H de 

la parte II del Reglamento de la Conferencia. 

Cada año, la Comisión elije los miembros de su Mesa: Presidente/a y Vicepresidentes 

así como el/la Ponente. 

III. Documentos de trabajo 

A. Informe de la Comisión de Expertos 

El documento de trabajo de base de la Comisión es el informe de la Comisión de 

Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (Informe III (Partes A y B)), 

impreso en dos volúmenes. 

El Informe III (Parte A) contiene, en su primera parte, el Informe General de la 

Comisión de Expertos, y en su segunda parte, las observaciones de dicha Comisión relativas 

al envío de memorias, la aplicación de los convenios ratificados y la obligación de sumisión 

a las autoridades competentes de los convenios y recomendaciones adoptados por la 

Conferencia. Al inicio del informe figura un índice de los comentarios agrupados por 

convenio y por país. Además de las observaciones contenidas en su informe, la Comisión de 

Expertos ha formulado, como en años anteriores, solicitudes directas que la Oficina 

comunica a los gobiernos en nombre de la Comisión 2. 

El Informe III (Parte B) contiene el Estudio General de la Comisión de Expertos sobre 

un grupo de convenios y recomendaciones decidido por el Consejo de Administración. 

B. Resúmenes de las memorias 

En su 267.ª reunión (noviembre de 1996), el Consejo de Administración aprobó nuevas 

medidas de racionalización y simplificación de las disposiciones relativas a la presentación 

por el Director General a la Conferencia de los resúmenes de las memorias presentadas por 

los gobiernos en virtud de los artículos 19, 22 y 35 de la Constitución 3. Las personas que 

deseen consultar las memorias y obtener copias de las mismas pueden dirigirse a la secretaría 

de la Comisión de Aplicación de Normas. 

 

2 Véase párrafo 41 del Informe General de la Comisión de Expertos. Una lista de las solicitudes 

directas se puede encontrar en el anexo VII del Informe III (Parte A). 

3 Véase el informe de la Comisión de Expertos, Informe III (Parte A), anexos I, II, IV, V y VI, e 

Informe III (Parte B), anexo III. 



  

 

50 ILC107-Actas 9A-Parte I-Sp.docx 

C. Otras informaciones 

La secretaría prepara documentos (que se conocen, y son referenciados, como 

«documentos D»), que estarán disponibles 4 en el curso de la labor de la Comisión para 

proporcionar la siguiente información: 

i) informes y datos que llegaron a la Oficina Internacional del Trabajo desde la última 

reunión de la Comisión de Expertos; en base a esta información, se actualiza la lista de 

los gobiernos invitados a suministrar información a la Comisión de la Conferencia 

debido a un incumplimiento grave en relación con el envío de las memorias y otras 

obligaciones relacionadas con las normas 5; 

ii) la información escrita facilitada por los gobiernos a la Comisión de la Conferencia en 

respuesta a las observaciones formuladas por la Comisión de Expertos, cuando estos 

gobiernos están en la lista de casos individuales adoptada por la Comisión de la 

Conferencia 6. 

IV. Discusión general 

De conformidad con su práctica habitual, la Comisión empieza sus labores con el 

examen de sus métodos de trabajo en base al presente documento. Luego, la Comisión 

discute de los aspectos generales de la aplicación de los convenios y las recomendaciones y 

del cumplimiento por los Estados Miembros de sus obligaciones derivadas de la 

Constitución de la OIT. Esta discusión se basa principalmente en el Informe General de la 

Comisión de Expertos. 

Igualmente, lleva a cabo una discusión sobre el Estudio General titulado Garantizar un 

tiempo de trabajo decente para el futuro. El Estudio General abarca 16 instrumentos de la 

OIT relativos al tiempo de trabajo e incluye nueve convenios, un protocolo y seis 

recomendaciones: el Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 1919 (núm. 1); el 

Convenio sobre el descanso semanal (industria), 1921 (núm. 14); el Convenio sobre las horas 

de trabajo (comercio y oficinas), 1930 (núm. 30); el Convenio sobre las cuarenta horas, 1935 

(núm. 47); el Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno (mujeres), 1948 (núm. 89); el 

Protocolo de 1990 relativo al Convenio (revisado) sobre el trabajo nocturno (mujeres), 1948; 

el Convenio sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (núm. 106); el Convenio 

sobre las vacaciones pagadas (revisado), 1970 (núm. 132); el Convenio sobre el trabajo 

nocturno, 1990 (núm. 171); el Convenio sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 (núm. 175); 

la Recomendación sobre el trabajo nocturno de las mujeres (agricultura), 1921 (núm. 13); la 

Recomendación sobre las vacaciones pagadas, 1954 (núm. 98); la Recomendación sobre el 

descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (núm. 103); la Recomendación sobre la 

reducción de la duración del trabajo, 1962 (núm. 116); la Recomendación sobre el trabajo 

nocturno, 1990 (núm. 178), y la Recomendación sobre el trabajo a tiempo parcial, 1994 

(núm. 182) 7. Los instrumentos sobre el tiempo de trabajo que se consideran superados o 

 

4 Los documentos D estarán disponibles en línea en la página específica de la Comisión (se pondrán 

copias impresas a disposición de los delegados que lo soliciten). 

5 Véase a continuación la parte V. 

6 Véase a continuación la parte VI (suministro de informaciones). 

7 Conviene recordar que los temas de los estudios generales recientes han sido alineados con los 

objetivos estratégicos examinados en el marco de las discusiones recurrentes con arreglo al 

http://www.ilo.org/ilc/ILCSessions/107/committees/standards/lang--es/index.htm
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se han dejado de lado, o que han sido retirados, no están incluidos en el alcance del 

Estudio General 8. 

V. Casos de incumplimiento grave de la obligación 
de enviar memorias o de otras obligaciones 
relacionadas con las normas 9 

Se invita a los gobiernos a que informen sobre los denominados casos de 

incumplimiento grave de la obligación de enviar memorias o de otras obligaciones 

relacionadas con las normas durante un período determinado. Esos casos se tratan en una 

misma sesión de la Comisión. Los gobiernos que hayan comunicado la información 

solicitada con anterioridad a dicha sesión no deberán presentarse ante la Comisión. La 

discusión de la Comisión, incluidas las explicaciones de las dificultades que pueden haber 

sido proporcionadas por los gobiernos interesados, y las conclusiones adoptadas por la 

Comisión para cada criterio se reflejan en su informe. 

La Comisión identifica los casos en base a los siguientes criterios 10: 

— ninguna de las memorias sobre convenios ratificados se ha proporcionado durante los 

dos últimos años o más; 

— las primeras memorias sobre convenios ratificados no se han proporcionado desde hace 

dos años por lo menos; 

— ninguna de las memorias sobre convenios no ratificados y sobre recomendaciones, 

exigidas en virtud de los párrafos 5, 6 y 7 del artículo 19 de la Constitución, se ha 

proporcionado durante los últimos cinco años; 

 
seguimiento de la Declaración de la OIT sobre la justicia social para una globalización equitativa 

(2008). La discusión de los estudios generales por la Comisión continuará realizándose un año antes 

de la discusión recurrente celebrada bajo el nuevo ciclo de cinco años de las discusiones recurrentes 

adoptado por el Consejo de Administración en noviembre de 2016. La completa sincronización de los 

estudios generales y sus discusiones por la Comisión de Aplicación de Normas será reestablecida bajo 

el nuevo ciclo en el contexto de las discusiones recurrentes sobre protección social (seguridad social) 

que tendrán lugar en la Conferencia en 2020 (véanse documentos GB.328/INS/5/2 y GB.328/PV 

(párrafos 25 y 102)). Se espera que el Estudio General sobre el tiempo de trabajo resulte una 

contribución útil para las labores de la Reunión tripartita de expertos sobre el tiempo de trabajo y el 

equilibrio entre la vida laboral y la vida privada de la OIT, programada provisoriamente para 2019, 

así como para las del Grupo de Trabajo tripartito del mecanismo de examen de las normas del Consejo 

de Administración de la OIT. 

8 Además, ciertos instrumentos sectoriales, tales como el Convenio sobre duración del trabajo y 

períodos de descanso (transportes por carretera), 1979 (núm. 153) y la Recomendación sobre duración 

del trabajo y períodos de descanso (transportes por carretera), 1979 (núm. 161), están excluidos del 

alcance del Estudio General. 

9  Antes conocidos como «casos automáticos» (véase Actas Provisionales núm. 22, Conferencia 

Internacional del Trabajo, 93.ª reunión, junio de 2005, párrafo 69). 

10  Estos criterios fueron examinados por última vez por la Comisión en 1980 (véase Actas 

Provisionales núm. 37, Conferencia Internacional del Trabajo, 66.ª reunión, 1980, párrafo 30). 
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— no se dispone de indicación alguna de que se hayan adoptado medidas para someter a las 

autoridades competentes los instrumentos adoptados por la Conferencia durante sus últimas 

siete reuniones, de conformidad con el artículo 19 de la Constitución 11; 

— no se ha recibido ninguna información referente a todas o a la mayoría de las 

observaciones y solicitudes directas formuladas por la Comisión de Expertos, respecto 

de las cuales se había pedido una respuesta para el período considerado, y 

— el gobierno se ha abstenido de indicar, durante los tres últimos años, las organizaciones 

representativas de empleadores y de trabajadores a las cuales, de conformidad con el 

artículo 23, párrafo 2, de la Constitución, se han comunicado copias de las memorias e 

informaciones proporcionadas a la Oficina. 

En su reunión anterior (noviembre-diciembre de 2017), la Comisión de Expertos 

decidió establecer una nueva práctica de realizar «llamamientos urgentes» en casos que 

corresponden a ciertos criterios de incumplimiento grave de la obligación de enviar 

memorias 12, y señalar a la atención de la Comisión de Aplicación de Normas estos casos, a 

fin de que se pueda llamar a los gobiernos a comparecer ante ella y así se les avise de que, a 

falta de memoria, la Comisión de Expertos podría examinar la esencia de la cuestión en su 

próxima reunión. La Comisión de Expertos expresó la esperanza que esto pueda reforzar 

más las sinergias entre los dos órganos de control. Esta nueva práctica probablemente tendrá 

un impacto sobre los métodos de trabajo de la Comisión de Aplicación de Normas a partir 

de la 108.ª reunión de la CIT (2019) (véase la sección VI sobre la adopción de las 

conclusiones). 

VI. Casos individuales 

La Comisión examina casos relativos a la aplicación de los convenios ratificados. Estos 

casos se seleccionan en base a las observaciones publicadas en el informe de la Comisión de 

Expertos. 

Lista preliminar. Desde el año 2006, se ha instituido el envío previo a los gobiernos de 

una lista preliminar de los casos individuales relativos a la aplicación de los convenios ratificados 

que se podrán discutir en la Comisión. Desde 2015, la lista preliminar de casos se ha puesto a 

disposición treinta días antes de la apertura de la reunión de la Conferencia Internacional del 

Trabajo. La lista preliminar es una respuesta a las solicitudes de los gobiernos de ser informados 

con antelación a efecto de poder preparar mejor una posible intervención ante la Comisión. La 

 

11 Este período comienza con la 95.ª reunión (2006) y concluye con la 104.ª reunión (2015) de la 

Conferencia Internacional del Trabajo, habida cuenta de que la Conferencia no adoptó ningún 

convenio ni ninguna recomendación en sus 97.ª (2008), 98.ª (2009) y 102.ª (2013) reuniones. 

12 Sobre la base de la discusión que realizó la Subcomisión sobre los métodos de trabajo, la Comisión 

de Expertos decidió establecer la práctica de realizar «llamamientos urgentes» en los casos siguientes: 

– Incumplimiento de la obligación de enviar la primera memoria por tercer año consecutivo; 

– Falta de respuesta durante más de dos años a las observaciones de las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores en las que se abordan cuestiones graves y urgentes; 

– Falta de respuestas a las repeticiones relativas a proyectos de legislación cuando se han producido 

cambios. 

En tales casos, la Comisión puede indicar a los gobiernos interesados que si no transmiten una primera 

memoria o respuestas a los puntos planteados antes del 1.º de septiembre del año siguiente podría 

examinar esos casos sobre la base de la información que tiene a su disposición y realizar un nuevo 

comentario en su próxima reunión (véanse los párrafos 9 y 10 del Informe General de la Comisión de 

Expertos (Informe III (Parte A), CIT, 107.ª reunión, 2018)). 
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lista no puede de ninguna manera considerarse como definitiva, dado que la adopción de la lista 

final es competencia exclusiva de la Comisión de la Conferencia. 

Establecimiento de la lista de casos. La lista de los casos individuales se somete a la 

Comisión, para su adopción, después de que el Grupo de los Empleadores y el Grupo de los 

Trabajadores se hayan reunido para su discusión y adopción. La lista final debe adoptarse en 

el comienzo de las labores, idealmente no más tarde de la segunda sesión. 

 
A partir de la revisión realizada en 2015 de los criterios para la selección de casos, la selección 

debería tomar en consideración, de manera equilibrada, los siguientes elementos: 

— la naturaleza de los comentarios de la Comisión de Expertos, en particular la inclusión en dichos 
comentarios de notas de pie de página *; 

— la calidad y el alcance de las respuestas proporcionadas por el gobierno o la ausencia de una 
respuesta de su parte; 

— la gravedad y persistencia de las faltas en la aplicación del convenio; 

— la urgencia de la situación considerada; 

— los comentarios recibidos de las organizaciones de empleadores y de trabajadores; 

— la naturaleza particular de la situación (si se trata de una cuestión no debatida hasta la fecha o si el 
caso presenta un enfoque interesante para la resolución de problemas de aplicación); 

— las discusiones y conclusiones de la Comisión de la Conferencia en sus reuniones anteriores y, en 
particular, la existencia de un párrafo especial; 

— la probabilidad de que la discusión del caso tenga un impacto tangible; 

— el equilibrio entre los convenios fundamentales, los convenios de gobernanza y los convenios técnicos; 

— el equilibrio geográfico, y 

— el equilibrio entre los países desarrollados y los países en vías de desarrollo. 

* Véanse los párrafos 50 a 52 del Informe General de la Comisión de Expertos. Los criterios desarrollados por la 

Comisión de Expertos para las notas a pie de página también se reproducen en el anexo I de este documento. 

 
Además, existe la posibilidad de examinar un caso de progreso tal como se hiciera en 

2006, 2007, 2008 y 2013 13. 

Desde el año 2007, la praxis ha sido que, después de la adopción de la lista de casos 

individuales, los Vicepresidentes empleador y trabajador celebren una reunión informativa 

informal para los gobiernos a fin de explicar los criterios en función de los cuales se efectuó 

la selección de los casos individuales. 

Inscripción automática. Desde el año 2010, los casos incluidos en la lista final de 

casos individuales han sido registrados automáticamente y programados por la Oficina sobre 

la base de un orden alfabético rotativo, siguiendo el orden alfabético francés; el modelo 

«A+5» ha sido elegido para garantizar una verdadera rotación de los países en la lista. Este 

año la inscripción se iniciará con los países que comienzan con la letra «O». Los casos se 

dividirán en dos grupos: el primer grupo de países que será inscrito, siguiendo el orden 

alfabético mencionado, será el de aquéllos a los que la Comisión de Expertos pidió que 

transmitiesen datos completos a la reunión de la Conferencia («doble nota al pie de 

 

13  Véanse los párrafos 53 a 59 del Informe General de la Comisión de Expertos. Los criterios 

adoptados por la Comisión de Expertos para la identificación de los casos de progreso también se 

reproducen en el anexo II al presente documento. 
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página») 14. Desde 2012, la Comisión comienza su discusión de los casos individuales con 

estos casos. Los otros casos que figuren en la lista definitiva serán programados después por 

la Oficina siguiendo también el orden alfabético antes mencionado.  

Las informaciones sobre el programa de trabajo de la Comisión y la fecha en que los 

casos pueden ser escuchados están disponibles: 

a) en el Boletín Diario y la página web específica de la Comisión, y  

b) por medio de un documento D que contiene la lista de casos individuales y el programa 

de trabajo para el examen de estos casos, que se pondrá a disposición de la Comisión 

tan pronto como sea posible después de la adopción de la lista de los casos 15. 

Suministro de informaciones. Antes de su intervención oral ante la Comisión de la 

Conferencia, los gobiernos pueden presentar informaciones por escrito que serán resumidas 

por la Oficina y puestas a disposición de la Comisión 16. Estas respuestas escritas se deben 

presentar al menos dos días antes de la discusión del caso. Sirven para completar la respuesta 

oral y cualquier otra información previamente proporcionada por el gobierno, y no deberá 

duplicarlas. Estos documentos no deberán superar las cinco páginas en total. 

Adopción de conclusiones. Las conclusiones sobre los casos individuales son 

propuestas por los Vicepresidentes de la Comisión y presentadas a la Comisión por el 

Presidente, para su adopción. Las conclusiones deben tener debidamente en cuenta los 

elementos planteados durante la discusión y la información proporcionada por el gobierno 

por escrito. Las conclusiones deben ser breves, claras y especificar las medidas que se 

esperan de los gobiernos. Pueden incluir referencias a la asistencia técnica que ha de 

proporcionar la Oficina. Las conclusiones deben reflejar recomendaciones consensuadas. 

Las opiniones divergentes se pueden reflejar en las actas de la Comisión.  

Las conclusiones sobre los casos discutidos serán adoptadas durante sesiones 

especiales a estos efectos. Los representantes de los gobiernos interesados serán 

informados de la sesión para la adopción de las conclusiones relativas a sus países por la 

secretaría, mediante el Boletín Diario y la página web específica de la Comisión. Las 

conclusiones se harán visibles en una pantalla en el idioma en el que están siendo leídas 

por el Presidente y al mismo tiempo, una copia de dichas conclusiones será proporcionada 

al representante gubernamental interesado en uno de los tres idiomas de trabajo, como 

solicitado por el Gobierno. El representante gubernamental puede intervenir después de 

que el Presidente haya anunciado la adopción de las conclusiones. 

De acuerdo con la decisión de la Comisión en 1980 17, la primera parte de su informe 

contendrá una sección titulada Aplicación de los convenios ratificados, en la que la Comisión 

señala a la atención de la Conferencia: i) los casos de progreso, donde los gobiernos han 

introducido cambios en su legislación y práctica con miras a eliminar divergencias 

anteriormente discutidas por la Comisión; ii) ciertos casos especiales, que se mencionan en 

los párrafos especiales del informe, y iii) casos de falta continua durante varios años para 

eliminar graves deficiencias en la aplicación de los convenios ratificados que habían sido 

discutidos previamente. A partir de 2019, esta sección del informe podría reflejar también 

 

14 Véase párrafo 50 del Informe General de la Comisión de Expertos. 

15 Desde 2010, este documento D se anexa al Informe General de la Comisión de Expertos. 

16 Véase la parte III, C, ii), supra. 

17 Véase nota al pie de página 9. 
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«llamamientos urgentes» siguiendo la decisión de la Comisión de Expertos de instituir una 

nueva práctica en este sentido (véase sección V). 

VII. Participación en las labores de la Comisión 

En relación con la abstención de un gobierno de tomar parte en el debate relativo a su 

país, pese a las reiteradas invitaciones de la Comisión, se aplicarán las siguientes medidas, 

de conformidad con la decisión adoptada por la Comisión en la 73.ª reunión de la 

Conferencia (1987), en su forma enmendada en la 97.ª reunión de la Conferencia (2008) 18, 

y se mencionará dicha abstención en la parte pertinente del informe de la Comisión: 

— de conformidad con la práctica establecida, después de establecer la lista de casos sobre 

los que los gobiernos podrán ser invitados a facilitar informaciones a la Comisión, ésta 

invitará por escrito a los gobiernos de los países interesados y el Boletín Diario 

mencionará regularmente los países en cuestión; 

— tres días antes del final de la discusión de los casos individuales, la presidencia de la 

Comisión pedirá al Secretario de la Conferencia que anuncie los nombres de los países 

cuyos representantes no hayan respondido todavía a la invitación, instándoles a que lo 

hagan lo antes posible; 

— el último día de la discusión de los casos individuales, la Comisión tratará los casos en 

que los gobiernos no hubieran respondido a la invitación. Dada la importancia del 

mandato otorgado a la Comisión en 1926, de proveer un foro tripartito para el diálogo 

en relación con cuestiones relevantes relativas a la aplicación de convenios 

internacionales del trabajo ratificados, la negativa de un gobierno a participar en los 

trabajos de la Comisión constituye un obstáculo significativo para la consecución de 

los objetivos principales de la Organización Internacional del Trabajo. Por esta razón, 

la Comisión puede discutir sobre el fondo aquellos casos relativos a gobiernos que se 

han registrado y están presentes en la Conferencia, pero que han decidido no 

presentarse ante la Comisión. El debate que tiene lugar en dichos casos se verá reflejado 

en la sección pertinente del informe, tanto la relativa a los casos individuales como en 

la sección relativa a la participación en los trabajos de la Comisión. En el caso de los 

gobiernos que no están presentes en la Conferencia, la Comisión no examinará el caso 

en cuanto al fondo, pero llamará la atención en su informe sobre las cuestiones puestas 

de relieve 19. En ambos casos, se dará una importancia especial a las medidas adoptadas 

para reanudar el diálogo. 

 

18 Véanse Actas Provisionales núm. 24, Conferencia Internacional del Trabajo, 73.ª reunión, 1987, 

párrafo 33, y Actas Provisionales núm. 19, Conferencia Internacional del Trabajo, 97.ª reunión, 2008, 

párrafo 174. 

19 En el caso de un gobierno que no está acreditado o registrado ante la Conferencia, la Comisión no 

discutirá el fondo del caso, pero llamará la atención en su informe sobre la importancia de las 

cuestiones planteadas. Se consideró que «ningún país debería prevalerse de la inclusión en la lista 

preliminar de casos individuales como motivo para no asegurar la presentación de sus poderes ante la 

Conferencia. Si un país que figura en la lista preliminar se inscribe después de la adopción de la lista 

final, se le debería solicitar que proporcionara explicaciones» (véase Actas Provisionales núm. 18, 

Conferencia Internacional del Trabajo, 100.ª reunión, 2011, parte I/59). 
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VIII. Actas de las sesiones 

No se publican actas sobre la discusión general ni sobre la discusión del Estudio 

General. La secretaría prepara las actas en español, francés e inglés de las sesiones en las 

que se invita a los gobiernos a responder a los comentarios de la Comisión de Expertos. Cada 

intervención se reflejará sólo en el idioma de trabajo correspondiente — inglés, francés o 

español — y los proyectos de actas estarán disponibles en línea en la página específica de la 

Comisión (se pondrán copias impresas a disposición de los delegados que lo soliciten) 20. La 

práctica establecida de la Comisión es aceptar enmiendas a los proyectos de actas de las 

sesiones precedentes, antes de su aprobación por la Comisión. El tiempo disponible para 

presentar enmiendas al proyecto de acta será claramente indicado por la presidencia, cuando 

el documento se ponga a disposición de la Comisión. Las enmiendas deben señalarse con 

claridad y presentarse por vía electrónica o en forma impresa. Para obtener más información 

sobre el procedimiento de enmienda a los proyectos de acta y la presentación de enmiendas 

por vía electrónica, véase el anexo III o contáctese con la secretaría. A fin de evitar retrasos 

en la preparación del informe de la Comisión, no se podrán aceptar enmiendas una vez que 

los proyectos de actas han sido aprobados. Se trata de actas resumidas de las discusiones y 

no de actas literales. Por lo tanto, se ruega a los oradores que deseen hacer enmiendas que 

se limiten en a corregir los errores de sus propias intervenciones y que no pidan insertar 

largos pasajes de texto adicional.  

De conformidad con la práctica adoptada el año pasado, la segunda parte del informe 

de la Comisión, que recoge los debates sobre los casos en los que se invita a los gobiernos a 

responder a los comentarios de la Comisión de Expertos, se someterá a la sesión plenaria de 

la Conferencia para su adopción en un solo documento en el que se reflejarán las 

declaraciones de los miembros de la Comisión en el idioma de trabajo — inglés, francés o 

español — en que fueron formuladas. Sólo se traducirá a los tres idiomas para su adopción 

la primera parte del informe, es decir, el Informe General, y las conclusiones alcanzadas una 

vez discutidos los casos individuales 21. Las traducciones íntegras del informe se publicarán 

en línea diez días después de su adopción. 

IX. Gestión del tiempo 

— Se realizarán esfuerzos para que las reuniones comiencen a la hora prevista y para que 

el programa sea respetado. 

— Los límites máximos de tiempo para los oradores, durante el examen de los casos 

individuales, son los siguientes: 

■ quince minutos para el gobierno cuyo caso se está discutiendo así como para los 

portavoces del Grupo de los Empleadores y del Grupo de los Trabajadores; 

■ diez minutos para los miembros empleador y trabajador del país concernido 

respectivamente, a distribuir entre los diferentes oradores de cada Grupo; 

■ diez minutos para los Grupos Gubernamentales; 

 
20 Estas nuevas modalidades resultan de las consultas tripartitas informales de marzo de 2016. Los 

delegados que van a intervenir en un idioma que no sea el inglés, el francés o el español podrán indicar 

a la secretaría en qué idioma de trabajo debe reflejarse su intervención en el proyecto de acta. 

21 Estas nuevas modalidades se han adoptado a raíz de las consultas tripartitas informales del mes de 

noviembre de 2016. 
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■ cinco minutos para los otros miembros, y 

■ diez minutos para las observaciones finales del gobierno cuyo caso está siendo 

discutido y para los portavoces del Grupo de los Empleadores y del Grupo de los 

Trabajadores. 

— Los límites máximos de tiempo también se aplicarán durante la discusión del Estudio 

General y son los siguientes 22: 

■ quince minutos para los para los portavoces del Grupo de los Empleadores y del 

Grupo de los Trabajadores; 

■ diez minutos para los Grupos Gubernamentales; 

■ cinco minutos para los otros miembros, y 

■ diez minutos para las observaciones finales de los portavoces del Grupo de los 

Empleadores y del Grupo de los Trabajadores. 

— Sin embargo, la presidencia, en consulta con los demás miembros de la Mesa, podría 

decidir reducir los límites de tiempo cuando la situación de un caso lo justifique, por 

ejemplo, si la lista de oradores es muy larga. 

— Estos límites de tiempo serán anunciados por la presidencia al inicio de la sesión y 

deberán ser respetados estrictamente. 

— Durante las intervenciones, una pantalla ubicada detrás de la presidencia y visible para 

todos los oradores indicará el tiempo restante para los oradores. Una vez que se agote 

el de tiempo atribuido, se interrumpirá al orador.  

— La lista de oradores será visible en las pantallas de la sala. Se recomienda a aquellos delegados 

que tengan la intención de tomar la palabra que se inscriban lo antes posible en la lista 23. 

— Teniendo en cuenta los límites en el tiempo de intervención, antes mencionados, se 

invita a los gobiernos cuyo caso será discutido a que, en los casos pertinentes, presenten 

información completa mediante un documento escrito que no debe superar las cinco 

páginas, y que debe ser enviado a la Oficina dos días antes de la discusión del caso 24. 

X. Respeto de las reglas de decoro 
y rol de la presidencia  

Los/las delegados/as tienen la obligación de respetar ante la Conferencia el lenguaje 

parlamentario y las reglas de procedimiento generalmente aceptadas. Las intervenciones 

deberán referirse al tema en discusión evitándose toda referencia a cuestiones ajenas. 

El rol de la presidencia consiste en mantener el orden y asegurar que la Comisión no se 

desvía de su objetivo fundamental de proveer un foro tripartito internacional para el debate 

pleno y franco en el marco del respeto y decoro esenciales para realizar progresos efectivos 

en el logro de los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo. 

 
22 Estas nuevas modalidades resultan de las consultas tripartitas informales del mes de marzo de 2016. 

23 Estas nuevas modalidades resultan de las consultas tripartitas informales del mes de marzo de 2016. 

24 Véase la parte VI, supra. 
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Anexo I 

Criterios adoptados por la Comisión de Expertos 
para las notas al pie de página 

Extracto del Informe General de la Comisión 
de Expertos (107 III (A)) 

45. Como es habitual, la Comisión indica, mediante notas especiales (conocidas 

tradicionalmente como «notas a pie de página»), que figuran al final de los comentarios, los casos en 

los que, por la naturaleza de los problemas planteados para aplicar los convenios correspondientes, 

considera apropiado solicitar a los gobiernos que faciliten una memoria antes de la fecha prevista, y, 

en ciertos casos, que transmitan información completa a la Conferencia en su próxima reunión de 

mayo-junio de 2018. 

46. A los fines de la identificación de los casos respecto de los cuales inserta notas especiales, 

la Comisión recurre a los criterios básicos que se describen a continuación, teniendo en cuenta las 

consideraciones generales siguientes. En primer término, estos criterios son indicativos. En el 

ejercicio de sus facultades discrecionales en lo que respecta a la aplicación de estos criterios, la 

Comisión también puede considerar las circunstancias específicas del país y la duración del ciclo de 

presentación de memorias. En segundo término, estos criterios son aplicables a los casos respecto de 

los cuales se solicita una memoria anticipada, a la que a menudo se hace referencia como «nota a pie 

de página simple», al igual que a los casos respecto de los cuales se solicita al gobierno que 

comunique a la Conferencia información detallada, a la que se alude con frecuencia como «nota a 

pie de página doble». La diferencia entre estas dos categorías es de grado. En tercer lugar, un caso 

grave que justifique una nota especial para que se comunique información completa a la Conferencia 

(nota a pie de página doble), sólo puede ser objeto de una nota especial para que se presente una 

memoria anticipada (nota a pie de página simple), en la medida en que haya sido objeto de una 

discusión reciente en la Comisión de la Conferencia. Por último, la Comisión quiere señalar que 

utiliza las notas a pie de página dobles por deferencia a las decisiones de la Comisión de la 

Conferencia en materia de determinación de los casos que desea discutir. 

47. Los criterios que considerará la Comisión, son los siguientes: 

— la gravedad del problema; al respecto, la Comisión pone de relieve que una importante 

consideración es la necesidad de abordar el problema en el contexto de un convenio concreto 

y de tener en cuenta los temas que implican los derechos fundamentales, la salud, la seguridad 

y el bienestar de los trabajadores, así como cualquier impacto adverso, especialmente en el 

ámbito internacional, sobre los trabajadores y las otras categorías de personas protegidas; 

— la persistencia del problema; 

— la urgencia de la situación; la evaluación de esa urgencia es necesariamente específica para 

cada caso, según criterios de derechos humanos estándar, como las situaciones o los problemas 

que suponen una amenaza para la vida, cuando es previsible un daño irreversible, y 

— la calidad y el alcance de la respuesta del gobierno en sus memorias o la ausencia de respuesta 

a los asuntos planteados por la Comisión, especialmente los casos de claro y reiterado 

incumplimiento por parte de un Estado de sus obligaciones. 

48. Además, la Comisión desea destacar que su decisión de no introducir una doble nota a 

pie de página en un caso que, anteriormente, ha sido señalado a la atención de la Comisión de la 

Conferencia, no significa de ninguna manera que dicho caso sea considerado como un caso de 

progreso. 

49. En su 76.ª reunión (noviembre-diciembre de 2005), la Comisión decidió que la 

identificación de los casos respecto de los cuales se solicitaba a los gobiernos la comunicación de 

informaciones detalladas a la Conferencia, se realizase en dos etapas: en primer lugar, el experto 

responsable inicialmente de un grupo concreto de convenios puede recomendar a la Comisión la 

inserción de notas especiales; en segundo lugar, habida cuenta de todas las recomendaciones 

formuladas, la Comisión adoptará, después de la discusión, una decisión final y colegiada, una vez 

examinada la aplicación de todos los convenios.  
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Anexo II 

Criterios adoptados por la Comisión de Expertos 
para identificar los casos de progreso 

Extracto del Informe General de la Comisión 
de Expertos (107 III (A)) 

53. Tras su examen de las memorias enviadas por los gobiernos, y con arreglo a su práctica 

habitual, la Comisión menciona, en sus comentarios, los casos en los que expresa su satisfacción o 

su interés por los progresos realizados en la aplicación de los convenios correspondientes. 

54. En sus 80.ª y 82.ª reuniones (2009 y 2011), la Comisión proporcionó las siguientes 

precisiones sobre el enfoque general elaborado durante el transcurso de los años en relación con la 

identificación de los casos de progreso: 

1) La expresión de interés o satisfacción no significa que considere que el país en cuestión cumple 

de manera general las disposiciones del convenio. Por consiguiente, en el mismo comentario, 

la Comisión puede expresar satisfacción o interés sobre una cuestión determinada 

mientras lamenta que, desde su punto de vista, otras cuestiones importantes no se hayan 

abordado de manera satisfactoria. 

2) La Comisión desea hacer hincapié en que sólo se señala que se ha realizado un progreso en 

lo que respecta a una cuestión específica que se deriva de la aplicación del convenio y de 

la naturaleza de las medidas adoptadas por el Gobierno interesado. 

3) La Comisión ejerce sus facultades discrecionales teniendo en cuenta la naturaleza particular 

del convenio así como las circunstancias específicas del país. 

4) El hecho de señalar que se ha realizado un progreso puede tener relación con diferentes tipos 

de medidas adoptadas en la legislación, la práctica o las políticas nacionales. 

5) Si la satisfacción está relacionada con la adopción de legislación, la Comisión también puede 

considerar apropiado adoptar medidas a fin de garantizar el seguimiento de su aplicación 

práctica. 

6) En la identificación de los casos de progreso, la Comisión tiene en cuenta tanto la información 

transmitida por los gobiernos en sus memorias como los comentarios de las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores.  

55. Desde que empezó a identificar los casos de satisfacción en su informe de 1964 1, la 

Comisión ha utilizado los mismos criterios generales. La Comisión expresa su satisfacción en los 

casos en los que, tras los comentarios que ha formulado sobre un asunto específico, los gobiernos 

han adoptado medidas, ya sea a través de la adopción de nueva legislación o de una enmienda 

a la legislación existente, o realizando un cambio significativo en la política o en la práctica 

nacional, con lo que logran un mejor cumplimiento de sus obligaciones en virtud de los 

convenios correspondientes. Al expresar su satisfacción, la Comisión indica a los gobiernos y a los 

interlocutores sociales que considera que se ha resuelto un asunto concreto. La razón para la 

identificación de los casos de satisfacción es doble: 

— dejar constancia de que la Comisión se congratula por las medidas positivas adoptadas por los 

gobiernos en respuesta a sus comentarios, y 

— aportar un ejemplo a otros gobiernos e interlocutores sociales que tienen que tratar asuntos 

similares. 

[…] 

 

1 Véase párrafo 16 del informe de la Comisión de Expertos presentado a la 48.ª reunión (1964) de la 

Conferencia Internacional del Trabajo. 
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58. En lo que respecta a los casos de progreso, en 1979 2 se formalizó la distinción entre casos 

de satisfacción y casos de interés. En general, los casos de interés son los casos en los que las 

medidas están lo suficientemente elaboradas para justificar la expectativa de alcanzar nuevos 

progresos en el futuro y respecto de los cuales la Comisión quisiera proseguir su diálogo con el 

gobierno y los interlocutores sociales. La práctica de la Comisión ha evolucionado de tal manera 

que, actualmente, los casos sobre los que expresa su interés también pueden englobar diversas 

medidas. La consideración primordial es que las medidas contribuyan a la consecución general de 

los objetivos de un determinado convenio. Esto puede incluir: 

— proyectos de legislación ante el Parlamento u otros cambios legislativos propuestos que han 

sido remitidos a la Comisión o puestos a su disposición; 

— consultas realizadas en el seno del gobierno y con los interlocutores sociales; 

— nuevas políticas; 

— desarrollo y aplicación de actividades en el marco de un proyecto de cooperación técnica, o 

tras la asistencia técnica o el asesoramiento de la Oficina; 

— las decisiones judiciales, según el nivel del tribunal, la temática y la fuerza de tales decisiones 

en un determinado sistema jurídico, se considerarían normalmente como casos de interés, salvo 

que exista una razón convincente para señalar como caso de satisfacción una determinada 

decisión judicial, o  

— la Comisión también puede señalar como casos de interés, los progresos realizados por un 

Estado, una provincia, un territorio, en el marco de un sistema federal. 

 

 

2 Véase párrafo 122 del informe de la Comisión de Expertos presentado a la 65.ª reunión (1979) de la 

Conferencia Internacional del Trabajo. 
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Anexo III 

Procedimiento de enmienda a los proyectos de acta 

Con referencia a la Parte VIII del documento C.App./D.1, en la presente nota se facilita 

información sobre el procedimiento de enmienda a los proyectos de acta, habida cuenta de que, desde 

2016, las intervenciones de los delegados figuran en los proyectos de acta solamente en el idioma de 

trabajo que corresponda 1 — inglés, francés o español — y los proyectos de acta se publicarán en 

línea, en la página web de la Comisión 2. 

Valga recordar que, conforme a la práctica de la Comisión, las enmiendas a los proyectos de 

acta de sesiones anteriores se aceptarán antes de que la Comisión los haya aprobado. En cuanto 

esos proyectos se pongan a disposición de la Comisión, la presidencia señalará claramente a los 

delegados los plazos en los que podrán presentar enmiendas. 

Se ruega a los delegados que remitan sus enmiendas a la secretaría por vía electrónica con 

control de cambios («track changes»), a la siguiente dirección: AMEND-PVCAS@ilo.org. Con el fin 

de hacer enmiendas con control de cambios, los delegados están invitados a solicitar la «versión 

Word» del acta enviando un correo electrónico a esta misma dirección. 

Sólo se aceptarán las enmiendas que hayan sido remitidas desde la dirección electrónica 

que el delegado haya facilitado en el momento de solicitar la palabra. La secretaría acusará recibo de 

la enmienda y podrá contactar con el delegado interesado cuando ésta no cumpla los requisitos 

indicados en el documento C.App./D.1, en el cual se indica lo siguiente: Las actas son un resumen 

de las discusiones y no deben ser consideradas como una reproducción literal de los debates. Se 

ruega a los delegados que se limiten en sus enmiendas a eliminar los errores, sin exigir la inserción 

de textos largos y adicionales. Los delegados deberán especificar a qué proyecto de acta se refieren 

y señalar visiblemente los cambios que deseen introducir en él. 

Los delegados que deseen presentar sus enmiendas en forma impresa tendrán la posibilidad de 

hacerlo una vez al día, de las 13.30 a las 14.30 horas, en el despacho núm. 6-140. La secretaría se 

cerciorará de que la solicitud cumple los requisitos antes indicados y, para ello, los delegados habrán 

de identificarse con su distintivo de la Conferencia. 

 

1 Cuando los delegados se inscriban para solicitar la palabra, se les rogará que indiquen, en el caso de 

que vayan a expresarse en un idioma distinto de los idiomas de trabajo de la Oficina (inglés, francés 

o español), en cuál de éstos desean que su intervención se refleje en los proyectos de acta. También 

se les pedirá que faciliten una dirección electrónica y un número de teléfono. 

2 Podrán entregarse copias impresas a los delegados que las soliciten. 

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_478476.pdf
mailto:AMEND-PVCAS@ilo.org
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Anexo 2 

 

 

 

 

Casos sobre los cuales los gobiernos son invitados 
a comunicar informaciones a la Comisión 

 

 

 

 

 

Una lista de los casos individuales sobre la aplicación de los convenios 
ratificados se encuentra en este documento 

 

 

El texto de las observaciones correspondientes a estos casos 
se encontrará en el documento C.App./D.4/Add.1 
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Índice de observaciones sobre las que los gobiernos 
son invitados a proporcionar informaciones a la Comisión 

Informe de la Comisión de Expertos  
(Informe III (Parte A), CIT, 107.ª reunión, 2018) 

 

 

Caso núm. País Número del Convenio 
(Los números de las páginas entre paréntesis se refieren a 
la versión española del Informe de la Comisión de Expertos) 

1 Estado Plurinacional de Bolivia**  138 (página 260)  

2 Camboya**  105 (página 200)  

3 Eritrea**  29 (página 210)  

4 Haití**  1/14/30/106 (página 565)  

5 Honduras**  87 (página 108)  

6 República de Moldova**  81/129 (página 481)  

7 Serbia  144 (página 464)  

8 Ucrania  81/129 (página 492)  

9 Argelia  87 (página 46)  

10 Bahrein  111 (página 371)  

11 Belarús  29 (página 193)  

12 Estado Plurinacional de Bolivia  131 (página 545)  

13 Botswana  87 (página 61)  

14 Brasil  98 (página 64)  

15 El Salvador  144 (página 457)  

16 Georgia  100 (página 399)  

17 Grecia  98 (página 94) 

18 Japón  87 (página 119)  

19 Libia  122 (página 519)  

20 Malasia – Malasia Peninsular/Sarawak**  19 (página 583)  

21 México  87 (página 148)  

22 Myanmar  87 (página 153)  

23 Nigeria  98 (página 161)  

24 Samoa  182 (página 337)  

** Doble nota al pie de página. 
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Observaciones
de la  Comisión de Expertos en Aplicación

de Convenios y Recomendaciones

Casos individuales

CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO

107.ª reunión, Ginebra, mayo-junio de 2018





C001 - Convenio sobre las horas de trabajo (industria), 1919 (núm. 1)

Haití     (Ratificaciones: 1952, 1952, 1952 y 1958)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación de Trabajadores y Trabajadoras del Sector Público y Privado 
(CTSP), recibidas el 30 de agosto de 2017, en relación con la aplicación de los convenios ratificados sobre el tiempo de trabajo. La 
Comisión toma nota de que estas observaciones reiteran los puntos ya suscitados por la CTSP en 2015 y 2016, en particular, la no 
observancia en la práctica de las disposiciones del Código del Trabajo relativas a la duración del trabajo y al descanso semanal y la falta 
de recursos de la inspección del trabajo para actuar eficazmente contra las infracciones, incluido en el sector informal.
     Además, la Comisión toma nota de la adopción de la Ley relativa a la organización y reglamentación del trabajo con una duración de 
veinticuatro horas repartida en tres segmentos de ocho horas (en adelante, Ley sobre el Tiempo de Trabajo) que fue promulgada en el 
Monitor Haitiano, el 21 de septiembre de 2017. En la medida en que esta nueva ley tiene un impacto sobre la aplicación de todos los 
convenios ratificados por Haití en materia de tiempo de trabajo, ya sean los Convenios núms. 1 y 30 (horas de trabajo) y 14 y 106 
(descanso semanal), la Comisión estima que conviene examinarlos en un mismo comentario.
     La Comisión toma nota de que la nueva ley deroga la mayor parte de las disposiciones del Código del Trabajo que daban efecto a los 
convenios ratificados en materia de tiempo de trabajo, y en particular:
·-el artículo 96, que al tiempo que establecía el principio de una duración de ocho horas de trabajo por día y de 48 horas a la semana,

autorizaba la distribución variable de la duración del trabajo en una semana con un límite de nueve horas por día para los 
establecimientos industriales y de diez horas por día para los establecimientos comerciales y las oficinas; estos límites correspondían a 
los previstos en el artículo 2, b), del Convenio núm. 1 (industria) y en el artículo 4 del Convenio núm. 30 (comercio y oficinas);

·-los artículos 97, 98 y 101 a 104, que preveían las posibles excepciones a la duración normal del trabajo (régimen de horas
suplementarias y límites); estas excepciones cumplían en su conjunto con los artículos 3 a 6 del Convenio núm. 1 y los artículos 5 a 7 del 
Convenio núm. 30, y

·-el artículo 107, que establecía un descanso semanal que comprendía como mínimo veinticuatro horas consecutivas y que debía ser
concedido preferentemente en día domingo, y a todo el personal de un mismo establecimiento a la vez, de conformidad con el artículo 2 
del Convenio núm. 14 (industria) y el artículo 6 del Convenio núm. 106 (comercio y oficinas).

     La Comisión constata que con la adopción de la Ley sobre el Tiempo de Trabajo, el nuevo dispositivo legislativo nacional sobre la 
duración del trabajo y el descanso semanal se ha visto reducido al escaso contenido de los artículos siguientes de la ley:

·-el artículo 2, que al tiempo que prevé que la duración normal del trabajo sigue siendo de ocho horas por día y de 48 horas por
semana, establece que «el empleador y el empleado pueden decidir y aceptar, en función de la necesidad y del acuerdo entre las partes 
en conformidad con las normas nacionales e internacionales que rigen a este respecto, exceder el segmento normal de ocho horas de 
trabajo por día sin que el total de horas trabajadas exceda las 48 horas por semana»;

·-el artículo 3, que establece un intervalo de descanso remunerado de al menos media hora;
·-el artículo 4, relativo a la remuneración de las horas suplementarias y al registro de las mismas a efectos de control, y
·-el artículo 5, que afirma que los trabajadores y las trabajadoras negocien libremente el horario que les conviene.

     En este sentido, la Comisión toma nota con preocupación de que la nueva ley no da efecto a varias disposiciones importantes de los 
convenios ratificados en materia de tiempo de trabajo, en particular:

·-el número máximo de horas de trabajo por día ya no se define en la nueva ley, mientras que el artículo 2, b), del Convenio núm. 1 y el
artículo 4 del Convenio núm. 30 prevén un límite de nueve horas por día para los establecimientos industriales y de diez horas por día 
para los establecimientos comerciales y las oficinas;

·-las posibles derogaciones de la duración normal del trabajo ya no están reglamentadas, mientras que los artículos 3 a 6 del Convenio
núm. 1 y los artículos 5 a 7 del Convenio núm. 30, prevén un régimen específico y el límite de las horas suplementarias, y

·-ya no se reconoce de forma expresa el principio de descanso semanal, mientras que el artículo 2 del Convenio núm. 14 y el artículo 6
del Convenio núm. 106 prevén un descanso que comprenda como mínimo veinticuatro horas consecutivas en el curso de cada período 
de siete días.

     Asimismo, en vista de la formulación del artículo 5 de la nueva ley, la Comisión considera que es necesario recordar la importancia de 
que la legislación y la práctica nacionales limiten el recurso a excepciones al límite acumulativo doble establecido por los Convenios, a 
saber, ocho horas de trabajo diarias y 48 horas de trabajo semanales, a los casos bien definidos y limitados, tales como accidentes reales 
o amenazas de accidentes, fuerza mayor, trabajo urgente en instalaciones y maquinarias (Estudio General de 2018, Cláusulas de trabajo
en los contratos celebrados por las autoridades públicas, párrafo 119).
     Además, la Comisión lamenta tomar nota de que haya sido adoptada esta nueva ley, aunque al mismo tiempo el proceso de reforma 
del Código del Trabajo en su conjunto que está en curso desde hace muchos años, y para el cual el país se beneficia de la asistencia 
técnica de la OIT, no ha sido finalizado.
     La Comisión toma nota por último con una profunda preocupación que no se hayan recibido memorias del Gobierno.
     La Comisión insta firmemente al Gobierno a que adopte medidas inmediatas a fin de garantizar que los trabajadores se 
beneficien de la protección prevista en los convenios ratificados en materia de tiempo de trabajo. La Comisión le insta 
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C014 - Convenio sobre el descanso semanal (industria), 1921 (núm. 14)

C030 - Convenio sobre las horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930 (núm. 30)

C106 - Convenio sobre el descanso semanal (comercio y oficinas), 1957 (núm. 106)



firmemente asimismo a que adopte medidas para que se efectúen inspecciones con objeto de garantizar que esta protección 
sea efectiva en la práctica. La Comisión espera firmemente que el Gobierno renueve sus esfuerzos para concluir la revisión del 
Código del Trabajo y que ésta garantice la plena conformidad con los convenios ratificados por el país, en particular, en materia 
de tiempo de trabajo. Por último, la Comisión espera firmemente que las próximas memorias del Gobierno proporcionarán 
informaciones completas a este respecto.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]
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C019 - Convenio sobre la igualdad de trato (accidentes del trabajo), 1925 
(núm. 19)

Malasia - Malasia Peninsular (Ratificación: 1957)  

       - Sarawak (Ratificación: 1964)  

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota con preocupación de que no se ha recibido la memoria detallada del Gobierno a pesar de una solicitud
expresa a este efecto y de la discusión sobre la aplicación del Convenio en Malasia Peninsular y Sarawak que se realizó en la Comisión 
de Aplicación de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo en junio de 2017. La Comisión recuerda que la discusión en la 
Comisión de Aplicación de Normas se basó en los comentarios de larga data realizados por la Comisión de Expertos instando al 
Gobierno a adoptar las medidas necesarias a fin de restablecer, tanto en la legislación como en la práctica, el principio de igualdad de 
trato entre trabajadores nacionales y trabajadores extranjeros en caso de accidentes del trabajo. En comentarios posteriores, la Comisión 
ha recordado continuamente que, en abril de 1993, la legislación nacional estableció que los trabajadores extranjeros empleados en 
Malasia por un período de hasta cinco años, sean transferidos del régimen de la seguridad social de los empleados (ESS), que prevé 
pagos periódicos a las víctimas de accidentes laborales, al régimen de indemnización de accidentes del trabajo (VCS), que sólo garantiza 
el pago de una suma global única de una cuantía notablemente inferior. La Comisión también recuerda que ya en junio de 2011 la 
Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a adoptar medidas inmediatas a fin de poner la legislación y la práctica nacionales de 
conformidad con el artículo 1 del Convenio, a respetar el mecanismo de reciprocidad automática entre los Estados ratificantes instituido 
por el Convenio y a recurrir a la asistencia técnica de la OIT para resolver las dificultades administrativas concluyendo acuerdos 
especiales con los países que suministran mano de obra con arreglo a los artículos 1, 2), y 4 del Convenio. En su respuesta, el Gobierno 
indica que un comité técnico del Ministerio de Recursos Humanos, en el que participan todas las partes interesadas, está considerando 
las diversas opciones con miras a poner la legislación nacional de conformidad con los requisitos del Convenio.
     La Comisión toma nota de que en la reunión de 2017 de la Conferencia, la Comisión de Aplicación de Normas pidió de nuevo al 
Gobierno que tome medidas inmediatas, prácticas y efectivas para asegurar que se cumpla el requisito de la igualdad de trato entre los 
trabajadores migrantes y los trabajadores nacionales previsto en el Convenio, y que acelere sus esfuerzos a este efecto, habida cuenta 
de que la necesidad de progresos reales es cada vez más urgente. En concreto, la Comisión de la Conferencia pidió al Gobierno que, sin 
demora: i) tome medidas para formular y comunicar su política encaminada a regular la contratación y el trato de los trabajadores 
migrantes; ii) adopte de inmediato medidas para finalizar su labor en lo que respecta a los medios para restablecer la igualdad de trato de 
los trabajadores migrantes, en particular extendiendo de manera que sea efectiva la cobertura del régimen de seguridad social de los 
empleados a los trabajadores migrantes; iii) colabore con las organizaciones de empleadores y de trabajadores con miras a elaborar una 
legislación que garantice la eliminación de la discriminación entre los trabajadores migrantes y los trabajadores nacionales, especialmente 
en relación con los accidentes del trabajo; iv) concluya acuerdos especiales con otros Estados Miembros que han ratificado el Convenio 
con el fin de superar las dificultades administrativas que conlleva controlar el pago de las indemnizaciones en el extranjero; v) adopte las 
medidas legales y prácticas necesarias para velar por que los trabajadores migrantes tengan acceso a atención médica en caso de 
accidentes del trabajo, sin temor a ser detenidos o a ser objeto de represalias, y vi) recurra a la asistencia técnica de la OIT con miras a 
aplicar estas recomendaciones y a establecer mecanismos para gestionar las cuestiones prácticas que afectan a la aplicación del 
régimen de seguridad social nacional a los trabajadores migrantes.
     Habida cuenta de la urgencia de esta situación persistente en la que se deniega a los trabajadores extranjeros empleados en 
Malasia durante un período de hasta cinco años, víctimas de accidentes del trabajo, su derecho fundamental a recibir el mismo 
trato que los trabajadores nacionales y de esta forma, entre otras cosas, no reciben pensiones vitalicias en caso de 
discapacidad permanente, la Comisión respalda íntegramente las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas e insta 
firmemente al Gobierno a que se ciña a sus obligaciones internacionales tomando las medidas necesarias, de manera efectiva y 
con rapidez.
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C029 - Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 (núm. 29)

Belarús
(Ratificación: 1956)

     La Comisión toma nota de la observación del Congreso de Sindicatos Democráticos de Belarús (BKDP) recibidas el 31 de agosto de 
2017.
Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
105.ª reunión, mayo junio de 2016)

La Comisión toma nota de la detallada discusión que tuvo lugar en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia en mayo
junio de 2016, sobre la aplicación del Convenio por Belarús. En sus conclusiones, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que 
acepte la asistencia técnica de la OIT y que colabore de manera constructiva con la OIT en los niveles más elevados para resolver estas 
cuestiones antes de la próxima reunión de la Comisión. La Comisión también toma nota del informe de la misión consultiva técnica de la 
OIT a Belarús que tuvo lugar del 19 al 23 de junio de 2017.
     Artículos 1, 1), 2, 1), y 2, 2), c), del Convenio. Trabajo obligatorio impuesto por la legislación nacional a determinadas categorías de 
trabajadores y de personas. La Comisión lamentó tomar nota anteriormente de que se introdujeron en la legislación nacional varias 
nuevas disposiciones, cuya aplicación podría conducir a situaciones equivalentes al trabajo forzoso, lo cual es incompatible con la 
obligación de suprimir el uso del trabajo forzoso u obligatorio en todas sus formas, como exige el Convenio. En particular, la Comisión 
señaló a la atención del Gobierno las nuevas disposiciones que se introdujeron en la legislación nacional.

1. Trabajo obligatorio impuesto a los trabajadores en la industria maderera. La Comisión tomó nota de la adopción del decreto
presidencial núm. 9, de 7 de diciembre de 2012, sobre las medidas adicionales para el desarrollo de la industria maderera, y más 
especialmente el artículo 1.2, que dispone que un empleado sólo puede terminar su contrato con el consentimiento del empleador.
     La Comisión toma nota de que, en sus conclusiones, la Comisión de la Conferencia tomó nota con interés de la explicación del 
Gobierno sobre las medidas adoptadas para derogar el decreto presidencial núm. 9 por el decreto presidencial núm. 182.
     La Comisión toma nota con satisfacción de la información que figura en su memoria en el sentido de que, el decreto presidencial 
núm. 9 ha sido retirado mediante el decreto presidencial núm. 182, de 27 de mayo de 2016, una copia del cual se adjunta a su memoria.

2. Trabajo obligatorio impuesto a las personas que han trabajado menos de 183 días el año anterior. La Comisión tomó nota de la
adopción del decreto presidencial núm. 3, de 2 de abril de 2015, sobre la prevención de la dependencia de la ayuda social, por el que se 
requiere que los ciudadanos de Belarús, los ciudadanos extranjeros y los apátridas que residan de manera permanente en Belarús y no 
hayan trabajado durante al menos 183 días el año anterior, y que, por tanto, no hayan pagado los impuestos sobre el trabajo por el 
mismo período, paguen una tasa especial para financiar los gastos del Gobierno. El impago o el pago parcial de tal contribución está 
sujeto a una sanción administrativa bajo la forma de una multa o de una detención administrativa, que incluye un servicio comunitario 
obligatorio (artículos 1, 4 y 14 del decreto). La Comisión tomó nota de que en sus observaciones relativas a la aplicación del Convenio 
sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87), recibidas el 31 de agosto de 2015, el BKDP expresó 
su preocupación por la utilización de servicios comunitarios obligatorios en ese sentido.
     La Comisión toma nota de que, en sus conclusiones, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que comunique información 
adicional sobre la aplicación en la legislación y en la práctica del decreto presidencial núm. 3 y que garantice de que esté de plena 
conformidad con el Convenio.
     La Comisión toma nota de la observación del BKDP, según la cual el decreto presidencial núm. 1, de 2017, enmendó el decreto 
presidencial núm. 3. Sin embargo, las enmiendas, tales como los períodos adicionales para participar en la financiación del gasto público, 
no modifican la naturaleza discriminatoria del decreto presidencial núm. 3. Indica también que el decreto presidencial núm. 3 fue 
suspendido oficiosamente por el Gobierno como consecuencia de que diversas partes interesadas pidieran su abolición, pero éste no fue 
derogado. Además, en la nueva versión propuesta, el Gobierno pretende aplicar el principio según la cual «si alguien no trabaja tiene la 
obligación de pagar por los servicios».
     La Comisión toma debida nota de que el Gobierno indicó en su memoria y a la misión que el decreto presidencial núm. 3 está 
suspendido siguiendo una instrucción presidencial. Mientras que en 2015, 62 700 personas pagaron impuesto sobre el trabajo, en 2017, 
las autoridades fiscales dejaron de enviar avisos por el pago de contribuciones. Además las disposiciones que establecen la 
responsabilidad administrativa por falta de pago de los impuestos no se han aplicado, y, en la práctica, no se impusieron sanciones por 
este motivo. El Gobierno indica también que se está elaborando un nuevo marco conceptual para enmendar el decreto presidencial núm. 
3, en virtud del cual se desplaza el centro de la atención sobre las medidas fiscales para dedicarla al incentivo y promoción del empleo y 
la reducción del empleo ilegal. Se espera que para el 1.º de octubre de 2017 se haya finalizado un proyecto de texto legislativo al 
respecto.
     La Comisión toma nota del informe de la misión que el Gobierno ha proporcionado seguridades de que durante el proceso de 
elaboración de la versión enmendada del decreto presidencial núm. 3 se llevarán a cabo consultas públicas, incluidos los interlocutores 
sociales. En consecuencia, la Comisión pide al Gobierno que prosiga sus esfuerzos para garantizar que el decreto presidencial 
núm. 3 sea enmendado en un futuro próximo, tras celebrar consultas con todas las partes interesadas pertinentes, 
especialmente los interlocutores sociales. Además pide al Gobierno que comunique información sobre todo progreso realizado 
a este respecto.

3. Personas internadas en «centros médicos de trabajo». La Comisión tomó nota de la adopción de la ley núm. 104 3, de 4 de enero
de 2010, sobre los procedimientos y modalidades del traslado de ciudadanos a los centros médicos de trabajo y las condiciones de su 
permanencia, que dispone que los ciudadanos que padecen de alcoholismo crónico, drogadicciones o abuso de sustancias, y que 
enfrentan cargos administrativos por haber cometido violaciones administrativas bajo la influencia de alcohol, estupefacientes y 
psicotrópicos, tóxicos u otras sustancias intoxicantes, pueden ser derivados a centros médicos de trabajo como consecuencia de una 
petición de un tribunal de justicia presentada por el jefe de asuntos internos (artículos 4 a 7 de la ley). Esas personas son internadas en 
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centros médicos de trabajo durante un período comprendido entre doce y dieciocho meses y tienen la obligación de trabajar.
     La Comisión toma nota de que en sus conclusiones, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que comunique información 
adicional sobre la aplicación, en la legislación y en la práctica, de la ley núm. 104 3, y que garantice que esté de plena conformidad con el 
Convenio.
     La Comisión toma nota de que el Gobierno informa en su memoria y a la misión que no todos los que padecen esos problemas 
pueden ser enviados a los centros, sino únicamente los que reiteradamente (tres o más veces en el curso de un año) han perturbado el 
orden público y han sido encontrados en un estado de intoxicación causada por alcohol, narcóticos u otras sustancias intoxicantes. 
Además, existe la condición adicional de que tras la comisión de esas ofensas reciban la advertencia de que se los enviará a los centros 
antes mencionados en caso de reincidencia pero, no obstante, cometen infracciones administrativas por violaciones similares dentro del 
año en que se formuló la mencionada advertencia. El Gobierno subraya que, en vista de la situación de los individuos afectados, en la 
práctica es imposible aplicar un programa de rehabilitación médica y social que no incluya tales medidas restrictivas. Según el Ministro 
del Interior, en 2016 se enviaron a centros médicos laborales 8 081 personas, de las cuales 4 388 corresponden al primer semestre de 
2017. Sólo 52 personas se negaron a trabajar.
     La Comisión también toma nota de que el Gobierno indica en su memoria y a la misión que las personas enviadas a los centros 
médicos laborales deben someterse a un examen médico para determinar su nivel de adicción y posteriormente reciben servicios de 
readaptación médica y social, que incluyen tratamiento médico y psicológico, desarrollo personal autoeducación, así como asistencia 
para restablecer y mantener sus relaciones familiares. Además, se considera que el empleo es una de las herramientas más importantes 
para el logro de la reintegración social. A estos efectos, en los centros médicos laborales se proporciona orientación profesional, 
formación y readaptación profesionales, así como formación para el desarrollo de las competencias profesionales. Asimismo, el Gobierno 
señala que las personas afectadas son colocadas en el empleo teniendo en consideración su edad, capacidad para el trabajo, estado de 
salud, competencias y calificaciones. Además, reciben una remuneración, y se les otorga una licencia anual y otros tipos de licencia de 
conformidad con la legislación laboral. En 2014 y 2015, 870 personas siguieron programas formales de educación profesional técnica, 
mientras que en 2015, 387 personas recibieron formación profesional práctica en el lugar de trabajo. Además, a junio de 2017, 5 647 
personas desempeñaban empleos remunerados en centros médicos laborales. Los tipos de trabajo llevados a cabo por esas personas 
incluyen labores en la industria maderera, trabajo agrícola y limpieza pública. En consecuencia, la Comisión pide al Gobierno que 
siga comunicando información sobre la aplicación en la práctica de la ley núm. 104 3, incluyendo el número de personas 
colocadas en los centros médicos laborales especificando si esa colocación es consecuencia de una sentencia judicial o de 
una decisión administrativa.

4. Padres privados de la guardia y custodia de sus hijos. La Comisión tomó nota anteriormente de que el decreto presidencial núm. 18,
de 24 de noviembre de 2006, sobre las medidas complementarias para la protección estatal de los hijos de «familias disfuncionales», 
autoriza la retirada de los hijos cuyos padres llevan una «forma de vida inmoral» o son adictos crónicos al alcohol o a las drogas o de 
alguna otra manera, no pueden cumplir de manera adecuada las obligaciones de crianza y mantenimiento que les incumbe. Se trata de 
padres desempleados o que, si trabajan, no pueden reembolsar íntegramente al Estado por el mantenimiento de sus hijos en 
instituciones estatales de cuidado de los niños, y están sujetos a una decisión judicial relativa al empleo, que incluye la obligación de 
trabajar (artículo 9.27 del Código de Delitos Administrativos, y artículo 18.8 del Código de Procedimiento Ejecutivo de Delitos 
Administrativos). La decisión judicial de referencia es un motivo de despido de la persona afectada (artículo 44, 5), del Código del 
Trabajo). Los padres que no cumplan ese trabajo pueden ser penalmente responsables, en virtud del artículo 174, 2) y 3), del Código 
Penal, y podrá imponérseles la obligación de prestar un servicio a la comunidad o un trabajo correccional durante un período de hasta 
dos años, una pena de reclusión de hasta tres años, así como restricciones o privación de la libertad, todas acompañadas de trabajo 
obligatorio.
     La Comisión toma nota de que, en sus conclusiones, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que comunique información 
adicional sobre la aplicación, en la legislación y en la práctica, del decreto presidencial núm. 18 y que garantice que esté de plena 
conformidad con el Convenio.
     La Comisión toma nota de que el Gobierno indica en su memoria y a la misión que el principal objetivo del decreto presidencial núm. 
18 es mejorar la situación de las «familias disfuncionales» de manera que los niños puedan volver a vivir con sus padres en seguridad. 
Con objeto de crear circunstancias que permitan a los padres afectados abandonar su modo de vida antisocial y, a menudo, inmoral, es 
importante que tengan un empleo. Sin embargo, muchos de esos padres están desempleados y han perdido durante largos períodos sus 
competencias profesionales; de ese modo, les es difícil encontrar trabajo sin ayuda debido a que los empleadores no tienen interés en 
contratar personas de esas características. En este sentido, el decreto presidencial núm. 18 establece un mecanismo, mediante el cual 
un tribunal puede ordenar a los padres de que se trate que acepten un empleo. En el marco de ese mecanismo, se disponen 
colocaciones en el empleo en lugares de trabajo determinados en coordinación con las autoridades locales, tales como agencias de 
empleo y de protección social, las cuales disponen de una lista de más de 6 770 empresas que proporcionan lugares de trabajo seguros 
para ese tipo de personas. Además, una de las condiciones en la selección del puesto de trabajo es que el nivel de remuneraciones sea 
suficientemente elevado, a fin de sufragar los gastos para el mantenimiento de sus hijos.
     La Comisión también toma nota de que el Gobierno informa a este respecto en su memoria que se comunicaron órdenes judiciales a 
1 833 personas en 2014, 2 317 en 2015, 2 289 en 2016 y 1 128 en el primer semestre de 2017. Al 31 de marzo de 2017, las oficinas 
estatales de empleo colocaron en el empleo a 8 371personas. Además, en 2016, se enjuiciaron a 1 200 personas en virtud del artículo 
174 del Código Penal, y en el primer semestre de 2017 esa cifra fue de 496 personas. Además, de 2007 a 2016 se determinó que un total 
de 33 832 niños necesitaban asistencia estatal, 21 021 de los cuales (más del 58 por ciento) regresaron a vivir con sus familias y sus 
padres. No obstante, la Comisión toma nota de la información comunicada por el BKDP a la misión de que, en un caso, los niños 
adoptados fueron separados de una familia debido a las opiniones políticas de sus padres adoptivos, aun cuando gozaban de buenas 
condiciones económicas y sociales. Al tiempo de tomar debida nota del objetivo de rehabilitación del decreto presidencial núm. 18 
y de la alta tasa de niños que regresan a vivir con sus padres, la Comisión pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias 
para garantizar que la aplicación del decreto en la práctica no vaya más allá del objetivo de rehabilitar a las familias 
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disfuncionales, sin tratar de imponer finalidades políticas. La Comisión también alienta al Gobierno a que considere revisar las 
disposiciones relativas a la deducción directa de los salarios de las personas para reembolsar los gastos de mantenimiento de 
sus hijos en instituciones estatales para el cuidado de los niños.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.

Eritrea
(Ratificación: 2000)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE), recibidas el 30 de agosto de 
2017, así como de la respuesta del Gobierno al respecto, recibida el 26 de octubre de 2017.
     Artículos 1, 1), y 2, 1), del Convenio. Servicio nacional obligatorio. En el marco de sus exámenes anteriores de aplicación de los 
convenios, tanto la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia Internacional del Trabajo como esta Comisión instaron 
firmemente al Gobierno a que modificara o derogara la Proclamación sobre el Servicio Nacional (núm. 82, de 1995) y la declaración sobre 
la «Campaña de Desarrollo Warsai Yakaalo», de 2002, a efectos de poner fin a la práctica generalizada y sistemática de imposición de 
trabajo obligatorio a la población, en el marco de los programas vinculados con la obligación de servicio nacional.
     La Comisión tomó nota de que, en el plano legislativo, la Constitución prevé la obligación de los ciudadanos de cumplir con su deber 
de servicio nacional (artículo 25, 3)), precisando la Proclamación sobre el Servicio Nacional que esta obligación concierne a todos los 
ciudadanos de edades comprendidas entre los 18 y los 50 años (artículo 6). Esta obligación comprende el servicio nacional activo y el 
servicio en la reserva. El servicio nacional activo, que afecta a todos los ciudadanos de 18 a 40 años de edad, comprende dos períodos: 
seis meses de servicio nacional activo en el centro de entrenamiento del servicio nacional, y doce meses de servicio militar activo y tareas 
vinculadas con el desarrollo en las fuerzas militares (artículo 8). El servicio nacional se dirige a establecer unas fuerzas armadas fuertes, 
basadas en la población, con miras a garantizar una Eritrea libre y soberana. Tiene también los objetivos de crear una nueva generación 
que se caracterice por el amor al trabajo y la disciplina y que esté dispuesta a servir y participar en la reconstrucción de la nación, así 
como a desarrollar y reforzar la economía de la nación, «invirtiendo en el desarrollo del trabajo de la población como riqueza potencial» 
(artículo 5). Además, la Comisión tomó nota de que, en la práctica, la conscripción de todos los ciudadanos de 18 a 40 años de edad para 
un período indeterminado, quedó institucionalizado con la «Campaña de Desarrollo Warsai Yakaalo», que fue aprobada por la Asamblea 
Nacional en 2002. Al respecto, el Gobierno confirmó que, en el marco de su servicio nacional, los conscriptos pueden ser llamados a 
abandonar otras tareas y que, en la práctica, participaron en muchos programas, especialmente de construcción de carreteras y de 
puentes, de reforestación, de preservación del suelo y del agua, y de reconstrucción, así como en actividades encaminadas a mejorar la 
seguridad alimentaria.
     Tanto esta Comisión, como la Comisión de la Conferencia, señalaron que los trabajos impuestos a la población en el marco de la 
obligación de servicio nacional, incluyendo una amplia gama de actividades, algunas de las cuales se relacionan con el desarrollo 
nacional, no revisten un carácter puramente militar. En consecuencia, esos trabajos van más allá de la excepción prevista en el artículo 2, 
2), a), del Convenio, en virtud de la cual los trabajos o servicios exigidos en virtud de las leyes relativas al servicio militar obligatorio, sólo 
están excluidos del campo de aplicación del Convenio con la condición de que revistan un carácter puramente militar. Esta condición se 
dirige expresamente a impedir la movilización de conscriptos para la realización de obras públicas, y a su corolario al artículo 1, b), del 
Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105), que prohíbe el recurso al trabajo obligatorio «como método de 
movilización y utilización de la mano de obra con fines de fomento económico». La Comisión concluyó asimismo que, a la luz de las 
informaciones sobre la duración y la extensión del trabajo impuesto en el marco de la obligación de servicio nacional y sobre los fines a 
los que recurren para el mismo las autoridades, esta obligación va más allá del poder de movilizar la mano de obra prevista en el artículo 
2, 2), d), del Convenio, en la medida en que ese poder debe limitarse a las verdaderas situaciones de urgencia o de fuerza mayor, es 
decir, un acontecimiento repentino e imprevisible que requiera contramedidas inmediatas.
     La Comisión toma nota de que el Gobierno reitera que la duración del servicio nacional se prolongó en razón de las incesantes 
amenazas que pesan en el país y del estado de beligerancia con Etiopía. La Campaña Warsai Yakaalo constituye una estrategia nacional 
para la erradicación de la pobreza y la protección del bienestar de los ciudadanos y se dirige a lograr una política de autosuficiencia que 
se apoye en la dedicación de la población. Al respecto, el Gobierno se refiere a los objetivos que se establecieron para el servicio 
nacional, como los previstos en el artículo 5 de la Proclamación sobre el Servicio Nacional, a saber, la participación en la reconstrucción 
de la nación y el fortalecimiento de la economía nacional. El Gobierno indica asimismo que, a pesar de las amenazas de guerra, el 
Gobierno ha adoptado varias medidas para desmovilizar a los conscriptos y para reintegrarlos en la administración pública. Se estableció 
una escala salarial adecuada para los miembros del servicio nacional que hayan llevado a buen término sus tareas. Su estatuto de 
funcionario público viene a demostrar que ya no forman parte del servicio nacional, mientras el proceso de desmovilización ha sido 
implementado inicialmente con éxito, las fases posteriores se suspendieron debido al estado de beligerancia con Etiopía. El Gobierno 
reitera que no hay más opciones que la adopción de las medidas necesarias de autodefensa proporcionales a las medidas a las que hace 
frente Eritrea. Habida cuenta de esta situación fáctica, el Gobierno considera que el poder de movilizar la mano de obra está vinculado 
con una verdadera situación de fuerza mayor, en medida en que este poder está concebido para un futuro acontecimiento repentino e 
imprevisto, de conformidad con el artículo 2, 2), d), del Convenio.
     La Comisión toma nota de que, en sus observaciones, la OIE, indica que, desde hace algunos años viene manifestando su profunda 
preocupación por la situación descrita por la Comisión, así como por las conclusiones de la Comisión de Investigación sobre la situación 
de los derechos humanos en Eritrea, establecida por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y por un número 
considerable de ONG, que dan cuenta de una práctica extendida y sistemática de imposición de trabajo obligatorio a la población, por una 
duración indeterminada, en el marco del servicio nacional obligatorio. La OIE subraya que debe ponerse fin, con carácter de urgencia, a 
esta situación, que fue criticada en algunos foros internacionales. Reiterando las preocupaciones expresadas por los miembros 
empleadores en la Comisión de la Conferencia en lo que atañe a la aplicación del Convenio por Eritrea, la OIE observa que, si bien se 
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comprometió a trabajar con miras a la eliminación del trabajo forzoso, el Gobierno no ha recurrido a la asistencia técnica de la Oficina, ni 
ha demostrado una voluntad de cooperar con la OIT.
     En respuesta a las observaciones de la OIE, el Gobierno reitera las explicaciones proporcionadas en su memoria sobre las razones 
por las cuales se interrumpió el proceso de desmovilización y se prolongó el servicio nacional. También enfatiza que el trabajo exigido a 
la población en el marco de los programas de la Campaña Varsai Yakaallo se realiza únicamente en el interés de la comunidad y no para 
el beneficio de empresas o individuos privados. En general, los fines perseguidos por estos programas se limitan a lo que es 
estrictamente necesario para responder a las exigencias de la situación en Eritrea. Por lo tanto, según el Gobierno está lejos de la verdad 
afirmar que la realidad en Eritrea configura una práctica sistemática de imposición de trabajo obligatorio a la población.
     Por último, la Comisión comprueba que, en sus últimas memorias, tanto la comisión de investigación sobre la situación de los 
derechos humanos en Eritrea como la Relatora Especial sobre la situación de los derechos humanos en Eritrea, establecidas por el 
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, comprobaron la ausencia de mejoras en cuanto a la reforma de los programas 
de servicio militar/nacional (respectivamente, documentos A/HRC/32/47 y A/HRC/32/CRP.1, de 9 de mayo y 8 de junio de 2016, y 
A/HRC/35/39, de 7 de junio de 2017). La Comisión observa que estos dos informes siguen refiriéndose a la duración indeterminada y 
arbitraria de la conscripción, que supera los dieciocho meses previstos en la Proclamación de 1995, prolongándose con mucha frecuencia 
en varios años; a la utilización de conscriptos para cumplir con un trabajo obligatorio en una amplia gama de actividades económicas, 
incluso en la función pública o para empresas privadas, y al carácter involuntario del servicio militar cumplido más allá de la duración legal 
de dieciocho meses. La Comisión de investigación subraya, entre otras cosas, que «los programas actuales sirven principalmente para 
reforzar el desarrollo económico, para aumentar los beneficios de las empresas sostenidas por el Estado y para mantener el control de la 
población de Eritrea, en violación del derecho internacional». Además, la Comisión observa que la Relatora Especial reconoce que la 
ausencia de aplicación de la decisión de 2002 de la Comisión de Límites entre Eritrea y Etiopía, constituye un motivo de especial 
preocupación, pero considera no obstante que la falta de aplicación de la decisión de dicha comisión, no puede servir de justificación para 
la duración indeterminada y de carácter arbitrario de los programas de servicio nacional militar/civil.
     La Comisión recuerda que, si el Convenio prevé expresamente un número limitado de casos en los cuales los Estados que lo han 
ratificado pueden imponer un trabajo obligatorio a su población — especialmente en el marco de las obligaciones cívicas normales, del 
servicio militar obligatorio o en situaciones de fuerza mayor —, las condiciones en las que se impone un trabajo obligatorio son muy 
estrictas y ese trabajo debe responder a exigencias precisas para que tal imposición no constituya un trabajo forzoso. A la luz de las 
consideraciones anteriores y de todas las informaciones de que dispone, la Comisión reafirma que, por su duración, su magnitud, sus 
objetivos (reconstrucción, lucha contra la pobreza y fortalecimiento de la economía nacional) y la amplia gama de actividades realizadas, 
el trabajo exigido a la población, en el marco de la obligación de servicio nacional, va más allá de las excepciones autorizadas por el 
Convenio núm. 29 y constituye un trabajo forzoso. Está asimismo en contradicción con el artículo 1, b), del Convenio núm. 105, que 
prohíbe el recurso al trabajo obligatorio «como método de movilización y utilización de la mano de obra con fines de fomento económico». 
La Comisión comprueba con profunda preocupación que no se ha realizado ningún progreso, ni en el plano legislativo, ni en la práctica, 
para limitar estrictamente el recurso al trabajo obligatorio a las excepciones autorizadas por el Convenio. En consecuencia, la Comisión 
insta firmemente al Gobierno a que tenga a bien adoptar, en los más breves plazos, las medidas necesarias para modificar o 
derogar la Proclamación sobre el Servicio Nacional núm. 82, de 1995, y la declaración sobre la «Campaña de Desarrollo Warsai 
Yakaalo», de 2002, con el fin de: a) limitar el trabajo impuesto a la población en el marco de la obligación de servicio nacional a 
la formación militar y a las tareas que revisten un carácter puramente militar, y b) limitar la imposición de trabajo o de servicios 
obligatorios a la población a los verdaderos casos de urgencia o de fuerza mayor (a saber, un acontecimiento repentino e 
imprevisible), garantizando que la duración y la extensión de este trabajo o de estos servicios, se limiten a lo estrictamente 
necesario con respecto a la situación.
     La Comisión recuerda que el Gobierno puede recurrir a la asistencia técnica de la OIT para contribuir a resolver las cuestiones 
planteadas.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]
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C081 - Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81)

Moldova, República de  (Ratificaciones: 1996 y 1997)

     Con el fin de aportar una visión de conjunto de las cuestiones relativas a la aplicación de los convenios ratificados sobre la inspección 
del trabajo, la Comisión considera oportuno examinar los Convenios núms. 81 y 129 en un mismo comentario.
     La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Confederación Nacional de Sindicatos de Moldova (CNSM), en su 
comunicación recibida el 21 de agosto de 2017.
     Artículo 4 del Convenio núm. 81 y artículo 7 del Convenio núm. 129. Vigilancia y control de una autoridad central. Seguridad y salud en 
el trabajo. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica en su memoria que la Ley núm. 131 sobre el Control de Estado de las 
Actividades Empresariales, de 2012, retira algunas competencias y funciones de vigilancia en el área de la salud y la seguridad en el 
trabajo de la inspección del trabajo del Estado y las transfiere a diez entidades de vigilancia, incluida la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria, la Agencia para la Protección del Consumidor y la Vigilancia del Mercado, la Agencia Nacional de Salud Pública, la 
Inspección de la Protección del Medio Ambiente, la Agencia Nacional de Transporte Motorizado, la Agencia Nacional de Regulación de la 
Energía y la Agencia Nacional de Comunicaciones Electrónicas y Tecnología de la Información. Estos organismos supervisarán los 
asuntos relativos a la seguridad y la salud en el trabajo para las empresas reguladas por la legislación dentro de su competencia. Con 
respecto a otras áreas de actividades, la Agencia de Supervisión Técnica tiene la competencia de supervisión de los asuntos 
relacionados con la seguridad y la salud en el trabajo. La Comisión también toma nota de la información comunicada por el Gobierno, en 
la que se indica que los inspectores del trabajo encargados del control de la seguridad y la salud en el trabajo, serán nombrados para los 
organismos sectoriales. Esos inspectores informarán a sus organismos respectivos, así como a la Inspección del Trabajo del Estado. La 
Comisión indica asimismo que la Inspección del Trabajo del Estado desarrollará directrices procedimentales y listas de verificación para 
los inspectores, así como una plataforma para su formación.
     A este respecto, la Comisión toma nota de las observaciones de la CNSM, según las cuales la dispersión de las funciones de control 
en el terreno de la seguridad y la salud en el trabajo, redundan en una falta de marco institucional para la inspección de esas cuestiones.
     La Comisión recuerda que el artículo 4 del Convenio núm. 81 y el artículo 7 del Convenio núm. 129, prevén la instauración de un 
sistema de inspección del trabajo bajo la supervisión y el control de una autoridad central, en la medida en que sea compatible con la 
práctica administrativa del miembro. A este respecto, recuerda que indicó, en su Estudio General de 2006, Inspección del trabajo, que 
deberían atribuirse algunas responsabilidades de inspección del trabajo a diferentes departamentos, debiendo la autoridad competente 
adoptar medidas para garantizar recursos presupuestarios suficientes y alentar la cooperación entre estos diferentes departamentos 
(párrafos 140, 141 y 152). Recordando asimismo la importancia de garantizar que se lleven a cabo cambios organizativos, de 
conformidad con las disposiciones de los Convenios núms. 81 y 129, incluidos los artículos 4, 6, 9, 10, 11 y 16 del Convenio 
núm. 81 y los artículos 7, 8, 11, 14, 15 y 21 del Convenio núm. 129 (sobre la supervisión y el control por una autoridad central, la 
estabilidad del empleo y la independencia, así como la colaboración de expertos y técnicos debidamente calificados en 
seguridad y salud de los trabajadores, garantizando un número suficiente de inspectores para asegurar el cumplimiento 
efectivo de sus funciones, la cesión de oficinas locales adecuadamente equipadas y medios de transporte, realizándose las 
inspecciones con la frecuencia y el esmero necesarios para asegurar la efectiva aplicación de las disposiciones legales 
pertinentes), la Comisión insta firmemente al Gobierno a que adopte todas las medidas necesarias a este respecto.
     En relación con sus comentarios relativos al Convenio sobre seguridad y salud de los trabajadores, 1981 (núm. 155), la 
Comisión solicita al Gobierno que comunique más información sobre las medidas adoptadas para garantizar una coordinación 
entre las diversas autoridades sectoriales respecto de las inspecciones vinculadas con los asuntos de seguridad y salud en el 
trabajo, así como entre estas autoridades y la Inspección del Trabajo del Estado. Solicita información adicional sobre la 
vigilancia de las empresas no comprendidas en los respectivos organismos sectoriales, y, en particular, sobre la cobertura del 
sector agrícola. Solicita al Gobierno que comunique información sobre: i) las medidas adoptadas o previstas para garantizar la 
asignación de recursos presupuestarios y humanos suficientes, con miras a asegurar la aplicación de las disposiciones legales 
relativas a la seguridad y la salud en el trabajo, y ii) el número de inspectores nombrado en los organismos sectoriales, así 
como el número de inspecciones que éstos llevaron a cabo (artículos 10 y 16 del Convenio núm. 81 y artículos 14 y 21 del 
Convenio núm. 129). Solicita al Gobierno que indique de qué manera se garantiza la independencia y la imparcialidad de los 
inspectores del trabajo nombrados en los organismos sectoriales, a la luz de su notificación a la administración de los 
organismos sectoriales (artículo 6 del Convenio núm. 81 y artículo 8 del Convenio núm. 129). Solicita al Gobierno que 
comunique información sobre la manera en que colaboran los expertos y técnicos en seguridad y salud de los trabajadores en 
el servicio de inspección (artículo 9 del Convenio núm. 81 y artículo 11 del Convenio núm. 129), sobre las medidas adoptadas 
para proporcionar a esos inspectores oficinas locales adecuadamente equipadas, así como sobre los medios de transporte 
necesarios para el desempeño de sus funciones (artículo 11 del Convenio núm. 81 y artículo 15 del Convenio núm. 129), y sobre 
la manera en que asegura que las actividades realizadas por estos inspectores queden reflejadas en el informe anual sobre la 
inspección del trabajo (artículos 20 y 21 del Convenio núm. 81 y artículos 25 a 27 del Convenio núm. 129).
     Artículos 5, a), 17 y 28 del Convenio núm. 81 y artículos 12, 1), 23 y 24 del Convenio núm. 129. Cooperación con el sistema judicial y 
sanciones adecuadas por violaciones de las disposiciones legales por cuyo cumplimiento velen los inspectores del trabajo. La Comisión 
tomó nota con anterioridad de la información que figura en los informes anuales de inspección del trabajo del Gobierno, según la cual la 
Inspección del Trabajo del Estado emitió 891 actas de infracción, en 2012, para su presentación a los tribunales, 514 de esas actas en 
2013 y 434 en 2014. A este respecto, toma nota de la información que figura en la memoria del Gobierno, según la cual, en 2016, los 
inspectores del trabajo prepararon y presentaron 165 actas de infracción. Tomando nota del descenso significativo entre el 2012 y 
2016 en el número de actas de infracción presentadas a los tribunales, la Comisión solicitó una vez más al Gobierno que 
comunique información sobre las razones de esta tendencia. También solicita al Gobierno que comunique información sobre 
los resultados específicos de las actas de infracción presentadas a los tribunales, indicando la decisión dictada y si se impuso 
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una multa u otra sanción.
     Artículo 12 del Convenio núm. 81 y artículo 16 del Convenio núm. 129. Visitas de inspección sin aviso previo. La Comisión tomó nota 
con anterioridad de que la comisión tripartita establecida para examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por parte de 
la República de Moldova del Convenio núm. 81, presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT, adoptada por el 
Consejo de Administración en marzo de 2015 (documento GB.323/INS/11/6), constató que la aplicación de la Ley núm. 131 de la 
Inspección del Trabajo del Estado (de conformidad con el párrafo 27 de su anexo), planteó las cuestiones de compatibilidad con el 
artículo 12 del Convenio núm. 81, en la restricción del libre acceso de los inspectores del trabajo para proceder a las inspecciones. En 
particular, el informe de la comisión tripartita señaló que el artículo 18, 1), de la ley núm. 131, dispone que se enviará un aviso de la 
decisión de llevar a cabo un control a la entidad que es objeto de control al menos cinco días laborables anteriores a la realización del 
control. El artículo 18, 2), dispone que este aviso no será aplicable en caso de control sin previo aviso, y el artículo 19 establece las 
circunstancias limitadas y específicas en las que pueden efectuarse controles sin previo aviso, independientemente del horario de control 
establecido. En ese sentido, el informe de la comisión tripartita afirmó que las restricciones a la realización de inspecciones sin previo 
aviso, contenidas en los artículos 18 y 19 de la ley núm. 131, son incompatibles con los requisitos del artículo 12, 1), a) y b), del Convenio 
núm. 81. Estas restricciones son de igual modo incompatibles con los requisitos del artículo 16, 1), a) y b), del Convenio núm. 129.
     La Comisión toma nota de las observaciones de la CNSM, según las cuales, si bien el Gobierno adoptó algunas medidas para adaptar 
la legislación nacional a las disposiciones del artículo 12 del Convenio núm. 81, aún contiene serias limitaciones a la actividad de la 
inspección del trabajo. Toma nota de la declaración del Gobierno, según la cual, con respecto a los controles previstos, se tiene 
conciencia de las contradicciones que existen entre las normas generales para dar inicio a una inspección (artículos 14 y 20 a 23 de la ley 
núm. 131) y las disposiciones del artículo 12. El Gobierno indica que esta incoherencia será eliminada como parte de unas medidas 
legislativas que ha de adoptar el Parlamento como segunda fase de la reforma de las inspecciones. En particular, indica que tiene 
proyectado que se prevean ciertas excepciones a la obligación de proceder a una notificación anterior cinco días antes de una 
inspección. Recordando la importancia de autorizar plenamente a los inspectores del trabajo para la realización de visitas sin 
previo aviso, a efectos de garantizar una vigilancia efectiva, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que prosiga sus 
esfuerzos para enmendar la ley núm. 131, con el fin de garantizar que los inspectores del trabajo estén autorizados a efectuar 
visitas sin previo aviso, en consonancia con el artículo 12, 1), a) y b), del Convenio núm. 81 y con el artículo 16, 1), a) y b), del 
Convenio núm. 129. Solicita al Gobierno que comunique información detallada sobre las medidas adoptadas y que transmita 
una copia de todo texto legislativo adoptado en este sentido.
     Artículos 15, c), y 16 del Convenio núm. 81 y artículos 20, c), y 21 del Convenio núm. 129. Confidencialidad sobre el hecho de que una 
visita de inspección se efectúe en respuesta a la recepción de una queja. La Comisión toma nota de la información que figura en la 
memoria del Gobierno sobre el número de inspecciones no programadas, efectuadas en 2015 y 2016, que indica que esas inspecciones 
se realizaron como consecuencia de una queja o para realizar una investigación tras un accidente. La Comisión recuerda que, en virtud 
de la ley núm. 131, las empresas reciben un aviso de inspección con una antelación de cinco días en el caso de todas las inspecciones, 
salvo las inspecciones no programadas. A este respecto, la Comisión recuerda que, a efectos de garantizar mejor la confidencialidad 
relativa a toda conexión entre una queja y una visita de inspección, es importante garantizar que un número suficiente de visitas de 
inspección sin previo aviso sean realizadas con independencia de las quejas o de los accidentes. La Comisión solicita al Gobierno que 
comunique información sobre las medidas adoptadas o previstas para garantizar que se realice un número suficiente de 
inspecciones no programadas para garantizar que, cuando las visitas de inspección sean realizadas como consecuencia de una 
queja, se mantenga la confidencialidad del hecho de la queja y de la identidad del o de los querellantes.
     Artículo 16 del Convenio núm. 81 y artículo 21 del Convenio núm. 129. Realización de inspecciones con la frecuencia y el esmero que 
sean necesarios para garantizar la efectiva aplicación de las disposiciones legales pertinentes. La Comisión tomó nota con anterioridad 
de que, a la luz del informe de la comisión tripartita, algunas disposiciones de la ley núm. 131, no son compatibles con el principio 
contenido en el artículo 16 del Convenio núm. 81. En particular, en virtud del artículo 14 de la ley núm. 131, los organismos de control no 
tienen derecho a realizar un control de la misma entidad más de una vez en un año civil, con la excepción de las inspecciones sin previo 
aviso. El artículo 15 dispone que cada autoridad con funciones de supervisión desarrollará un plan anual de inspecciones, que no puede 
verse alterado, por trimestre, cuando se prevea la inspección, no siendo posible efectuar una inspección no prevista en el programa. La 
Comisión tomó nota de que la realización de las visitas de inspección con arreglo a un programa, no es incompatible con el Convenio 
núm. 81, en la medida en que este programa no impida la realización de un número suficiente de visitas no programadas, pero que 
limitaciones concretas a la realización de las inspecciones no programadas contenidas en el artículo 19, de la ley núm. 131, constituyen 
un impedimento para la realización de inspecciones con la frecuencia y el esmero que son necesarios para garantizar la efectiva 
aplicación de las disposiciones legales pertinentes. Tomó nota asimismo de que las limitaciones contenidas en el artículo 3, g), de la ley 
núm. 131, en el sentido de que las inspecciones sólo pueden llevarse a cabo cuando se agotaron otros medios de verificación del 
cumplimiento de la ley, no está de conformidad con el artículo 16 del Convenio núm. 81. Posteriormente, la Comisión tomó nota de las 
observaciones de la CNSM, según las cuales la ley núm. 18, adoptada el 4 de marzo de 2016, introduce una moratoria sobre, entre otras 
cosas, la inspección del trabajo para el período comprendido entre el 1.º de abril y el 31 de julio de 2016.
     La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno, según la cual el marco existente no limita expresamente o implícitamente el 
número de inspecciones que pueden llevarse a cabo respecto de un agente económico. El artículo 14 de la ley núm. 131 establece que el 
órgano de inspección debe planificar un máximo de una inspección al año, salvo que la metodología aplicada basada en el riesgo exija 
una frecuencia mayor y que no exista ningún límite a las inspecciones no programadas. Además, toda inspección de seguimiento relativa 
a las violaciones, no se considerará como una inspección por separado. A este respecto, la Comisión toma nota de la información 
comunicada por el Gobierno, según la cual, en 2015, se realizaron 4 883 inspecciones programadas y 1 317 inspecciones no 
programadas (que surgen de la investigación, de las quejas o de los accidentes), así como 117 inspecciones de seguimiento. En 2016 
esto descendió a 3 665 inspecciones programadas, 610 inspecciones no programadas y 42 inspecciones de seguimiento.
     La Comisión toma debida nota de las explicaciones del Gobierno sobre la utilización de una metodología basada en el riesgo, así 
como el número de inspecciones no programadas realizadas. Sin embargo, toma nota de que la ley núm. 131 permite inspecciones no 
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programadas sólo bajo determinadas condiciones específicas: las que están sujetas a una delegación de control firmada por la instancia 
dirigente con funciones de control; no pueden ser llevadas a cabo en base a una información sin verificar y a la información recibida de 
fuentes anónimas; y no pueden ser realizadas cuando existe cualquier otra manera directa o indirecta de obtener la información necesaria 
(artículos 7 y 19). La Comisión toma nota asimismo de que la ley núm. 230, que enmienda y complementa algunos actos legislativos, de 
2016, que enmendó la Ley núm. 141 sobre la Inspección del trabajo para eliminar la posibilidad de que se realizaran inspecciones con la 
frecuencia necesaria para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legislativas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo. La 
Comisión lamenta observar que ha pedido al Gobierno que tomara medidas al respecto desde 2015, e insta firmemente al 
Gobierno a que adopte las medidas necesarias para garantizar que se enmiende, en un futuro próximo, la legislación nacional 
para permitir la realización de inspecciones del trabajo con la frecuencia y el esmero necesarios para garantizar la efectiva 
aplicación de las disposiciones legales pertinentes, de conformidad con el artículo 16 del Convenio núm. 81 y el artículo 21 del 
Convenio núm. 129. Además, recordando que toda moratoria sobre la inspección del trabajo constituye una grave violación de 
estos Convenios, la Comisión solicita al Gobierno que garantice que no se impongan en el futuro más restricciones de esta 
naturaleza a la inspección del trabajo.
     Artículo 17 del Convenio núm. 81 y artículo 22 del Convenio núm. 129. Procedimientos judiciales o administrativos inmediatos. La 
Comisión toma nota de que el artículo 4, 1), de la ley núm. 131, dispone que las inspecciones durante los tres primeros años de 
funcionamiento de una empresa o de un empleador, serán de naturaleza consultiva. La Comisión toma nota con preocupación de que el 
artículo 5, 4), dispone que, en caso de infracciones menores, no podrán aplicarse las sanciones previstas en la Ley de Delitos 
Administrativos o de otras leyes y, que el artículo 5, 5), dispone que no podrán aplicarse medidas restrictivas, en caso de infracciones 
graves. A este respecto, la Comisión recuerda que el artículo 17 del Convenio núm. 81 y el artículo 22 del Convenio núm. 129, dispone 
que, con algunas excepciones, las disposiciones legales por cuyo cumplimiento velen los inspectores del trabajo, deberán ser sometidas 
inmediatamente, sin aviso previo, a un procedimiento judicial, y no deberá dejarse a los inspectores del trabajo la facultad discrecional de 
advertir y de aconsejar, en lugar de iniciar o recomendar un procedimiento. La Comisión solicita al Gobierno que comunique 
información sobre las medidas adoptadas o previstas para garantizar que los inspectores del trabajo puedan iniciar o 
recomendar los procedimientos legales inmediatos. La Comisión también solicita al Gobierno que comunique información 
sobre el significado de las «medidas restrictivas» que se prohíbe se impongan, en virtud de la ley núm. 131, el número y la 
naturaleza de las graves infracciones detectadas por los inspectores, las sanciones propuestas por los inspectores y las 
sanciones finalmente impuestas.
Cuestiones específicas relativas a la inspección del trabajo en la agricultura
     Artículo 9, 3) del Convenio núm. 129. Formación adecuada de los inspectores del trabajo en la agricultura. La Comisión solicita una 
vez más al Gobierno que comunique información sobre la formación impartida a los inspectores del trabajo relacionada 
específicamente con sus funciones en el sector agrícola, incluyendo el número de programas de formación organizados y el 
número de inspectores que participaron en esos programas.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]

Ucrania
(Ratificaciones: 2004 y 2004)

     Con el fin de proporcionar una visión de conjunto de las cuestiones relativas a la aplicación de los convenios ratificados sobre la 
inspección del trabajo, la Comisión considera oportuno examinar los Convenios núms. 81 y 129 en un mismo comentario.
     La Comisión toma nota de las observaciones realizadas por la Federación de Sindicatos de Ucrania (FPU), recibidas el 9 de agosto de 
2017.
Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota de las conclusiones de 2017 de la Comisión de Aplicación de Normas sobre la aplicación de los Convenios
núms. 81 y 129 por Ucrania.
     Artículos 12, 1), a) y b), 16 y 17 del Convenio núm. 81 y artículos 16, 1), a) y b), 21 y 22 del Convenio núm. 129. Restricciones y 
limitaciones a la inspección del trabajo. La Comisión tomó nota con profunda preocupación de la moratoria introducida entre enero y junio 
de 2015 en las inspecciones del trabajo. A este respecto, la Comisión recuerda que la Comisión de Aplicación de Normas tomó nota de 
que esta moratoria había expirado y pidió al Gobierno que en el futuro no imponga ninguna de estas restricciones a la inspección del 
trabajo.
     La Comisión toma nota de que no se ha adoptado ninguna otra moratoria en relación con la inspección del trabajo. Sin embargo, toma 
nota con preocupación de que la Ley núm. 877, de 1.º de enero de 2017, sobre los Principios Fundamentales de la Supervisión y 
Control Estatal de la Actividad Económica (que se aplica a una serie de organismos de inspección, incluidos los servicios de inspección) y 
el decreto ministerial núm. 295, de 26 de abril de 2017, sobre el procedimiento de control y supervisión estatal del cumplimiento de la 
legislación laboral (por el que se aplican el artículo 259 del Código del Trabajo y el artículo 34 de la Ley de Organismos Autónomos) 
prevén diversas limitaciones de las facultades de los inspectores del trabajo, incluso en relación con la libre iniciativa de los inspectores 
del trabajo de realizar inspecciones sin aviso previo (artículo 5 del decreto núm. 295 y artículo 5, 4), de la ley núm. 877), la frecuencia de 
las inspecciones del trabajo (artículo 5, 1), de la ley núm. 877) y las facultades discrecionales de los inspectores del trabajo de iniciar 
procedimientos legales rápidos sin aviso previo (artículos 27 y 28 del decreto núm. 295).
     En este contexto, la Comisión también toma nota de que la FPU indica que en julio de 2017 el Parlamento aprobó en primera lectura 
el proyecto de ley núm. 6489 de enmienda de ciertas leyes en relación con la prevención de las presiones excesivas sobre las empresas 
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debido a la supervisión estatal del cumplimiento de la legislación laboral y en materia de empleo, que convierte la realización de visitas de 
inspección no programadas en un delito administrativo. Con el fin de garantizar que estas restricciones no se apliquen, la Comisión 
insta al Gobierno a adoptar las medidas necesarias para que la ley núm. 877 de 1.º de enero de 2017, y el decreto ministerial 
núm. 295 de 26 de abril de 2017 se ponen de conformidad con los artículos 12, 1), a) y b), 16 y 17 del Convenio núm. 81 y los 
artículos 16, 1), a) y b), 21 y 22 del Convenio núm. 129 y para garantizar que no se adoptan restricciones adicionales. La 
Comisión también recuerda al Gobierno que puede continuar recurriendo a la asistencia técnica de la OIT a este fin.
     Artículos 4, 6, 7 y 11 del Convenio núm. 81 y artículos 7, 8, 9 y 15 del Convenio núm. 129. Organización del sistema de inspección del 
trabajo bajo la supervisión y el control de una autoridad central. Descentralización parcial de las funciones de la inspección del trabajo. La 
Comisión toma nota de que en virtud del decreto núm. 295, de 27 de abril de 2017, por el que se aplica el artículo 259 del Código del 
Trabajo y el artículo 34 de la Ley de Organismos Autónomos, actualmente las funciones de la inspección del trabajo son competencia 
tanto del servicio estatal de trabajo como de las autoridades locales (órganos ejecutivos de los consejos en centros urbanos regionales y 
en comunidades territoriales integradas rurales y semirurales). La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que las autoridades de 
los gobiernos locales están bajo la supervisión del servicio estatal de trabajo, habida cuenta de la orientación, la información y la 
formación en materia de inspección del trabajo que el servicio estatal de trabajo proporciona a las autoridades locales. Además, el 
Gobierno indica que el servicio estatal de trabajo puede revocar el nombramiento de «funcionarios autorizados» de las autoridades 
locales como inspectores si esos funcionarios no ejercen sistemáticamente de la forma debida sus poderes de verificación. El Gobierno 
también se refiere a los esfuerzos para garantizar la coordinación a fin de evitar duplicaciones, por ejemplo a través del establecimiento 
de un registro conjunto de las inspecciones realizadas por el servicio estatal de trabajo y las autoridades locales. A este respecto, la 
Comisión toma nota de que el artículo 5 del procedimiento para la supervisión estatal (adoptado a través del decreto núm. 295) prevé que 
las inspecciones del trabajo realizadas por las autoridades locales se lleven a cabo con arreglo al plan anual de trabajo del servicio estatal 
de trabajo.
     La Comisión recuerda que el artículo 4 del Convenio núm. 81 prevé que la inspección del trabajo esté bajo la vigilancia y control de 
una autoridad central siempre que sea compatible con la práctica administrativa del Estado Miembro. A este respecto, recuerda que en su 
Estudio General de 2006, Inspección del trabajo, indicó que si ciertas responsabilidades de la inspección del trabajo se atribuyen a 
diferentes departamentos, la autoridad competente debe adoptar medidas para garantizar que se dispone de recursos presupuestarios 
suficientes y para alentar la cooperación entre esos diferentes departamentos (párrafos 140 y 152). Además, la Comisión recuerda la 
importancia de garantizar que los cambios organizativos se llevan a cabo de conformidad con las disposiciones de los Convenios, en 
particular de los artículos 4, 6, 7 y 11 del Convenio núm. 81 y los artículos 7, 8, 9 y 15 del Convenio núm. 129. Por consiguiente, la 
Comisión pide al Gobierno que proporcione información detallada sobre la asignación de recursos presupuestarios adecuados 
para permitir el ejercicio eficaz de las funciones de la inspección del trabajo (artículo 11 del Convenio núm. 81 y artículo 15 del 
Convenio núm. 129). Del mismo modo, tomando nota de la orientación y formación proporcionada por el servicio estatal de 
trabajo a las autoridades locales, la Comisión pide al Gobierno que proporcione información concreta sobre la manera en que 
se garantiza que de manera regular el servicio estatal de trabajo supervisa a las autoridades locales. La Comisión también pide 
al Gobierno que indique la manera en que se garantiza que los «funcionarios autorizados» que trabajan como inspectores del 
trabajo bajo la supervisión del servicio estatal de trabajo y las autoridades locales tienen un estatus y unas condiciones de 
servicio que garanticen su independencia de cualquier influencia externa indebida (artículo 6 del Convenio núm. 81 y artículo 8 
del Convenio núm. 129). Además, pide al Gobierno que indique la manera en la que se garantiza que los «funcionarios 
autorizados» que trabajan como inspectores del trabajo tienen unas calificaciones y una formación adecuadas para el ejercicio 
eficaz de las funciones de inspección (artículo 7 del Convenio núm. 81 y artículo 9 del Convenio núm. 129). En consonancia con 
la solicitud que realizó en 2017 la Comisión de Aplicación de Normas, la Comisión pide al Gobierno que garantice que las otras 
funciones encomendadas a los inspectores del trabajo no interfieren en sus funciones principales ni tienen un impacto 
negativo en la calidad de las inspecciones del trabajo.
     Artículos 10, 11 y 16 del Convenio núm. 81 y artículos 14, 15 y 21 del Convenio núm. 129. Recursos materiales y humanos para que la 
inspección del trabajo pueda cubrir de manera adecuada a los lugares de trabajo. La Comisión había tomado nota de que, según la 
evaluación de las necesidades realizada por la OIT tras la solicitud de asistencia técnica del Gobierno, resulta fundamental incrementar el 
número de inspectores del trabajo y los recursos materiales (incluidos los medios de transporte, los registros y los programas informáticos 
apropiados) a fin de aumentar el número de inspecciones y mejorar su calidad. La Comisión lamenta tomar nota de que una vez más el 
Gobierno no proporciona información sobre las medidas adoptadas a este respecto. Asimismo, toma nota de que según la información 
proporcionada por el Gobierno actualmente hay 542 inspectores del trabajo y 223 vacantes de puestos de inspección del trabajo. Por 
consiguiente, la Comisión pide de nuevo al Gobierno que proporcione información sobre las medidas adoptadas para mejorar 
la situación presupuestaria del servicio estatal de trabajo y aumentar los medios materiales y los recursos humanos de los 
servicios y de todas sus estructuras. A este respecto, la Comisión pide al Gobierno que continúe proporcionando información 
sobre el número de inspectores que trabajan a nivel central y local del servicio estatal de trabajo y sus recursos materiales 
(oficinas, equipos y material de las oficinas, medios de transporte y reembolso de los gastos de viaje) y adopte medidas para 
garantizar que el número de inspectores y los recursos son suficientes para el desempeño efectivo de sus funciones.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
[Se pide al Gobierno que responda de forma completa a los presentes comentarios en 2018.]
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C087 - Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 
sindicación, 1948 (núm. 87)

Argelia
(Ratificación: 1962)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE), recibidas el 30 de agosto de 
2017, en relación a las intervenciones de los miembros empleadores durante la discusión sobre la aplicación del Convenio por Argelia en 
la Comisión de Aplicación de Normas en la última reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, en junio de 2017, así como de las 
conclusiones adoptadas por la Comisión de la Conferencia al término de la misma. La Comisión toma nota asimismo de las 
observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), recibidas el 1.º de septiembre de 2017, en relación con cuestiones de 
orden legislativo que, en lo esencial, ya han sido objeto de examen por la Comisión, y en las que se denuncia la persistencia de 
violaciones del Convenio en la práctica, en particular, medidas de represalia por parte de los empleadores contra acciones de protesta del 
Sindicato Nacional Autónomo de Trabajadores de la Electricidad y del Gas (SNATEGS) y la violencia policial ejercida durante las 
manifestaciones en el sector minero. La Comisión toma nota de las informaciones proporcionadas por el Gobierno, en octubre de 2017, 
en respuesta a la CSI, tanto sobre algunos aspectos legislativos como sobre la práctica. La Comisión toma nota en particular de la 
respuesta comunicada en relación con el conflicto en el sector minero y observa que el SNATEGS presentó, en abril de 2016, una queja 
ante el Comité de Libertad Sindical en relación con infracciones graves de sus derechos sindicales (caso núm. 3210). Teniendo en cuenta 
la gravedad de estos alegatos, y a la espera del examen del caso por parte del Comité de Libertad Sindical, la Comisión desea recordar 
que los órganos de control de la OIT han insistido constantemente en la interdependencia entre las libertades civiles y los derechos 
sindicales, subrayando que un movimiento sindical verdaderamente libre e independiente sólo puede desarrollarse en un clima 
desprovisto de violencia, de presiones o de amenazas de toda índole contra los dirigentes y afiliados de tales organizaciones (véase el 
Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 59). La Comisión espera firmemente que el Gobierno velará por 
el respeto de este principio.
Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de la Conferencia, en junio de 2017, en relación con la aplicación 
del Convenio por Argelia. La Comisión observa que, en sus conclusiones, esta última ha pedido al Gobierno que, sin demora: i) garantice 
que el registro de sindicatos sea conforme al Convenio en la legislación y en el práctica; ii) tramite las solicitudes pendientes de registro 
de los sindicatos que cumplan los requisitos establecidos en la legislación y comunique a la Comisión de Expertos los resultados a este 
respecto; iii) se asegure de que el nuevo proyecto de Código del Trabajo sea conforme al Convenio; iv) enmiende el artículo 4 de la ley 
núm. 90-14 a fin de eliminar todos los obstáculos para que las organizaciones de trabajadores puedan constituir las federaciones y 
confederaciones que estimen convenientes, independientemente del sector al que pertenezcan; v) enmiende el artículo 6 de la ley núm. 
90-14 a fin de reconocer el derecho de todos los trabajadores, sin distinción de nacionalidad, de constituir sindicatos; vi) garantice que la
libertad sindical pueda ejercerse en un clima exento de intimidación y de actos de violencia contra los trabajadores, los sindicatos o los
empleadores, y vii) reintegre a los trabajadores gubernamentales despedidos por motivos de discriminación antisindical. Por último,
subrayando que los progresos realizados en la aplicación del Convenio siguen siendo excesivamente lentos, la Comisión de la
Conferencia pidió al Gobierno que aceptara una misión de contactos directos que deberá informar al término del año en curso a la
Comisión de Expertos sobre los progresos alcanzados. Al tiempo que observa que la misión de contactos directos no ha tenido todavía
lugar, la Comisión toma nota de las informaciones detalladas suministradas por el Gobierno, en octubre de 2017, en respuesta a las
conclusiones de la Comisión de la Conferencia. Notando la información proporcionada por el Gobierno, la Comisión espera que el
Gobierno acepte próximamente la misión de contactos directos a fin de que ésta pueda levantar acta de las medidas adoptadas
y los progresos logrados en las cuestiones planteadas en la memoria sobre la aplicación del Convenio.
Cuestiones legislativas
     Modificación de la ley relativa al Código del Trabajo. La Comisión recuerda que el Gobierno se refiere, desde 2011, al proceso de 
reforma del Código del Trabajo. En este sentido su respuesta a las conclusiones de la Comisión de la Conferencia, el Gobierno señala 
que el proyecto de nuevo Código del Trabajo, en su última versión, ha sido transmitido a los sindicatos autónomos para recabar su 
opinión y sus comentarios, así como a las administraciones del sector de las colectividades locales. Al tiempo que toma nota de que el 
proceso sigue su curso a pesar del tiempo transcurrido, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que adopte todas las 
medidas necesarias para ultimar la reforma del Código del Trabajo sin más demora. La Comisión formula, en una solicitud 
dirigida directamente al Gobierno, comentarios sobre el proyecto de ley, en su versión de 2015, en lo que respecta a la 
aplicación del Convenio, y espera firmemente que el Gobierno la tenga debidamente en cuenta y adopte las modificaciones 
solicitadas.
     Además, en lo que se refiere a otras cuestiones legislativas planteadas en sus comentarios, la Comisión señala la ausencia de 
cualquier medida tangible por parte del Gobierno para aplicar las modificaciones solicitadas desde 2006. La Comisión espera 
firmemente que el Gobierno tome todas las medidas necesarias, en un futuro cercano, para adoptar las modificaciones 
solicitadas en relación con las disposiciones siguientes.
     Artículo 2 del Convenio. Derecho de constituir organizaciones sindicales. La Comisión recuerda que sus comentarios se refieren al 
artículo 6 de la ley núm. 90-14, de 2 de junio de 1990, relativo a las modalidades de ejercicio del derecho de sindicación, que limita el 
derecho de constituir una organización sindical a las personas de nacionalidad argelina de origen o adquirida desde hace al menos diez 
años. La Comisión toma nota de que el Gobierno señala que el requisito de la antigüedad de la nacionalidad se ha reducido a cinco años 
y que esta disposición se encuentra actualmente en discusión con los interlocutores sociales. La Comisión confía en que las 
discusiones en curso desembocarán rápidamente en la revisión del artículo 6 de la ley núm. 90-14 a fin de suprimir la exigencia 
de nacionalidad y que reconocerá a todos los trabajadores, sin distinción ninguna de esta naturaleza, el derecho a constituir 
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una organización sindical. Además, la Comisión remite al Gobierno a los comentarios formulados con ocasión de la solicitud 
directa en la que se pedía modificar las disposiciones del anteproyecto de ley relativas al Código del Trabajo sobre esta 
cuestión.
     Artículo 5. Derecho de constituir federaciones y confederaciones. La Comisión recuerda que durante varios años, sus comentarios se 
referían a los artículos 2 y 4 de la ley núm. 90-14 que, leídos conjuntamente, tienen la finalidad de autorizar la constitución de 
federaciones y confederaciones únicamente en una misma profesión o rama o en el mismo sector de actividad. La Comisión tomó nota 
anteriormente de que el Gobierno había indicado que el artículo 4 en cuestión sería enmendado para incluir en él una definición de 
federaciones y confederaciones. Ante la falta de información sobre los cambios que se hayan podido producir a este respecto, la 
Comisión espera firmemente que, sin más demora, el Gobierno revise el artículo 4 de la ley núm. 90-14 a fin de eliminar todos 
los obstáculos para que las organizaciones de trabajadores constituyan las federaciones y confederaciones que estimen 
convenientes, independientemente del sector al que pertenezcan. Además, la Comisión remite al Gobierno a los comentarios 
que formula en su solicitud directa en la que pide que se modifiquen las disposiciones del anteproyecto de ley relativas al 
Código del Trabajo sobre esta cuestión.
Registro de los sindicatos en la práctica
     La Comisión recuerda que viene tratando la cuestión de los retrasos en sus comentarios desde hace muchos años, especialmente 
largos para el registro de sindicatos o para la denegación por parte de las autoridades del registro a algunas organizaciones sindicales 
autónomas, supuestamente sin motivo. Los comentarios anteriores hacían referencia, en particular, a la situación del Confederación 
General Autónoma de Trabajadores de Argelia (CGATA), el Sindicato Autónomo de Abogados de Argelia (SAAVA) y el Sindicato 
Autónomo Argelino de Trabajadores del Transporte (SAATT). En lo que se refiere a la CGATA el Gobierno se refirió a las informaciones 
comunicadas por su representante a la Comisión de la Conferencia, a saber, que esta organización fue invitada en 2015 a poner sus 
estatutos en conformidad con la ley, pero que hasta el momento no ha dado curso ninguno a la petición de la administración. La Comisión 
observa que el Gobierno no ha comunicado las precisiones solicitadas sobre la naturaleza de las modificaciones pedidas por la 
administración a la CGATA, ni tampoco sobre la situación en que se encuentra la solicitud de registro del SAAVA y del SAATT. La 
Comisión insta firmemente al Gobierno a que garantice el registro rápido de los sindicatos que cumplen los requisitos 
establecidos por la ley y, si fuera necesario, que las organizaciones en cuestión sean informadas con diligencia de las 
formalidades suplementarias que tienen que cumplir. Por último, la Comisión pide al Gobierno que indique, tan pronto como 
sea posible, cualquier hecho nuevo que afecte a la tramitación del registro de la CGATA, del SAAVA y del SAATT.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.

Botswana
(Ratificación: 1997)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE), recibidas el 31 de agosto de 
2017, en las que figuran las declaraciones realizadas por los empleadores ante la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia 
(en adelante, Comisión de la Conferencia) de 2017 en relación con el caso individual de Botswana. La Comisión también toma nota de las 
observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), recibidas el 1.º de septiembre de 2017, en las que se alegan despidos de 
trabajadores debido a la realización de una huelga, la represión brutal por parte de la policía de un piquete pacífico organizado en agosto 
de 2016 y la negativa a permitir que la Federación Botswana de Sindicatos del Sector Público (BOFEPUSU) plantee sus preocupaciones 
ante el Parlamento en lo que respecta a las enmiendas propuestas que afectan al sector público. La Comisión pide al Gobierno que 
transmita sus comentarios a este respecto. Si bien toma nota de los comentarios del Gobierno en respuesta a las 
observaciones de 2016 de la Internacional de la Educación (IE) y del Sindicato de Formadores y Trabajadores Afines (TAWU), la 
Comisión se ve obligada a solicitar una vez más al Gobierno que también responda a las observaciones realizadas por: i) la CSI 
en 2016 (alegando el cierre patronal en el sector minero); ii) la CSI y la Federación de Sindicatos de Botswana (BFTU) en 2016 
sobre las nuevas enmiendas a la Ley sobre Conflictos Sindicales (TDA); iii) la BFTU en 2016; iv) la CSI en 2014 (alegando 
violaciones de los derechos sindicales en la práctica); v) el TAWU en 2013 (alegando que el Gobierno favorece a ciertos 
sindicatos), y vi) la CSI en 2013 (alegando actos de intimidación de trabajadores públicos).
Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de la Conferencia en junio de 2017 en relación con la aplicación
del Convenio. A este respecto, la Comisión toma nota de que la Comisión de la Conferencia pidió al Gobierno que: i) adoptara medidas 
apropiadas para garantizar que la legislación laboral y en materia de empleo reconoce a los trabajadores del servicio penitenciario los 
derechos garantizados por el Convenio; ii) asegurara que la TDA esté en plena conformidad con el Convenio, y entablara un diálogo 
social, con más asistencia técnica de la OIT; iii) modificara la Ley de Sindicatos y Organizaciones de Empleadores (TUEO), en consulta 
con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, con miras a ponerla en conformidad con el Convenio, y iv) elaborara un plan 
de acción con plazos establecidos con la colaboración de los interlocutores sociales a fin de aplicar estas conclusiones. La Comisión 
también instó al Gobierno a seguir recurriendo a la asistencia técnica de la OIT a este respecto y a informar a la Comisión de Expertos, 
antes de su próxima reunión de noviembre de 2017, sobre los progresos realizados.
     La Comisión lamenta que pese a la petición formulada por la Comisión de la Conferencia, no se ha recibido la memoria del Gobierno.
     Artículo 2 del Convenio. Derecho de sindicación de los empleados del servicio penitenciario. En sus comentarios anteriores, la 
Comisión pidió una vez más al Gobierno que adoptara las medidas necesarias, incluidas las enmiendas legislativas pertinentes, a fin de 
otorgar al personal del servicio penitenciario todos los derechos garantizados por el Convenio. La Comisión toma nota de que en la 
Comisión de la Conferencia el Gobierno indicó que en Botswana los funcionarios de prisiones son considerados miembros de las fuerzas 
del orden y son los guardianes de la seguridad pública, y que el Tribunal de Apelación ha reafirmado la constitucionalidad de la exclusión 
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de los funcionarios de prisiones de la cobertura de la TDA y la TUEO; sin embargo, el personal de apoyo y administrativo está cubierto 
por las leyes antes mencionadas. Si bien toma nota de que a nivel nacional los funcionarios del servicio penitenciario están considerados 
como «fuerza del orden», la Comisión reitera que la policía, las fuerzas armadas y el servicio penitenciario se encuentran regidos por una 
legislación distinta, la cual no parece otorgar a los miembros del personal penitenciario el estado jurídico de las fuerzas armadas o de la 
policía, y hace hincapié en que la excepción establecida en el artículo 9 del Convenio para las fuerzas armadas y la policía tiene que 
interpretarse de forma restrictiva. La Comisión pide una vez más al Gobierno que adopte, en el marco de la revisión en curso de la 
legislación del trabajo, las medidas legislativas necesarias para velar por que los funcionarios de prisiones disfruten del 
derecho de constituir sindicatos y afiliarse a los mismos. La Comisión pide al Gobierno que transmita información sobre toda 
evolución a este respecto.
     Artículo 3. Derecho de las organizaciones de trabajadores a organizar sus actividades y formular sus programas. En sus comentarios 
anteriores, la Comisión tomó nota con preocupación de que el artículo 46 del nuevo proyecto de ley sobre conflictos sindicales núm. 21 
de 2015 enumera una amplia lista de servicios esenciales, y de que en conformidad con el artículo 46, 2), el Ministro puede declarar 
esencial cualquier otro servicio si su interrupción durante al menos siete días puede poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de 
toda o parte de la población o perjudicar la economía. La Comisión pidió al Gobierno que adoptara las medidas necesarias para modificar 
el proyecto de ley sobre conflictos sindicales a fin de reducir la lista de servicios esenciales en consecuencia. La Comisión toma nota de 
que en la Comisión de la Conferencia el Gobierno señaló que si bien es posible que en algunos países la interrupción de ciertos servicios 
cause únicamente problemas económicos, esto podría ser desastroso para otros y conducir rápidamente a situaciones que podrían poner 
en peligro la vida, la seguridad personal o la salud de la población y la estabilidad del país; que la flexibilidad es necesaria para que se 
tengan en cuenta las circunstancias socioeconómicas del país, y que la lista original de servicios esenciales que figura en la TDA se 
adoptó hace veinticinco años y se modificó en 2016 en respuesta a los nuevos acontecimientos y a las circunstancias específicas del 
país. Recordando que los servicios esenciales, en cuyo marco el derecho de huelga puede restringirse, o incluso prohibirse, tal como 
ocurre en Botswana, deberían ser sólo los servicios cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad personal o la salud de 
toda o parte de la población, la Comisión hace hincapié en que, si bien el impacto económico de las acciones colectivas y su efecto sobre 
el comercio y los intercambios puede ser lamentable, tales consecuencias no convierten de por sí al sector afectado en un servicio 
«esencial». Por consiguiente, la Comisión considera que ciertos servicios enumerados en el artículo 46, incluidos los servicios de 
clasificación, tallado y venta de diamantes; los servicios docentes; los servicios de radiodifusión del Gobierno; el Banco de Botswana; los 
servicios para el funcionamiento y el mantenimiento de los ferrocarriles; los servicios veterinarios del sector público, y los servicios 
necesarios para el funcionamiento de cualquiera de esos servicios no constituyen servicios esenciales en el estricto sentido del término. 
Refiriendo al pedido de la Comisión de la Conferencia de asegurar que la TDA esté en plena conformidad con el Convenio, la 
Comisión pide al Gobierno que adopte las medidas legislativas necesarias para garantizar que en la lista que figura en el 
artículo 46, 1), de la TDA se limite a los servicios esenciales en el estricto sentido del término, y lo invita a que, en lo que 
respecta a los servicios antes mencionados, examine la posibilidad de negociar o determinar un servicio mínimo en lugar de 
imponer una prohibición absoluta de las acciones colectivas. La Comisión también toma nota de que en la Comisión de la 
Conferencia el Gobierno señaló que se han realizado enmiendas legislativas de conformidad con la sentencia del Tribunal de Apelación 
sobre la nulidad de las disposiciones legales que otorgan al Ministro la facultad de modificar la lista de servicios esenciales, ya que dicha 
sentencia establece que incumbe al Parlamento elaborar la lista de servicios esenciales. La Comisión pide al Gobierno que transmita 
copia de la versión más actualizada del artículo 46, 2), de la Ley sobre Conflictos Sindicales.
     La Comisión también había pedido al Gobierno que proporcionara información sobre los progresos realizados en relación con la 
enmienda del artículo 48B, 1), de la TUEO que otorga ciertas facilidades (como el acceso a las instalaciones o la representación de los 
miembros en caso de queja, etc.) sólo a los sindicatos que representen al menos a un tercio de los empleados de una empresa, y el 
artículo 43 de dicha ley que prevé la inspección de las cuentas, los libros y los documentos de un sindicato por parte del Registrador en 
«un plazo razonable». La Comisión toma nota de la declaración del representante gubernamental ante la Comisión de la Conferencia en 
la que señaló que: en abril de 2017 se llevaron a cabo varias misiones de la OIT después de que el Gobierno solicitara asistencia técnica; 
se acordó que la reforma se centrara fundamentalmente en la Ley de Empleo y la TUEO, y que, si bien el diálogo social y la participación 
de las partes interesadas en este proceso se consideran fundamentales para que tenga éxito, aún no ha surgido la oportunidad de 
celebrar un debate abierto a este respecto con los interlocutores sociales. La Comisión espera que en el marco de la reforma en 
curso de la legislación laboral se enmendarán las disposiciones antes mencionadas de la TUEO, en consulta plena y franca con 
los interlocutores sociales, a fin de ponerlas en conformidad con el Convenio. La Comisión pide al Gobierno que proporcione 
información sobre todos los progresos realizados a este respecto y que transmita copia de la TUEO enmendada una vez que 
sea adoptada.
     La Comisión también toma nota de que en la Comisión de la Conferencia el representante gubernamental señaló que tras haberse 
realizado amplias consultas con los sindicatos de la administración pública, el nuevo proyecto de ley de la administración pública está a 
punto de publicarse en el Boletín Oficial, lo cual propiciará la realización de otras consultas y más aportaciones y podría conducir a la 
introducción de nuevas enmiendas antes de su examen por el Parlamento. Habida cuenta de las últimas observaciones de la CSI, la 
Comisión quiere hacer hincapié en la importancia de llevar a cabo consultas previas y detalladas con los interlocutores sociales 
pertinentes (incluida la BOFEPUSU) durante la preparación de la legislación que afecta a sus intereses. La Comisión reitera su petición 
que el Gobierno proporcione copia del proyecto de ley de la administración pública en su forma actual o, según proceda, una 
vez que se haya adoptado.
     La Comisión alienta al Gobierno a seguir beneficiándose de la asistencia técnica de la OIT con respecto a todos los asuntos 
planteados en el presente comentario.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
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(Ratificación: 1956)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Central General de Trabajadores (CGT) y de la Confederación de Trabajadores de 
Honduras (CTH) comunicadas con la memoria del Gobierno y que tratan de cuestiones examinadas por la Comisión en la presente 
observación. La Comisión toma nota también de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI) recibidas el 1.º de 
septiembre de 2017 relativas a cuestiones examinadas por la Comisión en la presente observación y que contienen en particular nuevos 
alegatos de asesinatos y violencias antisindicales, y toma nota asimismo de los comentarios correspondientes del Gobierno. La Comisión 
toma nota además de las observaciones del Consejo Hondureño de la Empresa Privada (COHEP) recibidas en fecha 22 de agosto de 
2017 sobre cuestiones examinadas por la Comisión en la presente observación así como de la respuesta del Gobierno al respecto.
     Derechos sindicales y libertades públicas. En sus comentarios anteriores la Comisión había tomado nota con profunda preocupación 
de numerosos crímenes antisindicales, incluyendo varios homicidios y amenazas de muerte, ocurridos entre 2010 y 2014. La Comisión 
había pedido al Gobierno que suministrara información de la evolución de las investigaciones y los procesos penales correspondientes. A 
este respecto, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica que: i) los homicidios de la Sra. Sonia Landaverde Miranda y los 
Sres. Alfredo Misael Ávila Castellanos y Evelio Posadas Velásquez se encuentran en fase de investigación; ii) el proceso penal relativo al 
homicidio de la Sra. Juana Suyapa Bustillo se encuentra en fase de pruebas, y iii) el fiscal solicitó a las autoridades competentes, en 
fecha 6 de mayo de 2014, que se librara orden de captura contra el sospechoso de los homicidios de las Sras. Alma Yaneth Díaz Ortega 
y Uva Erlinda Castellanos Vigil. La Comisión insta al Gobierno a que proporcione informaciones relativas al resultado de las 
investigaciones previamente mencionadas sobre casos de homicidios, así como toda decisión judicial emitida en relación a los 
asesinatos de las Sras. Alma Yaneth Díaz Ortega y Uva Erlinda Castellanos Vigil.
     La Comisión observa con preocupación que el Gobierno no ha proporcionado informaciones ni de las investigaciones ni de las 
sentencias proferidas, en los asesinatos de los sindicalistas Maribel Sánchez, Fredis Omar Rodríguez y Claudia Larissa Brizuela, todos 
ocurridos entre 2010 y 2014. La Comisión insta al Gobierno a que proporcione dichas informaciones a la mayor brevedad.
     Respecto de la muerte de cuatro maestros denunciada por la Internacional de la Educación (IE) en 2014, la Comisión toma nota de 
que el Gobierno manifiesta que: i) en el caso de Roger Abraham Vallejo la investigación continúa; ii) en el caso de Martín Florencio y Félix 
Murillo López, no se tiene registro alguno, y iii) en el caso de Ilse Ivania Velásquez Rodríguez (caso examinado por el Comité de Libertad 
Sindical en el marco del caso núm. 3032) se trata de un accidente y se halla sentenciada una persona por homicidio culposo. Respecto 
de la denuncia interpuesta por Víctor Crespo por el delito de amenazas, el Gobierno informa que no se ha logrado establecer la veracidad 
del hecho denunciado. Con relación a la muerte de Manuel Crespo, padre de Víctor Crespo, el Gobierno informa que se trata de un 
homicidio culposo y que se logró establecer que no guarda relación con las alegadas amenazas. La Comisión toma nota además de que 
el Gobierno informa no haber encontrado ni denuncias ni expedientes en el Ministerio Público con relación a las amenazas de muerte 
contra los dirigentes del Sindicato Gremial de Trabajadores del Muelle (SGTM) referidas en las observaciones de 2014 de la CSI. La 
Comisión toma nota de las informaciones proporcionadas por el Gobierno y remite al Comité de Libertad Sindical los elementos relativos 
a la muerte de Ilse Ivania Velásquez Rodríguez. La Comisión insta al Gobierno a que proporcione información en relación al 
resultado de las investigaciones en los casos de homicidio de los Sres. Roger Abraham Vallejo, Martín Florencio y Félix Murillo 
López.
     La Comisión lamenta tomar nota de las nuevas alegaciones formuladas por la CSI por medio de las cuales manifiesta que el 18 de 
octubre de 2016 fueron asesinados los Sres. José Ángel Flores y Silmer Dionisios George, respectivamente, presidente y miembro del 
Movimiento Unificado Campesino (MUCA) organización afiliada a la CUTH. La Comisión toma nota de que la CSI manifiesta además que 
se había asignado protección policial a ambas personas y que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) había otorgado 
medidas cautelares al Sr. José Ángel Flores en mayo de 2014. La Comisión toma nota de que la CSI denuncia adicionalmente: i) el 
secuestro, el 15 de abril de 2017, del Sr. Moisés Sánchez, dirigente del Sindicato de Trabajadores de la Agroindustria y Similares; ii) 
amenazas de muerte, ocurridas en 2016, al Sr. Miguel López, dirigente sindical de la empresa pública de electricidad, y iii) durante 2016 y 
principios de 2017, amenazas de muerte al Sr. Nelson Núñez y a la Sra. Patricia Riera, dirigentes sindicales en un empresa multinacional 
del sector agroindustrial. La Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno informando de que existen dos personas imputadas por los 
asesinatos de los Sres. José Ángel Flores y Silmer Dionisios George, y de que se remitió la denuncia de Moisés Sánchez y su hermano, 
Hermes Misael Sánchez, al órgano de investigación policial. La Comisión deplora profundamente las denuncias de nuevos homicidios, 
secuestros y amenazas de muerte contra miembros del movimiento sindical. La Comisión pide al Gobierno que sin demora alguna 
remita información detallada sobre los casos de Miguel López, Nelson Núñez y Patricia Riera. La Comisión pide asimismo al 
Gobierno que siga informando de la evolución de los casos de José Ángel Flores, Silmer Dionisios George, Moisés Sánchez y 
Hermes Misael Sánchez. La Comisión observa que el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas expresó en sus 
conclusiones finales relativas a Honduras adoptadas el 24 de julio de 2017 (documentos CCPR/C/SR.3378 y 3379) su extrema 
preocupación por los actos de violencia de los cuales son víctimas, entre otros, los sindicalistas del país en un contexto de impunidad. La 
Comisión expresa su profunda preocupación por estos crímenes, y se ve obligada a llamar otra vez la atención del Gobierno sobre el 
principio de que los derechos de las organizaciones de trabajadores y de empleadores sólo pueden ejercerse en un clima exento de 
violencia, presiones o amenazas y en el que se respeten plenamente los derechos humanos y que incumbe a los gobiernos garantizar el 
respeto de estos principios. Recordando que la ausencia de sentencias condenatorias contra los culpables de crímenes de 
dirigentes sindicales y sindicalistas comporta una impunidad de hecho que agrava el clima de violencia y de inseguridad, lo 
cual es extremadamente perjudicial para el ejercicio de las actividades sindicales, la Comisión insta firmemente al Gobierno a 
que tome sin demora todas las medidas necesarias para asegurar la rapidez de las investigaciones relativas a los homicidios 
procediendo a determinar las responsabilidades y sancionar a los culpables de esos crímenes. Adicionalmente, la Comisión 
insta firmemente al Gobierno a que adopte todas las medidas necesarias dirigidas a brindar una protección rápida y eficaz a 
todos los dirigentes sindicales y sindicalistas en situación de riesgo, y que para tal fin aumente todos los recursos materiales y 
humanos necesarios, de manera tal que efectivamente quede garantizada la vida y la integridad de las personas y no sigan 
ocurriendo casos de muertes y violencia sindical. La Comisión pide al Gobierno que informe de todas las medidas tomadas a 
este respecto.
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Honduras



     Artículos 2 y siguientes del Convenio relativos a la constitución, autonomía y actividades de las organizaciones sindicales. La Comisión 
recuerda que desde hace numerosos años se refiere a la necesidad de reformar algunos artículos del Código del Trabajo para ponerlos 
en conformidad con el Convenio, a saber:

·a) la exclusión de los derechos y garantías del Convenio para los trabajadores de aquellas explotaciones agrícolas o ganaderas que no
ocupen en forma permanente a más de diez trabajadores (artículo 2, párrafo 1);

·b) la prohibición de que exista más de un sindicato en una misma empresa (artículo 472);
·c) el requisito de 30 trabajadores para constituir un sindicato (artículo 475);
·d) los requisitos para ser miembro de la junta directiva de una organización sindical relativos a: tener nacionalidad hondureña (artículos 

510, a), y 541, a)), pertenecer a la actividad correspondiente (artículos 510, c), y 541, c)), y saber leer y escribir (artículos 510, d), y 541, 
d));

·e) la prohibición de que las federaciones y confederaciones declaren la huelga (artículo 537);
·f) el requisito de mayoría de dos tercios de votos de la totalidad de los miembros de la organización sindical para declarar la huelga

(artículos 495 y 563);
·g) la facultad del ministro competente de poner fin a un litigio en los servicios de la industria del petróleo (artículo 555, párrafo 2);
·h) la autorización del Gobierno o un aviso previo de seis meses para toda suspensión del trabajo en los servicios públicos que no

dependan directa o indirectamente del Estado (artículo 558), e
·i) el sometimiento a arbitraje obligatorio, sin posibilidad de declarar la huelga durante la vigencia del fallo arbitral (dos años) de los

conflictos colectivos en los servicios públicos que no son esenciales en el sentido estricto del término (artículos 554, párrafos 2 y 7, 820 y 
826).

     En sus comentarios anteriores la Comisión había saludado: i) la elaboración de un proyecto de reforma de 13 artículos del Código del 
Trabajo por parte de la comisión técnica de la Secretaría del Trabajo y Seguridad Social, preparado con el apoyo de la Oficina, para 
poner el Código en conformidad con el Convenio; ii) la remisión de dicho proyecto al Consejo Económico y Social (CES) para su 
discusión y aprobación. Además había tomado nota de la hoja de ruta establecida en el 2014 por dicho consejo, que preveía la 
presentación y aprobación en septiembre de ese año del citado proyecto de reforma, ante el Congreso Nacional. Por último, la Comisión 
había expresado la esperanza de que el Gobierno sometiese rápidamente el mencionado proyecto de ley ante el Congreso Nacional para 
que se lograse la plena conformidad de la legislación nacional con el Convenio.
     La Comisión toma nota de que el COHEP manifiesta que no se ha convocado a los sectores empleador y trabajador para llevar a cabo 
un diálogo tripartito en el CES, ni tampoco ante otra instancia. La Comisión toma nota asimismo de la respuesta del Gobierno a las 
observaciones del COHEP en la que, al tiempo que reconoce que después de la remisión del proyecto de ley al CES en mayo de 2014 no 
se han registrado otros avances al respecto, manifiesta que, por medio de un comunicado de abril de 2014, la CGT, la CUTH y la CTH 
expusieron sus reservas respecto a la consideración por el Poder Legislativo de eventuales reformas al Código del Trabajo, habida 
cuenta de antecedentes existentes, y del temor que dichas reformas implicaran mayores retrocesos en materia de derechos laborales y 
beneficios para el gran capital. La Comisión lamenta tomar nota de que no se han concretado los avances registrados en 2014, con 
respecto a la discusión y adopción de un proyecto de ley para poner el Código del Trabajo en conformidad con el Convenio. La Comisión 
pide por lo tanto nuevamente al Gobierno que tome todas las medidas necesarias para que, después de haberse consultado a 
las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, proceda a someter al Congreso Nacional, lo más pronto 
posible, un proyecto de ley que atienda los distintos comentarios expresados por la Comisión desde hace numerosos años. La 
Comisión espera firmemente poder constatar progresos concretos en un futuro muy próximo.
     Aplicación del Convenio en la práctica. La Comisión toma debida nota de que el Gobierno informa sobre el reconocimiento de la 
personalidad jurídica de 23 organizaciones sindicales entre 2014 y 2016. La Comisión pide al Gobierno que siga informando sobre 
las nuevas inscripciones sindicales que se vayan registrando.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]

Japón
(Ratificación: 1965)

     La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Confederación Japonesa de Sindicatos (JTUC RENGO), de 24 de julio 
de 2017, que fueron comunicadas junto con la memoria del Gobierno, así como de la respuesta del Gobierno a estas observaciones, y de 
las observaciones de la Federación de Comercio de Japón (NIPPON KEIDANREN), de 3 de agosto de 2017, que fueron también 
transmitidas junto con la memoria del Gobierno. La Comisión toma nota de las observaciones transmitidas por la Organización 
Internacional de Empleadores (OIE), respaldando las observaciones de la NIPPON KEIDANREN. La Comisión toma nota además de las 
observaciones formuladas por la Confederación Nacional de Sindicatos (ZENROREN), de 21 de septiembre de 2017, sobre violaciones 
de los derechos sindicales en la administración pública y de la respuesta del Gobierno a las mismas. La Comisión observa que la 
memoria del Gobierno y sus comentarios proporcionan también respuestas a las observaciones formuladas por ZENROREN y por la 
Federación Japonesa de Sindicatos de Trabajadores de Prefecturas y Municipios (JICHIROREN).
     Artículo 2 del Convenio. Derecho de sindicación del personal de extinción de incendios y de los funcionarios de prisiones. La Comisión 
recuerda sus comentarios anteriores en relación con la necesidad de reconocer el derecho de sindicación del personal de extinción de 
incendios y de los funcionarios de prisiones. Con respecto al personal de extinción de incendios, la Comisión tomó nota de que un comité 
sobre el derecho de sindicación del personal de extinción de incendios en el Ministerio de Asuntos Internos y Comunicaciones, creado 
con el fin de examinar el reconocimiento del derecho de sindicación de este personal en aras del respeto a los derechos laborales 
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fundamentales y las garantías de ofrecer fiabilidad y seguridad a las personas, había publicado un informe en diciembre de 2010 en el 
que concluía que no existían obstáculos prácticos para otorgar el derecho de sindicación al personal de extinción de incendios. La 
Comisión tomó nota también de la información comunicada por el Gobierno sobre los esfuerzos realizados a lo largo de la última década 
y media para introducir un comité del personal de extinción de incendios para garantizar la participación de sus miembros en la definición 
de sus condiciones de trabajo. No obstante, el Gobierno informó que se había retirado del Parlamento el proyecto de ley sobre relaciones 
laborales de los empleados de la administración pública, que habría concedido el derecho de sindicación al personal de extinción de 
incendios, y que se están realizando más reuniones de intercambio de opiniones por el Ministerio a cargo de la reforma de la 
administración pública.
     La Comisión recuerda que, en sus observaciones de 2014, la JICHIROREN señaló que el comité del personal de extinción de 
incendios opera desde 1995 con defectos que siguen sin corregirse, pero que el comité no puede considerarse como una medida de 
compensación a cambio del derecho de sindicación del personal de extinción de incendios, según pretende el Gobierno. La Comisión 
toma nota también de las reiteradas preocupaciones por la JTUC RENGO en relación con el hecho de que siga denegando el derecho de 
sindicación al personal de extinción de incendios y su temor a que la denegación de este derecho fundamental tenga efectos 
permanentes. La JTUC RENGO denuncia también un aumento del número de incidentes de acoso al personal de extinción de incendios 
en el lugar de trabajo, que según la confederación es la consecuencia de la denegación del derecho de sindicación. Las medidas contra 
el acoso, adoptadas en julio de 2017, por la Agencia de gestión de lucha contra incendios y otras catástrofes, del Ministerio de Asuntos 
Internos y Comunicaciones se consideran insuficientes como medidas provisionales. La Comisión toma nota de la información 
comunicada por el Gobierno en su última memoria en relación con las preocupaciones planteadas. Señala que la Agencia de gestión de 
lucha contra incendios y otras catástrofes aconsejó a los departamentos de extinción de incendios que adoptaran medidas en relación 
con las propuestas formuladas en julio de 2017 por parte de un grupo de trabajo sobre medidas contra el acoso. La Comisión toma nota 
además de que el Gobierno está estudiando una nueva iniciativa, que comprende estudios de investigación sobre el modo de 
administración del comité del personal de lucha contra incendios, lo que permitirá tanto a la dirección como al personal del comité a nivel 
nacional expresar sus opiniones mediante un cuestionario. El Gobierno señala que se adoptarán otras medidas basadas en los 
resultados de esta iniciativa. La Comisión pide al Gobierno que comunique información sobre la realización de estos estudios, 
sus resultados y las medidas adoptadas o contempladas en consecuencia. La Comisión espera que este nuevo compromiso del 
Gobierno contribuirá a un mayor progreso para garantizar el derecho de sindicación al personal de extinción de incendios.
     En lo que se refiere a los funcionarios de prisiones, la Comisión toma nota de que el Gobierno reitera, y la NIPPON KEIDANREN 
respalda, que por la naturaleza de sus funciones, estos funcionarios deben incluirse dentro de la categoría de fuerzas del orden y, por 
consiguiente, no gozan del derecho de sindicación, con arreglo al artículo 9 del Convenio. El Gobierno proporciona detalles sobre el 
número oficial de funcionarios de prisiones (17 600 en 2017) y sobre la distinción entre los miembros del personal de instituciones 
penitenciarias: i) funcionarios de prisión con plenos poderes para ejercer sus funciones en las instituciones penitenciarias, entre otras, 
realizar servicios de seguridad con uso de la fuerza física, autorización para utilizar armas ligeras y de pequeño calibre; ii) personal de las 
instituciones penitenciarias sin el rango de funcionarios de prisiones, que participan directamente en la gestión de las instituciones o en el 
tratamiento de los reclusos, y iii) personal de las instituciones penitenciarias que tienen la facultad, en virtud del Código de Procedimiento 
Penal, de llevar a cabo funciones de funcionarios de policía judicial en relación con delitos cometidos dentro de las instituciones penales y 
con autoridad para practicar arrestos, registros e incautaciones. La Comisión toma nota de que según JTUC RENGO, el Gobierno no ha 
estudiado atentamente la cuestión del derecho de sindicación de los funcionarios de prisiones a pesar de la petición de la Comisión. La 
Comisión considera que, pese a que algunos de estos funcionarios están facultados por la ley para portar armas en el ejercicio de sus 
funciones, esto no significa que sean miembros de la policía ni de las fuerzas armadas. Al tiempo que toma nota de la explicación del 
Gobierno sobre la distinción de los diversos miembros del personal de las instituciones penitenciarias, la Comisión pide al 
Gobierno, en consulta con los interlocutores sociales y otras partes interesadas, que adopte las medidas necesarias para 
garantizar a los funcionarios de prisiones sin las obligaciones específicas de la policía judicial que puedan constituir las 
organizaciones que estimen convenientes y afiliarse a ellas a fin de defender sus intereses profesionales. La Comisión pide al 
Gobierno que comunique información sobre los progresos realizados a este respecto.
     Artículo 3. Derecho de huelga de los trabajadores del sector público. La Comisión recuerda sus comentarios que viene formulando 
desde hace tiempo sobre la necesidad de garantizar a los trabajadores de la administración pública el ejercicio del derecho de huelga, 
con la posible excepción de los funcionarios públicos que ejercen la autoridad en nombre del Estado y de los trabajadores empleados en 
los servicios esenciales en el sentido estricto del término. Al respecto, la Comisión ha señalado anteriormente que los proyectos de ley 
que instauraban el nuevo sistema de relaciones laborales no fueron adoptados por la Dieta y que la Ley de Enmienda, que fue adoptada 
en abril de 2014, establecía que la Oficina de Asuntos de Personal, adscrita al Gabinete «realizaría esfuerzos para alcanzar acuerdos 
sobre las medidas en relación con el sistema autónomo de relaciones entre empleadores y trabajadores, sobre la base del artículo 12 de 
la Ley de Reforma de la Función Pública, y para lograr que estas medidas se entiendan y escuchar a las organizaciones de empleados». 
En su memoria, el Gobierno señala que la Oficina de Asuntos de Personal adscrita al Gabinete ha estado intercambiando opiniones 
constantemente desde entonces con las organizaciones de empleados sobre diversos asuntos. No obstante, estos intercambios han 
llevado al Gobierno a observar que, además del entorno cambiante en las relaciones laborales, sigue existiendo un abanico variado de 
cuestiones que deben considerarse. El Gobierno pretende, por tanto, seguir consultando con las organizaciones de empleados sobre las 
medidas que deben adoptarse para un sistema autónomo de relaciones entre trabajadores y empleadores. La Comisión toma nota de las 
observaciones de JTUC RENGO en las que lamenta la ausencia de progresos en el reconocimiento del derecho de huelga de los 
empleados de la administración pública. Al tiempo que toma nota de que no se ha registrado ningún progreso significativo sobre 
las medidas para un sistema autónomo de relaciones entre trabajadores y empleadores, a pesar del diálogo constante entre el 
Gobierno y los interlocutores sociales. La Comisión espera que el Gobierno realizará esfuerzos para acelerar las 
consultaciones con los interlocutores sociales interesados y que adoptará medidas para un sistema autónomo de relaciones 
entre trabajadores y empleadores que garantizará los derechos fundamentales de los trabajadores de la administración pública. 
La Comisión pide al Gobierno que informe sobre todos los progresos realizados a este respecto y, en particular, sobre 
cualquier medida adoptada o prevista para garantizar que los funcionarios públicos que no ejercen funciones de autoridad en 

Casos individuales/ 19Informe preparado por NORMLEX



nombre del Estado y los trabajadores que no trabajan en los servicios esenciales en el sentido estricto del término puedan 
ejercer el derecho de huelga y llevar a cabo acciones colectivas sin exponerse a sanciones.
     En lo que se refiere a garantías compensatorias para los trabajadores que están privados del derecho a llevar a cabo acciones 
laborales, la Comisión tomó nota anteriormente de que las competencias en esta materia corresponden a la Autoridad Nacional del 
Personal (NPA). La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la JTUC RENGO, en las que reitera que el sistema de 
recomendación de la NPA no funciona eficazmente como medida de compensación. En particular, la JTUC RENGO considera que la 
NPA está subordinada al Gobierno y que sus recomendaciones dependen de decisiones políticas. La Comisión toma nota de que el 
Gobierno señala que, con el fin de que la NPA pueda realizar su función compensatoria de forma idónea, ha creado el puesto de director 
general adjunto para asuntos de organizaciones de empleados y de un consejero para oír las opiniones de estas organizaciones. En 
2016, la NPA mantuvo 217 reuniones oficiales con organizaciones de empleados y formuló las recomendaciones correspondientes. El 
Gobierno concluye que la NPA funciona perfectamente como medida de compensación por las restricciones a los derechos laborales 
básicos de los trabajadores de la administración pública. Teniendo en cuenta la persistente discrepancia de opiniones sobre la 
naturaleza adecuada de la NPA como medida de compensación por las restricciones impuestas a los derechos laborales 
básicos de los trabajadores de la administración pública, la Comisión alienta al Gobierno a que consulte con los interlocutores 
sociales interesados en la búsqueda de mecanismos más adecuados que garantizarían procedimientos de conciliación y de 
arbitraje adecuados imparciales y rápidos en los que las partes tengan confianza y puedan participar en todas las fases, y en 
los que los laudos, una vez dictados, sean vinculantes y se apliquen plenamente y sin demora. La Comisión pide al Gobierno 
que comunique información sobre todos los progresos realizados a este respecto y, entre tanto, que siga transmitiendo 
información sobre el funcionamiento del sistema de recomendación de la NPA.

México
(Ratificación: 1950)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos 
(CONCAMIN) y la Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX) comunicadas junto con la memoria del Gobierno.
     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), recibidas el 1.º de septiembre de 2017. 
La Comisión pide al Gobierno que comunique sus comentarios al respecto.
     La Comisión toma nota de las informaciones del Gobierno en relación a las observaciones de años precedentes de la CSI y de 
IndustriALL Global Union (IndustriALL), indicando que remitirá informaciones adicionales en algunos temas pendientes y precisando que 
en ciertas otras cuestiones planteadas, en particular la supuesta limitación al derecho de huelga por la Junta Federal de Conciliación y 
Arbitraje, las observaciones no proporcionaron detalles suficientes para que el Gobierno pudiera investigarlas. Finalmente la Comisión 
observa que, como indica el Gobierno, algunos de los alegatos planteados en estas observaciones son objeto de casos en instancia ante 
el Comité de Libertad Sindical, en particular el caso núm. 2694, a cuyas recomendaciones se remite la Comisión.
     Libertades públicas y derechos sindicales. En relación a los alegatos de la CSI e IndustriALL de 2015 y de 2016, relativos a actos de 
violencia contra sindicalistas, la Comisión había pedido a estas organizaciones que aportaran informaciones lo más detalladas posibles 
sobre los alegatos de muerte de cuatro miembros del Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos, Siderúrgicos y 
Similares; de detenciones de 14 trabajadores agrícolas en marzo de 2015; y de varios muertos y numerosos heridos y del arresto de 
sindicalistas, en el contexto de un conflicto colectivo en el sector de la educación en Oaxaca, así como de otros alegatos de violencia en 
contra de sindicalistas. La Comisión toma nota de que el Gobierno indica quedar a la espera de las precisiones que puedan aportar estas 
organizaciones. La Comisión observa que, en sus observaciones de 2017, la CSI remite mayores detalles sobre los sucesos alegados en 
el marco del conflicto con sindicalistas del sector de la educación en Oaxaca en junio de 2016, incluidas informaciones sobre el desarrollo 
de los acontecimientos y la identidad de los fallecidos. La Comisión pide al Gobierno que brinde sus comentarios al respecto. 
Asimismo, respecto de los demás alegatos de atentados a las libertades públicas y derechos sindicales, observando que el 
Gobierno indica que no dispone de suficientes informaciones de parte de la CSI y de InsdustriALL, la Comisión pide al 
Gobierno que, con base en las informaciones disponibles y de los elementos adicionales que puedan brindar estas 
organizaciones, remita sus comentarios al respecto.
     Artículo 2 del Convenio. Juntas de conciliación y arbitraje. Reforma constitucional de la justicia laboral. En relación a sus comentarios 
precedentes, relativos a observaciones de organizaciones de trabajadores alegando que el funcionamiento de las juntas de conciliación y 
arbitraje obstaculizaba el ejercicio de la libertad sindical, la Comisión toma nota con satisfacción de la aprobación y entrada en vigor en 
febrero de 2017 de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como parte del proceso de reforma de la 
justicia laboral que la Comisión ya había examinado en su anterior comentario y que introduce, como principales cambios: que la justicia 
laboral sea impartida por órganos del Poder Judicial federal o local (a los que se transfieren las funciones que en este sentido tenían 
reconocidas las juntas), que los procesos de conciliación (etapa que se establece de manera general antes de acudir a los tribunales 
laborales) sean más ágiles y eficaces (con la creación de centros de conciliación especializados e imparciales en cada una de las 
entidades federativas) y que la instancia federal de conciliación sea un organismo descentralizado que conozca el registro de todos los 
contratos colectivos de trabajo y de las organizaciones sindicales. El Gobierno indica estar coordinando el proceso de transición, en el 
que deben hacerse adecuaciones legislativas, estando en curso el diseño del marco normativo necesario — incluida una nueva 
legislación procesal unificada en la materia (se está preparando un código nacional de procedimientos laborales) y una nueva ley del 
órgano descentralizado responsable del servicio de conciliación del registro nacional de organizaciones sindicales y de contratos 
colectivos de trabajo. Asimismo, el Gobierno informa que en tanto se instituyan e inicien operaciones, los tribunales laborales, los centros 
de conciliación y el organismo descentralizado, las juntas de conciliación y arbitraje y otras autoridades laborales continuarán atendiendo 
las diferencias o conflictos que se presenten, incluido sobre el registro de organizaciones sindicales y contratos colectivos de trabajo. La 
Comisión alienta al Gobierno a que someta a la consulta tripartita los desarrollos legislativos previstos para dar aplicación a la 
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reforma constitucional y le pide que informe de toda evolución al respecto, reiterándole que la asistencia técnica de la OIT 
permanece a su disposición.
     Representatividad sindical y contratos de protección. En su observación precedente la Comisión pidió al Gobierno que, en consulta 
con los interlocutores sociales, siguiera tomando las medidas legislativas y prácticas que sean necesarias para encontrar soluciones a los 
problemas planteados por el fenómeno de los sindicatos de protección y contratos de protección, incluido en relación al registro de 
sindicatos. La Comisión toma nota de que el Gobierno reitera que: i) con la reforma a la Constitución Política en materia de justicia laboral 
se combaten todos aquellos actos de simulación o extorsión, a través de la creación del organismo descentralizado que estará encargado 
de registrar todas las organizaciones gremiales del país y los contratos colectivos; ii) las juntas de conciliación y arbitraje, federal y 
locales, en el marco de la Conferencia Nacional de Juntas de Conciliación y Arbitraje se comprometieron a iniciar procesos de discusión 
internos para decidir si adoptar los criterios del pleno de la junta federal para la unificación de criterios jurídicos, y iii) las reformas a la Ley 
Federal del Trabajo (LFT) de 2012 introdujeron mecanismos para promover el voto libre, directo y secreto en la elección de directivas 
sindicales, así como la rendición de cuentas por parte de dichas directivas y disposiciones que prevén que la información relativa a los 
registros de las organizaciones sindicales, los contratos colectivos y los reglamentos interiores de trabajo sean públicas. La Comisión 
observa, por otra parte, que el Gobierno no brinda informaciones adicionales sobre las propuestas de enmienda de la LFT de las que la 
Comisión había tomado nota con interés, habiendo indicado el Gobierno en su memoria precedente que se habrían presentado, junto a 
las propuestas de reforma constitucional, para la revisión de los procedimientos de firma, depósito y registro de contratos colectivos en 
aras de asegurar el pleno respeto a la autonomía sindical y al derecho de asociación. Asimismo, la Comisión toma nota con 
preocupación de las observaciones de la CSI alegando que los contratos de protección seguirían siendo una práctica habitual y que su 
combate por parte de los sindicatos democráticos mediante la realización de recuentos choca con oposición e irregularidades de 
procedimiento. Recordando que durante años la Comisión ha expresado preocupación al respecto y que además esta cuestión 
fue destacada en las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas en junio de 2015, la Comisión pide nuevamente al 
Gobierno que, en consulta con los interlocutores sociales, tome las medidas legislativas y prácticas que sean necesarias para 
encontrar soluciones a los problemas planteados por el fenómeno de los sindicatos de protección y contratos de protección, 
incluido en relación al registro de sindicatos. Reiterando que la asistencia técnica de la Oficina permanece a su disposición y 
esperando firmemente que la implementación de la reforma constitucional brinde una oportunidad para tratar estos problemas, 
la Comisión pide al Gobierno que informe de toda evolución al respecto, también en relación a la propuesta de reforma de la 
LFT.
     Publicación del registro de las organizaciones sindicales. La Comisión toma nota de que el Gobierno informa de un avance del 85 por 
ciento respecto a la obligación legal de publicar los registros y estatutos sindicales por parte de las juntas de conciliación y arbitraje. El 
Gobierno precisa que ello implica que 24 entidades federativas, que comprenden 49 de las 57 juntas locales de los estados han publicado 
23 628 registros sindicales que involucran a 1 431 100 agremiados. El Gobierno añade que con la reforma constitucional le 
corresponderá al organismo descentralizado de conciliación el registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones 
sindicales, así como todos los procesos administrativos relacionados. Tomando debida nota de los avances indicados, la Comisión 
pide al Gobierno que siga informando sobre la aplicación de la obligación legal de publicar los registros y estatutos sindicales, 
así como del impacto de la reforma constitucional y, en particular, de la creación del órgano descentralizado, sobre el 
procedimiento de registro sindical, incluida la referida publicación de registros y estatutos sindicales.
     Artículos 2 y 3. Posibilidad de pluralismo sindical en las dependencias del Estado y posibilidad de reelección de los dirigentes 
sindicales. La Comisión recuerda que desde hace años viene formulando comentarios relativos a las siguientes disposiciones: i) la 
prohibición de que coexistan dos o más sindicatos en el seno de una misma dependencia del Estado (artículos 68, 71, 72 y 73 de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (LFTSE)); ii) la prohibición de los afiliados de dejar de formar parte del sindicato al que 
se hayan afiliado (artículo 69 de la LFTSE); iii) la prohibición de que los sindicatos de funcionarios se adhieran a organizaciones 
sindicales obreras o campesinas (artículo 79 de la LFTSE); iv) la alusión a la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del 
Estado (FSTSE) como única central sindical reconocida por el Estado (artículo 84 de la LFTSE); v) la declaración legislativa de monopolio 
sindical a favor de la Federación Nacional de Sindicatos Bancarios (FENASIB) (artículo 23 de la Ley Reglamentaria de la fracción XIII bis 
del apartado B, del artículo 123 de la Constitución), y vi) la prohibición de reelección dentro de los sindicatos (artículo 75 de la LFTSE). En 
sus comentarios precedentes la Comisión había tomado nota de que el Gobierno indicaba que en virtud de la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, así como de los usos y costumbres, las mencionadas restricciones legislativas a la libertad sindical de los 
funcionarios públicos no se aplican, que las disposiciones en cuestión no son operativas y que el Poder Legislativo estaba haciendo 
esfuerzos para actualizar la LFTSE, a través de iniciativas legislativas para modificar algunos de los artículos concernidos. La Comisión 
toma nota de que el Gobierno indica en su última memoria que existe una iniciativa legislativa de reforma de la LFTSE presentada en 
2013 para modificar algunas de las disposiciones antes mencionadas (incluidos los artículos 69 y 72 de la LFTSE) y que la misma se 
encuentra pendiente de dictamen en las comisiones legislativas pertinentes. El Gobierno reitera asimismo que se respeta íntegramente lo 
consagrado en el Convenio e indica que se encuentran registradas cinco federaciones que agrupan a los trabajadores del Estado y que 
se han efectuado 148 tomas de nota de registros sindicales. Recordando la necesidad de asegurar la conformidad de las 
disposiciones legislativas con el Convenio, aun cuando éstas hayan sido dejadas sin efecto o no se apliquen en la práctica, la 
Comisión pide nuevamente al Gobierno que tome las medidas necesarias para modificar las disposiciones restrictivas 
mencionadas a efectos de ponerlas en conformidad con la jurisprudencia nacional y el Convenio y que le proporcione 
información de toda evolución al respecto.
     Artículo 3. Derecho de elegir libremente a los representantes sindicales. Prohibición de que los extranjeros formen parte de la directiva 
de los sindicatos (artículo 372, fracción II, de la LFT). En su anterior observación la Comisión tomó nota de las indicaciones del Gobierno 
de que: i) la fracción II del artículo 372 de la LFT, cuyo tenor no permite a los extranjeros formar parte de la directiva de los sindicatos, 
quedó tácitamente derogada con la modificación del artículo 2 de la misma ley, que prohíbe toda discriminación por origen étnico o 
nacional; ii) las autoridades registrales no exigen como requisito la acreditación de la nacionalidad mexicana de los dirigentes y que esta 
prohibición no se aplica en la práctica, y iii) como señaló en relación al proceso de consideración de modificaciones legislativas 
adicionales a la reforma laboral de 2012, desde octubre de 2015 el Gobierno espera la recepción de las opiniones de los interlocutores 
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sociales, en cuyo marco se podrá analizar esta cuestión. La Comisión toma nota de que en su última memoria el Gobierno reitera que la 
restricción legislativa no se aplica. El Gobierno precisa que no se ha verificado ningún caso concreto ni queja alguna al respecto y que 
algunos estatutos sindicales reconocen expresamente que los extranjeros puedan participar en la directiva de sindicatos. Recordando 
nuevamente la necesidad de asegurar la conformidad de las disposiciones legislativas con el Convenio, aun cuando éstas 
hayan sido dejadas sin efecto o no se apliquen en la práctica, la Comisión pide al Gobierno que tome las medidas necesarias 
para modificar la fracción II del artículo 372 de la LFT, en aras de hacer explícita la derogación tácita de la restricción en 
cuestión. Pide además al Gobierno que proporcione informaciones disponibles acerca del número y cargos de extranjeros que 
participan de las directivas de sindicatos.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.

Myanmar
(Ratificación: 1955)

     La Comisión toma nota de las observaciones formuladas por la Confederación Sindical Internacional (CSI), sobre la aplicación de este 
Convenio, así como en relación con el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98) (que no ha 
sido ratificado por Myanmar). En particular, la Comisión toma nota de que la CSI expresa preocupaciones sobre los numerosos 
obstáculos para el desarrollo de un movimiento sindical sólido y suministra algunos ejemplos. La Comisión toma nota adicionalmente de 
la respuesta detallada del Gobierno con respecto al caso planteado.
     Libertades civiles. En sus comentarios anteriores, la Comisión pidió al Gobierno que transmitiera información sobre la situación en la 
revisión legislativa de las reuniones pacíficas. La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno de que el 4 de octubre de 2016 se 
adoptó una nueva Ley sobre el Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica, y que está en plena conformidad con los derechos de los 
ciudadanos y las normas democráticas, requiriendo únicamente una notificación con veinticuatro horas de anticipación, y se derogan las 
disposiciones relativas a las sanciones. No obstante, la Comisión observa que el capítulo sobre reglas y el capítulo correspondiente sobre 
delitos y sanciones aún pueden dar lugar a graves restricciones del derecho de las organizaciones al llevar a cabo sus actividades sin 
injerencia. La Comisión pide al Gobierno que informe sobre la manera en que se aplica esta ley y sobre las sanciones 
pronunciadas.
     Procedimiento de reforma de la legislación laboral. La Comisión recuerda que en sus comentarios anteriores pidió al Gobierno que 
proporcionara información sobre los progresos realizados en la ley de reforma laboral. La Comisión toma nota de la información 
comunicada por el Gobierno en su última memoria, según la cual un proyecto de ley para modificar la Ley de Solución de Conflictos 
Laborales fue objeto de discusión con los interlocutores tripartitos en la reunión de 22 de julio de 2017, en el ámbito del Grupo de Trabajo 
Técnico-Ley de Reforma Laboral. El Gobierno añade que las sanciones legislativas están siendo examinadas y las enmiendas están en 
curso de elaboración. Además, se llevaron a cabo actividades sobre construcción de la capacidad. Sin embargo, la Comisión toma nota 
de las observaciones de la CSI en el sentido de que si bien reconocen las medidas iniciales adoptadas por el Gobierno para iniciar la 
reforma de la legislación laboral sobre la base de la consulta tripartita, expresa preocupaciones en torno a este proceso mencionando el 
rechazo por parte del Gobierno de textos propuestos plenamente compartidos y las graves insuficiencias. La CSI teme, además, que la 
posibilidad de que las enmiendas propuestas por el Gobierno puedan, en realidad, empeorar el marco legislativo actual, refiriéndose en 
particular a las opiniones expresadas por el Gobierno, según la cual los trabajadores informales no deberían gozar del derecho de 
sindicación, mientras que de hecho decenas de miles de trabajadores ya han constituido sindicatos en virtud de la Ley sobre 
Organizaciones Sindicales (LOL), de 2011. En vista de que el Gobierno no ha proporcionado información detallada sobre cuáles 
son las disposiciones de la LOL o de la Ley de Solución de Conflictos Laborales, que tiene el propósito de modificar, ni ha 
comunicado proyecto de texto alguno, la Comisión espera que el Gobierno tendrá en cuenta sus comentarios anteriores sobre 
el proceso de reforma antes mencionado y pide al Gobierno que transmita información detallada sobre los progresos realizados 
a este respecto en su próxima memoria.
     Artículo 2 del Convenio. Derecho de los trabajadores de constituir organizaciones. En sus comentarios anteriores la Comisión tomó 
nota de que se requería un mínimo de trabajadores para constituir un sindicato y que además era necesario cumplir un requisito mínimo 
de afiliación del 10 por ciento de los trabajadores en la profesión o actividad para el establecimiento de una organización sindical de base. 
La Comisión pide una vez más al Gobierno que adopte medidas para revisar, junto con los interlocutores sociales interesados, 
el requisito de un mínimo del 10 por ciento de afiliados con miras a enmendar el artículo 4 de la LOL a fin de que los 
trabajadores puedan constituir sin trabas las organizaciones que estimen convenientes. Además, pide nuevamente al Gobierno 
que indique el resultado de toda revisión del impacto de la estructura piramidal establecida en este artículo y de todas las 
medidas adoptadas para garantizar que el derecho de los trabajadores de constituir y afiliarse a las organizaciones que estimen 
convenientes no se obstaculiza en la práctica.
     Artículo 3. Derecho de las organizaciones de trabajadores de elegir libremente a sus representantes. La Comisión recuerda sus 
comentarios anteriores relativos a las restricciones de la elegibilidad para desempeñar cargos sindicales establecidas en el reglamento de 
la LOL, incluida la obligación de haber trabajado en la misma profesión o actividad durante al menos seis meses o la obligación de los 
trabajadores extranjeros de haber cumplido el requisito de cinco años de residencia. La Comisión confía en que esos requerimientos 
se realicen en el marco del proceso de reforma legislativa en consulta con los interlocutores sociales, a fin de garantizar el 
derecho de los trabajadores a elegir libremente a sus representantes y pide al Gobierno que indique las medidas adoptadas o 
previstas para modificar la regla 5.
     Zonas económicas especiales. La Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno a las observaciones de la CSI relativas a la Ley 
sobre Zonas Económicas Especiales, de 2014. La Comisión recuerda que la CSI señaló que los procedimientos para la solución de 
conflictos en las zonas económicas especiales son más complejos que los que se aplican fuera de esas zonas y que la facultad de la 
inspección del trabajo se delega a los órganos de gestión de las zonas económicas especiales. La Comisión toma nota de que el 
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Gobierno indica que la inspección del trabajo puede coordinar y cooperar con los comités de gestión de las zonas económicas especiales 
para tener jurisdicción de conformidad con la legislación laboral y que la LOL y la Ley de Solución de Conflictos Laborales sean aplicadas 
en las zonas económicas especiales. La Comisión pide nuevamente al Gobierno que adopte todas las medidas necesarias para 
garantizar plenamente los derechos con arreglo al Convenio a los trabajadores de las zonas económicas especiales, incluso 
garantizando que la Ley sobre Zonas Económicas Especiales no es incompatible con la aplicación de la LOL y la Ley de 
Solución de Conflictos Laborales en dichas zonas. Asimismo, pide al Gobierno que proporcione información detallada sobre la 
manera en que se solucionan en la práctica los conflictos en las mencionadas zonas y de comunicar estadísticas pertinentes 
sobre la inspección del trabajo en las zonas económicas especiales, incluyendo el número de inspecciones en las zonas 
económicas especiales efectuadas por inspectores del trabajo, cualquier violación detectada así como el número y la 
naturaleza de las sanciones.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
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C098 - Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 
1949 (núm. 98)

Brasil
(Ratificación: 1952)

     Adopción de la ley núm. 13467. La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Confederación Sindical Internacional 
(CSI) y de la Central Única Dos Trabalhadores (CUT), recibidas el 1.ºde septiembre de 2017 y de las observaciones de la Confederación 
Nacional de Carreras Típicas del Estado (CONACATE), recibidas el 28 de agosto de 2017. La Comisión observa que las dos 
comunicaciones se refieren a la adopción, el 13 de julio de 2017, de la ley núm. 13467 que reforma la Consolidación de las Leyes del 
Trabajo (CLT) y al impacto de la nueva ley sobre el cumplimiento del Convenio. La Comisión toma nota de que, en sus observaciones, las 
organizaciones sindicales antes mencionadas, afirman que: i) el nuevo artículo 611-A de la CLT, que introduce en el ordenamiento 
jurídico brasileño la posibilidad general de que, por medio de la negociación colectiva, se deroguen a la baja los derechos y protecciones 
reconocidos por la legislación laboral a favor de los trabajadores contraviene las disposiciones y las finalidades del presente Convenio y 
del Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 (núm. 154); ii) el párrafo 2 del nuevo artículo 611-A, al señalar que la ausencia de 
contraparte no constituye una causa de nulidad de las cláusulas de los convenios y acuerdos colectivos, incluso si prevén la derogación a 
derechos reconocidos por la legislación, demuestra que el nuevo sistema establecido por la ley núm. 13467 no se basa en la negociación 
sino en la abdicación de derechos; iii) el nuevo artículo 444 de la CLT también viola los mencionados Convenios de la OIT, al permitir, 
para aquellos trabajadores que dispongan de un diploma de la enseñanza superior y que perciban un salario por lo menos dos veces 
superior al límite máximo de beneficios del régimen general de la previsión social, la derogación individual a lo dispuesto en la legislación 
y en los convenios colectivos, y iv) la creación, por medio del nuevo artículo 444-B de la CLT, de la figura del trabajador autónomo 
exclusivo, permitiendo dicha disposición que se excluya la calificación de trabajador dependiente aun cuando el trabajador autónomo 
trabaje de forma exclusiva y permanente para una empresa, aparta esta nueva categoría de los derechos de libertad sindical y 
negociación colectiva reconocidos por la legislación laboral. Las organizaciones sindicales afirman finalmente que las modificaciones 
legislativas introducidas son de una gravedad inédita y son contrarias a lo observado por la Comisión en su observación de 2016.
     La Comisión toma nota por otra parte de las observaciones conjuntas de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) y de la 
Confederación Nacional de la Industria (CNI), recibidas el 1.º de septiembre de 2017 que, a su vez, se refieren a la adopción de la ley 
núm. 13467 y respecto de la cual afirman que: i) la ley fue precedida de un amplio proceso de discusión, teniendo la posibilidad los 
principales interlocutores sociales del país de ser escuchados por el Parlamento; ii) la ley tiene la finalidad de fortalecer la negociación 
colectiva y la aplicación de los Convenios núms. 98 y 154 al fomentar la negociación colectiva libre y voluntaria y al establecer una mayor 
seguridad jurídica ya que se limitan las intervenciones de la justicia laboral respecto de lo pactado por los interlocutores sociales, y iii) no 
es correcto afirmar que la nueva ley fortalece la negociación colectiva en detrimento de la protección de los trabajadores ya que el nuevo 
artículo 611-A de la CLT prevé que el contenido de los convenios y acuerdos colectivos debe respetar los más de 30 derechos en el 
trabajo reconocidos en la Constitución brasileña.
     Artículo 4 del Convenio. Promoción de la negociación colectiva. Articulación entre la negociación colectiva y la ley. La Comisión 
observa que la ley núm. 13467, adoptada el 13 de julio de 2017, revisa numerosos aspectos de la CLT. La Comisión también toma nota 
de la medida provisional núm. 808 del Presidente de la República, de 14 de noviembre de 2017, que modifica provisionalmente ciertos 
aspectos de la ley núm. 13467. La Comisión constata que, tal y como señalado por las observaciones de los distintos interlocutores 
sociales, en virtud de la nueva ley: i) los convenios y acuerdos colectivos prevalecen sobre las disposiciones legales respecto, entre otros, 
de una lista de 14 temas (artículo 611 A de la CLT), y ii) los convenios y acuerdos colectivos no pueden en cambio suspender o reducir 
derechos respecto de una lista cerrada de 30 puntos (artículo 611-B de la CLT). La Comisión observa, por una parte, que esta lista 
cerrada de 30 puntos se basa en las disposiciones laborales contenidas en la Constitución brasileña. La Comisión observa, por otra parte, 
que la enumeración de los temas respecto de los cuales la negociación colectiva prevalece sobre la ley abarca numerosos aspectos de la 
relación laboral y que esta lista, a diferencia de la fijada por el artículo 611-B, es meramente ilustrativa («entre otros»), siendo por lo tanto 
posibles las derogaciones, por medio de la negociación colectiva, de todas las disposiciones legales, con la única excepción de los 
derechos laborales consagrados en la Constitución Nacional.
     La Comisión recuerda que había subrayado en sus comentarios anteriores, en referencia a varios proyectos de ley que habían sido 
sometidos al Congreso, en 2015 y en abril de 2016, que, si bien disposiciones legislativas puntuales relativas a aspectos específicos de 
las condiciones de trabajo podrían prever, de manera circunscrita y motivada, su derogabilidad por vía de la negociación colectiva, una 
disposición que instituyese la derogabilidad general de la legislación laboral por medio de la negociación colectiva sería contraria al 
objetivo de promoción de la negociación colectiva libre y voluntaria prevista por el Convenio. La Comisión había pedido al Gobierno que 
tomara plenamente en cuenta los alcances del artículo 4 del Convenio a este respecto. La Comisión observa con preocupación que el 
nuevo artículo 611-A de la CLT establece como principio general que los convenios y acuerdos colectivos prevalecen sobre la legislación, 
siendo por lo tanto posible por medio de la negociación colectiva, la inaplicación de las disposiciones protectoras de la legislación, con el 
único límite de los derechos constitucionales referidos en el artículo 611-B de la CLT. La Comisión vuelve a recordar a este respecto que 
el objetivo general de los Convenios núms. 98, 154 y Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978 
(núm. 151) es la promoción de la negociación colectiva para encontrar un acuerdo sobre términos y condiciones de trabajo que sean más 
favorables que los previstos en la legislación (véase Estudio General de 2013 sobre la negociación colectiva en la administración pública, 
párrafo 298) y que la definición de la negociación colectiva como proceso destinado a mejorar la protección de los trabajadores brindada 
por la legislación está recogida en los trabajos preparatorios del Convenio núm. 154, instrumento que tiene la finalidad, tal como 
especificado en su Preámbulo, de contribuir a la realización de los objetivos fijados por el Convenio núm. 98. Con base en lo anterior, al 
tiempo que le pide que envíe sus comentarios sobre las observaciones de los interlocutores sociales relativas a los artículos 
611-A y 611-B de la CLT, la Comisión pide al Gobierno que examine, previa consulta con los interlocutores sociales, la revisión
de las mencionadas disposiciones de manera que se adecuen con el artículo 4 del Convenio.
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     Articulación entre la negociación colectiva y los contratos individuales de trabajo. La Comisión observa que, en virtud del nuevo 
artículo 442 de la CLT, los trabajadores que dispongan de un diploma de la enseñanza superior y que perciban un salario por lo menos 
dos veces superior al límite máximo de beneficios del régimen general de la previsión social (actualmente alrededor de 11 000 reales o 
sea aproximadamente 3 390 dólares de los Estados Unidos) podrán derogar, por medio de sus contratos individuales de trabajo, lo 
dispuesto en la legislación y en los convenios y acuerdos colectivos. La Comisión recuerda que las disposiciones legislativas que 
permiten que los contratos individuales de trabajo contengan cláusulas contrarias a aquéllas contenidas en los contratos colectivos 
aplicables (quedando siempre posible que los contratos individuales de trabajo prevean cláusulas más favorables para los trabajadores) 
son contrarias a la obligación de promoción de negociación colectiva contenida en el artículo 4 del Convenio. Al tiempo que le pide que 
envíe sus comentarios sobre las observaciones de los interlocutores sociales relativas al artículo 442 de la CLT, la Comisión 
pide al Gobierno que examine, previa consulta con los interlocutores sociales, la revisión de la mencionada disposición de 
manera que se adecue con el artículo 4 del Convenio.
     Ámbito de aplicación del Convenio. La Comisión toma nota de las observaciones de las organizaciones sindicales que alegan que la 
extensión de la definición del trabajador autónomo que resulta del nuevo artículo 444-B de la CLT tendrá el efecto de excluir de los 
derechos sindicales reconocidos, tanto en la legislación laboral como en el Convenio, a los trabajadores que queden abarcados por dicha 
definición. Recordando que el Convenio se aplica a todos los trabajadores, con tan sólo la posible excepción de la policía, las 
fuerzas armadas (artículo 5) y los funcionarios que trabajan en la administración del Estado (artículo 6), la Comisión pide al 
Gobierno que proporcione sus comentarios a las observaciones de las organizaciones sindicales relativas al impacto del 
artículo 444 B de la CLT. La Comisión pide adicionalmente al Gobierno que proporcione informaciones sobre los demás 
aspectos de la ley núm. 13467 relacionados con los derechos reconocidos por el Convenio.
     La Comisión invita al Gobierno a que, en su próxima memoria, proporcione respuestas detalladas a los presentes 
comentarios así como a los demás puntos contenidos en la observación de 2016 relativa al Convenio.
[Se pide al Gobierno que responda de forma completa a los presentes comentarios en 2018.]

Grecia
(Ratificación: 1962)

     La Comisión toma nota de que no se ha recibido la memoria del Gobierno. Por consiguiente, la Comisión se ve obligada a reiterar sus 
comentarios anteriores inicialmente comunicados en 2014. La Comisión toma nota además que se ha solicitado al Gobierno durante la 
106.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo que comunique información a la Comisión de Aplicación de Normas de la
Conferencia sobre sus omisiones de envío de memorias e información sobre la aplicación de convenios ratificados.
     La Comisión toma nota además de las observaciones detalladas formuladas por la Confederación General Griega del Trabajo (GSEE), 
de fecha 31 de agosto de 2016 y 31 de agosto de 2017, mayormente relativas a la situación actual de los derechos y normas del trabajo 
en Grecia, 2010-2017, al impacto de las medidas tomadas en el marco del programa de estabilidad del país y del memorándum de 
entendimiento de condicionalidad así como a observaciones específicas en relación con la aplicación del Convenio. La Comisión 
expresa la firme esperanza de que el Gobierno comunique informaciones detalladas relativas a las observaciones de la GSEE y 
a todas las cuestiones planteadas en sus comentarios anteriores para consideración en su próxima reunión.
     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), recibidas el 1.º de septiembre de 2014, 
y de la respuesta del Gobierno a las observaciones del CSI de 2013. La Comisión toma nota además de las observaciones suministradas 
por la Organización Internacional de Empleadores (OIE) en una comunicación recibida el 1.º de septiembre de 2014, y de la respuesta del 
Gobierno a las observaciones de la OIE y la Federación Griega de Empresas (SEV), de 2013. Por último, la Comisión toma nota de las 
observaciones de la SEV que se recibieron el 25 de septiembre de 2014.
     En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de la celebración de una serie de talleres y seminarios sobre la promoción de 
relaciones laborales sólidas y de un diálogo social en época de crisis, así como del hecho de que se esté negociando, entre la OIT y el 
Gobierno, un acuerdo de cooperación, una de cuyas áreas temáticas es el diálogo social. La Comisión toma nota con interés de la firma 
de un acuerdo de cooperación con la OIT y de los trabajos que están teniendo lugar en relación con el presente Convenio dentro de ese 
marco.
     Artículo 4 del Convenio. Promoción de la negociación colectiva. La Comisión toma nota con interés de que la Confederación General 
Griega del Trabajo (GSEE), la Confederación Griega de Profesionales, Artesanos y Comerciantes (GSEVEE), la Confederación Nacional 
Griega de Comercio (ESEE) y la Asociación Griega de Empresas de Turismo (SETE) han suscrito otro convenio colectivo general de 
ámbito nacional para el año 2014. La Comisión toma nota además de la información del Gobierno en relación con la participación de los 
interlocutores sociales en el desarrollo y la elaboración de una serie de políticas, en particular, del Plan nacional de acción sobre 
garantías para los jóvenes, y en la elaboración de un sistema integrado para determinar las necesidades del mercado de trabajo. El 
Gobierno se refiere también al establecimiento, en abril de 2014, del Consejo Gubernamental del Empleo, encargado de promover 
nuevas iniciativas destinadas a favorecer el empleo, entre otras, cooperando con los interlocutores sociales, en particular propiciando la 
participación de éstos en un mecanismo permanente de consultas, planificación y evaluación de las políticas y programas sobre empleo.
     Convenios colectivos a nivel de empresa y asociación de personas. La Comisión recuerda sus comentarios anteriores sobre la ley 
núm. 3845/2010, en la cual se establece lo siguiente: «Las cláusulas de los convenios colectivos profesionales y empresariales podrán 
(de ahora en adelante) apartarse de los términos pertinentes de los convenios de carácter sectorial y general. Del mismo modo, las 
cláusulas de los convenios colectivos sectoriales podrán apartarse de los términos correspondientes a los convenios colectivos de 
carácter general. Todos los detalles pertinentes para la aplicación de esta disposición podrán definirse mediante orden ministerial». En lo 
que se refiere a la asociación de personas, la Comisión tomó nota de que la ley núm. 4024/2011 establece que, cuando no haya ningún 
sindicato en la empresa, una asociación de personas estará facultada para concertar un convenio colectivo a nivel de empresa. La 
Comisión expresó anteriormente su preocupación sobre el hecho de que, en vista del predominio de las pequeñas empresas en el 
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mercado de trabajo griego, la facilitación de la negociación para las asociaciones de personas, combinado con la supresión de principio 
del trato más favorable establecido en la ley núm. 3845/2010 y al cual se da cumplimiento en la ley núm. 4024/2011, podría menoscabar 
gravemente el fundamento de la negociación colectiva en el país.
     La Comisión observa que, según las últimas estadísticas facilitadas por el Gobierno, en 2013 se han suscrito 409 convenios colectivos 
a nivel de empresa, 218 de los cuales han sido firmados por asociaciones de personas y 191 por sindicatos. Hasta el 30 de junio de 2014, 
se firmaron 188 convenios colectivos a nivel de empresa, 96 de los cuales fueron concertados entre empleadores y asociaciones de 
personas, y 92 con sindicatos. Además, 86 convenios sectoriales, dos convenios profesionales de carácter nacional y tres de carácter 
local han sido sometidos al arbitraje del departamento competente del Ministerio de Trabajo, Seguridad Social y Bienestar, aunque no se 
ha presentado ningún laudo arbitral al respecto.
     La Comisión toma nota de la observación de la CSI sobre esta cuestión, según la cual, en 2013 se suscribieron 313 convenios 
colectivos a nivel de empresa, 178 de los cuales fueron concertados con asociaciones de personas (156 establecían recortes salariales), 
y solamente 135 con sindicatos (de los cuales 42 establecían recortes salariales).
     Reiterando la importancia de promover la negociación colectiva con las organizaciones de trabajadores y, por consiguiente, 
de mejorar el alcance de la negociación colectiva, la Comisión pide una vez más al Gobierno que señale las medidas adoptadas 
en aras de la promoción de la negociación colectiva con los sindicatos a todos los niveles, en particular, teniendo en cuenta la 
posibilidad, en consulta con los interlocutores sociales, de constituir secciones sindicales en las pequeñas empresas.
     La Comisión toma nota de las observaciones de la SEV de que el Consejo de Estado pronunció una decisión por la que se declaraba 
inconstitucional la supresión del recurso unilateral al procedimiento de arbitraje obligatorio establecido en la ley núm. 4046, de 14 de 
febrero de 2012. La SEV critica esta sentencia al considerar que contraviene lo dispuesto en el Convenio y, además, expresa su profunda 
preocupación de que reinstaurar nuevamente el recurso unilateral al procedimiento de arbitraje obligatorio podría ahogar la negociación 
colectiva, tal como ha ocurrido siempre en Grecia. La Comisión toma nota de que el Gobierno se refiere simplemente, en su memoria, a 
la decisión del Consejo de Estado pero no responde a las preocupaciones planteadas por la SEV.
     La Comisión reitera sus anteriores comentarios sobre el régimen de arbitraje obligatorio antes de la supresión del recurso unilateral a 
este mecanismo, en los cuales consideró que no era contrario al Convenio en la medida en que se limitaba a la fijación del salario básico 
a escala nacional, sectorial o profesional, en un contexto en el cual los mecanismos de fijación del salario mínimo quedaban pendientes 
de desarrollo. No obstante, la Comisión se ve obligada a destacar que, en términos generales, las disposiciones legislativas que autorizan 
a cualquiera de las partes a solicitar unilateralmente el recurso al arbitraje obligatorio para resolver una controversia no promueven la 
negociación colectiva de carácter voluntario y, por lo tanto, contravienen el Convenio. La Comisión, confía, por tanto, en que las 
decisiones tomadas por el Gobierno para dar respuesta a la decisión del Consejo de Estado tomen plenamente en cuenta las 
preocupaciones anteriores y pide al Gobierno que responda de manera exhaustiva a las preocupaciones planteadas por la SEV.
     Artículos 1 y 3. Protección contra el despido antisindical. En sus comentarios anteriores, la Comisión solicitó al Gobierno que 
comunicara sus observaciones sobre los comentarios formulados por la GSEE en relación con la vulnerabilidad de los trabajadores ante 
los despidos antisindicales en el marco de la introducción de modalidades flexibles de trabajo. La Comisión toma nota de la información 
que incluye el Gobierno en su memoria respecto a que no se ha introducido ninguna modificación legislativa que vaya en detrimento del 
nivel de protección de los dirigentes sindicales. No obstante, la Comisión recuerda que los comentarios formulados por la GSEE se 
refieren, en general, al impacto que el contexto actual del país y las medidas que facilitan las formas flexibles de trabajo podrían tener a 
efectos de socavar la aplicación práctica de las protecciones legales. La Comisión pide, por tanto, una vez más al Gobierno que 
comunique en su próxima memoria información y estadísticas relativas a las quejas por discriminación antisindical, así como 
sobre las medidas de reparación aplicadas.
     La Comisión espera que el Gobierno haga todo lo posible para adoptar, en un futuro cercano, las medidas necesarias.

Nigeria
(Ratificación: 1960)

     La Comisión toma nota de las nuevas observaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI), recibidas el 1.º de septiembre 
de 2017, sobre cuestiones legislativas y que informan de un gran número de alegatos de discriminación antisindical y de obstaculización 
de la negociación colectiva. La Comisión recuerda que viene recibiendo, desde 2010, muchas observaciones de organizaciones 
sindicales con el contenido de graves alegatos de violaciones del Convenio en la práctica y lamenta tomar nota de que el Gobierno sigue 
sin enviar sus comentarios. Tomando nota especialmente con preocupación de la persistencia de numerosos y graves alegatos 
de actos de discriminación antisindical y de injerencia, la Comisión insta firmemente al Gobierno que tenga a bien garantizar 
que los hechos denunciados desde 2010 por las diferentes observaciones de la CSI, de la Internacional de la Educación (IE) y 
del Sindicato del Personal Docente de Nigeria (NUT), hayan sido o sean objeto de investigaciones por parte de las autoridades 
públicas. La Comisión solicita encarecidamente al Gobierno que tenga a bien enviar informaciones a este respecto.
     La Comisión toma nota con preocupación de que no se ha recibido la memoria del Gobierno. En consecuencia se ve obligada a 
renovar sus comentarios anteriores, formulados inicialmente en 2012.
     En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de que ciertos comentarios presentados por organizaciones sindicales 
internacionales concernían en particular al hecho de que: 1) con arreglo a la Ley sobre Conflictos Sindicales se deniega a algunas 
categorías de trabajadores el derecho de sindicación (como ocurre en el caso de los empleados del Departamento de Aduanas e 
Impuestos Indirectos, del Departamento de Inmigración, de la Imprenta Oficial y la Casa de la Moneda de Nigeria, de los servicios 
penitenciarios y del Banco Central de Nigeria) que, por lo tanto, se van privados del derecho de negociación colectiva; 2) sólo los 
trabajadores no calificados están protegidos por la Ley del Trabajo contra la discriminación antisindical por parte de su empleador; 3) todo 
acuerdo sobre salarios deberá registrarse en el Ministerio de Trabajo, que decide si el acuerdo se convierte en vinculante de conformidad 
con las leyes sobre la Junta Salarial y el Consejo del Trabajo y con la Ley sobre Conflictos Sindicales (es un delito que un empleador 

Casos individuales/ 26 Informe preparado por NORMLEX



conceda un aumento general o porcentual de los salarios sin la aprobación del Ministro); 4) el artículo 4), e), del decreto de 1992, sobre 
zonas francas de exportación dispone que los conflictos «empleador empleado», no son asuntos de los que tengan que ocuparse los 
sindicatos, sino las autoridades que gestionan esas zonas, y 5) el artículo 3, 1), del mismo decreto, dificulta mucho que los trabajadores 
constituyan sindicatos o se afilien a los mismos, puesto que es casi imposible que los representantes de los trabajadores puedan acceder 
libremente a las zonas francas de exportación (ZFE).
     La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que: en cuanto al punto 1), el proyecto de ley de relaciones colectivas se ocupa de 
las excepciones mencionadas en relación con los derechos de sindicación y de negociación colectiva; en lo que respecta a los puntos 3) y 
4), se ha iniciado el proceso de sindicación. Se citará, por ejemplo, el caso del Sindicato Unido de Empresas Públicas, de la 
Administración Pública y de los servicios técnicos y de esparcimiento, que comenzó a sindicar a sus afiliados en las ZFE. La Comisión 
toma nota de estas informaciones.
     En relación con el punto 2), la Comisión había tomado nota de un alegato similar y más reciente realizado por la CSI en 2009 respecto 
a que en el sector privado los derechos de negociación colectiva están restringidos debido a la exigencia de contar con la aprobación 
gubernamental para realizar convenios colectivos sobre salarios. La Comisión toma nota de que en su memoria el Gobierno indica que 
esta práctica pretende garantizar que en una determinada industria no se produzcan problemas económicos indebidos, ya que 
generalmente los empleadores y los sindicatos pertinentes acuerdan un punto de referencia. A este respecto, la Comisión recuerda que 
las disposiciones legales que someten los convenios colectivos a la aprobación del Ministro del Trabajo por razones de política 
económica, de manera que las organizaciones de empleadores y de trabajadores no pueden fijar libremente los salarios, no son 
conformes al artículo 4 del Convenio sobre el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación colectiva voluntaria. La Comisión 
pide al Gobierno que garantice que las disposiciones pertinentes se modifican con miras a dar pleno efecto al principio de 
negociación colectiva libre.
     Asimismo, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica que el proyecto de ley sobre relaciones colectivas de trabajo, que se 
elaboró con la asistencia técnica de la OIT, sigue ante la Asamblea Nacional y se transmitirá después de su aprobación. La Comisión 
espera que el proyecto de ley sobre relaciones colectivas de trabajo esté en plena conformidad con los requisitos del Convenio. 
La Comisión pide al Gobierno que envíe una copia de la nueva ley en cuanto se haya adoptado.
     Por último, la Comisión invita nuevamente al Gobierno a aceptar una misión de la OIT a fin de abordar las cuestiones 
pendientes.
     La Comisión espera firmemente que el Gobierno haga todo lo posible para adoptar, en un futuro próximo, las medidas 
necesarias.
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C100 - Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100)

Georgia
(Ratificación: 1993)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación Georgiana de Sindicatos (GTUC) de 26 de septiembre de 2014, 2 
de marzo de 2015 y 3 de octubre de 2016, en las que se abordan cuestiones de carácter similar relacionadas con la aplicación del 
Convenio, así como de las respuestas del Gobierno de 20 de noviembre de 2015 y 16 de diciembre de 2016.
     Artículos 1 y 2 del Convenio. Legislación. Desde 2002, la Comisión ha estado planteando su preocupación en relación con la falta de 
legislación que dé plena expresión al principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor. La 
Comisión recuerda que el artículo 2, 3), del Código del Trabajo de 2006 sólo contiene una prohibición general de la discriminación en las 
relaciones laborales y que la Ley sobre Igualdad de Género, de 2010, prohíbe la discriminación (artículo 6) y prevé que «la calidad del 
trabajo realizado por hombres y mujeres deberá evaluarse con criterios de igualdad y sin discriminación alguna» (artículo 4, 2), i)). La 
Comisión lamenta tomar nota de que el Gobierno continúa refiriéndose a las disposiciones en materia de igualdad de la Constitución, el 
Código del Trabajo y la Ley sobre Igualdad de Género y no indica si se examina la posibilidad, en consulta con los interlocutores sociales, 
de revisar estas disposiciones a fin de dar plena expresión legislativa al principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres 
por un trabajo de igual valor. La Comisión también toma nota de que si bien la Ley sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación, adoptada el 2 de mayo de 2014, incluye una prohibición general de la discriminación basada en el sexo, no se refiere al 
principio de igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor. Además, la Comisión toma nota de que el artículo 57, 1), de la Ley 
sobre el Servicio Público, adoptada el 27 de octubre de 2015, prevé que el sistema de remuneración de los funcionarios públicos se basa 
en «los principios de transparencia y equidad, lo que significa la aplicación del principio de igualdad de remuneración por un trabajo de 
igual valor», más restrictivos que el principio del Convenio. La Comisión recuerda que el concepto de «trabajo de igual valor» constituye 
el núcleo del derecho fundamental a la igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor, y la promoción 
de la igualdad. Permite un amplio ámbito de comparación, que incluye pero va más allá de la igualdad de remuneración por un trabajo 
«igual», el «mismo» o «similar», y también engloba trabajos que son de una naturaleza absolutamente diferente pero que sin embargo 
son de igual valor (véase Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafos 672-679). Asimismo, la Comisión toma 
nota de que el Gobierno indica que la «Estrategia estatal sobre la formación para el mercado laboral y su Plan de acción 2015-2018» 
incluye la enmienda del Código del Trabajo para poner sus disposiciones de conformidad con las normas internacionales del trabajo, y de 
que la GTUC reafirma la necesidad de dar plena expresión legislativa al principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres 
por un trabajo de igual valor. Por consiguiente, la Comisión insta firmemente al Gobierno a adoptar sin demora, en cooperación 
con los interlocutores sociales y el Consejo de Igualdad de Género, medidas concretas para dar plena expresión legislativa al 
principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor con miras a garantizar la 
aplicación plena y efectiva del Convenio. También insta firmemente al Gobierno a adoptar las medidas necesarias para 
enmendar el artículo 57, 1), de la Ley sobre el Servicio Público, de 2015, a fin de reflejar el concepto de «trabajo de igual valor» 
con miras a garantizar que los funcionarios públicos cubiertos por la ley tienen derecho no sólo a la igualdad de remuneración 
por un trabajo igual sino también por un trabajo que es de naturaleza absolutamente diferente pero que sin embargo tiene el 
mismo valor, y le pide que informe sobre los progresos alcanzados a este respecto.
     Artículo 2. Medidas para abordar la brecha de remuneración entre hombres y mujeres y promover la igualdad de remuneración. La 
Comisión recuerda las diferencias significativas que existen entre los salarios nominales mensuales promedio de hombres y mujeres e 
indica que en el primer trimestre de 2013 la brecha salarial por motivos de género era del 37,7 por ciento. La Comisión toma nota de las 
estadísticas que contiene la memoria del Gobierno sobre los salarios mensuales promedio de hombres y mujeres en 2014, que ponen de 
relieve que existe una persistente brecha salarial general del 36,9 por ciento (lo que representa un ligero descenso en comparación con 
2013). Además, las estadísticas indican que en los salarios nominales mensuales existen diferencias sustantivas a favor de los hombres, 
con una brecha salarial entre hombres y mujeres muy grande, a saber, de más del 40 por ciento en el sector financiero, y una brecha 
salarial entre hombres y mujeres de cerca del 30 por ciento o de más del 35 por ciento en una serie de sectores, incluida la pesca, la 
minería y las canteras, la manufactura, el comercio mayorista y minorista y el sector de los hoteles y restaurantes, así como en la salud y 
el trabajo social y otras actividades comunitarias, de servicios sociales y atención personalizada. La Comisión toma nota de que en su 
comunicación la GTUC reitera que existe una importante brecha en materia de salarios nominales mensuales promedio entre hombres y 
mujeres en todos los sectores del mercado de trabajo, incluidos los sectores en los que predominan las mujeres tales como la educación 
y la atención sanitaria. En relación con un estudio de la Oficina de Estadística, la GTUC también indica que existen desigualdades en la 
distribución de salarios medios entre hombres y mujeres, incluso entre los que tienen niveles similares de educación. Según la GTUC 
estas diferencias salariales pueden ser debidas a la segregación ocupacional por motivos de género, así como al hecho de que los 
hombres trabajan principalmente en el sector privado mientras que las mujeres están distribuidas más uniformemente en los sectores 
privado y público. Además, la GTUC indica que en el estudio de la Oficina de Estadística se detectaron importantes diferencias entre 
hombres y mujeres en lo que respecta a las prestaciones y otros componentes salariales, y añade que algunas de estas diferencias 
pueden ser debidas en parte a la segregación ocupacional por motivos de género pero también pueden deberse a la discriminación de 
género. El estudio puso de manifiesto que recibieron bonificaciones el 66 por ciento de los hombres encuestados (que eran beneficiarios 
potenciales) en comparación con sólo el 34 por ciento de las mujeres encuestadas, y recibieron primas el 60 por ciento de los hombres 
frente al 41 por ciento de las mujeres. Además, el 67 por ciento de los hombres y sólo el 33 por ciento de las mujeres señalaron que 
tenían un seguro de salud cubierto por el empleador. En relación con las medidas adoptadas para hacer frente a las diferencias de 
remuneración entre hombres y mujeres, la Comisión toma nota de que el Gobierno indica que el Plan de acción nacional sobre la 
igualdad de género 2014-2016, adoptado en enero de 2014, tiene por objetivo, entre otras cosas, promover la igualdad de género en el 
ámbito económico. El Gobierno también informa de que a nivel ejecutivo ha reforzado sus mecanismos institucionales en materia de 
igualdad de género, por ejemplo estableciendo una comisión interministerial sobre la igualdad de género y el empoderamiento de la 
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mujer, en septiembre de 2015. Además, en 2014 se estableció por un período indefinido un consejo de coordinación interinstitucional 
para el Plan de acción gubernamental sobre la protección de los derechos humanos (2014-2015). La Comisión toma nota de que el Plan 
de acción aborda la igualdad de género, el empoderamiento y los derechos de las mujeres (capítulo 14) y la protección de los derechos 
de los trabajadores con arreglo a las normas internacionales (capítulo 21). Sin embargo, tomando nota de que no se ha 
proporcionado más información sobre las medidas específicas adoptadas, incluso en el contexto de esos mecanismos y del 
Plan de acción nacional sobre la igualdad de género, para reducir las diferencias salariales entre hombres y mujeres y abordar 
sus causas subyacentes, la Comisión insta firmemente al Gobierno a adoptar, sin demora, medidas para identificar y abordar 
las causas subyacentes a las desigualdades en materia de remuneración, tales como la discriminación basada en el género, los 
estereotipos de género, la segregación ocupacional, y para promover el acceso de las mujeres a una gama más amplia de 
oportunidades laborales a todos los niveles, incluidos los puestos de alta dirección y los puestos de trabajo mejor 
remunerados. La Comisión también pide al Gobierno que proporcione información sobre todas las actividades de 
sensibilización llevadas a cabo en cooperación con las organizaciones de empleadores y de trabajadores para promover la 
igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor, incluso en lo que respecta a las bonificaciones y primas adicionales así 
como a otras asignaciones salariales suplementarias. Asimismo, pide al Gobierno que continúe proporcionando información 
estadística sobre los salarios mensuales, la remuneración por horas y las asignaciones adicionales, por sector económico, así 
como datos relativos al número de hombres y mujeres empleados en esos sectores.
     Aplicación. La Comisión había tomado nota con preocupación de que el Gobierno indicaba que después de la eliminación del servicio 
de inspección del trabajo en 2006 ya no existe ningún órgano de control en materia laboral. La Comisión toma nota de que el Gobierno 
responde que a través de la ordenanza núm. 38, de 5 de febrero de 2015, se aprobó el Programa nacional para la supervisión de las 
condiciones de trabajo y que a través de la ordenanza núm. 81, de 2 de marzo de 2015, se estableció el Departamento de Inspección de 
las Condiciones de Trabajo del Ministerio de Trabajo, Salud y Asuntos Sociales. El objetivo del Departamento es desarrollar el marco 
jurídico pertinente para inspeccionar las condiciones de seguridad y examinar las quejas en materia de seguridad, así como proponer 
recomendaciones. Al tiempo que toma nota de que el Gobierno indica que el Departamento de Inspección de las Condiciones de Trabajo 
también puede elaborar las recomendaciones adecuadas para prevenir los casos de discriminación y sensibilizar a este respecto, la 
Comisión observa que el Programa nacional y el Departamento de Inspección de las Condiciones de Trabajo se centran principalmente 
en promover y garantizar un entorno laboral seguro y saludable. La Comisión toma nota de las observaciones de la GTUC acerca de que 
no existe un mecanismo de aplicación adecuado y eficaz que permita aplicar en la práctica el principio de igualdad de remuneración entre 
hombres y mujeres por un trabajo de igual valor. La Comisión también toma nota de que la Oficina del Defensor Público ha indicado que 
debería enmendarse el Código del Trabajo a fin de abordar el carácter no vinculante de las recomendaciones realizadas por los servicios 
de inspección. La Comisión hace de nuevo hincapié en la necesidad de establecer mecanismos de aplicación adecuados y eficaces para 
garantizar la aplicación en la práctica del principio de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor así 
como para garantizar que los trabajadores puedan hacer valer sus derechos. La Comisión pide al Gobierno que proporcione 
información sobre la manera en la que garantiza la aplicación efectiva del principio del Convenio, incluidas todas las 
actividades a este respecto llevadas a cabo por el Departamento de Inspección de las Condiciones de Trabajo. La Comisión 
también pide al Gobierno que adopte medidas para sensibilizar a los trabajadores, los empleadores y sus organizaciones sobre 
las leyes y procedimientos existentes, y para reforzar la capacidad de jueces, funcionarios encargados de las cuestiones 
laborales y otras autoridades competentes para detectar y abordar las desigualdades salariales entre hombres y mujeres que 
realizan un trabajo de igual valor. Asimismo, pide al Gobierno que continúe proporcionando toda la información disponible 
sobre las decisiones adoptadas por los tribunales y otros órganos competentes en relación con esta cuestión, así como sobre 
todos los casos de desigualdad de remuneración tramitados por la Oficina del Defensor Público, que tiene el mandato de 
examinar quejas en materia de discriminación entre hombres y mujeres y realizar recomendaciones.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
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C105 - Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105)

Camboya
(Ratificación: 1999)

     Artículo 1, a), del Convenio. Sanciones que conllevan la obligación de trabajar como castigo por la expresión de opiniones políticas o 
por manifestar oposición ideológica al orden político, social o económico establecido. La Comisión había tomado nota de que, según el 
artículo 41 de la Ley sobre Partidos Políticos de 1997, varios delitos relacionados con la administración o la gestión de un partido político 
que ha sido disuelto, o cuyas actividades han sido suspendidas por un tribunal o cuya inscripción en el registro ha sido denegada, se 
castigan con penas de prisión de hasta un año que conllevan trabajo forzoso en virtud del artículo 68 de la Ley sobre Prisiones de 2011. 
La Comisión también tomó nota de que con arreglo al Código Penal de 2009 los delitos de difamación pública e insultos (artículos 
305-309) sólo se castigan con multas. Asimismo, la Comisión tomó nota de la adopción de la Ley sobre Manifestaciones Pacíficas de
2009 y del arresto de siete parlamentarios de la oposición en julio de 2014 durante las protestas contra la prohibición de las
manifestaciones impuesta por el Gobierno en enero de 2014 después de que, a finales de 2013, se intensificara el número de
manifestaciones llevadas a cabo en el país.
     La Comisión toma nota de que en su memoria el Gobierno informa de que ningún partido político ha sido disuelto por decisión judicial 
con arreglo a la Ley sobre Partidos Políticos de 2007. El Gobierno también indica que no puede realizarse ninguna manifestación que 
ponga en peligro o menoscabe el orden público, la seguridad y la protección. Además, con arreglo al Código Penal fueron detenidos los 
autores del delito de disturbios o de organizar disturbios.
     Asimismo, la Comisión toma nota de que en 2017 se enmendó la Ley sobre Partidos Políticos de 2007 y señala que el artículo 42 de la 
versión enmendada contiene las mismas disposiciones que el artículo 41 de la versión anterior. Además, diversos artículos del Código 
Penal de 2009 que prevén penas de prisión aún pueden utilizarse en situaciones cubiertas por el artículo 1, a), del Convenio, incluidos los 
artículos 494 y 495 sobre la incitación a alterar la seguridad pública por medio de discursos, escritos, imágenes o de cualquier 
comunicación audiovisual dirigidos al público; el artículo 522 sobre la publicación de comentarios para presionar ilegalmente a las 
autoridades judiciales, y el artículo 523 en relación con desacreditar las decisiones judiciales. La Comisión también toma nota de la 
adopción de la Ley sobre Asociaciones y Organizaciones no Gubernamentales en 2015 y de la adopción de la Ley sobre Sindicatos en 
2016. Además, actualmente se están redactando textos legislativos en materia de ciberdelincuencia.
     La Comisión toma nota de que, según el informe de la Relatora Especial sobre la situación de los derechos humanos en Camboya, de 
5 de septiembre de 2016, en el caso de muchas leyes, el grado de observancia de la legislación internacional en materia de derechos 
humanos reside en la interpretación y en la aplicación de la ley por las fuerzas del orden y los funcionarios judiciales (documento 
A/HRC/33/62, párrafo 29). En su informe de 27 de julio de 2017, la Relatora Especial expresó preocupación por la gran cantidad de leyes 
(reguladoras de las asociaciones y las ONG, la elección de los miembros de la Asamblea Nacional, los sindicatos y las manifestaciones 
pacíficas) que pueden utilizarse para restringir las libertades de reunión, de asociación y de expresión (documento A/HRC/36/61, párrafo 
47).
     La Comisión también toma nota de que en el informe de la Relatora Especial de 2017 se indica que varios miembros destacados del 
Partido para el rescate nacional de Camboya, el principal partido de la oposición, han sido objeto de imputaciones y han sido condenados 
(párrafo 6). El senador Hong Sok Hour fue condenado a una pena de siete años de prisión, el 9 de noviembre de 2016, por falsificación e 
instigación en relación con una publicación en Facebook. El senador Thak Lany, que actualmente está en exilio, fue condenado en 
rebeldía a dieciocho meses de prisión tras ser acusado de difamación e instigación en relación con un videoclip mostrado en Facebook, 
que al parecer contenía comentarios sobre la muerte del activista político Kem Ley (párrafo 7). Además, en una declaración de 4 de 
septiembre de 2017, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas expresó su profunda preocupación por el 
arresto del Sr. Kem Sokha, actual presidente del Partido para el rescate nacional de Camboya. El Sr. Kem Sokha está acusado de 
traición en base al vídeo de un discurso que realizó en 2013, que se encuentra disponible para el público desde entonces, y si es 
declarado culpable puede ser condenado a una pena de prisión de entre quince y treinta años.
     La Comisión también toma nota de que, según el informe de 2017 de la Relatora Especial, muchos representantes de ONG, 
sindicalistas y defensores de los derechos humanos todavía se ven sometidos a amenazas, acoso, detención, prisión preventiva y 
procesos judiciales (párrafo 45). En particular, en 2016, cinco miembros de la Cambodian Human Rights and Development Association 
(CHRDA) fueron detenidos y mantenidos en prisión preventiva durante más de un año. En junio de 2017 esas personas fueron puestas 
en libertad bajo supervisión judicial y esperan que se fijen las fechas de los juicios (párrafos 21 y 22). Además, diversos manifestantes 
relacionados con la campaña «lunes negro» contra el arresto de esos miembros de la CHRDA fueron detenidos y procesados por 
difamación, injurias públicas y diversos delitos contra el orden público en virtud del Código Penal. Entre otros, la Sra. Tep Vanny fue 
procesada debido a su participación en un lunes negro el 15 de agosto de 2016, acusada de «violencia deliberada con agravantes» en 
relación con otra protesta que había tenido lugar en 2013, y condenada a una pena de dos años y medio de prisión el 23 de febrero de 
2017 (párrafo 45). Asimismo, un analista político independiente, el Sr. Kim Sok, lleva en prisión preventiva desde el 17 de febrero de 2017 
acusado de difamación e incitación por haber expresado públicamente su opinión de que el partido del Gobierno era responsable del 
asesinato del Sr. Kem Ley (párrafo 48).
     La Comisión toma nota de que, si bien con arreglo al Código Penal de 2009 los delitos de difamación e insultos públicos sólo pueden 
ser castigados con multas, a las diversas personas antes mencionadas se les han impuesto penas de prisión con arreglo a las 
disposiciones del Código Penal. La Comisión se ve obligada a expresar su profunda preocupación por la detención y enjuiciamiento de 
miembros del partido de la oposición, representantes de ONG, sindicalistas y defensores de los derechos humanos y recuerda que las 
restricciones de los derechos y libertades fundamentales, incluida la libertad de expresión, pueden tener relación con la aplicación del 
Convenio si tales restricciones se hacen cumplir por medio de sanciones que conllevan trabajo obligatorio. La Comisión señala a la 
atención del Gobierno que las garantías jurídicas de la libertad de pensamiento y expresión, la libertad de reunión pacífica, la libertad de 
asociación y la protección contra las detenciones arbitrarias constituyen una importante salvaguardia contra la imposición de trabajo 
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obligatorio como castigo por tener o expresar opiniones políticas o ideológicas o como medio de coerción o de educación política (Estudio 
General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 302). Por consiguiente, la Comisión insta al Gobierno a adoptar 
medidas inmediatas para garantizar que no se puedan imponer sanciones que conlleven trabajo obligatorio por la expresión 
pacífica de opiniones políticas opuestas al sistema establecido, tanto en la legislación como en la práctica. A este respecto, la 
Comisión pide al Gobierno que garantice la enmienda del artículo 42 de la Ley sobre Partidos Políticos, en su tenor enmendado 
en 2017, así como de los artículos 494, 495, 522 y 523 del Código Penal de 2009, restringiendo claramente el alcance de esas 
disposiciones a situaciones relacionadas con el uso de violencia o la incitación a la violencia, o eliminando las sanciones que 
conllevan trabajo obligatorio. También pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias para garantizar que la aplicación del
Código Penal, la Ley sobre los Sindicatos, la Ley sobre Asociaciones y Organizaciones no Gubernamentales y la Ley sobre 
Manifestaciones Pacíficas no tenga como consecuencia, en la práctica, la imposición de sanciones que conlleven trabajo 
obligatorio en situaciones cubiertas por el artículo 1, a), del Convenio. Por último, la Comisión solicita al Gobierno que 
transmita copia de la legislación en materia de ciberdelincuencia una vez que se haya adoptado.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]
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C111 - Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 111)

Bahrein
(Ratificación: 2000)

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia Internacional del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota de la discusión celebrada en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia en su 106.ª reunión
(junio de 2017) y de las conclusiones adoptadas, en las que se pide al Gobierno de Bahrein que:

·i) informe a la Comisión de Expertos, para su reunión de noviembre de 2017, sobre las medidas adoptadas para cumplir los
compromisos que figuran en los acuerdos tripartitos de 2012 y 2014 en relación con los esfuerzos del Gobierno para aplicar el Convenio 
núm. 111;

·ii) vele por que la legislación cubra todos los motivos prohibidos de discriminación, tanto directa como indirecta, enumerados en el
artículo 1, 1), a), del Convenio y tome medidas para garantizar que la discriminación en el empleo y la ocupación se prohíba en la 
legislación y la práctica;

·iii) vele por que tanto los trabajadores migrantes como los trabajadores domésticos estén cubiertos por la protección prevista en la
legislación contra la discriminación;

·iv) garantice la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo para las mujeres, y
·v) garantice que el acoso sexual esté prohibido en el Código del Trabajo y proporcione información acerca de la manera en que las

quejas de esta naturaleza pueden presentarse a la Comisión de Expertos para su reunión de noviembre de 2017.

     La Comisión también toma nota de que la Comisión de la Conferencia invitó al Gobierno a aceptar una misión de contactos directos y 
que la Oficina aún está esperando la respuesta del Gobierno.
     La Comisión toma nota asimismo de las observaciones de la Organización Internacional de Empleadores (OIE) que se recibieron el 6 
de septiembre de 2017, la Confederación Sindical Internacional (CSI) recibidas el 1.º de septiembre de 2017 y la Internacional de la 
Educación (IE) y la Asociación de Maestros de Bahrein (BTA) recibidas el 6 de septiembre de 2017, las cuales, de conformidad con la 
práctica establecida, se remitieron al Gobierno para que realice los comentarios al respecto.
I. Medidas adoptadas para cumplir los compromisos que figuran en los acuerdos tripartitos de 2012 y 2014

Artículo 1 del Convenio. Discriminación por motivo de opinión política. La Comisión recuerda que en la 100.ª reunión (junio de 2011)
de la Conferencia Internacional del Trabajo, algunos delegados trabajadores de la Conferencia presentaron una queja, en virtud del 
artículo 26 de la Constitución de la OIT, relativa a la inobservancia por Bahrein del Convenio núm. 111. Según la queja, en febrero de 
2011, se impusieron suspensiones y sanciones de diversos tipos, incluidos despidos, a los miembros y dirigentes, como consecuencia de 
manifestaciones pacíficas en las que se exigieron cambios económicos y sociales, y que expresaron su apoyo a la democratización y la 
reforma en curso. En la queja se alegaba que estos despidos habían tenido lugar debido a las opiniones, las creencias de los 
trabajadores y su afiliación a un sindicato. En su 320.ª reunión (marzo de 2014), el Consejo de Administración acogió con agrado un 
acuerdo tripartito, concluido en 2012 por el Gobierno, la Federación General de Sindicatos de Bahrein (GFBTU) y la Cámara de Comercio 
e Industria de Bahrein (BCCI), así como un acuerdo tripartito complementario concluido en 2014. El Consejo de Administración invitó a 
esta Comisión a que examinara la aplicación del Convenio por el Gobierno, y a que realizara un seguimiento de la puesta en práctica de 
los acuerdos concluidos. Según el acuerdo tripartito de 2012, la Comisión tripartita nacional que se había establecido para examinar la 
posición de los trabajadores que habían sido despedidos o que habían sido remitidos a los tribunales penales debería proseguir su labor 
para asegurar la plena reinserción de dichos trabajadores. Además, en virtud del Acuerdo tripartito complementario de 2014, el Gobierno, 
la GFBTU y la BCCI habían acordado: i) remitir a un comité tripartito aquellos casos que no se habían resuelto, que estaban relacionados 
con reclamaciones o compensaciones financieras y, en ausencia de consenso, remitir dichos casos con miras a una resolución judicial; ii) 
brindar cobertura de seguro social por el período de interrupción de los servicios, y iii) reintegrar a los 165 trabajadores despedidos 
restantes del empleo del sector público y de las principales empresas privadas en las que el Gobierno tenga acciones y de otras 
empresas privadas, según la lista adjunta al Acuerdo tripartito complementario.
     En su memoria, el Gobierno recuerda que, la fecha de presentación de la memoria (30 de agosto de 2017), el 98 por ciento de todos 
los casos que conllevaron despido y que se mencionaron en el acuerdo tripartito de 2012 se habían resuelto con éxito (reinserción con la 
plena retención de sus derechos y prestaciones en materia de empleo y jubilación) y que esta queja se había archivado, con el acuerdo 
de las tres partes. En lo que respecta al 2 por ciento restante (o los 165 casos problemáticos pendientes en los que hubo desacuerdo con 
los empleadores), el Gobierno indica que, aunque se refieren a casos en los que las personas afectadas han sido objeto de condena 
penal o en los que no se ha demostrado un vínculo entre el despido y los eventos de 2011, se había acordado (en el marco del acuerdo 
tripartito complementario de marzo de 2014) proseguir las negociaciones con los empleadores a fin de resolver estos casos o de 
encontrar un empleo alternativo a los trabajadores afectados. Según el Gobierno, se han tramitado y resuelto 108 casos reintegrando a 
los trabajadores o encontrando un trabajo alternativo similar para ellos con las mismas condiciones salariales y prestaciones. Algunos 
trabajadores despedidos aceptaron la compensación financiera ofrecida, mientras que otros obtuvieron licencias comerciales y se han 
convertido en empresarios independientes.
     El Gobierno explica que, el 5 de enero de 2017, la GBFTU le escribió pidiéndole que redoblara sus esfuerzos para abordar los 37 
casos restantes de los 165 que figuran en la lista anexa al acuerdo tripartito, que la GFBTU consideró pendientes y aún no finalizados. 
Con arreglo al principio de la cooperación sostenida y la alianza con la GFBTU, el Gobierno no escatimó esfuerzos para resolver los 37 
casos problemáticos, a pesar de las divergencias de opinión sobre los motivos de despido en estos casos. Los resultados de estos 
esfuerzos son los siguientes: de estos 37 casos: i) diez trabajadores despedidos fueron reintegrados, no obstante las dificultades que 
esto conllevó; ii) a dos de ellos se les ofreció un acuerdo económico a solicitud suya, ya que no querían reincorporarse al trabajo; iii) de 
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los 18 trabajadores que fueron objeto de condena penal, 13 casos se han resuelto. A pesar de que el Gobierno no tiene ninguna 
obligación para con los trabajadores declarados culpables en un tribunal penal, había resuelto encontrarles un empleo alternativo, si lo 
deseaban, una vez se hubieran registrado como solicitantes de empleo y hubieran presentado un «certificado de readaptación». En los 
cinco casos pendientes restantes no se ha aprovechado esta oportunidad, y iv) el examen y la investigación de los documentos 
sometidos por la GFBTU a las reuniones de la Comisión tripartita paritaria han mostrado que siete casos son casos ordinarios de despido 
que deben abordarse como conflictos laborales individuales (por ejemplo, las sanciones disciplinarias iniciadas antes de los eventos de 
febrero de 2011) y/o sin ningún vínculo con los eventos de febrero de 2011 en Bahrein. Por lo tanto, se había acordado excluirlos de la 
lista de trabajadores despedidos reconocidos en virtud del acuerdo tripartito. No obstante, el Gobierno había procurado ayudar a estos 
trabajadores y examinar su situación; como consecuencia, de estos siete trabajadores, uno ha dimitido por motivos de salud; uno ha 
aceptado la oferta de un empleo alternativo en el sector privado; uno ha optado por convertirse en empleador y el Gobierno le ha 
permitido obtener un registro comercial, y cuatro no aprovecharon la posibilidad de postular a un empleo alternativo. El Gobierno concluye 
por tanto que, de conformidad con lo anterior, todos los casos de trabajadores despedidos a raíz de los eventos de febrero y marzo de 
2011 se han resuelto plenamente sobre la base de la cooperación a nivel nacional entre los interlocutores sociales, y afirma su 
disposición en todo momento a seguir cooperando y su compromiso de encontrar un empleo alternativo adecuado para quienes lo 
deseen.
     A este respecto, la Comisión toma nota de las observaciones de la CSI de que no todos los trabajadores despedidos han sido 
plenamente reincorporados a sus trabajos. Según la CSI, 64 casos de despido relacionados con los eventos de febrero de 2011 siguen 
sin haberse resuelto, porque los empleadores se negaron a readmitir a los trabajadores. La CSI afirma asimismo que la compensación 
financiera de la mayoría de los trabajadores readmitidos aún no ha sido pagada por sus empleadores respectivos pese a las condiciones 
de los acuerdos tripartitos a este respecto, y que algunos empleadores también se han negado a proporcionar un seguro social a los 
trabajadores readmitidos por el período en el que fueron despedidos. En relación con esto, la Comisión toma nota de que, en la lista de 
165 nombres adjunta al acuerdo tripartito de marzo de 2014, sólo se mencionan 12 personas como trabajadores del Ministerio de 
Educación. La IE y la BTA indican que muchos docentes que tomaron parte en las protestas pacíficas habían perdido sus trabajos y 
medios de sustento en aquel momento y todavía no habían sido reintegrados ni habían recibido una compensación financiera. Sin 
embargo, no se desprende claramente de la declaración de la IE y de la BTA si algunos de los 120 docentes que perdieron sus empleos, 
y siguen esperando su reinserción, formaron parte de los acuerdos tripartitos concluidos en 2012 y 2014. La Comisión toma nota 
asimismo de que la GFBTU, que es parte en los acuerdos tripartitos, no envió su observación confirmando la plena aplicación del acuerdo 
arriba mencionado, tal como indicó el Gobierno. También toma nota de que el propio Gobierno concluye su memoria refiriéndose a esta 
cuestión, indicando su disposición y compromiso de seguir colaborando a fin de encontrar un empleo alternativo adecuado para todos los 
trabajadores despedidos, si así lo desean — lo que significa que algunos casos aún no se han resuelto. Por consiguiente, la Comisión 
pide al Gobierno que comunique pruebas de que los casos de 165 trabajadores despedidos mencionados por nombre en el 
anexo del acuerdo tripartito de marzo de 2014, han sido resueltos satisfactoriamente para las partes, es decir, que no sólo se 
reinsertó a los trabajadores que lo deseaban o se les ofreció un empleo alternativo, sino que también se les proporcionó 
compensación financiera y cobertura de seguro social para el período en que fueron despedidos. Tomando nota de que los 
trabajadores que fueron condenados por decisiones judiciales podrían pedir al Ministerio asistencia para encontrar un empleo 
alternativo a condición de que se registren como solicitantes de empleo y de que presenten un «certificado de readaptación», y 
de que 9 de 18 no han aprovechado esa oportunidad, la Comisión pide al Gobierno que indique qué condiciones han de 
cumplirse para obtener dicho certificado.
     La Comisión toma nota de la información transmitida por la IE y la BTA acerca de que, a raíz del despido de una serie de docentes 
que tomaron parte en las demostraciones pacíficas durante los eventos de 2011, el Ministerio de Educación ha contratado a unos 9 000 
expatriados de otros Estados árabes, y se ha establecido una fuerza de trabajo de docentes de dos niveles que cuentan con docentes 
expatriados que gozan de mejores condiciones que los nacionales. Tomando nota de que el Gobierno no ha proporcionado sus 
comentarios sobre las cuestiones planteadas en dicha observación, la Comisión invita al Gobierno a que comunique sus 
comentarios sobre estas cuestiones.
II. Vele por que la legislación cubra todos los motivos de discriminación enunciados en el artículo 1, 1), a), del Convenio, y la
discriminación tanto indirecta como directa, y tome medidas para garantizar que la discriminación en el empleo y la ocupación
se prohíba en la legislación y en la práctica
     Artículo 1, 1), a), y 3). Motivos de discriminación y aspectos del empleo y de la ocupación. La Comisión recuerda que, en su 
comentario anterior, había tomado nota de que la Ley del Trabajo en el Sector Privado, de 2012 (ley núm. 36/2012) no se aplica a «los 
funcionarios públicos y personas consideradas como tales, incluyendo los trabajadores agrícolas, los guardias de seguridad, las niñeras, 
los chóferes y los cocineros» que trabajan para el empleador o los miembros de su familias (artículo 2, b)). También había subrayado que 
los artículos 39 (discriminación salarial) y 104 (terminación de la relación de trabajo) de la Ley del Trabajo en el Sector Privado no 
incluyen la raza, el color (sólo mencionados en el artículo 39), la opinión política, la ascendencia nacional y el origen social en la lista de 
motivos prohibidos de discriminación. La Comisión toma nota de que, si bien el Gobierno reconoce que no existe una definición integral 
de todas las formas de discriminación de conformidad con el Convenio, reitera sus explicaciones anteriores, a saber: i) en la práctica, no 
se notificó ninguna violación real de este principio en 2015 y 2016 (el Ministerio recibe más de 3 000 solicitudes semanales y ninguna 
alega discriminación por motivo de opinión política, género, religión, etc.); ii) los trabajadores del sector privado tienen a su disposición 
una serie de mecanismos para presentar y expresar quejas (órganos encargados de la resolución de conflictos, el ministerio competente, 
los tribunales, etc.), y iii) los trabajadores del sector público están cubiertos por una instrucción del servicio público núm. 16/2016 que 
prohíbe la discriminación por motivo de género, origen étnico, edad o religión, y tienen a su disposición asimismo procedimientos de 
presentación de quejas (comités internos, Oficina del Servicio Civil, tribunales, etc.). No obstante, el Gobierno indica que está dispuesto a 
cooperar con la OIT para estudiar la posibilidad de formular una definición integral de discriminación en estas dos leyes sobre la base de 
las normas internacionales del trabajo, en consonancia con mecanismos y procedimientos constitucionales y legislativos específicos. A 
este respecto, la Comisión reitera que disponer de definiciones claras y detalladas de lo que constituye la discriminación en el empleo y la 
ocupación es determinante para poder identificar y abordar las muy distintas formas en las que puede manifestarse (véase Estudio 
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General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 743). Subraya asimismo que la falta de quejas no es un indicador de la 
ausencia de discriminación en la práctica. Es más probable que indique la ausencia de un marco jurídico apropiado, la falta de 
concienciación acerca de los derechos, la falta de confianza y en el acceso en la práctica a los procedimientos, o la ausencia de dicho 
acceso, o el temor a represalias. El temor a represalias suscita particular inquietud en el caso de los trabajadores migrantes. 
Recordando la declaración del Gobierno de que está dispuesto a estudiar, con el apoyo técnico de la OIT, la posibilidad de 
formular una definición integral de discriminación en consonancia con el Convenio, la Comisión pide nuevamente al Gobierno 
que adopte las medidas necesarias para incluir en la Ley del Trabajo en el Sector Privado, de 2012, una definición de 
discriminación, así como una prohibición de la discriminación directa e indirecta que cubra a todos los trabajadores, sin 
distinción alguna, con respecto a todos los motivos previstos en el Convenio, incluido el color; en relación con todos los 
aspectos del empleo, incluido el acceso a la formación profesional, el acceso al empleo y a ocupaciones particulares, y las 
condiciones de empleo, y de que proporcione información sobre cualquier evolución a este respecto. Además, tomando nota 
de que el decreto legislativo núm. 48, de 2010, relativo al servicio civil no incluye una prohibición de discriminación, la 
Comisión pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias para asegurar que los funcionarios públicos gocen de 
protección adecuada en la práctica contra la discriminación directa e indirecta en el empleo y la ocupación en relación con 
todos los motivos previstos en el Convenio. A este respecto, la Comisión alienta al Gobierno a que considere incluir 
disposiciones específicas en el decreto legislativo núm. 48 que prevean la protección integral contra la discriminación en el 
servicio civil.
III. Vele por que tanto los trabajadores migrantes como los trabajadores domésticos estén incluidos en el ámbito de aplicación
de la legislación contra la discriminación
     Artículo 3, c). Trabajadores migrantes. En respuesta a la solicitud de la Comisión de que el Gobierno comunicara información sobre las
medidas específicas adoptadas para garantizar la protección efectiva de todos los trabajadores migrantes, incluidos los trabajadores 
domésticos migrantes, contra la discriminación por los motivos establecidos en el Convenio, incluido el acceso a vías de recurso y 
procedimientos apropiados, el Gobierno reitera la información proporcionada anteriormente sobre la protección de los trabajadores 
migrantes en el país, entre ellos los trabajadores domésticos, e indica una vez más que no se han proporcionado pruebas de 
discriminación contra los trabajadores migrantes. La Comisión toma nota, no obstante, de que el Gobierno proporciona nueva información 
señalando que desde mediados de 2017, existe un sistema flexible de permisos de trabajo para regularizar la situación de un gran 
número de personas que trabajan en la economía informal en Bahrein, permitiéndoles beneficiarse del seguro social, del seguro de 
desempleo y de los sistemas de atención de salud. Este nuevo sistema permite a un trabajador migrante que trabaje en condiciones 
injustas solicitar a título individual un permiso de trabajo que le permita trabajar sin estar vinculado a un empleador determinado, de 
conformidad con las normas, y evitar así la explotación. También se garantiza a los trabajadores el pleno acceso a la protección jurídica. 
El sistema permitirá a un trabajador migrante firmar un contrato de trabajo temporal y gozar al mismo tiempo de todos los beneficios y 
derechos previstos por la Ley del Trabajo en el Sector Privado, incluida la libertad de traslado de un empleo a otro.
     En lo que respecta a los trabajadores migrantes, la CSI recuerda que los trabajadores migrantes representan aproximadamente el 77 
por ciento de la fuerza de trabajo de Bahrein y provienen principalmente de Bangladesh, Egipto, Filipinas, India, Jordania, Kenya, Nepal, 
Pakistán, República Árabe de Siria, Sri Lanka, Tailandia, y Yemen. Los trabajadores migrantes están representados en numerosos 
ámbitos de la economía, con inclusión del trabajo doméstico (el 12,8 por ciento de la fuerza de trabajo bahreiní y el 42,2 por ciento de la 
fuerza de trabajo femenina), la construcción y los servicios. En su informe, la CSI confirma la introducción de un programa piloto que 
prevé un permiso de trabajo flexible (FLEXI) para categorías limitadas de trabajadores migrantes en situación irregular (no pueden 
beneficiarse del mismo los trabajadores calificados y los trabadores que huyeron de empleadores abusivos, y tampoco los trabajadores 
domésticos y agrícolas). Así pues, los trabajadores migrantes que se encuentran en situación irregular y trabajan actualmente en Bahrein 
pueden trabajar sin un patrocinador a condición de que cubran ciertos costos, como las comisiones anuales por el permiso de trabajo 
(530 dólares de los Estados Unidos), la atención de salud anual (381 dólares de los Estados Unidos) y una tarifa mensual por el seguro 
de salud (80 dólares de los Estados Unidos). Además, estos trabajadores deben proporcionar un pasaporte válido con el fin de solicitar 
un permiso. Sin embargo, la CSI añade que los migrantes que están atrapados en una situación irregular no suelen estar en posesión de 
su pasaporte debido a su confiscación por el empleador anterior. Además, no está claro qué ley cubre los contratos de trabajo de quienes 
tienen un permiso «flexible» y la manera en que esto repercute en las protecciones laborales que se les brinda. En lo tocante al derecho a 
cambiar de empleador, la Comisión toma nota del número total de autorizaciones para el traslado de un empleador a otro concedidas en 
2015 (35 000) y en 2016 (24 000). También toma nota de que, según la CSI, aunque el Gobierno ha señalado en reiteradas ocasiones 
que los trabajadores migrantes bahreiníes no están sujetos al sistema kafala y pueden cambiar de empleo sin la autorización de su 
patrocinador, la Autoridad de Regulación del Mercado de Trabajo sigue permitiendo a los empleadores que incluyan en sus contratos de 
trabajo un requisito que limite la autorización de un traslado a otro empleador durante un tiempo especificado.
     Por lo referente a los trabajadores domésticos, la CSI recuerda que, salvo en el caso de muy pocas disposiciones, quedan excluidos 
de la cobertura de la legislación laboral; por lo tanto, no se benefician de las disposiciones de la Ley del Trabajo sobre los días de 
descanso semanales o de la fijación de un límite a las horas de trabajo (ya que algunas veces trabajan hasta 19 horas al día con pausas 
mínimas y ningún día libre); no se establece un salario mínimo, lo que se traduce en que los empleadores pueden pagar salarios 
mensuales de apenas 92 dólares de los Estados Unidos, promediando 186 dólares de los Estados Unidos. La CSI concluye recordando 
que una serie de informes indican que las trabajadoras domésticas son víctimas de abuso físico y acoso sexual. La Comisión toma nota 
de que el Gobierno no proporciona ninguna información a este respecto. Por consiguiente, la Comisión pide al Gobierno que 
formule comentarios sobre las alegaciones de la CSI relativas al programa «flexible» introducido recientemente y al sistema 
kafala. Entre tanto, la Comisión reitera su solicitud anterior de que el Gobierno suministre información sobre las medidas 
específicas adoptadas para asegurar la protección efectiva de todos los trabajadores migrantes, incluidos los trabajadores 
migrantes domésticos, contra la discriminación por todos los motivos especificados en el Convenio. La Comisión pide 
asimismo al Gobierno que asegure que todas las normas adoptadas para regular el derecho de los trabajadores migrantes a 
cambiar de empleador no impongan unas condiciones o limitaciones que pudieran aumentar su dependencia de los 
trabajadores migrantes de sus empleadores, y hacerles así más vulnerables a las prácticas abusivas y discriminatorias. La 
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Comisión pide al Gobierno que suministre información sobre la naturaleza y el número de casos, desglosados por sexo, 
ocupación y país de origen, en los que el empleador o la Autoridad de Regulación del Mercado de Trabajo no autorizó el 
traslado a otro empleador y por qué motivo. También pide al Gobierno que identifique las medidas específicas adoptadas o 
previstas a fin de sensibilizar tanto a los trabajadores migrantes como a los empleadores acerca de los mecanismos existentes, 
para presentar sus quejas a las autoridades competentes. Además, la Comisión pide al Gobierno que fortalezca la capacidad de 
las autoridades competentes, incluidos los jueces, los inspectores del trabajo y otros funcionarios públicos, y que detecte y 
aborde casos de discriminación.
IV. Garantice la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo para las mujeres

Artículo 2. Igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres. En sus comentarios anteriores, la Comisión había pedido
que el Gobierno siguiera proporcionando información sobre las medidas adoptadas por el Consejo Supremo de Mujeres (CSW) y otras 
autoridades competentes, también en el marco del Plan nacional para la promoción de las mujeres bahreiníes (2013 2022), a fin de 
promover el principio de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, como ejemplos concretos de reformas legislativas 
emprendidas o previstas, así como información sobre su impacto en las oportunidades de empleo para las mujeres, incluidos los ámbitos 
dominados tradicionalmente por hombres. Había pedido al Gobierno que siguiera proporcionando información estadística sobre la 
participación de hombres y mujeres en el mercado de trabajo, desglosada por sector, categorías profesionales y cargos desempeñados 
en los sectores público y privado, y sobre el número de mujeres y de hombres que se benefician respectivamente de la formación 
profesional. En su memoria, el Gobierno recuerda que las mujeres bahreiníes empezaron a trabajar en el sector privado en los años 
cincuenta y que, en la década de los sesenta habían empezado a obtener registros comerciales y a incorporarse al mundo empresarial. 
Según las estadísticas proporcionadas, en 2016 las mujeres representaban el 32,8 por ciento de la fuerza de trabajo bahreiní total y su 
salario promedio había aumentado de 465 dinares bahreiníes (1 232 dólares de los Estados Unidos) en 2011 a 521 dinares bahreiníes 
(1 381 dólares de los Estados Unidos) en el segundo trimestre de 2016. En agosto de 2016, las mujeres bahreiníes abarcaban el 39 por 
ciento de los registros comerciales individuales. En el sector privado, ocupaban cargos de liderazgo, como presidentas ejecutivas, 
presidentas y miembros de juntas directivas. En 2014, se eligió a cuatro mujeres para que formaran parte de la junta directiva de la 
Cámara de Comercio e Industria de Bahrein, en la que representan el 22 por ciento de los miembros. Además, las mujeres bahreiníes 
han comenzado a incorporarse a nuevos ámbitos de empleo con los que no se las asociaba anteriormente, por ejemplo, convirtiéndose 
en conductoras de taxi, profesoras de autoescuela y joyeras. Según el Gobierno, esta información demuestra que las mujeres 
representan aproximadamente el 50 por ciento de todos aquellos que trabajan en la educación en el sector público y privado. En cuanto 
al CSW, la Comisión toma nota de que, en coordinación con el CSW, se han constituido 45 comités de igualdad de oportunidades en los 
organismos gubernamentales con el fin de incorporar las necesidades de las mujeres en el marco de igualdad de oportunidades en todos 
los ámbitos de empleo, y de lograr la igualdad de oportunidades entre todos los trabajadores y entre todos los beneficiarios de los 
servicios estatales. Los comités de igualdad de oportunidades se encargan de elaborar directrices, criterios y planes relativos a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades, de supervisar la plena incorporación de las necesidades de las mujeres en el marco 
de la igualdad de oportunidades, y de prestar asesoramiento. La Comisión toma nota de que el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Social 
ha emprendido una serie de iniciativas concebidas para fomentar el empleo de las mujeres y promover formas de integrar a estas últimas 
en el mercado de trabajo. Estas iniciativas incluyen, entre otras, la promoción de la contratación de las mujeres ofreciendo un apoyo 
financiero equivalente al 50 por ciento del salario mensual durante un período de dos años; la creación de vacantes exclusivamente para 
mujeres en el mercado de trabajo; la facilitación de programas de formación para mujeres en especializaciones requeridas; la 
organización de ferias de empleo concebidas específicamente para contratar a mujeres; la concesión a las empresas y a los empleadores 
de beneficios adicionales por contratar a mujeres y promover su presencia en el mercado de trabajo, y el reconocimiento del derecho de 
las mujeres a trabajar a tiempo parcial (entre cuatro y seis horas al día), gozando al mismo tiempo de todos los derechos y prestaciones 
establecidos en la Ley del Trabajo en el Sector Privado y otras leyes; asegurando el derecho a vacaciones anuales, al seguro social, a 
unas condiciones de trabajo saludables, etc. El Gobierno indica que, además de gozar de plena protección y de todos los beneficios 
establecidos por la Ley del Trabajo en el Sector Privado, la legislación concede a las mujeres una licencia de maternidad (prolongada a 
60 días de licencia remunerados, en lugar de los 45 previstos por la ley anterior), una licencia no remunerada para cuidar de un hijo 
menor de 6 años de edad (esta nueva licencia no estaba contemplada en la legislación anterior) y un mes de licencia remunerada en 
caso de defunción de su marido. A este respecto, la Comisión opina que, con el fin de evitar el fortalecimiento de estereotipos relativos a 
la función de las mujeres y los hombres en la sociedad y en la familia, algunas de las medidas mencionadas anteriormente (el derecho de 
las mujeres a trabajar a tiempo parcial, una licencia no remunerada para cuidar de un hijo menor de 6 años de edad o un mes de licencia 
remunerada en caso de defunción del marido de una mujer que trabaja) deberían hacerse extensivas asimismo a los hombres. Tomando 
nota de que la memoria del Gobierno contiene información abundante sobre las medidas adoptadas para promover el principio 
de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en el empleo y la ocupación, la Comisión pide al Gobierno que 
proporcione información sobre el impacto de cada una de estas medidas en el aumento del número de mujeres que ocupan 
cargos de liderazgo y sobre su situación en el mercado de trabajo, en particular en ámbitos tradicionalmente dominados por 
hombres. La Comisión pide asimismo al Gobierno que siga comunicando información estadística sobre la participación de 
hombres y mujeres en el mercado de trabajo, desglosada por sector, categoría profesional y cargo tanto en el sector público 
como privado, y sobre el número de hombres y de mujeres que reciben formación profesional.
     Artículo 5. Medidas especiales de protección. En sus comentarios anteriores, la Comisión hizo referencia al artículo 31 de la Ley del 
Trabajo en el Sector Privado relacionada con el trabajo prohibido para las mujeres, y pidió que el Gobierno adoptara las medidas 
necesarias para asegurar que las medidas de protección aplicables a las mujeres se limitaban a la protección de la maternidad en el 
sentido estricto. A este respecto, la Comisión tomó nota de la adopción de la orden ministerial núm. 32, de 2013, que prohíbe el empleo 
de las mujeres en ciertos sectores y ocupaciones, incluido el trabajo subterráneo, el trabajo que conlleva exposición a altas temperaturas 
o a vibraciones peligrosas, el trabajo que requiere grandes esfuerzos o esfuerzos físicos continuos, y el trabajo que conlleva la utilización
o fabricación de plomo (artículo 1). La Comisión toma nota asimismo de la orden ministerial núm. 16, de 2013, relativa a las ocupaciones
y las circunstancias en las que está prohibido emplear a mujeres de noche. Dicha orden especifica los establecimientos industriales en
los que no puede emplearse a mujeres de noche, como los sitios en que se fabrican, destruyen o transforman materiales; los astilleros,
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los sitios de trabajos eléctricos (generación, transferencia o conexión), y los sitios de proyectos de construcción y de ingeniería civil. La 
Comisión toma nota de que, en su memoria, el Gobierno reitera su explicación anterior de que estas medidas concretas tienen por objeto 
proteger a las mujeres contra empleos que atentan contra su dignidad, sus capacidades y su constitución. Al tiempo que toma nota de la 
voluntad del Gobierno de contemplar la posibilidad de incluir modificaciones legislativas o normativas en la ley, la Comisión se ve obligada 
a recordar nuevamente que las medidas de protección aplicables al empleo de las mujeres, que se basan en estereotipos relativos a sus 
capacidades profesionales y su papel en la sociedad, infringen el principio de igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en el 
empleo y la ocupación consagrado en el Convenio. Además, las disposiciones relativas a la protección de las personas que trabajan en 
condiciones peligrosas o difíciles deberían tener por objeto proteger la seguridad y salud en el trabajo, tanto de los hombres como de las 
mujeres (véase Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 840). En consecuencia, la Comisión insta 
firmemente al Gobierno nuevamente a que adopte medidas para asegurar que las medidas de protección aplicables a las 
mujeres se limiten a la protección de la maternidad en el sentido estricto, y a que revoque o suprima cualquier disposición que 
constituya un obstáculo a la contratación y empleo de las mujeres, como la orden ministerial núm. 16, de 2013, y el artículo 1 de 
la orden ministerial núm. 32, de 2013. Pide al Gobierno que proporcione información sobre las medidas específicas adoptadas o 
previstas a este respecto. La Comisión pide además al Gobierno que identifique las medidas concretas adoptadas para 
asegurar que todos los trabajadores, tanto hombres como mujeres, que trabajan en condiciones peligrosas o difíciles, estén 
protegidos de manera adecuada.
V. Garantice que el acoso sexual esté prohibido en legislación laboral y proporcione información acerca de la manera en que
las quejas de esta naturaleza pueden presentarse
     La Comisión recuerda que había hecho referencia a la necesidad de definir y prohibir, expresamente, el acoso sexual en el empleo y 
la ocupación que abarcan tanto el acoso sexual que se asimila a un chantaje (quid pro quo) como el acoso sexual resultante de un 
ambiente de trabajo hostil. En su memoria, el Gobierno subraya que no se han notificado casos de acoso sexual en el lugar de trabajo y 
que el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Social, u otros órganos pertinentes, no han registrado quejas de este tipo. Además, hace 
referencia a los artículos 81 y 107, 7), de la Ley del Trabajo en el Sector Privado que regula el sector privado, y al punto 33 de la lista de 
multas y sanciones contenida en la instrucción núm. 12 de la Oficina del Servicio Civil, de 2007. La Comisión toma nota una vez más de 
que estas disposiciones no proporcionan una distinción clara del acoso sexual, pero prevén las sanciones en caso de infracción grave: 
así pues, i) el artículo 81 permite al empleador suspender temporalmente a un trabajador «si se atribuye al trabajador un delito, incluido 
un delito menor que socave el honor, la confianza o la ética pública, o un delito cometido en el departamento del trabajo»; ii) el artículo 
107 permite al empleador poner fin al contrato de trabajo sin previo aviso o compensación si se ha dictado una sentencia definitiva contra 
el trabajador por un delito, incluido un delito menor, que socave el honor, la confianza o la ética pública, o «si se atribuye al trabajador un 
delito cometido en el departamento del trabajo», y iii) el punto 33 de la lista de multas y sanciones prevé una advertencia escrita 
preliminar del despido del servicio público en caso de agresión o de acoso sexual verbal o físico. La Comisión subraya que, sin una 
definición clave, sin una definición clara y sin la prohibición del acoso sexual en el empleo, sigue siendo dudoso que la legislación aborde 
efectivamente todas las formas de acoso sexual, tanto el acoso sexual que se asimila al chantaje (quid pro quo) como el acoso sexual 
resultante de un ambiente de trabajo hostil (véase Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales, párrafo 791). La 
Comisión señala asimismo que la falta de casos notificados de acoso sexual, tal como señala el Gobierno, no indica necesariamente que 
esta forma de discriminación sexual no exista; en su lugar, es probable que refleje la falta de un marco jurídico apropiado, la falta de 
concienciación, la falta de comprensión y de reconocimiento de esta forma de discriminación sexual entre los funcionarios 
gubernamentales y los trabajadores y empleadores y sus organizaciones, así como una falta de acceso a los mecanismos de 
presentación de quejas o vías de recurso, o la insuficiencia de aquéllos, o el temor a represalias (véase Estudio General de 2012 sobre 
los convenios fundamentales, párrafo 790). Recordando una vez más que el acoso sexual es una grave manifestación de 
discriminación sexual y una violación de los derechos humanos, y que abordar el acoso sexual únicamente a través de 
procedimientos penales no es suficiente (debido a la sensibilidad de la cuestión, la mayor carga de la prueba y la serie limitada 
de comportamientos abordados), la Comisión insta firmemente una vez más al Gobierno a que adopte medidas para prohibir 
formalmente en el derecho civil o laboral tanto el acoso sexual que se asimila al chantaje (quid pro quo) como el acoso sexual 
resultante de un ambiente de trabajo hostil, y a que proporcione reparaciones y sanciones disuasorias. Pide asimismo al 
Gobierno que adopte medidas prácticas para prevenir y combatir el acoso sexual en el empleo y la ocupación, y que comunique 
información detallada a este respecto. Tomando nota de que el Gobierno afirma su disposición para aprovechar el apoyo 
técnico de la OIT, la Comisión insta al Gobierno a que recurra a la asistencia técnica de la Oficina.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
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C122 - Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122)

Libia
(Ratificación: 1971)

     Artículos 1, 2 y 3 del Convenio. Aplicación de una política activa de empleo. Consultas con los interlocutores sociales. Desde hace 
años, la Comisión ha venido solicitando al Gobierno que comunicara información sobre la manera en que se alcanzan los objetivos del 
empleo, así como sobre la situación y las tendencias del mercado laboral. La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno, según la 
cual, desde la adopción y la aplicación de la política de empleo en 2004 por el consejo de planificación, tuvieron que introducirse varias 
enmiendas a la política, habida cuenta de la evolución del país en los últimos años, con el objetivo de armonizar la política con la realidad 
en el terreno y lograr el pleno empleo. El Gobierno indica que en 2012, se encargó a una comisión la modificación de la estrategia del 
mercado laboral. Añade que la estrategia propuesta se centra en varios pilares, que incluyen: medidas para combatir el desempleo 
derivado de la paralización de los proyectos de desarrollo, debido a la guerra; medidas educativas y de formación para responder a las 
necesidades del mercado laboral, y medidas centradas en la economía informal y en la participación de los migrantes en actividades 
intensivas en mano de obra. El Gobierno destaca que, debido a la guerra, las empresas abandonaron el país y aumentó el número de 
jóvenes con discapacidad. Además, el Gobierno informa que aumentó drásticamente la inmigración irregular, lo que dio lugar a una 
creciente competencia con la mano de obra nacional e incidió negativamente en el mercado de trabajo. La Comisión toma nota de que las 
estadísticas más recientes comunicadas por el Gobierno son de 2012. Por ejemplo, el Gobierno indica que el número de solicitantes de 
empleo calificados se elevó de 39 880 en 2007 a 149 808 en 2012, especialmente entre las mujeres (de 26 009 a 94 379 en 2012). El 
Gobierno indica que, tras la adopción de la estrategia de mercado laboral, informará a la Comisión de las políticas adoptadas que 
promueven el pleno empleo. Al tiempo que reconoce la complejidad de la situación que prevalece en el terreno, la Comisión 
espera que el Gobierno se encuentre pronto en condiciones de comunicar información actualizada y detallada sobre la 
estrategia de mercado de trabajo prevista y la manera en que se logran los objetivos del empleo, así como datos estadísticos 
actualizados sobre la situación, el nivel y las tendencias en el empleo, el desempleo y el subempleo, desglosados por sexo y 
edad. También solicita al Gobierno que comunique información sobre la implicación de los interlocutores sociales, de 
conformidad con el artículo 3 del Convenio, que requiere que se tengan plenamente en cuenta sus experiencias y opiniones 
cuando se diseñe y aplique una política activa de empleo.
     Artículo 2. Información del mercado de trabajo. La Comisión recuerda sus comentarios anteriores en los que destacaba la importancia 
de establecer un sistema de compilación y análisis de los datos del mercado laboral para permitir una evaluación y una revisión de las 
medidas adoptadas para lograr los objetivos del Convenio. En consecuencia, la Comisión reitera su solicitud de que el Gobierno 
comunique información sobre todo progreso realizado a este respecto, e invita al Gobierno a que recurra a la asistencia de la 
Oficina, si así lo desea.
     Promoción de las pequeñas y medianas empresas. La Comisión reitera su solicitud de que el Gobierno comunique, en su 
próxima memoria, información sobre las medidas adoptadas para promover el establecimiento y el desarrollo de pequeñas y 
medianas empresas, teniendo en cuenta las orientaciones establecidas en el párrafo 5 de la Recomendación sobre la creación 
de empleos en las pequeñas y medianas empresas, 1998 (núm. 189).
     Trabajadores vulnerables al déficit de trabajo decente. La Comisión solicita al Gobierno que comunique información, incluidos 
los datos estadísticos desglosados por edad y sexo, sobre el impacto de las medidas, que incluya medidas de educación y 
formación profesional, para elevar la tasa de participación en el mercado de trabajo de las personas vulnerables a los déficits 
de trabajo decente, incluidas las mujeres, los jóvenes, las personas con discapacidad, los trabajadores migrantes, los 
trabajadores de las zonas rurales y los de la economía informal.
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C131 - Convenio sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131)

Bolivia, Estado Plurinacional de
(Ratificación: 1977)

     La Comisión toma nota de las observaciones formuladas conjuntamente por la Confederación de Empresarios Privados de Bolivia 
(CEPB) y la Organización Internacional de Empleadores (OIE).
     Artículos 3 y 4, 2), del Convenio. Factores para determinar el nivel del salario mínimo y consulta exhaustiva con los interlocutores 
sociales. La Comisión toma nota de que, en respuesta a sus comentarios anteriores, el Gobierno indica en su memoria que: i) se 
incrementó el salario mínimo nacional para 2017, mediante el decreto supremo núm. 3161 de 1.º de mayo de 2017; ii) los factores 
socioeconómicos considerados para la fijación del salario mínimo nacional incluyen la inflación, la productividad, el producto interno bruto 
(PIB), el PIB per cápita, el índice de precios al consumidor, el crecimiento económico, las tasas de desempleo, las fluctuaciones de 
mercado, y el costo de vida; iii) a diferencia de la Central Obrera Boliviana (COB) que pidió expresamente participar en las decisiones 
relativas a la fijación del salario mínimo, la CEPB no solicitó ser parte de dichas decisiones de manera oficial antes de plantear el asunto 
ante la OIT; iv) el Gobierno ha tenido una reunión con representantes de la CEPB durante la cual pidieron la aplicación inmediata de 
medidas paliativas al incremento del salario mínimo, y v) se establecieron mesas de diálogo para evaluar el seguimiento adecuado que se 
puede dar a estos pedidos. Por otro lado, la Comisión toma nota de que la CEPB y la OIE indican en sus observaciones que: i) no existen 
métodos cuantitativos para la fijación del salario mínimo nacional y el Gobierno no consulta con las organizaciones de empleadores para 
que se elabore un sistema que permita los ajustes sobre la base de criterios mesurables y previsibles; ii) el incremento del salario mínimo 
nacional para 2017 fue arbitrario, dado que excedió la tasa de inflación anual y desconoció variables tales como el desarrollo económico, 
los niveles de productividad, el fomento de mayores y mejores tasas de empleo decente, la sostenibilidad de las empresas y la necesidad 
de atraer inversiones, y iii) se omitió una vez más en 2017 la inclusión de las organizaciones de empleadores en las consultas sobre la 
fijación del salario mínimo.
     Recordando nuevamente: i) que el Convenio requiere que se consulte exhaustivamente con las organizaciones 
representativas de empleadores y de trabajadores interesadas para el establecimiento, aplicación y modificación de los 
mecanismos a través de los cuales se fijan y ajustan en el tiempo los salarios mínimo (artículo 4, 2)), y ii) que la participación 
activa de estas organizaciones es esencial para que se tengan en cuenta del mejor modo posible todos los factores pertinentes 
en el contexto del país (Estudio General de 2014, Sistemas de salarios mínimos, párrafo 285), la Comisión insta firmemente al 
Gobierno a que sin demora tome medidas, en consulta con los interlocutores sociales, para garantizar su participación plena y 
efectiva en la fijación y el ajuste del salario mínimo.
[Se pide al Gobierno que responda de forma completa a los presentes comentarios en 2019.]

Casos individuales/ 38 Informe preparado por NORMLEX



C138 - Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138)

Bolivia, Estado Plurinacional de
(Ratificación: 1997)

     La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la Organización Nacional de Empleadores (OIE) y de la Confederación de 
Empresarios Privados de Bolivia (CEPB) recibidas el 1.º de septiembre de 2017.
     Artículo 2, 1), del Convenio. Edad mínima de admisión al empleo o al trabajo e inspección del trabajo. En sus comentarios anteriores, 
la Comisión tomó nota de la observación presentada por la Confederación Sindical Internacional (CSI) en relación con la adopción por el 
Gobierno del nuevo Código del Niño, Niña y Adolescente de 17 de julio de 2014, por el que se modifica el artículo 129 del Código anterior 
reduciendo la edad mínima para trabajar de los niños de los 14 a los 10 años para actividades laborales por cuenta propia y a los 12 años 
para quienes tengan una relación laboral por cuenta ajena, siempre que se den circunstancias excepcionales. La CSI señaló que esas 
excepciones a la edad mínima establecida en 14 años son incompatibles con las excepciones previstas en el artículo 7, 4), del Convenio 
sobre la edad mínima autorizada para realizar trabajos ligeros que no autoriza el trabajo de los niños menores de 12 años. La Comisión 
también tomó nota de la declaración de la CSI, según la cual permitir que los niños trabajen a partir de los 10 años de edad irá en 
menoscabo del período de escolaridad obligatoria de éstos, que en el Estado Plurinacional de Bolivia tiene una duración de doce años, es 
decir hasta, por lo menos, los 16 años de edad. La Comisión tomó nota de que el Gobierno indicó que las nuevas excepciones a la edad 
mínima de 14 años, establecidas en virtud del artículo 129 del citado Código, se establecen y autorizan únicamente a condición de que 
estas actividades no atenten contra el derecho a su educación, salud, dignidad o desarrollo integral.
     Durante la 104.ª reunión de la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, celebrada en junio de 2015, el representante 
gubernamental manifestó que las excepciones a la edad mínima de admisión al empleo prevista por el nuevo Código son transitorias, con 
miras a superar ese problema de ahora al año 2020. Afirmó que el Gobierno no contraviene el Convenio, sino que busca ampliar la 
protección de los niños que trabajan y es una medida excepcional para contribuir a la aplicación de políticas públicas destinadas a 
eliminar el trabajo infantil. En este sentido, menciona la adopción de medidas de protección de los niños trabajadores, tales como el 
derecho a un salario igual al salario mínimo nacional y el derecho a la seguridad social, la promoción del derecho a la educación y una 
semana laboral de treinta horas para el trabajo por cuenta ajena de los menores entre 12 y 14 años, destinándose dos horas de la 
jornada laboral al estudio. Por otra parte el Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social se encarga de la aplicación del Convenio a 
través de las inspecciones móviles integradas e intersectoriales realizadas de oficio o a raíz de denuncias formuladas por los servicios de 
defensa de los niños y adolescentes para señalar los casos de trabajo de niños menores de 14 años. La Comisión tomó nota de que la 
Comisión de la Conferencia, al tiempo de tomar debida nota de los resultados positivos de las políticas económicas y sociales puestas en 
práctica por el Gobierno, lo instó a que derogue las disposiciones de la legislación que establecen la edad mínima de admisión al empleo 
o al trabajo, y que elabore sin tardanza una nueva ley, en consulta con los interlocutores sociales, por la que se aumente la edad mínima
de admisión al empleo o al trabajo de conformidad con el Convenio. Además, pidió al Gobierno que proporcione a la inspección del
trabajo mayores recursos humanos y técnicos necesarios, y en materia de formación de la inspección del trabajo, para así dar un enfoque 
más eficaz y concreto a la aplicación del Convenio.
     La Comisión toma nota de las observaciones conjuntas de la OIE y de la CEPB según las cuales el nuevo Código del Niño, Niña y 
Adolescente es consecuencia de una aplicación incorrecta del Convenio núm. 138. En ellas se indica que esta modificación se ha 
efectuado sin consultar previamente a las organizaciones de empleadores y de trabajadores y que es incompatible con la edad mínima de 
admisión al trabajo, de 14 años, especificada por el Gobierno al ratificar el Convenio núm. 138. Además, la OIE y la CEPB señalan que la 
magnitud del nivel alcanzado por la economía informal en el país (70 por ciento), que no está sometida a la vigilancia de la inspección del 
trabajo, resulta favorable al trabajo infantil. Se añade que no existe trabajo infantil en el sector del empleo formal. Por último, se indica 
que es necesario que el Gobierno refuerce los servicios de la inspección del trabajo en los sectores formales e informales.
     La Comisión deplora profundamente la indicación del Gobierno en su memoria en la que reitera que las enmiendas aportadas al 
artículo 129 del Código del Niño, Niña y Adolescente, que permiten a la autoridad competente autorizar la actividad laboral por cuenta 
propia de niños y adolescentes de 10 a 14 años y, por cuenta ajena, de niños y adolescentes de 12 a 14 años, y que estas disposiciones 
permanecerán en vigor en tanto que disposiciones transitorias. La Comisión subraya nuevamente que el objetivo del Convenio consiste 
en eliminar el trabajo infantil y alentar la elevación de la edad mínima de admisión al trabajo, pero no autoriza su reducción una vez 
establecida. La Comisión recuerda que el Estado Plurinacional de Bolivia había especificado una edad mínima de 14 años al ratificar el 
Convenio, y que la derogación de ésta en virtud del artículo 129 del Código del Niño, Niña y Adolescente no está en conformidad con esta 
disposición del Convenio. Además, la Comisión toma nota con profunda preocupación de la distinción que se hace entre fijar la edad 
mínima a los 10 años para los niños que realizan una actividad laboral por cuenta propia, y fijarla a los 12 años para los que la realizan 
por cuenta ajena. Tal como señaló en su Estudio General de 2012 sobre los convenios fundamentales (párrafos 550 y 551), la Comisión 
sostiene que los gobiernos deberían tomar medidas para garantizar como mínimo la misma protección legislativa a los niños que trabajan 
por cuenta propia, dado que muchos de ellos trabajan en la economía informal en condiciones peligrosas. Por último, la Comisión 
observa que el Gobierno indica que dispone de 90 inspectores del trabajo (cuatro más que en 2012). En este sentido, la Comisión 
recuerda nuevamente, que según el Estudio General de 2012 (párrafo 345), el número limitado de inspectores del trabajo no les permite 
cubrir la totalidad de la economía informal y la agricultura. En consecuencia, la Comisión insta firmemente al Gobierno a que adopte 
medidas de carácter inmediato para garantizar la enmienda del artículo 129 del Código del Niño, Niña y Adolescente, de 17 de 
julio de 2014, que fija la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo, incluido el trabajo por cuenta propia, a fin de poner 
esta edad en conformidad con la edad especificada en el momento de la ratificación del Convenio y de conformidad con las 
disposiciones de éste, es decir, a los 14 años, como mínimo. La Comisión también pide al Gobierno que intensifique sus 
esfuerzos para reforzar la capacidad de la Inspección del Trabajo, especialmente el aumento del número de inspectores y su 
competencia técnica en materia de trabajo infantil, para asegurar que la protección prevista por el Convenio se garantice 
también a los niños que trabajan en el sector informal.
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     Artículo 7, 1) y 4). Trabajos ligeros. La Comisión tomó nota de que los artículos 132 y 133 del Código del Niño, Niña y Adolescente, de 
17 de julio de 2014, permiten trabajar a los niños menores de 14 años si cuentan con la debida autorización de la autoridad competente, 
siempre que las condiciones en que se ejecute limiten su horario laboral y no sean peligrosas para la vida, salud, integridad o imagen del 
niño, niña y adolescente o no atenten contra su libertad de menor de acceso a la educación. La Comisión también tomó nota de las 
conclusiones de la Comisión de la Conferencia en el sentido de que estas enmiendas también permiten a los niños menores de 14 años 
realizar trabajos ligeros sin establecer una edad mínima para trabajar.
     La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno según la cual los artículos 131, 132 y 133 del Código del Niño, Niña y 
Adolescente permiten trabajar a los niños de 10 a 18 años, con la debida autorización de la autoridad competente y de sus padres y 
tutores, con sujeción a condiciones que limiten su horario laboral, no sean peligrosas para la vida, salud, integridad o imagen del niño, 
niña o adolescente o no atenten contra la libertad de acceso a la educación. Si bien el Gobierno indica que el Código mencionado 
establece una edad mínima para la ejecución de trabajos ligeros, la Comisión toma nota con profunda preocupación de que se fija a los 
10 años de edad. La Comisión recuerda una vez más que en virtud de la cláusula de flexibilidad prevista en el artículo 7, 1) y 4), del 
Convenio, las leyes o reglamentos nacionales podrán autorizar el empleo o el trabajo de personas de 12 a 14 años, y no de 10 años de 
edad para realizar trabajos ligeros que no resulten nocivos para su salud o desarrollo, y que no constituyan un obstáculo para su 
asistencia a la escuela, su participación en programas de orientación o formación profesional aprobados por la autoridad competente ni 
para su capacidad de beneficiarse de la instrucción recibida. En consecuencia, la Comisión insta firmemente al Gobierno una vez 
más a que adopte medidas de carácter inmediato para garantizar la enmienda de los artículos 132 y 133 del Código del Niño, 
Niña y Adolescente, de 17 de julio de 2014, a fin de fijar la edad mínima de admisión al empleo para trabajos ligeros a los 12 
años, de conformidad con las condiciones previstas en el artículo 7, 1) y 4), del Convenio.
     Artículo 9, 3). Registro de empleo. En sus comentarios anteriores, la Comisión tomó nota de que en virtud del artículo 138 del Código 
del Niño, Niña y Adolescente, es necesario contar con registros de los niños y adolescentes trabajadores con el fin de obtener 
autorizaciones de trabajo. La Comisión observó que estos registros incluyen la autorización para trabajar de los niños con edades 
comprendidas entre los 10 y los 14 años.
     La Comisión toma nota de la indicación del Gobierno según la cual la resolución ministerial núm. 71/2016 dispone la creación del 
Sistema de Información de Niñas, Niños y Adolescente (SINNA) que registra y contiene información especializada sobre los derechos de 
la niña, niño y adolescentes, incluidas las informaciones relativas a los niños que trabajan por cuenta propia o por cuenta ajena. La 
Comisión lamenta tomar nota de que la resolución núm. 434/2016 prevé la inscripción en un registro de los menores de 14 años que 
realizan una actividad laboral. En este sentido, señala nuevamente a la atención del Gobierno sus propios comentarios formulados en 
virtud del artículo 2, 1), según los cuales no debería concederse la autorización para trabajar a los niños con edades inferiores a los 14 
años. Además, recuerda al Gobierno que, según el artículo 9, 3), del Convenio, la legislación nacional prescribirá los registros que el 
empleador deberá llevar y tenerlos a disposición de la autoridad competente, en los cuales se indicarán el nombre y apellidos y la edad o 
fecha de nacimiento, debidamente certificados, de todas las personas menores de 18 años empleadas por él o que trabajen para él. En 
consecuencia, la Comisión pide nuevamente al Gobierno que adopte las medidas necesarias para poner esta disposición del 
Código del Niño, Niña y Adolescente de conformidad con el Convenio sobre estas dos cuestiones y que suministre información 
estadística reciente sobre el trabajo infantil, desglosada por edad y por género, en particular, sobre los niños de 10 años, el de 
los de 10 a 12 años y de 12 a 14 años.
     La Comisión recuerda al Gobierno que puede recurrir a la asistencia técnica de la OIT con objeto de poner su legislación y 
práctica de conformidad con el Convenio.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.
[Se pide al Gobierno que transmita información completa en la 107.ª reunión de la Conferencia y que responda de forma
completa a los presentes comentarios en 2018.]
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C144 - Convenio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del 
trabajo), 1976 (núm. 144)

El Salvador
(Ratificación: 1995)

Seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas (Conferencia International del Trabajo, 
106.ª reunión, junio de 2017)

La Comisión toma nota de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia en junio de 2017 en
relación con la aplicación del Convenio. Al respecto, la Comisión de la Conferencia instó al Gobierno a que: i) reactive sin demora el 
Consejo Superior del Trabajo (CST); ii) vele por que se realicen avances concretos en lo que respecta a la libertad y autonomía de las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores para designar a sus representantes de conformidad con el Convenio, sin ser objeto de 
intimidación; iii) asegure la protección adecuada de los locales de las organizaciones representativas de los empleadores y de los 
trabajadores contra actos de violencia y de destrucción, y iv) informe con detalle sobre la aplicación del Convenio, tanto en la legislación 
como en la práctica, a la siguiente reunión de la Comisión de Expertos.
     Asimismo, la Comisión toma nota de la misión de contactos directos realizada en El Salvador del 3 al 7 de julio de 2017, en que se 
consultó a los mandantes tripartitos y que llevó a las siguientes recomendaciones: i) se alienta al Gobierno a que, mediante el diálogo 
social, se tomen medidas adicionales para asegurar la reactivación y el pleno funcionamiento del CST, ii) se alienta a las autoridades 
competentes, a que en consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores concernidas, se tomen las medidas necesarias 
para asegurar el pleno respecto de la autonomía de las organizaciones de empleadores y de trabajadores en la designación de sus 
representantes; iii) se invita al Gobierno a que, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de 
trabajadores, se consideren procedimientos uniformes de acreditación de dichas organizaciones; iv) se alienta a las autoridades públicas 
a que tomen todas las medidas pertinentes para asegurar la protección de los locales de la Asociación Nacional de la Empresa Privada 
(ANEP) y la seguridad de los representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores; v) respecto del asesinato del 
sindicalista Abel Vega, la Comisión espera constatar progresos tangibles en cuanto al esclarecimiento de los hechos, la identificación de 
los culpables y la aplicación de las sanciones proporcionadas; vi) se saluda la predisposición indicada por las autoridades 
gubernamentales de tratar mediante el diálogo social las cuestiones planteadas por la misión y se recomienda que se tomen medidas 
para promover una cultura de diálogo social, en particular reforzando las capacidades de los interlocutores sociales para participar de 
forma constructiva en discusiones tripartitas y asegurando el cumplimiento de las reglas de base necesarias para el desarrollo de 
prácticas de diálogo maduro, y vii) se sugiere de recurrir a la asistencia técnica de la OIT en aras de dar seguimiento a estas 
recomendaciones.
     La Comisión también toma nota de las observaciones de la ANEP y de la Organización internacional de los Empleadores (OIE) 
recibidas el 30 y el 31 de agosto de 2017 respectivamente, alegando incumplimiento por parte del Gobierno del Convenio.
     Artículos 2 y 3, 1), del Convenio. Procedimientos adecuados. Elección de los representantes de los interlocutores sociales en el CST. 
En respuesta a los comentarios anteriores de la Comisión, el Gobierno indica que, en su decisión de 17 de marzo de 2017, la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia determinó que la solicitud por parte del Gobierno de un listado definitivo de designados no 
impone un requisito o condición arbitraria que vulnere a las referidas organizaciones su derecho de libertad sindical. La Corte concluyó, 
no obstante, que esto no exime al Ministerio del Trabajo y Previsión Social (MTPS) de su obligación de implementar y sustentar los 
procesos de concertación social y participación tripartita. Por ello, la Corte observó que se deben propiciar espacios de diálogo entre las 
organizaciones sindicales para que puedan acordar y aplicar procedimientos claros y permanentes de elección de sus representantes, a 
fin de garantizar la designación y participación del sector trabajador en el aludido órgano consultativo.
     Por otra parte, respecto al funcionamiento del CST, el Gobierno informa que en seguimiento a las conclusiones emitidas por la 
Comisión, el 1.º de mayo de 2017 se solicitó a las federaciones y confederaciones sindicales legalmente inscritas que presentaran sus 
propuestas de representantes ante el CST. La Comisión toma nota de que entre el 12 y el 17 de mayo de 2017 se recibieron tres 
propuestas de designación por parte del sector trabajador, las cuales permitieron conformar la lista de representantes con sus suplencias 
respectivas ante el CST. Al respecto, el Gobierno indica que los sindicatos que sometieron sus propuestas se encuentran en su totalidad 
inscritos en el registro del Departamento Nacional de Organizaciones Sociales del MTPS, lo que representa el 56 por ciento de los 
sindicatos activos, el 51 por ciento de las personas afiliadas a organizaciones sindicales y el 82 por ciento de los contratos colectivos 
inscritos. Adicionalmente, el Gobierno señala que las gremiales empresariales establecidas en el reglamento presentaron su lista de 
representantes entre el 6 de junio y el 4 de julio, y que mediante acuerdo ejecutivo núm. 288 de 29 de mayo de 2017, fueron nombrados 
los miembros del sector gubernamental. El Gobierno añade que el 29 de junio de 2017 se convocó a los representantes de tres sectores 
a la primera sesión de instalación del CST. Sin embargo, el sector empleador no se presentó a la reunión de preparación ni a la primera 
sesión de instalación del CST, por lo que se acordó convocar a una nueva reunión de instalación, la cual coincidía de la reunión con la 
misión de contactos directos. El sector empleador se negó una vez más a participar en la reunión del CST, alegando inconformidad 
respecto al mecanismo de representación del sector trabajador. El Gobierno reitera en sus observaciones su voluntad de realizar las 
gestiones indicadas y acordadas en el marco de la misión de contactos directos a fin de continuar fomentando el diálogo social y los 
acuerdos entre los sectores, contribuyendo de esta manera a la activación del CST. El Gobierno destaca que el proceso de designación 
de representantes del sector trabajador y empleador se realizó públicamente, con la participación de los anteriores representantes del 
sector trabajador y empleador, de la Secretaría de Participación Ciudadana, Transparencia y Anticorrupción, el Tribunal de Ética 
Gubernamental y de todos los medios de comunicación del país. Sin embargo, el Gobierno señala que el sector empleador representado 
por la ANEP, pese a haber sido electo de manera democrática, se negó a participar en las sesiones ordinarias y extraordinarias llevadas 
a cabo de diciembre de 2016 a julio de 2017. Por último, el Gobierno resalta que, además del CST, el Estado cuenta con cinco entes 
tripartitos y 17 instituciones autónomas tripartitas, las cuales se encuentran en pleno funcionamiento y que incluyen, entre otros, el 
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Instituto Salvadoreño del Seguro Social, el Fondo Social de la Vivienda, el Instituto Salvadoreño de Formación Profesional y el Consejo 
Nacional del Salario Mínimo.
     La Comisión también toma nota de las observaciones formuladas por la ANEP al efecto que el MTPS se alejó de las recomendaciones 
de la Comisión en lo referente a la reactivación del CST. Al respecto, manifiestan que el Ministerio, al abrogar la función del órgano 
elector, se atribuyó la facultad de emitir un instructivo para la elección de representantes del sector trabajador y se apropió la 
competencia para determinar los criterios de designación de los representantes de los trabajadores ante el CST, incurriendo así en actos 
de injerencia. Por otra parte, la Comisión toma nota de las observaciones proporcionadas por varios bloques de trabajadores en el marco 
de la misión de contactos, según las cuales dos bloques de organizaciones de trabajadores atribuyeron la paralización del CST a la 
injerencia del Gobierno, ya que en una primera instancia éste habría exigido que los mismos llegaran a una nómina única por consenso. 
Asimismo, toma nota de que uno de los bloques de trabajadores antes mencionado decidió desconocer la composición del CST, mientras 
que el otro bloque, pese a expresar críticas y reservas en cuanto al proceso de designación, optó por participar en el CST. La Comisión 
nota que un tercer bloque de organizaciones de trabajadores destacó que un grupo de trabajadores ha venido monopolizado 
ilegítimamente desde hace años la representación de los trabajadores en las instituciones tripartitas y criticó la postura del sector 
empleador de no asistir a la instauración del CST. Por último, la Comisión nota que en el marco de la misión de contactos directos, todos 
los bloques de organizaciones de trabajadores indicaron desconocer los criterios de representatividad aplicados por el Gobierno.
     La Comisión toma nota de que, en respuesta a sus solicitudes anteriores, el Gobierno expresa su voluntad de tomar las medidas 
necesarias para fomentar el diálogo social y reactivar el CST. La Comisión espera firmemente que el Gobierno adoptará las medidas 
necesarias para promover y reforzar el tripartismo y el diálogo social de manera a asegurar el funcionamiento del Consejo 
Superior del Trabajo. La Comisión urge al Gobierno que establezca sin demora, y en consultación con los interlocutores 
sociales, reglas claras y transparentes para la designación del sector trabajador en el CST que respeten el criterio de 
representatividad. Con respecto a los alegatos de injerencia, la Comisión espera que el Gobierno adoptará las medidas 
necesarias para investigar y resolver los mismos. La Comisión pide al Gobierno que informe de toda evolución al respecto.
     Artículo 5, 1). Consultas tripartitas efectivas. El Gobierno indica que todavía no se han realizado las consultas tripartitas en relación 
con los documentos adoptados durante la Conferencia entre 1976 y 2015. La Comisión toma nota de la respuesta del Gobierno indicando 
que los resultados de las consultas serán comunicados a la Comisión tan pronto se lleven a cabo las mismas y que en este momento, 
debido a que no existe un criterio definido en cuanto a las implicaciones de un proceso de sumisión de convenios en materia laboral, y 
debido a la ambigüedad de opiniones en relación con las repercusiones que acarrea el incumplimiento de compromisos a nivel 
internacional, el Gobierno se encuentra realizando consultas y validando los procedimientos con titulares de instancias gubernamentales 
y sus respectivas unidades jurídicas. La Comisión también toma nota de las observaciones de la ANEP en las cuales manifiesta que, 
pese a que realizaron las gestiones adecuadas ante la Dirección de Relaciones Internacionales del MTPS, no les ha sido posible obtener 
las memorias que serían enviadas a la OIT. La Comisión pide al Gobierno que la mantenga informada sobre los resultados de las 
consultas tripartitas sobre las propuestas que hayan de presentarse a la Asamblea Legislativa en relación con la sumisión de 
los 58 instrumentos adoptados por la Conferencia entre 1976 y 2015.
     Asistencia técnica. La Comisión toma nota de que en octubre de 2017 el Gobierno solicitó asistencia técnica a la Oficina. La Comisión 
espera que la asistencia técnica solicitada será prestada próximamente y pide al Gobierno que informe sobre cualquier 
actividad emprendida en este contexto.

Serbia
(Ratificación: 2005)

     La Comisión toma nota de las observaciones de la Confederación de Sindicatos Autónomos de Serbia (CATUS), recibidas el 7 de julio 
de 2017, de la Asociación de Empleadores de Serbia (SAE), recibidas el 31 de agosto de 2017, y de la Confederación de Sindicatos 
«Nezavisnost», recibidas el 14 de noviembre de 2017. La Comisión toma nota de que las observaciones presentadas por la CATUS, que 
se refieren a una huelga en una empresa individual están fuera del ámbito de aplicación del Convenio, por lo que no serán examinadas.
     Artículos 2 y 5 del Convenio. Consultas tripartitas efectivas. El Gobierno recuerda que el Consejo Económico y Social de la República 
de Serbia (SEC), creado en 2001, es un órgano tripartito independiente integrado por seis representantes gubernamentales del Gobierno, 
seis representantes de la SAE, cuatro representantes de la CATUS y dos representantes de la Nezavisnost. La Comisión toma nota de 
que los interlocutores sociales eligen libremente a sus representantes para el SEC y a sus suplentes dentro de sus propias 
organizaciones. El Gobierno indica que, durante el período examinado, el SEC celebró 21 reuniones en las cuales se discutieron la 
legislación laboral, la negociación colectiva, el diálogo social, la educación, los medios de comunicación, cuestiones financieras y 
económicas, y la cooperación internacional. En sus observaciones, la Nezavisnost expresa su preocupación con respecto a la aplicación 
del Convenio, indicando que se ha reducido al mínimo el diálogo social en todos los niveles de la negociación colectiva, la legislación 
social y laboral y la estrategia de reformas, mientras que en ciertos ámbitos es inexistente. Observa también que no todos los proyectos 
de leyes en el ámbito de la legislación social y laboral se someten al SEC para que exprese su opinión, sino que, en su lugar, el Gobierno 
somete las propuestas legislativas directamente a la Asamblea Nacional, sin consultar previamente al SEC. La Nezavisnost proporciona 
una serie de ejemplos a este respecto e insta al Gobierno a elaborar un reglamento para evitar esta práctica. La Nezavisnost observa 
también que las organizaciones de trabajadores representativas han sido excluidas asimismo de participar en la redacción de los 
proyectos de leyes en el ámbito de la legislación social y laboral. La Comisión toma nota de que el Comité de Representatividad, una 
autoridad de segunda instancia encargada de determinar la representatividad de las organizaciones de trabajadores, dejó de funcionar en 
mayo de 2017. Según la Nezavisnost, esto tiene un impacto directo en la negociación colectiva a todos los niveles. La Nezavisnost 
observa además que el Gobierno ha asumido la determinación de la representatividad, en la medida en que el Ministro puede tomar 
decisiones sobre la representatividad de una organización sin solicitar la opinión del Comité. La Comisión toma nota asimismo de las 
observaciones de la SAE que indican que, contrariamente a lo dispuesto en el artículo 5, 2), del Convenio, no existen intervalos de tiempo 
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establecidos para las consultas tripartitas. Añade que las consultas con los interlocutores sociales sobre las cuestiones relativas a las 
normas internacionales del trabajo cubiertas en el artículo 5, 1), a menudo tienen lugar o simplemente no son celebradas. La Comisión 
pide al Gobierno que proporcione información específica sobre el contenido, el resultado y la frecuencia de las consultas 
tripartitas celebradas sobre las cuestiones relativas a las normas internacionales del trabajo cubiertas por el Convenio (artículo 
5, 1), a)-e)). Solicita también al Gobierno que transmita información sobre todos los informes realizados o todas las 
recomendaciones formuladas como consecuencia de estas consultas.
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C182 - Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182)

Samoa
(Ratificación: 2008)

     Artículo 3 del Convenio. Peores formas de trabajo infantil. Apartado b). Utilización, reclutamiento u oferta de niños para la prostitución, 
la producción de pornografía o actuaciones pornográficas. La Comisión había tomado nota de que ni la ordenanza de delitos de 1961 ni 
la ordenanza de publicaciones indecentes de 1960 parecían abordar de manera específica la cuestión de la producción de materiales 
indecentes o la utilización, reclutamiento u oferta de menores de 18 años de edad para la producción de esos materiales. La Comisión 
tomó nota de que con arreglo al artículo 82 de la Ley de Delitos de 2013 se castigará a toda persona que venda, entregue, exhiba, 
imprima, publique, cree, produzca o distribuya cualquier material indecente que represente a un niño ocupado en conductas sexuales 
explícitas. Sin embargo, la Comisión también tomó nota de que a los fines de ese artículo un niño es definido como una persona menor 
de 16 años. La Comisión recordó al Gobierno que en virtud del artículo 3, b), del Convenio se prohibirán la utilización, el reclutamiento o 
la oferta de niños menores de 18 años de edad para la producción de pornografía o actuaciones pornográficas.
     La Comisión toma nota de que el Gobierno señala en su memoria que el Ministerio de Policía indicó que la legislación nacional 
debería revisarse a fin de poner la definición de niño de conformidad con el Convenio. Por consiguiente, la Comisión insta de nuevo al 
Gobierno a adoptar las medidas necesarias para garantizar que la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños de edades 
comprendidas entre los 16 y los 18 años para la producción de materiales indecentes también se prohíbe de forma efectiva.
     Artículo 4, 1). Determinación de los tipos de trabajos peligrosos. En relación con la adopción de una lista en la que se determinen 
los tipos de trabajos peligrosos prohibidos a los menores de 18 años, la Comisión remite al Gobierno a sus comentarios 
detallados con arreglo al Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138).
     Artículo 7, 2). Medidas efectivas y en un plazo determinado. Apartado d). Entrar en contacto con los niños que están especialmente 
expuestos a riesgos. Niños que trabajan como vendedores callejeros. La Comisión tomó nota de que el artículo 20 de la Ley de 
Educación de 2009 prohíbe de manera específica la ocupación de niños en edad de escolarización obligatoria vendiendo en la calle 
durante las horas de clase, y prevé el nombramiento de funcionarios de asistencia escolar, responsables de la identificación de los niños 
que están fuera de la escuela durante las horas lectivas y de hacer regresar a los niños a la escuela. Sin embargo, la Comisión también 
tomó nota de que en la política nacional de los niños se indica que a pesar de las medidas encaminadas a aumentar la asistencia a la 
escuela siguen viéndose niños vendedores operar día y noche alrededor de Apia central. Asimismo, la Comisión tomó nota de la 
información proporcionada respecto a que los niños que trabajan como vendedores callejeros son aquéllos enviados por sus padres 
después de la escuela a vender mercancías para su propio sustento. El Gobierno también indicó que los funcionarios de asistencia 
escolar identifican a los niños en edad de escolarización obligatoria que no están en la escuela en horas de clase, y que la policía es la 
autoridad encargada de detectar a esos niños y retirarlos de la calle después de las horas de clase.
     La Comisión toma nota de que el Gobierno indica que la cuestión de los niños que trabajan como vendedores callejeros se aborda en 
el Plan del Sector Comunitario 2016-2021 (CSP). Según el Gobierno, el CSP incluye la promoción de un programa de crianza positiva 
como «enfoque preventivo». A este respecto, el Ministerio de la Mujer, Cultura y Desarrollo Social (MWCSD) contrató a un funcionario de 
protección de los niños para dirigir la aplicación de la Convención sobre los derechos del niño mediante una planificación, supervisión y 
evaluación eficaces. El Gobierno también indica que el MWCSD realizó una evaluación de las necesidades de diez familias con un niño 
que trabaja como vendedor callejero, e informa de que el CSP ofrece una plataforma para desarrollar un plan de intervención que 
responderá a las necesidades de los niños vulnerables y sus familias. Se prevé que ese grupo piloto se amplíe a nivel nacional y se 
convierta en un componente del CSP más amplio. El Gobierno también informa de que los programas de protección social en el marco 
del MWCSD pueden ampliarse y adaptarse a los niños en riesgo, incluidos los niños vendedores callejeros, para ofrecer capacidades 
básicas de supervivencia y organizar programas de sensibilización.
     La Comisión toma nota de que, según la memoria del Gobierno con arreglo al Convenio núm. 138, la mayor parte de los casos 
relacionados con niños vendedores callejeros son recopilados por la Unidad de Participación Comunitaria en colaboración con el 
Ministerio de Educación, Deportes y Cultura (MESC) y el MWCSD. El Gobierno también indica que el MESC realiza una investigación 
preliminar que luego envía a la policía para que investigue a los padres implicados, que, cuando proceda, serán acusados. El Gobierno 
indica también que la policía realiza patrullas en la calle una vez a la semana para controlar la presencia de niños. Asimismo, la Comisión 
toma nota de que según el informe de 2017 de la OIT de la evaluación rápida de los niños que trabajan en las calles de Apia, Samoa: Un 
estudio piloto (Report of the Rapid Assessment of Children working on the streets in Apia, Samoa: A Pilot Study) la mayor parte de los 
106 niños entrevistados empezaron a trabajar en las calles debido a que sus familias necesitaban ingresos (pág. 36). Hay niños, incluso 
de 7 años, que venden comida, jugos caseros y cuchillas de afeitar. Para vender sus productos, estos niños pueden trabajar muchas 
horas (más de entre cinco y doce horas al día), en entornos peligrosos y en condiciones climáticas adversas. La mayor parte de esos 
niños trabajan para su propia familia y desconocen la existencia de servicios sociales de apoyo que les pueden ayudar. La Comisión se 
ve obligada a expresar su preocupación por el hecho de que haya niños que continúan trabajando como vendedores callejeros, a 
menudo en condiciones peligrosas. Considerando que los niños que trabajan en las calles son especialmente vulnerables a las 
peores formas de trabajo infantil, la Comisión pide al Gobierno que adopte las medidas necesarias para identificar a los niños 
que se dedican a la venta ambulante y protegerlos de las peores formas de trabajo infantil. También pide al Gobierno que 
proporcione información sobre el número de niños vendedores callejeros que han sido librados de esta peor forma de trabajo 
infantil, que se han beneficiado de asistencia y han sido reintegrados socialmente.
     La Comisión plantea otras cuestiones en una solicitud dirigida directamente al Gobierno.

Casos individuales/ 44 Informe preparado por NORMLEX
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A. DISCUSIÓN SOBRE LOS CASOS DE INCUMPLIMIENTO GRAVE POR LOS ESTADOS MIEMBROS 

DE SU OBLIGACIÓN DE ENVÍO DE MEMORIAS Y DE OTRAS OBLIGACIONES RELACIONADAS 

CON LAS NORMAS INCLUYENDO LA SUMISIÓN A LAS AUTORIDADES COMPETENTES 

DE LOS INSTRUMENTOS ADOPTADOS POR LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

Los miembros trabajadores indicaron que esta sesión es-
pecial es indispensable ya que pone de relieve el gran nú-
mero de países que no cumplen sus obligaciones constitu-
cionales. Estos incumplimientos ponen en peligro el buen 
funcionamiento del sistema de control de la OIT. Esta 
reunión brinda la ocasión de instar a los países que no cum-
plen sus obligaciones a hacerlo. Este año, sólo se ha reci-
bido el 38,2 por ciento del conjunto de las memorias soli-
citadas a los gobiernos en el plazo indicado, cuando el año 
pasado se recibió el 39,9 por ciento. Por consiguiente, con-
viene animar a los gobiernos a presentar sus memorias en 
los plazos indicados para no perturbar el buen funciona-
miento del procedimiento de control. La disminución del 
número de memorias recibidas con respecto al año pasado 
se ha visto confirmada, puesto que, en la última reunión de 
la Comisión de Expertos, sólo han representado el 67,8 por 
ciento de las memorias solicitadas con respecto al 71,1 por 
ciento de la reunión anterior, es decir un 3,3 por ciento me-
nos. Además, 15 países no han presentado las memorias 
solicitadas desde hace al menos dos años y 13 países no 
han transmitido la primera memoria desde hace al menos 
dos años. Las primeras memorias que se deben presentar 
tras una ratificación son muy importantes ya que permiten 
realizar una primera evaluación de la aplicación de los con-
venios en cuestión. Además, 43 países no han respondido 
a las observaciones y las solicitudes directas formuladas 
por la Comisión de Expertos. Este incumplimiento tiene un 
impacto negativo sobre el trabajo de los órganos de control. 
Los miembros trabajadores invitaron a los países en situa-
ción de incumplimiento a presentar toda la información so-
licitada. Los estudios generales también se basan en la in-
formación presentada por los Estados Miembros de la OIT. 
Por lo tanto, es primordial que se presente dicha informa-
ción para hacerse una idea general de la aplicación, en la 
legislación y en la práctica, de los instrumentos de la OIT, 
incluso en los países que no han ratificado los convenios 
en cuestión. Los miembros trabajadores observaron que 
38 países no han presentado, en los últimos cinco años, in-
formación alguna para los estudios generales redactados 
por la Comisión de Expertos. Esto es lamentable, ya que, 
de haberlo hecho, estos Estados habrían contribuido a en-
riquecer el Estudio General. Los miembros trabajadores 
expresaron su preocupación por estas cifras y solicitaron 
que se refuercen las iniciativas positivas, que ya está desa-
rrollando la Oficina para mejorar el seguimiento para los 
países en situación de incumplimiento grave de sus obliga-
ciones constitucionales, para invertir la tendencia negativa 
observada este año. 

La Constitución de la OIT dispone que los Estados 
Miembros deben indicar las organizaciones representativas 
de empleadores y de trabajadores a las que han transmitido 
copias de las memorias sobre los convenios ratificados. El 
informe de la Comisión de Expertos indica que dos países 
no han cumplido esta obligación. Los miembros trabajado-
res recordaron a dichos Estados que el tripartismo consti-
tuye el fundamento de la OIT y que es esencial que los in-
terlocutores sociales estén implicados en el control de la 
aplicación de las normas internacionales del trabajo en sus 
países. Los casos de falta grave de sumisión son aquellos 
casos en los que los gobiernos no han sometido los instru-
mentos adoptados por la Conferencia a las autoridades 
competentes desde al menos siete reuniones de la Comisión 
de Expertos. Sin embargo, esta obligación es esencial para 
garantizar, a nivel nacional, una participación tripartita en 
el proceso de elaboración de las normas de la OIT. Con 
respecto a esta cuestión, este año, 31 países se encuentran 

en la categoría de falta grave de sumisión. Por ello, los 
miembros trabajadores instaron al conjunto de los Estados 
Miembros convocados en la presente sesión a que tomen 
buena nota de su situación de incumplimiento grave de las 
obligaciones constitucionales y la resuelvan lo más pronto 
posible. En su conclusión, los miembros trabajadores pi-
dieron a la Oficina que dé un nuevo impulso al proceso so-
licitando las respuestas y las memorias de los Estados me-
diante el diálogo entre los órganos de control de la OIT y 
los Estados Miembros que constituye, en todo momento, 
un ejercicio esencial para la aplicación efectiva de las nor-
mas internacionales del trabajo. 

Los miembros empleadores recordaron que el funciona-
miento del sistema de control de la OIT se basa fundamen-
talmente en la información proporcionada por los gobier-
nos en sus memorias. Por ese motivo, el cumplimiento de 
las obligaciones en materia de presentación de memorias 
es crucial para poder realizar un control adecuado y efec-
tivo de las normas de la OIT. Sigue siendo reducido el nú-
mero de memorias presentadas en virtud del artículo 22 de 
la Constitución de la OIT que se recibieron hasta el 1.º de 
septiembre de 2017, y el número de casos en los que no se 
ha proporcionado información en respuesta a los comenta-
rios de la Comisión de Expertos sigue siendo elevado. La-
mentaron que, pese a los esfuerzos realizados, no se haya 
podido avanzar de forma notable en lo relativo a este pro-
blema pendiente desde hace tiempo. La presentación de in-
formación por parte de las organizaciones de trabajadores 
y de empleadores puede añadir datos y aportar una verifi-
cación de la realidad, pero no sustituye a las memorias de 
los gobiernos. Si bien la Oficina, dentro de sus capacidades 
financieras y de recursos humanos, debe continuar pres-
tando asistencia a los gobiernos para que cumplan sus obli-
gaciones, la presentación de memorias es en último caso 
responsabilidad de los gobiernos. Son los gobiernos los que 
han decidido ratificar los convenios, y la ratificación en-
traña obligaciones en materia de presentación de memo-
rias. Los miembros empleadores mostraron su preocupa-
ción por el hecho de que 15 países no han presentado desde 
hace al menos dos años las memorias que debían haber en-
tregado. Además, 61 de las 95 primeras memorias que de-
bían presentarse llegaron cuando la reunión de la Comisión 
de Expertos había finalizado, y 13 Estados Miembros no 
han presentado primera memoria durante al menos dos 
años, a pesar del diálogo al respecto entre la Comisión de 
Expertos y el Estado Miembro en cuestión sobre la aplica-
ción de los convenios ratificados. Animaron a los gobier-
nos implicados a solicitar asistencia técnica de la Oficina y 
presentar sus primeras memorias sin más demora. Los 
miembros empleadores acogieron con agrado la decisión 
que ha tomado la Comisión de Expertos, a raíz de una pro-
puesta formulada por los miembros empleadores, de insti-
tuir la práctica de emitir «llamamientos urgentes» en los 
casos de incumplimiento grave y señalar a la atención de la 
Comisión de la Conferencia esos casos, de manera que se 
pueda convocar a los gobiernos antes de la reunión de la 
Comisión de la Conferencia; a falta de memoria, la Comi-
sión de Expertos podrá examinar el fondo de la cuestión en 
la siguiente reunión. En cuanto a las memorias que se pre-
sentan en virtud del artículo 19 de la Constitución de la 
OIT, son 38 los países que no han presentado memorias 
sobre los convenios no ratificados y las recomendaciones 
durante los últimos cinco años, a pesar de su importancia 
para que los estudios generales sean exhaustivos. En lo 
concerniente a la presentación de instrumentos adoptados 
por la Conferencia ante las autoridades competentes, los 
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miembros empleadores expresaron su preocupación por el 
hecho de que 31 Estados Miembros no hayan cumplido 
esta obligación constitucional, al tiempo que elogiaron los 
esfuerzos desplegados por la República Democrática del 
Congo, Guinea, Jamaica y Mozambique por haber logrado 
presentar sus memorias a tiempo. 

La obligación de los Estados Miembros de entregar co-
pias de las memorias que presentan a la OIT a las organi-
zaciones de empleadores y de trabajadores es clave para la 
aplicación del tripartismo a escala nacional. Los interlocu-
tores sociales han presentado 1 325 observaciones en vir-
tud del artículo 23, de las cuales 330 (el año pasado fueron 
314) provienen de organizaciones de empleadores. Los 
miembros empleadores indicaron que confían en que la 
Oficina haga todo lo posible por alentar a los gobiernos a 
que respeten esta obligación y siga ofreciendo a los inter-
locutores sociales asistencia técnica y desarrollando sus ca-
pacidades. Las organizaciones de empleadores, con el va-
liosísimo respaldo de la Organización Internacional de Em-
pleadores (OIE), tratan de contribuir al sistema de control 
de manera más eficaz presentando a la Comisión de Exper-
tos información actualizada y pertinente. Los miembros 
empleadores destacaron que es preciso que los Estados 
Miembros se tomen en serio sus obligaciones en materia de 
presentación de memorias. En el debate sobre los casos de 
incumplimiento grave, se abordó la cuestión del elevado 
número y la relevancia de las normas de la OIT en vigor. 
Los esfuerzos que se están realizando para racionalizar la 
presentación de memorias, por ejemplo, extendiendo las 
posibilidades de presentarlas por medios electrónicos, fa-
cilitarán la tarea y permitirán aumentar el índice de presen-
tación de memorias. Con todo, es preciso tomar medidas 
de carácter más profundo. Proceder a una consolidación, 
concentración y simplificación notables de las normas de 
la OIT constituye un requisito previo para poder mejorar la 
presentación de memorias. Esto ya se ha logrado en gran 
medida en lo relativo a las normas sobre el trabajo marí-
timo y, con suerte, la labor del mecanismo de examen de 
las normas permitirá progresos similares en otros ámbitos. 

Un representante gubernamental de Angola señaló que las 
memorias han sido presentadas al Consejo de Ministros. 
Sin embargo, el Consejo exige que las memorias sean tra-
ducidas al portugués. El orador aprovechó la oportunidad 
para solicitar la asistencia técnica de la Oficina para resol-
ver este problema. 

Una representante gubernamental de Bahamas declaró 
que su Gobierno solicitaría la asistencia técnica de la OIT 
de modo que la situación relativa a la obligación de sumi-
sión de los instrumentos a la autoridad competente pueda 
ser subsanada.  

Un representante gubernamental de Bahrein indicó que el 
Gobierno había enviado a la OIT una respuesta escrita re-
lativa a las observaciones de la Comisión de Expertos en lo 
que se refiere a la falta de sumisión de los instrumentos a 
las autoridades competentes. Subrayó que el Reino de Bah-
rein ha respetado sus obligaciones a este respecto, en con-
formidad con las exigencias constitucionales y los regla-
mentos interiores relativos a la sumisión de los instrumen-
tos a las autoridades competentes (el Consejo de Minis-
tros). Solicita a la Comisión que lo tenga en consideración. 
En cuanto a la sumisión de los instrumentos al Consejo Na-
cional (el Parlamento), el orador señaló que el Gobierno 
examinará esta cuestión y que adoptará las medidas nece-
sarias, de conformidad con la legislación nacional. 

Un representante gubernamental de la República Demo-
crática del Congo indicó que, durante la preparación de dis-
tintas memorias del Gobierno, se tuvieron en cuenta las ob-
servaciones de la Comisión de Expertos. Señaló que se en-
viarán dichas memorias a la OIT antes de que culmine el 
trabajo de la Conferencia. Para evitar cualquier retraso a la 
hora de enviar informaciones en respuesta a los comenta-
rios de la Comisión de Expertos, el Gobierno solicitó la 
asistencia técnica de la OIT para reforzar las capacidades 
del personal a cargo de la preparación de informes.  

Una representante gubernamental de El Salvador expresó 
su agradecimiento respecto a la cooperación técnica reci-
bida de la OIT para la formulación del protocolo de proce-
dimientos institucionales para la sumisión de convenios y 
recomendaciones de la OIT. Indicó que el primer docu-
mento de dicho protocolo ya ha sido concluido. Por más de 
cuarenta años, esta obligación relativa a las normas inter-
nacionales del trabajo ha estado ausente de los procesos, 
costumbres y normas de las instituciones competentes, por 
lo que se ha iniciado una revisión para determinar las com-
petencias correspondientes a fin de llevar a cabo dicho pro-
ceso. En un corto plazo su Gobierno iniciará los primeros 
pasos para someter a las autoridades competentes los con-
venios y recomendaciones correspondientes, lo que permi-
tirá cumplir con sus obligaciones al respecto en un futuro 
próximo. 

Una representante gubernamental de los Emiratos Árabes 
Unidos indicó que su país procura cumplir sus obligaciones 
contraídas con la OIT y que presenta periódicamente las 
memorias solicitadas. Debido a que los cuestionarios de 
que se trata son largos y complejos y que es necesario ob-
tener informaciones y datos de varias autoridades para su 
elaboración, se ha producido un retraso en el envío de me-
morias dentro de los plazos establecidos. Si bien se espera 
que de aquí en adelante los cuestionarios sean simplifica-
dos, el Gobierno hará todo lo posible para hacer llegar los 
informes dentro de los plazos correspondientes. 

Un representante gubernamental de Haití indicó que su 
país es consciente de la demora en el envío de memorias 
relativas a los convenios ratificados. Como consecuencia 
de las distintas catástrofes naturales y la crisis electoral, el 
país tuvo otras prioridades en estos últimos años, por ejem-
plo, la reconstrucción y la reactivación de la economía. El 
Gobierno reiteró su compromiso de cumplir sus obligacio-
nes internacionales. A tal efecto, el Ministerio de Trabajo 
ha adoptado medidas y disposiciones para que el país 
reanude su ciclo de envío de memorias. En vista del gran 
número de memorias que están pendientes, el Gobierno pi-
dió nuevamente a la OIT que le preste asistencia técnica en 
la materia. 

Una representante gubernamental de Irlanda señaló que 
su país apoya plenamente la labor de la OIT y reconoció la 
importancia de las memorias presentadas con arreglo al ar-
tículo 19 de la Constitución de la OIT. Lamentablemente, 
el Gobierno no ha remitido memorias sobre los convenios 
no ratificados y recomendaciones, pero ha establecido pro-
cedimientos para abordar la cuestión y evitar reincidencias. 
La memoria sobre los pisos de protección social se presen-
tará en el transcurso del presente mes. Como ejemplo del 
valor atribuido a los procesos de presentación de memorias 
de la OIT, la oradora destacó los esfuerzos destinados a 
preparar la memoria relativa a la supresión efectiva y sos-
tenida de todas las formas de trabajo forzoso, como parte 
del seguimiento de la Declaración relativa a los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo, que se está utili-
zando como base para el ya muy avanzado proceso enca-
minado a la ratificación del Protocolo de 2014 relativo al 
Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930. A propósito de 
dicho proceso, se han celebrado consultas con los interlo-
cutores sociales y otras partes interesadas y se ha conse-
guido la aprobación del Gobierno para la ratificación. 

Una representante del Gobierno de Kiribati manifestó que 
su Gobierno ha experimentado grandes cambios de perso-
nal en los últimos años. La OIT ha prestado asistencia téc-
nica y un funcionario del Gobierno recibió capacitación en 
el Centro Internacional de Formación de la OIT en Turín. 
La oradora expresó la esperanza de que su Gobierno esté 
en condiciones de informar al respecto. 

Una representante del Gobierno de Liberia reiteró el firme 
compromiso de su país con las obligaciones contraídas en 
virtud de los artículos 19 y 22 de la Constitución de la OIT. 
El Gobierno trabaja con diligencia para presentar a tiempo 
las memorias pendientes en consulta con las partes intere-
sadas pertinentes, y con la asistencia técnica de la OIT. 
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Un representante gubernamental de Malasia afirmó que el 
incumplimiento de las obligaciones mencionadas obedece 
a una serie de problemas que afectan a su país a nivel re-
gional (Malasia Peninsular, Sabah y Sarawak), así como a 
nivel federal. El Gobierno ha adoptado diversas medidas, 
como la celebración de seminarios y reuniones, para fo-
mentar la colaboración entre los organismos y los ministe-
rios que se ocupan de las cuestiones relativas a las normas 
del trabajo y corregir deficiencias relacionadas con las obli-
gaciones en materia de presentación de memorias. Tam-
bién se ha solicitado asistencia técnica a la Oficina Regio-
nal de la OIT para Asia y el Pacífico, establecida en Bang-
kok (Tailandia), y a la Oficina de Proyectos de la OIT, con 
el fin de obtener asesoramiento sobre la elaboración de un 
programa nacional sobre trabajo decente. Indicó que el Go-
bierno está determinado a cumplir con sus obligaciones re-
lacionadas con las normas internacionales del trabajo y agi-
lizará el envío de memorias sobre la aplicación de los con-
venios ratificados en el período requerido, a saber, del 
1.º de junio al 1.º de septiembre. 

Una representante gubernamental de Jamaica manifestó 
que, con la asistencia técnica de la OIT, su Gobierno to-
mará las disposiciones necesarias para presentar las memo-
rias pendientes. Señaló que se están aplicando procedi-
mientos internos para presentar ocho memorias a muy 
corto plazo. 

Una representante gubernamental de Malawi declaró que 
su Gobierno procura responder a todos los comentarios 
planteados por la Comisión de Expertos y está adoptando 
las medidas necesarias para hacerlo. A este respecto, el Go-
bierno ya ha remitido algunas memorias a la Oficina du-
rante la presente reunión de la Conferencia Internacional 
del Trabajo. 

Una representante gubernamental de Mozambique señaló 
que durante el período de 1999 a 2017, su Gobierno some-
tió a la Asamblea de la República los convenios y recomen-
daciones adoptados en la OIT. En cuanto a las observacio-
nes del párrafo 34 del Informe General, su Gobierno se en-
cuentra preparando la información correspondiente, la cual 
sería proporcionada al día siguiente. 

Una representante gubernamental de Nicaragua manifestó 
el compromiso de su país en lo que respecta al cumpli-
miento de sus obligaciones en materia de envío de memo-
rias y, en general, en cuanto a la realización de los princi-
pios de la OIT. En lo que se refiere a la omisión de envío 
de la primera memoria sobre la aplicación del Convenio 
sobre el trabajo marítimo (MLC, 2006), la demora se debe 
a que actualmente las autoridades competentes se encuen-
tran en un proceso de concertación y consulta que incluye 
la participación de los interlocutores sociales y otras partes 
interesadas. Una vez concluido dicho proceso, se realizará 
el envío de la memoria correspondiente. 

Un representante gubernamental de los Países Bajos (Curazao) 
señaló que el Gobierno de los Países Bajos estaba en con-
tacto con el Gobierno de Curazao para garantizar la presen-
tación puntual de la información solicitada. Reiteró el com-
promiso de su Gobierno con los convenios de la OIT y las 
obligaciones conexas a la presentación de memorias.  

Un representante gubernamental del Pakistán señaló que, 
gracias a la asistencia técnica de la OIT, la obligación de 
presentar los 36 instrumentos que faltaban a la autoridad 
competente se había completado. El informe pertinente 
será comunicado al ministerio competente a su debido 
tiempo, y remitido con posterioridad al Gabinete. 

Una representante gubernamental de Serbia indicó que su 
Gobierno se disculpaba por no haber presentado la primera 
memoria sobre la aplicación del Convenio sobre las cláu-
sulas de trabajo (contratos celebrados por las autoridades 
públicas), 1949 (núm. 94), ratificado en 2014. Esta memo-
ria debería haberse presentado en 2016. La razón principal 
ha sido la falta de capacidad grave, incluida la incapacidad 
administrativa de las instituciones responsables de la pre-
paración de la memoria. Se ha efectuado una elección ge-

neral desde la ratificación del Convenio, seguida de algu-
nos cambios en el Gabinete, incluidos movimientos de per-
sonal a nivel interinstitucional. El Ministerio de la Cons-
trucción, Transporte e Infraestructura no ha estado provi-
sionalmente en condiciones de preparar la memoria. Desde 
noviembre de 2017 ha habido mejoras y en abril de 2018 
se reanudó la preparación de la primera memoria sobre la 
aplicación del Convenio. Esta memoria se presentará el 
1.º de septiembre de 2018. 

Un representante gubernamental de Singapur declaró que 
se han presentado siete de las 16 memorias solicitadas. Se-
ñalo que antes de que acabe el año, el Gobierno presentará 
las memorias pendientes y se comprometió a continuar 
cumpliendo sus obligaciones constitucionales. 

Una representante gubernamental del Sudán del Sur sub-
rayó el compromiso de su Gobierno con el cumplimiento 
de sus obligaciones constitucionales. Hizo hincapié en la 
necesidad de asistencia técnica de la OIT a fin de poder 
elaborar y presentar las memorias. 

Un representante gubernamental de Eswatini (anterior-
mente Swazilandia) indicó que su Gobierno se ha discul-
pado sinceramente ante la Comisión de Expertos por su in-
cumplimiento de la obligación de presentar memorias den-
tro de los plazos previstos. Señaló que existen graves obs-
táculos para cumplir con esta obligación, ya que, entre 
otras cosas, su país sufre escasez de personal y un déficit 
de capacidad. Se solicitó y se está recibiendo asistencia téc-
nica de la OIT a este respecto, que incluye la formación 
impartida el mes pasado a un miembro del personal del Go-
bierno en el Centro Internacional de Formación de la OIT 
en Turín. El Gobierno se comprometió a cumplir con dicha 
obligación en el futuro. 

Un representante gubernamental del Yemen indicó que su 
país se encontraba en una situación de conflicto desde 
marzo de 2015, lo cual había afectado en gran medida la 
capacidad de sus instituciones. Si bien el país mantiene su 
compromiso de cumplir sus obligaciones constitucionales, 
el orador pidió a la Comisión que tome en cuenta que las 
circunstancias y capacidades actuales no permitieron que 
se presentaran las memorias. 

Los miembros trabajadores lamentaron que sólo haya 
asistido una parte de los 69 países invitados a presentarse 
ante la Comisión. Tomaron nota de las dificultades que 
atraviesan algunos gobiernos, como las relativas al idioma, 
al observar que unos 20 países habían facilitado informa-
ciones a la Comisión. Asimismo, advirtieron que es nece-
sario impartir formación específica y pidieron a la Oficina 
que colabore con el Centro de Turín para que se dicten cur-
sos a quienes lo soliciten. Además, los miembros trabaja-
dores reiteraron su petición a la Oficina de que trabaje con-
tinua y minuciosamente con los gobiernos prestándoles 
toda la asistencia necesaria para que puedan cumplir sus 
obligaciones constitucionales. Al tiempo que agradecieron 
a los gobiernos que han suministrado informaciones com-
plementarias respecto de dichas obligaciones, esperaron 
que se haga un seguimiento coherente de los compromisos 
contraídos e hicieran un llamamiento a todos los gobiernos 
para que suministren las informaciones solicitadas lo antes 
posible. 

Conclusiones 

La Comisión toma nota de la información y las explicacio-

nes proporcionadas por los representantes del gobierno que 
hicieron uso de la palabra. La Comisión toma nota en parti-
cular de las dificultades específicas mencionadas por algunos 

gobiernos para cumplir sus obligaciones constitucionales re-
lacionadas con la presentación de memorias y la sumisión a 
las autoridades competentes de los instrumentos adoptados 

por la Conferencia Internacional del Trabajo. La Comisión 
viene recordando periódicamente que la OIT puede prestar 
asistencia técnica para contribuir al cumplimiento a este res-

pecto.  
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Omisión de envío de memorias sobre la aplicación 

de convenios ratificados desde hace dos años o más 

La Comisión recuerda que la presentación de memorias so-

bre la aplicación de los convenios ratificados es una obligación 
constitucional fundamental y la base del sistema de control. 
La Comisión también destaca la importancia de que se respe-

ten los plazos para tal presentación. 
La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobier-

nos de Dominica, Gambia, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, 

Haití, Islas Cook, Islas Salomón, Malasia – Sabah, Santa Lucía, 
Somalia, Timor-Leste y Vanuatu envíen las memorias debi-
das lo antes posible, y decide mencionar estos casos en el pá-

rrafo correspondiente de su Informe General. 

Omisión de envío de primeras memorias sobre 

la aplicación de los convenios ratificados 

La Comisión recuerda la especial importancia de la presen-
tación de las primeras memorias sobre la aplicación de los 
convenios ratificados. 

La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobier-
nos de Belice, Comoras, Congo, Gabón, Guinea Ecuatorial, 
Guyana, Islas Cook, República de Maldivas, Nicaragua, San 

Vicente y las Granadinas, Serbia y Somalia envíen las prime-
ras memorias debidas lo antes posible, y decide mencionar es-
tos casos en el párrafo correspondiente de su Informe Gene-

ral. 

Omisión de envío de información en respuesta  

a los comentarios de la Comisión de Expertos 

La Comisión subraya la importancia fundamental de una 
información clara y completa en respuesta a los comentarios 
de la Comisión de Expertos, para permitir un diálogo conti-

nuado con los gobiernos interesados. 
La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobier-

nos de Barbados, Belice, Botswana, Brunei Darussalam, Chad, 

Djibouti, Dominica, Gambia, Granada, Guinea-Bissau, Guinea 
Ecuatorial, Haití, Islas Salomón, Kirguistán, Kiribati, Liberia, 
Malasia, Malasia (Malasia Peninsular, Sabah y Sarawak),  

Malawi, Mozambique, Papua Nueva Guinea, San Vicente y las 
Granadinas, Santa Lucía, Sierra Leona, Singapur, Somalia,  
Timor-Leste, Trinidad y Tabago, Vanuatu y Yemen, envíen en 

el futuro la información solicitada, y decide mencionar estos ca-
sos en el párrafo correspondiente de su Informe General. 

Omisión de envío de memorias sobre convenios 

no ratificados y recomendaciones durante  

los últimos cinco años 

La Comisión destaca la importancia que concede a la obli-
gación constitucional de envío de memorias sobre los conve-
nios no ratificados y las recomendaciones. 

La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobier-
nos de Afganistán, Angola, Armenia, Belice, Botswana, Chad, 
Congo, Dominica, Emiratos Árabes Unidos, Eswatini,  

Granada, Guinea-Bissau, Guyana, Haití, Irlanda, Islas Cook, 
Islas Marshall, Islas Salomón, Kiribati, Liberia, Libia,  

República de Maldivas, Papua Nueva Guinea, Santa Lucía, 
Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Somalia, Sudán del Sur, 
Timor-Leste, Tonga, Tuvalu, Vanuatu y Yemen, cumplan en el 

futuro con su obligación de envío de memorias sobre los con-
venios no ratificados y las recomendaciones. La Comisión de-
cide mencionar estos casos en el párrafo correspondiente de 

su Informe General. 

Falta de sumisión de los instrumentos adoptados  

por la Conferencia Internacional del Trabajo  

a las autoridades competentes 

La Comisión recuerda que el cumplimiento de la obligación 

de sumisión de los convenios, las recomendaciones y los pro-
tocolos a las autoridades nacionales competentes es un requi-
sito de la mayor importancia para garantizar la eficacia de las 

actividades normativas de la Organización. 
La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobiernos 

de Azerbaiyán, Bahamas, Bahrein, Belice, Comoras, Croacia, 

Dominica, El Salvador, Fiji, Gabón, Guinea Ecuatorial,  
Guinea-Bissau, Haití, Islas Salomón, Kirguistán, Kiribati,  
Kuwait, Liberia, Libia, Pakistán, Papua Nueva Guinea,  

Saint Kitts y Nevis, Samoa, Santa Lucía, San Vicente y las  
Granadinas, Seychelles, Sierra Leona, República Árabe Siria, 
Somalia y Vanuatu, cumplan en el futuro con su obligación de 

sumisión de los convenios, las recomendaciones y los protoco-
los a las autoridades competentes. La Comisión decide men-
cionar estos casos en el párrafo correspondiente de su In-

forme General. 

Falta de indicación, durante los tres últimos años,  

de las organizaciones representativas de empleadores 

y de trabajadores a las cuales, de conformidad  

con el artículo 23, párrafo 2, de la Constitución,  

se han comunicado copias de las memorias  

e informaciones proporcionadas a la Oficina 

La Comisión recuerda que el cumplimiento de la obligación 
de los gobiernos de comunicar memorias e informaciones está 

previsto en el artículo 23, párrafo 2, de la Constitución y es un 
requisito de la mayor importancia para garantizar la partici-
pación de las organizaciones de empleadores y de trabajado-

res en los mecanismos de control de la OIT.  
La Comisión recuerda que la contribución de las organiza-

ciones de empleadores y de trabajadores resulta fundamental 

para que se pueda evaluar la aplicación de los convenios en la 
legislación y la práctica nacionales. 

La Comisión expresa la firme esperanza de que los Gobier-

nos del Estado Plurinacional de Bolivia y Rwanda cumplan 
en el futuro con esta obligación. La Comisión decide mencio-
nar estos casos en el párrafo correspondiente de su Informe 

General. 
En general, la Comisión expresa su profunda preocupación 

ante el gran número de casos de incumplimiento por los Esta-

dos Miembros de su obligación de envío de memorias y de 
otras obligaciones normativas. La Comisión recuerda a los 
Gobiernos que pueden solicitar la asistencia técnica de la Ofi-

cina para superar sus dificultades en este sentido. 
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B. INFORMACIONES Y DISCUSIÓN SOBRE LA APLICACIÓN DE CONVENIOS RATIFICADOS (CASOS INDIVIDUALES) 

La Comisión de Aplicación de Normas ha adoptado conclusiones breves, claras y concisas. Las conclusiones identifican 
lo que se espera de los gobiernos para que apliquen los convenios ratificados de una manera clara e inequívoca. Las con-
clusiones reflejan pasos concretos para abordar las cuestiones relacionadas con el cumplimiento. Las conclusiones deben 
leerse junto con las actas completas de la discusión sobre cada caso individual. En las conclusiones, ya no se recogen 
elementos de la discusión ni se reiteran declaraciones que hayan formulado los gobiernos durante la apertura o el cierre de 
la discusión y que figuren en las actas. La Comisión de Aplicación de Normas ha adoptado conclusiones sobre la base de 
un consenso. Sólo ha formulado conclusiones que entran dentro del ámbito de aplicación del Convenio objeto de examen. 
Si los trabajadores, los empleadores y/o los gobiernos tenían opiniones divergentes, esto se ha reflejado en las actas de la 
Comisión de Aplicación de Normas, no en las conclusiones. 

 

Convenio núm. 1 [horas de trabajo (industria), 1919] 

Convenio núm. 14 [descanso semanal (industria), 1921] 

Convenio núm. 30 [horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930] 

Convenio núm. 106 [descanso semanal (comercio y oficinas), 1957] 

HAITÍ (ratificaciones: 1952, 1952, 1952 y 1958) 

Un representante gubernamental aseguró a la Comisión la 
plena y total cooperación de la delegación haitiana, desta-
cando su apreciación de la labor de los órganos de control 
de la OIT, la cual constituye una fuente de inspiración y de 
referencia para los Estados en lo que respecta a las normas 
del trabajo. El Gobierno ha tomado nota de las observacio-
nes de la Comisión de Expertos sobre la aplicación por 
Haití de los convenios ratificados en materia de tiempo de 
trabajo. Refiriéndose al contexto nacional, el orador re-
cordó que, en los últimos años, el país ha experimentado 
numerosos desastres naturales, así como crisis políticas 
que han repercutido en el funcionamiento regular de las 
instituciones encargadas de elaborar y aplicar la política so-
cial del Estado, en particular el Ministerio de Asuntos So-
ciales y del Trabajo (MAST). En el plano económico, la 
situación es precaria, al registrarse una tasa de desempleo 
oficial de casi el 35 por ciento de la población activa y una 
disminución del crecimiento económico. Desde mayo de 
2017, el Gobierno actual se propone en particular crear em-
pleos masivos para luchar contra el desempleo, reactivar la 
economía nacional, fortalecer el diálogo social, lograr los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible y promover los objeti-
vos de justicia social que prevé la Constitución de la OIT. 
A tal efecto, se ha destacado el sector de la subcontratación, 
de vital importancia para la economía nacional. En esta di-
námica de favorecer rápidamente los empleos masivos, el 
Parlamento de Haití adoptó en 2017 la ley relativa a la or-
ganización y reglamentación del trabajo con una duración 
de veinticuatro horas repartida en tres segmentos de ocho 
horas. A través de este instrumento, el Estado haitiano ha 
pretendido adaptar la situación del trabajo a las realidades 
contemporáneas. Al establecer el principio de ocho horas 
de trabajo por día y de 48 horas por semana, la ley permite 
que, en caso de necesidad, mediante el acuerdo entre el em-
pleador y el trabajador, y de conformidad con las normas 
nacionales e internacionales del trabajo, el segmento nor-
mal de ocho horas de trabajo al día se supere sin que el total 
de horas trabajadas sobrepase las 48 horas por semana. El 
régimen de ocho horas de trabajo por día sigue siendo la 
piedra angular del régimen haitiano en materia de tiempo 
de trabajo. El régimen de tres segmentos horarios estable-
cido en todos los sectores se ha concebido únicamente con 
el fin de dinamizar la economía nacional y de reforzar la 
producción gracias a la disponibilidad de máquinas, lo que 
podría crear más puestos de trabajo y más empleos en be-
neficio de toda la población haitiana. En principio, la ley 
tiene en cuenta la protección, la salud y la seguridad de los 
trabajadores en el espíritu de los convenios ratificados por 
Haití. Al instar a los empleadores a velar por la salud y por 
asegurar una recuperación adecuada de los trabajadores, y 
al exigir que las empresas pongan a su disposición servi-
cios sanitarios y de alimentación con arreglo a las normas, 
los legisladores haitianos han establecido salvaguardias 

que deben completarse con medidas reglamentarias, a fin 
de proteger mejor a los trabajadores contra toda forma de 
explotación abusiva. Habiendo tomado nota de las obser-
vaciones de la Comisión de Expertos y de los interlocutores 
sociales, el Gobierno está dispuesto a proseguir las discu-
siones en un marco tripartito y con la asistencia de la OIT 
para encontrar fórmulas consensuadas adaptadas a la reali-
dad haitiana en lo que respecta a la duración del tiempo de 
trabajo. Por lo referente a la inspección del trabajo, el Go-
bierno reconoce la importancia de un cuerpo de inspectores 
competente para velar por el respeto efectivo de las dispo-
siciones del Código del Trabajo. A tal efecto, se han des-
plegado esfuerzos y la cooperación con la OIT ha permi-
tido fortalecer las capacidades del servicio en cuestión, que 
hoy por hoy cuenta con siete inspectores estables y con 
aproximadamente 40 personas a las que se recurre en caso 
de necesidad, que ocasionalmente ejercen de inspectores o 
de conciliadores. Un proyecto de «Centro de atención tele-
fónica» encaminado a facilitar la recepción de posibles 
quejas presentadas por personas que podrían haber sido 
víctimas en sus entornos de trabajo se ha retrasado a causa 
de una serie de exigencias prácticas vinculadas con la con-
fidencialidad y la fiabilidad de los servicios prestados por 
los operadores telefónicos. Se llevan a cabo eficazmente en 
el país varios programas coordinados por la OIT, tales 
como Better Work o el Programa de Inversiones Intensivas 
en Empleo (PIIE). A pesar de los esfuerzos desplegados 
por el Gobierno, Haití sigue siendo un país frágil en el que 
los proyectos de cooperación deben elaborarse y ejecutarse 
para crear efectos sostenibles en la población. Los esfuer-
zos deben tener por objeto fortalecer el diálogo social, la 
creación rápida de empleos decentes sostenibles que pue-
dan generar ingresos entre las poblaciones más desfavore-
cidas. Con este fin, el Gobierno aboga por el refuerzo de la 
cooperación con la OIT en cuestiones tan fundamentales 
como la protección social, la lucha contra el trabajo infan-
til, la formación profesional y otros temas pertinentes que 
forman parte del campo de intervención de la Organiza-
ción. Por lo referente al diálogo social, el Gobierno consi-
dera que se trata de un elemento fundamental para la con-
secución de los objetivos de paz y de crecimiento econó-
mico. Alentar a los interlocutores sociales a solucionar sus 
conflictos a través de mecanismos pacíficos sigue siendo 
una prioridad del Gobierno que acogió con satisfacción la 
conclusión de un acuerdo en marzo de 2018 entre las seis 
principales organizaciones de trabajadores del país y el sec-
tor patronal. Asimismo, el Gobierno ha tomado nota del 
elevado número de memorias sobre la aplicación de con-
venios y recomendaciones que debe someter Haití. Se 
adoptan disposiciones a nivel de la instancia interesada 
para cumplir estas obligaciones internacionales sin de-
mora. Se solicitará la asistencia técnica de la OIT sobre esta 
cuestión específica. Por último, el orador subrayó que el 
Gobierno no pretende de ninguna manera violar los conve-
nios en los que Haití es parte, en particular las disposicio-
nes relativas al tiempo de trabajo. El Gobierno abordará las 
dificultades que se plantean en lo que respecta a la ley de 
2017 a través de discusiones tripartitas. El acuerdo cele-
brado entre los sindicatos y el sector patronal en marzo 



Convenio núm. 1 [horas de trabajo (industria), 1919] 
Convenio núm. 14 [descanso semanal (industria), 1921] 
Convenio núm. 30 [horas de trabajo (comercio y oficinas), 1930] 
Convenio núm. 106 [descanso semanal (comercio y oficinas), 1957] 
Haití (ratificaciones: 1952, 1952, 1952 y 1958) 
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de 2018 constituye una base sólida para emprender dichas 
iniciativas. 

Los miembros empleadores tomaron nota en primer lugar 
de que sería útil que la Comisión de Expertos explicase cla-
ramente las razones por las que los casos se seleccionan 
como casos de doble nota a pie de página. Consideraron 
que es un buen momento para examinar este caso, que se 
refiere a la adopción de la ley relativa a la organización y 
reglamentación del trabajo con una duración de veinticua-
tro horas repartida en tres segmentos de ocho horas (Ley 
sobre el Tiempo de Trabajo), ya que dos días antes se de-
batió el Estudio General de 2018 relativo a los instrumen-
tos sobre el tiempo de trabajo. El tiempo de trabajo es un 
tema sujeto a cambios constantes que requiere una adapta-
ción continua a las nuevas realidades. Los avances en tec-
nología y comunicación están cambiando las dimensiones 
temporales y espaciales tradicionales en el trabajo, y la or-
ganización del tiempo de trabajo es de vital importancia 
para la productividad, el desempeño, la competitividad, la 
sostenibilidad y la capacidad de las empresas para crear 
empleo. En lo que respecta a los Convenios núms. 1 y 30 
sobre las horas de trabajo, en ellos se hace referencia al Es-
tudio General de 2005 sobre las horas de trabajo, en el que 
se afirma que «los Convenios núms. 1 y 30 no reflejan la 
realidad contemporánea en la reglamentación del tiempo 
de trabajo. De hecho, hay elementos de los convenios que 
son claramente obsoletos. […] En general, un número cre-
ciente de países considera que esos dos instrumentos esta-
blecen normas excesivamente rígidas. El sistema basado en 
horarios de trabajo ‘fijo’ recogido en ambos convenios 
como piedra angular de la reglamentación del tiempo de 
trabajo entra en conflicto con la demanda actual de mayor 
flexibilidad». Por lo referente a los Convenios núms. 14 y 
106 sobre el descanso semanal, el Consejo de Administra-
ción de la OIT los considera actualizados y han sido objeto 
de muchas más ratificaciones. Éste es el caso en particular 
del Convenio núm. 14, que es un instrumento relativamente 
flexible, ya que autoriza excepciones totales o parciales 
prácticamente sin condiciones al día normal de descanso 
semanal, así como excepciones a la compensación cuando 
no se puede conceder los días de descanso semanal que no 
se han otorgado. Por otra parte, en el Convenio núm. 106 
se permiten excepciones al descanso semanal sujetas a con-
diciones más estrictas y no se prevén excepciones en lo re-
lativo a la concesión de compensación. Los miembros em-
pleadores señalaron que, dado que el decreto de aplicación 
de la Ley sobre el Tiempo de Trabajo aún no se ha publi-
cado, los artículos del Código del Trabajo relativos al 
tiempo de trabajo siguen vigentes en el país. Animaron al 
Gobierno a que garantice que la normativa sobre el tiempo 
de trabajo se debata en el marco de una reforma integral del 
Código del Trabajo con vistas a asegurar su conformidad 
con los convenios ratificados. En su opinión, si las nuevas 
realidades del mercado de trabajo de Haití requieren que se 
cambie la legislación de un modo que contravenga las dis-
posiciones de los Convenios en cuestión, el Gobierno de-
berá contemplar la posibilidad de denunciar dichos Conve-
nios para evitar una falta de conformidad con sus obliga-
ciones internacionales. Por último, los miembros emplea-
dores expresaron su gran preocupación por el hecho de que 
no se hayan recibido, por quinto año consecutivo, las me-
morias correspondientes a todos los convenios ratificados. 
Instaron al Gobierno a que recurra a la asistencia técnica 
de la OIT antes del 1.º de septiembre de 2018, a fin de so-
meter sin demora a la Comisión de Expertos las memorias 
pendientes, entre otras, las relativas a los Convenios 
núms. 1, 14, 30 y 106. 

Los miembros trabajadores recordaron que las cuestiones 
relativas al tiempo de trabajo son un elemento central de la 

relación de trabajo y están recogidas en el tratado funda-
cional de la OIT y la Declaración de Filadelfia, en los cua-
les se sostiene que el trabajo no es una mercancía. Limitar 
el tiempo de trabajo a una duración decente preserva la dig-
nidad de los trabajadores y les permite dar sentido a su ac-
tividad profesional. La cuestión del tiempo de trabajo in-
cide en numerosos aspectos de importancia para los traba-
jadores, como el poder adquisitivo, la conciliación de la 
vida laboral y familiar, la seguridad, la salud y el bienestar. 
Para poder garantizar el trabajo decente, es fundamental 
que se establezcan normas claras y estrictas sobre el tiempo 
de trabajo y que se apliquen de manera efectiva. Los inter-
locutores tripartitos de la OIT siempre han estado conven-
cidos de la importancia de reglamentar el tiempo de tra-
bajo. Por este motivo, la Organización cuenta con numero-
sos instrumentos normativos que establecen límites en este 
sentido. La Comisión debe velar por que los Estados 
Miembros hagan todo lo posible por cumplirlos. En el caso 
que nos ocupa, el Gobierno ha incumplido determinados 
límites previstos en las normas internacionales relativas al 
tiempo de trabajo. Las diversas medidas adoptadas tienen 
por objeto aumentar las horas de trabajo reales y se alejan 
de la Recomendación núm. 116. En Haití, donde una gran 
parte de la población busca trabajo, la introducción de re-
formas destinadas a ampliar las horas de trabajo de quienes 
ya están activos no propiciará una distribución eficiente del 
trabajo disponible. Por medio de la reciente reforma legis-
lativa se han derogado las disposiciones que regulan las ex-
cepciones a la jornada de ocho horas y a la jornada de tra-
bajo normal, y que establecen que las veinticuatro horas 
consecutivas de descanso semanal deben concederse pre-
ferentemente los domingos y al mismo tiempo para todo el 
personal de un mismo establecimiento. Como consecuen-
cia de estas derogaciones, la legislación haitiana ha dejado 
de ser compatible con los convenios ratificados. Asimismo, 
la nueva legislación permite que los empleadores y los tra-
bajadores prevean excepciones individuales a la jornada de 
ocho horas sin precisar un período de trabajo diario má-
ximo, y que los trabajadores negocien sus horas de trabajo 
a título individual. Puesto que la relación laboral es funda-
mentalmente asimétrica, es esencial que las normas sobre 
el tiempo de trabajo se negocien colectivamente, en lugar 
de a título individual. Además, la ausencia de un marco que 
limite las excepciones posibles a la jornada normal hace 
pensar que no existen límites ni fundamentos para la canti-
dad de horas extraordinarias que puede hacer un trabajador, 
contrariamente a lo dispuesto en los Convenios núms. 1 y 30. 
Ello podría menoscabar el objetivo de la Recomendación 
núm. 116, de establecer una norma social de cuarenta horas 
de trabajo por semana. Otra consecuencia de la nueva le-
gislación es que no debe consultarse a los sindicatos, y que 
la Dirección de Trabajo del Ministerio de Asuntos Sociales 
y del Trabajo ya no tiene que dar su autorización en lo que 
respecta a una serie de cuestiones relativas a posibles ex-
cepciones en materia de tiempo de trabajo, lo cual contra-
viene lo dispuesto en los Convenios núms. 1 y 30. La ora-
dora aludió a la falta de recursos de los servicios de inspec-
ción y recordó que los Convenios núms. 30 y 106 prevén 
que los Estados deben adoptar medidas apropiadas para ga-
rantizar la correcta aplicación de las normas sobre el 
tiempo de trabajo mediante una inspección adecuada. Haití 
también ha ratificado el Convenio sobre la inspección del 
trabajo, 1947 (núm. 81). Por consiguiente, el Gobierno 
debe garantizar que los servicios de inspección estén dota-
dos de personal suficiente y que los inspectores reciban una 
formación adecuada en materia de tiempo de trabajo y dis-
pongan de los recursos financieros y materiales necesarios. 
El desarrollo de recursos estadísticos también es funda-
mental para poder centrarse en los sectores más vulnerables 
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a los abusos relacionados con el tiempo de trabajo. Dado 
que la gran mayoría de los trabajos en Haití se encuentran 
en la economía informal, en la que los trabajadores son es-
pecialmente vulnerables a los abusos, es menester que los 
servicios de inspección estén facultados para supervisar el 
cumplimiento de la legislación sobre el tiempo de trabajo 
en el sector informal. Los trabajadores de las zonas francas 
de exportación también son víctimas de numerosos abusos, 
pero por lo general suelen estar amparados por relaciones 
laborales más formales. Estas zonas son una importante 
fuente de empleo en el país y debe garantizarse en ellas el 
cumplimiento de la normativa sobre el tiempo de trabajo. 
Es lamentable que la reforma del tiempo de trabajo se haya 
llevado a cabo sin consultar a las organizaciones sindicales 
representativas y al margen del proceso de reforma global 
del Código del Trabajo que se está llevando a cabo con la 
asistencia de la OIT y que el Gobierno se comprometió a 
finalizar antes del 31 de julio de 2015 en el marco del Pro-
grama de Trabajo Decente por País, que abarca el período 
2015-2020. La nueva legislación sobre el tiempo de trabajo 
se aprobó, para sorpresa de todos, durante una sesión par-
lamentaria nocturna. Además, esta reforma no contempla 
en absoluto el acuerdo alcanzado en el marco de la reforma 
global del Código del Trabajo, que de momento ha que-
dado en suspenso. Así pues, cabe recordar que el diálogo 
social y la negociación colectiva desempeñan un papel fun-
damental en la elaboración de normas sobre el tiempo de 
trabajo que cuenten con el apoyo de los interlocutores so-
ciales y, a través de ellos, de una gran parte de la sociedad. 
La reforma, impuesta por el Gobierno y aprobada unilate-
ralmente por un sector de las organizaciones de empleado-
res, no cuenta con el apoyo de los trabajadores. Los inten-
tos de silenciar las voces opositoras atentan contra el orden 
democrático haitiano, por lo que se invita al Gobierno a que 
asuma el firme compromiso de ratificar el Convenio sobre 
la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 
1976 (núm. 144). Además, los miembros trabajadores 
coinciden con la Comisión de Expertos en que es suma-
mente preocupante que el Gobierno, a quien incumbe velar 
por el respeto de sus obligaciones constitucionales, no haya 
presentado las memorias. También es lamentable que el de-
legado titular de los trabajadores no haya podido participar 
en el examen del caso debido a demoras en la conforma-
ción de la delegación haitiana. Se trata de un incumpli-
miento por parte del Gobierno de sus obligaciones con la 
OIT y se ha presentado una queja ante la Comisión de Ve-
rificación de Poderes. Los miembros trabajadores conde-
nan las amenazas y las presiones de que son víctimas los 
sindicalistas en Haití. El Gobierno debe tomar todas las 
medidas necesarias para fomentar la libre expresión de las 
opiniones y la seguridad de todos los activistas sindicales 
de modo que puedan ejercer su actividad libremente y sin 
temor a represalias, con el fin último de preservar el orden 
democrático haitiano. Los miembros trabajadores lamen-
tan que los miembros empleadores hayan alentado al Go-
bierno a denunciar los convenios ratificados sobre el 
tiempo de trabajo y hayan cuestionado la pertinencia de las 
normas internacionales del trabajo sobre el tiempo de tra-
bajo. El examen por la Comisión de los casos individuales 
no puede tener por finalidad evaluar la pertinencia de las 
normas examinadas, sino que debe limitarse a evaluar la 
correcta aplicación de dichas normas en la legislación y la 
práctica del país de que se trate. Los miembros trabajadores 
recuerdan las conclusiones de la Reunión tripartita de ex-
pertos de la OIT sobre la ordenación del tiempo de trabajo, 
celebrada en octubre de 2011, en las que se indica clara-
mente que las normas actuales de la OIT sobre el tiempo 
de trabajo siguen siendo pertinentes y deben promoverse 
con miras a facilitar el trabajo decente. 

El miembro empleador de Malawi, hablando en nombre 
de la miembro empleadora de Haití ausente, señaló que, si 
bien las disposiciones de la nueva Ley sobre el Tiempo de 
Trabajo no son tan precisas como las disposiciones dero-
gadas del Código del Trabajo, las empresas están obligadas 
a respetar las disposiciones de los Convenios núms. 1, 14, 
30 y 106 ratificados por Haití, pues son legalmente vincu-
lantes y prevalecen sobre las leyes nacionales en virtud del 
artículo 276-2 de la Constitución de Haití. Además, como 
todavía no se ha publicado el decreto de aplicación de la 
Ley sobre el Tiempo de Trabajo, en Haití aún se aplican los 
artículos del Código del Trabajo. El orador consideró que 
los Convenios núms. 1 y 30 sobre las horas de trabajo no 
reflejan plenamente las realidades modernas del tiempo de 
trabajo. Los bajos índices de ratificación de esos dos Con-
venios se deben a la creciente necesidad de flexibilidad en 
el entorno laboral de hoy día. Es más frecuente que los paí-
ses recurran a convenios colectivos o a acuerdos individua-
les de trabajo para satisfacer sus necesidades concretas en 
materia de tiempo de trabajo. El orador indicó que los em-
pleadores de Haití, aunque están a la espera de que se pro-
mulgue el nuevo Código del Trabajo, están decididos a se-
guir participando en el diálogo tripartito con el fin de adop-
tar el necesario marco operativo para asegurar la conformi-
dad con los instrumentos internacionales ratificados por 
Haití. Aprovechó la oportunidad para agradecer a la OIT 
por el apoyo técnico que presta continuamente a Haití, así 
como por su función de facilitador en el diálogo tripartito 
que tiene lugar para reanudar la labor relativa a la reforma 
del Código del Trabajo. 

El miembro trabajador de Haití indicó que es muy preo-
cupante la situación que prevalece en la actualidad en el 
mundo del trabajo de Haití. Refiriéndose especialmente al 
trabajo doméstico y al sector informal, el orador denunció 
las condiciones de trabajo injustas, tanto respecto de la du-
ración del tiempo de trabajo como en materia de derecho a 
vacaciones o al preaviso en caso de despido. En cuanto a la 
situación de los agentes de seguridad y de los trabajadores 
de empresas de subcontratación en el sector textil, deploró 
la ausencia de horarios de trabajo fijos y la denegación del 
pago de horas extraordinarias por parte de los empleadores, 
con la complicidad del Gobierno. El orador señaló a la 
atención de la Comisión la violación flagrante de los Con-
venios núms. 1, 14, 30 y 106, relativos al tiempo de trabajo, 
así como del Convenio núm. 81 relativo a la inspección del 
trabajo. En Haití, la inspección del trabajo carece de me-
dios y capacidades. Si bien la OIT ha contribuido al forta-
lecimiento de las capacidades de un grupo de inspectores, 
a éstos a menudo se les impide actuar con total neutralidad 
y son objeto de muchas presiones. La nueva ley, adoptada 
gracias al impulso de los empleadores, muestra la inobser-
vancia del Gobierno respecto de sus compromisos ante la 
OIT. Ésta permite que los empleadores obliguen a los tra-
bajadores y trabajadoras a efectuar horas extraordinarias, 
ocasionando casos de abusos graves, como el ejercicio de 
presiones psicológicas y el surgimiento del trabajo forzoso. 
El Gobierno decidió enmendar, de manera unilateral, el 
Código del Trabajo, derogando algunos artículos, al tiempo 
que solicitó y obtuvo una asistencia técnica de la OIT, en 
el marco de la reforma global de este Código, habiendo 
sido la finalización de esta reforma una prioridad en cuanto 
a los resultados que han de alcanzarse en el marco del Pro-
grama de Trabajo Decente por País. Los sindicatos de Haití 
exigen la reanudación del proceso de reforma del Código 
del Trabajo, que debe respetar, en materia de tiempo de tra-
bajo, el espíritu y la letra de los Convenios núms. 1, 14, 30 
y 106. El orador espera que se respeten los compromisos 
contraídos en el marco del reciente acuerdo suscrito bajo 
los auspicios de la OIT y solicita a la OIT un seguimiento 
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estrecho y riguroso de la aplicación por Haití de los conve-
nios ratificados relativos al tiempo de trabajo. 

La miembro gubernamental de Bulgaria hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miembros, 
así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Montenegro, 
Serbia, la ex República Yugoslava de Macedonia y No-
ruega, tomó nota de la conveniencia de la discusión de este 
caso tras el debate sobre el Estudio General relativo a los 
instrumentos sobre el tiempo de trabajo. Las horas de tra-
bajo y los períodos de descanso son elementos centrales de 
la relación de trabajo y tienen importantes consecuencias 
tanto para los trabajadores como para los empleadores. 
Haití es el principal beneficiario de asistencia para el desa-
rrollo bilateral de la UE en América Latina y el Caribe. La 
oradora recordó el compromiso contraído por Haití en vir-
tud del Acuerdo de Cotonú (el marco para la cooperación 
con la UE) de respetar la democracia, el Estado de derecho 
y los principios de derechos humanos. Tomó nota con gran 
preocupación de que la nueva ley deroga la mayoría de las 
disposiciones del Código del Trabajo que daban efecto a 
los convenios ratificados en materia de tiempo de trabajo, 
y no hace efectivas ciertas cuestiones importantes cubiertas 
por estos convenios, incluidos temas esenciales como el 
número máximo de horas de trabajo por día y el principio 
del descanso semanal. La oradora también expresó su preo-
cupación por las observaciones de la Confederación de 
Trabajadores y Trabajadoras del Sector Público y Privado 
(CTSP) en relación con el incumplimiento en la práctica de 
las disposiciones del Código del Trabajo relativas a las ho-
ras de trabajo y el descanso semanal, así como con la falta 
de medios de los servicios de la inspección del trabajo para 
tomar medidas efectivas contra las infracciones. La oradora 
instó al Gobierno a completar la reforma del Código del 
Trabajo en consulta con los interlocutores sociales y a ga-
rantizar que ésta se ajuste plenamente a los convenios de la 
OIT. También pidió al Gobierno que garantice en la prác-
tica que los trabajadores gocen de la protección establecida 
en los convenios relativos al tiempo de trabajo y que tome 
las medidas necesarias a fin de llevar a cabo las inspeccio-
nes del trabajo para que dicha protección sea efectiva. 
Alentó encarecidamente al Gobierno a recurrir a la asisten-
cia técnica de la OIT y a cumplir con su obligación de pre-
sentación de memorias. La UE y sus Estados miembros se-
guirán apoyando a Haití en su empeño por cumplir los con-
venios de la OIT. 

Un observador que representa a la Confederación Sindical 
Internacional (CSI) se refirió al Programa de Trabajo De-
cente por País, suscrito por el Gobierno de Haití, los em-
pleadores, los trabajadores y la OIT en 2015, y cuyo primer 
resultado se centró en la reanudación del proceso de revi-
sión del Código del Trabajo, que debía finalizarse el 31 de 
julio de 2015. En lugar de esto, se adoptó, en agosto de 
2017, la ley relativa a la organización y reglamentación del 
trabajo con una duración de veinticuatro horas repartida en 
tres segmentos de ocho horas, una ley que viola los princi-
pios fundamentales en materia de trabajo y que pone en pe-
ligro la conformidad de la legislación nacional con las nor-
mas internacionales conexas. Una reglamentación estricta 
del tiempo de trabajo permite garantizar una vida decente, 
un equilibrio en la distribución del tiempo entre los espa-
cios profesionales y privados, la preservación de la salud, 
la ausencia de trabajo forzoso y una remuneración acorde 
con los esfuerzos realizados. La adopción de la nueva Ley 
sobre el Tiempo de Trabajo representa, por tanto, un retro-
ceso considerable y un desprecio de la labor realizada en el 
marco de la OIT y de los compromisos contraídos en tér-
minos de diálogo social y de tripartismo. Esta ley tiene un 
impacto considerable, especialmente para los trabajadores 

más vulnerables. La negociación del tiempo de trabajo so-
bre una base individual y no colectiva abre las puertas, en 
la práctica, al fortalecimiento del poder ilimitado de los 
empleadores, a una mayor presión patronal en materia de 
aumento del tiempo de trabajo y a la imposición de sancio-
nes a los trabajadores que no aceptan someterse a las nece-
sidades de las empresas. La situación es aún más preocu-
pante porque la inspección del trabajo no funciona, carece 
de capacidades o de medios, y algunas veces es corrupta. 
Además, la ley suprime la condición de que debe consul-
tarse a las organizaciones sindicales representativas sobre 
las cuestiones relativas a las excepciones posibles en mate-
ria de duración del trabajo. Por lo tanto, la ley viola el prin-
cipio del descanso semanal y reduce drásticamente el nivel 
de los salarios. El orador lamentó la actitud complaciente 
del Gobierno, que decidió unirse a los empleadores para 
violar los convenios internacionales, y que exige que el Es-
tado haitiano respete los derechos fundamentales de los tra-
bajadores y trabajadoras, especialmente reanudando el pro-
ceso de reforma del Código del Trabajo y respetando los 
acuerdos ya alcanzados a este respecto. 

El miembro trabajador de la República Dominicana señaló 
que el manejo de las relaciones laborales en Haití se hace a 
expensas del respeto de importantes convenios de la OIT. 
Expresó que cuando hay alto desempleo y pobreza en un 
país se suele priorizar la creación de empleo en desmedro 
del trabajo decente, mientras el trabajo decente es fuente 
de superación de la pobreza. Indicó que cuando trabajado-
res en el sector de la maquila o en las zonas francas de ex-
portación demandan una reforma laboral verdadera como 
la que está actualmente interrumpida en Haití, se considera 
que alejan la posibilidad de inversión extranjera en el país. 
En opinión del orador, una inversión que se basa en la po-
breza de los trabajadores no tiene sentido y debe ser recha-
zada. Pidió al Gobierno que respete los convenios y conti-
núe con las reformas laborales iniciadas, sin someterse a 
las reglas sobre condiciones laborales impuestas por las 
empresas que contrarían los convenios de la OIT. 

La miembro trabajadora de Italia recordó que, después de 
haber obtenido la asistencia técnica de la OIT con miras a 
reformar el Código del Trabajo, Haití suscribió el Pro-
grama de Trabajo Decente por País 2015-2020 en el marco 
de las negociaciones tripartitas celebradas bajo los auspi-
cios de la OIT. Si bien en dicho Programa se preveía que 
la revisión del Código del Trabajo debía finalizar en julio 
de 2015, el Gobierno prefirió adoptar la ley relativa a la 
organización y reglamentación del trabajo con una dura-
ción de veinticuatro horas repartida en tres segmentos de 
ocho horas que deroga una serie de artículos del Código del 
Trabajo, refuerza el poder de los empleadores y no regla-
menta la horas extraordinarias. Esta ley, que vulnera todos 
los convenios de la OIT en materia de tiempo de trabajo, 
suprime la necesidad de consular a las organizaciones sin-
dicales representativas para tomar decisiones sobre el 
tiempo de trabajo y elimina el principio del descanso se-
manal. Además, la pérdida del 50 por ciento del incremento 
por realizar trabajo nocturno y, de forma más general, el 
aumento de la duración del tiempo de trabajo conducen a 
una reducción considerable de los salarios, lo que suma 
más aún en la pobreza a los trabajadores y sus familias. Si 
bien se han reforzado las capacidades de la inspección del 
trabajo en el marco de la asistencia técnica de la OIT, y las 
personas que la integran han recibido formación técnica, el 
mal funcionamiento del Ministerio de Asuntos Sociales y 
del Trabajo y la falta de medios la ponen en una situación 
de desventaja frente a los empleadores. La oradora denun-
ció los incumplimientos del Gobierno por lo referente al 
respeto de los derechos fundamentales en el trabajo y el 
hecho de que éste no respeta sus compromisos relativos a 
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los convenios de la OIT. Pidió que se reactive el proceso 
de reforma del Código del Trabajo respetando totalmente 
el tripartismo. 

Una observadora representante de IndustriALL Global 
Union señaló que para los trabajadores de la industria textil 
haitiana, las normas de la OIT sobre las horas de trabajo y 
la semana de trabajo de 48 horas son, lamentablemente, 
conceptos sin sentido. Se trabajan largas jornadas para so-
brevivir debido a los míseros salarios percibidos. Cuando 
se pagan horas extraordinarias, las tasas establecidas casi 
siempre son inferiores a la tasa legal. El incumplimiento 
por el Gobierno de las normas internacionales y las leyes 
nacionales está dando a las fábricas y a los clientes inter-
nacionales vía libre para robar salarios y menoscabar las 
vidas de algunos de los trabajadores más pobres del mundo. 
La introducción de la nueva Ley sobre el Tiempo de Tra-
bajo, que derogó las normas existentes sobre las horas ex-
traordinarias, el descanso semanal, la tasa de remuneración 
por trabajar los domingos y las tasas por realizar trabajo 
nocturno, sólo empeora las cosas. En mayo de 2017, los 
trabajadores de 22 fábricas textiles se declararon en huelga 
para exigir unos salarios más altos. Docenas de dirigentes 
sindicales y sindicalistas aún deben ser reintegrados, e in-
cluso figuran en listas negras, a pesar de las claras reco-
mendaciones formuladas tras una investigación llevada a 
cabo por el programa Better Work de la OIT. Por último, el 
orador señaló que si no se pagan unos mejores salarios y 
no se respeta más a los trabajadores y los derechos sindica-
les, los convenios de la OIT sobre las horas de trabajo se-
guirán sin aplicarse y no habrá paz social duradera en la 
industria textil de Haití. 

El miembro trabajador del Uruguay estimó que tratar el 
caso del cumplimiento por parte de Haití de los convenios 
sobre tiempo de trabajo desde un punto de vista técnico y 
pedirles a los trabajadores haitianos que se adapten a los 
nuevos tiempos es negar que se trata de una tragedia huma-
nitaria. Opinó que la solución a los problemas reside en el 
diálogo social. Indicó que era necesario ayudar a Haití a 
retomar el camino del diálogo social con el objetivo de lo-
grar el trabajo decente. Solicitó que se tratara el caso de 
Haití desde este enfoque. 

El representante gubernamental tomó nota de las obser-
vaciones y recomendaciones formuladas en un espíritu 
constructivo durante la discusión. Reiteró la voluntad del 
Gobierno de respetar sus compromisos internacionales y de 
proseguir el diálogo en un marco tripartito. Al no haberse 
publicado el decreto de aplicación de la nueva ley, todavía 
es posible encontrar una solución consensuada. El acuerdo 
suscrito entre los interlocutores sociales en marzo de 2018 
es un marco ideal para proseguir las discusiones. El orador 
solicitó la asistencia técnica de la OIT para acompañar este 
proceso.  

Los miembros trabajadores encomiaron la voluntad del 
Gobierno de tomar medidas para poner su legislación rela-
tiva al tiempo de trabajo en conformidad con los convenios 
internacionales, y expresaron la esperanza de que esta vo-
luntad se traduzca en acciones concretas en el terreno. Las 
cuestiones relativas al tiempo de trabajo son esenciales. 
Para hacer que su legislación y sus prácticas sean confor-
mes con los convenios internacionales relativos al tiempo 
de trabajo, convendría que el Gobierno adopte las medidas 
siguientes. En primer lugar, garantizar que se consulte al 
conjunto de los interlocutores sociales representativos a fin 
de revisar la reglamentación relativa al tiempo de trabajo y 
de ponerla en conformidad con los Convenios núms. 1, 14, 
30 y 106. Tras el acuerdo alcanzado en marzo de 2018 con 
los interlocutores sociales para reanudar el diálogo social, 
convendría que la consulta al conjunto de los interlocutores 
sociales tenga lugar en el marco de la interrumpida reforma 

global del Código del Trabajo. Con ello, el Gobierno de 
Haití podrá cumplir su compromiso, contraído en el marco 
del Programa de Trabajo Decente por País 2015-2020, de 
finalizar esta reforma global. Los miembros trabajadores 
invitaron al Gobierno de Haití a reanudar este proceso en 
estrecha colaboración con la OIT. Convendría que el Go-
bierno, con el apoyo del conjunto de los interlocutores so-
ciales, trabaje sobre una serie de puntos. Así, allí donde la 
legislación no incluya excepciones, convendrá aplicar y 
hacer respetar el principio de la jornada de trabajo de ocho 
horas y declarar ilegales las excepciones aplicadas en la 
práctica. Además, convendría introducir nuevamente una 
lista que limite los casos en los que se justifique la realiza-
ción de horas extraordinarias, así como los límites a dicha 
realización. La desaparición en el Código del Trabajo de 
una mención explícita al principio del descanso mínimo se-
manal de veinticuatro horas consecutivas, preferentemente 
coincidentes con los domingos, y que se deberá conceder 
al mismo tiempo a todo el personal de un mismo estableci-
miento, constituye un incumplimiento de las obligaciones 
previstas por los convenios. Por tanto, convendría volver a 
introducir este principio en el Código del Trabajo. El Go-
bierno debe velar por prever, en la legislación y la práctica, 
que se consulte a los interlocutores sociales con respecto a 
todo proyecto de reforma relativo a esos elementos. Con-
vendría eliminar la posibilidad contemplada en la legisla-
ción de que el trabajador y el empleador negocien a título 
individual las excepciones a la duración máxima de la jor-
nada de trabajo. La negociación individual sobre temas tan 
importantes como el tiempo de trabajo es sumamente deli-
cada teniendo en cuenta el carácter fundamentalmente asi-
métrico del contrato de trabajo, ya que el empleador puede 
ejercer su autoridad sobre el trabajador. La eficacia de los 
servicios de inspección es una condición sine qua non para 
que la legislación sobre el tiempo de trabajo se respete en 
la práctica. Convendría, por tanto, dotar a los servicios de 
inspección de personal y recursos materiales y financieros 
suficientes. También es esencial que los inspectores reci-
ban una formación adecuada en lo relativo al tiempo de tra-
bajo y a las normas internacionales. El Gobierno deberá 
respetar y hacer respetar la independencia de los servicios 
de inspección. Convendría igualmente conceder especial 
atención al respeto de la reglamentación sobre el tiempo de 
trabajo en el sector informal y en las zonas francas de ex-
portación, donde está ocupada la gran mayoría de los tra-
bajadores haitianos, en particular velando por que los ser-
vicios de inspección tengan competencia para controlar en 
los mismos la aplicación de la legislación. Este caso de-
muestra que, aunque un gobierno no presente memorias, 
eso no le permite escapar a los órganos de control de la 
OIT. Los miembros trabajadores pidieron al Gobierno que 
someta sus memorias de conformidad con sus obligaciones 
constitucionales. Son inaceptables los casos indicados de 
violencia y de intimidación contra activistas sindicales. 
Los miembros trabajadores insistieron al Gobierno para 
que ponga fin a toda maniobra de intimidación de los re-
presentantes sindicales en Haití, agilice las investigaciones 
e imponga a los autores sanciones efectivas y disuasorias. 
Es importante que los sindicalistas puedan ejercer libre-
mente sus actividades sin temor a represalias. Con el fin de 
poner en práctica todas estas recomendaciones, se exhorta 
al Gobierno a que recurra a la asistencia técnica de la OIT. 
En respuesta a la observación relativa al escaso número de 
ratificaciones de los convenios objeto de examen, supues-
tamente por la falta de flexibilidad de éstos, los miembros 
trabajadores señalaron que esto pone de relieve la necesi-
dad de llevar a cabo una amplia campaña de ratificación de 
estos instrumentos adoptados de forma tripartita a fin de 
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sensibilizar a los Estados Miembros respecto de los princi-
pios recogidos en estas normas, y de que esos instrumentos 
permitan cierta flexibilidad. 

Los miembros empleadores declararon que está claro que 
Haití no es inmune a las realidades de un mundo laboral 
cambiante, que requiere unas medidas reguladoras más 
modernas, flexibles y reactivas. Querían dejar claro que, 
lejos de alentar al Gobierno a no dar cumplimiento a los 
convenios ratificados, Haití debe cumplir todas las obliga-
ciones internacionales contraídas voluntariamente. Desta-
caron que la única manera de que un gobierno eluda el 
cumplimiento de un convenio ratificado es denunciar el 
convenio cuando se abre la vía de la denuncia. Instaron al 
Gobierno a que siga con el proceso de reformas, en cola-
boración con los interlocutores sociales y con la orienta-
ción de la OIT, a fin de cumplir sus obligaciones en virtud 
de los convenios ratificados. Por último, instaron al Go-
bierno a que recurra a la asistencia técnica de la OIT para 
rectificar la situación de grave incumplimiento de sus obli-
gaciones de presentación de memorias. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información suministrada por 
el representante gubernamental y del debate que se celebró a 

continuación. La Comisión expresó su preocupación por una 
serie de disposiciones de la Ley sobre el Tiempo de Trabajo, 
de 2017, que no están de conformidad con los convenios rati-

ficados sobre el tiempo de trabajo. La Comisión tomó nota de 
que no se ha publicado el decreto de aplicación de la nueva ley 
y de que el Código del Trabajo continúa aplicándose. La Co-

misión lamentó tomar nota de que no se ha finalizado la re-
forma integral del Código del Trabajo.  

Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 

Gobierno y la discusión del caso que tuvo lugar a continua-
ción, la Comisión instó al Gobierno a que:  
■ revise, en consulta con las organizaciones más represen-

tativas de empleadores y de trabajadores, la conformi-
dad del Código del Trabajo y de la Ley sobre el Tiempo 
de Trabajo con los convenios de la OIT sobre el tiempo 

de trabajo que han sido ratificados;  
■ fortalezca la inspección del trabajo y otros mecanismos 

de control del cumplimiento pertinentes para velar por 

que los trabajadores se beneficien de la protección que 
brindan los convenios, e  

■ informe a la Comisión de Expertos sobre estas medidas. 

La Comisión insta al Gobierno a que recurra a la asistencia 
técnica de la OIT para abordar estas cuestiones. Asimismo, la 
Comisión exhorta al Gobierno a que transmita sin demora a 

la Comisión de Expertos todas las memorias debidas, y a que 
presente a la siguiente reunión de la Comisión de Expertos, en 
noviembre de 2018, una memoria detallada sobre las medidas 

adoptadas para aplicar estas conclusiones. 
La representante gubernamental declaró que la delega-

ción de su país ha tomado buena nota de las discusiones y 
de las conclusiones adoptadas por la Comisión de la Con-
ferencia y comparte la opinión de la Comisión de Expertos 
formulada en su Estudio General según la cual «la cantidad 
de horas trabajadas y la forma en que estas se distribuyen 
no solo afectan a la calidad del trabajo sino también a la 
vida fuera del lugar de trabajo. Las horas de trabajo y la 
organización del trabajo pueden tener graves consecuen-
cias para la salud física y mental y el bienestar de los tra-
bajadores, así como para su seguridad en el trabajo y du-
rante los trayectos de la casa al trabajo y viceversa, y para 
sus ingresos». Los convenios ratificados por Haití forman 
parte del corpus jurídico interno de conformidad con el ar-
tículo 276-2 de la Constitución haitiana, y por lo tanto están 
por encima de la legislación nacional en la jerarquía nor-
mativa y pueden invocarse sin reserva ante los tribunales. 
En seguimiento de las observaciones de la Comisión de Ex-
pertos acerca de la aplicación de la Ley sobre el Tiempo de 

Trabajo, de 2017, el Estado de Haití prevé celebrar consul-
tas tripartitas para detectar y abordar las principales difi-
cultades encontradas a la hora de aplicar la Ley, y adoptar 
ordenanzas o medidas reglamentarias en las que se indique 
el ámbito de aplicación correspondiente. Por otra parte, el 
Gobierno es consciente del retraso en la finalización del 
proceso de reforma de Código del Trabajo; las discusiones 
se entablaron en la oficina del Primer Ministro y prosegui-
rán en un marco tripartito, con arreglo al Acuerdo de San 
José, de 21 de marzo de 2018, y a las recomendaciones de 
la Oficina. 

Convenio sobre la igualdad de trato (accidentes del trabajo), 

1925 (núm. 19) 

MALASIA – MALASIA PENINSULAR (ratificación: 1957) 

SARAWAK (ratificación: 1964) 

Un representante gubernamental indicó que el Gobierno 
ha tomado nota de las preocupaciones expresadas por la 
Comisión en 2017, así como de las conclusiones de la Co-
misión en la que le pide que restablezca la igualdad de trato 
haciendo extensiva la cobertura del Régimen de la Seguri-
dad Social de los Empleados (ESS) a los trabajadores ex-
tranjeros. De hecho, el Gobierno ha acordado extender la 
protección del ESS, labor que incumbirá a la Organización 
de la Seguridad Social (SOCSO), a los trabajadores extran-
jeros, y el año pasado realizó grandes esfuerzos a tal efecto. 
Sin embargo, dicho proceso debe llevarse a cabo de una 
manera justa y a un ritmo que resulte conveniente tanto a 
los empleadores como a los trabajadores, así como a los 
paneles de seguros, al proveedor de sistemas y a la SOCSO. 
Se necesita cierto tiempo para asegurar una transición sin 
contratiempos de los trabajadores extranjeros al ESS; para 
el establecimiento de mecanismos de aplicación, bases de 
datos y hojas de ruta, y para la organización de reuniones 
de colaboración con las partes interesadas y los interlocu-
tores sociales a fin de dar cabida al cambio. El año pasado, 
el Gobierno adoptó varias medidas para fortalecer y mejo-
rar el Régimen de Indemnización de los Trabajadores 
(WCS) con el objetivo de poner fin al mismo durante un 
período de transición de tres años como máximo. Este pe-
ríodo de transición es necesario habida cuenta de tres fac-
tores principales. En primer lugar, sólo se ha encomendado 
recientemente a la SOCSO el establecimiento del Sistema 
de Seguro de Empleo, y la SOCSO necesita cierto tiempo 
para que los fondos sean sostenibles y para que los asuntos 
administrativos relacionados con el Sistema de Seguro de 
Empleo funcionen correctamente. Además, deberán intro-
ducirse algunas modificaciones a la Ley de Seguridad So-
cial existente. En segundo lugar, existen obligaciones con-
tractuales con los paneles de seguros y el proveedor de sis-
temas del régimen de indemnización electrónica. Por úl-
timo, debe concederse a los empleadores tiempo suficiente 
para adaptarse a los cambios que tendrán lugar al pasar del 
WCS al ESS. A la luz de los recientes cambios producidos 
en el Gobierno, dicho plan de transición se someterá a la 
administración para su examen y aprobación. El Gobierno 
está dispuesto a adoptar medidas inmediatas, que incluyan 
más deliberaciones y una mayor colaboración con los in-
terlocutores sociales. No debería dejarse a ningún trabaja-
dor extranjero sin cobertura para las lesiones tanto profe-
sionales como no profesionales. Incumbe a los Estados 
proteger los derechos de los trabajadores extranjeros y pre-
venir todas las formas de discriminación, pero debería to-
marse nota que el acceso a la atención de salud siempre ha 
estado a disposición de todos los trabajadores, con inde-
pendencia de su situación. El Gobierno apoya plenamente 
los principios de igualdad de trato y está comprometido a 
dar curso a la solicitud de la Comisión para asegurar el ac-
ceso de los trabajadores extranjeros a la indemnización por 
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accidente. El Gobierno ya ha recurrido a la asistencia téc-
nica de la OIT y está dispuesto a estrechar la colaboración 
una vez que el nuevo Gobierno lo solicite y apruebe. Se 
entablarán discusiones y se solicitará asistencia técnica a la 
Oficina sobre la cuestión objeto de examen, con miras a 
establecer mecanismos apropiados para superar cualquier 
problema que pueda surgir. 

Los miembros trabajadores mencionaron que los meca-
nismos de control de la OIT llevan más de dos decenios 
abordando el persistente problema de la igualdad de trato 
de los trabajadores migrantes, en particular con respecto a 
los accidentes del trabajo. Desde 1993, la Comisión de Ex-
pertos examina la cuestión de que los trabajadores extran-
jeros empleados en Malasia por un período de hasta cinco 
años sean transferidos del ESS, que prevé pagos periódicos 
a las víctimas de accidentes del trabajo, al WCS, que sólo 
garantiza el pago de una suma global de una cuantía consi-
derablemente inferior. Reducir la protección que se brinda 
a los trabajadores migrantes contraviene claramente lo dis-
puesto en el artículo 1 del Convenio, que obliga a los Esta-
dos que lo han ratificado a conceder a los trabajadores mi-
grantes que fueren víctimas de accidentes del trabajo ocu-
rridos en su territorio, o a sus derechohabientes, el mismo 
trato que otorgue a sus propios nacionales en materia de 
indemnización por accidentes del trabajo. La Comisión ha 
discutido este caso en múltiples ocasiones, requiriendo la 
extensión de la cobertura del ESS a los trabajadores mi-
grantes y la elaboración, en consulta con los interlocutores 
sociales, de una legislación que garantice la eliminación de 
las prácticas de discriminación entre trabajadores migran-
tes y trabajadores nacionales. También señaló con gran pe-
sar que el Gobierno no ha tomado medidas para poner en 
práctica las conclusiones de la Comisión, ni ha respondido 
a la solicitud expresa de la Comisión de Expertos de pre-
sentar una memoria detallada sobre la aplicación del Con-
venio. Durante muchos años, millones de migrantes se han 
visto afectados por este trato discriminatorio, a pesar de 
que han colmado la considerable escasez de mano de obra 
poco calificada en sectores económicos clave. Se estima 
que entre el 20 y el 30 por ciento de la fuerza de trabajo del 
país está constituida por trabajadores migrantes provenien-
tes de diferentes países, como Indonesia, Myanmar, 
Viet Nam, Filipinas, Tailandia, Camboya y la República 
Democrática Popular Lao. Además de los 2 millones de 
trabajadores migrantes legalmente registrados, también 
hay varios millones de trabajadores migrantes indocumen-
tados. Se estima que entre 1 y 4 millones de trabajadores 
migrantes indocumentados contratados en los trabajos más 
peligrosos no tienen derecho a recibir ninguna indemniza-
ción. Aproximadamente un tercio de los trabajadores de los 
sectores agrícola, manufacturero y de la construcción son 
trabajadores migrantes, los cuales constituyen el 70 por 
ciento de los trabajadores del sector agrícola. Aunque estas 
industrias han aportado 297 000 millones de ringgits 
(63 000 millones de euros), o el 35,7 por ciento de PIB de 
Malasia en 2014, la tasa de accidentes del trabajo en estos 
sectores es sumamente elevada. Según datos oficiales, en-
tre enero y octubre de 2017, el Departamento de Seguridad 
y Salud en el Trabajo registró 1 645 accidentes en el lugar 
de trabajo que causaron incapacidad permanente o tempo-
ral, y 46 accidentes mortales sólo en el sector manufactu-
rero. En el mismo período, 63 trabajadores perdieron la 
vida en el sector de la construcción y 18 trabajadores en el 
sector agrícola. Dado que las estadísticas oficiales sólo tie-
nen en cuenta los accidentes investigados, se estima que el 
número real de accidentes del trabajo es incluso mayor. A 
pesar de estas terribles cifras y de la enorme contribución 
de los trabajadores migrantes al crecimiento económico y 
al desarrollo de Malasia a lo largo de los años, el Gobierno 
sigue denegando un trato igual y equitativo a los trabajado-

res migrantes. Si en virtud del ESS un trabajador con lesio-
nes permanentes tiene derecho a una prestación periódica 
en metálico equivalente al 90 por ciento de su «salario dia-
rio medio supuesto» (artículo 22, b) y cuarto anexo de la 
Ley de Seguridad Social), los trabajadores migrantes con 
lesiones permanentes que se encuentran en la misma situa-
ción sólo tienen derecho al pago de una suma única global 
de tan sólo 62 meses de salario o 23 000 ringgits (aproxi-
madamente 4 900 euros), con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 8 de la Ley de Indemnización de los Trabajadores 
(WCA). El pago de una suma global en lugar de pagos pe-
riódicos representa de por sí una diferenciación en la cali-
dad de la protección brindada, como muestran las pruebas 
globales existentes. Además, el nivel del pago de una suma 
global efectuado a los trabajadores migrantes es una mera 
fracción de la cuantía a la que tienen derecho los trabaja-
dores malasios que se encuentran exactamente en la misma 
situación. Una simulación actuarial realizada por la OIT es-
timó que un trabajador nacional tiene derecho a percibir un 
total de 425 000 ringgits, con pagos periódicos calculados 
como una suma global. Según dicha simulación, los traba-
jadores migrantes tienen derecho a unos 23 000 ringgits, lo 
que significa que sólo pueden beneficiarse del 5,4 por 
ciento de las prestaciones a las que pueden acceder los tra-
bajadores malasios. Este nivel de discriminación entre tra-
bajadores en el siglo XXI es, como poco, impactante y la-
mentable.  

Con respecto a la atención de salud, los trabajadores ma-
lasios tienen derecho a un tratamiento gratuito de las lesio-
nes en cualquier clínica u hospital público, corriendo los 
gastos médicos a cargo del fondo del ESS. En el marco del 
WCS, el empleador asume los gastos médicos por lesiones 
profesionales, lo cual expone a los trabajadores migrantes 
a posibles abusos, ya que los empleadores pueden negarse 
a pagar el tratamiento necesario. Además, los trabajadores 
migrantes sólo pueden reclamar la devolución de los gastos 
médicos después de haberse recuperado totalmente e, in-
cluso entonces, suelen tardar varios meses en ser reembol-
sados, lo cual los deja, entre tanto, sin medios de subsisten-
cia. Los trabajadores migrantes indocumentados corren el 
riesgo de ser detenidos mientras tratan de acceder al trata-
miento médico. Además, un trabajador nacional que sufre 
una lesión en el lugar de trabajo que le ocasiona una inca-
pacidad temporal para trabajar de al menos cuatro días 
tiene derecho a unas prestaciones por discapacidad tempo-
ral equivalentes al 80 por ciento de su salario. Los trabaja-
dores migrantes incapacitados temporalmente debido a una 
lesión en el lugar de trabajo, sólo tienen derecho a pagos 
quincenales equivalentes a un tercio de su salario mensual. 
Cabe señalar que los trabajadores migrantes están sujetos a 
otras formas de trato desigual. Como señaló la Comisión en 
2016 en su examen de la aplicación en el país del Convenio 
sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 
1949 (núm. 98), los trabajadores migrantes siguen enfren-
tándose a algunos obstáculos prácticos para la negociación 
colectiva, en particular a causa de la inseguridad de los con-
tratos de trabajo y a la vulnerabilidad debida a la discrimina-
ción antisindical. Además, los 300 000 o 400 000 trabajado-
res migrantes que están empleados en Malasia siguen sin go-
zar de la protección laboral básica reconocida por la legisla-
ción nacional y se enfrentan a condiciones de trabajo abusi-
vas, registrándose incluso casos de trabajo forzoso. El Go-
bierno ha adoptado medidas severas en lo que respecta a 
los trabajadores migrantes indocumentados. En julio de 
2017 las autoridades de Malasia arrestaron a más de 3 300 
de esos trabajadores que no se habían registrado para obte-
ner una tarjeta de cumplimiento (E-card o Enforcement 
Card). Por miedo a ser detenidos y deportados, muchos tra-
bajadores migrantes se han escondido, lo que limita enor-
memente su acceso a la protección que se brinda a los tra-
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bajadores. Los miembros trabajadores expresaron su pro-
funda preocupación por la situación de los trabajadores mi-
grantes, que constituyen una buena parte de la población 
activa del país. A pesar de numerosos debates entablados 
en la Comisión y del asesoramiento técnico prestado por la 
OIT, hasta la fecha no se han materializado las medidas 
anunciadas por el Gobierno en sus declaraciones. Instaron 
con la mayor insistencia al Gobierno a que ponga su legis-
lación y las instituciones de la seguridad social en confor-
midad con el Convenio y a que garantice efectiva y rápida-
mente la igualdad de trato entre los trabajadores migrantes 
y los trabajadores nacionales con respecto a las lesiones 
profesionales. En tanto que parte en el Acuerdo Amplio y 
Progresivo de Asociación Transpacífica (CPTPP), Malasia 
tiene la obligación de emprender reformas legislativas para 
eliminar todas sus disposiciones discriminatorias. El nuevo 
Gobierno ha renovado el compromiso de Malasia de llevar 
a cabo esas reformas necesarias. Los miembros trabajado-
res confiaron en que el Gobierno honre plenamente sus 
compromisos adoptando medidas rápidas y concretas para 
eliminar todas las formas de discriminación contra los tra-
bajadores migrantes. 

Los miembros empleadores mencionaron que la Comisión 
de Expertos ha formulado numerosas observaciones du-
rante varios años. Además de las cuestiones técnicas plan-
teadas por los miembros trabajadores, es importante tener 
en cuenta el contexto de la situación. Malasia está com-
puesta de 13 estados federales y 3 territorios federales, di-
vididos en dos regiones. La gobernanza del Estado se di-
vide entre los gobiernos federal y estatal, mientras que la 
administración directa de los territorios federales incumbe 
al gobierno federal. Cabe señalar en particular que los Es-
tados de Malasia Oriental (Sabah y Sarawak) tienen políti-
cas y controles de inmigración independientes, y una con-
dición de residencia particular. Se requieren visados para 
viajar entre dos estados o entre cualquier estado y Malasia 
Peninsular, lo que plantea una serie de problemas, también 
en términos de administración de los regímenes a nivel na-
cional. La situación que condujo a la discusión del caso co-
menzó en 1993, cuando se transfirió a los trabajadores ex-
tranjeros del ESS, que preveía pagos periódicos a las vícti-
mas de accidentes del trabajo, al WCS, que sólo garantiza 
el pago de una suma global en concepto de indemnización 
por accidentes del trabajo. Con el transcurso de los años, 
los órganos de control han expresado su preocupación por 
las diferencias que existen en dichos regímenes, las cuales 
han sido señaladas por los trabajadores. Debe acogerse con 
agrado la intención del Gobierno de llevar a cabo reformas 
y armonizar o volver a armonizar las disposiciones aplica-
bles a los trabajadores extranjeros con el régimen existente 
para los trabajadores nacionales. Sin embargo, los miem-
bros empleadores también tomaron nota de que, ya en 
2011, el Gobierno indicó que un comité técnico dentro del 
Ministerio de Recursos Humanos integrado por todas las 
partes interesadas consideró las tres opciones siguientes: 
1) la extensión del ESS para cubrir a los trabajadores ex-
tranjeros; 2) la creación de un régimen especial para traba-
jadores extranjeros en el ESS, y 3) la elevación del nivel de 
las prestaciones del WCS a un nivel equivalente a las del 
ESS. Ésta no es la primera vez que el Gobierno propor-
ciona información en la misma línea, y hasta el momento 
no se prevé ninguna acción concreta. Cabe señalar que el 
Gobierno ha expresado su voluntad y compromiso para 
abordar la situación ante la presente Comisión.  

Los miembros empleadores eran conscientes de que in-
troducir estos cambios es más fácil en la teoría que en la 
práctica, habida cuenta de los retos que se plantean. En el 
ESS, se exige a los trabajadores que coticen un mínimo de 
24 meses antes de que ellos o su familia puedan recibir nin-
guna prestación de este régimen en caso de accidentes del 
trabajo o de enfermedades profesionales. Los trabajadores 

extranjeros a menudo no llevan suficiente tiempo en el país 
para poder acceder a dichas prestaciones, mientras que en 
el marco del WCS están cubiertos inmediatamente en caso 
de accidentes del trabajo o de enfermedades profesionales. 
Si bien existen diferencias en términos de indemnización 
monetaria tal como indican los trabajadores, también de-
ben tomarse en consideración otros componentes. Dado 
que a los trabajadores extranjeros se les suele contratar por 
menos de 24 meses, es evidente que el ESS no es adecuado 
para ellos, al menos en su forma actual. Teniendo en cuenta 
el gran número de trabajadores migrantes interesados y la 
alta tasa de accidentes registrada entre ellos, lograr el obje-
tivo de la equidad requiere conciliar tres factores principa-
les: en primer lugar, las dificultades administrativas y prác-
ticas que han obstaculizado la igualdad de trato de los tra-
bajadores migrantes, entre las que se cuenta que éstos sue-
len estar en Malasia para realizar un trabajo vinculado con 
un proyecto concreto, por lo general menos de 24 meses. 
Asimismo, si quedan incapacitados como consecuencia de 
un accidente del trabajo, se les suele repatriar, por lo que el 
pago de una indemnización resulta difícil por motivos ad-
ministrativos. En segundo lugar, se plantea la cuestión de 
si el Convenio exige o no la igualdad de trato absoluta. Lo 
que realmente exige el Convenio es que los trabajadores 
deben recibir el mismo trato, lo que a menudo no es posible 
por razones prácticas. Esto plantea la cuestión de una inter-
pretación más general, por ejemplo, si el trato de igual va-
lor es exactamente tan aceptable como el mismo trato. En 
tercer lugar, independientemente de la interpretación ele-
gida, y dado que el ESS es difícil de aplicar a los trabaja-
dores que no se encuentran en el país durante el período 
mínimo de tiempo requerido, es esencial determinar la 
equivalencia actuarial del pago de una suma global a los 
trabajadores migrantes previsto en el WCS con el valor de 
los pagos periódicos. La comparación entre el valor de los 
pagos periódicos y el del pago de una suma global es una 
cuestión particularmente delicada y técnica. Dependiendo 
de la respuesta, es posible que el WCS se considere una 
manera válida de gestionar las prestaciones por accidentes 
del trabajo y por invalidez para los trabajadores extranjeros 
en Malasia. Esto puede requerir el ajuste del pago. Sin em-
bargo, la cuantía de la prestación no es la única considera-
ción; también es importante la cobertura. El ESS se aplica 
únicamente a los accidentes del trabajo (incluidos los ocu-
rridos en el desplazamiento entre el hogar y el trabajo) que 
se traducen en al menos cuatro días de licencia por enfer-
medad, mientras que el WCS no contempla restricciones 
de este tipo. En lo que respecta a la cobertura, se considera 
que el WCS es más favorable a los trabajadores extranjeros 
que el ESS a los nacionales. Otros Estados Miembros con 
jurisdicciones federales/estatales se enfrentan a retos 
análogos. Éste es sin duda el motivo por el que algunos de 
estos Estados no ratifican los convenios a menos que sus 
leyes federales exijan el cumplimiento por los Estados. Sin 
embargo, ya que puede considerarse que no entra dentro 
del mandato de la Comisión pedir que un Estado Miembro 
cambie sus estatutos, debería reconocerse que es improba-
ble que una solución a este problema sea aplicar el sistema 
nacional directamente a los trabajadores migrantes. En su 
lugar, debería hallarse una solución híbrida para alcanzar 
un resultado sostenible, teniendo en cuenta los retos prác-
ticos que se plantean. Como conclusión, la Comisión debe-
ría reconocer el compromiso del Gobierno de realizar pro-
gresos en lo que respecta a esta cuestión, y el compromiso 
con el valor de la equivalencia. El Gobierno debería elabo-
rar planes y establecer procesos a la mayor brevedad que 
indiquen cómo pretende realizar progresos.  

El miembro trabajador de Malasia declaró que Malasia es 
un país importante de destino para los trabajadores migran-
tes de Asia. Hay aproximadamente 2 millones de trabaja-
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dores migrantes regularizados, aunque se estima que exis-
ten unos 4 millones de trabajadores migrantes en situación 
irregular, sin que se disponga todavía de cifras precisas res-
pecto a estos últimos. La Comisión examinó este caso por 
primera vez en 1996, después de que los trabajadores mi-
grantes empeoraran sus coberturas sociales al pasar del 
ESS al WCS, en 1993. La indemnización por accidente del 
trabajo pagada a los trabajadores migrantes ha seguido 
siendo abiertamente desigual. Por ejemplo, en el marco del 
ESS, los trabajadores nacionales reciben indemnizaciones 
en caso de discapacidad temporal y de invalidez perma-
nente. Además, se benefician de prestaciones adicionales 
como las prestaciones médicas, la indemnización por nece-
sidad de asistencia constante de una tercera persona, la 
rehabilitación profesional, y prestaciones por personas a 
cargo por gastos de sepelio o de educación. Por otra parte, 
los trabajadores migrantes tienen derecho a un pago único 
en virtud de un régimen de seguros que corresponde a una 
póliza que los empleadores deben costear, aunque dicho 
pago está condicionado a que procedan de este modo. En 
caso de accidente mortal o de discapacidad permanente su-
fridos durante sus horas de trabajo, las prestaciones que re-
ciben oscilan únicamente entre 2 500 y 6 281 dólares de los 
Estados Unidos. Los trabajadores migrantes también tienen 
derecho a exiguas sumas por tratamiento médico y a apro-
ximadamente 1 206 dólares de los Estados Unidos por re-
patriación y gastos de sepelio. Si los trabajadores migrantes 
tienen algún accidente fuera de sus horas de trabajo, deben 
acreditar discapacidad permanente para obtener una pres-
tación de un seguro que cubra supuestamente su pérdida de 
salario, una indemnización, el costo del tratamiento y la re-
patriación. Los trabajadores migrantes de Malasia son em-
pleados con frecuencia en trabajos peligrosos sin facilitar-
les equipo de protección o formación suficientes, y suelen 
vivir en condiciones penosas. Se ha documentado una ele-
vada incidencia de accidentes en el trabajo y en el despla-
zamiento del hogar al trabajo, y los sectores en los que se 
ha registrado el número más elevado de lesiones y muertes 
son la manufactura, la construcción y la agricultura, todos 
ellos sectores donde predominan los trabajadores migran-
tes como mano de obra. En 2018, la muerte de tres trabaja-
dores migrantes llamó la atención de los medios de comu-
nicación. Entre ellos, Adelina, una muchacha de 28 años 
de edad, falleció, en febrero de 2018, en Taman Kota Per-
mai Bukit Mertajam, como consecuencia de abusos. El in-
forme forense reveló que la víctima había muerto por insu-
ficiencias en varios órganos, y la policía no descartó la po-
sibilidad de que, además de haber sido maltratada y gol-
peada, se hubiera desatendido la salud de la trabajadora do-
méstica, entre otros motivos a causa de una alimentación y 
un alojamiento deficientes durante un par de meses. Su fa-
milia recibió una suma por una cuantía equivalente a tres 
años de salario atrasado y una indemnización que incluyó 
los costos de repatriación y gastos de sepelio. Además, un 
trabajador migrante indio documentado, Sr. Lathif, de 
22 años de edad, que trabajaba en Malasia desde enero de 
2018, sufrió un accidente mientras trabajaba en una plan-
tación de aceite de palma al volcar un tractor y quedar atra-
pado debajo. Falleció en mayo de 2018 como consecuencia 
de las graves lesiones que sufrió. Todavía no se ha pagado 
a la familia la escasa indemnización que se le debe. Ade-
más, Haironnissa, una trabajadora migrante indonesa falle-
ció a causa de unas fiebres altas contraídas mientras traba-
jaba. El médico del equipo clínico que la atendió se negó a 
transferirla a un hospital para que siguiera su tratamiento. 
Su supervisor y su jefe de servicio tampoco la ayudaron, y 
la mujer murió después de que sus padres se la llevaran de 
vuelta a Indonesia. Hay un proceso pendiente para que se 
investigue a la empresa. Desde enero de 2018, el Congreso 
de Sindicatos de Malasia (MTUC) ha tenido noticia de 

42 casos relativos a enfermedades profesionales de traba-
jadores migrantes. El 60 por ciento de estos trabajadores 
han sido objeto de una reducción de sus salarios, no han 
podido acceder con facilidad a tratamiento médico y no 
pueden trabajar. No se han adoptado medidas para aplicar 
los objetivos del Undécimo Plan de Malasia (2016-2020), 
a saber: 1) elaborar y aplicar una política integral de inmi-
gración y empleo para los trabajadores migrantes; 2) cola-
borar con los mandantes tripartitos, y 3) proporcionar a la 
Comisión de Expertos la memoria detallada que se solicitó 
en 2011 y 2017. Ésta es la quinta vez desde 1996 en que la 
Comisión examina el incumplimiento del Convenio por el 
Gobierno. Mientras esta cuestión sigue pendiente, peligra 
la vida, la integridad física y la seguridad de los trabajado-
res migrantes. Tras 60 años en el poder, el antiguo Go-
bierno ha sido sustituido. El nuevo Gobierno debería sub-
sanar los errores cometidos y restaurar sin demora la igual-
dad de trato de los trabajadores migrantes, de conformidad 
con el Convenio y siguiendo las recomendaciones de la Co-
misión de Expertos. 

El miembro empleador de Malasia tomó nota de que, en la 
actualidad, los trabajadores extranjeros en Malasia están 
asegurados en el marco del WCS, establecido en virtud de 
la WCA. Este régimen ha venido funcionando bien, ya que 
proporciona a los trabajadores numerosas prestaciones, 
como el pago de una suma global en caso de lesión o de 
muerte, pagos por lesiones sufridas en el lugar de trabajo y 
un pago por repatriar el cadáver al país de origen en caso 
de fallecimiento. De igual modo, el Ministerio del Trabajo 
está facultado para evaluar con rapidez las reclamaciones 
de indemnización de los trabajadores, recibir los pagos de 
la respectiva empresa de seguros y efectuar el desembolso 
de las indemnizaciones a las personas a cargo de los traba-
jadores fallecidos. Por último, la prima de seguro en el 
marco del WCS, que oscila entre los 68 y los 72 ringgits 
por trabajador y año, corre totalmente a cargo de los em-
pleadores. Más concretamente, los tipos de prestaciones y 
de indemnización en el marco del WCS son los siguientes: 
1) en el caso de discapacidad temporal: pagas quincenales 
de hasta 165 ringgits durante un período de cinco años; 
2) en el caso de discapacidad total permanente: pagos por 
una cuantía equivalente al salario durante 60 meses, o 
23 000 ringgits (la que sea inferior de las dos); si hay nece-
sidad de asistencia personal constante, se añadirá otro 
25 por ciento a la indemnización; 3) en el caso de discapa-
cidad parcial permanente: un porcentaje de 23 000 ringgits 
según el grado de discapacidad física o de pérdida de capa-
cidad de ingresos; 4) en el caso de fallecimiento ocurrido 
durante el trabajo o en el desplazamiento del hogar al tra-
bajo: pagos por una cuantía equivalente al salario durante 
60 meses o 18 000 ringgits (la que sea inferior de las dos); 
5) en el caso de fallecimiento o de discapacidad total per-
manente: 23 000 ringgits, y 6) gastos de repatriación por 
fallecimiento o discapacidad total permanente: 
4 800 ringgits. Teniendo en cuenta esas prestaciones y la 
cobertura por accidentes, resulta irónico que la Comisión 
haya insistido en múltiples ocasiones en proteger a los tra-
bajadores cubiertos por la SOCSO sin examinar si esto re-
dunda realmente en beneficio de los trabajadores extranje-
ros. Por ejemplo, la cobertura del régimen de accidentes del 
trabajo se limita a las lesiones profesionales en el lugar de 
trabajo que incluyen las lesiones en los desplazamientos 
del hogar al trabajo, las cuales deben cumplir el criterio de 
que la licencia por enfermedad derivada de una lesión pro-
fesional ha de ser de al menos cuatro días de no disponibi-
lidad para el trabajo, frente al régimen del WCS, que con-
templa 24 horas para la cobertura. En vista de lo anterior, 
si bien el examen de la Comisión se basa en cuestiones téc-
nicas de igualdad de trato, debe comprenderse que poner a 
los trabajadores bajo la cobertura de la SOCSO va en de-
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trimento de ellos. La insistencia de la Comisión en exami-
nar el presente caso hará que, a la postre, los trabajadores 
extranjeros estén cubiertos por el régimen de accidentes del 
trabajo aplicable únicamente a las lesiones profesionales en 
el lugar de trabajo, y no por el WCS, que prevé 24 horas 
para la cobertura con la lista de prestaciones antes enume-
radas que sin duda son superiores y más beneficiosas que 
las prestaciones al amparo del régimen de accidentes del 
trabajo de la SOCSO. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miembros, 
así como de Montenegro, Bosnia y Herzegovina, y de los 
Estados miembros de la Asociación Europea de Libre Co-
mercio (AELC) y del Espacio Económico Europeo, de-
claró que el Acuerdo de Asociación y Cooperación UE-
Malasia concluido hace dos años ha fortalecido la coope-
ración bilateral con la UE y abarca una gran variedad de 
ámbitos, incluidos los derechos humanos y la cooperación 
sectorial en lo que respecta al trabajo y al empleo. Sin em-
bargo, es sumamente lamentable que el caso ya se discu-
tiera el año anterior en la Comisión y que el trato discrimi-
natorio de los trabajadores extranjeros sea una cuestión de 
larga data que persiste desde 1993, a pesar de los reiterados 
llamamientos de la Comisión para poner fin a esta práctica. 
Dado que el Gobierno no ha presentado la memoria deta-
llada solicitada por la Comisión, la oradora se vio obligada 
a reiterar los mismos comentarios del año anterior: los tra-
bajadores migrantes aportan muchas calificaciones necesa-
rias y realizan contribuciones valiosas al desarrollo econó-
mico y social de Malasia y, con frecuencia, desempeñan 
trabajos considerados indeseables por los nacionales. No 
obstante, su contribución no suele estar plenamente reco-
nocida, y siguen siendo vulnerables a las condiciones pre-
carias, las prácticas abusivas o el trato desigual, entre otras 
cosas, a un mayor riesgo de accidente y a problemas de sa-
lud. Por consiguiente, la oradora instó al Gobierno a que 
adopte medidas urgentes para extender el régimen de segu-
ridad social de los trabajadores nacionales a los trabajado-
res extranjeros, para poner fin a tales prácticas discrimina-
torias y garantizar la igualdad de trato de los trabajadores 
extranjeros, en particular con respecto a la indemnización 
por accidentes del trabajo. Por último, la oradora reiteró el 
compromiso de la UE con una colaboración constructiva y 
la creación de alianzas con Malasia.  

El miembro gubernamental de Tailandia, hablando en 
nombre de los Estados Miembros de la Asociación de Na-
ciones de Asia Sudoriental (ASEAN), acogió con satisfac-
ción los progresos realizados por el Gobierno y su buena 
voluntad para extender el régimen de seguridad social a los 
trabajadores extranjeros, así como las pocas acciones em-
prendidas para realizar progresos. Debería alentarse al Go-
bierno a proseguir sus esfuerzos para cumplir el Convenio, 
especialmente para garantizar la igualdad de trato de los 
trabajadores extranjeros respecto de la indemnización por 
accidentes. La Comisión debería considerar los esfuerzos 
desplegados por el Gobierno. 

La miembro trabajadora de los Estados Unidos recordó 
que en Malasia existen dos sistemas distintos de indemni-
zación de los trabajadores: uno para los malasios y otro 
para los trabajadores migrantes registrados. Los trabajado-
res migrantes que no están registrados no tienen ningún 
tipo de cobertura de indemnización por accidentes, aunque 
superan en número a los trabajadores migrantes registrados 
en una proporción aproximada de dos a uno. Si se adopta 
una actitud sarcástica al respecto, se puede decir que en 
realidad existen tres sistemas en Malasia: el ESS, el WCS 
y nada en absoluto. Los empleadores no tienen ninguna 
obligación de rendir cuentas cuando compran el seguro de 
indemnización de los trabajadores: si un empleador no 
compra ningún seguro o compra un seguro inadecuado o 
un seguro con exclusiones (por ejemplo, para lesiones que 

se producen sin el equipo de protección adecuado), el único 
que se ve perjudicado es el trabajador que se lesiona. Ade-
más, el registro de los trabajadores migrantes está vincu-
lado con empleadores específicos. Si un trabajador se le-
siona mientras trabaja para otro empleador, no sólo no vol-
verá a beneficiarse de la cobertura del WCS, sino que ade-
más correrá el riesgo de ser detenido en caso de que busque 
atención médica, y de ser deportado. El WCS establece un 
límite máximo para los pagos de sumas globales, que los 
empleadores utilizan indebidamente. Por ejemplo, un tra-
bajador nepalés del sector de la construcción tuvo un acci-
dente en el lugar de trabajo a raíz del cual perdió cuatro dedos. 
Los gastos médicos ascendieron a más de 25 000 ringgits, que 
la póliza de seguro cubrió. Su empleador no sólo utilizó la 
totalidad del pago de la suma global para pagar dichos gas-
tos, sino que además ahora está cobrando al trabajador los 
gastos superiores al valor de la póliza. El trabajador de he-
cho estaba pagando los gastos médicos en lugar de ser in-
demnizado por ellos. Lamentablemente, en el marco del 
WCS, se trata de uno de los casos hipotéticos «más opti-
mistas», ya que el empleador de ese trabajador adquirió una 
póliza de seguro por el monto máximo. Debido a la ausen-
cia de inspecciones del trabajo, no hay ninguna forma de 
exigir que los empleadores rindan cuentas por el cumpli-
miento de las garantías mínimas establecidas en la WCA, 
que ya viola de por sí el Convenio y no cubre dos tercios 
de la mano de obra migrante del país. Tampoco hay forma 
de que los trabajadores puedan presentar quejas por recibir 
un seguro inadecuado y, en particular, de que lo puedan 
hacer sin temor a sufrir represalias. La existencia de dos 
sistemas de indemnización por accidentes para los nacio-
nales y para los trabajadores migrantes no sólo es una dis-
criminación patente y una violación del Convenio, sino que 
además permite explotar a dichos trabajadores. La WCA es 
un medio legal para negarse a hacerse cargo de los trabaja-
dores que se lesionan en el trabajo y más bien resulta con-
veniente para eludir las obligaciones una vez se paga la 
suma global. Éste es el tipo de explotación que se procura 
eliminar en el marco del Convenio. 

El miembro trabajador de Singapur señaló que, si bien las 
leyes no discriminan explícitamente a los trabajadores mi-
grantes, en la práctica, sus derechos no están plenamente 
protegidos debido a la inacción del Gobierno. Cabe citar 
varios ejemplos al respecto. En primer lugar, de conformi-
dad con la Ley sobre el Fondo de Previsión de los Emplea-
dos, de 1991 (Ley núm. 452), las cotizaciones al mencio-
nado Fondo son obligatorias, mientras que para los traba-
jadores migrantes son voluntarias. Además, únicamente se 
puede retirar el dinero ahorrado de los trabajadores en caso 
de muerte, de incapacidad física o mental, o si éstos regre-
san a su país de origen. En segundo lugar, con arreglo a la 
Ley de Sindicatos, de 1959 (Ley núm. 262), los trabajado-
res malasios pueden organizarse y constituir sindicatos, 
mientras que los trabajadores migrantes sólo pueden ejer-
cer este derecho si sus empleadores no se oponen a ello. 
Además, el Ministerio del Interior ha impuesto una prohi-
bición absoluta a dichos trabajadores que no les permite 
afiliarse a ningún tipo de asociación. En tercer lugar, en 
virtud de la Ley sobre el Empleo, de 1955, todos los traba-
jadores deben tener un contrato de trabajo en el que se in-
dique claramente el nombre del empleador. Sin embargo, 
los trabajadores migrantes se ven afectados por la falta de 
contratos de trabajo, o de contratos con condiciones menos 
favorables que son pactadas antes de dejar su país de ori-
gen. Algunos empleadores no renuevan el permiso de los 
trabajadores, lo que da lugar a que los migrantes pierdan su 
condición legal. Asimismo, los trabajadores migrantes se 
enfrentan a problemas relacionados con el derecho de ne-
gociación colectiva, el impago de los salarios, los despidos 
improcedentes y la falta de equipo de protección en el lugar 
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de trabajo. El orador mencionó una queja pendiente de so-
lución que se había presentado ante una dirección regional 
de trabajo, la cual se refería a un trabajador nepalés que se 
había lesionado, no había recibido ningún salario durante su 
período de licencia por motivos médicos y había tenido que 
pagar sus gastos médicos. Si no pagaba 3 000 ringgits a la 
agencia de colocación, no podía volver a su país. A raíz de 
una investigación llevada a cabo por la mencionada direc-
ción, se han detectado varias violaciones de la legislación 
laboral. Los trabajadores migrantes son víctimas, cada día, 
de las prácticas discriminatorias descritas anteriormente. 
Considerando que la cuestión examinada en el marco del 
Convenio sigue sin resolverse durante más de 20 años, el 
orador instó al Gobierno a que restituya a los trabajadores 
migrantes la cobertura de la SOCSO y a que vele por la 
igualdad de trato y por la protección de dichos trabajadores. 

La miembro trabajadora de Australia afirmó que el hecho 
de que los derechos de indemnización sean considerable-
mente inferiores en el caso de los trabajadores migrantes 
constituye un incumplimiento directo del Convenio y sigue 
siendo muy preocupante. Según las estimaciones, existen 
entre 4 y 6 millones de trabajadores migrantes en Malasia, 
a muchos de los cuales se los contrata recurriendo a la sub-
contratación o a agencias de colocación entre las más de 
2 000 agencias que existen únicamente en Malasia. Como 
consecuencia de los cambios legislativos, los trabajadores 
migrantes son ahora empleados de esas agencias y no de 
los empleadores para los que trabajan, y las agencias se en-
cargan de la documentación legal. Pese a su condición de 
ilegales, muchos trabajadores migrantes se enfrentan a la 
servidumbre por deudas. La retención de pasaportes es una 
práctica común y la trata de personas es cada vez más fre-
cuente. En el Informe de Amnistía Internacional de 2010 
se indica que los trabajadores migrantes dependen conside-
rablemente de las agencias porque, si dejan su trabajo o si 
la agencia los despide, su condición jurídica cambia y pa-
san a ser ilegales. Haciendo referencia al ejemplo de un tra-
bajador migrante nepalés empleado por una agencia de co-
locación que desconocía el nombre de su empleador y que 
interpuso una queja por un problema relacionado con una 
indemnización por accidente, la oradora destacó que el ré-
gimen actual merma la transparencia del proceso cuando 
un trabajador migrante se lesiona. La subcontratación tam-
bién limita la capacidad de los servicios de la inspección 
del trabajo, que ya de por sí realizan muy pocas inspeccio-
nes. A pesar de que se ha ofrecido al Gobierno la asistencia 
técnica de la OIT en ocasiones anteriores, éste sigue incum-
pliendo el Convenio. 

El miembro trabajador de Indonesia, hablando en nombre 
del Sindicato de Bienestar de los Trabajadores de Indone-
sia (IWWU, Indonesia), la Confederación del Trabajo de 
Camboya (CLC, Camboya), la Confederación de Sindica-
tos de Myanmar (CTUM), la Federación Coreana de Sin-
dicatos (FKTU), la Confederación de Sindicatos de Corea 
(KCTU, Corea), la Federación de Trabajadores Libres 
(FFW) y la Central de Trabajadores Unidos y Progresistas 
(SENTRO, Filipinas), subrayó que, a pesar del papel pri-
mordial que desempeñan los trabajadores migrantes en el 
desarrollo de la región de Asia Sudoriental, a menudo son 
víctimas de abusos. Malasia se ha beneficiado enorme-
mente del empleo de trabajadores migrantes en varios sec-
tores económicos importantes como la manufactura, la 
construcción y las plantaciones. Sin embargo, la situación 
relativa a los trabajadores migrantes, en particular en rela-
ción con la indemnización por accidentes del trabajo, no se 
ajusta al Convenio y se deberían adoptar medidas más 
apropiadas y drásticas. La alta incidencia de accidentes y 
muertes en el trabajo de trabajadores migrantes en Malasia 
suscita una gran preocupación. En un acto paralelo a la ac-
tual Conferencia Internacional del Trabajo, las organiza-
ciones sindicales interregionales (Asia Pacífico, África, 

América, Estados Árabes, Asia Sudoriental y Asia Meri-
dional) han firmado un memorando de entendimiento con 
el objeto de aunar y coordinar esfuerzos a fin de promover 
la protección de los trabajadores migrantes en la región. En 
la ceremonia de firma de este memorando de entendi-
miento, el Director General expresó el compromiso de la 
OIT de apoyar esta iniciativa. El Gobierno debería mostrar 
un compromiso similar para asegurar que las cuestiones re-
lativas a los trabajadores migrantes se aborden de manera 
efectiva. 

El representante gubernamental declaró que todos los co-
mentarios formulados durante la discusión se considerarán 
seriamente, ya que ayudarán al Gobierno a mejorar la si-
tuación del país. Se trata de lograr el apoyo de los miem-
bros empleadores y trabajadores del país, especialmente de 
los últimos, para que actúen como catalizadores con miras 
a la consecución de la transferencia de la protección de los 
trabajadores extranjeros por parte del ESS. La gestión del 
bienestar de los trabajadores extranjeros siempre ha sido 
una prioridad del Gobierno, como prevé el Undécimo Plan 
de Malasia (2016-2020). El Gobierno se comprometió con 
esta prioridad, a pesar de los recientes cambios en la admi-
nistración, y garantizará que la calidad de la protección de 
todos los trabajadores del país esté en consonancia con las 
normas internacionales del trabajo, especialmente con los 
convenios ratificados por el país. El Gobierno acordó am-
pliar la cobertura del ESS a los trabajadores extranjeros, lo 
cual se haría de manera progresiva y con precaución. El 
orador concluyó asegurando el pleno y unánime compro-
miso del Gobierno de desplegar esfuerzos encaminados a 
garantizar que Malasia se adhiera a los principios del Con-
venio. 

Los miembros empleadores declararon que las principales 
cuestiones planteadas durante la discusión giran en torno a 
las diferentes prestaciones a las que tienen derecho los tra-
bajadores extranjeros y los trabajadores nacionales, así 
como a una serie de problemas prácticos relacionados con 
el restablecimiento del principio de igualdad de trato entre 
éstos y aquéllos. Se expusieron los numerosos casos y si-
tuaciones que pueden afectar a los trabajadores extranjeros 
documentados e indocumentados. El Gobierno debe afron-
tar estos retos en cooperación con los interlocutores socia-
les. También debe considerar seriamente la manera en que 
abordará la situación de los diferentes trabajadores extran-
jeros que han sufrido lesiones, que se encuentran en una 
situación desesperada y que no tienen derecho a acceder a 
las prestaciones de la seguridad social. Estas situaciones no 
sólo ocurren en Malasia, sino también en otros muchos paí-
ses, pero no por ello deben dejar de considerarse los casos 
de las personas afectadas. Los órganos de control de la OIT 
han planteado las cuestiones relacionadas con este caso en 
numerosas ocasiones, por lo que la Comisión debe ser rea-
lista y reconocer que los cambios no serán inmediatos. Si 
bien ya se ha escuchado el compromiso del Gobierno en 
ocasiones anteriores, el nuevo Gobierno ha expresado su 
firme confianza en que logrará resultados. Entre las obliga-
ciones derivadas del compromiso suscrito en el CPTPP y 
del Convenio, el Gobierno sólo puede mirar hacia adelante. 

Los miembros trabajadores declararon que la Comisión 
había discutido sobradamente la persistente cuestión de 
larga data en su reunión anterior, incluso el año pasado, y 
había instado sistemáticamente al Gobierno a que armoni-
zara su legislación con las disposiciones del Convenio. 
Acogieron con satisfacción las respuestas comunicadas por 
el Gobierno, que se formularon con un enfoque positivo y 
constructivo. Sin embargo, es un hecho que, a pesar de ha-
berse beneficiado de la asistencia técnica de la OIT con res-
pecto a este tema en 2016, el Gobierno no adoptó medidas 
concretas para encarar la situación y velar por la igualdad 
de trato entre los trabajadores migrantes y los trabajadores 
nacionales en relación con la indemnización por lesiones 
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en el lugar de trabajo. Las medidas requeridas para subsa-
nar la situación eran bastante simples y deberían incluir la 
reincorporación de todos los trabajadores migrantes en el 
ESS, a fin de garantizar la igualdad de trato entre los traba-
jadores migrantes y los trabajadores nacionales en lo to-
cante a la indemnización por accidente. Su reinserción en 
el ESS estaría en consonancia con los principios del Con-
venio y, de hecho, el equipo técnico de la OIT había indi-
cado en 2016, que ésta era la solución más eficaz. Recor-
dando la necesidad de adoptar medidas con carácter ur-
gente sobre este asunto, los miembros trabajadores instaron 
al Gobierno a que demostrara su compromiso de hacer ple-
namente efectivo el Convenio, tomando medidas inmedia-
tas y eficaces para garantizar que se cumpliese el requisito 
del Convenio de igualdad de trato de los trabajadores mi-
grantes y los trabajadores nacionales respecto de la indem-
nización por accidentes en el lugar de trabajo. Habida 
cuenta de la persistencia de la situación, pero acogiendo 
con agrado el planteamiento positivo del Gobierno, los 
miembros trabajadores instaron al Gobierno a que aceptase 
una misión de contactos directos para evaluar los progresos 
antes de la próxima Conferencia Internacional del Trabajo. 
Agradecieron al Gobierno la respuesta y confiaron en que, 
en los próximos años, la situación evolucionará de manera 
positiva. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por el representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión saludó el compromiso manifestado por el Go-
bierno de velar por el cumplimiento del requisito sobre la 
igualdad de trato entre los trabajadores migrantes y los tra-
bajadores nacionales previsto en el Convenio. 

Teniendo en cuenta las informaciones proporcionadas por 
el Gobierno, la discusión del caso que tuvo lugar a continua-
ción y las conclusiones de la Comisión en 2017, la Comisión 
instó al Gobierno a que: 
■ tome medidas para formular y comunicar su política de

regulación de la contratación y el trato de los trabajado-
res migrantes;

■ adopte de inmediato medidas para finalizar su labor en

lo que respecta a los medios para restablecer la igualdad
de trato de los trabajadores migrantes, en particular, ex-
tendiendo la cobertura del régimen de seguridad social

de los empleados a los trabajadores migrantes de manera
que sea efectiva;

■ inicie consultas genuinas con las organizaciones de em-

pleadores y de trabajadores para elaborar una legisla-
ción que garantice la eliminación de prácticas discrimi-
natorias entre los trabajadores migrantes y los trabaja-

dores nacionales, especialmente en relación con los acci-
dentes en el trabajo;

■ concluya acuerdos especiales con otros Estados Miem-

bros que han ratificado el Convenio con el fin de superar
las dificultades administrativas que conlleva controlar el
pago de las indemnizaciones en el extranjero, y

■ adopte las medidas legislativas y prácticas necesarias
para velar por que los trabajadores migrantes tengan ac-
ceso a atención médica en caso de accidentes del trabajo.

La Comisión invitó al Gobierno a que acepte una misión de 
contactos directos de la OIT con miras a aplicar estas reco-
mendaciones y a establecer mecanismos para resolver las 

cuestiones prácticas que dificultan la aplicación del régimen 
de seguridad social nacional a los trabajadores migrantes. 
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El Gobierno ha proporcionado por escrito las siguientes 
informaciones. 

9B Parte II/20 

La República de Belarús ha apoyado la prohibición y la 
erradicación del empleo del trabajo forzoso de manera per-
manente e incondicional. La prohibición del trabajo for-
zoso está consagrada en los instrumentos legislativos más 
importantes del país. El artículo 41 de la Constitución 
prohíbe el trabajo forzoso, con la excepción de los trabajos 
o servicios requeridos en virtud de una sentencia judicial o
con arreglo a la Ley sobre Emergencias e Investidura Mi-
litar. La prohibición del trabajo forzoso también está reco-
gida en el artículo 13 del Código del Trabajo, en el que se
define el trabajo forzoso como todo trabajo que deba eje-
cutar una persona bajo amenaza de violencia: como medio
de coerción o adoctrinamiento político o como castigo por
manifestar o expresar opiniones políticas o posiciones
ideológicas contrarias al sistema político, social o econó-
mico establecido; como método de movilización y utiliza-
ción de la mano de obra con fines de fomento económico;
como medida de disciplina en el trabajo, y como castigo
por haber participado en una huelga. No obstante, no cons-
tituyen casos de trabajo forzoso: los trabajos que se reali-
cen como resultado de una resolución judicial jurídica-
mente válida y bajo la supervisión de las autoridades res-
ponsables de hacer cumplir las leyes que rigen la ejecución
de las sentencias, y los trabajos que deban ser realizados de
conformidad con la legislación sobre el servicio militar o
las situaciones de emergencia. El Gobierno belaruso ha
prestado suma atención a los comentarios formulados por
la Comisión de Expertos. Ha examinado todos los instru-
mentos regulatorios mencionados por la Comisión de Ex-
pertos, así como los objetivos y la finalidad de adoptarlos
y la forma de ponerlos en práctica, con el fin de armonizar
las disposiciones de tales instrumentos con los requisitos
definidos en el Convenio núm. 29. Como resultado de esta
labor, y habida cuenta de la postura de la Comisión de Ex-
pertos con respecto al decreto presidencial núm. 9, de 7 de
diciembre de 2012, sobre las medidas adicionales para el
desarrollo de la industria de la madera, se tomó la decisión
de comenzar a derogar el decreto núm. 9. Esta decisión ya
se ha llevado a la práctica. Se ha aprobado el decreto pre-
sidencial núm. 182, de 27 de mayo de 2016, dejando sin
efecto el decreto núm. 9. Esta información tuvo buena aco-
gida por parte de la Comisión de Expertos, que expresó su
satisfacción con respecto a las medidas adoptadas por el
Gobierno en lo relativo al decreto núm. 9, como se refleja
en el párrafo 56 del informe de la Comisión de Expertos.
En lo relativo a los demás instrumentos normativos men-
cionados durante el debate de la Comisión de Aplicación
de Normas de junio de 2016, es preciso seguir analizando
la situación. Esta tarea se encomendó a la misión de aseso-
ramiento técnico de la Oficina Internacional del Trabajo,
que visitó la República de Belarús del 19 al 23 de junio de
2017. El Gobierno de la República de Belarús brindó a la
misión toda la asistencia necesaria para que organizase su
labor. La misión presentó a la Comisión de Expertos el in-
forme sobre los resultados de su labor. En opinión del Go-
bierno, los documentos normativos mencionados en las
conclusiones de la Comisión de Expertos no vulneran las
disposiciones del Convenio núm. 29. Se han introducido
cambios conceptuales en el decreto presidencial núm. 3, de
2 de abril, sobre la prevención de la dependencia de la
ayuda social. El 25 de enero de 2018, se aprobó el decreto
del Presidente de la República de Belarús núm. 1, de con-
formidad con el cual se redactó una nueva versión del de-
creto núm. 3 con un título nuevo: «Sobre la promoción del
empleo de la población». Actualmente el decreto núm. 3
no incluye disposición alguna sobre el pago, por parte de
los ciudadanos desempleados que estén en condiciones de
trabajar, de una tasa para participar en la financiación del
gasto público, ni tampoco la norma de exigir responsabili-
dad administrativa si no se paga la tasa. El principal obje-
tivo del decreto núm. 3 actualizado consiste en crear unas
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condiciones más favorables para el empleo de los ciudada-
nos en las diversas regiones de la República. En este sen-
tido, se prevé un aumento considerable de las actividades 
de las autoridades locales destinadas a ayudar a los ciuda-
danos a encontrar un trabajo. En cada región, se usarán los 
recursos disponibles para ayudar a todos los ciudadanos 
que por alguna razón no trabajan, pero que quieren trabajar, 
a encontrar un empleo. Se aplicarán medidas de política la-
boral activa: formación y readaptación en profesiones de-
mandadas en el mercado de trabajo; asesoramiento y asis-
tencia jurídica para crear empresas privadas con apoyo fi-
nanciero del Estado; empleo temporal de ciudadanos, in-
clusive mediante su participación en obras públicas. 

La segunda cuestión importante, que se supone que la 
nueva versión del decreto núm. 3 debe resolver, es conse-
guir obtener unas condiciones que animen a los ciudadanos 
implicados en la economía sumergida a trabajar de forma 
legal pagando impuestos. El decreto prevé un incentivo 
material directo para los ciudadanos que empiecen a traba-
jar legalmente. En la actualidad, en Belarús se ofrecen va-
rios servicios públicos a tarifas reducidas debido a que es-
tán subvencionados en los presupuestos. Además, se deci-
dió que a los ciudadanos que pueden trabajar y que han sido 
clasificados según el procedimiento determinado por el 
Gobierno en la categoría de los que no participan en la eco-
nomía, se les proporcionarán ciertos servicios a una tarifa 
más elevada no subvencionada. De momento, el Gobierno 
es el que determina el procedimiento según el cual se cla-
sifica a ciertos ciudadanos en la categoría de los que no 
participan en la economía. El Gobierno también define qué 
tipos de servicios se ofrecerán a precios que garanticen el 
pleno reembolso de los costes justificables desde el punto 
de vista económico por la prestación de estos servicios, 
como son: el agua caliente, el suministro de gas cuando 
existe un aparato de calefacción por gas individual, así 
como el suministro de calefacción. Este enfoque se aplicará 
a partir del 1.º de enero de 2019, y, en lo que respecta al 
suministro de gas y de calefacción, a partir del 1.º de octu-
bre de 2019. El decreto presidencial núm. 18 sobre las me-
didas complementarias para la protección estatal de los hi-
jos de familias disfuncionales se adoptó el 24 de noviembre 
de 2006. Uno de los problemas más delicados de cualquier 
sociedad es la situación de los hijos de familias disfuncio-
nales y de los niños cuyos padres llevan una forma de vida 
antisocial, o son alcohólicos o drogadictos. Desafortunada-
mente, la cuestión más importante con respecto a los niños 
cuyos padres consumen alcohol en exceso, son drogadictos 
o abusan de sustancias, no consiste simplemente en que re-
ciban alimentos de forma periódica o vayan a la escuela,
sino en su propia supervivencia y el cuidado de su vida y
su salud. En virtud del decreto presidencial núm. 18, un
niño se encuentra en situación de vulnerabilidad social
cuando sus padres o uno de sus padres llevan una forma de
vida inmoral que resulta perjudicial para el niño, o bien si
son alcohólicos crónicos, drogadictos o incapaces, por
cualquier otro motivo, de cumplir debidamente sus obliga-
ciones de criar y mantener a sus hijos. Estos niños están
amparados por el Estado y son alojados en establecimien-
tos estatales de cuidado de los niños. El decreto define un
sistema por el que los órganos estatales pueden identificar
a las familias disfuncionales y adoptar decisiones para alo-
jar a los niños en dichos establecimientos. El decreto pre-
sidencial núm. 18 se centra principalmente en el trabajo
con los padres. Es importante lograr que los padres de fa-
milias disfuncionales se aparten de su forma de vida anti-
social y a menudo inmoral. Sólo así podrán recuperar la
guardia y custodia de sus hijos. Sin embargo, muchos de
estos padres no tienen trabajo. Muchos perdieron sus com-
petencias profesionales hace mucho tiempo. Resulta extre-
madamente difícil que encuentren un trabajo por sí solos,
ya que este tipo de trabajadores no interesa a los emplea-
dores. Por consiguiente, el decreto presidencial núm. 18

prevé un mecanismo de colocación laboral para los padres 
de familias disfuncionales cuyos hijos hayan sido enviados 
a establecimientos estatales de cuidado de los niños sobre 
la base de una resolución judicial. La colocación se efec-
tuará en los lugares de trabajo seleccionados en coordina-
ción con las autoridades locales. Puesto que en virtud del 
decreto presidencial núm. 18 se retiene un porcentaje de los 
salarios de los ciudadanos para compensar los gastos de 
crianza de sus hijos, una de las condiciones para seleccio-
nar un lugar de trabajo es que el nivel salarial sea lo sufi-
cientemente alto. Al mismo tiempo, si los padres cuyos hi-
jos están en establecimientos estatales de cuidado de los 
niños tienen un trabajo o consiguen un empleo por sí solos 
y pueden cubrir los gastos de crianza de sus hijos, no se 
requiere ninguna decisión judicial. El objetivo principal del 
decreto presidencial núm. 18 es mejorar las situaciones fa-
miliares para que los niños puedan volver junto a sus pa-
dres de forma segura. Durante el tiempo en que el decreto 
presidencial núm. 18 ha estado en vigor (entre 2007 y 
2017), se resolvió que 40 068 niños necesitaban apoyo del 
Estado, de los cuales 23 255 (más del 58 por ciento) han 
vuelto a reunirse con sus familias y sus padres. 

La Ley sobre los Procedimientos y Modalidades de Tras-
lado de Ciudadanos a los Centros Médicos de Trabajo y las 
Condiciones de su Permanencia, de 4 de enero de 2010, 
regula cuestiones relacionadas con el traslado a los centros 
médicos de trabajo de ciudadanos que padecen alcoho-
lismo crónico o drogadicción o que abusan de sustancias. 
No todos los individuos que padecen estos problemas son 
trasladados a dichos centros, sino sólo aquellos que, en re-
petidas ocasiones (tres veces o más en el transcurso de un 
año), han alterado el orden público por encontrarse bajo los 
efectos del alcohol o de alguna otra droga o sustancia tó-
xica. También pueden ser trasladados quienes han sido ad-
vertidos de que serían derivados a un centro en caso de que 
siguiesen cometiendo violaciones y aun así han cometido 
faltas administrativas por violaciones similares en el trans-
curso de un año tras haber recibido dicha advertencia. Ade-
más, un ciudadano puede ser trasladado a un centro médico 
de trabajo si tiene la obligación de compensar al Estado por 
el mantenimiento de sus hijos y ha violado dos veces el re-
glamento laboral en el transcurso de un año estando bajo 
los efectos del alcohol u otras sustancias, y si además se le 
ha advertido sobre la posibilidad de ser trasladado al centro 
y ha reincidido en el transcurso de un año tras dicha adver-
tencia. Los ciudadanos deben cumplir un período de doce 
meses en el centro médico de trabajo tras la resolución ju-
dicial. Los tribunales pueden reducir o extender la estancia 
en los centros por un período de hasta seis meses. Los ciu-
dadanos que están en los centros médicos de trabajo deben 
someterse a un examen médico para determinar si padecen 
alcoholismo crónico, drogadicción o abusan de sustancias. 
Se traslada a estos ciudadanos a los centros médicos de tra-
bajo para poder someterlos a medidas de rehabilitación mé-
dica o social, como el suministro de medicinas o la presta-
ción de asistencia médica y psicológica. Para los ciudada-
nos que llevan una forma de vida antisocial, el trabajo 
constituye uno de los principales caminos para garantizar 
su rehabilitación social. Esta ley prevé medidas para la re-
integración médica y social, tales como orientación profe-
sional, formación profesional, readaptación profesional y 
adquisición de nuevas competencias laborales. Desde que 
la ley entró en vigor en 2010, 2 945 ciudadanos han reci-
bido formación profesional en centros médicos de trabajo 
y 876 han participado en programas de formación continua 
en el empleo. Al emplear a ciudadanos que se encuentran 
en un centro médico de trabajo se atiende a su edad, su ap-
titud para el trabajo, su estado de salud, sus competencias 
y sus calificaciones. Con arreglo a lo dispuesto en la legis-
lación laboral, éstos reciben una remuneración y se les ga-
rantizan vacaciones y licencias por motivos relacionados 
con su bienestar. A juicio del Gobierno, los decretos 
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núms. 3 y 18 no son incompatibles con el Convenio 
núm. 29. Dichos instrumentos normativos están encamina-
dos a acometer importantes empresas desde un punto de 
vista social, como lo son la promoción del empleo de la 
población, la protección de los niños y la lucha contra la 
bebida y la drogadicción. Las estrategias establecidas en 
dichos instrumentos obedecen a criterios de justicia y tie-
nen un fundamento social. 

Además, ante la Comisión, una representante guberna-
mental agradeció la oportunidad de suministrar informa-
ción sobre la aplicación del Convenio por Belarús. A su 
juicio, los comentarios de la Comisión de Expertos son 
equilibrados, lo cual puede deberse a que, durante las con-
sultas con los expertos de la misión consultiva técnica de 
la OIT, el Gobierno pudo explicar detalladamente su pos-
tura con respecto a cada texto legislativo y se ha tenido en 
cuenta su opinión. La Comisión de Expertos no planteó la 
existencia de violaciones del Convenio, sino que más bien 
solicitó al Gobierno que facilitara información sobre la 
aplicación en la práctica de la legislación. La Comisión de 
Expertos se refirió a tres textos legislativos. A este res-
pecto, la oradora indicó que el decreto presidencial núm. 3 
sobre la prevención de la dependencia de la ayuda social 
había sufrido alteraciones sustanciales. El 25 de enero de 
2018 se adoptó el decreto presidencial núm. 1, conforme al 
cual se promulgó una versión revisada del decreto núm. 3 
con un nuevo título: «Sobre la Promoción del Empleo de la 
Población». Como parte de la aplicación del nuevo decreto, 
se adoptarán medidas complejas y de gran envergadura que 
trascienden el mandato de los servicios de empleo regiona-
les. Será necesario dar participación a otras partes interesa-
das y coordinar su trabajo. A tal efecto, se establecerá un 
comité permanente en cada región, que congregue a los re-
presentantes de las autoridades ejecutivas, los consejos lo-
cales y las asociaciones públicas. La forma principal en la 
que se alentará a las personas a que se dediquen a activida-
des laborales lícitas será a través de una campaña de infor-
mación pública a gran escala para explicar las garantías 
ofrecidas por la legislación laboral y social. La oradora re-
cordó que, en 2016, cuando la Comisión examinó por pri-
mera vez el decreto presidencial núm. 18, de 24 de noviem-
bre de 2006, sobre las medidas complementarias para la 
protección estatal de los hijos de «familias disfuncionales», 
el Gobierno suministró información pormenorizada sobre 
el objetivo perseguido por ese texto legislativo y su aplica-
ción en la práctica. El decreto núm. 18 también fue exami-
nado detalladamente con los expertos de la misión consul-
tiva técnica de la OIT. Por consiguiente, la Oficina ya había 
recibido toda la información necesaria. Asimismo, recordó 
que en el decreto núm. 18 se prevé un mecanismo para em-
plear a los padres de hijos a los que se dispensan cuidados 
estatales. La colocación se efectúa en los lugares de trabajo 
elegidos en coordinación con las autoridades locales. La 
lista de organizaciones en las que esos padres pueden ser 
empleados se redacta y revisa periódicamente de confor-
midad con las decisiones de los comités ejecutivos regio-
nales y el comité ejecutivo municipal de Minsk. Por último, 
la Comisión de Expertos examinó la ley núm. 104-3, de 4 
de enero de 2010, sobre los procedimientos y modalidades 
para la transferencia de ciudadanos a los centros médicos 
de trabajo y las condiciones de su permanencia así como la 
información suministrada por el Gobierno al respecto. En 
2016, la Comisión había sugerido al Gobierno que exami-
nara detalladamente con los expertos de la OIT los textos 
legislativos mencionados en sus conclusiones. Dicho exa-
men se ha realizado y no se han observado violaciones. 

Los miembros trabajadores indicaron que se trata de un 
caso con doble nota a pie de página que se había examinado 
en la reunión de 2016 de la Comisión y que, en junio de 
2017, se envió una misión consultiva técnica solicitada por 
dicha Comisión. Belarús figura nuevamente en el orden del 
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día de la Comisión, no porque haya logrado una mejora ge-
neral, sino debido a las deficiencias en materia de aplica-
ción del Convenio. En primer lugar, la derogación del de-
creto núm. 9, que había impedido a los trabajadores de la 
industria de transformación de la madera que ejercieran su 
derecho a abandonar libremente sus empleos, se consideró 
como un punto positivo. A ese respecto, es necesario que 
se transmita más información sobre las consecuencias 
prácticas de la supresión del decreto y sobre si ha propi-
ciado realmente mejoras en el sector. Sin embargo, hay 
muchos puntos importantes que siguen planteando graves 
problemas de cumplimiento del Convenio y todavía hace 
falta adoptar medidas urgentes para armonizar la legisla-
ción con el Convenio. En el decreto núm. 3 se dispone que 
los ciudadanos belarusos que no hayan trabajado como mí-
nimo durante 183 días en el año anterior deberán pagar un 
impuesto especial para financiar los gastos públicos. El 
Gobierno ha justificado esta medida por considerar que es-
tos ciudadanos, en vista de que no trabajan, no pagan im-
puestos sobre sus ingresos laborales durante el período en 
cuestión. Quienes no pueden pagar este impuesto especial 
pueden ser sancionados, ya sea con una multa o una deten-
ción administrativa con servicio comunitario obligatorio, 
como resultado de una decisión adoptada por el Tribunal 
Civil, no el Tribunal Penal. Además, el funcionamiento de 
los centros de trabajo en los que las personas de que se trata 
realizan trabajos es poco transparente. Al parecer, no se 
puede ejercer ningún control externo sobre lo que sucede 
en éstos. Por consiguiente, es importante que los inspecto-
res de salud y seguridad puedan realizar verificaciones de 
las condiciones de trabajo en tales centros. En realidad, esta 
política representa un castigo adicional, que simplemente 
criminaliza la pobreza. Los trabajadores no sólo se ven 
afectados por la pobreza, sino que además tienen que sufrir 
las sanciones de las autoridades públicas que hacen que los 
trabajadores paguen por las fallas de su propia política. 
Como se describe más arriba, se trata en efecto de un im-
puesto a la pobreza. Por lo tanto, se insta al Gobierno a que 
revise esta política y a que realice auténticos esfuerzos en-
caminados a luchar contra la inseguridad financiera y la 
pobreza en lugar de sancionar a las personas vulnerables y 
pobres. La diferencia es fundamental. El Gobierno ha in-
formado que el decreto núm. 3 ha sido retirado y sustituido 
por el decreto núm. 1, de 2018. Según el Congreso de Sin-
dicatos Democráticos de Belarús (BKDP), el nuevo de-
creto todavía considera numerosas medidas discriminato-
rias contra las personas que no tienen empleo, en particular 
privándolas de determinados servicios gratuitos o con pre-
cios reducidos. Asimismo, esta política agrava la desigual-
dad de género. Cuando el decreto núm. 3 todavía estaba 
vigente, se habían realizado manifestaciones pacíficas. Es 
especialmente preocupante que los ciudadanos, incluidos 
los miembros de sindicatos independientes, que han parti-
cipado en dichas manifestaciones sean objeto de represa-
lias en forma de sanciones administrativas o acciones judi-
ciales. Las restricciones al derecho a realizar manifestacio-
nes pacíficas y las medidas represivas adoptadas son una 
consecuencia directa de la falta de libertad de organización 
de los sindicatos, tal como se señaló en las conclusiones de 
la Comisión de Encuesta de 2004. Se espera que, después 
de la derogación del decreto núm. 3, se adopte una nueva 
normativa en la que se respeten los derechos fundamenta-
les de los ciudadanos desempleados y que dicha normativa 
se centre en luchar contra el desempleo y no contra los des-
empleados. Se insta al Gobierno a que restaure plenamente 
los derechos sindicales y realice consultas con todos los in-
terlocutores sociales en el marco de un diálogo significa-
tivo cuando redacte nuevas normativas. Otra normativa 
que es incompatible con el Convenio es la ley núm. 104-3, 
de 2010, en la que se prevén procedimientos y modalidades 
para transferir a los ciudadanos que sufren adicciones a los 
centros médicos de trabajo. Las personas que son enviadas 
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a esos centros trabajan durante un período de doce a dieci-
ocho meses. El Gobierno ha respondido que no todas las 
personas adictas son enviadas a tales centros. Se trata de 
personas que han sido detenidas varias veces por alterar el 
orden público y que han recibido una advertencia previa 
antes de ser enviadas a un centro de ese tipo. Según la in-
formación suministrada por el Gobierno, más de 8 000 per-
sonas han sido enviadas a centros médicos de trabajo desde 
2016. El Gobierno presenta una imagen excesivamente 
atractiva de dichos centros como ejemplos de programas 
de rehabilitación para personas que sufren adicción. No 
obstante, la realidad es muy distinta: esos centros parecen 
ser lugares en los que se obliga a las personas vulnerables 
a trabajar, cuando lo correcto sería que recibieran un ver-
dadero apoyo médico y social.  

Asimismo, cabe mencionar el decreto núm. 18, de 2006, 
cuya finalidad es permitir el retiro de la custodia de los hi-
jos cuyos padres lleven un estilo de vida inmoral, que su-
fren adicción o no están en condiciones de criar y cuidar a 
sus hijos. Se espera que estos padres contribuyan a los gas-
tos realizados por las instituciones públicas para el cuidado 
de sus hijos. Los padres que se encuentran en esa situación 
y no pueden reembolsar los gastos pueden ser condenados 
a efectuar trabajos. Incluso los padres que ya están traba-
jando corren el riesgo de que se les impongan trabajos. Esta 
decisión puede también dar lugar a que las personas de que 
se trata sean despedidas de su empleo, con lo cual se verán 
sometidas completamente a la arbitrariedad de las autori-
dades públicas. Una sentencia de ese tipo es absurda, con-
traproducente y desproporcionada. También se pueden im-
poner sanciones penales a los padres que no cumplen la 
sentencia que pueden incluir un período de hasta dos años 
de servicio a la comunidad o trabajos correccionales. Al 
parecer, existe una lista de 6 770 empresas que están dis-
puestas a ofrecer empleo a las personas a las que afectan 
esas decisiones. Convendría contar con más información 
sobre las condiciones en las que esas empresas pueden em-
plear a esa mano de obra vulnerable. Además, el BKDP ha 
notificado un caso en el que se utilizó el decreto presiden-
cial núm. 18 con fines políticos: los padres cuyas opiniones 
políticas eran contrarias a las de las autoridades perdieron 
la custodia de sus hijos a pesar de vivir en una situación 
normal y saludable. Se espera que el Gobierno pueda su-
ministrar más información al respecto. Cabe destacar que 
la mayoría de las cuestiones relativas al cumplimiento del 
Convenio derivan de los decretos presidenciales. Al pare-
cer, los decretos ocupan un lugar más importante que las 
leyes en la jerarquía del sistema jurídico belaruso. Esa con-
centración de poderes parece dar lugar a numerosos exce-
sos autoritarios que ocasionan que Belarús no cumpla con 
varias normas internacionales, incluido el Conve-
nio núm. 29. Por ende, se invita al Gobierno a que incluya 
a sus interlocutores sociales en los asuntos relacionados 
con la legislación social. El decreto núm. 29, que es espe-
cialmente problemático según lo señalado por la Comisión 
de Encuesta en 2004, sigue causando gran preocupación a 
los miembros trabajadores. El decreto ordena a los emplea-
dores que conviertan los contratos de todos los trabajadores 
en contratos de duración determinada y, de hecho, invalida 
las normas del Código del Trabajo que prohíben los con-
tratos temporales para cualquier persona cuyo trabajo sea 
de carácter permanente. Conforme al decreto núm. 29, los 
trabajadores no pueden abandonar un empleo de duración 
determinada y pueden solicitar la rescisión anticipada úni-
camente por motivos específicos, como enfermedad o vio-
lación por el empleador de la legislación laboral. En la 
práctica, el empleador determina si el motivo es legítimo, 
lo cual parece indicar que una persona que trabaja en con-
diciones de empleo temporal no puede abandonar su tra-
bajo durante la vigencia del contrato si el empleador no lo 
desea. Asimismo, este decreto se emplea como instrumento 

de discriminación antisindical. Se ha recurrido a la transfe-
rencia a esa forma de empleo menos deseable para castigar 
a los activistas sindicales y a los miembros de sindicatos 
independientes, y a un número desproporcionado de acti-
vistas y afiliados sindicales no se les ha renovado su con-
trato en el momento de su vencimiento. No cabe duda de 
que en Belarús existe una clara relación entre una carencia 
flagrante de libertad sindical y la utilización del trabajo for-
zoso. 

Los miembros empleadores señalaron que este caso 
aborda la relación entre las medidas sociales y la prohibi-
ción general de trabajo forzoso. El Convenio requiere que 
los Estados Miembros supriman la utilización de trabajo 
forzoso o de trabajo obligatorio en un período lo más breve 
posible, si bien el recurso al trabajo forzoso puede darse 
durante un período de transición con fines públicos, como 
una medida excepcional. En base a la observación de la 
Comisión de Expertos, este caso fue examinado por la Co-
misión en 2016 como caso de doble nota a pie de página, 
indicando violaciones muy graves. Ha de tomarse nota con 
satisfacción de que, como señala la Comisión de Expertos, 
se haya derogado el decreto núm. 9. Otro texto revisado en 
2016 fue el decreto núm. 3, que establece pagos en con-
cepto de impuestos sobre el trabajo, y que los que no los 
realicen se verán sometidos a un trabajo forzoso. La infor-
mación comunicada por la Comisión de Expertos, y ahora 
por esta Comisión, indica que se adoptó un nuevo marco 
conceptual para enmendar el decreto núm. 3. El nuevo 
marco traslada el foco de atención de las medidas fiscales 
a la promoción del empleo y a la reducción del empleo ile-
gal. Debería recordarse que la misión consultiva técnica de 
la OIT recomendó encarecidamente que la elaboración del 
texto para enmendar el decreto núm. 3 debería tener lugar 
en consulta con los interlocutores sociales. Los miembros 
empleadores desean más información sobre el nuevo 
marco conceptual, con miras a comprender su potencial re-
lación con el trabajo forzoso e instan al Gobierno a que 
transmita una memoria completa sobre el proceso de en-
mienda, así como sobre las implicaciones prácticas y lega-
les. Con respecto a la ley núm. 104-3, los miembros em-
pleadores acogieron con agrado anteriormente la indica-
ción del Gobierno de que el trabajo en los centros médicos 
tiene por objeto reinsertar a las personas en la sociedad y 
aportarles una orientación profesional y una capacitación 
en ese momento y solicitaron al Gobierno que comunicara 
más información sobre la obligación de trabajar durante el 
confinamiento. Al tiempo que toman nota de los vínculos 
complejos que existen entre las medidas sociales y las obli-
gaciones en virtud del Convenio, los miembros empleado-
res solicitan al Gobierno que comunique información prác-
tica sobre la colocación de personas en esos centros. El de-
creto núm. 18 autoriza a sacar a ciertos niños de sus fami-
lias y obliga a sus padres a pagar por su cuidado. Los pa-
dres que están desempleados o que no pueden pagar están 
sujetos a la obligación de trabajar con arreglo a una senten-
cia judicial. Señalan que más información mejorará la com-
prensión del funcionamiento práctico de este decreto, 
puesto que es importante garantizar que su aplicación no 
supere la finalidad de rehabilitación y no se utilice como 
método para imponer un trabajo forzoso. Los miembros 
empleadores solicitan al Gobierno que examine si las dis-
posiciones generan en la práctica condiciones para el tra-
bajo forzoso y solicita su continua cooperación con la OIT. 

El miembro trabajador de Belarús observó con satisfac-
ción que la Comisión de Expertos ha señalado los progre-
sos significativos realizados en el cumplimiento del Con-
venio. Cuestionó la inclusión de su país, una vez más, en 
los casos a examinar por la Comisión. De conformidad con 
las normas internacionales pertinentes, la legislación na-
cional prohíbe el trabajo forzoso. En la práctica, no ha ha-
bido casos de trabajo obligatorio en el país. En cuanto a los 
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textos legislativos examinados por la Comisión de Exper-
tos, es importante subrayar que el decreto núm. 3 fue en-
mendado por el nuevo decreto núm. 1 en enero de 2018, 
tras amplias consultas públicas y basándose en las obser-
vaciones de los expertos de la OIT y en la opinión de la 
Federación de Sindicatos de Belarús (FPB) y sus organiza-
ciones afiliadas. El decreto enmendado se centra en dos la-
bores: promocionar el empleo y alentar la transición de la 
economía informal a la formal. Además esto permitirá al 
Gobierno tener un mejor conocimiento de las regiones en 
las cuales los mercados del trabajo tienen dificultades y 
elaborar planes de acción nacionales focalizados para crear 
empleo. A nivel local, se han establecido comisiones inter-
departamentales para prestar asistencia a las personas en su 
búsqueda de un empleo adecuado; estas comisiones com-
prenden representantes de sindicatos y otras organizacio-
nes públicas. La legalización de la economía sumergida es 
motivo de gran preocupación, puesto que todos los ciuda-
danos deben pagar impuestos. La evasión fiscal y la ocul-
tación de ingresos son delito en cualquier país; todos los 
países han desarrollado herramientas y estrategias para ha-
cer frente a este fenómeno mediante la creación de entor-
nos donde los ciudadanos sean empleados de forma legal. 
El decreto núm. 1 dispone que los ciudadanos aptos física-
mente, que no tienen ningún motivo objetivo para no tra-
bajar, paguen servicios públicos a tarifa completa, sin sub-
sidios estatales. No prevé las sanciones administrativas o 
penales que se criticaron anteriormente. El nuevo texto 
simplifica el proceso para crear una empresa, lo cual ofrece 
más oportunidades de empleo por cuenta propia, así como 
el proceso para registrar las actividades de los trabajadores 
por cuenta propia y de las pequeñas y medianas empresas. 
Por lo tanto, no es necesaria ninguna discusión más dete-
nida sobre este punto ante la Comisión. Con respecto al de-
creto núm. 18, cuyo objetivo es proteger a los niños retira-
dos de familias «disfuncionales», el orador recordó que son 
los tribunales los que deciden cualquier obligación de tra-
bajar para reembolsar al Estado por el mantenimiento y 
educación de sus hijos. Por último, en cuanto a la ley 
núm. 104-3, los ciudadanos que padecen alcoholismo cró-
nico, drogadicción o abuso de sustancias, y que han incu-
rrido repetidamente en infracciones administrativas y de 
otro tipo, son enviados a los centros especiales de rehabili-
tación médica y social. Esta medida también se aplica ex-
clusivamente sobre la base de una sentencia judicial y está 
controlada y supervisada por los órganos públicos perti-
nentes; por lo tanto no crea condiciones de trabajo forzoso. 

El miembro empleador de Belarús se refirió a las medidas 
prácticas adoptadas por el Gobierno, que incluyen la dero-
gación del decreto núm. 9, la aceptación de la asistencia 
técnica de la OIT proporcionada por la misión consultiva 
técnica y la revisión del decreto núm. 3 por un nuevo de-
creto adoptado el 25 de enero de 2018. El nuevo decreto 
definió una serie de medidas para mejorar la ayuda en la 
búsqueda de empleo para quienes deseen trabajar. Las au-
toridades locales desempeñan el papel principal para eje-
cutar dichas medidas. El nuevo decreto no contempla el uso 
del trabajo forzoso u obligatorio, ni el pago de una tasa es-
pecial para el financiamiento de gastos públicos. Más bien 
se creó una situación en la cual trabajar en forma ilegal dejó 
de ser rentable. Esto no está en contradicción con el Con-
venio. Los empleadores en Belarús comprendieron su res-
ponsabilidad social en el proceso de rehabilitación social y 
laboral de ciertas categorías de ciudadanos contemplados 
en la ley núm. 104-3 y el decreto núm. 18. La ley contem-
pla una forma de resolver los problemas de alcoholismo y 
drogadicción. El trabajo es uno de los medios de rehabili-
tación junto con otras medidas de carácter médico. El de-
creto núm. 18 contempla la protección por parte del Estado 
de los hijos de «familias disfuncionales», garantizando sus 
derechos y legítimos intereses. Los padres que no trabajan 
y que no pueden reembolsar los gastos del cuidado de sus 
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hijos están obligados a trabajar por una decisión judicial. 
Tanto en el marco de la ley como en el marco del decreto, 
el trabajo no se usa como un castigo sino como una ayuda 
a la rehabilitación. Los empleadores proporcionan trabajo 
a esos ciudadanos tomando en consideración su estado de 
salud, y, si es posible, la profesión, la organización de su 
formación profesional o su reconversión y participan en la 
creación de las condiciones básicas de vida y de vivienda. 
Los empleadores de Belarús consideran que si bien esto les 
impone una carga adicional, ambos textos legislativos eran 
necesarios. La legislación existente no contiene elementos 
de trabajo forzoso y fue respaldada y aceptada por la ma-
yoría de la población ya que estaba destinada a atender ta-
reas sociales importantes tales como la protección de los 
niños, el combate contra el alcohol y la drogadicción y la 
promoción del empleo. Los empleadores de Belarús se han 
comprometido a colaborar con la OIT y la Comisión sobre 
la base de la comprensión mutua y el respeto. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, haciendo uso de 
la palabra en representación de la Unión Europea y de sus 
Estados miembros, así como de la ex República Yugoslava 
de Macedonia, Montenegro, Albania, Bosnia y Herzego-
vina y Noruega, reiteró que el trabajo forzoso es un fenó-
meno arraigado en Belarús. El presente caso se examina 
por segunda vez desde 2016, año en que la Comisión instó 
al Gobierno a que colaborara de forma constructiva con la 
OIT al más alto nivel para resolver esta cuestión antes de 
la siguiente reunión y a que recurriera a la asistencia téc-
nica de la OIT. Saludó que en 2017 se llevara a cabo una 
misión de la OIT. En lo que respecta al trabajo obligatorio 
contemplado en legislación nacional, cabe celebrar la de-
rogación del decreto núm. 9 y la suspensión del decreto 
núm. 3. Sin embargo, preocupa la adopción en enero de 
2018 de un nuevo decreto que sustituye al decreto núm. 3. 
La oradora pidió al Gobierno que proporcione información 
sobre la finalidad del nuevo decreto y que vele por que sus 
disposiciones no propicien situaciones equivalentes al tra-
bajo obligatorio. El decreto núm. 18 también suscita preo-
cupación. El Gobierno debe tomar las medidas necesarias 
para que la aplicación de este decreto no vaya más allá del 
objetivo de rehabilitar a las «familias disfuncionales» y, en 
particular, para que no se utilice con fines políticos. De 
conformidad con las recomendaciones de la Comisión de 
Expertos, la oradora alentó al Gobierno a que considere la 
posibilidad de revisar las disposiciones relativas a la de-
ducción directa de los salarios de las personas para reem-
bolsar los gastos de mantenimiento de sus hijos en institu-
ciones estatales para el cuidado de los niños. Por último, en 
virtud de la ley núm. 104-3, las personas internadas en cen-
tros médicos de trabajo tienen la obligación de trabajar o 
están sujetas a penas como la reclusión en régimen de ais-
lamiento. La oradora agradeció la información proporcio-
nada sobre la aplicación de esa ley y sobre el número de 
personas internadas en dichos centros y alentó al Gobierno 
a que siga informando al respecto y a que precise si las de-
cisiones de internamiento son de carácter judicial o admi-
nistrativo. 

Un observador, en representación de la Confederación Sin-
dical Internacional (CSI), declaró que el Gobierno no ha 
cumplido la anterior recomendación de la Comisión de po-
ner fin al trabajo forzoso y ajustar la legislación al Conve-
nio. No se han derogado los edictos, decretos y leyes que 
establecen el trabajo forzoso; y los que han sido enmenda-
dos no han cambiado en esencia. El decreto núm. 29, que 
impone contratos de trabajo temporales para todos los tra-
bajadores, sigue estando vigente. La utilización excesiva 
de este tipo de contratos equivale a una escalada del trabajo 
forzoso, puesto que los empleados no pueden dimitir antes 
de que sus contratos expiren. El decreto núm. 5 todavía está 
en vigor. Establece unos criterios estrictos para la contra-
tación y un sistema desproporcionado de sanciones y mul-
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tas, lo que en la práctica significa que las relaciones de em-
pleo de los trabajadores se vuelven coercitivas. Ahora 
existe la amenaza de que las normas de los decretos 
núms. 5 y 29 se incluyan en el Código del Trabajo, ya que 
el Gobierno ha presentado un proyecto de legislación a tal 
efecto. El sistema del trabajo forzoso en los centros médi-
cos de trabajo, donde se envía a las personas alcohólicas, 
sigue funcionando. Los padres a los que se les han retirado 
sus hijos siguen siendo forzados a trabajar. La práctica del 
«subbotnik» obligatorio se multiplica. El decreto núm. 3, 
que obliga a los desempleados a pagar una tasa al Estado y 
provocó manifestaciones masivas en la primavera de 2017, 
no ha sido derogado y se ha transformado en el decreto 
núm. 1, que sustituye la tasa por la obligación impuesta a 
los ciudadanos de pagar por servicios proporcionados por 
el Estado. Forzar a los desempleados a trabajar constituye 
una violación de la Constitución del país, que establece el 
derecho, y no el deber, de trabajar. Concluyó subrayando 
que el trabajo obligatorio no resuelve, sino que más bien 
crea problemas. 

El miembro gubernamental de la República Bolivariana de 
Venezuela declaró que el trabajo forzoso debía ser erradi-
cado en cualquier parte del mundo. Valoró que en su in-
forme de 2018 la Comisión de Expertos hubiera tomado 
nota con satisfacción de la información suministrada por el 
Gobierno, pues se había dejado sin efecto, en 2016, un de-
creto presidencial de 2012 cuestionado por la Comisión de 
Expertos. Se tiene presente la amplia legislación comen-
tada, y los decretos núms. 3 y 18 prevén estrategias con 
criterios de justicia y con fundamento social. Teniendo en 
cuenta la buena disposición y el compromiso del Gobierno, 
la Comisión debería tener presente los aspectos positivos 
que se desprenden de las explicaciones y argumentos pre-
sentados en esta ocasión. El orador confió en que las con-
clusiones de la Comisión fueran objetivas y equilibradas. 
De esta manera, el Gobierno podrá considerarlas y valorar-
las en el marco del cumplimiento del Convenio, y no habrá 
necesidad de que este caso vuelva a examinarse en esta Co-
misión. 

El miembro trabajador de Turquía señaló que las prácti-
cas de trabajo forzoso están diversificadas debido a la in-
fluencia de la competencia mundial y el neoliberalismo, y 
que han aumentado el exceso de trabajo y los bajos sala-
rios. La evaluación de la situación del trabajo forzoso en el 
país y la decisión final deberían basarse sobre todo en las 
opiniones de los representantes de los trabajadores del país. 
En el contexto de la globalización, hacer frente al problema 
del trabajo forzoso es una responsabilidad conjunta e inelu-
dible de todos los interlocutores sociales. La presentación 
de la FPB, que es el principal responsable de los trabajado-
res de Belarús, debería ser la principal información que 
tenga en cuenta la Comisión. Al parecer ninguna informa-
ción ni documento indica claramente que exista trabajo for-
zoso en el país. 

El miembro gubernamental de Turkmenistán acogió con 
agrado las disposiciones que se están introduciendo en la 
legislación nacional para erradicar el trabajo forzoso. Las 
actividades legislativas a fin de clarificar y adoptar las en-
miendas al decreto núm. 3 son una respuesta positiva a las 
recomendaciones anteriores de la Comisión. Se valora po-
sitivamente la colaboración del Gobierno con la OIT y los 
interlocutores sociales con miras a aplicar los convenios 
internacionales y proteger los derechos laborales. La mi-
sión consultiva técnica que, en 2017, la OIT llevó a cabo 
en Belarús pone de relieve el compromiso del Gobierno 
con el cumplimiento de sus obligaciones. Por consiguiente, 
debería eliminarse del orden del día de la Comisión la 
cuestión de la aplicación del Convenio en Belarús. 

La miembro trabajadora de Alemania indicó que el 
derecho al trabajo protege la libertad de no trabajar, así 
como el derecho a elegir libremente la profesión. La prohi-
bición del trabajo forzoso, de conformidad con lo dispuesto 

en el Convenio, custodia esta libertad. En gran medida el 
Gobierno no está respetando esta prohibición, especial-
mente en lo que respecta a las personas que viven en con-
diciones precarias, tales como los jóvenes, los adictos a los 
estupefacientes, y las llamadas «familias disfuncionales». 
Los graduados universitarios que reciben ayudas del Es-
tado tienen que trabajar durante unos o dos años después 
de que terminen sus estudios y los que no terminen este 
trabajo pueden tener que compensar al Estado. La Comi-
sión Europea ya ha criticado esta práctica. Las personas de-
pendientes del alcohol o de otras sustancias son admitidas 
en los llamados centros médicos de trabajo por un período 
de hasta un año y medio si han cometido delitos bajo la 
influencia de dichas sustancias. De hecho allí están encar-
celados y se les obliga a trabajar en condiciones que con 
frecuencia son infrahumanas. Resultaría totalmente des-
proporcionado privarles de su libertad simplemente porque 
han cometido infracciones administrativas. Las condicio-
nes de vida infrahumanas que imperan en esos centros en 
algunos casos llevan a que se produzcan intentos de suici-
dio como forma de protesta. Los niños cuyos padres son 
alcohólicos, drogadictos, o se considera que tienen un «es-
tilo de vida inmoral» pueden ser inscritos en guarderías ad-
ministradas por el Estado. Si sus padres están desemplea-
dos o no pueden pagar todo el coste de esos cuidados, un 
tribunal civil puede obligarlos a trabajar y una decisión ju-
dicial de este tipo puede poner término a una relación de 
trabajo que no permita costear dichos cuidados. Si se nie-
gan a cumplir esta decisión, se enfrentan a consecuencias 
penales, que a su vez pueden conllevar trabajo forzoso. Los 
niños también pueden ser las víctimas, al sufrir traumas por 
ser separados de sus padres. Aunque el Gobierno ha reti-
rado ya el decreto núm. 3, aún existe una amenaza cons-
tante de trabajo forzoso. Esta situación contradice comple-
tamente los principios básicos del Convenio. La oradora 
pidió al Gobierno que ponga su legislación y su práctica de 
conformidad con el Convenio. 

El miembro gubernamental de la Federación de Rusia con-
sideró que el Gobierno de Belarús tiene en cuenta los co-
mentarios y las recomendaciones de los órganos de control 
de la OIT e interactúa de manera constructiva con la OIT y 
los interlocutores sociales. Se derogó el decreto núm. 9. El 
Gobierno también llevó a cabo un examen integral de la 
legislación nacional. En 2017, Belarús recibió una misión 
técnica consultiva de la OIT. No pueden ignorarse los es-
fuerzos del Gobierno para introducir elementos de políticas 
activas de mercado del trabajo y para crear condiciones que 
alienten a las personas a sacar sus empresas de la informa-
lidad. Estas medidas se dirigen al futuro y están de confor-
midad con las modernas tendencias en el mundo del tra-
bajo. Las medidas adoptadas por el Gobierno merecen la 
evaluación más positiva. El orador hizo un llamamiento a 
la Comisión para que tome nota con satisfacción de la in-
formación comunicada por el Gobierno. 

Un observador que representa a IndustriALL expresó su 
profunda preocupación por lo que está ocurriendo en 
Belarús. La cuestión problemática sigue siendo el decreto 
núm. 3, en su forma revisada por el decreto núm. 1, de 
2018. El Gobierno afirma que el nuevo decreto será bene-
ficioso para las personas. Sin embargo, es difícil entender 
cómo puede considerarse la revisión como mejora positiva, 
si el nuevo decreto mantiene la misma lógica de castigar a 
los trabajadores desempleados que tienen que pagar la to-
talidad de los gastos de los servicios públicos subvencio-
nados por el Estado. Además, el nuevo decreto establece 
un mecanismo de compilación de información privada de 
los trabajadores, que podría ser asimismo compartida en 
todos los niveles de la estructura del Estado. Es probable 
que la ausencia de una adecuada protección de la privaci-
dad conlleve un aumento de las violaciones de los derechos 
de los trabajadores. De hecho el decreto recientemente 
adoptado forzaría a los empleados a permanecer en sus 
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puestos de trabajo aunque las condiciones sean precarias y 
las remuneraciones bajas. Además, desde agosto de 2017, 
se han realizado evidentes esfuerzos para eliminar a las or-
ganizaciones sindicales independientes, incluidas las organi-
zaciones miembros de IndustriALL. El presidente del Sindi-
cato de Trabajadores de Radio y Electrónica, Sr. Gennady 
Fedynich, está sujeto a actuaciones judiciales, haciendo 
frente a siete años de reclusión. Si bien el caso fue anun-
ciado oficialmente como sólo relacionado con razones eco-
nómicas, aproximadamente 800 afiliados del sindicato de 
trabajadores de la radio y la electrónica fueron convocados 
e interrogados como parte de la investigación. Además, el 
Sr. Fedynich fue parte de la delegación de IndustriALL en 
la 107.ª reunión de la Conferencia Internacional del Tra-
bajo, pero no pudo participar en la presente reunión porque 
se le prohibió viajar al extranjero. A la luz del caso anterior 
y de la activa participación del sindicato en las protestas 
contra el decreto núm. 3, estos casos penales constituyen 
claras represalias por la participación sindical anterior en 
las protestas. Fue un intento de eliminar a aquellos que po-
dían oponerse al nuevo decreto. Así, el orador espera y so-
licita que el Gobierno respete y garantice los derechos sin-
dicales fundamentales en el país. 

El miembro gubernamental de la India agradeció la com-
pleta actualización y acogió con beneplácito la buena vo-
luntad y el compromiso del Gobierno para participar acti-
vamente y colaborar con la OIT y cumplir con sus obliga-
ciones. Solicitó al Gobierno que prosiga sus esfuerzos para 
enmendar la legislación pertinente en consulta con las par-
tes interesadas, en especial con los interlocutores sociales, 
y que siga proporcionando información sobre todo pro-
greso realizado a este respecto. El orador también pidió a 
la OIT y a sus Estados Miembros que apoyen plenamente 
al Gobierno y que se le proporcione la asistencia técnica 
que pueda solicitar a este respecto. La Comisión tiene que 
ser un foro para la discusión constructiva destinada a me-
jorar el cumplimiento de las normas internacionales del tra-
bajo. El orador reiteró la necesidad de garantizar una mayor 
transparencia, inclusión, objetividad, equidad y credibili-
dad en el mecanismo de control de la OIT como parte de la 
iniciativa relativa a las normas para el centenario de la OIT. 

Un observador, en representación de la Confederación Ge-
neral de Sindicatos, reconoció que el Gobierno se ha coor-
dinado con los interlocutores sociales, y en particular con 
los sindicatos, para avanzar en la aplicación de las normas 
internacionales del trabajo. Los procesos legislativos lle-
van su tiempo. El constructivo diálogo que se ha entablado 
entre el Gobierno y la OIT ha resultado fructuoso de cara a 
la aplicación no sólo del Convenio, sino también de otros 
convenios. De hecho, se ha contemplado la ampliación del 
mandato del Consejo Tripartito Nacional, la creación de un 
mecanismo de negociación colectiva en las empresas 
donde hay varios sindicatos y la supresión del requisito de 
afiliación mínima del 10 por ciento para constituir un sin-
dicato. Sin embargo, estos logros no significan que se ha-
yan resuelto todos los problemas. La Comisión de Expertos 
ha detectado incoherencias en la aplicación del Convenio y 
una falta de conformidad entre algunas disposiciones na-
cionales y las del Convenio, lo cual ilustra la necesidad de 
proseguir el diálogo entre la OIT y el Gobierno. Por lo 
tanto, el orador celebró que la OIT esté dispuesta a ofrecer 
asistencia técnica y expresó su esperanza de que se llegue 
pronto a una solución. 

El miembro gubernamental de la República Islámica del 
Irán tomó nota de que la prohibición del trabajo forzoso en 
Belarús figura tanto en su Constitución como en su Código 
del Trabajo. Una misión consultiva técnica de la OIT visitó 
el país en 2017. Se ha adoptado el decreto núm. 1 y el Go-
bierno ha demostrado su voluntad de mejorar la situación. 
El orador apoyó las medidas tomadas por el Gobierno y lo 
alentó a proseguir por esta vía. Solicitó a la OIT que siga 
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brindando al Gobierno la asistencia necesaria a este res-
pecto. 

El miembro trabajador del Sudán señaló que el análisis de 
la legislación laboral local muestra que ésta no contiene 
disposiciones que propicien el trabajo forzoso. Por consi-
guiente, la legislación es conforme con las normas interna-
cionales del trabajo. Belarús también respeta plenamente 
todos los convenios internacionales que ha ratificado. Una 
misión consultiva técnica de la OIT visitó el país en 2017 
y brindó la asistencia técnica necesaria, lo que permitió me-
jorar la legislación pertinente. El orador dio las gracias al 
Gobierno por todos los esfuerzos realizados en la materia 
y por la información proporcionada a la Comisión. 

El miembro gubernamental de Suiza se mostró preocu-
pado por las disposiciones de la legislación nacional que 
imponen trabajo obligatorio a determinadas categorías de 
trabajadores. Tomó nota de la labor realizada por la misión 
consultiva técnica de junio de 2017. Los cambios constata-
dos o emprendidos en la práctica revelan que se está si-
guiendo la dirección adecuada. El Gobierno garantizó a la 
misión que se celebrarán consultas públicas, con los inter-
locutores sociales, entre otros, durante el examen de la ver-
sión modificada del decreto núm. 3. Así, invitó al Gobierno 
a que prosiga sus esfuerzos con miras a ajustar su legisla-
ción y sus prácticas a las normas internacionales del trabajo 
contando con la participación de todas las partes interesa-
das, así como a que continúe colaborando con la OIT y su-
ministrando toda la información solicitada sobre los cen-
tros médicos de trabajo. 

El miembro gubernamental de China agradeció la infor-
mación proporcionada por el Gobierno. Desde que la Co-
misión examinara el caso, en 2016, se han realizado pro-
gresos en la aplicación del Convenio, incluida la mejora 
tanto de la legislación relativa al trabajo forzoso como de 
la capacidad para hacer cumplir la ley. Por ejemplo, se ha 
derogado el decreto núm. 9, y se ha suspendido y revisado 
el decreto núm. 3. Con objeto de enmendar otras leyes per-
tinentes, el Gobierno se ha comprometido a pedir su opi-
nión a los interlocutores sociales y al público en general. 
Incumbe a los Estados Miembros aplicar los convenios in-
ternacionales del trabajo ratificados. El enfoque más efec-
tivo para desarrollar su capacidad a este respecto es el for-
talecimiento del diálogo y de la asistencia técnica. El ora-
dor confió en que la OIT refuerce su cooperación con el 
Gobierno y preste la asistencia técnica necesaria para solu-
cionar el problema en relación con la aplicación del Con-
venio. 

El miembro trabajador de la Federación de Rusia indicó 
que en Belarús y en la Federación de Rusia se presta parti-
cular atención a los derechos laborales, y que los cambios 
en la legislación bielorrusa que empeoran la situación de 
los trabajadores podrían transferirse al ordenamiento jurí-
dico ruso. Recordó la preocupación expresada en 2016 por 
la reglamentación de las relaciones laborales en Belarús, y 
por la intención del Gobierno de establecer una tasa para 
los ciudadanos que no trabajan, la cual, si no se paga, puede 
conllevar la imposición de medidas más severas, como la 
detención administrativa. Los contratos de trabajo de dura-
ción determinada que no ofrecen a los trabajadores ninguna 
garantía de empleo permanente son la norma, y los emplea-
dores suelen negarse a concluir un contrato escrito con un 
trabajador. Sin embargo, en lugar de conceder a la Inspec-
ción Estatal del Trabajo la potestad para detectar y eliminar 
dichos casos, el decreto núm. 1, a partir del 1.º de enero de 
2019, aumentó injustamente el costo de la vivienda para los 
ciudadanos oficialmente desempleados. Dada la escasez de 
empleos que ofrecen condiciones de trabajo decentes en 
Belarús, dichas medidas impondrían una carga adicional a 
los trabajadores. Los temores en relación con el decreto 
núm. 3 demuestran estar justificados. Como consecuencia 
de las manifestaciones que tuvieron lugar en febrero de 
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2018, el decreto ha sido suspendido, pero sigue persiguién-
dose a los activistas sindicales que participaron en las ma-
nifestaciones por considerarse que se apoyaron en motivos 
legales infundados; esta actitud del Gobierno sienta las ba-
ses para la violación del derecho de libertad sindical. El 
orador instó al Gobierno a que tenga en cuenta las conclu-
siones de la Comisión de la Conferencia y de la Comisión 
de Expertos, y a que introduzca las modificaciones necesa-
rias para poner las disposiciones legislativas en conformi-
dad con el Convenio. 

El miembro gubernamental de Kazajstán consideró que 
Belarús está desarrollando rápidamente el diálogo social a 
todos los niveles de la concertación social. En su calidad 
de Estado Miembro de la OIT, Belarús puede estudiar y 
aplicar la práctica internacional para solucionar conflictos 
sociales y laborales, y mejorar y reglamentar el mercado de 
trabajo. El Gobierno coopera con la OIT en relación con 
varias cuestiones, incluido el empleo. La información pro-
porcionada por la delegación de Belarús es completa. La 
misión de la OIT de 2017, así como los últimos cambios 
legislativos, permiten confiar en que el Gobierno conti-
nuará interactuando con los interlocutores sociales, y en 
que la OIT retirará todas las cuestiones planteadas por la 
Comisión. Sólo pueden crearse condiciones de trabajo de-
cente a través del diálogo social y de una legislación que 
esté de conformidad con las normas internacionales del tra-
bajo. 

La miembro gubernamental de Cuba agradeció la infor-
mación proporcionada por el Gobierno. Refiriéndose a la 
misión consultiva de junio de 2017, subrayó que dicha mi-
sión era muestra del espíritu de colaboración del Gobierno 
con la OIT. Confió en que este último prosiguiera sus es-
fuerzos por tener mejores condiciones de trabajo y asegurar 
una mejor protección de niños, niñas y familias, al tiempo 
que valorara las necesarias modificaciones legislativas.  

La representante gubernamental agradeció a los miem-
bros de la Comisión la discusión e indicó que estudiarán 
todas las sugerencias y los comentarios constructivos. Be-
larús apoya con firmeza la prohibición y la erradicación del 
trabajo forzoso. La Constitución consagra la prohibición 
del trabajo forzoso, al igual que el artículo 13 del Código 
del Trabajo. Sólo el tribunal puede permitir cualquier ex-
cepción a este principio con arreglo a la legislación sobre 
emergencias y la legislación militar. Reiteró que el decreto 
núm. 9 ha sido derogado, tal y como la Comisión de Ex-
pertos observó con satisfacción, y por lo tanto esta cuestión 
debería considerarse resuelta. Recordó que el decreto 
núm. 29 fue objeto de críticas durante la reunión de la Co-
misión de 2016. Los expertos de la misión consultiva téc-
nica han estudiado el contenido del decreto y han infor-
mado a la Comisión de Expertos sobre sus conclusiones. 
Tras examinar toda la información necesaria, la Comisión 
de Expertos decidió no comentar el decreto núm. 29. El 
contenido de un contrato de empleo, sus términos y condi-
ciones de trabajo, se definen por acuerdo entre las partes, 
es decir el empleador y el empleado. Ninguna de las partes 
tiene derecho a coaccionar a la otra parte o imponer condi-
ciones inaceptables. Los términos de un contrato de empleo 
deben tener en cuenta las garantías mínimas obligatorias 
establecidas en la legislación del trabajo. Este enfoque se 
ajusta a las prácticas internacionalmente reconocidas. Los 
comentarios de la Comisión de Expertos han constituido la 
base de un análisis adicional y exhaustivo por parte del Go-
bierno sobre la aplicación de la legislación nacional. El Go-
bierno también ha estudiado tres textos reglamentarios — 
los decretos núms. 3 y 18, y la ley núm. 104-3 — y ha co-
municado información detallada sobre su aplicación, que 
sólo afecta a unas categorías de ciudadanos muy limitadas 
que, sin la implicación activa del Estado y la sociedad, no 
podrían volver a llevar una vida normal. Ofrecer a estos 
individuos una oportunidad para trabajar constituye uno de 

los medios más importantes y efectivos para su rehabilita-
ción y reintegración social. Este enfoque es coherente con 
la posición de la Comisión de Expertos, recogida en los Es-
tudios Generales sobre el Convenio, de 1979 y de 2007, en 
particular en relación con los desempleados de larga dura-
ción que no quieren trabajar y que, por esta razón, no dis-
ponen de medios de subsistencia. Para concluir, la repre-
sentante gubernamental aseguró a los miembros de la Co-
misión que el Gobierno seguirá siendo un firme y constante 
defensor de los principios de la OIT. El Gobierno valora su 
interacción con la OIT y está dispuesto a seguir cooperando 
para mejorar las relaciones sociales y laborales en Belarús. 

Los miembros empleadores agradecieron las presentacio-
nes elogiando la interacción constructiva entre el Gobierno 
y la OIT y el desarrollo de la colaboración social y del mer-
cado laboral. Tomaron nota de las modificaciones de de-
terminados textos legislativos, las explicaciones del Go-
bierno sobre los cambios conceptuales al decreto núm. 3, 
en su forma enmendada por el decreto núm. 1, y la deroga-
ción del decreto núm. 9 por el edicto núm. 182 de 27 de 
mayo de 2016. Considerando las presentaciones relativas 
al valor social y de rehabilitación del trabajo, los miembros 
empleadores instaron al Gobierno a que siga adoptando to-
das las medidas necesarias para suprimir la utilización del 
trabajo forzoso, y para evitar la promulgación de legisla-
ción que podría equivaler a la utilización de trabajo for-
zoso. Solicitaron al Gobierno que proporcione a la Comi-
sión de Expertos la información que confirme la modifica-
ción del decreto núm. 3 por el decreto núm. 1, así como los 
detalles relativos al funcionamiento del nuevo marco jurí-
dico y sus efectos prácticos. Además, pidieron al Gobierno 
que presente información sobre la aplicación de la ley 
núm. 104-3 en la práctica, incluido el número de personas 
internadas en centros médicos y el trabajo obligatorio que 
forma parte de dicha rehabilitación. 

Los miembros trabajadores dieron las gracias al represen-
tante gubernamental por la información proporcionada a la 
Comisión, pero lamentaron que el Gobierno no vea las gra-
ves deficiencias de su normativa en relación con el Conve-
nio. Habida cuenta del escaso progreso alcanzado en rela-
ción con las cuestiones planteadas, es necesario reiterar una 
serie de recomendaciones formuladas en 2016. El Go-
bierno debe tomar todas las medidas necesarias para poner 
fin al trabajo forzoso y abstenerse de promulgar leyes que 
puedan propiciarlo. Muchos sectores de la población pue-
den ser sancionados con penas de trabajo obligatorio. Los 
grupos más vulnerables son quienes no han trabajado du-
rante más de 183 días en un período determinado, quienes 
padecen alguna adicción y padres que no pueden cuidar de 
sus hijos. A este respecto, el Gobierno debe velar por que 
sus leyes y decretos se ajusten plenamente al Convenio, en 
particular el decreto núm. 1, por el que se modifica el de-
creto núm. 3, la ley núm. 104-3, el decreto núm. 18 y el 
decreto núm. 29. Esta tarea debe llevarse a cabo en estrecha 
cooperación con todos los interlocutores sociales de Be-
larús. Así pues, se invitó al Gobierno a que celebre consul-
tas con todos los interlocutores sociales para elaborar ini-
ciativas normativas que garanticen el cumplimiento del 
Convenio. También debe prestarse más atención a la situa-
ción de los centros médicos de trabajo. En este sentido, se 
pidió al Gobierno que informe a la Comisión de Expertos 
sobre las actividades de seguimiento efectuadas en dichos 
centros por los servicios de inspección del trabajo. Para eli-
minar todas las formas de trabajo forzoso, hay que enjuiciar 
a quienes lo imponen y sancionarlos con penas disuasorias 
de índole civil y penal si se ha demostrado su culpabilidad. 
La derogación del decreto núm. 9 ha sido confirmada, pero 
aún no están claros sus efectos. Habría que recabar más in-
formación al respecto para determinar si ha habido mejoras 
en relación con el Convenio. Por otra parte, la situación re-
lativa a la libertad sindical en Belarús es sumamente preo-
cupante. El ejercicio de esta libertad se halla severamente 
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restringido, por lo que los trabajadores no pueden hacer oír 
su voz de manera efectiva. Se instó al Gobierno a que soli-
cite asistencia técnica a la OIT para aplicar todas las reco-
mendaciones mencionadas anteriormente. También se 
instó al Gobierno a que acepte una misión de contactos di-
rectos dirigida por la OIT con el fin de agilizar el proceso 
de adaptación de la legislación y la práctica de Belarús al 
Convenio. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por la representante gubernamental y de la discusión 

que tuvo lugar a continuación. 
En relación con las conclusiones adoptadas por la Comisión 

en 2016 y las medidas adoptadas por el Gobierno en respuesta 

a las mismas, la Comisión tomó nota de la explicación facili-
tada por el Gobierno sobre los cambios conceptuales introdu-
cidos en el marco del decreto presidencial núm. 3, de 2 de abril 

de 2015, modificado por el decreto núm. 1, de 25 de enero de 
2018, así como de la derogación del decreto núm. 9, de 7 de 
diciembre de 2012, reemplazado por el decreto presidencial 

núm. 182, de 27 de mayo de 2016. Sin embargo, la Comisión 
observó con preocupación la posibilidad de que la aplicación 
de los otros decretos presidenciales, que no han sido modifi-

cados, propicie la imposición de trabajo forzoso. 
Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-

sión recomendó al Gobierno que: 
■ siga adoptando todas las medidas necesarias, en pleno

cumplimiento del Convenio núm. 29 para erradicar el

trabajo forzoso y se abstenga de promulgar leyes que
puedan propiciar en la práctica el recurso al trabajo for-
zoso;

■ proporcione información a la Comisión de Expertos so-
bre el efecto de las disposiciones del decreto presidencial
núm. 182 en la legislación y sobre sus consecuencias en la

práctica;
■ suministre información a la Comisión de Expertos que

confirme la modificación del decreto presidencial núm. 3

mediante el decreto presidencial núm. 1 y, en particular,
sobre el efecto de este nuevo marco en la legislación y en
la práctica;

■ siga aportando información sobre la aplicación en la
práctica de la ley núm. 104-3, en especial sobre el número
de personas que se encuentran en centros médicos y sobre

el trabajo obligatorio que forma parte de su rehabilita-
ción, y

■ siga aceptando asistencia técnica para velar por la conti-

nuidad de las medidas encaminadas a lograr el cumpli-
miento del Convenio núm. 29 en la legislación y en la
práctica.

La Comisión alentó al Gobierno a que continúe colabo-
rando de forma constructiva con la OIT para erradicar el tra-
bajo forzoso y a que transmita información sobre las medidas 

al respecto para que la Comisión de Expertos la examine en 
su próxima reunión. 

La representante gubernamental señaló que su Gobierno 
se compromete a cumplir las normas internacionales del 
trabajo y que enviará información adicional a la Comisión 
de Expertos con el fin de facilitar una mejor comprensión 
de las medidas adoptadas para aplicar el Convenio. Sub-
rayó que el objetivo de las medidas adoptadas por su Go-
bierno es combatir ciertos fenómenos indeseables como el 
alcoholismo y la drogadicción mediante servicios de asis-
tencia, rehabilitación y apoyo para proteger a los niños. 

ERITREA (ratificación: 2000) 

Un representante gubernamental declaró que el Gobierno 
toma nota de las observaciones formuladas el 30 de agosto 
de 2017 por la Organización Internacional de Empleadores 
(OIE) y los comentarios al respecto de la Comisión de Ex-
pertos y la Comisión de la Conferencia. En 2000, Eritrea 

ratificó los dos convenios relativos al trabajo forzoso y ha 
mantenido su compromiso con las cuestiones asociadas a 
los convenios. Eritrea no sólo ha luchado frente a los diri-
gentes coloniales por su independencia, sino también por 
obtener la justicia social y garantizar sus derechos. En 
cuanto a la cuestión del servicio nacional obligatorio, el 
Gobierno debe reiterar la posición que expresó ante la Co-
misión de la Conferencia en 2015. El orador expresó su es-
peranza de que el debate resulte esclarecedor y conduzca a 
una conclusión productiva. El programa del servicio nacio-
nal está en el corazón de la construcción de la nación y la 
educación y preparación de la nueva generación para lograr 
este propósito. Eritrea introdujo el programa de servicio 
nacional en 1995 mediante la proclamación núm. 82, de 
1995, en el contexto de la desmovilización masiva del Ejér-
cito de Liberación Eritreo tras la independencia. En cierto 
modo, también se considera como una estructura de segu-
ridad contingente que permite a la joven nación mantener 
un ejército regular muy pequeño con la flexibilidad de mo-
vilizar la fuerza necesaria en caso de enfrentarse a una ame-
naza contra su existencia. También se considera esencial la 
necesidad de actuar de forma dinámica para establecer un 
marco sólido de seguridad y desarrollo regional. En tiem-
pos normales, el servicio nacional establecido por ley se 
limita a dieciocho meses, de los cuales, en general, doce 
meses se dedican a trabajos públicos comunitarios o labo-
res de desarrollo y los seis meses restantes al adiestra-
miento militar en el Centro de Educación y Formación de 
Sawa. También forman parte de la reserva que puede ser 
requerida en caso de que estalle una guerra o de que se so-
licite debido a un problema de seguridad nacional. Esto es 
compatible con la definición de las «obligaciones cívicas 
normales» que aparece en el artículo 2, 2), b), del Conve-
nio. El trabajo exigido se realiza en el mayor interés de la 
nación y la comunidad, y no en beneficio de compañías 
privadas o individuos. Se centra en la reforestación, la con-
servación del suelo y el agua, los proyectos de reconstruc-
ción y los programas de seguridad alimentaria. En general, 
el propósito para el que se utiliza se limita a lo estricta-
mente necesario en la situación imperante como requisito 
previo a la existencia de la nación. En los últimos veinte 
años, el programa de servicio nacional se ha visto afectado 
por amenazas externas a la existencia de la nación. La ocu-
pación permanente por parte de Etiopía de territorios sobe-
ranos eritreos constituye una violación flagrante de la le-
gislación internacional, las disposiciones fundamentales de 
la Carta de las Naciones Unidas y el Acuerdo de Argel de 
2000 firmado por ambos países. También constituye una 
violación del derecho del pueblo eritreo a la soberanía, al 
desarrollo y su derecho a vivir en paz libre de amenazas. 
Sin embargo, la comunidad internacional, en particular el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, no ha to-
mado las medidas adecuadas para abordar el problema. Por 
consiguiente, Eritrea no tiene otra alternativa que adoptar 
las medidas de autodefensa necesarias proporcionales a la 
amenaza a que se enfrenta. 

A pesar de los desafíos que prevalecen, el Gobierno ha 
adoptado varias medidas para transformar el sistema de 
servicio nacional y hacer frente a las consecuencias impre-
vistas. Por ejemplo: 1) en 2001, se estableció la Comisión 
para la Desmovilización, y entre 2001 y 2005 se desmovi-
lizó a 105 000 soldados del servicio nacional — el proyecto 
preveía la completa desmovilización del ejército pero se 
suspendió cuando Etiopía rechazó la decisión de la Comi-
sión de Límites Eritrea-Etiopía —; 2) con recursos locales, 
se han proseguido los procesos de desmovilización a gran 
escala por diversos motivos, en particular de las mujeres y 
otros sectores de la sociedad; 3) los últimos cinco o seis 
años, todos los graduados del servicio nacional se han ins-
crito directamente en diferentes instituciones educativas y, 
tras acabar sus estudios, han sido asignados a varias áreas 
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de trabajo, entonces, en la mayoría de los casos, se ha apla-
zado el período de un año de servicio comunitario o para el 
desarrollo hasta que el momento sea conveniente — ade-
más la mayoría de los recién graduados forman parte del 
nuevo sistema de remuneración establecido en 2016 que 
introduce un aumento sustancial del salario en la adminis-
tración pública —, y 4) el objetivo de los trabajos comuna-
les es promover el servicio social y los medios de subsis-
tencia dignos de la población. Se ha consultado a menudo 
a los miembros de la comunidad, a través del sistema de 
gobernanza local popular, implicando tanto a los beneficia-
rios como a los participantes activos, sobre la necesidad de 
estos servicios. Debido a la situación que prevalece, des-
crita repetidamente, se ha solicitado a los miembros del ser-
vicio nacional realizar actividades no militares en las cir-
cunstancias específicas descritas que se limitan a auténti-
cos casos de fuerza mayor. En tiempos de paz, los miem-
bros del servicio nacional no tienen más obligaciones tras 
haber cumplido su deber de servicio durante dieciocho me-
ses. La duración del servicio nacional se ha prolongado de-
bido a las incesantes amenazas y al prolongado estado de 
beligerancia de Etiopía. Por consiguiente, las obligaciones 
ampliadas que se han impuesto a la población en general y 
los miembros del servicio nacional en particular son com-
patibles con las disposiciones de los Convenios núms. 29 y 
105. No se ha realizado ningún trabajo forzoso u obligato-
rio en el país en violación de los Convenios. En cuanto al 
contexto jurídico e institucional del Estado, el servicio na-
cional constituye una excepción al trabajo forzoso en vir-
tud del artículo 3, 17), de la Proclamación del Trabajo 
núm. 118, de 2001, que dispone que las obligaciones cívi-
cas normales, el trabajo realizado según lo estipulado en el 
Código Penal y los servicios comunitarios o para el desa-
rrollo prestados en una situación de amenazas externas a la 
existencia del país no se consideran trabajo forzoso. La le-
gitimidad de calificar el servicio militar y no militar como 
un caso de fuerza mayor de conformidad con el Convenio 
es por consiguiente inequívoca. El orador subrayó que la 
paz, la seguridad, los derechos humanos y el desarrollo es-
tán interconectados y constituyen un principio fundamental 
del sistema internacional. No se deben subestimar las ame-
nazas a su existencia a las que se enfrenta Eritrea y el fra-
caso de la comunidad internacional, en particular del Con-
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas, a la hora de 
abordar dichas amenazas a las que se enfrenta Eritrea. El 
Gobierno de Eritrea rechaza categóricamente las alegacio-
nes efectuadas y reitera la posición que ha adoptado según 
la cual la Comisión debería tener en cuenta estas realidades 
objetivas, rechazar las alegaciones y seguir ampliando y re-
forzando el compromiso con Eritrea de forma significativa. 
En cuanto a la afirmación de la OIE de que «la ocupación 
ilegal del territorio eritreo por parte de Etiopía no consti-
tuye una auténtica emergencia, con lo cual el recurso al tra-
bajo forzoso no se justifica», el orador declaró que ésta se 
contradice con la realidad concreta del país, con el princi-
pio fundamental del sistema internacional sobre la interde-
pendencia de la paz, la seguridad y el desarrollo, y con las 
disposiciones del artículo 1, b), del Convenio. Contraria-
mente a lo que afirma la OIE, Eritrea no recurre al trabajo 
forzoso u obligatorio para impulsar el desarrollo econó-
mico en el marco de un enfoque sistémico destinado a sus-
tituir el sistema del trabajo. Todas las formas de trabajo 
obligatorio impuestas en Eritrea son servicios comunitarios 
menores. Este tipo de trabajo, exigido por la coyuntura de 
amenazas a su existencia, guarda conformidad con los cri-
terios previstos en el Convenio núm. 29. Además, se justi-
fica la movilización de mano de obra con fines de desarro-
llo económico en el contexto del Convenio núm. 105. De 
conformidad con los convenios ratificados sobre el trabajo 
forzoso y su abolición y después de la guerra en la frontera 
con Etiopía, la Comisión solicitó a Eritrea que presentara 

memorias e información, indicando que el trabajo im-
puesto a la población como parte del servicio nacional obli-
gatorio en Eritrea equivalía a trabajo forzoso. El Gobierno 
de Eritrea ha presentado varias memorias por escrito y ha 
informado a la Comisión de la Conferencia y a la Comisión 
de Expertos de que no se ha practicado ninguna forma de 
trabajo forzoso en la mina de Bisha. Para concluir, el ora-
dor expresó la esperanza de que todos los esfuerzos reali-
zados hasta la fecha, incluido el contenido de la presente 
declaración, sirvan para fomentar una percepción objetiva 
de la realidad imperante que permita poner fin a las acusa-
ciones infundadas de trabajo forzoso y a las observaciones 
conexas. Por último, reiteró la voluntad del Gobierno de 
seguir colaborando con los órganos pertinentes. 

Los miembros trabajadores recordaron la gravedad del 
problema y la incapacidad del Gobierno para aportar una 
respuesta satisfactoria aunque el recurso al trabajo forzoso 
en Eritrea ya había sido discutido en la 104.ª reunión de la 
Conferencia Internacional del Trabajo de 2015 y que desde 
entonces el Gobierno no ha solicitado la asistencia técnica 
de la OIT. Los alarmantes informes realizados en 2015 
(asesinatos, torturas, secuestros, condiciones de detención 
inhumanas) siguen siendo idénticos en 2018 y están con-
firmados por numerosos organismos internacionales tales 
como la Comisión de Encuesta de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos Humanos en Eritrea de junio de 2016 y la 
Relatora Especial sobre la situación de los derechos huma-
nos en Eritrea en junio de 2017. Las malas relaciones di-
plomáticas con Etiopía no pueden servir de justificación a 
las graves violaciones en curso. Cabe esperar que la discu-
sión de este año en la Comisión pueda convencer al Go-
bierno eritreo para hacer cuanto esté a su alcance con el 
objeto de que su legislación y su práctica estén en confor-
midad con el Convenio. La fuente del problema sigue 
siendo el servicio nacional obligatorio que se basa en la 
Proclamación sobre el Servicio Nacional (núm. 82, de 
1995) y la declaración sobre la «Campaña de Desarrollo 
Warsai Yakaalo» de 2002. Si en teoría la Campaña Warsai 
Yakaalo es de duración limitada, ella ha permitido movili-
zar a los conscriptos por una duración indeterminada. Ade-
más, el servicio nacional abarca una serie de actividades, 
tales como la construcción o la agricultura, que no son ac-
tividades puramente militares y, en consecuencia, no en-
tran en el campo de aplicación de la excepción prevista en 
el artículo 2, párrafo 2 del Convenio. Como lo recuerda la 
Comisión de Expertos, esta condición tiene como objetivo 
impedir la requisición de los conscriptos para la realización 
de trabajos públicos o para fines de desarrollo. Ahora bien, 
se ha informado que algunos conscriptos son puestos al ser-
vicio de empresas privadas, especialmente en el sector de 
las minas. El Convenio sobre la abolición del trabajo for-
zoso, 1957 (núm. 105) prohíbe igualmente la utilización 
del trabajo forzoso u obligatorio como método de movili-
zación y de utilización de la mano de obra con fines de 
desarrollo económico. Es en este sentido que debe ser in-
terpretado el Convenio núm. 29. Ahora bien, uno de los 
objetivos declarados de la Campaña Warsai Yakaalo es 
precisamente «invertir en el desarrollo del trabajo de la po-
blación en tanto que riqueza potencial», es decir, favorecer 
el desarrollo económico. Otra excepción a la prohibición 
del trabajo forzoso u obligatorio prevista por el Convenio 
es la de fuerza mayor, que se define en forma restrictiva 
como un hecho repentino e imprevisible que solicita una 
intervención inmediata. Pero, en vista de los períodos ex-
tremadamente largos de requisición de la mano de obra, no 
se puede considerar que el Gobierno eritreo moviliza una 
gran parte de su población para hacer frente a un hecho re-
pentino e imprevisible. Por consiguiente, no puede invocar 
la excepción de la fuerza mayor. El Gobierno estima que 
las medidas adoptadas tienen por objeto prevenir un hecho 
futuro de fuerza mayor. Dicha interpretación, además de 
ser incompatible con el carácter imprevisible que exige la 
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fuerza mayor no es aceptable puesto que permitiría que los 
Estados adopten medidas graves de limitación de los dere-
chos fundamentales en previsión de una fuerza mayor hi-
potética, lo cual constituiría un peligroso precedente.  

La institucionalización del trabajo forzoso está demos-
trada por las sanciones graves de que son objeto los eritreos 
que intentarían liberarse de esta obligación, especialmente 
las penas de prisión, la suspensión de los derechos, las re-
presalias contra los miembros de su familia o la no renova-
ción de licencias comerciales. El trabajo forzoso u obliga-
torio está definido en el artículo 2, párrafo 1, del Convenio 
como todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la 
amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicho indi-
viduo no se ofrece voluntariamente. Los miembros traba-
jadores han reiterado su inquietud en lo que se refiere al 
impacto de la Campaña Warsai Yakaalo sobre las mujeres 
y los niños. Aunque la legislación prevé que el servicio na-
cional se efectúe a partir de los dieciocho años, diferentes 
informes han revelado que cerca de un tercio de los nuevos 
conscriptos en los centros de entrenamiento militar son mu-
cho más jóvenes. Los estudiantes que terminan el ciclo es-
colar están obligados a someterse a un entrenamiento mili-
tar intensivo en Sawa y enseguida continúan sus estudios 
bajo la autoridad militar. Después son transferidos directa-
mente al programa de servicio nacional. Con frecuencia los 
estudiantes deben trabajar en la agricultura, a veces hasta 
uno o dos meses, además de su formación militar y de sus 
estudios. Con respecto a las mujeres, ellas son especial-
mente vulnerables al acoso y a las violencias sexuales. 
Ellas están igualmente forzadas a realizar tareas domésti-
cas para los oficiales, además de sus tareas en el marco de 
su servicio obligatorio. Cabe lamentar el abandono de las 
medidas adoptadas para desmovilizar a los conscriptos y 
reintegrarlos a la función pública, en especial estable-
ciendo una escala salarial para quienes hayan terminado 
sus obligaciones y dándoles un estatuto propio. Es de espe-
rar que el Gobierno reactivará este proceso. La afirmación 
del Gobierno según la cual los objetivos perseguidos por la 
Campaña Warsai Yakaalo se limitan a lo que es estricta-
mente necesario para responder a las exigencias de la si-
tuación del país, equivale a añadir un criterio al texto del 
Convenio utilizando la noción de proporcionalidad para 
justificar los abusos a los derechos fundamentales de su po-
blación. Ahora bien, la cuestión de la proporcionalidad sólo 
se plantea en el marco de la fuerza mayor, que no puede 
invocarse en el caso analizado. Las conclusiones plantea-
das por la Comisión de Expertos y por la Comisión de la 
Conferencia se encuentran reforzadas por otras organiza-
ciones. El Consejo de Derechos Humanos le pidió a Eritrea 
que realice una reforma jurídica e institucional profunda. 
La Relatora Especial ha debido constatar, en junio de 2017, 
que el Gobierno eritreo no había hecho ningún esfuerzo 
para dar seguimiento a las recomendaciones de la Comi-
sión de Encuesta. La misma observación se impone con 
respecto a las recomendaciones que la Comisión ha diri-
gido al Gobierno en 2015. El servicio nacional obligatorio 
tal como se aplica actualmente constituye un atentado a los 
derechos fundamentales de los eritreos. Deberían aplicarse 
las recomendaciones ya formuladas en 2015 por la Comi-
sión así como las recomendaciones de la Comisión de En-
cuesta del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, de revocar la proclamación de 1995 relativa al ser-
vicio nacional y de poner término a la Campaña Warsai 
Yakaalo. Invitaron al Gobierno a considerar la ratificación 
del Protocolo de 2014 relativo al Convenio sobre el trabajo 
forzoso, 1930, que completará en forma práctica la política 
de desmantelamiento del trabajo forzoso que debe de apli-
carse. 

Los miembros empleadores recordaron que el caso está 
relacionado esencialmente con dos instrumentos naciona-
les que infringen el Convenio, a saber, la Proclamación so-
bre el Servicio Nacional núm. 82, de 1995 y la declaración 

sobre la «Campaña de Desarrollo Warsai Yakaalo», de 
2002. Si bien el reclutamiento para el servicio militar du-
raba inicialmente sólo dieciocho meses, la guerra entre Eri-
trea y Etiopía ha dado lugar a una eliminación de la limita-
ción. Según el Gobierno, el servicio nacional se presta con 
fines militares y de desarrollo. En otras palabras, se pueden 
utilizar conscriptos en una diversidad de actividades, algu-
nas de las cuales corresponden exclusivamente al ámbito 
económico o de desarrollo. Sin embargo, en virtud del 
Convenio, el uso del trabajo involuntario para realizar tra-
bajos no militares sólo se permite en muy pocas circuns-
tancias. Cuando se analizó el caso en 2015, esta Comisión 
estaba sumamente preocupada por la situación permanente 
de trabajo forzoso en Eritrea e instó al Gobierno a que so-
licitara asistencia técnica a la OIT para velar por el cumpli-
miento del Convenio. Después de que la Comisión pre-
sentó sus conclusiones en 2015, tanto la OIE como la Con-
federación Sindical Internacional (CSI) formularon obser-
vaciones en las que expresaron su preocupación por la si-
tuación. Tomando nota con pesar de la omisión del Go-
bierno de presentar una memoria, la Comisión de Expertos 
había urgido al Gobierno a que adoptara las medidas nece-
sarias para poner fin a la práctica generalizada y sistemá-
tica de imposición de trabajo obligatorio a la población en 
el contexto del servicio nacional como obligación. En 
2017, la Comisión de Expertos adoptó una observación, ba-
sándose en las observaciones de la OIE y las respuestas que 
dio el Gobierno a éstas. La OIE subrayó que era urgente 
poner fin al trabajo forzoso en Eritrea y observó que, pese 
al compromiso asumido para trabajar en aras de ese obje-
tivo, el Gobierno no había solicitado asistencia técnica a la 
OIT ni había demostrado ninguna intención de cooperar 
con ésta. El Gobierno reiteró que la desmovilización se ha-
bía interrumpido y que el servicio nacional se había pro-
longado debido a la necesidad de adoptar medidas con res-
pecto al estado de beligerancia con Etiopía. Además, el Go-
bierno afirmó con rotundidad que el trabajo impuesto a la 
población en el marco de la Campaña Warsai Yakaalo sólo 
se realizaba en beneficio de la comunidad y no de empresas 
privadas o particulares. En consecuencia, según el Go-
bierno, no se trataba de ninguna práctica sistemática de tra-
bajo obligatorio. En su observación, la Comisión de Exper-
tos señaló que, de acuerdo con los informes más recientes 
de los órganos nombrados por el Consejo de Derechos Hu-
manos de las Naciones Unidas, el Gobierno todavía no ha-
bía adoptado medidas para introducir reformas en los pro-
gramas del servicio nacional. La Comisión de Expertos se-
ñaló también con profunda preocupación que no se había 
observado ningún avance del Gobierno para armonizar su 
legislación y sus prácticas con el Convenio. Si bien era 
comprensible que el Gobierno quería prepararse para de-
fender sus fronteras, éste había ratificado el Convenio 
núm. 29, que pone límites a la posibilidad de poder llevar 
a cabo ciertas acciones. Es necesario armonizar los instru-
mentos jurídicos nacionales con las disposiciones de las 
normas internacionales del trabajo ratificadas. La declara-
ción del Gobierno en respuesta a la observación confirma 
que el reclutamiento trascendía el límite de dieciocho me-
ses establecido, y se utilizan conscriptos militares para rea-
lizar trabajos o actividades no militares, como las activida-
des económicas que se llevan a cabo presuntamente en be-
neficio de la comunidad. No obstante, la interpretación de 
los hechos es polémica. Tanto la Comisión de Aplicación 
de Normas como la Comisión de Expertos han determinado 
en reiteradas ocasiones que la situación en Eritrea es 
análoga a la de trabajo forzoso y es incompatible con el 
Convenio, mientras que el Gobierno considera que el pro-
grama de reclutamiento y las actividades militares realiza-
das en el marco de la Campaña Warsai Yakaalo son justi-
ficables como excepciones en virtud del artículo 2 del Con-
venio. Asimismo, el Gobierno ha resaltado que ha adop-
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tado medidas para reducir el servicio nacional incorpo-
rando muchos reclutas en el servicio civil, con mejores re-
muneraciones. Si bien los esfuerzos del Gobierno pueden 
ser una muestra de su intención de cumplir su compromiso 
de desmovilización, sigue habiendo preocupación por 
quienes permanecen en el servicio nacional prolongado o 
quienes son utilizados en trabajos no militares de carácter 
obligatorio. Para que el Gobierno se comprometa a cumplir 
sus obligaciones dimanantes del derecho internacional, es 
necesario que adopte las medidas necesarias que permitan 
modificar o derogar los instrumentos nacionales que sean 
contrarios al Convenio. Independientemente de su justifi-
cación, la Proclamación sobre el Servicio Nacional y la 
Campaña Warsai Yakaalo constituyen una violación al 
Convenio. En conclusión, el retraso en la armonización de 
la legislación y las prácticas nacionales con el Convenio, el 
número de observaciones y recomendaciones formuladas 
por la Comisión de Aplicación de Normas, la Comisión de 
Expertos y otros órganos internacionales, así como la omi-
sión constante del Gobierno de solicitar asistencia a la OIT 
a ese respecto, justifican que éste se considere como un 
caso de grave incumplimiento. 

El miembro trabajador de Eritrea dio las gracias a la Co-
misión por darle la oportunidad de intervenir y corregir al-
gunos conceptos erróneos sobre su país. Expresó su preo-
cupación por el enfoque prescriptivo adoptado por la Co-
misión de Expertos y la OIE con respecto a la aplicación 
por Eritrea del Convenio, sin contar con ninguna prueba 
perceptible de los alegatos ni considerar la realidad en Eri-
trea. No se ha comprendido el enfoque genuino de Eritrea 
relativo al desarrollo indígena comunitario. Si no se visita 
el país, es prácticamente imposible comprender la realidad 
eritrea, el espíritu de pertenencia comunitaria y la pasión 
del pueblo por la paz, la estabilidad, el crecimiento y la 
prosperidad. Eritrea tiene una visión única del futuro. En 
efecto, el país sigue tropezando con problemas de desarro-
llo socioeconómico y ha sido asolado por la guerra y por 
intereses geopolíticos. Sin embargo, pese a todas las con-
diciones difíciles, ha logrado conservar los valores más 
apreciados (la honestidad, la integridad, el trabajo arduo, el 
espíritu comunitario y los deberes cívicos) para construir 
una nación sostenible. Se espera que el éxito alcanzado du-
rante la implementación de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio sea aún mayor al materializar los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. En cuanto a los alegatos sobre tra-
bajo forzoso, es inconcebible que un país que nació de la 
dolorosa lucha por su independencia y por los derechos hu-
manos pueda permitir la violación de los derechos huma-
nos de su pueblo, en particular la utilización sistemática del 
trabajo forzoso en contravención de los valores nacionales 
y principios del Convenio. Eritrea ha ratificado todos los 
convenios fundamentales de la OIT, a excepción del Con-
venio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 
(núm. 182), que se está analizando, y se ha comprometido 
plenamente a aplicarlos. Los principios de los convenios 
están consagrados en la Ley del Trabajo núm. 118, de 
2001. Los sindicatos eritreos desempeñan un papel activo, 
en cooperación también con las confederaciones interna-
cionales y la OIT, para proteger los derechos de los traba-
jadores. A fin de analizar el Programa de Trabajo Decente 
y, en particular, el trabajo forzoso y la migración laboral en 
África, en marzo de 2016 se había organizado en Asmara 
una conferencia de solidaridad internacional, en colabora-
ción con la OIT, a la que asistieron más de 25 sindicatos 
nacionales, la CSI y la Organización de Unidad Sindical 
Africana (OUSA). Los participantes de esta conferencia 
habían visitado, entre otras cosas, la mina de Bisha. A raíz 
de la visita, muchos de los empleados de la Bisha Mining 
Company se afiliaron a sindicatos. El orador indicó además 
que se dio una respuesta formal en relación con el informe 
de la comisión de investigación sobre la situación de los 
derechos humanos en Eritrea en la que se especifica que, 

de conformidad con el artículo 25 del Convenio, la impo-
sición ilegal de trabajo forzoso u obligatorio se castiga 
como un delito penal en Eritrea en virtud del Código Penal 
y que en el artículo 3, 7), de la Proclamación Laboral 
núm. 118/2001 se dispone que las obligaciones del servicio 
nacional no constituyen un caso de trabajo forzoso. Eritrea 
aplicó las excepciones establecidas en el artículo 2, 2), del 
Convenio, que incluyen el servicio militar obligatorio, así 
como el trabajo que forma parte de las obligaciones cívicas 
normales de los ciudadanos eritreos. Asimismo, los sindi-
catos eritreos comprueban periódicamente si se cumple el 
artículo 9 del Convenio. Si bien discrepa de las observacio-
nes de la Comisión de Expertos en las que se compara el 
servicio nacional con el trabajo forzoso, el orador reiteró 
su compromiso de impedir cualquier práctica de ese tipo 
que pudiera ocurrir en el futuro. Se espera que la Comisión 
participe en un diálogo auténtico con todos los interlocuto-
res para obtener información real sobre la situación en Eri-
trea. 

El miembro empleador de Eritrea declaró que el hecho de 
que la OIE haya presentado las observaciones sobre Eritrea 
a la Comisión de Expertos sin haber consultado a la Fede-
ración de Empleadores de Eritrea (EFE) en su calidad de 
miembro de la OIE constituye una infracción de procedi-
miento. Por lo tanto, la acusación no es legítima ni creíble 
y carece de fundamento fáctico. El orador instó a todos los 
miembros de la OIE a que se adhieran al rechazo por parte 
de la EFE de esta acusación poco realista. La cuestión del 
trabajo forzoso en el programa de servicio nacional fue 
planteada en 2015 por la CSI, y luego por la OIE en 2017, 
sin información sustantiva de los respectivos afiliados. 
Además, el Gobierno toma medidas constantemente para 
mitigar las dificultades económicas de los miembros del 
servicio nacional y otros empleados. A finales de 2015, se 
introdujo una nueva escala de sueldos para los miembros 
del servicio nacional y se está llevando a cabo un proceso 
de desmovilización. El informe de la Relatora Especial de 
las Naciones Unidas, en el que se basó la Comisión de Ex-
pertos, es muy discutible y carece de credibilidad por nu-
merosos motivos. En general, la acusación es obsoleta y no 
contiene información sobre la evolución reciente de la 
cuestión que se examina.  

La miembro gubernamental de Bulgaria, haciendo uso de 
la palabra en nombre de la Unión Europea (UE) y sus Es-
tados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzego-
vina, Noruega, ex República Yugoslava de Macedonia y 
Montenegro, destacó que tanto la promoción de las normas 
fundamentales del trabajo como su ratificación y aplica-
ción universales forman parte del Plan de Acción de la UE 
para los derechos humanos, adoptado en julio de 2015. Eri-
trea es parte en el Acuerdo de Cotonú, el marco para la 
cooperación con la UE que exige a las partes que respeten 
la democracia, el Estado de derecho y los principios de de-
rechos humanos, incluida la abolición del trabajo forzoso. 
La Proclamación sobre el Servicio Nacional y la declara-
ción sobre la «Campaña de Desarrollo Warsai Yakaalo», 
de 2002, son incompatibles con el Convenio, pues han es-
tablecido la práctica generalizada y sistemática de imponer 
el trabajo obligatorio a la población. Es profundamente 
preocupante que buena parte de la población pueda ser 
obligada a hacer el servicio militar, que pueda requerirse 
trabajo por un período de tiempo indefinido y arbitrario, y 
que gran parte de ese trabajo vaya mucho más allá de las 
excepciones previstas en el Convenio. La oradora lamentó 
profundamente que el Gobierno no haya adoptado ninguna 
medida para enmendar o derogar su legislación pese a las 
recomendaciones formuladas por la Comisión de la Confe-
rencia y la Comisión de Expertos. La amenaza de la guerra 
no puede usarse como justificación para obligar a la pobla-
ción a trabajar con fines distintos del servicio militar o si 
no existen verdaderas emergencias o casos de fuerza ma-
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yor. La oradora invitó encarecidamente al Gobierno de Eri-
trea a que haga frente a esta situación y acepte la oferta de 
cooperación y asistencia técnica de la OIT, y recordó que 
la UE sigue dispuesta a ayudar a Eritrea a cumplir sus obli-
gaciones en materia de democratización, derechos huma-
nos y Estado de derecho, así como a apoyar su desarrollo 
económico y sostenible. 

El miembro trabajador de Nigeria, hablando en nombre 
de la Organización de Sindicatos de África Occidental 
(OTUWA), recordó que Nigeria cuenta con un programa 
de servicio nacional de un año que se estableció tras la gue-
rra civil de Nigeria, mientras que el de Eritrea está vincu-
lado con su conflicto con Etiopía. Sin embargo, el pro-
grama de servicio nacional de Nigeria no exige el trabajo 
forzoso. Su objetivo es que los jóvenes aprecien la esencia 
del patriotismo y proporcionarles experiencia de primera 
mano, y consolidar asimismo la unidad nacional. Se insta 
al Gobierno de Eritrea a recurrir a la asistencia técnica de 
la OIT para reformar y transformar efectivamente su legis-
lación y prácticas relativas al servicio nacional, a fin de 
promover el empoderamiento social y económico de los jó-
venes de conformidad con las recomendaciones de la Co-
misión de Expertos. Nigeria tuvo una experiencia similar 
de desacuerdo con un Estado vecino, y el conflicto se solu-
cionó amistosamente con la asistencia de la comunidad in-
ternacional. En respuesta a los llamamientos formulados 
por Eritrea, el orador instó a que se preste asistencia técnica 
sólida a través de la OIT para coordinar un proceso interi-
nstitucional de las Naciones Unidas con objeto de realizar 
un seguimiento efectivo del acuerdo de paz con el objetivo 
de poner fin a la situación de «no guerra no paz». 

La miembro gubernamental del Sudán agradeció al Go-
bierno de Eritrea su gran interés en los asuntos laborales y 
de los trabajadores, así como en los comentarios de la Co-
misión de Expertos. Afirmó que: a) el Convenio prevé que 
el servicio nacional no se considera trabajo forzoso cuando 
un Estado se enfrenta a una emergencia; b) los mandantes 
tripartitos en Eritrea han tomado medidas a través de una 
serie de iniciativas emprendidas por la Confederación Na-
cional de Trabajadores de Eritrea, y tratan de solucionar el 
problema con el Gobierno siguiendo las observaciones for-
muladas por la CSI, y c) es importante acoger con agrado 
y encomiar los avances realizados por el Gobierno de Eri-
trea. La oradora propuso dejar de plantear una vez por to-
das las cuestiones mencionadas en la observación de la Co-
misión de Expertos y concertar esfuerzos con Eritrea para 
apoyarla en la aplicación de las normas internacionales del 
trabajo. 

La miembro trabajadora de Sudáfrica hizo eco de la preo-
cupación expresada por los miembros trabajadores por el 
servicio militar indefinido para los conscriptos y por la 
falta de oportunidades socioeconómicas para los jóvenes. 
La prolongación del servicio militar nacional es la princi-
pal razón de huir de Eritrea: en 2016 y 2017, los refugiados 
eritreos constituyeron el quinto grupo más grande de llega-
das a Europa a través del mar Mediterráneo. Según la Or-
ganización Internacional para las Migraciones 1 184 eri-
treos han llegado a Europa desde principios de 2018. Las 
Naciones Unidas estiman que una décima parte de la po-
blación eritrea ha huido en años recientes. La situación es 
alarmante y la falta de actividades económicas individuales 
y colectivas no puede sostenerse. Sin embargo, al explotar 
a los conscriptos con fines civiles y económicos, el Go-
bierno infringe el derecho internacional. Trabajar hasta 
quince años, sin ingresos, en el contexto de lo que se deno-
minan obligaciones cívicas y el deber nacional y bajo la 
fachada de obligaciones militares perpetuas, ya no puede 
tolerarse. El informe de 2017 de la Relatora Especial sobre 
la situación de los derechos humanos en Eritrea indicó que 
los programas de servicio nacional de Eritrea «seguían 
siendo arbitrarios, ampliados y de naturaleza involuntaria, 
equiparándose a la esclavitud, según las conclusiones de la 

Comisión de Encuesta». Las nuevas medidas para desmo-
vilizar a los conscriptos y rehabilitarlos en el servicio civil 
nacional, incluida la introducción de una escala salarial, 
eran alentadoras, pero no suficientes. Dichos esfuerzos de-
bían fortalecerse y extenderse más, e incluir una adopción 
más amplia de una política de empleo y de erradicación de 
la pobreza tanto en el sector público como privado. Por lo 
tanto, se debería instar al Gobierno a aceptar la asistencia 
técnica de la OIT para elaborar un plan de acción con pla-
zos definidos. 

El miembro gubernamental de Argelia tomó nota con sa-
tisfacción de las medidas adoptadas para organizar el ser-
vicio nacional y la formación profesional en el marco del 
programa de desarrollo del país, a pesar de la muy difícil 
situación que atraviesa. Animó al Gobierno eritreo a que 
prosiga sus esfuerzos por cumplir sus obligaciones relati-
vas al Convenio, en colaboración con la OIT. 

El miembro trabajador de Zambia indicó que las acusa-
ciones de haber violado los derechos de los trabajadores y 
los derechos humanos mediante la imposición de trabajo 
forzoso son tan graves que es preciso basarse en informa-
ciones y hechos probados para formularlas. Un equipo de 
25 sindicalistas internacionales viajó a Eritrea en 2016 y 
visitó la mina de Bisha, lugar al que se referían algunas 
acusaciones relativas al trabajo forzoso que se habían for-
mulado. No se observó ninguna manifestación de trabajo 
forzoso. Sin embargo, dada la gravedad de dichas acusa-
ciones, la Comisión de la Conferencia, la Comisión de Ex-
pertos y otras partes interesadas deben organizar una mi-
sión de estudio en Eritrea para: a) recabar información de 
primera mano sobre la situación actual; b) evaluar de forma 
objetiva los progresos realizados por el país en el ámbito 
de los derechos humanos y sindicales, y c) definir los pro-
blemas y proponer una manera de seguir avanzando a este 
respecto. Se insta a todos los sindicatos y organizaciones 
internacionales a que continúen apoyando a la Confedera-
ción Nacional de Trabajadores de Eritrea en los ámbitos del 
desarrollo de capacidades y la solidaridad sindical interna-
cional. 

El representante gubernamental pidió que se trate de 
comprender el problema de forma exhaustiva para poder 
encontrar una solución real. Es una lástima oír que los mo-
tivos de fuerza mayor del país son falsos cuando el pro-
blema relativo al programa del servicio nacional está direc-
tamente relacionado con la amplia ocupación del territorio 
eritreo por Etiopía. La paz es una condición previa para po-
der aplicar las normas internacionales del trabajo y la ocu-
pación no lo permite. En este contexto, la solidaridad es 
esencial para el desarrollo. El Gobierno no ha desmentido 
la participación de miembros del servicio nacional en acti-
vidades civiles. No obstante, esto se debió a causas de 
fuerza mayor, no se hizo con un fin de desarrollo econó-
mico. Eritrea no impondría trabajo forzoso a su propia po-
blación; al contrario, su intención es abolir del todo el tra-
bajo forzoso. Sin embargo, incluso si se modifica la legis-
lación, la raíz del problema no desaparecería, es decir, la 
ocupación por Etiopía, que es preciso resolver. Este debate 
basado en acusaciones infundadas no ayuda a Eritrea a 
aplicar las normas internacionales del trabajo. El Gobierno 
no rechaza ningún tipo de asistencia técnica que esté diri-
gida a abordar la raíz del problema del trabajo forzoso, y 
lleve a la paz y la estabilización. Habida cuenta de la gra-
vedad de las circunstancias, que los demás no parecen en-
tender del todo, Eritrea tiene que tomar medidas unilatera-
les. Además, el Gobierno ha empezado a mejorar la situa-
ción y seguirá por este camino. En este sentido, entre las 
medidas que se han adoptado se encuentra la introducción 
de una escala de salarios para los miembros del servicio 
nacional y la readaptación de los antiguos miembros al ser-
vicio civil. La «Campaña de Desarrollo Warsai Yakaalo» 
sólo se puso en práctica de 2006 a 2015 y no ha continuado 
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desde entonces. También es preciso aclarar que la acusa-
ción de que hay niños menores de 18 años afectados no es 
verdadera.  

Otro representante gubernamental destacó la cuestión del 
procedimiento relativo a las observaciones de la OIE. Es 
necesario tomar en consideración el hecho de que la EFE, 
como miembro de la OIE, no consultó antes de la presen-
tación de las observaciones a la Comisión de Expertos. 
Añadió que, considerando el proceso de reconstrucción y 
desarrollo de los países europeos en la historia, Eritrea no 
debería ser tratada de manera diferente. Debido a la conti-
nuación de la fuerza mayor, no hay alternativa al programa 
de servicio nacional. Por la misma razón, no podría esta-
blecerse ningún calendario en este sentido. Concluyendo, 
subrayó nuevamente que Eritrea está dispuesta a colaborar 
con la comunidad internacional y está abierta a la asistencia 
técnica propuesta. Sin embargo, la confianza mutua es vital 
y toda cooperación debería acompañarse de una mayor 
comprensión de la verdadera situación de Eritrea. 

Los miembros trabajadores agradecieron al conjunto de 
los oradores y a los representantes del Gobierno eritreo por 
las informaciones que han facilitado a la Comisión. Si bien 
la paz, la estabilidad y los derechos están estrechamente 
vinculados, es de lamentar que el Gobierno eritreo se es-
cude en la difícil situación diplomática con su vecino 
etíope para justificar los abusos institucionalizados contra 
la población eritrea y para negarles sus derechos humanos 
fundamentales. También es lamentable que el Gobierno 
siga subestimando y negando las gravísimas violaciones de 
que se trata. Hay que poner fin al servicio militar de dura-
ción indeterminada aboliendo la Campaña Warsai Yakaalo 
y derogando la Proclamación sobre el Servicio Nacional. 
Hay que poner fin a la utilización de los conscriptos para 
trabajos que no tienen un carácter puramente militar. Nu-
merosos informes dan cuenta de que se ponen conscriptos 
al servicio del sector privado, que encuentra en ellos una 
mano de obra dócil, al estar oprimida y barata. Eso debe 
acabar. En fin, el Gobierno eritreo debe reconocer que la 
situación del país no permite que se apele a la noción de 
fuerza mayor para justificar que se realicen tareas no mili-
tares en el marco del servicio militar obligatorio. También 
debe poner fin al reclutamiento militar de niños, práctica 
que ni es sostenible para el país ni es aceptable en el plano 
internacional. El Gobierno también debe adoptar medidas 
inmediatas a fin de que las mujeres reclutadas no sean ob-
jeto de acoso ni de violencias sexuales. Los miembros tra-
bajadores pidieron al Gobierno que arroje plena luz sobre 
los numerosos alegatos de muertes, torturas, secuestros y 
otras violaciones en el marco del servicio nacional. Es ur-
gente que Eritrea cambie su imagen de colonia penitencia-
ria. El Gobierno debe cerrar los lugares de detención secre-
tos, garantizar la integridad física de los detenidos y su ac-
ceso a tratamientos médicos así como a condiciones de de-
tención apropiadas, de conformidad con las normas inter-
nacionales. También debe poner fin a las represalias ejer-
cidas contra las familias de las personas que huyen del país. 
Convendría instaurar un mecanismo independiente que 
permita a los conscriptos presentar denuncias en caso de 
malos tratos y obtener reparación cuando hayan sufrido 
perjuicio en el marco de sus obligaciones de servicio. El 
Gobierno de Eritrea debe poder recurrir a la asistencia téc-
nica de la OIT, ya recomendada en 2015, con el fin de ela-
borar, en consulta con los interlocutores sociales, un plan 
de acción para revisar la legislación sobre el servicio mili-
tar. También debe instaurar una política nacional de em-
pleo y de erradicación de la pobreza. 

Los miembros empleadores opinaron que la clave del 
tema es que el Gobierno reconoce que el servicio nacional 
está teniendo lugar, pero lo justifica como una excepción 
de fuerza mayor en virtud del Convenio. En vista de su 
continuo incumplimiento del Convenio, en particular con 
respecto a la utilización de la excepción de fuerza mayor, 

se alienta al Gobierno a recurrir a la asistencia técnica de 
la OIT y a cooperar con la Organización, sometiendo asi-
mismo memorias basadas en las recomendaciones de la 
Comisión. 

El representante gubernamental planteó una cuestión de 
orden y señaló que la discusión debería limitarse a cuestio-
nes planteadas en el Convenio núm. 29, mientras que algu-
nas cuestiones políticas, tal como mencionaron los miem-
bros trabajadores, no entraban en este ámbito de aplicación. 
Preguntó nuevamente si la OIE tiene derecho a formular 
observaciones sin tener que consultar a la EFE. Pidió ex-
plicaciones a la OIE. 

Los miembros empleadores aclararon que la OIE no ha 
presentado una queja a esta Comisión en relación con el 
caso que está examinándose. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información oral suminis-

trada por los representantes gubernamentales y de la discu-
sión que tuvo lugar a continuación sobre la práctica extendida 
y sistemática de imponer trabajo obligatorio a la población, 

por un período de tiempo indefinido, en el marco de los pro-
gramas vinculados con las obligaciones del servicio nacional. 
Los miembros del servicio nacional en cuestión también 

desempeñan otras tareas, incluida una amplia gama de acti-
vidades económicas. El deber de cumplir con el servicio na-
cional obligatorio está recogido en la Proclamación sobre el 

Servicio Nacional, de 1995, y en la declaración sobre la «Cam-
paña de Desarrollo Warsai Yakaalo», de 2002. 

La Comisión tomó nota de que el Gobierno ha declarado 

que ya no está en vigor la «Campaña de Desarrollo Warsai 
Yakaalo», y que cierto número de conscriptos han sido des-
movilizados y trabajan ahora en la administración pública 

con un salario adecuado. Habida cuenta de estas circunstan-
cias específicas, el Gobierno ha declarado que las excepciones 
que prevé el artículo 2, 2), del Convenio núm. 29 en relación 

con los casos de fuerza mayor justifican la prolongación de la 
conscripción más allá de los dieciocho meses previstos legal-
mente en la Proclamación sobre el Servicio Nacional, de 1995. 

Por último, la Comisión tomó nota de que el Gobierno ha 
declarado que desea recurrir a la asistencia técnica de la OIT. 

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión instó al Gobierno a que: 
■ modifique o revoque la Proclamación sobre el Servicio 

Nacional para poner fin al trabajo forzoso; 
■ garantice el cese de la utilización de conscriptos para im-

ponerles trabajo forzoso, de conformidad con el Conve-

nio núm. 29;  
■ recurra sin demora a la asistencia técnica de la OIT para 

cumplir plenamente con sus obligaciones en virtud del 

Convenio núm. 29, e 
■ informe a la Comisión de Expertos, antes del 1.º de sep-

tiembre de 2018, sobre los progresos realizados en la apli-

cación de las conclusiones de esta Comisión. 
El representante gubernamental indicó que, desde el 

punto de vista del procedimiento, su país ha recibido un 
trato diferente al de otros países. Puesto que no se sabía 
quién había enviado observaciones a la Comisión de Ex-
pertos sobre la aplicación del Convenio en el país, las ale-
gaciones deberían haberse descartado desde el principio. 
La Comisión de la Conferencia no ha tenido en cuenta la 
situación real sobre el terreno para formular una opinión 
precisa sobre la gravedad de las causas profundas que obs-
taculizan la plena aplicación del Convenio. Por consi-
guiente, aunque aquí se trata de un auténtico caso de fuerza 
mayor, compatible con el Convenio, no se ha reconocido 
como tal. La Comisión ha dependido en gran medida de 
fuentes externas de información inconexas y poco fiables, 
y ha desconfiado de las declaraciones del Gobierno relati-
vas, por ejemplo, al carácter obsoleto de la «Campaña de 
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Desarrollo Warsai Yakaalo». No se han valorado las medi-
das de mitigación adoptadas por el Gobierno, como por 
ejemplo los progresos realizados en la mejora de la escala 
de los salarios de los miembros del servicio nacional y su 
integración en la administración pública. El Gobierno con-
siderará la posibilidad de recurrir a la asistencia técnica de 
la OIT para abordar las causas profundas del problema. 

Su Gobierno considera que los derechos humanos son in-
divisibles, interdependientes y universales y reitera su 
pleno compromiso con dichos derechos, también en el ám-
bito del trabajo. Aunque su Gobierno se compromete a tra-
bajar conjuntamente con la OIT en todas las cuestiones 
pendientes con el apoyo técnico de la Organización para 
mitigar las causas profundas de los problemas, difícilmente 
puede estar de acuerdo con las conclusiones, ya que son 
principalmente el resultado de información errónea que no 
refleja la realidad. 

Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81) 

Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 

(núm. 129) 

REPÚBLICA DE MOLDOVA (ratificaciones: 1996 y 1997) 

Una representante gubernamental señaló que se está im-
plementando un complejo proceso de reformas destinado a 
ajustar la legislación nacional, particularmente en el ám-
bito del trabajo, con los instrumentos previstos en el 
Acuerdo de Asociación celebrado en 2014 entre la Unión 
Europea (UE) y la República de Moldova. En 2016 y 2017, 
se efectuó una reforma fundamental en el ámbito de la su-
pervisión por parte del Estado de la actividad empresarial, 
en virtud de la cual 58 órganos de control fueron reempla-
zados por 18 autoridades, cinco de ellas con funciones nor-
mativas. El principal objetivo de la reforma era simplificar 
los procedimientos de control, implantar inspecciones ba-
sadas en los riesgos y eliminar el solapamiento de compe-
tencias entre los órganos de control. Tras la reforma, la Ins-
pección del Trabajo del Estado mantuvo su competencia 
sobre las relaciones laborales pero transfirió la competen-
cia de las cuestiones de seguridad y salud en el trabajo a 
diez organismos sectoriales. El Ministerio de Salud, Tra-
bajo y Protección Social es el órgano central de la adminis-
tración pública encargado de promover la política de segu-
ridad y salud en el trabajo. La Inspección del Trabajo del 
Estado supervisa y coordina el cumplimiento y mantiene 
informada a la autoridad central de las medidas relaciona-
das con el control de la seguridad y salud en el trabajo 
adoptadas por los diez organismos sectoriales. Los emplea-
dores de todos los sectores de la actividad económica se 
someten a inspecciones en materia de seguridad y salud en 
el trabajo realizadas con arreglo al marco institucional re-
formado. En el sector agrícola, quienes desempeñan esta 
tarea son los inspectores del trabajo de la Agencia Nacional 
de Seguridad Alimentaria. Con respecto a la asignación de 
recursos, todas las autoridades con funciones en el ámbito 
de la seguridad y salud en el trabajo tienen la responsabili-
dad de planificar los presupuestos para garantizar que los 
inspectores del trabajo puedan desempeñar debidamente 
sus funciones. La Inspección del Trabajo del Estado orga-
niza actividades de formación destinadas a los inspectores 
del trabajo, sobre todo a quienes desempeñan funciones de 
control en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo; 
se ha impartido esta formación a cuatro inspectores de tres 
organismos. No se admiten injerencias en la labor de los 
inspectores del trabajo. El Gobierno está elaborando pro-
yectos de ley para que la situación jurídica de los inspecto-
res del trabajo se ajuste a los convenios de la OIT, de ma-
nera que mantengan su independencia frente a los cambios 
de gobierno y toda injerencia externa indebida. Los inspec-
tores de los diez organismos tienen derecho a solicitar y 

obtener el apoyo de expertos y especialistas de otras insti-
tuciones pertinentes para realizar inspecciones de seguri-
dad y salud en el trabajo. La Inspección del Trabajo del 
Estado, en su calidad de órgano nacional de coordinación, 
tiene el deber de elaborar el informe de la inspección del 
trabajo con la participación de los diez organismos compe-
tentes. 

Los inspectores del trabajo que tienen responsabilidades 
de control en la esfera de la seguridad y salud en el trabajo 
son funcionarios públicos, con excepción de los empleados 
de la Agencia Nacional de Regulación de la Energía y la 
Agencia Nacional de Comunicaciones Electrónicas y Tec-
nología de la Información. El Gobierno tiene la intención 
de modificar la legislación nacional para incluir a ambos 
organismos. En cuanto a la cantidad necesaria de inspecto-
res, 36 de los 43 inspectores de la Inspección del Trabajo 
del Estado han sido transferidos a seis nuevos organismos 
con funciones de control en el ámbito de la seguridad y sa-
lud en el trabajo, cuyos presupuestos cubren el pago de sus 
salarios. Hay suficientes inspectores, y además con compe-
tencias en el ámbito de actividad de sus respectivos orga-
nismos. La mayor parte de las agencias con responsabili-
dades en materia de seguridad y salud en el trabajo tienen 
oficinas territoriales. La ley núm. 131 sobre el Control de 
Estado de las Actividades Empresariales establece que no 
puede efectuarse más de un control planificado por año en 
la misma empresa, pero ello no impide que se realicen con-
troles sin previo aviso siempre que sea necesario para ga-
rantizar la aplicación de la legislación laboral y de las nor-
mas de seguridad y salud en el trabajo. La ley núm. 185, de 
21 de septiembre de 2017, por la que se modifica la ley 
núm. 131, elimina la obligación de notificar las inspeccio-
nes con antelación. El número de actas de infracción por 
incumplimiento de la legislación laboral ha disminuido 
como consecuencia de la aplicación de la ley núm. 131 en 
2013. En 2016 se declaró una moratoria de seis meses so-
bre la inspección del trabajo. La ley núm. 185 de 2017, que 
modifica el Código de Contravenciones, establece nuevas 
multas para los empleadores que no cumplan con las obli-
gaciones en materia de seguridad y salud en el trabajo di-
manantes de la legislación nacional. De conformidad con 
la ley núm. 140 sobre la Inspección del Trabajo del Estado 
de 2001 y la Ley sobre Seguridad y Salud en el Trabajo, 
los inspectores están obligados a mantener la confidencia-
lidad de los denunciantes. A raíz de la modificación de las 
disposiciones de la ley núm. 131, en virtud de la cual se 
eliminó la obligación de notificar las inspecciones con an-
telación, no se podrá saber si el control ha sido motivado 
por una denuncia. La misión que la OIT realizó en diciem-
bre de 2017 ha ayudado a poner de relieve las principales 
cuestiones que requerían mejoras en el sistema de seguri-
dad y salud en el trabajo. El Ministerio de Salud, Trabajo y 
Protección Social ya ha adoptado algunas medidas de ín-
dole administrativa y organizativa para aplicar las reco-
mendaciones de la misión y acelerar el proceso de control 
en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo.  

Los miembros empleadores recordaron que, a raíz de una 
reclamación presentada por la Confederación Nacional de 
Sindicatos de Moldova (CNSM), el Consejo de Adminis-
tración de la OIT designó a un comité tripartito cuyo in-
forme se hizo público en marzo de 2015; y que la decisión 
de dar por resuelta la reclamación en ese momento estaba 
relacionada con la adopción de medidas nacionales desti-
nadas a dar efecto a los artículos 12 y 16 del Convenio núm. 
81, en particular. El Gobierno solicitó por fin la asistencia 
técnica de la OIT, que se le sugirió que pidiese en 2015 y 
que se inició en febrero de 2017. Así, las autoridades na-
cionales han querido comprobar si su proyecto de reforma 
de la inspección del trabajo se ajusta a las normas de la 
OIT. A pesar de los esfuerzos desplegados como parte de 
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la asistencia técnica, los miembros de la Comisión de Ex-
pertos, al proponer que esta situación nacional figurase en 
la lista de casos de incumplimiento grave en esta reunión 
de la Conferencia, han hecho patente la falta de conformi-
dad. Los miembros empleadores se mostraron preocupados 
por las cuestiones suscitadas por la Comisión de Expertos: 
la existencia de una autoridad central que siga siendo eficaz 
y funcional para coordinar los diversos servicios de inspec-
ción en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo; las 
razones por las que descendió el número de casos de in-
fracción presentados ante los tribunales entre 2012 y 2016; 
la restricción de la capacidad de los inspectores de efectuar 
visitas sin aviso previo; las garantías de confidencialidad; 
la necesidad de tomar medidas para que las inspecciones 
puedan realizarse siempre que sea necesario; hasta qué 
punto los inspectores son libres de emprender o no proce-
dimientos judiciales inmediatos, y por último, la cuestión 
de la formación adecuada de los inspectores en el sector 
agrícola. Sólo una inspección del trabajo que responda a 
criterios de independencia, calidad e igualdad de trato res-
pecto de todos los agentes económicos permite asegurar 
una buena gobernanza en el mundo laboral, lo cual es in-
dispensable para una gestión eficaz. En un Estado de dere-
cho, gracias a la inspección del trabajo y a un marco nor-
mativo juicioso, el clima empresarial se estabiliza, la segu-
ridad jurídica y económica aumenta y se reducen los ries-
gos sociales a los que están expuestos los inversores. Es 
fundamental contar con un buen servicio de inspección del 
trabajo, que actúe sobre todo a título preventivo y consul-
tivo, para garantizar una competencia leal y ética, lo que 
propicia la inversión, el crecimiento económico y la crea-
ción de empleo. Si bien es cierto que la inspección del tra-
bajo debe funcionar de manera autónoma y sin restriccio-
nes para velar por la aplicación efectiva de la normativa 
laboral, tal y como exigen los Convenios núms. 81 y 129, 
es igualmente importante que sea imparcial y esté con-
forme al Estado de derecho. Por ejemplo, los inspectores 
del trabajo no deben dejarse disuadir de poner multas, y es 
preciso adoptar medidas eficaces para asegurar la ausencia 
de corrupción. El funcionamiento independiente y sin res-
tricciones de la inspección del trabajo está relacionado con 
las garantías en términos de buena gobernanza, transparen-
cia y responsabilidad. 

Habida cuenta de la creciente complejidad de la legisla-
ción social de numerosos países, el empleador no siempre 
puede ajustarse inmediatamente al conjunto de normas de 
derecho social. Los servicios de inspección deben velar por 
respaldar a las empresas, a título preventivo, ofreciéndoles 
información y asesoramiento técnico sobre los mejores me-
dios de respetar la legislación. Al margen de las funciones 
de orientación y prevención, la segunda prioridad de los 
servicios de inspección del trabajo debe ser combatir el 
fraude social. Con este fin, es preciso dotar a los servicios 
de inspección de suficientes recursos humanos y materia-
les, así como asignar los medios de forma equilibrada para 
perseguir a los agentes económicos y sociales que no res-
petan las reglas del juego, de manera intencionada. Por otra 
parte, los inspectores deben reunir las calificaciones, pero 
también la independencia y la deontología necesarias para 
poder desempeñar sus funciones de manera eficaz y espe-
cífica. Asimismo, los miembros empleadores afirmaron 
que las quejas formuladas en las observaciones deben refe-
rirse, y limitarse, a los derechos y obligaciones específicos 
que se prevén en los Convenios en cuestión. De este modo, 
haciendo alusión al párrafo 237 del Estudio General de 
2006 de la Comisión de Expertos, consideran que no parece 
oportuno velar por que se efectué un mayor número de ins-
pecciones no programadas con objeto de garantizar la con-
fidencialidad de la identidad de los denunciantes. Del 
mismo modo, en cuanto a la cuestión de los procedimientos 

judiciales inmediatos, opinan, a la luz del artículo 17, pá-
rrafo 1, del Convenio núm. 81, que la inspección del tra-
bajo no tiene necesariamente el poder absoluto de decidir 
emprender procedimientos judiciales contra los infractores 
y que, en función de la legislación nacional, a veces tiene 
que optar por medidas de fomento, que en general resultan 
muy eficaces. Por último, es evidente que las visitas sin 
aviso previo han demostrado ser muy eficaces, pero debe-
rían seguir unas reglas específicas y desarrollarse respe-
tando las libertades fundamentales y el principio de propor-
cionalidad. No obstante, los miembros empleadores reafir-
maron que el marco legislativo de la República de Moldova 
y su aplicación práctica no parecen ofrecer aún todas las 
garantías necesarias. Por lo tanto, se invita a las autoridades 
nacionales a que comuniquen la información solicitada y 
emprendan las reformas necesarias para que sus servicios 
de inspección sean más eficaces respetando los principios 
de los Convenios. 

Los miembros trabajadores, al igual que los miembros em-
pleadores, recordaron que, en junio de 2013, la CNSM pre-
sentó una reclamación en virtud del artículo 24 de la Cons-
titución de la OIT en relación con la falta de aplicación del 
Convenio núm. 81 por parte de la República de Moldova. 
La reclamación exponía que desde la adopción de la ley 
núm. 131, la inspección del trabajo ya no puede realizar 
visitas sin previo aviso, ya que se requiere una notificación 
de cinco días antes de la inspección. La comisión tripartita 
creada para examinar esta reclamación señaló, en su in-
forme aprobado por el Consejo de Administración en 2015, 
que algunas disposiciones de la ley núm. 131 no eran com-
patibles con el Convenio antes mencionado. La situación 
no ha mejorado desde entonces, por el contrario, se ha de-
gradado. Según la Comisión de Expertos, aunque el Go-
bierno ha tomado algunas medidas para adaptar la legisla-
ción nacional, esta última sigue presentando incompatibi-
lidades con los Convenios. Si el Gobierno prevé introducir 
ciertas derogaciones a la obligación de presentar una noti-
ficación previa de cinco días antes de la inspección, el he-
cho de introducir derogaciones no basta para cumplir los 
requisitos de los Convenios. Los miembros trabajadores re-
cordaron que la ley núm. 131 retira algunas competencias 
y funciones de vigilancia en el área de la seguridad y salud 
en el trabajo de la Inspección del Trabajo del Estado y las 
transfiere a diez entidades de vigilancia, como la Agencia 
Nacional de Seguridad Alimentaria, la Agencia para la Pro-
tección del Consumidor o la Agencia Nacional de Salud 
Pública. El fraccionamiento de las funciones de control en 
materia de seguridad y salud en el trabajo tiene por conse-
cuencia diluir la inspección del trabajo en un conjunto más 
amplio y acaba borrando su especificidad. Ciertamente, es-
tos Convenios no impiden que se pueda atribuir ciertas res-
ponsabilidades en materia de inspección del trabajo a dis-
tintos departamentos, pero siempre y cuando la autoridad 
competente adopte medidas para garantizar que se dispone 
de recursos presupuestarios suficientes y para alentar la 
cooperación entre los diferentes departamentos. Incumbe 
pues al Gobierno aportar respuestas precisas a las observa-
ciones de la Comisión de Expertos sobre este punto. Entre 
otras cosas se debe garantizar: la estabilidad del empleo y 
la independencia del personal de inspección; la colabora-
ción de expertos y técnicos debidamente calificados; un nú-
mero suficiente de inspectores para asegurar el cumpli-
miento efectivo de sus funciones; la cesión de oficinas lo-
cales adecuadamente equipadas y medios de transporte, e 
inspecciones con la frecuencia y el esmero necesarios para 
asegurar la efectiva aplicación de las disposiciones legales 
pertinentes. Con respecto al significativo descenso del nú-
mero de actas de infracción presentadas a los tribunales en-
tre 2012 y 2016, que pasó de 891 a 165, se instó al Go-
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bierno a explicar este descenso y a informar sobre los re-
sultados específicos de las actas presentadas a los tribuna-
les.  

La razón de ser de la confidencialidad de las quejas reci-
bidas por la inspección es evidente: se trata de garantizar la 
protección de la víctima y evitar que sea objeto de represa-
lias. Dado que la legislación nacional prevé que las empre-
sas deben ser informadas del control con cinco días de an-
telación, resulta que las inspecciones no programadas 
siempre se realizan como consecuencia de una queja, lo 
cual vulnera el derecho a la confidencialidad. En cuanto a 
la frecuencia de las inspecciones, se recordó que el artículo 
15 de la ley núm. 131 dispone que cada autoridad con fun-
ciones de supervisión desarrollará un plan anual de inspec-
ciones, que no puede verse alterado, por trimestre, cuando 
se prevea la inspección, no siendo posible efectuar una ins-
pección no prevista en el programa. Si el Gobierno declara 
que la ley establece un máximo de una inspección al año, 
salvo que la metodología aplicada basada en el riesgo exija 
una frecuencia mayor y que no existe ningún límite a las 
inspecciones no programadas, sólo cabe observar, tal como 
lo ha hecho la Comisión de Expertos, que las inspecciones 
no programadas sólo se autorizan bajo determinadas con-
diciones específicas. Finalmente se aludió al artículo 4 de 
la ley núm. 131 (que dispone que las inspecciones durante 
los tres primeros años de funcionamiento de una empresa 
serán de naturaleza consultiva) y al artículo 5 (según el 
cual, en caso de infracciones menores, no podrán aplicarse 
las sanciones previstas en la Ley de Delitos Administrati-
vos o en otras leyes). Para los miembros trabajadores, esto 
equivale a otorgar a las empresas un cheque en blanco que 
las autoriza a infringir la ley tanto como deseen puesto que 
tienen por seguro que no sufrirán consecuencia alguna. Es 
lamentable que en vez de alentar la creación de empresas 
sanas, que garanticen empleos decentes, respetando las 
normas de seguridad e higiene, el Gobierno prefiera favo-
recer en la práctica mecanismos para eludir las leyes. Tam-
bién resulta evidente que esto infringe los Convenios en 
cuestión que prevén que, con algunas excepciones, las dis-
posiciones legales por cuyo cumplimiento velen los inspec-
tores del trabajo, deberán ser sometidas inmediatamente, 
sin aviso previo, a un procedimiento judicial, y no deberá 
dejarse a los inspectores del trabajo la facultad discrecional 
de advertir y de aconsejar, en lugar de iniciar o recomendar 
un procedimiento. Como conclusión, los miembros traba-
jadores declararon que la legislación sobre la inspección 
del trabajo adoptada en 2012 se ha visto fuertemente in-
fluenciada por la voluntad de crear un entorno favorable a 
los negocios sin tener que respetar las normas del trabajo. 
Recordando la razón de ser de la OIT, aludieron al Preám-
bulo de la Constitución de la OIT según el cual «existen 
condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, 
miseria y privaciones para gran número de seres humanos, 
que el descontento causado constituye una amenaza para la 
paz y armonía universales». Por lo tanto, existe un vínculo 
entre, por una parte, las malas condiciones de trabajo — 
precisamente aquéllas que se deben vigilar mediante la ins-
pección — y, por otra, el desarrollo de la injusticia y la mi-
seria. La segunda lección que transmite el Preámbulo es 
que las malas condiciones de trabajo impiden toda justicia 
social así como la construcción de un desarrollo sostenible 
para todas y todos. Esto sólo puede realizarse respetando 
los derechos de los trabajadores a disfrutar de buenas con-
diciones de trabajo bajo el control de una inspección eficaz. 
La realización de estos objetivos también está condicio-
nada por el respeto de los derechos y principios fundamen-
tales del trabajo, y en primer lugar de la libertad sindical. 
Así, el hecho de desmantelar la inspección del trabajo para 
crear supuestamente un entorno favorable a los negocios 
constituye un cálculo a corto plazo que finalmente podría 
perjudicar gravemente la cohesión y la estabilidad social. 

Un miembro empleador de la República de Moldova de-
claró que en noviembre de 2013 la Confederación Nacional 
de Empleadores de la República de Moldova (CNPM) or-
ganizó un foro empresarial para examinar los principales 
obstáculos con que tropezaba el mundo de los negocios en 
el país y elaboró algunas recomendaciones. La información 
reunida sirvió de base para la elaboración del programa de 
mejora del entorno empresarial y se firmó con el Gobierno 
un memorándum que sirvió de base para las reformas. Se 
han hecho esfuerzos para eliminar las restricciones a la ac-
tividad empresarial. En el campo de la reglamentación em-
presarial se ha reducido a la tercera parte el número de do-
cumentos de autorización y se ha simplificado el proceso 
de presentación de informes financieros y estadísticos. Se 
ha llevado a cabo una reforma institucional que optimiza el 
número de instituciones con atribuciones de supervisión. 
Se trata de aliviar la carga que pesa sobre los agentes eco-
nómicos y reducir significativamente el número de contro-
les en las empresas con vistas a mejorar la transparencia y 
la previsibilidad del proceso de control. Entre las medidas 
figuran la reducción de las instituciones con capacidad de 
supervisión; la reducción del número de documentos de au-
torización; la simplificación de las relaciones del trabajo 
mediante una enmienda al Código del Trabajo, y la simpli-
ficación del proceso de presentación de informes financie-
ros. Con respecto a las inspecciones del trabajo, y en con-
sulta con los interlocutores sociales y la OIT, la CNPM 
concluyó que la ley núm. 131 incumple el Convenio 
núm. 81. Han tenido que hacerse algunas modificaciones. 
No obstante, para que estas iniciativas gubernamentales le 
sirvan al entorno empresarial gracias a la optimización del 
número de instituciones, ha sido necesario incluir en las re-
formas a la Inspección del Trabajo del Estado. El orador 
hizo referencia a la propuesta que ha hecho el CNPM de 
crear un sistema integrado de inspección compuesto por la 
Inspección del Trabajo del Estado y el Centro Nacional de 
Salud Pública como sucede en varios países, pero declaró 
que esta propuesta no ha sido apoyada. En la actualidad, la 
República de Moldova está pasando por algunas transfor-
maciones. A este respecto, el orador está a la atenta espera 
de que finalice el período de transición con el fin de evaluar 
el resultado de las reformas. 

El miembro trabajador de la República de Moldova sub-
rayó que el cumplimiento de los Convenios núms. 81 y 129 
contribuye a salvar vidas. Las limitaciones a las funciones 
de la inspección del trabajo son inaceptables. Remitiéndose 
a la reclamación presentada en virtud del artículo 24 de la 
OIT por la CNSM en 2013 y cerrada en 2015, recordó la 
cantidad de tiempo que se necesitó para que la reclamación 
fuese examinada. Los accidentes del trabajo, incluidos los 
accidentes fatales, se produjeron después de la adopción de 
la ley núm. 131 relativa a la ausencia de visitas de los ins-
pectores del trabajo. La reglamentación en el ámbito de la 
seguridad y salud en el trabajo de la ley núm. 131 estaba en 
contradicción con los Convenios. El Ministerio de Salud, 
Trabajo y Protección Social siempre ha apoyado la posi-
ción de la CNSM y ha defendido el cumplimiento con las 
normas de la OIT. Sin embargo, ese Ministerio no ha sido 
apoyado por el Ministerio de Economía u otros sectores del 
Gobierno. No obstante, la CNSM estaba al corriente de que 
la reforma requería cambios y que tras la firma del Acuerdo 
de Asociación de 2014, el país tendría que respetar las nor-
mas internacionales. El comité tripartito creado para exa-
minar la reclamación presentada en virtud del artículo 24 
declaró que la ley núm. 131 no estaba en conformidad con 
las disposiciones del Convenio núm. 81, y solicitó que se 
adoptaran medidas para asegurar la aplicación efectiva de 
los artículos 12 y 16 de ese Convenio. Aunque el Gobierno 
se ha comprometido a armonizar la legislación nacional 
con las disposiciones del Convenio núm. 81, a través de la 
adopción del Programa de Trabajo Decente por País 
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2013-2016, los artículos 12 y 16 del Convenio no se han 
aplicado en la legislación nacional. Asimismo, el Ministe-
rio de Economía declaró que la ley núm. 131 estaba en con-
formidad con las normas internacionales y que no se nece-
sitaban otras medidas. La ausencia de visitas de inspección 
del trabajo adecuadas condujeron a la muerte de tres me-
nores en accidentes del trabajo. Además, en abril de 2016, 
se introdujo una moratoria en las visitas de la inspección 
del trabajo. La Comisión de Expertos declaró que dicha li-
mitación era una grave violación de los Convenios 
núms. 81 y 129. Además, las funciones de la Inspección 
del Trabajo del Estado deben transferirse a otros organis-
mos. El orador agradeció que el Parlamento haya enmen-
dado muy recientemente la legislación nacional y que haya 
restituido funciones a la inspección laboral relativas a la 
investigación de accidentes del trabajo graves. Una misión 
de asistencia técnica de la OIT ha conducido a una serie de 
recomendaciones sobre el cumplimiento de los Convenios 
inclusive con respecto a la descentralización del sistema de 
inspección del trabajo. Debería suministrarse asistencia 
técnica adicional para mejorar la legislación nacional y po-
nerla en conformidad con los Convenios. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la UE, y de Albania, Bosnia y Herzegovina, 
Montenegro y Noruega, puso de relieve la vital importan-
cia de la inspección del trabajo para la promoción del tra-
bajo decente. Confirmó el compromiso con la asociación 
política y la integración económica en el marco del 
Acuerdo de Asociación entre la UE y la República de 
Moldova con su zona de libre comercio de alcance amplio 
y profundo (ZLCAP), basado en valores fundamentales, en 
particular el respeto a los principios democráticos, el Es-
tado de derecho, la buena gobernanza, los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales, y acogió con agrado los 
resultados del Consejo de la Asociación entre la UE y la 
República de Moldova celebrado en mayo de 2018. La Co-
misión de Expertos ha examinado reiteradamente la cues-
tión de la inspección del trabajo en la República de 
Moldova, y se ha determinado que algunas partes de la le-
gislación, en particular la ley núm. 131, contraviene lo dis-
puesto en los Convenios núms. 81 y 129. La reforma lle-
vada a cabo en 2017, que elimina la seguridad y salud en 
el trabajo del mandato de la Inspección del Trabajo del Es-
tado, establece un sistema complejo que suscita una gran 
inquietud por lo referente al cumplimiento de los Conve-
nios, sobre todo en lo tocante a la supervisión y coordina-
ción general de las inspecciones en materia de seguridad y 
salud en el trabajo, la asignación de suficientes recursos 
presupuestarios y humanos, y las calificaciones profesio-
nales de los inspectores, así como la estabilidad e indepen-
dencia de los inspectores. La oradora expresó su preocupa-
ción por que el nuevo sistema no permita prevenir del 
mismo modo los riesgos profesionales, ni proteger la segu-
ridad y salud en el trabajo de todos los trabajadores del 
país. La oradora también se mostró sumamente preocupada 
por las restricciones a las inspecciones del trabajo estable-
cidas en la ley núm. 131, que limitan la realización de las 
inspecciones sin previo aviso, así como el número de visi-
tas de inspección por año. La ley también debilita el sis-
tema de sanciones y pone en peligro la confidencialidad de 
las quejas. El número de informes de incumplimiento a raíz 
de las inspecciones también se ha reducido considerable-
mente en los últimos años. Se espera que el Gobierno 
adopte las medidas necesarias para poner la legislación y 
la práctica nacionales relacionadas con la inspección del 
trabajo, también en la agricultura, en conformidad con los 
Convenios, y que recurra a los conocimientos técnicos de 
la OIT. La falta de un sistema efectivo que asegure el res-
peto de los derechos humanos y el cumplimiento de las nor-
mas puede conducir al incumplimiento de los compromisos 
asumidos por la República de Moldova en el marco de su 

Acuerdo de Asociación (incluida la ZLCAP) con la UE. 
Esto incluye compromisos de aplicar efectivamente en la 
legislación y en la práctica las normas fundamentales del 
trabajo consagradas en los convenios fundamentales de la 
OIT, y armonizar la legislación nacional con la legislación 
de la UE sobre cuestiones relativas a la seguridad y salud 
en el trabajo (artículo 37 del Acuerdo de Asociación). La 
República de Moldova también se ha comprometido a apli-
car efectivamente los Convenios núms. 81 y 129 en la le-
gislación y la práctica nacional en virtud del artículo 365 
del Acuerdo de Asociación. Se ha comprometido igual-
mente a no rebajar los niveles de protección ni a dejar de 
velar por el cumplimiento efectivo de la legislación laboral, 
como una manera de alentar el comercio o la inversión en 
virtud del artículo 371 del Acuerdo de Asociación. La ora-
dora subrayó la necesidad de que el Gobierno, así como la 
OIT, concierte esfuerzos con todas las organizaciones in-
ternacionales y regionales pertinentes, incluido el Fondo 
Monetario Internacional, el Banco Mundial y la Organiza-
ción de Cooperación y Desarrollo Económicos, a fin de 
asegurar que las medidas adoptadas en lo que respecta a la 
inspección del trabajo estén de conformidad con los con-
venios de la OIT. 

La miembro trabajadora del Reino Unido destacó que, de 
conformidad con el Convenio núm. 81, la existencia de ins-
pecciones del trabajo con una financiación suficiente, es un 
componente vital de la supervisión y de la aplicación efec-
tiva de la legislación del trabajo, incluidas las normas de 
seguridad y salud en el trabajo. En relación con la discusión 
sobre el caso de la aplicación por Ucrania de los Convenios 
núms. 81 y 129, la oradora resaltó que los gobiernos han 
ido limitando cada vez más los poderes y los recursos de 
las inspecciones del trabajo, con el pretexto de que mejo-
raría el entorno empresarial y regularizaría la economía in-
formal. En la República de Moldova, la capacidad de las 
inspecciones del trabajo nunca fue grande y el número de 
inspectores del trabajo fue limitado. La reciente reforma 
legislativa socavó más la eficacia del sistema. La adopción 
de la ley núm. 131 redujo sustancialmente la capacidad de 
los inspectores del trabajo, limitando la frecuencia de las 
inspecciones en empresas, requiriendo preavisos e impo-
niendo límites a las inspecciones no anunciadas. Estos 
cambios condujeron a un marcado aumento del número de 
quejas de los trabajadores de violaciones laborales y de ac-
cidentes en el lugar de trabajo, en el 50 por ciento, entre 
2012 y 2013. Se notificaron diez fallecimientos relaciona-
dos con el trabajo, en 2013, y se produjo un incremento 
significativo en los accidentes del trabajo graves. La Co-
misión de Expertos concluyó expresando que la ley 
núm. 131 no había dado cumplimiento a los requisitos del 
Convenio núm. 81 y emitió unas recomendaciones claras a 
ese respecto, pero no se introdujeron enmiendas. Además, 
en 2016, se separó la responsabilidad de la aplicación de la 
legislación laboral y de seguridad y salud en el trabajo, 
conduciendo a una fragmentación de la aplicación conexa 
de la seguridad y salud en el trabajo, y contribuyendo al 
aumento de los accidentes del trabajo y de los fallecimien-
tos. La moratoria impuesta en 2016 también paralizó el tra-
bajo de la inspección del trabajo. Esas moratorias constitu-
yen una clara violación del Convenio núm. 81. El orador 
concluyó haciendo un llamamiento a la OIT para que pro-
porcionara asistencia técnica y al Gobierno para que refor-
mara su legislación nacional, con el fin de dar cumpli-
miento al Convenio núm. 81.  

La miembro trabajadora de Suecia, hablando en nombre 
de los sindicatos de los países nórdicos y Alemania, declaró 
que esperan que los países que cooperan estrechamente con 
la UE y el Espacio Económico Europeo cumplan las nor-
mas internacionales del trabajo. Asegurar la inspección del 
trabajo es un requisito del Convenio núm. 81 que todos los 
Estados Miembros que lo hayan ratificado deben respetar. 
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La legislación establecida para proteger las condiciones de 
trabajo decente debe aplicarse en la práctica y la inspección 
del trabajo desempeña un papel vital en ese sentido. Por lo 
tanto, la aplicación del Convenio núm. 81 reviste impor-
tancia de por sí y es un medio importante para velar por la 
aplicación correcta de otras normas del trabajo. En junio de 
2014, la República de Moldova y la UE suscribieron el 
Acuerdo de Asociación que contenía, entre otras cosas, dis-
posiciones relativas a la creación de una zona de libre co-
mercio de alcance amplio y profundo (ZLCAP) durante un 
período de transición de diez años. La ZLCAP incluye va-
rios compromisos relacionados con las normas del trabajo 
y los asuntos ambientales. Si la inspección estatal del tra-
bajo se ve menoscabada, el país no podrá cumplir su obli-
gación de aplicar los convenios de la OIT ni las obligacio-
nes dimanantes del Acuerdo de Asociación con la UE. La 
República de Moldova corre el riesgo de apartarse de sus 
compromisos relativos a la observancia de las normas del 
trabajo a nivel internacional y europeo, lo cual también se 
ha confirmado mediante los mecanismos institucionales de 
implementación del capítulo sobre desarrollo comercial y 
sostenible de la ZLCAP. En el informe de la segunda 
reunión conjunta de la República de Moldova y el grupo 
consultivo interno de la UE en el marco de la ZLCAP se 
han expresado preocupaciones cada vez mayores por la si-
tuación de la inspección estatal del trabajo, lo cual plantea 
problemas si se tienen en cuenta las normas de la OIT sobre 
la inspección del trabajo y la legislación de la UE. En mu-
chos países, la inspección del trabajo está en peligro. Se 
trata de una función esencial que todo Estado responsable 
debe llevar a cabo. El debilitamiento de la inspección del 
trabajo es perjudicial para un clima social decente y resulta 
dañino para un mercado equitativo de bienes y servicios. 
Por consiguiente, es necesario incorporar leyes que permi-
tan velar por el cumplimiento del Convenio núm. 81 y pro-
porcionar recursos apropiados para la inspección del tra-
bajo de manera que pueda ser eficaz. 

Una representante gubernamental recordó que la reforma 
en la esfera de la seguridad y la salud en el trabajo es una 
tarea difícil, pero que con el apoyo de la OIT y los interlo-
cutores sociales, el Gobierno logrará asegurar la aplicación 
de un sistema funcional en consonancia con las normas de 
la OIT. El Ministerio de Salud, Trabajo y Protección So-
cial, en calidad de autoridad central, actualizará el perfil 
nacional relativo a la seguridad y salud en el trabajo con la 
ayuda de la OIT. Se organizará una mesa redonda con la 
participación de funcionarios de alto nivel de las institucio-
nes pertinentes para analizar y compartir las mejores prác-
ticas de la UE. La oradora expresó su agradecimiento por 
el apoyo ofrecido por la OIT para ajustar los marcos nacio-
nales a fin de cumplir sus normas. Con los conocimientos 
especializados y el apoyo técnico de la Oficina, se podrá 
mejorar el sistema nacional de seguridad y salud en el tra-
bajo. Es importante contar con un sistema eficiente de se-
guridad y salud en el trabajo que esté en consonancia con 
los convenios de la OIT y, a este respecto, el Gobierno 
creará un sistema eficaz de ese tipo gracias a un sólido diá-
logo social tripartito. Las modificaciones de la ley 
núm. 131 no entrañan de por sí que se reducirá el presu-
puesto para las inspecciones. La ley no limita el número de 
visitas sin previo aviso de los inspectores, pues las limita-
ciones se refieren únicamente a las visitas planificadas. Las 
sanciones impuestas por infracciones tampoco se han ate-
nuado. El motivo por el cual se levantaron menos actas de 
infracción en 2016 fue la moratoria establecida en ese año. 
Si bien el Gobierno ha adoptado muchas medidas para apli-
car las normas de la OIT, todavía hay esferas en las que es 
necesario introducir mejoras. La oradora declaró que su 
Gobierno está dispuesto a seguir colaborando en forma 
constructiva con sus interlocutores, especialmente la OIT y 
la UE, para resolver las cuestiones planteadas. 

Los miembros trabajadores agradecieron al Gobierno y lo 
invitaron a dar muestras de celeridad en la armonización de 
la legislación con los Convenios. En efecto, algunos pro-
blemas datan de varios años y ya han sido objeto de obser-
vaciones por parte de los demás mecanismos de control, 
especialmente en lo que atañe a las disposiciones que 
prohíben realizar inspecciones sin notificación previa. En 
el marco de la reforma de los servicios de inspección, los 
miembros trabajadores invitaron al Gobierno a asegurar: la 
estabilidad del empleo y la independencia del personal de 
inspección; la colaboración de expertos y de técnicos debi-
damente calificados, y un número suficiente de inspectores 
para permitir el ejercicio eficaz de las funciones de inspec-
ción y los medios que necesitan los inspectores para el ejer-
cicio de sus funciones, especialmente oficinas y medios de 
transporte. Los miembros trabajadores solicitaron asi-
mismo al Gobierno que garantizara a los inspectores el de-
recho de realizar visitas con la frecuencia necesaria y que 
garantizara la confidencialidad de la queja. Es conveniente 
asimismo armonizar la legislación con los convenios, con 
el fin de permitir que los inspectores inicien acciones o se 
limiten a una notificación. Por último, los miembros traba-
jadores alentaron al Gobierno a que recurriera a la asisten-
cia técnica de la Oficina para aplicar estas recomendacio-
nes. 

Los miembros empleadores dieron las gracias al Gobierno 
por las informaciones y las perspectivas facilitadas. Reco-
mendaron a las autoridades nacionales que tomen las me-
didas necesarias y realicen las reformas apropiadas para 
que sus servicios de inspección del trabajo respondan a los 
principios de los Convenios núms. 81 y 129, sobre todo con 
respecto a la prerrogativa de los inspectores de efectuar vi-
sitas a las empresas sin previo aviso y a la necesidad de 
efectuar inspecciones con la frecuencia que sea necesario. 
Los miembros empleadores también pidieron al Gobierno 
que facilite por escrito a la Comisión de Expertos, antes del 
1.º de septiembre de 2018, informaciones detalladas y pre-
cisas sobre el conjunto de cuestiones planteadas en su ob-
servación. Invitaron al Gobierno a que siga valiéndose de 
la asistencia técnica de la OIT. Los miembros empleadores 
recordaron que si bien la inspección del trabajo debe recibir 
los medios necesarios para su útil funcionamiento, también 
debe ajustarse a un marco para evitar todo tipo de abuso. 
Para ser creíble y profesional, todo servicio de inspección 
del trabajo debe poder funcionar con total independencia. 
La inspección del trabajo debe practicar un diálogo abierto 
con las empresas y las personas a las que controla. Los con-
troles deben ser legítimos y proporcionados a la finalidad 
que se persigue; deben garantizar la igualdad de trato y res-
petar la necesaria confidencialidad para no perjudicar los 
intereses de las empresas, de las personas objeto del control 
y de las que presentan quejas. Los miembros empleadores 
también recordaron que los servicios de inspección del tra-
bajo deben tener como prioridad la prevención y el consejo 
en las empresas que actúan de buena fe, y en las demás es 
en las que deben sobre todo intensificar sus esfuerzos de 
lucha contra el fraude social. Las prácticas fraudulentas 
constituyen una lacra para el conjunto de la sociedad y para 
la seguridad social, pero también para las empresas hones-
tas que hacen frente a una competencia económica y social 
gravemente desleal. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por el representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión tomó nota de que debe dotarse a la inspección 
del trabajo de los medios necesarios para llevar a cabo sus 
funciones de forma eficaz e independiente, y de que ésta debe 

estar bajo la vigilancia y control de una autoridad central. 
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Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión recomienda al Gobierno que:  
■ adopte las medidas necesarias y realice las reformas 

apropiadas para poner sus servicios de inspección del 
trabajo en conformidad con las disposiciones de los Con-
venios núms. 81 y 129; 

■ ponga en conformidad la legislación nacional con los 
Convenios núms. 81 y 129 a fin de velar por que los ins-
pectores del trabajo puedan efectuar visitas en los luga-

res de trabajo sujetos a inspección sin previo aviso con 
miras a garantizar una supervisión adecuada y efectiva; 

■ garantice que las inspecciones se ajusten a la finalidad 

perseguida y sea posible efectuarlas tan a menudo como 
sea necesario; 

■ proporcione a la Comisión de Expertos información de-

tallada y precisa por escrito, antes del 1.º de septiembre 
de 2018, sobre:  
— la descentralización, desde 2012, de los servicios de 

inspección del trabajo en materia de seguridad y sa-
lud en el trabajo, así como sobre las garantías para 
el funcionamiento eficaz de los inspectores del tra-

bajo en todo el territorio nacional; 
— los motivos del descenso en el número de informes 

de la inspección presentados a los tribunales entre 

2012 y 2016; 
— las garantías en cuanto a la confidencialidad de la 

identidad de los denunciantes; 

— las medidas adoptadas para garantizar que los ins-
pectores del trabajo puedan iniciar libremente pro-
cedimientos judiciales o proponerlos, y  

— la formación que se imparte a los inspectores en la 
agricultura, incluido el nivel de participación de és-
tos. 

La Comisión invita al Gobierno a que siga recurriendo a la 
asistencia técnica de la OIT en relación con estas recomenda-
ciones. 

UCRANIA (ratificaciones: 2004 y 2004) 

Un representante gubernamental reafirmó el compromiso 
del Gobierno de respetar los Convenios, ratificados en 
2004, en el Acuerdo de Asociación entre Ucrania y la 
Unión Europea (UE), así como en el tratado de libre co-
mercio entre Ucrania y Canadá. El Gobierno ha tomado to-
das las medidas necesarias para garantizar el pleno cumpli-
miento de estos importantes Convenios de la OIT, tanto en 
la legislación como en la práctica. Desde el debate en la 
Comisión de la Conferencia de 2017, entre las medidas que 
se han tomado, en lo que respecta a los avances jurídicos, 
se encuentra: la cancelación de la moratoria introducida en 
la inspecciones del trabajo mediante la adopción de: a) la 
Ley de Ucrania sobre las Singularidades Provisionales de 
la Ejecución de Medidas de Supervisión (control) Estatal 
de la Actividad Económica, de 3 de noviembre de 2016, 
núm. 1728-VIII, y b) el decreto ministerial núm. 1104, de 
18 de diciembre de 2017, sobre la aprobación de la lista de 
órganos de supervisión exentos del ámbito de dicha ley. Se 
han realizado esas enmiendas con objeto de excluir la ins-
pección del trabajo, incluida la supervisión de la seguridad 
y salud en el trabajo y la inspección de minas de la mora-
toria sobre el control estatal. En cuanto a las regiones de 
Lugansk y Donetsk, se introdujo una moratoria en la ins-
pección del trabajo durante el período de operaciones anti-
terroristas. La consiguiente falta de inspecciones laborales 
ha desembocado no sólo en un aumento notable de los atra-
sos salariales, sino también en el deterioro significativo de 
las condiciones sociales y económicas en estas zonas. El 
Servicio Estatal de Trabajo ha elaborado un proyecto de ley 
sobre las enmiendas al artículo 3, de la Ley sobre la Aplica-
ción de Medidas Internas durante Períodos de Operaciones 
Antiterroristas, de 2 de septiembre de 2014, núm. 1669-VII 

para excluir la inspección del trabajo del ámbito de esta ley. 
El Gobierno respalda enérgicamente la adopción de esas 
enmiendas, que se encuentran actualmente ante el Parla-
mento. El Gobierno también ha adoptado un procedimiento 
nuevo para llevar a cabo la supervisión estatal de la legis-
lación laboral, mediante una resolución que entró en vigor 
en mayo de 2017. El Ministerio de Políticas Sociales soli-
citó comentarios técnicos de la OIT sobre dicha resolución, 
en los que se llegó a la conclusión de que el proyecto de 
resolución no contradice los Convenios núms. 81 y 129. En 
el nuevo procedimiento de inspección del trabajo se han 
establecido enfoques completamente novedosos de las fun-
ciones de la inspección. Durante una inspección, los ins-
pectores tendrán acceso libre e independiente. En lo rela-
tivo a la supuesta ausencia de medidas de control progra-
madas, el control estatal se lleva a cabo en forma de visitas 
de inspección e inspecciones no presenciales, que por defi-
nición son medidas de control no programadas. En lo rela-
tivo a la política de sanciones, se brinda la ocasión a los 
empleadores de cumplir las medidas dictadas por la inspec-
ción del trabajo en un plazo concreto, excepto en los casos 
relativos al trabajo no declarado y la falta de cumplimiento 
del pago de salarios. 

En lo referente a las medidas prácticas, el Servicio Esta-
tal de Trabajo aspira a lograr un equilibrio entre el fomento 
del cumplimiento y la imposición de sanciones. Entre 
enero y abril de 2018, el Servicio Estatal de Trabajo llevó 
a cabo más de 3 000 visitas de inspección y 137 inspeccio-
nes no presenciales en 3 834 empresas. Durante las visitas, 
los inspectores registraron más de 8 000 casos de incum-
plimiento de la legislación laboral por parte de casi 
2 000 empleadores. Se constataron violaciones en el 74 por 
ciento de las visitas de inspección, con tres violaciones de 
media por empresa. El mayor número de infracciones están 
relacionadas con el pago de los salarios, seguidas de las 
horas de trabajo y el tiempo de descanso. El mayor índice 
de violaciones se ha registrado en el sector privado, sobre 
todo en la distribución minorista y mayorista. Los inspec-
tores del trabajo han emitido un total de 2 800 requerimien-
tos de cumplimiento, los cuales han sido rigurosamente 
acatados por los empleadores en casi todos los casos. Se 
han restablecido los derechos de más de 8 000 trabajadores. 
Tras las inspecciones, se presentaron ante los tribunales o 
se resolvieron en los servicios de la inspección del trabajo 
más de 1 000 casos de infracciones administrativas que die-
ron lugar a la imposición de multas. Los organismos encar-
gados de hacer cumplir la ley han registrado más de 200 ca-
sos, 47 de los cuales se incluyeron en investigaciones pre-
liminares para someterlos a juicio. En lo concerniente a las 
actividades preventivas, los inspectores del trabajo han 
participado directamente en actividades de sensibilización 
y promoción en materia de inspección del trabajo. En 2018, 
se han llevado a cabo prácticamente 2 000 actos, de los 
cuales más de 1 000 ante los medios. El Servicio Estatal de 
Trabajo ha recibido 160 solicitudes escritas de asesora-
miento sobre cómo observar la legislación, y ha prestado 
consejo a casi 6 000 empleadores acerca de la manera más 
eficaz de respetar la legislación laboral. El Servicio Estatal 
de Trabajo ha sido uno de los principales beneficiarios de 
la asistencia técnica de la OIT solicitada por el Gobierno. 
En este sentido, cabe mencionar el proyecto de la OIT «El 
fortalecimiento de la eficacia del sistema de la inspección 
del trabajo y los mecanismos de diálogo social», que com-
prende la elaboración y la aplicación de una política que 
tenga en cuenta la dimensión de género, y medidas para la 
contratación y fidelización de los inspectores del trabajo. 
Además, el Gobierno está colaborando con la OIT para am-
pliar la labor del Servicio Estatal de Trabajo a la economía 
informal y establecer un modelo de diálogo tripartito den-
tro de la administración del trabajo. Desde noviembre de 
2017, el proyecto conjunto de la OIT y la UE destinado a 
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reforzar la capacidad de la administración del trabajo de 
mejorar las condiciones de trabajo y luchar contra el tra-
bajo no declarado comprende medidas para hacer cumplir 
las obligaciones de los Convenios núms. 81 y 129 y deter-
minadas directivas de la UE, así como una formación sobre 
dichos Convenios y directivas. Asimismo, se están revi-
sando una serie de normas de seguridad y salud con vistas 
a la ratificación del Convenio sobre el marco promocional 
para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (núm. 187). El 
Gobierno se compromete a realizar esfuerzos para adaptar 
la legislación, mejorar los mecanismos de gestión, y garan-
tizar mejores condiciones empresariales y unas condicio-
nes de trabajo más seguras. 

Los miembros empleadores acogieron con satisfacción la 
declaración detallada del Gobierno y la información ex-
haustiva presentada sobre las medidas tomadas para resol-
ver la situación, entre otras cosas, en materia de desarrollo 
de la capacidad y formación de inspectores, así como en el 
ámbito de las campañas de sensibilización. Se invitó al Go-
bierno a que presentara dicha información a la Comisión 
de Expertos para que la examine durante su próxima 
reunión. Desde 2010, la Comisión de Expertos ha realizado 
seis observaciones sobre la aplicación de los Convenios por 
parte de Ucrania. En 2017, la Comisión de la Conferencia 
discutió este caso en tanto que caso de doble nota a pie de 
página. Ese año, la Comisión de la Conferencia tomó nota 
positivamente de los progresos realizados en 2016. Tam-
bién señaló que la OIT había emprendido una evaluación 
de las necesidades del sistema de inspección del trabajo en 
respuesta a una solicitud del Gobierno; que se habían for-
mulado algunas recomendaciones, y que en septiembre de 
2016 se había iniciado el proyecto de la OIT sobre «El for-
talecimiento de la eficacia del sistema de la inspección del 
trabajo y los mecanismos de diálogo social». En esa misma 
ocasión, los miembros empleadores tomaron nota con inte-
rés de que en mayo de 2017 había entrado en vigor una 
nueva legislación, que había tenido un impacto sobre la su-
pervisión estatal y la inspección del trabajo. También aco-
gieron con agrado la información facilitada acerca de los 
hechos que podían dar lugar a inspecciones y la organiza-
ción y los comentarios sobre el compromiso con la OIT, en 
particular en cuanto a la formación de los inspectores del 
trabajo. Asimismo, alentaron al Gobierno a que siguiera 
aceptando la asistencia técnica para velar por que la nueva 
legislación y la ya existente recojan las disposiciones del 
Convenio núm. 81, en particular el requisito de que los ins-
pectores del trabajo sean funcionarios públicos, indepen-
dientes de los cambios que haya en el Gobierno y de cual-
quier influencia externa. Los miembros empleadores final-
mente tomaron nota de que la moratoria había expirado y 
no se había prorrogado. En sus conclusiones, la Comisión 
de la Conferencia instó al Gobierno a que: a) suministrara 
información detallada acerca de la legislación promulgada 
recientemente sobre la regulación del sistema de inspec-
ción del trabajo; b) promoviera el diálogo efectivo con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores sobre 
cuestiones relativas a la inspección del trabajo; c) conti-
nuara recurriendo a la asistencia técnica de la OIT con mi-
ras a fortalecer la capacidad y los recursos del sistema de 
inspección del trabajo, en particular, en lo que respecta a la 
formación y al desarrollo de la capacidad de los inspectores 
del trabajo; d) velara por que el estatus y las condiciones 
de servicio de los inspectores del trabajo garanticen su in-
dependencia e imparcialidad de conformidad con lo dis-
puesto en los Convenios, y e) asegurara que otras funciones 
encomendadas a los inspectores del trabajo no interfieran 
con sus responsabilidades principales ni menoscaben la ca-
lidad de las inspecciones del trabajo. 

Al principio, los miembros empleadores subrayaron la 
importancia de que los Estados Miembros deben conceder 
al cumplimiento de los dos Convenios de la OIT sobre la 

inspección del trabajo. Sobre este punto, instaron al Go-
bierno a: a) asegurar que las recientes enmiendas legislati-
vas harán que la legislación nacional se ajuste a los Conve-
nios, y b) garantizar que se lleven a cabo inspecciones tan 
a menudo como sea necesario y que no se vean obstaculi-
zadas por un calendario regulador estricto, recordando al 
mismo tiempo que los medios utilizados deben ser propor-
cionales a la finalidad legítima perseguida (en virtud del 
artículo 16, del Convenio núm. 81 y el artículo 21, del Con-
venio núm. 129). Teniendo en cuenta la nueva legislación 
adoptada en 2017 y las enmiendas de 2018, los miembros 
empleadores alentaron al Gobierno a: suministrar informa-
ción detallada sobre las medidas adoptadas para asegurar 
que el estatus y las condiciones de servicio de los inspec-
tores del trabajo garanticen su independencia e imparciali-
dad de conformidad con lo dispuesto en los Convenios, y 
proporcionar información a la Comisión de Expertos sobre 
la manera en que se garantiza que los «funcionarios autori-
zados» que trabajan como inspectores del trabajo bajo la 
supervisión del Servicio Estatal de Trabajo y las autorida-
des locales sean independientes de cualquier influencia ex-
terna indebida, así como información sobre la formación 
que han recibido. Sobre este punto, es importante garanti-
zar la imparcialidad de los inspectores y que sus activida-
des se llevan a cabo de conformidad con la legislación. Por 
consiguiente, las medidas para garantizar la imparcialidad 
deberían venir acompañadas de medidas para garantizar la 
buena gobernanza, la transparencia y la rendición de cuen-
tas de los inspectores por sus acciones. También se alentó 
al Gobierno a tomar medidas para garantizar que el número 
de inspectores y los recursos son suficientes para el desem-
peño efectivo de sus funciones, así como a tomar medidas 
para reforzar la inspección del trabajo en el ámbito de la 
economía informal. Finalmente, los miembros empleado-
res alentaron al Gobierno a seguir haciendo uso de la asis-
tencia técnica de la OIT en relación con el proyecto en 
curso de fortalecimiento de la eficacia del sistema de la ins-
pección del trabajo, y señalaron que esperaban recibir in-
formación sobre los resultados de esta cooperación conti-
nua. 

Los miembros trabajadores recordaron que durante la dis-
cusión de este caso en 2017, como caso de doble nota a pie 
de página, la Comisión instó al Gobierno a garantizar que 
el estatus y las condiciones de servicio de los inspectores 
del trabajo garantizan su independencia y su imparcialidad; 
y que las otras funciones encomendadas a los inspectores 
del trabajo no interfieran en sus funciones principales ni 
tengan un impacto negativo en la calidad de las inspeccio-
nes. Según los últimos comentarios de la Comisión de Ex-
pertos, aunque el Gobierno se ha abstenido de adoptar una 
nueva moratoria sobre la inspección del trabajo, la situa-
ción no ha mejorado. En efecto, varias disposiciones jurí-
dicas y reglamentarias adoptadas en 2017 limitan las labo-
res de la inspección del trabajo y son contrarias a los Con-
venios: las restricciones a la libre iniciativa de los inspec-
tores del trabajo de realizar inspecciones sin aviso previo; 
las limitaciones a la frecuencia de las inspecciones y a las 
facultades discrecionales de los inspectores del trabajo de 
iniciar procedimientos legales sin aviso previo, y el pro-
yecto de ley que se ha sometido al Parlamento que con-
vierte la realización de visitas de inspección no programa-
das en un delito administrativo. Todo esto cuando los Con-
venios garantizan a los inspectores el derecho a efectuar 
visitas sin aviso previo y tan a menudo como sea necesario. 
Por tanto, el Gobierno debe garantizar que estas restriccio-
nes no se aplicarán y debe asimismo ajustar su legislación 
a las disposiciones pertinentes de los Convenios. 

Además, y en virtud de los Convenios, es imposible afir-
mar que las misiones consultivas priman sobre las misiones 
de control. Ambas misiones son complementarias y los ins-
pectores deben tener la libertad de realizar o bien una o bien 
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otra, según lo exija la situación. En cuanto al requisito de 
que la inspección del trabajo esté bajo el control directo y 
exclusivo de una autoridad central, como prevén los Con-
venios, esto permite garantizar la independencia de la ins-
pección con respecto a las autoridades locales y facilitar la 
adopción y la aplicación de una política uniforme sobre el 
conjunto del territorio. Sin embargo, aunque se establezca 
una autoridad central, no hay que olvidar que es indispen-
sable que los servicios de inspección estén efectivamente 
presentes a nivel regional y local. Esta presencia regional 
es importante en la medida en que permite garantizar una 
aplicación similar de la legislación en todo el territorio y 
situar en pie de igualdad a todos los empleadores y los tra-
bajadores. Cuando se atribuyen responsabilidades a dife-
rentes departamentos, también es importante concederles 
los recursos presupuestarios adecuados. La autoridad com-
petente debe garantizar además que los cambios organiza-
tivos se efectúen de conformidad con las disposiciones de 
los Convenios. Los miembros trabajadores recordaron la 
importancia de garantizar la independencia de los inspec-
tores de cualquier influencia externa y asegurarse de que 
tienen unas calificaciones y una formación adecuadas para 
ejercer sus funciones, e instaron al Gobierno a que presente 
la información solicitada por la Comisión de Expertos so-
bre este punto. Asimismo, es fundamental que la inspec-
ción del trabajo disponga de los medios materiales y los 
recursos humanos apropiados para poder cubrir adecuada-
mente los lugares de trabajo. Convendría tomar las medi-
das necesarias para que el número de inspectores y los re-
cursos de que disponen sean suficientes para el desempeño 
efectivo de sus funciones. Sin embargo, tal y como subraya 
la Comisión de Expertos, la cuestión de los recursos huma-
nos y los medios materiales sigue siendo problemática y 
los objetivos del Convenio no se han cumplido. Así pues, 
Ucrania sólo dispone de 542 inspectores y hay 223 puestos 
vacantes. Es necesario instar al Gobierno a que comunique 
la información solicitada por la Comisión de Expertos a 
este respecto y a que tome las medidas necesarias para 
cumplir con los Convenios. 

El miembro trabajador de Ucrania manifestó que la ins-
pección del trabajo sigue viéndose limitada por la ley 
núm. 877, de 1.º de enero de 2017, relativa a los principios 
fundamentales de supervisión y control por parte del Es-
tado de la actividad económica, que es contraria a los Con-
venios. En julio de 2017, el Parlamento aprobó en primera 
lectura un proyecto de ley «por el que se modifican deter-
minadas disposiciones de la legislación de Ucrania con el 
fin de evitar presiones desproporcionadas sobre las empre-
sas mediante la supervisión y el control por parte del Es-
tado del cumplimiento de la legislación en materia de tra-
bajo y empleo» (proyecto de ley núm. 6489). Contraria-
mente a lo que podría indicar su título, este proyecto no 
tiene por objeto mejorar el control estatal de la legislación 
en materia de trabajo y empleo. Sus autores aducen que es 
necesario abandonar las inspecciones de carácter punitivo 
en favor de la prevención y la rectificación de los delitos, 
así como combatir el trabajo no declarado y los abusos de 
los inspectores durante las visitas a los establecimientos, 
pero en realidad pretenden restringir el control estatal del 
trabajo y permitir que las empresas eludan las sanciones 
por primeras infracciones. Los cambios legislativos pro-
puestos son una invitación para que las empresas contraten 
trabajadores no declarados sin tener que temer consecuen-
cias. Puesto que la contratación de trabajadores no declara-
dos siempre ha sido un delito deliberado, no debería haber 
advertencias, sino multas disuasorias. En otros países, los 
empleadores que incurren en prácticas ilegales de contra-
tación asumen por ello una responsabilidad penal, mientras 
que en el proyecto de ley se propone suprimir incluso la 
responsabilidad administrativa. El proyecto de ley también 

prevé sanciones administrativas para particulares y funcio-
narios que denuncien infracciones de la legislación laboral 
sin fundamento ante las autoridades estatales de supervi-
sión y control. Los cambios propuestos contradicen direc-
tamente el Convenio núm. 81, según el cual debe estar 
prohibido por ley que los inspectores del trabajo revelen 
información sobre los denunciantes. Las multas previstas 
en el proyecto de ley para dichas denuncias equivalen a en-
tre 50 y 100 salarios mínimos, y a entre 150 y 300 en caso 
de reincidencia. Puesto que el salario mínimo en Ucrania 
es de 122 euros, es de esperar que los trabajadores del sec-
tor informal no se atrevan a presentar denuncias ante la ins-
pección del trabajo, sencillamente por miedo a perder su 
empleo. En la actualidad, casi 4,5 millones de personas tra-
bajan de manera ilegal, en relaciones laborales informales, 
y más de 100 000 trabajadores no han cobrado sus salarios 
a tiempo. 

A finales de 2017, el Gabinete de Ministros preparó y 
remitió al Consejo Supremo un proyecto de ley sobre «la 
modificación de determinadas disposiciones de la legisla-
ción de Ucrania relativas al establecimiento de condiciones 
de trabajo seguras y saludables» (proyecto de ley 
núm. 8045), que prevé la supervisión por el Estado de la 
legislación en materia de protección e higiene en el trabajo 
y de la actividad minera. Este proyecto es compatible con 
las obligaciones dimanantes de los Convenios sobre la ins-
pección del trabajo, ya que fue propuesto para levantar la 
moratoria sobre la inspección del trabajo, que ha provo-
cado un marcado aumento del número de muertos y heridos 
en 2017 y 2018. El proyecto de ley también prevé la pro-
mulgación de reglamentos de supervisión estatal por el Ga-
binete de Ministros. En mayo de 2018, el comité especiali-
zado del Consejo Supremo recomendó al Parlamento que 
aprobara el proyecto de ley. Indicó que si todo va bien, di-
cho proyecto será aprobado en breve. Sin embargo, tam-
bién cabe señalar que en 2017 el Gobierno derogó ilegal-
mente las leyes vigentes en materia de protección laboral, 
en desmedro de la protección social, las condiciones de tra-
bajo y la seguridad de los trabajadores. Esto vulnera el ar-
tículo 18 de la Ley de Protección de los Trabajadores (se-
guridad y salud), de 14 de octubre de 1992, por la que se 
establecen los procedimientos de elaboración, adopción y 
derogación de las normas relativas a la protección del tra-
bajo, ya que no se consultó a los sindicatos. Se han dero-
gado las leyes que regulan las normas para la distribución 
de uniformes, calzado especial y demás artículos de pro-
tección personal, pero no se han sustituido por otras más 
modernas. El objetivo de reducir la presión sobre las em-
presas no está justificado, habida cuenta de las consecuen-
cias para la salud y la seguridad de los trabajadores. El ora-
dor expresó la esperanza de que se retire el controvertido 
proyecto de ley núm. 6489, que infringe las normas de la 
OIT, y de que la reglamentación de la inspección del tra-
bajo se base en las disposiciones del Convenio núm. 81, y 
no en los intereses de un grupo aislado de personas que 
promueve esos proyectos de ley. Subrayó que es menester 
mantener e intensificar la asistencia técnica para fortalecer 
la capacidad de la inspección del trabajo, en estrecha 
cooperación con los interlocutores sociales. 

La miembro empleadora de Camboya, haciéndose eco de 
la posición del órgano conjunto representativo de los em-
pleadores en el ámbito nacional de Ucrania, se refirió a la 
ley núm. 1774 de 2016 por la que se enmendó el artículo 34 
de la Ley de Gobiernos Locales y al procedimiento para 
controlar el cumplimiento de la legislación laboral, apro-
bado en relación con esta ley. Estos textos legislativos fa-
cultan a las autoridades locales para que supervisen el cum-
plimiento de la legislación laboral y en materia de empleo 
dentro de su jurisdicción territorial, realicen inspecciones e 
impongan sanciones por infracciones en materia laboral y 
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permiten que los funcionarios que trabajan para los gobier-
nos locales puedan actuar como inspectores del trabajo. 
Esto no está en conformidad con los Convenios: los ins-
pectores del trabajo deben ser funcionarios públicos y toda 
inspección del trabajo debe realizarse bajo la supervisión y 
el control de una autoridad central, con la participación de 
expertos y especialistas técnicos con calificaciones apro-
piadas, y los inspectores deberían recibir formación conti-
nua. En realidad, las actividades de los funcionarios de los 
gobiernos autónomos locales con las facultades de los ins-
pectores del trabajo no cumplen los requisitos de los Con-
venios. Dichos funcionarios no son controlados por la au-
toridad central competente ni le rinden cuentas. Además, 
suele haber conflictos y enfrentamientos para determinar 
los límites de las facultades de los inspectores locales y 
centrales. Los funcionarios de los gobiernos autónomos lo-
cales no se someten a la selección pertinente de calificacio-
nes ni se benefician de la coordinación o el apoyo metodo-
lógico de la autoridad central competente. Esos funciona-
rios tampoco son independientes. Por lo tanto, es imposible 
apelar contra las acciones de tales funcionarios o imputar-
les responsabilidad por faltas laborales. Además, esto tam-
bién ha generado una duplicación de las facultades de las 
oficinas regionales de la autoridad central competente y las 
autoridades locales. Ello ha impuesto una doble inspección 
de los empleadores realizada por dos órganos distintos. La 
oradora concluyó insistiendo en la necesidad de derogar los 
textos legislativos antes mencionados que son contrarios a 
las disposiciones de los convenios y amplían injustificada-
mente las facultades discrecionales de los inspectores del 
trabajo, definidas por dichos Convenios, a los funcionarios 
de los gobiernos autónomos locales que no tienen capaci-
dad para desempeñar eficazmente esas funciones estatales. 
Este problema podría resolverse adoptando el proyecto de 
ley núm. 6489, que privaría a los organismos autónomos 
locales de las funciones de control y de las facultades de 
imponer sanciones. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y de sus Estados miem-
bros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Monte-
negro y Noruega, reiteró que para los derechos humanos es 
fundamental una inspección del trabajo eficaz, lugares de 
trabajo seguros y el trabajo decente. Recordó la asociación 
política y la integración económica en el marco del 
Acuerdo de Asociación entre Ucrania y la UE y su zona de 
libre comercio (DCFTA). Ucrania ha ratificado y se ha 
comprometido a aplicar en forma efectiva los Convenios 
prioritarios de la OIT sobre la inspección del trabajo, en la 
legislación y en la práctica. Es lamentable que, aunque la 
Comisión discutió este caso el año pasado, las cuestiones 
sigan pendientes. Desde 2014, el Gobierno ha llevado a 
cabo reformas para fortalecer los servicios de inspección 
del trabajo y el Servicio Estatal de Trabajo con la asistencia 
técnica de la OIT y el apoyo de la UE. La oradora agradeció 
la exclusión por parte del Gobierno del Servicio Estatal de 
Trabajo de la moratoria general de las inspecciones para 
2018 y alentó enérgicamente a que esta exclusión sea per-
manente. Además, la elaboración de una nueva legislación 
que aboliera definitivamente la moratoria de las inspeccio-
nes laborales es una condición previa para el pleno cumpli-
miento de los Convenios de la OIT y el Acuerdo de Aso-
ciación entre Ucrania y la UE, y enviaría una señal positiva 
a los trabajadores y empleadores respecto a la intención del 
Gobierno de proteger las condiciones laborales. Sin em-
bargo, algunas iniciativas legislativas causaron gran in-
quietud, a saber la ley núm. 877, de 1.º de enero de 2017, 
relativa a los principios fundamentales de supervisión y 
control por parte del Estado de la actividad económica y el 
decreto ministerial núm. 295 de 26 de abril de 2017 sobre 
el procedimiento de la supervisión y la vigilancia por el Es-
tado del cumplimiento de la legislación laboral, que redujo 

drásticamente la capacidad de los inspectores del trabajo 
para efectuar inspecciones sin previo aviso, la frecuencia 
de las inspecciones y sus facultades para iniciar rápida-
mente procedimientos legales sin previa notificación. El 
proyecto de ley núm. 6489 haría de las inspecciones no 
programadas una infracción administrativa. Se pidió al Go-
bierno que enmendara rápidamente la ley núm. 877 y el 
decreto ministerial núm. 295 para asegurar la conformidad 
con los Convenios y para garantizar que en la práctica no 
se impondrán limitaciones a los poderes de los inspectores 
del trabajo, incluidos los límites a las inspecciones no pro-
gramadas. En relación con la descentralización del sistema 
de inspección del trabajo, el Gobierno tiene que asegurar 
una supervisión y coordinación por la autoridad central, la 
asignación de recursos presupuestarios suficientes a las au-
toridades que lleven a cabo las inspecciones y proporcionar 
formación suficiente a los inspectores; también debe pro-
porcionar información relativa a la forma en que el nuevo 
sistema garantizará la independencia de los funcionarios 
autorizados para actuar como inspectores. Alentó al Go-
bierno a que evalúe exhaustivamente el nuevo sistema y 
que se comprometiera a modificarlo en la forma apropiada, 
con la asistencia técnica de la OIT. Dada la existencia de 
223 plazas vacantes de inspectores del trabajo, se necesita 
mayor información sobre las medidas del Gobierno para 
mejorar la situación presupuestaria del Servicio Estatal de 
Trabajo, y el material y los recursos humanos de los servi-
cios de la inspección del trabajo. Ante el debate altamente 
politizado relativo al nuevo Código del Trabajo, se alentó 
enérgicamente al Gobierno para que tome debida conside-
ración de los comentarios de la OIT, en especial en relación 
con las condiciones de trabajo, la seguridad y salud en el 
trabajo y en la actividad minera. Al mismo tiempo que 
mantiene su compromiso con la participación constructiva 
y la colaboración con el Gobierno, la oradora manifestó la 
esperanza de que se disponga de la experiencia de la OIT 
para adoptar las medidas necesarias para poner la práctica 
y la legislación laboral nacional en conformidad con los 
Convenios. 

La miembro trabajadora de Suecia, hablando en nombre 
de los sindicatos de los países nórdicos y del Reino Unido, 
indicó que se espera que los países que colaboran estrecha-
mente con la Unión Europea den cumplimiento a las nor-
mas internacionales del trabajo, incluso en tiempos de difi-
cultades. Dado que muchas normas de la OIT abordan la 
seguridad y salud en el trabajo (SST) y las condiciones la-
borales, una inspección del trabajo eficiente reviste un do-
ble interés, tanto en asegurar el cumplimiento de los Con-
venios como en asegurar una adecuada aplicación de otras 
normas de la OIT. Desde el examen de este caso de doble 
nota a pie de página el año pasado, la UE y Ucrania dieron 
inicio a un proyecto, en el marco del Acuerdo de Asocia-
ción entre Ucrania y la UE, orientado a apoyar las reformas 
en áreas tales como la política del empleo, el mercado la-
boral y la protección social: «Reforzar la capacidad de la 
administración del trabajo para mejorar las condiciones la-
borales y abordar el trabajo no declarado». A través de este 
valioso proyecto, los legisladores y los interlocutores so-
ciales trabajaron estrechamente para armonizar la SST y la 
legislación del trabajo de Ucrania con las directivas de la 
UE y los Convenios de la OIT, y para fortalecer la capaci-
dad del Ministerio de Política Social y del Servicio Estatal 
de Trabajo, a efectos de cumplir su mandato de inspección 
del trabajo, centrándose especialmente en el trabajo no de-
clarado. No obstante, sigue siendo importante que la OIT 
continúe aportando su apoyo técnico y promoviendo una 
participación activa de los interlocutores sociales. Un mes 
después de la discusión del caso el año pasado, el Parla-
mento aprobó el proyecto de ley núm. 6489, que eliminará 
las sanciones por las primeras violaciones de la legislación 



Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81) 
Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 1969 (núm. 129) 

Ucrania (ratificaciones: 2004 y 2004) 
 

 9B Parte II/43 

laboral relativa al trabajo no declarado, introducirá sancio-
nes administrativas por inspecciones no programadas in-
justificadas, y limitará el acceso de los inspectores del tra-
bajo a los lugares de trabajo y las sanciones que pudieran 
aplicar. La oradora expresó la esperanza de que se corrigie-
ran esas disposiciones. La inspección del trabajo no es una 
simple formalidad, sino un medio eficiente de garantizar el 
cumplimiento de las normas aplicables, una competencia 
leal y un entorno laboral seguro y saludable. En consecuen-
cia, se espera que el Gobierno armonice la legislación y la 
práctica nacionales con el Convenio núm. 81. 

El miembro gubernamental de los Estados Unidos indicó 
que el examen del caso en 2017 había puesto de relieve va-
rias limitaciones jurídicas que habían dificultado la reali-
zación de las inspecciones del trabajo. Si bien hay informes 
en los que se señala que el Servicio Estatal de Trabajo ha 
llevado a cabo algunas inspecciones del trabajo a raíz de la 
presentación de quejas, incluidas aquellas sin previo aviso, 
según otros informes, las entidades de inspección del tra-
bajo todavía no pueden hacer inspecciones por iniciativa 
propia. La Comisión de Expertos ha señalado las importan-
tes restricciones jurídicas impuestas a las actividades de los 
servicios de inspección del trabajo (las limitaciones a la li-
bre iniciativa de los inspectores del trabajo de efectuar ins-
pecciones sin previo aviso y a la frecuencia de las inspec-
ciones del trabajo). Además, las modificaciones legislati-
vas promulgadas en 2014 exigen que el Servicio Estatal de 
Trabajo solicite la aprobación del Consejo de Ministros 
para realizar inspecciones en las empresas cuyos ingresos 
anuales son inferiores a 750 000 dólares de los Estados 
Unidos (lo cual corresponde al 80 por ciento de las empre-
sas). De promulgarse la ley núm. 6489, la realización de 
visitas de inspección del trabajo sin previo aviso daría lugar 
a una infracción administrativa. Esas restricciones jurídicas 
limitan en gran medida la capacidad de la inspección del 
trabajo de realizar sus funciones esenciales en la forma exi-
gida por los Convenios para proteger con la mayor eficacia 
a los trabajadores. Esta Comisión ya ha exhortado al Go-
bierno a que adopte varias medidas con el objeto de: forta-
lecer la capacidad de la inspección del trabajo; emprender 
reformas jurídicas que permitan velar por el cumplimiento 
de los Convenios y, sobre todo, garantizar que dicha ins-
pección esté en condiciones de poder llevar a cabo la fun-
ción esencial del Gobierno de aplicar la legislación laboral. 
El orador consideró que, para poder poner en práctica estas 
recomendaciones, es necesario instar al Gobierno a que 
tome las medidas necesarias que permitan armonizar las 
disposiciones que crean obstáculos jurídicos a la inspec-
ción del trabajo con los Convenios, y que recurra a la asis-
tencia técnica de la OIT a fin de que las autoridades legis-
lativas y administrativas competentes comprendan las obli-
gaciones dimanantes de los Convenios y proporcione re-
cursos presupuestarios suficientes y de otro tipo a la ins-
pección del trabajo, por ejemplo mediante la provisión de 
las vacantes pendientes. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos saludó el he-
cho de que Ucrania no aplique una moratoria sobre la ins-
pección del trabajo a nivel nacional. No obstante, expresó 
su preocupación por el debilitamiento del poder de la ins-
pección del trabajo que parece ser una tendencia regional. 
También cuestionó el proceso lento y demasiado complejo 
de reforma de la inspección del trabajo, que indica una re-
nuencia a afirmar la función del Estado en la realización de 
la inspección del trabajo. La cuestión de las inspecciones 
no programadas que siguen estando prohibidas es uno de 
los principales problemas pendientes, a pesar de que los 
Convenios consagran el derecho de los inspectores del tra-
bajo a entrar libremente y sin previa notificación, a cual-
quier hora del día o de la noche, en todo establecimiento 
sujeto a inspección. Aunque las inspecciones que se lleva-

ron a cabo desde febrero de 2018 constituyen una indica-
ción positiva, el hecho de que se requiera una autorización 
previa limita seriamente la efectividad del sistema de la 
inspección del trabajo. El proyecto de ley núm. 6489 es otra 
cuestión preocupante. Aunque su aprobación todavía está 
pendiente, el mismo prevé la imposición de sanciones en 
los casos en que las quejas resulten infundadas, contravi-
niendo el espíritu del Convenio núm. 81. La falta de recur-
sos adecuados y capacidades técnicas de la inspección es 
también preocupante. Los sindicatos locales han informado 
de que en general los inspectores no están facultados para 
investigar los casos de accidentes del trabajo o de atrasos 
salariales. Por ello, se han de conferir plenos poderes a la 
inspección del trabajo que comprendan un mandato, un 
presupuesto, la capacidad y la confianza propios de su na-
turaleza. La moratoria sobre las inspecciones sigue estando 
vigente en las zonas en conflicto del país; se trata de regio-
nes muy industrializadas y por tanto esta moratoria se 
aplica a sectores particularmente peligrosos tales como los 
sectores metalúrgico, minero y del carbón donde se emplea 
a cientos de miles de trabajadores. El Parlamento no ha 
aprobado el proyecto legislativo que deroga la moratoria. 
La economía de Ucrania sigue siendo muy frágil y no 
puede permitirse el impacto adverso de los atajos basados 
en normas de seguridad deficientes. Con el objetivo de re-
cuperarse del conflicto y de los efectos de la moratoria so-
bre la inspección, Ucrania debería restablecer las institu-
ciones responsables de la inspección del trabajo, una labor 
fundamental, y profesionalizar a los inspectores del tra-
bajo. Estas medidas son especialmente importantes en los 
sectores de alto riesgo, como la minería, que son esenciales 
para la vida económica de Ucrania. 

El miembro gubernamental de Suiza apoyó la declaración 
realizada en nombre de la UE, y señaló que el funciona-
miento eficaz de la inspección del trabajo es primordial 
para garantizar el respeto de las condiciones de trabajo y 
de los derechos de los trabajadores. Contribuye también al 
desarrollo económico, incluida la competencia leal entre 
las empresas. La legislación de Ucrania prevé algunas res-
tricciones a las potestades de los inspectores del trabajo, 
especialmente en lo relativo a la frecuencia de las inspec-
ciones o al derecho a proceder a inspecciones sin previo 
aviso. Además, siguen estando vacantes 223 puestos de 
inspectores. Es lamentable que la Comisión deba discutir 
este caso nuevamente. En consecuencia, debe alentarse al 
Gobierno a que asegure la aplicación de la legislación, res-
petando las obligaciones derivadas de los Convenios; a que 
garantice que la inspección del trabajo del Estado disponga 
de los recursos humanos y económicos necesarios para 
desempeñar sus actividades sin ninguna restricción o inje-
rencia; a que modernice los procedimientos de inspección, 
y a que los armonice con las normas internacionales. El 
orador destacó que sería conveniente que la revisión de los 
procedimientos de inspección pudiese efectuarse en con-
sulta y en colaboración con los interlocutores sociales y 
con el sector privado. 

Un observador que representa a IndustriALL Global 
Union señaló que la moratoria en relación con la inspección 
del trabajo afecta en particular a los trabajadores de las mi-
nas, sector que debido a la tasa de accidentes mortales es el 
más peligroso del país. El informe de 2017 del Fondo Ucra-
niano del Seguro Social muestra que, como consecuencia 
de la moratoria relativa a la inspección del trabajo, el nú-
mero de accidentes del trabajo en los sitios de producción 
han incrementado substancialmente desde 2016. La mora-
toria relativa a la inspección del trabajo ha socavado y des-
mantelado seriamente la inspección estatal del trabajo; el 
número total de inspectores del trabajo ha disminuido, y 
muchos especialistas competentes se han ido. Incluso tras 
la supresión de la prohibición de las inspecciones de la se-
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guridad en el trabajo, la plena restauración del servicio re-
querirá tiempo. El problema de la falta de personal y, en 
particular, de personal calificado, requiere atención ur-
gente. El orador hizo referencia a ejemplos recientes, con-
cretamente en una planta siderúrgica, en la que el 90 por 
ciento del material rodante está desgastado, y señaló que 
una investigación llevada a cabo por la inspección estatal 
ha detectado 83 violaciones, incluidas locomotoras cuyos 
frenos no funcionan. En abril de 2018, se puso en peligro 
la vida de 240 trabajadores mineros cuando quedaron atra-
pados a 1 000 metros bajo tierra durante varias horas des-
pués de que el proveedor de electricidad local cortara el 
suministro de electricidad en una mina. En el mes de abril 
también se cortó en dos ocasiones el suministro de electri-
cidad en 16 minas de carbón. El problema de la seguridad 
y salud en el trabajo, que es consecuencia de la moratoria 
relativa a la inspección del trabajo, se agrava por otros pro-
blemas relacionados con el trabajo, como los bajos salarios 
y el retraso en el pago de los salarios. En abril de 2018, 
12 000 miembros del Sindicato de la Industria Nuclear de 
Ucrania, organización afiliada a IndustriAll, llevaron a 
cabo acciones de protesta en ocho ciudades diferentes en 
contra de la política del Estado relativa a tarifas bajas de la 
energía, lo cual resulta en salarios bajos para los trabajado-
res. El retraso actual en el pago de los salarios asciende a 
2 400 millones de grivnas (equivalente a 92 millones de 
dólares de los Estados Unidos), de los cuales un tercio 
afecta a los mineros del carbón. Se ha considerado que el 
retraso en el pago de los salarios en la economía formal, 
cuando se combina con la economía encubierta, puede du-
plicar o incluso triplicar fácilmente esta cuantía. El Go-
bierno debe afrontar con carácter urgente la situación de la 
seguridad en el trabajo, así como el retraso en el pago de 
los salarios y los bajos salarios, cuestión que resulta más 
urgente todavía a raíz de la no aplicación en el pasado de 
las recomendaciones y observaciones de la Comisión. Los 
trabajadores esperan y exigen respuestas apropiadas del 
Gobierno. 

El representante gubernamental destacó los progresos 
significativos realizados en la resolución de las cuestiones 
relativas a la inspección del trabajo, como se discutió en la 
Comisión de la Conferencia, en 2017. Salvo en el caso de 
las zonas de conflicto del país, en el resto del territorio los 
inspectores del trabajo tienen libre acceso a los lugares de 
trabajo y pueden realizar visitas de inspección a cualquier 
hora del día o de la noche, sin previo aviso. Esto se garan-
tiza en el decreto ministerial núm. 295 sobre algunas cues-
tiones relativas a la aplicación del artículo 259 del Código 
del Trabajo y el artículo 34 de la Ley sobre los Gobiernos 
Locales, de 26 de abril de 2017, así como a través de los 
cambios legislativos que entraron en vigor en 2017. Las 
funciones de la inspección del trabajo que llevan a cabo las 
autoridades locales se limitan al control del cumplimiento 
de las disposiciones legales sobre los salarios. El Servicio 
Estatal de Trabajo ejerce un control dado que tiene acceso 
al registro de las visitas de inspección realizadas por las 
autoridades locales (incluidos los lugares de trabajo de que 
se trata, las acciones realizadas y las sanciones impuestas). 
Dicho Servicio no sólo puede entrar en los lugares, sino 
que también ha establecido un procedimiento de apelación 
para que las empresas puedan recurrir las acciones entabla-
das por las autoridades locales. Destacó que se introdujo el 
proyecto de ley núm. 6489, de conformidad con el proce-
dimiento legislativo, y que existen otros proyectos de ley, 
incluidos el proyecto de ley núm. 8045, que propone el le-
vantamiento de la moratoria a la inspección del trabajo, y 
el proyecto de ley núm. 8101, que propone la supresión de 
las restricciones a la inspección del trabajo en las regiones 
de Donetsk y de Lugansk. Cabe esperar que estos proyec-
tos de ley sean pronto examinados por el Parlamento. En 
Ucrania, el retraso en el pago de salarios constituye un 

tema prioritario para el Servicio Estatal de Trabajo y tanto 
los inspectores del trabajo nacionales como los inspectores 
que trabajan en los ámbitos locales hacen todo lo que está 
a su alcance para abordar la situación. El Gobierno estudia 
en la actualidad la cuestión relativa a cómo mejorar los re-
cursos de la inspección del trabajo, de modo que los ins-
pectores del trabajo puedan centrarse en las áreas priorita-
rias, a saber el trabajo no registrado, los atrasos salariales 
y el impago de los salarios mínimos. En cuanto al asunto 
de las multas, los inspectores del trabajo están de hecho fa-
cultados para imponer multas hasta una cuantía de más de 
10 000 grivnas (aproximadamente, 382 dólares de los Es-
tados Unidos) respecto del trabajo no declarado. En los 
tiempos difíciles actuales (incluidos el conflicto militar y 
los esfuerzos dirigidos a promover el desarrollo económico 
del país), el Gobierno trata de conseguir un equilibrio entre 
las medidas preventivas y la imposición de sanciones, tra-
tando de ser razonable en la imposición de las multas. Se 
enviará a la Comisión de Expertos para su examen las res-
puestas a todas las solicitudes de información sobre las me-
didas adoptadas para aplicar plenamente el Convenio. 

Los miembros trabajadores agradecieron al representante 
gubernamental las explicaciones comunicadas y recorda-
ron que el Gobierno ya había contraído una serie de com-
promisos en la última discusión. No sólo no se cumplieron 
esos compromisos, sino que se comprobó una serie de nue-
vos incumplimientos. En consecuencia, se invitó al Go-
bierno a que levantara todas las restricciones impuestas a 
los servicios de inspección, en particular la prohibición de 
realizar inspecciones sin aviso previo y los límites impues-
tos al poder discrecional de iniciar o no iniciar acciones ju-
diciales. Deben asimismo revisarse, puesto que son incom-
patibles con los Convenios, las disposiciones que convier-
ten la realización de visitas de inspección no programadas 
en una infracción administrativa. El Gobierno debe asi-
mismo comunicar información sobre la organización de los 
servicios de inspección y prever todas las garantías necesa-
rias para asegurar la independencia de los inspectores y sus 
facultades para llevar a cabo sus misiones. De igual modo, 
el Gobierno debe poner a disposición de los servicios de 
inspección medios materiales suficientes, asegurándoles 
unas buenas condiciones de trabajo y de remuneración, así 
como asumir sus gastos de transporte, y poner a su dispo-
sición oficinas y suministros. Es también primordial la 
adopción de las medidas necesarias para que se cubran los 
puestos vacantes. Los miembros trabajadores invitaron al 
Gobierno a que siga recurriendo a la asistencia técnica de 
la Oficina para facilitar la aplicación de las recomendacio-
nes de la Comisión, asociando estrechamente a los interlo-
cutores sociales. 

Los miembros empleadores acogieron con agrado las de-
claraciones del Gobierno así como sus respuestas a algunas 
cuestiones y la información sobre las prioridades del Ser-
vicio Estatal de Trabajo, especialmente con respecto a la 
aplicación de los dos Convenios. No obstante los proble-
mas derivados del conflicto militar en ciertas regiones, el 
Gobierno ha adoptado medidas positivas para poner su le-
gislación y su práctica en conformidad con los Convenios. 
Se alentó al Gobierno a que asigne recursos suficientes a la 
inspección del trabajo y a que prosiga las actividades de 
capacitación de los inspectores del trabajo. Con todo, existe 
la preocupación de que los funcionarios del Gobierno pue-
dan tener la capacidad de asumir la función de los inspec-
tores del trabajo. Como ya se ha dicho, es necesario que se 
adopten medidas para asegurar la independencia, la trans-
parencia y la responsabilidad de los inspectores por sus ac-
ciones. Los miembros empleadores instaron al Gobierno a 
que facilite a la Comisión de Expertos información sobre 
la legislación promulgada recientemente y sobre las cues-
tiones suscitadas, con el fin de medir fielmente el progreso 
a este respecto. El diálogo efectivo es un componente muy 
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importante en ese proceso. También es necesario que el 
Gobierno garantice la independencia de los inspectores del 
trabajo en consonancia con las disposiciones del Convenio 
y que se cerciore de que otras funciones no interfieran con 
sus obligaciones primordiales ni afecten negativamente a 
las funciones ejercidas. Por último, los miembros emplea-
dores instaron al Gobierno a que se siga valiendo de la asis-
tencia técnica de la OIT con el fin de reforzar más los re-
cursos asignados a la inspección del trabajo, poniendo el 
énfasis en la formación y las capacidades de los inspecto-
res. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por el representante gubernamental y de la discusión 

que tuvo lugar a continuación. 
La Comisión observó que es preciso dotar a la inspección 

del trabajo de los medios necesarios para que funcione de 

forma eficaz e independiente, y que esta debe someterse a la 
supervisión y el control de una autoridad central. 

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión recomienda al Gobierno que:  
■ tome las medidas necesarias y realice las reformas apro-

piadas para poner los servicios de inspección del trabajo 
en conformidad con las disposiciones de los Convenios 
núms. 81 y 129; 

■ suministre información detallada en lo relativo a las res-
tricciones de las competencias de los inspectores del tra-
bajo contenidas en la ley núm. 877 y el decreto ministerial 

núm. 295, y acerca de la legislación promulgada recien-
temente sobre el sistema de inspección del trabajo; 

■ promueva el diálogo efectivo con las organizaciones de 

empleadores y de trabajadores sobre cuestiones relativas 
a la inspección del trabajo; 

■ vele por que la situación jurídica y las condiciones de ser-

vicio de los inspectores del trabajo garanticen su inde-
pendencia, la transparencia de sus actos, su imparciali-
dad y la rendición de cuentas, de conformidad con los 

Convenios; 
■ garantice que las responsabilidades en materia de inspec-

ción de las autoridades locales estén bajo la supervisión y 

el control del servicio estatal de trabajo, y 
■ asegure que otras funciones encomendadas a los inspec-

tores del trabajo no interfieran con sus responsabilidades 

principales ni menoscaben la calidad de las inspecciones 
del trabajo. 

La Comisión alienta al Gobierno a que continúe recu-

rriendo a la asistencia técnica con miras a fortalecer la capa-
cidad y los recursos del sistema de inspección del trabajo, en 
particular en lo que respecta a la formación y el desarrollo de 

las capacidades de los inspectores del trabajo. La Comisión 
pidió al Gobierno que proporcione información detallada a la 
Comisión de Expertos, para su examen en noviembre de 2018, 

sobre las medidas que adopte para aplicar estas recomenda-
ciones. 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección 

del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 

ARGELIA (ratificación: 1962) 

El Gobierno ha comunicado la siguiente información por 
escrito. 

Solicitudes de reintegro de trabajadores despedidos  

La legislación nacional prevé procedimientos de preven-
ción y solución de conflictos individuales de trabajo. La ley 
núm. 90-04, de 6 de febrero de 1990, modificada y com-
pletada, relativa a la solución de conflictos individuales de 

trabajo, estableció procedimientos de solución de conflic-
tos individuales de trabajo que cada trabajador y cada em-
pleador debe respetar.  

A este respecto, los casos de trabajadores mencionados 
explícitamente en las conclusiones de la 106.ª reunión de 
la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) siguieron 
los procedimientos previstos por la ley arriba mencionada, 
con independencia de la solución que se alcanzara para su 
conflicto individual. 

En este marco, cabe recordar que el Gobierno siempre ha 
respondido a las solicitudes presentadas por los órganos 
competentes de la OIT. En relación con esto, y previa ve-
rificación, se señaló que de los 86 trabajadores, se solu-
cionó o se está solucionando la situación de 76 trabajado-
res. Los casos se han sometido a las jurisdicciones compe-
tentes en seis casos, y en tres casos está dándose curso a 
resoluciones judiciales. 

Por lo referente a la situación de ocho de los diez traba-
jadores, dos trabajadores fueron destituidos tras el cumpli-
miento de todos los procedimientos legales y reglamenta-
rios, debido a ausencias irregulares y por el incumpli-
miento del reglamento interior de la empresa, y tres traba-
jadores fueron despedidos por faltas profesionales graves.  

A este respecto, el Gobierno observa que el examen de 
los expedientes de los trabajadores ha indicado que, en nin-
gún momento se constató que se trata de una sanción por 
motivos de ejercicio sindical, sino por razones de faltas 
profesionales graves previstas por la ley y por el regla-
mento interior de las empresas. Estos trabajadores utiliza-
ron todos los recursos previstos por la ley para la solución 
de conflictos individuales de trabajo y las tentativas de conci-
liación ante los servicios de la Inspección del Trabajo en las 
jurisdicciones competentes. Así pues, casi todos los trabaja-
dores explícitamente mencionados en las conclusiones de la 
106.ª reunión están activos, con la salvedad del Sr. Habib 
Benyahia (SNAPAP-CGATA) de la Universidad de Tiaret, 
que está jubilado. Además, se señaló que entre estos trabaja-
dores, el Sr. Haddak Arab (SNAPAP-CGATA) ha sido pro-
mocionado al grado de agente administrativo.  

Por lo referente a los funcionarios del registro, éstos es-
tán activos. El Gobierno adjunta todos los documentos so-
bre la situación de todos los trabajadores citados en las con-
clusiones de la organización empleadora.  

Caso núm. 3210 sometido al Comité de Libertad Sindical  

El Gobierno había transmitido toda la información sobre 
la queja presentada ante el Comité de Libertad Sindical por 
la Unión Nacional Autónoma de Trabajadores de la Elec-
tricidad y Gas (SNATEGS) (caso núm. 3210), a través de 
una comunicación de 18 de diciembre de 2017, en la que 
se señaló a la atención de la OIT la disolución voluntaria 
de la SNATEGS (copia adjunta), así como las actas de la 
disolución voluntaria del sindicato. Asimismo, a través de 
una comunicación de 5 de mayo de 2018 relativa al caso 
núm. 3210, el Gobierno había solicitado que se cerrara el 
caso.  

Culminación de la reforma del Código del Trabajo 

En relación con la solicitud de culminación de la reforma 
del Código del Trabajo, el Gobierno había suministrado 
toda la información sobre el proceso de elaboración del Có-
digo del Trabajo, y no escatimará esfuerzos en el marco de 
la celebración de consultas con sus asociados económicos 
y sociales para elaborar un nuevo Código del Trabajo con-
sensuado que reforzará los logros derivados de la experien-
cia de la aplicación de las leyes sociales vigentes y que sa-
tisfará las expectativas de los actores económicos.  

Registro de sindicatos  

Por lo referente al registro del presunto Sindicato Autó-
nomo Argelino de Trabajadores del Transporte (SAATT), 
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el expediente presentado no cumple las condiciones previs-
tas por las disposiciones de la ley, en particular su ar-
tículo 2. Se señalaron imprecisiones en la determinación de 
la categoría profesional contemplada en los estatutos. Estos 
últimos no insertaron las disposiciones que deben contener 
los estatutos y que se enuncian en las disposiciones del ar-
tículo 21 de la ley. Los interesados no respondieron ni pi-
dieron detalles sobre su expediente.  

En lo tocante al expediente del Sindicato Autónomo de 
Abogados de Argelia (SAAVA), el Gobierno recuerda que 
toda solicitud de constitución de un sindicato se somete a 
un examen de conformidad con la ley. A este respecto, tras 
el examen de los estatutos del presunto sindicato se ob-
servó que algunas categorías de personas son trabajadores 
asalariados y empleadores. La legislación nacional distin-
gue entre un sindicato de trabajadores asalariados y un sin-
dicato de empleadores. La respuesta se comunicó a los in-
teresados, invitándoles a cumplir las disposiciones de la 
ley; no obstante, hasta la fecha los interesados no han 
puesto su expediente de conformidad con las disposiciones 
de la ley.  

En relación con el expediente de la CGATA, además de 
la información ya suministrada por el representante del Go-
bierno en la 106.ª reunión de la CIT, en junio de 2017, el 
supuesto presidente de la CGATA no proviene de ningún 
sindicato registrado legamente y no representa a ninguna 
organización sindical. La OIT había informado asimismo 
al Gobierno, a través de la nota de 22 de septiembre de 
2013 (copia adjunta) que el Sr. Rachid Malaoui había sido 
destituido de su cargo con respecto a los procedimientos 
legales y reglamentarios por abandono de su puesto debido 
a sus ausencias irregulares. Esta situación condujo a que 
éste perdiera su categoría de trabajador asalariado.  

En Argelia, las organizaciones sindicales representativas 
gozan de prerrogativas que les permiten en particular ne-
gociar y concluir acuerdos y convenios colectivos; contar 
con un local en la organización empleadora y con un tablón 

de anuncios en lugares apropiados para sus miembros, y 
estar destacadas al servicio de su organización sindical du-
rante el mandato del sindicalista. La participación de los 
representantes de los trabajadores, por medio de sus dele-
gados sindicales, es una condición legal en la negociación 
de las condiciones de trabajo, a fin de adoptar convenios 
colectivos. Los representantes de los trabajadores dentro de 
las comisiones de empresa o de las comisiones de unidad 
son designados por la estructura sindical más representa-
tiva o, en ausencia de la misma, por el comité de participa-
ción. En el caso en el que no exista una estructura sindical 
ni comité de participación, son elegidos por el colectivo de 
trabajadores. Los representantes de los trabajadores están 
obligatoriamente asociados con toda decisión relativa al es-
tablecimiento de la actividad de salud en el trabajo dentro 
de la organización empleadora. Asimismo, las organizacio-
nes sindicales representativas de empleadores y de trabaja-
dores están representadas por doce (12) representantes de 
los trabajadores, y por doce (12) representantes de los em-
pleadores, en el consejo nacional de salud y seguridad en 
el trabajo.  

Además, y en el marco de la prevención y solución de 
los conflictos de trabajo y del ejercicio del derecho de 
huelga, los representantes de los trabajadores celebran 
reuniones periódicas con los empleadores a fin de exami-
nar conjuntamente las relaciones socioprofesionales y las 
condiciones generales de trabajo en la organización em-
pleadora. A escala nacional, Argelia ha adquirido una gran 
experiencia en materia de diálogo social, a través de 
reuniones tripartitas que congregan al Gobierno y a las or-
ganizaciones sindicales representativas de empleadores y 
de trabajadores. Estos ámbitos de consulta y de negocia-
ción conducen a la celebración de acuerdos relativos a la 
vida económica y social, a la firma de pactos económicos 
y sociales, y a la creación de instituciones y otras entidades. 
Se adjunta una visión general de las reuniones tripartitas y 
bipartitas.

Caso de los trabajadores citados nominativamente en las conclusiones de la 106.ª reunión  

de la Conferencia Internacional del Trabajo (junio de 2017) 

Núm. sector  Caso  Observaciones  

01 Ministerio de Enseñanza  
Superior e Investigación 

Científica 

 

1. Sr. KASSA Nacer (CGATA),  
Universidad de Béjaia 

 

Reintegrado en su puesto de trabajo.  
Acta de instalación núm. 49, de 27 de diciembre 

de 2015.  
Decisión núm. 289/17 de 2 de julio de 2017. 
Hasta la fecha, está en actividad. 

2. Sr. ARAB Haddak  
(SNAPAP-CGATA),  

Universidad de Béjaia  

 

Fue ascendido a agente administrativo.  
Acta de instalación núm. 46, de 27 de diciembre 

de 2015.  
Decisión núm. 264/17 de 10 de junio de 2017. 
Hasta la fecha, está en actividad.  

3. Sr. BENYAHIA Habib  

(SNAPAP-CGATA),  
Universidad de Tiaret 

Admitido para la jubilación desde el 1.º de no-

viembre de 2015 
(número de pensión núm. F 8Z560143). 

4. Sr. MANSRI Ahmed  
(SNAPAP-CGATA),  
Universidad de Tiaret. 

Certificado de trabajo núm. 19, de 20 de febrero 
de 2018. 
Boleta de pago (enero-febrero de 2018) 

Hasta la fecha, está en actividad.  

5. Sr. HASSANE Fouad (CGATA),  
Universidad de Béjaia 

Según las informaciones comunicadas, no fi-
gura en el personal del Ministerio de Enseñanza 
Superior e Investigación Científica. 
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Núm. sector  Caso  Observaciones  

02 Ministerio de Recursos Hídricos 1. Sra. BEDRI Nadia  
(SNAPAP-CGATA) 

A petición suya, la Sra. Nadia BEDRI fue trasla-
dada e instalada en su nueva función, con fecha 
28 de noviembre de 2016, en la Dirección de 

Recursos Hidráulicos de la Wilaya de Argelia  
(acta de instalación núm. 2356/2016).  

03 Ministerio del Interior, Colectivi-
dades Locales y Ordenación Te-

rritorial  

1. Sra. BENSAID Hassina 
(CGATA), 

APC de Tazmelt Wilaya  
de Béjaia 

Sra. Hassina Bensaid desempeña sus activida-
des habitualmente (decisión de titularidad, con-

firmación en calidad de administrador territorial 
núm. 269/2016,  
de 26 de julio de 2016) 

2. Sr. HASSANI Nadji, 

 

Previa convocatoria, dictó sentencia, con fecha 
20 de enero de 2014, que anuló el primer fallo y 

ordenó al establecimiento público (G CET 
Batna) la obligación de un pago de 100 000 DA. 

El establecimiento liberó de la obligación, con fe-

cha 2 de febrero de 2016 (ficha de gastos, con 
fecha 9 de febrero 2016) cheque núm. 7 112 525. 

3. Sr. MEZIANI Noureddine Previa convocatoria, el Tribunal dictó sentencia, 
con fecha 21 de diciembre de 2014, confir-

mando el fallo del Tribunal, de fecha 4 de di-
ciembre de 2013. La situación financiera del in-
teresado se regularizó en el mes de marzo de 

2013 (boleta de pago, matrícula núm. 0059, do-
cumento adjunto). 

4. Sr. BOUDJELLAL Messaoud El Tribunal de Batna, sección social, desestimó 
al interesado. El Sr. Messaoud Boudjellal fue re-
gularizado en el mes de marzo de 2013 (boleta 

de pago, matrícula núm. 227, documentos ad-
juntos). 

5. HAMZA Abdesamed  Previa convocatoria, el Tribunal dictó sentencia 
con fecha 10 de marzo de 2014, confirmando el 

fallo del Tribunal de fecha 18 de noviembre de 
2013. La situación financiera del interesado se 
regularizó en el mes de marzo de 2013 (boleta 

de pago, matrícula núm. 0041, documento ad-
junto). 

6. Sr. TCHIKOU Mourad  
(UNCP-SNAPAP) 

En espera de la sentencia del Tribunal Su-
premo.  

04 Ministerio de Justicia  Funcionarios del registro.  Los secretarios judiciales fueron readmitidos 
(certificados de trabajo adjuntos). 

05 Ministerio de Correos,  
Telecomunicaciones y Tecnolo-

gías de la Información 

1. Sr. NEKKACHE Mourad (SNAP) En espera de informaciones de su organismo 
empleador.  

2. Sr. AMMAR Khodja Tarek 

(SNAP) 

En espera de informaciones de su organismo 

empleador 

06 Ministerio de Energía Grupo So-

nelgaz 

46 trabajadores. SNATEGS Se adjunta el cuadro relativo a la situación pro-

fesional de los interesados.  

 Total  86 trabajadores  

 

— 76 trabajadores: su situación está solucio-
nada o en vías de solución.  

— Las 10 situaciones profesionales restantes se 

encuentran en las jurisdicciones competen-
tes, salvo uno desestimado, uno condenado 
por abuso de confianza y tres despedidos por 

faltas profesionales graves.  
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Además, un representante gubernamental expresó su sor-
presa porque Argelia figura una vez más en los casos exa-
minados por la Comisión de la Conferencia, y lamentó que 
no se reconozcan los progresos realizados en su país res-
pecto de la protección de las libertades y de los derechos 
humanos en el trabajo. La ratificación de 60 convenios de 
la OIT, entre ellos los ocho fundamentales, en su mayoría 
desde la independencia del país, en 1962, muestra la vo-
luntad de Argelia de sentar su desarrollo económico y so-
cial en los principios de los convenios y tratados interna-
cionales. Además, la Constitución nacional reserva un lu-
gar importante a las libertades y a los derechos reconoci-
dos a todos los ciudadanos en el mundo del trabajo, en par-
ticular la libertad sindical y el derecho de huelga. En 2015 
y 2017, el Gobierno proporcionó toda la información re-
querida sobre casos precisos o sobre el Código del Tra-
bajo. El año pasado, durante el examen de este caso, 26 de 
32 intervenciones de miembros de la Comisión apoyaron 
los progresos realizados por el Gobierno. No tener en 
cuenta esta realidad constituye una denegación de las re-
glas democráticas. Recordando que toda actividad se 
ejerce respetando la legalidad, tal como prevé el artículo 8, 
párrafo 1, del Convenio, el orador reiteró su declaración 
del año pasado a la Comisión sobre el Sindicato Nacional 
Autónomo de Trabajadores del Gas y la Electricidad 
(SNATEGS), a saber, que dicha organización sindical fun-
ciona normalmente y que sus miembros decidieron su di-
solución voluntaria, conformemente a las disposiciones le-
gislativas y reglamentarias del trabajo y a sus estatutos. 
Las autoridades se limitaron a tomar nota de dicha disolu-
ción en octubre de 2017. Con respecto a los casos de tra-
bajadores citados en los alegatos, el orador hizo referencia 
a las informaciones detalladas proporcionadas por el Go-
bierno por escrito a este respecto, e indicó que 76 de los 
86 casos notificados se han solucionado a través de una 
reintegración al puesto de trabajo, de una reasignación a 
otro puesto de trabajo o de la jubilación por iniciativa del 
trabajador en cuestión. Por lo referente a las alegaciones 
que denuncian la violencia policial durante las manifesta-
ciones, el orador recordó que el Gobierno vela por la se-
guridad y el bienestar de los ciudadanos y por la protec-
ción de sus bienes. Así pues, la intervención de los servi-
cios de la policía sólo se justifica por la necesidad de pre-
servar el orden público. Esta intervención tiene lugar ade-
más de conformidad con la legislación y respetando las 
prácticas internacionales. No obstante, tal como se reco-
noce en general en todos los países que cuentan con una 
reglamentación para las reuniones y las manifestaciones, 
toda medida adoptada fuera del marco autorizado por la 
ley no se autorizará. Recordando que la finalización del 
proyecto de Código del Trabajo no sólo exige una labor de 
reflexión con los interlocutores sociales, sino también lo-
grar la adhesión de los actores del mundo del trabajo, el 
orador reiteró la voluntad del Gobierno de emprender esta 
labor en el marco de consultas tripartitas. Sin embargo, es 
preciso aceptar que, para asegurar el éxito, un proceso de 
este tipo lleva tiempo. El orador recordó asimismo que el 
Gobierno consideró más del 70 por ciento de los comen-
tarios de la Oficina sobre el proyecto de texto inicial. 

El panorama sindical de Argelia está compuesto de 
101 organizaciones representativas, 65 de esas organiza-
ciones de trabajadores fueron constituidas en plena liber-
tad de conformidad con la legislación. En relación con 
esto, las formalidades de registro de las organizaciones 
sindicales están previstas por la legislación. Los casos se-
ñalados de constitución de organizaciones sindicales, 
como la Confederación General Autónoma de Trabajado-
res de Argelia (CGATA), el Sindicato Autónomo de Abo-
gados de Argelia (SAAA) o el Sindicato Argelino de Tra-
bajadores del Transporte (SATT), han sido objeto de ob-
servaciones por parte de la administración, en aras de res-
petar las disposiciones legales, y se han transmitido a los 

miembros fundadores para que aclaren ciertas cuestiones, 
en particular el doble estatuto de los miembros fundadores 
o la ausencia de un estatuto de asalariado. Los retrasos en 
resolver las cuestiones de que se trate, incumben a los so-
licitantes. Como consecuencia, el marco legal de registro 
de los sindicatos no puede considerarse una intervención 
de la autoridad encaminada a limitar o a obstaculizar el 
ejercicio del derecho de sindicación. Además, la legisla-
ción vigente se inscribe totalmente en el marco de las nor-
mas internacionales encaminadas a promover la negocia-
ción colectiva y de conformidad con las cuales se toman 
medidas adaptadas a las circunstancias nacionales para fo-
mentar el diálogo social y la negociación colectiva. A tí-
tulo indicativo, se han registrado hasta la fecha 82 conve-
nios colectivos de sector y 167 acuerdos colectivos de sec-
tor. Se han concluido en total 3 817 convenios colectivos 
a nivel de empresa, a los que deben añadirse 17 238 acuer-
dos colectivos de empresa. Así pues, el diálogo social es 
una práctica real y concreta en Argelia, como muestran las 
reuniones tripartitas y bipartitas periódicas sobre las cues-
tiones económicas, sociales y de desarrollo. Además, el 
Gobierno y los interlocutores económicos y sociales han 
suscrito un Pacto nacional económico y social, así como 
un Pacto nacional económico y social de crecimiento, que 
constituyen la valoración de los logros sociales realizados 
y de las reformas económicas con la participación de los 
interlocutores sociales. Este modelo de diálogo y de con-
certación social se comparte, con el apoyo de la Oficina, 
con los países africanos en el marco de la cooperación Sur-
Sur. En su empeño por arrojar luz sobre el curso dado a la 
propuesta de una misión de contactos directos en el terreno 
contenida en las conclusiones de 2017 de la Comisión de 
la Conferencia, el orador indicó que su Gobierno dio su 
acuerdo para que tal misión se llevara a cabo en febrero de 
2018, y aceptó sin reservas la composición de esta misión. 
Entonces la Oficina propuso unos términos de referencia 
que el Gobierno aceptó esencialmente, rechazando dos de 
los 12 puntos propuestos. A continuación, el Gobierno fi-
nalizó el programa de reuniones, también con miembros 
gubernamentales, y se preparó para acoger la misión que, 
a fin de cuentas, no pudo tener lugar. A raíz de esta anula-
ción, el Gobierno insistió en entrevistarse con la Oficina y 
con los interlocutores sociales para aclarar su posición. El 
orador explicó que no pudo apoyar a las personas involu-
cradas en los dos puntos no aceptados de los términos de 
referencia porque dichas personas despliegan su actividad 
sin ninguna base legal a fin de provocar la desestabiliza-
ción social del país. Por último, el Gobierno prosigue sus 
consultas con la Oficina sobre esta cuestión, tal y como lo 
demuestra la entrevista que la delegación gubernamental 
dirigida por el Ministro de Trabajo mantuvo con la Oficina 
poco antes del comienzo de las labores de la Conferencia. 
El orador concluyó reafirmando el apoyo del Gobierno a 
las reformas preconizadas por el Director General de la 
OIT y, en particular, la promoción del tripartismo, pilar 
esencial de su funcionamiento. A este respecto, el Go-
bierno apoya la necesidad de reformar el funcionamiento 
de la Comisión de la Conferencia para propiciar una par-
ticipación tripartita en todas las etapas del control en aras 
de una mayor transparencia, equidad y fidelidad a los prin-
cipios fundamentales de la OIT. 

Los miembros trabajadores señalaron que este caso ha 
vuelto a ser objeto de examen por la simple razón de que 
el Gobierno se negó a atender las recomendaciones formu-
ladas el año pasado por la Comisión de la Conferencia. 
Aludieron al singular proceder del Gobierno, que, en una 
comunicación difundida en el marco de la Organización 
Árabe del Trabajo (OAT), acusó a la Oficina de ser parcial 
y a la Comisión de la Conferencia de practicar una política 
de doble rasero. Basta un simple análisis de las estadísticas 
de los casos examinados por la Comisión en los últimos 
años para demostrar que estas acusaciones son infundadas. 
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Lamentaron que el Gobierno no haya dado seguimiento a 
las conclusiones adoptadas el año pasado por la Comisión 
de la Conferencia, en particular a la conclusión relativa al 
envío de una misión de contactos directos antes del actual 
período de sesiones de la Conferencia, que debía informar 
a la Comisión de Expertos sobre los progresos realizados. 
Por otra parte, no se ha avanzado en la elaboración del 
nuevo Código del Trabajo, que permanece en fase de pro-
yecto desde 2011 y sobre el que el Gobierno no precisa si 
ha tenido en cuenta los comentarios formulados al respecto 
por la Comisión de Expertos. Tampoco se ha avanzado en 
la modificación del artículo 6 de la ley núm. 90-14, de 2 de 
junio de 1990, que confiere el derecho a constituir organi-
zaciones sindicales únicamente a quienes sean argelinos 
de origen o tengan la nacionalidad argelina desde hace al 
menos diez años. El Gobierno ha indicado que está deba-
tiendo una disposición con los interlocutores sociales por 
la que se reduciría la antigüedad requerida a cinco años, 
pero incluso si se aprobara tal enmienda, la ley seguiría 
siendo incompatible con el artículo 2 del Convenio núm. 
87, que impide hacer distinciones en relación con el dere-
cho de los trabajadores y de los empleadores a constituir 
las organizaciones que estimen convenientes. La Comi-
sión de Expertos, en su Estudio General de 2012 sobre los 
convenios fundamentales, recordó que esto significa que 
los derechos sindicales consagrados en el Convenio bene-
fician a todas las personas que residan en el territorio de 
un Estado, tengan o no un permiso de residencia y sea cual 
fuere su nacionalidad. Por último, el Gobierno no ha in-
formado de ningún avance en la modificación de las dis-
posiciones que limitan la posibilidad de constituir federa-
ciones y confederaciones. En su declaración, al igual que 
en la del año pasado, el Gobierno indicó que el plazo para 
introducir esos cambios puede parecer largo pero que, 
dada la importancia del texto, conviene buscar la mayor 
adhesión posible. Los miembros trabajadores se congratu-
laron de la importancia que el Gobierno atribuye al con-
senso, pero cuestionaron que se necesitasen más de doce 
años de consultas para adoptar enmiendas relativamente 
sencillas. Además, afirmaron que, en el contexto actual, 
en que algunas organizaciones están excluidas de los mar-
cos de consulta, las consultas mencionadas no están en 
conformidad con las normas de la OIT. Con respecto a la 
cuestión del registro de los sindicatos, la Comisión de Ex-
pertos ha vuelto a expresar su preocupación por las pro-
longadas demoras en la obtención del registro y por dene-
gaciones injustificadas por parte de las autoridades de so-
licitudes de registro presentadas por los sindicatos autóno-
mos. Se trata de una práctica recurrente por parte de las 
autoridades. La CGATA, por ejemplo, viene solicitando el 
registro desde 2015. Después de hacer los trámites corres-
pondientes recibió una carta en la que sólo se le informaba 
que su solicitud había sido denegada por no ajustarse a las 
normas. Ésta pidió precisiones adicionales sobre los fun-
damentos de la decisión pero aún no ha recibido respuesta, 
con lo cual, al día de la fecha, no conoce los motivos por 
los que su solicitud sería incompatible con la normativa. 
Además, al no ser reconocida, la CGATA no puede parti-
cipar en las estructuras de consulta tripartita y no ha sido 
consultada en relación a la reforma en curso del Código 
del Trabajo. Los miembros trabajadores recordaron que 
las formalidades exigidas para el registro son compatibles 
con el Convenio siempre y cuando no confieran a las au-
toridades facultades discrecionales para denegar la consti-
tución de una organización y no constituyan un obstáculo 
que entrañe directamente una prohibición en los hechos. 

Los miembros trabajadores aludieron a varios casos de 
injerencia en el funcionamiento de los sindicatos por parte 
de las autoridades: i) en relación con el caso del 
SNATEGS, señalaron que, en un comunicado de prensa 
emitido el 3 de diciembre de 2017 por el Ministerio de 
Trabajo, se anunció la disolución voluntaria del 

SNATEGS, de conformidad con lo dispuesto en la ley 
núm. 90-14 de 1990. El artículo 29 de la ley dispone que 
el pronunciamiento de la disolución voluntaria incumbe a 
los miembros de la organización sindical o a delegados de-
bidamente designados de conformidad con los estatutos. 
Cabe señalar que, según los estatutos del SNATEGS, de-
positados ante el Ministro de Trabajo, la disolución de la 
organización sindical debe decidirse en un congreso na-
cional de dicho sindicato. Por consiguiente, la asamblea 
general de 7 de octubre de 2017 que menciona el Gobierno 
en su comunicado de prensa no tenía ni la competencia ni 
la autoridad para decidir la disolución. Es lamentable que, 
a raíz de esta decisión, se hayan congelado las cuentas 
bancarias del SNATEGS; ii) el 4 de febrero de 2018, la 
policía informó a la Unión Argelina de Editores de Prensa 
Electrónica, un sindicato de empleadores en proceso de 
formación, que la asamblea general que tenían previsto ce-
lebrar al día siguiente era ilegal porque no habían solici-
tado una autorización previa. Sin embargo, la ley no exige 
una autorización previa para constituir un sindicato profe-
sional en un espacio privado un día de semana. Se trata 
lisa y llanamente de otro ataque a la libertad sindical, y 
iii) el 6 de marzo de 2018, fuera de todo marco legal, el 
Gobierno pidió a las 65 organizaciones sindicales recono-
cidas, únicamente a través de la página web del Ministerio 
de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que demostraran 
su representatividad. En el formulario impuesto por el Mi-
nisterio se exigía a los sindicatos que indicasen, entre otras 
cosas, la lista nominativa de sus afiliados, sus cargos y sus 
números de registro en la seguridad social. Sólo 30 orga-
nizaciones pudieron presentar los documentos solicitados 
dentro del plazo impuesto, que fue de tres semanas. De 
esas 30, sólo 17 habrían cumplido con los criterios esta-
blecidos. Los miembros trabajadores recordaron a este 
respecto que la ley contiene disposiciones que permiten 
determinar la representatividad de una organización sindi-
cal, por lo que esta iniciativa de las autoridades es super-
flua y parecería ser más bien otra violación de la libertad 
sindical. Los miembros trabajadores destacaron nueva-
mente la importancia de la relación entre el ejercicio de la 
libertad sindical y el respeto de las libertades públicas y 
reiteraron los casos de acoso y persecución contra dirigen-
tes sindicales independientes afiliados a la CGATA. En 
particular, mencionaron los siguientes: i) Sr. Khaddour 
Chouicha, miembro de la junta ejecutiva de la CGATA, 
detenido por la policía en la terraza de un café junto con 
activistas de derechos humanos bajo cargos de reunión no 
autorizada; ii) Sr. Abedlkader Kouafi, Secretario General 
del SNATEGS, y Sr. Slimane Benzine, presidente de la 
Federación Nacional de Trabajadores de la Seguridad In-
terior, ambos multados y condenados a prisión por denun-
ciar las malas condiciones de trabajo y el acoso sexual de 
las trabajadoras; iii) Sr. Raouf Mellal, presidente del 
SNATEGS, víctima de demandas por difamación que te-
nían el objetivo de intimidarlo. A este respecto, existe una 
resolución judicial de noviembre de 2007 que ordena que 
sea reincorporado a sus funciones y restituido en su con-
dición de dirigente sindical, pero esta sigue pendiente de 
ejecución, y iv) Sr. Mekhfi Djeha, despedido en febrero de 
2018 tras haber informado a sus superiores que era dele-
gado de un sindicato independiente. Para concluir, los 
miembros trabajadores lamentaron profundamente la bre-
cha entre la situación del movimiento sindical indepen-
diente en Argelia y los principios de la libertad sindical de 
la OIT. 

Los miembros empleadores recordaron que la Comisión 
de Aplicación de Normas de la Conferencia había exami-
nado el caso en 2014, 2015 y 2017. Se trata de cuestiones 
relacionadas con los obstáculos a la constitución de orga-
nizaciones de trabajadores, en particular las relacionadas 
con la inscripción de sindicatos en el ámbito jurídico y 
práctico. El Gobierno ha indicado que esas cuestiones se 
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abordarán en el nuevo Código del Trabajo. Los miembros 
empleadores recordaron lo que habían observado en 2017 
sobre el proceso de diálogo social en el país, el compro-
miso declarado por el Gobierno de reunirse con las partes 
para examinar las cuestiones y el proyecto de Código del 
Trabajo, que estaba preparándose desde 1990, y todavía 
no se había adoptado. En 2017, dicha Comisión había for-
mulado recomendaciones relativas a la inscripción de sin-
dicatos, los obstáculos a la constitución de organizaciones 
de federaciones y confederaciones de trabajadores de su 
elección, la necesidad de velar por que la libertad sindical 
pudiera ejercerse en un clima sin intimidación ni violencia 
y la necesidad de garantizar que el nuevo proyecto de Có-
digo del Trabajo se ajustara al Convenio. Asimismo, la 
mencionada Comisión había instado al Gobierno a que 
aceptara una misión de contactos directos antes de la cele-
bración de la siguiente reunión de la Conferencia Interna-
cional del Trabajo. A ese respecto, la Comisión de Exper-
tos señaló que no se había aceptado la misión de contactos 
directos sin restricciones. Si bien dieron las gracias al Go-
bierno por explicar que había aceptado diez de los 12 pun-
tos del mandato de la misión, los miembros empleadores 
lamentaron que la misión no se aceptara sobre la base de 
los términos propuestos por la Oficina. De haberse facili-
tado información a una misión de contactos directos, se 
habría evitado el examen en la Comisión de Aplicación de 
Normas de la Conferencia. Al no haber información de 
una misión de contactos directos, el examen debía basarse 
en el informe de la Comisión de Expertos. 

Teniendo en cuenta las conclusiones de la Comisión de 
Aplicación de Normas de la Conferencia de 2017, los 
miembros empleadores acogieron con beneplácito el com-
promiso expresado por el Gobierno de entablar un diálogo 
social tripartito y lo alentaron a que complete la reforma 
del Código del Trabajo, en consulta con los interlocutores 
sociales. En esa reforma se deberían abordar los requisitos 
para obtener una autorización previa y se debería recono-
cer el derecho de todos los trabajadores a constituir sindi-
catos y velar por que la inscripción de los sindicatos en la 
legislación y en la práctica sea conforme a los requisitos 
establecidos en el Convenio. Asimismo, se debería garan-
tizar que la libertad sindical pueda ejercerse en un clima 
en el que los trabajadores, los sindicatos y los empleadores 
no sean víctimas de intimidación ni de violencia. Los 
miembros empleadores confían en que se podrá avanzar y 
obtener resultados tangibles en el caso basándose en reco-
mendaciones concretas. Se debería instar al Gobierno a 
que presente una memoria a la Comisión de Expertos y a 
que acepte una misión de contactos directos con un espí-
ritu de apertura y transparencia para poder recopilar toda 
la información relativa a los esfuerzos realizados por cum-
plir el Convenio. 

La miembro trabajadora de Argelia declaró que la Con-
ferencia Internacional del Trabajo es una plataforma mun-
dial en la que los interlocutores sociales pueden evaluar y 
determinar la medida en la que los Estados Miembros asu-
men sus compromisos dimanantes de los instrumentos que 
han ratificado en condiciones de imparcialidad y objetivi-
dad. Sin embargo, ciertos casos carecen precisamente de 
los elementos de objetividad e integridad. Los sindicatos 
contribuyen a la sensibilización de los trabajadores y me-
joran sus condiciones de trabajo y sus vidas. No obstante, 
en la actualidad, el movimiento sindical se ve afectado de-
bido a la forma oportunista en la que se plantea el sindica-
lismo y se utiliza más bien como un instrumento con fines 
que nada tienen que ver con la vida y el sufrimiento de los 
trabajadores. Ello se ha transformado en una amenaza para 
los trabajadores y pone en riesgo la credibilidad de la OIT 
y sus mecanismos. Se deberían introducir reformas en los 
mecanismos y métodos de la Oficina para proteger su 
reputación, credibilidad y eficacia. La campaña contra Ar-
gelia y algunos otros países se basa en falsos argumentos. 

La legislación que ha estado vigente durante 25 años se ha 
convertido repentinamente en un objetivo para no cumplir 
las obligaciones. Se están realizando actividades para des-
mantelar y desvirtuar el movimiento sindical argelino y 
existen planes en contra de los movimientos sindicales ori-
ginales en Argelia y otros lugares. Ello ha repercutido ne-
gativamente en el principio de sindicalismo genuino y en 
la labor de la OIT. La oradora instó a todos los que respe-
tan la OIT a que pidan que vuelvan a examinarse los casos 
y a que destaquen la importancia de presentar pruebas ma-
teriales en relación con éstos. 

Un miembro empleador de Argelia expresó su sorpresa 
por el reclamo dirigido a Argelia desde hace algunos años, 
teniendo en cuenta el número importante de organizacio-
nes sindicales de trabajadores que están inscritas desde 
principios de los años noventa y el hecho de que el plura-
lismo sindical y el derecho de huelga se reconocen en la 
ley fundamental del país. No hay ningún mes en el que no 
se declaren huelgas en Argelia y, en la mayoría de los ca-
sos, se infringen los reglamentos en materia de derecho de 
huelga, con lo cual se paralizan sectores vitales como el de 
la salud, la educación, el transporte y otros sectores eco-
nómicos. Los poderes públicos siempre han preferido re-
currir al diálogo y la negociación para resolver estos con-
flictos y nunca han adoptado medidas represivas en contra 
de los trabajadores o los sindicatos que habían emprendido 
esas huelgas. Las sanciones impuestas a los trabajadores 
no están vinculadas con su actividad sindical, sino que se 
refieren más bien a los delitos contra el orden público y a 
la obstrucción a las actividades en los lugares de trabajo, 
lo cual reprimen todas las legislaciones nacionales. Arge-
lia se ha distinguido por adoptar una política en la que se 
prefieren el diálogo y la concertación con los interlocuto-
res económicos y sociales, como lo demuestran los dos 
pactos económicos y sociales suscritos en 2006 y 2014 y 
el número de reuniones tripartitas y bipartitas organizadas 
para debatir cuestiones vinculadas con el desarrollo eco-
nómico del país. Además, se han suscrito cientos de con-
venios y acuerdos colectivos entre los interlocutores so-
ciales en las empresas. El orador declaró que Argelia as-
pira a construir un Estado de derecho y, por tanto, vela por 
la aplicación rigurosa de la ley en todas las esferas, por 
ejemplo en lo que respecta al ejercicio del derecho sindical 
y de organización de manifestaciones públicas. Por consi-
guiente, no se trata de obstáculos a la libertad sindical, sino 
más bien del respeto de las disposiciones legislativas que 
rigen la actividad sindical. El Gobierno ha dado estas ex-
plicaciones en numerosas ocasiones, pero la Comisión no 
las ha tenido en cuenta.  

Otra miembro empleadora de Argelia subrayó el compro-
miso del Gobierno y de los empleadores de su país con el 
respeto a las normas internacionales del trabajo y la pro-
moción del diálogo social que se expresan tanto en las ins-
tituciones tripartitas y el pacto económico y social existen-
tes en Argelia como en la cooperación de larga data entre 
Argelia y la OIT. Ella ha tomado nota del trabajo de la 
Comisión de Expertos y expresa el deseo de su organiza-
ción, el Foro de jefes de empresas, de que se continúe una 
colaboración beneficiosa para todas las partes interesadas, 
lo que requiere, sin embargo, una exigencia de objetividad 
y de transparencia según los valores de la OIT. Con res-
pecto a la reforma del Código del Trabajo, se trata de un 
proceso importante, complejo y sensible que debe asegu-
rar un equilibrio entre las diferentes partes que componen 
la empresa y permitir la construcción de una economía 
moderna. Tanto los empleadores como los trabajadores 
tienen que apoyar los esfuerzos del Gobierno para llevar a 
cabo este proceso de concertación en forma serena y con-
solidar durablemente un crecimiento económico creador 
de riqueza, empleos y paz social. En materia de libertad 
sindical y de derecho de huelga, la oradora subrayó que la 
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Constitución argelina garantiza todas las libertades funda-
mentales, incluidos la libertad sindical y el derecho de 
huelga, estos últimos se ejercen en el marco del estricto 
respeto de la ley. El dispositivo jurídico establecido para 
la aplicación de la ley fundamental está en conformidad 
con el espíritu y la letra de los convenios y los instrumen-
tos internacionales ratificados por el país. En este con-
texto, el pluralismo sindical consagrado por la Constitu-
ción desde 1989 ha permitido a Argelia registrar una in-
tensa actividad sindical, tanto en el sector privado como 
en la función pública. Por lo tanto, tal como lo indica el 
Gobierno, el marco normativo en vigor así como su apli-
cación práctica, respetan los principios del convenio en 
materia de libertad sindical y del ejercicio del derecho de 
huelga. La oradora finalmente señaló que sería oportuno 
prever, antes de la redacción final del informe de la Comi-
sión de Expertos, un tiempo de intercambios con los ex-
pertos para garantizar que cuenten con la información co-
rrecta. 

La miembro gubernamental de Malí tomó nota con satis-
facción de las medidas adoptadas por Argelia para el res-
peto del Convenio. Acogió con agrado las iniciativas em-
prendidas, especialmente en lo referente al fortalecimiento 
del diálogo social mediante los encuentros tripartitos, los 
espacios de concertación y de negociaciones y alentó a Ar-
gelia a que continúe con su trabajo constante por el respeto 
de la libertad sindical. 

Un observador que representa a la Confederación Sindical 
Internacional (CSI), hablando en nombre de la Confedera-
ción General Autónoma de Trabajadores de Argelia 
(CGATA), lamentó que el Gobierno fuese objeto de que-
jas recurrentes de parte de las organizaciones sindicales y 
se negara a cooperar con la OIT. Desde el año pasado, 
cuando se discutió este caso en esta Comisión, no se ha 
producido ninguna mejora, añadiéndose otros obstáculos 
al libre ejercicio del derecho sindical. No se atendió a nin-
guna recomendación de la Comisión de Expertos en rela-
ción con las cuestiones siguientes: los sindicalistas despe-
didos y readmitidos fueron degradados a puestos inferio-
res; el registro de las organizaciones sindicales; la revisión 
del proyecto de Código de Trabajo, y la imposición de una 
agenda a la misión de seguimiento de la OIT, que prohíbe 
la reunión con los responsables de las organizaciones sin-
dicales querellantes. Existe una represión continua diri-
gida contra los representantes sindicales, en particular el 
presidente de la CGATA (Sr. Rachid Malaoui) y el presi-
dente del SNATEGS (Sr. Raouf Mellal), el Coordinador 
Nacional del Sindicato de Docentes de la Enseñanza Su-
perior (SESS) (Sr. Kaddour Chouicha) y el responsable de 
la Federación de Trabajadores de la Justicia, afiliada al 
Sindicato Nacional Autónomo del Personal de la Admi-
nistración Pública (SNAPAP) (Sr. Mourad Ghedia). 

La miembro gubernamental del Líbano observó que el 
Gobierno está tomando medidas para cumplir con sus 
obligaciones internacionales y añadió que confía en que 
no se escatimen esfuerzos para lograrlo. Acogió favora-
blemente las medidas adoptadas en Argelia, tales como el 
Pacto nacional para el crecimiento económico y social. In-
dicó que es preciso respaldar el diálogo social que está te-
niendo lugar. 

Un observador, representante de IndustriALL Global 
Union declaró que el pluralismo sindical del que hace gala 
el Gobierno de Argelia no es más que un pluralismo for-
mal, como prueban las terribles campañas de represión en 
contra del SNATEGS, por mucho que Argelia haya ratifi-
cado la mayoría de los convenios internacionales dedica-
dos a las libertades sindicales. En este sentido, 1 114 per-
sonas implicadas han tenido que comparecer ante los tri-
bunales y se ha enjuiciado a 12 delegados sindicales por 
cargos inventados, a los que se amenazó con penas de pri-
sión por haber ejercido su derecho de huelga. El orador 
indicó que a él mismo se le condenó a dieciocho meses de 

encarcelamiento, y dio otros ejemplos de casos igualmente 
arbitrarios, en los que muchos dirigentes sindicales han 
sido despedidos. El Ministerio de Trabajo no sólo se ha 
negado a aplicar el artículo 56 de la Ley núm. 90-14 sobre 
las Modalidades de Ejercicio del Derecho de Sindicación, 
según la cual debe reintegrarse a un delegado sindical a su 
puesto de trabajo en caso de que se haya violado la ley al 
despedirlo, sino que además disolvió el sindicato en dos 
ocasiones: la primera mediante la adopción de un decreto 
ministerial en mayo de 2017 y la segunda a través de una 
reunión denominada de «disolución voluntaria». En am-
bos casos, el Ministerio de Trabajo se negó a aplicar las 
leyes relativas a la libertad sindical y se arrogó las compe-
tencias del Poder Judicial, que es el único con la potestad 
de disolver sindicatos de conformidad con los artículos 27 
y siguientes de la ley núm. 90-14. La libertad sindical es 
ahora una quimera en Argelia, donde los sindicatos están 
amordazados y se condena a todo aquel que trate de expo-
ner el deterioro de las condiciones sociales de los trabaja-
dores o la mala gestión de las empresas a prisión por difa-
mación. Por último, el orador expresó su preocupación no 
sólo por las penas de prisión, sino también frente a los des-
pidos y la política agresiva del Gobierno contra los diri-
gentes sindicales y todos los que tratan de emprender una 
actividad sindical.  

El miembro gubernamental de Eritrea expresó su pleno 
apoyo a la posición adoptada por el Gobierno en relación 
con la aplicación del Convenio. La Comisión debería tener 
en cuenta los esfuerzos realizados por el Gobierno para ar-
monizar su legislación con las normas internacionales del 
trabajo mediante un proceso de consultas tripartitas, en 
particular con respecto a la reforma de la legislación labo-
ral actualmente en curso. También apoyó la necesidad de 
revisar los métodos de trabajo de la Comisión de la Con-
ferencia para garantizar la transparencia y la inclusión, es-
pecialmente con respecto a los criterios para la selección 
de los casos incluidos en la lista.  

Un observador representante de la Internacional de Servi-

cios Públicos (ISP) presentó la situación del Sindicato Na-
cional Autónomo del Personal de la Administración Pú-
blica (SNAPAP), sindicato afiliado. Precisó que las auto-
ridades han conseguido montar un sindicato clon del 
SNAPAP cuyo dirigente participa en las labores de la 
Conferencia Internacional del Trabajo. Esta maniobra 
tiene por objetivo engañar a los miembros de la Comisión 
de la Conferencia. Sin embargo, a nivel nacional, el 
SNAPAP original se ve afectado por continuas injerencias 
en sus actividades en la medida en que cada vez que in-
tenta constituir una sección sindical en una administración 
determinada, los servicios de seguridad y la administra-
ción local intimidan a los afiliados potenciales para que se 
afilien al sindicato clon. Además, se ejercen muchas pre-
siones para impedir que el SNAPAP pueda alquilar locales 
sindicales. Finalmente, el orador lamentó que las autorida-
des argelinas hayan denegado el visado de entrada a un 
responsable del ISP que debía efectuar una misión en el 
terreno con el SNAPAP. 

El miembro gubernamental de la República Bolivariana 
de Venezuela saludó la información brindada por el Go-
bierno respecto al cumplimiento del Convenio. Lo infor-
mado por el Gobierno en su intervención destaca las bue-
nas prácticas en el ámbito del diálogo social, a los fines de 
promover las relaciones laborales y el ejercicio del dere-
cho de sindicación. El Gobierno ha expresado su preocu-
pación al solicitársele respuestas reiteradas a cuestiones 
relacionadas con el derecho de sindicación, no obstante 
que en 2015 y en 2017 ha proporcionado información so-
bre casos específicos y sobre el proyecto del Código La-
boral, estando a la espera de que se evalúe su progreso. 
Encomiamos al Gobierno argelino para que continúe pro-
moviendo el trabajo decente y el fortalecimiento de los de-
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rechos de los trabajadores en el marco del Convenio. Preo-
cupa igualmente las denuncias contra el Gobierno prove-
nientes de personas u organizaciones que no pertenecen al 
mundo del trabajo. Como escuchamos de parte del Go-
bierno, existe una importante actividad sindical que ha 
dado lugar a la firma de un gran número de convenios co-
lectivos con base en un diálogo social permanente y efec-
tivo que ha llevado a la firma de un pacto de crecimiento 
económico y social y de varios acuerdos en los campos 
socioeconómicos. Finalmente, es deseable llamar la aten-
ción respecto del resurgimiento de una política agresiva 
contra Argelia encaminada a limitar su progreso social y 
negar sus valores de justicia social, todo lo cual debería 
ser tomado en cuenta por esta Comisión en sus conclusio-
nes. 

La miembro trabajadora de los Estados Unidos recordó 
que el SNATEGS había sido disuelto por el Ministerio de 
Trabajo y que ello no había sido voluntario. Tras acciones 
pacíficas en respuesta a esta decisión, se detuvo a los diri-
gentes del SNATEGS. Posteriormente, el SNATEGS or-
ganizó una protesta pacífica para pedir al Gobierno que 
pusiera fin a la privatización de empresas nacionales, que 
defendiera la libertad sindical y que reintegrara a los tra-
bajadores y a los dirigentes sindicales despedidos de la 
empresa de energía estatal, pero la policía detuvo a apro-
ximadamente 1 000 personas de esa manifestación. La de-
tención de dirigentes sindicales por presuntas reuniones no 
autorizadas, no se limitó al SNATEGS. El Sr. Kaddour 
Chouicha, coordinador nacional del SESS, se enfrenta a 
cargos similares y en la universidad en la que trabaja el 
Sr. Chouicha, los docentes procedieron a un encierro. La 
detención de dirigentes sindicales, la presunta disolución 
del SNATEGS y el encierro de los afiliados al SESS, se 
produjeron en violación del Convenio y se relacionaron 
con los empleadores estatales. La legislación se utilizó 
como un aparato para privar a los trabajadores de su liber-
tad sindical, castigando a los dirigentes y afiliados sindi-
cales e impidiéndoles que se organizaran. La reforma de 
la legislación siguió adelante a un ritmo inaceptablemente 
lento. Es muy preocupante que esto haya ocurrido en el 
sector público, dado que el Gobierno es responsable del 
lento progreso hacia las reformas recomendadas por la Co-
misión de la Conferencia y las demás acciones en discu-
sión. La oradora recomendó la adopción de las mismas 
conclusiones del año pasado, destacando la necesidad de 
que las reformas tuviesen lugar, sin demora. 

El miembro empleador de Qatar recordó que el caso de 
Argelia es único. Argelia ha ratificado más de 60 conve-
nios de la OIT y en el país existen más de 100 sindicatos 
activos. Los empleadores, como tales, siempre han consi-
derado que la estabilidad en el ámbito económico consti-
tuye el principal objetivo para avanzar en el desarrollo de 
la economía y que cualquier problema en el ámbito eco-
nómico de un país vecino o de la región afecta negativa-
mente a su propio entorno económico. Argelia no se me-
rece estar entre los 25 casos que se discuten ante la Comi-
sión de la Conferencia. El caso debería cerrarse, y se de-
bería alentar a Argelia a que resuelva los problemas seña-
lados en base a los reglamentos y marcos jurídicos argeli-
nos. 

La miembro gubernamental del Estado Plurinacional de 
Bolivia agradeció lo informado por el Gobierno en el sen-
tido de que la libertad sindical está plenamente protegida 
por la legislación del país. Saludó el informe del Gobierno 
en lo que respecta a los reintegros de trabajadores despe-
didos, lo que debe ser tomado en cuenta por la Comisión 
en sus conclusiones. En el Estado Plurinacional de Bolivia 
los derechos sindicales son reconocidos como derechos 
fundamentales. 

El miembro trabajador del Brasil deploró el aumento del 
número de ataques violentos cometidos por el Gobierno 
argelino contra los trabajadores. En particular, la policía 

ha reprimido brutalmente a los médicos afiliados al Co-
mité Autónomo de Médicos Residentes Argelinos 
(CAMRA), en huelga desde hace varios meses, durante las 
manifestaciones organizadas entre enero y mayo de 2018 
en Argel y en Orán. Además, varios médicos han sido de-
tenidos arbitrariamente y luego liberados tarde por la no-
che en sitios aislados. El 4 de enero de 2018, tras haber 
prohibido a cientos de médicos del CAMRA protestar ante 
el hospital universitario «Mustafa Pacha» en Argel, la po-
licía los ha reprimido brutalmente, provocando heridas 
graves. También se ha detenido arbitrariamente a miem-
bros de la Coordinación de Sindicatos de la Salud. Final-
mente, el 20 de enero de 2018, de nuevo, la policía arge-
lina ha reprimido brutalmente una reunión pacífica orga-
nizada por el SNATEGS-CGATA y ha detenido a un gran 
número de manifestantes pacíficos, entre otros a unas mu-
jeres sindicalistas miembros del SNAPAP. Por último, el 
orador instó al Gobierno a garantizar la libertad sindical 
basándose en el diálogo social tripartito. 

El miembro gubernamental de los Estados Unidos tomó 
nota de la indicación del Gobierno de que el proceso de 
modificación del Código del Trabajo iniciado en 2011 está 
avanzando. El diálogo con la Comisión de Expertos sobre 
el proyecto de ley y los esfuerzos por celebrar consultas 
con las partes interesadas tripartitas prueban su compro-
miso. Expresó su preocupación por la cancelación de la 
misión de contactos directos de la OIT solicitada por la 
Comisión de la Conferencia en 2017 dado que el Gobierno 
no garantiza que la misión vaya a reunirse con organiza-
ciones sindicales independientes. Los sindicatos que no 
están registrados siguen comunicando retrasos en el regis-
tro y algunas denegaciones de reconocimiento. Alentó al 
Gobierno a que tome medidas para solucionar estos pro-
blemas. Debería aceptar la misión tripartita de la OIT y 
asegurarse de que se reúna con todas las partes interesadas 
pertinentes, y en particular con organizaciones sindicales. 
Las recomendaciones de la misión deberían comprender 
un plan de acción con plazos definidos que ofrezca repa-
ración en caso de violaciones específicas de los derechos 
de los trabajadores. El Gobierno debería también asegurar 
que los sindicatos puedan ejercer sus actividades sin ser 
objeto de intimidación, crear un proceso de registro de sin-
dicatos transparente de conformidad con las normas inter-
nacionales y garantizar la rápida tramitación de las solici-
tudes de registro de los sindicatos. 

El miembro gubernamental de Libia afirmó que el com-
promiso del Gobierno de Argelia de aplicar el Convenio 
se ve reflejado en su legislación nacional a favor de la li-
bertad sindical en el país, así como en el artículo 70 de la 
Constitución de 2016, en el que se reconoce la libertad sin-
dical de todos los ciudadanos. La detallada respuesta del 
representante gubernamental confirma que el Gobierno 
está en vías de tomar todas las medidas necesarias y favo-
rables para resolver los casos puntuales que suscitan preo-
cupación y solo quedarían pendientes algunos casos de tra-
bajadores particulares, para la solución de los cuales los 
inspectores del trabajo y los tribunales competentes están 
desplegando esfuerzos de reconciliación. Además, se ha 
informado acerca de la resolución del 88 por ciento de los 
casos de despido. El Gobierno de Argelia ha firmado el 
Pacto Nacional para el Crecimiento Económico y Social, 
a continuación de lo cual se han celebrado varias reunio-
nes bilaterales y tripartitas de los interlocutores sociales. 
En cuanto a la conclusión del proceso de reforma laboral, 
el Gobierno de Argelia ha emprendido la elaboración del 
Código del Trabajo, cuyo objetivo es reforzar la aplicación 
de todas las leyes sociales en vigor y responder a las ex-
pectativas de los agentes económicos. La Comisión de la 
Conferencia debería tener en cuenta, en sus conclusiones, 
todas las medidas positivas adoptadas por el Gobierno de 
Argelia para aplicar el Convenio. 
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La miembro trabajadora de España indicó que intervenía 
en nombre de organizaciones sindicales, de Francia, Italia 
y España. Señaló que el reciente informe de la UE, de 6 de 
abril de 2018, sobre el estado de las relaciones entre la UE 
y Argelia en virtud de la Política Europea de Vecindad re-
novada que, en lo que respecta a la libertad de asociación, 
dice que los sindicatos autónomos argelinos siguen te-
niendo dificultades para registrarse o reunirse a pesar de 
la ratificación por parte de Argelia del Convenio (punto 3) 
y, de otra parte, que la promoción del diálogo social, par-
ticularmente a través del desarrollo de sindicatos autóno-
mos, de acuerdo con las recomendaciones de la OIT, tam-
bién debería ser parte de las mejoras en el entorno econó-
mico y del mercado laboral. Desde estas premisas funda-
mentales cabe recordar que existen pocos avances al res-
pecto en Argelia. Tras recientes huelgas convocadas por 
el Consejo Nacional de Profesores Autónomos del Sector 
de Educación Terciaria, el Ministerio de Trabajo lanzó una 
campaña para presionar a los sindicatos que desvirtúa los 
mecanismos de la representatividad sindical. El 6 de 
marzo del presente año se exigió a los sindicatos que antes 
del 30 de marzo, es decir, en veinticuatro días, aportaran 
datos que pudieran demostrar su representatividad, tales 
como el número de afiliados y el monto de las cuotas en 
virtud de la ley. Pero se exigieron datos no contemplados 
en la ley como el nombre completo, sexo, fecha de naci-
miento, organización empleadora, dirección del lugar de 
trabajo, puesto de trabajo, fecha de afiliación, número de 
afiliación, monto de la cuota de afiliación de 2017 y el nú-
mero de afiliación a la seguridad social, exigencias que de 
manera evidente entorpecen la libre sindicación en el país. 
Estas exigencias han servido de pretexto para elaborar una 
lista de sindicatos que suelen ser citados por las autorida-
des para tratar de demostrar el libre ejercicio sindical en 
Argelia y que son aquéllos que han proporcionado estos 
datos, excluyendo así a los que no lo hicieron, declarán-
dose además representativas a algunas organizaciones que 
sin previa presencia en el terreno se han sumado a la cam-
paña de hostigamiento contra el citado Consejo Nacional. 
Por estas razones, entre otras muchas, la oradora cuestionó 
criterios para probar la representatividad sindical en Arge-
lia. El Gobierno está aún muy lejos de cumplir lo que re-
coge el Convenio y lo que nos recomienda y recuerda el 
informe de la UE anteriormente mencionado. 

La miembro gubernamental del Senegal saludó los es-
fuerzos emprendidos por Argelia para aplicar el Convenio. 
Reiterando su compromiso con los ideales y objetivos uni-
versales de la OIT así como la necesidad para todo Estado 
Miembro de asegurar el respeto de los derechos y liberta-
des sindicales de todos los trabajadores, instó al Gobierno 
argelino a continuar con sus interlocutores sociales los 
progresos realizados para mejorar la situación de su legis-
lación y de sus prácticas nacionales en materia de respeto 
y de protección de los derechos sindicales de los trabaja-
dores. También invitó al Gobierno a fortalecer la coopera-
ción con la OIT y, si fuera necesario, solicitar su asistencia 
técnica con el fin de dar pleno efecto al Convenio.  

Un observador, representante de la Unión Internacional 
de Trabajadores de la Alimentación, Agrícolas, Hoteles, Res-

taurantes, Tabaco y Afines (UITA), indicó que han tomado 
conocimiento de que esta misma mañana las autoridades 
argelinas han impedido a la Sra. Nassira Ghozlane, secre-
taria general de la SNAPAP y miembro del ejecutivo de la 
ISP, que vieja a Ginebra y que pueda asistir a esta reunión. 
Constató que el aislamiento en el que se encuentran los 
sindicatos autónomos aumenta continuamente. Además de 
negar a los miembros de la misión de observación la posi-
bilidad de reunirse con los sindicatos autónomos que lu-
chan por la libertad sindical, aunque un camarada fue in-
formado para asistir la mañana misma, la CSI y la CSE no 
recibieron visa cuando tenían que ir a Argelia para discutir 

con los responsables de la CGATA sobre el contexto sin-
dical y el próximo congreso de la CSI. Cabe recordar, a 
título informativo, que el Sr. Mustapha Tlili, responsable 
dentro de la CSI árabe, no ha sido admitido el 24 de mayo 
de 2016, a su llegada al aeropuerto de Argel. La libertad 
sindical exige la libertad de asociación en todos los nive-
les, incluido el internacional. Asistimos al aumento de la 
criminalización de todas las actividades sindicales por el 
sistema judicial, lo que ha facilitado una sucesión de en-
juiciamientos sin fundamento contra los dirigentes sindi-
cales. Las condenas arbitrarias ya citadas de 26 de enero 
de 2016, 2 de enero de 2017 y 28 de noviembre de 2017, 
contra el Sr. Raouf Mellal, presidente del SNATEGS, que 
implican penas de prisión que van hasta seis meses com-
pletos y multas de hasta 5 000 euros, por haber denunciado 
la corrupción en el ámbito público y haber defendido a las 
víctimas de acoso sexual. Además, se encuentran en curso 
procedimientos contra el secretario general del SNATEGS 
Sr. Abdelkader Kouafi. Estos procedimientos crean un 
ambiente de miedo que afecta gravemente a las trabajado-
ras y los trabajadores argelinos, con respecto a los dere-
chos cívicos y la libertad sindical.  

El miembro gubernamental de Qatar se refirió a la infor-
mación detallada facilitada por el Gobierno, en particular 
los procedimientos legislativos emprendidos para asegurar 
el ejercicio de la libertad sindical y la constitución de or-
ganizaciones sindicales, así como los esfuerzos relativos 
al diálogo social con los interlocutores sociales. En las 
conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas de 
la Conferencia se deberían tomar en consideración las ac-
tividades realizadas por el Gobierno y su transparencia 
para cooperar con la OIT en ese sentido. 

El miembro gubernamental de Turquía agradeció la in-
formación facilitada por el Gobierno sobre los progresos 
realizados para aplicar el Convenio. El Gobierno de Arge-
lia se ha comprometido a solucionar los problemas rela-
cionados con los derechos laborales en el país y las cifras 
correspondientes a los conflictos laborales resueltos indi-
can claramente la voluntad y el compromiso del Gobierno 
de proseguir sus actividades para seguir mejorando la si-
tuación de los trabajadores. Asimismo, se elogió al Go-
bierno por su empeño en elaborar el proyecto de Código 
del Trabajo y lograr un consenso, lo cual puede ocurrir 
gracias al diálogo social, y se lo alentó a que continúe tra-
bajando en estrecha cooperación con la OIT y a que au-
mente sus esfuerzos, sobre todo para proteger los derechos 
sindicales. 

La miembro trabajadora de Polonia señaló que la situa-
ción de los trabajadores en Argelia no ha mejorado desde 
que la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferen-
cia examinó la cuestión el año pasado. Por el contrario, se 
han cometido nuevas violaciones graves. Se recordó ade-
más que la libertad sindical debería garantizarse sin discri-
minación de ningún tipo, menos aún por motivos de pro-
fesión o nacionalidad, y que no debería implantarse nin-
guna prohibición con respecto a la inscripción de los sin-
dicatos. No hay ninguna garantía de que el procedimiento 
de inscripción sea rápido en Argelia ni está previsto impo-
ner ninguna sanción específica a las autoridades debido a 
los largos retrasos para la inscripción. La reforma de la le-
gislación laboral ha sido un proceso largo, por lo que se 
piden recomendaciones más enérgicas de la OIT. Se debe-
ría enviar una misión de la OIT a Argelia. Por último, se 
instó al Gobierno a que modifique su legislación, a que 
reconozca inmediatamente todos los sindicatos legítimos 
y se reintegre a todos los trabajadores que han sido despe-
didos ilícitamente por sus actividades sindicales. 

La miembro gubernamental de Zimbabwe, tomando nota 
de la información facilitada por el Gobierno de Argelia so-
bre los casos que se han finalizado y los que se siguen exa-
minando, expresó la esperanza de que los casos pendientes 
del sistema interno de solución de conflictos se finalicen 
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pronto. Asimismo, observó la disposición del Gobierno de 
seguir cooperando con los órganos de supervisión de la 
OIT para asegurarse de que todos los casos pendientes 
sean resueltos mediante los recursos internos. La OIT de-
bería continuar prestando apoyo técnico para reforzar las 
instituciones tripartitas y bipartitas de Argelia, pues esas 
estructuras son fundamentales para la solución de conflic-
tos en el mundo del trabajo. 

El miembro gubernamental de la República Islámica del 
Irán acogió con beneplácito las medidas adoptadas por el 
Gobierno de Argelia para fortalecer la situación de los sin-
dicatos en el país. Al referirse a las estadísticas correspon-
dientes a la solución de casos individuales que dio a cono-
cer el Gobierno, hizo notar que 76 de 86 casos se han re-
suelto o están en proceso de resolución. Se han realizado 
esfuerzos para llegar a un consenso sobre el Código del 
Trabajo en plena consulta con los interlocutores sociales. 
El orador subrayó la indicación del Gobierno de que no ha 
rechazado las recomendaciones adoptadas en 2017 por la 
Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia con 
respecto a la misión de contactos directos y señaló que 
nuevas negociaciones podrían allanar el camino para ob-
tener una solución. Alentó a la Oficina a que preste la asis-
tencia necesaria para resolver las cuestiones pendientes. 

El miembro trabajador de Marruecos dijo estar sorpren-
dido por la respuesta del Gobierno de Argelia en la que 
describe a la CGATA como un «semisindicato» y subrayó 
que ésta es miembro fundadora de la Confederación Sin-
dical Internacional árabe, el Foro Social Magrebí y el Foro 
Social Mundial, así como miembro de la Confederación 
Internacional de Sindicatos. Además, la Federación Gene-
ral de Trabajadores Marroquíes mantiene una relación de 
cooperación desde hace varios años con la CGATA, a la 
que considera un sindicato serio y responsable. Por lo 
tanto, considerar que este sindicato no existe ni tiene re-
presentatividad sindical es un intento de favorecer un sin-
dicato en detrimento de otro, mientras que el procedi-
miento apropiado debería más bien establecer vínculos en-
tre los sindicatos centrales de un país. Este es un factor 
esencial para la promoción de la paz social, a lo cual aspira 
todo gobierno serio. El orador terminó declarando que 
cualquier acción que tenga un efecto perjudicial en el de-
recho a la libertad sindical constituye una violación explí-
cita de la Constitución de la OIT y está en contradicción 
con las disposiciones del Convenio. 

El miembro gubernamental de Egipto declaró que se de-
berían tener en cuenta todos los esfuerzos realizados por 
el Gobierno de Argelia en el marco del diálogo entablado 
con los interlocutores sociales para velar por la aplicación 
efectiva del Convenio. Ello incluye la preparación de leyes 
laborales y otras leyes sociales conexas; la comprobación 
de la constitución de sindicatos caracterizados por el plu-
ralismo; la facilitación de la constitución de sindicatos en 
distintos niveles eliminando las restricciones y los obs-
táculos en este ejercicio, y el otorgamiento de las garantías 
necesarias para constituir sindicatos independientes. Se 
alentó al Gobierno a que adopte otras medidas para velar 
por la aplicación plena del Convenio, tanto en la legisla-
ción como en la práctica, y a que recurra a la asistencia 
técnica prestada por la Oficina a este respecto. 

El miembro trabajador de Malí, hablando asimismo en 
nombre de los trabajadores de Guinea y Congo, indicó que 
por segundo año consecutivo la Comisión examina los in-
cumplimientos por Argelia de las disposiciones del Con-
venio. Con respecto a los argumentos esgrimidos por el 
Gobierno, y teniendo en cuenta los esfuerzos realizados 
para aclarar los puntos que generan controversia, se han 
observado avances importantes, en particular en lo que 
respecta a lo siguiente: el reconocimiento efectivo del plu-
ralismo que se traduce en la inscripción de varios sindica-
tos que abarcan casi todas las ramas de actividad econó-
mica y el sector de la función pública, y la existencia de 

un marco reglamentario que favorece la suscripción de 
acuerdos colectivos celebrados en el ámbito empresarial. 
Además de esos logros, se firmó un pacto económico y 
social de crecimiento a nivel nacional que fortalece la pro-
moción del diálogo social y el reconocimiento de los de-
rechos de todos los trabajadores. La paz social es la base 
de cualquier progreso económico y el fundamento del de-
recho en la medida en que permite respetar la elección de 
cada trabajador de ejercer libremente sus actividades. En 
el presente caso, Argelia es un país comprometido en un 
proceso de mutación que a lo largo de su camino se enri-
quece de los valores de progreso y democracia de los cua-
les la OIT es una referencia. En este contexto, el papel de 
la Organización es fomentar activamente el fortaleci-
miento del diálogo social como instrumento de paz y cohe-
sión social reconociendo los logros obtenidos desde 2017 
en materia de derecho sindical. La OIT debe seguir ayu-
dando a Argelia a completar los resultados conseguidos.  

El miembro gubernamental de México tomó nota de las 
acciones adoptadas por el Gobierno para atender las ob-
servaciones de la Comisión de Expertos, en especial los 
avances en el proceso de reforma al Código del Trabajo y 
la voluntad política para llevar a cabo un amplio proceso 
de consultas con los interlocutores sociales, con miras a 
producir normas que fortalezcan la implementación de le-
yes y la práctica, lo que resulte en la superación de retos 
del presente caso. Por otro lado, la Comisión de Expertos 
toma nota de alegatos que se ventilan ante el Comité de 
Libertad Sindical, por lo que hay que destacar la impor-
tancia de no crear una duplicidad en el análisis de las cues-
tiones que se presentan. Por esta razón, es de especial re-
levancia no prejuzgar respecto de cuestiones que aún se 
encuentran pendientes ante dicho Comité, lo que permitirá 
asegurar la coherencia en el funcionamiento de los meca-
nismos de control. México reitera que el respeto de los de-
rechos fundamentales en el trabajo es un componente 
esencial para la realización del trabajo decente y por ello 
es satisfactorio que el Gobierno está dispuesto a colaborar 
con los mecanismos de control. Se espera que el proceso 
legislativo que se emprenda tenga éxito y que se mantenga 
informada a la Comisión de Expertos sobre los avances 
alcanzados.  

El miembro trabajador de Bahrein declaró que no hay 
duda de que el Gobierno de Argelia está tratando con cla-
ridad y transparencia lo que se declaró en la observación 
de la Comisión de Expertos y de que respondió detallada-
mente a todas las cuestiones contenidas en la misma. Ex-
presó su sorpresa ante el hecho de que Argelia haya estado 
en la lista de casos durante años, a pesar del hecho de que 
ha ratificado más de 60 convenios internacionales del tra-
bajo, lo que viene a confirmar el compromiso del país en 
el respeto de las normas internacionales del trabajo. Indicó 
que el movimiento laboral argelino es un movimiento di-
námico y activo, y reconoce su significativo apoyo mate-
rial y moral a los sindicatos árabes y africanos. Sin em-
bargo, respaldó las declaraciones formuladas por el Go-
bierno de Argelia, en cuanto a que debería concedérseles 
la libertad a la hora de abordar el proyecto de Código del 
Trabajo, con el pleno apoyo de los interlocutores sociales. 
Añadió que el gran número de acuerdos sectoriales socia-
les viene a confirmar el hecho de que Argelia utiliza el 
diálogo social y la negociación colectiva como medio 
ideal para regular las condiciones de trabajo. Por último, 
reafirmó la importancia de valorar los esfuerzos de Arge-
lia, en tanto que constituye un buen ejemplo de libertad 
sindical y de diálogo social, en lugar de insistir en situarlo 
en la lista de casos.  

El miembro gubernamental de la Federación de Rusia 

tomó nota de que la información presentada por el Go-
bierno confirma su compromiso de cumplir el Convenio. 
El Gobierno ha demostrado su buena voluntad y se ha 
mostrado abierto al diálogo con los interlocutores sociales 
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sobre las cuestiones planteadas. Desde hace varios años, 
el Gobierno está tomando medidas específicas que confir-
man su compromiso con los principios y derechos funda-
mentales en el trabajo. Sería bueno analizar la situación 
cuidadosamente y apoyar el diálogo social continuo. El 
orador alentó al Gobierno a que continúe cooperando con 
la OIT, entre otras cosas mediante una misión de la OIT, 
y le alentó asimismo a seguir tomando medidas a este res-
pecto.  

El miembro trabajador del Sudán declaró que el Conve-
nio prevé que se tome en cuenta la legislación nacional en 
el ejercicio de las actividades sindicales. Argelia ha ratifi-
cado un gran número de convenios de la OIT. También 
desempeña un papel importante en el desarrollo del movi-
miento sindical africano a través de la Organización de 
Unidad Sindical Africana (OUSA), así como una función 
activa en el movimiento sindical árabe a través de la Con-
federación Internacional de Sindicatos Árabes (CISA). La 
legislación nacional del trabajo de Argelia se ajusta a las 
normas internacionales del trabajo, también con respecto 
al pluralismo sindical. 

El miembro gubernamental de Ghana acogió con agrado 
los esfuerzos realizados por el Gobierno de Argelia en re-
lación con el reintegro de trabajadores despedidos. Ex-
presó la opinión de que la Comisión de Expertos debe te-
ner presente la distinción entre los derechos humanos fun-
damentales y los derechos sindicales, ya que los derechos 
sindicales también entrañan obligaciones. Argelia ha ad-
quirido una gran experiencia en el uso del diálogo social 
como herramienta para alcanzar el consenso sobre impor-
tantes cuestiones socioeconómicas. La reforma del Código 
del Trabajo requiere la participación de los principales ac-
tores del país para garantizar el consenso con respecto a 
una legislación que aborda las lagunas existentes y tiene 
en cuenta las cuestiones emergentes en el ámbito laboral. 
Se instó al Gobierno a reforzar el compromiso con los in-
terlocutores sociales y a recurrir a la asistencia técnica de 
la OIT para avanzar en la conclusión de la reforma del Có-
digo del Trabajo, de conformidad con las normas interna-
cionales pertinentes. 

La miembro gubernamental de Cuba agradeció la infor-
mación aportada por el Gobierno en relación al Convenio. 
Destacó que algunas de las recomendaciones de la Comi-
sión de Expertos han sido ya implementadas y expresó su 
confianza en que Argelia seguirá avanzando en el sentido 
de poner en práctica las recomendaciones que ya han sido 
dadas. 

Un observador que representa a la Federación Sindical 
Mundial (FSM) declaró que la situación de los sindicatos 
en Argelia se caracteriza por el pluralismo, dado que se 
registraron más de 100 sindicatos, incluidos 65 sindicatos 
centrales. De lo que carece Argelia es de una legislación 
audaz y justa que regule unos sindicatos plurales. Algunos 
consideran que el diálogo tripartito significa necesaria-
mente la inclusión de sólo los sindicatos más representati-
vos y la exclusión de las restantes organizaciones, cuando 
de hecho el diálogo tripartito no debería limitarse, sino 
más bien abarcar a un número de organizaciones de traba-
jadores y de empleadores en todas las etapas del diálogo. 
Recomienda que el Gobierno trabaje para establecer un 
consejo superior de diálogo social, en el que puedan parti-
cipar más de una organización de empleadores y más de 
una organización de trabajadores.  

El miembro gubernamental de Kenya señaló que, desde 
el último examen del caso por la Comisión de la Confe-
rencia, en 2017, el Gobierno de Argelia estableció algunas 
medidas para abordar algunos de los problemas relativos 
a la aplicación del Convenio. Se ha producido un aumento 
del número de casos resueltos, a través de la conciliación 
o de los tribunales competentes, la mayoría de los cuales 
se relacionan con faltas y no con el ejercicio de los dere-

chos sindicales de los trabajadores. Las consultas y las ne-
gociaciones también dieron lugar a algunos pactos econó-
micos y sociales que se suscribieron y a la creación de ins-
tituciones orientadas a mejorar el diálogo social. Dado que 
el proceso de modificación de las leyes y de reestructura-
ción institucional exige mucho tiempo, el Gobierno de Ar-
gelia debería dedicar más tiempo y contar con más asis-
tencia técnica de la OIT, con miras a un mayor cumpli-
miento del Convenio. 

El miembro gubernamental de Nigeria tomó nota con sa-
tisfacción de la información ofrecida por el Gobierno 
acerca de la aplicación del Convenio e indicó que consi-
dera que se ha avanzado considerablemente al respecto. 
Expresó su apoyo a la propuesta de revisar los métodos de 
trabajo de la Comisión para que lleve a cabo su cometido 
de acuerdo con el principio del tripartismo y garantice una 
transparencia total en los casos individuales. Siguen sus-
citando preocupación las quejas presentadas contra el Go-
bierno por algunas personas y determinados sindicatos que 
lo acusan de no otorgarles un reconocimiento oficial para 
obstaculizar la libertad sindical. El hecho de tratar de obli-
gar a los gobiernos a reconocer implícitamente a seudoor-
ganizaciones es una práctica que socava la soberanía de un 
Estado. Para finalizar, acogió con agrado el compromiso 
del Gobierno de cumplir las obligaciones derivadas de los 
principios que recoge el Convenio. 

El miembro gubernamental de la República Árabe Siria 
calificó las medidas emprendidas por el Gobierno de Ar-
gelia de positivas. Debería alentarse la adopción de medi-
das de este tipo, ya que el Gobierno está decidido a prose-
guir las reformas destinadas a garantizar la aplicación del 
Convenio. El retraso a la hora de concluir el nuevo Código 
del Trabajo no debe ser motivo de preocupación, dado que 
esa legislación ya exige que se celebren consultas y diálo-
gos de carácter tripartito. El orador expresó su esperanza 
de que se promulgue pronto la nueva ley, puesto que los 
mandantes tripartitos han alcanzado un consenso.  

El representante gubernamental destacó que Argelia es 
un país estable, respetuoso de los derechos humanos en 
general y de la libertad sindical en particular, como viene 
a demostrar la realización de huelgas, incluso en los sec-
tores muy sensibles, como la educación nacional, la salud 
o los transportes. En lo relativo al registro de las organiza-
ciones sindicales, no existen condiciones previas, sino úni-
camente la aplicación de los procedimientos previstos por 
la legislación nacional. Las informaciones sobre la situa-
ción de los expedientes de registro siempre fueron comu-
nicadas a la OIT en los plazos prescritos. El representante 
gubernamental afirmó asimismo que una persona que pre-
tende representar a los trabajadores ya no es en la actuali-
dad funcionaria y que, por consiguiente, no se representa 
hoy más que a sí misma. Además, el Gobierno ya ha apor-
tado todas las pruebas sobre las actividades ilícitas de esta 
persona, que consisten en incitar a la rebelión y a la 
desobediencia, actos que no pueden encontrar una protec-
ción en el Convenio. En relación con la misión de contac-
tos directos, el representante gubernamental manifestó que 
ésta no fue anulada, ni rechazada por Argelia. Se comuni-
caron todas las informaciones sobre los esfuerzos y prepa-
rativos a tal efecto y se sigue un proceso de concertación 
al respecto con la Oficina. En cuanto a los resultados de 
los casos individuales, todas las informaciones fueron co-
municadas de manera transparente y los expedientes están 
muy avanzados. En lo que atañe a la reforma del Código 
del Trabajo, están en curso el diálogo y la concertación 
tripartita, incluso a través de las disposiciones del Código 
comentadas por la Comisión de Expertos. En espera de la 
finalización de este proceso, Argelia dispone de una legis-
lación del trabajo que está de conformidad con los conve-
nios internacionales, no encontrándose, por tanto, en una 
situación de vacío jurídico. El representante gubernamen-
tal lamentó que se hayan formulado muchas acusaciones 
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contra su país, a pesar de las informaciones previamente 
comunicadas por su Gobierno, que vienen a rebatirlas. 
Así, indicó que el Sr. Mellal ya no forma parte de la em-
presa en consideración, sino que ejerce la profesión de 
abogado en el Colegio de Abogados de Argel. En cuanto 
al procedimiento judicial que le concierne, la empresa in-
trodujo un recurso de casación, prosiguiendo la justicia su 
trabajo con total independencia. Otras personas presentes 
en la sala afirman haber sido objeto de penas de reclusión, 
cuando éstas pueden desplazarse libremente fuera del te-
rritorio nacional. En lo que atañe al conflicto que ha sur-
gido dentro del SNAPAP, cabe recordar que el Tribunal 
Supremo resolvió este asunto y que el sindicato dispone 
de una dirección reelecta en su último congreso. En cuanto 
al caso de la CGATA, todas las informaciones pertinentes 
fueron comunicadas a la Oficina, correspondiendo ahora a 
la Comisión de Expertos su aprovechamiento. En Argelia, 
existe el pluralismo sindical, como viene a demostrar el 
gran número de organizaciones existentes. En relación con 
la disolución del SNATEGS, ésta fue dictada por sus 
miembros fundadores, de conformidad con la legislación, 
limitándose el Ministerio a tomar nota de esta disolución 
voluntaria. En lo que respecta a la representatividad de los 
sindicatos, el marco legal existe desde la promulgación de 
las leyes sociales de 1990. El procedimiento elaborado 
este año se dirige únicamente a asegurar más transparencia 
y precisión en la valoración de la representatividad de los 
sindicatos. De hecho, 21 organizaciones sindicales respe-
taron los nuevos enfoques, sin que ello perturbe su funcio-
namiento. El representante gubernamental concluyó re-
cordando el compromiso de su país con el tripartismo y el 
diálogo social, y destacando la plena disposición de su Go-
bierno a seguir fortaleciendo la cooperación con la Comi-
sión y con la OIT en general. 

Los miembros trabajadores subrayaron que el Gobierno 
ha facilitado varias aclaraciones en relación con la obser-
vación de la Comisión de Expertos debatida por esta Co-
misión en 2017, aunque no ha respondido a los comenta-
rios formulados por la Comisión de Expertos en su última 
observación. Hubiera sido preferible que, tal como pidió 
la Comisión el año pasado, esta información se hubiera 
enviado a la Comisión de Expertos para que pudiera te-
nerla en cuenta en el examen de este caso. Un envío menos 
tardío de esta información también hubiera permitido 
efectuar las comprobaciones necesarias. Los miembros 
trabajadores, señalaron que: i) la lista de los trabajadores 
reintegrados proporcionada por el Gobierno incluye dele-
gados del SNAPAP que sólo han sido readmitidos con la 
condición de renunciar a sus funciones sindicales; ii) en 
esta lista se menciona a trabajadores de correos cuando en 
realidad correos se sigue negando a reintegrarlos, y iii) la 
mayoría de los delegados del SNATEGS no aparecen en 
esta lista. De lo aquí mencionado cabe concluir que el Go-
bierno sólo ha aplicado parcialmente la recomendación de 
la Comisión sobre este punto. En cuanto al procedimiento 
de registro de los sindicatos, los miembros trabajadores 
consideraron que la información proporcionada por el Go-
bierno es preocupante. Según este último, el hecho de que 
el Gobierno no reconozca al Sindicato Autónomo Arge-
lino de Trabajadores del Transporte (SAATT) se debería 
en primer lugar a ciertas imprecisiones en la determina-
ción de la categoría profesional cubierta por los estatutos 
de la organización, exigencia que infringe el artículo 3 del 
Convenio que reconoce el derecho de las organizaciones 
de trabajadores de redactar libremente sus estatutos. En 
cuanto a la supuesta omisión de las disposiciones del ar-
tículo 21 de la ley núm. 90-14, los miembros trabajadores 
destacaron que este artículo incluye unas exigencias que 
constituyen una injerencia por parte de las autoridades pú-
blicas y son contrarias al artículo 3, párrafo 2, del Conve-
nio, y que el Gobierno no ha aclarado de qué manera el 
SAATT incumple el artículo en cuestión. Acerca de los 

supuestos reintegros de trabajadores en la administración 
pública, el Gobierno no ha presentado elementos precisos 
que apoyen sus declaraciones a este respecto. Seguida-
mente, los miembros trabajadores manifestaron que el 
Convenio comprende una serie de disposiciones que no 
siempre se aplican en la legislación argelina. En cuanto al 
registro de los sindicatos, se necesitan disposiciones claras 
y transparentes. Para evitar que el registro equivalga a una 
solicitud de autorización previa, sería útil establecer una 
disposición jurídica que fije un plazo breve para obtener 
el justificante de registro y que disponga el registro auto-
mático del sindicato en caso de ausencia de respuesta fun-
damentada en ese plazo. De manera específica, a este res-
pecto, los miembros trabajadores instaron al Gobierno a: 
i) reconocer en la mayor brevedad posible a los sindicatos 
autónomos, incluida la CGATA, y restablecer el justifi-
cante que se le retiró indebidamente al SNATEGS, y 
ii) modificar la legislación para que se reconozca el dere-
cho de todos los trabajadores, sin distinción de nacionali-
dad, de constituir una organización sindical. Con respecto 
al Código del Trabajo que se está modificando, los miem-
bros trabajadores: i) instaron al Gobierno a garantizar que 
el texto se ajuste plenamente al Convenio y lamentaron 
que el Gobierno no se haya comprometido explícitamente 
en este sentido; ii) señalaron que el documento presentado 
no hace referencia alguna a los comentarios de la Comi-
sión de Expertos, y iii) pidieron al Gobierno que comuni-
que este documento a las organizaciones sindicales autó-
nomas, incluida la CGATA, para que puedan emitir sus 
observaciones. Además, los miembros trabajadores insta-
ron al Gobierno a poner fin a todas las acciones que obs-
taculizan la libertad sindical para que ésta pueda ejercerse 
en un entorno libre de intimidaciones y violencia. Habida 
cuenta de que el Gobierno no ha dado seguimiento a las 
recomendaciones emitidas durante la última reunión de la 
Comisión, se le insta a aceptar una misión de alto nivel 
para conocer todos los elementos pertinentes y, entre otras 
cosas, reunirse con los sindicatos denunciantes. 

Los miembros empleadores agradecieron la información 
proporcionada a la Comisión de la Conferencia, incluido 
el compromiso expreso del Gobierno para seguir coope-
rando con la OIT y con los interlocutores sociales nacio-
nales. En lo que se refiere a las conclusiones adoptadas por 
la Comisión de la Conferencia en 2017, los miembros em-
pleadores alentaron al Gobierno a trabajar para completar 
la reforma del Código del Trabajo, en consulta con los in-
terlocutores sociales. A este respecto los empleadores des-
tacaron el requisito del Convenio de eliminar los obstácu-
los para la constitución de organizaciones de trabajadores 
de su propia elección, incluido el registro de los sindicatos, 
y subrayó la necesidad de un clima libre de intimidación y 
violencia. Los miembros empleadores agradecieron el 
compromiso expreso del Gobierno con el diálogo social 
tripartito, que es un componente necesario para el pro-
greso constante. En aras de la transparencia y claridad, y 
ante la necesidad de la Comisión de Expertos de tener la 
información más actualizada, debería aceptarse una mi-
sión de alto nivel sin restricciones con el objeto de demos-
trar el compromiso para garantizar el cumplimiento con 
los convenios ratificados. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-

ladas por el Gobierno y de la discusión que tuvo lugar a con-
tinuación. 

La Comisión expresó su preocupación por la persistencia 

de las restricciones al derecho de los trabajadores de consti-
tuir las organizaciones, federaciones y confederaciones sindi-
cales que estimen convenientes, y de afiliarse a las mismas. 

La Comisión tomó nota con preocupación de que los progre-
sos realizados para dar cumplimiento al Convenio núm. 87 
siguen siendo lentos, ya que este caso lleva discutiéndose más 
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de un decenio y el Gobierno aún no ha presentado el proyecto 
de Código del Trabajo ante el Parlamento para que sea final-

mente aprobado. La Comisión lamentó profundamente que 
el Gobierno no hubiese aceptado sin restricciones los térmi-
nos de la misión de contactos directos que recomendó en la 

reunión de 2017. 
Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-

sión instó al Gobierno a que: 
■ garantice que el registro de sindicatos sea conforme con 

el Convenio núm. 87 en la legislación y en la práctica; 

■ tramite las solicitudes pendientes de registro de los sin-
dicatos que cumplan los requisitos establecidos por la le-
gislación y permita el libre funcionamiento de los sindi-

catos; 
■ vele por que se apruebe el proyecto de nuevo Código del 

Trabajo en consulta con las organizaciones de trabaja-

dores y de empleadores más representativas y que el 
mismo sea conforme con lo dispuesto en el Convenio 
núm. 87; 

■ enmiende el artículo 4 de la ley núm. 90-14 con vistas a 
eliminar los obstáculos para que los trabajadores pue-
dan constituir las organizaciones, federaciones y confe-

deraciones que estimen convenientes, independiente-
mente del sector al que pertenezcan; 

■ enmiende el artículo 6 de la ley núm. 90-14 con objeto de 

reconocer el derecho de todos los trabajadores, sin dis-
tinción alguna, de constituir sindicatos;  

■ asegure que la libertad sindical pueda ejercerse en un 

clima exento de intimidación y de actos de violencia con-
tra los trabajadores, los sindicatos, los empleadores o las 
organizaciones de empleadores; 

■ proporcione más información sobre la rápida reintegra-
ción de empleados del Gobierno a los que se haya despe-
dido por motivos antisindicales, y  

■ suministre información a la misión a la que se alude a 
continuación sobre la decisión de disolver el sindicato 
SNATEGS. 

La Comisión insta urgentemente al Gobierno a que acepte 
sin demora y antes de la próxima reunión de la Comisión de 
Expertos una misión de alto nivel de la OIT sin restricciones 

y comunique los progresos realizados a la Comisión de Ex-
pertos antes de que se reúna en noviembre de 2018. 

El representante gubernamental deploró la decisión que 
ha adoptado la Comisión, pese a toda la información y los 
documentos que se han presentado a la Oficina. Consideró 
que, a nivel del funcionamiento del mecanismo de la Co-
misión, existen problemas en cuanto a cómo se ha eva-
luado la aplicación del Convenio por su país, lo cual con-
firma la necesidad y la urgencia de impulsar una reforma 
de su funcionamiento para establecer la lista de casos in-
dividuales con transparencia y para concluir sobre estos 
casos de manera tripartita, y así reflejar correcta y fiel-
mente las opiniones expresadas durante la discusión y con-
vertirse en la expresión de sus recomendaciones consen-
suadas. El orador recordó la voluntad del Ministro de Tra-
bajo de proseguir las consultas sobre la misión de contac-
tos directos que debería viajar a Argel; de hecho, el Minis-
tro se ha reunido en particular con el Director General de 
la OIT y la Directora del Departamento de Normas Inter-
nacionales del Trabajo para hablar de dicha misión. El re-
presentante gubernamental declaró solemnemente que su 
país discrepa del contenido y la forma de las conclusiones 
de la Comisión. Lamentó que esta, en lugar de tener en 
cuenta los avances y dar apoyo y respaldo con el objetivo 
de mejorar, se haya conformado con las declaraciones de 
dos personas y de una serie de artículos de prensa mal do-
cumentados y haya recomendado el envío de una misión 
de alto nivel sin tomar en consideración, en sus conclusio-
nes, las iniciativas, los argumentos, los documentos y los 
avances registrados ni la existencia de un gran número de 
organizaciones sindicales. En reuniones anteriores de la 

Conferencia, el orador subrayó reiteradamente que este 
tipo de licencias vulneran la imparcialidad y la credibili-
dad de la Comisión. Por último, dirigiéndose a los repre-
sentantes de los sindicatos de trabajadores de Marruecos y 
el Brasil, les recomendó que consagren su energía a lograr 
que sus países ratifiquen el Convenio en vez de criticar a 
Argelia que ha hecho del pluralismo sindical un principio 
constitucional, y aprovechó la ocasión para recordar al 
portavoz de los trabajadores los peligros que entraña un 
comportamiento poco constructivo, que podría conducir a 
la Comisión a un bloqueo y un punto muerto. 

BOSTWANA (ratificación: 1997) 

Un representante gubernamental recordó que, en 2017, 
la Comisión recomendó al Gobierno que: adoptara medi-
das apropiadas para garantizar que la legislación en mate-
ria de trabajo y empleo reconozca a los trabajadores del 
servicio penitenciario los derechos garantizados por el 
Convenio; asegurara que la Ley de Conflictos Sindicales 
(TDA) estuviera en plena conformidad con el Convenio y 
entablara un diálogo social con más asistencia técnica de 
la OIT; modificara la Ley de Sindicatos y Organizaciones 
de Empleadores (TUEO) en consulta con las organizacio-
nes de empleadores y de trabajadores con miras a ponerla 
en conformidad con el Convenio, y elaborara un plan de 
acción con plazos establecidos con la colaboración de los 
interlocutores sociales a fin de aplicar las conclusiones de 
la Comisión. Desde entonces, el Gobierno y los represen-
tantes de los empleadores y de los trabajadores han cele-
brado una serie de consultas sobre el proceso de enmienda 
de la legislación laboral. En concreto, se reunieron siete 
veces entre julio de 2017 y abril de 2018, lo que demuestra 
claramente que el Gobierno tiene la determinación de aco-
meter las reformas. El proceso de reforma de la legislación 
laboral comenzó con lentitud, pero en octubre de 2017 se 
consiguieron progresos significativos: en particular, se 
adoptó un Plan de acción tripartito con plazos concertados 
por todas las partes, como había solicitado la Comisión, 
que se remitió al Equipo de Trabajo Decente de la OIT 
para África Oriental y Meridional. Los representantes del 
Gobierno y los interlocutores sociales coinciden en que es 
necesario reformar la legislación laboral para corregir de-
ficiencias, incorporar diversas resoluciones judiciales y 
ajustar las leyes a los convenios de la OIT ratificados por 
Botswana. 

En abril de 2017, durante la misión a Botswana del 
Equipo de Trabajo Decente de la OIT para África Oriental 
y Meridional, se resolvió que la reforma se centraría en la 
Ley de Empleo y la TUEO. Sin embargo, puesto que algu-
nas disposiciones de estas leyes podían incidir en las de 
otras leyes laborales, los interlocutores tripartitos acorda-
ron que podrían modificarse otras leyes, a saber, la TDA 
y la Ley de la Administración Pública (PSA), en la medida 
en que fuera necesario, para garantizar la uniformidad y la 
coherencia de la legislación. Con el fin de llevar a cabo la 
reforma, el Gobierno y los interlocutores sociales acorda-
ron establecer el Comité para la Reforma de la Legislación 
Laboral (LLRC), integrado por representantes del Go-
bierno, de los empleadores y de los trabajadores, para que 
dirija el proceso de reforma de la legislación laboral. En el 
Plan de acción tripartito se prevé que los proyectos de en-
mienda de las leyes se sometan a consideración del Parla-
mento en noviembre de 2018. El Gobierno y los interlocu-
tores sociales han acordado contratar a un experto para que 
preste asistencia en el proceso de reforma, han redactado 
un mandato para la reforma de la legislación laboral, que 
remitieron a la OIT en marzo de 2018 y, con la asistencia 
del Equipo de Trabajo Decente de la OIT para África 
Oriental y Meridional, han seleccionado al experto que 
contratarán. Durante la colaboración del Gobierno con los 
representantes de los empleadores y de los trabajadores, 
quedó claro que la enmienda de la TDA y, en particular, 
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la modificación de la lista de servicios esenciales, es deci-
siva para los trabajadores, por lo que el Gobierno consi-
dera necesario volver a examinar dicha lista. Por consi-
guiente, la TDA y la PSA formarán parte de las leyes que 
se revisarán. Por último, el orador hizo hincapié en que el 
marco para la reforma de la legislación laboral se acordó 
con los interlocutores sociales, que el Plan de acción se 
remitió a la OIT y que ello facilitó la contratación de un 
experto, y que las tres partes eligieron a un experto de co-
mún acuerdo y están a la espera de que la OIT confirme el 
momento en que éste iniciará la tarea de facilitar la re-
forma de la legislación laboral. También reiteró que el Go-
bierno está decidido a realizar progresos para dar pleno 
cumplimiento a sus obligaciones. 

Los miembros trabajadores recordaron las recomenda-
ciones formuladas por la Comisión durante la discusión de 
este caso en 2017 y observaron que han quedado en letra 
muerta. El Gobierno no ha enviado ninguna memoria so-
bre la aplicación del Convenio y, así, la Comisión de Ex-
pertos ha tenido que reiterar su anterior observación. Esta 
situación es lamentable. En primer lugar, con respecto al 
problema recurrente de la exclusión del derecho de sindi-
cación de los empleados del servicio penitenciario, el Go-
bierno estima que dicho servicio pertenece a las fuerzas 
del orden. Sin embargo, esta situación es contraria a los 
artículos 2 y 9 del Convenio. Si bien el artículo 9 prevé 
una excepción para las fuerzas armadas y la policía, esta 
excepción debe interpretarse de forma restrictiva. Cabe se-
ñalar a este respecto que lo que justifica que el ejército y 
la policía sean objeto de una excepción no es el hecho de 
que estén sometidos a una disciplina, sino más bien la na-
turaleza de las actividades que ejercen. Por lo tanto, el he-
cho de que los servicios penitenciarios estén sometidos o 
no a un régimen de disciplina es baladí. Además, no existe 
ningún vínculo orgánico entre estas diferentes categorías 
(fuerzas armadas, policía, prisión). Por consiguiente, la te-
sis del Gobierno según la cual el personal del servicio pe-
nitenciario queda excluido del derecho de sindicación por 
considerarse como parte de las fuerzas del orden es incom-
patible con el Convenio, y esto es así a pesar de que el 
Tribunal Constitucional haya admitido esta exclusión. Los 
miembros trabajadores subrayaron que trabajadores de 
otros servicios de la administración han sido objeto de pre-
siones para cancelar su afiliación sindical. Su empleador 
los ha amenazado con perder sus prestaciones sociales si 
no renuncian a su afiliación a un sindicato. Se ha empren-
dido una acción judicial a este respecto.  

En segundo lugar, con respecto al derecho de las orga-
nizaciones sindicales a organizar sus actividades y en par-
ticular con respecto a la definición de la lista de servicios 
esenciales y al poder discrecional del Ministro de declarar 
un servicio como esencial, a pesar de una posición diver-
gente sobre el derecho de huelga, los miembros emplea-
dores y los miembros trabajadores consiguieron adoptar 
unas conclusiones consensuadas sobre este punto durante 
el examen del caso en 2017 e invitaron al Gobierno a ajus-
tar su Ley de Conflictos Sindicales (TDA) al Convenio. A 
nivel legislativo también, no se han resuelto los problemas 
de conformidad de la TUEO en relación con la disposición 
que sólo otorga ciertas facilidades a los sindicatos que re-
presenten a por lo menos un tercio de los empleados de 
una empresa. Aunque la instauración de umbrales de re-
presentatividad no es en sí incompatible con el Convenio, 
esta posibilidad está sometida a ciertas condiciones como 
el carácter preciso y objetivo de los criterios utilizados o 
también que la distinción aplicada se limite a ciertos pri-
vilegios. En el caso de Botswana, la ley no fija un umbral 
mínimo de miembros para constituir un sindicato, sino 
para otorgar ciertos privilegios, tales como el acceso a los 
locales de la empresa para captar afiliados, la participación 
en reuniones o la representación de los afiliados en los ca-
sos de quejas, de sanciones disciplinarias o de despidos. 

Sin embargo, estos privilegios constituyen aspectos fun-
damentales y esenciales del trabajo sindical y sin ellos es 
casi imposible que un sindicato pueda captar afiliados o 
establecerse en el seno de una empresa. A veces, a pesar 
de que el sindicato cumple estos requisitos, el empleador 
se niega a otorgarle estos privilegios. La disposición que 
habilita al funcionario encargado del registro de sindicatos 
a inspeccionar los libros y los documentos de un sindicato 
en cualquier momento razonable es otra de las disposicio-
nes de la TUEO que incumple el artículo 3 del Convenio. 
Sobre este punto, cabe recordar que las organizaciones de-
ben disponer de la autonomía y la independencia necesa-
rias. El control sólo puede realizarse como una medida ex-
cepcional y bajo estricta supervisión. Por último, en lo 
concerniente al nuevo proyecto de ley sobre la administra-
ción pública que, según el Gobierno, ha sido objeto de 
consultas previas con los interlocutores sociales, es indis-
pensable que el Gobierno proporcione una copia de la úl-
tima versión de este proyecto o una copia de la ley en 
cuanto haya sido adoptada. Para concluir, en 2017, el re-
presentante gubernamental afirmó que se necesitaba 
tiempo para ver los resultados de una discusión abierta con 
los interlocutores sociales que se realizaría próximamente. 
Los miembros trabajadores compartieron esta preocupa-
ción en relación con la necesidad de garantizar la concer-
tación con los interlocutores sociales y reconocieron las 
dificultades y los escollos a los que puede tener que en-
frentarse un gobierno en sus esfuerzos a este respecto. Sin 
embargo, habida cuenta del hecho de que un gran número 
de los puntos discutidos han sido señalados a la atención 
del Gobierno desde hace diecisiete años, el tiempo que re-
quiere la concertación social no puede invocarse en detri-
mento de la obligación de garantizar los derechos funda-
mentales de los trabajadores. 

Los miembros empleadores recordaron que, aunque la 
Comisión de la Conferencia discutió el caso en 2017, an-
teriormente fue objeto de nueve observaciones de la Co-
misión de Expertos. El motivo por el que se está discu-
tiendo nuevamente es porque no ha habido novedades 
desde entonces, a pesar de la asistencia técnica prestada 
por la OIT en reiteradas ocasiones. Indicaron que el cam-
bio reciente a nivel de presidencia tuvo una incidencia po-
sitiva en el compromiso del Gobierno en cuanto al proceso 
de cambio. Las solicitudes de la Comisión de Expertos di-
rigidas al Gobierno reflejan su preocupación en relación 
con el cumplimiento del Convenio en la legislación y en 
la práctica. Por lo referente a la práctica, la Comisión de 
Expertos ha notificado violaciones del Convenio en varias 
ocasiones, incluido el favoritismo de ciertos sindicatos, el 
despido de trabajadores en huelga, la represión policial de 
piquetes y la negativa a permitir que los sindicatos del sec-
tor público trasladen sus preocupaciones al Parlamento. 
Existen varios aspectos que preocupan a los miembros em-
pleadores: el primero hace referencia al requisito previsto 
en el artículo 3 del Convenio, que permite a los trabajado-
res y empleadores constituir organizaciones sin injerencia 
oficial. Si bien el favoritismo y los criterios restrictivos 
para la constitución de organizaciones no cumplen dicha 
norma y deberían evitarse, esto no significa que no deba 
haber criterios. Es habitual que los sindicatos estén sujetos 
a los mismos criterios que cualquier otra organización sin 
ánimo de lucro. De manera análoga, el acceso unilateral 
por las autoridades públicas a las cuentas y libros conta-
bles de un sindicato puede considerarse una injerencia de 
las autoridades que contraviene claramente lo dispuesto en 
el artículo 3 del Convenio. Debería tenerse en cuenta la 
práctica habitual existente en muchos países de exigir la 
presentación de informes periódicos, en lugar de permitir 
el acceso a las autoridades. Reconociendo el estableci-
miento del LLRC, los miembros empleadores instaron al 
Gobierno a que realice progresos en lo que respecta a la 
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revisión de la legislación laboral, a fin de eliminar cual-
quier restricción a la libre constitución o el libre funciona-
miento de los sindicatos.  

La referencia en la observación de la Comisión de Ex-
pertos a casos de represión es más difícil de abordar, ya 
que, si no se dispone de más datos concluyentes, es difícil 
evaluar si los casos sobre los que se presentan quejas in-
cluyen actos de violencia u otros actos ilícitos que hayan 
podido llamar la atención legítima de las autoridades. En 
consonancia con la firme opinión de los miembros em-
pleadores de que el Convenio no regula el derecho de 
huelga, así como con la opinión expresada en la declara-
ción del Gobierno presentada a la reunión tripartita de 
2015 sobre el Convenio acerca de que el alcance y la con-
diciones del derecho de huelga se reglamentan a nivel na-
cional, los miembros empleadores no tienen mucho que 
añadir sobre el tema. Los miembros empleadores alientan 
al Gobierno a que adopte medidas con respecto a las pro-
testas que sean proporcionales a la fuente y la naturaleza 
de las protestas y a las leyes nacionales que las rigen. Lo 
mismo se aplica a los servicios esenciales, que pueden ser 
establecidos por cada país. En muchos países, el derecho 
de sindicación y el derecho de huelga se suelen negar a las 
fuerzas armadas y la policía, lo que es inequívocamente 
una decisión que ha de tomar el país de que se trate. Tam-
bién es frecuente designar determinados servicios como 
esenciales, porque cualquier perturbación de los mismos 
que se prolongue más allá de un período corto causaría da-
ños o supondría un peligro para la vida, la seguridad y la 
salud de la población. Botswana ha designado como esen-
ciales un gran número de servicios y, si bien dicho enfoque 
no contraviene de por sí lo dispuesto en el Convenio, sí 
hace plantearse los motivos de esta designación, en parti-
cular cuando dichos servicios comprenden los bancos y las 
operaciones relacionadas con los diamantes. La historia 
del caso también está relacionada con la designación por 
el Gobierno de los servicios penitenciarios como una 
«fuerza disciplinada», al mismo título que las fuerzas ar-
madas y la policía. Los miembros empleadores están en 
desacuerdo con esta designación, ya que los servicios pe-
nitenciarios no se encargan de preservar y hacer cumplir 
la ley en el sentido constitucional que se aplica a las fuer-
zas armadas y a la policía. Más aún, el servicio penitencia-
rio, como bien observó la Comisión de Expertos, tampoco 
está cubierto por la misma legislación que las fuerzas ar-
madas y la policía. Sin embargo, los miembros empleado-
res se ven limitados a la hora de formular más comenta-
rios, ya que este asunto incumbe al Poder Legislativo. De 
manera análoga a 2017, se insta al Gobierno a que revise 
la lista de servicios esenciales y a que vele por que cual-
quier restricción que se les imponga sea proporcional a su 
impacto en la salud y el bienestar de los ciudadanos y de 
la economía. En lo que respecta al cumplimiento de la le-
gislación nacional con el Convenio, el Gobierno indicó an-
teriormente que ésta se centra en la modificación de la Ley 
de Empleo y de la TUEO, pero que aún no se ha entablado 
un diálogo constructivo con los interlocutores sociales. 
Además, tanto los empleadores como los trabajadores ex-
presaron previamente su profunda preocupación acerca de 
que se lograría poco limitándose a centrarse en estas dos 
leyes. En abril de 2018, el Gobierno solicitó más asistencia 
a la OIT, la cual se prestará. Los miembros empleadores 
encomiaron la ampliación del ejercicio de revisión; alen-
taron al Gobierno a que entable un diálogo social con las 
organizaciones representativas de empleadores y de traba-
jadores, que están dispuestas a hacer avanzar las cuestio-
nes subyacentes, y tomaron nota de la mayor voluntad del 
Gobierno de proceder de esta manera. 

El miembro trabajador de Botswana denunció que el Go-
bierno no está dando cumplimiento al Convenio y no si-
gue, en buena medida, las conclusiones de la Comisión, 

aplicando tácticas dilatorias y mostrando una actitud ne-
gativa hacia los órganos de control. A su regreso de la 
Conferencia de 2017, el Gobierno celebró una conferencia 
de prensa en la que, no llegando a denunciar a la OIT, el 
Ministro declaró que sus conclusiones son simplemente 
recomendatorias y no vinculantes. A pesar de esta actitud, 
en julio de 2017, los sindicatos presentaron unas propues-
tas de discusión tripartita para dar efecto a las conclusio-
nes de la Comisión. Al principio, el Gobierno frustró esos 
esfuerzos y sólo en octubre de 2017 se discutieron las pro-
puestas, acordando las partes constituir un LLRC tripar-
tito, así como un plan de trabajo de duración determinada 
para completar la revisión. Se confirió al LLRC el man-
dato de acordar las atribuciones de un consultor para que 
asista en la revisión de las leyes, pero el Gobierno intentó 
de mala fe imponer de manera unilateral el mandato a los 
interlocutores sociales, apuntando a excluir del alcance de 
la revisión la TDA, la PSA y la Ley de Prisiones. Los re-
presentantes de los trabajadores, respaldados por «Busi-
ness Botswana», recordaron que en las conclusiones de la 
Comisión, se hace un llamamiento para una revisión de 
aquellas leyes, pero el Gobierno se negó a enmendarlas y, 
ni siquiera dispuesto al diálogo sobre la cuestión, se refirió 
a su viejo argumento, según el cual el servicio penitencia-
rio es competencia de las fuerzas del orden. En su res-
puesta de 25 de abril de 2018 a una investigación de la 
Federación de Sindicatos del Sector Público de Botswana 
(BFTU) sobre el tema, el Gobierno afirmó que la sindica-
lización implica acciones colectivas y que comprometería 
la seguridad nacional. Tal erróneo razonamiento está en 
contradicción con el artículo 9 del Convenio y con las dis-
posiciones constitucionales nacionales sobre libertades ci-
viles. Además, desde la última discusión de la Comisión, 
continuaron las infracciones al Convenio. En enero de 
2018, el Gobierno notificó a los sindicatos y a las federa-
ciones que inspeccionaría la contabilidad, las cuentas y los 
documentos de los sindicatos en virtud del artículo 49 de 
la TUEO e insistió en esas inspecciones ilegales, a pesar 
de que la BFTU señalara en diversas ocasiones que esta-
ban en contradicción con el Convenio y que representaban 
una injerencia en la independencia y autonomía de los sin-
dicatos. La BFTU también manifiesta su profunda preocu-
pación por la eliminación del registro del Consejo de Ne-
gociación del Sector Público (PSBC), una institución que 
fomenta y consolida la democracia laboral. Además, el 
Gobierno publicó el proyecto de ley de la administración 
pública (PSB) a fin de enmendar la PSA, sin consultar con 
ningún órgano tripartito. El PSB socava el papel de los in-
terlocutores sociales en el nombramiento de la Secretaría 
del PSBC y representa una injerencia en la autonomía sin-
dical, imponiendo criterios sobre quién puede representar-
los o negociar en su nombre. En consecuencia, la Comi-
sión debe exigir al Gobierno que, con carácter de urgencia, 
ponga término a las continuas violaciones del Convenio y 
permita que el mandato en materia de revisión de la legis-
lación laboral esté sujeto a las estructuras tripartitas y 
abarque las diversas leyes que la Comisión pidió que se 
enmendaran, así como la PSA, con plazos precisos.  

El miembro empleador de Botswana declaró que los in-
terlocutores tripartitos se reunieron para ocuparse de las 
recomendaciones publicadas por la Comisión en 2017 y 
que se creó un grupo de trabajo tripartito para iniciar una 
amplia revisión de las leyes del trabajo. Aunque se ha per-
dido mucho tiempo en alcanzar consenso sobre los pará-
metros de la revisión, hay confianza en que el grupo de 
trabajo supervisará rápidamente la revisión de la legisla-
ción laboral, sobre todo teniendo en cuenta que los nuevos 
dirigentes del país se inclinan a comprometerse abierta-
mente con los trabajadores, y que informará de sus progre-
sos a los órganos de control de la OIT. Dado que la revi-
sión de las leyes del trabajo no sólo constituye una ocasión 
de tratar las conclusiones de la Comisión sino también de 
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alinear las leyes y las políticas de empleo nacionales con 
las necesidades de una economía moderna y competitiva, 
el orador pidió a la Comisión que dé tiempo al país para 
atender sus recomendaciones y expresó la continua dispo-
nibilidad de los empleadores a colaborar con el Gobierno 
y con los trabajadores en esta cuestión. Por último, cabe 
emitir una nota de cautela porque no será fácil llegar a un 
consenso sobre la clasificación de los funcionarios de pri-
siones dadas las diversas opiniones jurídicas sobre este 
asunto, pero la enraizada tradición de celebrar consultas 
debería permitir que haya avances. 

La miembro gubernamental de Francia hizo referencia a 
las trabas al libre ejercicio de las actividades sindicales, y 
en particular a la imposibilidad de que el personal peniten-
ciario se afilie a una organización sindical, así como a la 
definición muy amplia de los servicios esenciales, que 
lleva a privar a muchos trabajadores del ejercicio del de-
recho de huelga. No se ha aportado ningún elemento al 
respecto que permita considerar que la situación ha avan-
zado. La oradora destacó la importancia que conviene 
brindar al pleno ejercicio de la libertad sindical a través de 
un diálogo social eficaz y equilibrado, y a las protecciones 
y facilidades que deben otorgarse a los representantes de 
los trabajadores. Además, es preciso hacer hincapié en que 
el derecho de huelga constituye un elemento esencial de la 
libertad sindical con arreglo al Convenio y recordar la re-
levancia que se concede al respeto del mismo en el marco 
de la aplicación de dicho Convenio. La libertad sindical y 
el derecho de huelga que conlleva son derechos fundamen-
tales en el trabajo enunciados en los ocho convenios fun-
damentales, cuya ratificación es preciso fomentar. Por lo 
tanto, el Gobierno de Botswana debe tener en cuenta las 
peticiones formuladas por la Comisión de Expertos y mo-
dificar la legislación con vistas a permitir a los trabajado-
res cuyas funciones no puedan considerarse, en buena ló-
gica, servicios esenciales que ejerzan libremente una acti-
vidad sindical. 

El miembro trabajador de Sudáfrica expresó su preocu-
pación de que los diversos textos legales que para la Co-
misión de Expertos necesitan enmiendas urgentes y sus-
tantivas (la TDA, la Ley sobre el Servicio de Prisiones y 
el PSB) se han ideado para reducir los derechos de los tra-
bajadores, lo que resulta dañino para la moral en el trabajo, 
las relaciones de trabajo democráticas y la productividad. 
También es preocupante que el Gobierno siga ignorando 
los esfuerzos que de verdad realizan los interlocutores so-
ciales nacionales, especialmente los trabajadores, así 
como la Comisión de Expertos y la Comisión de Aplica-
ción de Normas. El derecho de los trabajadores a organi-
zarse, a constituir las organizaciones que estimen conve-
nientes y a estar representados, y también su derecho a la 
negociación colectiva, constituyen un mínimo irreductible 
para impulsar un progreso compartido. Un ejemplo al res-
pecto lo proporciona un sindicato de Sudáfrica que orga-
nizó a los trabajadores de la policía y de los servicios de 
prisiones y resaltó que la afiliación sindical y las activida-
des sindicales de esos trabajadores nunca supusieron una 
amenaza para la estabilidad y la cohesión del país ni com-
prometió su profesionalidad al desempeñar sus obligacio-
nes oficiales. Por tanto, al Gobierno de Botswana no le 
vale argumentar que los trabajadores de los servicios de 
prisiones son miembros de una fuerza disciplinada a la que 
no se puede permitir que se organice libremente y de ver-
dad. Para la estabilidad económica y social es peligrosa la 
tendencia a sofocar y reducir sistemática y administrativa-
mente los espacios para las libertades civiles, incluidos los 
derechos de los trabajadores de los servicios de prisiones. 
Por tanto, se insta firmemente a la Comisión de Aplicación 
de Normas a exhortar al Gobierno a que preserve y respete 
la inviolabilidad de las disposiciones del Convenio, que 
son inequívocas, persuasivas y prácticas con respecto a los 
derechos que asisten a los trabajadores de organizarse y 

negociar libremente y de tomar medidas para proteger esas 
disposiciones sin trabas ni cortapisas. 

La miembro gubernamental de Zimbabwe agradeció a los 
participantes por sus intervenciones en las que se hizo hin-
capié en los elementos fundamentales de la cuestión exa-
minada, que eran de carácter legislativo. Las reformas le-
gislativas no pueden completarse de la noche a la mañana, 
en vista de los múltiples órganos que participan, incluidas 
las estructuras tripartitas, el Consejo de Ministros, el Par-
lamento y sus subcomités pertinentes. El Gobierno ha in-
formado a la Comisión de la Hoja de ruta, en particular la 
labor que realiza el LLRC, que había sido establecido por 
aquel junto con los interlocutores sociales para resolver las 
cuestiones planteadas por los órganos de control de la OIT. 
Asimismo, el Gobierno ha declarado que está trabajando 
con las oficinas exteriores de la OIT, por ejemplo en rela-
ción con el experto en legislación laboral que ha de con-
tratar la OIT para ayudar a elaborar la reforma de dicha 
legislación. Si bien la oradora valora positivamente la co-
laboración entre el Gobierno y la OIT, instó a esta última 
a que siga prestando apoyo a éste y a los interlocutores 
sociales en el proceso de reforma, por ejemplo a través de 
dichas oficinas. 

El miembro trabajador de Kenya indicó que las organi-
zaciones sindicales de la Confederación Sindical de África 
Oriental (EATUC) comprenden perfectamente el funda-
mento y los principios de los servicios esenciales en los 
servicios públicos. Los trabajadores que prestan servicios 
esenciales son conscientes de que sus servicios críticos, su 
compromiso profesional y su deseo de atender a las perso-
nas y sus comunidades contribuyen a alcanzar las aspira-
ciones de las personas, sus comunidades y del país. No 
obstante, al igual que cualquier otro trabajador, tienen de-
rechos en el lugar de trabajo que hay que proteger y no 
deben congelarse, descartarse ni socavarse simplemente 
debido a que se trata de trabajadores que prestan servicios 
esenciales. Esos derechos tienen que preservarse, respe-
tarse y ejercerse. Sin embargo, el Gobierno ha seguido ha-
ciendo lo contrario, tal como se toma cita en el informe de 
la Comisión de Expertos. La experiencia ha demostrado 
que los trabajadores que no pueden declararse en huelga 
realizan esfuerzos para evitarla en la mayor medida posi-
ble, pero también tienen derecho a suspender la prestación 
de sus servicios cuando esos esfuerzos fracasan, de ma-
nera que no exista la posibilidad de violar otros derechos. 
La justificación para clasificar los servicios esenciales 
como se hizo en el marco de la TDA es incomprensible, 
imposible de aceptar y no contribuye a las relaciones la-
borales ni a la armonía del lugar de trabajo. Es difícil en-
tender el criterio empleado para considerar como servicios 
esenciales los servicios de clasificación, tallado y venta de 
diamantes, los servicios de radiodifusión del Gobierno, el 
Banco Central de Botswana, los servicios veterinarios y el 
mantenimiento de los ferrocarriles, pues su interrupción 
no pondría en peligro la vida, la seguridad personal ni la 
salud de toda la población o de una parte de ésta. Recor-
dando la declaración del Gobierno ante la Comisión de 
Aplicación de Normas según la cual, se introducirían mo-
dificaciones legislativas en la lista, el orador confirmó con 
pesar que no se ha conseguido ningún avance en ese sen-
tido y pidió a la Comisión de Aplicación de Normas que 
insista en que se realicen progresos reales y tangibles. 

El miembro trabajador de Ghana, hablando en nombre 
de la Organización de Sindicatos de África Occidental 
(OTUWA), expresó su preocupación por la TUEO, desta-
cando en particular su artículo 43, en el que se dispone que 
el registrador puede inspeccionar las cuentas, los libros y 
los documentos de los sindicatos en «cualquier momento 
razonable». La disposición constituye una clara interferen-
cia del Gobierno en los asuntos internos de los sindicatos 
cuya consecuencia real es la autocensura de las activida-
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des sindicales para favorecer al Gobierno y no a los miem-
bros de sindicatos. Incluso cuando los sindicatos se arman 
de valor para hacer valer sus derechos, existe una proba-
bilidad real y muy alta de que el Gobierno tome represalias 
presentando alegaciones falsas gracias al amplio poder 
para inspeccionar las cuentas, los libros y los documentos 
de los sindicatos. Asimismo, el orador señaló varios co-
mentarios anteriores de la Comisión de Expertos en los 
que se indicaba que las disposiciones legislativas que re-
gulan detalladamente el funcionamiento interno de las or-
ganizaciones de trabajadores y de empleadores plantean 
un grave riesgo de interferencia, por lo que son incompa-
tibles con el Convenio. Por ejemplo, en Ghana, el marco 
jurídico permite que los sindicatos tengan la mayor auto-
nomía posible para que puedan funcionar eficazmente y 
los interlocutores sociales presentan sus informes finan-
cieros anuales y de otro tipo con el único propósito de pro-
teger los intereses de los miembros de sindicatos y garan-
tizar su funcionamiento democrático. Las actividades y re-
cursos de los sindicatos son de sus miembros y para ellos, 
quienes tienen el derecho principal de controlar a sus diri-
gentes y exigirles que rindan cuentas por manejar la orga-
nización. Los gobiernos no deberían incluir textos en la 
legislación que puedan crear algún mecanismo de respon-
sabilidad financiera de segundo nivel como pretexto para 
interferir en las actividades sindicales legítimas. Se insta 
al Gobierno a que modifique la legislación pertinente. 

Un observador, en representación de la Internacional de 
Servicios Públicos (ISP), indicó que el PSBC se creó en 
2011, de conformidad con la PSA, con el mandato de ne-
gociar, concluir y ejecutar convenios colectivos. En agosto 
de 2013, la oficina del Director de Gestión de la Adminis-
tración Pública envió una carta a un miembro del PSBC, 
la Federación Botswana de Sindicatos del Sector Público 
(BOFEPUSU), en la que afirmaba que el Gobierno (en 
este caso el empleador) se iba a retirar del PSBC, lo que lo 
inhabilitaría, ya que el PSBC sólo puede aprobar una de-
cisión legal si la firman tanto el empleador como los sin-
dicatos. La BOFEPUSU llevó el asunto ante la Corte Su-
prema para que lo reexaminase, la cual decretó que la re-
tirada del empleador había perjudicado a la BOFEPUSU. 
A raíz de la decisión de la Corte Suprema, el Gobierno 
revocó el registro de la BOFEPUSU como federación, la 
decisión se recurrió y los tribunales volvieron a considerar 
ilegal la revocación del registro. En mayo de 2017, la 
BOFEPUSU se retiró del PSBC tras la decisión unilateral 
del Gobierno de conceder una subida salarial del 3 por 
ciento a los funcionarios que no formasen parte del PSBC. 
La Corte Suprema dictaminó que el Gobierno no puede 
conceder unilateralmente aumentos de salario a funciona-
rios en el momento en el que se están negociando los sa-
larios, ya que constituye negociación de mala fe. La Corte 
Suprema también decretó que conceder unilateralmente 
subidas de sueldo en la manera en que se había hecho ha-
bía perjudicado gravemente a los sindicatos, y les había 
restado integridad y credibilidad al demostrar la ineficacia 
de los representantes sindicales a la hora de negociar, y 
disuadiendo de este modo a los empleados de afiliarse. 
Además, la Corte Suprema instó al Gobierno y a los sindi-
catos a volver a examinar la situación, con miras a recons-
tituir este foro de negociación, de carácter inclusivo y 
justo. El Comisionado Interino de Trabajo y Seguridad So-
cial disolvió el PSBC en noviembre de 2017, pese a la sen-
tencia y a que los sindicatos habían colaborado con el Mi-
nistro de Empleo, Productividad Laboral y Desarrollo de 
Competencias para reanudar la actividad del PSBC, lo 
cual se había comunicado al Comisionado Interino. Desde 
entonces, los sindicatos han pedido sin éxito al Ministro 
que rescinda o revoque la decisión del Comisionado de su-
primir el PSBC. Por otra parte, el orador recordó que la 
revisión de la legislación laboral constituye una buena 

oportunidad para que el Gobierno y los interlocutores so-
ciales aprueben legislación conforme con las normas de la 
OIT ratificadas por el país. No obstante, es evidente que la 
conducta del Gobierno constituye un intento deliberado de 
menoscabar el diálogo social e incumplir las obligaciones 
de Botwsana en virtud del Convenio. 

Una observadora que representa a Internacional de la 
Educación (IE), haciendo uso de la palabra en nombre del 
Sindicato de Docentes de la Enseñanza Secundaria 
(BOSETU) y del Sindicato de Docentes de Botswana 
(BTU), declaró que un elevado número de empleados, in-
cluidos los docentes, fueron situados en la categoría de 
servicios esenciales, a través de la enmienda del ar-
tículo 46 de la TDA. Tal ampliación generalizada del es-
tatuto de los servicios esenciales a casi el 85 por ciento de 
los trabajadores de la administración pública, tiene por ob-
jeto congelar el derecho de los trabajadores a sindicarse y 
negociar de manera efectiva, infringiendo el Convenio. 
Por consiguiente, los docentes y el personal de apoyo en 
la educación seguirían siendo no sólo débiles, sino tam-
bién vulnerables y sus condiciones laborales se verían de-
terioradas lo cual tendría consecuencias nefastas sobre la 
calidad de la educación, que es un bien público. La oradora 
lamenta tomar nota de los desacuerdos sobre las atribucio-
nes del LLRC tripartito, que se estableció para revisar las 
leyes del trabajo, a efectos de garantizar que cumplan el 
Convenio. La razón del desacuerdo fue la decisión del Go-
bierno de excluir a la TDA y a la PSA de la revisión, aun 
cuando el artículo 46 de la TDA sobre los servicios esen-
ciales constituye un aspecto clave del caso, por lo cual es 
inaceptable que sea excluido de la revisión. Además, el 
Gobierno disolvió el PSBC, la única estructura tripartita 
de negociación disponible en el sector público. Como con-
secuencia, no existe ninguna negociación en la adminis-
tración pública de Botswana. Además, contraviniendo el 
Convenio, las autoridades adoptaron la decisión de inspec-
cionar la contabilidad de los sindicatos, lo que representa 
una injerencia en los asuntos sindicales. Se solicita a la 
Comisión que pida al Gobierno que incluya a la TDA, a la 
PSA y al PSB en la revisión de la legislación del trabajo.  

Un observador, representante de la IndustriALL Global 

Union, se refirió a las continuas violaciones de los dere-
chos de los trabajadores en Botswana señaladas por sus 
afiliados, que son consecuencia del continuo incumpli-
miento por el Gobierno de las disposiciones del Convenio 
y de las solicitudes de la Comisión. En 2017, la Comisión 
tomó nota de diversas observaciones relativas a nuevas en-
miendas a la TDA, pero hasta la fecha no se ha informado 
de progresos concretos, a pesar de la buena voluntad y dis-
posición de los interlocutores sociales, en especial de los 
trabajadores. El orador, expresando su profunda preocu-
pación por la actitud del Gobierno, indicó en particular de 
que la TDA tiene una amplia aplicación en todos los sec-
tores y que es una amenaza para la paz económica y social. 
Los informes de los afiliados en el país señalan que en la 
industria de la minería miembros y trabajadores sufren 
violaciones que derivan directamente de la TDA, incluido 
el caso de una empresa minera de propiedad Gobierno que 
despidió y declaró excedentarios a 5 702 trabajadores sin 
seguir los procedimientos establecidos. Las dificultades 
económicas no constituyen un motivo para socavar los de-
rechos de los trabajadores. Los trabajadores con puestos 
en la unidad de negociación que trabajan en el corte de 
diamantes, y en la clasificación y en los servicios de venta 
han sido reclasificados de forma abusiva como «servicios 
esenciales» con el efecto de denegarles su derecho a nego-
ciar con los empleadores y de hacer huelga. No han podido 
obtener una audiencia con el Comisionado de Trabajo y 
Seguridad Social o que se consideren sus reclamaciones, 
y la administración de controversias relativas a los servi-
cios esenciales es tratada como un acto de magnanimidad. 
Pidió al Gobierno que adopte las medidas necesarias para 
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asegurar que la TDA esté en plena conformidad con el 
Convenio y que se comprometa a llevar a cabo un diálogo 
social auténtico con los sindicatos nacionales. 

El miembro trabajador de Burkina Faso subrayó que si 
bien la información sobre el cambio de equipo político es 
un indicador a tomar en consideración, no es sin embargo 
suficiente, en particular si se tiene en cuenta el principio 
de la continuidad del Estado y el hecho de que el Gobierno 
consideró, en una conferencia de prensa de 2017, que las 
conclusiones de la Comisión no son más que simples re-
comendaciones que no obligan a las autoridades del país. 
Con respecto al proceso de codificación del «vivir juntos» 
mediante la adopción de normas, el orador subrayó que se 
considera que el principio de la libertad sindical es un pilar 
de los valores de la OIT y que, por consenso tripartito, el 
Convenio núm. 87 se ha adoptado para reglamentar el ejer-
cicio de la libertad sindical y los derechos sindicales. En 
este contexto es importante recordar que los convenios son 
tratados internacionales jurídicamente vinculantes y que 
los países que los han ratificado se comprometen a apli-
carlos en la legislación y en la práctica. Todas las autori-
dades del país deben contribuir al cumplimiento de los 
compromisos internacionales contraídos por su Gobierno 
mediante la ratificación de un convenio. Sin embargo, la 
falta de gobernanza virtuosa en el cumplimiento de los 
compromisos internacionales contraídos y de la palabra 
dada es una práctica común y constituye un peligro. El 
movimiento obrero debe actuar y lograr que los sindicatos 
de trabajadores ocupen el lugar que les corresponde. Para 
ello, es esencial que la Oficina elabore un folleto sencillo 
recordando qué es un convenio y qué es la jerarquía nor-
mativa para un país que lo ha ratificado, a fin de sensibili-
zar a los jóvenes trabajadores. 

El miembro gubernamental del Iraq recordó que éste es 
un convenio fundamental y aludió a las libertades funda-
mentales. Iraq acaba de ratificar el Convenio. El derecho 
de sindicación y la libertad sindical son esenciales y deben 
garantizarse incluso cuando se trate de un pequeño grupo 
de trabajadores. El Gobierno y los interlocutores sociales 
deben proseguir sus esfuerzos para aplicar mejor el Con-
venio y adoptar textos que se ajusten a él. El orador ex-
presó su profunda gratitud a la OIT y sus diferentes órga-
nos por los enormes esfuerzos realizados en relación con 
la aplicación de las normas internacionales del trabajo con 
el objetivo de alcanzar la justicia social. 

El representante gubernamental apreció la contribución 
de los diversos oradores, especialmente las de aquellos 
que apoyaban al Gobierno en su empeño por avanzar en el 
proceso de revisión de la legislación del trabajo. También 
lamentó que las observaciones de los trabajadores no hu-
biesen sido tenidas en cuenta en los progresos realizados, 
sobre todo considerando que los cambios legislativos no 
podían darse de la noche a la mañana. Cabe subrayar que 
el país recurre a la consulta para la adopción de decisiones, 
como ha mencionado el miembro empleador de Botswana. 
La mayor parte de lo planteado en la discusión son cues-
tiones legislativas y por tanto es necesario someterlas al 
diálogo social, preferiblemente a través del LLRC. No 
obstante, es lamentable que los trabajadores de Botswana 
estén negando algunas cuestiones que ya habían sido re-
sueltas por la vía tripartita, como el mandato para la revi-
sión de la legislación laboral, que constituye la base para 
la asistencia técnica de la OIT. Además, el miembro tra-
bajador de Botswana ha hecho algunas afirmaciones que 
no responden a los hechos. Con respecto al PSBC mencio-
nado por varios oradores, el orador aclaró que: 1) el PSBC 
fue creado en 2011 cuando el Gobierno a título de emplea-
dor y los sindicatos de la función pública elaboraron su 
constitución mediante negociación colectiva, y una de las 
atribuciones asignadas al Consejo por su constitución fue 
la facultad de decidir qué sindicatos debían o no ser admi-
tidos en el mismo; 2) en mayo de 2017, la BOFEPUSU 

AJA, en tanto que acuerdo conjunto entre cuatro sindica-
tos de la función pública, dio aviso de su retirada del PSBC 
con efectos inmediatos; 3) en mayo de 2017 el Gobierno 
pasó a ser el único miembro del PSBC, no pudiendo por 
ello ni funcionar ni desempeñar su mandato, por lo que el 
Gobierno cursó al Comisario de Trabajo la solicitud de 
cancelar el registro de la Constitución del PSBC; 4) la can-
celación de la Constitución del PSBC ofreció al Gobierno 
a título de empleador y a todos los sindicatos de la admi-
nistración pública la oportunidad de elaborar una nueva 
constitución mediante la negociación colectiva para ase-
gurar que en el futuro no dejara de funcionar a consecuen-
cia de la retirada voluntaria de uno de sus miembros, y 
5) el Gobierno tiene la esperanza de que se llegue a un 
acuerdo sobre la nueva constitución y que para finales de 
agosto de 2018 esté otra vez activo el PSBC. Para concluir, 
el diálogo social es un proceso delicado que requiere que 
entre las partes implicadas haya confianza mutua y se obre 
de buena fe. Como se ha dicho antes, el Gobierno se ha 
reunido con los interlocutores sociales en numerosas oca-
siones y juntos han conseguido varios hitos, pero de la in-
tervención del miembro trabajador de Botswana se deduce 
que hay problemas subyacentes más profundos y graves 
que es necesario que aborden los interlocutores tripartitos 
con asistencia del experto de la OIT. No obstante, la for-
malización e institucionalización del mecanismo de revi-
sión de las leyes laborales demuestra con claridad que el 
Gobierno está comprometido con la aplicación de las re-
comendaciones de la Comisión, así como con el examen 
de otras leyes del trabajo, como la PSA. 

Los miembros empleadores señalaron que Botswana ha 
experimentado un proceso de cambio en cuanto a la vo-
luntad y la actitud del Gobierno, pero afirmaron que ello 
no se ha traducido en resultados concretos. No obstante, 
es de celebrar que el Gobierno haya solicitado asistencia a 
la OIT y, con suerte, tal colaboración redundará en progre-
sos reales. Además, existen muchas maneras de dirimir las 
controversias en relación con aspectos concretos del caso. 
Por ejemplo, en relación con los requisitos para la consti-
tución de los sindicatos, se podrán establecer umbrales, 
pero no necesariamente tan altos; en cuanto a la inspección 
de las cuentas, los libros y los documentos de los sindica-
tos, seguramente se podrá encontrar un equilibrio entre la 
información que el Gobierno estima necesaria y la obser-
vancia del Convenio. Las divergencias sobre la forma en 
que se han conseguido los logros ponen de manifiesto la 
imperiosa necesidad de abordar los problemas de manera 
tripartita, por lo que es menester que el Gobierno entable 
un diálogo social con las organizaciones representativas 
de empleadores y de trabajadores. 

Los miembros trabajadores manifestaron que, a falta de 
avances concretos, procede reiterar las peticiones formu-
ladas en la discusión de 2017. En primer lugar, el Go-
bierno debe tomar las medidas apropiadas para que la le-
gislación, en materia de trabajo y empleo, reconozca los 
derechos que asisten a los trabajadores del servicio peni-
tenciario en virtud del Convenio, entre ellos el derecho de 
sindicación. Asimismo, debe armonizar plenamente la 
TDA con el Convenio y, con renovada asistencia técnica 
de la Oficina, entablar un diálogo con los interlocutores 
sociales. Además, debe modificar la TUEO en consulta 
con las organizaciones de empleadores y de trabajadores 
para que se ajuste al Convenio, en particular suprimiendo 
la obligación de las organizaciones de poner sus libros y 
documentos a disposición del registrador en «un plazo ra-
zonable» para que éste los examine. Por otra parte, las fa-
cilidades o beneficios concedidos únicamente a los sindi-
catos que representen al menos a un tercio de los emplea-
dos de una empresa son incompatibles con el Convenio y 
deben suprimirse. En vista de la falta de progresos, se insta 
al Gobierno a que haga todo lo que esté en su poder para 
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poner en práctica las recomendaciones que adoptará la Co-
misión. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por el representante gubernamental y de la discusión 

que tuvo lugar a continuación. 
La Comisión saludó el compromiso manifestado por el Go-

bierno de ampliar el ámbito de revisión de la legislación la-

boral. 
Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que se entabló seguidamente, la Comi-

sión instó al Gobierno a que: 
■ adopte, en consulta con las organizaciones más represen-

tativas de empleadores y de trabajadores, medidas apro-

piadas para asegurar que la legislación laboral y en ma-
teria de empleo reconozca a los trabajadores del servicio 
penitenciario que se considera que no pertenecen al 

cuerpo de policía los derechos garantizados por el Con-
venio; 

■ enmiende la Ley de Sindicatos y Organizaciones de Em-

pleadores, en consulta con las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores, con miras a ponerla en confor-
midad con el Convenio; 

■ suministre más información acerca de la sentencia del 
Tribunal de Apelación sobre la nulidad de disposiciones 
legales; 

■ asegure que el registro de los sindicatos en la legislación 
y en la práctica sea conforme con el Convenio, y 

■ tramite las solicitudes pendientes de registro de los sin-

dicatos, en especial los del sector público, que cumplan 
los requisitos establecidos en la legislación. 

La Comisión instó al Gobierno a que dé seguimiento a estas 

recomendaciones en el curso de la actual reforma de la legis-
lación laboral y en amplia consulta con los interlocutores so-
ciales. La Comisión instó al Gobierno a que siga recurriendo 

a la asistencia técnica de la OIT a este respecto y comunique 
los progresos a la Comisión de Expertos antes de su próxima 
reunión, en noviembre de 2018. 

Un representante gubernamental tomó nota de las reco-
mendaciones de la Comisión y confirmó que su Gobierno 
está emprendiendo una reforma de la legislación del tra-
bajo por medio del Comité para la Reforma de la Legisla-
ción Laboral, de constitución tripartita. El Gobierno se 
compromete a colaborar con los interlocutores sociales 

con miras a presentar una memoria a la Comisión de Ex-
pertos antes de la reunión que esta celebrará en noviembre 
de 2018 y seguirá recurriendo a las estructuras tripartitas 
para avanzar con el programa legislativo y las reformas, 
en particular la reforma de la legislación laboral, durante 
la sesión de noviembre del Parlamento. 

HONDURAS (ratificación: 1956) 

El Gobierno ha comunicado la siguiente información 
por escrito. 

Derechos Sindicales y Libertades Públicas 

El Gobierno ha tomado nota con profunda preocupación 
de los anteriores y nuevos alegatos de supuestos «nume-
rosos crímenes antisindicales», incluyendo varios «homi-
cidios y amenazas de muerte», ocurridos entre 2010 y 
2014. Como es de conocimiento de la comunidad interna-
cional, la violencia y la inseguridad son problemas muy 
profundos y de graves consecuencias para la sociedad hon-
dureña, por ello, la actual administración hace enormes es-
fuerzos para remover estos obstáculos, fortaleciendo las 
instituciones e implementando diversas acciones y medi-
das, que en su conjunto han permitido obtener avances en 
esta materia. En este sentido, entre otras acciones que se 
explicarán más adelante, el Gobierno en el Marco estraté-
gico institucional (2015-2022) de la Secretaría de Seguri-
dad (SEDS) tiene como uno de sus objetivos, contribuir a 
la reducción de la impunidad, mediante el fortalecimiento 
de la Policía de Investigación Criminal, la Agencia Téc-
nica de Investigación Criminal (ATIC) y se ha comprome-
tido de manera especializada y exclusiva con el tema de 
los derechos humanos e impulsar la implementación de la 
política pública y el Plan Nacional de Acción en Derechos 
Humanos (PNADH), para lo cual se crea la Secretaría de 
Estado en el Despacho de Derechos Humanos que fun-
ciona desde enero de 2018. Las cifras de homicidios al 
2016 reflejan una tendencia a la baja, reduciendo en 
27 puntos la tasa de homicidios por cada 100 000 habitan-
tes respecto a 2011. Datos más recientes indican que al 
cierre de 2017 se alcanzó una tasa de homicidios de 42,7 
por cada 100 000 habitantes. 

Información de la evolución de las investigaciones y los procesos penales correspondientes a cada caso concreto 

Cuadro de casos 

Núm. Nombre de la victima Núm. exp. Fecha de muerte/ denuncia Delito Estado del proceso 

1 Alma Yaneth Díaz Ortega 546-/17 Judicial 27 de marzo de 2014 Asesinato Judicializado 

2 Uva Erlinda Castellanos Vigil 546-/17 Judicial 27 de marzo de 2014 Asesinato Judicializado 

3 Sonia Landaverde Miranda Den. 4772-2013/ 
Lev. 1261-2013 

21 de junio de 2013 Homicidio En investigación 

4 Alfredo Misael Ávila Castellanos 0801-2013-0264 12 de diciembre de 2013 Homicidio En investigación 

5 Evelio Posadas Velásquez 636-20147 27 de febrero de 2014 Homicidio Proceso de análisis para 
determinar requeri-
miento fiscal o amplia-
ción de investigación 

6 Juana Suyapa Posadas Bustillo 1819-10 2010 Homicidio En investigación 

7 Maribel Sánchez  2010 Homicidio En investigación 

8 Fredis Omar Rodríguez  27 de noviembre de 2013 Homicidio En investigación 

9 Claudia Larissa Brizuela 0801-2010 2010 Homicidio En casación 

10 Roger Abraham Vallejo 0801-2009-31202 31 de julio de 2009 Homicidio En investigación 

11 Martin Florencio  2014 Homicidio En investigación 
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Núm. Nombre de la victima Núm. exp. Fecha de muerte/ denuncia Delito Estado del proceso 

12 Félix Murillo López  17 de septiembre de 2009 Homicidio En investigación 

13 José Ángel Flores 139-2016 18 de octubre de 2016 Asesinato Pendiente de ejecutar 
ordenes de captura 

14 Silmer Dionisio George 139-2016 18 de octubre de 2016 Asesinato Pendiente de ejecutar 
ordenes de captura 

15 Moisés Sánchez  15 de abril de 2017 Secuestro En investigación 

16 Hermes Misael Sánchez  15 de abril de 2017 Secuestro En investigación 

17 Miguel Ángel López Murillo 1480968681-2016 5 de diciembre de 2016 Amenazas Mecanismo de protec-
ción 

18 Patricia Riera  agosto de 2016 Amenazas Pendiente de presenta-
ción de denuncia 

19 Ilse Ivania Velásquez Rodríguez 0801-2011-11149 19 de marzo de 2011 Homicidio cul-
poso 

Sentencia 

20 Víctor Manuel Crespo Murcia 1377-13 14 de septiembre de 2014 Amenazas En investigación 

21 Víctor Manuel Crespo Puerto 11-2014 26 de enero de 2014 Homicidio  
culposo 

Concluido 

22 Berta Isabel Cáceres Flores N. 21-2016 
(TSJN 3-88-2017, 
TSJN 4-14-2018) 

2 de marzo de 2016 Asesinato Judicializado 

Evaluación del avance 

Como se puede apreciar, actualmente hay nueve (9) ca-
sos que ya han sido judicializados por delitos de orden pú-
blico, y los mismos están: en fase de casación, sentencia 
definitiva, concluidos o con mecanismo de protección; de 
ellos, dos (2) casos son por accidentes de tránsito. Dos (2) 
casos, han avanzado hasta emitir órdenes de captura, en 
espera de que se ejecuten por la autoridad policial. Tres (3) 
casos por amenazas, no han interpuesto la denuncia en 
sede fiscal. Seis (6) casos por delitos de orden público es-
tán en investigación. Debe destacarse además, que siete lí-
deres sindicales se encuentran acogidos y protegidos por 
el Mecanismo Nacional de Protección a Defensores de De-
rechos Humanos. 

Artículos 2 y siguientes del Convenio núm. 87 relativos 

a la constitución, autonomía y actividades  

de las organizaciones sindicales 

Reformas al Código del Trabajo 

Cronología de acciones 

El Gobierno de Honduras informa que desde hace varios 
años se siguió un proceso en busca de armonizar las refor-
mas al Código del Trabajo con los Convenios núms. 87 y 
98; por lo que a continuación se detallan las acciones rea-
lizadas con este propósito: 
a) El Código del Trabajo fue emitido mediante el de-

creto núm. 189 de 19 de mayo de 1959, dejando sin 
vigencia 18 decretos-ley que regulaban las relaciones 
laborales, constituyéndose en un único cuerpo legal. 

b) Entre 1960 y 1993, varios artículos del Código del 
Trabajo fueron modificados con el objeto de dar una 
correcta aplicación a los mismos y siempre para fa-
vorecer los derechos de los trabajadores. 

c) En 1993, bajo la asesoría de la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), fue constituida una comi-
sión integrada por la representación de la empresa 
privada COHEP, la representación de los trabajado-
res por medio de las tres centrales obreras, la Confe-
deración de Trabajadores de Honduras (CTH); la 

Central General de Trabajadores (CGT), y la Confe-
deración Unitaria de Trabajadores de Honduras 
(CUTH) y la representación del sector gubernamen-
tal mediante la Secretaría de Estado en el Despacho 
de Trabajo y Previsión Social. El resultado del tra-
bajo de la comisión tripartita fue la elaboración por 
consenso de un anteproyecto contentivo de un nuevo 
cuerpo legal que vendría a sustituir el Código del Tra-
bajo vigente desde 1959. El anteproyecto fue entre-
gado por la comisión tripartita al entonces Presidente 
de la República, Dr. Carlos Roberto Reyna. 

d) Las reformas propuestas favorecían a los trabajadores 
y mejorarían la aplicación de las normas del Código. 
Pese a haberse consensuado tales reformas, posterior-
mente los trabajadores acusaron, que de manera uni-
lateral, sectores de la empresa privada pretendieron 
introducir reformas a la legislación laboral que bus-
caban la flexibilización y desregulación del trabajo. 
Por lo tanto el Gobierno de ese entonces decidió no 
someter las reformas al Congreso Nacional. Al no ser 
posible que las partes llegaran a un consenso en 
cuanto a las reformas y con el rechazo de que fueron 
objeto las reformas elaboradas por la comisión tripar-
tita, la tendencia a la reforma del Código del Trabajo 
fue paralizada. 

e) En junio de 2013: una comisión técnica de la Secre-
taría de Trabajo y Seguridad Social (STSS) elaboró 
la propuesta de reforma de trece (13) artículos del 
Código del Trabajo para ponerlo en conformidad con 
el Convenio núm. 87 y cuatro (4) artículos adiciona-
les para ajustarlos al Convenio núm. 98. La Secretaría 
de Trabajo y Seguridad Social, remitió la propuesta 
de reformas a la Oficina Subregional de la OIT, San 
José, Costa Rica, con el objeto de obtener la opinión 
técnica de la OIT. 

f) En marzo de 2014: la Secretaría de Trabajo y Seguri-
dad Social recibió los comentarios a la propuesta de 
armonización del Código del Trabajo con los Conve-
nios núms. 87 y 98 de la OIT, procedentes del Depar-
tamento de Normas Internacionales del Trabajo, sede 
Ginebra. 

g) En marzo-abril de 2014: la Secretaría de Trabajo y 
Seguridad Social, presentó en forma individual a los 
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sectores empleador y trabajador la propuesta de ar-
monización del Código del Trabajo (reuniones con 
cada una de las centrales obreras: CGT, CTH, CUTH 
y con la representación de la empresa privada 
COHEP). 

h) En abril de 2014: se atendió la misión de contacto de 
la OIT en el marco del Consejo Económico Social 
(CES). 

i) En mayo de 2014: se remitió la propuesta de armoni-
zación del Código del Trabajo con los Convenios 
núms. 87 y 98 de la OIT, al CES. 

j) En mayo de 2014: se aprobó por parte del CES la 
Hoja de ruta para la discusión y aprobación de la pro-
puesta de armonización del Código del Trabajo, to-
mando en cuenta las recomendaciones de la Comi-
sión de Expertos de la OIT. 

k) En septiembre de 2014: informe de la misión de con-
tactos – la misión de contactos directos también tuvo 
conocimiento del comunicado de fecha 7 de abril de 
2014, en el que la CGT, la CUTH y la CTH exponían 
su reserva respecto a la consideración por el Poder 
Legislativo de eventuales reformas al Código del 
Trabajo, habida cuenta de los antecedentes existen-
tes, y del temor que dichas reformas impliquen «ma-
yores retrocesos en materia de derechos laborales y 
beneficios para el gran capital». 

Situación actual de las reformas al Código del Trabajo 

a) El Gobierno de Honduras reitera su voluntad política, 
de adoptar las acciones conducentes para materializar 
las reformas al Código del Trabajo vigente, de tal 
forma de armonizarlo con los convenios ratificados 
con la OIT, proceso que se ha venido realizando de 
forma gradual mediante el diálogo social y de forma 
tripartita en el CES tal y como sucedió con el capí-
tulo III del mismo, referente a la nueva Ley de Ins-
pección del Trabajo, decreto núm. 178-2016, de 
23 de enero de 2017 y publicado en el Diario Oficial 
La Gaceta. 

b) En atención a las reformas pendientes para armonizar 
el Convenio núm. 87 y recordando lo sucedido en 
2014 donde las centrales de trabajadores expresaron 
sus reservas, como ya es de conocimiento de la OIT, 
la Secretaría de Trabajo y Seguridad Social está ela-
borando una nueva propuesta retomando los articula-
dos dejados en suspenso en 2014, para que sirvan de 
línea base en las discusiones.  

c) En ese sentido, el Gobierno asume su compromiso de 
someter de nuevo en el seno del CES la discusión de 
las reformas pendientes y asimismo elaborar una 
Hoja de ruta que permita continuar con la armoniza-
ción del Código al Convenio núm. 87 en busca de que 
se logre el consenso para, de esa manera, someter las 
reformas al Congreso Nacional previa opinión de la 
Corte Suprema de Justicia. 

d) En este caso se solicita de nuevo la asistencia y el 
acompañamiento técnico requerido de la OIT. 

Aplicación del Convenio en la práctica 

(nuevas inscripciones sindicales  

que se vayan registrando) 

El Gobierno de Honduras informó en la memoria ante-
rior (2017), que se han presentado varias solicitudes para 
el otorgamiento de las personalidades jurídicas, siendo 
25 inscritas desde 2014 a mayo de 2017, las cuales se de-
tallan a continuación: 
a) En 2014, se inscribieron cinco personalidades jurídi-

cas privadas y cero del sector público. 

b) En 2015, se inscribieron seis personalidades jurídicas 

todas del sector privado. 

c) En 2016, se otorgaron ocho personalidades jurídicas, 

seis del sector privado y dos del sector público. 

d) En 2017, se otorgaron seis del sector privado. 
Por lo que las nuevas inscripciones sindicales de mayo 

de 2017 a marzo de 2018 solamente han sido dos, ha-
ciendo un total de 27 personalidades jurídicas inscritas del 
período de 2014 a marzo de 2018. Finalmente el Gobierno 
de Honduras, quiere reafirmar que todo este esfuerzo, evi-
dencia el respeto y cumplimiento por los convenios y la 
normativa laboral vigente y particularmente que no existe 
ninguna política de persecución y violencia antisindical 
desde el Estado y que desafortunadamente los casos que 
aparecen mencionados en el informe, forman parte de la 
violencia que por distintas causas afectan a la hondureñi-
dad en general. 

Además, ante la Comisión, un representante guberna-

mental reiteró las informaciones comunicadas por escrito 
y declaró que, en relación a los derechos sindicales y li-
bertades públicas, se ha tomado nota con profunda preo-
cupación de anteriores y nuevos alegatos de supuestos 
«numerosos crímenes antisindicales», incluyendo homici-
dios y amenazas de muerte entre 2010 y 2014. La violen-
cia y la inseguridad son problemas muy graves de la so-
ciedad hondureña y se han hecho esfuerzos en el contexto 
del Marco estratégico institucional para mejorar su insti-
tucionalidad y reforzar los órganos de policía y de inves-
tigación criminal. Según los datos de 2017, el índice de 
homicidios ha bajado y siete líderes sindicales se encuen-
tran acogidos y protegidos por el Mecanismo Nacional de 
Protección a Defensores de Derechos Humanos. En rela-
ción al artículo 2 y siguientes del Convenio relativos a la 
constitución, autonomía y actividades de las organizacio-
nes sindicales, los distintos intentos de reforma del Código 
del Trabajo, en particular el proyecto de reforma de 1993 
y el de 2014 no fueron finalmente aprobados. En este sen-
tido, el Gobierno asume el compromiso de presentar de 
nuevo al CES la discusión de las reformas pendientes y 
asimismo elaborar una Hoja de ruta que permita continuar 
con la armonización del Código con el Convenio. Destacó 
asimismo que en la evaluación de avances en los casos 
cuya información solicitó la Comisión de Expertos: 1) ac-
tualmente hay nueve casos que han sido judicializados por 
delitos de orden público y los mismos están en fase de ca-
sación, sentencia definitiva, concluidos o con mecanismo 
de protección; de ellos dos casos son por accidentes de 
tránsito; 2) dos casos han avanzado; se han emitido órde-
nes de captura y se está a la espera de que se ejecuten por 
la autoridad policial; 3) no se ha interpuesto denuncia en 
sede fiscal en relación a los tres casos por amenazas; 
4) seis casos por delitos de orden público están en etapa de 
investigación. Finalmente, el representante gubernamental 
reiteró la solicitud de asistencia y el acompañamiento téc-
nico de la Oficina, y reafirmó que todo el esfuerzo desple-
gado evidencia el deseo de dar cumplimento a los conve-
nios y a la normativa laboral y, particularmente, que no 
existe una política de persecución y violencia antisindical 
desde el Estado. Los distintos casos a los cuales se refiere 
la Comisión de Expertos forman parte de la violencia que 
por distintas causas afectan a la hondureñidad en general. 

Los miembros trabajadores señalaron que durante años 
el Gobierno ha cometido violaciones graves y sistemáticas 
contra el derecho a la libertad sindical. La Comisión de 
Expertos ha introducido una doble nota de pie de página a 
este caso, lamentando profundamente el alto grado de vio-
lencia antisindical y expresando su profunda preocupación 
ante la situación de impunidad en relación a los autores de 
estos crímenes y la falta de protección efectiva para los 
sindicalistas amenazados por la violencia. El Gobierno no 
tomó medidas concretas para asegurar que su legislación 
laboral cumpla debidamente con el Convenio ni tampoco 
aplicó efectivamente su legislación vigente. El Gobierno 
también aprobó recientemente una enmienda al Código 
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Penal que podría criminalizar las protestas sociales en 
tanto que actos de terrorismo. Como resultado, los traba-
jadores y los sindicatos de todo el país se enfrentan a obs-
táculos abrumadores para ejercer uno de los derechos fun-
damentales, a saber, el derecho de huelga. Honduras se si-
túa entre los países más peligrosos del mundo para los tra-
bajadores y los sindicalistas. Desde 2010, 14 sindicalistas 
han sido asesinados. Entre 2015 y 2017, la Red Contra la 
Violencia Sindical documentó 46 casos de violencia anti-
sindical y un total de 69 víctimas. Además, muchos sindi-
calistas sufren agresiones físicas brutales, amenazas de 
muerte, desapariciones forzosas y persecución. Por ejem-
plo, desde 2015, la Sra. Juárez, presidenta del Sindicato de 
Trabajadores de Servicios Municipales, Comunales y Afi-
nes (SITRASEMCA), vive en constante temor por su vida 
luego de haber recibido amenazas y haber escapado a un 
intento de secuestro en abril de 2017. Los actos de violen-
cia crean un clima de terror, que en la práctica asfixia la 
representación de los trabajadores y las actividades sindi-
cales en el país. Los sindicalistas también han sido blanco 
de violencias en el contexto posterior a las elecciones de 
2017. En diciembre, por ejemplo, los trabajadores que par-
ticipaban en una protesta pacífica en la Colonia Arellano 
organizada por sindicatos del sector maquilador fueron 
atacados por la policía militar para obligarlos a disper-
sarse. Tres sindicalistas resultaron heridos por disparos y 
uno falleció. La inacción del Gobierno para hacer frente e 
impedir los crímenes antisindicales, crea un clima de total 
impunidad. El Gobierno no hace progresos para llevar ante 
la justicia a los responsables del asesinato de sindicalistas. 
Por ejemplo, los asesinatos de los Sres. Sonia Landaverde 
Miranda, Alfredo Misael Ávila Castellanos, Evelio Posa-
das Velásquez, Roger Abraham Vallejo y Juana Suyapa 
Bustillo siguen investigándose. Pese a que se llevaron a 
cabo arrestos, no se ha detenido a nadie en relación con los 
asesinatos de las Sras. Alma Yaneth Díaz Ortega y Uva 
Erlinda Castellanos Vigil, acaecidos hace cuatro años. El 
Gobierno no proporciona información a la Comisión de 
Expertos sobre sus esfuerzos para investigar los asesinatos 
de los Sres. Maribel Sánchez, Fredis Omar Rodríguez, 
Claudia Larissa Brizuela, Martín Florencio y Félix Muri-
llo López. Los miembros trabajadores deploraron el asesi-
nato de los Sres. José Ángel Flores y Silmer Dionisios 
George en 2016, pese a beneficiarse de medidas cautelares 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
luego de graves y reiteradas amenazas de muerte. Estos 
asesinatos demuestran claramente que la protección que 
ofrece el Gobierno es totalmente inadecuada. 

Además de la violencia antisindical, en 2017 el Go-
bierno aprobó una enmienda al Código Penal, que crimi-
naliza una amplia diversidad de actividades como actos de 
terrorismo. Un dirigente sindical podría ser acusado del 
delito de terrorismo si su sindicato participa en una pro-
testa social considerada posteriormente por un fiscal como 
una subversión del orden constitucional. Teniendo en 
cuenta los acontecimientos ocurridos en los últimos años 
y el reciente contexto postelectoral en el que los sindicatos 
desempeñan un papel central en las protestas sociales, esta 
legislación que está en total disconformidad con los ins-
trumentos internacionales sobre el tema del terrorismo, 
puede utilizarse fácilmente para criminalizar todo ejerci-
cio legítimo del derecho a la libertad sindical por parte de 
los sindicatos. La situación en el país se ve agravada por 
numerosas e importantes lagunas en la legislación nacio-
nal que niegan los derechos sindicales fundamentales a los 
trabajadores. Durante más de treinta años, la Comisión de 
Expertos solicitó la modificación del Código del Trabajo. 
Por ejemplo, la Comisión de Expertos señala que se niega 
el derecho de libertad sindical a los trabajadores de las em-
presas agrícolas que no emplean permanentemente a más 
de diez trabajadores. El sector de la agricultura es el sector 
más grande del país y emplea el 27 por ciento de la fuerza 

de trabajo (más de 1 millón de trabajadores). La organiza-
ción de estos trabajadores se ve obstaculizada por el requi-
sito legislativo de contar con más de 30 trabajadores para 
establecer un sindicato, lo que impide la creación de sin-
dicatos en las pequeñas y medianas empresas. Los traba-
jadores no pueden elegir a sus representantes con plena li-
bertad. Los representantes sindicales deben ser de nacio-
nalidad hondureña, participar en la actividad correspon-
diente y saber leer y escribir. Las disposiciones que regu-
lan las huelgas son de naturaleza tan restrictiva que dejan 
sin efecto el derecho de huelga, privando a los trabajado-
res y a los sindicatos de un medio fundamental para defen-
der sus intereses. Estos requerimientos incluyen contar 
con una mayoría de dos tercios del número total de miem-
bros de la organización sindical, la prohibición a federa-
ciones y confederaciones de convocar huelgas y el cum-
plimiento de excesivos requisitos previos para las huelgas 
en los servicios públicos que no son esenciales en el sen-
tido estricto del término. En la práctica, los trabajadores 
de todo el país son víctimas de graves violaciones de su 
derecho a la libertad sindical. Por ejemplo el Sindicato de 
Trabajadores de la Agroindustria y Similares (STAS) pre-
sentó una queja contra un empleador del sector del aceite 
de palma que no pagaba el salario mínimo ni proporcio-
naba las prestaciones requeridas a sus trabajadores. En 
múltiples ocasiones, los empleadores se negaron a permi-
tir que los inspectores de trabajo accedieran a los lugares 
de trabajo y despidieron a 18 trabajadores que intentaron 
formar un sindicato local del STAS. Los despidos provo-
caron una huelga de 160 trabajadores y en noviembre la 
empresa despidió a otros 80 trabajadores afiliados al sin-
dicato. Varios trabajadores en huelga fueron agredidos por 
guardias de seguridad privados y amenazados con la cár-
cel mientras caminaban pacíficamente en un piquete frente 
a las oficinas de una empresa. Se tomaron medidas para 
disolver el sindicato, en cuanto la ley permite la disolución 
como castigo en caso de que una huelga se declare ilegal, 
lo que también resulta en una violación del Convenio. El 
Gobierno no disolvió el sindicato, pero casi todos los acti-
vistas sindicales despedidos no han sido reintegrados a su 
puesto de trabajo. Por último, no se ha resuelto casi nin-
guna de las violaciones identificadas en la queja de 2012 
contra Honduras con respecto a los trabajadores en el sec-
tor de la maquila y el sector agrícola en el marco del Tra-
tado de Libre Comercio de América Central con los Esta-
dos Unidos. Desde 2009 se registra un drástico descenso 
de la afiliación sindical. Las graves y constantes violacio-
nes de los derechos sindicales desde hace años afectan 
profundamente a las relaciones laborales y cuestionan la 
situación de la democracia y de los derechos humanos. Por 
lo tanto, los miembros trabajadores instaron al Gobierno: 
a) a tomar medidas inmediatas y efectivas para proteger la 
vida y la integridad física de los sindicalistas, los afiliados 
y los trabajadores; b) a agilizar las investigaciones de to-
dos los delitos y crímenes antisindicales y castigar a los 
culpables, y c) a actualizar su legislación de conformidad 
con el Convenio sin más demora y proteger el derecho de 
libertad sindical en la práctica. 

Los miembros empleadores agradecieron las informacio-
nes brindadas relativas al cumplimiento del Convenio y la 
presencia de altas autoridades ante la Comisión. El caso se 
ha examinado dos veces desde 1987, en 1991 y 1992. 
Desde 1998, la Comisión de Expertos ha formulado hasta 
20 observaciones a Honduras sobre la aplicación del Con-
venio, así como algunas sobre el Convenio sobre el dere-
cho de sindicación y de negociación colectiva, 1949 
(núm. 98). En el informe de la Comisión de Expertos de 
2017 se incluyó a Honduras con una doble nota a pie de 
página. En sus observaciones, la Comisión de Expertos 
toma nota de los comentarios de la Central General de Tra-
bajadores (CGT), la Confederación de Trabajadores de 
Honduras (CTH), la Confederación Sindical Internacional 
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(CSI) y el Consejo Hondureño de la Empresa Privada 
(COHEP). En relación con los derechos sindicales y las 
libertades públicas, la Comisión de Expertos tomó nota 
con preocupación de numerosos crímenes antisindicales y 
de amenazas de muerte entre 2010-2014 y pidió al Go-
bierno información sobre la evolución de las investigacio-
nes y procesos penales correspondientes. Hay que deplo-
rar profundamente las denuncias sobre nuevos homicidios, 
secuestros y amenazas de muerte de las que han sido víc-
timas los sindicalistas. El Comité de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas (CCPR/C/SR/3378 y 3379) tam-
bién manifestó su preocupación por los actos de violencia 
e intimidación cometidos contra sindicalistas en un marco 
de impunidad. Como ha manifestado el Gobierno, la vio-
lencia y la inseguridad son problemas muy profundos y de 
graves consecuencias para Honduras. El Gobierno hace 
esfuerzos, fortaleciendo instituciones y tomando diversas 
medidas para lograr avances en la materia. En este sentido, 
el Marco estratégico institucional (2015-2022) de la Se-
cretaría de Seguridad tiene como objetivo reducir la impu-
nidad mediante el fortalecimiento de la Policía de Investi-
gación Criminal, la Agencia Técnica de Investigación Cri-
minal y, en relación a los derechos humanos, impulsar una 
política pública y plan de acción en derechos humanos, 
para lo que se creó, en enero de 2018, la Secretaría de De-
rechos Humanos. Ya en enero de 2016 se registró una ten-
dencia a la baja en los homicidios disminuyendo 27 puntos 
la tasa de homicidios por cada 100 000 habitantes respecto 
de 2011. En 2017 se alcanzó una tasa de 42,7 por cada 
100 000 habitantes. Además, siete líderes sindicales están 
acogidos al Mecanismo Nacional de Protección a Defen-
sores de Derechos Humanos. El COHEP no se pronunció 
respecto de los homicidios ocurridos entre 2010-2014 por 
desconocer los sucesos. Entre 2016 y 2018 se solicitó una 
entrevista al Fiscal General que nunca fue otorgada. La 
muerte de hondureños cuyo motivo de fallecimiento se 
desconoce resulta lamentable. Hoy el Ministerio Público 
presenta informes sobre casos penales judicializados, en 
investigación, pendientes, que esperan por ejecución de 
órdenes de captura, sentenciados, concluidos o donde se 
adoptaron medidas de protección. El índice de Paz Global 
de 2017 ubica a Honduras en el lugar 106 entre 163 países. 
El Gobierno no tiene una política antisindical. Los dere-
chos de libertad sindical sólo pueden ejercerse por traba-
jadores y empleadores en un clima exento de violencia, 
presiones o amenazas y en el que se respeten los derechos 
humanos e incumbe al Gobierno garantizar el respeto de 
estos principios, como lo ha destacado el Comité de Liber-
tad Sindical. Los miembros empleadores exhortaron a que 
cuanto antes se realicen investigaciones a fin de encontrar 
a los culpables y someterlos a la justicia. Asimismo, deben 
tomarse medidas para brindar protección rápida y eficaz a 
los dirigentes sindicales en situación de riesgo, ya que se 
trata de un caso grave. 

En relación al artículo 2 y siguientes del Convenio rela-
tivos a la constitución, autonomía, y actividades de las or-
ganizaciones sindicales, hay que mencionar que el Código 
del Trabajo fue aprobado en 1959. En 1993, con el aseso-
ramiento de la OIT, se constituyó una comisión tripartita 
para elaborar un proyecto de modificación del Código que 
llegó a ser presentado al Presidente de la República. Si 
bien la reforma favorecía a los trabajadores, aunque no a 
todos, ellos unilateralmente acusaron a la empresa privada 
de pretender debilitar y flexibilizar el trabajo, con lo que 
no se pudo adoptar el texto. En 2013, una comisión técnica 
de la Secretaría de Trabajo y Seguridad Social elaboró una 
propuesta de reforma de 13 artículos para adecuar el Có-
digo al Convenio núm. 87 y al Convenio núm. 98. El pro-
yecto se sometió a la Oficina de la OIT en San José, Costa 
Rica, para comentarios técnicos. En abril de 2014, una mi-
sión de contactos directos de la OIT visitó al país y el pro-
yecto se sometió al CES. En septiembre de ese mismo año, 

se conoció la reserva del sector sindical sobre la reforma 
pues a su criterio implicaba «mayores retrocesos en mate-
ria de derechos laborales y beneficiaba al gran capital». Se 
procura el diálogo social como ocurrió para la aprobación 
de la nueva Ley de Inspección del Trabajo. La Secretaría 
de Trabajo y sobre la base del texto proyectado de 2014 
retoma los artículos propuestos en esa ocasión para some-
terlos al CES nuevamente y elaborar una Hoja de ruta por 
consenso para armonizar la legislación con el Convenio. 
De nuevo se solicita la asistencia y el acompañamiento 
técnico de la OIT. El COHEP está dispuesto a revisar la 
legislación laboral pero desde 2014 no se ha realizado nin-
guna convocatoria del CES en este sentido. En abril de 
2018 se envió un correo electrónico para requerir opinión 
sobre el texto de reforma, dando 24 horas para realizar co-
mentarios, lo cual resulta inaceptable. El diálogo tripartito 
requiere de la buena fe y lo que sucedió no indica que así 
haya sido. La Comisión de Expertos recuerda que desde 
hace años se refiere a la necesidad de reformar el Código 
del Trabajo para ponerlo en conformidad con el Convenio. 
Se mencionan entre otras disposiciones: 1) la exclusión de 
derechos y garantías del Convenio para trabajadores de ex-
plotaciones agrícolas o ganaderas que no ocupen más de 
diez trabajadores; 2) la prohibición de que exista más de 
un sindicato en una misma empresa; 3) el requisito de 
30 trabajadores para constituir un sindicato; 4) los requisi-
tos para ser miembro de la junta directiva como: tener na-
cionalidad hondureña, pertenecer a la actividad correspon-
diente, o saber leer y escribir, y 5) la facultad del Ministro 
competente de poner fin al litigio en los servicios de la in-
dustria del petróleo. Asimismo, resulta preocupante que 
las observaciones de los expertos hagan referencia a un 
número de cuestiones legislativas relacionadas con el de-
recho de huelga. En tal sentido, se reitera la postura del 
Grupo de los Empleadores en cuanto considera que el de-
recho de huelga no está regulado en el Convenio y, que 
por tanto, no existe base para discutir este tema en la Co-
misión; que las conclusiones de este caso no podrán hacer 
referencia al derecho de huelga y que el Gobierno no está 
obligado a seguir las recomendaciones de los expertos en 
relación al tema específico. Se recuerda la Declaración 
conjunta del Grupo de los Trabajadores y del Grupo de los 
Empleadores y la del Grupo Gubernamental (ambas del 
23 de febrero de 2015). Esta última indicaba que «el ám-
bito y las condiciones de ejercicio de este derecho son re-
gulados a nivel nacional». En tal sentido cualquier solici-
tud de la Comisión de Expertos a los gobiernos para ali-
near su legislación y práctica con sus propias reglas sobre 
el derecho de huelga no son vinculantes. 

El miembro trabajador de Honduras expresó su preocu-
pación por la negligencia del Gobierno en los casos de ase-
sinatos, amenazas, y persecución de dirigentes sindicales 
y por la falta de información a este respecto. Un informe 
de la Comisión de Violencia Antisindical (conformada por 
tres centrales obreras), indica que en los últimos tres años 
los autores de más de 60 casos de violencia antisindical 
gozan de impunidad. La Comisión de Expertos lamenta la 
ausencia de sentencias condenatorias contra los culpables 
de crímenes contra sindicalistas. Su informe menciona 
19 personas asesinadas (Sres. Sonia Landaverde Miranda, 
Alfredo Misael Ávila Castellanos, Evelio Posadas Velás-
quez, Juana Suyapa Bustillo, Alma Yaneth Díaz Ortega, 
Uva Erlinda Castellanos Vigil, Maribel Sánchez, Fredis 
Omar Rodríguez, Claudia Larissa Brizuela, Roger 
Abraham Vallejo, Martín Florencio, Félix Murillo López, 
Manuel Crespo, José Ángel Flores, Silmer Dionisios 
George e Ilse Ivania Velásquez Rodríguez) y cinco vícti-
mas de amenazas, secuestros, seguimiento, persecución y 
ataques (Sres. Miguel López, Nelson Núñez, Patricia 
Riera, Moisés Sánchez y Hermes Misael Sánchez). Ex-
presó su más profunda preocupación por estos crímenes, 
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subrayando que los derechos sindicales sólo pueden ejer-
cerse en un clima exento de violencia y en el respecto de 
los derechos humanos establecidos en la Constitución. 
Asimismo, en mayo de 2018 el Relator Especial de las Na-
ciones Unidas señaló la vulnerabilidad, la criminalización 
y el desprestigio de los defensores de los derechos huma-
nos en el país. El Gobierno ha presentado una propuesta 
para reiniciar el proceso de discusión de la reforma del Có-
digo del Trabajo en el CES y este proceso se tiene que 
consensuar con el sector obrero. Asimismo, lamentó la in-
terpretación por parte del Gobierno de los artículos 534 y 
536 del Código del Trabajo en relación con los pliegos de 
peticiones y contratos colectivos de los sindicatos de em-
pleados públicos y sus consecuencias en el sector de la 
educación. De igual forma, expresó su preocupación sobre 
la aceptación por parte del Gobierno de anteproyectos de 
contratos colectivos propuestos por el sector patronal que 
desmejoran condiciones laborales, sociales y salariales. El 
orador solicitó de forma urgente e inmediata: 1) que se or-
ganice una misión de contactos directos para evaluar la si-
tuación y que la Oficina Regional de la OIT brinde asis-
tencia para preparar la misión; 2) que la OIT brinde asis-
tencia técnica para la reforma del Código del Trabajo; 
3) que el Gobierno proporcione información detallada so-
bre la violencia contra dirigentes campesinos, indígenas, 
sindicalistas, maestros y ambientalistas, para favorecer ac-
ciones de prevención, y 4) que se reinicien las negociacio-
nes de los contratos colectivos de organizaciones estatales 
y semiestatales. 

El miembro empleador de Honduras indicó que desde la 
ratificación del Convenio en 1956, se han realizado varias 
reformas al Código del Trabajo en cuanto al derecho fun-
damental de libertad sindical. El COHEP, organización re-
presentativa, ha expresado sus observaciones sobre el 
cumplimiento del Convenio, así como la CTH y la CGT. 
Los hechos violentos contra cualquier ciudadano hondu-
reño son lamentables, y respecto a los hechos denuncia-
dos, el Estado debe investigar, aclarar y sancionar a los 
responsables de los mismos. En lo que se refiere a la re-
forma al Código del Trabajo para adecuarlo al Convenio, 
el COHEP está dispuesto a llevar a cabo discusiones tri-
partitas sobre la propuesta de reforma en un ámbito de 
concertación y diálogo social en el marco del CES. El sec-
tor empleador de Honduras cree en los principios de la li-
bertad de sindicación y del respeto a la autodeterminación 
de empleadores y de trabajadores. Es preocupante consta-
tar que la observación de la Comisión de Expertos se re-
fiere a cuestiones legislativas relacionadas con el derecho 
de huelga. En tal sentido, hay que reiterar la postura del 
Grupo de los Empleadores según la cual este derecho no 
se encuentra regulado en el Convenio y no existe base para 
discutir este tema en la Comisión. Por lo tanto, las conclu-
siones del caso no deberían hacer referencia al derecho de 
huelga y el Gobierno no está obligado a seguir las reco-
mendaciones de la Comisión de Expertos en relación a 
este tema específico. Asimismo, es importante destacar la 
declaración conjunta del Grupo de los Trabajadores y del 
Grupo de los Empleadores de 23 de febrero de 2015 y la 
del Grupo Gubernamental de la misma fecha, en la cual se 
indica que «el ámbito y las condiciones de ejercicio de este 
derecho son regulados a nivel nacional». En tal sentido, 
cualquier solicitud que la Comisión de Expertos realice al 
Gobierno de que alinee su legislación y práctica con sus 
propias reglas sobre el «derecho de huelga» no sólo no es 
vinculante, sino que también está fuera del alcance de la 
supervisión de normas. La democratización de las organi-
zaciones de empleadores y de trabajadores, donde la ma-
yoría sea la que tome las decisiones en condiciones de 
igualdad, libertad y sin presión alguna, es importante. 
Desde 1993, el COHEP ha apoyado la decisión de refor-
mar de manera general el Código del Trabajo, que ha que-
dado desfasado en el tiempo, con el objeto de promover y 

generar el empleo en el país. La conformación de más de 
una organización sindical de base o empresa en un mismo 
centro de trabajo también es importante, pero la negocia-
ción colectiva debe realizarla quien tenga la mayoría de 
los trabajadores de la empresa. Una efectiva reforma y 
adecuación de la legislación nacional con los convenios es 
necesaria y debe realizarse de manera tripartita, con el 
acompañamiento técnico de la OIT, en un plazo determi-
nado de no más de tres meses en el seno del CES, y debe 
responder a todos los sectores. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miem-
bros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, No-
ruega, ex República Yugoslava de Macedonia, Montene-
gro y Serbia, declaró que los países mencionados conce-
den gran importancia al respeto de los derechos humanos, 
como la libertad sindical de los trabajadores y la libertad 
de asociación de los empleadores y la protección del dere-
cho de sindicación, y recordó el papel importante que 
desempeña la OIT. En el marco del Acuerdo de Asocia-
ción entre la UE y Centroamérica, tanto la UE como Hon-
duras se han comprometido a aplicar con eficacia los con-
venios de la OIT. Aunque se registraron avances, la ele-
vada tasa de homicidios, cuyo aumento obedece a la pre-
sencia notable de la delincuencia organizada en el país, 
constituye un problema persistente y la situación de los 
derechos humanos sigue planteando graves problemas. La 
oradora expresó su profunda preocupación por las recien-
tes denuncias de nuevos homicidios, secuestros y amena-
zas de muerte en contra de los miembros del movimiento 
sindical que figuran en el informe de la Comisión de Ex-
pertos y solicitó más información sobre el resultado de las 
investigaciones de los homicidios que se cometieron entre 
2010 y 2014. Instó a las autoridades nacionales a garanti-
zar que se lleven a cabo de inmediato una investigación 
adecuada y el procesamiento de los autores materiales e 
intelectuales de esos delitos y les pidió que adopten medi-
das para proteger debidamente a los representantes sindi-
cales, pues los derechos de las organizaciones de trabaja-
dores y de empleadores sólo se pueden ejercer en un clima 
que esté exento de violencia, presión y amenazas. La lucha 
contra la impunidad debería seguir siendo una prioridad 
para el Gobierno y, por lo tanto, expresó un apoyo firme a 
la labor de la Misión contra la Corrupción y la Impunidad 
en Honduras enviada por la Organización de los Estados 
Americanos. Asimismo, consideró que para alcanzar el 
objetivo es fundamental fortalecer y velar por la imparcia-
lidad de la policía nacional y las instituciones judiciales. 
La libertad sindical y la negociación colectiva son una po-
derosa herramienta para asegurar la estabilidad social y el 
desarrollo económico y la primera responsabilidad del Go-
bierno sigue siendo la creación de un entorno propicio 
para el diálogo tripartito y dicha libertad, aunque sea una 
tarea compleja. La Comisión de Expertos ha subrayado 
durante muchos años que es necesario modificar algunas 
disposiciones del Código del Trabajo que no concuerdan 
con el Convenio, en particular las restricciones al derecho 
de sindicación y al derecho de huelga. A ese respecto, la 
oradora acogió con beneplácito la reforma del Código del 
Trabajo iniciada hace algunos años, con el apoyo de la 
OIT, pero lamentó que no se haya realizado ningún pro-
greso desde que se presentó el proyecto de reforma al Con-
sejo Económico y Social en 2014. Si bien reconoció la si-
tuación compleja y problemática desde un punto de vista 
político que prevalece en el país, alentó al Gobierno a que 
organice consultas adecuadas sobre la reforma con los in-
terlocutores sociales a fin de finalizarla y presente un pro-
yecto al Congreso e invitó a los interlocutores sociales a 
que participen en el debate en forma constructiva. La UE 
y sus Estados miembros seguirán cooperando con el Go-
bierno y apoyándolo en sus esfuerzos por cumplir los con-
venios de la OIT. 
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La miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre de una significativa mayoría de los países de 
América Latina y el Caribe, indicó que la composición de 
la delegación y la información presentada muestran la 
transparencia del Estado y el compromiso de las más altas 
autoridades en trabajar para investigar todos los casos. 
Hay que rechazar cualquier acto de agresión, violencia o 
impunidad contra la integridad y la vida de las personas, y 
al mismo tiempo resaltar el gran esfuerzo del Gobierno, en 
la reducción de los índices de violencia. El Gobierno ha 
hecho avances en materia de prevención y protección de 
la defensa de los derechos humanos, particularmente los 
derechos de los trabajadores, así como en materia de in-
vestigación criminal (judicialización del 41 por ciento de 
los casos mencionados y medidas integrales para proteger 
a siete líderes sindicales). En el período 2014-2018, un 
significativo número de personalidades jurídicas han sido 
otorgadas a nuevas organizaciones sindicales, tanto del 
sector privado como del sector público. Se valoran los es-
fuerzos y la voluntad del Gobierno para someter nueva-
mente al CES, la discusión de las reformas al Código del 
Trabajo y así continuar con la elaboración conjunta de una 
Hoja de ruta que permita la armonización del Código con 
el Convenio. Finalmente, la oradora alentó al Gobierno a 
seguir con sus esfuerzos para dar cumplimiento a los com-
promisos internacionales contraídos en materia laboral y 
confió en que se continuará fortaleciendo el diálogo y la 
construcción del consenso tripartito. 

El miembro gubernamental de Panamá manifestó su 
apoyo a la declaración realizada por la miembro guberna-
mental del Paraguay. El proceso de reforma legislativa en 
curso en el país es una demonstración de los esfuerzos del 
Gobierno para resolver los problemas relativos al crimen 
organizado que cuenta con desestabilizar el Estado y cuya 
acción no está dirigida contra las organizaciones de los 
empleadores y de los trabajadores. Acogió con agrado la 
asistencia brindada por la OIT y animó al Gobierno a se-
guir con sus esfuerzos. 

El miembro trabajador de España manifestó su solidari-
dad con todos los sindicalistas, trabajadores y ciudadanos 
que ponen en peligro su integridad física y su vida para 
defender los derechos fundamentales del trabajo en Hon-
duras. Dichos trabajadores no sólo padecen altos niveles 
de inseguridad, desigualdad y pobreza, sino que además 
sufren una violencia antisindical extraordinaria, cuyo 
único objetivo es debilitar y destruir al movimiento sindi-
cal. Las detenciones ilegales, los secuestros y los asesina-
tos de miembros del movimiento sindical, forman parte de 
una deplorable realidad, consecuencia directa de la falta 
de legitimidad del Estado, de la crisis de institucionalidad 
y de la ausencia absoluta de separación de poderes, que se 
prolonga en Honduras desde el golpe de Estado de 2009. 
Esta situación no sólo pone de relieve una violación clara 
del Convenio sino también de los derechos humanos. El 
Gobierno no ha hecho lo suficiente para cumplir con el 
Convenio, por lo contrario, su actuación se ha dirigido a 
limitar y entorpecer el ejercicio legal de las garantías que 
contiene. En este sentido, no ha habido avances en la per-
secución de los autores de los casos de homicidios de di-
rigentes sindicales y sindicalistas; en el fortalecimiento de 
las políticas dirigidas a proteger y reaccionar contra las 
conductas antisindicales; ni en la adecuación del Código 
del Trabajo al Convenio. Por todo lo expuesto, el orador 
apoyó las demandas de las centrales sindicales de Hondu-
ras y consideró que la OIT debería enviar una misión de 
contactos directos para verificar el cumplimiento del Con-
venio y también proporcionar la asistencia técnica necesa-
ria. 

La miembro gubernamental del Líbano agradeció la in-
formación presentada por el Gobierno y expresó su reco-
nocimiento por los esfuerzos realizados y los procedi-

mientos adoptados con respecto a la lucha contra la impu-
nidad en todos los ámbitos (jurídico, judicial o administra-
tivo) a fin de proteger a los defensores de los derechos hu-
manos, los jueces y los sindicalistas. Asimismo, acogió 
con beneplácito la reforma del Código del Trabajo para 
velar por el cumplimiento del Convenio, alentó a que se 
entable un diálogo social para finalizar las enmiendas e in-
vitó a la OIT a que preste asistencia técnica a Honduras 
cuando sea necesario. 

El miembro empleador de Chile observó con preocupa-
ción que, no obstante los esfuerzos del Gobierno para 
combatir la violencia, la situación sigue siendo muy grave, 
tal como han denunciado la CGT y la CTH. Reconociendo 
que la impunidad es un problema de máxima gravedad y 
un peligroso incentivo para la violencia y la inseguridad, 
el Gobierno debería aumentar los recursos humanos y ma-
teriales necesarios para garantizar la vida y la integridad 
de la población. Asimismo, el Gobierno debería modificar 
y adecuar el Código del Trabajo a las relaciones laborales 
actuales y al Convenio. Por último, la sugerencia de mo-
dificación legal en materia de derecho de huelga es una 
solicitud errada de la Comisión de Expertos en cuanto este 
derecho no se encuentra contemplado en ningún convenio 
de la OIT. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos indicó que 
es necesario prestar atención a la violencia recurrente en 
contra de los sindicalistas y que la persistencia de las vio-
laciones de la libertad sindical facilita que se cometan in-
numerables violaciones de la legislación laboral y que la 
impunidad se haya generalizado en Honduras. Señaló ade-
más la manifiesta incapacidad de los gobiernos, incluidos 
los de Honduras y los Estados Unidos, para aplicar las nor-
mas de la OIT que permiten proteger los derechos de los 
trabajadores en los acuerdos comerciales internacionales. 
En el Tratado de Libre de Comercio de Centroamérica se 
exige que las partes protejan la libertad sindical, pero du-
rante años se ha reconocido que Honduras no cumple el 
Convenio. En marzo de 2012, se presentó una queja por 
violaciones de los derechos laborales establecidos en el 
capítulo relativo al trabajo de dicho Tratado y, finalmente, 
después de casi tres años, el Gobierno de los Estados Uni-
dos estimó que los 17 casos que figuran en la queja eran 
procedentes. En consecuencia, ambos Gobiernos negocia-
ron un plan detallado de seguimiento y realizaron consul-
tas con los trabajadores y los empleadores para adoptar 
una ley mejorada sobre la inspección del trabajo; sin em-
bargo, seis años después de la presentación de la queja, no 
se ha reintegrado a ningún sindicalista ni se ha restable-
cido ningún sindicato relacionado con alguno de los casos 
mencionados. Además de la violencia, las prácticas de los 
empleadores y la falta de acción del Gobierno frustran los 
intentos de los trabajadores de constituir sindicatos y de-
fender las normas del trabajo. Por ejemplo, en el sector 
agrícola, la industria más grande de Honduras, persisten 
las violaciones sistemáticas de las normas relativas al sa-
lario mínimo, las horas extraordinarias, la salud y la segu-
ridad, y el trabajo infantil y quienes tratan de constituir un 
sindicato a nivel de toda la industria afrontan situaciones 
en las que son víctimas de violencia recurrente y se les 
niegan sus derechos de libertad sindical, sin olvidar los in-
tentos de constituir sindicatos controlados por los emplea-
dores, el rechazo de los empleadores a negociar con los 
representantes de los trabajadores y las tácticas antisindi-
cales, como el acoso y el aislamiento de los dirigentes de 
los lugares de trabajo, así como la tardanza del Gobierno 
para reconocer los sindicatos locales del STAS. La violen-
cia antisindical y la represión de la libertad sindical de los 
trabajadores agrícolas son una forma estratégica de dene-
gación de los derechos, en la que los empleadores y el Go-
bierno parecen estar de acuerdo, y dicho comercio no con-
tribuye al trabajo decente ni al desarrollo sostenible. Ac-
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tores internacionales tales como: «Comercio Justo de Es-
tados Unidos» también certifican falsamente que una em-
presa multinacional de producción está cumpliendo con 
las normas del trabajo cuando en realidad ocurren decenas 
de violaciones laborales, algunas de las cuales han tenido 
lugar hace un mes. 

El miembro gubernamental de Suiza apoyó la declaración 
efectuada en nombre de la Unión Europea y lamentó que 
la Comisión tenga que discutir de nuevo este caso. En 
efecto, unas relaciones de trabajo sólidas y duraderas y un 
diálogo social que se desarrolle con confianza y seguridad 
constituyen uno de los factores clave para el desarrollo 
sostenible de una economía. Es lamentable observar que 
no se ha dictado ninguna sentencia condenatoria contra los 
autores de los homicidios, secuestros, violencias y amena-
zas mencionados por la Comisión de Expertos. La violen-
cia y la inseguridad a las que se enfrentan los sindicalistas 
al igual que la impunidad perjudican gravemente el buen 
funcionamiento del diálogo social. Cabe alentar al Go-
bierno a respetar el principio fundamental de la libertad 
sindical y adoptar las medidas necesarias para que los pro-
cedimientos en curso concluyan lo antes posible. De con-
cierto con los interlocutores sociales, el Gobierno debe 
también proseguir la reforma del Código del Trabajo para 
garantizar que se ajuste plenamente a las normas interna-
cionales del trabajo. El orador animó a Honduras a conti-
nuar los esfuerzos para promover el diálogo social y ga-
rantizar el clima de confianza necesario a este fin. 

La miembro trabajadora de la República de Corea de-
claró que en 2015 la Confederación de Sindicatos de Co-
rea y otros grupos visitaron San Pedro Sula para investigar 
el respeto de los derechos humanos y sindicales en empre-
sas coreanas instaladas en la ciudad. Los trabajadores de 
una empresa que produce autopartes testificaron acerca de 
las reiteradas violaciones de los derechos humanos bási-
cos, incluidos los despidos de dirigentes sindicales electos 
y la falta de aplicación por el Gobierno de las leyes orien-
tadas a proteger esos derechos o a proporcionar una repa-
ración a los trabajadores. Tras la entrada en vigor, en 
marzo de 2017, de la nueva Ley de Inspección del Trabajo, 
los trabajadores afectados presentaron una reclamación 
por violaciones de la libertad sindical, pero están aún es-
perando una respuesta del Gobierno y la situación no ha 
mejorado desde entonces. En octubre de 2017, la Secreta-
ría de Trabajo, a través de la inspección del trabajo llevó a 
cabo una inspección sobre la cuestión relativa a la nego-
ciación colectiva y, si bien los empleadores se comprome-
tieron en la negociación colectiva siete meses más tarde, 
siguen denegando el reconocimiento de los sindicatos o la 
negociación colectiva. La mencionada inspección también 
reveló que continúan las violaciones de la libertad sindical 
y de la negociación colectiva, que figuran en una queja de 
2012, y que el empleador objeto de dicha queja siguió ne-
gando que se hubiesen producido esas violaciones, obsta-
culizó y apeló los cargos y consiguió que se retrasara la 
impartición de justicia a los trabajadores. También per-
siste la discriminación contra los afiliados sindicales y el 
despido de éstos, valiéndose el empleador del acoso, así 
como del cambio de asignación de tareas y de los descan-
sos para aislar a los dirigentes laborales de sus compañeros 
de trabajo y afiliados sindicales. En consecuencia, la ora-
dora comparte la profunda preocupación expresada por la 
Comisión de Expertos e insta al Gobierno a que no esca-
time esfuerzos, desde la legislación hasta las medidas ad-
ministrativas, para que los trabajadores de Honduras ejer-
zan la libertad sindical y el derecho de negociación colec-
tiva. 

La miembro gubernamental del Canadá lamentó la falta 
de progreso por parte del Gobierno a la hora de reformar 
el Código del Trabajo para armonizarlo con el Convenio, 
así como la aparente ausencia de consultas tripartitas rela-
cionadas con la reforma. Expresó su preocupación en lo 

concerniente a las violaciones de derechos humanos men-
cionadas en el Informe del Alto Comisionado de las Na-
ciones Unidas para los Derechos Humanos, así como las 
denuncias de asesinatos, secuestros, actos de violencia y 
amenazas de muerte contra sindicalistas, con la aparente 
impunidad de los autores, que se destacan en el informe de 
la Comisión de Expertos y se debaten en la Comisión de 
la Conferencia. La oradora instó al Gobierno a que siga 
tomando todas las medidas necesarias para garantizar que 
se lleven a cabo investigaciones rápidamente y de confor-
midad con el Estado de derecho y el procedimiento de-
bido, y resaltó que es esencial que se adopten medidas re-
lativas a la investigación, el enjuiciamiento y la protección 
adecuadas para permitir el libre ejercicio de los derechos 
laborales en el país. Además, instó al Gobierno a que 
tome, en consulta con las organizaciones de trabajadores 
y de empleadores, todas las disposiciones necesarias para 
reformar el Código del Trabajo con arreglo a los principios 
del Convenio. A modo de conclusión, la oradora afirmó 
que su Gobierno sigue dispuesto a contribuir a que se res-
peten los derechos humanos en Honduras, entre otras co-
sas, mediante la plena aplicación de los instrumentos in-
ternacionales que recogen los derechos humanos y labora-
les, como el Convenio, e instó al Gobierno a que ponga en 
práctica su compromiso de aplicar y respetar esas normas. 

Un observador representante de la Internacional de Servi-

cios Públicos (ISP) se refirió a varios casos relacionados 
con problemas de violación a la libertad sindical, como: el 
no registro por parte del Ministro de Gobernación de la 
nueva Junta Directiva de la Asociación Nacional de Em-
pleados Públicos de Honduras (ANDEPH); el despido, el 
13 de enero de 2016, de la anterior presidente de la orga-
nización del Ministerio de Salud, que la llevó a interponer 
una demanda judicial por despido antisindical; el despido 
el 30 de marzo de 2018 de 700 trabajadores de la corpora-
ción municipal de San Pedro Sula, entre ellos 39 miembros 
del Sindicato de Empleados y Trabajadores de la Munici-
palidad Sampedrana (SIDEYTMS) con fuero sindical, por 
lo que se interpusieron acciones judiciales para la reposi-
ción o el pago de prestaciones laborales y, como conse-
cuencia, negación del alcalde de firmar el nuevo convenio 
colectivo; la persecución por denuncias falsas de miem-
bros del Sindicato de Trabajadores de la Medicina, Hospi-
tales y Afines (SITRAMEDHYS), por ejemplo, la presi-
denta de la seccional 3 del Hospital Santa Bárbara y la pre-
sidenta de la seccional 34 del Hospital de Puerto Cortez. 
Además, en la casa presidencial se ha implementado un 
sistema de contratación de nuevas plazas para hacer frente 
a la sobrecarga de trabajo, pero de forma solapada el nom-
bramiento se condiciona a la no sindicalización. Estos ca-
sos pueden ser considerados banales si los contrastamos 
con el asesinato de docenas de sindicalistas y activistas de 
derechos humanos en el país. Sin embargo, si el Gobierno 
no es capaz de hacer frente a estos problemas banales, mu-
cho menos se puede considerar que tiene la capacidad y 
voluntad política para resolver los asesinatos de nuestros 
compañeros. Es evidente que los planes estratégicos, mar-
cos nacionales, creación de secretarías y cuerpos especia-
lizados, Memorándums de Entendimiento, Hojas de ruta, 
como medios para hacer frente a la impunidad, la violen-
cia y la inseguridad, no funcionan. Sólo sirven para que el 
Gobierno no enfrente a su responsabilidad. No se puede 
seguir aceptando este tipo de medio como respuesta a la 
problemática en el país. Se requiere justicia para que los 
sindicalistas hondureños puedan ejercitar sus derechos en 
un clima sin intimidación, sin violencia, y sin muerte. Las 
conclusiones de la Comisión deben reflejar la seriedad de 
la situación y exigir del Gobierno resultados tangibles a 
corto plazo. 

El miembro trabajador de Colombia indicó que el Go-
bierno se encuentra nuevamente cuestionado por el sis-
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tema de control, en razón a la grave violación del Conve-
nio, denunciada por la CSI, la Confederación Sindical de 
Trabajadores y Trabajadoras de las Américas (CSA), la 
Internacional de la Educación (IE) y las centrales sindica-
les nacionales, ante la ocurrencia reiterada de amenazas, 
secuestros, incluso asesinatos contra dirigentes sindicales 
de varios sectores (entre ellos el de la educación, que suele 
ser el que más víctimas registra por el ejercicio de la aso-
ciación sindical). La ausencia de una investigación efec-
tiva de los delitos, la negativa a reconocer su naturaleza 
antisindical y la no imposición de fallos ejemplificantes 
brindan un espacio propicio a los crímenes contra los y las 
dirigentes sindicales y se juntan a la gravedad de las vio-
laciones del derecho a la vida e integridad. Recordando 
que la Comisión de Expertos señaló gravísimos obstáculos 
al ejercicio del derecho de huelga en violación del Conve-
nio, también identificados en Colombia, es lamentable que 
ambos países ignoren estos comentarios. Al contrario, se 
prohíbe a las federaciones y confederaciones declarar la 
huelga, se exigen mayorías inalcanzables para votar la 
huelga e imposibilitarla en servicios que no son públicos 
esenciales en el sentido estricto del término, y no se modi-
fica el Código del Trabajo que no garantiza la libertad sin-
dical y conserva restricciones indebidas a su ejercicio. Ex-
presó su preocupación por el hecho de que los gobiernos 
reiteradamente hagan caso omiso a las recomendaciones 
de la Comisión de Expertos, el Comité de Libertad Sindi-
cal y la Comisión y reiteró el total apoyo a la solicitud de 
una misión de contactos directos realizada por el miembro 
trabajador de Honduras. 

La miembro gubernamental de la República Dominicana 
manifestó su apoyo a la declaración realizada por la miem-
bro gubernamental del Paraguay y reconoció las acciones 
llevadas a cabo por el Gobierno para reconocer la perso-
nería jurídica a nuevos sindicatos, los avances en materia 
de seguridad, complementados con medidas legislativas, 
judiciales y administrativas, para lograr el fortalecimiento 
de las instituciones que velan por la protección efectiva de 
los derechos humanos, la convivencia pacífica y el disfrute 
total de los derechos y principios fundamentales del tra-
bajo. 

Un observador, en representación de la Internacional de la 
Educación, destacó el papel desempeñado por las organi-
zaciones gremiales, sindicales y de la clase trabajadora en 
contra del golpe de Estado de 2009 y sus consecuencias 
(despidos de docentes, asesinatos, encarcelación y suspen-
sión de 18 y 303 docentes respectivamente, abandono del 
diálogo entre maestros y autoridades educativas y conge-
lamiento del salario a los docentes durante nueve años, 
desempleo de 28 000 maestros, existencia de 4 500 y 
2 500 escuelas unidocentes y bidocentes, carencia de ser-
vicios de agua y luz en las estructuras educativas, exclu-
sión del sistema educativo público de alrededor de 
500 000 niños y jóvenes, exclusión por la Ley Fundamen-
tal de Educación de los docentes y de la sociedad en gene-
ral de los organismos e instancias de decisión en la formu-
lación y seguimiento de las políticas públicas en materia 
educativa, alto índice de analfabetismo, reducción del pre-
supuesto para educación y aprobación de leyes que crimi-
nalizan la protesta pública). Según el observatorio de la 
violencia de la Universidad Nacional Autónoma de Hon-
duras desde 2009 hasta la fecha se asesinaron impune-
mente más de 83 docentes y 30 estudiantes en el primer 
trimestre de 2018. Ante la violencia, los docentes emigran 
a diferentes países. Se propuso sin éxito al Gobierno que 
se instale una mesa de diálogo para lograr un pacto social 
por la educación pública de calidad. El observador pro-
puso: 1) que se organice una misión de contactos directos 
para evaluar la situación; 2) que el Gobierno informe sobre 
los avances en los procesos gubernamentales y jurisdic-
cionales, y 3) que ningún caso de los denunciados quede 
en la impunidad. 

La miembro gubernamental de México se adhirió a la de-
claración realizada por la miembro gubernamental del Pa-
raguay y agradeció las informaciones brindadas y las ac-
ciones concretas adoptadas por el Gobierno para atender 
la observación de la Comisión de Expertos. En especial, 
su voluntad para someter nuevamente a consideración del 
CES, principal entidad de diálogo y concertación social 
del país, las reformas de 2014 que quedaron pendientes al 
Código del Trabajo. Se confía en que ello coadyuve al 
consenso para dar continuidad a la elaboración de una 
Hoja de ruta, que permita la armonización del Código con 
el Convenio. El respeto de los derechos fundamentales en 
el trabajo es un componente esencial para la realización 
del trabajo decente y, por ello, resulta satisfactoria la aper-
tura del Gobierno y su disposición a colaborar con los me-
canismos de control. Teniendo en cuenta su buena volun-
tad, se alienta al Gobierno a continuar emprendiendo es-
fuerzos tendientes a superar los retos que plantea la Comi-
sión de Expertos y seguir trabajando de la mano de la OIT 
en el fortalecimiento del diálogo como herramienta funda-
mental para alcanzar la paz laboral. 

El miembro trabajador del Brasil señaló que las centrales 
sindicales de Honduras manifiestan su profunda preocu-
pación ante los casos de asesinatos, amenazas de muerte, 
persecución y seguimiento a dirigentes sindicales y ante la 
negligencia con que el Estado trata estos casos. No se ha 
recibido ningún informe sobre la persecución de estos crí-
menes, a pesar de que en la última década más de 300 de-
fensores de los derechos humanos hayan sido asesinados. 
Cabe señalar a la atención del Gobierno que es obligación 
constitucional del Estado garantizar que los derechos de 
las organizaciones de trabajadores se ejerzan en un clima 
exento de violencia, presiones o amenazas, en el que se 
respetan plenamente los derechos humanos. El Gobierno 
no ha respondido a la solicitud de revisar el Código del 
Trabajo y ha impuesto leyes que vulneran los derechos la-
borales contemplados en el Código del Trabajo y los con-
venios internacionales. Tal es el caso de la Ley de Empleo 
por Hora, la reforma al artículo 7 del Código del Trabajo, 
o la modificación del artículo 72 de la Ley de Inspección 
del Trabajo. Ante la gravedad de la situación, el orador 
solicitó al Gobierno que garantizara la plena libertad de 
reunión y de manifestación y que cesara inmediatamente 
las prácticas que violan los derechos humanos y la libertad 
sindical. 

El miembro gubernamental del Brasil manifestó su apoyo 
a la declaración realizada por la miembro gubernamental 
del Paraguay. Al mismo tiempo expresó su preocupación 
en relación a los procedimientos adoptados en esta Comi-
sión, sin consenso tripartito. Asimismo, rechazó firme-
mente los actos de violencia antisindical y alentó al Go-
bierno a seguir con sus esfuerzos y avances concretos en 
la prevención de la violencia y en la lucha contra la impu-
nidad, reconociendo los esfuerzos para promover, a través 
de acciones prácticas y cambios normativos, los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo, en particular la li-
bertad sindical, así como para reformar y modernizar su 
legislación laboral. 

La miembro trabajadora del Canadá aludió a la profunda 
preocupación expresada por la Comisión de Expertos en 
relación con los crímenes antisindicales y al contexto de 
impunidad que persiste y dijo que éstos se enmarcan en un 
contexto sistemático más amplio de violencia contra los 
sindicalistas, al igual que contra los defensores de los de-
rechos humanos y ambientales. Según varias fuentes, 
desde 2009, 31 sindicalistas han sido asesinados, 200 han 
resultado heridos en ataques violentos, 52 trabajadores 
han muerto en confrontaciones contra los terratenientes y 
el Gobierno, 120 activistas medioambientales han muerto 
(desde 2010) y los ataques y la represión contra los ciuda-
danos hondureños han continuado con la muerte de 14 per-
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sonas (incluyendo niños) durante los episodios de violen-
cia relacionados con las elecciones en diciembre de 2017. 
Los conflictos sociales están relacionados con las dispari-
dades económicas y las políticas del Gobierno, como las 
políticas agrarias y de inversión, que a menudo llevan a 
que se concedan permisos sobre las tierras a las grandes 
compañías internacionales, como por ejemplo empresas 
canadienses o de los Estados Unidos, pasando por encima 
de los derechos de la población rural pobre. Los recursos 
jurídicos de que disponen las personas afectadas más vul-
nerables para proteger sus derechos son limitados, y 
cuando recurren a ellos se convierten en víctimas de cam-
pañas de difamación, actos de intimidación, amenazas y 
ataques, como ha sido el caso de la activista medioambien-
tal y líder indígena, Sra. Berta Cáceres, asesinada hace dos 
años en su casa después de recibir durante años amenazas 
contra su vida. Según la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, la tasa de impunidad oscila entre el 95 y 
el 98 por ciento y rara vez se hace justicia. Para concluir, 
la oradora se hizo eco de las observaciones de la Comisión 
de Expertos que indican que la ausencia de sentencias con-
denatorias contra los culpables de delitos refuerza el clima 
de violencia e inseguridad y resulta perjudicial para el 
ejercicio de los derechos sindicales y los derechos huma-
nos. 

La miembro gubernamental de El Salvador coincidió con 
la declaración realizada por la miembro gubernamental del 
Paraguay y agradeció las informaciones brindadas relati-
vas al cumplimiento del Convenio. La presencia de altas 
autoridades ante la Comisión denota el compromiso del 
Gobierno de Honduras. Cabe destacar los esfuerzos reali-
zados en materia de prevención, protección e investiga-
ción del derecho a defender derechos humanos, particular-
mente los derechos de los trabajadores; la judicialización 
del 41 por ciento de los casos mencionados; las medidas 
integrales para proteger a siete líderes sindicales; la sumi-
sión al CES de las reformas al Código del Trabajo que 
quedaron pendientes, y la elaboración conjunta de una 
Hoja de ruta que permita la armonización del Código con 
el Convenio. La oradora confió en que el Gobierno conti-
nuará con sus esfuerzos para asegurar el cumplimiento del 
Convenio y así garantizar los derechos relativos a la liber-
tad sindical y al derecho de sindicación. 

El miembro trabajador de la República Bolivariana de Ve-

nezuela indicó que la importancia del Convenio, uno de los 
ocho fundamentales, radica en la protección del derecho 
de todos los trabajadores a constituir libremente sindicatos 
que promuevan y defiendan los derechos laborales como 
la libertad sindical. La Comisión de Expertos señala una 
serie de asesinatos de dirigentes sindicales, maestros, in-
dígenas, campesinos, defensores de derechos humanos y 
ambientales, lo que muestra un desprecio a la vida por 
aquellos que se ven afectados en sus intereses por las ac-
ciones que estos compañeros y compañeras realizan. La 
cantidad de muertos en el país, por participar en protestas 
sociales y políticas, organizar sindicatos, defender el me-
dio ambiente o simplemente señalar la corrupción es la ra-
zón de la discusión del caso en el seno de la Comisión. Es 
importante resaltar la total impunidad en que se encuen-
tran estos casos, por lo que hay que hacer un llamado al 
Gobierno para que genere espacios de diálogo que permi-
tan establecer programas eficaces de protección a defen-
sores de derechos humanos y laborales. La situación de los 
sindicatos estatales, a quienes se les niega el acceso a la 
contratación colectiva y aumentos salariales, eviden-
ciando la falta de protección laboral, es preocupante, así 
como el temor de los trabajadores a participar en los pro-
cesos de reformas del Código del Trabajo por posible me-
noscabo de derechos. A la opresión social, se suma la fle-
xibilización, provocando un retroceso de los derechos la-
borales, generando reformas en detrimento de beneficios 

ya establecidos. Leyes que incentivan la desprotección so-
cial e incumplimiento de consensos tripartitos, han llevado 
al señalamiento internacional de la desprotección laboral 
del Estado. Se solicitó una misión de contactos directos 
que permita evaluar la información del Gobierno y consul-
tar con las centrales obreras hondureñas sobre la realidad 
de la situación de criminalización y flexibilización laboral 
y especialmente el papel del Estado como protector de los 
derechos humanos y laborales. 

Una representante gubernamental mencionó que la segu-
ridad continúa siendo una prioridad en la agenda de la pre-
sente administración. La violencia y la inseguridad aún 
presentan muy profundos problemas, cuyas consecuencias 
son graves para la sociedad hondureña, por ello, se hacen 
enormes esfuerzos para eliminar estos obstáculos, fortale-
ciendo las instituciones e implementando múltiples accio-
nes estatales. Estas medidas que en su conjunto han per-
mitido obtener avances en la protección de los connacio-
nales, tal y como se evidenció, pues Honduras ha reducido 
sus índices de homicidios a 42,7 puntos en cinco años, un 
logro histórico para el país y ejemplo para el mundo con-
siderando que en 2011 la cifra fue de 87,3 por cada 
100 000 habitantes. Estos logros se han producido gracias 
a los avances que se han expuesto, como la protección de 
los sindicalistas como a defensores de derechos humanos, 
la creación de la estructura dentro del Ejecutivo para pre-
venir e investigar el delito y su consecuente fortaleci-
miento. En relación a los principales avances en el com-
bate al crimen organizado, estos esfuerzos han sido ampli-
ficados: en 2016 se efectuaron 18 extradiciones; se ejecu-
taron 9 395 órdenes de captura; se destruyeron diez narco 
laboratorios; se decomisaron 8 350 armas de fuego y se 
incautaron 1 256 bienes de origen ilícito. Dicho avance, ha 
sido posible gracias a los esfuerzos de los órganos opera-
dores de justicia y a la coordinación que hoy en día existe 
en el combate al crimen. Continúan los esfuerzos para el 
fortalecimiento integral de la investigación criminal: en 
los últimos años se ha fortalecido el Ministerio Público en 
más de 24 millones de dólares de los Estados Unidos entre 
2015 y 2017, lo que le ha permitido impulsar las causas 
investigativas mediante la creación de nuevas dependen-
cias, como la Fiscalía Especial para la protección de de-
fensores de derechos humanos, periodistas, operadores de 
justicia, defensores de trabajadores y comunicadores so-
ciales. Ello también ha permitido fortalecer la Agencia 
Técnica de Investigación Criminal (ATIC), incremen-
tando su presupuesto que al iniciar operaciones era de 
aproximadamente 1,1 millones de dólares de los Estados 
Unidos a 6,4 millones de dólares. También se aprobó el 
reglamento especial de organización y funcionamiento de 
la dirección de medicina forense y el reglamento especial 
de organización y funcionamiento de la dirección de lucha 
contra el narcotráfico. En el ámbito de los esfuerzos para 
fortalecer el sistema de justicia, y a fin de mejorar el sis-
tema de impartición de justicia en el país, se han imple-
mentado diversas medidas, entre las que destacan: i) el in-
cremento en 2017 del presupuesto del Poder Judicial en 
más de 10 millones de lempiras, en relación al año 2016; 
ii) la reforma a la Ley Especial de Órganos Jurisdicciona-
les con Competencia Territorial, y iii) la creación de los 
juzgados especiales con jurisdicción nacional para cono-
cer los casos de corrupción y extorsión; así como la crea-
ción de la Comisión especial para el proceso de selección 
de los jueces y magistrados anticorrupción y antiextorsión, 
integrada por representantes de la sociedad civil, la Corte 
Suprema de Justicia y la Misión de Apoyo contra la Co-
rrupción y la Impunidad en Honduras (MACCIH). Todos 
los esfuerzos mencionados representan algunos de los más 
grandes ejemplos de Honduras en el combate a la corrup-
ción e impunidad, además de los cuales se debe mencionar 
la instalación en abril de 2016 de la MACCIH, promo-
viendo un fortalecimiento en la labor investigativa de las 
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instituciones del Estado. Igualmente, se han adoptado le-
yes que facilitan las labores en contra de la corrupción e 
impunidad, entre las que destacan: i) la creación de la Uni-
dad Fiscal Especial Contra la Impunidad de la Corrupción 
(UFECIC); ii) la aprobación de la Ley de Financiamiento, 
Transparencia y Fiscalización de Partidos Políticos en 
Honduras, y iii) la instauración de una política anticorrup-
ción en la Procuraduría General de la República. Honduras 
se aleja cada día más de su pasado violento causado por el 
crimen organizado y se convierte en una tierra más amiga-
ble para los defensores de derechos humanos. Un paso im-
portante en este sentido fue la aprobación de la Ley de 
Protección para las y los Defensores de Derechos Huma-
nos, Periodistas, Comunicadores Sociales y Operadores de 
Justicia, la cual instaura el Sistema Nacional de Protec-
ción, el cual actualmente protege a siete líderes sindicales. 
En relación al caso de la Sra. Berta Cáceres, hay nueve 
personas detenidas y bajo proceso. Dentro de las medidas 
cautelares ordenadas por el Sistema Interamericano de 
Protección de Derechos Humanos, los miembros del Con-
sejo indígena San Isidro y los del Movimiento Lenca de la 
Paz, se benefician de una medida cautelar. Recientemente 
el Relator Especial sobre la situación de las y los defenso-
res de derechos humanos de las Naciones Unidas, visitó el 
país, lo que significa un importante mensaje de apertura y 
de deseo en seguir mejorando para sobrepasar los desafíos 
de derechos humanos. Por último, la promoción y defensa 
de los derechos humanos en Honduras se ha fortalecido 
con la creación de la Secretaría de Estado en el Despacho 
de Derechos Humanos, dando un paso firme hacia la pro-
tección de los derechos humanos desde el Estado. En el 
día de hoy, hay 211 personas entre defensores de derechos 
humanos, operadores judiciales y sindicalistas que están 
bajo protección. 

Otro representante gubernamental reiteró que todos es-
tos esfuerzos son prueba fehaciente de que Honduras 
asume con convicción sus compromisos internacionales 
en la protección de los derechos que garantiza el Convenio 
y de que no existe ninguna política de persecución y vio-
lencia antisindical desde el Estado, sino que se han creado 
las estructuras para combatir la impunidad y proteger los 
derechos de las y los líderes sindicalistas. Sobre las refor-
mas al Código del Trabajo y sobre las nuevas inscripcio-
nes sindicales y la actuación del nuevo Gobierno y el res-
peto a derechos laborales, Honduras vive una nueva etapa 
en donde se garantizan mayores libertades individuales y 
el ejercicio de los derechos. En este contexto, el Gobierno 
reitera su voluntad política, de adoptar acciones conducen-
tes para materializar las reformas al Código del Trabajo, 
de manera de armonizarlo con los convenios ratificados, 
proceso que se ha venido realizando de forma gradual me-
diante el diálogo social y de forma tripartita en el CES tal 
y como sucedió con la nueva Ley de Inspección del Tra-
bajo, que ha sido la mayor reforma al Código del Trabajo 
en la historia de su vigencia. En cuanto a los avances en la 
aplicación de la nueva Ley de Inspección del Trabajo, ésta 
ha permitido crear paulatinamente una nueva cultura de 
cumplimiento, con 32 268 inspecciones realizadas a la fe-
cha, de las cuales se han beneficiado 433 304 trabajadores. 
Asimismo, desde la entrada en vigor de dicha ley, se han 
impuesto multas por distintas infracciones laborales por 
un valor aproximado de 1,2 millones de dólares de los Es-
tados Unidos, resaltándose un monto total de 62 000 dóla-
res por violaciones a libertades sindicales y 198 000 dóla-
res por obstrucción a la labor de la inspección. En cuanto 
a la armonización del Código del Trabajo con el Convenio 
y a las reformas pendientes, y recordando lo sucedido en 
2014 donde las centrales de trabajadores expresaron sus 
reservas, la Secretaría de Trabajo y Seguridad Social está 
elaborando una nueva propuesta que servirá de base en las 
discusiones. En ese sentido, el Gobierno asume su com-
promiso de someter de nuevo al CES la discusión de las 

reformas y asimismo elaborar una Hoja de ruta que per-
mita continuar con la armonización del Código con el 
Convenio en busca de que se logre el consenso. En este 
sentido se solicita de nuevo la asistencia y el acompaña-
miento técnico de la OIT. Honduras seguirá siendo un Es-
tado respetuoso de los derechos humanos, donde la pro-
tección y promoción de dichos derechos está en el centro 
de todas las acciones. El orador destacó que el Estado es 
un socio con causas comunes con la OIT ya que se com-
parten valores e intereses en un afán de seguir haciendo 
importantes aportes a la consecución de los objetivos in-
ternacionales de justicia social con equidad y un mejor 
ámbito de trabajo. 

Los miembros empleadores, agradecieron las informacio-
nes brindadas. Respecto de los derechos sindicales y las 
libertades públicas se valoran los esfuerzos del Gobierno 
por fortalecer las instituciones de seguridad, pero lo hecho 
hasta ahora es aún insuficiente. Se exhorta al Gobierno a 
acelerar los procesos de investigaciones que concluyan 
con el sometimiento de los responsables ante la justicia y 
a que informe a la Comisión de Expertos sobre los resul-
tados de las mismas y las sentencias condenatorias cuando 
se dicten. En relación al artículo 2 y siguientes del Conve-
nio relativos a la constitución, autonomía y actividades de 
las organizaciones sindicales, la reforma del Código del 
Trabajo es necesaria, pero no sólo para adaptarlo al Con-
venio sino a las nuevas formas de trabajo. Se hace indis-
pensable establecer un diálogo social tripartito para lograr 
las modificaciones legislativas pendientes, tal como se 
hizo para la Ley de Inspección del Trabajo, y se podría 
tener en cuenta la economía informal. El diálogo tripartito 
debe realizarse de buena fe, y no necesariamente asegura 
el consenso. El necesario consenso confiere al final un po-
der de veto que fue lo que ocurrió con las reformas de 1993 
y de 2014 cuando la posición del sector sindical impidió 
avanzar. El Gobierno no puede renunciar a sus obligacio-
nes. Instaron al Gobierno a que acepte la asistencia técnica 
de la Oficina pero, visto el tiempo transcurrido, ésta tiene 
que tener plazos, antes de la próxima sesión de la Comi-
sión de Expertos, y reiteraron la solicitud del Grupo de los 
Empleadores en el sentido de que en las conclusiones de 
la Comisión no se haga referencia al derecho de huelga. 

Los miembros trabajadores en respuesta a los comenta-
rios de los miembros empleadores sobre al derecho de 
huelga, reiteraron que su posición no ha cambiado. El 
Convenio protege el derecho internacional de huelga. Este 
derecho es parte del derecho a la libertad sindical que es 
un derecho fundamental y asegura a los trabajadores que 
su voz, con demasiada frecuencia ignorada por los gobier-
nos y los empleadores, sea escuchada. Por ende, el Go-
bierno tiene que adecuarse a las recomendaciones de la 
Comisión de Expertos. A pesar de las opiniones divergen-
tes sobre este tema en particular, los miembros trabajado-
res continúan comprometiéndose de manera constructiva 
para llegar a conclusiones consensuadas, de conformidad 
con el acuerdo con los empleadores. La situación en el país 
es sumamente grave (equiparándose a países como Guate-
mala y Colombia) con respecto a los altos niveles de vio-
lencia antisindical y una impunidad casi total por este tipo 
de crímenes. Es necesario solucionar inmediatamente esta 
situación. El Gobierno es abierta y directamente responsa-
ble de los actos de violencia antisindical que tuvieron lu-
gar después de las elecciones políticas de 2017, en los cua-
les docenas de civiles han sido asesinados por militares y 
policías, y miles han sido heridos, arrestados, encarcela-
dos o torturados por agentes estatales, y nadie ha sido res-
ponsabilizado por ello. El Gobierno es incapaz de hacer 
frente a la violencia y la impunidad contra los sindicalistas 
y participa en la violación generalizada de los derechos 
humanos. Ningún trabajador puede ejercer sus derechos 
fundamentales mientras sepa que las autoridades quedan 
impunes cuando cometen un asesinato. No obstante, este 



Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 
Japón (ratificación: 1965) 

 

9B Parte II/74  

caso no concierne solamente la violencia antisindical. Los 
trabajadores no tienen la posibilidad de ejercer su derecho 
a la libertad sindical debido a un Código del Trabajo defi-
ciente, un sistema de inspección laboral fallido (como se 
discutió en la Comisión de la Conferencia en 2016) y a 
algunos empleadores que violan la ley a sabiendas de que 
van a quedar impunes. Los miembros trabajadores expre-
saron su preocupación con respecto a los esfuerzos desple-
gados para frustrar la formación de sindicatos, especial-
mente en el sector de la agricultura, donde la discrimina-
ción antisindical es particularmente intensa, incluso en la 
producción del melón y el aceite de palma. Los trabajado-
res de la industria del vestido también se enfrentan a una 
oposición intensa e ilegal por parte de sus empleadores y 
a menudo son despedidos por tratar de formar sindicatos. 
Esto conlleva un aumento de la violencia. Por último, re-
cordando que la Comisión de Expertos observó durante 
años que la legislación laboral no cumple con el Convenio, 
los miembros trabajadores solicitaron al Gobierno que 
aborde inmediatamente por lo menos las reformas priori-
tarias mediante la promulgación de enmiendas elaboradas 
en colaboración con los interlocutores sociales. Asi-
mismo, consideraron necesario que una misión de alto ni-
vel de la OIT visite el país para constatar los progresos 
realizados antes de finales del año. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración oral formulada 
por el Gobierno y de la discusión que tuvo lugar a continua-
ción.  

La Comisión lamentó los graves alegatos sobre actos de 
violencia antisindical, en particular, las agresiones físicas y 
los asesinatos, así como la ausencia de condenas contra los 

culpables de estos crímenes, lo cual crea una situación de im-
punidad que acentúa el clima predominante de violencia e 
inseguridad.  

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-
bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión instó al Gobierno a que: 

■ adopte sin demora todas las medidas necesarias para ga-
rantizar que se llevan a cabo con prontitud investigacio-
nes sobre los asesinatos y para determinar las personas 

responsables, y que se castiga a las personas culpables de 
estos delitos; 

■ proporcione protección rápida y efectiva a todos los di-

rigentes y afiliados sindicales que se encuentran amena-
zados de manera que se garantice la protección de sus 
vidas e integridad física, y aplique medidas que eviten 

otros casos de asesinatos y violencia contra sindicalistas; 
■ realice con apremio las investigaciones competentes de 

estos actos de violencia antisindical y se enjuicie a las 

personas consideradas responsables de estos delitos; 
■ vele por que las autoridades competentes dispongan de 

recursos y personal suficientes para llevar a cabo este 

trabajo con eficacia, y  
■ adopte las medidas necesarias para crear un entorno en 

el que los trabajadores puedan ejercer su derecho a la 

libertad sindical sin verse amenazados por la violencia o 
por otras violaciones de sus libertades civiles.  

En consulta con los interlocutores sociales, ponga el Có-

digo del Trabajo en conformidad con el Convenio en relación 
con:  
■ la exclusión de las organizaciones de trabajadores de 

aquellas explotaciones agrícolas o ganaderas que no ocu-
pen en forma permanente a más de diez trabajadores (ar-
tículo 2, párrafo 1); 

■ la prohibición de que exista más de un sindicato en una 
misma empresa (artículo 472); 

■ el requisito de 30 trabajadores para constituir un sindi-

cato (artículo 475), y 

■ los requisitos para ser miembro de la junta directiva de 
una organización sindical: tener la nacionalidad hondu-

reña (artículos 510, a), y 541, a)); pertenecer a la activi-
dad correspondiente (artículos 510, c), y 541, c)), y saber 
leer y escribir (artículos 510, d), y 541, d)). 

La Comisión insta al Gobierno a recurrir a la asistencia 
técnica de la OIT a fin de dar seguimiento a estas conclusio-
nes. Pide asimismo al Gobierno que informe detalladamente 

a la Comisión de Expertos, antes de su próxima reunión de 
noviembre de 2018, sobre las medidas adoptadas para poner 
en práctica estas conclusiones. La Comisión insta al Go-

bierno a que acepte una misión de contactos directos antes de 
la próxima Conferencia Internacional del Trabajo. 

El representante gubernamental ofreció la colaboración 
de su Gobierno para el éxito de la misión de contactos di-
rectos que se enviará al país en aplicación de las conclu-
siones de la Comisión así como para recibir la asistencia 
técnica solicitada a la OIT. Reiteró que no existe política 
alguna de persecución ni de violencia antisindical desde el 
Estado y que, además de las acciones ya implementadas 
sobre las que se ha informado a la Comisión, se creará, con 
la asistencia técnica de la OIT, una mesa de seguimiento e 
información sobre casos de violencia sindical en el Con-
sejo Económico y Social (CES). Indicó, con respecto a las 
reformas al Código del Trabajo, que las mismas serán so-
metidas nuevamente a la discusión tripartita en el CES, 
con la asistencia técnica de la OIT y que, en ausencia de 
acuerdo, como ha ocurrido en los últimos años, se proce-
derá a presentar al Congreso Nacional el proyecto de re-
formas del Gobierno, a fin de armonizar la legislación na-
cional al Convenio. 

JAPÓN (ratificación: 1965) 

Una representante gubernamental indicó que los dere-
chos laborales fundamentales de los empleados de la ad-
ministración pública nacional están, hasta cierto punto, 
restringidos. Sin embargo se les compensa a través del Sis-
tema de Recomendación de la Autoridad Nacional del Per-
sonal (NPA) y otras medidas. Concretamente, la legisla-
ción adoptada por la Dieta basándose en las Recomenda-
ciones de la NPA aborda las cuestiones relativas a la re-
muneración, las horas de trabajo, las vacaciones y otras 
condiciones de trabajo. La NPA es un órgano indepen-
diente tanto de los empleadores como de los empleados, 
que toma sus propias decisiones. Con respecto, en particu-
lar, al nivel de remuneración de los empleados de la admi-
nistración pública nacional, la NPA formula sus Reco-
mendaciones con el objetivo de lograr un equilibrio entre 
los niveles de remuneración en los sectores público y pri-
vado, eliminando las diferencias salariales entre ambos 
sectores. Para ello, la Autoridad realiza encuestas por todo 
el país en consulta con representantes de los empleadores 
y los trabajadores, y compara detalladamente los niveles 
de remuneración en los sectores público y privado. Una 
vez recibidas las Recomendaciones de la NPA y tras con-
sultar a las asociaciones de empleados, el Gobierno revisa 
la escala de remuneración mediante unos proyectos de ley 
que se presentan a la Dieta para su adopción. La posición 
básica del Gobierno es de respetar las Recomendaciones 
de la NPA. La Ley de la Administración Pública Nacional 
se revisó en 2014 y se estableció la Oficina de Asuntos de 
Personal adscrita al Gabinete. Incluso después de esta en-
mienda, el Gobierno sigue revisando la remuneración de 
acuerdo con las Recomendaciones de la NPA. Si bien las 
condiciones fiscales siguen siendo estrictas, en los últimos 
cuatro años se han aumentado todos los años tanto el 
sueldo básico como las primas. Por consiguiente, en opi-
nión de la oradora, la NPA sigue ofreciendo medidas com-
pensatorias. El Gobierno también confía en que las condi-
ciones de trabajo de los empleados de la administración 
pública se mantengan de forma apropiada mediante la de-
liberación de proyectos de ley pertinentes preparados por 
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el Gobierno en base a las Recomendaciones de la NPA, 
entidad neutral e independiente. Con respecto a la cuestión 
de un sistema autónomo de relaciones entre trabajadores y 
empleadores, el Gobierno seguirá acudiendo al diálogo so-
cial con las asociaciones de empleados para que se exami-
nen cuidadosamente estas cuestiones. En particular, se de-
ben atender las siguientes preocupaciones: el costo de la 
negociación que puede llevar a cierta confusión, el posible 
efecto de la prolongación de las negociaciones entre los 
empleadores y los trabajadores en el funcionamiento nor-
mal de los servicios, los riesgos asociados con la imposi-
bilidad de llegar a un acuerdo y la preocupación de que 
puede convertirse en una práctica habitual el hecho de que 
los casos se lleven a arbitraje. 

En lo concerniente al personal de personal de extinción 
de incendios, recordó que se considera que la naturaleza 
del servicio de extinción de incendios es similar a la de la 
policía; por lo tanto a los bomberos no se les otorga el de-
recho de sindicación. Históricamente, este servicio ha for-
mado parte del sistema policial. En el Japón, uno de los 
países más afectados por desastres naturales, el servicio de 
extinción de incendios tiene que actuar en condiciones di-
fíciles y en estrecha cooperación con la policía y las fuer-
zas de autodefensa. Cuando tuvo lugar el gran terremoto 
en el este del Japón en 2011, los equipos de respuesta de 
emergencia a los incendios fueron movilizados por el Co-
misionado de la Agencia de gestión de lucha contra incen-
dios y otras catástrofes (FDMA) de conformidad con la 
Ley de Gestión de Lucha contra Incendios y otras Catás-
trofes, en su tenor modificado en 2003. Se debería recono-
cer la manera en que los bomberos se relacionan con la 
policía y las fuerzas de defensa cuando llevan a cabo ope-
raciones extremadamente peligrosas. Estas son las razones 
por las que no se otorga el derecho de sindicación al per-
sonal de extinción de incendios. Sin embargo, como alter-
nativa, se ha establecido el sistema de comités del personal 
de extinción de incendios (FDPC). La función de estos co-
mités consiste en examinar las propuestas relativas a las 
condiciones de trabajo del personal del servicio de bom-
beros y presentar sus opiniones al respecto al jefe del ser-
vicio de bomberos. Este sistema se introdujo mediante una 
enmienda a la Ley de gestión de lucha contra incendios y 
otras catástrofes tras concluirse un acuerdo entre el Minis-
tro del Interior y Comunicaciones y el presidente de la Fe-
deración de Sindicatos de Trabajadores de Prefecturas y 
Municipios del Japón (JICHIRO) para aceptar dicho sis-
tema a nivel nacional. El sistema es plenamente operativo 
para resolver problemas relacionados con las condiciones 
de trabajo y otros asuntos. En sus veinte años de existen-
cia, los comités han examinado en torno a 110 000 pro-
puestas y han considerado que alrededor del 40 por ciento 
eran adecuadas para su aplicación. Más del 50 por ciento 
de estas últimas se han aplicado y abordan cuestiones que 
el personal de extinción de incendios considera urgentes, 
como la necesidad de adoptar medidas para hacer frente al 
acoso o promover la participación activa de las mujeres. 
Por consiguiente, el sistema de comités contribuye a aten-
der las demandas del personal. La oradora subrayó que el 
Gobierno se esfuerza por mejorar este sistema y, a tal 
efecto, realizó una encuesta adicional en enero de 2018 
con miras a determinar las esferas en que se pueden intro-
ducir mejoras. El cuestionario de este sondeo se preparó 
en estrecha consulta con la JICHIRO. Basándose en los 
resultados obtenidos, el Gobierno ha procedido a inter-
cambiar opiniones con representantes de los bomberos, la 
JICHIRO y representantes de los empleadores. Todos 
coinciden en que es necesario mejorar la política para ga-
rantizar una mejor comunicación, la transparencia en los 
procedimientos y un entorno donde el personal se sienta 
seguro al expresar sus opiniones. El Gobierno intentará 
elaborar un plan de mejora de los comités del personal de 

extinción de incendios y revisar la política de funciona-
miento del sistema de comités durante el verano de 2018, 
en consulta con los interlocutores sociales. Además de di-
cha consulta, el Gobierno realizará de forma regular el diá-
logo social en relación al FDPC con representantes de los 
bomberos, representantes de los trabajadores tal como la 
JICHIRO y representantes de los empleadores. Recordó 
que el Japón ratificó el Convenio en 1965, tras concluir el 
Comité de Libertad Sindical en dos ocasiones que consi-
derar el servicio de bomberos del Japón como «servicios 
asimilados a la policía» no plantea problema en cuanto a 
la aplicación del Convenio. Del mismo modo, los dere-
chos de sindicación, de negociación colectiva y de huelga 
no se otorgan al personal penitenciario porque este perso-
nal se incluye, a los efectos de este Convenio, en la defi-
nición de «la policía». Al igual que los agentes de policía, 
los funcionarios de prisiones están autorizados a portar y 
utilizar armas. Son responsables de encarcelar a las perso-
nas sentenciadas a penas de prisión, investigar los delitos 
que ocurren dentro de los establecimientos penitenciarios, 
arrestar a los sospechosos y asumir las funciones de los 
agentes de la policía judicial en los establecimientos peni-
tenciarios. Se comunicará toda información actualizada al 
alcance sobre las cuestiones mencionadas a la Comisión 
de Expertos. La oradora concluyó pidiendo a la OIT que 
tenga en cuenta los puntos de vista del Gobierno y las cir-
cunstancias únicas del país y que espere a que concluyan 
las consultas nacionales. 

Los miembros empleadores recordaron que la aplicación 
del presente Convenio había sido objeto de 19 observacio-
nes de la Comisión de Expertos desde 1981, de las cuales 
la Comisión de la Conferencia había examinado algunas 
en 1989, 1993, 1995, 2001 y 2008. En su observación de 
2017, la Comisión de Expertos determinó dos cuestiones 
principales: por un lado, la denegación del derecho de sin-
dicación a los trabajadores de la administración pública; y, 
por otro, la denegación de este mismo derecho al personal 
de extinción de incendios y a los funcionarios de prisiones. 
Considerando la necesidad de ser flexible al precisar el 
significado del término «policía» para ponerlo en conso-
nancia con el contexto nacional, parece razonable que el 
Gobierno reconozca a los funcionarios de prisiones dentro 
de la misma categoría que a la policía y, por tanto, les ex-
cluya del derecho a organizarse y a constituir un sindicato. 
Se había solicitado al Gobierno que estudiara, en estrecha 
colaboración con los interlocutores sociales, qué catego-
rías del personal de prisiones pueden considerarse como 
parte de la policía — y en consecuencia eximidas de la 
aplicación del Convenio — y cuáles no lo son. Para las 
categorías que no están cubiertas por el Convenio se po-
dría pedir al Gobierno que prevea mecanismos de com-
pensación; en cuanto a las demás, deberían garantizarse 
los derechos establecidos en el Convenio. Aunque no se 
haya reconocido tradicionalmente al personal de extinción 
de incendios dentro de las excepciones al derecho de sin-
dicación previstas para las fuerzas armadas, el Gobierno 
lo considera como categoría asimilable a la policía: en 
caso de catástrofe natural, sus responsabilidades son simi-
lares en cuanto a la protección de la vida, la integridad fí-
sica y las propiedades de las personas. Además, el Go-
bierno ratificó el Convenio entendiendo que se considera-
ría al personal de extinción de incendios como parte de la 
policía; se refirió asimismo al sistema FDPC, que se intro-
dujo con arreglo al acuerdo de 1995 y cuyo ámbito de apli-
cación abarca toda la nación. Así pues, el Gobierno tiene 
motivos para tener en cuenta la historia y circunstancias 
que llevaron a la ratificación del presente Convenio, así 
como la percepción tradicional que se tiene en el Japón del 
papel de dicho personal de incendios. Los miembros em-
pleadores explicaron su posición sobre este asunto en la 
discusión que tuvo lugar en 2008 y, en relación con el sis-
tema FDPC, destacaron el nuevo nivel de participación 
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que tiene el Gobierno en él. Con el fin de cumplir con la 
aplicación del Convenio, el personal de extinción de in-
cendios debe gozar del derecho de sindicación, que no re-
quiere necesariamente el derecho a constituir un sindicato. 
En cambio, un sistema como el FDPC podría dar cumpli-
miento a esta obligación, siempre y cuando se autorizara 
al personal de extinción de incendios a afiliarse a un sin-
dicato en relación con su profesión, aunque no necesaria-
mente a constituir uno. El Gobierno creó también misiones 
de investigación sobre el modo de funcionar de ese sis-
tema. Debería proporcionarse información sobre la base 
de esa iniciativa, así como información sobre los resulta-
dos de los estudios de investigación. Sobre esta base, los 
miembros empleadores consideraron que en el futuro debe 
evaluarse atentamente el contexto japonés para compren-
der mejor esta cuestión. 

Por último, la Comisión de Expertos puso de relieve la 
denegación del derecho de sindicación a los empleados de 
la administración pública, observando que éstos deberían 
disfrutar del ejercicio del derecho de huelga sin riesgo de 
ser sancionados por ello. Los miembros empleadores vol-
vieron a manifestar que no habían modificado su posición 
con respecto a esta cuestión desde el debate de 2008: el 
derecho de huelga no forma expresamente parte del Con-
venio y, por tanto, no está comprendido en el ámbito de 
aplicación del Convenio sobre el que el Comité de Exper-
tos ha de formular sus observaciones. Si los empleados de 
la administración pública tienen o no el derecho de huelga 
es una cuestión que debería decidirse a nivel nacional. Ex-
presaron su preocupación por el hecho de que la Comisión 
de Expertos lo hubiera incluido en sus observaciones, y 
manifestaron que no profundizarían más en esta cuestión. 
Por último, señalaron que el Gobierno debería continuar 
su compromiso constructivo con la OIT con respecto al 
personal de extinción de incendios y los funcionarios de 
prisiones con miras a garantizar el cumplimiento del Con-
venio. 

Los miembros trabajadores recordaron que el Japón rati-
ficó el Convenio hace más de 53 años. Las cuestiones que 
la Comisión tiene ante sí, a saber, el derecho del personal 
de extinción de incendios y del personal penitenciario a 
constituir genuinas organizaciones de trabajadores, así 
como el derecho de sindicación y de huelga de los funcio-
narios públicos, han sido objeto de examen por los órga-
nos de control de la OIT desde entonces. La Comisión ha 
examinado la aplicación del Convenio en el Japón en nu-
merosas ocasiones y ha pedido al Gobierno que vele por 
que se garanticen los derechos que asisten a los funciona-
rios públicos en virtud de dicho instrumento y por que los 
bomberos gocen del derecho de sindicación sin injerencia 
de las autoridades públicas. A pesar de que el caso se exa-
minó en numerosas ocasiones y de que los sindicatos na-
cionales dieron enormes muestras de compromiso, pacien-
cia y diligencia, no se han realizado progresos para garan-
tizar los derechos que asisten a los trabajadores en virtud 
del Convenio. Dos leyes que datan de 1948, a saber, la Ley 
de la Administración Pública Nacional (artículo 108 2) y 
la Ley de la Administración Pública Local (ar-
tículo 52, 5)), prohíben que los bomberos y el personal pe-
nitenciario se afilien a un sindicato o constituyan uno pro-
pio para mantener y mejorar sus condiciones de trabajo 
entablando negociaciones con las autoridades competen-
tes. El Gobierno intentó justificar esta prohibición aco-
giéndose al párrafo 2 del artículo 9 del Convenio, alegando 
que los bomberos y el personal penitenciario desempeñan 
funciones comprendidas en el mandato de la policía. Sin 
embargo, la Comisión de Expertos ya había declarado en 
1973 que no consideraba que, por su naturaleza, las fun-
ciones de los bomberos debieran ser excluidas del ámbito 
de aplicación del Convenio. La Comisión también había 
pedido al Gobierno que adoptara las medidas apropiadas 

para garantizar el derecho de sindicación de tales trabaja-
dores. En diciembre de 2010, el Ministerio del Interior y 
Comunicaciones publicó un informe en el que revelaba 
que no había obstáculos prácticos para conceder el dere-
cho de sindicación a los bomberos. Sin embargo, el Go-
bierno ha decidido retirar el proyecto de ley sobre las re-
laciones laborales de los empleados locales de la adminis-
tración pública, que habría reconocido este derecho, y ha 
pedido un nuevo intercambio de opiniones sobre el tema. 
El miembro trabajador se mostró profundamente decep-
cionado por la falta de progresos y puso en duda la volun-
tad del Gobierno de celebrar consultas reales, eficaces y 
eficientes y resolver la situación. Además, en cuanto a los 
bomberos, al parecer el Gobierno considera que el sistema 
de comités que ha establecido es un medio adecuado para 
permitir que el personal participe en la determinación de 
sus condiciones de trabajo. Sin embargo, este sistema no 
puede considerarse en modo alguno una alternativa válida 
al derecho de sindicación, ya que los comités no son crea-
dos libremente por los trabajadores y no tienen poder de 
negociación ni de decisión. Éstos se reúnen y formulan re-
comendaciones a la FDMA, que goza de facultades dis-
crecionales en cuanto a la aplicación de las mismas. Mien-
tras el Gobierno se demora en adoptar medidas concretas 
para aplicar el Convenio, los trabajadores afrontan las con-
secuencias de la denegación de sus derechos más funda-
mentales. La falta de democracia en los centros de trabajo 
y las restricciones impuestas a la capacidad de los trabaja-
dores para expresar colectivamente sus preocupaciones 
han creado un entorno de trabajo abusivo en los cuerpos 
de bomberos. El acoso y los actos de violencia verbal y 
física por parte de superiores se han convertido en moneda 
corriente e incluso han provocado un suicidio. El Go-
bierno es responsable en parte de esos abusos. Los miem-
bros trabajadores condenaron enérgicamente que el Japón 
no garantice la libertad sindical a los bomberos y al perso-
nal penitenciario en la legislación y en la práctica. El Ja-
pón no puede seguir afirmando que es una sociedad libre 
y abierta al tiempo que niega los derechos más básicos a 
sus trabajadores y los expone a abusos. Es aberrante ale-
gar, como lo hizo en numerosas ocasiones la representante 
gubernamental, que el Gobierno no reconoce el derecho 
de sindicación de los bomberos porque ello podría afectar 
a las operaciones de socorro de emergencia. En realidad, 
los bomberos, las Fuerzas de Autodefensa del Japón y la 
policía local se movilizan durante las emergencias para 
salvar vidas: los bomberos siempre han actuado con pro-
fesionalidad y no dejarán de hacerlo por afiliarse a un sin-
dicato. 

También existen limitaciones y obstáculos que impiden 
que los trabajadores de la administración pública disfruten 
del derecho de huelga. Este problema se ha visto agudi-
zado por la reforma laboral en curso impulsada por el Go-
bierno. En el artículo 98 de la Ley de la Administración 
Pública Nacional se prohíbe el derecho de huelga de los 
funcionarios públicos y, en el artículo 110, se tipifica 
como delito la instigación o incitación a la huelga y se la 
sanciona con penas de prisión de hasta tres años o multas 
de hasta un millón de yenes. Además, el marco jurídico 
para promover negociaciones autónomas sobre las condi-
ciones de trabajo sigue siendo inadecuado. Sólo los em-
pleados del sector público que realizan trabajos manuales 
pueden participar en negociaciones colectivas. A pesar de 
tratarse de cuestiones de larga data sobre las que ha cele-
brado consultas con los interlocutores sociales, el Go-
bierno retiró todas las enmiendas propuestas y, en su lugar, 
adoptó la Ley de Enmienda en abril de 2014, en la que se 
dispone que la Oficina de Asuntos de Personal, adscrita al 
Gabinete, seguirá esforzándose por llegar a un acuerdo. El 
Gobierno sigue sin decidirse a este respecto y no ha mos-
trado ningún progreso tangible. Si bien procede fomentar 
las consultas tripartitas sobre cuestiones legislativas, en 
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particular sobre las relaciones laborales, éstas práctica-
mente carecen de sentido e incluso pueden constituir un 
obstáculo si no propician medidas concretas. El Gobierno 
al parecer considera que las funciones de la NPA son una 
compensación adecuada para la restricción de los derechos 
laborales fundamentales de los trabajadores del sector pú-
blico. La NPA es un organismo del Gobierno cuyos miem-
bros se seleccionan entre los integrantes de la Dieta, y no 
sobre la base de un mecanismo tripartito. No se celebran 
consultas con las organizaciones más representativas de 
trabajadores y de empleadores. La NPA tiene como man-
dato formular recomendaciones al Gobierno y las autori-
dades municipales en interés de las condiciones de trabajo 
y las normas laborales fundamentales de los empleados del 
sector público. La aplicación de las recomendaciones 
adoptadas depende enteramente de decisiones políticas y 
el proceso para decidir si se aplican las recomendaciones, 
o de qué manera se aplican, no es transparente. Puesto que 
no puede garantizar que cuenta con la confianza de los in-
terlocutores sociales y que, una vez adoptadas, las decisio-
nes serán vinculantes y se aplicarán plena y rápidamente, 
la NPA no reúne las condiciones establecidas en el Con-
venio sobre las medidas compensatorias. El Gobierno 
debe adoptar sin más demora las medidas necesarias para 
demostrar que respeta los derechos fundamentales de los 
trabajadores y que está dispuesto a lograr una sociedad 
abierta y democrática. 

El miembro empleador del Japón lamentó que los traba-
jadores de que se trata y el Gobierno no hayan podido re-
solver el problema y que este último se haya planteado 
ante la Comisión. Presentar el caso a la OIT no llevará ne-
cesariamente a encontrar una solución. Los empleadores 
japoneses confirman plenamente la información facilitada 
por el Gobierno. En cuanto a la situación de los bomberos, 
el orador recordó que la función que desempeñan es dis-
tinta a la de otros países y consideró que se deberían tomar 
en consideración los contextos nacionales. Todas las par-
tes interesadas han realizado esfuerzos en ese sentido. El 
1.º de junio de 2018, los partidos de la oposición, apoya-
dos por la JTUC RENGO, presentaron un proyecto de ley 
para establecer el derecho de negociación colectiva de to-
dos los trabajadores y eliminar la NPA. Los trabajadores 
japoneses tienen que conseguir el apoyo de la población y 
de esta forma el Parlamento estará preparado para debatir 
dicho proyecto. Los comentarios y recomendaciones de 
los órganos de control no son vinculantes, pero pueden ob-
servarse plenamente si en ellos se tienen en cuenta las cir-
cunstancias nacionales. Esto también es aplicable a los de-
rechos de los funcionarios de los servicios penitenciarios 
que nunca se han examinado en el plano nacional. El ora-
dor expresó su profunda convicción de que las partes re-
solverán el problema por sí solas en vez de recurriendo a 
foros internacionales. 

El miembro trabajador del Japón indicó que su país ha 
seguido violando el Convenio núm. 87 y el Convenio so-
bre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, 
1949 (núm. 98) en lo que respecta a los derechos laborales 
básicos de los empleados públicos. Las violaciones inclu-
yen la denegación del derecho a constituir organizaciones 
si la autoridad no da su aprobación previa y nombra diri-
gentes sindicales que trabajen a tiempo completo para el 
sindicato. El derecho de sindicación del personal de extin-
ción de incendios y los funcionarios de los servicios peni-
tenciarios es denegado por ley. Se había procurado ayudar 
a mejorar la situación mediante los informes y las reco-
mendaciones de los órganos de control, como la Comisión 
Dreyer que visitó el Japón con fines de investigación y 
conciliación, pero los problemas siguen sin resolverse. El 
Gobierno presentó a la Dieta proyectos de ley para intro-
ducir reformas en la Ley de la Administración Pública Na-
cional (junio de 2011) y la Ley de la Administración Pú-
blica Local (noviembre de 2012), que se habían redactado 

celebrando consultas entre el Gobierno y los sindicatos 
pertinentes, con inclusión de la JTUC RENGO. Dichos 
proyectos habrían permitido otorgar el derecho de sindi-
cación al personal de extinción de incendios si se hubieran 
adoptado. Sin embargo, los proyectos se dejaron de lado 
debido a la disolución de la Cámara de Representantes en 
noviembre de 2012. La Comisión de Expertos tomó nota 
con pesar de esa situación. Desde entonces, no se ha pro-
puesto ninguna medida legislativa. Durante el proceso de 
recuperación y reconstrucción tras el gran terremoto que 
se produjo en el este del Japón el 11 de marzo de 2011, los 
empleados de la administración pública, entre ellos los 
bomberos, desempeñaron sus funciones pese a la falta de 
experiencia previa y de información suficiente. Ello se de-
bió sobre todo a su gran sentido del deber de proteger las 
vidas y propiedades de los ciudadanos. Sin embargo, el 
Gobierno y otras partes habían afirmado que si se les otor-
gaba el derecho de sindicación los bomberos desempeña-
rían sus funciones en forma limitada. No obstante, el 
desempeño y ese otorgamiento son cuestiones totalmente 
independientes. El orador pidió que se conceda inmedia-
tamente el derecho de sindicación al personal de extinción 
de incendios. Asimismo, se refirió a un caso de empleados 
del servicio forestal nacional, cuyos derechos sindicales 
habían sido restringidos. Tenían derecho a celebrar conve-
nios colectivos, pero lo perdían si la fuente de financia-
miento del mencionado servicio pasaba de una cuenta es-
pecial a una cuenta general. El orador recordó el sistema 
autónomo de relaciones entre trabajadores y empleadores 
previsto en virtud del artículo 12 de la Ley Orgánica sobre 
la Reforma de la Administración Pública Nacional. Desde 
2014, el Gobierno ha reiterado que es necesario seguir 
examinando a fondo la situación; a tal efecto, ha llevado a 
cabo encuestas e intercambiado opiniones según las cir-
cunstancias de cada caso. Con todo, es lamentable que no 
se haya obtenido ningún resultado tangible hasta la fecha. 
La JTUC RENGO ha notificado a la Comisión de Exper-
tos y al Comité de Libertad Sindical esta falta de acción e 
intención del Gobierno de resolver las cuestiones. En con-
clusión, el orador expresó la esperanza de que el examen 
y las conclusiones de la Comisión traigan consigo una res-
puesta y compromiso sinceros del Gobierno para resolver 
las cuestiones relativas a los derechos laborales básicos de 
los empleados de la administración pública. La JTUC 
RENGO reiteró su disposición a realizar todos los esfuer-
zos necesarios en ese sentido. 

La miembro gubernamental de Noruega, haciendo uso de 
la palabra en nombre de los países nórdicos, Dinamarca, 
Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia, recordó que se trata 
de un caso de larga data que aborda el derecho de sindica-
ción, especialmente de los bomberos y del personal peni-
tenciario, y el derecho de huelga en el sector público. En 
los países nórdicos a todos los empleados públicos se les 
reconoce el derecho de sindicación. El derecho de sindi-
cación de los empleados públicos es importante para ase-
gurar que exista una voz independiente y firme en todos 
los niveles, incluido el lugar de trabajo. En los países nór-
dicos los procesos de negociación colectiva y de consultas 
en el lugar de trabajo son, en muchos sentidos, los mismos 
en los sectores público y privado. Sin embargo, la admi-
nistración pública tiene sus propias particularidades y 
existen servicios en los que puede limitarse el derecho de 
huelga. La Comisión de Expertos acepta que el derecho de 
huelga pueda limitarse o prohibirse en la administración 
pública en el caso de los funcionarios públicos que ejercen 
su autoridad en nombre del Estado o cuando un paro pro-
longado puede dar lugar a graves consecuencias para el 
público. En algunos casos, puede mantenerse un servicio 
mínimo negociado. En relación con la situación de los paí-
ses nórdicos, señaló que el derecho de huelga en el sector 
público es amplio, pero aun así es conforme al interés pú-
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blico. Existen pocas restricciones, impuestas por la legis-
lación a través de leyes ad hoc o acordadas entre los inter-
locutores sociales en los convenios colectivos. Alentó al 
Gobierno a que garantice un diálogo social continuo y pro-
gresos en esta materia. 

La miembro trabajadora de Polonia señaló la falta de 
progresos pese a que la Comisión ha examinado en forma 
reiterada este caso, más recientemente en 2008, cuando se 
pidió al Gobierno que asegure que los funcionarios públi-
cos tienen los derechos garantizados en virtud del Conve-
nio y que el personal de extinción de incendios goza del 
derecho de sindicación sin injerencia de las autoridades 
públicas. No obstante, tanto los funcionarios públicos 
como el personal de extinción de incendios siguen estando 
excluidos del derecho a constituir sindicatos o afiliarse a 
ellos en virtud de la Ley de la Administración Pública Lo-
cal y de la Ley de la Administración Pública Nacional. En 
1973, la Comisión de Expertos había considerado ya que 
las funciones del personal de extinción de incendios no 
eran de tal naturaleza como para excluir a esta categoría 
de trabajadores en virtud del artículo 9 del Convenio. La 
exclusión de la policía o de las fuerzas armadas puede jus-
tificarse sólo sobre la base de su responsabilidad por la se-
guridad interior y exterior del Estado. Además, por la na-
turaleza de sus obligaciones los funcionarios de prisiones 
están incluidos dentro de la categoría de fuerzas del orden 
y no gozan del derecho de sindicación. Esto no está en 
conformidad con las normas de la OIT. La oradora con-
denó la incapacidad del Gobierno para garantizar la liber-
tad sindical al personal de extinción de incendios y al per-
sonal de prisiones en la legislación y en la práctica e instó 
al Gobierno a realizar consultas con los interlocutores so-
ciales, incluidos los representantes del personal de extin-
ción de incendios y de los funcionarios de prisiones, con 
vistas a encontrar una solución. 

La miembro trabajadora de Singapur, haciendo uso de la 
palabra en nombre de los miembros trabajadores de Fran-
cia, del Consejo Australiano de Sindicatos (ACTU), de la 
Confederación del Trabajo de Camboya (CLC), de la Con-
federación Sindical Indonesia para la Prosperidad 
(KSBSI), de la Federación de Sindicatos de Corea 
(FKTU), de la Confederación de Sindicatos de Corea 
(KCTU), del Congreso de Sindicatos de Malasia (MTUC), 
de la Confederación de Sindicatos de Myanmar (CTUM), 
de la Federación de Trabajadores de Pakistán (PWF), de 
la Federación de Trabajadores Libres (FFW) (Filipinas) y 
del Congreso Nacional de Sindicatos de Singapur 
(SNTUC), declaró que los empleados de la administración 
pública del Japón tienen restringidos sus derechos labora-
les básicos. Se estableció una organización independiente 
como medida compensatoria para regular los salarios y las 
condiciones laborales de los empleados públicos, asuntos 
que normalmente se resuelven a través de las negociacio-
nes obrero-patronales. La Comisión de Expertos ha mani-
festado con claridad que los mecanismos de las medidas 
compensatorias deben garantizar unos procedimientos 
adecuados, imparciales y expeditos de conciliación y arbi-
traje, en los que las partes confíen y en cuyas diversas eta-
pas puedan participar y en los que los laudos, una vez dic-
tados, sean vinculantes y se apliquen plenamente y sin re-
trasos. En este sentido, no se cumplen las medidas com-
pensatorias propuestas por el Gobierno. Concretamente, 
se estableció el NPA, una organización independiente, 
bajo la jurisdicción del Gabinete, que nombró a los comi-
sarios. Ello dio lugar a una organización que carece de im-
parcialidad. Además, la capacidad de las partes de partici-
par en todas las etapas de los procedimientos, no debe li-
mitarse simplemente a participar en reuniones; las partes 
deben poder intercambiar opiniones, persuadir, dar su con-
sentimiento y hacer concesiones, sin lo cual no se puede 
ganar la confianza de las personas interesadas. Además, si 
bien el NPA formula recomendaciones salariales anuales, 

éstas no son vinculantes para el Gobierno, que es también 
el empleador. A este respecto, debe recordarse que, si bien 
el Gobierno tiene autoridad y responsabilidad financiera, 
las cuestiones inseparables de salarios y condiciones labo-
rales han de resolverse a través de negociaciones obrero-
patronales. De este modo, ambas partes tienen una respon-
sabilidad compartida en esta materia. Para concluir, des-
tacó la importancia de los derechos laborales básicos y de 
unas relaciones laborales y obrero patronales abiertas, en 
las que las partes compartan la responsabilidad respecto 
de los asuntos de interés mutuo, de cara a un buen funcio-
namiento de la democracia. 

Una observadora, en representación de la Internacional de 
Servicios Públicos (ISP), recordó que pese a que se ha de-
batido ampliamente el derecho de sindicación de los bom-
beros en el seno del Comité de Libertad Sindical desde 
1954, en la Comisión de Expertos desde 1973 y en esta 
Comisión también desde 1973, el Gobierno no ha tomado 
ninguna medida concreta para la plena aplicación del Con-
venio. De cara a solucionar el problema, el Gobierno creó 
en 1996 el sistema de comités del personal de extinción de 
incendios con el objeto de llegar a un entendimiento mu-
tuo recabando las opiniones de los bomberos. El Gobierno 
ha hecho hincapié en que este sistema funciona bien y 
sirve para conseguir mejoras relativas a los salarios, las 
condiciones laborales, los uniformes, los equipos y otros 
aspectos con la intención de justificar la conveniencia de 
no otorgar a los bomberos el derecho de sindicación. No 
obstante, el reconocimiento del derecho de sindicación de 
los bomberos y los intentos de mejorar las condiciones la-
borales y el entorno de trabajo son cuestiones diferentes. 
La Comisión de Expertos y el Comité de Libertad Sindical 
consideran que la existencia de medidas de compensación 
es un requisito necesario cuando se restringe el derecho a 
entablar litigios laborales. Sin embargo, éstas no pueden 
aplicarse al derecho de sindicación, ya que las medidas de 
compensación implican que se ha denegado el derecho en 
cuestión. En definitiva, el sistema de comités del personal 
de extinción de incendios no es un mecanismo de compen-
sación ya que deniega el derecho de sindicación. Aunque 
la Comisión de Expertos y el Comité de Libertad Sindical 
han evaluado de forma positiva algunos aspectos del fun-
cionamiento y los efectos de este sistema, siguen instando 
al Gobierno a que garantice que los bomberos disfruten de 
los derechos de sindicación y de negociación colectiva. 
Una reunión tripartita de expertos, que se celebró en abril 
de 2018, confirmó la relevancia de las obligaciones en vir-
tud de los Convenios núms. 87 y 98 a la hora de adoptar 
las Directrices de la OIT sobre el trabajo decente en los 
servicios públicos de urgencia, entre los cuales se encuen-
tran los bomberos. Así, las conclusiones de la Comisión 
deberían tener por objeto garantizar que el Gobierno cum-
pla el Convenio. 

La miembro trabajadora del Reino Unido declaró que la 
libertad sindical, consagrada en la Constitución de la OIT 
y reconocida por la Declaración de Filadelfia, es esencial 
para cualquier sociedad libre y abierta y vital para la solu-
ción de los conflictos y para promover la democracia. Por 
tanto suscita grave preocupación que el Gobierno no reco-
nozca al personal de extinción de incendios el derecho de 
sindicación, como repetidamente han criticado los órganos 
de control de la OIT desde comienzos de los años setenta. 
En el Reino Unido, el Sindicato de los Servicios de Lucha 
contra Incendios (FBU) negoció con los empleadores so-
bre la remuneración y las condiciones de trabajo a través 
del Consejo Nacional Paritario para los Servicios de Lu-
cha contra Incendios y de Rescate de la Administración 
Local. El personal de extinción de incendios ejerció su de-
recho a emprender acciones colectivas al tiempo que con-
traía acuerdos voluntarios para regresar al trabajo en caso 
de que se produjeran incidentes graves, con el fin de pro-
teger la vida y la seguridad de las personas. Una encuesta 
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de 2010 del Gobierno japonés sobre la repercusión de con-
ceder a los bomberos de 22 países el derecho a sindicarse 
no determinó ningún efecto adverso, lo que sugiere que la 
actual prohibición no se basa en pruebas, sino en las pro-
pias opiniones del Gobierno. Éste trata de justificarla asi-
milando a los bomberos con el personal militar y la poli-
cía, dada la naturaleza de sus cometidos. Tales argumentos 
se prestan a su propia refutación: en el Reino Unido, la 
interlocución social efectiva resultó ser esencial para me-
jorar la situación de los servicios de extinción de incen-
dios, como cuando el FBU colaboró con las autoridades 
para investigar las muertes en actos de servicio con el fin 
de impedir futuras víctimas mortales. Privar a los bombe-
ros del derecho de sindicación por tales motivos es incom-
patible con el artículo 9 del Convenio. El incumplimiento 
del Gobierno es grave y criticable. La oradora exhortó al 
Gobierno a que amplíe con urgencia los derechos para que 
incluyan el de afiliarse a sindicatos y la negociación co-
lectiva. 

Una observadora que representa a la Internacional de la 

Educación (IE), haciendo uso de la palabra en nombre del 
Sindicato de Docentes del Japón, Nikkyoso, abordó la 
falta de derechos de negociación básicos en el sector pú-
blico, el inadecuado sistema para la compensación de las 
horas extraordinarias y las disparidades entre los trabaja-
dores del sector público y los del sector privado en este 
sentido. Los docentes y las partes interesadas del sector de 
la enseñanza tienen que implicarse en las reformas que 
afectan a su sector. Su falta de implicación es perjudicial 
para la calidad de la educación. Según la recomendación 
de la OIT/UNESCO sobre la situación del personal do-
cente (1966) y los comentarios del Comité Mixto 
OIT/UNESCO de expertos sobre la aplicación de las reco-
mendaciones relativas al personal docente (CEART), de-
berían negociarse, entre los sindicatos y el Gobierno, las 
reformas y las decisiones sobre la situación y las condicio-
nes laborales del personal de la enseñanza. Sin embargo, 
en el Japón, el personal de la enseñanza no goza de los 
derechos laborales básicos. Las decisiones relativas a los 
salarios se dejan a organizaciones independientes y no se 
compensan las horas extraordinarias. Una encuesta re-
ciente muestra que el 72 por ciento de los docentes de las 
escuelas primarias y el 86 por ciento de los docentes de las 
escuelas intermedias trabajan más de 60 horas a la semana. 
La restauración de los derechos laborales de todos los em-
pleados de la administración pública es necesaria para ga-
rantizar la efectiva aplicación del Convenio, así como para 
reparar la persistente desigualdad entre los empleados del 
sector público y los del sector privado. 

La representante gubernamental declaró que con res-
pecto al sistema autónomo de relaciones entre los emplea-
dos y el empleador era esencial lograr «la confianza y el 
apoyo de la población» tal como se prevé en el artículo 12 
de la Ley de Reforma de la Administración Pública. Aún 
no se ha alcanzado «la confianza y el apoyo de la pobla-
ción» y el Gobierno tiene que continuar examinando cui-
dadosamente esta cuestión. El Gobierno debería esfor-
zarse por mantener buenas relaciones con las organizacio-
nes de empleados y perseguir el entendimiento mutuo me-
diante el diálogo sobre varias cuestiones incluido el sis-
tema de relaciones laborales autónomo. La oradora reiteró 
los antecedentes especiales del servicio de bomberos en el 
Japón. El personal de extinción de incendios no goza del 
derecho de sindicación porque dichos servicios son consi-
derados de una naturaleza similar a la policía. El servicio 
ha sido históricamente parte del sistema policial y ha 
desempeñado un papel importante en las situaciones de 
emergencia. También reiteró la utilidad del sistema FDPC, 
un mecanismo compensatorio de la ausencia del derecho 
de sindicación. También hizo referencia a medidas efecti-
vas adoptadas por el Gobierno, además del FDPC, para 

eliminar el acoso en las centrales de bomberos. Actual-
mente se formulan consideraciones para mejorar el fun-
cionamiento de dicho sistema. El Gobierno ha estado par-
ticipando en un diálogo social con representantes de los 
bomberos, representantes de los trabajadores, por ejemplo 
de la JICHIRO, y representantes de los empleadores en 
cuanto al FDPC y continuará de manera regular este diá-
logo social en relación al mismo. 

Los miembros trabajadores reiteraron que al personal de 
los servicios de extinción de incendios y al personal de 
prisiones se les sigue negando su derecho más fundamen-
tal de afiliarse a un sindicato o a constituirlo. También se 
imponen graves limitaciones a los derechos básicos de los 
trabajadores del sector público y no existe ningún sistema 
autónomo de relaciones entre trabajadores y empleadores. 
El Gobierno no ha hecho distingos entre los empleados 
que ejercen funciones de autoridad en nombre del Estado 
y los trabajadores que desempeñan servicios esenciales, a 
los que habría que reconocer garantías de compensación si 
su derecho a huelga se limitara legítimamente, y todos los 
demás empleados de los servicios públicos que debieran 
poder ejercer el derecho de huelga. El Gobierno parece 
creer que las instituciones establecidas para representar los 
intereses de los trabajadores constituyen medidas de com-
pensación adecuadas. No obstante, esas instituciones ca-
recen de autonomía e independencia y por tanto no son 
suficientes para impulsar los derechos colectivos y los in-
tereses de los trabajadores. La legislación y la práctica del 
Japón no están en conformidad con el Convenio. Los 
miembros trabajadores deploraron el hecho de que no se 
hayan realizado progresos significativos sobre estas cues-
tiones y esperan que el Gobierno tome por fin las medidas 
necesarias para velar por que el personal de extinción de 
incendios y el personal de prisiones puedan constituir las 
organizaciones que estimen convenientes y afiliarse a 
ellas. Es urgente que el Gobierno entable consultas sujetas 
a un calendario con los interlocutores sociales con el fin 
de establecer un sistema autónomo de relaciones entre tra-
bajadores y empleadores que asegure los derechos labora-
les básicos a los empleados del sector público. Este pro-
ceso debe completarse en el curso de los dos próximos 
años. El Gobierno deberá informar sobre sus progresos a 
la Comisión de Expertos para 2020. Los trabajadores del 
sector público que no ejerzan funciones de autoridad en 
nombre del Estado y que no trabajen en servicios esencia-
les en el sentido estricto del término deben poder ejercer 
el derecho de huelga y el de realizar acciones colectivas 
sin exponerse a ser sancionados. Los procedimientos de la 
NPA están viciados y se deben revisar en consulta con los 
interlocutores sociales para conseguir procedimientos de 
conciliación y arbitraje rápidos e imparciales en los que 
confíen las partes. Los miembros trabajadores expresaron 
la esperanza de que el Gobierno considere este debate 
como una importante oportunidad para asegurar la aplica-
ción efectiva de este Convenio fundamental de una vez por 
todas. Esto exige el compromiso real del Gobierno de en-
tablar con sus interlocutores sociales un diálogo encami-
nado a conseguir progresos tangibles. El Gobierno debe 
cumplir sus obligaciones e informar sobre las medidas 
adoptadas a este efecto en su próxima memoria. Los 
miembros trabajadores exhortaron al Gobierno a aceptar 
una misión de contactos directos de la OIT que dé apoyo 
a los progresos realizados y los evalúe. 

Los miembros empleadores recordaron la divergencia de 
opiniones en relación con el derecho de huelga y el im-
pacto que ello tiene en la discusión del caso. Los comen-
tarios de la Comisión de Expertos sobre el derecho de 
huelga de quienes trabajan en los servicios esenciales y 
sobre las cuestiones conexas se sitúan fuera del campo de 
aplicación de las disposiciones expresas de los convenios. 
Corresponde al Gobierno regular en el ámbito nacional. 
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Dada la restricción al derecho de sindicación de los bom-
beros, el Gobierno estableció el sistema FDPC como un 
régimen compensatorio. En algunas intervenciones se ha 
puesto en entredicho la eficacia de este sistema. A la luz 
de las críticas de los sindicatos al funcionamiento del sis-
tema, los miembros empleadores entienden que el Go-
bierno proyecta una nueva iniciativa que incluye estudios 
de investigación sobre el funcionamiento del sistema. El 
Gobierno debe adoptar esas medidas y comunicar infor-
mación al respecto a tiempo para su examen por la Comi-
sión de Expertos. Por último, con respecto a los funciona-
rios de prisiones, puede argumentarse que, por la natura-
leza de sus funciones, los funcionarios de prisiones son 
parte de la policía, puesto que son responsables de la se-
guridad interna del Estado, con lo cual están comprendi-
dos en el artículo 9 del Convenio. Los miembros emplea-
dores señalaron que se requiere más información. Si bien 
algunas categorías pueden considerarse como policía, 
otras no. Alentaron al Gobierno a que dé la debida consi-
deración a la situación de aquellos funcionarios de prisio-
nes exentos de la plena aplicación del Convenio y lo ani-
maron a que comunique información, antes de la próxima 
reunión, acerca del régimen compensatorio que permite 
una participación de los funcionarios. Los miembros em-
pleadores expresaron su satisfacción por la constructiva 
actitud y el declarado compromiso del Gobierno para 
avanzar en esta cuestión y aguardaron con interés más in-
formación. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por la representante gubernamental y de la discusión que 
tuvo lugar a continuación. 

La Comisión tomó nota, por un lado, de la información 
presentada por el Gobierno, según la cual, se llevó a cabo un 
estudio especial en enero de 2018 para detectar problemas 

relativos al funcionamiento del sistema de comités del perso-
nal de extinción de incendios y se ha consultado en varias 
ocasiones desde marzo de 2018 a los trabajadores y emplea-

dores al respecto y, por otro lado, del compromiso del Go-
bierno de elaborar un plan para mejorar el funcionamiento 
de dichos comités en consulta continua con los empleadores 

y los trabajadores. 
La Comisión observó con preocupación que hace décadas 

que en los comentarios de la Comisión de Expertos se hace 

referencia a discrepancias entre la legislación y la práctica en 
lo referente al derecho de los bomberos y los funcionarios de 
prisiones de constituir los sindicatos que estimen convenien-

tes, así como el de afiliarse a estos. La Comisión señaló la 
falta de progresos significativos a la hora de tomar medidas 
necesarias en relación al sistema autónomo de relaciones en-

tre trabajadores y empleadores. 
Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que se entabló seguidamente, la Comi-

sión pidió al Gobierno a que: 
■ examine detenidamente, en consulta con los interlocuto-

res sociales, el sistema autónomo de relaciones entre tra-

bajadores y empleadores, tomando en consideración las 
declaraciones del Gobierno sobre las distintas cuestiones 
que entraña; 

■ aporte información sobre la iniciativa mencionada ante-
riormente destinada a detectar problemas relativos al 
funcionamiento del sistema de comités del personal de 

extinción de incendios y acerca de las medidas que se han 
adoptado a raíz de dicha iniciativa;  

■ celebre consultas con los interlocutores sociales a escala 

nacional sobre la opinión del Gobierno de que debe con-
siderarse que los bomberos son policías y sobre en qué 
medida este punto de vista se ajusta a la aplicación del 

Convenio, y suministre información sobre el resultado 
de estas consultas; 

■ evalúe, en consulta con los interlocutores sociales, qué 
categorías de funcionarios penitenciarios puede conside-

rarse que pertenecen a la policía, y por lo tanto están ex-
cluidas del derecho de sindicación, y cuáles puede consi-
derarse que no pertenecen a la policía, y por lo tanto go-

zan del derecho de sindicación, y 
■ examine, en consulta con los interlocutores sociales, si los 

procedimientos de la Autoridad Nacional del Personal 

ofrecen un mecanismo rápido e imparcial de concilia-
ción y arbitraje. 

La Comisión instó al Gobierno a que elabore, en colabora-

ción con los interlocutores sociales, un plan de acción sujeto 
a un calendario para aplicar estas recomendaciones e in-
forme al respecto a la Comisión de Expertos antes de su pró-

xima reunión en noviembre de 2018. 
La representante gubernamental indicó que, en relación 

al sistema de relaciones entre trabajadores y empleadores, 
en virtud del artículo 12 de la Ley de Reforma de la Ad-
ministración Pública, el Gobierno no podía tomar ninguna 
medida a fin de establecer un sistema autónomo de rela-
ciones entre trabajadores y empleadores a menos que el 
pueblo del Japón confiara en que ello era necesario. Dado 
que dicha confianza no se ha materializado en la actuali-
dad, el Gobierno debe de ser cauteloso al respecto. El Go-
bierno, como empleador, se comprometió a participar en 
un esfuerzo continuo para mantener las condiciones de tra-
bajo adecuadas de los empleados de la administración pú-
blica en el sistema actual. También indicó que el Gobierno 
mejorará el funcionamiento del sistema FDPC como alter-
nativa al otorgamiento del derecho de sindicación. 

MÉXICO (ratificación: 1950) 

El Gobierno ha proporcionado por escrito las siguientes 
informaciones. 

El Gobierno de México ha dado debido cumplimiento al 
Convenio núm. 87 y ha informado oportunamente de ello 
a la Organización Internacional del Trabajo (OIT) me-
diante las memorias de cumplimiento. Asimismo, ha res-
pondido a las solicitudes de información del Comité de Li-
bertad Sindical. 

Parte 1. Libertades públicas y derechos sindicales 

Respecto de los alegatos de la CSI e IndustriALL sobre 

violencia contra sindicalistas en el contexto de un con-

flicto colectivo en el sector de la educación en Oaxaca 

El Gobierno de México lamenta y condena los hechos 
ocurridos, pero niega categóricamente que constituyan ac-
tos de violencia contra sindicalistas — y mucho menos — 
que signifiquen una violación al Convenio núm. 87 de la 
Organización Internacional del Trabajo. 

Para respaldar nuestro posicionamiento, ponemos a la 
disposición de este Comité, los informes que — sobre el 
caso Nochixtlán — elaboraron una Comisión Especial del 
Senado de la República — como Poder Soberano y Autó-
nomo al Gobierno de México —; y la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos — Órgano Constitucional Au-
tónomo —, los cuales se hicieron públicos el 31 de agosto 
de 2016 y el 17 de octubre de 2017, respectivamente. 

Ambos documentos coinciden en que se trata de un con-
flicto de naturaleza sociopolítica y de uso excesivo de la 
fuerza, que ha sido reconocido y atendido por el Estado 
mexicano.  

Expresamos nuestra preocupación por el hecho de que 
este tipo de casos, a pesar de no tener indicio alguno de 
estar relacionados con violaciones a la libertad sindical y 
la protección del derecho de sindicación, sean utilizados 
con el fin de dar un matiz de gravedad por un supuesto 
incumplimiento al Convenio núm. 87. 
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Parte 2. Reforma en materia de justicia laboral 

El presente apartado atiende lo señalado por la CEACR 
en su documento de observaciones al Gobierno de Mé-
xico, respecto de: i) la comunicación de la CSI, recibida el 
1.º de septiembre de 2017, en la que señala que la reforma 
constitucional fue aprobada sin realizar consultas de algún 
tipo con las partes sociales; ii) la consulta tripartita del 
desarrollo legislativo para implementar la reforma consti-
tucional; iii) evolución respecto a la legislación secundaria 
para aplicar la reforma constitucional, y iv) impacto de la 
reforma constitucional y de la creación del órgano descen-
tralizado. 
i) Consulta de la reforma constitucional. El Gobierno 

de México informa que la reforma constitucional fue 
presentada por el Presidente de la República como re-
sultado del diagnóstico «Diálogos por la Justicia Co-
tidiana. Diagnósticos conjuntos y soluciones» 1, ela-
borado por el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas, uno de los centros de investigación de 
mayor prestigio en el país. Para su elaboración, se in-
tegraron nueve mesas de trabajo, incluida la laboral, 
y participaron más de 200 especialistas y 26 institu-
ciones, a lo largo de catorce semanas, en las que se 
realizaron 123 sesiones. 

 La citada reforma constitucional fue aprobada por 
unanimidad en la Cámara de Senadores; mientras que 
en la Cámara de Diputados fue aprobada con 377 vo-
tos a favor y sólo dos sufragios en contra, lo que re-
presenta una aprobación del 99,5 por ciento del total 
de la votación emitida. 

ii) Consulta tripartita para el desarrollo legislativo de la 
reforma. Durante el presente año, la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social ha tenido 91 reuniones 
con representantes de trabajadores, empleadores, 
académicos, barras y colegios de abogados, a fin de 
encontrar el consenso requerido para la aprobación 
de la reforma. Asimismo, las Comisiones Unidas de 
Trabajo y Previsión Social, de Justicia y de Estudios 
Legislativos, Segunda, del Senado de la República 
acordaron el 27 de abril de 2018, la celebración de 
audiencias públicas para conocer las sugerencias, ob-
servaciones y propuestas de trabajadores, empleado-
res, académicos y organizaciones de la sociedad civil 
sobre el anteproyecto de dictamen de la legislación 
secundaria. Estas audiencias públicas serán realiza-
das en cuatro sedes regionales donde concurran los 
actores del sector laboral del país. 

iii) Evolución respecto a la legislación secundaria. Du-
rante el período transcurrido entre la aprobación de la 
reforma constitucional a la fecha, se han presentado 
en el Senado de la República cuatro iniciativas 2 de 
reforma a la legislación secundaria en materia de jus-
ticia laboral: la primera fue presentada el 7 de diciem-
bre de 2017 por los Senadores Tereso Medina e Isaías 
González, del Partido Revolucionario Institucional; 
la segunda fue presentada el 14 de diciembre de 2017 
por el Senador Luis Sánchez, del Partido de la Revo-
lución Democrática; la tercera fue presentada el 22 de 
febrero de 2018, por la Senadora M. del Pilar Ortega, 
del Partido Acción Nacional; la cuarta fue presentada 
el 24 de abril de 2018 por el Senador Alejandro En-
cinas Rodríguez, sin partido.  

 Las iniciativas fueron turnadas a las Comisiones Uni-
das de Trabajo y Previsión Social, de Justicia y de 
Estudios Legislativos, Segunda, para continuar con el 

                                                           
1 Disponible para consulta en: https://www.gob.mx/cms/uploads/ 
attachment/file/79028/Di_logos_Justicia_Cotidiana.pdf. 
2 Disponibles para consulta en los siguientes enlaces: 
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-07-1/as-
sets/documentos/Inic_Justicia-Laboral_07122017.pdf. 

proceso legislativo, en el que se realizarán las audien-
cias públicas antes mencionadas para su discusión y 
posterior aprobación. 

 En el orden local, nueve entidades federativas han 
modificado su Constitución para armonizarla con lo 
dispuesto por la Constitución Federal: i) Campeche; 
ii) Chiapas; iii) Estado de México; iv) Guanajuato; 
v) Hidalgo; vi) Morelos; vii) Nuevo León; viii) Quin-
tana Roo, y ix) Sonora. Asimismo, dos entidades fe-
derativas han aprobado las leyes de creación de sus 
Centros de Conciliación: Chihuahua e Hidalgo. 

iv) Impacto de la reforma constitucional y de la creación 
del Órgano Descentralizado. Se trata de una Reforma 
histórica en materia laboral, mediante la cual se trans-
forma el sistema de impartición de justicia laboral vi-
gente por más de cien años. 

 Respecto de la creación del Organismo Público Des-
centralizado para la conciliación de conflictos de ju-
risdicción federal y el registro nacional de organiza-
ciones sindicales y contratos colectivos de trabajo, la 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social ha prepa-
rado diversas herramientas administrativas, organiza-
cionales, tecnológicas y logísticas para su puesta en 
marcha. 

 Por su parte, para la creación de los Tribunales Labo-
rales, el Poder Judicial de la Federación ha determi-
nado la creación de la Unidad de Implementación de 
la Reforma en Materia de Justicia Laboral y cuenta 
para tales efectos con un presupuesto de 324 millones 
de pesos. En el orden local, la Comisión Nacional de 
Tribunales Superiores y Supremos de Justicia, 
acordó, en mayo de 2017, la instalación de una Co-
misión Laboral para dar seguimiento a los trabajos de 
implementación de la reforma. 

Parte 3. Representatividad sindical y transparencia 

El presente apartado atiende lo señalado por la CEACR 
en su documento de observaciones y en la solicitud directa 
al Gobierno de México, respecto de la comunicación de la 
CSI, recibida el 1.º de septiembre de 2017, en la que se-
ñala: i) un alto número de contratos de protección patronal 
y la complicidad de las autoridades laborales en el registro 
de dichos contratos, ii) medidas legislativas y prácticas 
para solucionar lo que la CSI denomina «fenómeno de los 
sindicatos de protección y contratos de protección», in-
cluido en relación al registro de sindicatos, iii) publicación 
de registros y estatutos sindicales, y iv) aplicación del pro-
tocolo de inspección del trabajo sobre la libre contratación 
colectiva. 
i) «Contratos de protección patronal». Reiteramos 

nuestra preocupación por el hecho de que se emitan 
observaciones con base en alegatos genéricos que no 
aluden a casos concretos, ni aportan elementos obje-
tivos para presumir la existencia de una práctica «ha-
bitual» que menoscabe la libertad sindical y la nego-
ciación colectiva, mucho menos para presumir que 
existe complicidad del Gobierno para fomentarla. 

 El Gobierno de México ha informado de manera con-
tinua respecto a las acciones concretas que se han lle-
vado a cabo para garantizar la representatividad sin-
dical. Dentro de estas acciones se encuentra la re-
forma constitucional de 2017, recibida con satisfac-
ción por la CEACR, y su futura implementación, los 
acuerdos emitidos por Conferencia Nacional de Se-
cretarios del Trabajo (CONASETRA), la expedición 

http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-14-1/as-
sets/documentos/Inic_PRD_Ley_Amaparo_y_Ley_Trab.pdf. 
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-02-22-1/as-
sets/documentos/Inic_PAN_Justicia_Laboral.pdf. 
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-04-25-1/as-
sets/documentos/Ini_Encinas_LFT.pdf. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/79028/Di_logos_Justicia_Cotidiana.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/79028/Di_logos_Justicia_Cotidiana.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-07-1/assets/documentos/Inic_Justicia-Laboral_07122017.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-07-1/assets/documentos/Inic_Justicia-Laboral_07122017.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-14-1/assets/documentos/Inic_PRD_Ley_Amaparo_y_Ley_Trab.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2017-12-14-1/assets/documentos/Inic_PRD_Ley_Amaparo_y_Ley_Trab.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-02-22-1/assets/documentos/Inic_PAN_Justicia_Laboral.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-02-22-1/assets/documentos/Inic_PAN_Justicia_Laboral.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-04-25-1/assets/documentos/Ini_Encinas_LFT.pdf
http://www.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/63/3/2018-04-25-1/assets/documentos/Ini_Encinas_LFT.pdf
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y aplicación del Protocolo del operativo sobre libre 
contratación colectiva, medidas que el Gobierno de 
México ha informado con toda oportunidad. 

 Es importante reconocer que, en los casos en que se 
han señalado situaciones concretas de presuntas vio-
laciones relativas a la existencia de los denominados 
«Contratos de Protección», el Gobierno de México 
siempre ha proporcionado información de manera 
puntual y oportuna, llevando a cabo las investigacio-
nes pertinentes y ofrecido la información que contri-
buya a procurar justicia laboral. Este tema, es objeto 
de análisis en el marco del Comité de Libertad Sindi-
cal, en específico en relación al caso núm. 2694. 

 Al respecto, el Comité de Libertad Sindical, en su 
382.º informe de junio de 2017 (párrafos 128-130), 
decidió no proseguir con el examen del alegato sobre 
una extendida práctica de contratos colectivos de pro-
tección patronal. El Comité de Libertad Sindical de-
cidió, por el contrario, avocarse exclusivamente al 
análisis de alegatos concretos relativos a sectores o 
sindicatos específicos y de situaciones concretas en 
que se alega la presunta existencia de contratos de 
protección. 

ii) Medidas legislativas y prácticas para solucionar el 
«fenómeno de los sindicatos de protección y contra-
tos de protección». Con el propósito de detectar prác-
ticas de simulación de contratos; así como verificar 
que los trabajadores conozcan del contrato colectivo 
en sus centros de trabajo, se implementa, desde 2016, 
el Protocolo de inspección laboral sobre libre contra-
tación colectiva. El Protocolo permite que los inspec-
tores de trabajo, verifiquen la publicidad del contrato 
colectivo y que la relación de trabajo se preste en los 
términos y condiciones pactadas. 

 En materia legislativa, debe destacarse que en virtud 
de la reforma constitucional en materia de justicia la-
boral se adicionó un párrafo a la fracción XVIII del 
artículo 123, apartado A, en virtud del cual se tutela 
la representación de los trabajadores. 

 Asimismo, se agregó una fracción XXII bis al citado 
artículo para garantizar los principios de representa-
tividad de las organizaciones sindicales, y certeza en 
la firma, registro y depósito de los contratos colecti-
vos de trabajo. Mediante esta disposición se asegura 
que el voto de los trabajadores será personal, libre y 
secreto para la resolución de conflictos entre sindica-
tos, la solicitud de celebración de un contrato colec-
tivo de trabajo y la elección de dirigentes sindicales. 

iii) Publicación de registros y estatutos sindicales. Como 
un avance, se informa que al 30 de abril del presente 
año se han publicado en el «Sistema de Consulta de 
Organizaciones Sindicales» la información de las 
3 422 organizaciones sindicales (sindicatos, federa-
ciones y confederaciones) registradas de competen-
cia federal. A la fecha, el sistema ha reportado 
254 512 consultas. 

 Respecto a los registros del ámbito local, se destaca 
que las Juntas de Conciliación y Arbitraje dan cum-
plimiento a sus obligaciones en materia de transpa-
rencia a través de los diversos mecanismos contem-
plados por el artículo 124, fracción V, de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica. Dichas obligaciones recaerán en el Organismo 
Público Descentralizado tras la aprobación y entrada 
en vigor de la legislación secundaria, observando lo 
dispuesto por la reforma constitucional respecto a 
que su actuación se regirá, entre otros, por los princi-
pios de transparencia y publicidad. 

iv) Aplicación del protocolo de inspección del trabajo 
sobre la libre contratación colectiva. Se informa que, 
desde la fecha en que el protocolo inició su vigencia, 
hasta el mes de abril del año 2018, se han practicado 

196 inspecciones derivando 528 medidas técnicas, 
beneficiando a 68 285 trabajadores. 

Parte 4. Disposiciones legislativas y medidas prácticas 

 observadas por la CEACR 

El presente apartado atiende lo señalado por la CEACR 
en su documento de observaciones al Gobierno de Mé-
xico, respecto de: i) pluralismo sindical y reelección de di-
rigentes sindicales; ii) medidas para modificar la fracción 
II del artículo 372 de la Ley Federal del Trabajo; iii) infor-
mación sobre la participación de extranjeros en las direc-
tivas de sindicatos. 
i) En materia de Pluralismo Sindical en las dependen-

cias del Estado y posibilidad de Reelección de Diri-
gentes Sindicales, el Gobierno de México informa 
que, de 2013 a la fecha, se han presentado al Con-
greso de la Unión, cinco iniciativas de reforma en 
materia de pluralismo sindical; y dos más relativas a 
la reelección de dirigentes sindicales en organizacio-
nes de trabajadores al servicio del Estado, sin que a 
la fecha hayan sido dictaminadas. No obstante, es ne-
cesario precisar que el Tribunal Federal de Concilia-
ción y Arbitraje, garantizando la autonomía sindical, 
ha otorgado invariablemente la toma de nota respec-
tiva, cuando se hace de su conocimiento algún cam-
bio de directiva.  

ii) En relación a la observación que propone modificar 
el artículo 372 de la Ley Federal del Trabajo, el Go-
bierno de México reitera, que la prohibición de que 
los extranjeros formen parte de la directiva de los sin-
dicatos no se aplica en la práctica. Además, no se ha 
verificado ningún caso concreto en este sentido y no 
se conoce de queja o reclamo sobre este asunto. Al 
contrario, algunos estatutos sindicales reconocen ex-
presamente la posibilidad de que los extranjeros par-
ticipen en la directiva de los sindicatos. 

Además, ante la Comisión, un representante guberna-
mental reafirmó el compromiso de México en el diálogo 
social y presentó los avances que se habían alcanzado en 
relación con las solicitudes de la Comisión de Expertos. 
En cuanto a los alegatos sobre violencia contra sindicalis-
tas del sector educativo, en el contexto del conflicto ocu-
rrido el 19 de junio de 2016 en el municipio de Asunción 
Nochixtlán, Oaxaca, el orador, al tiempo que lamentó y 
condenó los hechos ocurridos, negó categóricamente que 
éstos hubieran constituido actos de violencia contra sindi-
calistas y que significaran una violación del Convenio. Ba-
sándose en los informes elaborados por una Comisión Es-
pecial del Senado de la República y la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, los cuales se hicieron públicos 
el 31 de agosto de 2016 y el 17 de octubre de 2017 respec-
tivamente, y lamentando que este tipo de hechos fuesen 
utilizados para llamar la atención de la Comisión, subrayó 
que se trataba en realidad de un conflicto de naturaleza so-
ciopolítica y no de un conflicto sindical, pues en ninguno 
de los dos informes señalados se advertía la existencia de 
una relación causal entre los hechos de violencia y una po-
sible restricción a la libertad sindical, o el hecho de que las 
víctimas hubiesen estado afiliadas a algún sindicato. 
Acerca de la reforma constitucional del sistema de justicia 
laboral, el orador agradeció que, en su informe, la Comi-
sión de Expertos hubiera reconocido la importancia de di-
cha reforma promulgada en febrero de 2017. Se trata de 
una transformación histórica, ya que establece un nuevo 
paradigma en la impartición de justicia laboral en México, 
construido mediante un amplio proceso de consultas. 
Como parte de su implementación, a nivel local se avanza 
de forma consistente en los estados de la República, mu-
chos de los cuales ya han modificado sus Constituciones 
con miras a armonizarlas con lo dispuesto en la Constitu-
ción Federal, mientras que otros dos estados han aprobado 
las leyes de creación de sus centros de conciliación. Con 
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el objetivo de construir la legislación secundaria en mate-
ria de justicia laboral, el Senado analiza cuatro iniciativas 
presentadas por grupos parlamentarios de diversos signos 
ideológicos, prestándose particular atención a que dicha 
legislación secundaria se construyera de manera participa-
tiva e inclusiva, con los actores del sector laboral y las or-
ganizaciones de la sociedad civil. Por su parte, la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social ha iniciado la construc-
ción de nueve herramientas para las implementaciones de 
los organismos públicos descentralizados federal y local. 
En el ámbito federal, un organismo tendrá la responsabili-
dad de ofrecer el servicio de conciliación al que acudirán 
trabajadores y empleadores como requisito previo al inicio 
de un juicio laboral, con el propósito de contar con la re-
solución de los conflictos de manera pronta. Asimismo, 
dicho organismo llevará a cabo el registro de organizacio-
nes sindicales, contratos colectivos de trabajo y procedi-
mientos administrativos relacionados a nivel nacional. El 
nuevo mandato constitucional fortalece también al Poder 
Judicial federal y a los tribunales superiores de justicia de 
los estados de la República, facultándolos para resolver los 
diferendos laborales colectivos e individuales, a través de 
la creación de tribunales laborales. Con la finalidad de 
contribuir al cumplimiento del mandato de la reforma 
constitucional, la Secretaría del Trabajo ha iniciado un 
proceso de diagnóstico de los archivos laborales, en cada 
una de las Juntas Federal y Locales de Conciliación y Ar-
bitraje, en los 32 estados del país. Por su parte, el Poder 
Judicial de la Federación, con mira a crear los tribunales 
laborales, ha establecido la creación de la Unidad de Im-
plementación de la Reforma en Materia de Justicia Labo-
ral. Para tales efectos, cuenta con un presupuesto de 
324 millones de pesos para 2018. En el orden local, la Co-
misión Nacional de Tribunales Superiores y Supremos de 
Justicia, acordó la instalación de una comisión laboral para 
dar seguimiento a los trabajos de implementación de la re-
forma.  

En cuanto a las observaciones de la Confederación Sin-
dical Internacional (CSI) de fecha 1.º de septiembre de 
2017, según las cuales existe un alto número de contratos 
de protección patronal y que éstos proceden de la compli-
cidad de las autoridades laborales en el registro de dichos 
contratos, el Gobierno de México reiteró su preocupación 
por el hecho de que se emitieran observaciones basadas en 
alegatos generales y no en casos concretos. Asimismo, 
destacó su compromiso con la justicia laboral, con base en 
la adopción de nuevas leyes y acciones concretas que bus-
can garantizar la representatividad sindical. El orador de-
claró que en los casos en que se han señalado situaciones 
concretas de presuntas violaciones relativas a la existencia 
de los denominados «Contratos de Protección», el Go-
bierno siempre ha actuado de manera cooperativa, lle-
vando a cabo las investigaciones pertinentes y ofrecido in-
formación que contribuya a procurar justicia laboral. Re-
cordando que los alegatos de la CSI se habían presentado 
en el marco del Comité de Libertad Sindical, en particular 
en relación con el caso núm. 2694, el orador reafirmó la 
voluntad del Gobierno de seguir informando al Comité, en 
lo relativo a alegatos de situaciones concretas. Además, el 
Gobierno proporcionaría información actualizada a la Co-
misión de Expertos, sobre la evolución legislativa para dar 
aplicación a la reforma constitucional, así como sobre las 
medidas prácticas que se realicen para garantizar la repre-
sentatividad sindical y la libre contratación colectiva. En 
relación con las disposiciones en materia de transparencia 
sindical que derivan de la reforma a la Ley Federal del 
Trabajo de 2012, se informó que, al 30 de abril de 2018, 
se habían publicado en el «Sistema de Consulta de Orga-
nizaciones Sindicales» el registro de 3 422 organizaciones 
sindicales, entre sindicatos, federaciones y confederacio-
nes; además de reportar más de medio millón de consultas. 
Con el propósito de detectar prácticas de simulación de 

contratos y de verificar que los trabajadores conozcan del 
contrato colectivo en sus centros de trabajo, se imple-
menta, desde 2016, el Protocolo de inspección laboral so-
bre libre contratación colectiva. Este protocolo permite 
que los inspectores de trabajo verifiquen la publicidad del 
contrato colectivo y se cercioren de que los trabajadores 
conocen su contenido, así como de que la relación de tra-
bajo se presta en los términos y condiciones establecidas 
por éste. Por lo que se refiere a la cuestión de la posibilidad 
de pluralismo sindical en la dependencias del Estado y la 
posibilidad de reelección de los dirigentes sindicales, se 
informó que, de 2013 a la fecha, se han presentado al Con-
greso de la Unión, cinco iniciativas de reforma en materia 
de pluralismo sindical, y dos más relativas a la reelección 
de dirigentes sindicales en organizaciones de trabajadores 
al servicio del Estado, de las cuales tres están siendo ana-
lizadas en el Congreso de la Unión. Respecto al último 
punto de las observaciones de la Comisión de Expertos, en 
el que se solicita al Gobierno que tome medidas para mo-
dificar el artículo 372 de la Ley Federal del Trabajo a fin 
de eliminar la prohibición de que los extranjeros formen 
parte de la directiva de los sindicatos, se recordó que esta 
prohibición no se aplica en la práctica, ya que la naciona-
lidad mexicana no es un requisito para el registro de las 
directivas sindicales. Además, no se ha verificado ningún 
caso concreto en este sentido y no se conocen quejas o re-
clamos al respecto. Por el contrario, algunos estatutos sin-
dicales reconocen expresamente la posibilidad de que los 
extranjeros participen en la directiva de los sindicatos. 

Los miembros trabajadores declararon que, dado el in-
cumplimiento reiterado del Convenio por parte del Go-
bierno, la Comisión ha examinado el caso en tres ocasio-
nes en los últimos años. En la discusión más reciente, la 
de 2016, la Comisión instó al Gobierno a que promulgase 
las reformas propuestas a la Constitución y la legislación 
laboral federal y que reforzase el diálogo social mediante 
la aprobación de legislación complementaria. Recordaron 
que sus críticas versaban principalmente sobre los sindi-
catos de contratos de protección — que son sindicatos di-
rigidos fundamentalmente por empleadores que han soca-
vado el sistema de relaciones laborales de México. Esos 
sindicatos negocian «contratos de protección de los em-
pleadores» sin contar con la participación de los trabaja-
dores a los que se supone que representan y, sin ni tan si-
quiera ponerlos al corriente. En esos contratos se fijan sa-
larios bajos y se «protege» a los empleadores de la presen-
cia de sindicatos independientes en el lugar de trabajo. 
Desgraciadamente, esto ha privado a millones de trabaja-
dores mexicanos de disponer de medios eficaces para de-
fender sus derechos en el trabajo. Una vez que se ha for-
mado uno de estos sindicatos, es extremadamente difícil 
que los trabajadores puedan constituir un sindicato inde-
pendiente. Cuando los trabajadores intentan desvincularse 
de un sindicato de contratos de protección mediante una 
elección por «recuento», el empleador, el sindicato en 
cuestión y el Gobierno a menudo se ponen de acuerdo para 
intimidar a los trabajadores mediante dilaciones, amena-
zas verbales, violencia física y despidos. Esta situación 
persiste en la actualidad. Como la Comisión de Expertos 
ha observado, en febrero de 2017, el Gobierno promulgó 
reformas significativas de la Constitución. En esas refor-
mas se abordaron algunas de las críticas formuladas por la 
OIT y el movimiento sindical mundial, lo que dejó cierto 
margen para la esperanza. Sin embargo, como la Comisión 
de Expertos ha indicado también, el Gobierno aún tiene 
que aprobar legislación secundaria. Lamentablemente, las 
propuestas que presentó el Gobierno vulneraban tanto la 
letra como el espíritu de la Constitución y el Convenio. 
Durante la mayor parte de 2017, el Gobierno trabajó a 
puerta cerrada con los líderes empresariales sobre las en-
miendas a la legislación laboral, con la evidente intención 
de dar efecto a la reforma constitucional, sin consultar a 
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los dirigentes de sindicatos independientes durante este 
proceso. A principios de 2018, se desestimó un proyecto 
de ley en el Congreso, pero el Gobierno está tratando de 
que se apruebe la misma legislación en una sesión especial 
del Congreso, que va a celebrarse en junio de 2018. Si bien 
el Gobierno afirma que está llevando a cabo consultas, la 
única propuesta que se ha sometido a examen es el pro-
yecto de ley rechazado por el Congreso, lo que pone en 
evidencia que el Gobierno se ha plegado a intereses con-
solidados, como los de las confederaciones de sindicatos 
de contratos de protección, cuyos dirigentes han presen-
tado la legislación en cuestión ante el Senado. Al examinar 
los motivos de preocupación uno a uno, los miembros tra-
bajadores se refirieron en primer lugar a las juntas de con-
ciliación y arbitraje, que durante mucho tiempo han reci-
bido críticas por su ineficacia, su sesgo político y la co-
rrupción que reina en ellas. En la reforma constitucional 
se propuso abolir estas juntas y: i) transferir las funciones 
jurídicas de las juntas de conciliación y arbitraje al poder 
judicial, previendo un proceso de conciliación en centros 
de conciliación a escala federal y local «especializados e 
imparciales», antes de acudir a los tribunales, y ii) transfe-
rir las responsabilidades administrativas de las juntas de 
conciliación y arbitraje, como el registro de sindicatos, a 
la nueva entidad federal, descentralizada y autónoma, 
cuyo presidente sería elegido por el Senado. El actual pro-
yecto de ley, que se ha presentado ante el Senado, propone 
crear: i) el nuevo Instituto Federal de Conciliación Laboral 
y Registro, y ii) un nuevo «Consejo Técnico», que tendría 
amplias competencias relativas al programa, el presu-
puesto y el personal. La autonomía del Instituto Federal 
podría poner fin al dominio de los sindicatos de contratos 
de protección sobre el proceso de registro de sindicatos, la 
negociación colectiva y los conflictos colectivos, pero el 
control tripartito propuesto mediante el Consejo Técnico 
incluiría a los mismos sindicatos de contratos de protec-
ción que han perpetuado los contratos de protección me-
diante las juntas de conciliación y arbitraje. Además, el 
Secretario del Trabajo ha declarado que los tribunales la-
borales independientes no iniciarán su actividad hasta que 
las juntas no hayan resuelto todos los casos pendientes. 
Hay millares de casos, que llevará años examinar. Así, los 
sindicatos independientes seguirán padeciendo el sistema 
corrupto actual y tendrán que esperar años antes de que se 
realice la promesa de una justicia laboral neutral. Esto 
merma los compromisos previos de una transición rápida 
hacia los nuevos mecanismos constitucionales en materia 
de justicia laboral. Otros motivos de preocupación se re-
fieren a la propuesta contenida en el proyecto de ley de 
que un acuerdo entre en vigor automáticamente si el Insti-
tuto Federal no toma la decisión de registrar un convenio 
colectivo en un plazo de veinte días. Esto ofrecería a los 
empleadores un mecanismo de registro de convenios co-
lectivos que no cumplen los nuevos requisitos legales. Per-
mitirá que los empleadores sigan actuando en connivencia 
con los «sindicatos de protección» de su elección en lugar 
de entablar negociaciones de buena fe con sindicatos in-
dependientes.  

El segundo problema que presenta el proyecto de ley 
tiene que ver con el denominado procedimiento de «re-
cuento». El proyecto de ley prevé un extenso procedi-
miento administrativo que exige que los trabajadores pre-
senten nuevos documentos incluso para obtener una fecha 
de celebración de las votaciones, lo cual les impide prác-
ticamente reemplazar a los sindicatos no representativos 
por medio del voto. Esto complicaría innecesariamente el 
procedimiento, que, por otra parte, es el único medio del 
que disponen los trabajadores para constituir un sindicato 
independiente en los casos en que ya existe un sindicato 
ilegítimo, y permitiría que los sindicatos no democráticos 
sigan coartando la voluntad de los trabajadores. Por otra 
parte, puesto que el nuevo Instituto estará controlado por 

los empleadores y los sindicatos de contratos de protec-
ción, los trabajadores, con fundadas razones, temen que 
los empleadores tomen represalias y los despidan. En ter-
cer lugar, en México, la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública prevé que los sindicatos 
publiquen los certificados de registro y los estatutos, con 
lo cual los trabajadores y el público general pueden acce-
der a diversos datos sobre los sindicatos, como su estruc-
tura interna, su junta directiva y los convenios colectivos 
vigentes. Ello es indispensable para que los trabajadores 
puedan acceder a información sobre las organizaciones 
que supuestamente los representan, así como a los conve-
nios que éstas puedan mantener con los empleadores. Se 
trata de una medida de transparencia fundamental para 
combatir los sindicatos de contratos de protección. El Go-
bierno ha informado que realizó progresos en este sentido 
y ha sostenido que la tasa de cumplimiento es del 85 por 
ciento. De ser cierto, ello constituiría un avance impor-
tante. Sin embrago, el proyecto de ley debilitará significa-
tivamente esas medidas de transparencia, en particular el 
requisito de publicar información sobre los certificados de 
registro y los convenios colectivos vigentes, y seguirá pri-
vando a la gran mayoría de los trabajadores mexicanos cu-
biertos por los convenios colectivos del derecho a obtener 
una copia de los mismos. En cuarto lugar, como conse-
cuencia de la reforma constitucional, los trabajadores de-
ben adoptar los convenios colectivos mediante votaciones 
secretas. Esta medida se introdujo para garantizar que los 
convenios no puedan firmarse sin el consentimiento o el 
conocimiento de los trabajadores afectados. Sin embargo, 
el proyecto de ley no exige que se efectúen inspecciones 
para comprobar que los trabajadores hayan adoptado el 
convenio colectivo por votación secreta. En cambio, esta-
blece con vaguedad que las organizaciones que supuesta-
mente representan a los trabajadores deben demostrar que 
cuentan con el respaldo de los mismos, pero no define cri-
terios concretos. La propuesta también confiere al Insti-
tuto amplias facultades discrecionales para decidir si exis-
ten pruebas o no. Estas disposiciones son especialmente 
preocupantes teniendo en cuenta que la legislación laboral 
vigente prevé la renovación automática de los convenios 
colectivos si ninguna de las partes plantea modificaciones. 
Esas normas se aplicarán igualmente a los contratos de 
protección, lo cual permitirá eludir los requisitos mínimos 
de representación. Sin embargo, los sindicatos de contra-
tos de protección y las deficiencias de la legislación secun-
daria no son los únicos problemas. Como ha reiterado la 
Comisión de Expertos, la persistencia de la violencia anti-
sindical suscita grandes inquietudes. Desde la última 
reunión de la Comisión de Expertos se han producido nue-
vos actos de violencia antisindical. En noviembre de 2017, 
los mineros se declararon en huelga para reivindicar su de-
recho a afiliarse a un sindicato legítimo y democrático. 
Docenas de policías armados ocuparon la mina. Un grupo 
armado atacó a los huelguistas y mató a dos activistas sin-
dicales en las instalaciones. En enero de 2018, un activista 
sindical que viajaba para reunirse con los huelguistas fue 
golpeado y amenazado con otros actos de violencia si se-
guía reclamando un nuevo sindicato y un nuevo contrato; 
y fue asesinado a finales del mes. Por último, las enmien-
das de 2012 a la Ley del Trabajo han ampliado considera-
blemente la práctica de la subcontratación, aunque la ley 
dispone que las empresas no pueden subcontratar a traba-
jadores que desempeñen funciones esenciales para la em-
presa. El Gobierno no ha hecho nada para poner fin a esas 
prácticas, a pesar de que son ilegales. La subcontratación 
es una táctica habitual para impedir que los trabajadores 
formen sindicatos o para desarticular sindicatos sustitu-
yendo la mano de obra por trabajadores contratados. Los 
miembros trabajadores instaron al Gobierno a que retire el 
proyecto de ley. Ante la inminencia de las elecciones ge-
nerales, corresponderá al próximo Gobierno decidir esta 
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cuestión consultando a todas las partes interesadas y aten-
diendo a sus opiniones. 

Los miembros empleadores declararon que este caso se 
había analizado ya en tres oportunidades, dos de las cuales 
fueron en 2015 y 2016. En esos momentos, se destacaron 
los progresos que se venían suscitando por parte del Go-
bierno, con la expectativa de que se aprobara una reforma 
constitucional. Dicha reforma se realizó y ha habido un 
cambio a través de ella. La Comisión de Aplicación de 
Normas está analizando el caso de México por el Conve-
nio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948 (núm. 87), pero el Estado no ha rati-
ficado el Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1949 (núm. 98). Hay algunos as-
pectos de este caso que tienen conexión con la libertad de 
asociación y constitución de los sindicatos. Sin embargo, 
la Comisión de Aplicación de Normas, en referencia a la 
observación de la Comisión de Expertos, tiene que ser cui-
dadosa en la manera en que se trate el asunto y no dar 
orientaciones respecto a una norma que no ha sido ratifi-
cada. Asimismo, en relación con los artículos 2 y 3 del 
Convenio, disposiciones bastante generales, y sobre las 
cuales la Comisión de Expertos ha entrado en una serie de 
detalles que podría considerarse que van más allá del pro-
pio alcance de dichas disposiciones. El artículo 2 dispone 
que los trabajadores, sin ninguna distinción y sin autoriza-
ción previa, tienen el derecho de constituir las organiza-
ciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse 
a estas organizaciones, con la sola condición de observar 
los estatutos, y el artículo 3 establece que las organizacio-
nes de trabajadores tienen el derecho de redactar sus esta-
tutos y sus reglamentos administrativos, elegir libremente 
a sus representantes, organizar su administración y sus ac-
tividades, y formular su programa de acción. Ese es el 
marco en el que debe desarrollarse la discusión de este 
caso. En primer lugar, las organizaciones querellantes en 
el presente caso son de orden internacional, y no son las 
organizaciones de los trabajadores de México. Por eso, 
debe tenerse como referencia que la visión de la situación 
en el país puede ser más amplia, en comparación con la 
manera en que actúan los actores sociales internamente, 
concretamente las organizaciones sindicales. En relación 
con los temas de libertades públicas y derechos sindicales, 
los miembros empleadores rechazan cualquier acto que 
atente contra la vida humana. Sin embargo, en el marco de 
la OIT debe tenerse una conexión con la libertad sindical. 
En su respuesta, el Gobierno manifiesta que dos comisio-
nes especiales han averiguado que los actos no tienen 
causa sindical, sino que obedecen a una naturaleza socio-
política y de uso excesivo de la fuerza, lo que ha sido re-
conocido y atendido por el Estado. Siendo ello así, éste es 
un asunto que, si bien es deplorable desde el punto de vista 
de la vida humana, la Comisión de Aplicación de Normas 
no debe profundizarlo y analizarlo con mayor detalle, tam-
poco la Comisión de Expertos ni cualquier otro órgano de 
control de la Organización.  

En segundo lugar, en cuanto a la conciliación, el arbi-
traje y la justicia laboral, la reforma constitucional esta-
blece que sería la rama del Poder Público correspondiente 
la que atendería una serie de elementos, por lo que la Co-
misión de Expertos ha tomado nota «con satisfacción» de 
su adopción y entrada en vigor. Al respecto, es importante 
recordar lo qué es una nota de satisfacción, porque son 
bastante escasas y tienen mucha relevancia para la Orga-
nización. La Comisión de Expertos toma nota con satis-
facción en el caso de aquellos gobiernos que han adoptado 
medidas, ya sea a través de la adopción de una nueva le-
gislación o de una enmienda a la legislación existente, o 
han realizado cambios significativos en la política o en la 
práctica nacional. Asimismo, la Comisión de Expertos ex-
presa su satisfacción cuando les indica a los gobiernos y a 
los interlocutores sociales que el asunto ya ha sido resuelto 

y que puede servir de modelo o ejemplo a otros Estados. 
Dicha reforma da seguridades jurídicas por las razones si-
guientes: 1) la justicia laboral será impartida por órganos 
del Poder Judicial federal o local; 2) los procesos de con-
ciliación serán más ágiles y eficaces; 3) la instancia federal 
de conciliación será un organismo descentralizado, y 4) se 
adoptará una nueva legislación en materia procesal y de 
los órganos descentralizados en el servicio de concilia-
ción. Como lo ha señalado el representante gubernamen-
tal, esto es lo que se está desarrollando en México, donde 
el Congreso está considerando una serie de iniciativas le-
gislativas. Sin duda, es bueno que haya consultas sobre to-
dos estos cambios legislativos. En las últimas conclusio-
nes de la Comisión de Aplicación de Normas sobre este 
caso, se solicitó que se estableciera un diálogo social am-
plio sobre la materia. Al respecto, el Gobierno ha infor-
mado de la decisión del Congreso de abrir la participación 
a cuatro foros regionales con una amplia participación, así 
como se ha informado que la reforma ya existente tuvo 
una amplia discusión. Los miembros empleadores, confia-
ron en que se seguiría haciendo estas reformas de una ma-
nera adecuada.  

En tercer lugar, en lo que se refiere a la representatividad 
sindical y a los contratos de protección, los miembros em-
pleadores indicaron que había que ser muy cuidadoso. Una 
cosa es constituir sindicatos que puedan ser considerados 
sindicatos de protección, es decir, que gocen de la prerro-
gativa de la negociación colectiva con exclusividad, y otra 
cosa son las negociaciones colectivas para la protección. 
No debe hacerse referencia a ese segundo tema, puesto que 
es típico del Convenio núm. 98 y no ha sido ratificado por 
el Estado mexicano. Asimismo, la Comisión de Expertos, 
en su momento, tomó nota con interés de una serie de pro-
puestas, dada la modificación a la Ley Federal del Trabajo 
que se produjo en 2012. Al respecto, la Comisión de Ex-
pertos solicitó al Gobierno que indicara las razones por las 
cuales no había enviado información más detallada. Aun-
que el Gobierno no haya contestado, y convendría que lo 
hiciera en su segunda intervención, quizás el Gobierno no 
lo haga porque no ha ratificado el Convenio núm. 98. Los 
miembros empleadores subrayaron que había que ser muy 
cuidadoso en el enfoque e indicaron que no compartían lo 
que decía la Comisión de Expertos al tomar nota con preo-
cupación de las observaciones de la CSI en relación con 
otros asuntos que se describen de manera general, y de los 
cuales sería interesante conocer más detalles, si es que hay 
más información que permita llegar a una conclusión di-
ferente. Pero mientras, no debería dar lugar a una solicitud 
de información complementaria a ese respecto. En cuanto 
a la publicación y registro de las organizaciones sindica-
les, el Gobierno indica que hay un sistema de información 
nuevo, el cual proporciona las cifras, incluso detalladas, 
del número de sindicatos que hay en México. Asimismo, 
el Gobierno da una respuesta adecuada a una solicitud, que 
en su momento se había formulado y que se encuentra en 
el documento D.10. En relación con el pluralismo sindical 
y la reelección de dirigentes sindicales, la Comisión de Ex-
pertos se refiere a asuntos legislativos que podrían enten-
derse como disconformes con el Convenio. Sin embargo, 
se encuentra tanto en el comentario de la Comisión de Ex-
pertos como en la respuesta del Gobierno, que la jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia, así como los usos 
y costumbres, han llevado a que no sean aplicables estas 
normas. Es algo similar a las normas obsoletas de la OIT 
y que no se han derogado. El año pasado se derogaron unas 
normas y este año otras. Sin embargo, el Grupo Cartier 
identificó cerca de 65 normas obsoletas que son vigentes, 
pero no aplicables. Entonces el concepto de la no aplica-
bilidad, que consideramos en esta Organización, también 
debería ser considerado para los Estados Miembros y es la 
respuesta que da el Gobierno. No se encontraría una vul-
neración a la libertad sindical si unas normas existentes no 
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se aplican, y lo reconocen los propios órganos del Poder 
Judicial del Estado mexicano. Además, esto es reconocido 
por el Gobierno, al informar que es la elección libre de 
representantes sindicales, concretamente extranjeros, en 
donde manifiesta que no hay ninguna reclamación ni tam-
poco ningún caso particular al respecto. Asimismo, el Go-
bierno manifiesta que hay sindicatos que reconocen en sus 
estatutos la posibilidad de tener representantes extranje-
ros. Al respecto, los miembros empleadores se pregunta-
ron por qué preocuparse por cambiar una legislación que 
no es aplicable; si no es aplicable podemos estar seguros 
y tranquilos de que en México se permite la libertad am-
pliamente como la conciben las organizaciones como la 
CSI, la IndustriALL y la Comisión misma cuando analiza 
estos casos. Es por eso que estas solicitudes donde se pi-
den el número y los cargos de los extranjeros que partici-
pan en sindicatos, podrían ser consideradas como excesi-
vas porque ya el Gobierno ha manifestado que no hay ni 
un solo caso de reclamación. Probablemente, se pide para 
observadores internacionales, pero no tiene sentido en la 
práctica donde no hay esa dificultad. Los miembros em-
pleadores estimaron que, en el análisis de este caso, habían 
encontrado puntos que se han superado y que hubieran 
merecido notarse con satisfacción. Manifestaron que la 
orientación dada por el Gobierno a su cambio legislativo 
era la correcta y había superado las expectativas que, en 
su momento, la Comisión tenía por preocupación desde 
mucho tiempo atrás, incluyendo, en el caso núm. 2694 del 
propio Comité de Libertad Sindical.  

El miembro empleador de México agradeció la informa-
ción proporcionada por el Gobierno en relación con los te-
mas abordados por la Comisión de Expertos y, lamentando 
la falta de información objetiva proporcionada por los 
miembros trabajadores, señaló que en su país no existen 
acosos ni despidos, que hay más de 20 millones de traba-
jadores en la economía formal, que se tiene contratación 
colectiva, y aunque existen desafíos, se tiene paz social y 
laboral. La reforma ha sido considerada satisfactoria por 
la Comisión de Expertos y no ha generado ninguna oposi-
ción abierta a nivel nacional. En 2012, se llevó a cabo la 
reforma a la Ley Federal de Trabajo, y entre 2015 y 2017, 
la reforma constitucional. Las leyes reglamentarias están 
siendo discutidas ante el Senado, mediante varias iniciati-
vas de ley presentadas por diversos actores con distintas 
corrientes de pensamiento. De acuerdo con el marco cons-
titucional, se han realizado foros de discusión y consultas, 
y se ha acordado convocar a audiencias públicas, ejer-
ciendo el diálogo social y cumpliendo con la exhortación 
que hizo la Comisión de Aplicación Normas en 2016. Asi-
mismo, se han incluido aspectos complejos y de amplio 
alcance en relación con: la justicia laboral, la transparencia 
sindical y de contratación colectiva y la determinación del 
voto secreto en favor de los trabajadores. Los cambios en 
proceso requieren esfuerzos legislativos, de presupuesto e 
infraestructura, capacitación y formación. Respecto al re-
gistro de los sindicatos y contratos colectivos de trabajo, 
estos estarían a cargo de un organismo público descentra-
lizado, encabezado por una persona propuesta por el Poder 
Ejecutivo y aprobada por el Senado, con lo que se alcan-
zaría plena autonomía. Del mismo modo, se crearían or-
ganismos de conciliación en las entidades federativas para 
la resolución eficaz de conflictos y en cumplimiento del 
Convenio. La sustitución de las juntas de conciliación y 
arbitraje por tribunales del Poder Judicial cumple una pro-
puesta de la Comisión de Aplicación de Normas. La re-
forma constitucional estableció un año, que ya ha transcu-
rrido, para expedir las leyes reglamentarias. Sin embargo, 
hay aspectos que entraron en vigor al día siguiente de la 
publicación de la misma, como la obligación de acreditar 
la representación de los trabajadores para celebrar contra-
tos colectivos de trabajo, al igual que los establecidos en 
el artículo 123, fracción XXII bis de la Constitución. Dicho 

precepto señala que los procedimientos y requisitos que 
establezca la ley para asegurar la libertad de negociación 
colectiva y los legítimos intereses de trabajadores y em-
pleadores, deberán garantizar: a) los principios de repre-
sentatividad de las organizaciones sindicales, y b) certeza 
en la firma, registro y depósito de los contratos colectivos 
de trabajo. Asimismo, que para la resolución de conflictos 
entre sindicatos, la solicitud de celebración de un contrato 
colectivo de trabajo y la elección de dirigentes, el voto de 
los trabajadores será personal, libre y secreto. El Poder Ju-
dicial y la reforma cumplirían con los presupuestos cons-
titucionales establecidos. Esta situación debería ser un 
ejemplo para otros países, y aunque sería deseable que el 
proceso legislativo concluyese, en virtud de su compleji-
dad, aún se encuentra en curso. Debe alentarse al Gobierno 
a que se cumpla lo que está pendiente, y reconocerse los 
logros. El caso debería reflejarse como de progreso en las 
conclusiones de esta Comisión.  

Un miembro trabajador de México señaló la importancia 
de recordar el contexto en el que se discute la reforma la-
boral en México. Es preciso destacar que se han llevado a 
cabo dos reformas importantes: la reforma laboral de 2012 
y la reforma constitucional que entró en vigor en 2017. 
Esta última es el resultado de una serie de consultas pre-
vias realizadas por el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas, a solicitud expresa del Ejecutivo Federal, a 
expertos juristas, académicos y una muestra representativa 
de la sociedad civil; pero con la ausencia de participación 
e incluso de convocatoria de las organizaciones de traba-
jadores, razón por la cual no se tomaron en cuenta sus op-
ciones. Como resultado de esta consulta, en abril de 2016, 
la Presidencia de la República envió al Congreso de la 
Unión la iniciativa de ley correspondiente conocida como 
«justicia cotidiana» que trae aparejados cambios sustanti-
vos en la Constitución, especialmente en materia laboral. 
El orador recordó que, ya en su intervención de 2016 había 
expresado su rechazo a dichas reformas así como su preo-
cupación respecto de distintos aspectos de las mismas, a 
saber: a) el traslado de la justicia laboral al Poder Judicial 
federal o local, perdiendo el equilibrio social brindado por 
el tripartismo; b) la implementación de la conciliación 
como instancia prejudicial obligatoria a través de centros 
de conciliación especializados autónomos, y c) la creación 
de un organismo descentralizado encargado de atender el 
registro de los contratos colectivos, de las organizaciones 
sindicales y de la función conciliatoria federal siendo el 
titular de dicho organismo designado por el Ejecutivo Fe-
deral. Como resultado final de esta serie de enmiendas, el 
13 de octubre de 2016 se aprobó por unanimidad la re-
forma constitucional dando lugar a un giro sin precedentes 
en el derecho laboral mexicano. La reforma laboral pro-
puesta más recientemente en México es consecuencia de 
dicha reforma constitucional. Es preciso estar atentos a las 
consultas anunciadas el 27 de abril de 2018 por el Senado. 
Las organizaciones sindicales y sus dirigencias tienen la 
tarea de transitar de manera responsable e informada hacia 
el nuevo modelo de justicia laboral para dar a sus repre-
sentados una verdadera certeza jurídica en la defensa de 
sus derechos. Para terminar, el orador instó al Gobierno a 
ofrecer todas las garantías para que la Ley Federal del Tra-
bajo sea fruto de la concertación y del diálogo entre los 
actores del tripartismo.  

Otro miembro trabajador de México recordó que el 24 de 
febrero de 2017 entró en vigor la reforma del artículo 123 
de la Constitución. Con esta reforma se atienden diversas 
recomendaciones: la justicia laboral deja de estar en ma-
nos del Poder Ejecutivo y se traslada al Poder Judicial, 
desapareciendo las juntas de conciliación y arbitraje y 
creándose los tribunales laborales; se implanta la concilia-
ción obligatoria antes de acudir a los tribunales laborales 
y se crea un organismo descentralizado a nivel federal, en-
cargado de la función conciliadora, del registro de todos 
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los contratos colectivos de trabajo y de las organizaciones 
sindicales, así como de todos los procesos administrativos 
relacionados. El orador manifestó no obstante, su preocu-
pación respecto del retraso que está sufriendo la reforma 
de la ley reglamentaria de dicho artículo 123 cuya fecha 
límite era el 24 de febrero de 2018. El plazo por tanto ha 
vencido sin que el Gobierno le haya dado la atención de-
bida, dejando con ello una gran incertidumbre para la jus-
ticia laboral y un desconocimiento sobre la situación exis-
tente. En abril de 2018, el Senado ha lanzado un acuerdo 
convocando a los sectores sociales, pero fuera de plazo. Es 
preocupante que el Gobierno no haya adoptado las medi-
das necesarias para iniciar el proceso de adecuaciones le-
gislativas. Por último, el orador solicitó al nuevo Gobierno 
que surgiese del voto democrático y popular, que adoptase 
las medidas necesarias para la adecuación de la legislación 
laboral a los principios establecidos en el Convenio, y que 
diese cumplimiento a las observaciones de la Comisión de 
Expertos con miras a eliminar las prácticas indebidas que 
afectan a los trabajadores mexicanos y para poner fin a la 
persecución de dirigentes sindicalistas y a la muerte de tra-
bajadores.  

Un tercer miembro trabajador de México indicó que a 
casi treinta años de la aplicación de las políticas neolibe-
rales por los organismos financieros del Fondo Monetario 
Internacional (FMI), del Banco Mundial (BM) y de la Co-
misión Trilateral, se han precarizado las condiciones labo-
rales de los trabajadores en todo el mundo, y México no 
es la excepción. Denunció el abuso de la subcontratación, 
la cual vulnera no sólo la aplicación del Convenio, sino 
también la Constitución mexicana y los derechos huma-
nos, toda vez que se niega el derecho a la sindicación, a la 
contratación colectiva y el derecho de huelga. La Consti-
tución nacional expresa que los mexicanos tienen derecho 
a la salud, a la alimentación nutritiva, a la vivienda, a la 
cultura, al deporte, a la educación y al trabajo socialmente 
útil. La figura de la subcontratación trasgrede tales dere-
chos. Existen empresarios nacionalistas de las micros, pe-
queñas y medianas empresas, que cumplen con todas las 
obligaciones en materia de prestaciones laborales y segu-
ridad social, pero existen otros que eluden las mismas. El 
abuso de esta figura genera problemas sociales que se 
agravarán en un futuro cercano, especialmente en materia 
de pensiones, ya que al no pagar la seguridad social, las 
futuras generaciones no tendrán derecho a la vivienda, a la 
salud y a una pensión digna. La subcontratación también 
provoca que la maquinaria sea puesta a nombre de otra 
empresa para evitar que en caso de un conflicto laboral los 
trabajadores queden indefensos para cobrar sus indemni-
zaciones legales.  

La miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre de una amplia mayoría de los Estados de América 
Latina y el Caribe, agradeció las informaciones aportadas 
por el Gobierno en los últimos años respecto de las accio-
nes y medidas adoptadas para atender las observaciones 
de la Comisión de Expertos. Al respecto, en 2016, la Co-
misión de Expertos tomó nota con satisfacción de la apro-
bación y entrada en vigor de la reforma constitucional, que 
buscaba, entre otras medidas, que la justicia laboral fuese 
impartida por órganos del Poder Judicial que no dependen 
del Poder Ejecutivo. También tenía por objetivo fortalecer 
la instancia conciliatoria y la creación de un organismo au-
tónomo que se ocupase a nivel nacional del registro de 
contratos colectivos y de sindicatos. De igual forma, el 
Gobierno informa sobre los procesos de consulta y mesas 
de diálogo que se llevan a cabo con miras a desarrollar las 
adecuaciones legislativas para dar pleno efecto a la re-
forma constitucional, en especial el acuerdo del Senado 
para la celebración de audiencias públicas para conocer las 
sugerencias, observaciones y propuestas de los trabajado-
res, empleadores, académicos y organizaciones de la so-

ciedad civil sobre el anteproyecto de dictamen de la legis-
lación secundaria. Teniendo en cuenta la buena voluntad 
expresada y los resultados alcanzados, la oradora deseó 
éxito al Gobierno en el ambicioso proceso de reformas y 
en la histórica transformación de la administración de la 
justicia social.  

El miembro gubernamental de Panamá se adhirió a la de-
claración de la miembro gubernamental del Paraguay y 
manifestó que valoraba los esfuerzos y el interés del Go-
bierno de aportar constantemente información actualizada 
sobre el cumplimiento del Convenio. Debe destacarse lo 
relativo a la judicialización de los procesos laborales que 
se ventilan en instancias del Poder Ejecutivo en dicho país. 
Asimismo, las consideraciones de la Comisión de Exper-
tos son relevantes, pues ponderan positivamente los avan-
ces en materia de justicia laboral que ha sostenido el Go-
bierno y que van de acuerdo con lo que la OIT promueve. 
La transformación se ha desarrollado, tomando en cuenta 
a los actores tripartitos del país, mostrando así el Gobierno 
la vigencia del diálogo social como herramienta indispen-
sable para la libertad sindical y en la búsqueda de la justi-
cia social. Finalmente, reafirmó su apoyo al Gobierno en 
el proceso de mejora continua que ha estado implemen-
tando y subrayó la importancia del tripartismo en la OIT 
para la consecución del bien común.  

Un observador en representación de la CSI declaró que, 
en febrero de 2017, se publicó un decreto introduciendo 
reformas al artículo 123 de la Constitución en materia de 
justicia laboral, siendo la más importante en cien años de 
vigencia de la Constitución. En 2016, la Comisión ofreció 
asistencia técnica al Gobierno y le solicitó que entablara 
el diálogo social en la preparación de la legislación secun-
daria. Sin embargo, el Gobierno fue omiso en promover 
dicho diálogo y en solicitar asistencia técnica. En conse-
cuencia, senadores miembros de la Confederación de Tra-
bajadores de México (CTM) y de la Confederación Revo-
lucionaria de Obreros y Campesinos (CROC) promovie-
ron una iniciativa de reforma, considerada inconstitucio-
nal, y que derogaría el derecho social laboral mexicano, ya 
que éste no reglamenta todos los temas previstos en la re-
forma constitucional. Dicha iniciativa plantea la restitu-
ción del falso tripartismo de las juntas de conciliación y 
arbitraje, y el otorgamiento de facultades jurisdiccionales 
a órganos administrativos descentralizados, como conocer 
asuntos relativos al derecho de huelga, que sólo deberían 
corresponder a los órganos jurisdiccionales de conformi-
dad con el artículo 123, fracción XX de la Constitución. 
Además, la Cámara de Senadores ha emitido un proyecto 
de dictamen de decreto que convalidaría dicha iniciativa. 
La semana pasada, dicha Cámara convocó a supuestos ac-
tores sociales para que opinasen exclusivamente sobre ese 
dictamen. De este modo, se ha omitido considerar otras 
iniciativas promovidas por otros senadores para la con-
gruente reglamentación de la reforma constitucional. Para 
alcanzar la justicia y paz sociales, debe reponerse el vi-
ciado proceso legislativo sobre las reformas secundarias 
que está siguiendo el Gobierno.  

El miembro gubernamental de Honduras valoró positiva-
mente las acciones y medidas adoptadas por el Gobierno 
en materia de justicia laboral desde febrero de 2017, como 
parte del proceso de reformas que realiza actualmente. Por 
otra parte, mostró su preocupación respecto a los casos 
que, a pesar de no evidenciar violaciones al Convenio, pre-
tenden ser posicionados como actos de violencia contra 
sindicalistas. Por último, exhortó al Gobierno a seguir im-
pulsando nuevos mecanismos interinstitucionales de diá-
logo, de conformidad con lo dispuesto en el Convenio y a 
favor de los derechos fundamentales de los trabajadores 
para garantizar el respeto a la libertad sindical en el país. 

La miembro trabajadora de Alemania declaró que los 
progresos invocados por el Gobierno en la aplicación del 
Convenio sólo son progresos sobre el papel y que en la 
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práctica pocas cosas han cambiado. La constitución de sin-
dicatos independientes y sus labores se ven alarmante-
mente obstaculizadas por una combinación fatal de: i) un 
procedimiento de registro arbitrario; ii) la prevalencia de 
los contratos de protección, y iii) la no publicación tanto 
del registro de sindicatos como de los acuerdos conclui-
dos. Las juntas de conciliación y arbitraje, que siguen 
siendo las autoridades competentes a nivel federal y esta-
tal, no son independientes ni imparciales, tal y como lo 
demuestra su composición, y siempre encuentran nuevas 
formas de obstaculizar el registro y la labor de los sindica-
tos independientes. Los contratos de protección se nego-
cian sin el conocimiento de los trabajadores, en algunos 
casos ha ocurrido en empresas alemanas, incluso antes de 
que se haya construido una fábrica o de que una empresa 
haya iniciado sus actividades. Si una empresa ya está en 
manos de un llamado sindicato de protección o si existe un 
contrato de protección, es muy posible que las juntas de 
conciliación y arbitraje rechacen las solicitudes de los sin-
dicatos independientes. Es prácticamente imposible hacer 
cumplir un convenio colectivo contra un «sindicato de 
protección». El proceso se ve ensombrecido por la falta de 
transparencia, los obstáculos burocráticos, los despidos, 
las amenazas, la intimidación y la violencia. Para demos-
trar que se ha progresado en el cumplimiento del Conve-
nio, ya no basta con que el Gobierno mencione los largos 
procesos de reforma, las discusiones entre las diversas par-
tes interesadas y la legislación secundaria que aún no ha 
entrado en vigor y que tiene por objeto contrarrestar las 
exigencias fundamentales de la reforma constitucional. 
Por lo tanto, la oradora pidió al Gobierno que aplique ple-
namente las conclusiones de los órganos de control de la 
OIT y para ello: i) demuestre, mediante acciones concre-
tas, cómo garantiza el registro rápido e independiente de 
los sindicatos; ii) presente pruebas de la publicación de 
convenios colectivos, registros, reconocimientos y otros 
estatutos sindicales; iii) explique detalladamente las medi-
das específicas adoptadas para abordar todos los proble-
mas que se plantean en relación con los contratos de pro-
tección (y no sólo las medidas sobre el papel), y iv) consi-
dere una obligación legal para los empleadores el dar a co-
nocer el convenio colectivo aplicable en el trabajo. 

El miembro gubernamental de Argelia indicó su apoyo a 
los esfuerzos del Gobierno para reformar la justicia labo-
ral, reforzar el órgano de conciliación y promover el dere-
cho de sindicación y de negociación colectiva. Se han to-
mado todas las medidas necesarias para respetar los dere-
chos fundamentales, incluidos el derecho a la libertad de 
expresión y el derecho de asociación así como las garan-
tías procesales, al tiempo que se han reforzado las prerro-
gativas del sistema de la inspección del trabajo. No hay 
pruebas de que se haya violado la libertad sindical. Acogió 
con agrado los avances registrados en el refuerzo de los 
instrumentos nacionales existentes para dar pleno efecto a 
la reforma constitucional y pidió a la Comisión que tenga 
en cuenta los progresos realizados.  

La miembro trabajadora de los Estados Unidos señaló que 
las juntas de conciliación y arbitraje obstaculizan la liber-
tad sindical de los trabajadores. Un ejemplo es la huelga 
del sindicato independiente de mineros, iniciada en 2008, 
sobre la legalidad, en relación con la cual la Junta de Con-
ciliación y Arbitraje federal nunca se ha pronunciado. En 
2013, un sindicato de empresa dirigido por el propietario 
de la mina solicitó derechos de negociación colectiva y 
ocupó la mina en un esfuerzo por poner fin a la huelga. En 
lugar de proteger la huelga, la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje aceptó la solicitud ilegal del sindicato, y permitió 
la celebración de elecciones en 2017, con motivo de las 
cuales tanto el empleador y el sindicato presentaron a la 
Junta de Conciliación y Arbitraje listas idénticas de votan-
tes habilitados. En las listas no sólo figuraban mineros 
contratados por la empresa para que votaran a su favor, 

sino también trabajadores que no estaban habilitados para 
votar (incluidos mineros jubilados, aquéllos que habían re-
cibido una indemnización por despido, e incluso mineros 
que habían fallecido). A pesar de estas irregularidades (la 
connivencia entre el sindicato de empresa y el empleador, 
como muestran las listas idénticas, y la incapacidad para 
demostrar quién era un trabajador activo habilitado para 
votar), la Junta de Conciliación y Arbitraje permitió las 
elecciones, en las cuales salió victorioso el sindicato de 
empresa. Sin embargo, en enero de 2018, un tribunal re-
virtió las elecciones y obligó al sindicato de empresa a re-
tirar su reclamación de derechos de negociación colectiva, 
ofreciendo en última instancia cierta protección a la huelga 
legal del sindicato independiente. Este ejemplo pone de 
relieve los problemas que plantean las juntas de concilia-
ción y arbitraje: i) no son imparciales y en realidad tienen 
prejuicios hacia los sindicatos independientes, y ii) tienen 
vínculos estrechos con la protección tanto de los sindica-
tos como de los empleadores. En el momento en el que la 
Junta de Conciliación y Arbitraje federal decidió permitir 
las segundas elecciones, el secretario de la Junta para te-
mas colectivos era una persona que anteriormente había 
sido empleado como abogado de la empresa, y que en 
aquel momento ocupaba ese cargo nuevamente. Además, 
los trabajadores deben esperar años para recibir protección 
en lo que respecta a los derechos de libertad sindical. Tal 
como se prometió en la reforma constitucional, las juntas 
de conciliación y arbitraje deben ser sustituidas por un sis-
tema de justicia laboral que sea totalmente independiente 
de la rama ejecutiva y permita a los trabajadores plena li-
bertad sindical. Esos cambios deben tener lugar antes de 
que vuelva a negociarse el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN) u otros tratados de libre co-
mercio, o incluso de que México pueda cumplir el Conve-
nio. 

El miembro Gubernamental del Uruguay apoyó la decla-
ración de la miembro gubernamental del Paraguay y des-
tacó, dentro de las medidas adoptadas por el Gobierno, la 
reforma procesal laboral de 2012, así como la promoción 
de una reforma procesal. La implementación completa de 
leyes de este tipo requiere tiempo, exigiendo generalmente 
diversas adaptaciones hasta alcanzar los objetivos previs-
tos. La reforma laboral ha permitido la reducción en más 
de un 60 por ciento de la duración habitual de los juicios 
laborales, lo que constituye un claro beneficio para el jus-
ticiable, quien accede a una justicia más rápida y eficiente. 
No obstante, aún perduran pequeños aspectos de la re-
forma que será necesario ajustar. Resulta razonable que se 
requiera de un plazo adecuado para su plena adaptación e 
instrumentación. En ese sentido, y teniendo en cuenta la 
experiencia adquirida por el Uruguay al respecto, el orador 
ofreció cooperación técnica al Gobierno y lo estimuló a 
seguir en el camino del diálogo social. 

Un miembro trabajador de Colombia reprochó a México 
las violaciones a la libertad sindical, especialmente las que 
se derivan de la existencia de los contratos de protección 
patronal. Todos los órganos de control de la OIT coinciden 
en señalar la violación de derechos que implican los con-
tratos de protección patronal. La gravedad y reincidencia 
de dichas violaciones requieren medidas drásticas por 
parte de la OIT. La reforma legal de 2012 y la constitucio-
nal de 2017 en lugar de eliminar la figura que en sí misma 
desnaturaliza a las organizaciones sindicales y los fines de 
la negociación, reforman el registro, la publicación, las vo-
taciones u otras disposiciones. Así, cinco años después de 
la reforma legal y quince meses después de la reforma 
constitucional, las juntas de conciliación y arbitraje siguen 
registrando sindicatos y contratos de protección patronal. 
El Gobierno debe acatar las recomendaciones y observa-
ciones de los órganos de control de la OIT en relación con 
los sindicatos de protección y los contratos de protección 
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patronal, y erradicar la posibilidad de estas figuras me-
diante leyes que cursen consultas reales y efectivas con las 
organizaciones representativas de trabajadores, y me-
diante un control efectivo de las autoridades que impida 
que sindicatos no democráticos y negociaciones simuladas 
sigan siendo utilizados.  

Otro miembro trabajador de Colombia destacó que todos 
los hechos que coartan la libertad sindical, sobre todo en 
lo relativo al Convenio, son absolutamente inaceptables. 
Para el desarrollo de un país es indispensable tener un sin-
dicalismo libre de toda clase de presiones. Por ello, soli-
citó a la tripartita de México información más detallada 
sobre los contratos de protección. Asimismo, urgió al Go-
bierno para que junto con las organizaciones sindicales y 
los empresarios concertase la Ley Federal del Trabajo a 
fin de evitar manipulaciones en detrimento del Convenio.  

El miembro gubernamental del Brasil saludó los logros 
del Gobierno reconocidos en el informe de la Comisión de 
Expertos en relación con la modernización de la adminis-
tración de la justicia laboral, así como el apoyo a la re-
forma constitucional recibido por las Cámaras de Dipu-
tados y de Senadores. Destacó igualmente las medidas le-
gislativas y prácticas llevadas a cabo para solucionar el 
«fenómeno de los sindicatos de protección y contratos de 
protección» así como los ambiciosos procesos de consulta 
y mesas de diálogo llevados a cabo por el Gobierno para 
dar pleno efecto a la reforma constitucional por medio de 
la legislación secundaria. Con relación a los temas de re-
presentatividad sindical y transparencia, señaló que se 
emiten observaciones en base a alegatos genéricos que no 
aluden a casos concretos y que no se podía admitir que los 
órganos de control hicieran comentarios sin elementos ob-
jetivos. Asimismo, México no ha ratificado el Convenio 
núm. 98. Por ello, no se puede permitir que se examinen 
en la Comisión comentarios sobre México con arreglo a 
dicho Convenio. Las discusiones de esta Comisión deben 
ceñirse a los términos técnicos de la aplicación del Conve-
nio pertinente. Para concluir, el orador alentó al Gobierno 
a seguir avanzando en sus propósitos de reforma laboral, 
en línea con sus compromisos internacionales.  

El miembro trabajador de la Argentina señaló que en va-
rias ocasiones el Gobierno de México había presentado 
ante esta Comisión informaciones sobre avances que no se 
concretizaron en la práctica. La vigencia de la Ley Federal 
de Trabajadores al Servicio del Estado constituye un ejem-
plo de estas prácticas dilatorias. La Ley fue adoptada en 
1963 y, cinco años después, la Comisión de Expertos tomó 
nota de que el Gobierno estaba reconsiderando los aspec-
tos de la ley contrarios al Convenio. Cincuenta años pasa-
ron y dichos aspectos de la Ley siguen vigentes. El Go-
bierno ha señalado que las disposiciones en cuestión no 
son aplicables porque han sido observadas por la Suprema 
Corte de Justicia. Sin embargo, los pronunciamientos de 
la Corte no implican la derogación de los artículos de la 
ley contrarios al Convenio y los trabajadores siguen pre-
sentando demandas al respecto. Esta situación constituye 
un ejemplo claro de una violación persistente del Conve-
nio. Las violaciones a la libertad sindical también afectan 
a los trabajadores de la educación que luchan contra la «re-
forma educativa» que restringe la libertad de asociación y 
de negociación. Los que protestan contra la reforma son 
objeto de represión, tal como sucedió en junio de 2016 en 
el estado de Oaxaca. La represión se saldó con la muerte 
de diez personas, 30 detenidos y 100 heridos, hechos que 
aún permanecen impunes, al igual que la desaparición de 
los 43 estudiantes de Ayotzinapa. El Gobierno debe im-
plementar acciones concretas que ajusten la legislación y 
la práctica nacionales al Convenio. Además, la Comisión 
debe instar al Gobierno a cesar con las prácticas violato-
rias de la libertad sindical que tienen lugar desde hace dé-
cadas.  

El miembro trabajador del Paraguay señaló que algunas 
de las recomendaciones de la Comisión de Expertos han 
sido tomadas en cuenta por el Gobierno y otras no. México 
ha realizado reformas constitucionales en materia laboral, 
en virtud de las cuales desaparecen las juntas de concilia-
ción y arbitraje y se crean los tribunales laborales. No obs-
tante, el plazo para reformar la ley que reglamenta dichos 
organismos y tribunales ha vencido y el Congreso mexi-
cano tiene suspendido el proceso de reforma para convo-
car consultas con los sectores. El proceso se encuentra 
fuera de los términos constitucionales. El orador recordó 
que las reformas deben garantizar la representatividad de 
las organizaciones sindicales y la transparencia en la 
firma, registro y depósito de los contratos colectivos de 
trabajo para asegurar que correspondan a organizaciones 
que realmente representen los intereses y derechos de los 
trabajadores. Se necesitan mecanismos que privilegien la 
práctica de la vida sindical y el derecho de huelga. Por ello 
el orador recomendó al Gobierno y al Congreso mexica-
nos adoptar, a través del diálogo con las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores más representativas, las 
medidas necesarias para adecuar la legislación a los prin-
cipios establecidos en el Convenio. 

La miembro trabajadora del Canadá lamentó el exten-
dido uso de convenios colectivos ilegítimos suscritos entre 
un empleador y un sindicato dominado por un empleador, 
con el beneplácito de las autoridades gubernamentales. 
Los trabajadores que tratan de organizar sindicatos inde-
pendientes y democráticos fueron acosados, amenazados 
y asesinados. En noviembre de 2017, los Sres. Víctor y 
Marcelino Shaunitla Peña fueron asesinados cuando parti-
cipaban en un paro laboral en una mina de oro, al negarse 
a afiliarse a un sindicato que la empresa les había im-
puesto. Esto contribuyó a esclarecer el corrupto y antide-
mocrático sistema de relaciones laborales de los contratos 
de protección de México. En enero de 2018, el Sr. Quintin 
Salgado fue asesinado tras haber sido amenazado si seguía 
promoviendo un cambio de sindicatos. No hay investiga-
ciones de esos asesinatos. También en enero de 2018, tras 
recibir amenazas del sindicato corporativo, al minero 
Sr. Eli Manuel Robelledo, le incendiaron su casa. Pocos 
días después, otra trabajadora, la Sra. Mónica López, fue 
golpeada, dejándola inconsciente. No se llevaron a cabo 
investigaciones. La oradora recordó que los derechos de 
las organizaciones de trabajadores sólo pueden ejercerse 
en un clima libre de violencia, siendo responsabilidad de 
los gobiernos garantizar que se respete este principio. La 
libre elección de trabajadores de constituir organizaciones 
y afiliarse a las mismas es tan fundamental para la libertad 
sindical en su conjunto, que no puede verse comprometida 
por retrasos y reformas simuladas. Hizo un llamamiento al 
Gobierno para que reformara y aplicara el Estado de dere-
cho, a efectos de proteger las demandas de los trabajadores 
de sindicatos democráticos, mejores salarios y condicio-
nes laborales, y salud y seguridad en el trabajo. México 
tiene la obligación de cambiar su legislación y su práctica, 
con el fin de restaurar los derechos de los trabajadores, en 
cumplimiento del Convenio, antes de que se pueda suscri-
bir un acuerdo de libre comercio. 

Un observador representando a la Federación Internacio-
nal de los Trabajadores del Transporte (ITF) declaró que 
los contratos de protección suponen el mayor de los obs-
táculos a la libertad sindical en México. La Comisión de 
la Conferencia, la Comisión de Expertos y el Comité de 
Libertad Sindical han instado al Gobierno a que elimine 
efectivamente el sistema de contratos de protección pero 
no se ha producido ningún cambio real. Ese sistema priva 
a los trabajadores de todo derecho a condiciones de trabajo 
seguras, inspecciones del trabajo, indemnizaciones o se-
guridad social y está ideado para desmantelar un sindica-
lismo auténtico y democrático. Lamentablemente, se ha 
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instaurado en el sector del transporte por carretera y el sec-
tor portuario. La reforma constitucional exige la promul-
gación de una legislación secundaria. No obstante, la le-
gislación propuesta menoscaba el espíritu de esta reforma 
y contiene numerosas disposiciones que afectarían a los 
trabajadores negativamente, entre ellas la enmienda del ar-
tículo 388 de la Ley Federal del Trabajo. Los sindicatos 
que representan a los trabajadores del sector de la aviación 
se han sentido frustrados por sindicatos de protección que 
han sostenido representar a todos los trabajadores y que 
pretenden negociar un convenio único. La enmienda pro-
puesta al artículo 388 exacerbaría ese problema al prohibir 
a los sindicatos profesionales negociar por separado con-
venios con un empleador común. Eso es incompatible con 
la obligación de promover la negociación colectiva libre y 
voluntaria. Los órganos de control de la OIT han dejado 
claro que con el fin de satisfacer la pluralidad sindical en 
los casos en que existe una política de convenio único, los 
sindicatos minoritarios o profesionales deberían como mí-
nimo ser capaces de concertar convenios colectivos en re-
presentación de sus afiliados. Tal principio adquiere parti-
cular importancia en México debido a la incidencia de los 
contratos de protección. El orador instó al Gobierno a re-
tirar la legislación secundaria propuesta para poner su le-
gislación del trabajo en conformidad con el Convenio.  

Una observadora representando a IndustriALL Global 

Union indicó que los contratos de protección vienen siendo 
desde hace mucho tiempo una parte vital de la política y 
la economía del Estado. Este modelo se ha extendido hasta 
abarcar todos los sectores de actividad: garantiza los cos-
tos laborales más bajos e impide cualquier negociación 
con los trabajadores. Tras la privatización de los sectores 
de la energía y del gas, los contratos de concesión y de 
exploración contienen cláusulas que mencionan el sindi-
cado escogido, privando así a los trabajadores de cualquier 
elección. A pesar de las promesas en la escena internacio-
nal, el Gobierno mexicano no ha hecho nada por erradicar 
estos contratos de protección. El anuncio de nuevas inver-
siones, ya sea en el sector del automóvil, energía, electró-
nica o textil, viene con una «cereza en el pastel», un con-
trato de protección ya firmado con los sindicatos cómpli-
ces, mucho antes de que se construya la planta y aparezca 
cualquier trabajador. La pasada semana unas 50 trabajado-
ras del sector textil fueron despedidas por defender sus de-
rechos: la dirección dijo que no habría ningún otro sindi-
cato que el que ya estaba instaurado en la planta. Sólo los 
sindicatos oficiales de las empresas pueden obtener un 
convenio colectivo: una petición de elecciones sindicales 
por el sindicato Mineros, afiliado a IndustriALL, lleva seis 
años bloqueada por las autoridades públicas, la empresa y 
el sindicato del contrato de protección. E incluso cuando 
ganó las elecciones en un yacimiento minero en abril de 
2016, la empresa y el sindicato del contrato de protección 
se negaron a obedecer la resolución oficial publicada y si-
guieron ocupando los locales del sindicato. La oradora 
concluyó que el Gobierno tiene la obligación de respetar 
los derechos de los trabajadores mexicanos y de aplicar la 
libertad sindical. 

Un observador, hablando en nombre de la Confederación 

de Trabajadores y Trabajadoras de las Universidades de las 
Américas (CONTUA), declaró que hay persistentes y gra-
ves prácticas del Gobierno que contravienen el Convenio. 
Desde 2015, la Comisión ha pedido al Gobierno solucio-
nar el fenómeno de los sindicatos de protección e incluir 
en las discusiones sobre ese mismo a los actores sociales. 
En 2017, la Comisión pidió nuevamente al Gobierno rea-
lizar las consultas con los interlocutores sociales, pues 
existe una grave preocupación por la opacidad en las me-
didas implementadas. Hoy de nuevo, el Gobierno debe 
brindar explicaciones a esta Comisión por la omisión reite-
rada de realizar consultas tripartitas auténticas, institucio-

nalizadas y permanentes en el marco del proceso de tran-
sición con motivo de la reforma constitucional en materia 
de justicia laboral, lo que contraviene al Convenio sobre 
la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 
1976 (núm. 144). Tal obligación es responsabilidad del 
Gobierno y no podrá alegar su derecho interno para justi-
ficar su incumplimiento a las disposiciones del Convenio. 
En el mismo sentido, no podrá alegar consulta alguna para 
al establecimiento de un supuesto diálogo social con las 
organizaciones de trabajadores más representativas, por la 
habitual, persistente y reiterada práctica sindical corpora-
tiva y antidemocrática contraria a los intereses de los tra-
bajadores, por lo que una consulta en ese sentido no refleja 
la realidad laboral mexicana. Según la Gaceta Oficial del 
Senado, las audiencias públicas debían realizarse en los 
meses de mayo y junio de 2018, pero en la realidad no se 
contempla la realización de las audiencias públicas en las 
cuatro sedes regionales. Dichas audiencias versarían res-
pecto de la iniciativa presentada por el Gobierno el 7 de 
diciembre de 2017, por conducto de la CTM y la CROC, 
sin referirse a otras tres iniciativas de ley que también fue-
ron presentadas, sin que hasta hoy se haya realizado una 
convocatoria oficial. Prueba de las prácticas de simulación 
del Estado es el caso de la solicitud realizada por el presi-
dente del colegiado de la Unión Nacional de Trabajadores 
(UNT) y secretario general del Sindicato de Trabajadores 
de la Universidad Nacional Autónoma de México 
(STUNAM), quien en mayo de 2018 solicitó al Senado el 
lugar, la fecha y la hora para la celebración de una audien-
cia pública sobre el anteproyecto de dictamen en materia 
de Justicia Laboral, sin que hasta el momento haya reci-
bido respuesta. La iniciativa revivirá el falso tripartismo, 
ya que se propone la creación del Instituto federal de con-
ciliación y registro laborales, en donde la integración del 
órgano de gobierno será de doce miembros en los siguien-
tes términos: cuatro integrantes del Gobierno, cuatro del 
sector obrero y cuatro del sector patronal, reiterándose un 
control corporativo total, ya que el mecanismo antes dicho 
establece que cuatro de los 12 integrantes serán de las or-
ganizaciones nacionales de trabajadores, pero únicamente 
de aquellas «más representativas», es decir hay un persis-
tente fortalecimiento por parte del Gobierno mexicano ha-
cia el sindicalismo proteccionista y antidemocrático, pri-
vilegiando esos sectores y excluyendo otras representacio-
nes, lo que es contrario a los principios fundamentales de 
la OIT y particularmente al Convenio. Tal persistencia 
enarbola un régimen contrario al bienestar de los trabaja-
dores mexicanos, propiciando, con el respaldo de la ley, 
prácticas violatorias a la libertad sindical. Finalmente, ur-
gió la inmediata ratificación del Convenio núm. 98. 

El representante gubernamental destacó que muchas in-
tervenciones se centraron en el proceso de la reforma la-
boral. Si bien es cierto que la parte constitucional que ya 
está aprobada implica responsabilidades para distintos ac-
tores, entre ellos el Gobierno Federal y los gobiernos esta-
tales, también lo es el hecho de que la implementación de 
la ley secundaria requerirá la adopción de instrumentos 
que permitan, tanto al Poder Judicial (en la parte relativa a 
la justicia laboral), como al órgano descentralizado y los 
centros de conciliación, llevar a cabo sus funciones. Dicho 
proceso se está analizando en el Senado, a través de cuatro 
iniciativas, las cuales no han sido rechazadas a nivel par-
lamentario. La decisión del Senado, a partir de la petición 
de muchos grupos en México, fue abrir la consulta, no so-
lamente al trabajo en las comisiones legislativas, sino con-
vocar a foros de consulta. Los términos de la convocatoria 
son una decisión del Senado. Sin embargo, el Gobierno 
está comprometido con insistir en que se celebren consul-
tas tripartitas con el objetivo de elaborar la legislación se-
cundaria, y con que dicha legislación logre alcanzar con-
sensos mínimos que permitan llevar a cabo la reforma 
constitucional en los mejores términos. En este sentido, a 
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lo largo de 2018, la Secretaría del Trabajo encabezada por 
el propio Secretario del Trabajo, ha celebrado más 
de 91 reuniones con organizaciones de empleadores y de 
trabajadores. La voluntad del Gobierno y del Estado es fo-
mentar consensos con los trabajadores, empleadores y con 
organizaciones de la sociedad civil, acerca de lo que es 
más conveniente en materia de reforma laboral, teniendo 
siempre en cuenta los derechos de los trabajadores. Por 
otro lado, el orador manifestó que otro aspecto fundamen-
tal de la discusión residía en la repetida mención a la exis-
tencia de contratos de protección. México ha cooperado en 
aquellos casos concretos en los que se plantean problemas 
de este tipo. Al respecto destacó que en la reforma consti-
tucional se toma en consideración la cuestión que da ori-
gen a los contratos de protección y que de alguna manera 
procede de la Ley Federal del Trabajo, evitando así pro-
blemas tales como los «emplazamientos por extorsión». 
En relación con los registros de sindicatos, el orador indicó 
que, contrariamente a lo expuesto por los participantes en 
sus intervenciones al respecto, actualmente la autoridad 
federal responde a una solicitud de registro en el plazo de 
tres o cuatro días: como consecuencia se ha producido el 
mayor incremento experimentado en México del número 
de asociaciones sindicales. Asimismo, existe un sistema 
en línea a nivel federal que comprende más de 3 400 re-
gistros de asociaciones. El orador concluyó su interven-
ción agradeciendo el reconocimiento de miembros del 
Grupo de los Estados de América Latina y el Caribe por 
los esfuerzos realizados, lo cual es un incentivo para seguir 
adelante y tratar de dar las mejores cuentas posibles, en el 
marco del respeto a las disposiciones del Convenio. 

Los miembros trabajadores saludaron la disposición del 
Gobierno a trabajar para poner su práctica y su legislación 
en sintonía con el Convenio y esperaron que esto se tra-
duzca en medidas concretas. Con todo, es lamentable que 
el Gobierno no acepte las graves carencias de su actual re-
glamentación y de sus propuestas legislativas con respecto 
al Convenio. Los numerosos problemas encontrados hun-
den sus raíces en el sistema de contratos de protección. En 
respuesta a los comentarios del Gobierno de que lleva mu-
chos años presentando información y pruebas detalladas a 
la Comisión de Expertos y la Comisión de la Conferencia, 
la actual discusión ha proporcionado una vez más ejem-
plos concretos que demuestran la repercusión que tienen 
los sindicatos de contratos de protección. Ese sistema ha 
impedido gravemente durante muchos años el ejercicio de 
la libertad sindical y la libertad de negociación colectiva. 
Se opusieron a la afirmación de que la cuestión de los sin-
dicatos de contratos de protección es ajena al alcance del 
Convenio. De hecho, ese fenómeno está estrechamente 
vinculado con los Convenios núms. 98 y 87. La existencia 
de sindicatos de contratos de protección constituye un obs-
táculo para la constitución de sindicatos libres e indepen-
dientes. Un Estado Miembro no cumple el Convenio 
núm. 87 si establece o conserva una reglamentación que 
impide a los trabajadores oponerse a la presencia de sindi-
catos de contratos de protección y que limita su capacidad 
de elegir sindicatos democráticos e independientes según 
estimen conveniente. En el centro del Convenio figura la 
capacidad de los trabajadores de constituir y de afiliarse a 
los sindicatos que estimen conveniente y la capacidad de 
esos sindicatos de representar, defender y promover el in-
terés de sus afiliados mediante la negociación colectiva. 
Por tanto, el Gobierno ha de tomar las medidas para poner 
fin al uso de contratos de protección. A ese respecto, los 
miembros trabajadores hacen al Gobierno algunas reco-
mendaciones: i) invitan al Gobierno a que presente infor-
mación sobre la legislación propuesta encaminada a apli-
car la reforma constitucional. Es esencial que haya consul-
tas sobre esa legislación con todos los interlocutores so-
ciales, incluso con sindicatos independientes. El proyecto 
de ley afecta de forma significativa al ejercicio del derecho 

de libertad sindical y su repercusión se sentirá en todo el 
país y sin duda en la región; ii) como las juntas de conci-
liación y arbitraje han sido incapaces de garantizar la li-
bertad de sindicación y el derecho de negociación colec-
tiva, deberían ser sustituidas por órganos auténticamente 
independientes e imparciales para solucionar los conflic-
tos laborales y registrar a los sindicatos y sus convenios 
colectivos. El Gobierno también debe presentar informa-
ción sobre la manera en que garantizará el establecimiento 
de instituciones verdaderamente independientes, así como 
las medidas previstas para asegurar la eficiente transición 
desde las juntas de conciliación y arbitraje a los órganos 
nuevos e independientes; iii) el Gobierno ha de velar por 
que haya transparencia y un verdadero acceso a la infor-
mación relativa al registro de organizaciones sindicales y 
los convenios colectivos celebrados. El Gobierno debe co-
municar toda información a este respecto; iv) los trabaja-
dores que deseen ejercer su derecho a la libertad sindical 
y a la negociación colectiva tienen que poder hacerlo y, 
cuando sea apropiado, impugnar efectiva y rápidamente la 
validez de los sindicatos de contratos de protección y los 
convenios que hayan negociado; v) los miembros trabaja-
dores instan al Gobierno a que aplique la legislación actual 
y que procure que el recurso a trabajadores externalizados 
no sea utilizado para interferir en el ejercicio del derecho 
de libertad sindical y el derecho de negociación colectiva; 
vi) la legislación propuesta elimina también salvaguardias 
básicas en relación con los despidos y las destituciones. El 
Gobierno tiene que proteger a los trabajadores de despidos 
arbitrarios y de represalias por sus actividades sindicales. 
Lo mismo vale para las destituciones colectivas, y vii) el 
Gobierno deberá abolir explícitamente las restricciones al 
pluralismo sindical y a la libre elección de los dirigentes 
sindicales. Por último, instaron al Gobierno a que ponga 
fin a la violencia contra sindicalistas, incluidos aquellos 
que participan en cuestiones sociales y políticas que for-
man parte de su trabajo como sindicalistas, poniendo fin a 
la impunidad que reina en esos delitos. Los responsables, 
autores tanto materiales como intelectuales, deben ser de-
tenidos y llevados ante la justicia. No hacerlo sólo invita 
más al uso de la violencia, asesinatos incluidos, por parte 
de algunos empleadores y de sus agentes en los conflictos 
del trabajo. Con el fin de cumplir esas recomendaciones, 
y dada la importancia de las cuestiones objeto de discu-
sión, instaron al Gobierno a que busque la asistencia téc-
nica de la OIT sobre el proyecto de legislación y a que 
acepte una misión de contactos directos. México debe ser 
incluido en un párrafo especial del informe. 

Los miembros empleadores agradecieron a todos los in-
tervinientes en este debate, el cual había sido rico en in-
formación y también diverso en opiniones, lo que mos-
traba la alternativa de juntar posiciones abiertas y francas 
sobre los distintos aspectos que trae este caso. Las respues-
tas complementarias presentadas por el Gobierno reafir-
man muchos de los puntos mencionados en su interven-
ción inicial, y también aclaran algunos puntos que ante-
riormente los miembros empleadores habían planteado. 
De las posiciones de los distintos representantes de los tra-
bajadores, se observan diferentes puntos de opinión y en-
foques que, como los miembros empleadores menciona-
ron anteriormente, pueden ir más allá del propio Conve-
nio. En su observación, la Comisión de Expertos se refiere 
al caso núm. 2694 del Comité de Libertad Sindical. En su 
informe de junio de 2017, el Comité distingue las cuestio-
nes de carácter global de los alegatos concretos. En las 
cuestiones globales se enfocan todos los aspectos legisla-
tivos que precisamente dejan a consideración de la Comi-
sión de Expertos y de la Comisión de Aplicación de Nor-
mas, como esta última lo ha debatido hoy. Sin embargo, 
los aspectos concretos que podrían tener que ver con el 
Convenio núm. 98, los analiza el Comité de Libertad Sin-
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dical para dar cabida a un análisis más detallado sobre mu-
chos aspectos que han tomado en consideración hoy los 
representantes de distintas partes. Por lo tanto, ni la Comi-
sión de Aplicación de Normas ni la Comisión de Expertos 
tendrían que abordar los aspectos derivados de los princi-
pios de la negociación colectiva. Por ello, el asunto de los 
sistemas de contratación colectiva no es parte de la discu-
sión y debe estar excluido completamente de las conside-
raciones y conclusiones que emita esta Comisión. El Go-
bierno se ha referido a un Protocolo de inspección laboral 
sobre la libre contratación colectiva, el cual ha permitido 
que los inspectores del trabajo hayan desarrollado múlti-
ples actividades y que se haya protegido a muchos traba-
jadores en México. También, el Gobierno se refiere al sis-
tema de consulta de organizaciones sindicales, indicando 
que ha tenido más de 1 millón de visitas y que contiene 
información detallada sobre más de 3 400 organizaciones 
sindicales, lo que da respuesta a las preocupaciones que 
tenía la Comisión en relación con el sistema de registro y 
el sistema de información. Asimismo, informa el Go-
bierno que está en proceso de desarrollo la creación de un 
organismo público descentralizado derivado de la reforma 
constitucional, mecanismo donde existirán herramientas 
administrativas, organizacionales, tecnológicas y logísti-
cas para su implementación. De igual manera, se realiza-
ron más de 91 reuniones con representantes de trabajado-
res, de empleadores, académicos, barras y colegios de abo-
gados, además de las audiencias públicas determinadas 
por el Senado para dar efecto a las nuevas legislaciones, 
los cuatro proyectos o iniciativas legislativas. Todo está en 
un proceso de evolución, a través de un amplio diálogo 
social, que es lo que promueve esta Organización. La im-
plementación de tribunales laborales independientes, con 
una asignación presupuestal ya definida, para el montaje y 
aplicación de éstos, todo es parte de un proceso sobre el 
cual se están implementando medidas claras y específicas. 
El Gobierno ha proporcionado muchas respuestas a las 
distintas inquietudes que tenían tanto la Comisión de Ex-
pertos como la Comisión de Aplicación de Normas. Sobre 
las libertades civiles y los derechos sindicales, el Gobierno 
ha presentado información de distintos órganos de carácter 
independiente sobre distintos actos de violencia que no tie-
nen conexión con la libertad sindical, lo que lleva a que no 
se deba profundizar en esos detalles. En consecuencia, la 
solicitud de la Comisión de Expertos, para que el Gobierno 
dé comentarios sobre estos actos de violencia, debe consi-
derarse que éstos han sido ya presentados y no se requeri-
ría ya mayores informaciones. En relación con la reforma 
constitucional, la recomendación en la que se alienta al 
Gobierno a que tome mayores medidas y que haga una 
consulta de carácter tripartito sobre la reforma constitucio-
nal, los miembros empleadores la consideraron adecuada 
si se presenta por el Gobierno en la memoria que debe pre-
sentar en virtud del artículo 22 de la Constitución, y no en 
un informe complementario o anticipado a la forma en la 
que normalmente se presentan las memorias. En cuanto a 
la representación y los contratos de protección, es un 
asunto que analizará el Comité de Libertad Sindical y el 
Gobierno debe referirse a este Comité para su detalle. Por 
ello, los miembros empleadores consideraron que la con-
clusión referida a que el Gobierno podría adoptar medidas 
con los actores tripartitos para estos efectos, es un asunto 
que sería referido al Comité de Libertad Sindical y no a la 
Comisión de Aplicación de Normas. En relación con la 
publicación de los registros de los sindicatos, ya existe este 
sistema informativo y hay información completa. Por ello, 
la conclusión en donde el Gobierno podría continuar pro-
veyendo información acerca del cumplimiento de su obli-
gación sobre la publicación de los registros y de los esta-
tutos, tampoco es indispensable. Por último, los miembros 
empleadores consideraron que, respecto al tema de las re-

formas legislativas, existen muchos aspectos que por ra-
zón de las explicaciones brindadas por el Gobierno, así 
como por la propia jurisprudencia, resultan inaplicables, y 
por ello, no es indispensable la recomendación de la Co-
misión de Expertos que le requiere al Gobierno que tome 
medidas para enmendar restricciones de la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado. Tampoco es per-
tinente la recomendación de tomar las medidas necesarias 
para enmendar la sección 372 de la Ley Federal del Tra-
bajo sobre la prohibición de que extranjeros sean miem-
bros de las directivas de los sindicatos para que se haga 
explícito. Las conclusiones deben estar orientadas a que se 
proporcionen informaciones complementarias dentro de 
los informes recurrentes y periódicos de acuerdo con los 
procedimientos generales que deben darse para el segui-
miento de cualquier convenio. Los miembros empleadores 
consideraron que se podía cerrar el presente caso. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por escrito y oralmente por el representante gubernamental 

y de la discusión que tuvo lugar a continuación.  
La Comisión también tomó nota de que la Comisión exa-

minó este caso anteriormente, la última vez en 2016. 

Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 
Gobierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Co-
misión alentó al Gobierno a que: 

■ siga adoptando las medidas legislativas previstas en el 
contexto de la reforma constitucional en consulta conti-
nuada con los interlocutores sociales a nivel nacional;  

■ asegure, en consulta con los interlocutores sociales, que 
la legislación secundaria necesaria para dar efecto a las 
reformas de la Constitución y la legislación federal del 

trabajo estén de conformidad con el Convenio;  
■ siga cumpliendo con su actual obligación legal de publi-

car el registro y los estatutos de los sindicatos, así como 

los convenios colectivos existentes, y  
■ se asegure de que los sindicatos puedan ejercer su dere-

cho de libertad sindical en la legislación y en la práctica. 

La Comisión invitó al Gobierno a proporcionar informa-
ción detallada sobre las medidas adoptadas para aplicar es-
tas recomendaciones antes de la próxima reunión de la Co-

misión de Expertos en noviembre de 2018. 
Una representante gubernamental agradeció a la Comi-

sión por el diálogo constructivo y abierto que se había pro-
ducido. Señaló haber escuchado con especial atención los 
comentarios y las cuestiones abordadas durante la discu-
sión, así como las conclusiones presentadas que serán de-
bidamente valoradas y tomadas en cuenta por las autori-
dades. Reiteró asimismo, el compromiso del Gobierno con 
los principios y derechos fundamentales en el trabajo así 
como con la promoción y consecución del trabajo decente. 
El diálogo social es la mejor herramienta para identificar 
acciones que permitan seguir dando cumplimiento a los 
principios fundamentales en el trabajo y especialmente a 
los principios del Convenio. México reitera su compro-
miso a dicho diálogo así como a los mecanismos de con-
trol de la OIT que promueven su fortalecimiento. En este 
sentido, atenderá de forma puntual y oportuna las solicitu-
des de información formuladas. 

MYANMAR (ratificación: 1955) 

Un representante gubernamental indicó que el Gobierno 
ha establecido las siguientes prioridades para el país y las 
personas: el Estado de derecho, la mejora de la vida socio-
económica de las personas, la conciliación y la paz nacio-
nales, y la enmienda de la Constitución para crear una re-
pública federal democrática. Es indudable que la labor que 
tiene ante sí el Gobierno no es fácil, habida cuenta de di-
versos desafíos internos y externos. Al afrontar estos desa-
fíos, el Gobierno ha adoptado un enfoque que toma en 
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consideración las necesidades y la situación del país, res-
petando al mismo tiempo las opiniones y puntos de vista 
de la comunidad internacional, y teniendo en cuenta la res-
ponsabilidad internacional de Myanmar. La mejora de la 
vida socioeconómica de las personas, en particular de los 
trabajadores, siempre ha ocupado un lugar prioritario en el 
programa del Gobierno. La reforma de la legislación labo-
ral está muy avanzada, y se ha introducido y desarrollado 
con éxito una cultura de diálogo tripartito. Los progresos 
realizados incluyen la mejora de las calificaciones, el es-
tablecimiento de la Autoridad Nacional de Normas sobre 
Competencias Profesionales, la apertura de centros de re-
cursos para migrantes y, por primera vez en la historia, la 
fijación de un salario mínimo. En estrecha cooperación 
con la OIT, se han realizado grandes progresos hacia la 
eliminación de la práctica del trabajo forzoso. Se ha 
abierto un nuevo capítulo para los trabajadores con res-
pecto a su derecho a sindicarse y organizarse. Desde la 
adopción de la Ley sobre Organizaciones Sindicales de 
2011, se han creado numerosas organizaciones de trabaja-
dores y de empleadores, así como tres federaciones y una 
confederación, que están plenamente operativas. En res-
puesta a la solicitud de información presentada por la Co-
misión de Expertos relativa al capítulo sobre reglas y al 
capítulo correspondiente sobre delitos y sanciones, el ora-
dor indicó que la Ley sobre el Derecho de Reunión y Ma-
nifestación Pacífica, de 2016, prevé un espacio democrá-
tico más amplio para todos los ciudadanos de Myanmar, 
incluidos los trabajadores, en su ejercicio de la libertad 
sindical. También les permite reunirse y manifestarse sin 
solicitar autorización previa, dando simplemente un 
preaviso de 48 horas a la autoridad competente. Asi-
mismo, se están reduciendo considerablemente las sancio-
nes para las infracciones cometidas, por ejemplo, para las 
manifestaciones celebradas sin previa notificación. Están 
elaborándose directivas y reglamentos a fin de aplicar la 
Ley sobre el Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica 
en su letra y espíritu. Entre tanto, su artículo 26 prevé que 
las reglas, notificaciones, decretos, directivas y procedi-
mientos adoptados en virtud de la versión anterior de la 
ley sigan aplicándose en la medida en que no sean contra-
rios a la versión de 2016. En la actualidad, la Ley sobre 
Organizaciones Sindicales y la Ley de Solución de Con-
flictos Laborales, de 2012, están revisándose, y se está 
contemplando su modificación en estrecha consulta y 
cooperación con todas las partes interesadas, incluidos los 
trabajadores, los miembros del Parlamento y los expertos 
de la OIT. De hecho, la OIT ha participado en la elabora-
ción del proyecto de texto desde el principio del proceso, 
y el Gobierno seguirá informando a la Comisión sobre los 
progresos realizados en la reforma de la legislación labo-
ral. Con respecto a la Ley sobre Organizaciones Sindica-
les, el Gobierno se ha interesado constantemente por los 
resultados de las discusiones entre los interlocutores so-
ciales, y por los comentarios, opiniones y sugerencias de 
las federaciones sindicales, la Federación de Cámaras de 
Comercio e Industria de Myanmar, y la OIT, y los ha to-
mado en consideración en el proceso de revisión. La cues-
tión del requisito de una tasa de afiliación del 10 por ciento 
de los trabajadores para constituir un sindicato y el im-
pacto de la estructura piramidal figuran entre las cuestio-
nes que el Gobierno está examinando en el marco del pro-
ceso de reforma de la legislación laboral. Los requisitos 
para poder optar a un cargo sindical establecidos en el re-
glamento de la Ley sobre Organizaciones Sindicales pre-
tenden mantener la responsabilización local, y reflejar la 
representación adecuada y real de los trabajadores en la 
entidad a la que se confiará la promoción y protección de 
los intereses de los trabajadores. Los conflictos en las zo-
nas económicas especiales (ZEE) son solucionados por los 
respectivos comités de gestión de conformidad con el ca-
pítulo 16 «Asuntos relacionados con el trabajo», de la Ley 

sobre Zonas Económicas Especiales, de 2014. Un funcio-
nario del Ministerio de Trabajo, Inmigración y Población 
(MOLIP) cumple funciones en estos comités, y propor-
ciona asesoramiento y orientación en el proceso de solu-
ción de conflictos. Si no se alcanza un acuerdo en el co-
mité de gestión, el conflicto se soluciona de conformidad 
con la Ley de Solución de Conflictos Laborales, aunque la 
Ley sobre Zonas Económicas Especiales hace referencia 
en la actualidad a la Ley de Conflictos Laborales. El dere-
cho a la libertad sindical y de asociación en Myanmar con-
tinúa fortaleciéndose. Dada la voluntad política del Go-
bierno, y la estrecha cooperación tripartita, la asistencia 
técnica de la OIT y el apoyo de los interlocutores sociales 
internacionales, el orador confió en que los trabajadores y 
los empleadores puedan gozar cada vez más de sus dere-
chos fundamentales, y en que dichos progresos acaben 
conduciendo al trabajo decente y al desarrollo sostenible. 

Los miembros trabajadores recordaron las circunstancias 
en las que el caso de Myanmar se discutió en la Comisión 
la última vez, en 2011, y señalaron que, a su juicio, mu-
chas cosas han cambiado desde entonces: se ha promul-
gado la Ley sobre Organizaciones Sindicales y se ha ela-
borado su reglamento de aplicación; por primera vez en 
décadas está permitido crear sindicatos independientes y 
que éstos puedan realizar actividades; la Federación de 
Sindicatos de Birmania (FTUB) ha regresado del exilio, 
ha comenzado a organizar a miles de trabajadores y se ha 
registrado como la Confederación de Sindicatos de Myan-
mar (CTUM), y los sindicalistas que se encontraban en 
prisión han sido puestos en libertad y han podido proseguir 
con sus actividades sindicales. Sin embargo, a pesar de es-
tos avances tan importantes, la situación de los sindicalis-
tas se está deteriorando y quedan muchas cuestiones gra-
ves por resolver. Aunque los sindicatos han acogido con 
agrado la decisión del Gobierno de modificar la Ley sobre 
Organizaciones Sindicales y la Ley de Solución de Con-
flictos Laborales, el proyecto de ley sobre organizaciones 
sindicales preparado por el MOLIP no responde a la ma-
yoría de las preocupaciones planteadas por la Comisión de 
Expertos y la Confederación Sindical Internacional (CSI), 
e incluso es peor en algunos aspectos que la ley existente. 
Asimismo, se han denegado solicitudes de registro de sin-
dicatos por razones arbitrarias o sobre la base de directivas 
del Gobierno no publicadas. En algunos casos, la policía 
ha violado las libertades civiles de los trabajadores, tam-
bién mediante el acoso físico o detenciones, por ejercer 
sus derechos sindicales, incluido el derecho de huelga. A 
los trabajadores que intentan sindicarse se les despide de 
manera rutinaria, práctica que casi siempre queda impune 
debido a un sistema de solución de conflictos deficiente, y 
la elaboración de listas negras es una práctica habitual en 
las zonas industriales. Con respecto a la legislación, los 
miembros trabajadores indicaron que, dado que el Go-
bierno ha ignorado gran parte del asesoramiento técnico 
de la OIT, la Ley sobre Organizaciones Sindicales res-
tringe los derechos fundamentales de las organizaciones 
de trabajadores y de empleadores, como ha confirmado 
reiteradamente la Comisión de Expertos. También expre-
saron su preocupación en relación con las siguientes cues-
tiones: el hecho de que el requisito de un mínimo de 30 tra-
bajadores afiliados para constituir una organización sindi-
cal de base, al que se suma el apoyo adicional del 10 por 
ciento de la fuerza de trabajo, sea demasiado elevado, en 
particular en los lugares de trabajo grandes; el requisito de 
que las organizaciones sindicales de todos los niveles sólo 
estén integradas por trabajadores de la misma profesión o 
actividad limita la capacidad de los sindicatos para deter-
minar sus propios miembros, y la interpretación restrictiva 
de los términos «profesión» y «actividad» conduce a unos 
sindicatos definidos de forma restrictiva; la estructura de 
los sindicatos está estrictamente organizada y refleja las 
estructuras administrativas del Gobierno, lo que se traduce 



Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) 
Myanmar (ratificación: 1955) 

 

9B Parte II/94  

en que los trabajadores no pueden constituir sindicatos que 
correspondan a sus necesidades; los requisitos engorrosos 
para la constitución de organizaciones de nivel superior; 
las restricciones a la elegibilidad de los miembros del co-
mité ejecutivo, que deben ser ciudadanos de Myanmar o 
extranjeros con al menos cinco años de residencia legal en 
el país, tener al menos 21 años, y haber trabajado en la 
profesión o la actividad pertinente al menos seis meses; la 
prohibición de convocar huelgas si no se pasa previamente 
por las etapas de los mecanismos de solución de conflic-
tos, limitando así las huelgas a los conflictos laborales y 
prohibiendo las huelgas de solidaridad y las huelgas contra 
la política económica y social, y la lista prevista en la le-
gislación de lugares de trabajo en los que debe respetarse 
un perímetro de 500 yardas, lo que podría neutralizar la 
efectividad de la huelga al ubicarla lejos del empleador. Si 
bien el Gobierno ha iniciado un proceso de reforma de la 
Ley sobre Organizaciones Sindicales y de la Ley de Solu-
ción de Conflictos Laborales, las numerosas reuniones tri-
partitas celebradas en el último año y medio han sido su-
perficiales y no han conducido a ningún progreso signifi-
cativo, y de las declaraciones del Gobierno y sus proyectos 
de propuesta se desprende claramente que no tiene inten-
ción de responder a las preocupaciones expresadas por los 
trabajadores, ni de cumplir el Convenio. Aunque un pro-
yecto posterior de la Ley sobre Organizaciones Sindicales 
elimina el requisito de un número mínimo de afiliados 
para constituir un sindicato, no aborda muchas otras preo-
cupaciones y crea varios problemas nuevos. En particular, 
el proyecto excluye a los trabajadores de la economía in-
formal, lo que conducirá a la disolución de la mayoría de 
los sindicatos del país (sindicatos de trabajadores agrícolas 
por cuenta propia); prevé que no puede haber más de tres 
sindicatos de base por profesión; mantiene la rígida estruc-
tura sindical y establece un requisito mínimo de afiliados 
demasiado elevado para constituir sindicatos de nivel su-
perior; prevé un «reconocimiento» de los sindicatos, en 
lugar de su registro, que sólo durará dos años y que tendrá 
que renovarse; establece razones nuevas e ilegítimas para 
que el funcionario principal encargado del registro dé de 
baja a sindicatos, e incluye una nueva y amplia disposición 
sobre la injerencia o la obstrucción a los trabajadores a la 
hora de ir a trabajar, lo que puede utilizarse fácilmente 
para frustrar las huelgas. Como consecuencia, el Gobierno 
debe participar en un proceso de consultas constructivo 
con los trabajadores y los empleadores, y debería pedir a 
la OIT que formule comentarios detallados sobre los pro-
yectos de ley encaminados a preparar enmiendas que pon-
gan de conformidad las leyes con el Convenio. 

En lo que atañe al registro, se declaró que, a pesar de 
contarse con normas claras acerca de los requisitos para el 
registro, los funcionarios encargados del registro se han 
negado a completar las solicitudes por razones arbitrarias, 
refiriéndose, en algunos casos, a las «directivas» del Mi-
nisterio que contienen requisitos adicionales para el regis-
tro, pero sin comunicarlos a los sindicatos y alegando que 
no son públicos. Según los sindicalistas, las directivas re-
quieren, por ejemplo, que: todos los miembros del comité 
ejecutivo presenten su currículum vitae; todos los sindica-
listas presenten fotocopias de tarjetas de identidad (mu-
chos trabajadores no pueden obtener tarjetas de identidad 
expedidas por el Gobierno), y el sindicato obtenga una 
carta del empleador reconociendo que informó a la direc-
ción de su intención de proceder al registro, confiriendo 
así a los empleadores facultad para vetar el registro del 
sindicato reteniendo la carta. Más recientemente, los sin-
dicatos han informado sobre un supuesto requisito de ob-
tención de firmas y fotocopias de tarjetas de identidad de 
al menos el 10 por ciento de la fuerza del trabajo que no 
sean sindicalistas, para expresar su apoyo a la constitución 
del sindicato, distorsionando de este modo el artículo 4 de 
la Ley sobre Organizaciones Sindicales (en sí mismo una 

violación del Convenio) y otorgando el derecho de veto a 
quienes no están afiliados. Estos requisitos nuevos y se-
cretos frustran claramente lo que debería ser un simple 
proceso administrativo. El Gobierno debe prohibir que los 
funcionarios encargados del registro soliciten cualquier 
cosa que vaya más allá de la Ley sobre Organizaciones 
Sindicales y su reglamento y, en el caso de que las direc-
tivas mencionadas existan de hecho, deberán retirarse in-
mediatamente. Volviendo a la cuestión de las huelgas, los 
miembros trabajadores señalaron que, además de las evi-
dentes deficiencias del marco jurídico que rige las huelgas, 
los trabajadores no pueden ejercer libremente su derecho 
de huelga, y a menudo son objeto de despido, acoso y de-
mandas por plantear preocupaciones relacionadas con el 
lugar de trabajo. Por ejemplo, en enero de 2018, los sindi-
calistas se declararon en huelga en una fábrica de calceti-
nes en la zona industrial 3, tras negarse el empleador a sus-
cribir un convenio colectivo que respondiera a las deman-
das del sindicato. Aun cuando el organismo de arbitraje al 
que se presentó el caso de conflicto ordenó que el emplea-
dor suscribiera el convenio y negociara los asuntos restan-
tes, el empleador despidió a 48 trabajadores que habían 
participado en la huelga, presentó una demanda contra 13 
de los dirigentes de la huelga y, posteriormente, despidió 
a otros 25 trabajadores. En otros casos, se ha detenido o 
amenazado a trabajadores con procedimientos judiciales 
por su función en las huelgas, o éstos han informado de 
que han sido objeto de amenazas por parte de la policía, 
guardias de seguridad o matones contratados por el em-
pleador, habiendo sufrido algunas veces lesiones graves. 
En la mayoría de los casos, las autoridades encargadas de 
hacer cumplir la ley no adoptan medidas en respuesta a 
esos ataques; las denuncias presentadas a la policía a me-
nudo no son aceptadas, y este enfoque se ha convertido en 
la norma a la hora de tratar con los sindicatos. Por lo refe-
rente a la eliminación del registro, los miembros trabaja-
dores han informado que, en algunas zonas, los funciona-
rios del trabajo ordenan a los dirigentes sindicales que pre-
senten informes a sus oficinas todos los domingos, y que 
el incumplimiento de esta orden puede conducir a que se 
dé de baja al sindicato. Dicho requisito constituye una 
grave injerencia en las actividades sindicales que menos-
caba la capacidad de los trabajadores para realizar activi-
dades sindicales, y la eliminación del registro en esas cir-
cunstancias constituye una violación sumamente grave de 
la libertad sindical. 

Los miembros empleadores recordaron que Myanmar ra-
tificó el Convenio fundamental en 1955, y que su aplica-
ción ha sido objeto de debate en 18 sesiones de la Comi-
sión de la Conferencia y de 26 observaciones de la Comi-
sión de Expertos. Myanmar está reestableciendo un sis-
tema democrático de gobierno después de muchos años de 
régimen militar. Como parte de este proceso, se han adop-
tado leyes sobre diversas cuestiones dentro del ámbito del 
Convenio, como la Ley sobre el Derecho de Reunión y 
Manifestación Pacífica. Dado que los avances son relati-
vamente recientes, no se ha podido evaluar a fondo su 
efectividad ni su conformidad con el Convenio, lo que 
también se indica en el informe de la Comisión de Exper-
tos. No obstante, los miembros empleadores señalaron que 
la Comisión de Expertos ha planteado las siguientes cues-
tiones que pueden dar lugar a casos de incumplimiento: 
i) la posibilidad de que el capítulo sobre reglas y el capí-
tulo correspondiente sobre delitos y sanciones de la Ley 
sobre el Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica im-
pongan graves restricciones al derecho de las organizacio-
nes a llevar a cabo sus actividades sin injerencia alguna, 
tal como se contempla en el artículo 3 del Convenio; ii) la 
falta de información sobre el proceso de reforma de la le-
gislación laboral, cuya finalidad es abordar los requisitos 
potencialmente engorrosos y que no cumplen con lo dis-
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puesto en el artículo 3 para constituir sindicatos; los crite-
rios de admisibilidad restrictivos para los dirigentes sindi-
cales, y un mínimo de años de residencia legal en el país 
para que los trabajadores extranjeros puedan afiliarse a un 
sindicato, y iii) una falta de cobertura garantizada del Con-
venio en el caso de los trabajadores de las ZEE. A este 
respecto, los miembros empleadores observaron que el 
Gobierno ha asegurado a la Comisión de Expertos que la 
nueva Ley sobre el Derecho de Reunión y Manifestación 
Pacífica está en plena conformidad con el Convenio, ya 
que exige una notificación previa de apenas 24 horas y de-
roga las disposiciones relativas a sanciones. Sin embargo, 
señalaron que la Comisión de Expertos sigue expresando 
su preocupación por que la ley pueda seguir permitiendo 
la imposición de graves restricciones al derecho de las or-
ganizaciones a realizar sus actividades sin injerencia. En 
cuanto al proceso de reforma de la legislación laboral, en 
julio de 2017 se debatió un proyecto de ley con los inter-
locutores sociales para modificar la Ley sobre Solución de 
Conflictos Laborales en el seno del grupo de trabajo téc-
nico a cargo de la reforma laboral. Al tiempo que tomaron 
nota de la indicación del Gobierno de que está revisando 
las sanciones en el proyecto de ley y está redactando en-
miendas, los miembros empleadores tomaron nota asi-
mismo de la preocupación de los interlocutores sociales 
por la falta de información del Gobierno sobre el proceso 
y por varios casos de resistencia a la introducción de en-
miendas, lo que hace temer que el resultado podría ser 
peor que la situación actual, en particular si se tiene en 
cuenta la reticencia del Gobierno a otorgar a los trabaja-
dores informales el derecho a sindicarse, pese a que miles 
de trabajadores ya han constituido sindicatos en virtud de 
la Ley de Organizaciones Sindicales. 

Además, la Comisión de Expertos ha expresado su in-
quietud por el requisito relativo al límite mínimo de 30 afi-
liados, unido al requisito de una tasa de afiliación del 
10 por ciento de la fuerza de trabajo en la misma rama o 
actividad, para poder constituir un sindicato de base; por 
el requisito de elegibilidad de los dirigentes sindicales, que 
exige que hayan estado trabajando en la misma rama o ac-
tividad durante seis meses, y por el requisito de que los 
trabajadores extranjeros residan en el país durante cinco 
años para poder afiliarse a un sindicato. Con la salvedad 
de ciertos criterios sobre los requisitos mínimos que son 
apropiados, como los criterios básicos para establecer 
cualquier organismo integrado, los miembros empleado-
res apoyaron la solicitud más reciente formulada por la 
Comisión de Expertos al respecto, ya que los criterios do-
bles o excesivamente restrictivos pueden restringir la li-
bertad para constituir organizaciones y afiliarse a ellas, y 
para elegir representantes, a tenor de lo dispuesto en el ar-
tículo 3 del Convenio. Subrayando también que el Conve-
nio se aplica indistintamente a las organizaciones de tra-
bajadores y de empleadores, los miembros empleadores 
indicaron que los sindicatos no deberían recibir un trato 
distinto al que se da a las organizaciones de empleadores 
en cuanto a la libertad para constituir organizaciones. Re-
cordaron además la declaración de los gobiernos de 2015, 
en la que se reconoce que el derecho de huelga se contem-
pla en la legislación nacional. En lo relativo a las ZEE, 
preocupa que los procedimientos de solución de conflictos 
para los trabajadores de dichas zonas sean más engorrosos 
que para otros trabajadores, y que las facultades de la ins-
pección del trabajo se hayan delegado a los órganos direc-
tivos de tales zonas. Como respuesta, el Gobierno ha indi-
cado que se permite a la inspección del trabajo que con-
cierte esfuerzos con la dirección de las ZEE para tener 
competencia, y que se puede hacer cumplir la Ley de Or-
ganizaciones Sindicales en esas zonas. Los miembros em-
pleadores se hicieron eco de la solicitud de la Comisión de 
Expertos al Gobierno para que adopte las medidas necesa-
rias a fin de que los trabajadores de las ZEE reciban un 

trato igual al que se da a otros trabajadores, y facilite in-
formación sobre la práctica real de la solución de conflic-
tos y los resultados de las actividades de inspección del 
trabajo en dichas zonas. A juicio de los miembros emplea-
dores, la situación actual de Myanmar puede describirse 
en el sentido de que preocupa que las cosas puedan ir mal, 
y no tanto de que se tenga la certeza de que las cosas hayan 
ido mal. En muchos aspectos, Myanmar está empezando 
de nuevo, lo que hace que la elaboración de leyes laborales 
que estén de conformidad con las normas internacionales 
sea aún más prolongada. Ha llegado el momento de exa-
minar con cuidado y detenimiento cómo deberían ser las 
relaciones de trabajo en el futuro, adoptando un enfoque 
prudente y de celebración de consultas en el que participen 
todos los interlocutores sociales y se recurra al asesora-
miento experto independiente de la OIT cuando sea apro-
piado. Los miembros empleadores señalaron que, en fe-
brero de 2018, la OIT informó al Parlamento y a los man-
dantes tripartitos sobre la aplicación de las normas inter-
nacionales del trabajo en Myanmar, con objeto de recibir 
apoyo a la hora de adoptar un enfoque estratégico de la 
promoción de dichas normas para el próximo Programa de 
Trabajo Decente por País. En la actualidad, se están exa-
minando las propuestas formuladas ulteriormente. En con-
clusión, los miembros empleadores señalaron que, a su 
juicio, no es demasiado tarde para nada que se quiera em-
prender. Ha llegado el momento de que el Gobierno tenga 
en cuenta las preocupaciones expresadas por la Comisión 
de Expertos y la Comisión de la Conferencia, y colabore 
con los interlocutores sociales a fin de crear una plata-
forma sólida para el buen funcionamiento de las relaciones 
de trabajo. Por lo tanto, instaron al Gobierno a que: i) siga 
recurriendo a los conocimientos especializados y a la asis-
tencia técnica de la OIT para concluir la elaboración de 
leyes laborales y su introducción, en consonancia con las 
normas y garantías explícitas enunciadas en el Convenio; 
ii) entable consultas con los interlocutores sociales para 
velar por que los trabajadores puedan elegir a sus dirigen-
tes libremente, tal como está previsto en el artículo 3 del 
Convenio; iii) aplique el Convenio sin distinguir entre las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores, y iv) su-
ministre información lo antes posible sobre las medidas 
adoptadas para que los trabajadores de las ZEE reciban un 
trato igual al de los demás trabajadores, y sobre la práctica 
real de la solución de conflictos y los resultados de las ac-
tividades de inspección del trabajo en dichas zonas. 

La miembro trabajadora de Myanmar expresó la espe-
ranza de que, a raíz de los importantes cambios recientes, 
en particular la promulgación de la Ley sobre Organiza-
ciones Sindicales, Myanmar entre en una nueva era en la 
que los trabajadores ejerzan sus derechos sindicales con 
plena libertad y participen en el desarrollo económico y 
social del país. Los trabajadores siguen luchando por el 
desarrollo de un movimiento sindical fuerte e indepen-
diente y por el derecho de sindicación, que sigue estando 
sumamente restringido en el país debido a grandes defi-
ciencias en la legislación y a la ausencia de un entorno 
propicio. Numerosas disposiciones de la Ley sobre Orga-
nizaciones Sindicales prevén requisitos y límites mínimos 
excesivos que dificultan la constitución y el registro de los 
sindicatos. Además, esta ley vulnera el derecho de las or-
ganizaciones de trabajadores a elegir libremente a sus di-
rigentes y a definir sus programas y actividades. En la 
práctica, la densidad sindical sigue siendo muy baja y los 
trabajadores se ven privados de su derecho fundamental a 
constituir sindicatos en defensa de sus intereses. Al no 
existir protección contra la discriminación antisindical, 
muchos trabajadores que han constituido sindicatos o se 
han afiliado a ellos han sido objeto de despido o de repre-
salias por parte de sus empleadores. Además, se prohíbe a 
los trabajadores y los sindicatos emprender acciones co-
lectivas. La Ley sobre Organizaciones Sindicales exige 
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que una mayoría de trabajadores vote a favor de declararse 
en huelga para poder hacerlo, condición que restringe en 
exceso el ejercicio de este derecho. Asimismo, las huelgas 
deben ser autorizadas por la federación competente, lo que 
constituye una grave violación del derecho de los sindica-
tos a organizar libremente sus actividades. Incluso cuando 
se lleva a cabo una huelga, su repercusión se ve seriamente 
limitada por la política de contención de piquetes, que 
prohíbe celebrar manifestaciones en un radio de 500 me-
tros de los hospitales, escuelas, templos, aeropuertos, fe-
rrocarriles, terminales de autobuses, puertos o misiones di-
plomáticas, e instalaciones militares o policiales. 

Las enmiendas introducidas en 2018 a la Ley sobre el 
Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica, aprobadas 
por la Cámara Alta, han sido denunciadas por diversas or-
ganizaciones de trabajadores y de derechos humanos. En-
tre las muchas disposiciones controvertidas destaca un 
nuevo artículo que dispone que toda persona que apoye 
una protesta, ya sea económica o materialmente o de cual-
quier otra forma, será considerada culpable de atentar con-
tra la seguridad nacional, el Estado de derecho, el orden 
público o la moral pública, y podrá ser condenada a pagar 
una multa y a cumplir una pena de prisión de hasta tres 
años. Una formulación tan vaga puede dar lugar a que las 
autoridades se valgan de ella para obstruir las huelgas y 
reprimir a los sindicatos. La ley anterior ya se ha utilizado 
para detener y encarcelar a estudiantes, agricultores, pe-
riodistas y otros activistas. La Comisión de Expertos ha 
indicado en reiteradas ocasiones la necesidad de que 
Myanmar ponga su legislación en plena conformidad con 
los principios y derechos consagrados en el Convenio, 
pero el Gobierno no ha tenido en cuenta las preocupacio-
nes expresadas. De hecho, las enmiendas propuestas por 
el Gobierno a la Ley sobre Organizaciones Sindicales y la 
Ley de Solución de Conflictos Laborales restringirán aún 
más la libertad sindical y los derechos de los sindicatos. 
En la última versión del proyecto se mantiene un estricto 
control sobre la constitución de sindicatos: se prevé que 
éstos sólo serán «reconocidos», en lugar de «registrados», 
y que se aumentarán las facultades del funcionario princi-
pal encargado del registro para dar de baja a los sindicatos. 
Myanmar ha venido experimentando una importante 
transformación política, abriéndose al mismo tiempo a las 
inversiones para fomentar el desarrollo económico. Es 
fundamental que los trabajadores participen desde el prin-
cipio en el proceso de estructuración del cambio econó-
mico en el país, por lo que se necesita un movimiento sin-
dical consolidado, dirigido por sindicatos fuertes e inde-
pendientes. Esos cambios sólo pueden darse en un entorno 
propicio al ejercicio del derecho a la libertad sindical. El 
marco legislativo actual restringe enormemente los dere-
chos sindicales y, al parecer, los proyectos de enmienda 
propuestos por el Gobierno no mejorarán la situación. Con 
miras a dar efecto a la decisión del Consejo de Adminis-
tración de la OIT, que insta al Gobierno a que siga refor-
mando su legislación laboral a fin de promover la libertad 
sindical por conducto del diálogo tripartito, es importante 
que la OIT renueve el proyecto conexo y preste apoyo a 
todos los asociados tripartitos. En conclusión, la oradora 
instó al Gobierno a que emprenda un proceso de consultas 
significativas y constructivas con los trabajadores y los 
empleadores, y a que enmiende la legislación laboral vi-
gente de tal modo que se garantice a todos los trabajadores 
el derecho a la libertad sindical y el derecho a organizarse 
libremente. 

La miembro empleadora de Myanmar hizo hincapié en 
que, en los últimos cinco años, el sector privado de Myan-
mar, que es uno de los que más contribuyen al producto 
interno bruto (PIB) del país, ha experimentado un fuerte 
crecimiento. Además, el país ha mostrado un crecimiento 
constante del PIB (del 5,9 por ciento en 2016; del 6,4 por 
ciento en 2017, y del 6,8 por ciento previsto para 2018). 

Este crecimiento pone de manifiesto que se está creando 
empleo, aumentando productividad y reforzándose la 
cooperación entre empleadores y trabajadores. En los últi-
mos años se han creado cientos de miles de nuevos traba-
jos en el sector privado. Solamente en el sector manufac-
turero con un alto coeficiente de mano de obra, los trabajos 
creados se han duplicado entre 2013 (aproximadamente 
200 000) y la actualidad (más de 400 000). Además, según 
la Encuesta sobre la población activa de 2017, gracias a 
los interlocutores tripartitos se ha reducido considerable-
mente la participación de los niños en la fuerza de trabajo. 
En tiempos recientes, el Gobierno ha elaborado el Plan de 
desarrollo sostenible de Myanmar, de conformidad con la 
política económica nacional y con los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS), que tiene por objeto garantizar el 
desarrollo inclusivo y sostenido del país y de sus habitan-
tes. En este contexto, se ha observado que el sector privado 
contribuye en gran medida al desarrollo del país. La ora-
dora consideró que la Ley sobre Organizaciones Sindica-
les, que prevé el establecimiento de organizaciones sindi-
cales, y establece los derechos y responsabilidades de és-
tas, está en conformidad con el Convenio. A su juicio, te-
niendo en cuenta la cultura y las costumbres del país se 
pueden conocer mejor las necesidades de la sociedad, y la 
Comisión de la Conferencia no debería pretender gestio-
nar la legislación nacional. Después de todo, el artículo 8 
del Convenio indica claramente que, al ejercer los dere-
chos que se les reconocen en el presente Convenio, los tra-
bajadores, los empleadores y sus organizaciones respecti-
vas deberían, al igual que las demás personas o las colec-
tividades organizadas, respetar la legalidad. La oradora in-
dicó que los empleadores, los trabajadores y el Gobierno 
se han reunido por décima vez desde 2015 en el Foro Na-
cional de Diálogo Tripartito y han debatido abiertamente 
las reformas necesarias de las leyes, sobre una base real y 
práctica. La reforma propuesta por el Gobierno de la Ley 
sobre Organizaciones Sindicales incluye un nuevo capí-
tulo sobre la constitución de organizaciones de empleado-
res que representa un paso positivo. Hasta la fecha, sólo 
existe una organización de empleadores a nivel municipal 
y una federación de empleadores en todo el país. 

En lo que respecta a las observaciones de la Comisión 
de Expertos sobre las sanciones, la oradora tomó nota de 
que la cuestión no debería limitarse a los niveles de san-
ciones y a las sanciones contra los empleadores. El hecho 
de que no se prevean sanciones importantes que permitan 
disuadir a los sindicatos de llevar a cabo actividades ilíci-
tas tiene un impacto bastante negativo en la paz laboral en 
Myanmar. Si bien tomó nota de que, con arreglo a la le-
gislación nacional, los trabajadores tienen derecho a reali-
zar huelgas lícitas, señaló que los sindicalistas han llevado 
a cabo reiteradamente huelgas recurriendo a tácticas ilíci-
tas, tales como bloquear totalmente la entrada a las fábri-
cas, violando la legislación nacional y en contra de las me-
jores prácticas internacionales. Estas acciones han condu-
cido inevitablemente a confrontaciones físicas, incluidos 
casos en los que los sindicalistas han agredido a directivos 
de fábricas y a trabajadores no sindicalizados. También se 
han observado infracciones de la Ley sobre Organizacio-
nes Sindicales y de los reglamentos sobre las huelgas. La 
oradora pidió al Gobierno que halle, por conducto del diá-
logo social, mecanismos y soluciones para poner fin a esas 
acciones, ya que en caso contrario se socavarán las rela-
ciones laborales y el Estado de derecho. La anarquía que 
caracteriza actualmente la realización de acciones colecti-
vas contraviene la legislación nacional y no propicia las 
buenas relaciones laborales. Las acciones colectivas ilíci-
tas menoscaban la inversión extranjera actual y potencial, 
y pueden tener un impacto negativo en la creación de pues-
tos de trabajo. Además, la oradora denunció los reiterados 
llamamientos realizados por sindicatos nacionales durante 
las reuniones sobre la reforma de la legislación laboral, 
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para que se impongan penas de prisión a los empleadores 
que cometan infracciones menores de carácter administra-
tivo a la legislación laboral, contraviniendo lo recomen-
dado por los organismos de control de la OIT. Un sistema 
punitivo de relaciones laborales no contribuirá a promover 
unas relaciones laborales armoniosas. Además, la oradora 
hizo hincapié en que los empleadores no confían en el sis-
tema de arbitraje. Si bien este sistema se creó para solu-
cionar los conflictos colectivos y la ley establece clara-
mente que los casos individuales deben abordarlos los tri-
bunales competentes, el Gobierno insiste en remitir los ca-
sos individuales al sistema de arbitraje (actualmente más 
del 80 por ciento del número total de casos). Se ha cele-
brado un diálogo tripartito sobre el establecimiento de un 
sistema de resolución de conflictos adecuado, pero los re-
sultados siguen siendo inciertos. No se exige que los árbi-
tros tengan conocimientos jurídicos y, durante la concilia-
ción y en la primera fase del arbitraje, los miembros de los 
sindicatos y de las organizaciones de empleadores pueden 
actuar ellos mismos como conciliadores y árbitros. La 
falta de conocimientos y los conflictos de interés a me-
nudo conducen a que se dicten sentencias que claramente 
no están en conformidad con la ley y merman la confianza 
de los empleadores en el sistema de arbitraje. Por último, 
la oradora indicó que, en la Ley de Fábricas, sólo se regu-
lan dos tipos de trabajo en las empresas: el trabajo conti-
nuo cuando la ley permite que se trabajen 48 horas por se-
mana (ocho industrias) y el trabajo no continuo cuando se 
permiten 44 horas por semana (todas las demás indus-
trias). Esta rigidez en las horas de trabajo no se ajusta a las 
necesidades de flexibilidad de las industrias desarrolladas 
recientemente (tales como los servicios de seguridad, el 
petróleo y el gas, la confección y la industria alimentaria), 
y da lugar a que éstas no sean competitivas. En conclusión, 
la oradora hizo hincapié en que, en una joven democracia 
como Myanmar, queda mucho por hacer e indudable-
mente llevará tiempo lograr los objetivos de las partes in-
teresadas. Los interlocutores sociales deben concertar es-
fuerzos de manera constructiva. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miem-
bros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, ex Re-
pública Yugoslava de Macedonia, Montenegro, Noruega 
y Serbia, señaló que concede una gran importancia al res-
peto, la protección y la observancia de los derechos huma-
nos, incluida la libertad sindical de los trabajadores y los 
empleadores y el derecho de sindicación, y reconoció el 
importante papel que desempeña la OIT en la elaboración, 
promoción y supervisión de las normas internacionales del 
trabajo. La UE y sus Estados miembros están comprome-
tidos con la promoción de la ratificación y aplicación uni-
versal de los ocho convenios fundamentales. La oradora 
acogió con agrado las medidas positivas adoptadas por el 
Gobierno para mejorar los derechos laborales en algunos 
ámbitos. También acogió con satisfacción la participación 
de la OIT, particularmente con respecto a la reciente ela-
boración de un esbozo de Programa de Trabajo Decente 
por País que incluye como prioridad la libertad sindical. 
Este Programa debería aplicarse con celeridad. Junto con 
los Gobiernos de Dinamarca, Japón y Estados Unidos, así 
como con la OIT, la UE ha participado activamente en la 
prestación de apoyo a la Iniciativa en pro de los derechos 
laborales de Myanmar, para fomentar los derechos y prác-
ticas laborales fundamentales, especialmente mediante la 
financiación del último Foro de partes interesadas que 
tuvo lugar en Nay Pyi Taw, el 17 de enero de 2018, para 
tratar de los avances y los desafíos en las reformas del 
mercado de trabajo, incluida la reforma de la legislación 
del trabajo. En vista del diálogo constructivo sobre la ma-
nera de avanzar que se entabló durante ese evento, la ora-
dora reiteró la necesidad de que el Gobierno prosiga sus 
esfuerzos encaminados a poner la legislación nacional en 

conformidad con las normas internacionales del trabajo, 
impulsar el diálogo tripartito y asegurar la libertad sindi-
cal. Tomando nota con interés de que se está reforzando el 
diálogo tripartito a través del Foro nacional de diálogo tri-
partito, la oradora alentó al Gobierno a que ultime la Ley 
sobre Organizaciones Sindicales en consulta con los inter-
locutores sociales. Observando que el primer proyecto de 
enmienda a la Ley de Solución de Conflictos Laborales se 
debatió sobre la base de las consultas tripartitas celebradas 
en julio de 2017, la oradora alentó al Gobierno a que 
avance con el proceso de reforma en estrecha colaboración 
con los interlocutores sociales. Con respecto a las preocu-
paciones planteadas en relación con algunas disposiciones 
del reglamento de la Ley sobre Organizaciones Sindicales 
que contienen restricciones para poder optar a un cargo 
sindical y el requisito de una tasa de afiliación del 10 por 
ciento de los trabajadores para constituir un sindicato de 
base, pidió al Gobierno que adopte medidas para modifi-
car el reglamento a fin de garantizar que los trabajadores 
puedan elegir libremente a sus cargos y constituir las or-
ganizaciones que estimen convenientes y adherirse a ellas. 
Por último, la oradora pidió al Gobierno que vele por que 
los derechos que contempla el Convenio también se ga-
ranticen en las ZEE, donde podrían ser aplicables determi-
nadas leyes. La UE seguirá manteniendo su compromiso 
de participación estrecha y constructiva y de asociación 
con el Gobierno. 

El miembro gubernamental de Tailandia, hablando en 
nombre de la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental 
(ASEAN), reconoció los avances positivos realizados en 
el país, incluido el proceso de reforma demográfica, y 
tomó nota con satisfacción de la información suministrada 
por el Gobierno. La OIT ha prestado asistencia técnica so-
bre la promoción y protección de los derechos laborales, y 
se han logrado resultados tangibles a ese respecto. Ade-
más, se aplicará el esbozo de Programa de Trabajo De-
cente por País respaldado por el órgano tripartito nacional. 
El orador instó a la OIT a que reconozca las novedades 
positivas mencionadas. 

Una observadora en representación de IndustriALL Glo-
bal Union destacó que la Ley sobre Organizaciones Sindi-
cales priva a los trabajadores de su derecho a constituir las 
organizaciones que estimen convenientes y a afiliarse a 
ellas. El artículo 4 de esta ley impone restricciones a la 
estructura de los sindicatos, al exigir que los trabajadores 
desempeñen la misma profesión o actividad para constituir 
un sindicato, y establece requisitos estrictos para poder 
constituir organizaciones de nivel superior. En lo que res-
pecta a las restricciones relativas a la estructura de los sin-
dicatos, el artículo 4 establece asimismo que los sindicatos 
se atengan escrupulosamente a la estructura administrativa 
nacional. En concreto, sólo pueden constituirse los si-
guientes tipos de sindicatos: i) sindicatos de base que cu-
bran a los trabajadores de un único lugar de trabajo; ii) sin-
dicatos de ámbito municipal que agrupen a sindicatos en 
el mismo municipio; iii) sindicatos a nivel regional o esta-
tal, incluidos los sindicatos a nivel municipal; iv) federa-
ciones compuestas por sindicatos a nivel estatal, y v) con-
federaciones de sindicatos. Bajo esos presupuestos, es im-
posible crear, por ejemplo, un sindicato en el ámbito de la 
empresa si el empleador tiene establecimientos en más de 
un municipio. En ese caso, el empleador debería tener un 
sindicato distinto en cada uno de esos establecimientos. La 
ley impide también constituir un sindicato sectorial o pro-
fesional a nivel nacional sin haber creado previamente es-
tructuras intermedias, como sindicatos de ámbito munici-
pal o estatal. Esta estructura piramidal no redunda en be-
neficio de los intereses de los trabajadores ni de los em-
pleadores. El requisito de que los trabajadores tengan que 
desempeñar «la misma profesión o actividad» para cons-
tituir un sindicato crea barreras ascendentes. En conse-
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cuencia, los trabajadores ocupados en «profesiones o acti-
vidades» análogas o incluso relacionadas entre sí no pue-
den constituir sindicatos. Además, los jueces han interpre-
tado restrictivamente la legislación. Por ejemplo, los tra-
bajadores del transporte — se trate de conductores de ca-
miones, maquinistas de tren, tripulación de embarcaciones 
en vías navegables, o de conductores de taxi —, tienen la 
obligación de constituir sindicatos independientes. Esto ha 
llevado a la creación de sindicatos de ámbito municipal 
integrados por trabajadores del mismo municipio que rea-
lizan la misma tarea. En lo que se refiere a las organiza-
ciones de nivel superior, los sindicatos de ámbito munici-
pal tan sólo podrían constituir un sindicato de nivel estatal 
si los trabajadores pertenecen al mismo oficio. De igual 
forma, se constituyen federaciones de sindicatos a nivel 
estatal de trabajadores que realizan las mismas activida-
des. No puede haber ninguna estructura que represente a 
los trabajadores de profesiones o actividades distintas. El 
Comité de Libertad Sindical ha mantenido que toda res-
tricción, directa o indirecta, del derecho de los sindicatos 
a constituir asociaciones de sindicatos pertenecientes a la 
misma rama de actividad o a ramas de actividad diferen-
tes, sobre una base regional, no está de conformidad con 
los principios de libertad sindical. Por último, la oradora 
instó al Gobierno a que reconsidere el sistema, junto con 
los sindicatos, a fin de garantizar el respeto del derecho de 
sindicación de los trabajadores. 

El miembro gubernamental de Suiza apoyó la declaración 
realizada por la UE. En lo que respecta a la Ley sobre el 
Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica, alentó al 
Gobierno a que prosiga con las enmiendas que reducen las 
restricciones al derecho de reunión, y acogió con agrado 
las consultas con los interlocutores sociales llevadas a 
cabo por el Gobierno en cuanto al proceso de reforma de 
la ley sobre la solución de los conflictos laborales. Las re-
laciones de trabajo basadas en el buen funcionamiento de 
la concertación social y en la confianza, en el marco del 
diálogo social, constituyen factores clave para el desarro-
llo sostenible de una economía. La libertad sindical y la 
protección del derecho sindical y del derecho de sindica-
ción y de negociación colectiva, forman parte de los fun-
damentos de una democracia y constituyen la base para las 
negociaciones entre los interlocutores sociales en otros te-
rrenos. Por esta razón, el orador pide al Gobierno que con-
sidere la posibilidad de ratificación de otros convenios 
fundamentales. Lo alienta a que adopte las medidas nece-
sarias para garantizar que la nueva Ley sobre el Derecho 
de Reunión y Manifestación Pacífica se corresponda ple-
namente con las disposiciones del Convenio, así como las 
medidas necesarias para que el proceso de reforma de la 
legislación del trabajo se realice en concertación con los 
interlocutores sociales y esté de conformidad con las nor-
mas internacionales. Poniendo a disposición los conoci-
mientos especializados de su Gobierno en materia de im-
plicación de los interlocutores sociales en las importantes 
reformas, el orador expresó su apoyo a los proyectos de 
cooperación de la OIT en Myanmar, dirigidos a la mejora 
del diálogo social en la empresa. 

La miembro trabajadora del Japón resaltó la creciente 
discriminación contra los dirigentes sindicales en Myan-
mar, que dificulta la constitución de sindicatos y la reali-
zación de actividades sindicales, y está en contra de los 
principios fundamentales de la OIT de libertad sindical y 
protección del derecho de sindicación. La oradora recordó 
al Gobierno la decisión sobre el seguimiento de la resolu-
ción relativa a las demás medidas sobre la cuestión de 
Myanmar, adoptada por el Consejo de Administración de 
la OIT en marzo de 2018, en la que se insta al Gobierno a 
participar en el proceso de reforma de la legislación labo-
ral para fomentar la libertad sindical a través de un diálogo 
tripartito real y eficaz y con arreglo a las normas interna-
cionales del trabajo. La situación real de los sindicatos es 

desoladora. Si bien la creación de sindicatos ha progresado 
rápidamente desde la promulgación de la Ley sobre Orga-
nizaciones Sindicales, también proliferan los casos de 
acoso sindical y discriminación contra dirigentes sindica-
les, violando claramente el Convenio. Desde 2017, la 
CTUM ha registrado 29 casos de despido improcedente 
por sindicación, que han dado pie al despido de 3 424 di-
rigentes sindicales y afiliados. En muchas ocasiones, el 
Consejo de Arbitraje ha ordenado en vano su reintegro. 
Además, existen numerosos problemas en torno al proceso 
de solución de conflictos: el proceso de arbitraje es dema-
siado largo; las sanciones previstas por la Ley sobre Orga-
nizaciones Sindicales por incumplimiento de las decisio-
nes del Consejo de Arbitraje son de un costo tan reducido 
(el equivalente a 750 dólares de los Estados Unidos) que 
los empleadores suelen optar por ignorarlas, y quedan im-
punes las infracciones por parte de los empleadores de los 
convenios celebrados con los sindicatos, por lo que mu-
chos casos de despido improcedente se llevan ante los tri-
bunales como casos individuales. Dado que en el país el 
cumplimiento de la legislación es limitado y la negocia-
ción colectiva no existe, los trabajadores pueden ser objeto 
de sanciones penales por faltas laborales. La oradora pidió 
al Gobierno que adopte medidas concretas para garantizar 
la libertad sindical, y en particular la modificación de la 
Ley sobre Organizaciones Sindicales y la Ley de Solución 
de Conflictos Laborales, a fin de proteger a los activistas 
sindicales contra los despidos y el trato discriminatorio de 
los empleadores. 

El miembro gubernamental de la República Bolivariana 
de Venezuela destacó el compromiso manifestado por el 
Gobierno de continuar garantizando los derechos labora-
les en un contexto de cambios políticos y económicos. Con 
base en la Ley sobre Organizaciones Sindicales, se han 
constituido sindicatos y federaciones, y la tendencia es un 
aumento de esos registros. En virtud del compromiso del 
Gobierno, este aumento debería mantenerse. También se 
está llevando a cabo un proceso de reforma de la legisla-
ción laboral, sobre la base de consultas tripartitas. A este 
respecto, el orador alentó al Gobierno a que se fortalezcan 
las relaciones con los interlocutores sociales. Por lo tanto, 
la Comisión debería tomar nota de todos los aspectos po-
sitivos que se desprenden de las explicaciones suministra-
das así como de la buena disposición del Gobierno, y 
adoptar conclusiones objetivas y equilibradas, lo que dará 
lugar a que el Gobierno pueda considerar y valorar las con-
clusiones en el marco del cumplimiento del Convenio. 

Un observador en representación de la Internacional de 
Trabajadores de la Construcción y la Madera, hablando en 
nombre de la Federación de Trabajadores de la Construc-
ción y la Madera de Myanmar, recalcó que los sindicatos 
del sector de la construcción son objeto de discriminación, 
y mencionó la situación particular de dos sindicatos. En 
primer lugar, se denegó la solicitud de registro a un sindi-
cato creado en una ZEE, alegándose que el Ministerio de 
Trabajo, Inmigración y Población había dictado una orden 
especial de denegar los registros de los sindicatos en el 
sector de la construcción. Los funcionarios del Ministerio 
sostuvieron que el país no estaba preparado para el registro 
de sindicatos en el sector de la economía informal. El se-
gundo caso atañe a la denegación de registro de un sindi-
cato, porque los solicitantes no habían trabajado para la 
empresa durante más de seis meses. En el sector de la 
construcción, es imposible cumplir el requisito, ya que el 
trabajo es intermitente e informal. En conclusión, el ora-
dor instó al Gobierno a que deje de discriminar a los sin-
dicatos en el sector de la construcción y de utilizar argu-
mentos tales como el carácter informal o intermitente del 
trabajo para denegar registros. En particular, debe eliminar 
el requisito de seis meses de servicio. 

El miembro gubernamental de los Estados Unidos indicó 
que, si bien la densidad sindical sigue siendo baja, desde 
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la promulgación de la Ley sobre Organizaciones Sindica-
les, de 2011, se han registrado más de 2 400 organizacio-
nes laborales de base en varios niveles especificados en la 
ley. Sin embargo, según el Funcionario de Enlace de la 
OIT, siguen imponiéndose restricciones a la libertad sin-
dical tanto en la legislación como en la práctica. El Go-
bierno y los interlocutores sociales se han comprometido 
a reformar la Ley sobre Organizaciones Sindicales y la 
Ley de Solución de Conflictos Laborales, de 2012, y se ha 
creado un grupo de trabajo técnico a cargo de la reforma 
de la legislación laboral, que ha acordado celebrar consul-
tas tripartitas sobre las enmiendas potenciales. Sin em-
bargo, en septiembre de 2017, las enmiendas difundidas 
por el Gobierno, si bien levantaron algunas restricciones a 
la constitución de organizaciones de trabajadores y de em-
pleadores, no abordaron la cuestión relativa a la reducción 
de los requisitos de afiliación mínima para los sindicatos 
de base y a la eliminación de los requisitos de elegibilidad 
para los miembros del comité ejecutivo. Además, también 
se han planteado las siguientes cuestiones: la disminución 
de la tasa de registro de sindicatos; la imposición de requi-
sitos de registro no previstos en la ley por algunos funcio-
narios del trabajo locales, frustrando así el registro de sin-
dicatos; las represalias contra los trabajadores durante la 
constitución de un sindicato y posteriormente a su consti-
tución, y una ausencia de sanciones contra los empleado-
res infractores; el bajo número de organizaciones de em-
pleadores registradas (27 organizaciones de empleadores, 
una organización municipal y una federación de emplea-
dores), y la baja densidad organizativa entre los emplea-
dores, en parte debido a restricciones estructurales en la 
ley, que inhiben el desarrollo de unas relaciones laborales 
sólidas en el país. En consecuencia, se insta al Gobierno a 
que aproveche plenamente el proceso de consultas tripar-
tito sobre la reforma de la legislación laboral para poner 
de conformidad la legislación con el Convenio, en plena 
consulta con los interlocutores sociales y, en particular, a 
que reduzca el límite mínimo de afiliación; elimine los re-
quisitos de elegibilidad para los miembros del comité eje-
cutivo; proteja a los trabajadores de prácticas laborales in-
justas durante la constitución de sindicatos, prohibiendo 
asimismo todas las formas de represalias; revise los requi-
sitos estructurales escalonados, de modo que las organiza-
ciones de trabajadores y de empleadores puedan consti-
tuirse y federarse más libremente, y garantice que las san-
ciones por incumplimiento de la ley sean suficientemente 
disuasorias, prohibiendo asimismo de manera explícita el 
incumplimiento de las decisiones del Consejo de Arbi-
traje. En conclusión, el orador instó al Gobierno a que 
lleve a cabo reformas legales, a través de consultas tripar-
titas, y alentó a los interlocutores tripartitos a que recurran 
a la asistencia técnica de la OIT a este respecto. 

La miembro trabajadora de la República de Corea, ha-
blando también en nombre del Consejo Australiano de 
Sindicatos y del Congreso del Trabajo del Canadá, aclaró 
que los procedimientos para la solución de conflictos den-
tro de las ZEE son más engorrosos porque, si bien lo exige 
la Ley sobre Zonas Económicas Especiales, no se ha esta-
blecido ningún procedimiento para que las partes en un 
conflicto lo notifiquen al comité de gestión para que éste 
pueda mediar. Las ZEE tienen por objeto atraer inversión 
extranjera, y la legislación ofrece incentivos a las empre-
sas orientadas a la exportación. Muchas empresas corea-
nas despliegan su actividad en las ZEE y, aunque no se 
dispone de información concreta sobre las condiciones de 
trabajo porque se niega el acceso a los sindicalistas, los 
numerosos casos de empresas coreanas que violan la le-
gislación laboral y la libertad sindical ponen de relieve la 
necesidad de prestar especial atención a las ZEE. Por 
ejemplo, en noviembre de 2017, los trabajadores sindica-
dos de una fábrica de calcetines de Yangon convocaron 

una huelga de veintiún días para que el empleador respe-
tara la legislación laboral; el empleador no sólo hizo caso 
omiso del laudo del organismo de arbitraje regional, sino 
que también despidió a 73 trabajadores y presentó una de-
manda contra 13 dirigentes sindicales por dirigir la huelga. 
En otro caso en una fábrica de pelucas, el organismo de 
arbitraje ordenó el reintegro del presidente del sindicato y 
de un miembro del comité central que habían sido despe-
didos; en su lugar, el empleador despidió a 60 afiliados del 
sindicato y amenazó con demandar a los trabajadores por 
difamación y huelga ilícita. El Gobierno de la República 
de Corea ha anunciado recientemente que, en el marco de 
su nueva política del Sur, estrechará los vínculos econó-
micos con los países de la ASEAN, incluido Myanmar. La 
oradora expresó su preocupación por el hecho de que el 
aumento de la inversión coreana pueda ser muy perjudicial 
para los trabajadores de Myanmar y menoscabar los dere-
chos laborales fundamentales. Los principios de la OIT 
son claros: todos los trabajadores deben gozar de los dere-
chos laborales fundamentales, incluidos quienes trabajan 
en las ZEE. La oradora instó al Gobierno a que adopte to-
das las medidas necesarias para garantizar plenamente los 
derechos consagrados en el Convenio a los trabajadores de 
las ZEE, y a que vele por que la Ley sobre Zonas Econó-
micas Especiales no interfiera con la aplicación de otras 
leyes. 

El miembro trabajador de Turquía declaró que, en marzo 
de 2018, la Cámara Alta aprobó enmiendas a la Ley sobre 
el Derecho de Reunión y Manifestación Pacífica que in-
cluirán: la posibilidad de imponer tres años de pena de pri-
sión a quien se considere que haya apoyado, económica-
mente o de otro modo, una protesta cuya intención fuere 
«quebrar la seguridad nacional, el Estado de derecho, el 
orden público o la moral pública» y la nueva obligación 
para quienes soliciten permiso para celebrar una manifes-
tación de informar a las autoridades locales competentes 
sobre la cantidad de dinero que se utilizará para financiarla 
y sobre quién la financiará. Miles de personas han protes-
tado contra los cambios propuestos, y algunos parlamen-
tarios han considerado que disminuirá la protección de los 
derechos de los trabajadores, los agricultores y los grupos 
étnicos, así como los derechos de los ciudadanos a protes-
tar contra la corrupción. De adoptarse, las enmiendas so-
focarán la libertad de expresión y de reunión pacífica, y 
supondrán una restricción importante del espacio demo-
crático en el país. Por consiguiente, el Gobierno debe de-
rogar la ley o enmendarla. La libertad de reunión y la 
huelga son derechos inalienables para los trabajadores y 
sus familias, incluidos aquéllos que han sido desplazados. 
Sin embargo, en la práctica, la Ley sobre Organizaciones 
Sindicales ha debilitado el movimiento sindical y, por 
tanto, se apoyó al llamamiento de los miembros trabajado-
res y de la CTUM para que se modifique la Ley de Orga-
nizaciones Sindicales a fin de garantizar que cumpla el 
Convenio en lo relativo al derecho de huelga. El orador 
también expresó su solidaridad con el miembro trabajador 
de Myanmar en relación con el empeño por asegurar la 
plena protección del derecho de sindicación. 

El representante gubernamental indicó que ha escuchado 
atentamente todas las preocupaciones, opiniones y suge-
rencias planteadas durante el debate, las cuales se exami-
narán debidamente al regresar a la capital para velar por 
un mejor cumplimiento del Convenio. Éste se ratificó en 
1955, pero la Ley sobre Organizaciones Sindicales se 
adoptó en 2011. Desde entonces, se han constituido más 
de 20 000 organizaciones de empleadores y de trabajado-
res. El incremento del número de organizaciones implica 
un aumento de la negociación colectiva. Habida cuenta de 
que Myanmar sigue mejorando la Ley sobre el Derecho de 
Reunión y Manifestación Pacífica, es alentador señalar 
que el espíritu tripartito, que es la característica distintiva 
de la Comisión, está arraigándose y creciendo en este país, 
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lo cual debería considerarse un progreso. Basándose en un 
espíritu tripartito, se han establecido tres grupos de trabajo 
técnicos a cargo de un programa de trabajo decente por 
país, la reforma de la legislación laboral y las comunica-
ciones. El grupo de trabajo técnico a cargo de la reforma 
de la legislación laboral examinará todas las propuestas 
recibidas por la Comisión. Asimismo, en 2015, 2016 y 
2018 se celebraron tres foros de partes interesadas sobre 
dicha reforma gracias a los Gobiernos de Dinamarca, Ja-
pón y Estados Unidos, así como la OIT. Los foros conta-
ron con la participación de interlocutores locales e inter-
nacionales para intercambiar opiniones y experiencias, y 
produjeron los resultados previstos. El grupo de trabajo 
técnico mencionado y los participantes tripartitos interac-
tuaron continuamente. Algunos consideran los logros al-
canzados hasta la fecha como un vaso medio vacío y otros 
lo ven como un vaso medio lleno. Se ha avanzado mucho 
en relación con la situación de la legislación laboral en el 
pasado, pero es necesario seguir desplegando esfuerzos 
para avanzar gradualmente hacia el cumplimiento del 
Convenio. A tal efecto, será preciso contar con la ayuda 
de los interlocutores internacionales y la cooperación téc-
nica de la OIT para lograr el cumplimiento del Convenio. 

Los miembros empleadores indicaron que la fijación de 
un límite per se no constituye una violación del derecho 
de constituir organizaciones. Muchos países establecen lí-
mites, y algunos incluso adaptan esos límites a los estable-
cidos para constituir empresas. Sin embargo, en muchas 
intervenciones se ha subrayado lo engorroso que resulta 
establecer organizaciones en Myanmar, debido a varios lí-
mites adicionales e innecesarios. En ese contexto, los 
miembros empleadores también señalaron la necesidad de 
asegurar la igualdad entre las organizaciones de trabajado-
res y de empleadores en lo que atañe a las condiciones para 
la constitución de organizaciones. Por otro lado, el dere-
cho de los trabajadores a constituir organizaciones que es-
timen convenientes también conlleva el riesgo de que se 
creen múltiples sindicatos dispersos, lo cual crearía graves 
problemas e impondría la necesidad de organizar mejor el 
movimiento sindical. A ese respecto, el Gobierno debe te-
ner presente las lecciones que puedan extraerse de otros. 
Los miembros empleadores también declararon que mu-
chas intervenciones se han referido a actividades represi-
vas contra las huelgas, aunque las reuniones más bien pa-
recen manifestaciones públicas. Asimismo, subrayaron 
que la Ley sobre el Derecho de Reunión y Manifestación 
Pacífica es una ley civil general aplicable a todos, y no 
sólo a los sindicatos, mientras que la Ley de Organizacio-
nes Sindicales y la Ley sobre Solución de Conflictos La-
borales son distintas y pertenecen realmente al ámbito de 
la legislación laboral. Los miembros empleadores instaron 
al Gobierno a que tenga en cuenta todas las solicitudes re-
lacionadas con la legislación laboral y las ZEE. A su jui-
cio, Myanmar sigue en el punto de partida del proceso de 
implementación. Se ha expresado preocupación, pero, por 
ahora, no hay nada que no se pueda solucionar. El diálogo 
social es el camino hacia el progreso y Myanmar cuenta 
con la plataforma para salir adelante a este respecto. 

Los miembros trabajadores declararon, en respuesta a al-
gunos de los comentarios formulados, que, si bien la plu-
ralidad sindical constituye un reto para los trabajadores en 
muchos países, ya que existen diferentes modelos y solu-
ciones, corresponde a los propios trabajadores decidir 
cómo organizarse. La cuestión de la Ley sobre el Derecho 
de Reunión y Manifestación Pacífica está relacionada con 
la democracia, el espacio democrático y el movimiento so-
cial, e incumbe por tanto a los sindicatos. También seña-
laron que el aumento del interés por invertir en Myanmar 
registrado desde 2012 obedece en gran medida a que el 
país ha sido (y sigue siendo) el nuevo centro manufactu-
rero de bajo costo del mundo y a que sus salarios se cuen-
tan entre los más bajos de Asia. En aquel momento, los 

trabajadores advirtieron de que, si no se preservaba el Es-
tado de derecho y se mantenía cierta coherencia entre la 
política social y económica, no habría garantías de que se 
pudiese generar empleo decente. De hecho, el interés de 
los inversores extranjeros ha disminuido, en parte debido 
a las deficiencias del marco jurídico para el diálogo social, 
la incoherencia de las políticas relativas a las relaciones 
laborales y la inexistencia del Estado de derecho, particu-
larmente para los trabajadores. Habida cuenta de que tanto 
empleadores como trabajadores coinciden en que el sis-
tema de solución de conflictos no funciona, debe poten-
ciarse el diálogo social tripartito durante la reformulación 
de la ley. En marzo de 2018, las asociaciones comerciales 
que representan a las principales marcas de ropa y calzado 
de los Estados Unidos enviaron una carta urgente a la Con-
sejera de Estado en la que explicaban que las posibilidades 
de emprender nuevos negocios en Myanmar, y de mante-
ner e impulsar los negocios existentes, se verían favoreci-
das por la posibilidad de colaborar con trabajadores que 
gocen de libertad sindical y celebren negociaciones colec-
tivas, y por la existencia de mecanismos previsibles y 
transparentes administrados por el Gobierno que den curso 
a todo tipo de reclamación y cuenten con la confianza de 
todos los interesados. Sin embargo, las marcas han seña-
lado que la legislación laboral vigente no es adecuada para 
esos fines y que, hasta la fecha, el Gobierno ni siquiera ha 
logrado hacer cumplir esa legislación deficiente. Además, 
señalaron que los directores de las fábricas intimidan sis-
temáticamente a los trabajadores, les presionan para que 
no constituyan sindicatos y, durante los paros laborales, 
llaman a la policía como táctica de intimidación para rom-
per las huelgas. En lugar de poner en práctica una estrate-
gia ética de desarrollo, Myanmar ha optado por una deriva 
hacia el abismo de la desregularización. Los miembros tra-
bajadores afirmaron que esperan mucho más del Go-
bierno. Sin embargo, si el Gobierno pretende entablar un 
diálogo social real que arroje resultados concretos, pro-
mulga las leyes adecuadas y procura elaborar una estrate-
gia responsable en materia de relaciones laborales, Myan-
mar podría seguir destacándose y atraer cada vez más a 
empresas responsables. Así pues, se pidió al Gobierno 
que: entable un diálogo constructivo con los representan-
tes de los trabajadores y de los empleadores para que la 
Ley sobre Organizaciones Sindicales y la Ley de Solución 
de Conflictos Laborales se ajusten al Convenio; vele por 
que las organizaciones de trabajadores y de empleadores 
puedan registrarse a través de procedimientos administra-
tivos sencillos (debe retirarse inmediatamente toda direc-
tiva que contenga requisitos distintos de los que figuran en 
la Ley sobre Organizaciones Sindicales y su reglamento 
conexo y ordenarse a todo el personal de registro que no 
exija tales requisitos); garantice que los trabajadores pue-
dan realizar sus actividades sindicales sin amenazas de 
violencia por parte de la policía de empresas de seguridad 
privada, y sin que éstas vulneren sus libertades civiles; 
subsane las deficiencias en la legislación y la práctica en 
relación con los derechos de los trabajadores de las ZEE; 
acepte lo antes posible una misión técnica para establecer 
un sistema de relaciones laborales basado en la libertad 
sindical y la negociación colectiva, que revise todas las 
versiones de la Ley sobre Organizaciones Sindicales y la 
Ley de Solución de Conflictos Laborales y recomiende en-
miendas que sean coherentes con el Convenio, e informe 
a la Comisión de Expertos, en su próxima reunión, sobre 
los progresos realizados en la aplicación del Convenio en 
la legislación y en la práctica. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-

ladas por el representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. 
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La Comisión lamentó la falta de progresos con respecto al 
tan esperado marco jurídico en el que los trabajadores y los 

empleadores puedan ejercer libremente sus derechos en vir-
tud del Convenio. 

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión instó al Gobierno a que: 
■ vele por que la Ley de Organizaciones Sindicales y la Ley 

de Solución de Conflictos Laborales se pongan plena-
mente en conformidad con el Convenio núm. 87 recu-
rriendo a la asistencia técnica de la OIT durante el pro-

ceso de reforma legislativa; 
■ asegure que los trabajadores puedan desempeñar sus ac-

tividades sindicales sin amenazas de violencia ni otras 

violaciones de sus libertades civiles por parte de la poli-
cía o de la seguridad privada; 

■ asegure que el registro de organizaciones de trabajado-

res y de empleadores no esté sujeto a requisitos no razo-
nables para garantizar que en la práctica no se obstacu-
lice el derecho a constituir las organizaciones que se es-

timen convenientes o a afiliarse a ellas; 
■ se asegure de que las solicitudes de registro de sindicatos 

se tramiten con rapidez y no se denieguen a menos que 

incumplan criterios claros y objetivos establecidos en la 
legislación, y  

■ ponga la legislación del trabajo en relación con las zonas 

económicas especiales de conformidad con el Convenio 
núm. 87, en plena consulta con los interlocutores socia-
les. 

La Comisión instó al Gobierno a que acepte una misión de 
contactos directos antes de la próxima Conferencia Interna-
cional del Trabajo y a que informe a la Comisión de Exper-

tos, para su reunión de noviembre de 2018, sobre los progre-
sos realizados en relación con las recomendaciones anterio-
res. 

El representante gubernamental aprovechó la ocasión 
para dar las gracias a los socios internacionales de su país 
que han participado en las discusiones y les agradeció su 
voluntad de brindar asistencia a Myanmar en sus esfuerzos 
por garantizar el cumplimiento del Convenio. Además, 
aseguró que su Gobierno tiene la intención de colaborar 
estrechamente con la OIT con el fin de avanzar en la apli-
cación del Convenio lo más posible y a la mayor brevedad. 

Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación 

colectiva, 1949 (núm. 98) 

BRASIL (ratificación: 1952) 

El Gobierno ha suministrado la siguiente información 
por escrito. 

En su informe presentado a la 107.ª reunión (mayo-ju-
nio) de la Conferencia Internacional del Trabajo, publi-
cado el pasado mes de febrero, la Comisión de Expertos 
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones 
(CEACR), al formular comentarios sobre el ciclo de pre-
sentación periódica de memorias, hizo referencia a los ar-
tículos 611-A (prevalencia de la negociación colectiva so-
bre la legislación), 442-B (empleo por cuenta propia) y 
444, único párrafo (relación entre los contratos individua-
les y los convenios colectivos) del Código del Trabajo en 
su versión enmendada por la ley núm. 13467 (2017). 

La reforma laboral en el Brasil: contexto y objetivos 

— La anterior legislación laboral del Brasil, que data de 
1943, experimentó algunos cambios con el transcurso 
de los años, pero debía actualizarse a fin de satisfacer 
los requisitos de la economía del siglo XXI. 

— La intervención de los tribunales del trabajo para can-
celar cláusulas acordadas a través de la negociación 
colectiva condujo a menudo a que los sindicatos pre-
sentaran quejas. En este contexto, los sindicatos de 

los trabajadores metalúrgicos ABC, que son la cuna 
del movimiento sindical brasileño, propusieron en 
2011 la adopción de un convenio colectivo con un fin 
específico (ACE), encaminado a velar por la preva-
lencia de la negociación colectiva sobre la legisla-
ción, cuya única limitación eran los derechos consa-
grados en el artículo 7 de la Constitución Federal, 
precisamente el aspecto que la reforma laboral ha im-
plementado. 

— La reforma laboral (ley núm. 13467; entrada en vigor 
en noviembre de 2017) es consecuencia de muchos 
años de discusiones sobre los retos a los que se en-
frenta el mercado de trabajo brasileño, las desventa-
jas de la legislación laboral y las preocupaciones que 
suscita el funcionamiento del sistema de justicia la-
boral. 

— Estas cuestiones se han hecho particularmente urgen-
tes en un contexto de profunda recesión económica: 
en 2016, la tasa de desempleo ascendió al 11,3 por 
ciento — la más alta desde que comenzaron los re-
gistros modernos, en 1992 —, lo que representa un 
incremento del 82 por ciento desde 2012. Otros fac-
tores pertinentes que tienen repercusiones en el mer-
cado de trabajo son: el 44 por ciento de la participa-
ción de los trabajos en la economía informal en el nú-
mero total de trabajos, y el 60 por ciento entre los tra-
bajadores no calificados; un alto nivel de judicializa-
ción; la productividad laboral más baja desde los años 
setenta (casi un 1 por ciento por año); una elevada 
tasa de rotación de la fuerza de trabajo; la infrautili-
zación de la negociación colectiva y la falta de certi-
dumbre legal en lo que respecta a su aplicación.  

— La celebración de consultas integrantes, amplias y 
extensas con los interlocutores sociales es una carac-
terística esencial de la reforma laboral en el Brasil. 
La propuesta de modernizar la legislación laboral se 
formuló tras una serie de debates organizados por el 
Ministerio de Trabajo y el Jefe de Personal de la Pre-
sidencia, en diciembre de 2016, con la participación 
de representantes de sindicatos y de empleadores. 

— Ulteriormente, durante el proceso legislativo en 
2017, 17 audiencias públicas, siete seminarios regio-
nales y más de 40 reuniones con las partes interesadas 
tuvieron lugar en el Parlamento y en diferentes esta-
dos, lo que condujo a la aprobación del proyecto de 
ley por una mayoría significativa en la Cámara de Re-
presentantes y a nivel del Senado Federal. 

— La reforma laboral pretende proporcionar más flexi-
bilidad, una productividad laboral incrementada, cer-
tidumbre legal y racionalidad tanto al mercado de tra-
bajo como al ordenamiento jurídico, con mayores sal-
vaguardias contra infracciones de la legislación y del 
pleno respeto de los principios y derechos fundamen-
tales en el trabajo. 

— Un aspecto central de la reforma laboral en el Brasil 
es el fortalecimiento de los convenios y de los conve-
nios colectivos entre los sindicatos y los empleado-
res, con el objetivo de que cada categoría negocie, 
colectivamente, las mejores condiciones para conci-
liar un empleo de calidad y un aumento de la produc-
tividad, sin que ello menoscabe los derechos de los 
trabajadores. 

La CEACR – mandato y ciclos de presentación de memorias 

— Como se ha señalado continuamente en los informes 
de la CEACR, el mandato de la Comisión se refiere a 
la aplicación de los convenios «en la legislación y en 
la prácticas», a través de un análisis imparcial. 

— La evaluación del caso del Brasil por la CEACR no 
cumple dicho mandato, ni requisitos mínimos de 
equidad, en muchos aspectos. 
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— La CEACR no proporcionó ninguna explicación de 
la medida excepcional de romper el ciclo y de formu-
lar prematuramente comentarios sobre la reforma an-
tes de que el Gobierno presentara la memoria pen-
diente sobre la aplicación del Convenio núm. 98; ade-
más, no se ha tenido en cuenta en absoluto el contexto 
más amplio de la reforma del Brasil. 

— Es evidente que no ha habido suficiente tiempo para 
realizar una evaluación de todos los aspectos perti-
nentes de la aplicación de la nueva legislación brasi-
leña. Cuando la Comisión se reunió en noviembre de 
2017, la ley núm. 13467 había entrado en vigor unos 
días antes. 

— Se habría necesitado tiempo adicional para poder en-
tender de manera adecuada y equilibrada el marco ju-
rídico efectivo, incluidas las decisiones del Tribunal 
Supremo, y su impacto en el mercado del trabajo. 

— El respeto de los ciclos periódicos de presentación de 
memorias habría facilitado una evaluación completa, 
en 2019-2020, de la aplicación de los principios del 
Convenio núm. 98 en el marco de la reforma. El Bra-
sil presentó su última memoria sobre el Convenio 
núm. 98 en 2016, y su obligación posterior de presen-
tación de memorias vence el 1.º de septiembre de 
2019. Así pues, la CEACR publicaría comentarios en 
febrero 2020 y toda posible discusión de la Comisión 
de Aplicación de Normas sólo tendría lugar en la 
109.ª reunión de la CIT (2020). 

Relación entre la legislación laboral  

y los convenios colectivos  

(artículo 611-A de la ley núm. 13467) 

— Según los expertos, el artículo 611-A, no obstante las 
salvaguardias contenidas en el artículo 611-B del Có-
digo del Trabajo, incumple «el objetivo general de 
los Convenios núms. 98 y 154 y el Convenio sobre 
las relaciones de trabajo en la administración pública, 
1978 (núm. 151)», que «es la promoción de la nego-
ciación colectiva para encontrar un acuerdo sobre tér-
minos y condiciones de trabajo que sean más favora-
bles que los previstos en la legislación [...]». 

— El análisis realizado por los expertos tiene defectos 
importantes por la falta absoluta de esfuerzos para re-
mitirse al significado habitual del texto del Convenio 
pertinente (núm. 98), tal como requiere el derecho in-
ternacional. 

— A este respecto, debería subrayarse que nada en el 
texto del artículo 4 del Convenio núm. 98 ni ningún 
otro texto acordado por los órganos tripartitos indica 
que la negociación colectiva se limite a unas condi-
ciones más favorables «que las ya establecidas por la 
legislación». El artículo 4 prevé que: «Deberán adop-
tarse medidas adecuadas a las condiciones naciona-
les, cuando ello sea necesario, para estimular y fo-
mentar entre los empleadores y las organizaciones de 
empleadores, por una parte, y las organizaciones de 
trabajadores, por otra, el pleno desarrollo y uso de 
procedimientos de negociación voluntaria, con ob-
jeto de reglamentar, por medio de convenios colecti-
vos, las condiciones de empleo.». 

— Por el contrario, el espíritu del artículo 4 y el Conve-
nio en su conjunto, según las recomendaciones del 
Comité de Libertad Sindical, censura la limitación 
del alcance de las negociaciones y la invalidación de 
los convenios colectivos por los tribunales y las au-
toridades ejecutivas. 

— En el mismo sentido, la Guía de políticas sobre la ne-
gociación colectiva de la OIT (2015) señala: «El 
marco de negociación colectiva debe proporcionar a 
las partes negociadoras plena libertad para decidir los 
temas que desean incluir en su programa de negocia-

ción. Los órganos de control de la OIT suelen consi-
derar que las medidas adoptadas para limitar el al-
cance de las cuestiones negociables son incompati-
bles con las normas internacionales del trabajo y con 
los principios sobre el derecho de negociación colec-
tiva.». 

— Además, la primera parte del texto del artículo 4 está 
relacionada expresamente con medidas «adecuadas a 
las condiciones nacionales» para promover negocia-
ciones voluntarias — expresión que tiene connotacio-
nes tanto jurídicas como prácticas, que requieren que 
se considere debidamente la complejidad de la situa-
ción en el terreno antes de extraer ninguna conclusión 
(una vez más, en el informe de la CEACR no se hace 
alusión a un aspecto esencial para la correcta inter-
pretación de las obligaciones pertinentes previstas en 
el Convenio núm. 98). 

— En esta línea de pensamiento, sería fundamental eva-
luar el contexto de la reforma brasileña y el marco 
más amplio de los principios y derechos fundamenta-
les en el trabajo consagrados en la Constitución bra-
sileña de 1988 (la amplitud y el detalle de los dere-
chos laborales constitucionales son características 
únicas de nuestro ordenamiento jurídico). Por lo 
tanto, las disposiciones constitucionales pertinentes, 
el artículo 611-B de la nueva legislación (que excluye 
de la negociación unos 30 derechos fundamentales de 
los trabajadores) y todos los recursos jurídicos dispo-
nibles en el Brasil aseguran un sistema de salvaguar-
dias que debería considerarse en cualquier examen 
exhaustivo de la aplicación del Convenio núm. 98 en 
la legislación y en la práctica (un examen que está 
totalmente ausente en el informe de la CEACR). 

— En sistemas sólidos y bien desarrollados de derechos 
laborales, como el brasileño, la interpretación de la 
Comisión del artículo 4 equivaldría a una restricción 
grave y errónea del alcance de la negociación colec-
tiva, en contra del texto y del espíritu del Convenio 
núm. 98. 

— La referencia a los «trabajos preparatorios» del Con-
venio núm. 154 (de 1981) es otro vicio jurídico en el 
análisis llevado a cabo por la CEACR. Los «trabajos» 
no serían un motivo apropiado para restringir el re-
sultado de la negociación colectiva: 
i) Al tratarse de un convenio posterior, no puede 

determinar el sentido que le querían dar los 
miembros que participaron en el estableci-
miento del Convenio núm. 98 (de 1949), ni los 
que lo ratificaron más tarde (el Brasil ratificó el 
Convenio núm. 98 en 1952, 29 años después de 
la adopción del Convenio núm. 154). 

ii) Según la Convención de Viena sobre el derecho 
de los tratados, el recurso a los «trabajos» es un 
medio complementario de interpretación, subor-
dinado al significado habitual, que debe utili-
zarse para confirmar el texto del tratado que se 
está interpretando (es decir, el Convenio 
núm. 154, y no otro, cuanto menos uno preexis-
tente, como el Convenio núm. 98), o en casos de 
ambigüedad y de oscuridad de dicho texto. 

iii) Si, a modo de argumento, se considerara el Con-
venio núm. 154, se debería conceder prioridad 
al texto del artículo 9 de dicho instrumento, en 
lugar de a sus «trabajos preparatorios»: «El pre-
sente Convenio no revisa ningún convenio ni 
ninguna recomendación internacional del tra-
bajo existente». 

iv) Incluso al considerar dichos «trabajos», debería 
leerse su texto completo (Informe IV (1) de la 
67.ª reunión de la CIT, 1981), en particular los 
párrafos 58 y 65. Cabe señalar que la discusión 
tenía más matices: ni siquiera se consideró una 
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prohibición de los resultados que pudieran esta-
blecer excepciones a las disposiciones de la ley 
y, en cualquier caso, ningún partido previó la 
cláusula legal específica contenida en la legisla-
ción brasileña. 

La relación entre los contratos individuales  

y los convenios colectivos  

(artículo 444, único párrafo, ley núm. 13 467) 

— La Comisión también «recuerda que las disposicio-
nes legislativas que permiten que los contratos indi-
viduales de trabajo contengan cláusulas contrarias a 
aquéllas contenidas en los convenios colectivos apli-
cables (quedando siempre posible que los contratos 
individuales de trabajo prevean cláusulas más favo-
rables para los trabajadores) son contrarias a la obli-
gación de promoción de negociación colectiva conte-
nida en el artículo 4 del Convenio.» 

— Cabe recordar que el artículo 4 del Convenio núm. 98 
no hace referencia a los contratos individuales de tra-
bajo. 

— La posibilidad contemplada en el artículo 444 (no 
442, como figura erróneamente en el informe) de la 
legislación laboral enmendada sólo es aplicable a un 
pequeño porcentaje de la población brasileña 
(0,25 por ciento) con un nivel de ingresos más alto, y 
con un grado de nivel más alto, que suele ocupar 
puestos de dirección. 

Contratistas independientes (artículo 442-B  

de la ley núm. 13467) 

— La Comisión indica asimismo que «el Convenio se 
aplica a todos los trabajadores, con tan sólo la posible 
excepción de la policía, las fuerzas armadas (ar-
tículo 5) y los funcionarios que trabajan en la admi-
nistración del Estado (artículo 6)». 

— El nuevo texto del artículo 442-B (no 444-B, como 
figura erróneamente en el informe) aclara simple-
mente la condición jurídica del contratista indepen-
diente («autónomo», en portugués). 

— Contrariamente a las conclusiones de los expertos, 
nada en esa disposición contraviene lo dispuesto en 
el Convenio núm. 98: si el contratista no tiene un 
cargo subordinado con respecto a su parte contra-
tante, no será considerado asalariado. Además, el ar-
tículo 511 no ha sido enmendado por la nueva legis-
lación, por lo que los contratistas independientes 
(«trabalhadores autónomos», en portugués) pueden 
seguir organizándose en sindicatos.  

La Comisión de Aplicación de Normas 

— Según los propios comentarios de la CEACR, el Bra-
sil tiene un plazo hasta el 1.º de septiembre de 2018 
para presentar su memoria completa sobre la aplica-
ción del Convenio núm. 98, con el fin de responder a 
las observaciones de los interlocutores sociales y de 
la Comisión. 

— Tal como hemos propugnado, los limitados recursos 
y tiempo de la CAS deberían dedicarse a casos gra-
ves. Así pues, la inclusión del Brasil en la «lista 
corta» de la Comisión de Aplicación de Normas equi-
vale a juzgar la situación del Brasil antes de escuchar 
al Gobierno, violándose las normas más básicas de 
debido proceso. 

— Analizando comparativamente otros casos y situacio-
nes comparables, la CEACR no ha utilizado un len-
guaje incisivo en relación con el Brasil. Si bien ex-
presiones como «profunda preocupación», «lamenta 
profundamente», «insta» e «insta enérgicamente [va-
rias líneas de acción]», «persistencia y gravedad de 

las alegaciones» se utilizan ampliamente en el in-
forme, ninguna de ellas se ha aplicado al caso del 
Brasil. Estas expresiones indican claramente grave-
dad y/o urgencia, lo que los interlocutores sociales 
deberían tomar en consideración al redactar las listas 
largas y cortas. 

Conclusiones 

— Al no tener en cuenta la aplicación de los convenios 
en la legislación y en la práctica, las observaciones de 
los expertos son, en el mejor de los casos, prematuras, 
y contradicen el propio mandato de la Comisión. 
Además, proponen una interpretación jurídicamente 
viciada del Convenio núm. 98 que se aleja del signi-
ficado habitual del texto del instrumento. 

— También se aleja de las recomendaciones sistemáti-
cas del Comité de Libertad Sindical y de los textos 
técnicos de la propia OIT. 

— No hay ningún motivo para suponer, tal como sugie-
ren los expertos, que la nueva legislación laboral del 
Brasil desalienta la negociación colectiva. Los traba-
jadores conservan la capacidad y la posibilidad, en 
una negociación voluntaria, de preferir las disposi-
ciones jurídicas cuando las consideren más favora-
bles que las condiciones propuestas por la otra parte. 

— En cambio, al revisar los artículos pertinentes del Có-
digo del Trabajo con las modificaciones introducidas 
por la reforma laboral (o la ley núm. 13467 de 2017), 
como sugiere la Comisión, se desalentarían las nego-
ciaciones, ya que esto permitiría que el Poder Judicial 
revisara y anulara los convenios colectivos, como ha 
sucedido recientemente, y reduciría en gran medida 
el alcance de lo que puede negociarse, lo que tendría 
efectos negativos en el mercado de trabajo. 

— De hecho, la reforma laboral ha consagrado una fór-
mula que concilia las negociaciones libres y volunta-
rias con la protección de los derechos de los trabaja-
dores (muchos de ellos consagrados en nuestra Cons-
titución). Cabe señalar que el mismo principio (la 
prevalencia de la negociación sobre la legislación), 
introducido en el Código del Trabajo, también fue 
reivindicado por los sindicatos de trabajadores meta-
lúrgicos en el Estado de São Paulo en 2011, al propo-
ner el ACE. 

— Al proporcionar cierta certidumbre jurídica y fiabili-
dad a la negociación colectiva, sin dejar desprotegi-
dos a los trabajadores, la reforma laboral se rige por 
el Convenio núm. 98 y lo promueve, en consonancia 
con las obligaciones internacionales. 

— Es importante subrayar que los trabajadores no están 
desprotegidos de ningún modo por la nueva legisla-
ción brasileña. Los sindicatos pueden negociar libre-
mente los asuntos que les interesan y seguir estando 
cubiertos por las disposiciones del Código del Tra-
bajo en todas las demás cuestiones no negociadas o 
no acordadas mediante la negociación colectiva. El 
sistema de protección jurídica del Brasil y las garan-
tías constitucionales garantizan un alto nivel de pro-
tección en cualquier situación. Además, el proceso de 
negociación colectiva propiamente dicho asegura que 
el interés superior de los trabajadores se refleje en los 
acuerdos finales: en primer lugar, por el poder de ne-
gociación de su sindicato, que debe ser representa-
tivo; por el requisito jurídico de que el convenio co-
lectivo sea aprobado por una asamblea general de la 
categoría y, por último, por el sistema de control ju-
dicial ejercido por la Fiscalía Laboral y los tribunales 
del trabajo. 

— El Brasil ha hecho gala de una voluntad continua para 
fomentar el diálogo social en todo el proceso condu-
cente a la adopción de la reforma laboral, y más allá 
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del mismo. En junio de 2017, el Ministerio del Tra-
bajo creó el Consejo Nacional del Trabajo para exa-
minar todas las cuestiones apremiantes del mundo del 
trabajo y, a partir de octubre, el reglamento del con-
sejo fue aprobado por sus miembros tripartitos, ha-
ciéndolo plenamente operativo. 

— Por último, es importante señalar que desde la en-
trada en vigor de la reforma laboral del Brasil, se han 
emprendido una serie de acciones legales en el Tri-
bunal Supremo para reivindicar la inconstitucionali-
dad de las nuevas disposiciones, pero ninguna de 
ellas están relacionadas con cuestiones señaladas a la 
atención de la CEACR. En su lugar, la mayoría de 
ellas se referían al final de la contribución obligatoria 
del sindicato. 

— El Brasil está dispuesto a seguir conversando con los 
interlocutores sociales y con la sociedad civil sobre 
todos los aspectos de nuestra legislación. 

Además, ante la Comisión, un representante guberna-
mental, Ministro de Trabajo, lamentó que el examen del 
caso del Brasil obedezca a motivos políticos y advirtió de 
que ello podría menoscabar la calidad del sistema de con-
trol de la OIT, cuyo fortalecimiento siempre ha recibido el 
apoyo del Brasil. El Brasil es miembro fundador de la OIT 
y ha ratificado 97 convenios, 80 de los cuales se encuen-
tran en vigor. También ha sido uno de los Estados más ex-
puestos al sistema de control de la OIT y su eficacia en 
este sentido ha sido ejemplar. Cada año el Gobierno pre-
senta todas las memorias debidas y da cuenta de la plena 
aplicación de los instrumentos ratificados. Además, la Co-
misión Tripartita de Relaciones Internacionales se reúne 
periódicamente para examinar a fondo las normas de la 
OIT y la aplicación de las mismas, practicando de manera 
efectiva el diálogo social que promueve el Convenio sobre 
la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 
1976 (núm. 144). Con semejantes antecedentes y sin mo-
tivos que justifiquen la urgencia del examen, resulta difícil 
comprender las razones por las que la Comisión de Exper-
tos anticipó los plazos previstos en el ciclo regular de pre-
sentación de memorias para examinar la ley núm. 
13467/17, desviándose de su mandato de examinar la apli-
cación de los instrumentos de la OIT en la legislación y en 
la práctica. Con respecto a algunos aspectos importantes, 
la ley fue sometida a un análisis sesgado y prematuro po-
cos días después de que entrara en vigor. El análisis se 
llevó a cabo con tal celeridad que se intercambiaron los 
artículos de la ley examinada. Habida cuenta del compro-
miso que el país mantiene con la OIT y su sistema de con-
trol de normas, el tratamiento sesgado, parcial y sin cono-
cimiento de causa del caso ha provocado un gran malestar. 
La OIT se ha visto arrastrada a un juego político que con-
juga motivaciones partidistas e intereses corporativos. Los 
trabajadores no se ven perjudicados por la modernización 
del Brasil. Tan sólo lo son aquellos sindicatos que depen-
den del Estado y que carecen de un compromiso real con 
los trabajadores. De los más de 20 recursos de inconstitu-
cionalidad interpuestos ante el Tribunal Supremo Federal 
(recursos de revisión judicial) contra diversos puntos de la 
reforma, ninguno se refiere a las cuestiones analizadas por 
la Comisión de Expertos. Dos de cada tres se refieren a la 
eliminación de la tasa sindical, una medida muy polémica, 
que no fue cuestionada por los sindicatos brasileños en sus 
observaciones dirigidas a la Comisión de Expertos. Esta 
medida permitió que la realidad del Brasil se aproxime a 
la de la gran mayoría de los países del mundo y promovió 
la autonomía y la independencia de los sindicatos que con-
sagra el Convenio. Afirmó que el cuestionamiento de di-
cha medida expondría la fragilidad del caso planteado por 
las centrales sindicales (centrais sindicais). Con la re-
forma se derogó una disposición promulgada en la década 
de 1940 por un gobierno que quería mantener bajo control 
a los sindicatos. La Comisión de Expertos observó que la 

posibilidad, por medio de la negociación colectiva, de de-
jar de lado los derechos y la protección que asisten a los 
trabajadores en virtud de la legislación laboral desalienta 
la negociación colectiva y, por tanto, es contraria a los ob-
jetivos del Convenio. El orador lamentó que la Comisión 
de Expertos al parecer se adhiere a la idea política de que 
la reforma fomentará la precariedad laboral. Explicó que, 
sin embargo, ello sólo sería posible si los sindicatos acep-
taran motu proprio un acuerdo con condiciones menos fa-
vorables que las disposiciones legislativas vigentes, si la 
inspección del trabajo no funcionara, si no existieran ór-
ganos judiciales en materia laboral, o si la Constitución 
Federal fuera desgarrada. La Comisión de Expertos ha pa-
sado por alto que los sindicatos no están obligados a acep-
tar condiciones menos favorables que las previstas en la 
ley. Si la negociación no exige concesiones recíprocas y 
redunda en beneficio de una sola de las partes, la otra ca-
rece de incentivos para negociar. Un principio básico de 
toda negociación es que todas las partes deben hacer con-
cesiones. En un país como el Brasil, que cuenta con una 
legislación laboral sumamente amplia y detallada, el limi-
tar la negociación colectiva a cuestiones que no estén cu-
biertas en la legislación o que estén por encima de las dis-
posiciones legislativas reduciría su alcance y ámbito de 
aplicación de forma irracional. Además sería contrario al 
Convenio, ya que éste establece que los gobiernos deben 
promover negociaciones lo más amplias posible, lo cual 
consta en el manual de la OIT sobre este tema y se afirma 
en numerosas recomendaciones del Comité de Libertad 
Sindical. La Comisión de Expertos omitió referirse a una 
amplia gama de derechos laborales a los que se concedió 
protección constitucional en el ordenamiento jurídico bra-
sileño y que no pueden revocarse mediante reformas de 
ningún tipo, ni siquiera de índole constitucional. Esos de-
rechos están recogidos en la ley núm. 13467/17. Los 80 
convenios de la OIT que están en vigor forman parte del 
ordenamiento jurídico brasileño y no se han visto afecta-
dos por la reforma. En su Estudio General de 2018, la Co-
misión de Expertos reconoció que la protección constitu-
cional garantizada a esos derechos en el Brasil es un ejem-
plo a seguir. Estos no pueden ser derogados y han sido ex-
presamente excluidos de toda posibilidad de negociación. 
Ello demuestra que la reforma no pretende eliminar dere-
chos, sino consolidarlos, y que tiene por objeto dejar el 
mayor margen posible a la negociación colectiva y aplicar 
el Convenio con mayor eficacia. La Comisión olvidó men-
cionar que solía ser habitual que los tribunales brasileños 
anulasen disposiciones laborales de convenios colectivos, 
o convenios colectivos enteros, sin fundamentos jurídicos 
objetivos. Ello generaba inseguridad jurídica y desalen-
taba la negociación colectiva. La única manera de fomen-
tar efectivamente la negociación colectiva, como sostiene 
la OIT, consiste en otorgarle fuerza de ley y preservar la 
autonomía de las partes, dando prioridad a lo negociado 
sobre lo legislado. Resulta sorprendente que los dirigentes 
sindicales cuestionen este punto, teniendo en cuenta que 
la ley incorpora una propuesta formulada originalmente en 
2011 por uno de los sindicatos más grandes y fuertes del 
país, el Sindicato de los Metalúrgicos del ABC de São 
Paulo. Se alegó que priorizar lo negociado sobre lo legis-
lado permite que los sindicatos negocien en perjuicio de 
los trabajadores. Sin embargo, esa no ha sido la experien-
cia de la negociación colectiva en el Brasil. Los estudios 
demuestran que, en 2016, un año de fuerte crisis econó-
mica, los sindicatos negociaron aumentos salariales por 
encima de la inflación en más de la mitad de los convenios 
colectivos, y la gran mayoría de los trabajadores pudo con-
servar su empleo en un momento caracterizado por una 
alta tasa de despidos. Los sindicatos brasileños ya han in-
corporado las nuevas disposiciones legislativas en sus 
convenios colectivos. La nueva legislación no ha desalen-
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tado la negociación colectiva. Afirmó que cuando el aná-
lisis de la práctica desmiente las teorías que mejor sirven 
a los intereses políticos, algunos prefieren ignorar la prác-
tica y refugiarse en la teoría. Además de las garantías 
constitucionales, los trabajadores están protegidos por el 
sistema de registro de los convenios colectivos por el Mi-
nisterio de Trabajo, lo cual exige pruebas de que el 
acuerdo fue aprobado por una asamblea representativa del 
sector; por el sistema de inspección del trabajo, compuesto 
de profesionales que pueden identificar y combatir admi-
nistrativamente el fraude y las violaciones; por la fiscalía 
laboral, una institución única que puede presentar una de-
manda cuando se percibe un incumplimiento de los pre-
ceptos legales, como ha venido haciendo; y por el sistema 
judicial del trabajo, con profesionales especializados que, 
en 2017, antes de que entrara en vigor la nueva ley, recibió 
más de 4 millones de nuevas demandas. La Comisión de 
Expertos no menciona que en el Brasil existen 17 509 en-
tidades sindicales registradas y que muchos han hecho 
muy poco por sus mandantes. No es difícil entender por 
qué hay tantas, a diferencia de lo que ocurre en el resto del 
mundo. Dado que se benefician de un impuesto obligato-
rio, para que exista un sindicato, este no tiene que ser re-
presentativo o defender los intereses de los trabajadores. 
Los ingresos garantizados por el Estado, que en 2017 lle-
garon a más de 4 000 millones de reales (o 1 250 millones 
de dólares de los Estados Unidos), aportó una razón sufi-
ciente para su existencia, en una clara distorsión de los va-
lores que deben guiar y justificar a las organizaciones de 
trabajadores. La reforma laboral pone fin a esta situación. 
Supone que los sindicatos van a tener que trabajar mucho 
más, lo cual beneficiará tanto a los trabajadores como a los 
empleadores. Por esta razón, la misma reforma favoreció 
la negociación colectiva y también promovió la indepen-
dencia sindical, que se encuentra en el núcleo del Conve-
nio. 

Surge con claridad que no hay razones técnicas de por 
qué el caso del Brasil debería ser examinado por la Comi-
sión en ese momento y es lamentable que la OIT haya sido 
manipulada políticamente. Estas situaciones se dan 
cuando las negociaciones políticas secretas prevalecen so-
bre las consideraciones técnicas. Análisis precipitados y 
técnicamente deficientes pueden ser suficientes para expo-
ner a un país, si así lo exigen los intereses políticos, y lo 
obligan a aportar una aclaración a la Comisión. En un año 
electoral, el proceso fue descrito como inquisitivo en la 
prensa brasileña, independientemente del compromiso del 
país de cumplir con sus obligaciones. Tal sistema no satis-
face las demandas y los desafíos del mundo del trabajo, ni 
las expectativas depositadas en la OIT. Cuando la OIT se 
acerca a su primer centenario, ha llegado el momento de 
reformar el sistema para hacerlo más coherente con el 
mundo del trabajo y con los principios democráticos e in-
clusivos, como el debido proceso legal que se requiere de 
todos los organismos del sistema de las Naciones Unidas. 
Durante muchos años, el Grupo de los Estados de América 
Latina y el Caribe (GRULAC) denunció esta situación, de-
nuncia que fue solemnemente ignorada. Ha llegado el mo-
mento de comenzar a escuchar, porque si no, el sistema de 
control normativo correría el grave riesgo de perder credi-
bilidad, pasando a ser, así, irrelevante. En una organiza-
ción tripartita, es asombroso que no exista nada tripartito 
en el sistema regular de supervisión de normas. A diferen-
cia de otros organismos, los gobiernos no desempeñan 
ningún papel en la selección de los miembros de la Comi-
sión de Expertos o en la definición de los métodos de tra-
bajo. A diferencia de otros organismos, no existe un ver-
dadero método de supervisión universal. Es siempre el 
mismo grupo de países el que supuestamente no respeta 
los compromisos. Esta situación privilegia la selectividad 
frente a la transparencia y la universalidad. Reiteró la falta 

de consenso en los actuales métodos de trabajo de la Co-
misión. Si va a elevarse el nivel de cumplimiento y apoyo 
de los instrumentos de la OIT, tienen que incluirse las 
perspectivas de los gobiernos en la selección de las listas 
de casos, para dar cumplimiento a los criterios técnicos; 
en la redacción de las conclusiones, para que sean efecti-
vamente implementadas; y en los métodos de trabajo en 
general, para que sean respetadas. La composición de la 
Comisión de Expertos tiene que revisarse para que se re-
fleje la diversidad y la calidad técnica esperadas. Los cri-
terios para la selección de las listas de casos que han de 
examinarse tienen que volver a ser examinados para ga-
rantizar que las decisiones sean exclusivamente de orden 
técnico. El Brasil tiene un gran interés en continuar el de-
bate con los interlocutores sociales, a efectos de mejorar 
su legislación laboral, para lo cual se encuentra preparado. 
Expresó su compromiso constante con las obligaciones 
contraídas con la OIT y reiteró que la modernización de la 
legislación no viola ningún convenio. Por el contrario, la 
ley núm. 13467/17 promueve y fortalece la negociación 
colectiva, dando pleno efecto al Convenio. Instó a un pro-
fundo cambio en el sistema de control antes de que sea 
demasiado tarde y expresó la buena disposición de su Go-
bierno a participar de buena fe en un esfuerzo colectivo 
por mejorar del sistema de control para todos. 

Los miembros trabajadores señalaron que es la primera 
vez en veinte años que la Comisión discute la aplicación 
del Convenio en el Brasil. Señalando que el país ha estado 
caminando por la senda del progreso social y que era un 
líder mundial a este respecto, les decepciona profunda-
mente por ello las medidas legislativas regresivas que se 
han tomado, que tendrán el efecto de desmantelar los de-
rechos de negociación colectiva y la sólida tradición de re-
laciones de trabajo construida en las dos últimas décadas. 
En 2016 los sindicatos brasileños ya habían transmitido 
información a la Comisión de Expertos para dar cuenta de 
las graves deficiencias y los defectos de los proyectos de 
ley que por entonces se estaban tramitando en el Congreso. 
Considerando que la introducción de una posibilidad ge-
neral de disminuir a través de la negociación colectiva la 
protección establecida para los trabajadores en la legisla-
ción tendrá un fuerte efecto de disuasión del ejercicio del 
derecho de negociación colectiva y podría contribuir a so-
cavar su legitimidad a largo plazo, la Comisión de Exper-
tos solicitó al Gobierno que tuviera en cuenta esos comen-
tarios durante el examen de los proyectos de ley. Incluso 
si finalmente la Comisión de la Conferencia no discutió el 
caso del Brasil en 2017, el Brasil figuró en la lista prelimi-
nar de casos. A pesar de estas señales de advertencia, el 
Gobierno adoptó las problemáticas enmiendas el 13 de ju-
lio de 2017 sin tener en cuenta los comentarios de la Co-
misión de Expertos. Ambos interlocutores sociales apor-
taron sus puntos de vista sobre la reforma legislativa, que 
fue aprobada antes de la reunión de 2017 de la Comisión 
de Expertos. Por tanto, los miembros trabajadores discre-
pan que este caso, que cuenta con antecedentes en el sis-
tema de supervisión, haya sido tratado prematuramente 
por la Comisión de Expertos. También discrepan firme-
mente con la crítica relativa al tratamiento del caso al mar-
gen del ciclo de envío de memorias. Recordando que el 
criterio para romper el ciclo de envío de memorias se re-
produce cada año en el Informe General de la Comisión 
de Expertos, consideraron que el caso del Brasil reúne los 
criterios de que las observaciones relativas a las propues-
tas legislativas o los proyectos de ley pueden ser examina-
dos por esa Comisión incluso aunque no haya respuesta 
del Gobierno. La elaboración de un mecanismo para rom-
per el ciclo de envío de memorias disfruta del apoyo tri-
partito. Se introdujo en tanto que salvaguardia cuando el 
Consejo de Administración amplió el ciclo de envío de 
memorias para determinados tipos de convenios a fin de 
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velar por que se mantuviera el control efectivo de la apli-
cación de los convenios ratificados. Los miembros traba-
jadores nunca aceptarán que se use un caso individual para 
atacar este mecanismo bien reconocido y apoyan la impar-
cialidad e independencia de la Comisión de Expertos. Los 
miembros trabajadores se mostraron profundamente preo-
cupados de que estas enmiendas legislativas de amplio al-
cance, que se introdujeron apresuradamente y sin ninguna 
consulta previa genuina y significativa, tengan efectiva-
mente por consecuencia el desmantelamiento del marco de 
negociación colectiva del Brasil y socaven los derechos de 
los trabajadores. Con referencia a la declaración del Go-
bierno de que la legislación se elaboró tras una serie de 
debates organizados por el Gobierno en diciembre de 
2016, con participación de sindicatos y de representantes 
de empleadores, desearon recordar al Gobierno que los 
«debates» no pueden sustituir a las consultas genuinas y 
efectivas, y que en ellos no participaron los sindicatos más 
representativos. Además, el proyecto de ley sólo tenía 
siete artículos en aquel momento, mientras que en su ver-
sión promulgada la ley es muy extensa y tiene más de 
100 artículos. Además, el Consejo de Relaciones del Tra-
bajo, que es el órgano tripartito oficial en el que se discu-
ten los asuntos de la OIT, no ha sido convocado desde abril 
de 2016. Cuando se creó el nuevo Consejo Nacional del 
Trabajo, el 1.º de junio de 2017, el proyecto de ley ya había 
sido aprobado en la Cámara baja.  

Consideraron que las enmiendas son contrarias al obje-
tivo y al espíritu del Convenio. El nuevo artículo 611-A de 
la Consolidación de Leyes del Trabajo (CLT), que esta-
blece como principio general que los convenios colectivos 
tienen prevalencia sobre la legislación y que los acuerdos 
colectivos negociados por delegaciones del lugar de tra-
bajo al nivel de empresa prevalecen sobre los convenios 
colectivos, hace posible que mediante la negociación co-
lectiva no se dé efecto a las disposiciones protectoras de la 
legislación. Mientras que la ley núm. 13467/17 contiene 
una lista de temas con respecto a los cuales la negociación 
colectiva prevalece por encima de la ley, esa lista incluye 
muchos aspectos de la relación de trabajo, como por ejem-
plo la ordenación del tiempo de trabajo. Puesto que la lista 
es meramente ilustrativa, podría ser bastante ampliada por 
las partes. El único límite a estas desviaciones es una lista 
cerrada de derechos a los que se hace referencia en el ar-
tículo 611-B, que contiene 30 derechos consagrados en el 
artículo 7 de la Constitución Federal del Brasil. Además, 
el artículo 611-A establece que la ausencia de contraparte 
no constituye una causa de nulidad de las cláusulas de los 
convenios colectivos, incluso si prevén la derogación a de-
rechos reconocidos por la legislación. Los miembros tra-
bajadores desean recordar que el objetivo general del ar-
tículo 4 del Convenio es la promoción de la negociación 
colectiva de buena fe con el fin de lograr un acuerdo sobre 
las condiciones del empleo que sean más favorables que 
las previstas en la ley. Al permitir derogaciones menos fa-
vorables en los convenios colectivos sobre la práctica to-
talidad de temas de la relación de trabajo, el Gobierno 
priva a los trabajadores de su derecho fundamental a la ne-
gociación colectiva y no garantiza la materialización efec-
tiva de un conjunto mínimo de derechos que se aplicarían 
por igual a todos los trabajadores del Brasil. Además, el 
nuevo artículo 444 de la CLT, que dispone que los traba-
jadores que dispongan de un diploma de enseñanza supe-
rior y perciban un salario por lo menos dos veces superior 
al límite máximo de beneficios del régimen general de la 
previsión social podrán derogar, por medio de sus contra-
tos individuales de trabajo, lo dispuesto en la legislación y 
en los convenios y acuerdos colectivos, no está en confor-
midad con el artículo 4 del Convenio ni con la Recomen-
dación sobre los contratos colectivos, 1951 (núm. 91), que 
establecen el principio de los efectos vinculantes de los 

convenios colectivos y de su prevalencia sobre los contra-
tos individuales de trabajo cuando estos últimos sean me-
nos favorables. Además, al ampliar la definición de traba-
jadores autónomos que no disfrutan del derecho de sindi-
cación y de negociación colectiva de modo que incluya a 
trabajadores que tienen un contrato exclusivo y perma-
nente con una empresa, el nuevo artículo 442-B de la CLT 
diluye la representación colectiva de los trabajadores me-
diante una clasificación incorrecta. Los miembros trabaja-
dores expresaron su profunda preocupación por los cam-
bios profundos y de amplio alcance aplicados por la re-
forma legislativa, que erosionan los derechos de negocia-
ción colectiva que anteriormente se garantizaba a los tra-
bajadores. Con referencia al argumento del Gobierno de 
que la reforma fue necesaria debido al contexto general de 
recesión económica, señalaron que aunque el número de 
convenios colectivos descendió en un 29 por ciento desde 
la adopción de la reforma, la situación económica del país 
no ha mejorado. El desempleo y la tasa de informalidad 
incluso han aumentado. Ningún país ha logrado jamás el 
progreso económico sostenible despojando a sus trabaja-
dores de sus derechos fundamentales. Reiterando su pro-
funda preocupación con las prácticas retrógradas en un 
país que solía ser un abanderado de los derechos funda-
mentales en el trabajo, instaron al Gobierno a que tome 
con urgencia las medidas necesarias con el fin de reformar 
la legislación y ponerla en consonancia con el Convenio 
antes de que se inflijan más daños a los trabajadores del 
Brasil. 

Los miembros empleadores expresaron su inquietud por 
la observación adoptada por la Comisión de Expertos con 
relación a la aplicación por el Brasil del Convenio. Reco-
nocen la autoridad de esta Comisión para examinar una 
situación que no corresponde al ciclo regular de presenta-
ción de memorias en casos excepcionales, pero les preo-
cupa el ejercicio de este poder discrecional en el presente 
caso. Si bien un sindicato nacional criticó la reforma labo-
ral, la organización nacional de empleadores envió infor-
mación en la que expresaba su satisfacción por la moder-
nización del sistema obsoleto de relaciones de trabajo. 
Además, a pesar de que no recibió ninguna respuesta del 
Gobierno en relación con las opiniones divergentes de los 
interlocutores sociales, la Comisión de Expertos adoptó 
una observación, apenas unos días después de que entró 
en vigor la reforma de la legislación laboral. Por otro lado, 
2017 no era un año en el que el Brasil debía presentar me-
morias sobre el Convenio y había cumplido hasta ese mo-
mento sus obligaciones correspondientes. En vista de la 
falta de información sobre la postura del Gobierno, una 
solicitud directa podría haber sido el primer paso más 
apropiado en el examen de la situación. Teniendo en 
cuenta la sensibilidad del caso, los miembros empleadores 
lamentaron que la Comisión de Expertos no contara con 
toda la información necesaria para examinarlo. Por lo 
tanto, esta Comisión no estaba en condiciones de examinar 
el caso adoptando un enfoque adecuado y equilibrado. Si 
se hubiera examinado el caso en el ciclo periódico, se ha-
bría podido evaluar exhaustivamente la repercusión de las 
reformas en la aplicación del Convenio, tanto de jure 
como de facto. Los miembros empleadores habían tomado 
buena nota de la declaración del Gobierno. Era necesario 
recibir más información para comprender perfectamente 
la reforma de la legislación laboral.  

Los miembros empleadores señalaron que en dicha re-
forma se establece como principio general que los conve-
nios colectivos prevalecen sobre la legislación nacional, 
excepto en el caso de los derechos constitucionales a los 
que se refiere el artículo 611-B de la CLT. A ese respecto, 
la Comisión de Expertos había observado que el objetivo 
general del Convenio es promover la negociación colec-
tiva para pactar condiciones de empleo que sean más fa-
vorables que las que ya están establecidas por la ley. Los 
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miembros empleadores recordaron los requisitos del ar-
tículo 4 del Convenio según los cuales, los Estados Miem-
bros deberán adoptar medidas para estimular y fomentar 
entre los empleadores y las organizaciones de empleado-
res, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, 
por otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de 
negociación voluntaria, con objeto de reglamentar, por 
medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo. 
En su opinión, no hay ningún requisito absoluto que exija 
que el resultado de la negociación colectiva debe ser la ob-
tención de condiciones que sean más favorables que las 
establecidas por la ley. El establecimiento de un meca-
nismo que reconozca la preminencia de los convenios co-
lectivos promueve en derecho, el principio de negociación 
colectiva. Dicho mecanismo podría crear un estímulo para 
que hubiera más casos de negociación colectiva volunta-
ria. No obstante, no se puede analizar a estas alturas el 
efecto del sistema en la práctica ni, por tanto, saber en esta 
etapa si dicho mecanismo socavaría el principio de nego-
ciación colectiva. Para poder examinar completamente la 
conformidad de la reforma con el Convenio, los miembros 
empleadores alentaron al Gobierno a que facilite información 
en su próxima memoria sobre la aplicación de los artícu-
los 611-A y 611-B de la CLT, de jure y de facto. En el 
análisis se deben tener en cuenta los amplios derechos de 
los trabajadores consagrados en la constitución y mencio-
nados en el artículo 611-B, que se refiere a 30 esferas de 
protección, como el derecho al seguro de desempleo, el 
salario mínimo, el pago semanal del descanso y las vaca-
ciones, las licencias de maternidad y de paternidad, la se-
guridad y salud en el trabajo, así como la libertad sindical. 
Causa preocupación que la lista completa de los derechos 
protegidos no se haya incluido en la observación adoptada 
por la Comisión de Expertos. En cuanto al tema de la re-
lación entre los contratos individuales de trabajo y los con-
venios colectivos, la Comisión de Expertos ha señalado 
que trabajadores que tienen un diploma de la enseñanza 
superior y reciben un salario que es por lo menos dos veces 
superior al límite máximo de beneficios del régimen gene-
ral de la previsión social podrían dejar de lado las disposi-
ciones de la legislación y los convenios y acuerdos colec-
tivos por medio de sus contratos individuales de trabajo. 
A ese respecto, los miembros empleadores señalaron que 
no se puede examinar cabalmente y con conocimiento de 
causa la repercusión de una disposición de ese tipo en la 
legislación y en la práctica ni evaluar su conformidad con 
el Convenio si no se recibe más información del Gobierno 
y los interlocutores sociales. En su opinión, la cuestión del 
predominio de los contratos individuales sobre la legisla-
ción nacional no está comprendida en el ámbito de aplica-
ción del Convenio. Por último, en lo que atañe a la amplia-
ción de la definición de trabajadores autónomos y su 
efecto en la exclusión de los trabajadores de la protección 
ofrecida por los derechos sindicales, los miembros em-
pleadores señalaron que no se puede realizar un examen 
completo y con conocimiento de causa si no se dispone de 
la información apropiada y solicitaron al Gobierno que en-
víe sus comentarios sobre las observaciones formuladas 
por los sindicatos para que la Comisión de Expertos los 
examine. 

El miembro trabajador del Brasil, en nombre de las cen-
trales sindicales brasileñas, felicitó a la Comisión de Ex-
pertos por la calidad de su trabajo que la ha convertido en 
una referencia inequívoca en las discusiones sobre las re-
laciones laborales. Sostuvo que los conocimientos técni-
cos y la imparcialidad de los expertos no deberían ser 
cuestionados sólo porque sus comentarios sean desfavora-
bles a cierta posición. La función de la Comisión de Ex-
pertos es imprescindible para la orientación de los debates 
y para generar el necesario equilibrio en la Organización 
y por lo tanto, quienes atacan a la Comisión de Expertos, 

atacan a la propia Organización. La gravedad de las viola-
ciones ocasionadas por la ley núm. 13467/17 queda refle-
jada en las severas observaciones formuladas por la Comi-
sión de Expertos. La nueva legislación constituye el ata-
que más grave a los derechos sindicales de los trabajadores 
en toda la historia del Brasil. El debate ante la Comisión 
no es nuevo ya que en 2001 el Gobierno había pretendido 
aprobar una ley que permitía la reducción de derechos pre-
vistos en la ley por medio de negociaciones colectivas. En 
2002, en respuesta a una consulta formulada por la Central 
Unitaria de Trabajadores (CUT) del Brasil, el Departa-
mento de Normas de la OIT ya había afirmado que la po-
sibilidad de desconocer derechos contenidos en la ley a 
través de una negociación colectiva era contraria a los 
Convenios núms. 98 y 154. El proceso que culminó con la 
aprobación de la Reforma Laboral en julio de 2017 estuvo 
marcado por la absoluta falta de consulta tanto de los re-
presentantes de los trabajadores como de otros sectores 
vinculados al mundo del trabajo como la Asociación Na-
cional de los Jueces del Trabajo, el Ministerio Público del 
Trabajo y la Asociación de Abogados Laborales. La nueva 
ley promueve el debilitamiento general de todo el sistema 
de protección de los trabajadores, atacando la organiza-
ción sindical y el derecho de los trabajadores a recurrir a 
la justicia para presentar sus demandas, imponiendo pesa-
das cargas financieras a aquellos que lo hacen. Al res-
pecto, el orador repudió toda práctica tendiente a perseguir 
a magistrados del trabajo que, al aplicar la nueva ley, han 
seguido un enfoque jurídico distinto. Con el argumento de 
modernizar las relaciones laborales, la nueva ley repre-
senta un retorno a parámetros de relaciones jurídicas su-
perados desde hace numerosos años. Tales parámetros se 
basan en la plena libertad de contratación y asumen que 
las partes de la relación laboral tienen el mismo poder de 
negociación. El retroceso es manifiesto si se tiene en 
cuenta que la ley permite que la negociación individual 
deje sin efecto la aplicación de convenios colectivos, en 
violación a lo dispuesto en el artículo 4 del Convenio. Asi-
mismo, bajo el argumento de combatir el trabajo informal, 
la nueva ley legaliza diversos tipos de trabajo precario y 
permite que mujeres embarazadas y lactantes puedan tra-
bajar en lugares insalubres. La reforma no sólo no generó 
el empleo prometido sino que aumentó los índices de de-
socupación. Así, mientras que en el momento de entrada 
en vigor de la ley la tasa de desempleo era del 12,2 por 
ciento, según datos del Instituto Oficial del Estado brasi-
leño (IBGE), en abril de 2018, dicha tasa era del 13,1 por 
ciento, lo que equivale a 13,7 millones de desempleados. 
Si a esta cifra se suman los trabajadores potenciales que 
desistieron de buscar empleo (7,8 millones) y los subocu-
pados (6,2 millones), resulta que un total de 27,7 millones 
de brasileños están fuera del mercado de trabajo (un 24,7 
por ciento de la población económicamente activa). La po-
sición del Gobierno según la cual la nueva ley contribuye 
a promover la negociación colectiva está alejada de la 
realidad. Un estudio realizado por el Instituto de Investi-
gación Económica de la Universidad de São Paulo a este 
respecto da cuenta de una caída del 34 por ciento en el 
número de acuerdos colectivos celebrados en los primeros 
meses de 2018. De acuerdo con la nueva ley, la negocia-
ción colectiva prevalece sobre la legislación incluso 
cuándo ésta establece mejores condiciones; el acuerdo de 
empresa prevalece sobre la convención colectiva y los 
acuerdos individuales pueden excluir a trabajadores de la 
protección conferida por acuerdos y convenciones exis-
tentes, en clara violación del Convenio. La reforma atacó 
duramente la organización sindical, en la medida en que 
extinguió el modelo de financiación existente sin crear un 
modelo alternativo. Se impide igualmente a los sindicatos 
aprobar en asamblea tasas o contribuciones para su sus-
tento, violando una vez más el Convenio. Es imposible 
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fortalecer la negociación colectiva debilitando a los sindi-
catos. Concluyó solicitando la derogación de la nueva ley 
dado que la misma retira derechos, ataca a los sindicatos, 
promueve la negociación individual en detrimento de la 
negociación colectiva y aleja el país de la agenda de tra-
bajo decente.  

El miembro empleador del Brasil sostuvo que no existe 
fundamento legal alguno que justifique el llamado del Bra-
sil ante la Comisión para hacer aclaraciones alrededor de 
la negociación colectiva. La Comisión de Expertos, al no 
observar el ciclo regular de memorias establecido para 
examinar el Convenio, ha prejuzgado sobre la aplicación 
del mismo, basándose en un análisis superficial y abstracto 
de la nueva ley que no tiene en cuenta los resultados de su 
aplicación concreta, sin base en cualquier dato o hecho, de 
manera rápida con base en el texto de una legislación re-
ciente (aplicada desde hace sólo seis meses). No se trata 
de un debate técnico sino de un debate político e ideoló-
gico. El Brasil es uno de los países que ha ratificado más 
convenios de la OIT y en el que los derechos laborales tie-
nen rango constitucional. La reforma laboral no deroga ni 
modifica tales derechos laborales. La nueva ley sólo per-
mite que los trabajadores y los empleadores puedan, si así 
lo desean, establecer normas relativas a las rutinas de tra-
bajo, válidas por un tiempo determinado. No puede soste-
nerse que en virtud de la reforma laboral la negociación 
colectiva deje sin efecto la legislación aplicable, en parti-
cular dado que cuando no hay acuerdo en la negociación 
colectiva, debe aplicarse la legislación existente. Es claro 
que, contrariamente a lo que se ha sostenido, la ley 
núm. 13467/17 no menoscaba el Convenio sino que re-
fuerza sus objetivos en el contexto de la legislación laboral 
brasileña, garantizando que los instrumentos colectivos 
puedan celebrarse teniendo en cuenta las modalidades ac-
tuales de trabajo y producción, sin interferencia del Es-
tado. La Corte Constitucional del Brasil ha reconocido, en 
2015, el papel fundamental de la negociación colectiva 
como mecanismo de adecuación de las normas laborales a 
diferentes sectores de la economía y situaciones económi-
cas. A este respecto, la reforma laboral simplemente con-
firma la premisa principal del Convenio de promover la 
negociación voluntaria, estableciendo expresamente que 
los derechos de los trabajadores, previstos en la Constitu-
ción Federal, no pueden ser objeto de supresión o reduc-
ción por medio de la negociación. Entre tales derechos fi-
guran los ejemplificados por la portavoz de los empleado-
res. La nueva ley busca establecer un ambiente propicio 
para la negociación colectiva brindando seguridad jurídica 
a los interlocutores sociales para que puedan reanudar el 
diálogo sobre cuestiones cuya negociación generaba in-
certidumbre al ser a menudo objeto de anulación por parte 
de la justicia del trabajo, aunque efectivamente fuera la 
voluntad de las partes. Los trabajadores no han sido perju-
dicados por la reforma, contrariamente a lo que afirman 
ciertos sindicatos que reclaman la restauración del im-
puesto sindical obligatorio, sin ofrecer a cambio los servi-
cios debidos a sus representados. Los recursos nacionales 
existentes no fueron utilizados antes de llegar a la OIT. En 
efecto, las centrales sindicales sólo recurrieron ante la 
Corte Constitucional para reclamar el impuesto sindical y 
no para alegar supuestas violaciones a la Constitución o al 
Convenio. La reforma laboral era necesaria para dar im-
pulso a la negociación colectiva y modernizar una ley de 
principios de los años cuarenta. La nueva ley, resultado de 
un proceso democrático en el que hubo numerosas audien-
cias públicas y aprobada por una amplia mayoría del Con-
greso Nacional, no menoscaba el Convenio sino que pro-
tege la negociación colectiva de injerencias externas; con-
solida un mecanismo eficaz para hacer frente a dificulta-
des económicas; armoniza la legislación con la de otros 
países miembros de la OIT y tiende a lograr un equilibrio 

entre la libertad de negociación y el principio de protec-
ción de los trabajadores. Es preocupante que la OIT pueda 
considerar que la negociación sólo es válida si contiene 
términos y condiciones de empleo más favorables que los 
establecidos en la ley, en particular porque tal noción re-
sulta de una interpretación extensiva del Convenio que, si 
es adoptada, terminará por vincular a todos los 165 países 
que tienen ratificado dicho instrumento, no debiendo per-
mitirse una modificación de las reglas del juego estableci-
das por el Convenio. Recordando que su país sólo hace 
algunos años era considerado como una referencia por la 
Comisión, confió en que en el examen del caso prevalece-
rían la imparcialidad y el papel institucional de la OIT ba-
sado en el tripartismo y exento de intereses políticos e 
ideológicos, pidió que la Comisión en sus conclusiones 
tome en cuenta que la negociación colectiva debe ser libre 
y espontánea como propone el texto del Convenio. 

La miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre de una significativa mayoría de Estados de Amé-
rica Latina y el Caribe, reiteró su profunda preocupación 
con los métodos de trabajo adoptados por la Comisión de 
la Conferencia, que no cuentan con el consenso tripartito. 
Además, varios aspectos de los comentarios de la Comi-
sión de Expertos generan interrogantes. En relación con la 
ruptura del ciclo regular sin memoria del Gobierno, la ora-
dora consideró que la existencia de criterios al respecto 
sólo ilustra la necesidad de una justificación de la decisión 
de romper el ciclo. Refiriéndose al mandato de la Comi-
sión de Expertos reflejado en su Informe General que in-
dica que las opiniones de la Comisión de Expertos no son 
vinculantes y que toman en cuenta la aplicación de los 
convenios «en la legislación y en la práctica […] teniendo 
en cuenta las diferentes realidades y sistemas jurídicos», 
lamentó que en el caso del Brasil, no se haya concedido el 
tiempo necesario para evaluar la complejidad de la re-
forma laboral, que se debe examinar en su conjunto, sus 
repercusiones prácticas y su interpretación por los tribuna-
les. En ese sentido, tampoco se ha considerado el extenso 
rol de los derechos laborales contenidos en la Constitución 
Federal del Brasil. En el caso brasileño, se debería consi-
derar, no solamente la Constitución, sino también la justi-
cia laboral especializada, el Ministerio Público del Tra-
bajo, órgano independiente del Gobierno, la naturaleza de 
carrera de Estado de la inspección del Trabajo y la utiliza-
ción del marco de la Consolidación de las Leyes del Tra-
bajo. Reiteró su compromiso con el fomento a la negocia-
ción colectiva y con el principio contenido en el artículo 4 
del Convenio. El sentido ordinario del artículo es claro, 
incluso al referirse a las «condiciones nacionales».  

El miembro gubernamental del Panamá se refirió al mo-
delo de las mesas tripartitas de diálogo social establecidas 
en su país para la armonización del ordenamiento jurídico 
con los convenios y recomendaciones de la OIT y subrayó 
el carácter fundamental de la asistencia técnica brindada 
por el Departamento de Normas Internacionales del Tra-
bajo de la OIT a este respecto. Expresó sin embargo preo-
cupación en torno a los métodos regulatorios que determi-
naron la inclusión del Brasil en la lista de casos a ser exa-
minados por la Comisión de la Conferencia, incluyendo la 
ruptura del ciclo regular por la Comisión de Expertos que 
se pronunció en ausencia de la memoria del Gobierno. 
Reiterando su compromiso con los órganos de control, 
subrayó la necesidad de adoptar mecanismos de trabajo 
que sean debidamente consensuados entre los mandantes.  

El miembro trabajador de Portugal consideró que la re-
forma de la legislación laboral adoptada por el Gobierno 
del Brasil sigue la matriz de las reformas efectuadas en 
España, Grecia y Portugal, las que desde 2009, han con-
ducido a la regresión social de los trabajadores en el sur de 
Europa a niveles de hace varias décadas anteriores. Con el 
pretexto de flexibilizar las relaciones laborales, aumentar 
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el empleo, terminar con la fragmentación del mercado la-
boral y mejorar la negociación colectiva, la «troika», inte-
grada por el Fondo Monetario Internacional (FMI), la Co-
misión Europea (CE), el Banco Central Europeo (BCE) y 
los gobiernos han impuesto reformas laborales a los traba-
jadores permitiendo que organizaciones informales lleven 
a cabo la negociación colectiva, eliminando el principio de 
aplicación de la norma más favorable, aumentando el nú-
mero de horas de trabajo y reduciendo la remuneración por 
horas extraordinarias. Dichos cambios han tenido graves 
consecuencias para los trabajadores: la disminución de los 
ingresos laborales, tasas de desempleo que alcanzan cifras 
nunca vistas anteriormente, pasando de menos del 10 por 
ciento a más del 20 por ciento en menos de dos años, obli-
gando a cientos de miles de trabajadores, principalmente 
jóvenes, a buscar trabajo en otros países. Por consiguiente, 
considera que el objetivo central de estas reformas labora-
les ha sido reducir los ingresos de los trabajadores y los 
jubilados. La reforma que se ha impuesto a los trabajado-
res brasileños sigue la misma matriz, y los mismos crite-
rios y objetivos. Al autorizar que un contrato individual de 
empleo pueda estipular condiciones de empleo menos fa-
vorables que aquellas establecidas en la ley o en los con-
venios colectivos; permitir que la negociación colectiva 
pueda llevarse a cabo sin la participación de los sindicatos, 
y facilitar el desarrollo de relaciones laborales precarias, 
la reforma laboral puede conducir a un aumento del tra-
bajo precario y a la segmentación del mercado laboral en 
lugar de combatirlos. La reforma laboral del Gobierno so-
cava los derechos fundamentales de los trabajadores con-
sagrados en los Convenios fundamentales de la OIT y 
constituye una violación del Convenio, ya que permite la 
negociación colectiva sin la participación de los sindicatos 
y dejar de lado los convenios colectivos de trabajo por los 
contratos individuales. Por consiguiente, insta al Gobierno 
a aceptar la asistencia técnica de la OIT para armonizar la 
legislación laboral con los instrumentos internacionales 
que han suscrito y respetar la función indispensable de la 
Comisión de Expertos para garantizar que los convenios 
de la OIT son eficaces. 

El miembro gubernamental de la India valoró los esfuer-
zos y las medidas positivas adoptadas por el Gobierno para 
reformar su legislación laboral con miras a garantizar se-
guridad jurídica y fiabilidad a la negociación colectiva, en 
consulta con los interlocutores sociales y de conformidad 
con la Constitución del país y sus obligaciones internacio-
nales. Los países no deberían estar incluidos en la lista pre-
liminar o en la lista final de casos antes del final del ciclo 
regular de presentación de memorias sin seguir el debido 
proceso y por otras razones que las ventajas técnicas de un 
caso. Un tripartismo auténtico y constructivo es una con-
dición para un mecanismo de supervisión eficaz y fiable 
de la OIT. La Comisión debería apoyar plenamente al Go-
bierno en el cumplimiento de sus obligaciones laborales. 

La miembro trabajadora de Italia declaró que el Go-
bierno había estado aplicando una serie de reformas a la 
ley núm. 13467/17 vulnerando los principios fundamenta-
les de la OIT. No se han efectuado consultas con los inter-
locutores sociales, no ha habido un debate público que 
acompañe a la discusión y la ley que eliminó el conjunto 
de garantías existentes fue aprobada en un tiempo record. 
Las políticas neoliberales promulgadas en forma unilateral 
producen el efecto de precariedad e inseguridad laboral. 
La denominada «innovación» sólo ha implicado el dete-
rioro de las condiciones de trabajo y la denegación de los 
derechos sindicales, socavando los mecanismos de la ne-
gociación colectiva. La ley núm. 13467/17 permite que los 
convenios colectivos empeoren las condiciones previstas 
en la ley. Para millones de trabajadores brasileños las re-
formas han implicado el aumento de la desigualdad en uno 
de los países industrializados más desiguales. Los criterios 

y el procedimiento para romper el ciclo regular de presen-
tación de memorias de examen de casos por la Comisión 
de Expertos proporcionan garantías para asegurar la super-
visión efectiva de la aplicación de los convenios ratifica-
dos. Dicha posibilidad no sólo fortalece el sistema de su-
pervisión de la OIT, sino que también garantiza que asun-
tos delicados, incluidos las cuestiones de vida o muerte o 
los derechos fundamentales, se aborden debidamente. La 
oradora instó al Gobierno a que modifique la legislación 
para que esté en conformidad con el Convenio.  

El miembro gubernamental de la Federación de Rusia 
acogió con agrado la información proporcionada por el re-
presentante del Gobierno sobre el fondo del asunto, así 
como acerca de las cuestiones de procedimiento que en-
traña. Comparte muchas de las preocupaciones expresa-
das, en particular ante la decisión de examinar este caso al 
margen del ciclo regular de presentación de memorias. Es 
preciso que se expliquen con más detenimiento los moti-
vos de esta decisión. En cuanto a la aplicación de los con-
venios de la OIT, es importante tener en cuenta tanto la 
aplicación de la legislación como el contexto general con-
dicionado por las singularidades del sistema jurídico del 
país en cuestión. Puesto que se acaba de aprobar la re-
forma, es preciso conceder tiempo al Gobierno antes de 
sacar conclusiones inequívocas. En opinión del orador, 
hay margen para la mejora de los métodos de trabajo de la 
Comisión. Habrá que examinar detenidamente las pro-
puestas concretas que se formulen a este respecto. Dado 
que la Comisión es fundamental para garantizar el cumpli-
miento coherente y estricto de las normas internacionales 
del trabajo, debe contar con la confianza plena de los go-
biernos, los trabajadores y los empleadores. 

El miembro trabajador del Pakistán recordó que el man-
dato de la Comisión de Expertos se explica claramente en 
su Informe General. Es crucial para la Comisión de la 
Conferencia recordar que la legitimidad y el sentido de la 
labor de la Comisión de Expertos se basan en su imparcia-
lidad, su experiencia y sus conocimientos técnicos. Hace 
años que, sobre esta base, se detectan casos excepcionales 
y se rompe el ciclo regular de presentación de memorias 
cuando se han fundamentado lo suficiente las acusaciones 
presentadas y hay una necesidad urgente de abordar la si-
tuación. Además, si no hay respuesta por parte del Go-
bierno, la Comisión de Expertos puede examinar las ob-
servaciones relativas a propuestas legislativas o proyectos 
de ley, cuando resulte útil para el país. Por lo tanto, el ora-
dor consideró que la Comisión de Expertos ha actuado 
conforme a su mandato y en línea con los criterios estable-
cidos para romper el ciclo regular de presentación de me-
morias, ya que el derecho de sindicación y negociación 
colectiva es uno de los derechos humanos fundamentales 
y corre el riesgo de verse socavado por la promulgación 
de la ley núm. 13467/17. 

El miembro empleador de Colombia señaló que la re-
forma laboral del Brasil es producto de amplias discusio-
nes llevadas a cabo con los interlocutores sociales durante 
más de veinte años. Se trata de una norma expedida para 
mejorar las relaciones laborales en el Brasil, al adecuar la 
legislación a las nuevas realidades, siempre sobre la base 
de la negociación colectiva. Lo que se pretende con esta 
reforma laboral es establecer condiciones más favorables 
para la competitividad, la productividad y el desarrollo 
económico-social con respeto a los derechos fundamenta-
les del trabajo y al trabajo decente. Consideró que ha sido 
prematura la evaluación de los efectos generados por la 
reforma; un período razonable de implementación es ne-
cesario para poder llegar a conclusiones precisas y funda-
mentadas. La reforma laboral brasileña no concede una 
autorización general para derogar la legislación laboral 
por negociación colectiva como se ha denunciado. Los 
cambios realizados se enfocaron en dar seguridad al resul-
tado de lo pactado entre trabajadores y empleadores y al 
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alcance de la negociación colectiva. La nueva normativa 
laboral no priva a los trabajadores de sus derechos y ga-
rantías laborales y tampoco viola los Convenios núms. 98 
y 154. La legislación laboral actual protege las negocia-
ciones colectivas, consolida un mecanismo necesario y 
eficaz para el enfrentamiento de adversidades económicas 
y brinda mayores posibilidades de negociación a emplea-
dores y trabajadores, sin vulneración de los derechos labo-
rales constitucionalmente previstos. En relación con la re-
gulación del trabajo autónomo, el orador notó que la nueva 
legislación establece una definición clara sobre quienes se 
consideran profesionales autónomos y los requisitos para 
identificarlos. Al ser independientes o autónomos, los tra-
bajadores se rigen por normas diferentes a las de los em-
pleados y en ambas se respeta el trabajo decente. No se 
restringen los derechos sindicales porque los profesionales 
autónomos no cuentan con un vínculo laboral y por lo 
tanto no están cubiertos por la legislación laboral. 

El miembro trabajador de la Argentina señaló que en un 
estudio reciente presentado ante el Consejo de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas se afirma que más de 
130 países se han embarcado en los últimos años en refor-
mas de políticas y normas laborales pro austeridad y que 
la desregulación del mercado de trabajo no favorece el cre-
cimiento ni el empleo. Por el contrario, un número cre-
ciente de estudios confirma que las normas del trabajo tie-
nen efectos económicos positivos tanto en la productivi-
dad como en la innovación. La reforma laboral en el Brasil 
generaliza la tercerización y la subcontratación. De ese 
modo, menoscaba salarios, debilita los sindicatos y la ne-
gociación colectiva y favorece a las grandes corporaciones 
multinacionales. El incremento de la informalidad y la 
precarización conlleva un aumento de la desigualdad. La 
nueva ley elimina la idea de jornada de trabajo al crear el 
trabajo intermitente; elimina recursos con los que contaba 
el trabajador para efectuar reclamos ante la justicia labo-
ral; permite a las mujeres embarazadas trabajar en ambien-
tes insalubres, y elimina el financiamiento de los sindica-
tos, con graves consecuencias sobre la existencia de los 
sindicatos y la negociación colectiva. Al imponer la «ne-
gociación» entre el empleador y el trabajador, sin presen-
cia del sindicato, facilita la imposición de condiciones por 
debajo del acuerdo colectivo. La nueva ley constituye asi-
mismo un ataque a las normas fundamentales de la OIT y 
es una medida regresiva que no puede considerarse como 
una respuesta admisible frente a las crisis económicas y 
financieras. Es necesario que se generen economías sus-
tentables, con protección social, trabajos seguros y sala-
rios decentes tanto en el Brasil como en todo el continente 
americano.  

El miembro gubernamental de Honduras expresó su 
preocupación en relación con la interrupción del ciclo re-
gular de presentación de memoria. Confió en que el Go-
bierno avanzará en el fomento de la negociación colectiva 
a través de la adopción de medidas adecuadas destinadas 
al uso de procedimientos de negociación libre y voluntaria 
y de contratos colectivos que reglamenten las condiciones 
de empleo. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos, hablando 
también en nombre del miembro trabajador del Canadá, 
declaró que en el Brasil se están deteriorando las institu-
ciones del mercado de trabajo estable, el diálogo social y 
la negociación colectiva. Las enmiendas a la CLT han en-
trado en vigor en noviembre de 2017 reduciendo la capa-
cidad de los trabajadores para defender sus derechos y ne-
gociar mejoras en materia de salarios y de condiciones de 
trabajo. Los cambios permiten a los sindicatos y las perso-
nas negociar acuerdos que reducen los salarios y empeo-
ran las condiciones laborales al tiempo que incrementan el 
trabajo precario. Violando el principio de la negociación 
colectiva, los empleadores y los trabajadores pueden ne-

gociar acuerdos que prevén condiciones peores que aque-
llas establecidas en la legislación. Como se indica en el 
informe de la Comisión de Expertos, la ley núm. 13467/17 
no se basa en la negociación sino en la abdicación de de-
rechos con respecto a una amplia gama de cuestiones. Los 
cambios en la CLT han creado la nueva categoría del tra-
bajador autónomo exclusivo y niegan la relación de em-
pleo aun cuando el trabajador autónomo trabaje de forma 
exclusiva y permanente para una empresa. A estos traba-
jadores se les niega la libertad sindical y el derecho de ne-
gociación colectiva, lo cual ha dado lugar a relaciones de 
trabajo atomizadas. En los tres primeros meses del nuevo 
régimen, el número de relaciones de trabajo estables di-
sueltas aumentó en casi 3 000 por ciento, en su mayoría 
puestos de trabajo de bajos salarios ocupados por trabaja-
dores que carecen de la educación superior que se supone 
les proporciona un mayor poder de negociación indivi-
dual. Estos cambios han aumentado el número de trabaja-
dores precarios y los sindicatos han dejado de percibir las 
cuotas de aquellos trabajadores a los que representaban. 
En marzo de 2018, los sindicatos habían percibido alrede-
dor de un 20 por ciento de lo que habían percibido en 
marzo de 2017. En el primer trimestre de 2018, el número 
total de convenios colectivos se había reducido en un 
29 por ciento con respecto al mismo período de 2017. En 
2018, ha habido 1 000 convenios colectivos menos que en 
los seis años anteriores. En el mismo período, el desem-
pleo, la informalidad y el trabajo precario han aumentado. 
El Brasil está experimentando una polarización extrema 
exacerbada por el deterioro deliberado del diálogo social 
y de las relaciones laborales maduras. La reforma de la le-
gislación del trabajo no debe significar el abandono de las 
normas de la OIT. Un camino diferente puede conducir a 
un crecimiento de los ingresos y un progreso ampliamente 
compartidos.  

El miembro gubernamental de Bangladesh elogió al Go-
bierno del Brasil por haber celebrado una serie de discu-
siones con los representantes de los sindicatos y de los em-
pleadores en la reforma de la CLT, que entró en vigor en 
noviembre de 2017. Incluso las consultas integrales y am-
plias con los interlocutores sociales son clave en la re-
forma de toda legislación relativa a los derechos del tra-
bajo. Uno de los aspectos principales de la reforma laboral 
en el Brasil es el fortalecimiento de los convenios colecti-
vos entre los sindicatos y los empleadores, que se enca-
mina a la posibilidad de que cada uno negocie colectiva-
mente, sin que se vean afectados los derechos de los tra-
bajadores. Se requiere un tiempo adicional para entender 
el impacto de la ley en el mercado laboral, dado que se 
encuentra aún en su etapa inicial de aplicación. Apoyó la 
opinión de que no debería romperse el ciclo regular de pre-
sentación de memorias y de que los comentarios deberían 
formularse antes de que una memoria fuese debida y pre-
sentada, y manifestó su acuerdo con la declaración del re-
presentante gubernamental respecto de la reforma del me-
canismo de control de la OIT. Concluyó subrayando la im-
portancia de la objetividad, la transparencia, la neutralidad 
y la imparcialidad en los trabajos de la Comisión, a través 
de la utilización del tripartismo en todos los procesos de 
adopción de decisiones e incluso en el establecimiento de 
la lista final de los casos y en la consideración de las con-
clusiones. 

La miembro trabajadora del Reino Unido declaró que las 
reformas de la legislación laboral adoptadas en el Brasil 
en julio de 2017 contravienen el Convenio. La reforma ha 
desreglamentado más de 120 normas del trabajo, inclu-
yendo las salvaguardias que protegen a las mujeres emba-
razadas de trabajar con sustancias tóxicas, las normas re-
lativas al despido y las leyes sobre igualdad de remunera-
ción. También ha desmantelado el sistema de negociación 
colectiva, entre otras cosas permitiendo que los convenios 
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colectivos desplacen a la normativa legal. El objetivo de-
clarado de la reforma fue el de aumentar la flexibilidad, 
reducir el desempleo y regularizar la economía informal. 
Sin embargo, los niveles de desempleo del Brasil se han 
mantenido altos, la economía informal ha crecido y las for-
mas precarias de trabajo han aumentado. A quienes 
desempeñan trabajos inseguros se les disuade de afiliarse 
a sindicatos por miedo a sufrir victimización o a perder el 
empleo. Las reformas también han permitido que los tra-
bajadores con estudios suscriban contratos individualiza-
dos en los que optan por renunciar a remuneración y con-
diciones acordadas en convenios colectivos. Como ha se-
ñalado la Comisión de Expertos, eso constituye una clara 
violación del Convenio. La oradora instó al Gobierno del 
Brasil a que reforme su legislación nacional y restablezca 
los derechos sindicales en sintonía con el Convenio.  

El miembro gubernamental de México tomó nota con in-
terés del proceso de consultas amplias que resultó en la 
adopción de una reforma legislativa que busca proporcio-
nar más flexibilidad, mayor productividad laboral, certi-
dumbre legal y racionalidad tanto al mercado de trabajo 
como al ordenamiento jurídico. Destacando su preocupa-
ción por la ruptura injustificada del ciclo regular de pre-
sentación de memorias, consideró que los procesos de re-
forma requieren ser evaluados de una manera holística, to-
mando en cuenta el contexto en que se desarrollan, así 
como otras medidas prácticas que contribuyen a la cons-
trucción de un marco jurídico efectivo que se alinee a los 
principios y derechos fundamentales. 

El miembro trabajador de Colombia declaró que la re-
forma deslegitima el objetivo de la negociación colectiva, 
que es mejorar las condiciones de trabajo, permitiendo que 
acuerdos o convenios colectivos desmejoren los mínimos 
establecidos en la ley. La restricción al tiempo de duración 
de acuerdos y convenciones colectivas a un máximo de 
dos años, conforme al artículo 614 de la reforma, y la 
prohibición de la ultractividad de los acuerdos y conve-
nios, limita la voluntad de las partes y es contraria al Con-
venio. Rechazó de manera enérgica la posibilidad de que 
los trabajadores individualmente o de forma colectiva, sin 
la participación de los sindicatos, negocien condiciones de 
trabajo fuera de la negociación colectiva o pacten la ex-
clusión de la aplicación de los acuerdos o convenciones.  

Otro miembro trabajador de Colombia lamentó profun-
damente el incumplimiento del Convenio por parte del 
Gobierno y expresó su solidaridad con las centrales obre-
ras del Brasil.  

El miembro gubernamental de China dijo compartir las 
preocupaciones expresadas en relación con los métodos de 
trabajo de la Comisión. Ésta se encuentra en el centro del 
sistema de control de la OIT y puede mejorarse sus méto-
dos de trabajo. Existe una falta de transparencia en la se-
lección de los casos individuales, que debe basarse en cri-
terios objetivos, justos y transparentes y no en considera-
ciones políticas, de conformidad con los procedimientos 
establecidos de la OIT. A los gobiernos que deben apare-
cer ante la Comisión se les debe advertir por adelantado 
sobre la lista definitiva para que dispongan de tiempo su-
ficiente para prepararse. Las recomendaciones que haga la 
Comisión deben reflejar el consenso tripartito. Los gobier-
nos deben disfrutar plenamente del derecho a la informa-
ción y del derecho a participar en el proceso de examinar 
los casos individuales. Además, la OIT debe proporcionar 
al gobierno afectado servicios de fortalecimiento de la ca-
pacidad y asistencia técnica. 

El miembro trabajador del Paraguay señaló que la re-
forma laboral en el Brasil precariza el trabajo, debilita la 
negociación colectiva y el diálogo social y ataca a la orga-
nización sindical. La reforma fue aprobada en uno de los 
peores momentos de crisis política e institucional en la his-
toria del Brasil, sin diálogo con los sindicatos y los traba-
jadores. Tendrá como consecuencia que los empresarios 

puedan hacer despidos colectivos, sin necesidad de discu-
tir con el sindicato. Además de limitar la representación 
sindical, la reforma priva al movimiento sindical brasileño 
de sus principales fuentes de financiamiento. Recordando 
que en los últimos años las centrales sindicales del Brasil 
han venido denunciando las prácticas antisindicales y las 
propuestas de reformas que se acaban de concretizar, ex-
presó su apoyo a la discusión de este caso de violación del 
Convenio. 

El miembro trabajador del Uruguay manifestó su solida-
ridad con las centrales sindicales del Brasil ante los efectos 
de la nueva ley que ha aumentado el desempleo y la po-
breza y ha llevado a un desmejoramiento de las condicio-
nes de vida en el país. Con respecto a la necesidad de es-
perar el envío de la memoria por parte del Gobierno, sos-
tuvo que más importante que la obligación de enviar me-
morias era la necesidad de dar cumplimiento a las dispo-
siciones del Convenio. A nivel del Cono Sur, se cuenta 
con la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR, una he-
rramienta tripartita que protege los derechos laborales, ob-
tenida tras largos debates entre los interlocutores sociales. 
La reforma laboral en el Brasil busca por el contrario im-
poner recetas de los años noventa para desregular las rela-
ciones laborales. 

Un observador en representación de la Organización Mun-
dial de Trabajadores indicó que la reforma laboral en el 
Brasil contraviene al derecho sindical establecido en la 
Constitución brasileña y a los artículos 3 y 4 del Convenio. 
La reforma laboral reglamenta de manera individual y pri-
vada los contratos de trabajo, entre el trabajador y el em-
pleador, sin participación de las organizaciones sindicales, 
colocando a los trabajadores en una situación de vulnera-
bilidad excesivamente peligrosa. Este desconocimiento de 
las organizaciones sindicales y de la negociación colectiva 
permite a los empleadores realizar despidos colectivos. En 
los últimos años, las centrales de trabajadores brasileñas 
han venido denunciando las prácticas antisindicales. Per-
mitir los ataques contra la libertad sindical y la negocia-
ción colectiva, en varios países, puede dar lugar a un re-
troceso para la institucionalidad sindical en el mundo.  

El miembro trabajador de la República Bolivariana de Ve-

nezuela consideró que la reforma laboral brasileña que per-
mite la negociación a la baja de los derechos es un retro-
ceso que conduce a la desprotección de los trabajadores y 
que viola el Convenio. También, permite la disolución del 
vínculo de afiliación sindical en el caso de trabajadores 
que perciban un salario por lo menos dos veces superior al 
límite máximo de beneficios del régimen general de la pre-
visión social. Esto puede debilitar la fuerza y la unidad 
sindical. Además, la reforma permite la creación de la fi-
gura del trabajador autónomo exclusivo, atacando los de-
rechos de libertad sindical y negociación colectiva.  

El miembro empleador de México enfatizó que la OIT re-
conoce la negociación colectiva como uno de los princi-
pales medios para establecer condiciones laborales y otras 
regulaciones de manera libre y voluntaria a través de los 
representantes designados para tal fin. La negociación co-
lectiva es un instrumento vinculante que obliga a las partes 
y que asegura seguridad jurídica. Lamentablemente en el 
Brasil, antes de la reforma laboral, los contratos colectivos 
estaban sujetos continuamente a la intervención de las au-
toridades que los anulaban de manera recurrente. La re-
forma laboral reconoce y privilegia la importancia de la 
negociación colectiva, en el marco constitucional que es-
tablece unos derechos fundamentales que son irrenuncia-
bles.  

El miembro empleador de Guatemala consideró que la 
nueva legislación responde a la necesidad de fortalecer la 
negociación colectiva, en los términos exigidos por el ar-
tículo 4 del Convenio. El hecho de que los derechos de los 
trabajadores consagrados en la Constitución constituyan el 
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piso de la negociación es una garantía amplia de protec-
ción. Antes de la promulgación de la nueva legislación, un 
fallo de la Corte Constitucional reconoció expresamente 
el papel importante de la negociación colectiva en tanto 
que mecanismo de adecuación de las normas de trabajo a 
los diferentes sectores de la economía y las coyunturas 
económicas diferenciadas. Subrayó que antes de la re-
forma, la injerencia gubernamental por la cancelación de 
cláusulas acordadas entre las partes fue duramente criti-
cada y objeto de quejas por parte de los trabajadores y em-
pleadores brasileños. En 2011, un importante sindicato en 
el Brasil propuso la adopción de un convenio colectivo 
con un fin específico, encaminado a velar por la prevalen-
cia de la negociación colectiva sobre la ley. La reforma 
permite que los que no quieren negociar colectivamente 
tengan las garantías del ordenamiento legal; quienes lo ha-
rán, tendrán la posibilidad de adecuar la legislación a su 
mejor conveniencia y según sus circunstancias, sin perjui-
cio de amplias garantías laborales consagradas a nivel 
constitucional. 

El miembro trabajador de Chile señaló que en muchos 
aspectos la normativa brasileña referida a la libertad sin-
dical, antes de la adopción de la ley núm. 13467/17, cons-
tituía un ejemplo. Tomó nota con preocupación de esta re-
ciente ley que reforma la CLT y que estaría impactando en 
el cumplimiento del Convenio. Observó, con mucha preo-
cupación, que en nombre de una supuesta defensa del em-
pleo, de la inversión y del crecimiento económico, el país 
haya recurrido a la fórmula clásica de abdicar derechos a 
los trabajadores, contraviniendo las disposiciones del 
Convenio. Recordó que la desigualdad es el principal 
desafío de este siglo y posiblemente de la historia de la 
humanidad y que la negociación colectiva, con actores sin-
dicales fuertes, puede contribuir a establecer una vía para 
un crecimiento equitativo e integrado que permita redu-
cirla. Por ello, la Comisión debería instar al Gobierno a 
cumplir con el Convenio, revisando los aspectos de la ley 
núm. 13467/17 que no están en concordancia con éste y 
con el objetivo de promover la negociación colectiva libre 
y voluntaria y los objetivos del desarrollo sostenible.  

El miembro empleador de España señaló que la reforma 
de la legislación laboral brasileña ha puesto el foco en la 
prevalencia de la negociación colectiva sobre la legisla-
ción ordinaria que, por su rigidez, concedía, antes de la 
reforma, muy poco espacio de negociación a los trabaja-
dores y empleadores, lo que inducía numerosos conflictos. 
La modernización de la legislación laboral ha reforzado la 
negociación colectiva, de conformidad con el Convenio. 
Las empresas y los trabajadores, representados por los sin-
dicatos, podrán negociar y acordar unas condiciones de 
trabajo adaptadas a la realidad especifica de los sectores, 
regiones y empresas. Subrayó que la ley no establece la 
obligatoriedad de la negociación colectiva, que se basa en 
la autonomía y voluntariedad de las partes. 

Una observadora en representación de la Asociación Lati-
noamericana de Abogados Laboralistas destacó la gravedad 
del caso y su importancia para la efectiva vigencia del sis-
tema de control de la OIT. Subrayó el papel de la negocia-
ción colectiva como un mecanismo de compensación de 
las desigualdades que existen en la relación entre un em-
pleador y un trabajador. La necesidad de normas mínimas 
internacionales se basa en esta premisa. Las normas inter-
nacionales son también consecuencia de procesos de ne-
gociación y prevalecen sobre el derecho interno cuando es 
menos favorable a los trabajadores. La reforma laboral 
brasileña que prevé que el acuerdo individual prevalezca 
sobre el convenio colectivo es una grave e inaceptable re-
gresión en materia de derechos sociales que tiene un im-
pacto sobre muchos países, inclusive en la región latinoa-
mericana.  

El miembro empleador del Uruguay se refirió a la prác-
tica llamada «industria del juicio laboral» que existe en los 

países de la región y que contamina la negociación colec-
tiva y la gestión empresarial. Esta práctica es fomentada 
por un marco jurídico insuficiente. La reforma laboral bra-
sileña ha buscado encontrar soluciones para estas situacio-
nes de abuso, dando seguridad a todos los actores sociales 
sobre las consecuencias de lo pactado. 

La miembro gubernamental de Egipto tomó nota de la in-
formación facilitada por el representante gubernamental 
sobre las medidas adoptadas para cumplir el Convenio. La 
oradora se felicitó de los esfuerzos realizados por reforzar 
su legislación laboral y fortalecer la negociación colectiva. 
Invitó al Gobierno a que prosiga sus esfuerzos encamina-
dos a respetar plenamente el Convenio y a que recurra a la 
asistencia técnica de la OIT a este respecto.  

El miembro empleador de Chile consideró que la Comi-
sión de Expertos rompió el ciclo de memorias sin ninguna 
explicación, para hacer una evaluación precipitada de la 
ley núm. 13467/17. Es evidente que la norma no ha tenido 
el tiempo mínimo necesario para que de manera seria y 
responsable se pueda evaluar su impacto. Los comentarios 
de la Comisión de Expertos dan al Convenio una interpre-
tación que su articulado no contempla cuando consideran 
que el objetivo general de promoción de la negociación 
colectiva supone encontrar un acuerdo sobre términos y 
condiciones de trabajo que sean más favorables que los 
previstos en la legislación. Además, estos comentarios no 
destacan la amplitud y el detalle de los derechos laborales 
que contempla la Constitución brasileña, ni tampoco todos 
los recursos judiciales de que disponen los trabajadores 
para salvaguardar sus derechos. El artículo 4 del Convenio 
no contempla ninguna limitación a la negociación colec-
tiva, en el sentido de que ésta sólo pueda establecer condi-
ciones más favorables que las establecidas por la legisla-
ción. Muy por el contrario, contempla de manera expresa 
la posibilidad de que se adopten medidas que se adapten a 
las condiciones nacionales. En un mundo cambiante y 
frente a las nuevas formas de empleo, es importante que 
las leyes salvaguarden la libertad de las partes para adap-
tarse a los cambios y la modernización. 

El miembro gubernamental de Angola, haciendo hincapié 
en los lazos de amistad que unen a ambos países, apoyó la 
declaración de la delegación del Brasil que, a su juicio, 
demuestra que el Gobierno ha cumplido sus obligaciones.  

El miembro empleador de Grecia indicó que se ha produ-
cido un error metodológico en los datos sobre el desem-
pleo y la informalidad en el Brasil al que se ha hecho re-
ferencia durante la discusión. Esto confunde a la Comi-
sión. Los indicadores pertinentes publicados en mayo de 
2018 por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística 
dejan claro que teniendo en cuenta la actividad económica 
estacional la tasa de desempleo del Brasil se redujo en 
2018 en comparación con el mismo período de 2017, 
puesto que la tasa de desempleo se redujo en 0,7 por ciento 
repitiendo la tendencia registrada en el trimestre móvil de 
enero a marzo de 2018. Además, es demasiado pronto para 
evaluar la nueva legislación, habida cuenta de que aún no 
se ha aplicado plenamente. El orador consideró que la re-
forma laboral puede conducir a un aumento de los trabajos 
de calidad en la economía formal.  

Una observadora representante de la Internacional de Ser-
vicios Públicos (ISP) declaró que también está haciendo uso 
de la palabra en nombre de la Internacional de la Educa-
ción (IE), IndustriALL Global Union y la Federación In-
ternacional de los Trabajadores del Transporte (ITF). La 
posibilidad, por medio de la negociación colectiva, de des-
virtuar los derechos mínimos establecidos en la legislación 
constituye una violación del Convenio en lo que respecta 
a su objetivo fundamental y de los Convenios núms. 151 
y 154. La oradora rechazó la afirmación del Gobierno se-
gún la cual, la Comisión de Expertos se ha equivocado en 
su interpretación, y dijo que está a favor de su interpreta-
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ción del artículo 4 del Convenio y sus comentarios técni-
cos. El nuevo artículo 611-A de la CLT que permite que 
los convenios de negociación colectiva reduzcan los dere-
chos y protecciones otorgados por la legislación laboral 
puede tener consecuencias catastróficas para los trabaja-
dores y los sindicatos. En los ámbitos aeronáutico y marí-
timo, esas excepciones pueden interferir con las normas de 
seguridad específicas para cada sector y reducirlas, en par-
ticular las protecciones derivadas de los convenios técni-
cos de la OIT. Las garantías incluidas en el artículo 611-B 
de la CLT no son suficientes. Asimismo, cabe la posibili-
dad de que la negociación colectiva desvirtúe la aplicación 
de los convenios de la OIT. Un fallo reciente del Tribunal 
Superior del Trabajo contradice la afirmación de que la re-
forma consistía en modernizar la legislación laboral para 
fortalecer las negociaciones y los sindicatos. El Tribunal 
se ha pronunciado hace poco sobre la ilegalidad de una 
huelga de trabajadores petroleros y había impuesto una 
multa diaria considerable a los sindicatos que no habían 
suspendido la huelga. Ello crea un entorno hostil que no 
favorecía un diálogo social con madurez. En diciembre de 
2017, el Presidente vetó la ley núm. 3831, que reglamenta 
la negociación colectiva en la administración pública, lo 
cual constituye una afrenta para los funcionarios públicos 
brasileños, sobre todo porque el Brasil ha ratificado el 
Convenio núm. 151. La mencionada ley se había creado 
por consenso en la Cámara bipartita del Gobierno y los 
funcionarios públicos del Ministerio de Trabajo y Empleo 
y se había aprobado por unanimidad en el Senado Federal 
y la Cámara de Diputados del Brasil. Asimismo, la re-
forma laboral ha tenido consecuencias directas en el sector 
de la educación en lo que respecta a la privatización de la 
educación secundaria y el salario mínimo de los docentes. 
Contrariamente a lo que ha indicado el miembro emplea-
dor del Brasil, la ley núm. 13467/17 no se ha sometido 
previamente a un proceso de debate amplio. A los sindica-
tos brasileños sólo se les ha informado de las modificacio-
nes propuestas. Los órganos de control de la OIT han in-
dicado que es imprescindible que se celebren consultas 
francas y sin trabas sobre cualquier cuestión o legislación 
propuesta que tenga que ver con los derechos sindicales y 
de negociación colectiva. Por lo tanto, es necesario llevar 
a cabo una reforma amplia de la legislación laboral, en 
consulta con todos los interlocutores sociales, para armo-
nizar la legislación brasileña con el Convenio.  

El representante gubernamental agradeció el liderazgo, 
la firmeza y la serenidad del Presidente en la dirección de 
los trabajos de la Comisión y expresó su gratitud a los paí-
ses y oradores que han expresado su apoyo al Brasil y a la 
importancia de mejorar el sistema de control para lograr 
una mayor previsibilidad y transparencia y un verdadero 
tripartismo. El Gobierno ha venido preparado para dialo-
gar y ha presentado argumentos técnicos para demostrar la 
plena coherencia de la reforma laboral con las normas de 
la OIT. El debate ha reforzado la convicción de que la dis-
cusión sobre la reforma ha sido prematura. El orador 
reiteró su preocupación por el uso indebido del mecanismo 
para fines distintos del mandato y los objetivos de la Or-
ganización, que debe conservar su carácter técnico, impar-
cial y objetivo a fin de mantener su eficacia y legitimidad. 
A continuación, respondió a algunos de los puntos plan-
teados en el debate, reiterando que la reforma laboral es el 
resultado de muchos años de discusiones sobre los retos 
del mercado laboral en el Brasil debido a las deficiencias 
de la legislación laboral y al mal funcionamiento de los 
tribunales laborales. Esas discusiones son aún más urgen-
tes en el contexto de dura crisis económica de los últimos 
años. En 2016 se registró la tasa de desempleo más alta 
desde el inicio de la serie, en 1992, hasta el momento, con 
un aumento del 82 por ciento de la tasa de desempleo con 
respecto a 2012. La crisis no ha sido provocada por el Go-
bierno, que no puede ser considerado responsable de ella, 

pero la reforma es parte de la solución y ya está produ-
ciendo resultados. Entre enero y abril de 2018, se han 
creado más de 310 000 puestos de trabajo formales, el ma-
yor volumen en los últimos cinco años. Aunque se han 
presentado estadísticas para criticar la modernización del 
trabajo en el Brasil, al comparar el trimestre de febrero a 
abril de 2018 con el mismo período de 2017, la tasa de 
desempleo ha caído 0,7 puntos porcentuales, repitiendo la 
tendencia registrada al comparar el trimestre de enero a 
marzo de 2018 con el mismo trimestre de 2017, cuando la 
reducción ha sido de 0,6 puntos porcentuales. El orador 
rechazó las afirmaciones de que la reforma precarizó los 
derechos. Afirmó que la reforma combate la informalidad, 
la peor forma de precariedad, y permite nuevas formas de 
empleo con todas las garantías jurídicas y los derechos 
constitucionales, ya que ha multiplicado por casi ocho el 
importe de la multa impuesta a las empresas que no regis-
tran a sus trabajadores. Con respecto al artículo 444 de la 
CLT, la observación de la Comisión de Expertos carece de 
fundamento, pues el Convenio no contempla los contratos 
individuales; además, la ley núm. 13467/17 prevé que esa 
disposición se aplique sólo en casos excepcionales, en 
concreto, para los trabajadores que tienen un diploma de 
la enseñanza superior y perciben un salario por lo menos 
dos veces superior al límite máximo de beneficios del ré-
gimen general de la previsión social. La finalidad de la 
disposición legislativa es estimular las negociaciones para 
abordar la situación concreta de esos trabajadores de la 
mejor manera posible, que por lo general no está prevista 
en los convenios colectivos. La legislación anterior ya per-
mitía la posibilidad de dispensar un trato diferencial a esos 
trabajadores y la reforma laboral permite definir criterios 
objetivos para asegurar que la disposición se aplique sola-
mente a las personas con capacidad de negociación, sin 
perjuicio de sus derechos. La reforma no ha debilitado a 
los sindicatos, puesto que no ha eliminado las contribucio-
nes sindicales: los sindicatos todavía pueden deducirlas 
con el acuerdo del trabajador o de la empresa. Para pro-
mover la independencia de los sindicatos con respecto a la 
financiación del Estado, y de conformidad con el Conve-
nio, se ha suprimido la obligación de que todos los traba-
jadores contribuyan a un sindicato, pero los sindicatos bra-
sileños todavía pueden recurrir a otras fuentes de financia-
ción permitidas por la ley. El orador rechazó que la re-
forma se hubiera llevado a cabo sin consultar a los traba-
jadores y explicó que, en diciembre de 2016, el anterior 
Ministro del Trabajo mantuvo una serie de reuniones con 
representantes de las seis principales centrales sindicales 
(centrais sindicais) y de las principales confederaciones 
de empleadores para examinar la propuesta elaborada por 
el Ministerio del Trabajo que posteriormente se remitió al 
Congreso Nacional. Durante el período legislativo de 
2017, se celebraron 17 audiencias públicas, siete semina-
rios regionales y más de 40 reuniones con diversas partes 
interesadas, tanto en el Parlamento como en diferentes es-
tados, que culminaron con la aprobación del proyecto de 
ley por una mayoría significativa en el Congreso y poste-
riormente en el Senado. El proyecto de reforma de la le-
gislación laboral recibió 1 340 enmiendas, uno de los nú-
meros más grandes en toda la historia del Parlamento bra-
sileño. De las 452 enmiendas aceptadas, 62 fueron redac-
tadas por legisladores de la oposición. La enmienda 
núm. 150, que fue aceptada, proponía la posibilidad de ce-
lebrar negociaciones colectivas sobre la duración de la jor-
nada de trabajo, dentro de los límites constitucionales, 
para proteger a los trabajadores contra despidos injustifi-
cados en caso de que se les redujera la jornada laboral o el 
salario, entre otras medidas relacionadas con el fortaleci-
miento de la negociación colectiva. El autor del proyecto 
manifestó que la enmienda era «resultado de la valiosa 
contribución de la combativa Confederación Nacional de 
Trabajadores del Comercio (CNTC)», lo que demuestra 
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que los trabajadores participaron efectivamente y que se 
admitieron sus sugerencias. Con respecto a la representa-
ción en el lugar de trabajo, ésta viene siendo una demanda 
histórica del movimiento sindical brasileño, prevista desde 
hace cerca de 30 años en el artículo 11 de la Constitución 
y regulada por la reforma laboral en sintonía con las dis-
posiciones del Convenio núm. 135. Los representantes de 
los trabajadores en la empresa no compitieron con el man-
dato de los sindicatos. El número de convenios colectivos 
viene cayendo desde 2016, lo que sugiere que guarda más 
relación con los efectos de la crisis económica que con la 
reforma laboral. Además, el mismo estudio citado por el 
representante de los trabajadores indica que ha habido un 
cambio cualitativo en los convenios firmados, lo que evi-
dencia la expansión del alcance de la negociación y el em-
peño por mejorar la representación en el lugar de trabajo. 
En relación con las mujeres embarazadas, la nueva norma 
ha sido ideada para impedir la discriminación al contratar 
mujeres; fue formulada por sindicatos de trabajadores de 
la salud y defendida por el grupo femenino del Congreso, 
y garantiza la protección de la salud materna y del niño. 
La norma reglamentaria 15 contiene una definición amplia 
de lugar insalubre que comprende, por ejemplo, hospitales 
y aeropuertos, y la norma sigue siendo la protección de las 
mujeres embarazadas. La jornada laboral de doce horas 
sólo se permite si va seguida de 36 horas de descanso obli-
gatorio, lo que, al final de la semana y del mes, supone 
menos horas trabajadas sin reducción del salario. La Co-
misión de Expertos también cometió un grave error al con-
siderar que la ley excluye la posibilidad de que los contra-
tistas independientes formen sindicatos y participen en la 
negociación colectiva. Eso se contempla en el artículo 511 
de la CLT, que se ocupa de la organización de los sindica-
tos y no ha sido alterado por la nueva ley. El objeto del 
artículo 442-B es simplemente el de una mayor claridad 
conceptual y la certidumbre acerca de los elementos que 
caracterizan la relación de empleo, en consonancia con la 
Recomendación núm. 198 de la OIT y según la definición 
del artículo 3 de la CLT, que la reforma no ha cambiado. 
El representante gubernamental rechazó el comentario de 
la Comisión de Expertos de que el Convenio debe apli-
carse a los trabajadores autónomos, porque no ofrece una 
definición de «trabajador» a los efectos de la aplicación 
del Convenio y la nueva legislación no cambia la caracte-
rización del empleo que ya figura en la CLT. El Gobierno 
ha trabajado de manera constructiva y en el respeto del in-
terés común de todos los miembros de la Comisión de la 
Conferencia a pesar de las deficiencias del proceso actual. 
Reiteró el llamamiento a todos los miembros para que par-
ticipen en un esfuerzo urgente, colectivo y efectivamente 
tripartito para reformar el sistema de control de las nor-
mas. 

Los miembros empleadores expresaron su valoración de 
la detallada información comunicada por el representante 
gubernamental, incluso con respecto a las consultas que 
tuvieron lugar en relación con la reforma de la legislación 
laboral, y sobre la naturaleza de la reforma. Algunos as-
pectos de la discusión en la Comisión se sitúan fuera del 
ámbito adecuado de la discusión sobre la aplicación del 
Convenio. Los miembros empleadores no pueden concluir 
que el Brasil vulnera sus obligaciones en virtud del Con-
venio, como consecuencia de la reforma de la legislación 
laboral. La modernización de la legislación laboral puede 
ser un proceso difícil que da lugar a cambios y a incerti-
dumbres. La discusión del caso fue prematura. El artículo 
4 del Convenio exige que el Gobierno aliente y promueva 
la negociación voluntaria entre las organizaciones de em-
pleadores y las organizaciones de trabajadores, con miras 
a la regulación de las condiciones de empleo, mediante los 
convenios colectivos. Esa obligación debería orientar a la 
consideración que se da a la información comunicada por 
el Gobierno. Con respecto a la reforma de la legislación 

laboral, un mecanismo que permite que los convenios co-
lectivos prevalezcan sobre las disposiciones de las leyes, 
puede considerarse como que promueve, en derecho, la 
negociación colectiva, ampliando el alcance de la negocia-
ción colectiva, al tiempo que garantizan que se sigan res-
petando los fundamentos de los derechos consagrados en 
la Constitución. No puede constituir, en derecho, una vio-
lación de la obligación de promover la negociación volun-
taria. Tampoco existe una información disponible que 
apoye la afirmación de que la reforma constituye una vio-
lación del Convenio en la práctica. No se cuenta con una 
evaluación objetiva del impacto de la reforma en el mer-
cado laboral y en la negociación colectiva. En consecuen-
cia se requieren pruebas para evaluar el impacto que ha 
tenido en la capacidad de los interlocutores sociales de 
participar en la negociación colectiva. Puede examinarse 
asimismo la cuestión de la relación entre los contratos in-
dividuales y los convenios colectivos, teniendo en cuenta 
la opinión de los miembros empleadores, según la cual los 
trabajadores también tienen libertad contractual y no po-
drían quedar vinculados por un convenio colectivo contra 
su voluntad. La cuestión relativa a un contrato individual 
que prevalece sobre la legislación nacional no se sitúa en 
el ámbito de aplicación del Convenio. Otras cuestiones 
que se plantearon durante la discusión, como la protección 
de la maternidad, tampoco se sitúan en el ámbito adecuado 
de la discusión. Los miembros empleadores alentaron al 
Gobierno a que comunicara información sobre el conte-
nido y la aplicación de la reforma de la legislación laboral, 
especialmente en qué medida los interlocutores en la ne-
gociación colectiva están haciendo uso de la posibilidad 
de negociar convenios colectivos que prevalecen sobre la 
legislación nacional y en qué medida los trabajadores es-
tán haciendo uso de la posibilidad de adoptar contratos in-
dividuales que prevalecen sobre los convenios colectivos. 
Los miembros empleadores señalaron la indicación del 
Gobierno, según la cual fueron inexactas las opiniones de 
la Comisión de Expertos sobre los trabajadores autónomos 
o trabajadores por cuenta propia. Por consiguiente, el Go-
bierno deberá comunicar más información sobre el efecto 
de la extensión de la definición de trabajador autónomo, 
así como información sobre el impacto que ha ejercido en 
la capacidad de esos trabajadores de representar sus intere-
ses. Los miembros empleadores concluyeron alentando a 
un compromiso constante del Gobierno con las normas in-
ternacionales del trabajo, en colaboración y en consulta 
con las organizaciones de trabajadores y de empleadores.  

Los miembros trabajadores expresaron una gran decep-
ción por las observaciones del representante gubernamen-
tal en las que ha calificado a los sindicatos de instrumentos 
políticos que habían contribuido a fomentar los derechos 
de los trabajadores. El derecho de libertad sindical es un 
prerrequisito del derecho de sindicación y de negociación 
colectiva. En cuanto a los comentarios sobre la capacidad 
de la Comisión de Expertos para evaluar la legislación del 
Brasil tomando en consideración la coyuntura del país, los 
miembros de la Comisión de Expertos fueron designados 
por el Consejo de Administración de la OIT y son eminen-
tes juristas de todas las regiones del mundo. Reiteraron su 
profundo respeto por la labor de dicha Comisión. Asi-
mismo, recordaron que el documento D.1 sobre los méto-
dos de trabajo de la Comisión de la Conferencia fue adop-
tado con base en un consenso tripartito unánime. Los go-
biernos tienen muchas ocasiones de participar en la Comi-
sión de la Conferencia y complementar la información 
comprendida en el informe de Comisión de Expertos. Re-
saltaron que, como se recordó en los trabajos preparatorios 
para la adopción del Convenio núm. 154, la negociación 
colectiva es un proceso cuyo fin es reforzar la protección 
de los trabajadores que garantiza la ley. Tal y como figura 
en la Constitución de la OIT, en la Declaración de Filadel-
fia, en la Declaración relativa a los principios y derechos 
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fundamentales en el trabajo, de 1998, y en la Declaración 
de la OIT sobre la justicia social para una globalización 
equitativa, de 2008, la negociación colectiva permite esta-
blecer unas condiciones de trabajo justas y equitativas y 
otros beneficios, y por lo tanto, la paz social. En ningún 
caso la protección puede ser inferior a la mínima estable-
cida por ley. Este principio cuenta con un amplio apoyo en 
muchas jurisdicciones. Por ejemplo, el Tribunal de Justi-
cia de la Unión Europea ha dictaminado que los convenios 
colectivos quedan fuera del ámbito de la legislación sobre 
la competencia, siempre que esos convenios tengan por 
objeto adoptar medidas para mejorar las condiciones de 
trabajo y empleo. El Tribunal de Justicia ha ampliado este 
principio con el fin de proteger el derecho de negociación 
colectiva de los trabajadores que estén clasificados erró-
neamente como trabajadores por cuenta propia. Los 
miembros trabajadores están profundamente preocupados 
por la reforma extensa y estructural del sistema de nego-
ciación colectiva adoptada en 2017 y sus graves conse-
cuencias para el disfrute y el ejercicio del derecho funda-
mental de negociación colectiva de los trabajadores del 
país. Al llevar a cabo esa reforma, el Gobierno no tuvo 
debidamente en cuenta comentarios anteriores de la Co-
misión de Expertos a este respecto. Los interlocutores so-
ciales solamente fueron informados de esos cambios per-
manentes y de largo alcance que efectivamente llevarán al 
desmoronamiento de las relaciones del trabajo. Debe em-
prenderse un amplio proceso de reformas legislativas a fin 
de revertir los devastadores cambios realizados. El Go-
bierno debe asegurarse de que la legislación sea plena-
mente conforme con el artículo 4 del Convenio. Se deben 
revocar las disposiciones legislativas en relación con la 
posibilidad general de reducir por medio de la negociación 
colectiva los derechos y protecciones reconocidos a los 
trabajadores por la legislación del trabajo. Además, han de 
anularse las disposiciones que permiten las derogaciones 
individuales de lo dispuesto en la legislación y en los con-
venios colectivos en el caso de los trabajadores que dis-
pongan de un diploma de enseñanza superior y que perci-
ban ingresos por encima de determinado límite. Se ha de 
revisar la definición de trabajador autónomo para velar por 
que no se excluya a los trabajadores incorrectamente cla-
sificados de su derecho a la sindicación y a la negociación 
colectiva. Dada la ausencia de consultas tripartitas efecti-
vas durante el proceso de reforma legislativa, los miem-
bros trabajadores instaron al Gobierno a que entable ver-
daderas negociaciones con los interlocutores sociales en el 
marco del órgano nacional tripartito. A este respecto, ins-
taron al Gobierno a valerse de la asistencia técnica de la 
OIT con el fin de elaborar una hoja de ruta y un calendario 
para la reforma legislativa. El Gobierno también debería 
aceptar una misión de contactos directos antes de la pró-
xima Conferencia Internacional del Trabajo a fin de eva-
luar los progresos realizados. Por último, estimaron que es 
crucial que el caso se incluya en un párrafo especial del 
informe. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las informaciones escritas y ora-
les proporcionadas por el representante gubernamental y de 

la discusión que tuvo lugar a continuación. 
Teniendo en cuenta que la Comisión examinó este caso 

fuera del ciclo regular de presentación de memorias y to-

mando nota de las declaraciones orales realizadas por el re-
presentante gubernamental ante la Comisión en lo que res-
pecta a la reforma laboral y la conformidad de la misma con 

sus obligaciones en virtud del Convenio núm. 98, así como de 
la discusión subsiguiente, la Comisión recomienda al Go-
bierno que: 

■ proporcione información y análisis sobre la aplicación 
de los principios de la negociación colectiva libre y vo-
luntaria en la nueva reforma de la legislación laboral, y 

■ suministre información sobre las consultas tripartitas 
con los interlocutores sociales relativas a la reforma de 

la legislación laboral. 
La Comisión pide al Gobierno que remita dicha informa-

ción a la Comisión de Expertos antes de su próxima reunión, 

que se celebrará en noviembre de 2018. 
El representante gubernamental señaló que una clara ma-

yoría de los miembros de la Comisión ha expresado inne-
gablemente su crítica por los métodos con los que la Co-
misión de Expertos ha trabajado sobre el caso brasileño. 
El orador instó a la Comisión de Expertos y a la Comisión 
de la Conferencia a que tengan plenamente en cuenta este 
importante factor. El examen del caso brasileño vulnera 
los principios más básicos de las garantías procesales. Un 
sistema que permite que esto suceda, sin controles ni con-
trapesos efectivos, falta a los fines y objetivos de la OIT. 
También deteriora la necesaria percepción sólida y com-
partida de los Estados Miembros y de los interlocutores 
sociales de que el sistema debe funcionar de manera justa 
y equitativa y estar basado en el fondo técnico del asunto. 
El sistema ha fallado a todos esos respectos. Es urgente y 
necesaria su reforma para el bien de la Organización. Su 
Gobierno ha presentado argumentos sólidos sobre la per-
tinencia y oportunidad de la modernización de la legisla-
ción del trabajo, la cual está creando más empleos, forma-
lizando sectores importantes de la economía, preservando 
los derechos laborales y fomentando la negociación colec-
tiva en pleno cumplimiento de las obligaciones internacio-
nales del país y en particular del Convenio núm. 98. Aun-
que agradeció a la mayoría de la Comisión su comporta-
miento parlamentario, el orador lamentó que algunos 
miembros hayan emitido juicio sobre cuestiones que no 
tienen que ver con el trabajo de la Comisión. Se trata de 
otro ejemplo más de politización de la Comisión, que no 
debería aceptarse. El Brasil rechaza todo ataque contra sus 
instituciones. Durante los dos últimos años, el país ha he-
cho frente a una crisis política y una recesión económica. 
Ha aplicado importantes reformas económicas y laborales, 
promulgado leyes clave y promovido cambios positivos. 
La democracia está viva, la sociedad civil es palpitante, el 
debate político tiene todo su vigor, el imperio de la ley rige 
y está fuerte y el poder judicial continúa siendo totalmente 
independiente. En cuanto a las conclusiones, acordadas 
solamente por los interlocutores sociales y de las que 
acaba de ser informado, constituyen un ejemplo más de los 
viciados métodos de trabajo de la Comisión, que carecen 
de consenso tripartito. Si la información sobre el caso es 
incompleta, ello no se debe a la falta de compromiso polí-
tico de su Gobierno. Se trata más bien de una realidad que 
se impone dado que las reformas sólo se iniciaron hace 
seis meses y los hechos ni se pueden ni, sobre todo, se de-
ben manipular. En cuanto a la referencia a las consultas, la 
discusión debe poner el enfoque en la aplicación del Con-
venio núm. 98 y cualquier cuestión que corresponda a 
otros convenios evidentemente debería ser tratada de 
acuerdo con los ciclos pertinentes de presentación de me-
morias. Para concluir, el orador indicó que su Gobierno 
examinará el texto de las conclusiones que acaba de recibir 
y, si procede, en su momento proporcionará una respuesta. 

GRECIA (ratificación: 1962) 

Una representante gubernamental, Ministra de Trabajo, 
Seguridad Social y Solidaridad Social, señaló que la sumi-
sión tardía de la memoria del país ha obedecido a limita-
ciones en materia de recursos humanos y a cambios admi-
nistrativos en el Ministerio de Trabajo de conformidad con 
las recomendaciones de la OIT, en el marco del proyecto 
de asistencia técnica en curso sobre la administración del 
trabajo. No obstante, el Gobierno ha logrado presentar to-
das las memorias solicitadas en virtud del artículo 22 de la 
Constitución de la OIT para 2017, junto con el informe 
solicitado de conformidad con el artículo 19 y todos los 
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cuestionarios sobre la preparación de los puntos del orden 
del día de la presente reunión de la Conferencia, así como 
la respuesta del país a los comentarios de la Comisión de 
Expertos sobre la aplicación del Convenio sobre la liber-
tad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948 (núm. 87), que ha de presentarse en 2018. La oradora 
puso de relieve que el Gobierno actual ha promovido la 
negociación colectiva y el diálogo social. El Ministerio de 
Trabajo ha concedido la máxima prioridad al restableci-
miento de dos principios esenciales de la negociación co-
lectiva (a saber, el principio de extensión de la negociación 
colectiva y el principio de la norma más favorable), ya que 
éstos fueron suspendidos por el gobierno anterior, en 
2011. En efecto, los derechos laborales colectivos figuran 
en el epicentro de la estrategia de crecimiento del Go-
bierno, ya que se aspira a que los trabajadores consigan, a 
través de negociaciones, una parte justa de la riqueza pro-
ducida. El Gobierno ha participado en negociaciones in-
tensas y prolongadas con sus acreedores, a saber, las ins-
tituciones europeas y el Fondo Monetario Internacional 
(FMI), que están firmemente convencidos de que un sis-
tema coordinado de negociación colectiva obstaculizará el 
retorno del país al crecimiento y evitará que se reduzca el 
desempleo. Por último, después de muchos meses de ne-
gociaciones, la persistencia del país por restablecer el sis-
tema de negociación colectiva ha dado su fruto. Se ha 
adoptado una legislación, que entrará en vigor en agosto 
de 2018, la cual restablecerá los dos principios fundamen-
tales mencionados anteriormente. La oradora consideró 
que, más importante que la propia legislación, es la movi-
lización política que tuvo lugar en torno a este tema en 
2017 y durante las negociaciones con los acreedores del 
país sobre la necesidad de restablecer el sistema de nego-
ciación colectiva. En la segunda ronda de negociaciones, 
las cuestiones relativas al mercado de trabajo se debatie-
ron intensamente, en un empeño por abordar los puntos 
planteados por la Comisión de Expertos. El Gobierno ha 
recibido el apoyo de la Confederación Sindical Internacio-
nal (CSI), la Confederación Europea de Sindicatos (CES), 
varios miembros del Parlamento Europeo, el Presidente de 
la Comisión Europea y la OIT. La cuestión de la negocia-
ción colectiva se ha hecho emblemática, al considerarse 
parte del núcleo del modelo social europeo, por lo que es 
sorprendente que, después de estos esfuerzos, se haya ins-
tado al Gobierno a proporcionar explicaciones sobre la 
violación del Convenio. En los ocho últimos años, Grecia 
ha estado sujeta a programas de ajuste económico sucesi-
vos, a un paquete de financiación de la troika, que com-
prende la Comisión Europea, el Banco Central Europeo 
(BCE) y el FMI. Como parte de las condiciones para reci-
bir financiación, el país ha firmado memorandos de enten-
dimiento con los acreedores arriba mencionados, compro-
metiéndose a emprender reformas legislativas, económi-
cas y políticas. El paquete de reforma se aplicó de 2010 a 
2014, y tuvo por objeto reducir los costos laborales, no 
sólo a través de recortes salariales, sino también impo-
niendo restricciones generales a los derechos laborales. 
Con el fin de lograr la devaluación interna requerida, du-
rante ese período se adoptaron varias medidas severas, 
desmantelándose elementos fundamentales del sistema de 
protección del empleo establecido en el país. Esto se tra-
dujo en una drástica desreglamentación del mercado de 
trabajo y del marco jurídico, lo que condujo a violaciones 
del Convenio. Más específicamente, las reformas empren-
didas en 2011 han llevado a la abolición de los principios 
de extensión de convenios colectivos y de la norma más 
favorable, así como a limitaciones de la duración y la ul-
traactividad de los convenios colectivos. Como conse-
cuencia, la negociación colectiva ha dejado de ser una 
realidad en el país. La coordinación de la negociación ha 
disminuido, mientras que la desigualdad de ingresos y el 

alcance de los salarios bajos han aumentado considerable-
mente. Al mismo tiempo, la cobertura de la negociación 
ha caído de aproximadamente el 85 por ciento a menos del 
30 por ciento de la fuerza de trabajo, y los contratos indi-
viduales sin la protección de un convenio colectivo repre-
sentan la mayor parte de la realidad del empleo de la po-
blación activa. Como consecuencia, los salarios anuales 
reales se han reducido un 18 por ciento — y el trabajo par-
cial ha aumentado un 28 por ciento. Sin embargo, dichas 
políticas no han podido contener efectivamente el au-
mento del desempleo, que ha alcanzado el 27,9 por ciento 
en general y cerca del 60 por ciento entre los jóvenes. El 
sistema griego de negociación colectiva ha experimentado 
una «descentralización desorganizada». La confianza en-
tre los propios interlocutores sociales, y entre los interlo-
cutores sociales y el Estado, se ha visto afectada conside-
rablemente y de forma negativa. Ésta ha sido una realidad 
que el Gobierno trató de cambiar, en 2015, cuando tuvo 
lugar un cambio de paradigma en Grecia al contar con un 
nuevo Gobierno centrado en los derechos sociales. El ob-
jetivo del nuevo Gobierno ha sido paliar la importante cri-
sis humanitaria que condujo al colapso de la sociedad 
griega entre 2010 y 2014, y lograr la recuperación de la 
economía reduciendo la elevada tasa de desempleo y em-
poderando a la fuerza de trabajo. Las negociaciones ante-
riores han conducido al restablecimiento de dos principios 
fundamentales mencionados anteriormente: la extensión 
de los convenios colectivos y la aplicación de la norma 
más favorable. Como se ha señalado antes, el restableci-
miento de dichos principios ha sido plasmado en la legis-
lación en mayo de 2017, la cual entrará en vigor en agosto 
de 2018. En tiempos recientes, se han acordado los últimos 
detalles técnicos con los interlocutores sociales, lo que no 
deja ninguna duda de que la negociación colectiva se res-
tablecerá en el país en agosto de 2018.  

Pasando a la cuestión relativa al sistema de arbitraje en 
Grecia, la oradora recordó que el arbitraje siempre ha for-
mado parte del marco jurídico griego para resolver los 
conflictos colectivos. El párrafo 2 del artículo 22 de la 
Constitución griega prevé que las condiciones generales 
de trabajo vendrán determinadas por la ley complemen-
tada por los convenios colectivos y, cuando fracase la libre 
negociación colectiva, por las reglas que determine el ar-
bitraje. Desde 1990 se ha confiado ese sistema a una orga-
nización autónoma llamada Organización para la Media-
ción y el Arbitraje (OMED), administrada plenamente por 
los interlocutores sociales. El Gobierno es consciente de 
que la Comisión de Expertos ha declarado en reiteradas 
ocasiones que el derecho de recurso unilateral al arbitraje 
no se considera compatible con el Convenio. Sin embargo, 
el Gobierno tiene que respetar las prescripciones específi-
cas de la Constitución griega así como los fallos reiterados 
de los tribunales superiores de Grecia. Los tribunales su-
periores han determinado que las disposiciones y directri-
ces del Convenio ya se han aplicado a través de las dispo-
siciones de la Constitución griega en el caso de la libre 
negociación y del arbitraje y que no se plantean problemas 
con respecto a la compatibilidad. En 2012, cuando el an-
terior Gobierno trató de abolir el recurso unilateral al arbi-
traje obligatorio, el plenario del Consejo de Estado al com-
pleto canceló en 2014 la abolición, por estimar que con-
travenía las disposiciones de la Constitución de Grecia. 
Además, de conformidad con la sentencia 
núm. 2307/2014, en Grecia: a) el establecimiento de un 
sistema de arbitraje es una obligación constitucional; b) el 
recurso unilateral al arbitraje también es un derecho cons-
titucional, y c) el alcance de los laudos arbitrales debe ex-
tenderse a todas las cuestiones susceptibles de ser nego-
ciadas durante la negociación colectiva y no se puede li-
mitar solamente a la determinación de los salarios. De con-
formidad con esas obligaciones constitucionales, el actual 
marco jurídico prevé que el derecho al recurso unilateral 
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al arbitraje sólo se dé a cualquiera de las partes: i) cuando 
la otra parte se niegue a participar en el proceso de media-
ción, o ii) tras la presentación de la propuesta del media-
dor. Esto significa que el derecho sólo puede ser ejercido 
cuando se hayan agotado todas las posibilidades para ce-
lebrar negociaciones libres. Además, algunas otras dispo-
siciones también limitan el papel del arbitraje con el fin de 
impulsar la libre negociación colectiva, como el estableci-
miento de un arbitraje de segundo grado (en apelación). 
Esa apelación será examinada por una comisión integrada 
por cinco personas, a saber, dos árbitros, dos jueces del 
Tribunal Supremo (del Consejo de Estado y del Areios Pa-
gos) y un consejero del Consejo Jurídico del Estado. Ade-
más, deben justificarse y documentarse plenamente las 
propuestas de los mediadores, así como los laudos arbitra-
les. Además, se ha aumentado y reforzado el control judi-
cial de los laudos arbitrales. Finalmente, a la luz de las dis-
posiciones del Convenio así como de las prescripciones de 
la Constitución griega, el Gobierno ha entablado reciente-
mente un diálogo tripartito sobre la base del estudio de un 
experto independiente sobre la mediación y el arbitraje en 
la negociación colectiva. Siguiendo el diálogo tripartito, el 
Ministro de Trabajo se propone introducir nuevas enmien-
das al arbitraje con miras a seguir mejorando la libre ne-
gociación y las negociaciones de buena fe entre las partes 
y de reforzar el procedimiento de mediación. Gracias a ta-
les enmiendas al procedimiento de mediación, se espera 
que mejore, aún más, la libre negociación colectiva y que 
el arbitraje quede limitado a una función suplementaria, en 
consonancia con las recomendaciones de la Comisión de 
Expertos, preservando al mismo tiempo las particularida-
des de la Constitución griega. La oradora concluyó desta-
cando la importancia que el Gobierno concede a la nego-
ciación colectiva y al diálogo social. En condiciones ex-
tremadamente difíciles, el Gobierno está restableciendo un 
sistema coordinado de negociación colectiva y garanti-
zando los necesarios requisitos legales para impulsar el 
diálogo social. 

Los miembros trabajadores lamentaron que el Gobierno 
no haya cumplido con su obligación de presentación de 
memorias, condición sine qua non para el control efectivo 
de la aplicación de las normas de la OIT. En referencia a 
la observación de la Comisión de Expertos, recordaron 
que, teniendo en cuenta que las pequeñas empresas son 
predominantes en el mercado de trabajo griego, la supre-
sión del principio de la norma más favorable (ley 
núm. 3845, de 2010), combinada con la posibilidad de que 
una asociación de personas pueda concertar un convenio 
colectivo a nivel de empresa, cuando no haya ningún sin-
dicato en la empresa (ley núm. 4024, de 2011), menoscaba 
gravemente el fundamento de la negociación colectiva en 
el país. Cabe señalar que las cifras indicadas en la memo-
ria de la Comisión de Expertos son bastante ilustrativas a 
este respecto: de los 409 convenios colectivos suscritos a 
nivel de empresa en 2013, 218 han sido firmados por aso-
ciaciones de personas y sólo 191 por sindicatos. Ahora 
bien, el derecho de negociación colectiva garantizado por 
el artículo 4 del Convenio es un derecho previsto para las 
organizaciones de trabajadores, y es evidente que las aso-
ciaciones de personas no son organizaciones de trabajado-
res propiamente dichas. En anteriores observaciones de la 
Comisión de Expertos, el Gobierno explicó que una aso-
ciación de personas se crea independientemente del nú-
mero total de trabajadores y por una duración determi-
nada; que se requieren al menos tres quintos de los traba-
jadores de la empresa para crear una asociación de perso-
nas, y que estos trabajadores están protegidos contra el 
despido antisindical y pueden declararse en huelga. Los 
miembros trabajadores consideraron que estas explicacio-
nes no son nada convincentes. La Recomendación sobre 
los contratos colectivos, 1951 (núm. 91), prevé efectiva-
mente que, en ausencia de organizaciones de trabajadores, 

los representantes de los trabajadores interesados, debida-
mente elegidos y autorizados por estos últimos, de confor-
midad con la legislación nacional, puedan concluir conve-
nios colectivos. No obstante, como se desprende de los tra-
bajos preparatorios de esta Recomendación, esta posibili-
dad se ha introducido para tener en cuenta los casos de los 
países en los que las organizaciones sindicales no han al-
canzado un nivel de desarrollo suficiente, y a fin de que 
los principios planteados en la Recomendación puedan 
aplicarse en estos países. Sin embargo, es evidente que 
Grecia no es un país en el que las organizaciones sindica-
les no estén lo suficientemente desarrolladas, y la legisla-
ción nacional prevé que, para los trabajadores de las pe-
queñas y medianas empresas (pymes) la representación 
debe aplicarse a través de los sindicatos sectoriales.  

Los miembros trabajadores también hicieron referencia 
al Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 
(núm. 154), ratificado por Grecia, el cual prevé en su ar-
tículo 3, párrafo 2, que deberán adoptarse, si fuese necesa-
rio, medidas apropiadas para garantizar que la existencia 
de representantes no sindicales no se utilice en menoscabo 
de la posición de las organizaciones de trabajadores intere-
sadas. Esto tiene tres consecuencias: i) los principios y 
normas de la OIT implican que los Estados tienen la obli-
gación de promover y desarrollar la negociación colectiva; 
ii) esta negociación debe llevarse a cabo a un nivel que 
permita participar a las organizaciones de trabajadores, y 
iii) el hecho de que la legislación prevea que ciertos con-
venios a nivel de empresa pueden derogar convenios sec-
toriales y nacionales, en un contexto en el que las organi-
zaciones sindicales no están presentes a nivel de empresa, 
constituye una violación de los convenios y las recomen-
daciones de la OIT. Los miembros trabajadores subraya-
ron además que el Comité de Libertad Sindical observó en 
los casos de España y Grecia, que: «la elaboración de pro-
cedimientos que favorecen de manera sistemática la nego-
ciación descentralizada de disposiciones derogatorias me-
nos favorables que las disposiciones de nivel superior 
puede desestabilizar globalmente los mecanismos de ne-
gociación colectiva, así como las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores, y debilita la libertad sindical 
y la negociación colectiva en violación de los principios 
consagrados en los Convenios núms. 87 y 98». Por consi-
guiente, incumbe al Gobierno tomar las medidas apropia-
das para promover de manera efectiva el derecho de nego-
ciación colectiva con las organizaciones de trabajadores. 
Con respecto al recurso al procedimiento de arbitraje obli-
gatorio, los miembros trabajadores estimaron que la natu-
raleza del sistema existente conduce a que se refuerce la 
posición de los empleadores, permitiéndoles no participar 
en los procedimientos de solución de conflictos. Por ello, 
se pide al Gobierno, en la respuesta que aporte a la deci-
sión del Consejo de Estado que ha declarado inconstitu-
cional la supresión del recurso unilateral al procedimiento 
de arbitraje obligatorio, que adopte un enfoque encami-
nado a restablecer mecanismos de negociación colectiva 
efectivos. Por último, en lo tocante a la cuestión de la pro-
tección contra el despido antisindical planteada en la ob-
servación de la Comisión de Expertos, los miembros tra-
bajadores consideraron que dicha cuestión se inscribe en 
el marco de las medidas que facilitan las modalidades fle-
xibles de trabajo (flexibilidad en la prerrogativa de la di-
rección de una empresa para poner término a los contratos 
de trabajo a tiempo completo; imposición unilateral de ho-
rarios de trabajo reducidos; ampliación de la duración del 
uso autorizado de las agencias de trabajo temporal; au-
mento de los plazos de prueba, y ampliación del período 
máximo para los contratos de duración determinada). To-
das estas modalidades dan lugar a que los trabajadores 
sean más vulnerables a las prácticas desleales y los despi-
dos improcedentes. Por consiguiente, es necesario que se 
adopten medidas para velar por que los trabajadores gocen 
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de una protección adecuada contra la discriminación que 
menoscaba la libertad sindical. Los miembros trabajadores 
concluyeron su intervención observando que las cuestio-
nes de la descentralización de la negociación colectiva y 
del papel que desempeñan las asociaciones de personas no 
sólo incumben al Gobierno. Se trata de medidas condicio-
nales, de dictados impuestos a Grecia desde 2010 en las 
negociaciones con la Comisión Europea, el Banco Central 
Europeo y el FMI. Cabe señalar que la conclusión del pro-
grama de ajuste no implica en absoluto el fin de las medi-
das condicionales impuestas por los acreedores que reafir-
man que Grecia seguirá estando bajo estricta vigilancia. 
Por consiguiente, el examen del caso de este país brinda 
más bien una oportunidad a los miembros trabajadores de 
recordar que la lógica de la austeridad, con todas sus con-
secuencias dramáticas para los trabajadores y las socieda-
des, es incompatible con los principios y las normas fun-
damentales de la OIT. 

Los miembros empleadores se sumaron a la preocupación 
expresada por los trabajadores y la Comisión de Expertos 
por el hecho de que el Gobierno no hubiera presentado una 
memoria con suficiente antelación para que dicho órgano 
pueda estudiar a fondo la cuestión. Esto afecta a la capa-
cidad de la Comisión de la Conferencia para examinar la 
información reciente. El Convenio exige que se adopten 
medidas adecuadas a las condiciones nacionales para esti-
mular y fomentar el pleno desarrollo y utilización de pro-
cedimientos de negociación voluntaria entre los emplea-
dores o las organizaciones de empleadores, por un lado, y 
las organizaciones de trabajadores, por otro, con miras a 
reglamentar las condiciones de empleo por medio de con-
venios colectivos. Los miembros empleadores aludieron a 
la resolución del Consejo de Estado por la que se declaró 
inconstitucional la disposición de la ley núm. 4046, de 
14 de febrero de 2012, que preveía la supresión del recurso 
unilateral al arbitraje obligatorio, y señalaron que, según 
parece, el Gobierno está promoviendo el recurso al arbi-
traje obligatorio como sustituto de la negociación volun-
taria. La Comisión de Expertos tomó nota de las cuestio-
nes planteadas por la Federación Griega de Empresas 
(SEV) y de su preocupación por la insistencia del Go-
bierno en mantener una regulación que permite que se re-
curra unilateralmente a procedimientos de arbitraje obli-
gatorio para eludir la negociación colectiva. Los miem-
bros empleadores consideraron preocupante que no se 
haya dado respuesta a las cuestiones planteadas por la 
SEV. Asimismo, se mostraron sorprendidos de que el Go-
bierno haya indicado que una de sus principales priorida-
des es reestablecer un sistema de negociación colectiva, 
después de haber afirmado que el arbitraje siempre ha for-
mado parte del ordenamiento jurídico griego, y recordaron 
que la Comisión de Expertos ha precisado en muchas de 
sus observaciones que el arbitraje obligatorio es incompa-
tible con el Convenio. Los miembros empleadores señala-
ron que, en su intervención, la representante gubernamen-
tal indicó que el Gobierno estudió la resolución del Con-
sejo de Estado a la luz de la Constitución griega y dio a 
entender que el Gobierno cumple sus obligaciones en vir-
tud del Convenio como resultado de enmiendas recientes, 
y que, con ello, la responsabilidad recae sobre las organi-
zaciones de trabajadores y de empleadores. El arbitraje 
obligatorio distorsiona el mercado de trabajo y puede afec-
tar considerablemente el resultado de las negociaciones. 
En 1978, el Programa Internacional para el Mejoramiento 
de las Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo 
(PIACT) indicó en el informe de su misión a Grecia que 
el recurso sistemático al arbitraje obligatorio no sólo im-
pide que se cree una tradición de diálogo entre los interlo-
cutores sociales, sino que también disuade a las organiza-
ciones sindicales de participar en la formulación de políti-
cas. La predicción de que el recurso sistemático al arbitraje 

obligatorio sofocaría la negociación colectiva ha sido 
acertada.  

Los miembros empleadores manifestaron su desacuerdo 
con la afirmación de los miembros trabajadores de que el 
statu quo favorece a los empleadores del país, pero reco-
nocieron que el Gobierno debe restablecer mecanismos 
eficaces de negociación colectiva. Las disposiciones legis-
lativas que autorizan a cualquiera de las partes a solicitar 
unilateralmente el recurso al arbitraje obligatorio para re-
solver un conflicto o celebrar un convenio colectivo no 
promueven la negociación colectiva voluntaria, sino que 
atentan contra ésta, y son contrarias al Convenio. Los 
miembros empleadores instaron al Gobierno a que vele 
por que el arbitraje obligatorio no se imponga como el pro-
cedimiento habitual para solucionar conflictos o concluir 
convenios colectivos, ni en virtud de sentencias judiciales 
ni de enmiendas legislativas de ningún tipo. Además, pi-
dieron al Gobierno que examine el sistema de arbitraje 
existente con los interlocutores sociales con miras a dar 
cumplimiento a las normas internacionales del trabajo. Se 
requiere un diálogo social amplio y estable con las organi-
zaciones de trabajadores y de empleadores a nivel nacio-
nal para atender las preocupaciones planteadas en relación 
con el recurso al arbitraje obligatorio, y con el alcance del 
mismo. Por último, los miembros empleadores pidieron al 
Gobierno que adopte medidas sin demora a este respecto 
y proporcione información sobre dichas medidas a la Co-
misión de Expertos con suficiente antelación para que ésta 
pueda examinarla en su reunión de 2018. 

La miembro trabajadora de Grecia expresó su agradeci-
miento por el apoyo brindado por la OIT en el control del 
cumplimiento de las normas del trabajo y en su prestación 
de asistencia técnica, y tomó nota de que el Gobierno no 
ha solucionado las cuestiones relativas a los recursos hu-
manos en el país que han llevado al incumplimiento de sus 
obligaciones de presentación de memorias a la OIT. Sigue 
sin reestablecerse de forma efectiva la negociación colec-
tiva, desestabilizada por reiteradas trabas legales, y tam-
poco se han corregido eficazmente las medidas que han 
tenido efectos significativos en la naturaleza voluntaria de 
la negociación colectiva y en el principio de la inviolabi-
lidad de los convenios colectivos libremente concertados, 
que son cuestiones planteadas por el Comité de Libertad 
Sindical. Están en juego varias cuestiones, en particular 
las siguientes: la vulneración de la legalidad al fijar el sa-
lario mínimo en niveles de pobreza y reducirlo aún más en 
el caso de los trabajadores jóvenes; el desmantelamiento 
del Convenio Colectivo General Nacional (NGCA) al pri-
var a los interlocutores sociales firmantes de su derecho a 
negociar colectivamente; la erosión de la negociación co-
lectiva a nivel sectorial, y la supresión de principios fun-
damentales que protegen las condiciones salariales y labo-
rales, como la extensión de la negociación colectiva y el 
principio de la norma más favorable y, la concesión de la 
capacidad de concertar convenios colectivos de empresa 
con efectos vinculantes a «asociaciones de personas» no 
elegidas. Estas medidas han privado a los interlocutores 
sociales del derecho elemental de impulsar y defender sus 
intereses económicos y sociales y de los medios para ha-
cerlo, lo que ha propiciado una disminución de la cober-
tura de la negociación colectiva del 80 por ciento a algo 
más del 30 por ciento de los trabajadores. Además, medi-
das adoptadas sucesivamente han acabado con las garan-
tías institucionales que velaban hasta el momento por con-
diciones equitativas en los mercados de trabajo, lo que ha 
generado despidos colectivos, recortes en las pensiones y 
en el ejercicio del derecho de huelga. Las autoridades han 
desatendido los firmes requerimientos del Comité de Li-
bertad Sindical para que revise, junto con los interlocuto-
res sociales, estas controvertidas medidas y sus repercu-
siones sociales. A fin de subsanar el efecto acumulativo 
perjudicial de estas medidas en el ejercicio del derecho a 
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la negociación colectiva y en la concertación de convenios 
colectivos, ha sido necesario garantizar que la legislación 
y la práctica nacionales cumplen estrictamente con las dis-
posiciones del Convenio y del orden constitucional del 
país. Si bien la oradora acogió con agrado la adopción del 
artículo 5 de la ley núm. 4475/2017, que restablece la ex-
tensión de la negociación colectiva y el principio de la 
norma más favorable, señaló que el Gobierno ha empren-
dido la racionalización y codificación de la legislación la-
boral vigente, que implica la consolidación y el manteni-
miento de toda la reglamentación nociva en esta materia 
desde 2010, incluidas las disposiciones que vulneran ma-
nifiestamente el Convenio. Por lo que se refiere al proce-
dimiento de arbitraje, el Gobierno no se ha atenido plena-
mente a la decisión del Plenario del Consejo de Estado 
núm. 2307/2014, dejando al sistema actual con carácter 
principalmente subsidiario. El mercado de trabajo está 
plenamente desregulado, los trabajadores se encuentran en 
una posición de notable desventaja institucional y se ven 
sometidos a prácticas abusivas por parte de los empleado-
res que obstruyen la conclusión de convenios colectivos, 
por ejemplo, cuando los empleadores evitan participar en 
los procesos de negociación o rehúsan su designación 
como organización de empleadores en los mismos. En 
2013, la Comisión pidió al Gobierno que creara un modelo 
viable de diálogo social con miras a promover la negocia-
ción colectiva, pero el diálogo social tripartito ha degene-
rado en un procedimiento superficial y fragmentario, y si 
hay algún diálogo social en la actualidad debe atribuirse 
en exclusiva a los interlocutores sociales y la OIT. En con-
secuencia, se instó a la Comisión a revalidar las recomen-
daciones y conclusiones formuladas anteriormente por los 
órganos de control de la OIT y a pedir un examen tripartito 
de las medidas mencionadas basadas en la evaluación de 
su impacto, con el fin de armonizar la legislación y la prác-
tica nacionales con los derechos consagrados en el Conve-
nio; destacar que no pueden restablecerse las instituciones 
de negociación colectiva sin derogar todas las medidas le-
gislativas adoptadas que contravienen el Convenio, in-
cluida la asociación de personas, y el artículo 2, 7), de la 
ley núm. 3845/2010 por el que se deroga el ámbito de apli-
cación de los convenios colectivos; reiterar que las autori-
dades públicas deberían abstenerse de cualquier injerencia 
que conlleve una restricción del derecho a la libre nego-
ciación colectiva o que impida el ejercicio legítimo de 
ésta; y volver a hacer hincapié en la necesidad de reesta-
blecer el prestigio y la práctica del diálogo social tripartito, 
instando al Estado a respetar la autonomía y la representa-
tividad de los interlocutores sociales, así como los resulta-
dos de la negociación colectiva. 

El miembro empleador de Grecia recordó las dos princi-
pales cuestiones que se discuten: en primer lugar, los con-
venios colectivos a nivel de empresa y las asociaciones de 
personas y en segundo lugar, la cuestión del arbitraje obli-
gatorio. Con respecto a la competencia de las asociaciones 
de personas para representar a los trabajadores a nivel de 
empresa en la que no existe un sindicato, tales medidas 
están en plena conformidad con las normas de la OIT, la 
negociación colectiva activamente promovida y el diálogo 
social y por tanto no deberían cambiarse. Los reglamentos 
especiales que permiten secciones sindicales en las peque-
ñas empresas deberían considerarse, en el contexto espe-
cífico del país, una injerencia gubernamental en la manera 
en que los trabajadores se organizan según su libre volun-
tad, por lo que no debería haber enmiendas legislativas, 
con independencia de que en las leyes haya o no un prin-
cipio de norma más favorable. Los órganos de control de 
la OIT concluyeron que el actual sistema, en la medida en 
que comprende el recurso unilateral al arbitraje obligato-
rio, es contrario a las normas de la OIT. El sistema de ar-
bitraje es dominante y ocupa un lugar central en las rela-

ciones laborales de Grecia, pero el recurso al arbitraje obli-
gatorio sofoca el desarrollo de las negociaciones colecti-
vas y, en la práctica, hace que no haya acciones colectivas 
ni desarrollo de la negociación colectiva. Aunque desde el 
punto de vista de un empleador pudiera parecer positiva la 
casi total eliminación de las acciones colectivas, el número 
muy limitado de huelgas en torno a cuestiones salariales 
es síntoma de que el sistema ha proporcionado fiablemente 
soluciones fáciles que convienen a la parte trabajadora y 
constituyen una distorsión fundamental del entorno de la 
negociación colectiva. Tal entorno distorsionado es una de 
las principales razones que explican por qué el diálogo en-
tre los trabajadores y los empleadores lleva diez años 
siendo casi inexistente. La ley núm. 4303/2014, adoptada 
tras la decisión del Consejo de Estado de 2014, reinstauró 
el arbitraje obligatorio pero en esencia es el mismo que en 
las leyes anteriores que según los órganos de la OIT in-
fringen el Convenio y el Gobierno pretende mantenerlo 
así. No obstante, incluso en el marco de esa decisión, la 
situación puede mejorarse drásticamente ajustando el al-
cance del arbitraje obligatorio de modo que se acerque lo 
más posible a las normas de la OIT. La propuesta consiste 
en que se acepte el arbitraje obligatorio como medida úl-
tima para resolver conflictos colectivos en los siguientes 
casos: 1) cuando el empleador sea una entidad pertene-
ciente a la administración del Estado o cuando preste ser-
vicios esenciales; 2) en los sectores de la economía en los 
que la resolución de un conflicto colectivo sea necesario 
por motivos de interés público que corre peligro en el mo-
mento del conflicto; aparte de servicios de la administra-
ción del Estado y servicios esenciales, no cabe concebir 
que un conflicto colectivo en una empresa o profesión 
ponga en peligro el interés público y por tanto no se debe-
ría permitir el arbitraje obligatorio en este tipo de conflic-
tos; en el caso de conflictos sectoriales, regionales o na-
cionales se debe probar que el interés público corre peligro 
para acceder al arbitraje obligatorio; 3) cuando una de las 
partes se niegue de mala fe a entablar negociaciones, y 
4) cuando definitivamente las negociaciones hayan fraca-
sado y este fracaso haya sido probado por varias condicio-
nes acumuladas (que al menos haya transcurrido un año 
desde la expiración del anterior convenio colectivo; que 
según las actas de las negociaciones una de las partes se 
hubiera negado a aceptar las propuestas realistas de la otra; 
y que se hubiera recurrido a todos los medios de presión 
sindical). El recurso unilateral al arbitraje obligatorio es 
por tanto inaceptable si no se hubieran tomado medidas de 
huelga para ejercer presión sobre el empleador. Aunque la 
propuesta no llegue a conseguir el pleno cumplimiento de 
las normas de la OIT, podría suponer una medida signifi-
cativa en tanto que medida provisional hasta que surja la 
oportunidad de zanjar el asunto a nivel de la Constitución 
o de su interpretación. Además, deberían incorporarse me-
joras sustanciales al marco existente de la OMED, por 
ejemplo, procedimientos para establecer una verdadera re-
presentatividad para ambas partes en el conflicto, sólidas 
salvaguardias para asegurar la independencia y la califica-
ción profesional de los árbitros y los mediadores, normas 
para que estén debidamente sustanciadas las decisiones en 
cuanto a su repercusión económica y pleno autogobierno 
de la OMED por parte de los interlocutores sociales en re-
lación con su marco administrativo o jurídico, su financia-
ción y sus procesos internos de arbitraje y mediación. En 
diciembre de 2017, la SEV cursó a la Confederación Ge-
neral Griega del Trabajo (GSEE) una invitación formal 
para debatir un sistema de arbitraje completamente nuevo, 
pero desde que la GSEE manifestó el deseo de regresar al 
sistema inicial que existió antes de la crisis y de abolir las 
reformas de la ley núm. 4303/2014, que reintrodujo el ar-
bitraje obligatorio pero contenía algunas mejoras margi-
nales respecto del sistema antiguo, el debate no ha conti-
nuado. En cuanto al Gobierno, carece de toda voluntad de 
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avanzar lo más mínimo en la dirección indicada, como lo 
demuestra la ausencia de toda referencia a los cambios 
propuestos en un documento técnico redactado por acree-
dores del país, lo que por tanto representa una clara mani-
festación de que el Gobierno seguirá ignorando en el fu-
turo el Convenio, así como el Convenio núm. 154. Para 
concluir, el orador señaló que, si el Gobierno desea since-
ramente resucitar la negociación colectiva, debería empe-
zar por tomar medidas para cumplir el Convenio, y si los 
trabajadores creen en la libre negociación colectiva como 
el pilar principal para un diálogo social efectivo, deberían 
tener el coraje de denunciar el arbitraje obligatorio. 

La miembro trabajadora del Reino Unido recordó que la 
capacidad de los sindicatos independientes y los emplea-
dores de entablar libremente una negociación colectiva 
para defender y promover el interés de sus miembros es un 
valor fundamental de la OIT. Unos sistemas de negocia-
ción colectiva eficaces garantizan que los trabajadores y 
los empleadores estén en pie de igualdad en las negocia-
ciones y que los resultados sean justos y equitativos. Es 
profundamente lamentable que las reformas de la legisla-
ción laboral emprendidas desde 2010, a petición de los 
acreedores de Grecia y la troika, hayan conducido a la di-
solución de los mecanismos de negociación colectiva y ha-
yan debilitado considerablemente la posición de los traba-
jadores en el mercado de trabajo, privándoles de los me-
dios institucionales necesarios para afrontar las dificulta-
des económicas. En 2012, se redujo considerablemente el 
salario mínimo nacional, que se había fijado previamente 
a través de la negociación colectiva y constituía una red de 
seguridad para los trabajadores mal remunerados. El sis-
tema de negociación colectiva se ha debilitado notable-
mente desde que se han retirado los mecanismos de exten-
sión de los convenios sectoriales y se concede prioridad a 
los convenios de empresa. Con las reformas también se ha 
limitado la vigencia y el contenido de los convenios colec-
tivos, y su efecto en los contratos individuales después de 
su expiración, y se han impuesto restricciones al derecho 
de las partes de solicitar arbitraje unilateralmente. Esas 
medidas han disuadido de recurrir a la negociación colec-
tiva libre, ya que permiten que los empleadores impongan 
salarios más bajos y peores condiciones de trabajo, y obli-
gan a los sindicatos a aceptar las condiciones de los em-
pleadores o exponerse a experimentar bajadas de salario 
aún mayores y tener aún menos derechos de negociación. 
Asimismo, no hay garantías de que unos salarios más ba-
jos acordados a nivel sectorial no se reduzcan aún más me-
diante la proliferación de convenios de empresa menos fa-
vorables. La disolución de las instituciones de negociación 
colectiva, la consiguiente supresión de los salarios y otras 
medidas de austeridad han tenido repercusiones de gran 
alcance, como un aumento radical del riesgo de pobreza o 
de exclusión social. Por lo tanto, la oradora instó al Go-
bierno a que se abstenga de injerir en la autonomía colec-
tiva de los interlocutores sociales y restablezca lo antes 
posible los mecanismos de negociación colectiva. 

El miembro empleador de España indicó que el incum-
plimiento por un Estado miembro de la Unión Europea de 
las normas de la OIT durante tantos decenios era preocu-
pante, y no sólo para los empleadores griegos. La crisis de 
los últimos años ha permitido comprobar la interconexión 
entre las economías de los países europeos. En los perío-
dos de crisis, es más importante todavía que los interlocu-
tores sociales lleguen a un entendimiento compartido so-
bre los problemas de cada país, ya que no pueden obte-
nerse resultados sin ese entendimiento o sin compartir la 
responsabilidad de hallar una solución. La falta de una cul-
tura de negociación colectiva efectiva es, probablemente, 
uno de los motivos del retraso a la hora de aprobar las re-
formas estructurales. El diálogo social no se puede esta-
blecer inmediatamente, sino que requiere condiciones pre-
vias y se basa en la construcción gradual de la confianza y 

el respeto mutuo entre los interlocutores sociales que par-
ticipan en intercambios continuos a través de la negocia-
ción colectiva. El verdadero diálogo social redundará en 
beneficio de la economía griega y de otros asociados en la 
UE. Además, el arbitraje obligatorio contradice el ac-
quis communautaire. La CES ha reiterado que la exigencia 
de derogar el arbitraje obligatorio no suscita reticencias y 
que su derogación permitiría adaptarse a los convenios de 
la OIT y a la Carta Social Europea. En conclusión, se apo-
yan las propuestas de la SEV de instar al Gobierno a que 
cumpla las normas europeas y de la OIT. 

La miembro trabajadora de Alemania indicó que las re-
formas adoptadas por Grecia desde 2010 han estado en 
contradicción con el Convenio. El Gobierno, presionado 
por la troika, ha desvirtuado la validez del NGCA y ha 
sustituido las negociaciones de los interlocutores sociales 
sobre la fijación del salario mínimo por la legislación. Asi-
mismo, el Gobierno ha eliminado el principio de la norma 
más favorable y ha restado fuerza a los convenios colecti-
vos a nivel de empresa. El poder de negociación de los 
sindicatos independientes se ha visto socavada por el he-
cho de que se ha autorizado a las asociaciones de personas 
a que actúen y negocien en calidad de representantes de 
los trabajadores. Los efectos devastadores de la descentra-
lización de la negociación colectiva son innegables. Los 
convenios colectivos a nivel de empresa se han convertido 
en la forma predominante de negociación colectiva, y re-
presenta más del 90 por ciento de todos los convenios sus-
critos en 2015. Casi la mitad de éstos se han negociado 
con asociaciones de personas. El número de convenios co-
lectivos sectoriales ha pasado de 65 en 2010 a tan sólo 
12 en 2015. En vista del número desproporcionado de mi-
croempresas y pequeñas empresas en Grecia, la cobertura 
de los convenios colectivos ha disminuido del 85 por 
ciento antes de la crisis a alrededor del 10 por ciento en 
2016. Los recortes salariales son mayores cuando las ne-
gociaciones se celebran a nivel empresarial con asociacio-
nes de personas y no con sindicatos representativos. El 
diálogo a través de la negociación colectiva se ha vuelto 
problemático y, en algunos casos, se ha paralizado por 
completo. Si esa situación persiste, los derechos colectivos 
y la participación democrática de los trabajadores estarán 
en peligro. Por lo tanto, la oradora instó al Gobierno a que 
restablezca lo antes posible el marco institucional, de ma-
nera que se puedan garantizar una alianza eficaz de cola-
boración social y la libre negociación colectiva a todos los 
niveles, en particular a nivel empresarial y nacional. Ade-
más, se debería prohibir legalmente que las asociaciones 
de personas, en lugar de los sindicatos, representen los in-
tereses de los trabajadores. La oradora instó a los Estados 
miembros de la Unión Europea a que ayuden a Grecia a 
restablecer una sociedad pacífica y a reconstruir un sis-
tema equitativo y democrático de negociación colectiva. 

La miembro trabajadora de Francia consideró lamenta-
ble que en los programas de ajuste económico llevados a 
cabo en Grecia desde hace varios años se haya omitido un 
diálogo social efectivo, y tanto los trabajadores como los 
empleadores son de la misma opinión. Pese a las recomen-
daciones formuladas por los órganos de control en varias 
ocasiones, las únicas formas de diálogo social efectivo que 
existen son las que cuentan con la presencia de la OIT en 
el marco de la asistencia técnica. Se ignoran totalmente los 
convenios bipartitos entre trabajadores y empleadores, y 
se han adoptado medidas sobre el derecho del trabajo y la 
negociación colectiva sin consultar en absoluto a los inter-
locutores sociales. En marzo de 2018, estos últimos pidie-
ron claramente que se restableciera un diálogo social tri-
partito efectivo en el marco de un convenio colectivo ge-
neral, lo cual ya se había solicitado en las declaraciones 
conjuntas de 2015 y 2016. Grecia ha ratificado el Conve-
nio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del 
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trabajo), 1976 (núm. 144), pero a los interlocutores socia-
les ni siquiera se les invita a tomar parte en la elaboración 
de las memorias debidas por Grecia. La oradora pidió que 
se restablezca el diálogo social tripartito en un marco es-
tructurado que incluya procedimientos en los que se ten-
gan en cuenta la experiencia y los conocimientos de dichos 
interlocutores. 

El miembro empleador de Francia declaró que la cuestión 
del arbitraje obligatorio en Grecia debe examinarse en re-
lación con los Convenios núms. 98 y 154, ambos ratifica-
dos por Grecia, y con la Recomendación sobre la concilia-
ción y el arbitraje voluntarios, 1951 (núm. 92) y la Reco-
mendación sobre la negociación colectiva, 1981 
(núm. 163). El recurso unilateral al arbitraje obligatorio es 
un problema que persiste y es contrario a los principios 
fundamentales de la OIT. En síntesis, la legislación griega 
otorga el derecho de entrar, sin consentimiento de la otra 
parte, en un proceso de mediación y, posteriormente en un 
proceso de arbitraje si el convenio colectivo no prospera. 
Posteriormente el laudo arbitral se asimila a un convenio 
colectivo concluido normalmente, incluso en ausencia de 
las partes, y tiene la misma fuerza vinculante que un con-
venio colectivo. El orador ha demostrado que existen con-
tradicciones jurídicas evidentes entre los instrumentos 
mencionados anteriormente y la legislación nacional, y ha 
subrayado que el Gobierno no responde a las preocupacio-
nes expresadas por la SEV cuando afirma que el recurso 
al arbitraje obligatorio unilateral bloquea la negociación 
colectiva. Ha llegado el momento que el Gobierno adopte 
medidas con miras a garantizar la armonización de la le-
gislación con los convenios de la OIT, ya que la historia 
ha demostrado que el sistema de arbitraje obligatorio, por 
su propia naturaleza, socava la negociación colectiva, 
principio fundamental del diálogo social. 

El miembro trabajador de Portugal, haciendo uso de la 
palabra en nombre de la Confederación Sindical de Comi-
siones Obreras (CCOO) y de la Unión General de Traba-
jadores de España (UGT), declaró que la reestructuración 
del mercado laboral, impuesta de manera explícita por los 
acreedores de Grecia, viola los convenios fundamentales 
de la OIT y priva a los trabajadores de medios institucio-
nales para su propia defensa y la negociación colectiva. 
Junto con una economía informal considerable, el des-
mantelamiento de la negociación colectiva magnifica el 
impacto acumulativo negativo en el empleo, exacerba las 
disparidades ya existentes y compromete seriamente el de-
recho al trabajo. Las estadísticas sobre la tasa de desem-
pleo en el país indican que, a pesar de su reciente dismi-
nución, ascendió al nivel más alto de la Unión Europea. El 
desempleo es a menudo de larga duración y afecta a más 
de un millón de personas, especialmente los jóvenes, lo 
que pone de manifiesto que adquiere cada vez más carac-
terísticas estructurales. Además, al tiempo que disminu-
yen los trabajos a tiempo completo, aumenta el número de 
trabajadores a tiempo parcial, la rotación y el trabajo por 
turnos — que se conocen como modalidades flexibles de 
empleo —, y esos trabajos tan precarios no contribuyen a 
un crecimiento sostenible del empleo. Como consecuen-
cia, la desregulación de las relaciones laborales da lugar a 
un empeoramiento de los indicadores de protección bási-
cos del empleo y a un notable incremento de los convenios 
colectivos a nivel de empresa. 

La miembro trabajadora de Suecia, haciendo uso de la 
palabra en nombre de la CES, declaró que el Estado de 
derecho sólo puede salvaguardarse si los Estados Miem-
bros dan cumplimiento a las normas legales internaciona-
les, aun en tiempos de dificultades económicas. Este caso 
se refiere a los derechos humanos. En Grecia, el sistema 
de negociación colectiva se limitó y desmanteló radical-
mente, dando lugar a violaciones. Los sindicatos griegos 
adoptaron varias acciones legales, con miras a restablecer 

el sistema de relaciones laborales y el derecho a la nego-
ciación colectiva, así como la garantía y la aplicación de 
convenios. Como consecuencia, desde 2011, los tribunales 
nacionales, los órganos de supervisión internacionales y 
los procedimientos especiales vienen identificando viola-
ciones de las normas internacionales sobre derechos hu-
manos, incluidos los derechos del trabajo y de la seguridad 
social. Tales órganos expresaron su profunda preocupa-
ción por el impacto de las medidas de austeridad y, cuando 
no se dio curso a sus recomendaciones, lo lamentaron pro-
fundamente. No obstante, no han realizado progresos en 
lo tocante al respeto en la práctica de los derechos garan-
tizados en el Convenio. Esto incluye la decisión de esta-
blecer el salario mínimo por ley, sin negociación con los 
interlocutores sociales, y de autorizar que los convenios de 
empresa se concluyan con asociaciones de personas que 
no tienen garantías respecto de elecciones y de represen-
tatividad. La CES critica las medidas de austeridad y ex-
presa su solidaridad y apoyo a la GSEE, pidiendo al Go-
bierno que proceda a un diálogo pleno y franco con esa 
Confederación. Es preciso garantizar y respetar los dere-
chos humanos. La oradora concluyó instando al Gobierno 
a que adopte las medidas necesarias para dar cumpli-
miento al Convenio, incluso a través de la enmienda de su 
legislación. 

Un observador, en representación de la Internacional de 

Servicios Públicos (ISP) y la Internacional de la Educación 
(IE), lamentó que una vez más el Gobierno no haya pre-
sentado su memoria a la Comisión de Expertos, eludiendo 
sus obligaciones en virtud de la Constitución y los conve-
nios de la OIT. Esto impide entablar un debate honesto 
acerca del sector público, para el que los memorandos de 
2010 han tenido consecuencias desastrosas. No hay con-
venios colectivos en el sector público de Grecia, ni si-
quiera en la educación pública. Es preciso recordar que, en 
Grecia, más del 95 por ciento de las escuelas son públicas, 
y los salarios y los derechos laborales de los docentes se 
determinan mediante las normativas del Ministerio 
de Economía y el Ministerio de Trabajo. Se aplican las 
mismas normas a todos los funcionarios públicos de todos 
los sectores públicos. Desde la aplicación de los memo-
randos de 2010, se han revocado todos los convenios co-
lectivos, los cuales han sido reemplazados por contratos 
de empleo individuales. Sin embargo, incluso antes de 
aplicar los memorandos, el Estado decidió de forma uni-
lateral aumentar el salario de todos los funcionarios públi-
cos sin celebrar consulta alguna. En cuanto a los docentes, 
se les han otorgado otros aumentos tras organizar huelgas 
y movilizaciones a gran escala. Sin embargo, en la última, 
el Ministerio de Educación emitió órdenes de moviliza-
ción civil dirigidas a los docentes, negándoles de facto su 
derecho de huelga, decisión que más adelante respaldaron 
los tribunales. Ya no hay diálogo social. Por ejemplo, la 
Federación de Profesores de Educación Secundaria 
(OLME) participa en el Consejo Nacional de Educación y 
tiene que asistir al Comité de Asuntos Educativos del Par-
lamento para dar su opinión sobre cada instrumento legis-
lativo que se presenta y, sin embargo, no se exige al Estado 
que tenga en cuenta las opiniones de la OLME. En 44 años 
de actividad sindical ha habido cierto diálogo entre el sin-
dicato y el único empleador de los docentes de la escuela 
pública de Grecia, el Ministerio de Educación. Aun así, 
ese diálogo no puede definirse como «diálogo social», en 
sentido estricto, porque no conduce a un acuerdo entre am-
bas partes. El diálogo social debe ser real, significativo y 
eficaz. 

La representante gubernamental reiteró que el principio 
de extensión de la negociación colectiva y de la norma más 
favorable, que se suspendieron en 2010 y 2011 respectiva-
mente, se restablecerán en agosto de 2018, una vez termi-
nado el programa de reajuste económico. Además, no es 
cierto que la supervisión fuera a ser estricta una vez que 
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culminara el programa; sino que, por lo contrario, estaría 
limitado al logro de las metas fiscales. A juicio del Go-
bierno actual, ambos principios son sumamente importan-
tes para que el sistema de negociación colectiva sea esta-
ble y eficaz y esté coordinado y, por este motivo, el Go-
bierno insiste en su restablecimiento. Estos principios in-
vierten el desequilibrio de poder entre las partes; fomentan 
el diálogo social y alientan a las partes a participar en él; 
unifican las reglas y crean condiciones equitativas; redu-
cen la desigualdad de ingresos y fomentan una distribu-
ción justa de la renta nacional. Junto con el restableci-
miento de los principios de la negociación colectiva, está 
en curso una suba del salario mínimo. Además, el hecho 
de disponer de estructuras de negociación colectiva coor-
dinadas resulta más eficaz y conlleva una serie de ventajas 
económicas, tales como la reducción de los costos de 
transacción, una mayor productividad, un menor desem-
pleo y paz social. Por consiguiente, el restablecimiento de 
un sistema de negociación colectiva libre que esté organi-
zado y funcione plenamente ha estado y sigue estando en 
el centro de la estrategia integral de crecimiento que el Go-
bierno ha elaborado y presentó al Eurogrupo el mes pa-
sado. La estrategia se basa en un modelo de crecimiento 
socialmente justo y sostenible, en el que los derechos so-
ciales son requisitos previos y no obstáculos para el creci-
miento económico. Con este fin, recordó el apoyo que el 
gobierno había recibido en sus esfuerzos. Ha habido: 
a) una declaración conjunta del presidente de la Comisión 
Europea, Sr. Jean-Claude Juncker, y el Primer Ministro 
griego en mayo de 2015; b) un comunicado de prensa, de-
claraciones y cartas al presidente de la Comisión Europea 
por varios miembros del Parlamento Europeo en diciem-
bre de 2016; c) una declaración de la CES en 2016, y d) un 
comunicado de prensa conjunto de la CES y la CSI en 
2017, mientras que la Confederación Nacional de Traba-
jadores (GSEE) mantuvo su silencio.  

En lo que respecta al recurso unilateral al arbitraje obli-
gatorio, el Gobierno tiene previsto introducir otras modi-
ficaciones en éste a fin de mejorar la negociación libre y 
de buena fe entre las partes. Éstas son algunas de las mo-
dificaciones: 1) el mediador tendrá la facultad de abste-
nerse de realizar cualquier propuesta, bloqueando tempo-
ralmente la vía hacia el arbitraje, si hay indicios razonables 
de que aún queda espacio para la negociación de buena fe 
entre las partes. En ese caso, las partes volverán a las ne-
gociaciones directas, y 2) el recurso unilateral al arbitraje 
obligatorio solo se permitirá: i) a las partes que hayan re-
currido a la mediación si la otra parte se ha negado a par-
ticipar, o ii) a las partes que hayan aceptado una propuesta 
del mediador que la otra parte haya rechazado. La primera 
condición penaliza a la parte que haya mostrado mala fe 
negándose a participar en el proceso de mediación, mien-
tras que la segunda garantiza que el derecho al recurso uni-
lateral al arbitraje obligatorio sólo se otorgue a la parte que 
haya hecho gala de buena fe y de un comportamiento con-
sensuado aceptando la propuesta del mediador. La oradora 
puso en entredicho el argumento de los miembros emplea-
dores de que el arbitraje socava la negociación colectiva, 
y señaló que los datos estadísticos evidencian que la me-
diación y el arbitraje desempeñan una función comple-
mentaria en dicha negociación. Los laudos arbitrales re-
presentan, en general, sólo una pequeña parte de todos los 
convenios colectivos. En particular, en los últimos 28 
años, la tasa media de laudos ha sido del 12 por ciento. 
Desde 2014, sólo el 7,7 por ciento de los conflictos colec-
tivos han desembocado en una mediación y sólo el 2,3 por 
ciento de ellos se han resuelto a través de un laudo arbitral. 
Por último, más del 55 por ciento de los casos que han 
desembocado en una mediación o un arbitraje han sido re-
sueltos por consenso entre las partes sin necesidad de dic-
tarse un laudo arbitral. La oradora también reiteró que las 
modificaciones en los procesos de arbitraje se introducen 

después de haberse mantenido un amplio dialogo tripar-
tito, en el que toma parte la SEV. Algunas de la propuestas 
presentadas por la SEV se han tenido en cuenta, pero la 
mayoría han sido consideradas contrarias a la Constitución 
griega y a la sentencia del Consejo de Estado antes men-
cionada. El Gobierno está procediendo, sin embargo, a li-
mitar el alcance del recurso unilateral al arbitraje. La ora-
dora concluyó diciendo que lo señalado anteriormente 
pone de relieve los objetivos, la estrategia y las prioridades 
del Gobierno para promover el poder de negociación de 
los trabajadores e incrementar sus ingresos y, de esta 
forma, establecer las condiciones previas para un creci-
miento inclusivo y socialmente justo. Habida cuenta de 
que la economía griega está entrando en una fase de fuerte 
recuperación, es importante que se hayan establecido estas 
condiciones previas. La recesión ha quedado atrás y el país 
vuelve a estar en una etapa de incremento de la tasa de 
crecimiento. El Gobierno ha adoptado todas las medidas 
necesarias para que el nuevo modelo de crecimiento se 
convierta en una realidad. Incumbe ahora a los interlocu-
tores sociales utilizar de buena fe las herramientas de que 
disponen y aplicar convenios colectivos que resulten útiles 
para la paz social y promuevan la justicia social. 

Los miembros empleadores recordaron que varios orado-
res han destacado la ausencia de diálogo social en el plano 
nacional. Tomaron nota con preocupación de que la inter-
vención del Gobierno muestra su reticencia a adoptar me-
didas que den pleno cumplimiento al Convenio en lo que 
respecta a la cuestión del arbitraje obligatorio. Los miem-
bros empleadores reiteraron asimismo su inquietud por 
que el Gobierno no ha presentado una memoria a la Comi-
sión de Expertos sobre la aplicación del Convenio. Si bien 
se ha proporcionado información estadística a la Comisión 
de la Conferencia, es necesario que la información se pre-
sente a la Comisión de Expertos para su examen. Respecto 
de la obligación dimanante del artículo 4 del Convenio de 
estimular y fomentar la utilización y el desarrollo plenos 
de mecanismos de negociación voluntaria, se señaló que 
el recurso al arbitraje obligatorio en el sistema griego no 
propicia la negociación voluntaria y que la Comisión de 
Expertos ha indicado en reiteradas ocasiones que el re-
curso constante y regular al arbitraje obligatorio no es 
compatible con las obligaciones previstas en el Convenio. 
La posición de los miembros empleadores es que el arbi-
traje obligatorio no es compatible con el artículo 4 del 
Convenio, y que la legislación y la práctica existentes en 
Grecia no parecen estar justificadas por ninguna excep-
ción aceptable. Por lo tanto, el Gobierno debería introducir 
cambios que prohíban el recurso unilateral al arbitraje 
obligatorio, de conformidad con los requisitos del Conve-
nio. La referencia del Gobierno a la decisión del Consejo 
de Estado relativa a las obligaciones constitucionales no 
es una respuesta completa a esta cuestión. Los miembros 
empleadores instaron al Gobierno a que restablezca de in-
mediato la prohibición del recurso unilateral al arbitraje 
obligatorio, y le pidieron que informe a la Comisión de 
Expertos sobre las medidas adoptadas a este respecto, y 
que recurra a la asistencia técnica de la OIT a fin de cum-
plir con el Convenio.  

Los miembros trabajadores quisieron poner fin al malen-
tendido del recurso al arbitraje obligatorio. No sostienen 
que éste sea favorable a los empleadores, sino más bien el 
contexto y la situación general en la que se encuentra el 
mercado de trabajo griego. De las discusiones en el seno 
de la Comisión se desprende que el arbitraje obligatorio 
previsto en Grecia tiene por objeto paliar las insuficiencias 
de los mecanismos de negociación colectiva. Los miem-
bros trabajadores reiteraron a continuación que un país 
como Grecia, en el que el mercado de trabajo está com-
puesto esencialmente de pequeñas empresas y que decide 
confiar la negociación colectiva a asociaciones de perso-
nas, no garantiza este derecho de manera efectiva. Si el 
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Convenio no se opone a que una negociación pueda ser 
llevada a cabo en niveles diferentes, la elección del nivel 
de la negociación debe quedar en manos de las partes, y 
las autoridades no pueden establecer, de manera unilateral 
y general, que los convenios concluidos en el nivel inferior 
puedan derogar los convenios superiores. Corresponde a 
las propias partes decidir si procede o no permitir que los 
convenios sectoriales o de empresa deroguen los conve-
nios generales. Esta decisión está, por consiguiente, some-
tida a la negociación colectiva. En el momento de respon-
der a la decisión del Consejo de Estado sobre el arbitraje 
obligatorio, corresponde al Gobierno adoptar un enfoque 
global, pasando por el restablecimiento de unos mecanis-
mos de negociación colectiva efectivos. Le incumbe asi-
mismo velar por que se adopten las medidas necesarias 
para proteger a los trabajadores de todo acto de discrimi-
nación antisindical. Este punto reviste una importancia es-
pecial respecto de la situación del empleo en Grecia y de 
la multiplicación de modalidades flexibles de trabajo. La 
Comisión debe reafirmar las recomendaciones y conclu-
siones anteriores de los órganos de control de la OIT, y 
solicitar el examen sin retrasos de las medidas menciona-
das anteriormente, en el marco de un examen tripartito ba-
sado en su análisis del impacto, con miras a hacer compa-
tibles el sistema legislativo y la práctica con los derechos 
consagrados por el Convenio. Por último, los miembros 
trabajadores señalaron que es importante reafirmar que los 
poderes públicos deberán abstenerse de toda injerencia 
que limite el derecho a la libre negociación colectiva o que 
obstaculice su ejercicio legal, y restablecer, con carácter 
de urgencia, la situación y la práctica del diálogo social 
tripartito, a fin de mostrar que el Estado respeta la autono-
mía colectiva, la representatividad y los resultados de la 
negociación colectiva. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por la representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión expresó su preocupación por la información 
proporcionada por el Gobierno relativa al sistema de arbi-
traje obligatorio y la decisión del Consejo de Estado en la que 

se concluye que la disposición que figuraba en la ley núm. 
4046, que preveía la supresión del recurso unilateral al arbi-
traje obligatorio, es inconstitucional. 

La Comisión también expresó su preocupación por que el 
Gobierno no hubiera presentado una memoria a la Comisión 
de Expertos a tiempo para su reunión más reciente, de no-

viembre de 2017. 
Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 

Gobierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, se 

instó al Gobierno a que: 
■ vele por que el recurso unilateral al arbitraje obligatorio 

como medio de evitar la negociación colectiva libre y vo-

luntaria se emplee únicamente en circunstancias muy li-
mitadas; 

■ vele por que las autoridades públicas se abstengan de ac-

tos de injerencia que limiten el derecho a la negociación 
colectiva libre y voluntaria o que obstaculicen su ejerci-
cio legal; 

■ aporte información sobre el número de convenios colec-
tivos suscritos, los sectores concernidos y el número de 
trabajadores cubiertos por esos convenios colectivos; 

■ aporte información y estadísticas en relación con las 
quejas de discriminación antisindical y con las medidas 
de reparación aplicadas; 

■ recurra a la asistencia técnica de la OIT para asegurar 
la aplicación de estas medidas, e 

■ informe a la Comisión de Expertos sobre la aplicación 

de estas recomendaciones antes de su próxima reunión, 
que se celebrará en noviembre de 2018. 

Teniendo en cuenta que el Gobierno incumplió su obliga-
ción de presentar memorias en 2017, la Comisión instó al Go-

bierno a que en el futuro cumpla con su obligación de enviar 
memorias a la Comisión de Expertos. 

NIGERIA (ratificación: 1960) 

Una representante gubernamental afirmó el pleno com-
promiso del Gobierno con el cumplimiento de sus obliga-
ciones en virtud del Convenio. Las alegaciones de discri-
minación antisindical y de obstaculización de la negocia-
ción colectiva son infundadas. Los empleadores y los tra-
bajadores tienen el derecho de constituir organizaciones y 
afiliarse a ellas con plena libertad. El derecho a la libertad 
sindical y el derecho de sindicación están consagrados en 
la Constitución y la Ley sobre los Sindicatos. En virtud de 
esta ley, los empleadores tienen la obligación de reconocer 
los sindicatos registrados y respetar el interés de los traba-
jadores de afiliarse a un sindicato. Las únicas categorías 
de trabajadores excluidas del derecho de sindicación son 
aquellas que prestan servicios esenciales, como el Depar-
tamento de Aduanas e Impuestos Indirectos, el Departa-
mento de Inmigración, los servicios penitenciarios y el 
Banco Central de Nigeria. Estas exclusiones se deben a 
intereses nacionales y a razones de seguridad. Sin em-
bargo, los comités consultivos paritarios establecidos en 
esas instituciones protegen los intereses de los trabajado-
res, a los que a menudo se les brindan mejores condiciones 
de trabajo que a los que trabajan en otros sectores de la 
administración pública. En cuanto a la cuestión de la obs-
taculización de la negociación colectiva, los sindicatos o 
los representantes de los trabajadores tienen derecho a ne-
gociar colectivamente con sus empleadores a fin de esta-
blecer las condiciones de trabajo sin injerencia alguna del 
Gobierno. Además, la cuestión de que se prohíbe al em-
pleador conceder un aumento general de los salarios sin la 
aprobación del Ministro, tal y como dispone el artículo 19 
de la Ley sobre Conflictos Sindicales, se señalará a la aten-
ción del Comité Técnico Tripartito que actualmente está 
revisando la legislación del trabajo. Sin embargo, es im-
portante afirmar que, en la práctica, no existen restriccio-
nes de ningún tipo para que un empleador conceda un au-
mento general o porcentual de los salarios. El salario mí-
nimo nacional se establece por ley y los interlocutores so-
ciales deben llegar a un consenso con el órgano tripartito 
empleado antes de que pueda fijarse un salario mínimo na-
cional. El requisito legal de presentar los convenios colec-
tivos al Ministerio Federal de Trabajo sólo está establecido 
para fines de registro y para supervisar su aplicación. En 
cuanto a las zonas francas de exportación (ZFE), ahora los 
sindicatos actúan plenamente en estas zonas y están impli-
cados en la resolución de controversias. Entre los sindica-
tos que actúan en las ZFE se encuentran el Sindicato 
Unido de Empleados de las Empresas Públicas, la Admi-
nistración Pública y los Servicios Técnicos y Recreativos 
(AUPCTRE), el Sindicato Nacional de Empleados de los 
sectores de los Alimentos, las Bebidas y el Tabaco 
(NUFBTE), el Sindicato Nacional de Trabajadores de Ho-
teles y Servicios Personales (NUHPSW), el Sindicato Na-
cional de Trabajadores de la Ingeniería Civil, la Construc-
ción, el Mueble y la Madera (NUCECFWW), la Asocia-
ción del Personal Directivo de la Industria del Petróleo y 
del Gas Natural (PENGASSAN) y el Sindicato Nacional 
de Trabajadores del Petróleo y del Gas Natural 
(NUPENG). 

Los miembros empleadores abordaron las siguientes 
cuestiones planteadas por la Comisión de Expertos en 
2010, 2012 y 2017: la denegación del derecho de sindica-
ción a determinadas categorías de empleados y la discri-
minación antisindical; el requisito de que el Ministerio de 
Trabajo tenga que aprobar los convenios colectivos; y el 
hecho de que la solución de los conflictos entre empleado-
res y empleados esté a cargo de las autoridades. Según la 
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Comisión de Expertos, entre los actos de discriminación 
antisindical, se encuentran el uso de listas negras contra 
dirigentes sindicales, el traslado geográfico, el traslado 
dentro de la empresa, el descenso de categoría, la retirada 
de prestaciones, restricciones de todo tipo, la no renova-
ción de los contratos y los despidos. A escala nacional, la 
definición de servicios esenciales que figura en la Ley so-
bre Conflictos Sindicales comprende al Banco Central de 
Nigeria, la Imprenta Oficial de la Casa de la Moneda de 
Nigeria, las empresas autorizadas a llevar a cabo activida-
des bancarias en virtud de la Ley de Bancos, el servicio de 
correos, la radiodifusión, el mantenimiento de los puertos, 
los puertos, los muelles o los aeródromos, el transporte de 
personas, mercancías o ganado por carretera, ferrocarril, 
vía marítima o fluvial, la limpieza de carreteras y la reco-
lección de basura. Los miembros empleadores recordaron 
que la Comisión de Expertos ha observado que se deniega 
a determinadas categorías de trabajadores el derecho de 
sindicación (por ejemplo, a los empleados del Departa-
mento de Aduanas e Impuestos Internos, el Departamento 
de Inmigración, la Imprenta Oficial y la Casa de la Mo-
neda de Nigeria, los Servicios Penitenciarios y el Banco 
Central de Nigeria) y, por consiguiente, se les priva del 
derecho de negociación colectiva. También se ha conside-
rado que los servicios esenciales comprenden «los servi-
cios cuya interrupción pudiera poner en peligro la vida, la 
seguridad o la salud de la persona, en toda o en parte de la 
población». Nigeria ha catalogado varios servicios como 
esenciales, en función de su importancia para la seguridad 
y la estabilidad nacionales. Los miembros empleadores no 
comparten la opinión de que la definición de servicios 
esenciales es amplia, como ha indicado la Comisión de 
Expertos. La lista se corresponde con las necesidades de 
Nigeria y por lo tanto es conforme con los artículos 5 y 6 
del Convenio. Sin embargo, teniendo en cuenta las preo-
cupaciones de los sindicatos en lo relativo a estas excep-
ciones, el Gobierno ha elaborado el proyecto de ley sobre 
relaciones colectivas de trabajo, del que ha eliminado pre-
cisamente esas excepciones. Los miembros empleadores 
expresaron su satisfacción por el proceso tripartito que ha 
desembocado en la elaboración y la validación del pro-
yecto de ley y quedan a la espera de que se presente ante 
el Parlamento para su promulgación.  

En cuanto al registro de convenios colectivos en el Mi-
nisterio de Trabajo, los miembros empleadores siempre 
han considerado que los artículos de la Ley sobre las Jun-
tas Salariales y el Consejo del Trabajo y la Ley sobre Con-
flictos Sindicales según los cuales es delito que un emplea-
dor ajuste de forma general los salarios al alza sin la apro-
bación del Ministerio son improcedentes, nunca se han 
aplicado y por lo tanto deberían suprimirse. Están en 
desacuerdo con la opinión de la Comisión de Expertos de 
que los derechos de negociación colectiva del sector pri-
vado estén limitados por el requisito de que el Gobierno 
tenga que aprobar todo convenio colectivo sobre los sala-
rios. Los sindicatos sectoriales y las organizaciones de em-
pleadores correspondientes del sector privado negocian y 
concluyen libremente convenios colectivos cada dos años. 
A continuación, los convenios se registran en el Ministerio 
de Trabajo, cuya función principal es brindar asistencia en 
caso de que se necesite mediación. Por último, los miem-
bros empleadores indicaron que, en virtud del decreto de 
1992, sobre zonas francas de exportación, las competen-
cias de la autoridad de las ZFE comprenden la solución de 
conflictos entre empleadores y empleados en consulta con 
el Ministerio Federal de Empleo, Trabajo y Productividad. 
Dicha autoridad desempeña una función de observación y 
de mediación a través de la negociación colectiva entre los 
sindicatos sectoriales y los empleadores correspondientes. 
Esto se ajusta al carácter consultivo de sus funciones en 
virtud del decreto. Así, se preservan los derechos de sindi-
cación y de negociación colectiva de los trabajadores. En 

conclusión, los miembros empleadores consideraron que 
Nigeria se ha adherido al Convenio, y además, realizando 
las consultas pertinentes, ha puesto en pie mecanismos 
para aplicar mejor sus disposiciones. El proyecto de ley 
sobre relaciones colectivas de trabajo atiende las preocu-
paciones de los sindicatos en lo concerniente a las excep-
ciones de los derechos de sindicación y de negociación co-
lectiva; algunos sindicatos, como el de los servicios técni-
cos y de esparcimiento, han comenzado a promover la sin-
dicación dentro de las ZFE. Por lo tanto, alientan al Go-
bierno a que acelere el proceso de promulgación. 

Los miembros trabajadores consideraron que el derecho 
de sindicación y de negociación colectiva experimentó 
una erosión constante y sistemática. Durante algunos años, 
la Comisión de Expertos ha venido señalando graves vio-
laciones del Convenio y ha venido solicitando al Gobierno 
que armonizara sus leyes y su práctica con el Convenio e 
informara de todos los progresos realizados a este res-
pecto. Sin embargo, la última vez que el Gobierno pre-
sentó su memoria fue en 2012. Desde entonces, ha igno-
rado las solicitudes de la Comisión de Expertos, desaten-
diendo sus obligaciones de presentación de memorias. 
Este es un caso de incumplimiento grave de presentación 
de memorias y ha de lamentarse. La propia esencia del sis-
tema de control de la OIT se encuentra en el diálogo con 
los mandantes. Este sistema se basa en la información re-
lativa a la aplicación de los convenios comunicada por los 
gobiernos. El incumplimiento de presentación de las me-
morias socava el sistema de control y el propio funciona-
miento de la OIT. Los miembros trabajadores hacen un 
llamamiento al Gobierno para que dé cumplimiento, con 
carácter de urgencia, a sus obligaciones de presentación de 
memorias. El Convenio está interrelacionado con el cum-
plimiento de otros derechos fundamentales en el trabajo y 
es desafortunado que se hayan producido, desde 2012, mu-
chas nuevas violaciones en el país. También se denegó el 
derecho de negociación colectiva a aquellos que carecen 
del derecho de sindicación. Tuvieron lugar, en los sectores 
público y privado, despidos antisindicales, traslados, re-
ubicaciones, descensos de categoría, no renovación de 
contratos de trabajo, presiones, acoso y retirada de presta-
ciones o impago de la remuneración. En enero de 2018, 
21 000 docentes de escuelas primarias fueron despedidos 
por el estado de Kaduna, por haber protestado contra la 
introducción de un examen de competencia administrado 
sin las debidas consultas y encaminado a reducir, de ma-
nera unilateral, el número de docentes en la nómina del 
Estado. El estado de Kaduna tampoco cumplió con la apli-
cación de los convenios colectivos. Cuando el Congreso 
del Trabajo de Nigeria (NLC) expresó su solidaridad con 
los docentes afectados, recibió amenazas públicas de san-
ciones por parte del gobierno del estado. El gobernador del 
estado prohibió las actividades sindicales. A este respecto, 
debe destacarse que el Convenio se aplica a los trabajado-
res del sector público, pudiendo limitarse sólo los dere-
chos de aquellos implicados en la defensa, en las fuerzas 
de seguridad o directamente adscritos a la administración 
del Estado. El Convenio no excluye a las personas emplea-
das por el Gobierno ni a los trabajadores de las empresas 
públicas o de las instituciones públicas autónomas; tam-
poco a los docentes. Además, la denegación de los dere-
chos de sindicación y de negociación colectiva, y la falta 
de protección de los sindicalistas frente a actos de violen-
cia y a hostilidades, puede tener muy graves consecuen-
cias. Puede derivar en asesinatos violentos de sindicalis-
tas. Los miembros trabajadores recuerdan el asesinato, en 
noviembre de 2017, del Sr. Abdulmumuni Yakubu, presi-
dente de rama del Sindicato del Personal No Académico 
del estado de Kogi (NASU), en su casa, por hombres ar-
mados desconocidos. Este homicidio tuvo lugar en el mo-
mento culminante de las negociaciones con el Gobierno 
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del estado de Kogi y de las acciones de huelga por el pro-
longado impago de los salarios. El estado de Kogi prohi-
bió efectivamente los sindicatos del personal académico y 
no académico en las instituciones terciarias. Recuerdan 
asimismo el asesinato, en 2010, del Sr. Alhaji Saula Saka, 
presidente del Sindicato Nacional de Trabajadores del 
Transporte por Carretera, de la zona de Lagos. Ambos ca-
sos siguen sin resolverse y reflejan la peligrosa situación a 
la que se enfrentan los dirigentes sindicales y la ausencia 
de seguridad y protección en el desempeño de sus activi-
dades. El Gobierno debe detener y procesar a los autores 
y poner fin a la creciente impunidad. En el sector privado, 
la situación es igual de grave. Según la Asociación de Per-
sonal Superior de Bancos e Instituciones Financieras, 
337 trabajadores fueron despedidos en junio de 2015 por 
haber tratado de afiliarse a un sindicato. Aproximada-
mente 700 trabajadores de otra empresa fueron despedidos 
en Lagos, en septiembre de 2015, por la misma razón. La 
situación no fue diferente en el caso de los trabajadores del 
sector de las telecomunicaciones. En algunos casos, tuvie-
ron que denunciar su intención de sindicación como con-
dición de empleo.  

La Ley sobre las Juntas Salariales y el Consejo del Tra-
bajo es especialmente alarmante, pues dispone que todo 
acuerdo en materia de salarios debe registrarse en el Mi-
nisterio de Trabajo para que se apruebe o deniegue su na-
turaleza vinculante. También convierte en delito que un 
empleador conceda un aumento general o porcentual de 
los salarios sin aprobación del Ministro. En la práctica, 
esto tiene por efecto que se utilicen las negociaciones so-
bre el salario mínimo nacional como pretexto para frustrar, 
impedir, demorar y, en algunos casos, denegar la negocia-
ción colectiva sobre salarios. Esto incumple el Convenio, 
que exige que los Estados Miembros se aseguren de que la 
negociación colectiva se lleve a cabo mediante un meca-
nismo voluntario. Además, el Convenio se aplica a los tra-
bajadores de las ZFE. No obstante, los artículos 3, 1), y 
4, e), del decreto sobre las zonas francas de exportación 
contravienen el derecho de sindicación y el derecho de ne-
gociación colectiva. Su artículo 4, e), dispone que los con-
flictos «entre empleador y empleado» son asuntos que no 
corresponden a los sindicatos sino a una autoridad admi-
nistradora de la zona. El artículo 3, 1), también hace que 
sea muy difícil para los trabajadores constituir sindicatos 
o afiliarse a ellos, haciendo casi imposible a los represen-
tantes de los trabajadores el libre acceso a esas zonas. Los 
miembros trabajadores estimaron que esta situación de 
violaciones, discriminación antisindical, injerencias y 
falta de protección de los sindicalistas existe debido a las 
lagunas de la legislación del trabajo y a los mecanismos 
de la administración del trabajo, que son muy débiles. El 
artículo 11 de la Ley sobre los Sindicatos niega al personal 
del Departamento de Aduanas e Impuestos Indirectos, el 
Departamento de Inmigración, la Imprenta Oficial y la 
Casa de Moneda de Nigeria, el Servicio Penitenciario, la 
Compañía de Telecomunicaciones de Nigeria y el Banco 
Central de Nigeria el derecho de sindicación y, por tanto, 
de negociación colectiva. Expresaron su preocupación por 
el artículo 7, 9), de la Ley sobre los Sindicatos, que otorga 
al ministro responsable la facultad de revocar el certifi-
cado de registro de los sindicatos sin proceso judicial ni 
procedimientos y garantías administrativos claramente de-
finidos. El artículo 8 de la ley impone automáticamente la 
afiliación sindical a los profesores de la Administración 
federal sin su consentimiento. Lamentaron además que los 
artículos 3, 1), y 3, 2), de la ley exijan un umbral muy alto 
de un mínimo de 40 trabajadores para constituir un sindi-
cato de empresa y limiten la formación y el registro de 
otros sindicatos en sectores en los que ya exista uno. Ob-
servaron con preocupación que los artículos 30 y 42 de la 
ley imponen limitaciones al derecho de acción colectiva y 
prevén penas de prisión por hacer huelgas no reconocidas 

y el arbitraje obligatorio con una definición demasiado 
amplia de servicios esenciales. Los artículos 39 y 40 otor-
gan al encargado del registro de sindicatos la facultad de 
supervisar en cualquier momento su contabilidad. Ade-
más, el proyecto de ley sobre relaciones colectivas de tra-
bajo, que se redactó con el apoyo de la OIT y la participa-
ción de los interlocutores sociales y que lleva pendiente 
alrededor de una década, ha sido unilateralmente modifi-
cado por el Gobierno ignorando las opiniones de los inter-
locutores sociales. Los miembros trabajadores, al igual 
que la Comisión de Expertos, solicitaron que el proyecto 
de ley se ponga en plena conformidad con el Convenio e 
instaron a que se adopte sin demoras innecesarias. La si-
tuación de colapso de la negociación colectiva es sistémica 
y se debe a la legislación existente y la manera en que las 
instituciones de gobernanza funcionan en Nigeria. Es por 
tanto urgente que el Gobierno adopte una revisión de con-
junto de su legislación del trabajo para asegurar que se en-
miende de manera que refleje las normas internacionales 
del trabajo y dé efecto al principio de la libre negociación 
colectiva. Es necesario que en los órganos e instituciones 
de la administración del trabajo, incluida la policía y otros 
organismos encargados de hacer cumplir la ley, se imparta 
formación con el fin de inspeccionar y supervisar de ma-
nera efectiva el cumplimiento de las normas internaciona-
les del trabajo para evitar todo abuso e impedir la impuni-
dad. Muchas de las graves violaciones del Convenio po-
drían haberse impedido si el Gobierno hubiera seguido las 
recomendaciones de la Comisión de Expertos. Los miem-
bros trabajadores instaron al Gobierno a que cumpla sus 
obligaciones y restablezca, en consulta plena con los in-
terlocutores sociales y en cooperación con la OIT, el dere-
cho de sindicación y de negociación colectiva en el país. 

El miembro trabajador de Nigeria declaró que en Nigeria 
funciona un sistema federal de 36 estados con sus propios 
gobiernos, un territorio del Gobierno federal y un Go-
bierno central. Las cuestiones relativas a las relaciones de 
trabajo figuran en la lista exclusiva de la Constitución de 
Nigeria que caen bajo la supervisión y la vigilancia del 
Gobierno federal. Si bien en el sector privado se observan 
infracciones al Convenio, en el sector público los gobier-
nos estatales son los que cometen la mayoría de éstas. En 
2017, el gobierno del estado de Kaduna despidió a 
38 000 trabajadores, entre ellos 21 000 docentes, alrededor 
de 5 000 funcionarios de los consejos de los gobiernos lo-
cales y más de 8 000 empleados de ministerios, departa-
mentos, organismos e instituciones de enseñanza superior, 
con el pretexto de una reforma ambigua. Se han realizado 
despidos sin ningún respeto ni consideración por las nor-
mas establecidas, concretamente las disposiciones relati-
vas a los procedimientos existentes de negociación colec-
tiva en el sector público. El NLC ha notificado oficial-
mente esta violación al Ministerio de Trabajo, pero la in-
tervención propuesta por el Ministerio no ha dado ningún 
resultado tangible hasta la fecha, mientras la situación si-
gue deteriorándose. El incumplimiento de las leyes y prác-
ticas en materia de negociación colectiva llegó a tal punto 
que el Sindicato de Docentes de Nigeria impugnó los des-
pidos ante un tribunal y obtuvo una medida cautelar para 
suspenderlos hasta que se resolviera el proceso judicial 
sustantivo, pero el gobierno estatal hizo caso omiso de la 
orden judicial. Asimismo, el gobierno del estado de 
Kaduna ha infringido el artículo 16, A), de la Ley sobre 
los Sindicatos, que obliga a los empleadores a deducir y 
remitir los aportes de los miembros de los sindicatos, no 
sólo reteniendo las deducciones correspondientes a siete 
meses que pertenecen a todos los sindicatos, sino también 
emitiendo una circular para detener completamente las de-
ducciones. Todos los sindicatos afectados han presentado 
demandas judiciales contra esas acciones del gobierno es-
tatal. En el estado de Kogi, el Gobierno se niega a respetar 
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el convenio colectivo sobre el pago y protección de los sa-
larios. A los trabajadores y los pensionistas se les adeudan 
salarios y prestaciones en concepto de pensiones corres-
pondientes a más de siete meses, pese a los auténticos es-
fuerzos realizados en repetidas ocasiones por el Gobierno 
federal para mejorar el problema mediante tres rescates fi-
nancieros para todos los estados afectados. En julio de 
2017, en vez de negociar con el personal docente y no do-
cente de las instituciones de enseñanza superior, el Go-
bierno del estado de Kogi prohibió y confiscó los activos 
de los sindicatos afectados, lo cual constituye una viola-
ción del artículo 40 de la Constitución de Nigeria. El NLC 
notificó oficialmente esas infracciones al Ministerio de 
Trabajo, que a su vez había invitado a dicho gobierno a 
una reunión de mediación a la que este último no asistió. 
En noviembre de 2017, el Sr. Abdulmumuni Yakubu, pre-
sidente de la sucursal del NASU, fue asesinado violenta-
mente durante el período en el que su sindicato se encon-
traba en una negociación ardua y complicada con el men-
cionado Gobierno. El incumplimiento de las disposiciones 
del Convenio repercutió en las personas, los hogares y sus 
comunidades, pues el Gobierno estatal no ha respetado los 
convenios de negociación colectiva, especialmente en lo 
relativo a los sueldos y salarios. El orador recordó que la 
interferencia en la negociación colectiva dentro del sector 
privado ha causado preocupación a la Comisión de Exper-
tos desde 2009, pero sigue habiendo criterios salariales 
pues es necesario contar con la aprobación del Gobierno 
para poder implementar cualquier convenio colectivo, pre-
suntamente para asegurarse de que no haya ninguna «per-
turbación económica indebida», lo cual está en contradic-
ción con el artículo 4 del Convenio. Contrariamente a lo 
que se acordó con los interlocutores sociales, se notificó 
que el proyecto de ley sobre el salario mínimo nacional no 
se finalizaría antes de septiembre de 2018. Por consi-
guiente, el Ministro estaba infringiendo el Convenio al de-
terminar unilateralmente el resultado de la negociación. 
Durante más de diez años se han celebrado debates en 
torno al proyecto de ley sobre relaciones colectivas de tra-
bajo. El proceso ha sido muy lento y se ha retrasado, lo 
cual suscita preocupaciones sobre la intención del Go-
bierno. A pesar de la recomendación de la Comisión de 
Expertos de armonizar las leyes laborales con el Conve-
nio, el Gobierno ha estado utilizando el proceso para des-
virtuar y destruir a los sindicatos. En efecto, en la nueva 
versión del mencionado proyecto de ley se prevé que, si 
después de dos años del inicio de la aplicación de la ley el 
NLC no ha modificado su constitución para ajustarse a 
ésta, se prohibirá dicho Congreso. Ese proyecto de ley no 
es fruto de las consultas, pues difiere en gran medida del 
que se empleó para que los sindicatos formularan comen-
tarios y se habría promulgado solapadamente si el Parla-
mento no hubiera estado vigilante y hubiera tenido la dili-
gencia debida. El orador concluyó pidiendo a la Comisión 
que inste al Gobierno a que permita elaborar con autenti-
cidad y de buena fe las reformas de la legislación laboral 
previstas y a que trabaje de buena fe con la Misión de Alto 
Nivel que se ha propuesto en varias ocasiones. 

La miembro gubernamental de Zimbawe agradeció la in-
formación presentada por el Gobierno, en particular en re-
lación con la actual revisión de la legislación sobre la ne-
gociación colectiva. Resulta alentador que ahora se per-
mita a los sindicatos funcionar plenamente en las ZFE y 
que éstos participen en los mecanismos de solución de 
conflictos. Eso es también un signo de progreso y el resul-
tado de un esfuerzo para satisfacer las necesidades de los 
interlocutores sociales. Se instó a todos los interlocutores 
sociales a demostrar el mismo compromiso en el cumpli-
miento del Convenio. Indicó que es necesario que la OIT 
preste apoyo técnico al Gobierno y a sus interlocutores so-
ciales para consolidar su estructura tripartita. 

Un observador representante de la Internacional de Servi-
cios Públicos (ISP) señaló que el artículo 11 de la Ley sobre 
Conflictos Sindicales prohíbe el derecho de sindicación a 
los trabajadores de varios sectores y de empresas dirigidas 
por el Estado y con ello les priva del derecho de negociar 
colectivamente. Además, a los bomberos también se les 
deniega el derecho de sindicación de conformidad con la 
orden de sindicatos (Prohibición) (servicio federal contra 
incendios). En 2013, en el marco del proceso del Examen 
Periódico Universal, en su 17.º período de sesiones, el 
Consejo de Derechos Humanos también recomendó al Go-
bierno que modificara la Ley sobre los Sindicatos para ga-
rantizar la libertad sindical y el reconocimiento efectivo 
del derecho de negociación colectiva. En la actualidad a 
los trabajadores del sector público, incluidos aquellos de 
sectores esenciales como los servicios de salud, se les de-
ben los salarios mensuales de un período que fluctúa entre 
tres y dieciocho meses en más de la mitad de los 36 esta-
dos. Si bien el Gobierno anunció en octubre de 2017 su 
intención de poner a disposición más fondos de rescate 
para afrontar la situación, resultó que los fondos todavía 
no han sido obtenidos. La ausencia de un sistema ade-
cuado de diálogo social ha empeorado este problema y la 
situación ha llevado a disturbios y protestas en numerosos 
sectores de dichos estados. La Comisión debería solicitar 
al Gobierno que los sindicatos participen plenamente en la 
reforma legislativa y que garantice que los fondos de res-
cate, una vez liberados, se destinen completamente al pago 
de los salarios pendientes de los trabajadores del sector 
público, sin que una parte de ellos se desvíe o que sea des-
tinada a los gobiernos estatales. 

El miembro gubernamental de Argelia expresó su apoyo 
al Gobierno de Nigeria y lo alentó a proseguir los esfuer-
zos realizados para cumplir las obligaciones que dimanan 
del Convenio. El Gobierno es consciente de cuáles son sus 
obligaciones y ha adoptado todas las medidas necesarias 
para cumplirlas, tanto en la legislación como en la prác-
tica. De este modo, por ejemplo se garantiza la protección 
de los derechos de los trabajadores de los servicios esen-
ciales a través de los comités consultivos mixtos. La infor-
mación proporcionada sobre la negociación colectiva per-
mite a la Comisión hacerse una idea de la realidad del país. 
A fin de respetar la soberanía nacional es muy importante 
que la Comisión tenga en cuenta el entorno socioeconó-
mico de los Estados cuando evalúa su desempeño.  

El miembro trabajador de Eswatini, hablando también en 
nombre de los sindicatos del Consejo de Coordinación 
Sindical de África Austral (SATUCC), recordó la defini-
ción oficial de la OIT de servicios esenciales. La Ley sobre 
Conflictos Sindicales clasifica a los trabajadores del De-
partamento de Aduanas e Impuestos Internos, del Depar-
tamento de Inmigración, de los Servicios Penitenciarios, 
de la empresa encargada de la impresión de billetes y la 
acuñación de monedas de Nigeria, de los Servicios Peni-
tenciarios y del Banco Central de Nigeria como personas 
que prestan servicios esenciales que no pueden gozar del 
derecho de sindicación. Esta lista resulta familiar, ya que 
es similar a la lista de servicios esenciales en la región de 
África meridional. No está claro en qué se basa la califi-
cación de estos servicios como esenciales. La lista no sólo 
hace referencia a servicios relacionados con la seguridad 
de las personas, sino también a trabajadores que se dedi-
can a la acuñación de moneda y a la gestión fiscal y mo-
netaria. Los trabajadores a cargo de los servicios esencia-
les se sacrifican por el bien de la economía y de sus comu-
nidades. No se les deberían negar sus derechos. La expe-
riencia ha demostrado que cuando los trabajadores dispo-
nen de una plataforma organizada para expresar sus que-
jas, los desacuerdos laborales se reducen sustancialmente. 
En octubre de 2017 en el estado de Kaduna y en enero de 
2018 en el estado del Delta, el personal de la policía pro-
testó pacíficamente por el impago de los salarios de dos 
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meses. Si se hubiera permitido al personal sindicarse, sin 
duda habría hecho uso de su organización para negociar y 
resolver la cuestión. Permitir que estos trabajadores cons-
tituyan organizaciones que estimen convenientes y se afi-
lien a ellas es un derecho claramente previsto en el Con-
venio. El Gobierno debería recurrir a la asistencia técnica 
de la OIT para reformar integralmente la Ley sobre Con-
flictos Sindicales consultando plena y efectivamente a los 
interlocutores sociales. 

El miembro gubernamental de Libia apoyó la declaración 
realizada por el Gobierno de Nigeria e indicó que Nigeria 
cumple con el Convenio. La Constitución de Nigeria ga-
rantiza el derecho a la libertad sindical sin injerencia al-
guna del Gobierno. La voluntad del Gobierno de garanti-
zar el cumplimiento del Convenio también se pone de re-
lieve a través de los proyectos de ley presentados al Parla-
mento. Es importante apoyar los esfuerzos que realice el 
Gobierno en colaboración con los interlocutores sociales 
y se espera que la Comisión los tenga en cuenta cuando 
adopte las conclusiones. 

El miembro trabajador de Malí expresó su solidaridad 
con la población de Nigeria y se refirió al desafío de la 
inseguridad vinculado con la presencia de fuerzas crimi-
nales y extremistas, tanto en Nigeria como en Malí. El he-
cho de que los trabajadores y los dirigentes sindicales de 
Nigeria sean atacados, intimidados, despedidos e incluso 
asesinados en razón de su actividad sindical, constituye 
una fuente de gran preocupación. Lo mismo ocurre con la 
ausencia de encuestas o de detenciones concluyentes, en-
juiciamientos iniciados o sanciones impuestas en estos ca-
sos. Tal es el caso del asesinato, en 2010, de Alhaji Saula 
Saka, presidente de la sección local del Sindicato Nacional 
de Trabajadores del Transporte por Carretera de Lagos, y 
el caso del asesinato de Mallam Abdulmumuni Yakubu, 
presidente del NASU, que encontró la muerte a finales del 
año 2017, en el momento en el que su sindicato entablaba 
una negociación difícil con el gobierno del estado de Kogi. 
Es inaceptable que estos dos asesinatos no hayan sido es-
clarecidos y que los culpables no hayan sido llevados ante 
la justicia. Esta impunidad tiene consecuencias. En primer 
término, la intimidación, el acoso, las amenazas y los fa-
llecimientos, forman parte de las herramientas que los de-
más interlocutores sociales utilizan para interactuar con 
los trabajadores y sus dirigentes. Estas prácticas tienen 
como objetivo asustar a los sindicalistas, dispersarlos, 
afectar su voluntad de gozar de sus derechos humanos y 
de otras libertades civiles necesarias para su organización 
y su compromiso en las negociaciones colectivas. En se-
gundo término, la impunidad que rodea estos actos odio-
sos se erige en norma e impide toda responsabilidad y 
equidad. En consecuencia, debe ser combatida. Para con-
cluir, debe exhortarse al Gobierno a que adopte medidas 
disuasorias para poner fin a los ataques sufridos por los 
trabajadores y los dirigentes sindicales, acelerar las en-
cuestas correspondientes e iniciar las acciones judiciales 
relativas a los casos de asesinato. Por último, es impor-
tante que se genere un clima propicio, exento de intimida-
ciones, en el que las organizaciones sindicales puedan 
comprometerse de manera constructiva con el diálogo so-
cial. 

La miembro gubernamental del Camerún expresó su 
apoyo al Gobierno de Nigeria y le agradeció la informa-
ción presentada a la Comisión. Se han adoptado medidas 
para garantizar una mejor aplicación del Convenio, espe-
cialmente a través de la preparación de los textos de ley 
que se presentan al Parlamento. Hay que alentar al Go-
bierno para que siga esta vía, con la cooperación técnica 
necesaria de la Oficina. 

El miembro trabajador de Ghana señaló que el caso no 
se está discutiendo en la Comisión para avergonzar al Go-
bierno sino con el fin de obtener más información sobre 

las supuestas violaciones del Convenio con miras a procu-
rar una mejor aplicación del mismo. Entre las violaciones 
notificadas figuran amenazas, detenciones, palizas y con-
finamientos usados a modo de estrategias para infundir en-
tre los trabajadores y los dirigentes sindicales desánimo y 
miedo a la hora de sindicarse e intentar la negociación co-
lectiva. En abril de 2015, Aminu Kolawole, presidente de 
la Asociación de Personal Superior de los Servicios de 
Transporte Aéreo de Nigeria (ATSSSAN) y Lawson 
Imotto, secretario de la Asociación, junto con Chukwu 
Jude y Kingsley Ejiogu, presidente y secretario del Sindi-
cato Nacional de Empleados del Transporte Aéreo 
(NUATE), fueron despedidos por organizar a los trabaja-
dores y pedir que la dirección entablara negociaciones con 
el sindicato. Lawson Imotto fue arrestado y llevado a un 
destino desconocido. En septiembre de 2015 más de 
700 trabajadores fueron despedidos en el suroeste de Ni-
geria por haber querido ejercer su derecho a la libertad sin-
dical. Los trabajadores sólo se enteraron de su despido al 
regresar al trabajo y encontrarse cerrada la cancela de en-
trada con el aviso de la terminación de su empleo. La em-
presa en cuestión había advertido a los trabajadores que no 
se sindicaran incluso tras la intervención del Ministro de 
Trabajo. La táctica de despedir a los dirigentes sindicales 
(«ocúpate del líder y los demás salen corriendo») es una 
forma directa de socavar el derecho de sindicación. Los 
casos de cuatro dirigentes sindicales, el Sr. Akeem Am-
bali, presidente de la NLC en el estado de Ogun (suroeste 
de Nigeria) y otros tres cargos sindicales, Dare Ilekoya, 
Nola Balogun y Eniola Atiku, que en abril de 2017 fueron 
suspendidos junto con otros 15 por pedir que el Gobierno 
del Estado respetara el acuerdo al que había llegado con el 
sindicato sobre el pago de salarios, constituyen otro ejem-
plo. Si bien se readmitió a 15 de los 19 trabajadores sus-
pendidos, los dirigentes permanecieron suspendidos inde-
finidamente. El Sr. Joseph Ogunyemi, ex presidente de un 
sindicato del sector del automóvil, pidió que las condicio-
nes laborales se regularan mediante la negociación colec-
tiva y corrió la misma suerte. El orador exhortó a la Comi-
sión a que inste al Gobierno a aceptar una Misión de Alto 
Nivel de la OIT para mejorar e impulsar la práctica de las 
relaciones del trabajo en Nigeria. 

La miembro trabajadora de Noruega, hablando en nom-
bre de los sindicatos de los países nórdicos, recordó que 
desde 2010, se han observado diversos alegatos graves de 
violaciones del Convenio, incluidas limitaciones al dere-
cho de sindicación y al derecho de negociación colectiva. 
La Ley sobre Conflictos Sindicales niega el derecho de 
sindicación a ciertas categorías de trabajadores. El decreto 
sobre zonas francas de exportación hace que práctica-
mente sea imposible para los trabajadores constituir sindi-
catos o afiliarse a estos, ya que éstos no pueden acceder 
libremente a las zonas francas de exportación, que funcio-
nan como «territorios protegidos». Parece que el artículo 
40 de la Constitución de Nigeria, que confiere el derecho 
de reunirse, asociarse y formar sindicatos y otras asocia-
ciones libremente, no se aplica. En consecuencia, un gran 
número de trabajadores no pueden realizar negociaciones 
colectivas. Todos los acuerdos salariales tienen que ser re-
gistrados y aprobados por el Ministerio de Trabajo. Esto 
no contribuye a la negociación colectiva libre. Apoyó ple-
namente las recomendaciones de la Comisión de Expertos 
e instó al Gobierno a garantizar que se enmiende la legis-
lación a fin de garantizar que los trabajadores puedan ne-
gociar colectivamente, y a intensificar el diálogo social 
con los trabajadores y los empleadores en lugar de limitar 
los derechos fundamentales de los trabajadores. 

Una observadora que representa al Sindicato Mundial In-

dustriALL expresó su preocupación por las actividades an-
tisindicales comunicadas de empresas petroleras interna-
cionales que operan en Nigeria, que impidieron que dece-
nas de miles de trabajadores contratados se afiliaran a un 
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sindicato y defendieran sus derechos. Es habitual la frag-
mentación de los contratos para frustrar los esfuerzos de 
sindicación y están arraigadas, en la industria petrolera de 
Nigeria, la práctica de la precarización, con unas condicio-
nes laborales precarias. Los trabajadores están obligados a 
suscribir, antes de la contratación, un compromiso de no 
afiliación a un sindicato. Esto determina que los trabaja-
dores precarios teman afiliarse a un sindicato. Las empre-
sas se niegan a aplicar las resoluciones de los comités de 
arbitraje industrial cada vez que el dictamen les es ad-
verso. Se rompen los vínculos con una empresa contratista 
si esta última tiene trabajadores sindicalizados. Denegado 
el poder de negociación colectiva, los trabajadores contra-
tados reciben unos salarios de miseria y sufren unas con-
diciones de salud y seguridad calamitosas y la ausencia de 
seguridad en el trabajo y de derechos laborales. Esto ge-
nera exclusión social y un aumento de la delincuencia. Las 
actividades antisindicales represivas de las empresas de 
petróleo y gas acentúan la agitación social en la zona del 
Delta del Níger, lo que se traduce en revueltas bajo la 
forma de ataques organizados a instalaciones, secuestros e 
insurrección de la comunidad. Hizo un llamamiento al Go-
bierno para que garantice que todos los trabajadores de las 
empresas petroleras internacionales tengan el derecho de 
sindicación. 

La representante gubernamental tomó nota de las discu-
siones y reiteró el pleno compromiso del Gobierno con la 
aplicación del Convenio. Como señaló el miembro traba-
jador de Nigeria, el país presenta una estructura social y 
económica muy compleja, con un Estado federal y 36 go-
biernos de estados. Aclaró que las infracciones examina-
das han sido cometidas por los gobiernos de los estados y 
no por el Gobierno federal, y que este último no tiene con-
trol alguno sobre los gobiernos de los estados autónomos. 
El Gobierno federal tiene la responsabilidad constitucio-
nal de supervisar las cuestiones laborales. Cuando se se-
ñalan a su atención las infracciones cometidas por un go-
bierno de estado, el Gobierno federal siempre invita a las 
partes a resolver los problemas. Lo cual también ha ocu-
rrido en el caso del estado de Kogi mencionado anterior-
mente. Es importante señalar que los trámites relacionados 
con este caso han durado aproximadamente siete meses y 
que el Gobernador del estado se ha puesto en contacto con 
los interlocutores sociales, pero no se ha llegado a un 
acuerdo. El Ministerio de Trabajo sigue colaborando con 
el Gobernador del estado de Kogi para encontrar una so-
lución. Con respecto a la decisión del Gobernador del es-
tado de Kaduna de despedir a 21 000 maestros de las es-
cuelas primarias públicas, es importante aclarar que mu-
chos de esos maestros fueron nombrados fraudulenta-
mente y no estaban calificados para su trabajo. Antes de 
tomar esa decisión, el Gobernador del estado colaboró con 
el sindicato nacional de docentes durante un período de 
dos años para resolver la cuestión. Ese despido fue el re-
sultado de una investigación y sólo se despidió a los maes-
tros que tenían documentos fraudulentos. La oradora pidió 
a la Comisión que tenga en cuenta esta información al pre-
parar las conclusiones. En relación con los salarios, la ma-
yoría de los casos de impago de salarios incumben a los 
gobiernos de los estados, por lo que el Gobierno federal 
no está involucrado. Por el contrario, el Gobierno federal 
ha entregado 1,8 billones de naira a los gobiernos de los 
estados para resolver la cuestión de los atrasos salariales. 
Sin embargo, algunos gobiernos de los estados no han 
dado prioridad a esta cuestión. Por consiguiente, el Go-
bierno federal se ha comprometido con los interlocutores 
sociales interesados a velar por que los recursos se utilicen 
para los fines para los que han sido asignados. Con res-
pecto al asesinato de dirigentes sindicales, la oradora in-
dicó que las declaraciones formuladas durante la presente 
discusión carecen de fundamento. En Nigeria, la cuestión 
de la seguridad es grave y los episodios de asesinatos no 

sólo afectan a sindicalistas. Se están llevando a cabo in-
vestigaciones y los casos están siendo examinados por los 
tribunales nacionales a la espera de una resolución. El Go-
bierno se compromete a proporcionar más información al 
respecto en cuanto las resoluciones judiciales estén dispo-
nibles. Con respecto al proyecto de ley sobre relaciones 
colectivas de trabajo y otros proyectos de ley, se han hecho 
progresos pero basándose en las observaciones de la Co-
misión de Expertos y de la Comisión de la Conferencia, el 
Gobierno ha retirado los proyectos de ley para mejorar su 
contenido y armonizarlos con las normas internacionales 
del trabajo. También es importante subrayar que el Go-
bierno ha celebrado consultas con los interlocutores socia-
les interesados con miras a reformar la legislación y ga-
rantizar su conformidad con las normas internacionales 
del trabajo y, en particular, con el Convenio. 

Los miembros trabajadores celebraron que el Gobierno 
haya declarado la intención de cumplir sus obligaciones 
en virtud del Convenio, pero manifestaron su decepción 
por que niegue los graves problemas que existen en el país 
en relación con los derechos sindicales. Tomaron nota de 
la explicación facilitada por la representante gubernamen-
tal sobre la separación de poderes entre el Gobierno fede-
ral y los gobiernos de los estados, y recordaron que cuando 
un Estado Miembro ratifica un convenio, incumbe al Go-
bierno federal velar por su cumplimiento. Preocupa pro-
fundamente la erosión gradual y sistemática de los dere-
chos de negociación colectiva en Nigeria, así como el he-
cho de que el Gobierno no haya presentado sus memorias 
en respuesta a las observaciones de la Comisión de Exper-
tos. Además, es de lamentar que las lagunas jurídicas y el 
menosprecio de los derechos de negociación colectiva ha-
yan dado lugar a una discriminación antisindical sistemá-
tica. También preocupan el acoso, la intimidación y la dis-
criminación antisindical de que son objeto los trabajadores 
que han manifestado su deseo de afiliarse a un sindicato y 
celebrar negociaciones colectivas en el sector privado, 
particularmente en los sectores de las telecomunicaciones, 
el petróleo y el gas. Asimismo, es preocupante que se de-
niegue el derecho de sindicación a algunos trabajadores 
del sector público, en particular a los de las zonas francas 
industriales, las aduanas y el Banco Central de Nigeria. 
Para contrarrestar el aumento de la impunidad el Gobierno 
debe investigar los homicidios de sindicalistas y detener y 
enjuiciar a los responsables. También debe reformar los 
mecanismos de gobernanza laboral para ejercer un control 
efectivo y realizar inspecciones periódicas sobre la base 
de un sistema eficaz de información sobre el mercado de 
trabajo que permita supervisar y evaluar el cumplimiento 
del Convenio. Asimismo, el Gobierno debe fortalecer la 
capacidad de los inspectores y los administradores del tra-
bajo, la policía y las autoridades encargadas de hacer cum-
plir la ley, y proporcionarles recursos suficientes y forma-
ción para que puedan cumplir su mandato. El Gobierno, 
en consulta con los interlocutores sociales, debe modificar 
diversos instrumentos legislativos, como la Ley de Sindi-
catos, la Ley sobre la Junta Salarial y el Consejo del Tra-
bajo, el decreto sobre zonas francas de exportación y el 
proyecto de ley de relaciones colectivas. Los miembros 
trabajadores instaron al Gobierno a que acepte una misión 
de contactos directos y recurra a la asistencia técnica de la 
OIT para atender eficazmente estas preocupaciones y em-
prender las reformas necesarias.  

Los miembros empleadores consideraron que el Go-
bierno está actuando de buena fe y ha respondido con ar-
gumentos claros a las numerosas acusaciones formuladas 
en su contra. Sin embargo, en su opinión no es apropiado 
que se formulen comentarios en relación a casos que aún 
no han sido resueltos por los tribunales competentes en 
Nigeria. En su opinión, el Gobierno ha llevado a cabo la 
solicitud de que los asuntos sean investigados. Los casos 
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en cuestión están ya ante los tribunales competentes y pen-
dientes de decisión. Cabe precisar que el sistema guberna-
mental de Nigeria es complejo y que el Convenio prevé 
que sea en la legislación nacional donde se definan las ca-
tegorías de trabajadores que pueden excluirse de su apli-
cación. Las consultas sobre la aprobación del proyecto de 
ley sobre relaciones colectivas de trabajo están en curso 
actualmente. Debería alentarse al Gobierno a que acelere 
el proceso y que se sirva de la asistencia técnica de la OIT 
con vistas a abordar las cuestiones planteadas. En cuanto 
a las ZFE, habida cuenta de que algunos empleadores no 
cuentan con la presencia de sindicatos en sus empresas, el 
Gobierno tiene que apoyarlos para que se permita la crea-
ción de sindicatos en esas áreas sin que se vean afectados 
sus derechos reconocidos en el Convenio núm. 87 sobre la 
libertad sindical y la protección del derecho de sindica-
ción. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por la representante gubernamental y de la discusión 

que tuvo lugar a continuación. 
La Comisión lamentó profundamente que el Gobierno no 

hubiera presentado su memoria a la Comisión de Expertos 

desde 2012.  
Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 

Gobierno y la discusión que tuvo lugar seguidamente, la Co-

misión insta al Gobierno a que: 
■ ponga la legislación pertinente, con inclusión de la Ley 

de Sindicatos, la Ley de Conflictos Laborales, la Ley so-

bre la Junta Salarial y el Consejo Laboral, el Decreto de 
1992 sobre Zonas Francas de Exportación, y el proyecto 
de ley sobre relaciones colectivas de trabajo, en confor-

midad con el Convenio;  
■ lleve a cabo investigaciones efectivas y emprenda accio-

nes judiciales con respecto a todas las alegaciones de vio-

lencia antisindical y discriminación, y  
■ establezca mecanismos de supervisión y cumplimiento 

adecuados y efectivos para velar que los principios y de-

rechos protegidos por el Convenio se observen efectiva-
mente. 

La Comisión reitera la invitación de la Comisión de Exper-

tos al Gobierno para que acepte una misión de contactos di-
rectos de la OIT a fin de abordar las cuestiones pendientes, e 
informe a la Comisión de Expertos antes de su reunión de 

noviembre de 2018 sobre los progresos realizados. 
Otro representante gubernamental indicó que se había 

tomado debida nota de todos los comentarios de los miem-
bros de la Comisión, al igual que de las conclusiones al-
canzadas por la Comisión. Reiteró el total compromiso de 
su país de respetar los artículos del Convenio y garantizar 
que todos los niveles del Gobierno cumplan plenamente 
con las obligaciones del Convenio. Sin embargo, ello im-
plicaría comprometer a los interlocutores sociales en un 
proceso largo y complejo de diálogo constructivo. El diá-
logo social y la creación de un consenso, esenciales para 
posibilitar un entorno propicio a las relaciones laborales, 
requieren paciencia y la cooperación de todos. En conse-
cuencia, pide más tiempo a la Comisión para permitir que 
el proceso continúe, con la expectativa de que se logre el 
pleno cumplimiento. Su Gobierno solicitó asimismo la 
asistencia técnica de la OIT para fortalecer su capacidad 
de impulsar y concretar el proceso de colaboración con los 
interlocutores sociales. Expresa la confianza en que, con 
perseverancia y cooperación, el proceso madure y pros-
pere como un ejemplo a seguir. Expresa también la opi-
nión de que la misión de contactos directos propuesta es 
prematura, a la luz de las medidas proactivas adoptadas 
por su Gobierno y los interlocutores sociales. Aseguró a la 
Comisión que la memoria para la próxima reunión de la 
CIT, en 2019, reflejará el pleno o sustancial cumplimiento, 

tanto en la ley como en la práctica, de todas las observa-
ciones de la Comisión de Expertos, y reafirmó el compro-
miso del Gobierno de dar cumplimiento a las disposicio-
nes del Convenio. 

Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100) 

GEORGIA (ratificación: 1993) 

Una representante gubernamental presentó las medidas 
adoptadas para velar por la igualdad de género y la igual-
dad de remuneración para los hombres y las mujeres que 
integran la fuerza de trabajo. En consonancia con sus com-
promisos internacionales, Georgia ha realizado avances 
importantes, al adoptar modificaciones legislativas y em-
prender reformas de política encaminadas a fomentar la 
igualdad de género y el empoderamiento económico de la 
mujer. Se han elaborado leyes y políticas nacionales para 
asegurar y propugnar la igualdad de género, prohibir todas 
las formas de discriminación contra las mujeres y niñas, y 
promover la participación de las mujeres en los procesos 
políticos, económicos y sociales. La legislación nacional 
protege la igualdad de género en todas las esferas, inclui-
das las del trabajo y el empleo. La Constitución reconoce 
la igualdad de todas las personas ante la ley: i) de confor-
midad con el artículo 14, todas las personas son libres 
desde su nacimiento e iguales ante la ley, sea cual fuere su 
raza, color, idioma, sexo o religión; sus opiniones políticas 
y de otra índole; su origen nacional, étnico o social; su as-
cendencia nacional; sus propiedades y títulos, y su lugar 
de residencia; ii) a tenor de lo dispuesto en el artículo 38, 
todos los ciudadanos son iguales en la vida social, econó-
mica, cultural y política, con independencia de su nacio-
nalidad, origen étnico, religión o idioma, y iii) en el ar-
tículo 30 se especifica que el Código del Trabajo deter-
mina la protección de los derechos laborales, la remunera-
ción justa, la seguridad y salubridad de las condiciones de 
trabajo, y las condiciones de trabajo de los menores y las 
mujeres. Los principios fundamentales definidos en la 
Constitución se describen con más detalle en distintas le-
yes. Muchos de los derechos y protecciones que permiten 
la igualdad de género en las relaciones de trabajo están 
contemplados en el Código del Trabajo y la Ley sobre la 
Administración Pública, que establecen la igualdad en el 
sector público en lo tocante al acceso al empleo, las con-
diciones de empleo y las condiciones de trabajo, incluida 
la remuneración y el desarrollo profesional. La Ley sobre 
Igualdad de Género constituye un instrumento jurídico 
esencial para promover la igualdad de género, en particu-
lar la igualdad en el empleo. La Ley sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación también es un me-
canismo importante para proteger a las mujeres y las niñas 
contra la discriminación directa e indirecta y contra el trato 
desigual. 

No obstante, persisten lagunas legislativas y en materia 
de política relacionadas con la igualdad de género. El Go-
bierno sigue armonizando el marco jurídico con las nor-
mas internacionales, conformemente al calendario para la 
transposición de las directivas de la Unión Europea (UE), 
tal como se acordó en el marco del Acuerdo de Asociación 
UE-Georgia. El Gobierno se ha comprometido a aplicar la 
Directiva de la UE 2006/54/CE, de 5 de julio de 2006, re-
lativa a la aplicación del principio de igualdad de oportu-
nidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en 
asuntos de empleo y ocupación. En la Directiva se define 
que, para un mismo trabajo o para un trabajo al que se atri-
buye un mismo valor, se debe eliminar la discriminación 
directa e indirecta por razón de sexo en el conjunto de los 
elementos y condiciones de retribución. El Gobierno, en 
estrecha cooperación y en consulta con los interlocutores 
sociales, se está ocupando de transponer la Directiva en su 
legislación nacional. El 27 de octubre de 2015, se adoptó 
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una nueva Ley sobre la Administración Pública, que prevé 
que el sistema de remuneración de los funcionarios públi-
cos se base en los valores de transparencia y equidad, los 
cuales se asientan en el principio de igualdad de remune-
ración por un trabajo igual. En 2018, con miras a fortalecer 
la legislación para luchar contra la discriminación y fo-
mentar la igualdad de derechos en el trabajo, se han intro-
ducido modificaciones con la participación activa de los 
interlocutores sociales, sometiéndolas al Parlamento para 
su examen, a las siguientes leyes: el Código del Trabajo, 
la Ley sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación, la Ley sobre la Administración Pública, y la Ley 
sobre Igualdad de Género.  

El marco legislativo no garantiza de por sí el goce de la 
igualdad de derechos y de la no discriminación; por con-
siguiente, si no se cuenta con mecanismos de control de la 
aplicación que sean efectivos, no pueden realizarse pro-
gresos. Los principales marcos institucionales para pro-
mover y aumentar la igualdad de género son el Consejo de 
igualdad de género en el Parlamento, y la Comisión inte-
rinstitucional sobre la igualdad de género, la violencia 
contra las mujeres y la violencia doméstica, recientemente 
establecida, en el ámbito del Poder Ejecutivo. Ambas ins-
tituciones se encargan de la coordinación interinstitucio-
nal, controlando la aplicación de las leyes y realizando un 
seguimiento de la elaboración de planes nacionales de ac-
ción sobre la igualdad de género. A este respecto, se ha 
adoptado en tiempos recientes un plan bienal sobre la 
igualdad de género que se centra en particular en las cam-
pañas de sensibilización. Además, el Departamento de 
Igualdad de Género de la Oficina del Defensor Público 
hace las veces de órgano de control independiente en lo 
que respecta a las cuestiones de género. Por último, la re-
presentante gubernamental reiteró el compromiso de su 
país de seguir avanzando de manera constante hacia la 
consecución de la igualdad de género, y de cumplir las 
normas internacionales del trabajo.  

Los miembros empleadores recordaron que Georgia rati-
ficó este Convenio fundamental en 1993. Desde 2002, la 
Comisión de Expertos viene expresando reiteradamente su 
preocupación por la falta de una legislación nacional que 
dé plena expresión al principio subyacente al Convenio. 
Ésta es la primera vez que la Comisión de Aplicación de 
Normas examina la aplicación del Convenio por Georgia. 
Recordaron que el Convenio exige garantizar la aplicación 
a todos los trabajadores del principio de igualdad de remu-
neración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual 
valor, empleando medios adaptados a los métodos vigen-
tes de fijación de tasas de remuneración. Según la Comi-
sión de Expertos, si bien la Constitución, el Código del 
Trabajo, la Ley sobre Igualdad de Género y la Ley sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
comprenden ciertas disposiciones relativas a la igualdad, 
no se comprometen específicamente con el principio de 
igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un 
trabajo de igual valor, y el Gobierno no ha informado de 
que se haya contemplado la posibilidad de revisar las dis-
posiciones pertinentes a este respecto. 

Observando que la legislación prohíbe la discriminación 
de las mujeres y niñas, y la adopción el mes pasado de un 
plan de acción mencionado por el Gobierno, los miembros 
empleadores apreciaban que el Gobierno reconozca las la-
gunas legislativas y reafirmaron su compromiso de cen-
trarse en las cuestiones planteadas por la Comisión de Ex-
pertos, de aplicar las directivas conexas de la UE, y de ce-
lebrar consultas tripartitas en relación con esto con los in-
terlocutores sociales y el Consejo de Igualdad de Género. 
Los miembros empleadores alentaron al Gobierno a que 
adopte medidas sin demora para que la legislación nacio-
nal se comprometa con el principio de igualdad de remu-
neración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual 
valor. Sin embargo, en lo tocante a la brecha de género que 

existe en Georgia, sus causas profundas siguen sin estar 
claras, y parece que ésta es más predominante en el sector 
público. Los miembros empleadores alentaron al Go-
bierno a que suministre información a la Comisión de Ex-
pertos sobre las iniciativas emprendidas para aplicar el 
Plan de acción sobre igualdad de género 2014-2016, el 
cual, entre otras cosas, tiene por objeto promover la igual-
dad de género en el ámbito económico. También debería 
proporcionarse información sobre los pasos que se han 
dado a fin de comprender mejor la causa de la brecha sa-
larial por motivo de género, y sobre las medidas concretas 
adoptadas para colmar dicha brecha. Los miembros em-
pleadores concluyeron señalando que apreciaban el com-
promiso del Gobierno, y le invitaron a seguir colaborando 
con la OIT de manera constructiva. 

Los miembros trabajadores recordaron que a lo largo de 
los años la Comisión de Expertos ha observado carencias 
con respecto a la aplicación práctica del Convenio por 
parte de Georgia, resaltando en concreto la incompatibili-
dad del marco legislativo y las graves desigualdades. En 
2012, el Defensor Público expuso la persistente segrega-
ción de género en el mercado de trabajo. Es obvio que la 
situación no ha mejorado desde entonces. La tasa de par-
ticipación en el mercado de trabajo en el caso de mujeres 
de entre 15 y 64 años se situó en torno al 60 por ciento, 
entre 18 y 20 puntos porcentuales por debajo de la de los 
hombres. Los registros indican que las responsabilidades 
del hogar tradicionales, especialmente el cuidado de los 
hijos, reducen significativamente la participación de las 
mujeres en la fuerza de trabajo. A pesar de que los niveles 
de educación son relativamente similares entre hombres y 
mujeres, se mantiene viva la segregación profesional, ha-
biendo algunos sectores en los que predomina la mujer (la 
enseñanza, la salud y los servicios sociales) y otros de pre-
dominio masculino (el transporte, la construcción, la ad-
ministración pública y la manufactura). Lamentaron que 
la brecha salarial entre hombres y mujeres se mantenga 
elevada, en torno al 37 por ciento, lo que puede atribuirse 
claramente a la segregación de género industrial y profe-
sional tanto vertical como horizontal dentro de las empre-
sas y los sectores y en todos ellos. Incluso a nivel de em-
presa, la Oficina de Estadísticas concluyó que entre el 60 
y el 67 por ciento de hombres que reunían los requisitos 
recibían bonos, primas o seguro de salud bajo diversas 
condiciones, mientras que en situaciones similares la tasa 
entre las mujeres era de entre el 33 y el 41 por ciento. En 
los puestos de adopción de decisiones, la representación 
femenina sigue siendo escandalosamente baja. Los miem-
bros trabajadores subrayaron las lagunas legislativas y re-
glamentarias relacionadas con el Convenio que fueron re-
saltadas por la Comisión de Expertos: i) el artículo 2, 3), 
del Código del Trabajo de 2006 prohíbe cualquier clase de 
discriminación en las relaciones de trabajo pero esto no es 
suficiente porque el principio de «igualdad de remunera-
ción entre hombres y mujeres por un trabajo de igual va-
lor» va más allá del de «igualdad de remuneración por un 
trabajo de igual valor», con el fin de permitir las compara-
ciones entre trabajos de diferente naturaleza determinando 
su valor. Esto facilita el ingreso de las mujeres en profe-
siones dominadas por los hombres, que habitualmente son 
de mayor valor económico, en lugar de limitarse a procu-
rar que haya igualdad de remuneración en determinado 
puesto de trabajo o sector de trabajo; ii) reconociendo la 
persistencia de desigualdades sociales y culturales entre 
hombres y mujeres, los artículos 4 y 6 de la Ley sobre 
Igualdad de Género de 2010 garantizan específicamente la 
igualdad de género, prohíben la violencia, la intimidación 
y el acoso en el lugar de trabajo y aseguran la igualdad de 
oportunidades en el empleo. Esto, con ser bueno, no es su-
ficiente. Asegurar la igualdad de oportunidades no garan-
tiza la igualdad de remuneración por trabajo de igual va-
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lor, ni garantiza el fomento de las capacidades de las mu-
jeres para aprovechar las oportunidades que se ofrecen; iii) 
la Ley sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación prevé la eliminación de todas las formas de dis-
criminación para asegurar la igualdad de derechos a las 
personas físicas y jurídicas, y iv) el artículo 38 de la Cons-
titución, así como la Ley sobre la Administración Pública 
y la futura ley sobre la remuneración para las instituciones 
públicas, protege la igualdad de todos los ciudadanos y 
crea el marco para tratar las cuestiones relacionadas con la 
discriminación por razones de sexo en el empleo, pero sin 
embargo no se ocupa específicamente del principio de la 
igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un 
trabajo de igual valor. Como se ha indicado, estas leyes 
son necesarias para abordar los sesgos de discriminación 
inherentes, pero no son suficientes para asegurar la igual-
dad de remuneración entre hombres y mujeres por un tra-
bajo de igual valor. De hecho, de los informes se des-
prende que existen brechas de género sustanciales en el 
promedio de los salarios nominales mensuales incluso en 
sectores con predominio de mujeres. Incluso entre hom-
bres y mujeres con niveles similares de educación sigue 
habiendo una desigualdad significativa en la distribución 
salarial media, sobre todo porque los hombres mayorita-
riamente ocupan empleos en el sector privado, mientras 
que las mujeres tienen una distribución más uniforme en 
los sectores público y privado.  

Se alienta al Gobierno a que revise y modifique estas 
leyes, en consulta con las organizaciones de empleadores 
y de trabajadores, con el fin de promover medidas más ac-
tivas que sensibilicen sobre la aplicación del principio de 
igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un 
trabajo de igual valor y lo hagan respetar, también me-
diante mecanismos legalmente establecidos o reconocidos 
para la determinación de los salarios y la evaluación de los 
puestos de trabajo y/o los convenios colectivos a nivel na-
cional, sectorial y de empresa. Los miembros trabajadores 
tomaron nota de la adopción del Plan de acción nacional 
sobre la igualdad de género 2014-2016 y el estableci-
miento tanto de la Comisión interministerial sobre la 
igualdad de género y el empoderamiento de la mujer como 
del Consejo de coordinación interinstitucional para el Plan 
gubernamental de acción sobre la protección de los dere-
chos humanos. A pesar de estos esfuerzos, no ha cambiado 
la naturaleza sistémica de la situación: las instituciones en-
cargadas de hacer cumplir las medidas para abordar la 
igualdad de género y la lucha contra la discriminación si-
guen siendo débiles o inexistentes. La abolición de los ser-
vicios de Inspección del Trabajo suscita preocupación 
acerca de la ineficiencia e ineficacia de las instituciones, a 
pesar del Programa nacional para la supervisión de las 
condiciones de trabajo y del Departamento de Inspección 
de las Condiciones de Trabajo establecidos bajo los auspi-
cios del Ministerio de Trabajo, Salud y Asuntos Sociales. 
El mandato de este nuevo departamento se centra en las 
condiciones de seguridad y en quejas conexas, y no afronta 
en concreto la segregación profesional basada en el sexo 
ni la brecha salarial. No hay mecanismos de aplicación 
adecuados y efectivos para aplicar el principio de igualdad 
de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo 
de igual valor a pesar de la naturaleza endémica y persis-
tente de la discriminación y las desigualdades profesiona-
les basadas en el sexo. De acuerdo con el Defensor Pú-
blico, las recomendaciones de la Inspección del Trabajo 
deberían ser vinculantes en el Código del Trabajo a fin de 
asegurar el cumplimiento de las recomendaciones. Los 
miembros trabajadores instaron al Gobierno a que haga 
realidad el alcance completo del Convenio y tome medi-
das concretas para revisar el marco nacional con el fin de 
atacar de raíz las causas de la discriminación de género y 
los estereotipos de género relativos a las aspiraciones, pre-
ferencias y capacidades de las mujeres, y a que promueva 

el acceso de las mujeres a un amplio abanico de oportuni-
dades de empleo a todos los niveles. 

El miembro empleador de Georgia planteó que la política 
de género ha sido siempre una de las máximas prioridades 
de la Asociación Georgiana de Empleadores (GEA), pero 
que se requieren esfuerzos conjuntos. La GEA pretende 
desarrollar un enfoque adecuado mediante actividades es-
pecíficas. En primer lugar, es necesario llevar a cabo en-
cuestas en el mundo empresarial para identificar la situa-
ción real respecto de las políticas de pago, carreras y con-
diciones sociales. En base al resultado de estas encuestas, 
podrían llevarse a cabo actividades apropiadas y aplicarse 
las medidas necesarias, tales como sesiones informativas 
sobre las mejores prácticas internacionales relacionadas 
con la aplicación del Convenio y la decisión resultante de 
las posibles medidas y disposiciones a tomar en Georgia; 
actividades de capacitación a nivel de las empresas, y efec-
tuar auditorías sociales y de género con miras a desarrollar 
planes de acción para abordar cuestiones de género. En se-
gundo lugar, debería crearse un grupo de trabajo especial 
en el Gobierno en el que se puedan desarrollar propuestas 
legislativas adecuadas para apoyar las condiciones socia-
les de las mujeres empleadas. Asimismo, deberían reali-
zarse actividades específicas con los sindicatos de ciertos 
sectores en relación con la gestión y el liderazgo sindical, 
y deberían desarrollarse políticas locales de género en co-
laboración con las autoridades locales. En tercer lugar, de-
bería apoyarse la iniciativa empresarial de los jóvenes y la 
educación relacionada que esté centrada en temáticas so-
ciales y de género. Por último, el orador señaló que cree 
que juntos los interlocutores sociales pueden elaborar y 
aplicar planes de acción que conducirán a una mejora tan-
gible de la situación. 

El miembro trabajador de Georgia valoró la considera-
ción que la OIT y sus mandantes dan a la cuestión y de-
claró que, sin la debida atención de las instituciones inter-
nacionales del trabajo y de la comunidad democrática, los 
problemas que se perciben como de poca relevancia en el 
momento, tienden a erosionar gradual y ampliamente las 
normas y las condiciones de trabajo. El problema de des-
equilibrio entre los salarios de hombres y mujeres sigue 
siendo más que alarmante. Aun a pesar de las tendencias 
positivas del pasado decenio, la brecha de remuneración 
continúa siendo del 52 por ciento, al tiempo que alcanzó 
el 104 por ciento, en 2006. Son claros y evidentes los fac-
tores que han dado lugar a una enorme brecha salarial. En 
el 2006 se suprimió la Inspección del Trabajo. La ausencia 
de una autoridad a cargo de la supervisión de las relaciones 
de trabajo conduce a la falta de cumplimiento de las nor-
mas y los derechos laborales básicos, incluido el principio 
de igualdad de remuneración. Aunque, debido a un com-
promiso con arreglo al Acuerdo de Asociación UE-
Georgia, se restableció la Inspección del Trabajo, su actual 
mandato no da cumplimiento a las normas de la OIT, 
puesto que no tiene la facultad de realizar inspecciones 
para supervisar el cumplimiento de los requisitos de la le-
gislación laboral. Además, el orador destacó que la cues-
tión más acuciante sigue siendo la falta de un real y efec-
tivo diálogo social que facilite la resolución de muchos 
problemas existentes, obstaculizando la prosperidad y la 
estabilidad económica del país. A pesar del hecho de que 
el Convenio se ratificó en 1993, la persistencia de esa gran 
desigualdad salarial viene a demostrar que los convenios 
internacionales se están ratificando sólo formalmente. En 
los últimos veinte años no se han establecido mecanismos 
laborales orientados a definir el «trabajo de igual valor» y 
no se han llevado a cabo las políticas pertinentes o campa-
ñas de sensibilización para abordar los asuntos relativos a 
la igualdad y a la protección de los derechos de las mujeres 
en las relaciones de trabajo. Con respecto a la igualdad de 
remuneración, también debería señalarse que, en 1999, se 
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adoptaron los actuales instrumentos legales que determi-
nan el salario mínimo. De este modo, en el sector privado, 
el salario es significativamente más bajo que en el sector 
público. A pesar de los años de constantes solicitudes de 
establecimiento de un adecuado nivel salarial mínimo, las 
autoridades ignoran sistemáticamente los numerosos lla-
mamientos de los sindicatos, los activistas de derechos hu-
manos, las organizaciones no gubernamentales e incluso 
de grandes corporaciones transnacionales. Basándose en 
los datos oficiales comunicados por la Oficina de Estadís-
ticas de Georgia, es posible evaluar el cuadro real en el 
ámbito nacional de la desigualdad de género en el mundo 
del trabajo. Por ejemplo, en 2016, el salario medio men-
sual nominal de los hombres, fue de alrededor de 450 dó-
lares de los Estados Unidos, y el de las mujeres, de 295 dó-
lares de los Estados Unidos. El orador puso de relieve que, 
si bien el Gobierno se comprometió a modificar de manera 
radical la actual situación, los sindicatos no se hacen ilu-
siones en cuanto a la eliminación de la discriminación de 
género mediante una única solución. Esto requiere un en-
foque integrado y una política activa a largo plazo. Es ne-
cesario que las sociedades de todo el mundo, especial-
mente las conservadoras y tradicionales con estereotipos 
obsoletos, incluida Georgia, reconsideren sus puntos de 
vista sobre la función y los derechos de las mujeres en la 
vida moderna. El objetivo sólo puede alcanzarse con los 
esfuerzos conjuntos de todas las instituciones nacionales e 
internacionales y de todo el mundo civilizado, a efectos de 
erradicar todas las formas de discriminación y, sobre todo, 
las violaciones de los derechos y libertades de las mujeres 
en todas partes.  

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea y de sus Estados miembros, 
así como de Bosnia y Herzegovina, Montenegro y No-
ruega, declaró que la legislación nacional no da pleno 
cumplimiento al principio de igualdad de remuneración 
entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor, y 
expresó su preocupación por el hecho de que la Comisión 
de Expertos haya planteado este problema en varias oca-
siones sin que el Gobierno lo haya atajado hasta el mo-
mento. El paquete legislativo presentado al Parlamento a 
finales de 2017, que incluía enmiendas al Código del Tra-
bajo, la Ley sobre Igualdad de Género y la Ley sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación, debe-
ría abordar las lagunas detectadas por la Comisión de Ex-
pertos y por el Defensor Público. Estas medidas deberían 
adoptarse sin demora y en consulta con los interlocutores 
sociales, con el fin de examinar en profundidad la legisla-
ción, incluido el artículo 57, párrafo 1, de la Ley sobre la 
Administración Pública con el fin de ponerlo en plena con-
formidad con los convenios de la OIT, en particular, con 
el principio de igualdad de remuneración entre hombres y 
mujeres por un trabajo de igual valor. La brecha de remu-
neración entre hombres y mujeres es un fenómeno persis-
tente y considerable en todos los sectores del mercado del 
trabajo, incluidos en aquellos donde predominan las mu-
jeres. No sólo afecta a los salarios, sino también a las pres-
taciones sociales y las primas. Las causas subyacentes se 
asocian quizás con la segregación ocupacional por motivo 
de género y con la discriminación de género. A pesar de 
las disposiciones legales vigentes, la discriminación ba-
sada en el género sigue siendo muy habitual en la práctica 
en la fase de contratación y en la difusión de puestos va-
cantes. La oradora pidió al Gobierno que adopte medidas 
para reducir la brecha salarial de género y atacar sus cau-
sas profundas, así como para promover el acceso de las 
mujeres a una gama más amplia de oportunidades labora-
les a todos los niveles, incluyendo en la administración pú-
blica. Le exhortó también a un seguimiento concreto de 
las recomendaciones formuladas por el Defensor Público, 
en particular, con miras a mejorar la conciencia de los em-
pleados sobre esta cuestión. Por último, la oradora instó al 

Gobierno a que adopte medidas para garantizar la aplica-
ción efectiva del principio de igualdad de remuneración 
por un trabajo de igual valor, incluyendo inspecciones 
adecuadas del trabajo, campañas de sensibilización sobre 
las leyes y los procedimientos disponibles, y el fortaleci-
miento de la capacidad de los jueces y otras autoridades 
para detectar y corregir las desigualdades salariales entre 
hombres y mujeres. 

El miembro trabajador de Noruega, hablando en nombre 
de los miembros trabajadores de los países nórdicos, ex-
presó profunda preocupación en relación con la falta de 
legislación en Georgia que dé plena expresión al principio 
de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por 
un trabajo de igual valor. La Confederación Sindical de 
Georgia (GTUC) trabaja activamente para mejorar las 
condiciones de las mujeres en los lugares de trabajo y 
alienta a las mujeres a aumentar su participación en los 
sindicatos. Faltan estadísticas y datos sobre la igualdad de 
género en el país, y es necesario aumentar el nivel de sen-
sibilización sobre las cuestiones de género y los derechos 
de la mujer. Las estadísticas disponibles muestran que la 
situación de las mujeres en el mercado de trabajo es muy 
precaria: las mujeres son las primeras que pierden su em-
pleo cuando las empresas despiden a sus empleados, a me-
nudo aceptan trabajos muy inferiores a su nivel de califi-
cación y sólo ganan alrededor del 60 por ciento de lo que 
ganan los hombres. En la economía informal, donde las 
mujeres constituyen el 50 por ciento de los trabajadores, 
los mecanismos de protección son prácticamente inexis-
tentes y los trabajadores son particularmente vulnerables a 
la discriminación. Las mujeres que trabajan en el sector 
informal tienen que sobrevivir con salarios muy bajos y a 
menudo son víctimas de acoso sexual. Habida cuenta de 
que la discriminación en el empleo está muy extendida en 
Georgia, tanto en términos de contratación y selección 
como de salarios, el orador instó al Gobierno a dar plena 
expresión jurídica al principio de la igualdad de remune-
ración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual va-
lor, para así fortalecer la libertad económica de la mujeres 
y garantizar que éstas ocupen un lugar en los procesos le-
gislativos y participen en el mercado de trabajo en igual-
dad de condiciones con los hombres. En Georgia existe 
una brecha considerable entre los salarios nominales men-
suales medios en todos los sectores del mercado de tra-
bajo, incluidos los sectores en los que predominan las mu-
jeres como la educación y la atención sanitaria, e incluso 
entre hombres y mujeres con niveles de educación simila-
res. El Gobierno no ha indicado si, en consulta con los in-
terlocutores sociales, se ha considerado revisar las dispo-
siciones de la Constitución, el Código del Trabajo y la Ley 
sobre Igualdad de Género. Además, la Ley sobre la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación, aunque in-
cluye una prohibición general de la discriminación basada 
en el sexo, no hace referencia al principio de la igualdad 
de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo 
de igual valor. El orador instó al Gobierno a implementar 
a las conclusiones que adopte la Comisión y a modificar 
la legislación nacional para garantizar que se ajuste al 
Convenio. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos indicó que 
existen problemas en la legislación y en la práctica. El 
principio de igualdad de remuneración entre hombres y 
mujeres por un trabajo de igual valor no se refleja lo sufi-
ciente en la prohibición general de discriminación que fi-
gura en la legislación laboral vigente, incluida la Ley so-
bre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
de 2014. La falta de un enfoque sistemático, en la legisla-
ción y en la práctica, para garantizar la igualdad de remu-
neración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual 
valor se ilustra a través de las estadísticas sobre salarios y 
otras compensaciones trasmitidas a la Comisión de Exper-
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tos. Por ejemplo, en 2016, las mujeres ganaban en prome-
dio el 65 por ciento del salario de los hombres, mientras 
los hombres tenían aproximadamente el doble de posibili-
dades que las mujeres de recibir bonos y primas adiciona-
les y de que el empleador les pagara un seguro de salud. 
La solución del problema no es sólo de tipo legislativo. En 
lo que respecta a la aplicación, el servicio de Inspección 
del Trabajo se desmanteló en 2006 y aunque fue reestable-
cido en 2015 no resulta suficiente (más allá del control de 
las condiciones de seguridad y salud y del trabajo forzoso). 
Su mandato aún no resulta suficiente para controlar el 
cumplimiento de una amplia gama de normas del trabajo, 
incluidas las que figuran en el Convenio. En consecuencia, 
no existe un mecanismo de aplicación adecuado y eficaz 
para garantizar la aplicación en la práctica del principio de 
igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor. 
Las instituciones que se ocupan de la Inspección del Tra-
bajo han de ser reestablecidas para garantizar el cumpli-
miento de la nueva legislación que definirá claramente la 
igualdad de remuneración y estará en conformidad con el 
Convenio, articulando el concepto clave de «trabajo de 
igual valor». Las deficiencias metodológicas para evaluar 
el valor de los empleos representan un desafío no sólo para 
los legisladores sino también para la Inspección del Tra-
bajo, que se encarga del control del cumplimiento. Por 
consiguiente, resulta necesario tener por objetivo el pleno 
cumplimiento del Convenio en el sector público y en el 
sector privado al tiempo que el Gobierno aplica su «Estra-
tegia estatal sobre la formación para el mercado laboral y 
su Plan de acción 2015-2018» enmendando el Código del 
Trabajo a fin de ponerlo en conformidad con las normas 
internacionales del trabajo. Además, es necesario propor-
cionar a la Inspección del Trabajo suficiente orientación 
metodológica, formación y presupuesto a fin de garantizar 
la aplicación en la práctica de la nueva legislación. Ade-
más de estos desafíos medibles y cuantificables en materia 
de remuneración y prestaciones, el país tiene que hacer 
frente a cuestiones culturales a la hora de abordar los pre-
juicios arraigados y a menudo implícitos contra las muje-
res. Las causas subyacentes a estas desigualdades tienen 
que abordarse reconociéndolas primero y después lle-
vando a cabo actividades de sensibilización. Según los sin-
dicatos nacionales, muchos empleadores tratan a las mu-
jeres como «trabajadores problemáticos», que a menudo 
se ausentan y piden privilegios adicionales tales como la 
licencia de maternidad. Estas situaciones llevan a la dis-
criminación de género en el empleo, la remuneración y la 
promoción profesional. Las causas subyacentes de estas 
desigualdades son preocupantes para todos. No se han es-
tablecido políticas concretas para proporcionar una asis-
tencia significativa a todos los trabajadores en relación con 
el equilibrio entre la vida profesional y la vida privada y 
el combinar las responsabilidades familiares con las tareas 
profesionales. Hasta que no se adopten estas medidas, en 
la práctica a menudo serán las mujeres las que se ocuparán 
de las responsabilidades familiares, lo que lleva a que sus 
niveles de promoción y de remuneración sean más bajos.  

La representante gubernamental, tomando buena cuenta 
de los valiosos comentarios de la Comisión, reiteró que su 
Gobierno reconoce la existencia de lagunas en su legisla-
ción y sus políticas y que está tomando medidas relevantes 
para armonizar la legislación nacional con las normas in-
ternacionales del trabajo y las mejores prácticas interna-
cionales. Sin embargo, la raíz del problema de la brecha 
de remuneración entre hombres y mujeres reside en la dis-
criminación de género, las normas por las que se rige la 
sociedad y el papel social de las mujeres dentro de ella. La 
oradora destacó la importancia de elaborar estrategias y 
campañas de sensibilización con vistas a cambiar las acti-
tudes e incorporar la dimensión de género en las políticas 
social y laboral. El Gobierno está tomando medidas para 
reforzar la participación de las mujeres en el mercado de 

trabajo y ha establecido que las poblaciones que deben 
empoderarse son las mujeres y los jóvenes. La oradora 
hizo hincapié en la voluntad del Gobierno de mejorar el 
marco legislativo e institucionalizar mecanismos de ejecu-
ción en el ámbito de la igualdad de género, en especial 
fortaleciendo la capacidad de los recién establecidos ser-
vicios de Inspección del Trabajo y ampliando progresiva-
mente su mandato para que se convierta en un servicio 
completo, que cubra también cuestiones como la brecha 
de remuneración entre hombres y mujeres, y los derechos 
de las mujeres en el trabajo. 

Los miembros trabajadores declararon que, cuando se 
examinan los casos relativos a la aplicación del Convenio, 
no debería olvidarse el contexto más amplio del empode-
ramiento de las mujeres y la no discriminación por moti-
vos de género. El Convenio acertadamente sitúa a la re-
muneración en el centro del combate contra la discrimina-
ción de la mujer. Las actitudes históricas y los estereotipos 
asignan a la mujer determinados trabajos y es este tipo de 
segregación el que ha subordinado tradicionalmente las 
aspiraciones de las mujeres a las de los hombres y el que 
ha deteriorado su situación social y económica. Como 
consecuencia, los trabajos realizados de manera predomi-
nante por mujeres están infravalorados, en comparación 
con los trabajos de igual valor realizados por hombres. 
Para abordar esto, el Convenio requiere que las tasas sala-
riales se determinen según criterios objetivos, libres de 
sesgo de género, y que estas tasas se establezcan exclu-
yendo toda consideración relacionada con el género del 
trabajador. El logro de esto sería una importante contribu-
ción a la lucha contra la segregación ocupacional por mo-
tivos de género y otras formas de trato desigual. Hacen un 
llamamiento al Gobierno para que adopte medidas concre-
tas con el fin de dar plena expresión legislativa al principio 
de igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por 
un trabajo de igual valor, enmendando el Código del Tra-
bajo, la Ley sobre Igualdad de Género, la Ley sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discriminación y la Ley 
sobre la Administración Pública. Además, deberán esta-
blecerse mecanismos de aplicación adecuados y eficaces, 
a efectos de garantizar que se aplique en la práctica el prin-
cipio de igualdad de remuneración, y deberán adoptarse 
medidas de sensibilización para asegurar que los trabaja-
dores puedan beneficiarse de los derechos que tienen en 
virtud del Convenio. Los miembros trabajadores esperan 
recibir más información detallada del Gobierno sobre las 
medidas específicas adoptadas para reducir la brecha de 
remuneración por motivos de género y abordar sus causas 
subyacentes. En este sentido, será beneficioso que el Go-
bierno recurra a la asistencia técnica de la OIT. 

Los miembros empleadores acogieron con satisfacción 
los esfuerzos del Gobierno y su enfoque constructivo en 
relación con la cuestión de la igualdad de género en el lu-
gar de trabajo y la igualdad de oportunidades y de trato. 
Sin embargo, coincidieron con los miembros trabajadores 
en que la principal obligación en virtud del Convenio, más 
allá de la igualdad de género, es garantizar la aplicación a 
todos los trabajadores del principio de igualdad de remu-
neración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual 
valor. Por consiguiente, los miembros empleadores alen-
taron al Gobierno a que adopte medidas para asegurar, en 
consulta con los interlocutores sociales, que la legislación 
nacional recoja expresamente el principio de igualdad de 
remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de 
igual valor, y a que presente una memoria completa a la 
Comisión de Expertos sobre las enmiendas legislativas 
previstas a este fin. Además, alentaron al Gobierno a que 
proporcione información sobre el Plan de acción nacional 
sobre la igualdad de género recientemente aprobado, en 
particular sobre sus efectos en los esfuerzos por garantizar 
el respeto del principio de igualdad de remuneración entre 
hombres y mujeres por un trabajo de igual valor. Tomando 



Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105) 
Camboya (ratificación: 1999) 

 

9B Parte II/134  

nota de las preocupaciones planteadas por la Comisión de 
Expertos y de las intervenciones realizadas en relación con 
la brecha de remuneración entre hombres y mujeres, los 
miembros empleadores consideraron que sería útil com-
prender mejor las causas fundamentales de la brecha de 
remuneración entre hombres y mujeres en Georgia, y ad-
virtieron que algunas de las causas pueden ser ajenas al 
principio en que se basa el Convenio y estar relacionadas 
más bien con la segregación ocupacional por motivos de 
género, la participación diferenciada de hombres y muje-
res en los sectores público y privado, o la discriminación 
en el empleo por motivos de sexo, tal como se contempla 
en el Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupa-
ción), 1958 (núm. 111). Por último, los miembros emplea-
dores expresaron su optimismo y alentaron al Gobierno a 
que recurra a la asistencia técnica de la OIT y prosiga con 
el proceso de aplicación en estrecha cooperación y con-
sulta con los interlocutores sociales. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información suministrada 

por la representante gubernamental y de la discusión que 
tuvo lugar a continuación. 

La Comisión saludó los esfuerzos legislativos del Gobierno 

para velar por la igualdad de género; sin embargo, observó 
que el Gobierno no ha realizado esfuerzos para asegurar la 
aplicación del principio de igualdad de remuneración entre 

hombres y mujeres por un trabajo de igual valor, tal como 
exige el Convenio núm. 100. La Comisión tomó nota con 
preocupación de la eliminación de los Servicios de Inspección 

del Trabajo y de la ausencia de una instancia equivalente que 
los sustituya para asegurar la aplicación de los derechos y 
principios protegidos por el Convenio. 

Teniendo en cuenta las informaciones proporcionadas por 
el Gobierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la 
Comisión recomendó al Gobierno que: 

■ vele por que la legislación nacional, en particular el Có-
digo del Trabajo, la Ley sobre Igualdad de Género, la 
Ley sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-

minación y/o la Ley sobre la Administración Pública, in-
corpore expresamente el principio de igualdad de remu-
neración entre hombres y mujeres por un trabajo de 

igual valor, en consulta con los interlocutores sociales; 
■ ponga en práctica mecanismos efectivos de control del 

cumplimiento y de detección, a fin de velar por que el 

principio de igual remuneración entre hombres y muje-
res por un trabajo de igual valor se aplique en la prác-
tica; 

■ adopte medidas para sensibilizar a los trabajadores, los 
empleadores y sus organizaciones respectivas acerca de 
las leyes y procedimientos existentes, con objeto de que 

puedan ejercer sus derechos; 
■ continúe proporcionando información sobre las decisio-

nes de la autoridad judicial, y sobre los casos gestionados 

por la Oficina del Defensor Público; 
■ continúe proporcionando datos desglosados por sexo so-

bre la participación en el mercado de trabajo y la remu-

neración; 
■ envíe a la Comisión de Expertos información en relación 

con el Plan de acción nacional sobre la igualdad de gé-

nero 2018-2020, adoptado en mayo de 2018, y sobre su 
posible impacto en el principio de igualdad de remune-
ración por un trabajo de igual valor en la legislación y 

en la práctica, y 
■ recurra a la asistencia técnica de la OIT para aplicar es-

tas recomendaciones. 

La Comisión alienta al Gobierno a que informe a la Comi-
sión de Expertos, antes de su reunión de noviembre de 2018, 
sobre las medidas adoptadas para aplicar estas recomenda-

ciones. 
La representante gubernamental agradeció a la Comisión 

las recomendaciones justas y constructivas formuladas en 

las conclusiones. Mencionó que el actual Gobierno está 
emprendiendo reformas con carácter prioritario para ar-
monizar la legislación y la práctica con las normas inter-
nacionales del trabajo y las normas de la Unión Europea 
tras la firma de un acuerdo de asociación entre Georgia y 
la Unión Europea. 

Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 

(núm. 105) 

CAMBOYA (ratificación: 1999) 

Un representante gubernamental declaró que la Comi-
sión de Expertos ha desempeñado un papel crucial para 
garantizar el cumplimiento de todos los convenios inter-
nacionales del trabajo, así como de otros instrumentos in-
ternacionales pertinentes en materia de derechos humanos. 
Asimismo, el Gobierno de Camboya se ha comprometido 
a hacer todo lo posible para cumplir todas sus obligaciones 
internacionales. Tal como se prevé en la Constitución, 
tanto los derechos laborales como los derechos humanos 
están protegidos de jure y de facto en Camboya. En virtud 
del artículo 15 de la Ley del Trabajo, se prohíbe categóri-
camente el trabajo forzoso. Al referirse a la definición de 
trabajo forzoso establecida en el Convenio sobre el trabajo 
forzoso, 1930 (núm. 29), y a sus excepciones, el orador 
puso de relieve que la finalidad de la Ley sobre Estableci-
mientos Penitenciarios es ofrecer actividades de educa-
ción, reforma y rehabilitación a los reclusos para que pue-
dan reintegrarse en la sociedad, evitar que vuelvan a co-
meter delitos y brindarles servicios de reclusión segura y 
protegida, asistencia sanitaria y un trato humano de con-
formidad con los principios internacionales y las Reglas 
de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores 
Privados de Libertad. El artículo 68 de dicha ley incorpora 
todas las normas internacionales y prácticas óptimas rela-
tivas a la gestión del sector penitenciario que se aplican en 
algunos países desarrollados. Por lo tanto, es inadecuado 
considerar que esa disposición infringe los Convenios 
núms. 29 y 105. El artículo 68 de la ley dispone que los 
reclusos condenados de bajo riesgo que, según las evalua-
ciones efectuadas, están físicamente aptos, deben trabajar 
como parte de la rutina diaria del establecimiento peniten-
ciario, o realizar trabajos de interés público o en beneficio 
de la comunidad o participar en programas penitenciarios 
de actividades industriales, artesanales y agrícolas. El ora-
dor expresó su grave preocupación por los comentarios y 
conclusiones de la Comisión de Expertos con respecto a la 
aplicación del Convenio núm. 105. En cuanto a la solicitud 
de información actualizada sobre la situación de la libertad 
sindical en Camboya y la hoja de ruta para resolver esta 
cuestión, el orador aseguró que se facilitará esa informa-
ción. Asimismo, destacó que a la espera de las próximas 
elecciones nacionales la situación está muy politizada. Por 
otra parte, algunas organizaciones no gubernamentales y 
una parte de la sociedad civil no han dudado en desacredi-
tar, satanizar y, finalmente, destruir al Gobierno del Reino 
de Camboya y al partido en el poder cuyos logros, sin duda 
alguna, han causado satisfacción a todo el pueblo cambo-
yano. 

Los miembros empleadores señalaron que es la primera 
vez que esta Comisión examina la aplicación por Cam-
boya del Convenio núm. 105. La Comisión de Expertos 
formuló únicamente dos observaciones pertinentes en re-
lación con el cumplimiento por Camboya del Convenio, 
una en 2015 y la otra en 2017. En las observaciones se 
aludía a la aplicación incongruente del Código Penal, de 
2009, y se comunicaron casos de figuras políticas y sindi-
calistas que fueron detenidos por delitos que, conforme al 
Código, debían castigarse sólo con una multa. No se men-
cionó que ninguna persona estuviera sujeta a condiciones 
de trabajo forzoso durante su detención. Sin embargo, para 
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que haya una violación del Convenio es necesario señalar 
casos de personas sujetas a actividades prohibidas. La Co-
misión no debería examinar un caso ni introducir una do-
ble nota a pie de página si no existen pruebas claras de la 
violación del Convenio. No resulta suficiente presumir 
que la detención de por sí implica un caso de trabajo for-
zoso. El hecho de que la detención pueda haber sido o no 
legal no es esencial para determinar si se ha infringido el 
Convenio. Las observaciones que constituyeron el telón 
de fondo de este caso se basaron en gran medida en los 
informes de 2014, 2016 y 2017 de la Relatora Especial de 
las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos hu-
manos en Camboya. En esos informes se pusieron de re-
lieve las cuestiones relativas a los derechos humanos en 
este país y se mostró una profunda preocupación por di-
chas cuestiones, que revisten interés para todos, y los 
miembros empleadores conocían las inquietudes regiona-
les y mundiales en el plano estratégico y la insistencia en 
que se ejerciera presión sobre Camboya en ese sentido. No 
obstante, esta Comisión no debería permitir su utilización 
como foro para cuestiones más generales, ya sea con res-
pecto a Camboya o a cualquier otra situación. El mandato 
y la obligación de la Comisión es examinar los casos de 
violación de los convenios ratificados y no ocuparse de 
asuntos que pueden resolverse más adecuadamente en 
otras instancias. Por consiguiente, en las conclusiones so-
bre este caso sólo se debería observar que la aplicación 
incongruente por Camboya del Código Penal hace posible 
que una persona detenida pueda estar sujeta a distintos ti-
pos de presión que impliquen trabajo forzoso. Cuando no 
existan pruebas que demuestren esos casos, esta Comisión 
debería limitarse a pedir al Gobierno que garantice que no 
haya ninguna persona, independientemente de su situación 
de detención, que esté o pueda estar sujeta a condiciones 
de trabajo forzoso. Ese fue el enfoque adoptado por la Co-
misión de Expertos en su observación de 2015 cuando pi-
dió al Gobierno que adoptara las medidas necesarias para 
asegurarse de que no se impusiera ninguna sanción que 
entrañara trabajo obligatorio como castigo por tener o ex-
presar opiniones políticas. Podría decirse que no compete 
a esta Comisión elaborar conclusiones sobre prácticas que, 
si bien interesan a todos, no constituyen violaciones de una 
norma del trabajo ratificada por Camboya. 

Los miembros trabajadores recordaron que, en el último 
decenio, casi todos los años la Comisión ha examinado la 
grave inobservancia de derechos y principios fundamenta-
les en el trabajo por parte de Camboya y, lamentable-
mente, con resultados muy decepcionantes. La Comisión 
de Expertos decidió incluir una doble nota a pie de página 
en el caso de Camboya porque le preocupaban las medidas 
legislativas y prácticas adoptadas por el Gobierno, y no 
hubo motivos para cuestionar esta decisión. Algunos de-
rechos civiles básicos, como el derecho a la libertad de ex-
presión y el derecho a asociarse y reunirse, no están garan-
tizados en el país. Muy al contrario, los trabajadores y los 
ciudadanos son castigados sistemáticamente con severas 
sanciones penales que entrañan la realización de trabajos 
obligatorios por ejercer los derechos que los asisten en vir-
tud del Convenio. El artículo 1 del Convenio prohíbe cla-
ramente la imposición de penas de trabajo forzoso u obli-
gatorio como medio para censurar la expresión de voces 
opositoras sobre cuestiones políticas, sociales o económi-
cas, o como castigo por participar en huelgas. El ejercicio 
del derecho de asociación y de reunión permite que los 
ciudadanos busquen asegurar la divulgación y aceptación 
de sus opiniones y, por tanto, está claramente compren-
dido en el ámbito de protección del instrumento. Sin em-
bargo, los dirigentes sindicales y los afiliados de los sindi-
catos se han visto privados de este derecho. Esta Comisión 
y otros órganos de control de la OIT han condenado en 
repetidas ocasiones el encarcelamiento de sindicalistas 

camboyanos por expresar sus opiniones y participar en ac-
tividades pacíficas, como huelgas. Los miembros trabaja-
dores lamentaron profundamente que la represión contra 
los sindicalistas persista a pesar de las recomendaciones 
inequívocas remitidas al Gobierno. El número de sindica-
listas que afrontan cargos penales o penas de prisión en 
represalia por actividades sindicales pacíficas ha aumen-
tado de forma sostenida. Sólo en la Confederación del Tra-
bajo de Camboya hay por lo menos 26 dirigentes y afilia-
dos amenazados con sanciones penales por expresar sus 
opiniones sobre políticas controvertidas de índole social o 
económica. Las leyes laborales que se han aprobado re-
cientemente o las que se están debatiendo parecen estar 
diseñadas para ejercer aún más presión sobre los sindica-
listas. Tanto la Comisión de Expertos como órganos de las 
Naciones Unidas criticaron la Ley sobre los Sindicatos de 
2016 y la Ley de Asociaciones y Organizaciones No Gu-
bernamentales (LANGO) de 2015, que en la práctica pri-
van del derecho a la libertad de asociación a los docentes, 
los funcionarios públicos y los trabajadores domésticos. A 
pesar de las enmiendas introducidas en el proyecto de ley 
sobre el salario mínimo, la ley sigue planteando proble-
mas, en particular porque prohíbe la difusión de trabajos 
de investigación sobre los salarios que no se hayan presen-
tado al Consejo Nacional Tripartito en un plazo de quince 
días. Esta restricción podría afectar gravemente a la liber-
tad de cátedra y limitar la capacidad de economistas e in-
vestigadores para difundir estudios fundamentales sobre 
cuestiones económicas y sociales, así como para acceder a 
dichos estudios y debatirlos. Además, el proyecto de ley 
prevé el pago de multas administrativas elevadas, cuando 
no excesivas, sin la posibilidad explícita de recurrirlas. El 
impago de estas multas podría dar lugar a acciones pena-
les. Teniendo en cuenta que es probable que muchos tra-
bajadores y dirigentes sindicales no puedan pagar multas 
cuantiosas, estas disposiciones, tomadas en su conjunto, 
implican la penalización efectiva del ejercicio pacífico de 
las libertades fundamentales. Estas cuestiones están clara-
mente relacionadas con la discusión del año pasado res-
pecto del Convenio sobre la libertad sindical y la protec-
ción del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87). En sus 
conclusiones, la Comisión pidió al Gobierno que vele por 
que la libertad sindical pueda ejercerse en un entorno 
exento de intimidación y violencia contra los trabajadores, 
los empleadores y sus respectivas organizaciones. Tam-
bién le pidió que celebre consultas con sus interlocutores 
sociales a fin de elaborar una hoja de ruta con plazos con-
cretos para la aplicación de las recomendaciones. En in-
tercambios con la misión de contactos directos que visitó 
el país en marzo de 2017, el Gobierno admitió que la Ley 
sobre los Sindicatos era defectuosa en muchos aspectos. 
Así pues, resulta decepcionante que el Gobierno haya co-
menzado a celebrar consultas hace tan sólo unas semanas, 
a pesar de que las recomendaciones se publicaron hace un 
año. Incumbe al Gobierno explicar las causas de este ex-
cesivo retraso y la manera en que pretende remediar esta 
situación. 

Los miembros trabajadores expresaron una gran preocu-
pación por el deterioro del ambiente político y social, 
prueba del cual son el enjuiciamiento y encarcelamiento 
de opositores políticos y defensores de los derechos huma-
nos. Si bien los delitos de difamación pública e insultos 
están sujetos únicamente a multas con arreglo al Código 
Penal, se ha venido aplicando la ley de forma arbitraria 
para castigar a los opositores políticos y los defensores de 
los derechos humanos con penas de prisión. La Relatora 
Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 
derechos humanos en Camboya ha observado que está au-
mentando el número de disposiciones del Código Penal 
que se usan para menoscabar la libertad de expresión y ha 
insistido en que el Gobierno y los tribunales deben aplicar 
las leyes de forma consecuente. La Relatora ha avisado de 
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que la represión penal contra activistas puede crear un am-
biente de temor e intimidación que afecte de forma nega-
tiva a la libertad de expresión, y lleve a la autocensura. 
Además, las restricciones impuestas a los sindicatos y los 
activistas de la sociedad civil han coincidido con la diso-
lución del principal partido de la oposición, el Partido para 
el rescate nacional de Camboya, por parte de la Corte Su-
prema. Aunque en 2017 se modificó la Ley sobre Partidos 
Políticos, no se eliminaron las disposiciones problemáti-
cas. Varios delitos relacionados con la administración o la 
gestión de un partido político que ha sido disuelto, o cuyas 
actividades han sido suspendidas por un tribunal o cuya 
inscripción en el registro ha sido denegada, se castigan con 
penas de prisión de hasta un año que conllevan trabajo for-
zoso. A un total de 118 miembros del Partido para el res-
cate nacional de Camboya se les ha prohibido ejercer toda 
actividad política durante cinco años. Es imposible no 
compartir la profunda preocupación de la Comisión de Ex-
pertos ante las detenciones y los enjuiciamientos masivos 
de los que son víctimas el partido de la oposición, la so-
ciedad civil y los sindicatos. La ausencia de garantías ju-
rídicas en materia de libertad de expresión, libertad de 
reunión pacífica, libertad de asociación y protección con-
tra las detenciones arbitrarias exponen a los trabajadores y 
ciudadanos a la imposición de trabajo forzoso como cas-
tigo por sostener o expresar opiniones políticas o ideoló-
gicas. Esto es aún más preocupante habida cuenta de la 
falta de independencia del poder judicial, como observó la 
misión de contactos directos de 2008. La capacidad del 
sistema judicial de desempeñar su mandato está compro-
metida; el poder judicial está sujeto a injerencia política, 
lo cual le impide ejercer sus funciones de manera impar-
cial e independiente. La Relatora Especial de las Naciones 
Unidas ha observado que el acceso a la justicia aún se le 
deniega a muchas personas y expresó su preocupación por 
la frecuencia y la excesiva duración de las penas de prisión 
preventiva. Las incoherencias e irregularidades desvirtúan 
los procedimientos penales; distintos jueces aplican dife-
rentes criterios de valoración de las pruebas. Esta práctica 
contradice el principio de que toda persona acusada de un 
delito penal tiene derecho a conocer y refutar las pruebas 
que se presentan en su contra. La coherencia y la impar-
cialidad, especialmente en las causas penales, requieren 
que el criterio de valoración de las pruebas sea el mismo 
en todos los casos similares. La celebración de elecciones 
generales en Camboya es inminente. Las libertades funda-
mentales y el Estado de derecho pierden sentido si no se 
mantienen en los momentos en los que el debate es con-
trovertido. La libertad de expresión y la libertad sindical 
son cruciales para la democracia, el progreso social y un 
crecimiento económico inclusivo. El hecho de restringir 
esos derechos con la amenaza de imponer trabajo obliga-
torio constituye no sólo la negación de las libertades bási-
cas, sino además un enorme obstáculo en la senda del país 
hacia la democracia y la prosperidad. 

La miembro empleadora de Camboya consideró que todo 
lo que no esté relacionado con la aplicación del Convenio 
núm. 105, como las cuestiones relativas a la Ley sobre el 
Salario Mínimo, la Ley sobre los Sindicatos, las penas de 
prisión o cualquier otra sanción, con excepción de la san-
ción de trabajo forzoso, debe eliminarse de las actas por 
no ser pertinente al caso. La discusión de este caso debe 
limitarse al trabajo forzoso. Dado que no hay pruebas de 
que se incumpla claramente el Convenio, resulta inacepta-
ble que se discuta una vez más el caso de Camboya en la 
Comisión. La oradora subrayó las repercusiones que 
puede tener la discusión de este caso sobre la decisión de 
otros gobiernos y empresas de colaborar e invertir en 
Camboya. La simple discusión de este caso en virtud del 
Convenio núm. 105 indicará al mundo (o implicará seria-
mente) que en Camboya se impone trabajo forzoso. Sin 
embargo, no es así porque no se han presentado pruebas al 

respecto. Los empleadores de Camboya tienen un pro-
fundo interés en el trabajo que realiza la Comisión para 
abordar los desafíos relativos a la aplicación de los conve-
nios. Ellos están presentes con el fin de afrontar dichos 
desafíos protegiendo sus empresas y el entorno de inver-
sión. Camboya tiene un entorno económico dinámico y vi-
brante que cambia y se diversifica rápidamente y la parti-
cipación de los gobiernos y de los inversores de todo el 
mundo es necesaria para el crecimiento y la creación de 
empleos de buena calidad. Todos los países merecen un 
proceso adecuado y justo de examen por la Comisión de 
Expertos. Sin embargo, Camboya ha sido sancionada in-
justamente con una doble nota a pie de página en relación 
con una cuestión que ha sido erradicada. El examen de la 
Comisión de Expertos puso de relieve que no había viola-
ción del Convenio, sino solamente una situación que se 
daría también en otros países que cuentan con una legisla-
ción similar. Esta Comisión debería examinar sólo los in-
cumplimientos más graves de los convenios. Sería funda-
mental que un resultado de esta discusión fuera un llamado 
a la transparencia y la integridad en los procedimientos 
para señalar los casos de doble nota a pie de página. 

El miembro trabajador de Camboya afirmó que los diri-
gentes y afiliados de los sindicatos independientes aún ha-
cen frente a graves problemas que incluyen asesinatos, de-
tenciones, discriminación, violencia y castigos, cuando 
tratan de ejercer sus derechos. En 2004, fueron asesinados 
Chea Vichea, Ros Sovanareth y Hy Vuthy. En 2013, du-
rante una huelga general en la que se reclamaba un salario 
mínimo más elevado para los trabajadores del sector textil, 
cinco trabajadores fueron asesinados, 23 trabajadores fue-
ron encarcelados durante meses y más de 30 resultaron he-
ridos. Se limitó el derecho a realizar reuniones públicas y 
huelgas y los sindicatos sólo podían reunir a sus afiliados 
en lugares privados. Aún siguen en efecto los cargos pe-
nales contra seis dirigentes sindicales por haber partici-
pado en las huelgas de 2013. Se solicitó al Gobierno que 
retirara los cargos contra éstos, que reforzara las recomen-
daciones de la Comisión y que comunicara informes de los 
tres comités encargados de las investigaciones sobre los 
asesinatos y la violencia en la huelga de 2013, con el fin 
de llevar a los autores a la justicia y de compensar a las 
víctimas. Entre 2014 y 2017, los dirigentes sindicales y 
miles de trabajadores hicieron frente a la violencia de ter-
ceras partes o de la policía, cuando ejercían sus derechos 
en acciones colectivas, 26 trabajadores afrontaron cargos 
penales y 17 de éstos fueron encarcelados con penas de 
dos a ocho meses. En 2016 y 2017, los sindicatos llevaron 
esos casos a la Comisión. La Comisión solicitó específi-
camente al Gobierno que resolviera esos casos, pero no se 
produjeron progresos y en un caso se presentaron cargos 
contra los dirigentes. Tras las recomendaciones formula-
das por la Comisión, el Gobierno se comprometió a refor-
zarlas con una hoja de ruta de acciones concretas y se lle-
varon a cabo dos consultas. El orador invitó al Gobierno a 
que finalizara una hoja de ruta con plazo determinado, en-
mendara la Ley sobre los Sindicatos y la LANGO, de 
modo de armonizarlas con el Convenio sobre la libertad 
sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 
(núm. 87), y enmendara el Código Penal y la Ley sobre 
Manifestaciones Pacíficas, con el fin de armonizarlas con 
el Convenio núm. 105. 

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miem-
bros, así como de la ex República Yugoslava de Macedo-
nia, Montenegro, Albania, Bosnia y Herzegovina y No-
ruega, afirmó que la UE promueve las normas fundamen-
tales del trabajo como parte de su Plan de Acción de 2015 
sobre los Derechos Humanos, el cual propugna la erradi-
cación del trabajo forzoso y la protección de la libertad 
sindical y el derecho de sindicación. Camboya se ha bene-
ficiado de un acceso libre de derechos y de contingentes a 
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los mercados europeos a través de la iniciativa «Todo me-
nos armas» (EBA) en el marco del Sistema Generalizado 
de Preferencias. La UE es el mercado más importante para 
las exportaciones camboyanas, sobre todo para el sector 
de las prendas de vestir. A cambio, el régimen de la EBA 
exige que Camboya cumpla sus obligaciones en el marco 
de los principios fundamentales internacionales sobre de-
rechos humanos y los convenios del trabajo, a los que la 
UE y sus ciudadanos dan una gran importancia. La oradora 
recordó que la UE ha manifestado su preocupación por el 
deterioro de la democracia, los derechos humanos y el im-
perio de la ley. La inclusión de penas de prisión que im-
plican trabajo forzoso en disposiciones que se han utili-
zado contra quienes expresan opiniones políticas o ideoló-
gicas disconformes también constituyen un asunto de 
grave preocupación. Las disposiciones pertinentes de la 
Ley sobre Partidos Políticos de 2007 y el Código Penal se 
refieren a la incitación a perturbar la seguridad pública 
mediante la palabra, por escrito, por medio de imágenes o 
mediante comunicaciones audiovisuales en público o diri-
gidas al público, la publicación de comentarios dirigidos a 
coaccionar ilegalmente a las autoridades judiciales y a des-
acreditar las decisiones judiciales. La oradora pidió al Go-
bierno que vele por que estas disposiciones no se usen más 
que cuando los hechos del caso lo justifiquen plenamente 
y únicamente en relación con actos de violencia o de inci-
tación a la violencia. La aplicación del Código Penal, la 
Ley sobre los Sindicatos, la LANGO y la Ley sobre Ma-
nifestaciones Pacíficas no deberían tener como conse-
cuencia práctica castigos que impliquen trabajo forzoso en 
situaciones contempladas por el Convenio núm. 105. No 
deberían imponerse sanciones que impliquen trabajo for-
zoso por la expresión pacífica de opiniones políticas u opi-
niones contrarias al sistema establecido. La oradora instó 
al Gobierno con firmeza a que deje de utilizar el poder ju-
dicial como instrumento político para acosar, intimidar, 
detener y encausar a opositores políticos, sindicalistas, 
miembros de la sociedad civil, activistas de derechos del 
trabajo y defensores de derechos humanos. La UE tiene la 
intención de seguir de cerca la situación, al tiempo que se 
mantiene dispuesta a prestar asistencia a Camboya para 
que pueda cumplir sus obligaciones relacionadas con la 
democratización, los derechos humanos y el imperio de la 
ley y como apoyo a su desarrollo económico y sostenible. 

El miembro gubernamental de Tailandia, hablando en 
nombre de la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental 
(ASEAN), reafirmó su sólido compromiso con la elimina-
ción del trabajo forzoso ateniéndose al Programa de Tra-
bajo de los Ministros de Trabajo de la ASEAN de 
2016-2020 y a los planes de trabajo de los Órganos Subsi-
diarios. Los Estados miembros de la ASEAN esperan se-
guir cooperando con la OIT en el cumplimiento del com-
promiso de la región con sus objetivos. El orador saludó 
el progreso realizado en la promoción de los derechos la-
borales y la seguridad dada por el Gobierno de que el tra-
bajo forzoso ha sido prohibido estrictamente, tanto en la 
legislación como en la práctica. Alentó al Gobierno a que 
prosiga sus esfuerzos de promover los derechos laborales, 
unas condiciones de trabajo decente y unas relaciones del 
trabajo armoniosas mediante el diálogo social.  

La miembro trabajadora de Alemania, hablando en nom-
bre de la Confederación Alemana de Sindicatos (DGB) y 
de los sindicatos holandeses, daneses, finlandeses, norue-
gos y suecos, señaló que el Gobierno de Camboya está 
violando el Convenio en la legislación y en la práctica. El 
artículo 68 de la Ley sobre Establecimientos Penitencia-
rios prevé explícitamente que se puede imponer a los pri-
sioneros la realización de trabajo obligatorio. El Gobierno 
utiliza el encarcelamiento como un medio deliberado para 
obstaculizar la actividad de los sindicalistas y para sancio-
nar actividades en las que se critica al Gobierno. Se utili-

zan sistemáticamente de manera indebida las disposicio-
nes legales que prohíben insultar a la monarquía, incitar al 
delito o a la perturbación del orden público, la difamación, 
el soborno a testigos o el menoscabo de los intereses na-
cionales. La utilización inapropiada de estas disposiciones 
del derecho penal es particularmente problemática. A tra-
vés del establecimiento de un ámbito de aplicación muy 
amplio, estas disposiciones legales se utilizan de manera 
inadecuada para intimidar y reprimir estratégicamente a 
quienes se oponen al régimen. En 2017, se sentenció a un 
activista sindical a dos años de prisión por incitación a la 
comisión de delitos graves porque había realizado un lla-
mamiento en una entrevista de radio para que los Estados 
Unidos y la UE suprimieran sus preferencias comerciales, 
y se acusó a periodistas de difamación porque habían pre-
guntado a los habitantes de una aldea acerca de su voto. 
También se utiliza de manera arbitraria la detención pre-
ventiva, durante largos períodos de tiempo y sin el debido 
proceso legal. La imposición indebida y arbitraria de pe-
nas de prisión, que siempre van acompañadas de trabajo 
obligatorio de conformidad con la legislación existente, 
crea un clima de amenazas e intimidación, en el que es 
imposible que los sindicalistas, pero también toda la so-
ciedad civil, ejerzan derechos fundamentales como la li-
bertad de expresión, la libertad de reunión y la libertad sin-
dical — derechos humanos que la Constitución de Cam-
boya protege como cuestión de principio. La oradora pidió 
al Gobierno que ponga su legislación y su práctica de con-
formidad con el Convenio y que acabe con la represión de 
sindicalistas y disidentes. 

El miembro trabajador de Indonesia hablando en nombre 
de la Confederación Sindical de Indonesia para la Prospe-
ridad (KSBSI) y de la Confederación Coreana de Sindica-
tos (KCTU), insistió en que no se debería acusar o detener 
a ningún trabajador por la realización de actividades legí-
timas. Tomó nota de la preocupación expresada por la Co-
misión de Expertos de que los sindicalistas, los defensores 
de derechos humanos y los representantes de ONG siguen 
siendo objeto de amenazas, acoso, detención, detención 
preventiva y acciones judiciales por cargos de difamación 
e injuria. Aunque en virtud del Código Penal dichos deli-
tos sólo se sancionan con multas, se han impuesto penas 
de prisión a varios sindicalistas. El orador puso de relieve 
casos de aplicación arbitraria y represiva de las leyes pe-
nales, en los que los trabajadores han protestado contra 
despidos ilícitos de dirigentes sindicales o contra el in-
cumplimiento de laudos arbitrales y sentencias judiciales. 
El 14 de febrero de 2018, cuatro dirigentes sindicales de 
la Federación Sindical por la Amistad de los Trabajadores 
fueron convocados ante un tribunal y enviados a prisión 
preventiva por haber organizado una huelga. En 71 casos 
desde las últimas elecciones nacionales, celebradas en 
2014, empleadores y autoridades han llevado ante los tri-
bunales a sindicalistas por delitos penales como la difama-
ción, la violencia o el daño intencionales, o la interferencia 
con el tráfico durante protestas laborales. En virtud del Có-
digo Penal, se les puede imponer penas de prisión que os-
cilan entre seis meses y cinco años. Un coordinador de la 
asociación agrícola fue encarcelado durante seis meses en 
virtud de los artículos 377 y 378 del Código Penal, que 
prevén penas de prisión que oscilan entre seis meses y tres 
años, y multas que oscilan entre 1 millón y 6 millones de 
rieles. El 6 de febrero de 2016, una protesta contra del des-
pido producido en 2015 de 45 trabajadores que pretendían 
constituir una filial de la Federación de Trabajadores del 
Transporte de Camboya culminó con un ataque violento 
así como la detención de conductores de autobuses y un 
saldo de 14 heridos. Un agente de la Asociación de Traba-
jadores Informales de Camboya fue detenido bajo la acu-
sación de violencia intencionada agravada, al obstaculizar 
la labor de funcionarios públicos y obstruir una carretera 
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pública. El mismo día, también se acusó a cuatro dirigen-
tes de sindicatos independientes, incluido Ath Thorn, Pre-
sidente de la Confederación del Trabajo de Camboya, aun-
que ninguno había estado presente. El orador subrayó la 
necesidad de acabar con la utilización indebida de las le-
yes para penalizar a los trabajadores y sindicalistas. Instó 
al Gobierno a adoptar medidas urgentes y concretas para 
atender el llamamiento de la Comisión de Expertos de res-
petar plenamente los derechos sindicales y de asegurar la 
capacidad de los sindicalistas para actuar en un clima libre 
de intimidación o de violencia. 

El miembro gubernamental de Suiza expresó su profunda 
preocupación por las medidas de detención, el trato y las 
acciones judiciales de que son objeto miembros del partido 
de la oposición, representantes de las ONG, miembros de 
los sindicatos y defensores de los derechos humanos. Es-
tos últimos son sancionados y encarcelados por sus activi-
dades y se les imponen penas de prisión que conllevan en 
particular la obligación de realizar trabajos penitenciarios. 
A este respecto, el orador instó al Gobierno de Camboya 
a adoptar las medidas necesarias para garantizar la libertad 
de opinión y de expresión, así como la libertad sindical y 
el derecho de reunión pacífica. Estos derechos forman 
parte integrante de los derechos humanos y de los conve-
nios fundamentales del trabajo. También alentó al Go-
bierno a que lleve a cabo todo cambio legal necesario para 
abolir las sanciones que imponen trabajo obligatorio, con 
miras a estar de conformidad con el Convenio. 

La miembro trabajadora de Francia declaró que las vio-
laciones del Convenio constituyen una práctica discrecio-
nal y contraria a todos los valores humanos y al respeto 
debido a cualquier ser humano. Se trata de una práctica 
discrecional porque, mediante la LANGO, el Gobierno de 
Camboya utiliza medidas extremadamente coercitivas, in-
cluido el trabajo forzoso, como medidas de intimidación y 
retorsión. La neutralidad con respecto a los partidos polí-
ticos que se exige de manera general a las ONG en virtud 
del artículo 24 de la LANGO, permite interpretaciones ar-
bitrarias por parte de la administración para poder suspen-
der actividades, imponer multas, así como anular el regis-
tro de una ONG. Esta disposición también autoriza al Mi-
nisterio del Interior a anular el registro sobre la base de 
una vaga alegación de perturbación de la seguridad pú-
blica y nacional. Así pues, el 23 de agosto de 2017, el Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores ordenó al Instituto Nacional 
Democrático cerrar y expulsar a todo el personal extran-
jero. El Ministerio de Asuntos Exteriores revindicó su au-
toridad en virtud del artículo 34 de la LANGO para poner 
fin a las actividades de cualquier organización de la socie-
dad civil internacional que no haya registrado un protocolo 
de entendimiento con el Ministerio. La orden se emitió 
después de que se acusara al Instituto Nacional Democrá-
tico de proporcionar al Partido para el rescate nacional de 
Camboya un plan «malintencionado» para derrocar al Go-
bierno. Por otra parte, el 28 de julio de 2017, el gobernador 
del distrito de Ek Phnom, en Battambang, publicó una 
carta ordenando a todos los responsables comunales del 
distrito de Ek Phnom informar sobre todas las ONG y aso-
ciaciones que operan en la región. La carta indicaba que 
las organizaciones tienen que obtener el permiso de las au-
toridades del distrito antes de poder desarrollar actividades 
en Ek Phnom. Los responsables comunales deben publicar 
informes sobre las ONG y las asociaciones que desarrollan 
actividades en Ek Phnom. La carta precisaba que los res-
ponsables comunales que omitan comunicar esta informa-
ción serán sancionados. He aquí las sanciones que el Go-
bierno camboyano utiliza como medida de intimidación. 
En la LANGO, los cargos potenciales son vagos, se pres-
tan a interpretaciones y por lo tanto no presentan neutrali-
dad y objetividad alguna. Las ONG y las organizaciones 
de la sociedad civil deben presentar cada año un informe, 
tanto financiero como sobre sus actividades detalladas, al 

Ministro del Interior. Esto permite al Gobierno controlar 
las cuentas de las asociaciones y cuestionar algunas de sus 
elecciones, o incluso fabricar falsas pruebas para desacre-
ditarlas. Estas faltas inventadas, que buscan silenciar a la 
sociedad civil, se califican de difamación o perturbación 
del orden público, dos ofensas severamente castigadas en 
Camboya. La larga duración del arresto preventivo de los 
responsables de la Asociación para los Derechos Humanos 
y el Desarrollo en Camboya es un ejemplo notable de estas 
prácticas. Se les mantuvo 427 días en prisión preventiva 
durante los cuales fueron sometidos a trabajos forzosos. 
Dado el número incalculable de posibilidades de ser acu-
sado en virtud de la LANGO, la oradora instó al Gobierno 
de Camboya a comprometerse plenamente para erradicar 
por completo cualquier forma de utilizar el trabajo forzoso 
tanto preventivamente, como en forma de castigo. 

La miembro trabajadora de Australia recordó que su de-
legación había manifestado reiteradamente su profunda 
preocupación por la situación de los derechos laborales en 
Camboya, donde los afiliados sindicales son objeto de dis-
criminación, acoso, amenazas, detenciones preventivas, 
arrestos y reclusión por tratar de ejercer sus derechos fun-
damentales, a pesar de la ratificación del Convenio en 
1999. El persistente incumplimiento por el Gobierno de 
las normas internacionales del trabajo, especialmente en 
materia de libertad de asociación pacífica, libertad sindical 
y protección contra las detenciones arbitrarias, requiere un 
minucioso examen por parte de la Comisión. El derecho 
de reunión pacífica, basado en un procedimiento de noti-
ficación de la Ley sobre Manifestaciones Pacíficas, se 
convirtió en un sistema de autorizaciones. Las interpreta-
ciones arbitrarias y la aplicación de la ley aumentaron la 
incertidumbre y el riesgo de sanciones para aquellos que 
procuran ejercer esa libertad. Ejemplos concretos incluye-
ron, en 2016 y 2017, la utilización de la policía armada del 
Ayuntamiento de Phnom Penh para impedir que entre 
2 000 y 3 000 afiliados de un consorcio de sindicatos in-
dependientes marcharan pacíficamente a la Asamblea Na-
cional para la celebración del 1.º de mayo; la limitación de 
que ONG tales como el Comité de Acción de Derechos 
Humanos de Camboya se movilizaran para celebrar el Día 
de los Derechos Humanos (10 de diciembre de 2016), la 
amenaza de «medidas», si los manifestantes desobede-
cían; y la denegación de la solicitud de 200 Khmer Krom 
de presentar una petición a la Asamblea Nacional (22 de 
junio de 2017). Del mismo modo, las autoridades de la 
provincia de Banteay Meanchey advirtieron a los aldeanos 
respecto de afiliarse al Partido para el Rescate Nacional de 
Camboya y sobre las celebraciones de la ONG en relación 
con el Día de los Derechos Humanos; la administración 
provincial del distrito de Battaambang’s Bovil denegó la 
autorización a la comunidad Boeung Bram de marchar el 
Día de los Derechos Humanos; las autoridades de Kampot 
denegaron tres peticiones de celebraciones; las autorida-
des de Takeo prohibieron que la Federación de Khmer 
Krom celebrara el Día Internacional de los Derechos Hu-
manos en varios pueblos y comunas. Amenazas más ex-
plícitas de los funcionarios del Gobierno violaron clara-
mente el artículo 1 del Convenio. En un discurso, el Primer 
Ministro Hun Sen amenazó con «eliminar 100 ó 200 per-
sonas», si apoyaban la «revolución de los colores», para 
garantizar la estabilidad de Camboya. El Primer Ministro 
reiteró que estaba decidido a valerse de armas y de la cár-
cel para reprimir las manifestaciones o para impugnar las 
elecciones de 2018; asimismo, el ministro de Asuntos So-
ciales, Sr. Vong Soth advirtió de la utilización de cañas de 
bambú contra cualquiera que se manifestara contra los re-
sultados de las elecciones de 2018; el Primer Ministro Hun 
Sen ordenó a los dirigentes sindicales de la industria textil 
que garantizaran que los trabajadores de las fábricas no 
organizaran manifestaciones políticas o se asociaran con 



Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105) 
Camboya (ratificación: 1999) 

 

 9B Parte II/139 

los restos del partido de la oposición desde entonces di-
suelto. La oradora instó a la Comisión a que emitiera su 
más enérgica declaración contra el persistente incumpli-
miento del Convenio y a que siguiera supervisando la 
cuestión. 

El representante gubernamental dio las gracias a los de-
legados por haber realizado intervenciones y comentarios 
constructivos. Dijo que era necesario aclarar los motivos 
por los que este caso relativo a Camboya se había señalado 
con una doble nota a pie de página. En opinión del Go-
bierno esto tiene relación con las elecciones que se reali-
zarán en julio de 2018. Algunos delegados utilizaban esta 
sesión como plataforma política para empañar la repu-
tación, los esfuerzos y los logros del Gobierno aunque para 
expresar el descontento político debería haberse utilizado 
otro foro. En Ginebra, una serie de instituciones y meca-
nismos de las Naciones Unidas se ocupan de cuestiones 
relativas a los derechos humanos, el Estado de derecho y 
la democracia. El orador recordó que los que quieren me-
jorar la situación de los derechos humanos en el país po-
drían utilizar la reunión del Consejo de Derechos Huma-
nos a este efecto. La Conferencia Internacional del Tra-
bajo es un foro para examinar la legislación laboral y los 
convenios pertinentes y no resulta apropiado utilizarlo 
para hacer propaganda política a fin de dar preferencia a 
otros individuos o partidos políticos. En relación con la 
situación de la libertad sindical, señaló que el Gobierno y 
las partes interesadas, incluida la OIT, se han puesto de 
acuerdo sobre el camino a seguir para mejorarla. En res-
puesta a la declaración de la representante de la UE, el ora-
dor señaló que si bien la iniciativa EBA ha servido de gran 
ayuda al pueblo y la economía de Camboya, deben respe-
tarse los intereses soberanos del país. Instó a la comunidad 
internacional a respetar la soberanía de Camboya así como 
su paz, estabilidad y desarrollo económico. 

Los miembros trabajadores declararon que en Camboya 
no hay garantía eficaz alguna de libertades civiles funda-
mentales y que aquellos que han ejercido el derecho de 
libertad de expresión y de reunión se convierten en blanco 
de procesos penales y penas de prisión y de trabajos for-
zosos. Sindicalistas, defensores de los derechos humanos, 
miembros de la oposición política y prácticamente cual-
quiera que tenga opiniones contrarias a las del Gobierno 
han sido objeto de enormes presiones con el resultado de 
detenciones y procesos. Las disposiciones legislativas so-
bre difamación pública se han aplicado de manera selec-
tiva para castigar las opiniones críticas. Los miembros tra-
bajadores se mostraron muy profundamente preocupados 
por la falta de imparcialidad y de independencia del Poder 
Judicial así como por los plazos excesivos de detención 
previa al juicio cuya finalidad es castigar a quienes pare-
cen oponerse al actual Gobierno. Esto es especialmente 
preocupante en el contexto de las próximas elecciones, en 
el cual cobra más importancia aún la libertad en los deba-
tes y el intercambio de ideas. Por tanto, el Gobierno tiene 
la obligación de adoptar medidas legislativas para velar 
por que no se impongan sanciones que impliquen trabajos 
obligatorios con el fin de silenciar y de censurar la expre-
sión pacífica de opiniones políticas. El derecho de sindi-
cación y reunión constituye el medio a través del cual los 
ciudadanos pueden tratar de que sus opiniones se difundan 
y se acepten y por tanto también debe protegerse. Además, 
el artículo 1, d), del Convenio núm. 105 prohíbe la impo-
sición del trabajo obligatorio por organizar huelgas o par-
ticipar pacíficamente en ellas. El Gobierno debe velar por 
que la libertad sindical pueda ejercerse en un clima libre 
de intimidaciones y de violencia. Debe liberarse inmediata 
e incondicionalmente a todos aquellos que hayan sido en-
viados a prisión por haber ejercido su derecho a la libertad 
de expresión y de reunión. También hacen falta reformas 
institucionales a fin de garantizar la independencia y la im-
parcialidad del poder judicial. La libertad de expresión y 

de reunión pacífica, la libertad sindical y la protección 
contra las detenciones arbitrarias deben garantizarse en 
tanto que salvaguardias contra la imposición de trabajos 
obligatorios por ejercer esos derechos. Ello exige un serio 
compromiso de emprender amplias reformas en algunas 
leyes que claramente no son conformes con el Convenio, 
entre ellas la Ley sobre Partidos Políticos, el Código Pe-
nal, la Ley sobre los Sindicatos, la LANGO, la Ley sobre 
Manifestaciones Pacíficas y el Proyecto de ley sobre el sa-
lario mínimo. La libertad de expresión y reunión, el dere-
cho de huelga y la protección contra el trabajo forzoso y 
obligatorio son cuestiones sumamente importantes para la 
gente trabajadora, pero también para los valores de la OIT 
en su conjunto. Por tanto, es necesario que el Gobierno 
colabore con la OIT a fin de dar pleno efecto al Convenio. 
Una doble nota a pie de página en un caso significa que la 
Comisión de Expertos tiene preocupaciones graves res-
pecto a él. Los miembros trabajadores se refirieron, a este 
respecto, al artículo 68 de la Ley sobre Prisiones en virtud 
del cual a los condenados que han sido declarados aptos 
físicamente debe asignárseles un trabajo como parte de la 
rutina diaria de la prisión, y se mostraron en desacuerdo 
con la solicitud de que se elimine de las actas los comen-
tarios en relación a la Ley sobre Sindicatos y el proyecto 
de ley sobre el salario mínimo.  

Los miembros empleadores reiteraron que si bien resulta 
innegable que existen motivos graves de preocupación en 
lo que concierne a la situación de los derechos humanos 
en Camboya, tal como han señalado diversos organismos 
de las Naciones Unidas, incluida la Relatora Especial, la 
Comisión tiene que limitarse a examinar la aplicación del 
Convenio. Además, el hecho de que se señale con una do-
ble nota a pie de página pone de relieve la gravedad del 
caso. Sin embargo, no se han proporcionado pruebas que 
demuestren la existencia de trabajo forzoso en el país. 
Aunque existe un riesgo potencial de que pueda imponerse 
trabajo forzoso no hay pruebas de que esto haya ocurrido. 
En estas circunstancias y teniendo en cuenta la grave preo-
cupación en relación con la aplicación en la práctica de 
diversas disposiciones legislativas que prevén la imposi-
ción de sanciones, debería pedirse al Gobierno que garan-
tice que no impondrá trabajo forzoso. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información suministrada 

por el representante gubernamental y del debate que tuvo 
lugar a continuación.  

Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 

Gobierno y la discusión del caso que tuvo lugar seguida-
mente, la Comisión instó al Gobierno a que:  
■ Adopte medidas en la legislación y en la práctica para 

velar por que no puedan imponerse sanciones que conlle-
ven trabajo forzoso o trabajo obligatorio, de conformidad 
con el artículo 1, a), del Convenio núm. 105, en particular 

enmendando la legislación vigente que permite el tra-
bajo forzoso. 

■ La Comisión instó al Gobierno a que recurra a la asis-

tencia técnica de la OIT para dar curso a esta recomen-
dación. La Comisión también pidió al Gobierno que pro-
porcione a la Comisión de Expertos, para su examen en 

noviembre de 2018, información detallada sobre las me-
didas adoptadas para aplicar esta recomendación. 

El representante gubernamental reiteró que el trabajo 
forzoso no tiene cabida en Camboya y que su Gobierno 
está dispuesto a proporcionar elementos de hecho y de de-
recho para esclarecer este malentendido o interpretación 
errónea del Convenio y de la legislación y los reglamentos 
pertinentes de Camboya que ha dado lugar a la injusta ale-
gación de que existen esas prácticas. A pesar de su respeto 
por la labor de la Comisión de Expertos, cualquier examen 
que vaya más allá del ámbito de aplicación del Convenio 
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no resulta útil en relación con su aplicación. La compren-
sión mutua y la estrecha colaboración entre los interlocu-
tores sociales y los asociados para el desarrollo son instru-
mentos eficaces para resolver los malentendidos y las ten-
siones. El diálogo social y los mecanismos tripartitos exis-
tentes son especialmente decisivos para mantener la paz, 
la estabilidad y el desarrollo, que tanto ha costado conse-
guir, en Camboya. El orador acogió con beneplácito la 
asistencia de la OIT para promover los derechos laborales 
y el trabajo decente de conformidad con las normas inter-
nacionales del trabajo. 

Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación), 

1958 (núm. 111) 

BAHREIN (ratificación: 2000) 

Un representante gubernamental proporcionó informa-
ción sobre las medidas que ha tomado el Gobierno para 
aplicar las conclusiones adoptadas por la Comisión en la 
106.a reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo 
(CIT) (junio de 2017). En particular, el Gobierno ha adop-
tado las siguientes medidas: i) informar sobre las medidas 
adoptadas para cumplir los compromisos contenidos en 
los Acuerdos tripartitos de 2012 y 2014 en relación con la 
reintegración de los trabajadores despedidos tras los even-
tos de febrero y marzo de 2011. La memoria proporciona 
información detallada sobre todos los casos solucionados 
y acordados con los interlocutores sociales, en particular 
con relación a la lista de 165 trabajadores despedidos que 
se anexó al acuerdo tripartito complementario de 2014; 
ii) someter una memoria con fecha de 31 de agosto de 
2017 sobre las medidas adoptadas para aplicar el Conve-
nio, y iii) aceptar el apoyo técnico de la OIT a través de 
una misión de contactos directos, de conformidad con la 
carta dirigida al Director General de la OIT el 15 de abril 
de 2018. En respuesta a las observaciones de la Comisión 
de Expertos, el Gobierno pone de relieve los siguientes 
puntos. En primer lugar, con respecto a las medidas adop-
tadas para cumplir los compromisos contenidos en los 
Acuerdos tripartitos de 2012 y 2014, se ha solucionado el 
98 por ciento de todos los casos relacionados con el des-
pido de trabajadores tras los eventos de 2011. Los trabaja-
dores han retomado su trabajo en el sector público o pri-
vado, preservando todos sus derechos y privilegios rela-
cionados con el empleo, incluida la jubilación. Además, 
siguen concertándose esfuerzos con las partes interesadas 
pertinentes con miras a solucionar todos los casos mencio-
nados en la lista anexa al Acuerdo, que contiene 165 casos. 
Todos los esfuerzos gubernamentales coinciden con las 
medidas adoptadas por el comité tripartito nacional para 
reintegrar a estos trabajadores en su puesto de trabajo an-
terior o para proporcionarles una compensación finan-
ciera, o incluso para ofrecerles un trabajo alternativo con 
el mismo salario y las mismas prestaciones. La coopera-
ción entre las partes interesadas pertinentes sigue su curso 
a fin de solucionar los pocos casos pendientes, y el Minis-
terio de Trabajo y Desarrollo Social permanece abierto a 
hallar soluciones apropiadas para los trabajadores afecta-
dos.  

En segundo lugar, en relación con las medidas tomadas 
para velar por que la legislación contemple todos los mo-
tivos prohibidos de discriminación, el orador indicó que se 
han puesto en práctica las conclusiones adoptadas por la 
Comisión en 2017, y que se ha llevado a cabo una revisión 
integral de la legislación nacional a fin de considerar las 
enmiendas necesarias para prohibir y penalizar la discri-
minación en la legislación laboral en el sector privado. En 
este sentido, el Consejo de Ministros ya ha aprobado una 
enmienda a la Ley del Trabajo en el Sector Privado sobre 
este tema, y se remitirá información a la Oficina sobre 
cualquier otro avance. En tercer lugar, en lo que respecta 

a las medidas adoptadas para proteger a los trabajadores 
migrantes, esta categoría de trabajadores se ha beneficiado 
de mecanismos para presentar quejas laborales, para enta-
blar litigios o formular llamamientos en contra de decisio-
nes administrativas y judiciales. Asimismo, un trabajador 
migrante podría cambiar de empleador en las condiciones 
establecidas en la legislación, es decir, después de un año 
de empleo con el empleador actual, siempre que de un 
preaviso de al menos tres meses, y a condición de que 
tenga una residencia legal en el país. A los trabajadores 
migrantes que han sido objeto de prácticas abusivas por su 
empleador actual, como el impago de los salarios o la pri-
vación de derechos fundamentales establecidos en la le-
gislación, se les permite cambiar de empleador sin cumplir 
las condiciones y los plazos legales indicados anterior-
mente. También se ha dado un paso práctico importante a 
través del permiso de trabajo flexible que tiene por objeto 
regularizar la situación de los trabajadores migrantes que 
se encuentran en situación irregular. Por consiguiente, un 
trabajador migrante que tiene un permiso de trabajo flexi-
ble y ha firmado un contrato de trabajo formal, estará cu-
bierto por la legislación del país relativa a la relación de 
trabajo. Refiriéndose a las solicitudes de información de 
la Comisión de Expertos sobre las medidas adoptadas para 
sensibilizar a los trabajadores migrantes, el orador subrayó 
que la legislación nacional relativa a la residencia se ha 
difundido en varios idiomas en el marco de una campaña 
de sensibilización. La concienciación de los trabajadores 
migrantes y la definición de sus derechos no sólo incumbe 
al Gobierno, sino también a las embajadas de los países 
proveedores de mano de obra, los sindicatos y las organi-
zaciones de la sociedad civil de las comunidades extranje-
ras, como los clubes culturales y sociales. Éste ha sido el 
objetivo de los períodos de «amnistía» que el Gobierno 
organiza desde 2016, que pretenden corregir la situación 
de más de 100 000 trabajadores migrantes en situación 
irregular sin imponerles sanciones o cobrarles tasas admi-
nistrativas. En cuarto lugar, por lo referente a las medidas 
adoptadas para asegurar la igualdad de oportunidades y de 
trato entre las mujeres y los hombres en el empleo y la 
ocupación, la participación de las mujeres en el mercado 
de trabajo ha aumentado aproximadamente un 39 por 
ciento en todos los sectores de la economía y, según el in-
forme del Foro Económico Mundial para 2015, se consi-
dera que el país es «el que más ha subido en el mundo en 
el subíndice de oportunidades económicas y de participa-
ción» para las mujeres. El orador señaló que se presentará 
un informe sobre este tema en un futuro cercano. En 
quinto lugar, por lo referente a las medidas adoptadas para 
asegurar la prohibición del acoso sexual en la legislación 
laboral, sería apropiado establecer relaciones de coopera-
ción con la OIT a fin de beneficiarse de sus conocimientos 
especializados sobre este tema, y permitir la elaboración 
de la legislación nacional en consonancia con las normas 
internacionales del trabajo y otras prácticas nacionales.  

Los miembros empleadores recordaron que Bahrein rati-
ficó este Convenio fundamental en 1977. La Comisión de 
Expertos formuló observaciones en 2012, 2016 y 2017 so-
bre la aplicación del Convenio por Bahrein, y la Comisión 
de Aplicación de Normas las examinó por primera vez en 
2017. Las observaciones de la Comisión de Expertos se 
centró en: i) la cobertura legislativa de todos los motivos 
prohibidos reconocidos de discriminación y la aplicación 
de la legislación a todos los trabajadores; ii) la promoción 
del principio de igualdad de oportunidades entre hombres 
y mujeres en materia de empleo y ocupación, y iii) la 
prohibición del acoso sexual en la legislación y en la prác-
tica. Teniendo en cuenta las conclusiones de 2017 adopta-
das por la Comisión de Aplicación de Normas, la informa-
ción proporcionada por el Gobierno y su voluntad de exa-
minar la posibilidad de formular, con el apoyo de la OIT, 
una amplia definición de discriminación de conformidad 
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con el Convenio, los miembros empleadores alentaron al 
Gobierno a velar por que: i) la legislación nacional con-
temple todos los motivos prohibidos reconocidos de dis-
criminación enunciados en el artículo 1, 1), a), del Conve-
nio; ii) la legislación nacional aborde la discriminación en 
sus formas directas e indirectas de discriminación tanto en 
la legislación como en la práctica, y iii) todos los trabaja-
dores, tanto en el sector privado como en la administración 
pública, estén amparados por la legislación contra la dis-
criminación. Además, teniendo en cuenta la indicación del 
Gobierno de que ha adoptado medidas para promover el 
principio de igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres en el empleo y la ocupación, y valorando el com-
promiso del Gobierno de proporcionar más información 
estadística, los miembros empleadores pidieron al Go-
bierno que: i) suministre información sobre las medidas 
adoptadas en relación con la situación de la mujer en el 
mercado de trabajo, y ii) continúe proporcionando infor-
mación estadística sobre la participación de hombres y 
mujeres en el mercado de trabajo, desglosada por sector, 
categoría profesional y posición, tanto en el sector público 
como en el privado, y sobre el número de mujeres que se 
benefician de la formación profesional. 

Con respecto a las observaciones de la Comisión de Ex-
pertos sobre el artículo 31 de la Ley del Trabajo en el Sec-
tor Privado, por la que se prohíbe que las mujeres trabajen 
de noche en determinados sectores y ocupaciones, y to-
mando nota, por una parte, de la explicación anterior del 
Gobierno de que tales medidas están destinadas a proteger 
a las mujeres contra trabajos que atenten contra su digni-
dad, capacidades y constitución y, por otra, de que el Go-
bierno declaró ante la Comisión que la licencia de mater-
nidad y la protección contra los riesgos profesionales son 
privilegios de los que gozan las mujeres, los miembros tra-
bajadores expresaron su inquietud por la existencia de una 
legislación nacional basada en estereotipos sobre las capa-
cidades profesionales y sobre el papel de la mujer en la 
sociedad, y señalaron que dicha legislación es contraria al 
principio de igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres en el empleo y la ocupación establecido en el 
Convenio. Habida cuenta de la voluntad expresada por el 
Gobierno de considerar una revisión de la legislación, los 
miembros empleadores le alentaron a que tenga en cuenta 
todo lo anterior a la hora de revisar la legislación denomi-
nada «protectora» a fin de garantizar el respeto del princi-
pio mencionado, y a que informe a la Comisión de Exper-
tos sobre todas las medidas adoptadas en relación con esto. 
Asimismo, al tiempo que celebraron que el Gobierno con-
dene el acoso sexual en el lugar de trabajo y que se com-
prometa a cooperar con la OIT, los miembros empleadores 
le pidieron que prohíba debidamente el acoso sexual en la 
legislación nacional y que facilite aclaraciones sobre los 
procedimientos de denuncia establecidos en este sentido. 
Por último, celebraron el enfoque constructivo adoptado 
por el Gobierno sobre esta cuestión, y le alentaron a que 
prosiga por esta vía. 

Los miembros trabajadores lamentaron que sólo se haya 
puesto en práctica una pequeña parte de las conclusiones 
adoptadas por la Comisión en su última reunión. La misión 
de contactos directos propuesta al Gobierno tenía por ob-
jeto ayudarle a poner en práctica sus conclusiones, pero 
como no la aceptó hasta abril de 2018, la Oficina aún no 
ha podido organizarla, lo que retrasa el proceso de aplica-
ción de dichas conclusiones. En su observación, la Comi-
sión de Expertos alude a cinco problemas principales en lo 
relativo a la aplicación del Convenio. En primer lugar, por 
lo referente a los acuerdos tripartitos de 2012 y 2014, con-
cluidos entre el Gobierno, la Federación General de Sindi-
catos de Bahrein (GFBTU) y la Cámara de Comercio e 
Industria de Bahrein (BCCI) con el fin de hallar una solu-
ción a los casos de suspensión, despido y sanciones im-

puestos a personas que habían participado en manifesta-
ciones políticas en febrero de 2011, el Gobierno ha pre-
sentado a la Comisión de Expertos una memoria en la que 
explica las medidas adoptadas para poner en práctica estos 
acuerdos, y concluye que se ha encontrado una solución 
para casi todas las personas afectadas. No obstante, siguen 
quedando pendientes 64 casos de despido, ya que los em-
pleadores se niegan a reintegrar a estos trabajadores a sus 
puestos. Además, en casi todos los casos, los empleadores 
en cuestión aún no han pagado la compensación financiera 
a los trabajadores que han recuperado su puesto, a pesar 
de lo establecido en los acuerdos tripartitos. Incluso en los 
casos en los que se ha reintegrado al trabajador, cabe la-
mentar diversas discriminaciones: los trabajadores de una 
empresa del sector del aluminio tuvieron que firmar un 
acuerdo en el que renunciaban a reclamar los derechos, sa-
larios, beneficios o vacaciones anuales durante el período 
de despido; a 184 trabajadores de una empresa del sector 
de la energía no se les pagó durante el período de despido; 
a otros trabajadores se les redujo considerablemente el sa-
lario después de su reintegración, se les transfirió a pues-
tos diferentes de los que ocupaban antes del despido o se 
les bajó de categoría. Es evidente que la aplicación plena 
de los acuerdos tripartitos dista de ser una realidad.  

En segundo lugar, la legislación de Bahrein sigue sin es-
tar de conformidad con el Convenio, dado que, por una 
parte, no contempla todos los motivos de discriminación 
mencionados en el mismo y, por otra, no se aplica a los 
trabajadores domésticos, los guardias de seguridad, las go-
bernantas, los chóferes y los cocineros. Al no haberse 
puesto en práctica las recomendaciones formuladas en las 
conclusiones adoptadas por la Comisión a este respecto, 
conviene ser más explícito en cuanto a las modificaciones 
que se solicitan: a) el ámbito de aplicación de la Ley del 
Trabajo en el Sector Privado (núm. 36/2012) debe am-
pliarse a los trabajadores domésticos y personas conside-
radas como tales, incluidos los trabajadores agrícolas, los 
guardias de seguridad, las gobernantas, los chóferes y los 
cocineros, y b) en los artículos 39 (discriminación salarial) 
y 104 (terminación de la relación de trabajo considerada 
discriminatoria) deben cubrirse expresamente todos los 
motivos de discriminación que se enumeran en el Conve-
nio. Reviste particular importancia realizar estas modifi-
caciones. En efecto, se produjeron actos de discriminación 
en el momento de la reintegración de dirigentes sindicales 
y sindicalistas después de los acontecimientos de 2011, 
contraviniéndose los Acuerdos tripartitos de 2012 y 2014. 
Si no se enmienda la normativa, seguirá permitiendo la 
discriminación en el empleo basada en la opinión política. 
Así ocurrió en 2012, cuando se invitó a trabajadores del 
sector del aluminio a desafiliarse de la GFBTU, so pena 
de no reintegrarlos. Además, se despidió durante un mes y 
medio a un miembro de esta federación, que también era 
miembro de la Comisión tripartita para el retorno de los 
desempleados, y posteriormente se le integró sin indemni-
zación alguna y se le obligó a tomar sus vacaciones anua-
les. Además, debe aplicarse el principio de no discrimina-
ción, en la legislación y la práctica, tanto en el sector pri-
vado como en el acceso a la administración pública. A este 
respecto, el Gobierno sostiene que no hay casos de discri-
minación y que no se ha registrado ninguna queja en rela-
ción con esto, aunque varios ejemplos ilustran lo contra-
rio. 

En tercer lugar, el Gobierno afirma que ha establecido 
un sistema de permiso de trabajo flexible que permite que 
los trabajadores migrantes en situación irregular regulari-
cen su situación, permitiéndoles acceder a sistemas de se-
guro social, de seguro de desempleo y de seguro de salud. 
Se trata de un punto crucial, puesto que más del 77 por 
ciento de la mano de obra del país está constituida por tra-
bajadores migrantes. Sin embargo, este sistema no se 
aplica a los obreros calificados, ni a los trabajadores que 
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han huido de los empleadores que recurrían a prácticas 
abusivas, ni a los trabajadores domésticos y agrícolas. Los 
trabajadores que pueden acogerse a este sistema sólo pue-
den trabajar sin un patrocinador con la condición de que 
paguen las diversas cuantías que cubren los gastos anuales 
de la expedición de permisos, de la asistencia médica o 
incluso las cotizaciones al seguro social. Esto equivale a 
tratar a estos trabajadores como trabajadores por cuenta 
propia respecto de los cuales los empleadores no asumen 
ninguna responsabilidad. Además, la concesión de este 
permiso está supeditada a la presentación de un pasaporte 
válido. Ahora bien, los migrantes en situación irregular no 
están normalmente en posesión de su pasaporte, ya que la 
mayoría de las veces éste es retenido por su empleador an-
terior. Cabe señalar que la autoridad reguladora del mer-
cado de trabajo sigue autorizando a los empleadores a in-
cluir, en los contratos de trabajo, una cláusula que limita 
la aprobación de un cambio de empleador por una dura-
ción determinada. Esto constituye una versión atenuada 
del régimen de la Kafala. Además, el contrato de trabajo 
unificado adoptado en 2017 sólo prevé, en el caso de los 
trabajadores domésticos, una protección parcial del Có-
digo del Trabajo, y éstos sólo están cubiertos si son con-
tratados por agencias y no por particulares. Cabe lamentar 
asimismo los casos de violencia física y agresión sexual 
de que son objeto las trabajadoras domésticas migrantes. 
La legislación relativa a los trabajadores migrantes sigue 
siendo, en consecuencia, incompatible con el Convenio.  

En cuarto lugar, en la memoria dirigida a la Comisión 
de Expertos, el Gobierno da cuenta de algunas medidas 
adoptadas para promover la igualdad entre hombres y mu-
jeres, pero no aporta ninguna información sobre el im-
pacto preciso de estas medidas. También es lamentable la 
ausencia de mejoras en las medidas especiales de protec-
ción de las que deberían beneficiarse las mujeres: por una 
parte, se les prohíbe el acceso a determinadas profesiones 
(más allá de lo necesario para la protección de la materni-
dad) y, por otra parte, existen prácticas discriminatorias en 
algunos sectores (especialmente, el transporte aéreo) que 
afectan a la protección de la maternidad (períodos de ma-
ternidad considerados como una licencia no remunerada o 
casos de despido por motivo de embarazo).  

En quinto lugar, la Comisión adoptó conclusiones rela-
tivas a la ausencia de definición y de prohibición explícita 
del acoso sexual en la legislación, las cuales no se han 
puesto en práctica en absoluto. No es válido el argumento 
de que la ausencia de una queja en materia de acoso viene 
a demostrar que no hay necesidad de proceder a las modi-
ficaciones solicitadas. Por una parte, en ausencia de un 
marco específico relativo al acoso, se utilizan otros cana-
les, como la ley contra la trata de personas; por otra parte, 
la ausencia de queja no es sinónimo de ausencia de hechos; 
por último, como indica la Comisión de Expertos, otros 
factores pueden explicar el hecho de que no se presenten 
quejas, tales como el temor a represalias, la falta de acceso 
a mecanismos de presentación de quejas y vías de repara-
ción, o incluso una falta de sensibilización. Para concluir, 
los miembros trabajadores confiaron en que el Gobierno 
tome conciencia de que el retraso en la aplicación de las 
recomendaciones de la Comisión, la inercia, y algunas ve-
ces incluso la negación de la realidad, no son compatibles 
con los progresos y la búsqueda de la justicia social, y ac-
túe con determinación para eliminar toda forma de discri-
minación. 

El miembro empleador de Bahrein declaró que, a raíz de 
la discusión del año pasado, es importante destacar la es-
trecha cooperación tripartita entre los interlocutores socia-
les y el Gobierno, a través de comités bilaterales y tripar-
titos. Recordó el papel determinante que desempeña la 
BCCI en la resolución de la situación de los trabajadores 
despedidos, persuadiendo a las empresas de aportar solu-

ciones satisfactorias y compatibles, garantizando unas re-
laciones laborales sólidas, y salvaguardando los derechos 
de todas las partes. Las empresas cubren las cotizaciones 
de los seguros de los trabajadores despedidos durante el 
período de separación, a efectos de garantizar una cober-
tura ininterrumpida. Además, la Comisión de Aplicación 
de Normas y la OIT deberían reconocer todas las medidas 
e iniciativas del Gobierno para combatir la discriminación 
y aplicar los principios del Convenio. Los procedimientos 
disponibles en el país para garantizar los derechos de los 
trabajadores, como los mecanismos de presentación de 
quejas, los procedimientos de reclamación y el derecho a 
litigar, constituyen medidas pioneras que contribuyen a la 
protección efectiva de los derechos de los trabajadores. El 
orador consideró que el conjunto de reglamentaciones y 
medidas adoptadas por el Gobierno son progresivas y tie-
nen un gran impacto en los trabajadores de Bahrein. Con 
respecto a la cuestión de la igualdad de oportunidades en-
tre hombres y mujeres en el empleo y la ocupación, es im-
portante destacar el creciente porcentaje de participación 
de las mujeres en la fuerza del trabajo año tras año, que ha 
alcanzado el 39 por ciento del total de la fuerza del trabajo 
nacional. Las mujeres de Bahrein han demostrado su ca-
pacidad para alcanzar los niveles más altos de empleo, 
como los directores ejecutivos de importantes empresas en 
el país, y para desarrollar modelos empresariales sofistica-
dos. Además, en las recientes elecciones de la junta direc-
tiva de la BCCI, que tuvieron lugar el 10 de marzo de 
2018, se eligió a tres mujeres para que formaran parte de 
la misma. El orador resaltó la importancia de seguir cele-
brando reuniones tripartitas fructíferas, que contribuyan a 
la adopción de medidas que promueven las oportunidades 
de trabajo decente, logrando la igualdad y combatiendo la 
discriminación. Los programas de cooperación técnica, en 
colaboración con la OIT, apoyarían el desarrollo de rela-
ciones comunes y elevarían el nivel de cumplimiento de 
las normas internacionales del trabajo. 

El miembro trabajador de Bahrein acogió con agrado la 
aceptación por el Gobierno de una misión de contactos di-
rectos y solicitó información sobre el calendario estable-
cido, haciendo hincapié en la necesidad de que la misión 
se reúna con las partes pertinentes que hayan participado 
en la adopción de los acuerdos tripartitos. El asunto abor-
dado en los acuerdos sigue sin resolverse, ya que aún hay 
trabajadores que no han sido reintegrados y han estado sin 
trabajo durante más de siete años. Hay incluso varios tra-
bajadores que no han sido reintegrados en sus anteriores 
puestos y han sido transferidos a empleos de nivel inferior. 
Indicar que este caso está cerrado es una declaración inco-
rrecta, puesto que la Comisión Nacional Tripartita sólo ce-
lebró dos reuniones el año pasado, sin lograr ningún 
avance. El orador consideró que la justificación dada para 
volver a examinar los 165 casos no tenía sentido alguno, 
puesto que ya se habían examinado y finalizado en el 
marco del Acuerdo Tripartito de marzo de 2014. En rela-
ción a los trabajadores despedidos quienes fueron contra-
tados para otros trabajos u obtuvieron registro comercial, 
es importante tomar nota que esto fue posible gracias a su 
insistencia personal ante la expectación relativa al reinte-
gro. No recibieron apoyo alguno por parte del Ministerio 
de Trabajo al respecto. En la actualidad, aún siguen pen-
dientes 64 de los 165 casos de despido. Con objeto de fa-
cilitar su pronta resolución, la GFBTU ha seleccionado un 
grupo prioritario de 37 casos relacionados con trabajado-
res que han estado desempeñando labores en las más gran-
des empresas estatales e instituciones públicas, y ha pre-
sentado la lista al Gobierno. El orador insistió además que 
esta iniciativa no tiene por objeto dejar de lado los 165 ca-
sos. El orador también insistió en la importancia de respe-
tar los acuerdos tripartitos como contrato vinculante entre 
las tres partes, con objeto de reforzar el diálogo social bajo 
los auspicios de la OIT. Esos acuerdos han proporcionado 
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un marco jurídico que complementa la legislación laboral 
nacional, por lo que no deberían centrarse únicamente en 
la reintegración de los trabajadores despedidos, aunque 
este asunto está en el centro de los acuerdos. Además, es 
esencial adoptar las siguientes medidas tal y como están 
especificadas en el acuerdo tripartito: i) evitar que se repi-
tan despidos de trabajadores por las mismas razones que 
se indican en la queja (lamentablemente, la GFBTU ha es-
tado registrando casos de despidos y de suspensión de per-
miso de entrada a los lugares de trabajo por los mismos 
motivos de trasfondo discriminatorio mencionados en la 
queja, y el Ministerio de Trabajo y Desarrollo Social fue 
informado de esta situación); ii) establecer un mecanismo 
u órgano tripartito para realizar un seguimiento de los ca-
sos de discriminación en el empleo y la ocupación, y ga-
rantizar la conformidad con el Convenio tal como está es-
tipulado tanto en el Convenio como en el acuerdo tripartito 
(por ejemplo, el artículo 39 de la Ley del Trabajo en el 
Sector Privado ha ignorado la definición integral de dis-
criminación consagrada en el Convenio, y ha limitado di-
cha definición a la cuestión de la remuneración, con lo 
cual se deja campo libre para practicar otras formas de dis-
criminación en el empleo y en la ocupación); iii) propor-
cionar compensación financiera y cobertura de seguridad 
social a los trabajadores reintegrados durante el período de 
despido; iv) ratificar el Convenio sobre la libertad sindical 
y la protección del derecho de sindicación, 1948 
(núm. 87), y el Convenio sobre el derecho de sindicación 
y de negociación colectiva, 1949 (núm. 98), ya que existen 
decenas de miles de trabajadores en el sector gubernamen-
tal a quienes se ha denegado el derecho de sindicación — 
en efecto, en virtud de la circular núm. 1, de 10 de febrero 
de 2003, sobre el derecho de los trabajadores de la admi-
nistración pública a afiliarse a sindicatos de trabajadores, 
la constitución de sindicatos en las instituciones del sector 
público es ilegal, por cuanto constituye una violación de 
la Constitución de Bahrein, que no distingue entre los tra-
bajadores del sector privado y los del público en lo que 
atañe al derecho a constituir organizaciones sindicales, y 
v) velar por el respeto de dicha Constitución, la cual pro-
clama en su artículo 37 que los convenios y tratados inter-
nacionales, una vez ratificados, tienen fuerza de ley. Por 
lo tanto, todos los requisitos que figuran en el Convenio 
son vinculantes desde el punto de vista jurídico. El orador 
manifestó que está dispuesto a seguir cooperando con el 
Gobierno y los interlocutores sociales para aplicar mejor 
las disposiciones del Convenio y el acuerdo tripartito. 

El miembro gubernamental de Kuwait, hablando también 
en nombre de los miembros gubernamentales de los Emi-
ratos Árabes Unidos, Arabia Saudita, Omán y Yemen, 
acogió con agrado los esfuerzos realizados por Bahrein 
para poner en práctica las observaciones formuladas por la 
Comisión de Expertos y cumplir sus obligaciones relacio-
nadas con la aplicación del Convenio. En su reunión de 
2017, el Gobierno ya se comprometió a llevar a la práctica 
las conclusiones formuladas por la Comisión de Aplica-
ción de Normas de la Conferencia, y ha cumplido su com-
promiso. Es preciso conceder tiempo suficiente al Go-
bierno para que aplique todas las recomendaciones formu-
ladas, en particular las relacionadas con las modificacio-
nes legislativas. La falta de una definición o de un texto 
jurídico específico no implica necesariamente que los tra-
bajadores están desprovistos de protección. Las autorida-
des administrativas y judiciales protegen sus derechos. La 
medida adoptada por el Gobierno debería acogerse con sa-
tisfacción, y se espera que la Comisión tenga en cuenta los 
resultados obtenidos y la estrecha cooperación entre los 
interlocutores sociales. Asimismo, se debería alentar al 
Gobierno a seguir promoviendo el diálogo social para for-
talecer el trabajo decente y velar por la igualdad entre to-
das las personas. El orador invitó a la OIT a establecer 

programas de cooperación técnica en los países menciona-
dos con miras a reforzar el compromiso de aplicar las nor-
mas internacionales del trabajo.  

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miem-
bros, así como de Bosnia y Herzegovina, la ex República 
Yugoslava de Macedonia, Montenegro y Noruega, re-
cordó que estos países conceden una gran importancia al 
respeto de los derechos humanos, consagrados en los con-
venios fundamentales de la OIT y en otros instrumentos 
de derechos humanos. La UE está comprometida a promo-
ver su ratificación y aplicación universales, como parte de 
su Marco Estratégico y Plan de Acción para los Derechos 
Humanos. Lamentablemente, este caso ya fue discutido 
por la Comisión el año pasado, y por el Consejo de Admi-
nistración de la OIT hace algunos años, tras una queja pre-
sentada por los trabajadores en virtud del artículo 26 de la 
Constitución de la OIT. De acuerdo con las alegaciones, 
se impusieron suspensiones y diversas formas de sancio-
nes a los dirigentes sindicales y a los sindicalistas, como 
consecuencia de las manifestaciones de febrero de 2011. 
En 2012 y 2014, se celebraron acuerdos tripartitos y se 
creó un comité tripartito nacional para garantizar el segui-
miento de los casos. Se acogió con satisfacción la infor-
mación actualizada presentada por el Gobierno sobre la 
resolución de los casos, pero se necesitan pruebas de que 
se han resuelto los 165 casos de trabajadores despedidos. 
La oradora pidió al Gobierno que indique las condiciones 
que deben cumplirse para obtener un certificado de reha-
bilitación de los trabajadores que fueron condenados por 
una decisión judicial. Recordó las conclusiones adoptadas 
en 2017, en particular que se pidió al Gobierno: i) que se 
formulara una definición de discriminación que contem-
plara a todos los trabajadores en todas las formas de em-
pleo y prohibiera directa e indirectamente la discrimina-
ción por todos los motivos cubiertos por el Convenio, y ii) 
que se garantizara una protección integral de los funciona-
rios públicos contra la discriminación, a través de la en-
mienda del decreto legislativo núm. 48, de 2010, sobre la 
administración pública. Es lamentable que no se hayan 
adoptado medidas para abordar estos dos asuntos. La ora-
dora instó al Gobierno a que comunique información so-
bre las medidas específicas adoptadas para asegurar una 
protección efectiva contra la discriminación, basada en to-
dos los motivos establecidos en el Convenio, de los traba-
jadores migrantes, en particular respecto de los trabajado-
res domésticos, sumamente vulnerables, que son mujeres 
en su mayoría. Acogió con satisfacción la nueva legisla-
ción que obliga a los empleadores a depositar los salarios 
de los trabajadores domésticos y trabajadores no califica-
dos en cuentas bancarias, y espera con interés su efectiva 
aplicación, antes de finales de 2018. Tomando nota con 
interés del proceso iniciado por el Gobierno con miras a 
abolir el sistema Kafala y la introducción, en 2017, de un 
sistema de permiso de trabajo flexible, a efectos de permi-
tir que los trabajadores migrantes cambien de empleado-
res, la oradora instó al Gobierno a que garantice que toda 
norma adoptada para regular este derecho no imponga 
condiciones o limitaciones que aumenten la dependencia 
de los migrantes de sus empleadores y, por tanto, su vul-
nerabilidad. Habida cuenta de las alegaciones de la Con-
federación Sindical Internacional (CSI) sobre las limita-
ciones del sistema de permiso de trabajo flexible, la ora-
dora pidió al Gobierno que comunique información sobre 
la aplicación práctica del sistema, incluido el número de 
casos en los que no se haya aprobado un cambio de em-
pleador. Se invita al Gobierno a que: i) comunique más 
información sobre los esfuerzos realizados para informar 
a los trabajadores migrantes y sus empleadores de los me-
canismos existentes para presentar sus reclamaciones a las 
autoridades pertinentes, y ii) fortalezca la capacidad de las 
autoridades e instituciones competentes para detectar y 
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abordar los casos de discriminación. La oradora tomó nota 
con interés de la información comunicada por el Gobierno 
sobre las medidas adoptadas respecto de la igualdad de 
oportunidades y de trato entre hombres y mujeres en el 
empleo y la ocupación, e indicó que se acogería con 
agrado más información sobre el impacto concreto de esas 
medidas, especialmente aumentando el número de muje-
res en cargos directivos y mejorando su situación en el 
mercado de trabajo. En vista de que, no obstante su prohi-
bición en el Código Penal, el acoso sexual no se define ni 
prohíbe en la legislación laboral, y, dada la sensibilidad de 
esta cuestión, la mayor carga de la prueba y el alcance li-
mitado del Código Penal, se instó nuevamente al Gobierno 
a que incluya disposiciones a tal efecto en la legislación 
laboral o civil, a que adopte medidas encaminadas a pre-
venir el acoso sexual en el lugar de trabajo, a que propor-
cione vías de recurso a las víctimas y a que se impongan 
sanciones disuasorias a los autores. La ausencia de quejas 
no significa que el acoso no exista en la práctica. La ora-
dora alentó al Gobierno a recurrir a la asistencia técnica de 
la OIT, a efectos de adoptar las medidas legislativas y 
prácticas necesarias para abordar las cuestiones planteadas 
por la Comisión de Expertos. 

El miembro empleador de Kuwait acogió con beneplácito 
la estrecha cooperación entre los interlocutores sociales en 
las comisiones bipartitas y tripartitas. El Gobierno ha rea-
lizado contribuciones positivas a las acciones emprendi-
das respecto de los casos de los trabajadores objeto de des-
pido en los sectores público y privado, tras los aconteci-
mientos de febrero y marzo de 2011. El Gobierno ha 
desempeñado un papel activo, en colaboración con los em-
pleadores, para hallar una solución satisfactoria a través de 
la reincorporación de los trabajadores, garantizando al 
mismo tiempo unas buenas relaciones laborales y la pro-
tección de sus derechos. La Comisión debería tomar en 
consideración las iniciativas emprendidas por el Gobierno 
para combatir la discriminación y dar efecto a los princi-
pios enunciados en el Convenio. Se han establecido pro-
cedimientos a tal efecto para salvaguardar los derechos de 
los trabajadores, incluido el acceso a la justicia y el dere-
cho a la presentación de quejas. Estas medidas progresivas 
contribuyen a la protección de los trabajadores, no sólo 
contra la discriminación, sino también contra toda viola-
ción de sus derechos. En relación con la igualdad de opor-
tunidades para hombres y mujeres, se ha observado un au-
mento significativo de la participación de las mujeres en 
el mercado laboral, y éstas se benefician de los privilegios 
establecidos en la legislación nacional. En la práctica, las 
mujeres ocupan cargos con altos niveles de responsabili-
dad, del mismo modo que los hombres, como ministras, 
embajadoras y presidentas de los consejos de administra-
ción en el sector privado. El orador concluyó alentando al 
Gobierno a que recurra a la asistencia técnica de la OIT, 
que contribuirá al desarrollo de unas relaciones mutuas ar-
moniosas y a la promoción de las normas internacionales 
del trabajo. 

El miembro gubernamental de los Emiratos Árabes Uni-
dos manifestó que su país valora los esfuerzos realizados 
por el Gobierno para cumplir con sus obligaciones en re-
lación con la OIT, incluso para dar efecto a las observa-
ciones formuladas por la Comisión de Expertos sobre la 
discriminación en el empleo y la ocupación. Sin embargo, 
el Gobierno necesita más tiempo para poner en práctica las 
observaciones. Despliega grandes esfuerzos para fortale-
cer los derechos de los trabajadores y brindar comodidad 
y bienestar a los residentes en el país, como ilustran las 
reformas legislativas llevadas a cabo. De hecho, los traba-
jadores y los empleadores están protegidos contra toda 
forma de discriminación, se conceden permisos de manera 
flexible y se garantiza la protección de los salarios, así 
como el derecho a cambiar de empleador. Se requeriría 
más tiempo para evaluar el impacto del efecto dado a las 

observaciones de la Comisión de Expertos, ya que se ne-
cesita tiempo para que las reformas legislativas den resul-
tados. Por último, se valora enormemente la asistencia téc-
nica prestada por la OIT.  

El miembro trabajador de Filipinas declaró que muchos 
de sus compatriotas se consideran afortunados de trabajar 
en un Bahrein «progresista y muy abierto», y que los tra-
bajadores incluso llevan a sus familias para que residan y 
hagan su vida en ese país. Entre los 60 000 filipinos que 
viven y trabajaban en Bahrein se cuentan trabajadores pro-
fesionales, calificados y semicalificados, así como traba-
jadores domésticos. Cerca de la mitad de los filipinos que 
trabajan en el extranjero son trabajadores domésticos, y 
Bahrein es el primer y único país de la región que ha in-
cluido a los trabajadores domésticos en su legislación la-
boral, si bien sólo lo ha hecho parcialmente. Sin embargo, 
la legislación nacional no se ajusta a las normas de la OIT 
relativas a los trabajadores domésticos. Éstos todavía no 
gozan de protecciones fundamentales, como el salario mí-
nimo establecido, la limitación de la jornada de trabajo, y 
el derecho a horas libres o a días de descanso semanal, y 
el sistema de permiso de trabajo flexible adoptado recien-
temente por el Gobierno no bastará para hacer frente a la 
explotación laboral. En primer lugar, no todos los trabaja-
dores pueden acogerse a este sistema. Por ejemplo, no 
pueden hacerlo los trabajadores calificados y los «trabaja-
dores fugados», una categoría que incluye a quienes han 
huido de empleadores abusivos. Además, el contrato uni-
ficado para los trabajadores domésticos migrantes ampara 
únicamente a los trabajadores contratados por intermedio 
de agencias, por lo que no puede considerarse como una 
protección completa. En el contrato unificado, los emplea-
dores deben consignar, entre otras cosas, la naturaleza del 
empleo, las horas de trabajo y de descanso, y los días de 
descanso semanal. Ahora bien, como la tarea de traducir 
los contratos y de informar a los trabajadores domésticos 
sobre los detalles de la oferta laboral recae exclusivamente 
sobre las agencias de contratación, cabe la posibilidad de 
que éstas les proporcionen información errónea sobre las 
condiciones del trabajo. Los trabajadores domésticos son 
particularmente vulnerables a los horarios de trabajo ex-
cesivos, y muchos de ellos trabajan hasta 19 horas al día y 
sin día de descanso. Por último, el orador instó al Gobierno 
a que modifique la legislación laboral nacional para que 
todos los trabajadores migrantes queden plenamente am-
parados por la legislación laboral, y con el fin de proteger-
los de toda forma directa o indirecta de discriminación. 

Un observador representante de la Internacional de la 
Educación (IE) señaló que la situación de los docentes y 
los trabajadores de la administración pública en Bahrein 
sigue siendo sumamente grave. La discriminación, que 
obedece principalmente a motivos sectarios o políticos, 
aún está firmemente arraigada. Ello impide que muchos 
docentes ejerzan su profesión y su vocación, deteriora sus 
condiciones de trabajo y les priva de la posibilidad de 
constituir organizaciones sindicales. Aún no se permite 
constituir sindicatos en el sector público. En abril de 2011, 
las autoridades disolvieron la Asociación de Docentes de 
Bahrein (BTA), y sus dirigentes, el Sr. Mahdi Abu Dheeb 
y la Sra. Jalila Al-Salman, fueron detenidos bajo cargos de 
activismo político. El Sr. Abu Dheeb recuperó su libertad 
después de cinco años de prisión tras una intensa presión 
ejercida por la OIT y el movimiento sindical internacional. 
Las duras condiciones de detención deterioraron seria-
mente su salud. El Gobierno no ha aportado precisiones 
sobre los motivos de su condena y detención. Tanto al Sr. 
Abu Dheeb como a la Sra. Al-Salman se les prohibió via-
jar en reiteradas ocasiones en los últimos años (la última 
vez en septiembre de 2017), con lo cual se les impidió ha-
blar libremente sobre la difícil situación de los docentes y 
sindicalistas en Bahrein. Muchos otros docentes que par-
ticiparon en las protestas pacíficas de 2011 también han 
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sido objeto de discriminación por motivos de opinión, 
creencias y afiliación sindical: éstos han perdido sus em-
pleos y aún no han sido reintegrados ni han recibido nin-
gún tipo de compensación. La BTA no puede desempeñar 
su actividad ni comunicarse eficientemente con los docen-
tes que temen denunciar lo que les ha sucedido, mientras 
que el Gobierno mantiene una actitud hostil. Entretanto, el 
Ministerio de Educación ha contratado a 9 000 docentes 
expatriados, mientras que al menos 3 200 bahreiníes licen-
ciados en ciencias de la educación continúan estando sin 
empleo, todos ellos chiíes. Asimismo, cabe señalar que las 
condiciones de contratación de los docentes expatriados 
son más favorables y que éstos acceden a los cargos más 
rápidamente, a diferencia de los docentes bahreiníes, que 
deben hacer exámenes y someterse a prolongados proce-
sos de evaluación. 

La miembro trabajadora de los Estados Unidos tomó nota 
de que el Gobierno reconoce que la falta de una definición 
de acoso sexual en la legislación plantea problemas. La 
GFBTU ha recibido informes de acoso en los que se esta-
blece que el acoso sexual se ha producido indudablemente, 
incluso cuando no se notifiquen casos de manera oficial. 
El acoso sexual es una forma grave de discriminación se-
xual que viola el Convenio y constituye un obstáculo para 
las mujeres en el lugar de trabajo. En ausencia de una de-
finición de acoso sexual, las mujeres no pueden señalar 
una norma para informar a sus empleadores de que algo 
inaceptable está ocurriendo; de manera análoga, los em-
pleadores no tienen una norma para determinar si los su-
pervisores están actuando de manera inapropiada. Dado 
que el acoso sexual está relacionado con una persona que 
ejerce su poder sobre otra, las leyes que lo impiden son 
especialmente importantes en el trabajo, donde la diná-
mica del poder favorece de por sí al empleador. La dispo-
sición penal general que prohíbe la violencia y la agresión 
es un instrumento inadecuado para abordar el acoso sexual 
en el lugar de trabajo, porque suele centrarse en la agresión 
sexual. Sin embargo, el acoso sexual abarca una serie de 
actividades más amplias que aquélla, y hacer que las per-
sonas deban rendir cuentas de conformidad con el derecho 
penal no impone ninguna obligación a los empleadores de 
proporcionar un lugar de trabajo libre de acoso. Por consi-
guiente, este marco jurídico funciona más como un meca-
nismo de castigo que como un instrumento de prevención 
y eliminación del acoso sexual en el mundo del trabajo, 
como prevé el artículo 2 del Convenio. La oradora con-
cluyó confiando en que las conclusiones de la Comisión 
incluyan recomendaciones para una ley que defina amplia-
mente el acoso sexual, en particular las prohibiciones de 
insinuaciones sexuales indeseables, peticiones de favores 
sexuales, toda clase de acoso físico o verbal de naturaleza 
sexual, y observaciones ofensivas acerca del sexo de una 
persona, de tal modo que tanto el ambiente hostil y el 
acoso quid pro quo sean ilegales. Esta ley debería cubrir a 
los trabajadores domésticos y migrantes. Además, debería 
crearse un mecanismo que permita que las víctimas de 
acoso presenten denuncias que sean investigadas y juzga-
das debidamente, mientras que las leyes existentes debe-
rían enmendarse en consecuencia, incluida la Ley de Tra-
bajo en el Sector Privado y el decreto legislativo 
núm. 48/2010. Por último, la oradora instó a emprender 
una campaña educacional.  

El miembro gubernamental de Egipto acogió con agrado 
los esfuerzos realizados por el Gobierno para reintegrar a 
los trabajadores despedidos y proporcionarles una com-
pensación financiera. Las enmiendas al Código del Tra-
bajo ofrecen la mejor garantía de los derechos de los tra-
bajadores migrantes, por ejemplo, autorizándoles a cam-
biar de empleador sin imponer condiciones abusivas. Las 
enmiendas también permiten a los trabajadores obtener 
permisos de trabajo en condiciones menos estrictas. El au-

mento de la tasa de participación de las mujeres en el mer-
cado laboral muestra la preocupación del Gobierno por dar 
efecto a las disposiciones del Convenio de manera activa. 
Por último, el orador alentó al Gobierno a que fortalezca 
su cooperación con la OIT a fin de mejorar la aplicación 
de las disposiciones del Convenio en la legislación y en la 
práctica.  

La miembro trabajadora de Noruega, hablando en nom-
bre de los miembros trabajadores de los países nórdicos y 
el Reino Unido, recordó que los trabajadores migrantes 
constituyen el 77 por ciento de la fuerza de trabajo de Bah-
rein. A muchos se les explota y priva de sus derechos eco-
nómicos y sociales. En mayo de 2017, el Ministerio del 
Interior introdujo un sistema experimental de permiso de 
trabajo flexible para categorías limitadas de trabajadores 
migrantes en situación irregular, sistema que les permite 
trabajar sin un patrocinador, a condición de que los traba-
jadores cubran ciertos gastos, como las tasas para los per-
misos de trabajo, el seguro de atención de salud y el seguro 
social. Se preveía que el Ministerio del Interior emitiría 
hasta 2 000 permisos por mes. Sin embargo, muchos tra-
bajadores que tienen un patrocinador no pueden acogerse 
al sistema de permiso de trabajo flexible, tales como tra-
bajadores cualificados y trabajadores que habían escapado 
de empleadores abusivos. Asimismo, los trabajadores de-
ben proporcionar un pasaporte válido a fin de solicitar un 
permiso, y muchos migrantes no están en posesión de su 
propio pasaporte. Además, los trabajadores domésticos y 
los trabajadores agrícolas están excluidos del sistema. Se 
estima que existen más de 100 000 trabajadores domésti-
cos en Bahrein, que han sido excluidos de una serie de dis-
posiciones de la legislación laboral. La oradora destacó 
asimismo que no existe una protección del salario mínimo. 
La brecha salarial entre los migrantes y los nacionales es 
inmensa, y se excluye a los trabajadores migrantes de los 
seguros relacionados con la vejez, la discapacidad y el fa-
llecimiento. Según el Informe sobre la trata de personas 
(TIP) de 2017, publicado por el Departamento de Estado 
de los Estados Unidos, funcionarios gubernamentales y de 
ONG han indicado que el abuso físico de las trabajadoras 
domésticas y las agresiones sexuales de que éstas son ob-
jeto constituyen grandes problemas en Bahrein. Además, 
los trabajadores domésticos suelen trabajar hasta 19 horas 
al día con períodos de descanso mínimos, estar sólo par-
cialmente cubiertos por la legislación laboral y no tener 
derecho a que se les paguen sus horas extraordinarias. Las 
leyes nacionales excluyen a los hogares privados de la ins-
pección del trabajo, lo que se traduce efectivamente en la 
ausencia total de inspección de las condiciones de trabajo 
de los trabajadores domésticos. La oradora concluyó ex-
presando su pleno apoyo a las recomendaciones de la Co-
misión de Expertos. Instó al Gobierno a adoptar medidas 
rápidas y urgentes para asegurar la protección legal de los 
trabajadores migrantes. 

Un observador que representa a la Federación Internacio-
nal de los Trabajadores del Transporte (ITF) indicó que, en 
diciembre de 2017, el Ministro de Trabajo y Desarrollo 
Social recibió a la ITF y la GBTU para discutir cuestiones 
laborales marítimas. En esa reunión, el Gobierno expresó 
su firme compromiso de proteger los derechos laborales 
de los trabajadores marítimos, y el Ministro reiteró su vo-
luntad de cooperar con organizaciones internacionales de 
los trabajadores como la ITF. El orador confió en que este 
compromiso de proteger los derechos de los trabajadores 
también se traduzca en un compromiso del Gobierno de 
cumplir los Acuerdos tripartitos de 2012 y 2014. Sigue ha-
biendo una serie de trabajadores mencionados en los 
anexos de los acuerdos tripartitos (incluidos los trabajado-
res del transporte) cuyos casos no se han solucionado. No 
sólo es necesario reintegrar a dichos trabajadores, u ofre-
cerles un empleo alternativo, sino que también se les debe 
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proporcionar una compensación financiera y derechos re-
glamentarios durante todo el período de despido. El orador 
recordó que éste es el segundo año consecutivo que la Co-
misión de Aplicación de Normas examina el no estableci-
miento por Bahrein de un marco jurídico para proteger los 
derechos de las mujeres trabajadoras en consonancia con 
el Convenio y con las disposiciones legales existentes. En 
relación con este último aspecto, a pesar de varias dispo-
siciones previstas en la legislación en lo tocante a la pro-
tección de la maternidad, la principal compañía aérea del 
país mantiene políticas y prácticas que contravienen lo dis-
puesto en estas leyes. En la compañía aérea, no sólo no se 
paga la licencia de maternidad, sino que la trabajadora 
también debe pagar las cotizaciones al régimen de seguri-
dad social correspondientes al empleador. Se obliga a las 
trabajadoras migrantes embarazadas a dejar su aloja-
miento pagado por la compañía y a hallar uno alternativo 
por su cuenta. Es increíble que una mujer embarazada 
pueda esperar que se ponga término automáticamente a su 
contrato de trabajo una vez declare su embarazo, sin nin-
guna garantía de reintegración. En tres casos recientes, se 
reintegró a tres miembros de la tripulación después de su 
licencia de maternidad. Si bien la Ley de Aviación Civil 
de Bahrein exige evaluaciones técnicas anuales para los 
tripulantes, la compañía aérea ha abusado de esta obliga-
ción para llevar a cabo pruebas de embarazo obligatorias. 
Las prácticas de contratación de la compañía tampoco son 
mejores. La compañía ha incluido recientemente en su si-
tio web vacantes para la tripulación de cabina pero sólo se 
ha invitado a postular a las personas solteras sin hijos. Las 
distinciones en el empleo basadas en el embarazo o la ma-
ternidad se consideran discriminatorias en virtud del Con-
venio, ya que sólo pueden afectar, por definición, a las mu-
jeres. La Comisión de Expertos ha subrayado reiterada-
mente que la discriminación por estos motivos constituye 
una forma grave de discriminación por motivo de género. 
Como conclusión, el orador instó al Gobierno a que armo-
nice su legislación con el Convenio, en consulta con los 
interlocutores sociales, y a que solucione los casos pen-
dientes de los acuerdos tripartitos en un plazo de doce me-
ses. También instó al Gobierno a que vele por que la ins-
pección del trabajo disponga de los recursos adecuados 
para luchar contra la discriminación de género en el lugar 
de trabajo. 

El miembro gubernamental de Suiza se sumó a la decla-
ración de la miembro gubernamental de Bulgaria realizada 
en nombre de la UE y de sus Estados miembros, así como 
de Bosnia y Herzegovina, la ex República Yugoslava de 
Macedonia, Montenegro y Noruega. 

La miembro empleadora de Argelia indicó que ha se-
guido atentamente la declaración del Gobierno según la 
cual el Ministerio de Trabajo ha solucionado la situación 
de los trabajadores despedidos, ya sea mediante la reinte-
gración, u ofreciéndoles un nuevo empleo. En lo que res-
pecta a otros trabajadores, el Gobierno ha recurrido a los 
seguros sociales. Al parecer, no existe ninguna discrimi-
nación en el empleo en el país, sin embargo, la Comisión 
de Expertos pide que se promulguen leyes complementa-
rias. A este respecto, se valora enormemente la asistencia 
técnica de la OIT. La reforma legislativa emprendida por 
el Gobierno, en consulta con los interlocutores sociales, a 
fin de promover los derechos de los trabajadores migran-
tes, es un buen ejemplo que demuestra la voluntad tripar-
tita de asegurar unas buenas condiciones de trabajo sin dis-
criminación. El Gobierno vela por que las mujeres ocupen 
un lugar importante en el mercado de trabajo, asegurando 
que la legislación laboral prohíba el acoso sexual. En 
efecto, la tasa de participación de las mujeres en el mer-
cado de trabajo, en los sectores público y privado, oscila 
entre el 36 y el 39 por ciento. La oradora confía en que la 
Comisión de Expertos tenga en cuenta los esfuerzos reali-

zados por el Gobierno y en que la Oficina brinde la asis-
tencia técnica necesaria para reforzar la legislación del tra-
bajo con arreglo a lo dispuesto en el Convenio.  

Un observador que representa a la Federación Sindical 
Mundial (FSM) indicó que las organizaciones de trabaja-
dores en el sector público se benefician de los mismos pri-
vilegios que aquellas en el sector privado. Además, se dis-
pone de mecanismos de solución de conflictos para exa-
minar la aplicación de la legislación. 

El miembro trabajador del Sudán, hablando asimismo en 
nombre de los miembros trabajadores de Bahrein, Kuwait, 
Marruecos, Arabia Saudita y los Emiratos Árabes Unidos, 
afirmó que la población de Bahrein, sin ninguna distin-
ción, goza de la libertad de participar en la vida política, y 
no existe discriminación alguna basada en motivos de opi-
nión política. De manera análoga, no se han producido 
despidos por motivos de opinión política. Todos los traba-
jadores despedidos durante los acontecimientos de 2011 
fueron reintegrados. Todas las alegaciones de tales despi-
dos realizadas por la CSI son infundadas, malintenciona-
das y no reflejan la realidad. Según un banco internacional 
de inversión, los trabajadores extranjeros que viven en el 
país gozan de muy buenas condiciones laborales. En este 
sentido, Bahrein ocupa el segundo lugar entre los países 
del golfo y el décimo lugar a escala mundial. Con respecto 
a la igualdad de oportunidades en el empleo y la ocupa-
ción, las mujeres de Bahrein ocupan puestos de alto nivel. 
En 2017, las mujeres ocupaban el 48 por ciento de los 
puestos del sector público, el 37 por ciento de los puestos 
directivos superiores, el 59 por ciento de los puestos direc-
tivos medios y el 32 por ciento de los puestos en los nive-
les de toma de decisiones de la rama ejecutiva. Además, el 
país registra la tasa más alta de mujeres empresarias inde-
pendientes (el 28 por ciento) entre los países del Medio 
Oriente y del norte de África. Según un informe de la OIT 
de 2016, se ha producido un aumento del porcentaje de 
mujeres que ocupan puestos en las juntas ejecutivas de 
empresas (del 12 al 14 por ciento). Estos cambios consti-
tuyen un verdadero éxito, dado que algunos puestos fueron 
monopolizados durante mucho tiempo por hombres, espe-
cialmente en funciones políticas, parlamentarias, judicia-
les, diplomáticas y militares. El orador concluyó manifes-
tando que nadie puede negar los progresos realizados para 
proteger a los trabajadores, y que es sorprendente la insis-
tencia en incluir a Bahrein en la lista de casos individuales, 
cuando se omite a muchos países que encarcelan, asesinan 
y persiguen a representantes de los trabajadores. 

La miembro trabajadora de España consideró que, siete 
años después de las movilizaciones del 14 de febrero de 
2011, se comprobaba un estado de paralización donde se 
habían usado todas las herramientas posibles para presio-
nar al pueblo bahreiní. En lo que atañe a la aplicación del 
Convenio, se han aplicado diferentes herramientas como 
el desempleo forzado, la no contratación laboral por razo-
nes políticas y la pérdida de la nacionalidad bahreiní. Esta 
última práctica resulta especialmente preocupante para los 
trabajadores y trabajadoras de Bahrein que han sido des-
poseídos en numerosos casos de su nacionalidad por mo-
tivaciones políticas, y se ha ido incrementado durante los 
últimos seis años como sistema para castigar y silenciar a 
los oponentes políticos y defensores de las libertades civi-
les, incluidos los líderes sindicales. Desde 2012, 719 per-
sonas se han visto despojadas de su nacionalidad. Desde 
el inicio de 2018, 213 ciudadanos han perdido ya su na-
cionalidad. Se trata de una clara violación de la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos que afirma que 
todas las personas tienen derecho a una nacionalidad y que 
nadie puede ser privado arbitrariamente de ésta. Las con-
secuencias son dramáticas: los ciudadanos desposeídos de 
su nacionalidad son considerados como trabajadores mi-
grantes y, en aplicación del decreto núm. 36 de 2015, pier-
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den todos sus derechos y beneficios incluidos los benefi-
cios de la seguridad social, a pesar de haber contribuido 
durante años. Todo ello en un mercado de trabajo que de-
pende en gran medida de la mano de obra inmigrante, poco 
calificada y mal remunerada. El sector público emplea 
principalmente a las personas nacidas en el país, mientras 
que el sector privado está dominado en su mayoría por los 
inmigrantes. Por ejemplo, al Sr. Hussein Khair Moham-
madi, vicepresidente de un sindicato de empresa, al ne-
garse ante diferentes presiones a dejar su cargo sindical, se 
le quitó su nacionalidad en enero de 2017, y se le ha pri-
vado de su derecho al empleo y a la seguridad social. Estas 
prácticas constituyen un trato discriminatorio y una clara 
violación del artículo 5 del Convenio. 

El representante gubernamental reafirmó el compromiso 
del Gobierno de tomar en consideración los comentarios 
de la Comisión de Expertos, y subrayó lo siguiente: i) que 
los casos de los trabajadores despedidos todavía no se han 
cerrado y que el proceso de resolución todavía está en 
curso; ii) que el certificado de readaptación es un procedi-
miento contemplado en la ley de derecho procesal penal y 
no un requisito necesario para el empleo en ciertas empre-
sas, y iii) que el sistema de permiso de trabajo flexible 
constituye un avance positivo que garantiza los derechos 
de los trabajadores interesados. En lo tocante al requisito 
previo de presentar un pasaporte válido, las embajadas 
pertinentes deberían resolver este problema. El orador re-
afirmó el compromiso del Gobierno con los órganos de 
control de la OIT, y subrayó la importancia de asegurar 
una mayor transparencia en la elaboración de la lista de 
casos.  

Los miembros trabajadores señalaron a la atención del 
Gobierno que las conclusiones de la Comisión de Aplica-
ción de Normas tienen por objeto dar lugar a cambios con-
cretos. Por consiguiente, el Gobierno debe: i) adoptar las 
medidas necesarias para que la misión de contactos direc-
tos pueda tener lugar sin dilación; ii) asegurar la correcta 
ejecución de los acuerdos tripartitos y comunicar informa-
ción precisa sobre este tema a la Comisión de Expertos, y 
iii) adoptar una definición de la discriminación que sea 
conforme al Convenio y tomar medidas para que la legis-
lación cubra todas las categorías de trabajadores y, en par-
ticular, aquellas que necesitan más protección. Reiteraron 
que es necesario modificar la Ley del Trabajo en el Sector 
Privado (núm. 36, de 2012) para ampliar su ámbito de apli-
cación a los trabajadores domésticos y las personas consi-
deradas como tales, y recoger, en sus artículos 39 y 104, 
todos los motivos de discriminación enumerados en el 
Convenio. El decreto legislativo núm. 48/2010 debe mo-
dificarse para que los funcionarios gocen de una protec-
ción adecuada contra la discriminación directa o indirecta 
en el empleo y la ocupación en relación con todos los mo-
tivos enumerados en el Convenio. Esta protección no sólo 
debe aplicarse en la legislación, sino también en la prác-
tica. Con respecto a los trabajadores migrantes, conviene 
ampliar la aplicación del permiso de trabajo flexible a los 
obreros calificados, los trabajadores domésticos y agríco-
las, y los trabajadores que han huido de sus empleadores 
debido a prácticas abusivas. Todos los riesgos sociales de-
ben quedar cubiertos, incluidos los relacionados con la ve-
jez, y los empleadores deben pagar las cotizaciones. Es 
importante ampliar el ámbito de aplicación de la legisla-
ción laboral a todos los trabajadores domésticos — sea 
cual fuere su modalidad de contratación — y velar por que 
se beneficien de todas las disposiciones de protección pre-
vistas en la legislación laboral, en particular el derecho al 
salario mínimo y la limitación de las horas de trabajo. 
Además, se deben adoptar medidas de protección eficaces 
de los derechos de las mujeres, entre otras cosas en lo con-
cerniente al acceso a ciertas profesiones y a la protección 

de la maternidad. Por último, se insta al Gobierno a elabo-
rar una legislación que defina y prohíba explícitamente el 
acoso sexual. 

Los miembros empleadores acogieron con satisfacción el 
compromiso del Gobierno de seguir colaborando con los 
interlocutores sociales y comunicando a la Comisión de 
Expertos información adicional sobre las medidas adopta-
das para garantizar la conformidad con el Convenio. To-
maron debida nota de la declaración formulada por varios 
miembros de la Comisión de Aplicación de Normas, aco-
giendo con agrado los esfuerzos realizados por el Go-
bierno, valorando la creciente participación de las mujeres 
en el mercado laboral, instando a la Comisión de Aplica-
ción de Normas a que reconozca los esfuerzos desplega-
dos y alentando al Gobierno a que siga fortaleciendo el 
diálogo social y recurriendo a la asistencia técnica de 
la OIT. Los miembros empleadores señalaron, con un es-
píritu positivo, la aceptación del Gobierno de una misión 
de contactos directos, que prestará asistencia a la hora de 
presentar información adicional para seguir evaluando el 
tema. Además, los miembros empleadores instaron al Go-
bierno a que vele por que: i) la legislación nacional con-
temple todos los motivos prohibidos reconocidos de dis-
criminación, como establece el artículo 1, 1), a), del Con-
venio, habiéndose formulado en la legislación una defini-
ción integral de discriminación, en cumplimiento del Con-
venio, y ii) se prohíba, en la legislación y en la práctica, la 
discriminación en el empleo y la ocupación, en los secto-
res público y privado. El Gobierno debería seguir comuni-
cando información sobre las medidas adoptadas en rela-
ción con lo anterior y sobre la situación de las mujeres en 
el mercado laboral. También alentaron al Gobierno a que 
se beneficie de la revisión de la legislación «protectora» 
para garantizar, en la legislación y en la práctica, el respeto 
del principio de igualdad de oportunidades y trato entre 
hombres y mujeres en el empleo y la ocupación. Por úl-
timo, los miembros empleadores instaron al Gobierno a 
que vele por que el acoso sexual se prohíba de manera ade-
cuada en la legislación nacional, y a que transmita a la Co-
misión de Expertos información sobre las medidas adop-
tadas a tal efecto. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por el Gobierno y de la discusión que tuvo lugar a con-

tinuación. 
Teniendo en cuenta las conclusiones de la Comisión de 

2017, la Comisión observó con interés el compromiso mani-

festado por el Gobierno de aceptar una misión de contactos 
directos en un corto plazo. 

La Comisión señaló el compromiso manifestado por el Go-

bierno de formular una definición integral de discriminación 
de conformidad con el Convenio. La Comisión lamentó la 
falta de información sobre los alegatos relativos al funciona-

miento del programa «flexible» y su repercusión en las pro-
tecciones laborales que se brindan a los trabajadores migran-
tes. 

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-
bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión pidió al Gobierno que: 

■ comunique más información a la Comisión de Expertos, 
para que la examine en la reunión de noviembre de 2018, 
sobre las medidas adoptadas para cumplir los compro-

misos que figuran en los acuerdos tripartitos de 2012 y 
2014 en relación con los esfuerzos del Gobierno para 
aplicar el Convenio núm. 111; 

■ asegure que se resuelvan rápidamente todos los casos 
pendientes de reintegro e indemnización incluidos en el 
ámbito de aplicación de los acuerdos tripartitos;  

■ garantice que la Ley del Trabajo en el Sector Privado, 
de 2012, y el decreto legislativo núm. 48, de 2010, cubran 
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todos los motivos prohibidos de discriminación, tanto di-
recta como indirecta, enumerados en el artículo 1, 1), a), 

del Convenio, y tome medidas para garantizar que la 
discriminación en el empleo y la ocupación se prohíba en 
la legislación y la práctica; 

■ vele por que tanto los trabajadores migrantes como los 
trabajadores domésticos estén cubiertos por la protec-
ción prevista en la legislación contra la discriminación; 

■ derogue cualquier disposición que constituya un obs-
táculo a la contratación y empleo de las mujeres para 
garantizar la igualdad de oportunidades y de trato en el 

empleo de las mujeres, y  
■ garantice que el acoso sexual esté explícitamente prohi-

bido en la legislación civil o laboral y que se tomen las 

medidas necesarias para establecer medidas preventi-
vas.  

Al tiempo que tomó nota del compromiso manifestado por 

el Gobierno de aceptar una misión de contactos directos, la 
Comisión alentó al Gobierno a dar seguimiento a sus reco-
mendaciones. Asimismo, la Comisión pidió al Gobierno que 

proporcione a la Comisión de Expertos, para su examen en 
noviembre de 2018, información detallada sobre las medidas 
que adopte para aplicar estas recomendaciones. 

El representante gubernamental se refirió a la declara-
ción inaugural de su Gobierno, que fue clara y contenía 
mucha información sobre la aplicación del sistema de per-
miso de trabajo flexible. En el curso del año se aportará 
más información. Se debe tener en cuenta que el sistema 
de permiso de trabajo flexible es un programa piloto que 
está siendo aplicado por primera vez en la región. Su Go-
bierno está dispuesto a cooperar con la OIT y acepta las 
recomendaciones, tomando nota de que se trata de las mis-
mas que se adoptaron tras la anterior discusión de 2017. 
Se mantendrá el contacto con la Oficina a fin de encontrar 
el momento adecuado para la misión de contactos directos, 
que espera tenga un feliz resultado. 

Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122) 

LIBIA (ratificación: 1971) 

Un representante gubernamental expresó su sorpresa en 
relación con la inclusión de su país por la Comisión de 
Aplicación de Normas en la lista de casos preparados por 
los interlocutores sociales, ya que su Gobierno nunca ha 
incumplido sus compromisos constitucionales con la OIT. 
Refiriéndose a los comentarios de la Comisión de Exper-
tos sobre la compleja situación del país, el orador confió 
en que su Gobierno pueda proporcionar próximamente in-
formación detallada y completa sobre la estrategia del 
mercado de trabajo que ha previsto llevar a cabo y los me-
dios para lograr sus objetivos de empleo. En efecto, el Go-
bierno de reconciliación nacional reconocido por la comu-
nidad internacional ha tenido dificultades para ser acep-
tado en algunas zonas del país, lo que complica la realiza-
ción de encuestas y estudios o cualquier otra iniciativa en-
caminada a obtener información detallada y adecuada. Así 
pues, se necesita más tiempo del habitual. Además, la exis-
tencia de un Gobierno paralelo da lugar a que haya algunas 
oficinas de trabajo en los municipios (afiliadas al Ministe-
rio de Trabajo del Gobierno de reconciliación nacional, 
pero geográficamente bajo el control del Gobierno para-
lelo) que se encuentran en una situación difícil por lo re-
ferente a los procedimientos administrativos. En lo que 
respecta a los comentarios de la Comisión de Expertos en 
relación con el establecimiento de una comisión en 2012 
para revisar la estrategia del mercado de trabajo, el orador 
señaló que el Consejo de Planificación Nacional ha difun-
dido la Estrategia Nacional de Libia para el Desarrollo Hu-
mano y el Empoderamiento para 2013-2014 (la «Estrate-
gia»). La Estrategia se centra, entre otras cosas, en: 

a) brindar formación transformadora a los licenciados cu-
yas calificaciones no cumplen los requisitos del mercado 
de trabajo; b) fomentar el empleo por cuenta propia a tra-
vés de la creación de pequeñas y medianas empresas, y 
c) establecer una base de datos completa para los recursos 
humanos y las oportunidades de trabajo a fin de determi-
nar el alcance de la realidad económica y del desarrollo 
del país, con miras a identificar los requisitos en materia 
de recursos humanos. La Estrategia también especifica 
seis objetivos estratégicos principales en relación con la 
formación y la fuerza de trabajo, a saber: a) aumentar la 
tasa de empleo pleno y decente para todos los que pueden 
trabajar; b) afrontar los problemas del desempleo estacio-
nal y encubierto, y contemplar la activación de la Ley so-
bre la Seguridad Social para evitar el comportamiento de-
lictivo que puede derivarse de una interrupción de los in-
gresos; c) subrayar la adopción de métodos de orientación 
profesional para quienes se incorporan al mercado de tra-
bajo, y aumentar la participación del sector privado en los 
ámbitos de la formación profesional y técnica; d) incre-
mentar el número de seminarios y estudios que abordan 
los recursos humanos y permiten la participación en ellos 
tanto en el país como en el extranjero, y revisar las políti-
cas, actividades y procedimientos de contratación y de ela-
boración de una legislación para responder a la globaliza-
ción y liberación del comercio mundial y a la era de la in-
formación; e) cambiar la trayectoria del trabajo de las mu-
jeres a través del empoderamiento y de la creación de ca-
pacidad: i) participar efectivamente en la actividad econó-
mica; ii) confirmar la tendencia hacia la igualdad de opor-
tunidades; iii) cambiar la imagen estereotipada del trabajo 
de las mujeres, y iv) reorganizar el mercado de trabajo 
para responder a los requisitos y métodos de la actividad 
económica en la era de la globalización y de la informá-
tica, y f) considerar el creciente número de personas en 
edad de trabajar como una oportunidad, y no como un pro-
blema, y establecer métodos y mecanismos de formación 
y de reeducación profesional y técnica que respondan a la 
introducción de métodos avanzados en el ámbito de la for-
mación, la formación a distancia continua y otras modali-
dades de formación. Con respecto a las estadísticas más 
recientes sobre el mercado de trabajo, pese a las dificulta-
des sobre el terreno, el Centro de Información y Documen-
tación del Ministerio de Trabajo y Rehabilitación (el 
«Centro») ha publicado algunas estadísticas. Sin embargo, 
éstas no abarcan todo el país y se refieren únicamente a su 
región occidental. El Centro ha aclarado que el número de 
solicitantes de empleo que se inscribió hasta el 31 de di-
ciembre de 2017 llegó a ser de 137 000, pero se excluyó a 
12 000 al comprobarse que tenían dos empleos, a pesar de 
que eso está prohibido por ley en el caso de los funciona-
rios públicos. Se excluyó del total a otros 11 000 solicitan-
tes de empleo debido a su doble inscripción en zonas en 
las que se habían establecido recientemente oficinas de 
trabajo. Por lo tanto, considerado aisladamente, el número 
de personas inscritas alcanzó un total de 88 000 solicitan-
tes de empleo. Además, se está llevando a cabo el proyecto 
de encuesta polivalente de Libia de 2017-2018 y se espera 
que sus resultados ayuden a elaborar una política de em-
pleo con la participación de los interlocutores sociales.  

En cuanto a las pequeñas y medianas empresas, se ins-
tauró el Programa nacional de pequeñas y medianas em-
presas para inculcar una filosofía de innovación a la co-
munidad y propiciar un entorno favorable para dichas em-
presas. En octubre de 2017, el Gobierno de reconciliación 
nacional llevó a cabo un programa experimental destinado 
a financiar tales empresas para brindar oportunidades de 
empleo a los jóvenes y limitar el desempleo. En el marco 
del programa se concederán préstamos financieros a los 
emprendedores por medio de bancos comerciales con ga-
rantías del Fondo de Garantías para Préstamos. Por otro 
lado, se han de establecer viveros de empresas en todo el 
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país para apoyar los proyectos, impartir formación a los 
encargados de los mismos y preparar planes para ellos. 
Los bancos comerciales se comprometerán a financiar 
hasta el 60 por ciento del costo del proyecto, a condición 
de que los fondos de apoyo cubran el 30 por ciento de su 
valor total y el beneficiario del proyecto pague el 10 por 
ciento del costo restante. En relación con los comentarios 
que figuran en el informe de la Comisión de Expertos en 
los que se indica que el número de personas con discapa-
cidades ha aumentado en los últimos años debido al con-
flicto existente, cabe señalar que se ha creado un programa 
especial para las personas con discapacidades. La Autori-
dad General de las Familias de los Mártires, las Víctimas 
de Amputaciones y las Personas Desaparecidas (la «Auto-
ridad»), en colaboración con el Programa nacional de pe-
queñas y medianas empresas, ha establecido un programa 
especial para los emprendedores, denominado «Apó-
yame». En lo relativo a la cuestión de los trabajadores mi-
grantes y su presencia en la economía informal, el orador 
tomó nota de que los migrantes en situación irregular se 
muestran reacios a regularizar su situación a través de la 
inscripción por temor a ser repatriados, y desean emigrar 
a Europa a través del país, ya que es uno de los Estados de 
tránsito situados al Sur del Mediterráneo. A pesar de ello, 
el Gobierno, en cooperación con los países vecinos, los 
países de origen y varias organizaciones internacionales 
pertinentes, ha realizado avances importantes y positivos 
para reducir la migración irregular, instando a los migran-
tes a que regularicen su situación en el país para que pue-
dan ejercer los derechos que les otorga la ley con respecto 
al empleo voluntario y la repatriación voluntaria. El Con-
sejo Presidencial del Gobierno de reconciliación nacional 
concede especial importancia a los derechos en el trabajo 
de las mujeres y las personas con necesidades especiales 
sin dejar de prestar atención al derecho a la educación, la 
salud y el desarrollo, y a otros derechos que respetan la 
identidad religiosa y cultural del pueblo libio. En relación 
con esto, el Consejo emitió el decreto núm. 210, de 2016, 
sobre la creación de una unidad de facilitación de apoyo y 
autonomía a las mujeres empleadas en las instituciones es-
tatales. La finalidad de la resolución es facilitar la puesta 
en práctica de políticas y programas encaminados a empo-
derar a las mujeres para que puedan ejercer sus derechos 
políticos, económicos y sociales, y eliminar los obstáculos 
al desempeño de sus funciones de una manera positiva y 
eficiente. En conclusión, el orador consideró que es im-
portante que la Organización Internacional del Trabajo y 
la comunidad internacional sigan prestando el apoyo ne-
cesario al Consejo Presidencial del Gobierno de reconci-
liación nacional con miras a: a) crear y desarrollar institu-
ciones y fortalecer sus autoridades en todos los ámbitos 
del Estado; b) apoyar su política para llevar a cabo activi-
dades de desarme y reintegración eficaces, y un programa 
de trabajo decente para los jóvenes, además de respetar los 
derechos humanos, y c) proteger la dignidad y el progreso 
para el desarrollo. Por consiguiente, se pedirá más tiempo 
para poder responder a las observaciones de la Comisión 
de Expertos. 

Los miembros trabajadores indicaron que la dirigente del 
sindicato más representativo del país no puede asistir a la 
Conferencia Internacional del Trabajo (CIT) debido a que 
el Gobierno no ha transmitido su nombre a efectos de su 
acreditación y del registro de la queja pertinente en los ór-
ganos apropiados. Reconocieron la situación de conflicto 
que reina en el país. Según los informes de la Misión de 
Apoyo de las Naciones Unidas en Libia (UNSML), las 
hostilidades que tienen lugar en todo el país siguen produ-
ciendo numerosas bajas civiles y desestabilizan constante-
mente el Gobierno de Acuerdo Nacional (GNA) apoyado 
por las Naciones Unidas. Sólo en el mes de abril se han 
producido 31 bajas civiles. El Gobierno tiene un control 
efectivo muy limitado sobre las fuerzas de seguridad. El 

conflicto ha destruido la economía y deteriorado la presta-
ción de los servicios públicos. Según algunos informes, 
hay más de 200 000 personas desplazadas en el país. Los 
servicios encargados de hacer cumplir la ley y los servi-
cios judiciales son apenas incipientes. El Gobierno indica 
que las empresas se han ido, que está aumentando el nú-
mero de jóvenes con discapacidades producidas por la 
guerra y que la situación en materia de migración está 
fuera de control. A pesar de que las condiciones del país 
mejoraron en 2011 y 2012, cuando comenzaron la guerra 
y los disturbios, la situación actual es calamitosa. Por 
tanto, el Gobierno tiene el deber de seguir esforzándose 
por realizar más progresos con miras a la estabilización del 
país y a la consecución del crecimiento económico y del 
empleo. La Comisión de Expertos ha instado al Gobierno 
durante varios años a informar a la OIT sobre la situación 
y las tendencias generales del mercado de trabajo libio y 
la forma en la que logra sus objetivos de empleo de con-
formidad con el Convenio, lo que exige a cada Estado ra-
tificante que adopte una política frontal encaminada a pro-
mover el pleno empleo, productivo y libremente elegido 
con objeto de encarar el desempleo y el subempleo y de 
aumentar el nivel de vida en los Estados Miembros. El 
Convenio también pone en entredicho el dogma de que el 
crecimiento económico, guiado únicamente por la mano 
invisible de las fuerzas del mercado, llevará naturalmente 
al logro de mayores niveles de empleo y mejores niveles 
de vida para todos. El Convenio obliga a los Estados 
Miembros a formular una política de empleo encaminada 
a garantizar que: i) haya trabajo para todas las personas 
disponibles y en busca de trabajo; ii) dicho trabajo sea lo 
más productivo posible, y iii) haya libertad para escoger 
empleo y que cada trabajador tenga todas las posibilidades 
de recibir la formación necesaria para ocupar el empleo 
que le convenga y de utilizar en este empleo esta forma-
ción y las facultades que posea. En este proceso se han de 
observar las relaciones existentes entre los objetivos del 
empleo y los demás objetivos económicos y sociales, y se 
deben tener en cuenta el nivel y la etapa de desarrollo eco-
nómico.  

El Gobierno ha indicado que la Política de empleo de 
2004 ha sido objeto de varias modificaciones con miras a 
reflejar la realidad actual. Indica asimismo que en 2012 
encomendó a un comité que modificara la estrategia del 
mercado de trabajo centrada en: a) medidas para afrontar 
el desempleo derivado de la interrupción de proyectos de 
desarrollo a causa de la guerra; b) programas de educación 
y de formación para responder a las necesidades del mer-
cado de trabajo, y c) medidas que tengan como objetivo la 
economía informal y la participación de migrantes en ac-
tividades con un alto coeficiente de mano de obra a fin de 
lograr el pleno empleo. El cumplimiento del Convenio 
brindará al Gobierno la oportunidad de situar el empleo en 
el centro de las políticas de desarrollo económico y social. 
Partiendo del supuesto de que haya un gobierno unificado 
capaz de conseguir un grado de estabilidad razonable para 
tener cierto nivel de estabilidad macroeconómica, el pro-
nóstico económico prevé para el país un crecimiento del 
15 por ciento en 2018 y una media del 7,6 por ciento en 
2019-2020. Se prevé que las balanzas tanto fiscal como 
por cuenta corriente mejorarán significativamente, regis-
trando excedentes el presupuesto y la cuenta corriente a 
partir de 2020. No obstante, se prevé que la elevada infla-
ción y la debilidad de la prestación de servicios básicos 
probablemente aumenten la pobreza y exacerben la exclu-
sión socioeconómica. Los miembros trabajadores señala-
ron a la atención del Gobierno la crisis de seguridad que 
puede engendrar la desesperanza económica, y recomendó 
que el Gobierno se guíe por la Recomendación sobre el 
empleo y el trabajo decente para la paz y la resiliencia, 
2017 (núm. 205), que expone las medidas que se han de 
adoptar para generar empleo y trabajo decente en aras de 
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la prevención, la recuperación, la paz y la resiliencia en 
situaciones de crisis derivadas de conflictos. De conformi-
dad con la Recomendación núm. 205, se insta al Gobierno 
a que: i) promueva el empleo pleno, productivo y libre-
mente elegido y el trabajo decente, que son factores deci-
sivos para promover la paz, prevenir las crisis, posibilitar 
la recuperación y potenciar la resiliencia; ii) asegure la 
buena gobernanza y la lucha contra la corrupción y el 
clientelismo, y iii) respete, promueva y haga realidad los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo, otros 
derechos humanos y otras normas internacionales del tra-
bajo pertinentes, según proceda y sea aplicable. En este 
sentido, los miembros trabajadores expresaron su preocu-
pación por que la ley que regula las relaciones laborales 
limite el derecho de los trabajadores a constituir sindicatos 
independientes y a afiliarse a los mismos. El derecho de 
huelga también está limitado de manera significativa. La 
legislación del trabajo vigente exige que todos los conve-
nios colectivos se ajusten al «interés económico nacio-
nal», lo cual amenaza la libre negociación colectiva per-
mitida en virtud de la ley que regula las relaciones labora-
les. La ley también confiere al Gobierno la facultad de es-
tablecer y recortar los salarios sin consultar a los trabaja-
dores. Estas medidas y disposiciones legales vulneran el 
Convenio, que dispone, en su artículo 3, que se consultará 
a los representantes de los empleadores y de los trabajado-
res con el objeto de tener plenamente en cuenta sus expe-
riencias y opiniones, además, de lograr su plena coopera-
ción en la labor de formular la política y de obtener el 
apoyo necesario para su ejecución. La Comisión de Exper-
tos destacó que la Recomendación sobre la creación de 
empleos en las pequeñas y medianas empresas, 1998 
(núm. 189) constituye una importante orientación para el 
Gobierno. Requiere que los Estados Miembros, en con-
sulta con las organizaciones más representativas de em-
pleadores y de trabajadores, promuevan el pleno empleo, 
productivo y libremente elegido, y garanticen la amplia-
ción de las posibilidades de realizar actividades remunera-
doras y creadoras de riqueza que conduzcan a empleos 
productivos y duraderos y a la mayor participación econó-
mica de los grupos desfavorecidos y marginados. La Co-
misión de Expertos también indicó la necesidad de que el 
Gobierno establezca un sistema de información del mer-
cado de trabajo, de conformidad con el artículo 2 del Con-
venio. Los datos sobre la situación y las tendencias del 
mercado laboral constituyen la base de la planificación 
económica, de unas comparaciones útiles a lo largo del 
tiempo, de la fijación de objetivos del empleo y de la eva-
luación del impacto de las medidas en materia de políticas. 
También se requiere del Gobierno que preste atención al 
creciente número de jóvenes con discapacidades como 
consecuencia del conflicto. El Convenio exige que se sa-
tisfagan las necesidades de la fuerza de trabajo, lo que sig-
nifica que deberán preverse, para las personas con disca-
pacidades, medidas de mercado laboral tales como el desa-
rrollo de las calificaciones, el asesoramiento y otras mo-
dalidades de formación, a efectos de garantizar que pue-
dan desarrollarse en el mercado laboral. En cuanto a la cri-
sis migratoria que experimenta el país, el Gobierno deberá 
tener en cuenta la Recomendación sobre la política del em-
pleo (disposiciones complementarias), 1984 (núm. 169), 
que requiere que las políticas que han de adoptarse para 
garantizar que las migraciones internacionales tengan lu-
gar en condiciones concebidas para promover el pleno em-
pleo, productivo y libremente elegido. A la luz de esto, se 
deberá apoyar al Gobierno a que cumpla su función de 
adopción de medidas encaminadas a responder a las nece-
sidades de todas las categorías de personas con dificulta-
des a la hora de encontrar empleo, incluidos los trabajado-
res migrantes. Para concluir, los miembros trabajadores 
recordaron las medidas a corto plazo adoptadas por la 
Unión Europea para respaldar al Gobierno en la aplicación 

de los controles de fronteras, con objeto de frenar la utili-
zación del territorio del país como vía de tránsito para las 
migraciones a Europa. La estrategia a largo plazo y más 
sostenible deberá estar en consonancia con la Recomenda-
ción núm. 169 en cuanto a la adopción de medidas que 
incluyan la realización de inversiones públicas económica 
y socialmente viables y programas de obras públicas espe-
ciales, fundamentalmente con miras a la creación y al 
mantenimiento del empleo, al incremento de los ingresos, 
a la reducción de la pobreza y a una mayor satisfacción de 
las necesidades básicas. 

Los miembros empleadores recordaron que desde la rati-
ficación del Convenio por Libia en 1971, la Comisión de 
Expertos había publicado seis observaciones y 12 solicitu-
des directas respecto al cumplimiento de dicho Convenio 
tanto en la legislación como en la práctica por Libia. Se 
trata de la primera vez que el caso de Libia en relación con 
el presente Convenio de gobernanza es examinado ante la 
Comisión de Aplicación de Normas. Asimismo, el orador 
se refirió a lo establecido por los artículos 1 y 3 del Con-
venio referido, entre otros aspectos, a la obligación de for-
mular y llevar a cabo, en consulta con los interlocutores 
sociales, una política activa de empleo concebida para fo-
mentar el pleno empleo, productivo y libremente elegido 
que tenga debidamente en cuenta el nivel y la etapa de 
desarrollo económico del país, así como las relaciones mu-
tuas existentes entre los objetivos del empleo y otros ob-
jetivos económicos y sociales. En relación con los señala-
dos artículos del Convenio, la Comisión de Expertos tomó 
nota de la información proporcionada por el Gobierno en 
su memoria sobre: i) la introducción de varias enmiendas 
a la política activa de empleo con miras a armonizarla con 
la realidad en el terreno y lograr los objetivos de empleo 
planteados, centrando la misma en varios pilares que in-
cluyen medidas para combatir el desempleo derivado de la 
paralización de proyectos de desarrollo debido a la guerra, 
medidas educativas y de formación y otras centradas en la 
economía informal y en la participación de migrantes en 
actividades de mano de obra intensiva; ii) la mayor incor-
poración de mano de obra femenina al mercado de trabajo, 
que ha crecido en más de un 250 por ciento entre 2007 y 
2012, y iii) el incremento del número de jóvenes con dis-
capacidad como consecuencia del conflicto, así como el 
crecimiento de la inmigración irregular.  

En lo que respecta al Convenio sobre las peores formas 
de trabajo infantil, 1999 (núm. 182), la Comisión de Apli-
cación de Normas examinó en 2017 el caso de Libia en 
relación con el incumplimiento de dicho Convenio por 
parte del Gobierno. Durante el examen del caso, se puso 
de manifiesto que el país se encuentra sumido en un estado 
de guerra interna, afrontando la peor crisis política y una 
escalada de violencia que incluye bombardeos a hospitales 
y escuelas. Al respecto, los miembros empleadores lamen-
taron que estos luctuosos episodios se configuraran en un 
contexto en el cual no existe un estado pleno de derecho, 
no hay interlocutores válidos y existe un estado de guerra 
en el que coexisten dentro del mismo territorio varios go-
biernos y guerrillas internas. Es necesario un apoyo inter-
nacional urgente y sostenido para poner fin al ciclo de caos 
y abusos generalizados que afecta a Libia. El Estado de 
derecho, aspecto fundamental que nunca debe perderse, y 
un gobierno único y efectivo son el comienzo de cualquier 
solución que pretenda alcanzarse frente al caos en el que 
se encuentra Libia. Es difícil que el Gobierno pueda inter-
venir eficazmente en el mercado de trabajo sin que previa-
mente cese el estado de guerra interna y retome el dominio 
de su territorio. En este contexto, los miembros empleado-
res se refirieron al Preámbulo de la Recomendación 
núm. 205 en cuanto dicho instrumento destaca la impor-
tancia de: i) el empleo y el trabajo decente, como elemen-
tos centrales para promover la paz, prevenir situaciones de 
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crisis provocadas por los conflictos, posibilitar la recupe-
ración y potenciar la resiliencia; ii) la formulación de res-
puestas, por medio del diálogo social, a las situaciones de 
crisis provocadas por los conflictos, en consulta con las 
organizaciones de empleadores y de trabajadores más re-
presentativas y, según proceda, con las organizaciones 
pertinentes de la sociedad civil; iii) la creación o restable-
cimiento de un entorno propicio para las empresas soste-
nibles, teniendo en cuenta la resolución y conclusiones re-
lativas a la promoción de empresas sostenibles, adoptadas 
por la Conferencia Internacional del Trabajo en su 
96.ª reunión (2007); iv) la existencia de servicios públicos 
accesibles y de calidad en la recuperación económica, el 
desarrollo, las iniciativas de reconstrucción, la prevención 
y la resiliencia, y v) la cooperación internacional y las 
alianzas entre las organizaciones regionales e internacio-
nales para asegurar que se emprendan iniciativas conjun-
tas y coordinadas. Reconociendo la complejidad de la si-
tuación existente en el país, indicaron que esperaban que 
el Gobierno se encontrase pronto en condiciones de comu-
nicar a la Comisión de Expertos información relativa a la 
estrategia de mercado de trabajo, la manera en que se es-
timaba que se lograrían los objetivos de empleo, el pro-
greso realizado en la compilación y análisis de los datos 
del mercado laboral, las medidas adoptadas para promover 
el establecimiento y desarrollo de las pequeñas y medianas 
empresas y aquellas adoptadas para incrementar la parti-
cipación en el mercado de trabajo de las personas en situa-
ción de vulnerabilidad, así como información estadística 
actualizada. Al respecto, invitaron al Gobierno a que recu-
rriera a la asistencia técnica de la OIT. Finalmente, los 
miembros empleadores hicieron un llamamiento urgente a 
la comunidad internacional y a las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores para colaborar de manera 
coordinada con miras a poner fin al conflicto armado tan 
pronto como sea posible. Asimismo, hicieron un llama-
miento a la OIT para que a través de la asistencia técnica 
apoyase activamente al Gobierno con el objetivo de rees-
tablecer la institucionalidad laboral en Libia a fin de que 
pueda alcanzarse el objetivo del pleno empleo productivo 
y libremente elegido en Libia, en cumplimiento con lo es-
tablecido en el Convenio. 

La miembro trabajadora de Italia recordó que la Comi-
sión de Expertos tomó nota en sus comentarios de la in-
formación proporcionada por el Gobierno en relación con 
el establecimiento en 2012 de una comisión para modifi-
car la política sobre el mercado de trabajo, con medidas 
tales como la promoción de la participación de los migran-
tes en actividades con un alto coeficiente de mano de obra. 
Sin embargo, este compromiso no se ha materializado. Se-
gún el informe de Amnistía Internacional de 2018, al me-
nos 7 000 migrantes y refugiados languidecen en centros 
de detención libios donde abundan los abusos y escasean 
el agua y la comida. Según el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), solo en 
abril de 2018, la guardia costera interceptó a 1 485 muje-
res, hombres y niños en el mar y los llevó de vuelta a Libia. 
Una vez interceptados, los refugiados y migrantes son 
transferidos a centros de detención administrados por el 
Departamento de Lucha contra la Migración Ilegal. Ade-
más, en sus observaciones de 2017 sobre la aplicación por 
Libia del Convenio sobre el trabajo forzoso, 1930 
(núm. 29), la Comisión de Expertos tomó nota de que los 
migrantes son objeto de explotación financiera y trabajo 
forzoso. Al tiempo que reconoció la complejidad de la si-
tuación en el país, la oradora subrayó que ninguna estrate-
gia del mercado de trabajo o política de empleo elaborada 
por las autoridades libias debe atentar contra los derechos 
humanos y de los trabajadores ni promover la explotación. 
Por el contrario, debe garantizar el respeto de los derechos 
humanos fundamentales y el acceso de los grupos más vul-
nerables a los servicios públicos esenciales. La oradora 

añadió que no se puede considerar que Libia sea un país 
seguro como para dejar que su Gobierno asuma la respon-
sabilidad de hacerse cargo de los movimientos migratorios 
a través de la ruta por el Mediterráneo central hacia Eu-
ropa. A la luz de las relaciones bilaterales con la UE, es 
inaceptable tolerar las devoluciones o las expulsiones co-
lectivas. Se deberían establecer rutas seguras y regulares 
hacia Europa para los migrantes y los refugiados, entre 
otras cosas mediante reasentamientos humanitarios y visa-
dos. La oradora también expresó su preocupación en rela-
ción con la aplicación por Libia del artículo 3 del Conve-
nio, que requiere que los Estados Miembros tengan plena-
mente en cuenta las opiniones de los interlocutores socia-
les a la hora de elaborar y aplicar una política activa de 
empleo. Por último, la oradora concluyó que es lamentable 
que la Federación General de Sindicatos de Libia no pueda 
expresar su opinión a este respecto, ya que no se le ha per-
mitido formar parte de la delegación libia. 

El miembro gubernamental de Egipto agradeció la infor-
mación suministrada por el Gobierno, que describe los es-
fuerzos realizados para proporcionar oportunidades de 
empleo y bienestar a los grupos vulnerables. La estrategia 
del Gobierno reviste especial importancia en lo que se re-
fiere a los puntos siguientes: a) la promoción de los recur-
sos humanos, en particular en la formación profesional; 
b) el impulso a las pequeñas y medianas empresas para 
que pongan freno al desempleo; c) el empoderamiento de 
las mujeres para garantizar su participación efectiva en el 
mercado de trabajo, y d) el establecimiento de un pro-
grama de financiación especial para que las personas con 
discapacidades puedan poner en marcha sus propios pro-
yectos. El Gobierno ha desplegado todos estos esfuerzos a 
pesar de las difíciles circunstancias que afronta el país. 
Esto demuestra que es plenamente consciente de la impor-
tancia que reviste promover el trabajo decente y produc-
tivo para todos los solicitantes de empleo, y estos factores 
deben tomarse en consideración al examinar el caso de un 
país. El orador alentó al Gobierno a que persevere en su 
empeño de lograr los objetivos previstos en su estrategia 
respecto del mercado de trabajo. En este sentido, se insta 
a la OIT a que preste al Gobierno la asistencia técnica ne-
cesaria para ello. 

Un observador, en representación de la Federación Inter-
nacional de los Trabajadores del Transporte (ITF), ha-
blando en nombre del Sindicato de Cargadores de Muelle 
y Gente de Mar de Libia, consideró que todos los partici-
pantes reconocen la complejidad de la situación en el país. 
Después de años de conflicto, la economía ha quedado 
destruida. También se reconoce la intención del Gobierno 
de crear empleo y trabajo decente para solucionar esta di-
fícil situación. Con respecto a la participación de las mu-
jeres en el mercado de trabajo en Libia, el orador resaltó 
que, si bien el porcentaje de personas activas en el país es 
tan sólo del 46 por ciento del total de la población en edad 
de trabajar, en el caso de las mujeres el porcentaje es infe-
rior al 27 por ciento, lo que significa que el número total 
de mujeres que trabajan representa sólo un tercio del de 
los hombres. Además, según un informe reciente de la 
Fundación Friedrich Ebert, la participación de las mujeres 
en el mercado de trabajo en el país se limita a cuatro sec-
tores: la administración pública, la educación, la sanidad 
y la seguridad social. En relación con esto, el orador indicó 
que determinadas prácticas administrativas fomentan el 
empleo de las mujeres únicamente en algunos sectores. El 
desafortunado fenómeno de la violencia y el acoso contra 
las mujeres trabajadoras también merma la participación 
femenina en el mercado de trabajo. Con objeto de fomen-
tar el empleo productivo de las mujeres, es importante po-
ner en práctica programas de educación y formación pro-
fesional, y restablecer el Estado de derecho para garantizar 
la seguridad de las mujeres. Por lo referente al sector ma-
rítimo del país, el orador resaltó que Libia es uno de los 
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países del Norte de África con litoral en la cuenca del Me-
diterráneo, cuyas aguas suelen asociarse a los peligrosísi-
mos viajes que algunos migrantes desesperados tienen que 
hacer para huir de los conflictos y la penuria. En este mo-
mento están en funcionamiento 14 de los 16 puertos del 
país. Sin embargo, debido a la inversión insuficiente y a la 
falta de recursos, algunos operadores portuarios tienen di-
ficultades para pagar a sus trabajadores, por no mencionar 
la infraestructura deficiente de algunos puertos, que en-
traña notables carencias en materia de seguridad y salud 
en el trabajo, así como problemas de seguridad. Las ase-
guradoras y los sindicatos marítimos continúan advir-
tiendo a los armadores de que avisen a las tripulaciones de 
la volatilidad de la situación, así como de las actividades 
de contrabando de petróleo que tienen lugar en la costa 
occidental del país. Se considera que el sector marítimo 
tiene un gran potencial. Por consiguiente, se espera que se 
adopte un enfoque global para elaborar una política que 
reactive plenamente los puertos y el transporte marítimo, 
con miras a crear empleo estable, productivo y a largo 
plazo. Habida cuenta de las dificultades en el terreno, es 
necesario que el Gobierno adopte, en consulta con los in-
terlocutores sociales, una política de empleo encaminada 
a estimular el crecimiento y el desarrollo económicos, y a 
superar el desempleo y el subempleo de conformidad con 
el Convenio. A este respecto, el Gobierno debería seguir 
la Recomendación núm. 205, en la que se brinda orienta-
ción a los Estados Miembros de la OIT sobre las medidas 
que deben adoptarse para generar empleo y trabajo de-
cente en aras de la prevención, la recuperación, la paz y la 
resiliencia en las situaciones de crisis que surgen en mo-
mentos de conflicto. Los sindicatos y las organizaciones 
internacionales de trabajadores están dispuestos a prestar 
asistencia para asegurar el trabajo decente a todos los tra-
bajadores. 

El miembro gubernamental de Iraq acogió con agrado la 
información proporcionada por el Gobierno. Dada la difí-
cil situación en el país a causa de la guerra y la consi-
guiente falta de seguridad, debería darse un plazo sufi-
ciente al Gobierno para que responda a los comentarios de 
la Comisión de Expertos. Se valora enormemente la asis-
tencia técnica de la OIT para que el país pueda aplicar el 
Convenio. 

El miembro trabajador de Burkina Faso señaló que hacer 
uso de la palabra sobre la aplicación del Convenio es irre-
levante. En nombre de la moral, de la dignidad y de la in-
tegridad humana, cabe inclinarse ante la memoria de todos 
los libios masacrados durante la agresión imperialista al 
pueblo libio, al igual que de quienes siguen perdiendo la 
vida a causa de daños colaterales relacionados con esta 
desestabilización. Es lamentable la pasividad de las insti-
tuciones internacionales y especialmente de las africanas 
ante esta desarticulación política, económica, social y mi-
litar cuyas consecuencias humanas son inestimables en el 
país y en la franja sahelosahariana. En este contexto, la 
cuestión del empleo se plantea de manera cruel. La adop-
ción de una política de empleo que tenga en cuenta las as-
piraciones profundas del pueblo libio para el desarrollo de 
su país, respetando los valores humanos de solidaridad, es 
una exigencia de extrema urgencia. Esto también debe rea-
lizarse respetando el Convenio y la Recomendación cone-
xos. Ante los casos de esclavitud en el país, cabe animar 
al pueblo libio y expresar su solidaridad con él en su lucha 
por la reconstrucción del país sobre la base de los valores 
humanos de igualdad, integridad y solidaridad. El orador 
instó a los sindicalistas y a otras organizaciones de la so-
ciedad civil libia a seguir siendo solidarios y a resistir a los 
estragos del imperialismo, y pidió a la OIT que preste su 
asistencia técnica. 

El miembro gubernamental de Argelia se felicitó de la 
memoria del Gobierno y de los esfuerzos realizados a pe-
sar de la situación transitoria por la que atraviesa el país 

para establecer una política de empleo y de desarrollo del 
personal encaminada a fomentar el desarrollo de la forma-
ción y la lucha contra el desempleo. El apoyo a las peque-
ñas y medianas empresas, la promoción del espíritu em-
presarial de las mujeres y la creación de una base de datos 
de recursos humanos para impulsar la autonomía y el desa-
rrollo para el período 2013-2040 contribuirán al surgi-
miento de una nueva visión de la política pública a corto y 
a medio plazo que convertirá al empleo en un motor de la 
coherencia política económica. El orador tomó nota con 
satisfacción de las medidas adoptadas por el Gobierno 
para desarrollar la información sobre el mercado de tra-
bajo y asegurar el seguimiento y la evaluación de la polí-
tica de empleo a través de la recopilación de datos exactos 
durante la aplicación de esta última. Además, puso énfasis 
en la realización de estudios, la facilitación de datos sobre 
la orientación de las políticas de empleo, y el registro de 
las ofertas de trabajo en colaboración con los interlocuto-
res sociales y con el Centro. En ese contexto, cabe enco-
miar el programa experimental iniciado en 2017 para fi-
nanciar a las pequeñas y medianas empresas a fin de me-
jorar la empleabilidad, el espíritu empresarial y la inicia-
tiva en el ámbito del trabajo autónomo de las mujeres, los 
hombres y los jóvenes. Se acogieron con sumo agrado las 
medidas adoptadas por el Gobierno para gestionar el tema 
de los trabajadores migrantes clandestinos, en colabora-
ción con los países vecinos, los países de origen y las or-
ganizaciones internacionales. Se trata igualmente de pro-
mover la relación entre la migración y el desarrollo y de 
reforzar la base de datos relativa a estos trabajadores. El 
orador concluyó señalando que no hay estabilidad econó-
mica y social sin creación de empleo, y que el trabajo de-
cente es la piedra angular de la cohesión social. Para cum-
plir estos compromisos, es necesario apoyar los esfuerzos 
del Gobierno encaminados a lograr la estabilización polí-
tica, social y económica del país. La asistencia técnica de 
la OIT con miras al cumplimiento de estos compromisos 
es altamente apreciable. 

El representante gubernamental expresó su agradeci-
miento a todos los participantes en la discusión y destacó 
que el Gobierno de reconciliación nacional se compromete 
a proseguir su cooperación con la OIT. Se espera que se 
publique en breve el Informe Nacional sobre Desarrollo 
Humano de 2018. Éste está orientado al establecimiento 
de marcos para mejorar el mercado laboral y la competiti-
vidad económica en el ámbito nacional. Además, se some-
terá a la próxima reunión de la Comisión de Expertos una 
memoria sobre la aplicación del Convenio. El orador sub-
rayó el compromiso del Gobierno de aplicar una política 
nacional de empleo, en consonancia con el Convenio. 
Aunque la economía del país depende del petróleo y este 
recurso se enfrenta a una inestabilidad en el mercado in-
ternacional, el Gobierno continuará adoptando las medi-
das necesarias para reducir la tasa de desempleo. El Go-
bierno también se comprometerá a seguir celebrando con-
sultas con los interlocutores sociales en aras de la paz so-
cial y la protección social. Los datos extraídos de la en-
cuesta de 2017-2018 establecerán indicadores sobre la 
fuerza de trabajo en diferentes regiones del país. El orador 
reafirmó el compromiso del Gobierno de garantizar igua-
les niveles de desarrollo, centrándose en particular en las 
zonas alejadas. 

Los miembros empleadores señalaron que la información 
proporcionada por los participantes en sus intervenciones 
ponía de relieve la situación por la que atraviesa Libia. To-
dos los participantes están de acuerdo respecto al estado 
en el que se encuentra Libia y los esfuerzos que el Go-
bierno está llevando a cabo con miras a generar empleo. 
El Gobierno solicita tiempo para cumplir con los objetivos 
establecidos en el Convenio y asimismo solicita la asisten-
cia técnica de la OIT para alcanzar los mismos. Esto úl-
timo, parece mostrar la buena voluntad del Gobierno para 
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solucionar los problemas vinculados al cumplimiento del 
Convenio por los que atraviesa. En este escenario, los 
miembros empleadores reiteraron lo ya expuesto en su pri-
mera intervención en relación con el reconocimiento de la 
complejidad de la situación que prevalece en el país. Es-
peraban que el Gobierno se encontrara pronto en condicio-
nes de comunicar las informaciones solicitadas por la Co-
misión de Expertos, con ayuda de la asistencia técnica de 
la OIT que ellos mismo habían solicitado y de las organi-
zaciones de trabajadores y de empleadores. En particular, 
esperaban que el Gobierno pudiera brindar información 
sobre la estrategia del mercado de trabajo, la manera en 
que se estima que se lograrán los objetivos de empleo es-
tablecidos en el Convenio, el avance en la compilación de 
la información sobre la situación del mercado de trabajo, 
las medidas adoptadas para impulsar el desarrollo de las 
pequeñas y medianas empresas (pymes) y aquellas adop-
tadas para promover la participación en el mercado de tra-
bajo de las personas en situación de vulnerabilidad, así 
como datos estadísticos actualizados sobre la situación del 
mercado de trabajo. 

Los miembros trabajadores hicieron hincapié en que, en 
medio del conflicto, las normas internacionales del trabajo 
son, de hecho, más importantes todavía. El Gobierno ha 
indicado que ha adoptado medidas para modificar la estra-
tegia del mercado de trabajo y revisar la política de em-
pleo, teniendo en cuenta la realidad actual, entre otras co-
sas, en materia de desempleo, subempleo y desarrollo de 
las calificaciones de la fuerza de trabajo. El Convenio 
prohíbe la discriminación en el empleo contra las mujeres, 
los jóvenes, los trabajadores con discapacidades, los tra-
bajadores de edad y los migrantes. Así pues, el Gobierno 
debe suministrar información sobre las estrategias para au-
mentar la participación en el mercado de trabajo de las per-
sonas más expuestas a carencias en materia de trabajo de-
cente, incluyendo, entre otras cosas, datos estadísticos 
desglosados por edad y por sexo. El Gobierno ha confir-
mado que la modificación de la estrategia del mercado de 
trabajo y la revisión de la política de empleo se llevan a 
cabo mediante un proceso integrante y en consulta con las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores, tal 
como prevé el artículo 3 del Convenio. El artículo 1 del 
Convenio dispone que los gobiernos deben garantizar el 
pleno empleo, productivo y libremente elegido. A este res-
pecto, los miembros trabajadores instaron al Gobierno a 
que: a) se deje guiar por las recomendaciones pertinentes 
de la OIT, como las Recomendaciones núms. 169, 189 y 
205; b) preste especial atención a los más de 200 000 des-
plazados internos y a la crisis migratoria en general; c) ga-
rantice que los jóvenes y los trabajadores migrantes tengan 
acceso a oportunidades de empleo; d) proporcione infor-
mación actualizada y detallada sobre la estrategia del mer-
cado de trabajo y la política de empleo, y la manera en que 
se cumplen los objetivos de empleo, y e) comunique a la 
Comisión de Expertos estadísticas actualizadas sobre la si-
tuación del empleo, teniendo en cuenta los niveles y las 
tendencias del empleo, desempleo y subempleo, así como 
las calificaciones de la población activa, especialmente de 
los jóvenes. Para ello, el Gobierno debería establecer un 
sistema de recopilación de datos que permita analizar y 
evaluar la situación del empleo en el país, y medir empíri-
camente el grado de cumplimiento del Convenio. La Co-
misión de Expertos destacó el papel singular que desem-
peñan las pequeñas y medianas empresas y, por lo tanto, 
la pertinencia de la orientación que ofrece la Recomenda-
ción núm. 189. Así pues, el Gobierno debería proporcionar 
información sobre las medidas y programas establecidos 
para fomentar la creación de pequeñas y medianas empre-
sas. Los miembros trabajadores instaron al Gobierno a que 
solicite la asistencia y el apoyo de la OIT para abordar las 
cuestiones planteadas en relación con el cumplimiento del 
Convenio. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información suministrada 

por el representante gubernamental y de la discusión que 
tuvo lugar a continuación. 

La Comisión puso de relieve el impacto y las consecuencias 

de los conflictos en la pobreza y el desarrollo, el trabajo de-
cente y las empresas sostenibles, y reconoció la importancia 
del empleo y del trabajo decente para promover la paz, per-

mitir la recuperación y fomentar la resiliencia. 
Teniendo en cuenta la información proporcionada por el 

Gobierno y la discusión, la Comisión, al tiempo que reconoce 

la complejidad de la situación que prevalece en el terreno y 
la existencia de un conflicto armado, pide al Gobierno que 
suministre información en relación con: 

■ estadísticas actualizadas sobre el mercado de trabajo, 
desglosadas por sexo y edad; 

■ la estrategia del mercado de trabajo y la manera en que 

se espera lograr los objetivos del empleo; 
■ los progresos realizados en la compilación y análisis de 

datos sobre el mercado de trabajo, y  

■ las medidas adoptadas a fin de promover el estableci-
miento de pequeñas y medianas empresas y su desarro-
llo, y las medidas introducidas para aumentar la parti-

cipación en el mercado de trabajo de las personas en si-
tuaciones de vulnerabilidad. 

La Comisión insta al Gobierno a que presente una memo-

ria detallada a la Comisión de Expertos para su examen en 
su próxima reunión, que tendrá lugar en noviembre de 2018. 

Asimismo, la Comisión insta al Gobierno a que recurra a 

la asistencia técnica de la OIT para adoptar y aplicar sin de-
mora una política activa encaminada a promover el pleno 
empleo, productivo y libremente elegido, en consulta con las 

organizaciones más representativas de empleadores y de tra-
bajadores. 

Por último, la Comisión insta a la OIT, a la comunidad in-

ternacional y a las organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores a que concierten esfuerzos con el objetivo de refor-
zar el sistema de la administración del trabajo en Libia, a fin 

de que el pleno empleo, productivo y libremente elegido sea 
una realidad en Libia lo antes posible. 

El representante gubernamental recordó que, como ya se 
ha indicado, noviembre de 2018 es un plazo demasiado 
corto y su Gobierno necesita más tiempo para responder a 
la solicitud de la Comisión de Expertos. A pesar de la bre-
vedad del plazo, su Gobierno hará todo lo posible por apli-
car las recomendaciones de la Comisión de la Conferen-
cia. 

Convenio sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131) 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA (ratificación: 1977) 

Un representante gubernamental señaló que la esencia 
del Convenio es proteger a los trabajadores y que el re-
clamo provenía de los empleadores. Los empleadores ins-
trumentalizan el Convenio para cuestionar un modelo eco-
nómico exitoso, añorando políticas de privilegio que les 
beneficiaban, y para que el Estado no fije salarios dignos 
para los trabajadores. El Gobierno desarrolla políticas eco-
nómicas y sociales que protegen a sectores que histórica-
mente fueron excluidos y discriminados. El diálogo, la 
consulta con los diversos sectores y la búsqueda de con-
senso, son los métodos utilizados en el respeto a la legali-
dad nacional e internacional. El Convenio fue adoptado 
para complementar otros convenios relativos a la protec-
ción de los trabajadores contra remuneraciones indebida-
mente bajas. Se aplica una política de incremento paula-
tino y sistemático del salario mínimo y el reclamo de los 
empresarios parece dirigirse contra la justicia social. El 
Preámbulo del Convenio reafirma el rol de los Estados de 
proteger a los grupos asalariados, los cuales se encuentran 
en situación desventajosa con relación a los empleadores. 
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El rol del Estado de proteger a los trabajadores es un man-
dato constitucional, que no se abandona por una inade-
cuada interpretación del Convenio. El objetivo central del 
Convenio se encuentra determinado en su artículo 1 que 
requiere el establecimiento de un sistema de salarios mí-
nimos aplicable a todos los grupos de asalariados. El as-
pecto esencial del Convenio es la fijación del salario mí-
nimo y no precisamente el diálogo social, que es parte de 
la herramienta para lograr ese objetivo. Existe un Conve-
nio específico sobre el diálogo social que no es objeto de 
este examen y que no ha sido ratificado por el Gobierno. 
El artículo 4, párrafo 2, del Convenio se refiere a la con-
sulta exhaustiva y a los mecanismos de establecimiento, 
aplicación y modificación del salario mínimo, es decir, al 
diseño normativo de las pautas que rigen el proceso de de-
terminación del salario mínimo y no a su determinación 
anual. Desde 2006, la política salarial del Gobierno se di-
rige a reducir las enormes brechas económicas y a favore-
cer a los sectores tradicionalmente excluidos, es decir, a 
los que menos ganan, incrementando los salarios por en-
cima de la tasa de inflación, preservando la sostenibilidad 
de la inversión pública y privada. Bajo esta premisa se rea-
lizan los incrementos anuales de los salarios. En ese 
marco, el representante gubernamental destacó que la in-
terpretación jurídica del Convenio debe ser más rigurosa, 
y no se debe perder de vista que su espíritu es la protección 
del trabajador asalariado, por causa de las asimetrías in-
trínsecas con el sector empleador. La fijación de salarios 
mínimos se desempeña en el siguiente marco institucional: 
1) el artículo 49 de la Constitución dispone que la ley re-
gulará las relaciones laborales, incluida la fijación de los 
salarios mínimos generales, sectoriales e incrementos sa-
lariales; 2) el artículo 52 de la Ley General del Trabajo 
establece que la fijación de la remuneración o salario se 
hará por el Gobierno central, y 3) el artículo 8 del decreto 
supremo núm. 28699 de 1.º de mayo de 2007 establece que 
los empleadores y trabajadores podrán acordar libremente 
las remuneraciones, y que las mismas tienen que estar por 
encima del salario mínimo nacional determinado por el 
Gobierno. El marco institucional, en consecuencia, está 
establecido y tiene su origen en la Constitución Política 
del Estado, norma que ha sido consultada con trabajadores 
y empleadores y con todo el pueblo, siendo el producto de 
una Asamblea Constituyente y de un referéndum aproba-
torio. 

Históricamente, en la relación entre las organizaciones 
de los empleadores y de los trabajadores, existieron facto-
res favorables a los empresarios que anularon los mecanis-
mos de la negociación colectiva por sectores económicos. 
Esta situación obligó a los trabajadores a recurrir al Estado 
para la atención de sus demandas, incluido con respecto al 
tema salarial. Desde 2006, el Gobierno desarrolla medidas 
que permiten incrementar las remuneraciones indebida-
mente bajas, en pleno cumplimiento con el espíritu del 
Convenio, respetando los mecanismos de diálogo y con-
sultas con los sectores involucrados, en el marco de la 
Constitución y legislación vigente. El Gobierno cuadru-
plicó el salario mínimo que en 2005 era de 63 dólares de 
los Estados Unidos (uno de los más bajos de la región) y 
que actualmente alcanza a 295 dólares. Sin embargo, pese 
a haberse cuadruplicado, el salario mínimo sigue siendo 
inferior a las necesidades requeridas por el trabajador y su 
familia. Este incremento salarial se estableció tomando en 
cuenta los criterios estipulados en el artículo 3 del Conve-
nio: a) las necesidades de los trabajadores y de sus fami-
lias, habida cuenta del nivel general de salarios en el país, 
del costo de vida, de las prestaciones de seguridad social 
y del nivel de vida relativo de otros grupos sociales, y 
b) los factores económicos, incluidos los requerimientos 
del desarrollo económico, los niveles de productividad y 
la conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de 
empleo. La política salarial establecida por el Gobierno es 

proporcional al crecimiento económico y la producción 
nacional. Gracias al modelo económico social productivo 
y comunitario, también esto se cuadruplicó. El producto 
interno bruto (PIB) ha crecido de 9 568 millones de dóla-
res en 2005 a más de 37 000 millones de dólares en 2017. 
Por tanto, no se trata de incrementos arbitrarios, sino in-
crementos fundamentados en la economía sólida y cre-
ciente. Asimismo, el incremento salarial se estableció con-
siderando la posición de los trabajadores y de los emplea-
dores, con quienes el Gobierno propicia diálogos y con-
sultas recurrentes como demuestran las reiteradas mesas 
de trabajo establecidas al más alto nivel del Gobierno con 
los representantes de la Confederación de Empresarios 
Privados de Bolivia (CEPB). El Banco Mundial reconoce 
que el país se encuentra entre los primeros de la región en 
la reducción de la desigualdad salarial. De acuerdo con el 
índice de Gini Laboral, la brecha salarial en los últimos 
diez años mejoró del 0,53 al 0,44 por ciento. Fruto del mo-
delo económico, se logró reducir la pobreza extrema del 
38,2 al 17,9 por ciento en el período 2005-2017. Más de 
3 millones de personas salieron de la pobreza y la mayoría 
de la población (58 por ciento) tiene ingresos medios que 
le permiten vivir bien. La política salarial genera mayor 
demanda interna, que es muy beneficiosa también para el 
sector privado cuyas utilidades se han multiplicado cuatro 
veces, creciendo de 8 663 millones de bolivianos en 2006 
a 27 766 millones de bolivianos en 2017. El modelo eco-
nómico se basa en los siguientes pilares: nacionalización 
de los recursos naturales e industrialización, fortaleci-
miento de la demanda interna, redistribución de la riqueza 
y enérgica inversión estatal. Estos pilares garantizan los 
resultados siguientes: estabilidad económica, generación 
de empleo y reducción de la tasa de desempleo, constante 
crecimiento de la economía, los cuales contribuyen a dis-
minuir la pobreza y los niveles de desigualdad. Como de-
muestran las cifras, los empresarios privados se benefician 
en gran medida de la estabilidad económica, política y so-
cial, y de la seguridad jurídica que brinda el Gobierno 
desde 2006, para realizar inversiones y emprender inicia-
tivas nuevas con la seguridad de resultados óptimos. Los 
empresarios deben otorgar seguridad y estabilidad social a 
los trabajadores y trabajadoras que de ellos dependen, a 
pesar de que existen quienes provocan quiebras de empre-
sas premeditadamente y las abandonan. El representante 
gubernamental lamentó las infundadas acusaciones de los 
empleadores con argumentos procedimentales para limitar 
el incremento justo y equitativo del salario mínimo de con-
formidad con lo establecido en el Convenio, así como la 
decisión de incluir este caso para discusión en la Comi-
sión. Al contrario, se debería alentar a los gobiernos a me-
jorar el nivel de vida de su población, en el marco del ob-
jetivo del Convenio y a la luz de los derechos humanos. 

Los miembros empleadores agradecieron las informacio-
nes suministradas por el Gobierno. El caso, si bien, es exa-
minado por primera vez en la Comisión, no es ajeno a los 
comentarios de la Comisión de Expertos, quienes efectua-
ron observaciones al respecto en 2013, 2014, 2017 y 2018. 
Los expertos ya han solicitado al Gobierno la adopción de 
medidas urgentes para garantizar la consulta exhaustiva 
con las organizaciones de empleadores y de trabajadores 
más representativas y su participación directa en el proce-
dimiento de fijación del salario mínimo. También habían 
notado con preocupación, que la CEPB y la Organización 
Internacional de Empleadores (OIE), alegan que desde 
2006 se ha omitido sistemáticamente la inclusión de las 
organizaciones de empleadores en las consultas de fijación 
de salarios mínimos. Este año, la Comisión de Expertos 
recordó nuevamente que el Convenio requiere que se con-
sulte exhaustivamente con los actores sociales para el es-
tablecimiento, aplicación y modificación de los mecanis-
mos de fijación, y que la participación activa de las orga-
nizaciones de trabajadores y de empleadores es esencial 
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para que se tengan en cuenta del mejor modo posible todos 
los factores pertinentes en el contexto del país. Corres-
ponde pues analizar si las recomendaciones de la Comi-
sión de Expertos han sido consideradas. Al respecto, los 
miembros empleadores sostuvieron que el Gobierno está 
muy lejos de cumplir con el Convenio, tanto en cuanto al 
procedimiento de fijación, como en cuanto a los criterios 
que se han utilizado para la fijación de salarios. En cuanto 
al primer aspecto, el artículo 4 del Convenio obliga a con-
sultar a los actores sociales, de conformidad con las nor-
mas más elementales de la OIT, en la cual el diálogo tri-
partito es un pilar fundamental. Las características de este 
diálogo son la buena fe de los interlocutores y el afán de 
alcanzar consensos. Cuando tal consenso no se logra, 
quien tiene a su cargo tomar una decisión debe incorporar 
en la misma las sensibilidades de los que han participado 
en el diálogo. El Convenio califica la forma de la consulta 
como «exhaustiva». Por lo tanto, el Gobierno, debe hacer 
un esfuerzo adicional en la facilitación del diálogo y en la 
profundización del mismo. La expresión del Gobierno se-
gún la cual la CEPB «no pidió expresamente» participar 
en las decisiones relativas a la fijación de salarios mínimos 
desconoce la obligación que le impone como responsable 
de la consulta exhaustiva. Los empleadores han solicitado 
ser parte del diálogo sobre el salario mínimo, tal como re-
flejan los informes de la Comisión de Expertos. En recien-
tes declaraciones a los medios locales, los altos funciona-
rios del Gobierno, como el Ministro de Economía y el Mi-
nistro de la Presidencia aseguraron que el sector empresa-
rial no participará en la toma de decisiones sobre salarios 
mínimos y que desde 2006 es, en esencia, política del Go-
bierno, fijar el incremento salarial sólo con el sector de los 
trabajadores. El Gobierno confirma esta política ante la 
Comisión y pretende hacer una nueva lectura del Conve-
nio, en la cual ya no tendría validez la consulta a los acto-
res sociales sobre las modificaciones salariales. La Comi-
sión no puede aceptar que un gobierno desprecie el diá-
logo social y debe responder con la misma drástica cuando 
se trata de la falta de consulta de los empleadores.  

En cuanto a la inobservancia de los elementos que deben 
tenerse en cuenta para determinar el nivel de salarios mí-
nimos, los expertos recogen una declaración del Gobierno 
en donde afirma que para la fijación del salario mínimo se 
considera la inflación, la productividad, el producto in-
terno bruto (PIB), el PIB per cápita, el índice de precios al 
consumidor, el crecimiento económico, las tasas de des-
empleo, las fluctuaciones del mercado y el costo de vida. 
Tal afirmación no es exacta. En la legislación boliviana, 
existen dos referentes salariales. Por un lado, existe el sa-
lario mínimo nacional que es universal para todos los tra-
bajadores, sin diferenciación por grupos de asalariados, 
como sería deseable por razones económicas y jurídicas, y 
permitido por el Convenio. Por otro lado, el denominado 
«haber básico» que se aplica a todos los trabajadores y no 
puede ser inferior al salario mínimo nacional. Su fijación 
es consecuencia de la contratación individual o colectiva 
entre empleadores y trabajadores. Sin embargo, se emiten 
anualmente resoluciones ministeriales que obligan a las 
partes a negociar incrementos al «haber básico» dentro de 
un plazo límite, bajo pena de aplicación de multas y san-
ciones al empleador. Entre 2006 y 2018, el salario mínimo 
nacional subió un 312 por ciento y el «haber básico» un 
149 por ciento, ambas cifras muy por encima de la infla-
ción acumulada de ese período. El salario mínimo nacio-
nal es mayor que el PIB por trabajador, lo cual denota la 
baja productividad por trabajador. El orador se preguntó si 
el índice de productividad, la sostenibilidad de las empre-
sas y la generación de más y mejores empleos, fueron ele-
mentos tomados en cuenta para la fijación del salario mí-
nimo. La política salarial del Gobierno explica la precari-
zación del empleo, el incremento en las tasas de desem-
pleo, y el avance en los indicadores de informalidad (cerca 

del 61 por ciento de la población ocupada). También ha 
subido el porcentaje de trabajadores que perciben un sala-
rio menor al mínimo nacional, justamente por el avance de 
la informalidad. En el caso del sector público, se identifica 
la caída del empleo protegido y una subida del empleo 
temporal. Los miembros empleadores notaron empero que 
el Gobierno aplicaba los criterios del Convenio en el sec-
tor público, donde hace el papel de empleador. Las empre-
sas públicas para aplicar aumentos salariales deben hacer 
un análisis sobre la utilidad neta y disponibilidad finan-
ciera en cada empresa, debiendo demostrar sostenibilidad 
financiera y la necesaria existencia de utilidad operativa. 
Los miembros empleadores concluyeron que el Gobierno 
omitía deliberadamente la consulta a la organización de 
empleadores y la consideración de los criterios técnicos 
que deberían motivar la fijación de salarios mínimos.  

Los miembros trabajadores señalaron que, en 2017, el 
salario mínimo nacional se había incrementado mediante 
el decreto supremo núm. 3161, de 1.º de mayo de 2017, 
teniendo en cuenta un pliego de recomendaciones presen-
tado por la Central Obrera Boliviana (COB) y, de acuerdo 
con los informes obtenidos, los factores socioeconómicos 
tales como la inflación, la productividad, el PIB, el PIB 
per cápita, el índice de precios al consumidor, el creci-
miento económico, las tasas de desempleo, las fluctuacio-
nes de mercado y el costo de vida. Hoy el salario mínimo 
se sitúa en 2 060 bolivianos, un 335 por ciento más res-
pecto de 2006. La fijación del salario mínimo es impor-
tante por diferentes motivos. En primer lugar, los salarios 
representan una fuente crucial de ingresos para los hoga-
res, y en consecuencia tienen una enorme influencia en el 
nivel de vida de la población. En segundo lugar, represen-
tan una fuente de realización personal. En tercer lugar, 
cuando el Estado establece el salario mínimo está garanti-
zando que el trabajador pueda cubrir las necesidades in-
dispensables para su supervivencia. El Preámbulo de la 
Constitución de la OIT proclama la urgencia de mejorar 
las condiciones de trabajo, en particular, mediante la ga-
rantía de un salario vital adecuado. El salario mínimo per-
mite a los trabajadores y a sus familias llevar una vida 
digna, teniendo en cuenta su nivel de desarrollo econó-
mico. Si bien es cierto que los factores económicos pueden 
condicionar los incrementos del salario mínimo, no puede 
olvidarse que el salario mínimo es esencial para evitar el 
impacto de las contingencias económicas sobre los traba-
jadores y los hogares de menores ingresos y mayor vulne-
rabilidad. La Recomendación sobre la fijación de salarios 
mínimos, 1970 (núm. 135) establece que «la fijación de 
salarios mínimos debería constituir un elemento de toda 
política establecida para eliminar la pobreza y para asegu-
rar la satisfacción de las necesidades de todos los trabaja-
dores». El salario mínimo tiene como objetivo fundamen-
tal proporcionar a los trabajadores la necesaria protección 
social respecto de los niveles mínimos permisibles de sa-
larios.  

Sin perjuicio de ello, y como mencionó la Comisión de 
Expertos en sus observaciones, el Convenio requiere que 
se consulte exhaustivamente con las organizaciones repre-
sentativas de empleadores y de trabajadores interesadas 
para el establecimiento, aplicación y modificación de los 
mecanismos a través de los cuales se fijan y ajustan en el 
tiempo los salarios mínimo (artículo 4, 2)). Además, la 
participación activa de estas organizaciones es esencial 
para que se tengan en cuenta, del mejor modo posible, to-
dos los factores pertinentes en el contexto del país. Por 
ello, la Comisión de Expertos instó firmemente al Go-
bierno a tomar sin demora medidas, en consulta con los 
interlocutores sociales, para garantizar su participación 
plena y efectiva en la fijación y el ajuste del salario mí-
nimo. El salario mínimo es una de las instituciones más 
importantes, y permite para su fijación, la intervención del 



Convenio sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131) 
Estado Plurinacional de Bolivia (ratificación: 1977) 

 

9B Parte II/156  

Gobierno junto con trabajadores y empleadores. Es un es-
tándar de orden público que intenta que el salario cubra las 
necesidades mínimas: alimentación, vivienda, educación, 
seguridad social, recreación y vacaciones. Debe ser tam-
bién el punto de partida de los salarios básicos en los con-
venios colectivos de trabajo. La fijación de salarios míni-
mos contribuye además a establecer una serie de reglas de 
juego iguales para todos. Los miembros trabajadores va-
loraron que la intención del Gobierno al fijar el salario mí-
nimo fuese implantar políticas salariales sostenibles de 
cara al cumplimiento de la Agenda 2030 de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo Sostenible. Las cuestiones del 
incremento salarial y de la desigualdad salarial ocupan un 
lugar preminente en la Agenda. La mejora de los salarios 
y las oportunidades de trabajo decente son esenciales para 
la erradicación de la pobreza y la reducción de las brechas 
de desigualdad existentes en el país. Los miembros traba-
jadores avalan la importancia del diálogo social y la con-
sulta con los interlocutores sociales previa a la fijación del 
salario mínimo. El diálogo social debe ser institucionali-
zado, es decir, contar con estructuras tripartitas permanen-
tes para el debate sobre políticas públicas, y con una 
agenda programática para dar respuesta a los problemas 
que afectan a la sociedad. Sin embargo, al fin de institu-
cionalizar el diálogo social institucionalizado, se necesita 
buena fe, aportes y responsabilidades. En definitiva, la ins-
titucionalización del diálogo social debe servir para: 1) ge-
nerar un desarrollo sostenible e inclusivo para mejorar la 
calidad de vida y las condiciones sociales; 2) dotar de ma-
yor participación a los trabajadores en la distribución de la 
riqueza, a fin de eliminar las desigualdades actuales; 
3) promover el trabajo decente y niveles de salarios que 
permitan una vida digna, el respeto de la libertad sindical 
y el fortalecimiento de la negociación colectiva, y 4) redu-
cir la brecha entre la extrema pobreza y la riqueza concen-
trada, permitiendo la inclusión social. Sin salarios sufi-
cientes y una protección laboral adecuada no habrá una 
sociedad inclusiva y se pone en peligro la paz social. 

El miembro empleador del Estado Plurinacional de Bolivia 
subrayó que en los últimos años el sector empleador boli-
viano había venido presentando reclamos ante la OIT, por 
el incumplimiento sistemático del Convenio por parte del 
Gobierno desde 2006, en lo que respecta a la obligación 
de consulta exhaustiva a las organizaciones de empleado-
res. El orador indicó que la política del Gobierno en mate-
ria de salario había originado consecuencias económicas 
negativas en varias empresas que no gozan de un meca-
nismo efectivo de control de legalidad ni de la seguridad 
jurídica para poner límite a la conducta del Gobierno. El 
tratamiento del caso ante la Comisión abre la expectativa 
de que en un foro internacional, pueda llamarse a la refle-
xión al Gobierno para que incluya a todos los actores en la 
fijación del salario mínimo. El Convenio fija en sus artícu-
los 1 y 4 la necesidad de efectuar una consulta exhaustiva 
de las organizaciones representativas de trabajadores y 
también de empleadores para establecer un sistema de sa-
larios mínimos y, en su caso, los grupos de asalariados a 
los que se deba aplicar el mismo. En su artículo 3, el Con-
venio fija además los elementos a tener en cuenta para de-
terminar el nivel de los salarios mínimos. En cuanto a la 
consulta exhaustiva, a pesar de los reclamos y observacio-
nes que la CEPB ha venido efectuando de manera insis-
tente en los últimos años, el Gobierno no ha llevado a cabo 
ningún cambio. Ha mantenido su política de hacer total 
abstracción de la participación y consulta con las organi-
zaciones empresariales. El Gobierno se limitó a sostener 
reuniones exclusivamente con las organizaciones de los 
trabajadores bajo el liderazgo de la COB. En ningún mo-
mento el Gobierno contó con la opinión, menos aún con la 
aprobación, de la CEPB, la cual se tuvo que conformar con 
conocer las determinaciones asumidas en la prensa nacio-

nal, así como en los boletines legales periódicamente pu-
blicados. Además, los representantes del Gobierno, de ma-
nera reiterada, han venido manifestando públicamente su 
absoluta negativa a aceptar la participación del sector em-
presarial privado en ningún tipo de discusión sobre la fija-
ción del salario. Entre otras declaraciones públicas de Mi-
nistros de Estado en los medios de comunicación social, el 
Ministro de la Presidencia indicó que la fijación de sala-
rios se hace sólo con los trabajadores señalando al respecto 
que es parte de un Gobierno de trabajadores y no de la 
clase empresarial.  

El orador también indicó que desde 2006, no sólo no se 
ha permitido la participación del gremio empresarial en la 
fijación del salario, sino que, además, se ha priorizado un 
esquema inequitativo de participación puesto que la COB 
ha sido la única instancia a la que se ha recurrido para va-
lidar las medidas salariales. Definir la fijación del salario 
mínimo y sus incrementos sólo con los representantes de 
los trabajadores, desvirtúa por completo el espíritu del diá-
logo social y el tripartismo promovidos por la OIT en ma-
teria de fijación de políticas laborales. El orador recordó 
que también deben de llevarse a cabo consultas en relación 
a los elementos a tener en cuenta para fijar el nivel de los 
salarios mínimos. Dicha consulta valida el diálogo social 
como mecanismo suficiente y legítimo, para la definición 
del sistema de fijación del salario mínimo. El Gobierno ha 
aplicado incrementos desproporcionados y alejados de la 
realidad económica. Desde 2006 hasta el presente año, el 
incremento del salario mínimo nacional ha alcanzado un 
porcentaje acumulado de 312 por ciento como resultado 
global de los incrementos efectuados en cada año. Estos 
incrementos exceden por mucho la tasa de inflación anual 
y desconocen la existencia de otros factores económicos 
como los requerimientos de desarrollo económico, los ni-
veles de productividad, el fomento de mayores y mejores 
tasas de empleo decente, la conveniencia de alcanzar y 
mantener un alto nivel de empleo, la preservación del em-
pleo digno, y la sostenibilidad de las empresas. Por otro 
lado, el Gobierno, al fijar los incrementos salariales no 
considera el avance de la informalidad en el mercado la-
boral. El orador indicó también que se exige al sector em-
pleador negociar convenios cuya presentación al Ministe-
rio de Trabajo debe hacerse dentro de fechas límites, so 
pena de recibir multas o sanciones económicas. Algunas 
dirigencias sindicales aprovechan esta situación para exi-
gir a los empleadores incrementos mayores a cambio de 
cumplir con la formalidad de la firma de acuerdos. Final-
mente, el orador solicitó que la Comisión se pronuncie so-
bre el reclamo formulado e instó al Gobierno a que cumpla 
con todos los términos del Convenio a fin de salvaguardar 
y ampliar el mercado laboral decente en el país. 

El miembro trabajador del Estado Plurinacional de Boli-
via declaró que los trabajadores están comprometidos con 
el cumplimiento del Convenio desde su ratificación. Una 
de las razones que justifica los recientes incrementos sala-
riales es que, a partir de la década de 1980, se generó una 
congelación de los salarios mínimos que en parte se atri-
buye a la adopción de medidas mediante las cuales se efec-
tuó la privatización de diversas empresas estatales, por 
ejemplo, de algunas empresas mineras y cementeras. Di-
cha congelación de salarios mínimos culminó en 2005, lo 
que implica que los trabajadores sufrieron por muchos 
años. En relación a la aplicación del Convenio, el ar-
tículo 10 del Estatuto de la CEPB, indica que la CEPB «no 
podrá asumir representación legal por sus afiliados, para 
la negociación o solución de conflictos obrero-empresa-
riales particulares e individuales y, en consecuencia, ca-
rece de personería jurídica para admitir citaciones o noti-
ficaciones, ni aceptar demandas o pliegos petitorios de 
sector laboral alguno, que involucren o se formulen a sus 
entidades componentes o a través de la Confederación». 
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Por otra parte, durante muchos años los trabajadores se ha-
bían visto privados de participar en el diálogo social al 
mismo nivel que el Gobierno y los empleadores. No ha 
sido sino hasta tiempos recientes que ha habido avances 
en cuanto a la participación de los trabajadores, ya que ac-
tualmente incluso participan en la fiscalización de empre-
sas estatales en sectores estratégicos. Sin embargo, en lo 
que respecta a algunas empresas privadas, un número im-
portante de trabajadores, más de 400, se ha visto afectado 
en sus actividades laborales puesto que tales trabajadores 
han sido obligados a tomar vacaciones colectivas o han 
sido despedidos con los argumentos de que las empresas 
se encontraban en déficit, que no podían cumplir con el 
pago del salario mínimo o acordar incrementos salariales. 
El orador sugirió que podría adoptarse una legislación para 
la creación de empresas sociales para que los trabajadores 
puedan asumir la gestión de algunas empresas que se ha-
yan declarado en déficit. Existen actualmente, por ejemplo 
en el sector minero, empresas gestionadas por los propios 
trabajadores con autonomía técnica, económica y finan-
ciera. En tales empresas los incrementos salariales pueden 
o no efectuarse, ya que están sujetos a las utilidades de las 
mismas, es decir, si no hay utilidades no hay incrementos, 
y en relación a esto, los trabajadores consideran que la es-
tabilidad laboral y la sostenibilidad de los centros de tra-
bajo son primordiales. 

El miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre del Grupo de los Estados de América Latina y el 
Caribe (GRULAC), agradeció al Gobierno por la informa-
ción proporcionada. El Convenio fue adoptado tomando 
en cuenta la necesidad de complementar la protección de 
los trabajadores contra remuneraciones indebidamente ba-
jas. El orador también agradeció los esfuerzos realizados 
por el Gobierno para tomar en cuenta las posiciones de 
ambos interlocutores sociales en la definición del salario 
mínimo. Tal como señala la Agenda 2030 para el Desarro-
llo Sostenible, el crecimiento económico sostenido, inclu-
sivo y sostenible es esencial para lograr la prosperidad, lo 
que sólo es posible si se comparte la riqueza y se combate 
la desigualdad de ingresos. Por ello, la estabilidad social 
de los trabajadores es una tarea esencial del Gobierno. Sa-
ludó también la información proporcionada relativa a los 
logros en materia de reducción de la desigualdad salarial 
alcanzados a través del incremento real del salario mí-
nimo. El orador alentó al Gobierno a que continúe con sus 
esfuerzos para fortalecer los mecanismos de consulta con 
los interlocutores sociales. 

El miembro empleador del Uruguay señaló que el Go-
bierno claramente y sistemáticamente no cumplía con el 
Convenio. El Gobierno establece salarios mínimos luego 
de negociaciones con el sector trabajador, sin consultar a 
las organizaciones de empleadores más representativas. 
Más allá de toda discrepancia sobre los aumentos y meto-
dologías utilizados para establecer salarios mínimos, la 
OIT debe estar alerta en las situaciones en las cuales los 
actores sociales no pueden manifestar su opinión. Ésta es 
una situación grave en la cual la OIT puede desplegar todo 
su potencial de ayuda por medio de las oficinas regionales 
para llegar a un punto de equilibrio razonable en las rela-
ciones laborales. Las políticas que no respetan principios 
fundamentales en materia de trabajo producen abusos que 
no se deben tolerar, independientemente del sector social 
que las impulse. La OIT dispone de todas las herramientas 
para colaborar con el Gobierno a fin de contribuir a forta-
lecer un sistema más armónico de relaciones laborales, en 
el cual el sector empleador pueda ser escuchado. Es nece-
sario evitar violaciones de principios fundamentales en 
materia de trabajo. 

El miembro trabajador del Uruguay recordó que el naci-
miento de la OIT partió de la realidad de que en una insti-
tución como ésta se puede hacer el ejercicio de que todos 

somos iguales. En este contexto, el salario mínimo garan-
tiza que aquellos que son más débiles puedan tener un piso 
salarial debajo del cual no pueden ser remunerados. El ora-
dor ofreció en nombre del movimiento sindical de su país, 
cooperación y ayuda al Gobierno y al movimiento sindical 
boliviano.  

El miembro gubernamental de la República Bolivariana 
de Venezuela se adhirió a la declaración del GRULAC. El 
propósito del Gobierno es proteger a los trabajadores con-
tra remuneraciones excesivamente bajas con el fin de eli-
minar la pobreza y que puedan hacer frente a sus necesi-
dades y las de sus familias, y tomando en cuenta los fac-
tores económicos. De conformidad con el Convenio, la fi-
jación de salarios mínimos debe realizarse en consulta con 
los interlocutores sociales, y aunque dichas consultas no 
sean vinculantes, contribuyen a la paz laboral y ayudan al 
Gobierno para que tome la decisión correspondiente, tal 
como lo establecen los comentarios de la Comisión de Ex-
pertos. El Gobierno, para la fijación del salario mínimo y 
sus incrementos, tiene en cuenta los factores socioeconó-
micos tales como la inflación, la productividad, el pro-
ducto interno bruto (PIB), el crecimiento económico, las 
fluctuaciones del mercado y el costo de vida. El orador 
alentó al Gobierno a fortalecer sus mecanismos de con-
sulta con los interlocutores sociales, lo que contribuiría a 
mantener la paz laboral con incrementos salariales que be-
neficien a los trabajadores y al mundo del trabajo. 

El miembro trabajador de El Salvador indicó que las le-
yes de cualquier país del mundo exigen que los gobernan-
tes cumplan con mantener políticas salariales acorde a las 
necesidades de la población y a factores de orden macro-
económico. Conlleva a entrar en la disyuntiva entre las de-
mandas salariales de los trabajadores y sus familias y la 
visión de algunos empleadores que rechazan los aumentos 
al salario mínimo por la tesis que las empresas no tienen 
capacidad de soportar el alza. El término de salario mí-
nimo significa lo mínimo para comer, lo mínimo para ves-
tirse, lo mínimo para seguir padeciendo pobreza y margi-
nación. El orador preguntó cómo se podía tener una socie-
dad decente si se condenaba al trabajador a simplemente 
conformarse con el mínimo que el sistema le da. Se deben 
organizar sindicatos para que los empleadores y gobiernos 
atiendan demandas de mejoras salariales ante el costo de 
vida. La decisión de aumento del salario mínimo por el 
Gobierno tuvo a la base los elementos técnicos que la eco-
nomía refleja, su crecimiento económico, la propuesta del 
sector laboral y por ende la dinámica del diálogo social. 
Al observar la tabla de salarios mínimos en América La-
tina se deduce que varios países con economías menos pu-
jantes que la boliviana, tienen mejores condiciones sala-
riales, así por ejemplo Guatemala, Honduras, El Salvador, 
Costa Rica y Panamá, por lo tanto merece crédito y reco-
nocimiento la actuación del Gobierno. La economía del 
Estado Plurinacional de Bolivia tendrá un dinamismo po-
sitivo en el consumo y demanda de productos y servicios. 
Sin embargo, todavía falta mucho por hacer en la demanda 
de salarios y trabajo decentes. 

La representante gubernamental de Egipto agradeció al 
Gobierno la información comunicada sobre las medidas 
adoptadas para aplicar el Convenio. Elogió los esfuerzos 
del Gobierno para aumentar los salarios, eliminar las dife-
rencias económicas, garantizar la sostenibilidad de las in-
versiones, impulsar las inversiones en el sector público e 
incrementar los recursos de manera justa. Alentó al Go-
bierno a que se comprometa plenamente y a que lleve a 
cabo el diálogo con los interlocutores sociales.  

La miembro gubernamental del Ecuador apoyó la decla-
ración del GRULAC y agradeció la información propor-
cionada por el Gobierno. Lograr un crecimiento econó-
mico sostenido, inclusivo y sostenible, empleo pleno y 
productivo, y trabajo decente para todos, requiere grandes 
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voluntades y el compromiso de los diferentes actores so-
ciales y del Gobierno. Un diálogo social tripartito cons-
tructivo permite llegar a consensos basados en el respeto 
al ser humano. La oradora hizo notar los esfuerzos del Go-
bierno encaminado a lograr convergencia con los interlo-
cutores sociales en la definición del salario mínimo. Asi-
mismo, acogió con gran satisfacción los logros en materia 
de reducción de la desigualdad salarial alcanzados a través 
del incremento real del salario mínimo. Por último, alentó 
al Gobierno a continuar con sus esfuerzos para fortalecer 
sus mecanismos de consulta con los interlocutores socia-
les. 

El representante gubernamental de la India agradeció al 
Gobierno su compromiso de cumplir con sus obligaciones 
internacionales y agradeció asimismo la información co-
municada sobre las medidas positivas emprendidas para 
reducir las brechas salariales y los niveles de pobreza y 
elevar los niveles de vida. La participación de los interlo-
cutores sociales pertinentes, especialmente la de aquellos 
que representan a los más vulnerables, contribuye a la con-
secución de los objetivos del Convenio.  

La miembro gubernamental de Cuba suscribiendo la de-
claración del GRULAC, consideró que la Comisión de la 
Conferencia, al analizar este caso, debía tomar en cuenta 
la información proporcionada por el Gobierno sobre el 
cumplimiento del Convenio. El Gobierno ha incrementado 
el salario mínimo en los últimos años de manera propor-
cional al crecimiento económico y la producción del país. 
Esto lo ha realizado mediante un proceso que considera la 
posición de los interlocutores sociales y que atiende al 
marco institucional establecido por la ley. Asimismo, elo-
gió al Gobierno, ya que se considera entre los primeros de 
la región en lograr la reducción de las desigualdades sala-
riales y de otras desigualdades, favoreciendo así la conse-
cución de la justicia social. El Gobierno no sólo cumple 
con los aspectos de procedimiento, sino también con los 
objetivos del Convenio de mejorar el nivel de vida de los 
trabajadores y de la población. 

El miembro empleador de Honduras señaló que el Go-
bierno fijó incrementos en lo que respecta al salario mí-
nimo, sin diálogo social y sin consulta con los empleado-
res. Al tiempo que no se obtuvo ninguna respuesta al pe-
dido de la CEPB de participar en la consulta, los Ministros 
de Estado manifiestan que, por ser expresión de un go-
bierno de los trabajadores, sólo deben tratar con ellos. El 
sector empresarial desconoce si se consideran los criterios 
previstos en el artículo 3 del Convenio en las negociacio-
nes del Gobierno con la COB, es decir los factores econó-
micos de productividad para determinar el incremento del 
salario. El orador también destacó que además de impo-
nerse al sector empresarial el incremento del salario mí-
nimo, también se le obliga a suscribir en plazos límites 
convenios salariales con los sindicatos bajo amenazas de 
multas y sanciones. La exclusión de los empleadores en la 
fijación de salarios mínimos no cumple con las disposicio-
nes del Convenio y vulnera los principios de diálogo social 
y tripartismo que son la piedra angular de la OIT. La Co-
misión debería instar al Gobierno a cumplir con el Conve-
nio y a permitir la participación de los empleadores en la 
consulta.  

El miembro gubernamental del Uruguay tomó nota con 
especial interés de las particularidades del cumplimiento 
del Convenio en la región, donde consideró que en muchos 
casos las organizaciones sindicales no cuentan con la for-
mación, capacidades y promoción suficientes para el desa-
rrollo pleno de los métodos de fijación de salarios míni-
mos. En este sentido, destacó las buenas prácticas recien-
tes de su país en materia de diálogo social, tripartismo, 
consulta y negociación colectiva. El Gobierno del Uru-
guay se pone a disposición del Gobierno para construir un 
plan de cooperación con el objeto de fortalecer y desarro-
llar los mecanismos ya existentes en el país. El orador 

alentó finalmente al Gobierno a seguir con sus esfuerzos 
para desarrollar el diálogo social y el tripartismo. 

El miembro gubernamental de Argelia expresó su apoyo 
al Gobierno, que confirma su compromiso en la aplicación 
del Convenio, mediante la adopción de medidas dirigidas 
a: 1) valorar los salarios mínimos y reducir las desigualda-
des de los salarios para responder a las necesidades de los 
trabajadores y de sus familias; 2) fijar los salarios mínimos 
en consulta con los representantes de los empleadores y de 
los trabajadores, y 3) impulsar el diálogo y las consultas, 
así como el control del respeto de las tasas de los salarios 
mínimos fijadas. El Gobierno está comprometido en un 
proceso de reformas económicas y aborda algunas priori-
dades en materia de justicia social y de derechos funda-
mentales. Una fijación de salarios proporcional al creci-
miento económico y a la producción está de conformidad 
con las disposiciones del Convenio. Las medidas adopta-
das por el Gobierno tienen como objetivo la cohesión so-
cial, la reducción del desempleo y el crecimiento inclu-
sivo. Invitó a la Comisión a que tome en consideración las 
respuestas detalladas del Gobierno.  

Un observador representante de la Organización Interna-
cional de Empleadores (OIE) destacó que no se trata de un 
caso menor. El Gobierno manifiesta poco respeto al sector 
privado y a los creadores de empleo decente. No se trata 
únicamente de un incumplimiento de la obligación de con-
sulta para la fijación de salarios mínimos, conforme al 
Convenio, ni de la obligación derivada de una disposición 
técnica de un convenio. Se trata de una falta grave de res-
peto a los principios fundamentales que inspiraron la crea-
ción de la OIT. Expresiones públicas de altos dirigentes 
denotan un desprecio inaceptable hacia las organizaciones 
empresariales. Esta preocupante actitud entra peligrosa-
mente en la dinámica de acoso al sector empresarial y ata-
que a la libertad de empresa y al empleo decente. El orador 
pidió que estos elementos se tengan en cuenta en la redac-
ción de las conclusiones sobre el caso. 

El miembro gubernamental de Bangladesh agradeció al 
Gobierno la información comunicada y valoró los esfuer-
zos realizados para proteger y promover los derechos de 
los trabajadores, incluso a través del aumento de los sala-
rios mínimos desde 2005. El Gobierno tiene en cuenta el 
contexto socio-económico y la posición de ambos interlo-
cutores sociales. Considerando que se han cumplido el ob-
jetivo y los procedimientos establecidos por el Convenio, 
es aconsejable cerrar el caso.  

El miembro gubernamental de Iraq recordó que el Con-
venio establece que tienen que fijarse salarios mínimos, en 
consulta con los interlocutores sociales. Si bien reconoce 
que esto puede tropezar con dificultades a la hora de su 
aplicación en la práctica, el orador indica que parece que 
en este caso, el Gobierno tuvo en cuenta las reservas de los 
empleadores.  

El miembro empleador de México expresó su preocupa-
ción respecto a la declaración del Gobierno en la que re-
conoce la violación al Convenio, que ha ratificado y cuyo 
contenido lo obliga, y en la que manifiesta que no ha rea-
lizado, y que no tiene la intención de realizar en un futuro 
próximo, la consulta exhaustiva con las organizaciones 
más representativas. El Gobierno expresa como funda-
mento de su conducta que la ley lo autoriza a determinar 
unilateralmente el nivel de los salarios mínimos. Esto es 
alarmante pues no sólo se transgrede una obligación deri-
vada del Convenio, sino que también se vulneran los prin-
cipios elementales de la OIT, incluyendo el diálogo social, 
la consulta efectiva y exhaustiva, y que constituyen la base 
de las relaciones entre empleadores, trabajadores y gobier-
nos en el ámbito de las relaciones de trabajo. Por otro lado, 
es tranquilizante escuchar a los miembros trabajadores 
confirmar la importancia de la institucionalización de la 
consulta a la que el Convenio hace referencia. Asimismo, 
el diálogo social es esencial en las relaciones laborales, 
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dado que permite construir acuerdos y evitar la polariza-
ción de los sectores. Su importancia se reconoce en la De-
claración de la OIT sobre la justicia social para una globa-
lización equitativa, 2008, pues es uno de los cuatro objeti-
vos estratégicos. A ningún Estado Miembro se le puede 
consentir que de manera consciente y deliberada, no 
realice las consultas a las que se encuentra obligado bajo 
la justificación de que actúa en beneficio de una de las par-
tes de la relación laboral. En consecuencia, debe defen-
derse una cuestión de orden y de legalidad puesto que los 
principios no se pueden negociar. 

El representante gubernamental reiteró que el Convenio 
en su esencia trata de generar condiciones de igualdad y 
de erradicar la pobreza y que el Gobierno toma en cuenta 
estos elementos fundamentales. El reclamo no tiene fun-
damento porque el Gobierno realiza consultas permanen-
tes con todos los actores económicos para elaborar políti-
cas económicas, incluso con respecto al salario, en las cua-
les los empresarios privados tienen espacios de diálogo al 
más alto nivel, a veces con la presencia del Presidente. La 
fijación del salario mínimo sirve como un mecanismo de 
redistribución de la riqueza obligando a los empresarios a 
compartir las utilidades. Por primera vez en la historia, sus 
ganancias se han multiplicado por cuatro veces. La polí-
tica salarial ha permitido salir de la pobreza extrema a mi-
llones de bolivianos. El Gobierno seguirá manteniendo los 
mecanismos previstos por la ley para la fijación del salario 
mínimo. El orador consideró falsa e infundada la denuncia 
de una política de destrucción del sector privado porque 
existen mecanismos de consulta permanentes y del más 
alto nivel con los empresarios privados. Los empresarios 
han sido consultados constantemente sobre diferentes as-
pectos económicos nacionales. Además, hay convenios 
firmados con el Gobierno para preservar la estabilidad 
económica, incrementar la producción y mantener el em-
pleo. En cuanto a la negociación salarial, se refirió a la in-
formación comunicada a la Comisión de Expertos. Tanto 
los empresarios privados como los trabajadores hacen pú-
blica sus propuestas con relación al salario mínimo. Por 
ejemplo, en 2017, la CEBP en reunión con los Ministros 
de Economía y Planificación planteó un congelamiento 
del salario mínimo y un incremento del haber básico del 
3 por ciento. Por su parte, la COB planteó un incremento 
del 10 por ciento del haber básico y del 15 por ciento del 
salario mínimo nacional. Tomando en cuenta las posicio-
nes de ambos interlocutores, así como parámetros técnicos 
y económicos, el Gobierno determinó un incremento del 
3 por ciento del salario mínimo nacional y del 5,5 por 
ciento del haber básico. El orador objetó que el incremento 
salarial ponga en riesgo a la empresa privada. El Gobierno 
cuida la estabilidad económica y jurídica, como demuestra 
el incremento de empresas privadas, de aproximadamente 
65 000 en 2005 a 295 000 en 2017, con un incremento del 
4 por ciento entre 2016 y 2017. El número de asalariados 
ha crecido más de tres veces. En 2005 existían poco más 
de 500 000 asalariados ahora son más de 1 008 000. Esta 
situación se refleja también en el incremento de la seguri-
dad social y el crecimiento del trabajo digno que es ob-
viado por el sector empresarial. La Declaración de Fila-
delfia de la OIT establece el principio fundamental en base 
al cual la pobreza, en cualquier lugar, constituye un peli-
gro para la prosperidad de todos. De esto se desprende la 
obligación de promover la elevación del nivel de vida. Al 
tiempo que respeta y valora la contribución del sector pri-
vado a la economía, el Gobierno seguirá manteniendo con 
firmeza la decisión de reducir la pobreza y generar la 
igualdad económica, política y social para la mayoría de 
los bolivianos. Por ello, reiteró que la denuncia es infun-
dada y con miras a cuestionar la política de justicia social 
y redistribución de la riqueza a la cual no se quiere renun-
ciar. 

Los miembros trabajadores, tras agradecer al Gobierno 
por las informaciones aportadas, señalaron una vez más 
que el diálogo social es la mejor herramienta para crecer 
con equidad. Permite a los gobiernos y a los actores socia-
les elaborar una estrategia común para promover el trabajo 
decente y por consiguiente, la inclusión y la justicia social. 
El diálogo social tiene una importancia decisiva en la for-
mulación de políticas destinadas a dar respuesta a las ne-
cesidades nacionales. Tal y como ha mencionado la Co-
misión de Expertos en sus observaciones anteriores, el sis-
tema de salarios mínimos previsto en el Convenio pre-
tende actuar como medida de protección social para su-
perar la pobreza, garantizando niveles de ingresos dignos, 
especialmente para los trabajadores no calificados y de 
baja remuneración. Tiene como finalidad proteger a los 
trabajadores contra el pago de remuneraciones indebida-
mente bajas. Como se ha dicho en el seno de esta Comi-
sión, la existencia de una remuneración salarial mínima 
ayuda a garantizar que todos se beneficien de una justa 
distribución de los frutos del progreso y que se pague un 
salario mínimo vital a todos los que tengan empleo y ne-
cesiten esta clase de protección. La Recomendación 
núm. 135, con especial referencia a los países en vías de 
desarrollo, destaca en su Preámbulo el interés que tiene la 
adopción de criterios que hagan de los sistemas de salarios 
mínimos un instrumento eficaz de protección social para 
la promoción de políticas de desarrollo económico y so-
cial. Los salarios mínimos deben también ser un elemento 
integrante de las políticas destinadas a superar la pobreza 
y reducir la desigualdad, incluyendo las brechas salariales 
existentes entre hombres y mujeres. En ese sentido, los 
miembros trabajadores valoraron que el Gobierno aplique 
políticas salariales destinadas a preservar el valor real de 
la remuneración de trabajadores y trabajadoras con ingre-
sos más bajos, que aseguren una distribución justa, reduz-
can las excesivas desigualdades de los salarios y de la 
renta, y refuercen el consumo como pilar fundamental de 
una economía sostenible. En la fijación del salario mí-
nimo, cuestionada por los empleadores bolivianos, se han 
tenido en cuenta factores económicos de interés de ese 
sector, como son: la productividad, el PBI, el crecimiento 
económico y las fluctuaciones del mercado. Sin perjuicio 
de ello, corresponde al Gobierno cumplir con el Convenio 
y por ello le exhortan a dar cumplimiento debido e integral 
al Convenio, incorporando métodos cuantitativos objeti-
vos para la determinación del salario mínimo que aseguren 
la participación activa de las organizaciones más represen-
tativas de empleadores y de trabajadores. Esta exigencia 
de poner en practica procedimientos que aseguren consul-
tas efectivas a los representantes de los empleadores y los 
trabajadores, es consustancial a todo el sistema normativo 
de la OIT, cuya pieza central es el Convenio sobre la con-
sulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 
(núm. 144), también ratificado por el Estado boliviano. 
Para concluir, los miembros trabajadores instaron al Go-
bierno a garantizar la participación plena y efectiva de los 
interlocutores sociales en la fijación y el ajuste del salario 
mínimo. 

Los miembros empleadores agradecieron las intervencio-
nes de los miembros de la Comisión, y señalaron que debe 
destacarse la coincidencia entre las posiciones de los Gru-
pos de los trabajadores, de los Empleadores y muchos de 
los gobiernos que intervinieron en la discusión, acerca de 
la importancia del diálogo social y la consulta a los actores 
sociales en materia de salarios mínimos. De igual forma, 
se entiende que, en la práctica de ese diálogo, debe preva-
lecer la buena fe de todas las partes. Mejorar los ingresos 
y el nivel de vida de los trabajadores es una preocupación 
común a trabajadores y empleadores, y es estratégico en el 
objetivo de erradicación de la pobreza. Dicho fin común, 
no puede ser alcanzado sin tomar en cuenta las necesida-
des de unos y las posibilidades de otros, y por supuesto, 
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las circunstancias económicas del país. Dejar de lado am-
bas visiones, constituye una pérdida neta para la sociedad 
en su conjunto, mientras que dejar de lado únicamente a 
una de las partes, constituye una grave discriminación y 
un sesgo inaceptable. Las intenciones de mejorar los in-
gresos de los trabajadores sirven de poco, si el resultado 
es el crecimiento del sector informal, puesto que se habría 
logrado mejorar el ingreso de menos personas y arrojar a 
la informalidad a muchos más, quienes perderían sus in-
gresos y garantías sociolaborales. Por otro lado, en res-
puesta a la declaración formulada por el miembro trabaja-
dor del Estado Plurinacional de Bolivia relativa a la prohi-
bición estatutaria de la CEPB, los miembros empleadores 
aclararon que la misma se refiere a la intervención en con-
flictos individuales de naturaleza laboral de sus agremia-
dos. Asimismo, los miembros empleadores destacaron que 
el caso en discusión igualmente preocupa a trabajadores y 
gobiernos que apuestan por la implementación de métodos 
democráticos para regir el destino de sus naciones. Pone 
en cuestionamiento el diálogo social, que es uno de los 
principios fundamentales de la OIT. Actualmente, los em-
pleadores bolivianos son silenciados por parte del Go-
bierno, el cual ha manifestado que no observaría el Con-
venio que ha ratificado. En el futuro, podrían ser silencia-
dos los trabajadores o empleadores de cualquier otro país. 
La Comisión no debería dejar pasar inadvertida una situa-
ción de la presente naturaleza, ya que esto minaría la cre-
dibilidad de los mecanismos de control de normas de la 
OIT. Reiteraron su preocupación respecto a la declaración 
del Gobierno, puesto que es indudable que su conducta no 
variaría y es violatoria del Convenio. Es indispensable que 
el Gobierno con legítima voluntad de convocar y consultar 
exhaustivamente a los actores sociales revise los procedi-
mientos de fijación de salarios. Por las razones expresadas, 
los miembros empleadores pidieron que en las conclusio-
nes del caso se destaque la gravedad de la situación. Pidie-
ron a la Comisión que solicite urgentemente al Gobierno 
que: 1) realice consultas exhaustivas a los interlocutores 
sociales en cuando a la fijación de salarios y que informe 
de tales acciones a la Comisión de Expertos antes de su 
reunión de 2018, y 2) acepte una misión de contactos di-
rectos y asistencia técnica de la OIT. Finalmente, haciendo 
hincapié en la gravedad del caso, los miembros empleado-
res solicitaron que las conclusiones se incluyan en un pá-
rrafo especial del informe de la Comisión.  

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información comunicada por 

el representante gubernamental y de la discusión que tuvo 
lugar a continuación. 

La Comisión tomó nota con preocupación de la situación 

de diálogo social disfuncional y de incumplimiento de las dis-
posiciones del Convenio. 

La Comisión recordó la importancia de que se consulte ex-

haustivamente a las organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores representativas interesadas, así como los elemen-
tos que deben tenerse en cuenta para determinar el nivel de 

los salarios mínimos establecidos en el artículo 3 del Conve-
nio. 

Tomando en consideración las informaciones presentadas 

por el Gobierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, 
la Comisión instó al Gobierno a que proceda sin demora a: 
■ llevar a cabo consultas exhaustivas de buena fe con las 

organizaciones de empleadores y de trabajadores más 
representativas sobre la fijación de salarios mínimos; 

■ tener en cuenta, al determinar el nivel de salario mí-

nimo, las necesidades de los trabajadores y de sus fami-
lias, así como los factores económicos en los términos que 
establece el artículo 3 del Convenio; 

■ recurrir a la asistencia técnica de la OIT para garantizar 
sin demora el cumplimiento del Convenio en la legisla-
ción y en la práctica, y 

■ aceptar una misión de contactos directos de la OIT. 
La Comisión recomendó al Gobierno que, antes del 1.º de 

septiembre de 2018, envíe a la Comisión de Expertos una me-
moria detallada sobre los progresos realizados en la aplica-
ción de estas recomendaciones. 

Un representante gubernamental agradeció a la Comi-
sión por sus trabajos. Tomó nota de las conclusiones con 
preocupación considerando que éstas son inconmensura-
bles y no reflejan la discusión. No se explican en las con-
clusiones cuáles son las disposiciones del Convenio que 
no se cumplen. Se afirma que el diálogo social es disfun-
cional sin concretar lo que no funciona. En relación con el 
artículo 3 del Convenio, el orador reiteró que se cumplía 
con este artículo a través del mecanismo institucional de 
fijación de salarios derivado, no sólo de la ley y de acuer-
dos, sino también de la propia Constitución Política del 
Estado, norma que es el producto de una Asamblea Cons-
tituyente y de un referendo aprobatorio. Esta información 
proporcionada por el Gobierno tampoco ha sido tomada 
en consideración. La Comisión debe adoptar conclusiones 
técnicas y tomar en cuenta los argumentos presentados por 
el Gobierno. Es de lamentar que se haya instrumentalizado 
un convenio que pretende proteger los derechos de los tra-
bajadores. Una prueba de esta instrumentalización se 
muestra en el hecho de que las conclusiones no se refieren 
a las cifras presentadas por el Gobierno. El orador indicó 
que el Gobierno va a proceder al análisis de las conclusio-
nes y examinar cómo implementarlas. 

Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138) 

ESTADO PLURINACIONAL DE BOLIVIA (ratificación: 1997) 

Un representante gubernamental, Ministro de Trabajo, 
Empleo y Previsión Social, indicó que el Estado Plurina-
cional de Bolivia comparece ante la Comisión, porque en 
2014 se adoptó un nuevo Código del Niño, Niña y Ado-
lescente con una visión mucho más protectora e integral 
para los niños y adolescentes. En razón de un pedido ex-
preso de sectores de la sociedad, se reconoció excepcio-
nalmente el trabajo independiente de niños con miras a 
protegerlos de una mejor manera, y sincerando una reali-
dad que globalmente se encubre. Mediante el artículo 129 
del Código del Niño, Niña y Adolescente, se fija como 
edad mínima para trabajar, los 14 años de edad. Excepcio-
nalmente, las Defensorías de la Niñez y Adolescencia, po-
drán autorizar la actividad laboral por cuenta propia reali-
zada por niñas, niños o adolescentes de 10 a 14 años, y la 
actividad laboral por cuenta ajena de adolescentes de 12 a 
14 años, siempre que ésta no menoscabe su derecho a la 
educación, no sea peligrosa, insalubre, atente contra su 
dignidad y desarrollo integral, o se encuentre expresa-
mente prohibida por la ley. Esta norma fue objeto de ob-
servaciones por la Comisión de Expertos en 2015 y 2017. 
Esto conllevó a la discusión ante la Comisión. En el marco 
de la independencia de poderes, el 21 de julio de 2017, el 
Tribunal Constitucional Plurinacional adoptó la sentencia 
núm. 0025/2017, que declaró la inconstitucionalidad del 
artículo 129.II del Código del Niño, Niña y Adolescente, 
y otros artículos conexos (artículos 130.III; 131.I, III y IV; 
133.III y IV; y, 138.I del mismo). Por lo tanto, queda sin 
efecto la referencia a la edad excepcional de 10 años para 
trabajar. La sentencia mencionada es vinculante, es de 
cumplimiento obligatorio y tiene efecto derogatorio (con-
forme al artículo 203 de la Constitución Política del Es-
tado y al artículo 78.4 del Código Procesal Constitucio-
nal). En base a estos elementos, se considera que no existe 
duda alguna de que las disposiciones a las que se refiere la 
Comisión de Expertos han sido expresamente derogadas. 
Está vigente la edad mínima para trabajar de 14 años, con-
forme el artículo 129.I del Código del Niño, Niña y Ado-
lescente, sin excepciones, salvo aquellas previstas en el 
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Convenio. Cabe señalar que, en la sentencia, el Tribunal 
Constitucional se refiere expresamente al Convenio como 
elemento de juicio de constitucionalidad, considerando 
que el Estado Plurinacional de Bolivia es respetuoso de 
sus compromisos internacionales. A fin de erradicar el tra-
bajo infantil en el país de manera efectiva, además de este 
marco normativo, se han venido implementando acciones 
institucionales desarrolladas por los directores e inspecto-
res de trabajo en base a tres estrategias: i) estrategia de 
prevención, mediante el desarrollo de capacidades en la 
aplicación de los derechos fundamentales orientada a ni-
ños y adolescentes de unidades educativas, padres de fa-
milia, maestros, trabajadores y empleadores; ii) estrategia 
de fiscalización, en el marco de la cual se realizan inspec-
ciones laborales e inspecciones integrales de oficio o a ins-
tancia de parte, donde se encuentran niñas, niños y adoles-
centes trabajadores; iii) estrategia de acción directa en la 
protección de la integridad de las niñas, niños y adolescen-
tes en situación de trabajo, en el marco de la cual se reali-
zan audiencias para restituir sus derechos fundamentales y 
laborales. Además, el trabajo adolescente está regulado 
por la resolución ministerial núm. 442/04, la cual regula 
los derechos y obligaciones de los adolescentes trabajado-
res (entre los 14 y 18 años) y establece las garantías labo-
rales y de protección a su salud, seguridad industrial, de-
rechos sobre alimentación, recreación y capacitación, e 
impone sanciones a las infracciones que se cometan en re-
lación al incumplimiento de las normas protectoras de los 
trabajadores adolescentes. 

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Previsión Social 
(MTEPS), a través de la Unidad de Derechos Fundamen-
tales, ha empezado a implementar un sistema de oficinas 
móviles temporales en zonas alejadas donde no existen 
oficinas permanentes del MTEPS, con el objetivo princi-
pal de lograr la restitución de los derechos de los trabaja-
dores. Se reciben denuncias, se realizan inspecciones, se 
instalan audiencias, se proporciona información y se rea-
lizan acciones de capacitación en la aplicación de los de-
rechos fundamentales de trabajo a adolescentes, jóvenes, 
padres de familia y población en general. Durante las ges-
tiones de 2016 y 2017, se establecieron 26 oficinas móvi-
les temporales en municipios rurales del Oriente y del 
Chaco Boliviano. Asimismo, en el marco de la Agenda 
Patriótica 2025, el Plan de Desarrollo Económico y Social 
(PDES) y el Sistema de Planificación Integral del Estado, 
el Gobierno ha establecido los lineamientos generales para 
el desarrollo integral del país en el horizonte del «vivir 
bien». Una de las metas del PDES es la eliminación de las 
determinantes del trabajo de niños, niñas y adolescentes y 
la explotación laboral. Para reducir el trabajo infantil en 
2025, el Gobierno se ha propuesto avanzar en ocho metas 
por lo menos (erradicación de la extrema pobreza, sociali-
zación y universalización de los servicios, salud, educa-
ción y deporte, soberanía productiva con diversificación, 
soberanía alimentaria). El trabajo infantil es consecuencia 
de las políticas económicas y sociales que prevalecieron 
en el país hasta 2005, fruto de un legado colonial discri-
minatorio, de violentas dictaduras, y de políticas neolibe-
rales en las cuales prevaleció la defensa de los intereses de 
las oligarquías por encima de los intereses del pueblo. 
Esos modelos tuvieron como resultado altos niveles de de-
sigualdad y pobreza extrema, la cual afectaba hasta 2005 
a casi el 40 por ciento de la población, y a más del 60 por 
ciento de la población en las zonas rurales. Hasta 2004, los 
niveles de acceso a la educación, la vivienda, a servicios 
básicos y a empleos dignos eran muy bajos. Desde 2005, 
el Gobierno, bajo el liderazgo del Presidente Evo Morales 
Ayma, ha llevado a cabo un modelo de desarrollo inclu-
sivo con el objeto de eliminar las desigualdades históricas 
y erradicar la pobreza, con miras a eliminar de raíz las cau-
sas fundamentales del trabajo infantil. Con ese objetivo, se 

ha promovido un modelo de desarrollo integral, social, co-
munitario y productivo en el cual conviven y se comple-
mentan los roles de lo público, lo privado, lo comunitario 
y lo social para reducir la pobreza y promover el bienestar 
o el «vivir bien». Gracias a este modelo, el trabajo infantil 
ha disminuido a más del 50 por ciento desde el 2008 a 
2016, de acuerdo a la encuesta de niñas, niños y adoles-
centes del Instituto Nacional de Estadística. Asimismo, se 
han incrementado exponencialmente el número de inspec-
ciones laborales, y se han llevado adelante políticas tales 
como las oficinas móviles para prevenir el trabajo infantil 
y restituir los derechos, en coordinación con los órganos 
judiciales correspondientes. Asimismo, desde 2005, este 
modelo económico inclusivo que pone a la economía al 
servicio del desarrollo social ha logrado: 1) reducir la po-
breza extrema del 38,2 por ciento en 2005 al 17,9 por 
ciento en 2017; 2) reducir la desigualdad de manera expo-
nencial (en 2005 el ingreso del segmento más rico de la 
población era 128 veces más alto que el ingreso del seg-
mento más pobre); 3) reducir el índice Gini desde 0,60 en 
2005 hasta 0,48 en 2014; 4) asegurar que la tasa de des-
empleo (4,48 por ciento) sea una de las más bajas de la 
región; 5) incrementar el salario mínimo en más del 
300 por ciento entre 2005 y 2018. El nivel salarial y las 
políticas de inversión productiva que han generado una 
mayor demanda interna, han sido también muy beneficio-
sas para el sector privado cuyas utilidades se han multipli-
cado por cuatro desde 2005. Todos estos avances se han 
reflejado en una mejora de las condiciones económicas y 
de vida de los padres de familia y de los niños; 6) construir 
más de 4 000 unidades educativas. El Estado Plurinacional 
de Bolivia se encuentra entre los países con niveles más 
altos de asistencia escolar primaria en la región. Se están 
implementado diversos programas a niveles nacional y lo-
cal, tales como el bono «Juancito Pinto» y el «Bono Ma-
dre-Niño-Niña Juana Azurduy Padilla» que están a cargo 
del Gobierno central, y otros programas sociales imple-
mentados por iniciativas locales, tales como programas de 
desayuno escolar y programas locales de incentivos mo-
netarios y/o en especies desarrollados a varias instancias y 
niveles estatales para atender necesidades laborales, edu-
cativas, de salud, ambientales, en el marco del Sistema 
Plurinacional de Protección Integral de la Niña, Niño y 
Adolescente (SIPPROINA). Gracias a todas estas inver-
siones públicas, desde el año 2005, se ha logrado reducir 
la tasa de abandono escolar en la educación primaria del 
4,5 por ciento al 2 por ciento, al tiempo que se logró que 
más de 41 000 niños y niñas no abandonasen la escuela y 
que se incrementase en más de 40 000 la cantidad de jóve-
nes que han concluido el bachillerato, consiguiendo ade-
más un balance de género. Asimismo, se ha mejorado 
substancialmente la calidad de la educación. Se ha incre-
mentado en más del 15 por ciento el número de maestros 
fijos (profesionalizando a más de 15 000 maestros interi-
nos) y se ha implementado un modelo de educación inclu-
sivo que ha sido reconocido y valorado por diferentes en-
tidades internacionales. Además, la población goza de un 
mejor acceso a la salud. Se han constituido más de 
1 000 establecimientos de salud, que eran solamente 2 800 
en 2005, y estas infraestructuras han sido complementadas 
con equipamiento profesional nuevo. Todos estos avances 
han influido muy positivamente en la salud infantil. Entre 
2008 y 2016, se ha reducido la desnutrición crónica de ni-
ños y niñas menores de 5 años en casi un 50 por ciento, lo 
cual ha sido reconocido como una reducción acelerada por 
la Organización Mundial de la Salud. Igualmente, en los 
últimos ocho años la mortalidad de niños y niñas menores 
de un año se ha reducido a menos de la mitad, gracias a la 
mejora de la atención prenatal y de parto. Todos estos lo-
gros son resultado de una inversión pública y social que 
aumentó nueve veces respecto al 2005, colocando a Boli-
via como el país con la más alta inversión pública de la 
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región, que alcanza el 12 por ciento de su PIB. Finalmente, 
el orador destacó que, como resultado de este modelo eco-
nómico inclusivo, entre 2005 y 2017 la clase media au-
mentó en más de 3 000 000 de personas y el 58 por ciento 
de la población tiene ingresos medios que le permiten «vi-
vir bien». 

Los miembros trabajadores recordaron que es la segunda 
vez en pocos años que la Comisión discute este caso. En 
ambas ocasiones, el caso ha sido señalado con una doble 
nota a pie de página por la Comisión de Expertos, la cual 
ha expresado reiteradamente su preocupación por la situa-
ción del trabajo infantil en el país. En sus conclusiones de 
2015, la Comisión pidió al Gobierno que llevara a cabo 
una reforma legislativa en consulta con los interlocutores 
sociales, a fin de elevar la edad mínima de admisión al 
empleo, y que asignara a la inspección del trabajo más re-
cursos humanos y técnicos. La Comisión invitó al Go-
bierno a que recurriera a la asistencia técnica de la OIT. 
Los miembros trabajadores tomaron nota de que, entre 
tanto, el Tribunal Constitucional ha declarado inconstitu-
cional el artículo 129 del Código Niña, Niño y Adoles-
cente, que autoriza excepcionalmente el trabajo por cuenta 
propia a partir de los 10 años de edad, y el trabajo en el 
marco de una relación de trabajo a partir de los 12 años de 
edad. El Pleno del Tribunal Constitucional ha decidido de-
clarar la inconstitucionalidad de esta disposición, ya que 
es «incompatible y contradictoria» con la Constitución Po-
lítica del Estado, la Convención sobre los Derechos del 
Niño y el Convenio núm. 138. Felicitaron al Tribunal 
Constitucional por esta decisión basada en las obligacio-
nes legales internacionales del Estado Plurinacional de 
Bolivia. Hoy por hoy, el Gobierno debería adoptar medi-
das para poner inmediatamente su legislación de confor-
midad con el Convenio. Si bien el Convenio permite a los 
Estados ratificantes cuya economía y medios de educación 
están suficientemente desarrollados invocar la flexibilidad 
integrada en el párrafo 4 del artículo 2 del Convenio para 
especificar una edad mínima de 14 años, el instrumento no 
permite de ninguna manera a los Estados ratificantes su-
perar este umbral. De hecho, se espera que los Estados ra-
tificantes eleven progresivamente la edad mínima general 
a 16 años y erradiquen el trabajo infantil. El Convenio 
prevé que la edad mínima especificada no puede ser infe-
rior a la edad de finalización de la escolaridad obligatoria. 
Debería exigirse y garantizarse efectivamente la asistencia 
a tiempo completo a la escuela o la participación en pro-
gramas de formación u orientación profesional aprobados 
hasta alcanzar una edad al menos igual que la especificada 
para la admisión al empleo. Privar a los niños de oportu-
nidades de educación y formación les condena a permane-
cer sin calificación alguna, por lo que perpetúa la pobreza 
de una sociedad. En los últimos años, el Gobierno del Es-
tado Plurinacional de Bolivia ha hecho obligatoria la es-
colaridad hasta el final de la educación secundaria, lo cual 
es encomiable. Esto requiere en general que un niño esté 
escolarizado durante 12 años y, por lo tanto, que la edad 
de finalización de la escolaridad obligatoria sea de al me-
nos 16 años. Permitir a los niños trabajar a partir de los 
10 años de edad afecta inevitablemente su escolaridad 
obligatoria. Por lo tanto, el Código Niña, Niño y Adoles-
cente es incoherente con la legislación nacional sobre la 
educación y viola claramente el Convenio. Los miembros 
trabajadores expresaron su preocupación por el número 
elevado de niños ocupados en la economía informal. Si 
bien reconocieron los resultados de las medidas adoptadas 
por el Gobierno para reducir el alcance de la economía in-
formal, señalaron que sigue habiendo demasiados niños 
empleados sin protección en la economía informal. En los 
peores casos, están ocupados en mendicidad forzosa, ser-
vidumbre por deudas y servicios domésticos, y son vícti-
mas de explotación sexual comercial. 

La capacidad del Estado Plurinacional de Bolivia para 
establecer una inspección del trabajo efectiva sigue siendo 
deficiente pese al elevado número de niños ocupados en 
trabajo peligroso. Según la memoria del Gobierno, apenas 
hay 90 inspectores del trabajo en todo el país. En su me-
moria relativa al Convenio sobre las peores formas de tra-
bajo infantil, 1999 (núm. 182), el Gobierno indicó que sólo 
existen seis inspectores del trabajo especializados en la eli-
minación del trabajo infantil. No hay indicación alguna de 
que este número haya aumentado. En vista del elevado nú-
mero de niños ocupados en trabajo infantil, y de la escala 
de la economía informal, el número de inspectores sigue 
siendo inadecuado. Una inspección del trabajo deficiente 
no sólo reduce la posibilidad de detección de las violacio-
nes relacionadas con el trabajo infantil, sino que también 
obstaculiza la imposición de sanciones apropiadas a los 
autores. Los miembros trabajadores tomaron nota de las 
medidas positivas adoptadas por el Gobierno a fin de erra-
dicar el trabajo infantil, como el Subcomité Interinstitu-
cional para la Eliminación de las Peores Formas de Tra-
bajo Infantil, que tiene por objeto movilizar esfuerzos y 
crear sinergias para prevenir el trabajo infantil y prestar 
asistencia a las víctimas. Asimismo, el PDES del Go-
bierno pretende erradicar las causas del trabajo infantil au-
mentando el gasto público en la protección de la infancia. 
En este ámbito, se han realizado progresos, ya que el gasto 
público aumentó del 3,5 por ciento en 2005 al 7,8 por 
ciento en 2015. Estas iniciativas de política son encomia-
bles, pero siguen sin ser suficientes para cumplir el Con-
venio. El sistema introducido por el Código Niña, Niño y 
Adolescente debe reformarse sin demora. El Gobierno 
también debería poner en práctica inmediatamente la de-
cisión del Tribunal emprendiendo una reforma legislativa 
en consulta con los interlocutores sociales. Los miembros 
trabajadores expresaron la esperanza de que la discusión 
en el seno de esta Comisión sirva para hacer comprender 
al Gobierno la urgencia de estas cuestiones, de tal manera 
que se logren más progresos. 

Los miembros empleadores agradecieron las informacio-
nes proporcionadas y recordaron que la discusión se re-
fiere a un convenio fundamental y, por lo tanto, cualquier 
inadecuación al contenido del mismo debe ser solucionada 
en la mayor brevedad. Indicaron que compartían el hecho 
de que la Comisión de Expertos hubiese establecido el pre-
sente caso como un caso de doble pie de página. En virtud 
del artículo 1 del Convenio, los Estados se comprometen 
a seguir una política nacional que asegure la abolición 
efectiva del trabajo de los niños y eleve progresivamente 
la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo a un 
nivel que haga posible el más completo desarrollo físico y 
mental de los menores. La OIT define el trabajo infantil 
como todo aquel trabajo que prive a los niños de su niñez, 
su potencial y su dignidad y que es perjudicial para su 
desarrollo físico y psicológico. Por lo tanto, se alude a un 
trabajo que es peligroso para el bienestar físico y mental o 
moral del niño y que interfiere con su escolarización. Se-
gún la Encuesta Nacional sobre Trabajo Infantil del Insti-
tuto Nacional de Estadística de 2012, 491 000 niños traba-
jan por debajo de la edad mínima en el país, de los cuales 
437 000 realizan trabajos peligrosos. Asimismo, 
309 000 adolescentes de 14 a 17 años realizan trabajos pe-
ligrosos. Estos datos, muestran la magnitud que alcanza el 
trabajo infantil en el país. Por otro lado, los miembros em-
pleadores mencionaron la observación de la Comisión de 
Expertos en relación con: i) la reducción de la edad mí-
nima de admisión al empleo con base en el artículo 129 
del nuevo Código Niña, Niño y Adolescente, de los 
14 años a los 10 años para actividades laborales por cuenta 
ajena y a los 12 años para quienes tengan una relación la-
boral por cuenta ajena; ii) el hecho de que la economía in-
formal supera el 70 por ciento, siendo éste el ámbito que 
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resulta más favorable al trabajo infantil, ya que se encuen-
tra fuera del alcance de una inspección general y ordinaria, 
y iii) la distinción que realiza el nuevo Código Niña, Niño 
y Adolescente entre fijar la edad mínima a los 10 años para 
los niños que realizan una actividad laboral por cuenta 
propia, y fijarla a los 12 años para los que la realizan por 
cuenta ajena. Ante ello, la Comisión de Expertos solicitó 
al Gobierno que adoptara una serie de medidas tales como 
la elaboración, en consulta con las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores, de una nueva ley con miras a 
adecuar la legislación nacional a las disposiciones del 
Convenio, así como la formación y el aumento de recursos 
humanos y materiales de la inspección del trabajo.  

Asimismo, el Tribunal Constitucional en su sentencia de 
2017 declaró la inconstitucionalidad de, entre otros, los ar-
tículos 129, 131, 133 y 138 del Código Niña, Niño y Ado-
lescente por ser contrarios a lo dispuesto en el Convenio. 
Los tratados internacionales integran el bloque de consti-
tucionalidad, por lo que, en tanto las señaladas disposicio-
nes del Código Niña, Niño y Adolescente en tanto se apar-
tan de lo dispuesto en el Convenio, son contrarias a la 
Constitución del país. La citada sentencia del Tribunal 
Constitucional exhorta al Gobierno a crear políticas públi-
cas con miras a erradicar el trabajo infantil, las cuales de-
ben diseñarse e implementarse en consulta con las organi-
zaciones de empleadores y de trabajadores conforme a lo 
establecido en el Convenio. Los miembros empleadores 
concluyeron que, si bien la citada sentencia del Tribunal 
Constitucional deroga las disposiciones que contravienen 
el Convenio, ésta deja un vacío jurídico, de forma que se 
desconoce qué norma resulta aplicable. Por consiguiente, 
persiste la necesidad de que el Gobierno modifique la le-
gislación de forma explícita para adecuar la misma al Con-
venio. En este sentido, solicitaron que dicha modificación 
se realizara en consulta con las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores más representativas de conformi-
dad con lo dispuesto en el Convenio. 

El miembro trabajador del Estado Plurinacional de Boli-

via destacó el elevado índice de explotación existente en 
el pasado como consecuencia de la aplicación del decreto 
supremo núm. 21060, de 29 de agosto de 1985, por el que 
se privatizaron las empresas estratégicas públicas. Señaló 
que en virtud del citado decreto, numerosas fábricas y em-
presas mineras cerraron y una gran cantidad de trabajado-
res fueron despedidos. En la actualidad, el trabajo infantil 
se da fundamentalmente en el sector privado (sector mi-
nero de Potosí, y sectores de la zafra y la ganadería en el 
Oriente Boliviano), mientras que ha sido reducido en el 
sector público. Asimismo, al tiempo que subrayó la im-
portancia de trabajar de manera coordinada con el Go-
bierno con miras a erradicar el trabajo infantil, informó de 
la suscripción en 2016 de un acuerdo entre los trabajadores 
y el Gobierno en virtud del cual la adopción de todo pro-
yecto legislativo debe ser consensuado con la Central 
Obrera Boliviana (COB). Es fundamental que se respete 
dicho acuerdo. Por último, felicitó al Estado Plurinacional 
de Bolivia, y en particular al Tribunal Constitucional, por 
la adopción de la sentencia por la que se deroga y deja sin 
efecto, entre otros, los artículos 129 y 138.I del Código 
Niña, Niño y Adolescente.  

El miembro empleador del Estado Plurinacional de Bolivia 
declaró que existen dos aspectos en el incumplimiento del 
Convenio, uno de forma y otro de fondo. En relación con 
el problema de forma, la sentencia del Tribunal Constitu-
cional, basándose en las disposiciones del Convenio, ha 
permitido el retorno de la legalidad en lo que respecta a la 
preservación de la edad mínima para acceder al empleo. 
Llama la atención que el Gobierno no haya podido definir 
una restitución de esta naturaleza, en el momento de la ela-
boración de la norma o, al tiempo que la comunidad inter-
nacional le presentó sus críticas. Esta conducta pone en 
duda la voluntad del Gobierno de aplicar y respetar los 

convenios internacionales, ya que da a entender que sólo 
observa los mismos en tanto se adecúen a su criterio ideo-
lógico, arriesgando incluso temas tan sensibles como el 
desarrollo humano de la niñez. En lo que respecta al pro-
blema de fondo, resulta también preocupante la inexisten-
cia de políticas efectivas que eviten el trabajo infantil en 
la economía informal. Este sector representa más del 70 
por ciento del movimiento económico, el cual representa 
un espacio de encubrimiento a formas indignas de trabajo 
y afecta al acceso adecuado a condiciones de trabajo de-
cente desde los primeros años laborales. El Código Niña, 
Niño y Adolescente no es nada más que el vehículo para 
ejecutar las políticas públicas asumidas por el Gobierno. 
Por lo tanto, la disposición inicial que habilitaba el trabajo 
infantil por debajo del límite previsto en el Convenio, la-
mentablemente desconoció el contenido de normas inter-
nacionales que protegen los derechos de los niños y pre-
servan sus derechos a acceder a oportunidades de desarro-
llo y crecimiento. Finalmente, el orador expresó su preo-
cupación por el hecho de que se hubiera adoptado una 
norma que ciertamente no respondía a las carencias y ne-
cesidades estructurales de la población infantil. En este 
marco, el Gobierno debe comprometerse a generar la ins-
titucionalidad y condiciones necesarias para: i) suplir los 
vacíos normativos provocados por la sentencia constitu-
cional; ii) establecer esquemas estatales destinados a eli-
minar, de manera real y eficaz, el trabajo infantil, y iii) ge-
nerar mecanismos de preservación de los derechos de la 
infancia, permitiendo el desarrollo y crecimiento, en con-
diciones dignas de un universo aproximadamente de 
800 000 niños. 

La miembro gubernamental de Bulgaria haciendo uso de 
la palabra en nombre de la Unión Europea (UE) y sus Es-
tados miembros, así como de Albania, Bosnia y Herzego-
vina, Georgia, Montenegro, Noruega y la ex República 
Yugoslava de Macedonia y Ucrania, indicó que todas las 
niñas y niños merecen disfrutar de su infancia y recibir una 
educación adecuada, independientemente de su origen ét-
nico, género, religión y lugar de residencia. Prevenir y eli-
minar el trabajo infantil es una prioridad importante de la 
UE. El respeto de los derechos del niño está consagrado 
en el Tratado de la UE y la Carta de los Derechos Funda-
mentales. Además, todos los acuerdos comerciales cele-
brados últimamente entre la UE y países asociados inclu-
yen menciones expresas a las normas fundamentales del 
trabajo. La UE y el Estado Plurinacional de Bolivia man-
tienen una cooperación bilateral muy estrecha. El Estado 
Plurinacional de Bolivia es el país latinoamericano que re-
cibe más asistencia bilateral para el desarrollo por parte de 
la UE. Se beneficia además del Sistema Generalizado de 
Preferencias (SPG+), en virtud del cual, a cambio de pre-
ferencias arancelarias, se ha comprometido a ratificar y 
aplicar efectivamente los convenios fundamentales de la 
OIT y otros instrumentos internacionales. Esta Comisión 
ya examinó este caso en 2015 después de que se aprobara 
el Código Niña, Niño y Adolescente, que permite a los ni-
ños trabajar para un empleador a partir de los 12 años y 
por cuenta propia a partir de los 10. En aquel entonces la 
Comisión de Expertos concluyó que estas nuevas disposi-
ciones no estaban de conformidad con el Convenio. Hizo 
hincapié en que los niños que trabajan por cuenta propia 
deben gozar al menos de la misma protección legislativa 
que aquellos que trabajan en el marco de una relación de 
trabajo, sobre todo porque muchos de esos niños trabajan 
en la economía informal en condiciones peligrosas. Por 
ello, se instó al Gobierno a derogar esas disposiciones, ela-
borar de inmediato una nueva ley en consulta con los in-
terlocutores sociales y asignar a los inspectores del trabajo 
más recursos humanos y técnicos. El Gobierno no adoptó 
ninguna medida al respecto, a pesar de que el trabajo in-
fantil es un fenómeno persistente en el país, especialmente 
en las zonas rurales, tanto en el sector agrícola como en la 
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minería. La oradora reconoció los progresos realizados 
por el Gobierno para erradicar la pobreza y mejorar el ac-
ceso a la educación, la salud, la alimentación y la vivienda, 
y para cumplir efectivamente sus compromisos en materia 
de derechos humanos. La Constitución, junto con la 
Agenda Patriótica 2025 y el Plan Nacional de Acción de 
Derechos Humanos 2014-2018, constituyen una base só-
lida para ampliar la promoción y la protección de los de-
rechos humanos. El Código Niña, Niño y Adolescente in-
cluye una gran diversidad de medidas para proteger a los 
niños, pero las disposiciones que prevén excepciones a la 
edad mínima de admisión al empleo o al trabajo han sus-
citado gran preocupación. En lo tocante a la sentencia del 
Tribunal Constitucional por la cual se declaró la inconsti-
tucionalidad de esas disposiciones, la oradora expresó la 
esperanza de que se ejecute sin demora. Debe instarse al 
Gobierno a que elabore nuevas leyes en consulta con los 
interlocutores sociales para elevar la edad mínima de ad-
misión al empleo o al trabajo. A tal efecto, el Gobierno 
puede beneficiarse de la asistencia técnica de la OIT. Tam-
bién debe alentarse al Gobierno a que fortalezca los servi-
cios de inspección del trabajo y prosiga sus esfuerzos para 
invertir en servicios sociales con el fin de detectar eficaz-
mente los casos de trabajo infantil y proteger a los niños 
tanto en el sector formal como informal de la economía. 
La UE seguirá cooperando con el Estado Plurinacional de 
Bolivia para erradicar todas las formas de trabajo infantil 
de manera sostenible. 

La miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre del Grupo de los Estados de América Latina y el 
Caribe (GRULAC), acogió con satisfacción las informa-
ciones suministradas por el representante gubernamental 
en relación con el cumplimiento del Convenio. La Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible, y en particular la meta 
8.7 de erradicar el trabajo infantil en todas sus formas de 
aquí a 2025, representa una oportunidad única para acele-
rar la erradicación de la desigualdad y de la pobreza. La 
persistencia del trabajo infantil perpetúa la desigualdad y 
la exclusión de amplios sectores de la población, pone en 
riesgo el crecimiento sostenido de la región y amenaza la 
productividad de los futuros adultos al limitar las oportu-
nidades de acceder a un trabajo decente. Por ello, la región 
ha impulsado una serie de iniciativas con el fin de acelerar 
el ritmo de reducción del trabajo infantil. La oradora aco-
gió con beneplácito las acciones llevadas a cabo por el Go-
bierno así como la información según la cual, a través de 
la sentencia vinculante del Tribunal Constitucional, se han 
dejado sin efecto y, por ende, derogado las disposiciones 
objeto de la observación de la Comisión de Expertos. Ob-
servando que la legislación se ha adecuado al Convenio, 
el GRULAC considera que esta Comisión debería expre-
sar satisfacción ante este caso. También debería resaltar 
los avances alcanzados por el Gobierno en la reducción de 
la pobreza y la desigualdad, causas estructurales del tra-
bajo infantil, y alentar al Gobierno a continuar sus esfuer-
zos para erradicar el trabajo infantil. 

La miembro trabajadora de España lamentó la adopción 
del nuevo Código Niña, Niño y Adolescente que modifica 
el artículo 129 anterior reduciendo la edad mínima para 
trabajar de los niños, lo cual resulta a todas luces incom-
patible con el Convenio. La existencia del trabajo infantil, 
bajo cualquier circunstancia, es inaceptable y es una ca-
racterística de sociedades donde la brecha de desigualdad 
se hace cada vez más grande. Las consecuencias que se 
producen cuando un niño o una niña están obligados a tra-
bajar son irreversibles. Recordó el compromiso alcanzado 
en la Declaración de Buenos Aires sobre el trabajo infan-
til, el trabajo forzoso y el empleo joven, de 16 de noviem-
bre de 2016, en la que se insta a los gobiernos, a los inter-
locutores sociales y a la sociedad civil en su conjunto a ser 
determinantes a la hora de exigir la erradicación del tra-

bajo infantil. Por último, ante la información proporcio-
nada por el Gobierno en relación con la existencia de una 
sentencia del Tribunal Constitucional que suspende la vi-
gencia del señalado artículo del Código Niña, Niño y Ado-
lescente, concluyó que es necesario que se promulgue una 
nueva ley en concordancia con las disposiciones del Con-
venio, que establezca claramente los criterios de edad para 
acceder al trabajo y que tenga por objetivo erradicar el tra-
bajo infantil. 

El miembro gubernamental de la República Bolivariana 
de Venezuela apoyó la declaración del GRULAC y valoró 
los avances alcanzados por el Gobierno refiriéndose en 
particular al PDES y a la sentencia del Tribunal Constitu-
cional que declaró inconstitucional la disposición del Có-
digo Niña, Niño y Adolescente cuestionada por la Comi-
sión de Expertos. De acuerdo a esa sentencia, la normativa 
legal del Estado Plurinacional de Bolivia está ajustada al 
Convenio. En base a las explicaciones presentadas por el 
representante gubernamental, no quedan dudas de que el 
Gobierno seguirá con sus políticas de protección a los fi-
nes de erradicar definitivamente el trabajo infantil. Por 
consiguiente, el orador estimó que, en sus conclusiones, la 
Comisión debería tomar nota con satisfacción de los pro-
gresos en este caso.  

El miembro trabajador del Uruguay al tiempo que mani-
festó su reconocimiento al proceso político del Estado Plu-
rinacional de Bolivia por su inclusión social y respeto de 
las diferentes minorías étnicas, indicó que era inconsis-
tente el hecho de que se haya adoptado una ley que vio-
lentara un convenio fundamental. No obstante, gracias al 
ejercicio de la democracia plena, dicha ley se derogó. Sin 
perjuicio de lo anterior, persisten todavía en el país bre-
chas sociales que han conducido a la exclusión durante 
muchos años. Deben atacarse las causas de esta situación 
y erradicar el trabajo infantil siguiendo las líneas estable-
cidas en el Convenio. Por último, expresó su confianza en 
que el Gobierno establecerá los ámbitos necesarios para 
llevar a cabo consultas con los interlocutores sociales a los 
efectos de establecer una legislación que permita otorgar 
una educación a los niños con miras a garantizar el desa-
rrollo del país. 

La miembro gubernamental del Ecuador se asoció a la 
declaración hecha en nombre del GRULAC y agradeció la 
información proporcionada por el representante guberna-
mental. En el Ecuador, la erradicación de la desigualdad y 
la pobreza es una prioridad, y por tanto, se asigna alta im-
portancia a la lucha contra el trabajo infantil. El cuidado, 
la protección y el desarrollo de la infancia son unos de los 
catalizadores del desarrollo integral tan anhelado para los 
pueblos. Saludando los progresos y las acciones llevadas 
a cabo para garantizar el interés superior del niño, la ora-
dora alentó al Gobierno del Estado Plurinacional de Boli-
via a seguir trabajando arduamente sobre las causas estruc-
turales del trabajo infantil. 

El miembro gubernamental de Egipto indicó que la apli-
cación de este Convenio es una cuestión de suma impor-
tancia, por tratarse de uno de los convenios fundamenta-
les. Tomó nota de los esfuerzos del Gobierno para erradi-
car efectivamente el trabajo infantil, tales como las modi-
ficaciones de la legislación para ponerla en conformidad 
con el Convenio; la decisión del Tribunal Constitucional 
sobre ciertas disposiciones del Código Niña, Niño y Ado-
lescente; las medidas económicas para erradicar la po-
breza, que es una de las principales causas del trabajo in-
fantil; la mejora de la atención de salud para los niños, y 
las medidas destinadas a mejorar la escolarización de los 
niños. La Comisión de Expertos debería tener en cuenta la 
adopción de estas medidas positivas. Se debería propor-
cionar asistencia técnica al Gobierno para aplicar mejor el 
Convenio. 
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El miembro gubernamental de los Estados Unidos celebró 
la decisión del Tribunal Constitucional que declara in-
constitucionales ciertas disposiciones del Código Niña, 
Niño y Adolescente que permitían emplear a niños meno-
res de 14 años y eran contrarias a las obligaciones legales 
internacionales contraídas por el país. Alentó al Gobierno 
a adoptar todas las medidas adecuadas para armonizar la 
legislación y la práctica con el Convenio, recurriendo a la 
asistencia técnica de la OIT. 

El miembro gubernamental de Argelia tomó nota con sa-
tisfacción de los esfuerzos realizados por el Gobierno del 
Estado Plurinacional de Bolivia para mejorar la aplicación 
de las políticas que permiten reducir las causas estructura-
les del trabajo infantil, tales como la pobreza, que se ha 
reducido del 38,6 al 16,8 por ciento, la lucha contra el 
abandono escolar se ha reducido de 4 a 2 por ciento entre 
2006 y 2014 o la generalización de la educación, que ha 
alcanzado una tasa del 80 por ciento. Conviene apoyar el 
compromiso y la acción del Gobierno para adaptar la le-
gislación nacional y aplicar una política económica y so-
cial encaminada a luchar contra el trabajo infantil. El ora-
dor consideró que no deben ocultarse los avances logrados 
en este ámbito, sino que, por el contrario, se deben tener 
en cuenta los esfuerzos realizados y los resultados obteni-
dos. 

El miembro empleador de Chile lamentó que el Gobierno 
no haya adecuado su legislación y práctica nacional al 
Convenio a pesar de un pedido específico de la Comisión 
a este respecto en 2015. Aunque el Gobierno indique que 
las excepciones a la edad mínima de 14 años, previstas en 
el Código Niña, Niño y Adolescente, se autorizan única-
mente a condición que no atenten contra derechos básicos, 
como el derecho a la educación, es evidente que las excep-
ciones menoscaban ese derecho sobre todo si se considera 
que el período de escolaridad obligatoria tiene una dura-
ción de doce años, es decir por lo menos hasta 16 años. 
Adicionalmente, cabe recordar que el Código fue adop-
tado sin consultar previamente a las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores, lo que constituye otro lamen-
table error. Tras la sentencia del Tribunal Constitucional, 
ha quedado un vacío normativo y una tarea pendiente para 
el Gobierno quien, en consulta con las organizaciones de 
empleadores y trabajadores, debe ajustar su legislación na-
cional al Convenio a la mayor brevedad.  

El miembro gubernamental de la República Dominicana 
expresó su reconocimiento a la voluntad y acciones lleva-
das a cabo por el Estado Plurinacional de Bolivia, que evi-
dencian el deber del Estado de garantizar el interés supe-
rior de los niños, niñas y adolescentes. Las informaciones 
suministradas por el Gobierno en relación con la sentencia 
del Tribunal Constitucional, cuyo carácter es vinculante, 
demuestran el compromiso del mismo. Esta sentencia da 
una respuesta adecuada a las recomendaciones emitidas 
por esta Comisión. 

La miembro gubernamental del Canadá se refirió a la IV 
Conferencia Mundial sobre la Erradicación Sostenida del 
Trabajo Infantil, celebrada en 2017, en la que las partes se 
comprometieron a trabajar en pro de la erradicación del 
trabajo infantil. Ya en 2015, se instó al Gobierno a que 
tomase medidas inmediatas para modificar las disposicio-
nes del Código Niña, Niño y Adolescente en lo relativo a 
la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo, para 
las actividades laborales por cuenta propia y para las rea-
lizadas en el marco de una relación de trabajo, con el fin 
de armonizarlas con el Convenio. Al tiempo que acogió 
favorablemente la información aportada por el Gobierno 
en lo tocante a la sentencia en la que se declaran inconsti-
tucionales dichas disposiciones, la oradora instó al Go-
bierno a que modifique el Código sin demora para garan-
tizar que la edad mínima apropiada quede clara para todos 
los mandantes. Asimismo, se pidió al Gobierno que re-
fuerce las capacidades de la inspección del trabajo y sus 

esfuerzos por aplicar la legislación, y que prevenga la uti-
lización inapropiada del trabajo infantil, especialmente en 
la economía informal. 

El miembro gubernamental de Suiza se mostró preocu-
pado por el hecho de que el Código Niña, Niño y Adoles-
cente siga siendo incompatible con este Convenio funda-
mental. Es lamentable que algunas de sus disposiciones, 
en vigor de manera provisional, permitan rebajar la edad 
mínima de admisión al trabajo a menos de 14 años. Esto 
no es compatible con las condiciones necesarias para una 
escolarización adecuada, y además no permite que los 
adolescentes completen su desarrollo físico y mental. Ya 
en 2016, ante esta Comisión, el Gobierno de Suiza expresó 
su inquietud frente a las disposiciones del artículo 129 de 
dicho Código, que autorizan a los niños a trabajar a partir 
de los 10 años de edad. Por lo tanto, cabe reiterar el llama-
miento al Gobierno para que ajuste su legislación al Con-
venio, vele por fomentar una escolarización y una educa-
ción de calidad, prosiga la lucha contra la pobreza, y eli-
mine el trabajo y la explotación infantiles. 

El miembro gubernamental de Nicaragua se adhirió a la 
declaración realizada en nombre del GRULAC y agrade-
ció la información suministrada por el representante gu-
bernamental. La erradicación de la pobreza y la desigual-
dad es fundamental, y, por esta razón, resulta satisfactorio 
que en el marco de las políticas nacionales de desarrollo 
económico y social, el Estado Plurinacional de Bolivia 
haya establecido los lineamientos generales para el desa-
rrollo integral del país en el horizonte del «vivir bien». De 
igual manera, hay que destacar el esfuerzo realizado por el 
Gobierno para avanzar en las metas incluidas en sus pila-
res de erradicación de la extrema pobreza, la socialización, 
la universalización de los servicios, la salud y la educa-
ción, la soberanía productiva y la soberanía alimentaria en 
aras de erradicar el trabajo infantil en 2025. También cabe 
celebrar la decisión del Tribunal Constitucional, la cual 
dejó sin efecto las normas cuestionadas por la Comisión 
de Expertos, así como el desarrollo de políticas socioeco-
nómicas que han logrado reducir varias de las causas es-
tructurales del trabajo infantil, tales como la pobreza ex-
trema. Finalmente, el orador alentó al Gobierno a seguir 
desarrollando políticas para el control, seguimiento y apli-
cación de medidas que ayuden a erradicar el trabajo infan-
til para 2025. 

La miembro gubernamental de Cuba saludó la informa-
ción brindada por el representante gubernamental así 
como los avances logrados en cuanto a la reducción de la 
desigualdad y la pobreza, la cual se redujo de un 38,6 por 
ciento a un 16,8 por ciento en los últimos años. También 
cabe reconocer las transformaciones de las causas estruc-
turales, que brindan mejores condiciones a los niños y ni-
ñas y sus familias. La atención del Gobierno a la educa-
ción ha sido decisiva en los cambios estructurales y, como 
consecuencia, se ha duplicado el número de alumnos que 
asisten a la escuela. Los adelantos sociales experimenta-
dos, como reflejados en la reducción de la pobreza, la in-
clusión de grupos vulnerables en la vida nacional y la aten-
ción al niño, al adolescente y a la mujer, se consideran in-
negables. En cuanto a los temas laborales en general, el 
Estado Plurinacional de Bolivia ha expresado que conti-
núa trabajando para erradicar las peores formas de trabajo 
infantil, dejando sin efecto las excepcionalidades que an-
tes se registraban. Finalmente, la oradora expresó su con-
fianza en que se continuarán los esfuerzos necesarios para 
eliminar las causas del trabajo infantil, a través de un en-
foque multisectorial y de protección, tomando como pre-
misa el «interés superior del niño» y adecuando el marco 
normativo. 

El representante gubernamental destacó que el Tribunal 
Constitucional en la citada sentencia ha abolido los puntos 
resaltados en la observación de la Comisión de Expertos, 
por lo que ya no resulta necesario modificar la legislación 
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con miras a adecuar la misma al Convenio. El Código 
Niña, Niño y Adolescente fija ahora la edad mínima para 
trabajar a 14 años, en conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 2, párrafo 4, del Convenio y con la Ley General 
del Trabajo del Estado Plurinacional de Bolivia. Por lo 
tanto, no se requiere mayor desarrollo legislativo sobre la 
edad mínima de acceso al trabajo. Por otro lado, las polí-
ticas públicas adoptadas por el Gobierno son sólidas y han 
demostrado avances en la reducción de las causas estruc-
turales que generan pobreza y en la abolición del trabajo in-
fantil. En este sentido, en 2008 más de 700 000 niños esta-
ban en situación de trabajo infantil y peligroso, mientras que 
en 2012 habían 437 000 niños. Según los últimos datos de 
la Encuesta de niñas, niños y adolescentes del Instituto Na-
cional de Estadística, actualmente hay 323 000 niños en esa 
situación, de manera que el número de niños en situación 
de trabajo infantil se ha reducido en más de un 50 por 
ciento en los últimos años. Todo ello, pone de manifiesto 
la voluntad del Gobierno de no solamente adecuarse nor-
mativamente al Convenio, sino también de transformar la 
situación de pobreza en la que viven los niños en el país. 
En cuanto a la supuesta ausencia de políticas públicas para 
erradicar el trabajo infantil en el sector informal, como 
consecuencia de las políticas desarrolladas por el Go-
bierno, el número de trabajadores asalariados aumentó en-
tre 2005 y 2017 hasta alcanzar 1 500 000. Asimismo, se 
ha incrementado el número de trabajadores protegidos por 
la seguridad social de 2 600 000 en 2005 a 4 200 000 en 
2017. Además, ha aumentado la población con derecho a 
jubilación, que en 2006 llegaba a 660 000 personas, mien-
tras que en la actualidad hay más de 1 600 000 personas 
que cuentan con ese derecho. En definitiva, las políticas 
económicas que se vienen desarrollando están creando una 
base estructural para otorgar un derecho digno a la pobla-
ción, que supone no solamente el acceso al trabajo sino 
también el derecho a la seguridad social y a la jubilación.  

Por último, el orador manifestó el compromiso del Es-
tado Plurinacional de Bolivia con la adopción de los es-
fuerzos necesarios para la erradicación del trabajo infantil. 
En este sentido, la Agenda Patriótica 2025 incluye entre 
sus objetivos la erradicación del trabajo infantil para el 
2025. Los avances logrados son importantes pero no sufi-
cientes, por lo que sigue necesario profundizar en las 
transformaciones que han venido realizando en aras del 
beneficio de los niños, niñas y adolescentes. Con base en 
lo anteriormente expuesto, la Comisión debería reconocer 
los esfuerzos desplegados. 

Los miembros empleadores subrayaron que, a pesar de la 
sentencia del Tribunal Constitucional, no todo está solu-
cionado, considerando que siguen habiendo inadecuacio-
nes con las normas internacionales y especialmente con el 
Convenio. Así por ejemplo, se refirieron al registro de ni-
ños y niñas trabajadoras, previsto en el Convenio como 
instrumento para monitorear el trabajo infantil. Asimismo, 
pese a las enmiendas producidas a raíz de la sentencia del 
Tribunal Constitucional, no queda todavía claro cómo se 
aplicarán los artículos 132 y 133 de la ley. La falta de un 
proceso de consultas tripartitas con las organizaciones más 
representativas de empleadores y trabajadores, también 
constituye un problema. El Estado Plurinacional de Boli-
via tiene todavía que diseñar y adoptar políticas de aboli-
ción de trabajo infantil, en consulta con los actores socia-
les del país, y adaptar su marco normativo al Convenio de 
manera más contundente, tal y como se le ha requerido 
desde 2015. La intervención del Estado se considera fun-
damental en dos áreas importantes. En primer lugar, en re-
lación con el fortalecimiento de la inspección del trabajo, 
tanto en recursos humanos y materiales, como en términos 
de capacitación de los inspectores, en temas de trabajo in-
fantil en general y de trabajo infantil en la economía infor-
mal, donde el trabajo infantil prevalece y donde se obser-
van las mayores violaciones. En segundo lugar, se urge al 

Gobierno a que acepte la asistencia técnica de la OIT, que 
ya se propuso en el pasado, para que el país pueda superar 
los temas legislativos y se elabore un plan de erradicación 
del trabajo infantil, siempre en consulta con los actores tri-
partitos. En conclusión, considerando la gravedad del caso 
en discusión, los miembros empleadores pidieron que el 
caso se incluya en un párrafo especial en el informe de esta 
Comisión. 

Los miembros trabajadores recordaron que, en las dos 
ocasiones anteriores en que la Comisión examinó la apli-
cación del Convenio, el caso fue señalado con una doble 
nota a pie de página. En ambas ocasiones quedó claro que 
la decisión de rebajar a 10 años la edad mínima para que 
los niños puedan trabajar no está de conformidad con el 
Convenio. Si bien el Gobierno ha tomado algunas medidas 
positivas para erradicar el trabajo infantil y brindar protec-
ción a los niños, resulta indispensable emprender una re-
forma legislativa. Los miembros trabajadores tomaron 
nota de la información proporcionada por el Gobierno en 
sus observaciones finales respecto a que el artículo 129 del 
Código Niña, Niño y Adolescente había sido revocado por 
el Tribunal Constitucional y que había sido modificado 
por el Gobierno. Acogieron con agrado esta decisión e in-
vitaron al Gobierno a comunicar esta información a la Ofi-
cina y a la Comisión de Expertos. Asimismo, pidieron al 
Gobierno que, en colaboración con los interlocutores so-
ciales, eleve progresivamente la edad mínima de admisión 
al empleo. Indicaron que al privar a los niños de oportuni-
dades para que se eduquen y formen se los condena a per-
manecer sin calificación alguna y, por lo tanto, se perpetúa 
la pobreza de una sociedad. Si la edad mínima de admisión 
al empleo o al trabajo es inferior a la edad en que finaliza 
la escolaridad obligatoria, es posible que se aliente a los 
niños a abandonar los estudios, ya que, de esta forma, los 
niños obligados a estar escolarizados también pueden tra-
bajar legalmente. Por consiguiente, el Gobierno debería 
garantizar que se establezca una edad mínima de admisión 
al empleo superior a la edad de finalización de la escolari-
dad obligatoria. Habida cuenta de que el reducido número 
de inspectores del trabajo puede dificultar la cobertura de 
la economía informal y la agricultura, ámbitos en los que 
se registra más trabajo infantil, los miembros trabajadores 
pidieron al Gobierno que refuerce la capacidad y amplíe 
el alcance de la inspección del trabajo. Los miembros tra-
bajadores señalaron que el Gobierno podría beneficiarse 
de la asistencia técnica de la OIT. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información suministrada 
por el representante gubernamental del Estado Plurinacio-
nal de Bolivia sobre las cuestiones planteadas por la Comi-

sión de Expertos y del debate que se celebró a continuación 
en relación con los artículos del Código Niña, Niño y Adoles-
cente que no están en conformidad con las disposiciones del 

Convenio núm. 138 de la OIT.  
Tomó nota asimismo de que la sentencia núm. 0025/2017, 

dictada por el Tribunal Constitucional el 21 de julio de 2017, 

declaró la inconstitucionalidad de diversas disposiciones del 
Código Niña, Niño y Adolescente (ley núm. 548 de 17 de julio 
de 2014), tomando como referencia y como base jurídica 

para esto los artículos 1, 2 y 7 del Convenio núm. 138 de la 
OIT. Como consecuencia de dicha sentencia, se han decla-
rado inconstitucionales los siguientes artículos del Código: 

129.II; 130.III; 131.I, III, IV; 133.III, IV, y 138.I.  
El Gobierno señaló que, tras la sentencia del Tribunal 

Constitucional, no se necesitaban enmiendas legislativas, ha-

bida cuenta de los efectos derogatorios de la sentencia cons-
titucional en las disposiciones mencionadas anteriormente.  

Teniendo en cuenta la información suministrada por el 

Gobierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Co-
misión instó al Gobierno a que:  
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■ adapte la legislación nacional, en consulta con las orga-
nizaciones más representativas de empleadores y de tra-

bajadores, tras la derogación de las disposiciones del Có-
digo Niña, Niño y Adolescente por el Tribunal Constitu-
cional del Estado Plurinacional de Bolivia, en consonan-

cia con el Convenio núm. 138, e informe a la Comisión 
de Expertos sobre estas medidas;  

■ ponga a disposición de la inspección del trabajo más 

oportunidades de formación y recursos humanos, mate-
riales y técnicos, especialmente en el sector informal, con 
miras a aplicar más eficazmente el Convenio núm. 138 

en la legislación y en la práctica;  
■ recurra a la asistencia técnica de la OIT para revisar el 

Plan Nacional de Erradicación Progresiva del Trabajo 

Infantil en consulta con las organizaciones más repre-
sentativas de empleadores y de trabajadores, y 

■ presente a la Comisión de Expertos el proyecto de dispo-

siciones finales del Código Niña, Niño y Adolescente an-
tes del 1.º de septiembre de 2018, y proporcione infor-
mación detallada sobre los progresos realizados en la 

aplicación del Convenio núm. 138 en la legislación y en 
la práctica para que la Comisión de Expertos la examine 
en su próxima reunión en 2018. 

El representante gubernamental aclaró que la declara-
ción de inconstitucionalidad pronunciada por el Tribunal 
Constitucional se refiere efectivamente al artículo 129.II 
del Código. Sin embargo, con respecto a los artículos 
130.III; 131.I, III, IV; 133.III, IV, y 138.I, la declaración 
de inconstitucionalidad sólo tuvo lugar en lo que hace re-
ferencia a la excepcionalidad a la edad mínima de 10 años 
para trabajos ligeros. Consideró importante que se tuviera 
en cuenta dicha situación ya que el primer punto operativo 
de las conclusiones parece dar a entender, erróneamente, 
que todas las disposiciones antes mencionadas habían que-
dado sin efecto. 

Convenio sobre la consulta tripartita (normas 

internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144) 

EL SALVADOR (ratificación: 1995) 

Una representante gubernamental reconoció el profesio-
nalismo y la objetividad con la que la Directora del Depar-
tamento de Normas Internacionales del Trabajo presidió 
la misión de contactos directos llevada a cabo en julio de 
2017. En su informe, la Comisión de Expertos reconoce 
como caso de progreso el caso de El Salvador sobre el 
cumplimiento del Convenio sobre la consulta tripartita 
(normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144) por 
las acciones que se han impulsado para activar el Consejo 
Superior del Trabajo (CST) y avanzar en el cumplimiento 
efectivo de dicho Convenio. Por esta razón, el Gobierno 
se sorprendió de verse incluido nuevamente en la lista 
corta de casos individuales de la Comisión de Aplicación 
de Normas, puesto que el Gobierno, no sólo ha expresado 
su compromiso para encontrar las soluciones para activar 
el CST y fomentar el diálogo, sino que además ha proce-
dido a la ejecución de dichas acciones. Con esa misma de-
terminación y en base a los principios, vocación democrá-
tica y transparencia que orientan la gestión del Gobierno, 
se aceptó la realización de la misión de contactos directos, 
la cual ha sido una oportunidad para observar «in situ» las 
acciones y compromisos de las instancias del Gobierno di-
rectamente relacionadas con el cumplimiento del Conve-
nio sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación, 1948 (núm. 87) y el Convenio núm. 144. 
Respecto a la recomendación de la misión de contactos di-
rectos referida a la inactividad del CST, y retomando lo 
sugerido por la citada misión, en octubre de 2017 se soli-
citó la cooperación técnica de la OIT, la cual fue aceptada. 
En dicha solicitud se pidió el acompañamiento en tres pro-

cesos que se celebrarían con el sector laboral y con las gre-
miales empresariales en relación con: i) la reforma al re-
glamento del CST; ii) la formulación de propuestas de re-
formas legislativas para la ampliación del derecho de li-
bertad sindical, y iii) la realización de acciones formativas 
y de fomento del diálogo social. Pese a los retrasos en la 
coordinación para iniciar dicha cooperación, ya se ha rea-
lizado una primera ronda de consultas con el sector laboral 
para iniciar une propuesta de reforma del Código del Tra-
bajo. Es de lamentar que la representación de las federa-
ciones querellantes del caso núm. 3054 ante el Comité de 
Libertad Sindical no asistieran a la primera reunión, aun 
cuando habían sido convocadas. Al respecto, y con la ex-
pectativa de realizar una efectiva coordinación con la 
cooperación técnica de la OIT, se continuarán las acciones 
llevadas a cabo en el marco del seguimiento a las conclu-
siones de la misión de contactos directos en los próximos 
meses.  

En relación con las memorias que han de presentarse en 
virtud del artículo 22 de la Constitución de la OIT y las 
consultas sobre las mismas, el Ministerio de Trabajo y Pre-
visión Social (MTPS), pese a que las memorias son remi-
tidas anualmente a las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores para su consulta, no se han recibido aportes o 
valoraciones sobre las mismas por parte de tales organiza-
ciones. De igual manera, las señaladas memorias constitu-
yen información de carácter público, de forma que están a 
disposición de quien las solicite por los canales correspon-
dientes. Por otra parte, e independientemente de las cons-
tantes quejas de la Asociación Nacional de la Empresa Pri-
vada (ANEP) y de las federaciones y confederaciones afi-
nes a la misma, el Gobierno, en coherencia con su com-
promiso con los trabajadores, está implementando medi-
das con miras a garantizar una vida digna y el acceso a un 
trabajo decente. En este sentido, se han logrado avances y 
se han tomados decisiones en espacios tripartitos que man-
tienen una agenda activa de trabajo y en los que participa 
la ANEP de forma permanente. Entre los señalados avan-
ces, se encuentra la aprobación del incremento del salario 
mínimo por el Consejo Nacional del Salario Mínimo 
(CNSM), gracias al cual más de 240 000 trabajadores han 
incrementado sus ingresos y mejorado la calidad de vida 
de su familia, de los cuales el 45 por ciento son mujeres. 
Además, el Instituto Salvadoreño del Seguro Social 
(ISSS) ha aprobado dos nuevos regímenes especiales de 
seguridad social para trabajadores de la economía infor-
mal y personas migrantes y sus familias. Por otro lado, 
gracias a las gestiones realizadas por el Gobierno y las 
condiciones generadas para la inversión productiva, los 
empleos aumentaron. En particular, entre 2009 y 2018 se 
crearon 138 293 empleos formales, el 79 por ciento en el 
sector privado. Según la Encuesta de Hogares de Propósi-
tos Múltiples (EHPM) 2017, la pobreza disminuyó en un 
11 por ciento: del 40 por ciento de los hogares en 2008 al 
29 por ciento en 2017. Desde el Fondo Social para la Vi-
vienda (FSV) se están implementando medidas, tales 
como la apertura de líneas de crédito, para garantizar el 
derecho al acceso a una vivienda digna de los trabajadores 
y sus familias. Por otro lado, el Instituto Salvadoreño de 
Formación Profesional (INSAFORP) está innovando los 
procesos formativos para que de manera progresiva se 
adapte la mano de obra a las necesidades del mercado la-
boral. Por último, la representante gubernamental propor-
cionó información estadística destacando los avances al-
canzados en materia laboral en los últimos cuatro años, ta-
les como la colocación de 70 170 personas en puestos de 
trabajo, 33 369 de los cuales son mujeres y 36 801 hom-
bres; la realización de 119 316 inspecciones y reinspeccio-
nes realizadas en 9 367 lugares de trabajo multados por 
incumplimientos y violación de la legislación laboral; y la 
cooperación con más de 20 000 empresas privadas para el 
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fomento del empleo a través del Sistema Nacional de Em-
pleo (SisNE). Todo ello, pone de manifiesto que el Go-
bierno no ha cesado de coordinar, dialogar e impulsar ini-
ciativas conjuntas tanto con los trabajadores como con los 
empleadores y con todos aquellos sectores comprometidos 
con el desarrollo del país. No obstante, el diálogo social a 
través del CST, y en función de las competencias que éste 
tiene para el cumplimiento de las normas internacionales 
de trabajo, requiere de la voluntad política de la ANEP y 
sus gremiales, así como de las federaciones y confedera-
ciones afines a ellos. El Salvador cuenta con la apertura, 
la convicción y la constatación histórica de que el diálogo 
social es el fundamento de la democracia y de la paz. Sin 
embargo, el tripartismo requiere de la participación de tres 
partes, y si una de las partes no tiene ni la voluntad política 
ni la vocación democrática para su aplicación, es imposi-
ble que se efectúe y se consolide. En consecuencia, la re-
presentante gubernamental hizo un llamamiento a las or-
ganizaciones de empleadores, para que se incorporaran al 
CST, tomando en cuenta que no deben ser electos, ya que 
el reglamento vigente les concede ese derecho. Su partici-
pación en el CST resulta crucial, considerando la voluntad 
y el deber que tienen como mandantes de la OIT, para ase-
gurar que las normas internacionales del trabajo se apli-
quen en El Salvador. Agradeció nuevamente a la Oficina 
por el apoyo brindado con la finalidad de llevar a cabo 
cooperaciones técnicas en el marco del cumplimiento de 
los Convenios núms. 87 y 144, y de la promoción del Con-
venio sobre la protección de la maternidad, 2000 
(núm. 183) y el Convenio sobre las trabajadoras y los tra-
bajadores domésticos, 2011 (núm. 189). Finalmente, 
reiteró el compromiso del Gobierno con el diálogo social 
en pro del avance y desarrollo del país y de garantizar que 
los trabajadores y trabajadoras tengan acceso a una vida 
digna. 

Los miembros trabajadores recordaron que la Comisión 
ha examinado el caso de El Salvador por cuarto año con-
secutivo. En 2017, la Comisión instó al Gobierno a que: 
i) reactivara sin demora el CST; ii) velara por que se reali-
cen avances concretos en lo que respecta a la libertad y 
autonomía de las organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores para designar a sus representantes de conformi-
dad con el Convenio, sin ser objeto de intimidación; iii) 
asegurara la protección adecuada de los locales de las or-
ganizaciones representativas de los empleadores y de los 
trabajadores contra actos de violencia y de destrucción, y 
iv) informara con detalle sobre la aplicación del Convenio, 
tanto en la legislación como en la práctica, a la siguiente 
reunión de la Comisión de Expertos. Es de celebrar que, 
desde entonces, el Gobierno haya aceptado una misión de 
contactos directos, que se llevó a cabo en julio de 2017. 
La misión sugirió al Gobierno que recurriera a la asisten-
cia técnica de la OIT para aplicar las recomendaciones de 
la Comisión. Cabe saludar también que el Gobierno haya 
solicitado asistencia técnica y esté colaborando con la OIT 
para dar pleno efecto al Convenio. Los últimos comenta-
rios de la Comisión de Expertos se centran en dos elemen-
tos: la celebración efectiva de consultas tripartitas y el es-
tablecimiento de procedimientos adecuados para la elec-
ción de los representantes de los interlocutores sociales en 
el CST. Lamentablemente, a pesar de las reiteradas sesio-
nes de la Comisión, el Gobierno no ha celebrado consultas 
tripartitas sobre las cuestiones relativas a las actividades 
de la OIT. La ratificación de los Convenios de la OIT no 
justifica la ausencia de las consultas, que deben comenzar 
sin más demora. A diferencia de otros órganos tripartitos, 
como el Instituto Salvadoreño del Seguro Social, el Fondo 
Social de la Vivienda y el Consejo Nacional del Salario 
Mínimo, que funcionan plena y efectivamente, el CST pre-
senta retos que aún no se han resuelto del todo.  

Los principales obstáculos para el funcionamiento del 
CST obedecen a deficiencias de los procedimientos relati-
vos a la elección de los representantes de los interlocutores 
sociales. A diferencia de la elección de los representantes 
patronales, que no ha sido objeto de quejas, la elección de 
los representantes de los trabajadores sigue suscitando in-
terrogantes. De la presentación del Gobierno ante la Co-
misión se desprende que este pidió a los sindicatos que 
presentasen las candidaturas de quienes se postularían 
para representar a los trabajadores en el CST, que en mayo 
de 2017 recibió tres candidaturas pertinentes y que de-
signó a los miembros del CST basándose en criterios como 
la afiliación y el número de convenios colectivos. Poste-
riormente, atendiendo a los criterios de representación, se 
asignó la primera lista con cinco representantes titulares, 
la segunda con dos representantes titulares y la tercera con 
un miembro titular. Los miembros trabajadores asumieron 
los cargos. Los representantes de los empleadores resol-
vieron no asistir a la primera reunión del CST porque les 
preocupaba la falta de conformidad del mecanismo de re-
presentación de los trabajadores. Si bien la preocupación 
de los empleadores es comprensible, son los sindicatos 
quienes deben decidir estas cuestiones. Los intentos del 
Gobierno por poner fin al bloqueo son valiosos y es im-
portante que los criterios de representatividad sean trans-
parentes y objetivos. El procedimiento y los criterios ele-
gidos deben partir del consenso de los trabajadores y gozar 
de su confianza. El Gobierno tiene que facilitar activa-
mente la búsqueda del consenso, en lugar de imponer, de 
manera unilateral, criterios que no parecían especialmente 
cuestionables tal y como fueron presentados. Por último, 
las medidas adoptadas hasta la fecha por el Gobierno han 
llegado tarde y carecen de la transparencia necesaria para 
fomentar la confianza por parte de los interlocutores so-
ciales. La aplicación de las recomendaciones formuladas 
por la misión de contactos directos de 2017 ha sido deci-
siva para lograr progresos reales. Entre otras cosas, la mi-
sión recomendó que se establezca un grupo de trabajo con 
todas las federaciones y confederaciones interesadas, in-
cluidas las que no estaban representadas por los miembros 
que asumieron sus cargos recientemente, para determinar 
los procedimientos y criterios de representatividad. Como 
ha sucedido con las otras estructuras tripartitas que funcio-
nan en El Salvador, los miembros trabajadores siguen con-
vencidos de que la mejora del diálogo social facilitará mu-
chas controversias en el país. 

Los miembros empleadores indicaron que la Comisión 
conoce por segundo año consecutivo la aplicación del 
Convenio; antes, se examinó bajo el Convenio núm. 87 en 
2015 y 2016. En la anterior Conferencia el Gobierno dio 
explicaciones sobre el cumplimiento del Convenio; se hi-
cieron varias recomendaciones y se decidió el envío de 
una misión de contactos directos. Corresponde ahora ana-
lizar el cumplimiento de las recomendaciones de esta Co-
misión del año pasado, así como las de la misión de con-
tactos directos. Como punto de partida se urgió al Go-
bierno reactivar sin demora el CST, recomendación sobre 
la cual la misión de contactos directos insistió, con la in-
dicación de que se hiciera mediante el diálogo social a fin 
de asegurar su pleno funcionamiento. A la fecha el CST 
no está operando. No obstante, el Gobierno da cuenta que 
ha hecho la designación de sus miembros. Es importante 
destacar que el Convenio que se examina es sobre diálogo 
social, lo cual está en la naturaleza misma de la Organiza-
ción. La sola pertenencia a la OIT es ya un principio de 
compromiso de los Estados para efectuar consultas a los 
actores sociales en las materias de su interés. Éstas deben 
hacerse a los legítimos representantes de los trabajadores 
y empleadores; ésta es una obligación de los Estados y un 
derecho de los actores sociales. En el presente caso, el Go-
bierno hizo la designación de los trabajadores sin que se 
conozcan los criterios de representatividad que utilizó, si 
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es que se basó en algún criterio. Tanto así que los tres gru-
pos mayoritarios de trabajadores manifestaron a la misión 
de contactos directos que desconocen los criterios utiliza-
dos por el Gobierno y uno de ellos disputa la designación. 
Los trabajadores habían señalado al Gobierno como el res-
ponsable de la paralización del CST. Esas dudas han sido 
señaladas por los empleadores a quienes les supone un 
problema la interlocución en tales condiciones. En la raíz 
del problema está que no han sido explicados los criterios 
para la designación, si es que existen. El establecimiento 
de reglas claras, estables y conforme a derecho, para la 
reactivación y pleno funcionamiento del CST fue reque-
rido por la misión de contactos directos hace varios meses. 
Se informó que la revisión estaría por iniciar y ello a ins-
tancias de la Oficina de la OIT de San José. Lo anterior 
genera dudas justificadas sobre la voluntad del Gobierno 
para obrar en consecuencia de las recomendaciones de los 
órganos de control. Sobre el mismo tema, el Gobierno dice 
que, además del CST, existen cinco entes tripartitos 
y 17 instituciones autónomas tripartitas, las cuales se en-
cuentran en pleno funcionamiento. La información que 
tienen los empleadores parece contradecir esa afirmación 
del Gobierno. En marzo de este año la ANEP y la Organi-
zación Internacional de Empleadores (OIE) presentaron al 
Director General de la OIT una solicitud de intervención 
urgente, precisamente, por interferencia gubernamental en 
las elecciones de representantes en el CNSM, en el Insti-
tuto de Acceso a la Información Pública, en la Junta Di-
rectiva de la Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma y en 
la Junta de Directores de la Superintendencia General de 
Electricidad y Telecomunicaciones (SIGET). Sobre el par-
ticular hay que recordar las conclusiones del año pasado y 
las observaciones de la misión de contactos directos, en el 
sentido de que el Gobierno debe garantizar la libertad y 
autonomía de la elección de los representantes de trabaja-
dores y de empleadores. En todas esas instituciones los de-
legados del sector empleador no fueron designados por la 
organización más representativa, la ANEP, sino por el Pre-
sidente de la República con base en sendos decretos legis-
lativos hechos a la medida para cada una de tales institu-
ciones, a fin de permitir la designación presidencial incon-
sulta. Todos los decretos tenían vicios de constitucionali-
dad, lo cual fue declarado por la Sala de lo Constitucional. 
Lamentablemente, según el fallo de ese alto tribunal, debe 
ser hasta el vencimiento del plazo del mandato de los ac-
tuales directores — y no representantes de los empleado-
res — que se puede hacer la designación de los legítimos 
representantes conforme la legislación original. Esto tam-
poco ha sucedido, pues una vez vencido el plazo en cinco 
de las organizaciones antes referidas, el Gobierno ha rea-
lizado diferentes actos de clara injerencia, en violación 
abierta a la recomendación de la misión de contactos di-
rectos y al fallo judicial referido, con el fin de evitar la 
participación del sector empleador. En algunos casos sim-
plemente no efectúan las designaciones y en otros, llega a 
extremos que deben ser puestos en conocimiento de la Co-
misión, para que no quede lugar a duda de la falta de vo-
luntad gubernamental para cumplir con sus obligaciones 
derivadas de la membresía de OIT y de la ratificación de 
sus convenios. En relación con el caso de la SIGET la ley 
establece que en la junta directiva deben participar un di-
rector propietario y un suplente electos por las asociacio-
nes gremiales del sector privado legalmente establecidas 
en el país. El Gobierno, sabiendo que la organización más 
representativa de empleadores es la ANEP, hecho recono-
cido sin discusión por todos los gobiernos anteriores y sin 
disputa alguna por otra organización de empleadores de 
aquel país, facilitó la rápida e irregular creación de una se-
rie de supuestas asociaciones que se presentaran a la elec-
ción de los representantes empleadores, asegurándose una 
mayoría a fin de imponer delegados afines al Gobierno. 

Esto fue puesto en conocimiento de la Fiscalía con la fina-
lidad de que se castigue a los responsables de los delitos 
cometidos en la simulación de actos y falsificación de do-
cumentos necesarios para la creación de las supuestas or-
ganizaciones de empleadores. Por otro lado, se obstaculizó 
a las asociaciones que forman parte de la ANEP la emisión 
de credenciales, con lo cual se les impidió la participación 
en la votación. Esto último es contrario a lo requerido por 
la misión de contactos directos. Los hechos presentados 
dan cuenta de un claro desprecio por el diálogo social y 
por el cumplimiento de las obligaciones asumidas por el 
Gobierno al ratificar el Convenio que promueve la con-
sulta tripartita, pilar fundamental de la misma y por el que 
se pretende fomentar la gobernabilidad y la buena marcha 
de las relaciones laborales de los países. Una actuación 
sesgada como es el presente caso, mina la confianza entre 
los actores sociales y el Gobierno, y promueve la gestión 
autocrática de éste. La OIT no puede ser indiferente ante 
una realidad como la que se muestra, en claro detrimento 
del diálogo social y del legítimo derecho de la organiza-
ción de empleadores del país. Podría tratarse de cualquier 
organización profesional, sean de empleadores o de traba-
jadores y con el mismo rigor debe actuar esta casa; el 
riesgo de no hacerlo es la pérdida de credibilidad en el sis-
tema. Finalmente los miembros empleadores urgieron al 
Gobierno para que sin demora ponga en práctica las reco-
mendaciones de la misión de contactos directos, particu-
larmente la reactivación del CST, así como garantizar la 
libertad y autonomía de las organizaciones de empleado-
res y de trabajadores en la designación de los foros de diá-
logo social, absteniéndose de cualquier clase de injerencia. 

Un miembro trabajador de El Salvador recordó que el 
país había padecido una guerra civil producto de las con-
diciones de marginación, extrema pobreza y explotación 
que sufrían la mayoría de la población y del cierre total de 
los mecanismos democráticos y de expresión social. El 
costo de los acuerdos de paz fue de más de 80 000 muer-
tos, además de desapariciones y ejecuciones sumarias. Du-
rante las décadas de los años ochenta y noventa, siguiendo 
las recomendaciones de instituciones financieras, se im-
plementó una reestructuración económica consistente en 
la aprobación e implementación de políticas neoliberales. 
A través de dichas políticas se privatizaron, entre otros 
sectores, el sector financiero, el sector de las telecomuni-
caciones, el sector energético y el sistema de pensiones. 
Asimismo, se impuso el dólar como moneda oficial y se 
adoptaron tratados de libre comercio. Como consecuencia, 
se produjo el despido masivo de trabajadores y trabajado-
ras, se deterioraron sus condiciones de vida, se incremen-
taron las migraciones y se ocasionó una pérdida de los de-
rechos de seguridad social adquiridos gracias a la acción 
de los sindicatos. En este contexto, las instancias triparti-
tas fueron empleadas por el Gobierno y las organizaciones 
de empleadores para servir a sus propios intereses, ya que 
únicamente participaban en dichas instancias por parte del 
sector trabajador, aquellas organizaciones de trabajadores 
afines a los mismos, sin dejar espacio a las organizaciones 
más representativas de trabajadores. No obstante, desde 
2009, las organizaciones más representativas de trabaja-
dores del sector público han logrado participar en la adop-
ción de políticas que contribuyen a la mejora de la calidad 
de vida de los trabajadores. Un ejemplo de ello, es la apro-
bación del acceso a la Seguridad Social de los trabajadores 
de la economía informal y de las personas migrantes bajo 
regímenes especiales y la adopción en 2017 del incre-
mento del salario mínimo, del que se beneficiaron más de 
250 000 trabajadores. Dicho incremento salarial, alcan-
zado gracias a la participación de los sindicatos y su com-
promiso con la justicia social, responde de manera cohe-
rente y justa a las exigencias de la Constitución y de la 
realidad económica del país. Debido a tales avances, la 
ANEP se opone a que las instancias tripartitas funcionen 
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con la participación activa y plural de sindicatos y sectores 
que no les son afines. Además, se han eliminado las prác-
ticas discrecionales de elección de representantes de las 
organizaciones de trabajadores en las instancias tripartitas 
y se ha iniciado un proceso efectivo de participación plural 
con las diferentes corrientes sindicales. Sin embargo, el 
sector empleador pretende apartar a las organizaciones de 
trabajadores más representativas de la toma de decisiones 
en las instancias tripartitas. Por ello, las organizaciones de 
empleadores se niegan a incorporarse al CST y al CNSM, 
incumpliendo lo dispuesto en el Convenio. En relación 
con los sindicatos del sector privado, el orador destacó el 
reducido número de los mismos y se refirió a diversos ca-
sos en los que las organizaciones de empleadores habían 
acosado, despedido e interpuesto demandas de prisión 
contra dirigentes sindicales. En uno de los señalados ca-
sos, la empresa se había negado a reintegrar en sus puestos 
de trabajo a toda la junta directiva sindical de la empresa, 
que había sido despedida, pese a mediar una orden de la 
Corte Suprema de Justicia. En cuanto al funcionamiento 
de las instancias tripartitas de El Salvador, tales como el 
ISSS, todas ellas funcionan correctamente a excepción del 
CST debido a la negativa de las organizaciones de emplea-
dores a participar en el mismo. Las organizaciones de em-
pleadores, y en particular la ANEP, no deben tener nin-
guna injerencia en las decisiones de los trabajadores sobre 
la elección de sus representantes. Contrariamente a los an-
teriores mecanismos de elección de representantes en las 
instancias tripartitas, el procedimiento actual es participa-
tivo y democrático y emplea criterios universales de repre-
sentatividad. Por otro lado, con miras a garantizar que el 
país siga en la ruta de la gobernabilidad y el desarrollo 
sostenible, es necesario el fortalecimiento del diálogo so-
cial, de la negociación y del consenso, así como el respeto 
de la legislación salvadoreña y de los instrumentos que 
emanan de la OIT. En ese sentido, el orador hizo una lla-
mada al Gobierno para que continuara cumpliendo con las 
solicitudes de la Comisión de Expertos en relación con: 
i) el fomento de la participación de los sectores empleador 
y trabajador en la toma de decisiones, y ii) la activación de 
los procedimiento de interacción de las instancias triparti-
tas en la mayor brevedad, a pesar de la negativa de la em-
presa privada de participar en dichas instancias. Solicitó 
también al Gobierno que a través del MTPS, ente al que 
se le debía de otorgar un mayor presupuesto, pusiera un 
mayor énfasis en el efectivo cumplimiento de la legisla-
ción laboral en el sector público y privado, y garantizase 
un mayor número de inspecciones en las empresas. Por úl-
timo, la empresa privada, como pilar importante de la eco-
nomía, debe realizar esfuerzos para alcanzar consensos en 
las instancias tripartitas, respetando la independencia de 
las organizaciones de trabajadores, la pluralidad, la demo-
cracia y la diversidad de opiniones. Los valores elementa-
les de humanismo, solidaridad y respeto mutuo obligan a 
los trabajadores, empleadores y gobiernos a actuar de con-
formidad con la Constitución que establece que el trabajo 
no es una mercancía, así como a luchar contra el trabajo 
precario, el deterioro del medio ambiente y la explotación 
infantil. 

El miembro empleador de El Salvador recordó que la Co-
misión venía examinando durante cuatro años consecuti-
vos las reiteradas violaciones por parte del Gobierno a di-
versos convenios. El año anterior, el Gobierno fue exami-
nado bajo la clasificación de «doble pie de página», y la 
Comisión urgió para que se llevara a cabo la misión de 
contactos directos, lo que denota la gravedad de las reite-
radas violaciones al Convenio por parte del Gobierno. Este 
Convenio, relativo al diálogo social y la consulta tripartita, 
se materializa en El Salvador en una entidad tripartita de-
nominada CST. Desde 2013, esta entidad tripartita no fun-
ciona como consecuencia de una decisión unilateral del 

Gobierno de exigir unanimidad a los sindicatos de traba-
jadores en la elección y nombramiento de sus representan-
tes. Sin embargo, la verdadera razón es que el Gobierno 
no quiere diálogo social ni consulta tripartita. El año pa-
sado, después de constatar la inexistencia de consultas 
efectivas con organizaciones de trabajadores y de emplea-
dores representativas e independientes, la Comisión instó 
al Gobierno a que: i) reactivase sin demora el CST, y 
ii) velase por que se realizaran avances concretos en lo que 
respecta a la libertad y autonomía de las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores para designar a sus repre-
sentantes, sin ser objeto de intimidación. Además, la Co-
misión solicitó una vez más al Gobierno que aceptase el 
envío de una misión de contactos directos a El Salvador. 
En julio de 2017, se llevó a cabo la misión de contactos 
directos, en la que se celebraron algunas reuniones tripar-
titas. En una de las reuniones, los representantes de los tra-
bajadores nombrados por el Gobierno como integrantes 
del CST, reconocieron que desconocían los criterios que 
había usado el Gobierno para su designación. Esta injeren-
cia por parte del Gobierno, quedó recogida en el informe 
final de la misión. Asimismo, en su informe final, dicha 
misión recomendó al Gobierno: i) reactivar el CST, y 
ii) garantizar, tanto en la legislación como en la práctica, 
la libertad y autonomía de las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores en la elección de sus representan-
tes. Un año después de la adopción de las conclusiones por 
la Comisión, el Gobierno no sólo no ha implementado nin-
guna de las recomendaciones, a excepción de la celebra-
ción de la misión de contactos directos, sino que ha ac-
tuado de forma contraria a las mismas. Por ejemplo, el Go-
bierno elaboró una Política de empleo decente, que fue 
lanzada públicamente en septiembre de 2017, sin que los 
interlocutores sociales hubieran sido consultados previa-
mente. Una semana antes del lanzamiento de la citada po-
lítica de empleo, sin haber tenido la oportunidad de parti-
cipar en la formulación de la misma y desconociendo su 
contenido, la ANEP recibió una nota del Gobierno solici-
tando que realizara observaciones al documento con miras 
a contar con su apoyo en el lanzamiento público de la po-
lítica de empleo. En este sentido, el miembro empleador 
destacó que no es posible que un Gobierno elabore una 
política de empleo sin consultar a las organizaciones más 
representativas de empleadores y de trabajadores con el 
objeto de tener plenamente en cuenta sus experiencias y 
opiniones y, además, de lograr su plena cooperación en la 
labor de formular la citada política y de obtener el apoyo 
necesario para su ejecución. Otro ejemplo, en mayo de 
2018, la ANEP fue invitada, con menos de dos horas há-
biles de anticipación, a participar en la revisión de un do-
cumento denominado Pacto nacional de empleo, que sería 
presentado públicamente al día siguiente de la revisión. La 
falta de anticipación de la convocatoria es una muestra 
clara, no sólo de la falta de respeto por los interlocutores 
sociales, sino también por el diálogo social, las consultas 
tripartitas y las obligaciones contraídas por el Gobierno 
como Miembro de la OIT. Asimismo, al tiempo que tenía 
lugar la celebración de la misión de contactos directos, el 
Gobierno adoptó una serie de medidas con la finalidad de 
evitar que los empleadores, siguiendo lo dispuesto en la 
legislación, nombraran un director propietario y un direc-
tor suplente en la SIGET, que constituye el ente regulador 
de electricidad y telecomunicaciones en El Salvador. En 
un breve espacio de tiempo, se crearon 60 asociaciones, 
conformadas por jóvenes de 18 a 20 años, con domicilio 
en 17 municipios del país caracterizados por los escasos 
recursos y el alto índice de informalidad. Las asociaciones 
fueron creadas con base a modelos de documentos prepa-
rados por protocolos de abogados que eran empleados pú-
blicos de empresas estatales reguladas por la SIGET. Las 
60 asociaciones participaron en la elección y ganaron. Por 
consiguiente, el Gobierno no sólo se niega a dialogar con 



Convenio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144) 
El Salvador (ratificación: 1995) 

 

 9B Parte II/171 

los legítimos representantes de los empleadores, sino que 
además crea falsas asociaciones para suplantar a los inter-
locutores legítimos. Frente a tales hechos, las organizacio-
nes de empleadores recurrieron a la Sala Constitucional de 
la Corte Suprema, quien dictó medidas cautelares, y a la 
Fiscalía General para que realizase las investigaciones pe-
nales correspondientes. En enero de 2018, siguiendo lo es-
tablecido en la legislación, la ANEP nombró un director 
en el Fondo de Conservación Vial (FOVIAL), y propuso 
ternas en la Corporación Salvadoreña de Turismo 
(CORSATUR). Cinco meses después, el Gobierno no ha 
juramentado tales puestos ni convoca sesiones. En cuanto 
a la elección de representantes en el seno del Instituto de 
Acceso a la Información Pública y del CNSM, las organi-
zaciones de empleadores continúan tramitando recursos 
constitucionales al respecto. En lo que se refiere a la Co-
misión ejecutiva portuaria autónoma la situación es más 
complicada. En definitiva, el Gobierno se niega a cumplir 
el fallo de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema 
por el que se declaró la inconstitucional de los decretos de 
2012, y por el que se devolvió la facultad a las organiza-
ciones de empleadores de proponer y nombrar de manera 
libre y autónoma a los directores en las entidades públicas 
autónomas. En resumen, la lista de violaciones a los con-
venios por parte del Gobierno es larga, por ejemplo, la 
ANEP ha estado un año sin recibir credenciales.  

La miembro gubernamental de Bulgaria, hablando en 
nombre de la Unión Europea (UE) y sus Estados miem-
bros, así como de Albania, Bosnia y Herzegovina, Monte-
negro, Noruega, Serbia y ex República Yugoslava de Ma-
cedonia, recordó el compromiso contraído por el Gobierno 
en virtud del pilar comercial del Acuerdo de Asociación 
UE-América Central de aplicar de manera efectiva los 
convenios fundamentales de la OIT. Es lamentable que ya 
se discutiera el caso en la Comisión en 2017, cuando la 
Comisión instó al Gobierno a reactivar el CST y garantizar 
que se realizaran avances concretos en relación con el de-
recho de los interlocutores sociales a designar a sus repre-
sentantes. Sin embargo, hay que saludar que se haya lle-
vado a cabo una misión de contactos directos en julio de 
2017 y que el Gobierno intentara reactivar el CST en una 
reunión inaugural en junio de 2017, en la que sin embargo 
los empleadores no participaron alegando inconformidad 
respecto al mecanismo de representación del sector traba-
jador. Los interlocutores sociales tienen derecho a desig-
nar libremente a los representantes de su elección en los 
órganos paritarios y tripartitos sin que el Gobierno inter-
fiera. Como medida esencial para generar confianza entre 
las diferentes partes interesadas, urgió al Gobierno a tomar 
medidas para incluir a todos los interlocutores sociales en 
las consultas relativas a las políticas de empleo y trabajo, 
de manera transparente y antes de tomar una decisión. 
El Gobierno debería reactivar el CST con carácter de ur-
gencia. Para ello, debería establecer pronto, en consulta 
con los interlocutores sociales, unas normas claras y trans-
parentes sobre la designación de los representantes en el 
CST, basándose en criterios de representatividad de las or-
ganizaciones y de conformidad con el Convenio. Además, 
el Gobierno debería estudiar todas las posibles maneras de 
promocionar el diálogo social, y todos los interlocutores 
sociales deberían entablar un diálogo tripartito de forma 
constructiva. Alentó encarecidamente al Gobierno a seguir 
recurriendo a la asistencia técnica de la OIT, y puso de 
relieve el compromiso constructivo existente con el país, 
entre otras cosas mediante proyectos de cooperación de la 
UE y sus Estados miembros, cuyo objetivo es fortalecer la 
capacidad del Gobierno de abordar todas las cuestiones 
planteadas en la observación de la Comisión de Expertos.  

La miembro gubernamental del Paraguay, hablando en 
nombre del Grupo de los Estados de América Latina y el 
Caribe (GRULAC), agradeció las informaciones brinda-

das por el Gobierno relativas al cumplimiento del Conve-
nio. Asimismo, se remitió al informe de la Comisión de 
Expertos en relación con: i) la inclusión de El Salvador 
entre los casos de progreso en los que la Comisión de Ex-
pertos expresó su satisfacción respecto a algunas de las 
medidas positivas adoptadas por el Gobierno en respuesta 
a sus comentarios; ii) la celebración, en respuesta a las 
conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas del 
año pasado, de una misión de contactos directos realizada 
en julio de 2017; iii) la expresión por parte del Gobierno 
durante la misión de contactos directos de su voluntad de 
realizar las gestiones indicadas y acordadas en el marco de 
dicha misión a fin de continuar fomentando el diálogo so-
cial y los acuerdos entre los sectores, contribuyendo de 
esta manera a la activación del CST; iv) la solicitud de 
asistencia técnica por parte del Gobierno en octubre de 
2017, la cual ya está siendo proporcionada por medio de 
la Oficina de San José. Por último, la oradora expresó su 
confianza en que el Gobierno continuaría cumpliendo con 
el Convenio. 

El miembro gubernamental de Panamá se adhirió a la de-
claración del GRULAC, y manifestó haber escuchado con 
atención las informaciones brindadas por el Gobierno y los 
planteamientos realizados por los miembros empleadores 
y trabajadores en los que puede observarse una diversidad 
de opiniones. En las condiciones actuales la instauración 
del diálogo resulta compleja. Sin embargo, el Gobierno se 
ha esforzado por reactivar el CST, el cual es el mecanismo 
establecido para llevar el tripartismo a la práctica. Se es-
pera que dicho mecanismo pueda funcionar respetándose 
la voluntad de los salvadoreños, y sin injerencia de partes 
ajenas. Asimismo, felicitó a la OIT por el acompaña-
miento realizado en el terreno y reiteró su apoyo al Go-
bierno en sus esfuerzos de crear justicia social y de cum-
plir con lo establecido en el Convenio. 

El miembro trabajador de Guatemala manifestó su preo-
cupación en relación con la evolución de las relaciones de 
trabajo en El Salvador, en particular cuando los interlocu-
tores sociales cuestionan la representatividad de los de-
más. En dicho país, como en Guatemala, se han tenido de-
masiados años de guerra, muertos y víctimas, por lo que 
se valora altamente la paz y la necesidad de transformar la 
forma de relacionarse dentro de un marco democrático y 
de respeto. Para poder hablar de libertad sindical y repre-
sentatividad de las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, primero se debería consolidar un marco jurí-
dico y social que permita que las organizaciones existan, 
se desarrollen, realicen sus actividades y no sean persegui-
das ni ellas ni sus afiliados. Organizar un sindicato de tra-
bajadores, sobre todo en el sector privado, todavía implica 
un alto riesgo, puesto que probablemente la reacción de la 
empresa sería el despido o la aplicación de represalias que 
han sido comunicadas una y otra vez a las autoridades na-
cionales y a la OIT. En algunos casos, la actividad sindical 
implica riesgos de vida, como lo ha demostrado el asesi-
nato de sindicalistas salvadoreños y guatemaltecos, cuyos 
casos ven pasar los años sin que las autoridades diluciden 
responsabilidades materiales e intelectuales sobre sus 
muertes. Por otro lado, el orador expresó que compartía 
las recomendaciones realizadas por la misión de contactos 
directos en 2017, donde se alienta a las autoridades com-
petentes a que, en consulta con las organizaciones de em-
pleadores y de trabajadores concernidas, se tomen las me-
didas necesarias para asegurar el pleno respeto de la auto-
nomía de las organizaciones de empleadores y de trabaja-
dores en la designación de sus representantes. Asimismo, 
el diálogo social es muy importante como para verse para-
lizado por aspectos procedimentales. Si alguno o algunos 
de los sectores que participan o son invitados a los espa-
cios de concertación tienen dificultades internas para ser 
considerados representativos, ello debe ser superado entre 
las mismas organizaciones del sector, en la forma y en los 
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tiempos que se consideren adecuados. Finalmente, hizo un 
llamamiento a todas las partes a superar las dificultades y 
retomar los procesos de diálogo que se han promovido, 
porque es la única vía posible y concreta para atender la 
tarea fundamental de mejorar las condiciones de vida y de 
trabajo de millones de salvadoreños y salvadoreñas que 
actualmente padecen una situación personal difícil y, muy 
alejada del trabajo decente que recomienda la OIT. 

El miembro gubernamental de Honduras reiteró su apoyo 
al Gobierno manifestado en la declaración del GRULAC, 
respecto al cumplimiento del Convenio. El Gobierno en 
base a lo solicitado por la Comisión el año pasado y a las 
recomendaciones de la misión de contactos directos lle-
vada a cabo en julio de 2017 ha realizado acciones dentro 
de las cuales se mencionan consultas institucionales y va-
lidaciones de procedimientos en materia laboral, así como 
la convocatoria efectuada por el Gobierno a los represen-
tantes de los tres sectores para la celebración de la primera 
sesión de instalación del CST. Al respecto, lamentó la no 
realización de dicha sesión y exhortó al Gobierno a man-
tener sus iniciativas de llamar al diálogo tripartito para al-
canzar la pronta reactivación y el pleno funcionamiento 
del CST, y a permitir la implementación de buenas prácti-
cas de consultas con los interlocutores sociales, asegu-
rando así una plena participación tripartita. En un espíritu 
constructivo, la obligatoriedad de la consulta tripartita per-
sigue alcanzar procedimientos efectivos en la promoción 
de la aplicación de las normas internacionales del trabajo. 
Es por ello que la toma de decisiones para el debido cum-
plimiento de convenios fundamentales, de gobernanza y 
técnicos, no sólo requiere de la voluntad manifiesta de los 
gobiernos a realizar las gestiones indicadas y acordadas, 
sino también necesita del compromiso de los mandantes 
tripartitos y de la asistencia técnica de la OIT. Finalmente, 
el Gobierno debe continuar sus esfuerzos en la implemen-
tación de medidas necesarias y el establecimiento de me-
canismos de diálogo que contribuyan a una concertación 
social de soluciones tripartitas. 

Una observadora, en representación de la Organización 
Mundial de Trabajadores (WOW), y hablando en nombre 
de la Unión Nacional de Trabajadores de Venezuela 
(UNETE), la Central regional de la Alternativa Democrá-
tica de las Américas (ADS) y algunos sindicatos de El Sal-
vador, declaró que, en El Salvador, los últimos nueve años 
han significado un franco retroceso en materia de tripar-
tismo, diálogo social, libertad sindical y firma de conven-
ciones colectivas. En julio de 2017, la misión de contactos 
directos formuló una serie de recomendaciones, las cuales 
no han sido acatadas por el Gobierno, ya que el CST luego 
de un año de su juramentación no se ha reunido. No se 
había realizado ninguna consulta con las federaciones y 
confederaciones sindicales para la determinación de los 
procedimientos de elección de los representantes en el 
CST, sino hasta el 17 de mayo de 2018, fecha en la que 
el MTPS convocó a los representantes sindicales a una 
reunión con una consultora para abordar la reforma del re-
glamento, pretendiendo aparentar que están acatando las 
recomendaciones de la misión de contactos directos, lo 
cual demuestra que únicamente se pretende engañar a 
la Comisión, puesto que desde la última Conferencia no se 
había realizado ninguna acción en este sentido. La situa-
ción en el país ha empeorado. Por ejemplo, se ha obstacu-
lizado el proceso de inscripción legal a diferentes organi-
zaciones, imponiendo requisitos que no están establecidos 
en la legislación; se han realizados observaciones diversas 
a las actas de asambleas sindicales de aquellos sindicatos 
que los funcionarios consideran malos sindicatos; se han 
tomado hasta sesenta o noventa días sin que se entreguen 
las respectivas credenciales, obstaculizando con ello la re-
presentación sindical al dejar a las organizaciones sin las 
credenciales necesarias; se ha dado un trato discriminato-

rio al exigir requisitos extras sólo a los sindicatos identifi-
cados como no afines; no se cumple con los contratos del 
sector público, se realizan maniobras para no negociar co-
lectivamente, como en los casos del Fundo Solidario para 
la Salud (FOSALUD); se ejerce constante intromisión en 
la autonomía sindical que condiciona la independencia y 
el ejercicio libre del derecho de sindicación por parte del 
Ministerio de Gobernación y Desarrollo Territorial y del 
MTPS. El Gobierno no ha tomado ninguna medida para 
asegurar la plena aplicación de los convenios en la legis-
lación y en la práctica, no ha realizado el proceso de sumi-
sión de los convenios para su eventual ratificación por las 
instancias correspondientes. El diálogo social es el gran 
ausente, como pone de manifiesto el hecho de que se ha 
aprobado una política y un pacto nacional de empleo, sin 
consultar con todas las organizaciones de trabajadores. 
Además, se pretende aprobar una ley de servicio público, 
que en su esencia destruye a las organizaciones sindicales, 
se les niega el derecho a negociar colectivamente, se eli-
mina la estabilidad laboral de los servidores públicos y se 
viola flagrantemente los convenios de la OIT. El Gobierno 
debe realizar reformas a la legislación nacional encamina-
das a eliminar los obstáculos a la libertad sindical. Por 
ejemplo, debe generar acciones tendientes a que se dismi-
nuya el número de miembros para constituir un sindicato, 
lo que está dejando sin poder ejercer su derecho de sindi-
cación a empleados municipales y del Gobierno central 
cuyas instituciones cuentan con un número menor de 
35 trabajadores los cuales tampoco pueden conformar sin-
dicatos de empresas. De igual manera, se debería eliminar 
la exigencia de que para poder ser directivo sindical se 
debe ser salvadoreño por nacimiento, puesto que no per-
mite que los trabajadores migrantes de otros países que la-
boran en la industria de la construcción y en labores agro-
pecuarias puedan ser directivos sindicales; o la posibilidad 
de sólo afiliarse a un sindicato, aunque laboren los traba-
jadores en dos sectores diferentes de la economía, así 
como la obligatoriedad de elegir anualmente a las juntas 
directivas sindicales, federales y confederales. 

La miembro gubernamental de la República Dominicana 
se adhirió a la declaración del GRULAC, y manifestó su 
apoyo a las informaciones brindadas por el Gobierno con 
respecto a la aplicación del Convenio. Reconoció las me-
didas positivas adoptadas por el Gobierno, que evidencian 
de manera expresa la voluntad del mismo de fomentar y 
fortalecer el diálogo social y el acuerdo entre los sectores, 
favoreciendo además la activación del CST. Asimismo, 
agradeció a la OIT por su contribución en el fortaleci-
miento de la capacidad de los gobiernos a través de la 
cooperación técnica y que actualmente está siendo propor-
cionada al Gobierno. 

El miembro trabajador de la República Bolivariana de Ve-
nezuela indicó que se observa la voluntad del Gobierno y 
de los trabajadores de promover el diálogo social a través 
del CST. El diálogo debe ser honesto, sincero y responsa-
ble pero está siendo utilizado como una herramienta para 
menoscabar los derechos alcanzados en la lucha de los tra-
bajadores. En este caso y otros, se observa la posición de 
los empleadores de romper el diálogo social cuando, por 
fin, algunos gobiernos lo practican y cumplen con los con-
venios de la OIT. Cuando se logra superarlos, los emplea-
dores niegan que hayan sido consultados y evitan el diá-
logo acusando a estos gobiernos de injerencistas. En los 
casos de asesinatos de sindicalistas, estudiantes, maestros, 
ecologistas y periodistas, no se observa la misma contun-
dencia. La protección de los sindicalistas, luchadores so-
ciales y ecologistas es necesaria, como lo es igualmente 
imponer sanciones severas a quienes violen, por ejemplo, 
el derecho humano al trabajo decente, el derecho a la vida, 
a la educación, a la salud y a la vivienda. También, es ne-
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cesario reconocer a los gobiernos, que junto con sus traba-
jadores y empleadores honestos, superan y mejoran los 
convenios de la OIT. 

La miembro gubernamental de Cuba se adhirió a la de-
claración del GRULAC y agradeció las informaciones su-
ministradas por el Gobierno. Lo consignado en el informe 
de la Comisión de Expertos, que examina la implementa-
ción por El Salvador de las conclusiones de 2017 de la Co-
misión de la Conferencia debe tomarse en consideración. 
En dicho informe se incluye al país en la lista de casos en 
los que la Comisión de Expertos ha manifestado su satis-
facción por las medidas adoptadas y los procesos imple-
mentados por el Gobierno en respeto del tripartismo y del 
diálogo social. El Gobierno ha manifestado con ello su 
buena voluntad en cuanto al cumplimiento del Convenio. 
La asistencia técnica y la cooperación de la OIT pueden 
contribuir en dicho proceso. 

El miembro trabajador del Paraguay, hablando en nom-
bre de la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT) 
y la ADS, expresó su preocupación acerca de la ausencia 
de voluntad del Gobierno para adoptar las medidas nece-
sarias para fomentar y garantizar las consultas efectivas y 
el diálogo social con las organizaciones de trabajadores y 
de empleadores, además de no seguir las reglas que servi-
rían como base para el desarrollo de un diálogo maduro, 
violentando así a la libertad sindical. La situación en el 
país es alarmante, ya que el Gobierno no cumple con el 
Convenio y transgrede y vulnera el espíritu y los princi-
pios de diálogo social y consulta efectiva, que son pilares 
de la OIT y del trabajo de esta Comisión. El Gobierno no 
sustentó los procesos de concertación social y participa-
ción tripartita llevados a cabo, perjudicando a las organi-
zaciones de trabajadores y de empleadores, así como a la 
comunidad internacional. Son importantes los organismos 
nacionales e internacionales en las que los gobiernos pue-
den garantizar la existencia de consultas y colaboraciones 
inclusivas y efectivas para el correcto desarrollo del inte-
rés común, sin que se adolezca de prácticas discriminato-
rias, respetando la libertad sindical y el tripartismo para 
lograr mejoras a nivel nacional que transformen de manera 
positiva y exitosa las relaciones de trabajo. El diálogo so-
cial desempeña un papel crucial para promover el trabajo 
digno y decente, en condiciones de garantía, libertad, se-
guridad y dignidad. El Gobierno debe convertir su volun-
tad en la fuerza motriz más poderosa. 

El miembro empleador de Honduras recordó que el año 
pasado el caso fue examinado bajo la clasificación de do-
ble nota a pie de página y la Comisión urgió al Gobierno 
nuevamente para que se llevara a cabo la misión de con-
tactos directos antes de finales de 2017. Esto denota la gra-
vedad de las reiteradas violaciones por parte del Gobierno 
al Convenio y a los principios de la OIT. Asimismo, la 
Comisión, después de constatar la inexistencia de verda-
deras consultas con organizaciones de trabajadores y de 
empleadores representativos e independientes, instó 
al Gobierno a: i) reactivar sin demora el CST, y ii) velar 
por que se realicen avances concretos en lo que respecta a 
la libertad y autonomía de las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores para designar a sus representantes, 
sin ser objeto de intimidación. La misión de contactos di-
rectos en su informe final recomienda: reactivar el CST, 
garantizar la libertad y autonomía de la elección de los re-
presentantes de trabajadores y de empleadores, y hace un 
llamado al Gobierno para, que tanto en las leyes como en 
la práctica, se garantice el pleno respeto de la autonomía 
de las organizaciones de empleadores y de trabajadores en 
la designación de sus representantes. Es preocupante que 
el Gobierno no haya adoptado ninguna recomendación de 
la Comisión y de la misión de contactos directos, e incluso 
desconoce los fallos de sus propios entes de control cons-
titucional, violentando con ello el cumplimiento de las 

normas de trabajo y destruyendo la confianza que debe im-
perar en el diálogo social. La Comisión tiene el deber de 
promover el cumplimiento de las normas internacionales 
del trabajo, a través de mecanismos que se consideren 
apropiados. Ante estas acciones reincidentes del Go-
bierno, el orador pidió: i) que de forma enérgica se exija 
el cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión 
de la Conferencia y de las de la misión de contactos direc-
tos; ii) que el Gobierno convoque a los legítimos actores 
sociales representativos, y iii) que en un plazo no mayor 
de dos meses presente los informes que correspondan al 
cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión de 
Expertos. 

El miembro trabajador del Brasil expresó su solidaridad 
con los trabajadores de El Salvador, esperando que el Go-
bierno asegure la aplicación del Convenio. Asimismo, el 
Gobierno debe establecer y garantizar todas las condicio-
nes para que esto se efectúe de manera plural, transparente 
y democrática. La participación de los sindicatos ha sido 
fundamental en el país para el mejoramiento de los sala-
rios mínimos, y el acceso a la seguridad social para traba-
jadores informales y migrantes, por lo que es necesario 
fortalecer la presencia sindical en el sector privado. Los 
empleadores no deben defender el tripartismo solamente 
cuando les propicie beneficios y para permitir que las or-
ganizaciones más representativas de trabajadores se incor-
poren a todas las instancias tripartitas. Es necesario que 
dichas instancias actúen con la participación activa y plu-
ral de sindicatos, gobiernos y empleadores en busca del 
diálogo social y el espíritu del tripartismo para lograr la 
gobernabilidad, la justicia social, el desarrollo sostenible 
y la continuación de los avances concretados. 

La representante gubernamental declaró haber escu-
chado con atención las intervenciones relativas al caso y 
resaltó que diversas iniciativas habían sido realizadas y 
que continuarían impulsándolas hasta lograr una solución 
para la activación del CST. El Gobierno seguiría solici-
tando la cooperación técnica y la mediación de la OIT, so-
bre todo, porque las gremiales empresariales atienden con-
vocatorias para abordar las temáticas discutidas, sola-
mente, cuando la OIT les convoca a conversar con el 
MTPS. Las argumentaciones expresadas respecto a un 
procedimiento de elección en la queja presentada por la 
ANEP y en la declaración del miembro empleador relati-
vas a la SIGET, carecen de fundamento y constituyen un 
desacuerdo por interés sectorial. En El Salvador, la forma-
ción de organizaciones y de gremiales no constituye un 
delito, como lo fue durante la década de los gobiernos mi-
litares resultando en un conflicto armado. El Gobierno es 
un garante de la libertad de asociación, de la libre expre-
sión y de los derechos civiles y políticos, los cuales son 
derechos constitucionales porque fueron parte de los re-
sultados del diálogo y la negociación consagrados en los 
Acuerdos de Paz. Incluso, la Corte Suprema de Justicia 
emitió una medida cautelar para que la elección se suspen-
diera, no por las organizaciones creadas, sino por existir 
un conflicto de interés entre una de las personas electas y 
las funciones de la SIGET. El mismo órgano mandató a la 
Asamblea Legislativa que emitiera una disposición transi-
toria a la ley de creación de la SIGET para que habilitara 
a los directores que concluyeron su período en diciembre 
de 2017. Dichas medidas están siendo cumplidas por la 
SIGET y han sido tomadas mientras se resuelve el proceso 
de amparo presentado ante la Corte Suprema de Justicia. 
Por lo anterior, es necesario que todas las instancias res-
peten el debido proceso y que la inconformidad por la par-
ticipación de organizaciones no afines al sector emplea-
dor, no significa que éstas, necesariamente, sean ilegales 
o que transgredan lo establecido por el Convenio. Asi-
mismo, la electricidad y las telecomunicaciones, no son de 
interés exclusivo del sector empresarial, sino también de 
interés nacional, puesto que no son solamente un recurso 
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económico, sino que constituyen un recurso para el desa-
rrollo y el bienestar de la población. Por lo tanto, diversos 
sectores tienen el legítimo derecho de participar, de expre-
sar sus criterios y que estos se consideren en la toma de 
decisiones. En cuanto a lo referido por los miembros em-
pleadores en relación con la injerencia del Gobierno en los 
procesos de elección, es importante mencionar que los cri-
terios considerados para la designación de los representan-
tes del sector trabajador han sido retomados de la costum-
bre internacional y con el fin de dar objetividad al mandato 
emitido por las conclusiones de la OIT, referidas a: i) ins-
talar sin demora el CST, y ii) la resolución de la Sala Cons-
titucional de la Corte Suprema de Justicia que indica que 
el MTPS tiene la obligación de implementar y sustentar 
los procesos de concertación social y participación tripar-
tita, frente a situaciones que obstaculizan el funciona-
miento del CST. En la misma resolución se indica que se 
deben propiciar los espacios de diálogo entre las organiza-
ciones sindicales involucradas y facilitarles los medios ne-
cesarios para que puedan acordar y aplicar procedimientos 
claros y permanentes de elección de sus representantes, a 
fin de garantizar la designación y participación del sector 
trabajador en el aludido órgano consultivo. En ese sentido, 
los criterios como el número de afiliación sindical, número 
de sindicatos federados y número de contratos colectivos 
que representaba cada una de las ternas presentadas, fue-
ron los que orientaron dicha designación. Dichos criterios 
fueron tomados de los datos registrados en el MTPS y de 
la información emitida por las organizaciones sindicales 
que estaban inscritas. El Gobierno debe garantizar los pro-
cesos que son mandatados por la Asamblea Legislativa a 
través de la legislación y de la Corte Suprema de Justicia. 
Por ello, no se ha trastocado lo que establece el reglamento 
del CST, cuyos vacíos de procedimiento para la delega-
ción del sector laboral se habían mantenido desde 1994, y 
que habían dado lugar a la inactividad de dicha instancia. 
Por otra parte, el Gobierno ha brindado la garantía abso-
luta a los empleadores para su participación. El Gobierno 
ha respetado la legislación y no ha adoptado procedi-
miento de elección alguno que sirva a intereses específi-
cos. 

Los miembros empleadores celebraron nuevamente el 
acuerdo en esta Comisión sobre la importancia del diálogo 
social y el respeto a la independencia de las organizacio-
nes de trabajadores y de empleadores. Es preocupante, por 
otro lado, escuchar voces de trabajadores independientes 
que afirman sufrir actos de discriminación como los que 
han señalado los empleadores, lo cual nos da cuenta de la 
gravedad del presente caso. Esta Comisión se ha pronun-
ciado sobre la importancia del diálogo social, base funda-
mental de esta Organización. Para que el mismo sea fruc-
tífero debe contar con la participación de buena fe de los 
legítimos representantes de las organizaciones de emplea-
dores y de trabajadores independientes, pero sobre todo 
con la convicción del Gobierno sobre la necesidad de fa-
cilitarlo y de intentar llegar a consensos. En definitiva, en 
mucho depende de la verdadera vocación democrática 
del Gobierno, con miras a cumplir de buena fe con sus 
obligaciones derivadas de sus compromisos internaciona-
les, pero más importante, con el afán de enriquecer la vi-
sión sobre los temas de interés nacional y lograr goberna-
bilidad. No se trata de cumplir con un aspecto meramente 
formal y, menos aún, de pretender hacerlo mediante la 
convocatoria de entidades sin representatividad alguna, o 
peor, constituidas arbitrariamente para el efecto, mos-
trando una vocación de diálogo que no se tiene. Preocupan 
las declaraciones del Gobierno de hace unos minutos, en 
donde claramente las están validando como organizacio-
nes representativas de empleadores. Los miembros em-
pleadores reiteraron que el Gobierno no puede sustraerse 
del cumplimiento de sus obligaciones por el solo hecho 

que uno o ambos actores sociales pudiera resultar un in-
terlocutor incómodo, por intentar defender sus legítimos 
intereses. Esta Comisión no puede dejar inadvertida una 
situación como la referida en este caso en los términos más 
severos; esto contribuiría a la destrucción del diálogo so-
cial y a la pérdida de confianza en los mecanismos de con-
trol. En esta ocasión se discrimina a los empleadores de El 
Salvador, luego podrían ser los trabajadores o los emplea-
dores de cualquier parte del mundo. Desde el año pasado 
que discutimos este caso y desde que la misión de contac-
tos directos emitió sus recomendaciones, no se aprecia en 
el Gobierno la voluntad de cumplir a cabalidad y de buena 
fe con sus obligaciones derivadas del Convenio. Es deber 
de la Comisión recordarle en términos muy claros, la ne-
cesidad de que modifique su actitud y que la adecue a de-
recho. Por lo anterior, los miembros empleadores pidieron 
que: i) en las conclusiones de este caso se destaque la gra-
vedad de la situación del diálogo social en el país; ii) que 
se urja nuevamente al Gobierno para que reactive sin de-
mora el CST, a través de las organizaciones más represen-
tativas de trabajadores y de empleadores y mediante el diá-
logo social, a fin de asegurar su pleno funcionamiento; 
igualmente, iii) que sin demora alguna desarrolle, en con-
sulta con los actores sociales, reglas claras, estables y con-
forme a derecho para la reactivación y pleno funciona-
miento del CST. Además se le debe urgir al Gobierno: 
i) que se abstenga de interferir en la constitución de las 
organizaciones de empleadores y que facilite, de confor-
midad con la ley, la debida representación de las organi-
zaciones legítimas de empleadores, emitiendo las creden-
ciales correspondientes; ii) que nombre sin demora a los 
representantes de las organizaciones legítimas de los em-
pleadores en los foros de diálogo social en donde tales de-
signaciones están pendientes de realizarse, y iii) que haga 
un llamado para que acepte la cooperación técnica de la 
Oficina. Finalmente, por la gravedad del caso, los miem-
bros empleadores pidieron que las presentes conclusiones 
figuren en un párrafo especial del informe de la Comisión. 

Los miembros trabajadores reconocieron los esfuerzos 
realizados por el Gobierno para cumplir con el Convenio. 
En años anteriores, la asistencia técnica brindada por la 
OIT y una misión de contactos directos contribuyeron 
realmente a infundir confianza y reforzar el diálogo social 
tripartito en El Salvador. Sin embargo, aún quedan defi-
ciencias significativas que es preciso subsanar sin demora. 
Por desgracia, los interlocutores sociales se han visto pri-
vados durante demasiado tiempo de la oportunidad de dar 
su opinión acerca de los instrumentos adoptados por la 
OIT. Por lo tanto, los miembros trabajadores instaron al 
Gobierno a que cree inmediatamente las condiciones pro-
picias para que las consultas pertinentes tengan lugar. A 
pesar de cierto compromiso por parte del Gobierno, siguen 
cuestionándose los criterios y procedimientos que se apli-
can para elegir a los representantes de los trabajadores en 
el CST. La misión de contactos directos que visitó el país 
en julio de 2017 formuló recomendaciones al Gobierno, 
que el Grupo de los Trabajadores apoya plenamente. La 
misión señaló la necesidad de realizar consultas adecuadas 
con las confederaciones y federaciones interesadas para 
determinar unos procedimientos de elección de carácter 
estable en función de criterios de representatividad preci-
sos, objetivos y preestablecidos. Además, la misión reco-
mendó la creación de un grupo de trabajo abierto a todas 
las confederaciones y las federaciones registradas, para 
definir de forma conjunta criterios y procedimientos claros 
y duraderos para la designación de sus representantes. La 
OIT está brindando asistencia técnica en la actualidad con 
vistas a entablar consultas con los interlocutores sociales 
para reformar los reglamentos del CST de cara a aplicar 
esas recomendaciones. Tanto los empleadores como las 
autoridades gubernamentales deben respetar ese proceso y 
las decisiones tomadas por los trabajadores para permitir 
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que el CST empiece a funcionar por fin. A este respecto, 
deben tomarse todas las medidas necesarias, como reco-
mienda la Comisión de Expertos, con miras a investigar y 
resolver todas las acusaciones de injerencia en el CST. El 
Grupo de los Empleadores destacó los problemas a los que 
se enfrentaba con respecto a diversos órganos a escala na-
cional y las acusaciones de injerencia del Gobierno. Ex-
presó la esperanza de que el Gobierno colabore con los 
empleadores lo antes posible para encontrar una solución 
satisfactoria. Sin embargo, cabe indicar que estos órganos 
no se ocupan de las cuestiones enumeradas en el artículo 
5 del Convenio y, por lo tanto, éstos no deben distraer la 
atención de las demás cuestiones examinadas, que revisten 
una gran importancia. Una vez más, instaron al Gobierno 
a que colabore con la OIT mediante la asistencia técnica 
para que, después de mucho tiempo de espera, se consiga 
al fin avanzar en este asunto.  

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por la representante gubernamental y de la discusión 

que tuvo lugar a continuación. 
La Comisión observó con preocupación que el diálogo so-

cial funciona de forma deficiente y se incumplen las disposi-

ciones del Convenio. 
Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión, la Comisión instó al Gobierno a que: 

■ se abstenga de interferir en la constitución de las orga-
nizaciones de empleadores y facilite, de conformidad con 
la Ley, la debida representación de las organizaciones 

legítimas de empleadores, emitiendo las credenciales co-
rrespondientes; 

■ elabore normas claras, objetivas, previsibles y jurídica-

mente vinculantes en consulta con los interlocutores so-
ciales para asegurar la reactivación y el pleno funciona-
miento del Consejo Superior del Trabajo; 

■ reactive nuevamente y sin demora el Consejo Superior 
del Trabajo por medio de las organizaciones más repre-
sentativas de trabajadores y de empleadores y a través 

del diálogo social, y garantice el pleno funcionamiento 
de dicho órgano; 

■ designe sin dilación a representantes de las organizacio-

nes patronales más representativas en el Consejo Supe-
rior del Trabajo en los casos en que dichos nombramien-
tos no se hayan realizado, y 

■ recurra a la asistencia técnica de la OIT. 
La Comisión recomienda al Gobierno que presente una 

memoria detallada a la Comisión de Expertos antes de su 

próxima reunión, que se celebrará en noviembre de 2018. 
Una representante gubernamental tomó nota de las con-

clusiones y reiteró que el Gobierno está firmemente com-
prometido con el fiel cumplimiento del Convenio. El Go-
bierno ha impulsado el diálogo social tripartito en la 
agenda nacional para el logro de la justicia social y laboral 
y seguirá realizando las gestiones de cooperación técnica 
para que los interlocutores sociales tengan las herramien-
tas técnicas para su ejercicio. En El Salvador, existe la li-
bertad de organización; no se niega a nadie ese derecho, y 
las gremiales que representan el sector empresarial tienen 
participación activa y garantizada en todos los espacios 
tripartitos y en casi todos los espacios paritarios. En el 
caso del Consejo Superior del Trabajo, el reglamente es-
tablece la participación de las gremiales de la ANEP 
(CASALCO, CAMAGRO, Cámara de Comercio y ASI) 
— y de la misma ANEP — las cuales, a pesar de no haber 
asistido a la sesión de instalación, ya han enviado sus re-
presentantes para participar en dicha instancia. A diferen-
cia del sector laboral, que no cuenta con un procedimiento 
de elección, no existe ningún impedimento para la delega-
ción del sector empresarial. La oradora celebró la existen-
cia de los órganos de control que acompañan a los países 
en el cumplimiento de los Convenios. Asimismo, éstos no 

deberían utilizarse como espacios para abordar desacuer-
dos que se pueden resolver, precisamente, a través de la 
participación activa y efectiva en las instancias que ya es-
tán estructuradas para ello. Agradeció a los oradores que 
reconocieron las gestiones realizadas por el Gobierno para 
avanzar en el cumplimiento del Convenio así como la 
cooperación técnica recibida de la Oficina. 

SERBIA (ratificación: 2005) 

Una representante gubernamental indicó que el diálogo 
social a nivel nacional es un proceso tripartito entre los 
representantes de los empleadores, de los trabajadores y 
gubernamentales, y que la negociación colectiva y la labor 
de los consejos sociales y económicos son las formas más 
importantes de diálogo social. Las bases del diálogo social 
se establecieron en el Código del Trabajo, fundamental-
mente con respecto a la constitución de sindicatos y de 
asociaciones de empleadores, y al método y los requisitos 
para determinar su representatividad. El establecimiento 
del Consejo Económico y Social de la República de Serbia 
(SEC) en 2004 creó las condiciones para un diálogo social 
más fructífero a escala nacional. El diálogo social se pro-
mueve a través de reuniones del personal periódicas y de 
las sesiones del SEC. En 2018, se celebraron cuatro sesio-
nes del SEC, y ocho en 2017. Con respecto a las observa-
ciones formuladas por los interlocutores sociales acerca de 
que los proyectos de ley no se han sometido a consulta, la 
oradora explicó que, en 2017, se comunicaron al SEC las 
siguientes leyes y otros actos normativos que habían sido 
elaborados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Asun-
tos Veteranos y Sociales (en adelante, el Ministerio de 
Trabajo), para su consideración y opinión: 1) el proyecto 
de ley para enmendar la Ley sobre la Solución Pacífica de 
Conflictos Laborales; 2) el proyecto de ley para enmendar 
el Código del Trabajo; 3) la propuesta de un reglamento 
para enmendar el Reglamento sobre exámenes médicos 
previos y periódicos de los trabajadores ocupados expues-
tos a un mayor riesgo, y 4) la propuesta de un reglamento 
para la adquisición de nuevos conocimientos sobre la se-
guridad y salud en el trabajo. Además, también en 2017, 
el SEC consideró los siguientes proyectos de ley elabora-
dos por el Ministerio de Administración Estatal y de Au-
togobierno Local: 1) el proyecto de ley sobre los salarios 
de los funcionaros públicos y los empleados estatales en 
las autoridades provinciales autónomas y las unidades de 
la administración local; 2) el proyecto de ley sobre los tra-
bajadores en los servicios públicos, y 3) el proyecto de ley 
para la enmienda de la Ley sobre el Sistema de Salarios 
del Sector Público. Además del SEC establecido a nivel 
nacional, existen consejos sociales y económicos al nivel 
de los territorios autónomos y de la administración local. 
En el registro mantenido por el Ministerio de Trabajo fi-
guran 19 consejos. Una de las formas más importantes de 
diálogo social es la negociación colectiva. Las enmiendas 
al Código del Trabajo introducidas en julio de 2014 tuvie-
ron por objeto fomentar el diálogo social y la negociación 
colectiva a fin de concluir convenios colectivos a todos los 
niveles (a nivel de la empresa, de la industria, de la admi-
nistración local y a nivel nacional). Los representantes gu-
bernamentales participan en los procedimientos de nego-
ciación en relación con convenios colectivos que se apli-
can a empresas públicas y corporativas financiadas por la 
República, y para los convenios colectivos especiales que 
se aplican a empresas públicas y servicios públicos. En la 
actualidad, 17 convenios colectivos especiales y cinco 
acuerdos que cubren distintos sectores económicos están 
registrados por el Ministerio de Trabajo y han sido publi-
cados en el Boletín Oficial. Por ejemplo, se han concluido 
convenios colectivos especiales que se aplican a institu-
ciones en el ámbito de la salud, la cultura, la protección 
social, así como aquéllos que se aplican a los trabajadores 
de las escuelas elemental y secundaria y de las residencias 
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de estudiantes, los policías, las autoridades estatales, y las 
instituciones preescolares. Asimismo, se han concluido 
convenios colectivos que cubren distintos sectores econó-
micos, tales como la industria química y la industria no 
metalúrgica, la agricultura, la alimentación, el tabaco y la 
gestión del agua, la construcción y los materiales de cons-
trucción, y el mantenimiento de carreteras. 

Con respecto a la observación acerca de que se ha ex-
cluido a los interlocutores sociales del proceso de redac-
ción de la legislación laboral y social, la oradora reiteró 
que el diálogo social es una parte muy importante del pro-
ceso de elaboración de leyes. En consonancia con el plan 
de trabajo del Gobierno para 2016-2018, está elaborán-
dose un marco jurídico sobre las huelgas y la solución pa-
cífica de conflictos laborales. El grupo de trabajo ha estado 
integrado por representantes de los sindicatos y de las aso-
ciaciones de empleadores a nivel nacional, y por miem-
bros del SEC. En la sesión de 28 de diciembre de 2017, el 
Gobierno finalizó un proyecto de ley para enmendar la 
Ley sobre la Solución Pacífica de Conflictos Laborales, y 
lo comunicó a la Asamblea Nacional para su adopción. La 
discusión pública sobre el proyecto de ley de huelga se fi-
nalizó el 10 de mayo de 2018, y se están realizando otras 
actividades para que este proyecto de ley sea adoptado por 
el Gobierno. En respuesta a las observaciones formuladas 
por los interlocutores sociales acerca de que el Comité de 
Representatividad dejó de funcionar en mayo de 2017, la 
oradora señaló que dado que el nuevo Gobierno se había 
constituido el 29 de junio de 2017, el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Avances Tecnológicos, el Ministerio de 
Trabajo y el Ministerio de Salud habían tenido que desig-
nar nuevos representantes. Tras su designación el 19 de 
abril de 2018, el Comité de Representatividad celebró su 
primera sesión el 7 de mayo de 2018. Por lo referente a las 
observaciones formuladas por los interlocutores sociales 
acerca de que no se han celebrado consultas sobre las nor-
mas internacionales del trabajo, la oradora señaló que di-
chas consultas han tenido lugar con regularidad. El ejem-
plo más evidente de los resultados de las consultas es la 
ratificación del Convenio sobre la protección de la mater-
nidad, 2000 (núm. 183). Este Convenio se ratificó tras la 
reunión entre los representantes gubernamentales y los re-
presentantes sindicales. El proceso de ratificación ha co-
menzado por iniciativa de la Confederación Sindical «Ne-
zavinost», con el apoyo de la Confederación de Sindicatos 
Autónomos de Serbia, y de las asociaciones de empleado-
res. Todas las memorias sobre la aplicación de los conve-
nios de la OIT se han comunicado a los interlocutores so-
ciales anualmente, para que den a conocer su opinión y 
formulen observaciones. El Gobierno remite oportuna-
mente a la OIT todos los comentarios recibidos. A fin de 
preparar a la delegación de la República de Serbia para la 
Conferencia Internacional del Trabajo, el Gobierno ha en-
viado los siguientes documentos al SEC: la carta de invi-
tación; información sobre la Conferencia y las directrices 
para la participación, y una solicitud dirigida al SEC para 
que transmita al Gobierno información sobre los delega-
dos de los interlocutores sociales ante la Conferencia. 
Además, el Gobierno ha proporcionado los siguientes do-
cumentos de la OIT a los interlocutores sociales: el texto 
de la Recomendación sobre el empleo y el trabajo decente 
para la paz y la resiliencia, 2017 (núm. 205), reciente-
mente adoptada, y un cuestionario sobre la aplicación de 
la Recomendación sobre los pisos de protección social, 
2012 (núm. 202). El SEC se ha reunido en dos ocasiones, 
en marzo y abril de 2018, en relación con la participación 
en la Conferencia Internacional del Trabajo. 

Los miembros trabajadores recordaron la necesidad de 
organizar el diálogo social de manera efectiva para poder 
abordar todos los problemas que pueden surgir en el ám-
bito de la aplicación de los instrumentos internacionales 
del trabajo. En efecto, el diálogo social se encuentra de 

manera transversal en todos los instrumentos de la OIT, en 
particular en el presente Convenio, que aborda directa-
mente la cuestión del diálogo social en el marco de las 
consultas tripartitas relativas a las normas internacionales 
del trabajo. Este Convenio goza de una gran adhesión de 
los Estados Miembros de la OIT puesto que, hasta la fecha, 
cuenta con 140 ratificaciones. Subrayaron que se ha lle-
vado a cabo una campaña de ratificación encaminada a lo-
grar la ratificación universal del Convenio núm. 144 
cuando se celebre el centenario de la OIT. Los Estados que 
aún no lo han hecho deberían emprender un proceso de 
ratificación del Convenio núm. 144. En efecto, si bien la 
ratificación de este Convenio es esencial, su cumplimiento 
en la legislación y en la práctica es más importante toda-
vía. La aplicación por parte de Serbia del Convenio que 
ratificó en 2005 ha sido problemática. Al tratarse de una 
ratificación relativamente reciente, los incumplimientos 
observados tal vez se deban a la relativa juventud de la 
ratificación. Este Convenio, que consagra los principios 
fundamentales del diálogo social, parece tener dificultades 
para encontrar eco en Serbia. En efecto, según los interlo-
cutores sociales, la concertación social se ha reducido al 
mínimo estrictamente necesario a todos los niveles. Si 
bien el objetivo de este Convenio es promover consultas 
tripartitas efectivas, debe reconocerse que, a día de hoy, 
Serbia dista mucho de lograr este objetivo. No pueden ce-
lebrarse consultas efectivas, conforme a los requisitos del 
Convenio, reduciendo el diálogo social al mínimo. A este 
respecto, los interlocutores sociales señalan que, de ma-
nera general, no todos los proyectos de ley en el ámbito de 
la legislación laboral o social se someten al órgano de con-
sulta competente en la materia. Es difícil imaginar que no 
ocurra lo mismo con todos los elementos que deben some-
terse obligatoriamente a consulta con los interlocutores so-
ciales en virtud del artículo 5 del Convenio. En efecto, to-
dos los proyectos se someten directamente a la Asamblea 
Legislativa sin consultar previamente al órgano tripartito 
consultivo competente. El artículo 2, párrafo 1, del Con-
venio prevé que todo Estado Miembro se compromete a 
poner en práctica procedimientos que aseguren consultas 
tripartitas efectivas, y éste ya no parece ser el caso en Ser-
bia. Si el Gobierno tuviera que establecer o restablecer ta-
les procedimientos, deberá consultar a tal efecto a las or-
ganizaciones representativas de trabajadores y de emplea-
dores, conformemente a lo dispuesto en el artículo 2, pá-
rrafo 2, del Convenio. En este sentido, las organizaciones 
representativas de trabajadores indican que su represen-
tante ya no está autorizado a participar en la redacción de 
las leyes en el ámbito de la legislación laboral y social. 
Esta situación se suma a la falta de diálogo con los inter-
locutores sociales, en particular con las organizaciones de 
trabajadores. Se había establecido un Comité de Represen-
tatividad a fin de determinar la representatividad de las or-
ganizaciones de trabajadores y de empleadores, pero éste 
cesó sus actividades en mayo de 2017. Según los interlo-
cutores sociales, la paralización de este Comité ha afec-
tado considerablemente al diálogo social y ha dado lugar 
a que el Gobierno sea ahora el que define la representati-
vidad de las organizaciones. Las decisiones del Gobierno 
en materia de representatividad se toman sin consultar al 
comité. Es evidente que este procedimiento, aplicado pro-
bablemente debido a la disfunción del órgano competente 
en la materia, debería ser objeto de consultas con los in-
terlocutores sociales.  

Contrariamente a lo dispuesto en el artículo 5, párrafo 2, 
del Convenio, al parecer no se ha fijado ningún programa 
de común acuerdo con los interlocutores sociales para ga-
rantizar la celebración de consultas tripartitas a intervalos 
apropiados sobre las cuestiones objeto de este Convenio. 
Debido a la ausencia de consultas periódicas, las consultas 
tienen lugar demasiado tarde, o nunca. Por consiguiente, 
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se instó al Gobierno a revisar, en concertación con los in-
terlocutores sociales, los procedimientos aplicables en la 
materia. En vista de las dificultades observadas, conven-
dría que el Gobierno inste a la autoridad competente a ela-
borar un informe anual sobre el funcionamiento de los pro-
cedimientos de consulta de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 6 del Convenio. Incumbe al Gobierno garan-
tizar que la autoridad competente disponga de todos los 
medios necesarios para preparar dicho informe. Éste ana-
lizará efectivamente la situación y permitirá prever la re-
visión de todos los elementos que paralizan el diálogo so-
cial en este país. Serbia ya se beneficia de un programa de 
asistencia técnica de la OIT cuyo objetivo es precisamente 
fortalecer las capacidades de la autoridad competente en 
materia de consultas tripartitas. Es importante evaluar los 
progresos realizados en este ámbito y alentar el recurso a 
esta asistencia. La OIT también organizó un taller tripar-
tito en Belgrado en 2017 para impartir formación a los in-
terlocutores tripartitos sobre la manera de aplicar el Con-
venio. A pesar de esta asistencia, de las observaciones for-
muladas por la Comisión de Expertos se desprenden cla-
ramente numerosos incumplimientos de este Convenio. 
Los miembros trabajadores estimaron que la situación 
puede mejorar significativamente si el Gobierno despliega 
esfuerzos en este sentido. Las medidas que deben adop-
tarse para superar las dificultades observadas y restablecer 
consultas tripartitas efectivas no son excesivamente com-
plejas y sólo requieren un mínimo de voluntad política. 

Los miembros empleadores subrayaron la importancia de 
que los Estados respeten este Convenio de gobernanza. 
Serbia ratificó el Convenio el 13 de mayo de 2005 y, hasta 
la fecha, la Comisión de Expertos ha formulado siete co-
mentarios al respecto, los tres últimos en 2012, 2015 y 
2017. En 2001, el SEC se creó como órgano consultivo 
tripartito. La legislación prevé que los interlocutores so-
ciales estén representados en pie de igualdad junto con una 
delegación gubernamental. Por lo tanto, el SEC emerge 
entonces como el órgano nacional competente por exce-
lencia para asumir la función consultiva sobre los instru-
mentos de la OIT. Sin embargo, todo apunta a que las au-
toridades rara vez recurren a él, sobre todo en lo que res-
pecta a las obligaciones previstas en el Convenio. Es evi-
dente que el contenido, el procedimiento, los plazos de 
consulta, los resultados y la frecuencia de estas consultas 
siguen planteando interrogantes. Los miembros emplea-
dores expresaron su preocupación por las conclusiones al-
canzadas por la Comisión de Expertos. Tomando nota de 
las explicaciones proporcionadas por el Gobierno, señala-
ron que deben adoptarse medidas concretas para aplicar el 
Convenio a nivel nacional.  

Los miembros empleadores consideran que este Conve-
nio es de suma importancia, ya que el tripartismo, consa-
grado en la Constitución de la OIT, es uno de los pilares 
de la Organización. Es lo que la distingue de otras organi-
zaciones internacionales. Una de las virtudes del Conve-
nio es su flexibilidad, ya que permite que tanto la natura-
leza como la forma de los procedimientos de consulta se 
determinen en función de la práctica nacional. Así pues, 
los objetivos del Convenio pueden alcanzarse por medio 
de una gran variedad de procedimientos y métodos de con-
sulta tripartita. Ahora bien, para que tengan sentido, las 
consultas no deben ser meras formalidades, sino que de-
ben recibir toda la atención de las organizaciones repre-
sentativas de empleadores y de trabajadores para ayudar al 
Gobierno a tomar una decisión. En este sentido, el tripar-
tismo no es un camino fácil. Requiere el establecimiento 
de medios de información adecuados para que las organi-
zaciones dispongan de los datos necesarios para efectuar 
consultas, intercambiar información sobre las distintas 
opiniones y solucionar conflictos teniendo en cuenta las 
posiciones de los interlocutores sociales antes de tomar la 
decisión final. Es esencial que las decisiones esenciales 

del Gobierno relativas a sus obligaciones para con la OIT 
tengan en cuenta las opiniones expresadas por los emplea-
dores y los trabajadores. Por último, en el artículo 5, pá-
rrafo 2, del Convenio se prevé la celebración de consultas 
al menos una vez al año. Es difícil imaginar que puedan 
celebrarse con menos frecuencia, habida cuenta de la di-
versidad de cuestiones que justifican la celebración de 
consultas en diferentes períodos del año. Aunque los go-
biernos no tienen la obligación de presentar memorias 
anuales sobre el funcionamiento de este procedimiento, sí 
tienen la obligación de celebrar consultas sobre la oportu-
nidad de tales memorias. Dicho esto, las obligaciones de 
los gobiernos en materia de presentación de memorias son 
onerosas y a veces retrasan o acortan el plazo para la cele-
bración de consultas tripartitas, o incluso impiden que és-
tas tengan lugar en los plazos establecidos. Los miembros 
empleadores apoyan toda iniciativa que permita aligerar la 
carga administrativa de los gobiernos, manteniendo al 
mismo tiempo la calidad de la información proporcionada 
por los mismos. Esta racionalización facilitará la buena 
marcha de las consultas tripartitas. Con respecto a los di-
versos comentarios formulados por la Comisión de Exper-
tos, los miembros empleadores recordaron que las consul-
tas tripartitas del Gobierno no pueden limitarse a un texto 
legal o a una consulta puramente formal. Así pues, no 
basta con organizar el viaje de las delegaciones de emplea-
dores y trabajadores para que participen en la Conferencia 
Internacional del Trabajo, ni con presentar proforma, de 
manera selectiva o a última hora, notas generales inade-
cuadas para una consulta de calidad. Por el contrario, debe 
llevarse a cabo un proceso fundamental de consulta efec-
tiva. Algunas de las cuestiones examinadas por la Comi-
sión de Expertos se han planteado en reiteradas ocasiones. 
Por lo tanto, es importante que el Gobierno facilite por es-
crito información detallada y útil sobre el funcionamiento 
efectivo del SEC. 

El miembro trabajador de Serbia indicó que la Ley sobre 
el Consejo Económico y Social establece que el SEC es un 
órgano independiente, integrado por representantes guber-
namentales y representantes de las asociaciones represen-
tativas de empleadores y de trabajadores. Con arreglo a 
dicha ley, el SEC debería pronunciarse sobre cuestiones 
como el desarrollo y la mejora de la negociación colectiva, 
el impacto de la política económica y las medidas para su 
aplicación en lo que respecta al desarrollo social y la esta-
bilidad, la política del empleo, las políticas salariales y de 
precios, la competencia y la productividad, la privatiza-
ción y otras cuestiones en materia de ajustes estructurales, 
la protección de las condiciones de vida y de trabajo, la 
educación y la formación profesional, la atención de salud 
y el bienestar social, las tendencias demográficas y otras 
cuestiones. Los miembros del SEC deberían adoptar sus 
decisiones por consenso. En relación con la aplicación del 
Convenio, el orador denunció que los proyectos de ley so-
bre cuestiones laborales y sociales o los que regulan el de-
recho a trabajar no se someten al SEC para su examen. En 
lugar de ello, el Gobierno presenta directamente estos pro-
yectos a la Asamblea Nacional. A lo largo de 2017, se pre-
sentaron 18 proyectos a la Asamblea Nacional sin haber 
realizado consultas previas con el SEC ni haber solicitado 
su participación. En lo que respecta a la representatividad, 
el orador indicó que, con arreglo al artículo 224 del Có-
digo del Trabajo, la representatividad de un sindicato a ni-
vel nacional la determina el Ministro a propuesta del Co-
mité de Representatividad. Este Comité debería estar com-
puesto por tres representantes del Gobierno, tres represen-
tantes de los sindicatos y tres representantes de la asocia-
ción de empleadores. Señaló que el Comité no dejó de fun-
cionar entre mayo de 2017 y abril de 2018 porque el Go-
bierno no había designado a sus representantes. Además, 
en julio de 2014, se enmendó el artículo 229 del Código 
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del Trabajo, que ahora dispone que el Comité de Repre-
sentatividad únicamente puede funcionar y adoptar pro-
puestas si están presentes en la reunión al menos dos ter-
cios de sus miembros (antes de la enmienda, todas las de-
cisiones tenían que adoptarse por consenso). En conse-
cuencia, habida cuenta de que aliándose con la asociación 
representativa de empleadores el Gobierno puede realizar 
propuestas y tomar decisiones sin contar con él, el sindi-
cato representativo no tiene el mismo estatus como inter-
locutor social en el Comité, contrariamente a lo dispuesto 
en el Convenio. Con arreglo al artículo 229, párrafo 7, del 
Código del Trabajo en su versión enmendada, el Gobierno 
se ocupa de la determinación de la representatividad, ya 
que el Ministro puede tomar decisiones al respecto sin so-
licitar el asesoramiento del Comité de Representatividad. 
En lo respecta a los convenios colectivos sectoriales, el 
orador lamentó que son inexistentes en el sector industrial, 
o los que se suscriben no se aplican o no consiguen la apro-
bación para ser extendidos. Además, en Serbia no hay or-
ganizaciones de empleadores que cumplan con el requisito 
de representatividad previsto en el Código del Trabajo en 
su versión enmendada (más del 50 por ciento de trabaja-
dores en un determinado sector), y los convenios colecti-
vos no pueden aplicarse sin que su efecto sea extendido. 
Por consiguiente, el orador pidió al Gobierno que: i) intro-
duzca en su Reglamento una disposición a fin de que un 
proyecto de ley no pueda presentarse al Gobierno para su 
examen si no va acompañado de un dictamen del SEC, y 
ii) garantice la plena aplicación del Convenio mediante la 
enmienda de las leyes pertinentes. 

La miembro empleadora de Serbia puso de relieve que en 
el Convenio se pide promover «consultas efectivas» para 
intercambiar opiniones antes de que el Gobierno adopte 
una decisión final. Nunca se ha proporcionado informa-
ción a la Asociación de Empleadores de Serbia (SAE) de 
la mayoría de los temas cubiertos por el Convenio. No se 
han intercambiado opiniones con los empleadores ni se les 
ha consultado. Por ejemplo, Serbia ratificó el Convenio en 
2005, y desde entonces, se han ratificado otros seis conve-
nios sin celebrar consultas con los interlocutores sociales 
acerca de los beneficios de la ratificación, las mejoras pre-
vistas o los cambios necesarios en la legislación nacional. 
Las leyes relacionadas con la ratificación se presentan di-
rectamente a la Asamblea Nacional. Por lo tanto, no se 
brinda a los empleadores la oportunidad de expresar su 
opinión sobre asuntos relativos a las actividades de la OIT. 
Asimismo, la concesión de tiempo suficiente para exami-
nar la información también es importante. En las solicitu-
des enviadas por el Gobierno para que las organizaciones 
de trabajadores y de empleadores formulen comentarios 
sobre los convenios ratificados, los plazos establecidos 
para que las organizaciones respondan son sumamente 
cortos. En respuesta a las quejas presentadas por los inter-
locutores sociales al respecto, el Gobierno ha introducido 
una práctica que consiste en conceder tiempo adicional si 
se solicita. Posteriormente, el Gobierno ha dejado de soli-
citar comentarios. En 2017, teniendo presente el plazo es-
tablecido por la OIT, la SAE preparó sus comentarios de 
manera oportuna y los envió directamente a la OIT. El al-
cance de las cuestiones que debían ser objeto de consultas 
tripartitas se estableció de manera selectiva. Los comenta-
rios del Gobierno sobre los textos propuestos que debía 
examinar la Comisión de Aplicación de Normas tenían la 
forma de un documento denominado «Plataforma». No 
obstante, este documento sólo contenía notas generales y 
breves descripciones del orden del día de la reunión de la 
Conferencia y las comisiones pertinentes, y no incluía nin-
guna observación sobre la posición del Gobierno con res-
pecto a los puntos del orden del día. No había nada que 
comentar ni agregar. Los interlocutores sociales sólo reci-
bieron la Plataforma de este año el 25 de mayo de 2018, y 
no se ha proporcionado ninguna información sobre Serbia 

que figure en la lista preliminar de casos que debe exami-
nar la Comisión. La Conferencia figura en el orden del día 
del CES, el órgano nacional tripartito, pero sólo para ob-
tener la aprobación formal de la composición de la dele-
gación. Además, el Gobierno no ha enviado solicitudes de 
consulta sobre la denuncia de los convenios ratificados, ni 
siquiera en el caso de la denuncia automática, por ejemplo, 
cuando el Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006 
(MLC, 2006) se ratificó en 2006. No se han celebrado con-
sultas relativas al examen de los convenios no ratificados 
o a las recomendaciones a las que aún no se ha dado efecto. 
En cuanto a las memorias sobre los convenios ratificados 
y no ratificados, aparte del corto plazo que se suele dar, lo 
cual puede suceder durante el período vacacional, la ora-
dora señaló que no tiene conocimiento de ninguna de «las 
cuestiones que puedan plantear las memorias que hayan 
de comunicarse» a la Oficina, tal como se establece en el 
artículo 5, d) del Convenio. Nunca se ha brindado la opor-
tunidad a los empleadores de leer todos los comentarios 
formulados por el Gobierno, los sindicatos y los emplea-
dores en un solo documento. Asimismo, jamás han reci-
bido las copias finales de las memorias que se han enviado 
a la OIT sobre los convenios ratificados o no ratificados, 
de conformidad con el artículo 23, párrafo 2, de la Consti-
tución de la OIT. Asimismo, nunca se han celebrado con-
sultas después de la Conferencia relacionadas con las con-
clusiones o las decisiones de sus comisiones, ni siquiera 
cuando Serbia ha sido objeto de debate. En 2017, la SAE 
presentó una queja a la Comisión de Verificación de Po-
deres. Sin embargo, sólo después de que los empleadores 
tomaron la iniciativa, se celebró un debate durante una 
reunión del SEC sobre la petición realizada por dicha Co-
misión al Gobierno para que actué de conformidad con la 
Constitución de la OIT. Los comentarios del Gobierno han 
revelado que no ha tenido en cuenta la petición y que no 
tiene la intención de hacerlo en el futuro.  

La naturaleza y la forma de las consultas deben determi-
narse de conformidad con la práctica nacional. Tal como 
se explica más detalladamente en la Recomendación sobre 
la consulta tripartita (actividades de la Organización Inter-
nacional del Trabajo), 1976 (núm. 152), el Gobierno 
puede celebrar consultas de la manera más eficiente en 
cuanto al tiempo y sin burocracia, tomando en considera-
ción la eficacia en función de los costos. Las consultas ten-
drán que estar relacionadas con las normas de la OIT, ser 
eficaces y realizarse antes de poder adoptar una decisión, 
y se deberían celebrar por lo menos una vez al año. En 
Serbia existe un órgano tripartito nacional con una repre-
sentación equitativa del Gobierno, los sindicatos y los em-
pleadores (el SEC), que se estableció en 2001 sobre la base 
de un acuerdo suscrito por los tres interlocutores sociales. 
La finalidad del SEC es propiciar la buena marcha del diá-
logo tripartito a nivel nacional. Teniendo en cuenta el ob-
jetivo y la composición de dicho Consejo, la oradora es-
timó que debería considerarse como el órgano para cele-
brar los debates y las consultas entre los interlocutores so-
ciales, de conformidad con el Convenio, y no debe única-
mente utilizarse para la aprobación formal de la composi-
ción de la delegación enviada a la Conferencia. Con rela-
ción a la falta de determinados intervalos para las consul-
tas sobre las cuestiones relacionadas con el Convenio, la 
capacidad administrativa de los tres mandantes no corres-
ponde con el alcance y la diversidad de sus tareas. Por ello, 
conviene establecer intervalos para las consultas. Esto per-
mitirá conceder suficiente tiempo para la planificación y 
la preparación, teniendo en cuenta en particular que, por 
una parte, el ciclo de presentación de memorias y los pla-
zos introducidos por la OIT, así como los temas de la Con-
ferencia se conocen con antelación, y, por otra, el SEC se 
reúne periódicamente. Serbia está plenamente dotada de 
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un excelente marco para aplicar el Convenio y la Reco-
mendación núm. 152, pero existe una falta de voluntad 
para utilizar dicho marco. 

La miembro trabajadora de Suecia, hablando en nombre 
de los miembros trabajadores de los países nórdicos y el 
Reino Unido, destacó la importancia de las consultas tri-
partitas, que permiten incorporar plenamente a los repre-
sentantes de los trabajadores y de los empleadores en los 
procesos legislativos y al aplicar las normas internaciona-
les del trabajo. Las consultas tripartitas, según lo dispuesto 
en el Convenio, son el pilar de la OIT y de sus mecanismos 
de supervisión. Éstas pueden celebrarse en diversas for-
mas, pero deben ajustarse a las condiciones establecidas 
previamente en el país de que se trate. La oradora se refirió 
a título ejemplificativo al Comité Económico y Social Eu-
ropeo (CESE), un órgano consultivo de la Unión Europea 
(UE) integrado por representantes de las organizaciones 
de trabajadores y de empleadores que emite sus opiniones 
sobre proyectos legislativos e iniciativas normativas perti-
nentes de la UE. Además, una de las prioridades de la UE 
es promover el diálogo social, como lo demuestra el pilar 
europeo de derechos sociales, que promueve el diálogo so-
cial entre sus 20 principios. Conforme a este pilar, se debe 
consultar con los interlocutores sociales la elaboración y 
la aplicación de políticas económicas, de empleo y socia-
les, y se les alienta a que negocien y celebren convenios 
colectivos. En este contexto, la UE ha establecido como 
una de sus prioridades el fomento de una cooperación más 
estrecha con los Balcanes Occidentales, en particular con 
Serbia. Este país se ha comprometido en tiempos recientes 
a cooperar de esa manera como parte de sus esfuerzos para 
ser admitido en la UE. Destacando que el diálogo social es 
uno de los valores fundamentales de la UE, la oradora 
instó al Gobierno a que cumpla las normas internacionales 
del trabajo, en particular el Convenio, demostrando así su 
verdadero compromiso en la práctica. 

Una observadora, que representa a la Internacional de la 
Educación (IE), recordó que el Convenio es la piedra an-
gular del tripartismo. El Sindicato de Docentes de Serbia 
(TUS) está afiliado a la IE y desea que las reivindicaciones 
y expectativas de sus miembros sean consideradas en las 
negociaciones colectivas. Se han concluido convenios co-
lectivos en todos los sectores de la educación, a excepción 
de la enseñanza superior en la que las negociaciones co-
menzaron en 2015 y aún no se han concluido. Así pues, 
los docentes de la enseñanza superior no tienen los mis-
mos derechos que sus colegas. Esta situación plantea pro-
blemas desde el punto de vista de la democracia y la igual-
dad. Según el TUS, varios ministros que participan en las 
negociaciones obstaculizan los acuerdos, a saber, el Mi-
nistro de Educación y también los Ministros del Trabajo y 
de Finanzas que hacen referencia en particular a un pro-
blema de financiamiento. Sin embargo, una educación de 
calidad es de vital importancia para el desarrollo econó-
mico y social, y requiere una inversión de parte del Estado 
como lo preconizan las recomendaciones de 1966 y de 
1997 de la OIT y de la UNESCO. Además, la oradora sub-
rayó que no se ha consultado al TUS con respecto a diver-
sos proyectos de ley. Éste es el caso, por ejemplo, de la 
Ley sobre la Educación, adoptada a finales de 2017. Se 
consultó inicialmente a las organizaciones sindicales de 
docentes, pero más tarde se les excluyó de las negociacio-
nes. También se les ha excluido de las discusiones sobre 
la reforma del sistema escolar, lo que tiene necesariamente 
consecuencias sobre los estatutos y los derechos del per-
sonal. En efecto, la mayoría de los docentes están emplea-
dos en condiciones precarias, especialmente con contratos 
de corta duración. En 2014, el salario de los docentes se 
ha reducido desde entonces en un 10 por ciento y, si bien 
ha aumentado, sigue siendo un 16 por ciento inferior al 
salario medio en el país. En lo que respecta al proyecto de 
ley sobre el derecho de huelga, el TUS lamenta asimismo 

que no se le haya escuchado, y se pregunta sobre el fun-
cionamiento del Consejo Económico y Social, así como 
del Comité de Representatividad, que no está en funciona-
miento desde mayo de 2017. Del mismo modo, el TUS 
expresa su preocupación por los criterios establecidos por 
el Gobierno para juzgar la representatividad. En su con-
clusión, la oradora instó al restablecimiento permanente y 
total del diálogo con el TUS para que éste pueda ser escu-
chado, en igualdad de condiciones con las demás partes, 
en lo que respecta a estas cuestiones. 

La representante gubernamental agradeció a todos los 
participantes en la discusión sus comentarios e indicó que 
el Gobierno ya ha abordado la mayoría de las cuestiones 
que se mencionaron. El 6 de junio de 2018, se celebrará 
una nueva reunión del Comité de Representatividad, que 
es la autoridad responsable de determinar la representati-
vidad de las organizaciones de trabajadores y de emplea-
dores. En referencia a la intervención del miembro traba-
jador de Serbia en relación con una ley en materia de edu-
cación, la oradora declaró que no está en condiciones de 
aportar respuestas concretas en este momento, pero que el 
Gobierno comunicaría información sobre la cuestión en su 
próxima memoria en virtud del artículo 22 de la Constitu-
ción de la OIT, o en una carta aparte dirigida a la OIT. La 
próxima memoria sobre la aplicación del Convenio con-
tendrá una copia de la solicitud remitida a los interlocuto-
res sociales. El Ministerio de Trabajo, que es la autoridad 
responsable de la redacción de la memoria, no escatimará 
esfuerzos para responder a todos los comentarios formu-
lados por la Comisión de Expertos. 

Los miembros empleadores reiteraron que el tripartismo 
constituye uno de los pilares de la OIT. Es fundamental 
que el tripartismo se aplique efectivamente tanto a escala 
internacional como nacional. Cuando un gobierno se plan-
tea ratificar un convenio de la OIT, debe examinar, no sólo 
su propia capacidad para aplicar ese convenio a nivel na-
cional, en la legislación y en la práctica, sino también su 
capacidad para cumplir las obligaciones administrativas 
que conlleva la ratificación, en particular en lo relativo a 
las memorias sobre la aplicación, así como a las consultas 
tripartitas correspondientes. Teniendo en cuenta esta carga 
administrativa, los gobiernos tienen potestad para organi-
zar esas consultas de la manera más eficaz, con el fin de 
evitar una burocracia excesiva, siempre y cuando se res-
peten las siguientes disposiciones del Convenio: i) las con-
sultas deben abarcar todas las normas de la OIT, tal y 
como se menciona en el artículo 5, párrafo 1; con arreglo 
al Convenio, no hay obligación de consultar a los interlo-
cutores sociales sobre asuntos económicos y sociales en 
general; ii) en virtud del artículo 2, párrafo 1, esas consul-
tas deben ser efectivas, esto es, organizarse de manera que 
el gobierno tenga en cuenta las opiniones de las diversas 
organizaciones antes de tomar decisiones, y iii) de confor-
midad con el artículo 5, párrafo 2, las consultas tripartitas 
deberán celebrarse al menos una vez al año. Tras tomar 
nota de las explicaciones aportadas por el Gobierno, los 
miembros empleadores recomendaron a las autoridades 
nacionales que adopten las medidas necesarias y apropia-
das para garantizar consultas tripartitas efectivas y efica-
ces con los interlocutores sociales nacionales con arreglo 
al Convenio. En concreto, los miembros empleadores 
aconsejaron al Gobierno que: i) adopte las medidas nece-
sarias para garantizar que se celebran consultas significa-
tivas, efectivas y oportunas sobre todas las cuestiones que 
abarca el Convenio; ii) aproveche la ocasión que brinda el 
órgano tripartito de diálogo social existente, el SEC, para 
organizar las consultas tripartitas que se requieren en el 
Convenio, sin tener que invertir en órganos de otro tipo, y 
iii) comunique por escrito toda información útil relativa a 
los resultados de dichas consultas tripartitas. Por último, 
los miembros empleadores invitaron al Gobierno a que 
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siga recurriendo a la asistencia técnica de la OIT en lo que 
respecta a sus recomendaciones. 

Los miembros trabajadores agradecieron al represen-
tante gubernamental la información suministrada a la Co-
misión. Es esencial que el Gobierno actúe con determina-
ción para armonizar su legislación y su práctica con el 
Convenio. Si bien la OIT se estableció el objetivo de al-
canzar la ratificación universal del Convenio, el objetivo 
del Gobierno es diferente: asegurar el respeto y la aplica-
ción efectiva del Convenio. En efecto, las recomendacio-
nes que han de dirigirse al Gobierno se ponen en práctica 
fácilmente si existe una voluntad política. El Gobierno 
debe establecer o restablecer procedimientos que garanti-
cen unas consultas efectivas entre sus representantes gu-
bernamentales y los interlocutores sociales, especialmente 
en el SEC. Es esencial celebrar consultas entre los interlo-
cutores sociales, con miras a establecer o restablecer estos 
procedimientos, para que puedan hacer valer sus opinio-
nes. A tal efecto, es importante relanzar las actividades del 
Comité de Representatividad, con objeto de que pueda de-
liberar sobre las cuestiones relativas a la representatividad 
o comunicar opiniones al Gobierno sobre esas cuestiones. 
El Gobierno no puede decidir por sí solo, sin la opinión de 
un órgano independiente legítimamente, la representativi-
dad de las organizaciones. Esta situación no debería per-
durar. Los miembros trabajadores acogieron favorable-
mente las informaciones transmitidas por el Gobierno, se-
gún las cuales este Comité celebró su primera reunión el 7 
de mayo de 2018, tras la designación de los representantes 
gubernamentales. Se invita al Gobierno a que asegure en 
el futuro el funcionamiento del comité, incluso cuando 
esté constituyéndose un nuevo gobierno. Es importante 
que el Gobierno vele asimismo por establecer o restable-
cer consultas a intervalos regulares sobre los elementos de 
discusión, de conformidad con el artículo 5, párrafo 1, 
apartados a) a e), del Convenio, instaurando un calendario 
anual de reuniones de la autoridad competente en materia 
de consultas tripartitas. Un informe sobre la situación, 
como prevé el artículo 6 del Convenio, podrá proporcionar 
información al Gobierno y a los interlocutores sociales so-
bre la conformidad de los procedimientos con el Conve-
nio. Se pide al Gobierno que no escatime esfuerzos a fin 
de que el SEC cuente con los medios necesarios para la 
preparación de ese informe. Al haberse beneficiado el Go-
bierno de un programa de asistencia técnica de la OIT (el 
programa ESAP), convendría asimismo establecer un in-
ventario de los progresos realizados por el programa. 
Como resultado de este inventario, y habida cuenta de la 
persistencia de dificultades en la aplicación del Convenio, 
los miembros trabajadores recomendaron al Gobierno que 
participe más activamente en este programa de asistencia 
técnica. 

Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones orales formu-
ladas por la representante gubernamental. 

Teniendo en cuenta la información presentada por el Go-

bierno y la discusión que tuvo lugar a continuación, la Comi-
sión recomienda a las autoridades nacionales que adopten las 
medidas necesarias y adecuadas para velar por que se reali-

cen consultas efectivas y eficientes con los interlocutores so-
ciales nacionales en aplicación del Convenio núm. 144. Asi-
mismo, recomienda al Gobierno que: 

■ adopte las medidas necesarias para que se celebren con-
sultas significativas, efectivas y oportunas sobre cuestio-
nes relativas a las normas internacionales del trabajo, en 

particular dentro del marco del Consejo Económico y 
Social de la República de Serbia, y 

■ proporcione información a la Comisión de Expertos, an-

tes de su reunión de noviembre de 2018, sobre las cues-
tiones discutidas y la frecuencia de las consultas tripar-
titas. 

La Comisión invita al Gobierno a que recurra a la asisten-
cia técnica de la OIT en relación con las presentes conclusio-

nes. 

Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 

(núm. 182) 

SAMOA (ratificación: 2008) 

La representante del Secretario General informó a la Co-
misión que la delegación del Gobierno de Samoa no está 
acreditada en la presente Conferencia. El Gobierno envió 
una comunicación a la atención de la Comisión de Exper-
tos en relación con su cumplimiento del Convenio núm. 
182. En esta comunicación, el Gobierno justificó también 
la ausencia de su delegación a la 107.ª reunión de la Con-
ferencia Internación del Trabajo en razón de restricciones 
financieras e hizo hincapié en su compromiso de suminis-
trar una memoria exhaustiva a la Comisión de Expertos 
antes de finales de agosto del año en curso. 

El Presidente de la Comisión anunció que, como se indica 
en la parte VII del documento D.1, el último día de la dis-
cusión de los casos individuales, la Comisión trata los ca-
sos en que los gobiernos no hubieran respondido a la invi-
tación de presentarse ante la misma. La negativa de un go-
bierno a participar en los trabajos de la Comisión consti-
tuye un obstáculo significativo para la consecución de los 
objetivos principales de la Organización Internacional del 
Trabajo. En el caso de los gobiernos que no están presen-
tes en la Conferencia, la Comisión no debatirá sobre el 
fondo del caso, aunque pondrá de relieve en el informe la 
importancia de las cuestiones planteadas. Cuando se dan 
estas circunstancias, se recalcan especialmente las medi-
das que deberán tomarse para reanudar el diálogo. 

Los miembros trabajadores lamentaron la ausencia de la 
delegación del Gobierno en la reunión actual de la Confe-
rencia, que ha impedido el examen del caso por la Comi-
sión. La participación del Gobierno en la Conferencia es 
esencial para el funcionamiento efectivo del sistema de 
control. Los miembros trabajadores destacaron algunos 
aspectos fundamentales de los comentarios de la Comisión 
de Expertos que requieren medidas de seguimiento por 
parte del Gobierno con miras a corregir la situación del 
trabajo infantil en el país. Un estudio piloto de la OIT re-
veló que alrededor del 38 por ciento del trabajo infantil en 
Samoa lo realizan menores de 15 años, lo que pone en 
riesgo el desarrollo de estos niños, y puso en entredicho la 
capacidad del Gobierno y su compromiso para corregir las 
peores formas de trabajo infantil. Las leyes en materia de 
protección de la infancia son inadecuadas y la ausencia de 
cualquier protección para los jóvenes entre 16 y 18 años 
de edad deja a éstos particularmente expuestos a riesgos 
de explotación. Las instituciones para la protección de los 
niños no funcionan correctamente y las reformas legislati-
vas se han estancado. No han avanzado los procesos nor-
mativos para los proyectos de ley, por ejemplo para los 
proyectos redactados en conformidad con los Protocolos 
facultativos de la Convención sobre los Derechos del 
Niño, que el Gobierno había ratificado en 2016. Es preciso 
hacer más para atajar las preocupaciones relativas a las 
peores formas de trabajo infantil. Los miembros trabaja-
dores instaron al Gobierno a suministrar a la Comisión de 
Expertos, en su próxima reunión, una memoria detallada 
sobre la aplicación del Convenio. El Gobierno debería re-
currir a la asistencia técnica de la OIT para cumplir con 
sus obligaciones de presentación de memorias y eliminar 
las peores formas de trabajo infantil. 

Los miembros empleadores se hicieron eco de la declara-
ción de los miembros trabajadores y manifestaron que la-
mentaban que el Gobierno no haya asistido a la Conferen-
cia. En relación con el incumplimiento del Convenio, que 
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es una gran preocupación, la Comisión de Expertos ha de-
finido tres aspectos principales: la disparidad entre las ra-
tificaciones de los Protocolos facultativos de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño y la protección real que 
reciben los niños en el país; la ausencia de una lista de tra-
bajos peligrosos para los jóvenes, y la prevalencia de me-
nores de 15 años explotados como vendedores ambulantes 

y sujetos a otras prácticas abusivas. El hecho de que el Go-
bierno no haya presentado respuestas ante la Comisión so-
bre estas cuestiones, con independencia de su ausencia 
ante la misma, es un motivo de profunda preocupación. 
Los miembros empleadores instaron al Gobierno a comu-
nicar sus respuestas y a comprometerse a participar plena-
mente en la próxima reunión de la Conferencia Internacio-
nal del Trabajo. 
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El cuadro publicado en el Informe de la Comisión de Expertos, página 661,  
debe ser puesto al día como sigue: 

Nota: Las primeras memorias figuran entre paréntesis. 
Los números de los párrafos implican modificaciones en las listas de países mencionados 

 

Albania 11 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 29, 97, 102, 105, 122, 138, 143, 168, 
176, 181, 182 

Alemania 8 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 81, 87, 97, 98, 129, 152, MLC 

Bahamas 10 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 9 memorias recibidas: Convenios núms. 12, 17, 19, 29, 42, 97, 105, 138, 182 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. MLC 

Belice 30 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 28) 

· 15 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 26, 42, 81, 87, 94, 95, 98, 99, 108, 135, 141, 
144, 151 

· 15 memorias no recibidas: Convenios núms. 19, 29, 88, 97, 100, 105, 111, 115, 138, 150, 154, 
155, 156, 182, (MLC) 

Burundi 14 memorias solicitadas 
 

 

· 13 memorias recibidas: Convenios núms. 1, 12, 17, 19, 29, 42, 62, 64, 90, 101, 105, 138, 182 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. 27 

Cabo Verde 10 memorias solicitadas 
 

 

· 7 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 87, 98, 105, 138, 182, (MLC) 

· 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 17, 19, 118 

China 7 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 19, 27, 32, 122, 138, 182, (MLC) 

Croacia 31 memorias solicitadas 
 

 

· 26 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 13, 14, 19, 24, 25, 27, 29, 45, 87, 90, 100, 
102, 103, 105, 111, 113, 119, 121, 122, 132, 138, 148, 155, 161 

· 5 memorias no recibidas: Convenios núms. 32, 98, 106, 156, 182 

Democrática del Congo, República 27 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 19 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, 26, 29, 62, 81, 87, 88, 98, 100, 102, 105, 
111, 118, 121, 135, 138, 182 

· 8 memorias no recibidas: Convenios núms. 27, 94, 95, 119, 120, 144, 150, 158 

  

Anexo I. Cuadro de las memorias debidas en 2017 sobre los convenios 
ratificados y recibidas desde la última reunión de la CEACR 

(hasta el 8 de junio de 2018) 
 

(artículos 22 y 35 de la Constitución) 
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Eritrea 7 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 4 memorias recibidas: Convenios núms. 87, 98, 100, 111 

· 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 29, 105, 138 

Eslovenia 17 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 29, 32, 90, 95, 97, 100, 105, 111, 
114, 131, 143, 144, 156, 173, 182, (187) 

Estonia 6 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 29, 105, 122, 138, 182 

Ex República Yugoslava de Macedonia 10 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 32, 90, 94, 97, 100, 111, 131, 143, 144 

Francia 16 memorias solicitadas 
 

 

· 15 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 27, 29, 36, 97, 105, 122, 124, 138, 141, 152, 
(181), 182, MLC 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. 137 

Grecia 21 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 11, 17, 19, 27, 42, 77, 78, 81, 87, 90, 
95, 98, 100, 102, 111, 122, 124, 126, 141, 156, 160 

Irlanda 13 memorias solicitadas 
 

 

· 10 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 27, 32, 100, 111, 121, 122, 139, (MLC), (189) 

· 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 81, 87, 98 

Italia 9 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 81, 87, 97, 98, 129, 137, 143, 152 

Jamaica 8 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 6 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 19, 81, 87, 98, 152 

· 2 memorias no recibidas: Convenios núms. 94, 97 

Lao, República Democrática Popular 8 memorias solicitadas 
 

 

· 7 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 100, 111, 138, 144, (171), 182 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. 6 

Líbano 15 memorias solicitadas 
 

 

· 14 memorias recibidas: Convenios núms. 17, 19, 59, 77, 78, 90, 95, 98, 100, 111, 122, 131, 
150, 152 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. 81 

Libia 10 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 8 memorias recibidas: Convenios núms. 81, 87, 95, 98, 102, 118, 121, 131 

· 2 memorias no recibidas: Convenios núms. 53, 130 

Madagascar 12 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 6, 26, 81, 87, 88, 95, 97, 98, 124, 129, 
159, 173  
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Malawi 18 memorias solicitadas 
 

 

· 9 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, 87, 98, 100, 111, 158, 159 

· 9 memorias no recibidas: Convenios núms. 26, 45, 81, 97, 99, 129, 144, 150, 182 

México 15 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 87, 90, 95, 100, 102, 111, 123, 124, 
131, 134, (138), 152, 155, 173 

Nepal 4 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 98, 100, 111, 131 

Países Bajos - Aruba 15 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 12 memorias recibidas: Convenios núms. 17, 25, 81, 87, 90, 95, 113, 114, 118, 121, 122, 131 

· 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 94, 140, 142 

Países Bajos - Curazao 8 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 10, 33, 81, 87, 90, 94, 95, (MLC) 

Pakistán 7 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 27, 32, 90, 98, 100, 111, 144 

Paraguay 12 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 26, 59, 77, 78, 79, 90, 95, 99, 100, 111, 
123, 124 

Reino Unido 7 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 32, 97, 100, 111, 124, 144, MLC 

Rwanda 17 memorias solicitadas 
 

 

· 16 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 17, 19, 26, 29, 81, 87, 94, 100, 105, 111, 
118, 123, 138, 182 

· 1 memoria no recibida: Convenio núm. 42 

San Marino 19 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 34) 

· 5 memorias recibidas: Convenios núms. 100, 103, 111, 143, 150 

· 14 memorias no recibidas: Convenios núms. 29, 105, 119, 138, 140, 142, 144, 148, 151, 156, 
159, 160, 161, 182 

San Vicente y las Granadinas 19 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 28) 

· 1 memoria recibida: Convenio núm. (102) 

· 18 memorias no recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, 26, 29, 81, 94, 95, 100, 105, 108, 111, 
122, 129, 138, 144, 182, (MLC) 

Túnez 19 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 26, 29, 77, 81, 90, 95, 99, 100, 107, 
111, 114, 118, 124, 138, (144), (151), (154), 182, (185) 

Viet Nam 12 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 29) 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 6, 27, 29, 81, 100, 111, 123, 124, 138, 
144, 182, (187) 
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Yemen 21 memorias solicitadas 
 

 

(Párrafo 28) 

· 5 memorias recibidas: Convenios núms. 81, 87, 98, 138, 182 

· 16 memorias no recibidas: Convenios núms. 16, 19, 29, 58, 59, 94, 95, 100, 105, 111, 122, 
131, 144, 156, 158, 185 

Zambia 10 memorias solicitadas 
 

 

· Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 95, 97, 98, 100, 111, 124, 131, 
138, 144, 173 

 
 

 

 

Se ha solicitado un total de 2 083 memorias (artículo 22), 
de las cuales se recibieron 1 543 (74,08 por ciento) 

 
Se ha solicitado un total de 159 memorias (artículo 35), 

de las cuales se recibieron 147 (92,45 por ciento) 

 
 

 
 
  

Total general 
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Anexo II. Cuadro estadístico de las memorias recibidas  
sobre los convenios ratificados 

(artículo 22 de la Constitución) 
 

Memorias recibidas hasta el 8 de junio de 2018 

 

Año de la 

reunión de la 

Comisión  

de Expertos 

Memorias 

solicitadas 

Memorias recibidas 

en la fecha solicitada 

Memorias registradas 

para la reunión  

de la Comisión  

Memorias registradas 

para la reunión  

de la Conferencia 

1932 447 - 406 90,8% 423 94,6% 

1933 522 - 435 83,3% 453 86,7% 
1934 601 - 508 84,5% 544 90,5% 

1935 630 - 584 92,7% 620 98,4% 
1936 662 - 577 87,2% 604 91,2% 

1937 702 - 580 82,6% 634 90,3% 
1938 748 - 616 82,4% 635 84,9% 

1939 766 - 588 76,8% - 
1944 583 - 251 43,1% 314 53,9% 

1945 725 - 351 48,4% 523 72,2% 
1946 731 - 370 50,6% 578 79,1% 

1947 763 - 581 76,1% 666 87,3% 
1948 799 - 521 65,2% 648 81,1% 

1949 806 134 16,6% 666 82,6% 695 86,2% 
1950 831 253 30,4% 597 71,8% 666 80,1% 

1951 907 288 31,7% 507 77,7% 761 83,9% 
1952 981 268 27,3% 743 75,7% 826 84,2% 

1953 1026 212 20,6% 840 75,7% 917 89,3% 
1954 1175 268 22,8% 1077 91,7% 1119 95,2% 

1955 1234 283 22,9% 1063 86,1% 1170 94,8% 
1956 1333 332 24,9% 1234 92,5% 1283 96,2% 

1957 1418 210 14,7% 1295 91,3% 1349 95,1% 
1958 1558 340 21,8% 1484 95,2% 1509 96,8% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración, 
desde 1959 hasta 1976 sólo se han pedido memorias detalladas para ciertos convenios. 

1959 995 200 20,4% 864 86,8% 902 90,6% 
1960 1100 256 23,2% 838 76,1% 963 87,4% 

1961 1362 243 18,1% 1090 80,0% 1142 83,8% 
1962 1309 200 15,5% 1059 80,9% 1121 85,6% 

1963 1624 280 17,2% 1314 80,9% 1430 88,0% 
1964 1495 213 14,2% 1268 84,8% 1356 90,7% 

1965 1700 282 16,6% 1444 84,9% 1527 89,8% 
1966 1562 245 16,3% 1330 85,1% 1395 89,3% 

1967 1883 323 17,4% 1551 84,5% 1643 89,6% 
1968 1647 281 17,1% 1409 85,5% 1470 89,1% 

1969 1821 249 13,4% 1501 82,4% 1601 87,9% 
1970 1894 360 18,9% 1463 77,0% 1549 81,6% 

1971 1992 237 11,8% 1504 75,5% 1707 85,6% 
1972 2025 297 14,6% 1572 77,6% 1753 86,5% 

1973 2048 300 14,6% 1521 74,3% 1691 82,5% 
1974 2189 370 16,5% 1854 84,6% 1958 89,4% 

1975 2034 301 14,8% 1663 81,7% 1764 86,7% 
1976 2200 292 13,2% 1831 83,0% 1914 87,0% 
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Año de la 

reunión de la 

Comisión 

de Expertos 

Memorias 

solicitadas 

Memorias recibidas 

en la fecha solicitada 

Memorias registradas 

para la reunión 

de la Comisión  

Memorias registradas 

para la reunión 

de la Conferencia 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre de 1976),  
desde 1977 hasta 1994, las memorias detalladas fueron solicitadas 

según determinados criterios, a intervalos de dos o cuatro años. 

1977 1529 215 14,0% 1120 73,2% 1328 87,0% 
1978 1701 251 14,7% 1289 75,7% 1391 81,7% 

1979 1593 234 14,7% 1270 79,8% 1376 86,4% 
1980 1581 168 10,6% 1302 82,2% 1437 90,8% 

1981 1543 127 8,1% 1210 78,4% 1340 86,7% 
1982 1695 332 19,4% 1382 81,4% 1493 88,0% 

1983 1737 236 13,5% 1388 79,9% 1558 89,6% 
1984 1669 189 11,3% 1286 77,0% 1412 84,6% 

1985 1666 189 11,3% 1312 78,7% 1471 88,2% 
1986 1752 207 11,8% 1388 79,2% 1529 87,3% 

1987 1793 171 9,5% 1408 78,4% 1542 86,0% 
1988 1636 149 9,0% 1230 75,9% 1384 84,4% 

1989 1719 196 11,4% 1256 73,0% 1409 81,9% 
1990 1958 192 9,8% 1409 71,9% 1639 83,7% 

1991 2010 271 13,4% 1411 69,9% 1544 76,8% 
1992 1824 313 17,1% 1194 65,4% 1384 75,8% 

1993 1906 471 24,7% 1233 64,6% 1473 77,2% 
1994 2290 370 16,1% 1573 68,7% 1879 82,0% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre de 1993), 
 fueron solicitadas para 1995, a título excepcional, 
las memorias detalladas de sólo cinco convenios.  

1995 1252 479  38,2% 824 65,8% 988 78,9% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre de 1993), 
 las memorias se solicitaron, según determinados criterios, 

a intervalos de dos o cinco años. 

1996 1806 362 20,5% 1145 63,3% 1413 78,2% 

1997 1927 553 28,7% 1211 62,8% 1438 74,6% 
1998 2036 463 22,7% 1264 62,1% 1455 71,4% 

1999 2288 520 22,7% 1406 61,4% 1641 71,7% 
2000  2550    740 29,0% 1798 70,5% 1952 76,6% 

2001 2313 598 25,9% 1513 65,4% 1672 72,2% 
2002 2368 600 25,3% 1529 64,5% 1701 71,8% 

2003 2344 568 24,2% 1544 65,9% 1701 72,6% 
2004 2569 659 25,6% 1645 64,0% 1852 72,1% 

2005 2638 696 26,4% 1820 69,0% 2065 78,3% 
2006 2586 745 28,8% 1719 66,5% 1949 75,4% 

2007 2478 845 34,1% 1611 65,0% 1812 73,2% 
2008 2515 811 32,2% 1768 70,2% 1962 78,0% 

2009 2733 682 24,9% 1853 67,8% 2120 77,6% 
2010 2745 861 31,4% 1866 67,9% 2122 77,3% 

2011 2735 960 35,1% 1855 67,8% 2177 77,4% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (marzo de 2011), 
 las memorias se solicitan, según determinados criterios, 

a intervalos de tres o cinco años. 

2012 2207 809 36,7% 1497 67,8% 1742 78,9% 

2013 2176 740 34,1% 1578 72,5% 1755 80,6% 
2014 2251 875 38,9% 1597 70,9%  1739 77,2% 

2015 2139 829 38,8% 1482 69,3% 1617 75,6% 
2016 2303 902 39,2% 1600 69,5% 1781 77,3% 

2017 2083 785 37,7% 1386 66,5% 1543 74,1% 
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ÍNDICE POR PAÍSES 

 

Afganistán  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 170 
Segunda parte: A 
 

Angola  
Primera parte: Informe general, párrafo 163 
Segunda parte: A 
 
Argelia  
Segunda parte: B, núm. 87 
 
Armenia  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 170 
Segunda parte: A 
 
Azerbaiyán  

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Bahamas  
Primera parte: Informe general, párrafo 156 
Segunda parte: A 
 
Bahrein  
Primera parte: Informe general, párrafo 156 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 111 
 

Barbados  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 170 
Segunda parte: A 
 
Belarús  
Segunda parte: B, núm. 29 
 
Belice  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 160, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Bolivia, Estado Plurinacional de  

Primera parte: Informe general, párrafo 164 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núms. 131, 138 
 
Botswana  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 163, 170 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 87 
 
Brasil  
Segunda parte: B, núm. 98 
 

Brunei Darussalam  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 170 
Segunda parte: A 
 
Camboya  
Segunda parte: B, núm. 105 
Chad  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 163, 170 
Segunda parte: A 
 

Comoras  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 160, 170 
Segunda parte: A 
Congo  

Primera parte: Informe general, párrafos 160, 163, 170 
Segunda parte: A 
 
Croacia  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Djibouti  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 170 
Segunda parte: A 
 
Dominica  

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
El Salvador  
Primera parte: Informe general, párrafo 156 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 144 
 
Emiratos Árabes Unidos  
Primera parte: Informe general, párrafo 163 
Segunda parte: A 
 

Eritrea  
Segunda parte: B, núm. 29 
 
Eswatini  
Primera parte: Informe general, párrafo 163 
Segunda parte: A 
 
Fiji  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Gabón  

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 160, 170 
Segunda parte: A 
 
Gambia  
Primera parte: Informe general, párrafos 159, 161, 174 
Segunda parte: A 
 
Georgia  
Segunda parte: B, núm. 100 
 
Granada  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 163, 174 

Segunda parte: A 
Grecia  
Segunda parte: B, núm. 98 
 
Guinea-Bissau  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Guinea Ecuatorial  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 160, 161, 170 
Segunda parte: A 
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Guyana  
Primera parte: Informe general, párrafos 160, 163, 174 
Segunda parte: A 
 

Haití  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núms. 1, 14, 30, 106 
 
Honduras  
Segunda parte: B, núm. 87 
 
Irlanda  
Primera parte: Informe general, párrafo 163 
Segunda parte: A 
 

Islas Cook  
Primera parte: Informe general, párrafos 159, 160, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Islas Marshall  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Islas Salomón  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 

Japón  
Segunda parte: B, núm. 87 
 
Kirguistán  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 161, 174 
Segunda parte: A 
 
Kiribati  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 161, 163 
Segunda parte: A 
 
Kuwait  

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Liberia  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 161, 163 
Segunda parte: A 
 
Libia  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 163, 170 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 122 
 

Malasia  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 
 
Malasia – Malasia – Peninsular  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 19 
 
Malasia – Malasia – Sabah  
Primera parte: Informe general, párrafos 159, 161 
Segunda parte: A 

 

Malasia – Malasia – Sarawak  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 19 

 
Malawi  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 
 
Maldivas, República de  
Primera parte: Informe general, párrafos 160, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Moldova, República de  
Segunda parte: B, núms. 81, 129 
 

Mozambique  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 
 
Myanmar  
Segunda parte: B, núm. 87 
 
México  
Segunda parte: B, núm. 87 
 
Nicaragua  
Primera parte: Informe general, párrafo 160 

Segunda parte: A 
 
Nigeria  
Segunda parte: B, núm. 98 
 
Pakistán  
Primera parte: Informe general, párrafo 156 
Segunda parte: A 
 
Papua Nueva Guinea  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 161, 163, 170 
Segunda parte: A 

 
Rwanda  
Primera parte: Informe general, párrafos 164, 174 
Segunda parte: A 
 
Saint Kitts y Nevis  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 174 
Segunda parte: A 
 
Samoa  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 171, 172, 173, 174 
Segunda parte: A 

 
San Vicente y las Granadinas  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 160, 161, 174 
Segunda parte: A 
 
Santa Lucía  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Santo Tomé y Príncipe  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 174 
Segunda parte: A 
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Serbia  
Primera parte: Informe general, párrafo 160 
Segunda parte: A 
Segunda parte: B, núm. 144 

 
Seychelles  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Sierra Leona  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Singapur  
Primera parte: Informe general, párrafo 161 
Segunda parte: A 

 
Siria, República Árabe  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 170 
Segunda parte: A 
 
Somalia  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 160, 161, 163, 
170 
Segunda parte: A 
 
Sudán del Sur  
Primera parte: Informe general, párrafo 163 

Segunda parte: A 

Timor-Leste  
Primera parte: Informe general, párrafos 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 

Tonga  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Trinidad y Tabago  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 170 
Segunda parte: A 
 
Tuvalu  
Primera parte: Informe general, párrafos 163, 174 
Segunda parte: A 
 

Ucrania  
Segunda parte: B, núms. 81, 129 
 
Vanuatu  
Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159, 161, 163, 174 
Segunda parte: A 
 
Yemen  
Primera parte: Informe general, párrafos 161, 163 
Segunda parte: A
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Conferencia Internacional del Trabajo 

9C 
 

Actas  
107.a reunión, Ginebra, mayo-junio de 2018 

 Fecha: viernes 29 de junio de 2018 

Sesión plenaria 

Informe de la Comisión de Aplicación de Normas 
Viernes 8 de junio de 2018, a las 14.55 horas 

Presidentes: Sra. Majali y Sr. Elmiger 

Presentación, discusión y aprobación del informe  
de la Comisión de Aplicación de Normas 

La Presidenta 
(original inglés) 

A continuación, vamos a proceder a la presentación, discusión y aprobación del informe 

de la Comisión de Aplicación de Normas, cuyo texto figura en las Actas Provisionales 

núms. 9A (Rev.) y 9B. 

Ruego a los miembros de la Mesa de la Comisión que pasen a ocupar sus asientos en 

el estrado. Son el Sr. Núñez Morales, Presidente de la Comisión, la Sra. Regenbogen, Vice-

presidenta empleadora, y el Sr. Leemans, Vicepresidente trabajador, así como el 

Sr. Rochford, Ponente. 

Cedo la palabra, en primer lugar, al Ponente, Sr. Rochford, quien nos presentará el 

informe de la Comisión. Posteriormente, tomarán la palabra el resto de los miembros de la 

Mesa de la Comisión. 

Sr. Rochford 
Ponente de la Comisión de Aplicación de Normas 
(original inglés) 

Es para mí un placer y un honor presentar a la plenaria el informe de la Comisión de 

Aplicación de Normas. La Comisión es un órgano permanente de la Conferencia Internacio-

nal del Trabajo facultado, en virtud del artículo 7 del Reglamento de la Conferencia, para 

examinar las medidas adoptadas por los Estados a fin de aplicar los convenios que han rati-

ficado voluntariamente. La Comisión también examina la manera en que los Estados cum-

plen con sus obligaciones en materia de presentación de memorias u otras obligaciones re-

lacionadas con las normas, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución de la OIT. 

El carácter tripartito de la Comisión hace que ésta sea un marco incomparable para el 

diálogo social sobre la aplicación de las normas internacionales del trabajo en todo el mundo. 

Ese diálogo se ve reforzado por la experiencia y el profundo conocimiento que tienen todos 

los mandantes sobre las cuestiones sociales y económicas. 
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Las labores de la Comisión se basan en el informe de la Comisión de Expertos en Apli-

cación de Convenios y Recomendaciones, que lleva a cabo un examen independiente y téc-

nico de la aplicación de los convenios de la OIT por parte de los Estados Miembros. 

El informe de la Comisión que tiene ahora ante sí la plenaria está dividido en dos partes. 

La primera parte contiene un informe general, que incluye un resumen de la discusión gene-

ral de la Comisión y su discusión sobre el Estudio General de la Comisión de Expertos. La 

segunda parte contiene un resumen detallado del examen que ha realizado la Comisión de 

los casos individuales relativos al cumplimiento de los convenios ratificados, y las conclu-

siones adoptadas en cada caso. 

Ahora pasaré a describir algunas de las principales características de las discusiones de 

la Comisión en lo que respecta a ambas partes. 

En la discusión general de este año, se recalcó una vez más el diálogo fructífero entre 

la Comisión de Aplicación de Normas y la Comisión de Expertos en Aplicación de Conve-

nios y Recomendaciones. En la actualidad, es una práctica establecida que ambas Comisio-

nes mantengan contactos directos para tratar asuntos de interés común. Por consiguiente, los 

Vicepresidentes de la Comisión entablaron un intercambio de opiniones sobre las cuestiones 

relativas a las normas y el funcionamiento del sistema de control de la OIT con los miembros 

de la Comisión de Expertos en la última reunión de ésta, celebrada en noviembre-diciembre 

de 2017. 

La Comisión también tuvo el placer de recibir al Presidente de la Comisión de Expertos, 

Sr. Koroma, en las sesiones dedicadas a la discusión general en calidad de observador, donde 

tuvo la oportunidad de dirigirse a la Comisión. Éste compartió con nosotros diversos puntos 

relativos a las recientes mejoras en lo que respecta a los métodos de trabajo de la Comisión 

de Expertos, y destacó algunos de los retos que había señalado la Comisión en su Estudio 

General de 2018 en relación con los instrumentos sobre el tiempo de trabajo. 

Uno de los aspectos claves que cabe destacar de la alocución del Sr. Koroma es el firme 

compromiso de la Comisión de Expertos de mantener un diálogo fructífero entre ambas Co-

misiones, a los efectos de promover y proveer un sistema de control de la OIT reconocido y 

fehaciente, que, en última instancia, sirva a la causa de las normas internacionales del trabajo 

y de la justicia social en todo el mundo. 

Durante la discusión general, también se hizo referencia en varias ocasiones a las con-

sultas tripartitas informales sobre los métodos de trabajo de la Comisión que se han llevado 

a cabo periódicamente desde marzo de 2016. Las medidas que surgieron de esas consultas 

siguen contribuyendo de forma notable al buen funcionamiento de la Comisión durante las 

dos semanas de reunión de la Conferencia. 

Las últimas medidas convenidas en noviembre de 2017 y marzo de 2018 tenían por 

finalidad mejorar la gestión del tiempo durante las discusiones de la Comisión y modificar 

su gestión del procedimiento para la adopción de conclusiones en los casos individuales. 

Estos métodos de trabajo revisados han ayudado a la Comisión a desempeñar sus labo-

res de forma más eficaz y armoniosa. Siempre hay margen de mejora, y las consultas tripar-

titas informales seguirán tratando otras cuestiones relativas a los métodos de trabajo que se 

plantearon durante estas discusiones. 

Además, la Comisión celebró la oportunidad de examinar el Estudio General relativo a 

los instrumentos sobre el tiempo de trabajo, publicado por la Comisión de Expertos. En él 

se señaló que la organización del tiempo de trabajo repercute notablemente en la salud física 
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y mental de los trabajadores y el equilibrio entre la vida laboral y la vida privada, su contri-

bución a la sociedad, la seguridad en el lugar de trabajo, y la competitividad, agilidad, pro-

ductividad y sostenibilidad de las empresas. 

La Comisión reconoció que encontrar el equilibrio adecuado entre la protección de los 

trabajadores y las necesidades de las empresas en la organización del tiempo de trabajo sigue 

siendo un objetivo importante para el logro de la justicia social. La Comisión consideró que 

esto cobra toda su importancia en el contexto de los importantes procesos de cambio por los 

que atraviesa el mundo del trabajo en el momento actual. 

La Comisión tomó nota de que las transformaciones que actualmente tienen lugar en el 

mundo del trabajo, facilitadas por la evolución y las mejoras en la tecnología y las comuni-

caciones, están cambiando muchas de las tradicionales dimensiones espaciotemporales del 

trabajo y repercuten en la organización de éste. 

La Comisión mencionó en particular las nuevas modalidades de trabajo que están emer-

giendo, por ejemplo el teletrabajo y el trabajo basado en plataformas digitales. La Comisión 

tomó nota de que en el marco de la iniciativa relativa al futuro del trabajo se están también 

considerando esas modalidades. 

La Comisión consideró que la adopción de un marco normativo apropiado sobre el 

tiempo de trabajo es importante tanto para proteger a los trabajadores como para asegurar 

reglas de juego equitativas para los empleadores. La Comisión tomó nota también de que los 

interlocutores sociales, a través del diálogo social y la negociación colectiva, desempeñan 

un papel importante a la hora de establecer reglas y aportar directrices sobre el tiempo de 

trabajo y, por lo tanto, para garantizar que las modalidades del tiempo de trabajo se ajusten 

mejor a las necesidades concretas de sus mandantes. 

La Comisión también examinó algunos casos graves de incumplimiento por parte de 

los Estados Miembros de sus obligaciones relativas a las normas. 

La Comisión volvió a recalcar la importancia de la obligación de presentar memorias y 

asegurar de ese modo un mecanismo de control eficaz; para el funcionamiento del sistema 

es esencial disponer de información precisa y oportuna. A este respecto, la Comisión recordó 

a los Estados Miembros la valiosa asistencia que les puede prestar la Oficina, si así lo soli-

citan. 

La última parte de la labor de la Comisión, y una de sus tareas principales, consiste en 

el examen de casos individuales. Este año, la Comisión ha logrado adoptar una lista de 24 ca-

sos individuales para su examen. En ese proceso, la Comisión, como es habitual, trató de 

encontrar un equilibrio entre los convenios fundamentales, los convenios de gobernanza y 

los convenios técnicos, así como un equilibrio geográfico y un equilibrio entre los países 

desarrollados y los países en desarrollo. 

Todos los gobiernos que figuran en la lista, excepto uno que no estaba acreditado ante 

la Conferencia, estuvieron presentes para discutir sus casos. Pese a las limitaciones de 

tiempo, la Comisión consiguió examinar en profundidad 23 casos y adoptar conclusiones 

con respecto a todos ellos. 

Por consiguiente, me complace estar en disposición de anunciar que la Comisión ha 

logrado, en la presente reunión, concluir sus labores con éxito. 

Para terminar, quisiera dar las gracias al Presidente de la Comisión, Sr. Núñez Morales 

(Panamá) por su contribución a las labores de la Comisión y sus dotes de liderazgo que 

permitieron que la Comisión finalizara un extenso programa de trabajo. También quisiera 

dar las gracias a la Vicepresidenta empleadora, Sra. Regenbogen (Canadá), y al Vicepresidente 
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trabajador, Sr. Leemans (Bélgica), por sus conocimientos especializados y espíritu de cola-

boración. También deseo loar la dedicación de la Oficina y el apoyo de alta calidad que ha 

prestado a nuestra Comisión durante estas dos semanas. Como siempre, la secretaría ha sido 

diligente, profesional y cortés en cada una de sus interacciones con los miembros de la Co-

misión. En particular, quisiera encomiar a la representante del Secretario General de la Con-

ferencia, la Sra. Vargha, y su equipo por su contribución a las labores de la Comisión. Asi-

mismo, quisiera agradecer la contribución de los intérpretes y los traductores, así como los 

pasantes, que han ayudado a nuestra Comisión a lograr sus objetivos. Dicho esto, reco-

miendo a la Conferencia Internacional del Trabajo en su 107.ª reunión que apruebe el in-

forme de la Comisión de Aplicación de Normas. 

Sra. Regenbogen 
Vicepresidenta empleadora  
de la Comisión de Aplicación de Normas 
(original inglés) 

En nombre del Grupo de los Empleadores, quisiera dar mi apoyo al informe de la Co-

misión de Aplicación de Normas y recomendar su aprobación. Este año, la labor de la Co-

misión se ha desarrollado una vez más en un clima constructivo y franco. Pese a las discre-

pancias en el seno de la Comisión en cuanto a la interpretación y aplicación de determinados 

convenios, las distintas opiniones se han expresado en un clima de respeto mutuo y como 

reflejo del empeño continuo del Grupo de los Empleadores por lograr un sistema de control 

robusto, eficaz y equilibrado. 

Pese a tener un programa de trabajo muy cargado, la Comisión ha logrado concluir con 

éxito y a tiempo sus labores gracias a la gestión eficaz del tiempo por parte del Presidente y 

a la cooperación plena de los delegados. Este año, la Comisión ha demostrado una vez más 

su capacidad para mantener un diálogo tripartito significativo, enriquecedor, pertinente y 

orientado a los resultados, así como para adoptar conclusiones claras y consensuadas. 

Esta labor es fundamental a los efectos de proporcionar orientación a los Estados 

Miembros en lo que respecta al cumplimiento de sus obligaciones relativas a las normas 

internacionales del trabajo. Como ha explicado el Ponente, las labores de la Comisión en-

globan tres componentes distintos: una discusión del informe general de la Comisión de 

Expertos, una discusión del Estudio General y una discusión de los casos individuales rela-

tivos al cumplimiento por los Estados Miembros de sus obligaciones normativas. 

Durante la discusión del Informe General de la Comisión de Expertos para 2018, el 

Grupo de los Empleadores tuvo la oportunidad de destacar aquellos elementos del informe 

que consideran positivos. Aprovechamos esa ocasión, en nombre del Grupo de los Emplea-

dores, para formular una serie de propuestas con el objeto de seguir trabajando para mejorar 

la transparencia, la eficacia y la pertinencia de la gobernanza tripartita en el ámbito del con-

trol de las normas. 

El Grupo de los Empleadores observa que esta discusión sobre el cumplimiento por 

parte de los Estados Miembros de sus obligaciones relativas a las normas internacionales del 

trabajo está basada en las observaciones de la Comisión de Expertos. Por consiguiente, el 

Grupo de los Empleadores considera necesario que la Comisión de Expertos intensifique sus 

esfuerzos para facilitar la consulta del informe. Los usuarios del informe precisan presenta-

ciones claras y actualizadas de las cuestiones planteadas. Los comentarios formulados por 

los expertos deberían basarse en un análisis sólido y equilibrado, y explicar los problemas 

de cumplimiento de una forma fácilmente comprensible. Las recomendaciones de medidas 

correctivas deberían ser claras, concretas y verificables. 

Las observaciones de los expertos deben seguir basándose en información actualizada, 

exacta y equilibrada. Con el fin de seguir mejorando la transparencia del sistema de control, 
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el Grupo de los Empleadores formuló comentarios con respecto a la designación de algunos 

casos por parte de la Comisión de Expertos como casos de «nota a pie de página doble», 

para denotar la gravedad del caso. El Grupo de los Empleadores ha propuesto que los exper-

tos aporten información adicional sobre las razones por las cuales un caso tiene una nota a 

pie de página doble, y ha propuesto también que prosiga la discusión sobre esta cuestión en 

el seno de la Subcomisión sobre los métodos de trabajo. 

Teniendo en cuenta el considerable volumen de trabajo de la Comisión de Expertos, 

también expresamos nuestra preocupación por el hecho de que la Comisión se apartara del 

ciclo regular de presentación de memorias para examinar un caso fuera del ciclo trienal o 

quinquenal para la presentación de memorias. Si bien reconocemos que la Comisión de Ex-

pertos tiene esa facultad, consideramos que sólo se debería recurrir a ella en casos excepcio-

nales y que, cuando se rompa el ciclo de presentación de memorias, los expertos deberían 

explicar el motivo por el que se solicitan memorias anticipadas. 

Para tratar de seguir mejorando los métodos de trabajo a los efectos del examen de los 

casos individuales por la Comisión de Aplicación de Normas, el Grupo de los Empleadores 

propuso mejoras para la utilización de los «documentos D» y alentó a que los Estados Miem-

bros facilitaran antes información actualizada y que la Oficina compartiera de forma trans-

parente dicha información para que los mandantes tripartitos pudieran preparar las discusio-

nes de la Comisión de forma más eficaz y con antelación. 

Durante la discusión general, el Grupo de los Empleadores también señaló diversas 

áreas en las que se considera que hay margen para la mejora continua. 

En primer lugar, el Grupo de los Empleadores observó que persistía un grado signifi-

cativo de incumplimiento por los gobiernos de sus obligaciones de presentación de memorias 

y señaló la ineficacia de las medidas correctivas adoptadas por la Oficina. Ésta es una cues-

tión importante que seguiremos vigilando y debatiendo. 

En segundo lugar, el Grupo de los Empleadores consideró que la distinción entre las 

solicitudes directas y las observaciones de la Comisión de Expertos no era suficientemente 

clara. A este respecto, el Grupo de los Empleadores observó que algunos comentarios in-

cluidos en las solicitudes directas contenían evaluaciones de cumplimiento y recomendacio-

nes y, dado que las solicitudes directas no están incluidas en el informe de la Comisión de 

Expertos, éstas no conforman la base para la discusión y para la labor de la Comisión de 

Aplicación de Normas de la Conferencia. De modo que, en aras de asegurar la transparencia 

y la buena gobernanza, opinamos que las solicitudes directas deberían recabar más informa-

ción y no deberían abordar cuestiones sustantivas relativas al cumplimiento de las obliga-

ciones. 

En tercer lugar, el Grupo de los Empleadores manifestó su preocupación por el hecho 

de que, en un caso, la Comisión de Expertos no hubiera tenido en cuenta las conclusiones 

relativas a la aplicación de normas que se habían adoptado a raíz de la discusión celebrada 

en un año anterior. Se trata del caso de Irlanda, en el que la Comisión de Aplicación de 

Normas, en sus conclusiones, pidió una acción conjunta por parte del Gobierno y de los 

interlocutores sociales sobre un asunto en particular y, cuando el Gobierno tomó una medida 

unilateral, los expertos tomaron nota de esa medida con satisfacción. Por consiguiente, nos 

referimos a este caso para insistir en la importancia de que la Comisión de Expertos tenga 

en cuenta y examine con detenimiento las conclusiones de la Comisión de Aplicación de 

Normas de la Conferencia. 

Otro ámbito de preocupación que señaló el Grupo de los Empleadores en la discusión 

general fue la interpretación actual del Convenio sobre la libertad sindical y la protección 

del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87), por parte de la Comisión de Expertos, a pesar 

de las discrepancias y la falta de apoyo de algunos mandantes tripartitos en lo que respecta 
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al alcance de esta interpretación. A la luz de las observaciones de los expertos en los casos 

individuales y, a fin de evitar malentendidos sobre la postura del Grupo de los Empleadores, 

quisiéramos simplemente reiterar nuestra posición, a saber, que no creemos que exista una 

conexión entre el derecho expreso a la huelga y el Convenio núm. 87. Para que quede claro, 

aunque el Grupo de los Empleadores reconoce el derecho a la acción colectiva, considera 

que esta delicada cuestión debe estar sujeta a reglas detalladas establecidas a escala nacional. 

Pasando ahora al siguiente componente de nuestra labor, tuvimos la oportunidad de 

celebrar una discusión exhaustiva y en profundidad del Estudio General, que este año se ha 

centrado en la legislación y la práctica respecto de 16 instrumentos de la OIT relativos al 

tiempo de trabajo. 

A este respecto, el Grupo de los Empleadores señaló que la organización del tiempo de 

trabajo repercute de forma notable en la salud física y mental de los trabajadores, y también 

en la competitividad, agilidad, productividad y sostenibilidad de las empresas en una econo-

mía cada vez más integrada y competitiva. 

A medida que el mundo del trabajo se vuelve más dinámico, la reglamentación del 

tiempo de trabajo debe adaptarse manteniendo un equilibrio adecuado entre las necesidades 

de protección de los trabajadores, por un lado, y las necesidades de las empresas de respon-

der a un mundo del trabajo cambiante, por otro. 

Por medio de la consulta y el diálogo, los interlocutores sociales desempeñan un papel 

cada vez más importante en la formulación y facilitación de orientaciones sobre reglas y 

prácticas innovadoras relativas al tiempo de trabajo. 

Durante esta enriquecedora discusión, en la que intervinieron muchos gobiernos e in-

terlocutores sociales, se puso de relieve la diversidad de enfoques sobre esta cuestión a nivel 

nacional y se subrayó el hecho de que algunos de estos instrumentos de la OIT relativos al 

tiempo de trabajo eran obsoletos, demasiado detallados y excesivamente restrictivos. 

Esperamos con interés continuar la discusión y el debate sobre estas cuestiones, y en 

ese sentido hemos realizado propuestas con miras a la modernización y posible consolida-

ción de estos instrumentos relativos al tiempo de trabajo. 

En el marco del último componente de nuestro programa de trabajo, examinamos 23 ca-

sos relativos al cumplimiento por parte de los Estados Miembros de sus obligaciones relati-

vas a las normas internacionales del trabajo, sobre la base de la lista adoptada de 24 casos. 

Al establecer esa lista, los interlocutores sociales trataron de lograr un equilibrio entre los 

distintos tipos de convenios examinados y la gravedad de los temas, y también se tuvo en 

cuenta el equilibrio regional y el nivel de desarrollo de los países dentro de una región. De 

los casos examinados, 16 eran casos relativos a convenios fundamentales, cuatro a convenios 

de gobernanza (prioritarios) y tres a convenios técnicos. A nuestro juicio, este es un dato 

importante, ya que demuestra que la Comisión ha tratado de examinar distintos tipos de 

convenios (fundamentales, de gobernanza y técnicos). 

Algunos casos han sido particularmente preocupantes para el Grupo de los Empleado-

res este año. 

El primero de ellos fue el caso del Estado Plurinacional de Bolivia, relativo a la aplica-

ción del Convenio sobre la fijación de salarios mínimos, 1970 (núm. 131). En opinión del 

Grupo de los Empleadores, este era un caso grave de incumplimiento de un convenio técnico 

ya que, entre 2006 y 2018, el Gobierno, no consultó a las organizaciones de empleadores 

más representativas ni tuvo en cuenta criterios económicos al fijar el salario mínimo. Apro-

vechamos esa oportunidad para poner de manifiesto la profunda preocupación del Grupo de 

los Empleadores acerca de este asunto. 
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También expresamos nuestra inquietud por el caso de El Salvador. Entre otras cosas, 

este caso abordaba el hecho de que no se había reactivado el Consejo Superior del Trabajo 

y las notables deficiencias en materia de diálogo social, pese a la misión de contactos directos 

que la OIT llevó a cabo en 2017. 

Asimismo, manifestamos nuestra profunda preocupación por la aplicación de Serbia 

del Convenio sobre la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 

(núm. 144). Las observaciones de los expertos destacaron claramente la falta de consultas 

por parte del Gobierno de Serbia con la Asociación de Empleadores de Serbia acerca de los 

temas relativos a las normas abarcados por el Convenio. 

Otro caso que suscitó preocupación en el seno del Grupo de los Empleadores fue el 

caso de Grecia, relativo al cumplimiento del Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). Éste fue uno de los casos más importantes para el 

Grupo de los Empleadores este año y se refería a la cuestión del recurso unilateral al arbitraje 

obligatorio, que es una parte fundamental del derecho griego. En resumen, el derecho griego 

concede a cualquiera de las partes en una negociación colectiva el derecho a recurrir de 

manera unilateral al arbitraje obligatorio a fin de solucionar una controversia o resolver una 

cuestión relacionada con un convenio colectivo. La preocupación del Grupo de los Emplea-

dores con respecto a este caso radica principalmente en la discrepancia entre este tipo de 

sistema unilateral y el principio de negociación colectiva libre y voluntaria, que es el princi-

pio fundamental del artículo 4 del Convenio núm. 98. 

Lamentamos profundamente que no haya sido posible discutir el caso de Samoa del 

modo habitual. Como ha indicado el Ponente, el Gobierno no estaba registrado ni acreditado 

para asistir a la reunión de la Conferencia, por lo que no fue posible mantener una discusión 

sobre este caso extremadamente grave de incumplimiento del Convenio sobre las peores 

formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182). 

En lo que respecta al caso de Brasil, el Grupo de los Empleadores expresó inquietud 

por el hecho de que la Comisión de Expertos hubiera formulado una observación fuera del 

ciclo regular de presentación de memorias y que dicha observación pareciera estar basada 

en información incompleta. Durante la discusión del caso de Brasil, relativo a la moderniza-

ción del sistema de relaciones laborales, el Grupo de los Empleadores expresó la opinión de 

que esta reforma laboral se ajustaba a lo dispuesto en el Convenio núm. 98 y el principio de 

negociación colectiva libre y voluntaria, y que se llevó a cabo en plena consulta con los 

interlocutores sociales. El Grupo de los Empleadores también tomó nota con interés de que 

la reforma mencionada estaba empezando a dar resultados positivos en términos de creación 

de empleo en el país. 

Además de los casos que se han discutido, nos gustaría aprovechar esta ocasión para 

expresar nuestra preocupación por el hecho de que no se hayan aplicado las conclusiones 

adoptadas por nuestra Comisión el año pasado en relación con la República Bolivariana de 

Venezuela en lo que respecta al Convenio sobre la política del empleo, 1964 (núm. 122), y 

las conclusiones adoptadas por la Comisión en 2011 en relación con la aplicación por parte 

de Uruguay del Convenio núm. 98. En este momento no podemos sino lamentar la falta de 

progresos y reiterar que seguiremos supervisando la situación en ambos países. 

El Grupo de los Empleadores destaca de nuevo este año la manera en que se redactaron 

las conclusiones en los casos individuales de los Estados Miembros. Observamos una apro-

piación real por parte de los interlocutores sociales del resultado de la Comisión de Aplica-

ción de Normas. Las conclusiones sólo reflejaron aquellas recomendaciones que lograron 

consenso. No cabe duda de que seguimos comprometidos con la adopción de conclusiones 

breves, claras y concisas. Estas conclusiones identifican lo que se espera de los gobiernos 

para que apliquen los convenios ratificados de una manera clara e inequívoca. Las conclu-

siones reflejan pasos concretos para abordar las cuestiones relacionadas con el cumplimiento 
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de las obligaciones relativas a las normas. En las conclusiones ya no se recogerán elementos 

de la discusión ni se reiterarán declaraciones que hayan formulado los gobiernos durante la 

apertura o el cierre de la discusión y que constan en actas. La Comisión de Aplicación de 

Normas ha adoptado conclusiones sobre la base de un consenso y esas conclusiones entran 

dentro del ámbito de aplicación del Convenio objeto de examen. Si los trabajadores, los 

empleadores y/o los gobiernos tenían opiniones divergentes, esto se ha reflejado en actas, no 

en las conclusiones. 

Siguen existiendo cuestiones controvertidas y desavenencias, pero éstas no se reflejan 

y, por tanto, no se abordan en las conclusiones. Como he indicado anteriormente, estas opi-

niones divergentes en relación con algunas cuestiones figuran tanto en la Parte I como en la 

Parte II del informe de la Comisión (el Informe General y las observaciones referidas a cier-

tos países, respectivamente). 

Quisiera aprovechar este momento para señalar que, en opinión del Grupo de los Em-

pleadores, los mandantes tripartitos deberían sentirse muy orgullosos de la participación ac-

tiva y constructiva de los interlocutores sociales a este respecto. Este es un elemento funda-

mental de la labor de esta Comisión y consideramos que está funcionando extremadamente 

bien y que nuestras labores a este respecto deberían contar con el debido apoyo. 

También quisiéramos aprovechar este momento para hacer hincapié en la importancia 

del seguimiento de las conclusiones de la Comisión de Aplicación de Normas. Dado que se 

trata de un aspecto fundamental de la gobernanza tripartita, consideramos que la asistencia 

técnica y las misiones de seguimiento de la Oficina deberían centrarse en los ámbitos en los 

que se ha alcanzado un consenso entre los mandantes, y que las conclusiones deberían con-

formar la base para la misión o la labor que se lleve a cabo a nivel nacional. 

Asimismo, consideramos que es importante que el Departamento de Normas Interna-

cionales del Trabajo (NORMES) incluya a especialistas de la Oficina de Actividades para 

los Empleadores (ACT/EMP) y la Oficina de Actividades para los Trabajadores (ACTRAV) 

en la preparación y aplicación de las conclusiones, y que también celebre consultas con las 

secretarías del Grupo de los Trabajadores y el Grupo de los Empleadores. Esas consultas 

tienen por objeto que las organizaciones de empleadores y de trabajadores más representati-

vas del país estén bien preparadas para contribuir al éxito de las respectivas misiones y ten-

gan la capacidad de presentar la información más reciente y pertinente. 

En resumidas cuentas, el Grupo de los Empleadores está satisfecho por el desarrollo de 

la discusión de este año y las labores de la Comisión de Aplicación de Normas. Se han cele-

brado discusiones enriquecedoras y pertinentes, se ha alcanzado el consenso siempre que ha 

sido posible y se han manifestado opiniones divergentes de forma respetuosa y constructiva. 

El Grupo de los Empleadores considera que siempre hay margen para seguir mejorando 

y que ésta es una característica distintiva y una muestra de su apoyo continuo al sistema de 

control. Por consiguiente, los empleadores formularán propuestas y reafirmarán su voluntad 

de seguir aumentando la transparencia, la pertinencia y la eficacia de la gobernanza tripartita 

en el marco del sistema de control de la OIT. Invitamos a todos los miembros de la Comisión, 

a los gobiernos y a la Oficina a que consideren esas propuestas con una actitud abierta y 

constructiva. 
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La reunión de 2018 de la Comisión fue la última antes del centenario de la OIT. El 

Grupo de los Empleadores considera que este importante e inminente aniversario brindará 

la oportunidad de seguir tratando de mejorar la transparencia, eficiencia y pertinencia de la 

gobernanza tripartita en el marco del sistema de control de la OIT. 

En opinión del Grupo de los Empleadores, la celebración del centenario permitirá exa-

minar con mayor atención los avances de los Estados Miembros en lo que respecta a la apli-

cación de los convenios ratificados en la legislación y en la práctica. No podemos desapro-

vechar la oportunidad que nos brinda la labor de la Comisión de destacar las mejores prác-

ticas y poner de relieve los esfuerzos gubernamentales en consulta y cooperación con los 

interlocutores sociales. 

Creemos que es muy importante encontrar la manera de poner de relieve las buenas 

prácticas de muchos países en lo que respecta al cumplimiento de sus obligaciones relativas 

a las normas internacionales del trabajo. La oportunidad de encomiar esas prácticas en un 

marco tripartito alentaría un mayor cumplimiento por parte de los países de dichas obliga-

ciones. Además, demostraría al mundo del trabajo que nuestra Comisión tiene un impacto 

real fuera de estas salas. 

Quisiera concluir con unas palabras de agradecimiento y reconocimiento por los es-

fuerzos de la representante del Secretario General de la Conferencia y todo el equipo de 

NORMES, que han trabajado denodadamente para apoyar la labor de nuestra Comisión. 

También quisiera transmitir un agradecimiento especial a nuestro Presidente por la ma-

nera equitativa, ordenada y ecuánime en que ha dirigido las reuniones de la Comisión este 

año, por mantener el rumbo incluso durante las discusiones difíciles y por su excelente ges-

tión del tiempo. 

Además, quisiéramos expresar nuestro agradecimiento al Ponente de nuestra Comisión 

quien se ha encargado de dejar la debida constancia en actas de la labor de la Comisión este 

año. Permítanme también dar las gracias a los miembros del Grupo de los Empleadores, un 

equipo entregado que participa en las labores de la Comisión de Aplicación de Normas desde 

hace muchos años. Sin su apoyo, dedicación y participación, mi trabajo hubiera sido mucho 

más difícil de lo que ya es. Por ese motivo, quisiera dar las gracias al Sr. Moyane, Sr. Mackay, 

Sra. Hellebuyck, Sr. Mailhos, Sr. Echavarría, Sr. Ricci, Sra. Bârsan, Sr. De Meester, Sr. Etala 

y Sr. Munthali por la ayuda prestada para preparar y presentar los casos y el Estudio General. 

Muchas gracias por haberme dejado en buen lugar. 

Por último, quisiera expresar mi agradecimiento a la Sra. Anzorreguy y la Sra. Robert, 

de la Organización Internacional de Empleadores (IOE), y al Sr. Hess y la Sra. Palmi Reig, 

de ACT/EMP, por su inestimable ayuda, así como a la Sra. Cano Prentice y el Sr. Hotham 

por su dedicación a nuestra labor. 

Por último, aunque no por ello menos importante, quisiera dar las gracias al Sr. Lee-

mans, mi homólogo del Grupo de los Trabajadores, y a su sólido equipo por su colaboración 

constructiva y el talante de respeto mutuo con el que hemos llevado a cabo nuestras discu-

siones, expresado nuestras opiniones y trabajado en aras de lograr un cumplimiento signifi-

cativo de las normas internacionales del trabajo. 

Finalmente, quisiera dar las gracias a los intérpretes por sus esfuerzos para que se nos 

entienda a todos. 



 
 

 

10 ILC107-Actas 9C-Sp.docx 

Sr. Leemans 
Vicepresidente trabajador  
de la Comisión de Aplicación de Normas 
(original francés) 

Una vez más, tengo el honor de copresidir este año la Comisión de Aplicación de Nor-

mas de la Conferencia, y quisiera agradecer al Grupo de los Trabajadores por la confianza 

en mí depositada. 

La presentación del informe de nuestra Comisión en la reunión plenaria de la Confe-

rencia nos brinda la oportunidad de hacer un balance del camino recorrido este año y de 

tratar aspectos más generales. 

Quisiera recordar que la misión de la Comisión de Aplicación de Normas es de funda-

mental importancia. Al controlar la aplicación de las normas internacionales del trabajo, 

nuestra Comisión contribuye a la consecución del objetivo de promoción de la justicia social 

que se ha fijado la OIT desde su creación. Ahora que estamos en vísperas de celebrar el 

centenario de la Organización es preciso más que nunca recordar el carácter fundamental de 

esa misión. 

Los trabajos de nuestra Comisión comenzaron con una discusión general. Durante ese 

debate, el Grupo de los Trabajadores tuvo la ocasión de recordar que, para garantizar la 

coherencia y la estabilidad de los mecanismos de control de nuestra Organización ha de 

velarse por su cohesión y armonía. 

Los dos pilares del control de las normas de la OIT son la Comisión de Expertos en 

Aplicación de Convenios y Recomendaciones y la Comisión de Aplicación de Normas. El 

principio de los pilares, como bien saben, es que se trata de elementos independientes uno 

de otro, pero que entre ellos sostienen el mismo edificio. Si uno de esos pilares se debilitara, 

no solamente el otro sufriría las consecuencias sino que el edificio entero podría derrum-

barse. Eso es lo que sucede con la Comisión de Expertos y la Comisión de Aplicación de 

Normas. 

Si tuviéramos que resumir en tres palabras la relación que vincula a esos dos pilares 

entre sí, yo diría que serían: independencia, respeto y diálogo. La independencia y el respeto 

no impiden entablar un diálogo necesario para que el mecanismo de control, en su conjunto, 

sea coherente. El diálogo puede producirse de forma directa, lo que ocurre cuando la Comi-

sión de Expertos invita a ambos portavoces a una sesión especial o cuando el presidente de 

la Comisión de Expertos participa en nuestras sesiones. 

Pero también puede haber un diálogo indirecto. Eso sucede cuando en los debates de 

nuestra Comisión se hace referencia a las interpretaciones e informes de la Comisión de 

Expertos o cuando ésta retoma y garantiza el seguimiento de nuestras conclusiones. No obs-

tante, el límite entre el diálogo y la intromisión es muchas veces delicado, y nuestra Comi-

sión debe velar por respetarlo. A ese respecto, el Grupo de los Trabajadores no puede aceptar 

que el trabajo de la Comisión de Expertos se esté poniendo constantemente en tela de juicio. 

Algunas personas se permitieron incluso hablar de forma poco respetuosa sobre las obser-

vaciones formuladas por los expertos. Ahora bien, no cabe duda de que la misión de los 

expertos está definida en el mandato — sumamente claro — establecido por la Conferencia 

Internacional del Trabajo, y que se reproduce en el informe de los expertos. 

En varias ocasiones se ha criticado vehementemente a la Comisión de Expertos por 

haber aprovechado la posibilidad de reclamar una memoria fuera del ciclo regular de pre-

sentación de memorias. Sin embargo, en el párrafo 64 del informe de los expertos se recuer-

dan de forma clara e inequívoca los casos en los cuales la Comisión de Expertos puede de-

cidir interrumpir ese ciclo de presentación de memorias. 
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Es perfectamente legítimo que un miembro impugne las observaciones de los expertos, 

pero siempre que respete el trabajo realizado. De hecho, lamentamos que haya habido tan 

pocos gobiernos que hayan hecho uso de la palabra para recordar ese tipo de verdades, tan 

elementales. Es preciso dejar constancia de que el cuestionamiento del trabajo de los exper-

tos no se refería en absoluto a una situación en que éstos se hubieran excedido de su mandato 

sino que estaba dirigido a intimidar a la Comisión y desprestigiar su actividad, algo total-

mente inaceptable. 

En el mismo sentido, algunos participantes han ido incluso más lejos y han afirmado, 

durante los trabajos de nuestra Comisión, que nuestra Organización estaba siendo manipu-

lada. Esas declaraciones desacreditan a quienes las pronuncian. Son claro reflejo de lo incó-

moda que les resulta la situación en la que se encuentran y que los obliga a explicar los 

incumplimientos que se les reprochan ante nuestra Comisión. 

Tales declaraciones tienen principalmente por finalidad desviar la atención y reorientar 

los debates hacia aspectos que no guardan relación alguna con las observaciones formuladas 

acerca del caso en cuestión. Podemos comparar los órganos de control de las normas de la 

OIT con termómetros: cuando el cuerpo tiene fiebre, a nadie se le ocurriría poner en duda lo 

que indica el termómetro, por muy desagradable que esto resulte. La razón nos indica que 

debemos, en cambio, tratar de encontrar un tratamiento adecuado para resolver el problema 

que se plantea. 

Después de la discusión general, nuestra Comisión prosiguió sus trabajos examinando 

el Estudio General. Ello nos brindó la oportunidad de mantener un intercambio interesante 

sobre el tema de este año, el tiempo de trabajo, que es una cuestión de enorme importancia. 

El Ponente de nuestra Comisión ya tuvo ocasión de hablar al respecto. 

Nuestra Comisión examinó seguidamente los casos individuales. La lista de casos que 

adoptamos al principio de nuestros trabajos es una lista consensuada. Incluía 24 casos de 

incumplimientos graves de convenios fundamentales, convenios de gobernanza y convenios 

técnicos. Este año, nuestra Comisión se enfrentó a un caso muy particular y sumamente 

lamentable. 

De hecho, el caso de Samoa no pudo examinarse en cuanto al fondo debido a que el 

país no fue acreditado a la Conferencia. Por consiguiente, nuestra Comisión sólo pudo exa-

minar 23 de los 24 casos. Dada la brevedad de la lista de casos examinados por nuestra 

Comisión frente al número de constataciones de violaciones graves de los convenios inter-

nacionales del trabajo presentadas en el informe de los expertos, se perdió una valiosa opor-

tunidad de examinar en cuanto al fondo un caso de violación grave de los convenios inter-

nacionales del trabajo. 

Si bien el Grupo de los Trabajadores puede sentirse satisfecho por la adopción consen-

suada de la lista de casos individuales, la decepción inevitable que le genera esta lista a 

algunos miembros trabajadores que tenían grandes expectativas de que sus casos fueran exa-

minados por la Comisión y que comprobaron que no habían sido incluidos en ella ensom-

brece realmente el panorama. Permítanme dedicar unos momentos a esos casos, aunque ha-

bría sido justo que su situación hubiera sido tratada con más tiempo. 

Los trabajadores de Bangladesh siguen estando continuamente expuestos a una fuerte 

represión por parte del Estado, sobre todo a intimidaciones y a violentas represiones de las 

manifestaciones pacíficas. 

A pesar de que hemos examinado este caso prácticamente en todas las reuniones de 

nuestra Comisión desde el año 2000, el Gobierno no ha dado ningún paso para garantizar la 

protección del derecho a la libertad sindical. El hecho de que haya infringido reiteradamente 

su obligación de ajustar su legislación y sus prácticas al Convenio sobre la libertad sindical 
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y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87) nos lleva a preguntarnos si este 

caso no debería motivar un recurso en virtud del artículo 26 de la Constitución. Seguiremos 

con atención los hechos que se produzcan en el país a lo largo del próximo año. 

La democracia en Turquía sigue en crisis. El estado de excepción pone en grave peligro 

las libertades civiles y los derechos fundamentales en el trabajo. Las detenciones y los des-

pidos de sindicalistas sin un juicio justo se han convertido en moneda corriente. Por otro 

lado, el Gobierno ha prohibido numerosas manifestaciones organizadas en el sector del vi-

drio y de los metales aduciendo que atentaban contra la seguridad nacional. También segui-

remos muy de cerca la evolución de la situación de Turquía. 

También hubiera sido conveniente abordar el caso de Malawi, dada la situación parti-

cularmente preocupante de los niños que trabajan regularmente en condiciones alarmantes, 

especialmente en las plantaciones de tabaco y de té. 

Por otro lado, nos preocupa la situación de los servicios de inspección en Pakistán. 

Hubiera sido conveniente debatir esta cuestión para destacar las graves violaciones del Con-

venio sobre la inspección del trabajo, 1947 (núm. 81) en ese país, a pesar de los dos exáme-

nes del caso llevados a cabo por nuestra Comisión en 2013 y 2014. En términos más gene-

rales, la situación de los servicios de inspección resulta particularmente inquietante en todo 

el mundo. 

Al Grupo de los Trabajadores le preocupa asimismo la situación de Kazajstán. Insisti-

mos y seguiremos insistiendo en que el Gobierno debe atender los numerosos llamamientos, 

en particular los de nuestra Comisión, a garantizar a los trabajadores los derechos y las li-

bertades fundamentales que deben serles reconocidos. 

Otros muchos países hubieran merecido mención aparte, pero son demasiados, lo que 

ilustra la preocupante situación de los derechos fundamentales de los trabajadores en todo el 

mundo. Nuestra Organización debe, en vista de ello, extremar la vigilancia. 

Algunos gobiernos han seguido cuestionando el proceso de elaboración de la lista de 

casos por no entender los motivos de su inclusión en la lista. Como todos los años, les re-

cordamos que la lista de criterios de la selección de casos está disponible en los documentos 

de trabajo de la Comisión. Por otro lado, mi homólogo del Grupo de los Empleadores y yo 

solemos celebrar una sesión especial, justo después de la adopción de la lista de casos, para 

que los gobiernos interesados puedan hacer todas las preguntas que tengan sobre la elabora-

ción de la lista de casos y, eventualmente, sobre su inclusión en dicha lista. 

Por lo visto, todas estas medidas no son siempre suficientes a ojos de determinados 

gobiernos, que por lo demás exigen poder intervenir en la elaboración de la lista o incluso 

en la redacción de las conclusiones. Me parece importante recordar algo muy básico: el co-

metido de nuestra Comisión es evaluar la aplicación de las normas de la OIT por parte de 

los Estados Miembros. Atribuir a estos últimos un papel más importante en la elaboración 

de la lista de casos y el proceso de redacción de las conclusiones sería como convertirlos en 

juez y parte. Por lo demás, ¿qué sería de la independencia de la Comisión si los Estados 

decidieran la composición de la lista de casos y determinaran las conclusiones? ¿Cómo no 

apreciar todas las obvias derivas que podría generar algo así? Instamos a quienes presentan 

estas propuestas a mostrar mayor responsabilidad. 

El tripartismo de nuestra Comisión está garantizado por la posibilidad ofrecida a los 

Estados de venir a explicarse y de formular sus observaciones. También está garantizado por 

las intervenciones que pueden hacer los Estados durante la discusión de los casos. Algunos 

Estados se muestran activos; otros muchos no lo son tanto. Volveré sobre este punto un poco 

más adelante. 
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Ya completada nuestra labor, me complace comprobar que la Comisión ha logrado 

nuevamente consensuar conclusiones sobre los casos que se le habían sometido. Se trata de 

un punto importante, que confirma el dinamismo y la vitalidad de nuestro órgano de control. 

Obviamente, persisten diferencias de opinión entre los empleadores y los trabajadores, en 

particular sobre la cuestión fundamental del vínculo entre el Convenio núm. 87 y el derecho 

de huelga. 

Durante las discusiones, el Grupo de los Trabajadores tuvo ocasión de reiterar su posi-

ción sobre esta cuestión y confirmar que, a su juicio y de conformidad con la tesis sostenida 

por los expertos, el derecho de huelga está amparado por el Convenio núm. 87. Ahora bien, 

nuestras diferencias de opinión sobre esta cuestión no nos han impedido alumbrar nueva-

mente conclusiones de consenso, lo cual constituye un motivo de satisfacción. Es bueno 

adoptar conclusiones, pero otra cosa es lograr que se apliquen en la práctica, lo cual depende 

en buena medida de la buena voluntad de los gobiernos y de su espíritu de cooperación y 

colaboración. El hecho de que los casos examinados en nuestra última reunión vuelvan a 

figurar este año en la lista demuestra que no siempre se dan esas circunstancias. 

El Grupo de los Trabajadores de nuestra Comisión ha instado a los gobiernos en cues-

tión a demostrar su determinación de dar seguimiento a nuestras conclusiones. La puesta en 

práctica también requiere, en algunos casos, la valiosa asistencia de la Oficina. A este res-

pecto, quisiera hacer un llamamiento, en nombre del Grupo de los Trabajadores, para que se 

dispongan los recursos necesarios para prestar esa asistencia técnica. 

También deseo felicitar a los miembros de nuestra Comisión por la calidad de las dis-

cusiones y de sus respectivas contribuciones, lo que contribuirá sin duda alguna a enriquecer 

las discusiones. En varias ocasiones, estas discusiones han dejado traslucir diferencias de 

opinión, algo que resulta bastante normal, dada la composición de nuestra Organización. 

Esta especificidad es un valor agregado que debemos reivindicar y defender, ya que permite 

reunir intereses y puntos de vista contradictorios en torno a un objetivo común. De la con-

traposición de ideas nace la evolución. Sin embargo, me gustaría que todos los grupos se 

expresaran en una medida comparable y, a este respecto, aprovecho la oportunidad para ex-

presar la decepción del Grupo de los Trabajadores con ciertos gobiernos que han mostrado 

una total falta de respeto por los trabajadores en sus intervenciones. Algunos incluso se han 

atrevido a establecer comparaciones insultantes que no podemos repetir ni aceptar. Sólo es 

posible entablar discusiones serias en un ambiente de respeto y cortesía. 

El año pasado, señalamos la aparición de un fenómeno que entonces calificamos de 

diplomacia de incumplimientos. Se trata de las intervenciones de gobiernos destinadas a 

apoyar a otros gobiernos que han sido cuestionados. Es un derecho totalmente legítimo, que 

no discutimos. Sin embargo, esos mismos gobiernos distan mucho de ser ejemplares en lo 

tocante al respeto de las normas fundamentales internacionales del trabajo en sus propios 

países. Lamentamos que este fenómeno se haya repetido este año. Asistimos a una especie 

de solidaridad negativa entre estos Estados, que se encuentra en las antípodas del espíritu 

mismo de nuestra Organización. 

Por otro lado, quiero felicitar a los miembros de nuestro Grupo — el Grupo de los 

Trabajadores — por la solidaridad, la cohesión y la disciplina que han demostrado al exami-

nar algunos casos particularmente difíciles. 

También quisiera mencionar dos aspectos que han perjudicado nuestra labor y que me-

recen ser señalados. Hemos observado con pesar que, en el examen de ciertos casos, a ciertos 

miembros de la Comisión les ha parecido oportuno aconsejar a los Estados que denunciaran 

los convenios invocados en el marco de este examen. Ese tipo de discurso es totalmente 

contrario al fundamento mismo de nuestra Organización y a los principios esenciales por los 

que se rige. 
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Por otro lado, deploramos que algunos gobiernos hayan amenazado con denunciar los 

convenios de la OIT y dejar de ratificarlos si seguían siendo cuestionados por los órganos 

de control. Al margen de que el hecho de denunciar los convenios no los sustraería necesa-

riamente a cualquier tipo de control, cabe destacar hasta qué punto este tipo de actitud envía 

un mensaje negativo, a saber, que los Estados prefieren distanciarse de nuestra Organización 

antes que rendir cuentas sobre la manera en que cumplen esas normas. 

Quiero señalar que la ratificación no es un gesto superficial destinado a obtener una 

credibilidad internacional que de ninguna manera justifican las condiciones sociales del país. 

Al contrario: la ratificación supone un compromiso con los demás mandantes y conlleva, 

para el Estado Miembro, la aceptación de someterse a mecanismos de control encargados de 

verificar que ese compromiso sea debidamente respetado. 

La labor de la Comisión de Aplicación de Normas no siempre resulta agradable. Nues-

tra Comisión no experimenta, como las demás comisiones, la satisfacción de contribuir di-

rectamente a la elaboración de nuevas normas en pos de un mayor bienestar social. Tiene, 

sin embargo, una responsabilidad muy clara: hacer el balance de la situación año tras año; 

recordar lo que es imprescindible hacer si queremos que el trabajo realizado no haya sido en 

vano y que el progreso social siga avanzando. 

Sr. Núñez Morales 
Presidente de la Comisión de Aplicación de Normas 

Me complace tomar la palabra para hacer algunos comentarios sobre los trabajos de la 

Comisión de Aplicación de Normas, que tuve el honor de presidir. 

Quisiera destacar, primero que nada, como lo han hecho nuestros Vicepresidentes, el 

enorme interés que los mandantes de esta Organización han demostrado por los trabajos de 

la Comisión de Aplicación de Normas. 

Cabe reconocer los diversos aportes realizados, así como el tono constructivo de las 

distintas intervenciones, que nos han brindado un debate rico y trascendental en torno a 

nuestra visión del papel que debe desempeñar esta Comisión en el marco del sistema de 

control de la OIT. 

La Comisión de Aplicación de Normas es una instancia de diálogo en la que, sobre la 

base del examen técnico e independiente realizado por la Comisión de Expertos en Aplica-

ción de Convenios y Recomendaciones, se debate de manera tripartita sobre las medidas 

necesarias para dar aplicación a las normas internacionales del trabajo. 

Las conclusiones adoptadas por la Comisión contribuyen de manera significativa a 

orientar a los Estados Miembros en esta tarea y contienen medidas concretas destinadas a 

acompañar a los mandantes tripartitos en la búsqueda de soluciones que den aplicación a los 

convenios tanto en la legislación como en la práctica. 

En esta oportunidad, la Comisión examinó la cuestión del cumplimiento por parte de 

los Estados Miembros de las obligaciones constitucionales que les incumben en materia de 

normas, resaltando la importancia fundamental que reviste el envío en tiempo oportuno de 

memorias que contengan información suficiente para el funcionamiento adecuado del sis-

tema de control. 

Todos los mandantes acogieron con satisfacción la discusión del tema del tiempo de 

trabajo sobre la base del Estudio General preparado por la Comisión de Expertos sobre los 

16 instrumentos relacionados con esta materia. Se adoptaron conclusiones al respecto, en las 

que se destacó que la organización del tiempo de trabajo repercute de manera importante en 
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la salud física y mental de los trabajadores, el equilibrio entre la vida laboral y la vida pri-

vada, la contribución de los trabajadores a la sociedad, la seguridad en el lugar de trabajo y 

la competitividad, productividad y viabilidad de las empresas. 

La Comisión reconoció que encontrar el equilibrio adecuado entre la protección de los 

trabajadores y las necesidades de las empresas en la organización del tiempo de trabajo sigue 

siendo un objetivo importante para el logro de la justicia social. 

La Comisión confió en que las conclusiones del Estudio General podrían ser un aporte 

en futuras reuniones tripartitas sobre este tema. Se pidió igualmente a la Oficina que brindara 

asistencia técnica sobre las cuestiones relativas al tiempo de trabajo a los Estados Miembros 

que así lo requieran. 

En cuanto al tratamiento de los casos individuales seleccionados de común acuerdo por 

los miembros trabajadores y los miembros empleadores, cabe reseñar que correspondió a la 

aplicación, en países de diferentes ámbitos geográficos, de convenios pertinentes y funda-

mentales relativos a la libertad sindical y la negociación colectiva, el trabajo infantil, el tra-

bajo forzoso, la discriminación, los salarios mínimos, las consultas tripartitas, la inspección 

del trabajo, el tiempo de trabajo y la promoción del empleo. 

Confío en que los países cuyos casos fueron examinados puedan encontrar, en las discusio-

nes que se llevaron a cabo, las directrices necesarias para que, con la asistencia técnica de la OIT, 

si ello fuera necesario, puedan encontrar soluciones a todas las cuestiones planteadas. 

En nombre de mi país, Panamá, quiero agradecer la distinción que se me hiciera por 

presidir esta importante Comisión. Como país fundador de esta Organización, Panamá ha 

tenido una relación fluida con esta casa, como muestra su firme respaldo al sistema de con-

trol de la OIT, del que esta Comisión es un componente fundamental. 

Esperamos contribuir a las medidas importantes que los mandantes procuran para el 

perfeccionamiento de los métodos de trabajo de la Comisión, como también quedó expre-

sado en el debate. Subyace la importancia de encontrar el espacio oportuno para que se co-

nozcan aquellos casos que den muestra de progresos relevantes, a fin de que otros Estados 

puedan asimismo conocer, de primera mano, en el debate tripartito de esta Comisión, aque-

llas buenas prácticas. 

Apostamos desde mi país por el diálogo social, convencidos de que es la llave de un 

modelo democrático de relaciones laborales. Las mesas de diálogo de Panamá han permitido 

establecer una instancia nacional que, sin pretender sustituirlos, actúa en perfecta coordina-

ción con los órganos de control para lograr resolver conflictos a nivel nacional que estaban 

siendo conocidos, o podrían serlo en el futuro, por las instancias de control de la OIT. Ade-

más, y ello es muy relevante, hemos encontrado espacio para poder avanzar en la adecuación 

de nuestra legislación y práctica nacionales en relación precisamente a las observaciones de 

los órganos de control. 

Deseo agradecer la participación del Sr. Koroma, Presidente de la Comisión de Exper-

tos, que visitó la Comisión una vez más. La presencia del Sr. Koroma durante las labores de 

la Comisión y la interacción con sus miembros dan cuenta de la sólida relación entre ambas 

Comisiones, basada en un espíritu de respeto mutuo, cooperación y responsabilidad. 
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Quiero agradecer muy especialmente a la Presidenta y a los Vicepresidentes de la Con-

ferencia, así como al Secretario General de la Conferencia, por su visita a la Comisión. Fue 

un placer recibirlos. Agradezco también al Ponente de la Comisión por su destacada tarea. 

Deseo agradecer a la Vicepresidenta empleadora y al Vicepresidente trabajador y a sus res-

pectivos equipos de trabajo, la cortesía y la colaboración que han expresado a la presidencia. 

Vaya mi reconocimiento a la representante del Secretario General así como a la Sra. Cur-

tis y al Sr. Guido, y a los demás miembros de la secretaría por la calidad del trabajo que han 

realizado durante estas semanas. También es encomiable la labor de los técnicos y de los in-

térpretes por su impecable trabajo durante las sesiones. 

Quisiera invitar a nuestros mandantes de las Américas a que acudan, del 2 al 5 de oc-

tubre, a la Reunión Regional Americana de la OIT, un espacio pertinente y oportuno para 

poder seguir tratando estos temas relativos al sistema de control de las normas. 

Por último, les invito a que aprueben el informe de la Comisión de Aplicación de Nor-

mas. 

El Presidente 
(original francés) 

Ha llegado el momento de declarar abierta la discusión general sobre el informe de la 

Comisión de Aplicación de Normas. 

Sr. Brizuela 
Gobierno (Paraguay) 

El grupo de los Estados de América Latina y el Caribe (GRULAC) de la Organización 

Internacional del Trabajo toma nota del informe de la Comisión de Aplicación de Normas 

sometido a la sesión plenaria de la Conferencia y agradece la labor de la Oficina, de los 

interlocutores sociales y de los gobiernos en dicha Comisión. 

Nuestro grupo regional ha expresado en numerosas ocasiones, incluso en las últimas 

reuniones de la Conferencia y del Consejo de Administración, la necesidad de revisar los 

métodos de trabajo de la Comisión de Aplicación de Normas y de la Comisión de Expertos 

en Aplicación de Convenios y Recomendaciones. Observamos que, al igual que en ocasiones 

anteriores, persistieron también en esta 107.ª reunión de la Conferencia los mismos proble-

mas que hemos venido apuntando desde hace mucho. El GRULAC hizo uso de la palabra 

durante la sesión de apertura de la Comisión de Aplicación de Normas para destacar elemen-

tos no consensuales que nos alejan a todos de un mecanismo transparente, previsible, eficaz 

y plenamente tripartito. 

Eso no contribuye a la construcción de confianza y a la credibilidad del sistema. En 

tales condiciones, el GRULAC quisiera hacer los siguientes comentarios sobre los métodos 

de trabajo de la Comisión de Aplicación de Normas y de la Comisión de Expertos: no apo-

yamos la ruptura de los ciclos regulares, porque ello no favorece la seguridad jurídica de los 

procedimientos existentes; no reconocemos la razón de discutir dos casos distintos de un 

mismo país en la misma sesión de la Comisión de Aplicación de Normas, como pasó este 

año; defendemos un mejor equilibrio de las situaciones examinadas, en base al grado de 

desarrollo de los países mencionados en las listas preliminar y definitiva de casos para exa-

men de la Comisión de Aplicación de Normas; proponemos mayor consideración a las par-

ticularidades de los sistemas jurídicos de nuestra región; y no aceptamos inferencias basadas 

en jurisdicciones o normas ajenas, en cuya elaboración nuestros países no han participado. 

La lista final de los casos bajo examen de dicha Comisión debería ser divulgada con la 

mayor antelación posible, y siempre antes del inicio de la reunión de la Conferencia, para 
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permitir a los gobiernos — a los cuales no se faculta ninguna participación en la elaboración, 

dicho sea de paso — la adecuada preparación y la respuesta de alto nivel a tal fin. Defende-

mos que los casos de mayor gravedad según los criterios técnicos del informe de la Comisión 

de Expertos tengan prioridad para su examen en la Comisión. Con referencia a la redacción 

de conclusiones de la Comisión sobre los casos de países, el Presidente de la Comisión po-

dría también tener un rol en la búsqueda de recomendaciones lo más cercanas posible al 

consenso tripartito. 

Los gobiernos concernidos también deberían ser informados, con suficiente antelación, 

de las conclusiones correspondientes a sus respectivos casos, para que puedan transmitir a 

las autoridades competentes todas las informaciones relevantes a las coordinaciones inter-

nas, a fin de poder reaccionar adecuadamente. 

La Comisión de Aplicación de Normas debería observar una mejor práctica parlamen-

taria en el momento de la adopción de las conclusiones de los casos. Al gobierno interesado 

se le debe autorizar a hacer uso de la palabra, si así lo desea, antes de la adopción de las 

conclusiones en la sesión plenaria. Con ello, el gobierno concernido tendría alguna oportu-

nidad, inexistente hoy, para aclarar su opinión sobre las conclusiones. Un pequeño cambio 

en ese sentido podría mejorar de forma significativa la percepción de respeto a los gobiernos. 

El Estudio General debe ser discutido con antelación, en sesiones informales tripartitas, 

para que todos los mandantes estén en condiciones de comprender las opiniones de los dis-

tintos grupos antes de que la Comisión de Aplicación de Normas inicie sus labores. Además, 

se pide un seguimiento más activo de las conclusiones de dicho Estudio. Una vez más, la-

mentamos que las conclusiones del Estudio General hayan sido aprobadas con menos de 24 

horas de análisis, en una muy breve sesión, sin que se haya celebrado ningún debate sustan-

tivo, pocas horas tras su publicación. Debería darse la oportunidad de efectuar correcciones 

a las intervenciones individuales, no solamente en lo que atañe a las discusiones de los casos, 

sino también del Estudio General. Lamentamos que la Comisión no haya examinado casos 

de progreso, teniendo en cuenta que uno de los objetivos del sistema de control de normas 

debe ser también compartir buenas prácticas y reconocer éxitos alcanzados. 

A juicio del GRULAC, esas son propuestas de inmediata obviedad, aunque de gran 

relevancia. Nuestro grupo las reitera porque confiere gran valor a la Comisión de Aplicación 

de Normas dentro del sistema de control de normas de la OIT y porque, a la luz del centena-

rio, defendemos un tripartismo efectivo, que cuente con la importante perspectiva de los 

gobiernos y esté en conformidad con la búsqueda del consenso, característica central de esta 

Organización. 

Finalmente, se reconoce el agradecimiento por una amplia mayoría de los países de 

América Latina y el Caribe, al Sr. Núñez Morales, quien presidió las discusiones con sabi-

duría, serenidad, imparcialidad y urbanidad. Bajo su liderazgo, la Comisión logró aprobar 

conclusiones en todos los casos bajo examen. 

Sra. Farani Azevêdo 
Gobierno (Brasil) 
(original inglés) 

Brasil se suma a la declaración pronunciada por Paraguay, en nombre del GRULAC y 

desea formular las observaciones siguientes en su capacidad nacional. 

Quisiéramos manifestar nuestra gratitud al Presidente y a los Vicepresidentes emplea-

dor y trabajador de la Comisión de Aplicación de Normas, e igualmente a la Oficina. 
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Asimismo, deseo expresar mi agradecimiento a todos los gobiernos y a los interlocuto-

res sociales que se sumaron a nosotros para pedir una reforma completa del sistema de con-

trol, y que hicieron este llamamiento en la Comisión de Aplicación de Normas y en otros 

foros de esta reunión de la Conferencia. Este sistema es demasiado importante para permitir 

que quede expuesto a sesgos políticos y a la falta de transparencia. 

Confiamos en que los mandantes de la OIT puedan buscar un consenso para crear un 

mecanismo eficaz, verdaderamente tripartito y universal para el control de las normas. Per-

mítanme aclarar a qué me refiero con verdaderamente tripartito: un sistema que garantiza 

una participación equilibrada de trabajadores, empleadores y gobiernos en todas las etapas 

de la toma de decisiones, desde la selección de los expertos hasta los métodos de trabajo de 

ambas comisiones. 

Quisiera explicar también qué entiendo por universal: un sistema que no sólo hace un 

seguimiento de aquellos gobiernos que son partes en los convenios de la OIT. El principio 

de llevar un control de la legislación y la práctica sólo de aquellos países que se comprome-

ten a defender las normas de la OIT no es el correcto y a la larga será insostenible. Las 

normas del trabajo de la OIT, sobre todo las normas establecidas en los convenios funda-

mentales, son universales y también lo debería ser su control. 

Agradecemos también al GRULAC su actuación tan decidida con respecto a las cues-

tiones tan esenciales de procedimiento planteadas ante la Comisión de Aplicación de Normas 

de la Conferencia. 

Reiteramos nuestra inquietud por la aplicación del párrafo 65 del informe de la Comi-

sión de Expertos de este año. Este párrafo contiene criterios generales para interrumpir los 

ciclos de presentación de memorias y para permitir que la Comisión de Expertos formule 

comentarios al margen de dicho ciclo. Brasil es plenamente consciente del contenido de esta 

parte del informe. Sin embargo, hemos solicitado pero no hemos recibido ningún comentario 

de la Comisión sobre las razones particulares que tuvieron en cuenta los expertos en relación 

con el párrafo 65. Ésta es otra mejora esencial del sistema que habría que introducir. 

Brasil observa que ha habido una mayoría clara de miembros de la Comisión de la 

Conferencia que han expresado críticas con respecto a los métodos de trabajo de la Comisión 

de Expertos en relación con el caso brasileño. No puede tratarse de una interpretación erró-

nea. Por esta razón, instamos a todas las partes a que tengan plenamente en cuenta este hecho 

tan importante. 

El examen del caso brasileño se hizo en infracción de los principios más fundamentales 

del debido proceso. Un sistema que permite que esto ocurra, sin medios de verificación, no 

cumple el propósito y los objetivos de la OIT. Esto también afecta la percepción que debieran 

tener todos los Estados Miembros y los interlocutores sociales de un sistema que debería 

funcionar de manera equitativa y justa, basándose en los aspectos técnicos del caso. 

Por otra parte, hemos presentado sólidos argumentos técnicos y jurídicos acerca de la 

pertinencia y la oportunidad de nuestro proceso de modernización del trabajo, que consiste 

en crear empleos, formalizar sectores importantes de nuestra economía, preservar los dere-

chos laborales y promover la negociación colectiva en pleno cumplimiento de nuestras obli-

gaciones internacionales y, en particular, del Convenio sobre el derecho de sindicación y de 

negociación colectiva, 1949 (núm. 98). 

Si la información sobre este caso estaba incompleta, no fue por falta de voluntad política 

del Gobierno de Brasil. Los hechos nos obligaron a proceder de esta manera porque nuestra 

reforma se inició hace tan sólo seis meses y no podíamos ni debíamos inventar los datos. 
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En cuanto a las conclusiones sobre nuestro caso, examinaremos en el momento opor-

tuno el texto que se nos presentó ayer. No tuvimos oportunidad de examinar esas conclusio-

nes antes de entrar a la sala del Consejo de Administración para su adopción. Y no pudimos 

hablar antes de la adopción de las conclusiones en la sesión de ayer. Esto demuestra la ma-

nera inadecuada en que trabaja la Comisión. Debemos hacer más progresos. Si procede, 

presentaremos una respuesta a esas conclusiones. 

Pese a ello, el Gobierno brasileño está dispuesto a emprender un diálogo social con los 

trabajadores y los empleadores para tratar los retos que se plantean actualmente y que se 

perciben con respecto a nuestra legislación laboral. Estamos trabajando en ello. 

Para concluir, Brasil rechaza los ataques que se han hecho contra sus instituciones du-

rante las labores de la Comisión y en esta reunión de la Conferencia. En los dos últimos 

años, Brasil ha enfrentado una crisis política y una recesión económica que existía antes de 

que el actual Gobierno tomara posesión. Hemos aplicado importantes reformas económicas 

y laborales, hemos promulgado una legislación clave y promovido cambios positivos. En mi 

país hay una democracia viva, una sociedad civil vibrante, un debate político lleno de vigor, 

hay Estado de derecho, y el Poder Judicial es plenamente independiente. 

Sr. Matsui 
Empleador (Japón) 
(original inglés) 

En nombre de los empleadores, del sector privado y de los ciudadanos de Japón, me 

centraré en las conclusiones relativas a la aplicación por Japón del Convenio sobre la libertad 

sindical y la protección del derecho de sindicación, 1948 (núm. 87). 

Lamento profundamente que en las conclusiones no se hayan tomado en consideración 

todos los aspectos del caso, un hecho que el Gobierno de Japón recalcó en repetidas ocasio-

nes ante la Comisión de Aplicación de Normas el lunes pasado. Teniendo en cuenta que 

Japón es un país democrático, no es posible aprobar un proyecto de ley sin el apoyo de la 

ciudadanía. Si bien la Comisión instó al Gobierno a que elabore un plan de acción sujeto a 

un calendario, considero que los trabajadores de Japón concernidos deben recabar primero 

el apoyo de la ciudadanía. De hecho, la responsabilidad de convencer a los ciudadanos in-

cumbe a los trabajadores, y no al Gobierno de Japón, como señaló la miembro gubernamen-

tal de Brasil en su intervención. 

En vista de que los trabajadores aún no han logrado obtener el apoyo de la mayoría de 

los ciudadanos japoneses, quisiera emitir una reserva respecto del plan de acción sujeto a un 

calendario para aplicar las recomendaciones hasta que los trabajadores japoneses concerni-

dos no hayan convencido por completo a los ciudadanos de que les brinden su apoyo. Este 

mismo caso se examinó en la reciente reunión del Comité de Libertad Sindical, cuyo informe 

se presentará ante el Consejo de Administración mañana para que lo apruebe. Este caso no 

reviste gravedad ni urgencia, como reconoció el Vicepresidente trabajador, quien en reitera-

das oportunidades ha señalado que existen muchos otros casos de mayor gravedad que los 

trabajadores habrían podido incluir en la lista corta de casos individuales. Ello es un ejemplo 

claro de las deficiencias del mecanismo de control de la OIT. 

Por último, esperamos que los trabajadores que tienen inquietudes respecto del papel 

de empleador que cumple el Gobierno de Japón colaboren con este último para resolver sus 

diferencias en el ámbito nacional, en vez de recurrir a foros internacionales como éste. 
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El Presidente 
(original francés) 

Procederemos ahora a la aprobación del informe de la Comisión de Aplicación de Nor-

mas. 

De no haber objeciones, ¿debo considerar que la Conferencia aprueba el informe de la 

Comisión de Aplicación de Normas que figura en las Actas Provisionales núms. 9A (Rev.) 

y 9B? 

(Se aprueba el informe en su conjunto.) 

Permítanme agradecer a la Comisión de Aplicación de Normas por su trabajo. Una vez 

más, ha logrado llevarlo a cabo con un ánimo constructivo y un espíritu de diálogo. Es evi-

dente que la labor iniciada por la Comisión y que ahora prosigue es una de las piedras angu-

lares de la misión de la Organización Internacional del Trabajo en pro de la justicia social. 

Creo que nuestra Comisión puede tratar casos complejos y en ocasiones difíciles, y que la 

clave para poder avanzar reside en la búsqueda de soluciones consensuadas, con el pleno 

apoyo de los mandantes tripartitos y la secretaría. 
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La Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia, órgano permanente de 
composición tripartita de la Conferencia y mecanismo esencial del sistema de 
control de la OIT, se consagra, cada año, al análisis del informe publicado por la 
Comisión de Expertos en aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR).

Desde el 2007, a fin de dar una mejor visibilidad a los trabajos de la Comisión 
de la Conferencia y para dar curso a los deseos de los mandatarios de la OIT, se 
decidió hacer una publicación recopilando los trabajos de la Comisión. Este año, 
la publicación se presenta de la manera siguiente: 

 i) el informe general de la Comisión de Aplicación de Normas; 

 ii)  las observaciones de la CEACR sobre los casos individuales 
seleccionados por la Comisión de Aplicación de Normas; 

 iii)  las Observaciones e informaciones de la Comisión de aplicación de 
normas acerca de ciertos países; 

 iv)  el informe de la Comisión de Aplicación de Normas: Presentación, 
discusión y aprobación.

Departamento de Normas Internacionales del Trabajo
Oficina Internacional del Trabajo
4, route des Morillons – CH-1211 Ginebra 22
Tel.: +41 22 799 7249
Fax.: +41 22 799 6771
E-mail: infonorm@ilo.org
Web: www.ilo.org/normes
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